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    Capítulo I


    Derecho Administrativo


    Actos de la Administración Pública


    Acto de Administración


    Actos administrativos de ministro provincial. Ámbito de competencia para abonar comisiones a intermediarios por la toma de créditos a favor de una provincia. Responsabilidad patrimonial. Fondos y bienes públicos. Responsabilidad internacional: tratados contra la corrupción. Sentencia arbitraria: omisión de aplicar disposiciones de derecho público local. Defensa en juicio.


    El tribunal superior, en claro apartamiento de la normativa que rige el caso, ha prescindido de considerar planteos conducentes del apelante dirigidos a privar de sustento a la pretensión del actor, toda vez que omitió aplicar las disposiciones de derecho público local invocadas por aquél, con grave menoscabo del derecho de defensa en juicio (art. 14 de la Ley 48) . El razonamiento adecuado para la solución de la litis exigía acudir a las previsiones de la Constitución de la Provincia de Jujuy, de las leyes locales 4864, 4885, 4920 y 4921 y de los decretos 008-E-96, 230-E-96 y 1062-E-96, vigentes al momento de los hechos, a fin de determinar si dichas normas, además de autorizar la obtención de los préstamos, también permitían el pago de comisiones a particulares para gestionarlos. El órgano de la Administración cuando ejercita una atribución determinada, es preciso que cuente con la aptitud legal para llevarla a cabo, puesto que ello hace a su propia competencia, elemento que reviste el carácter de esencial en todo acto administrativo. Sobre el orden jurídico administrativo, la Corte ha sostenido que la competencia constituye un elemento esencial que confiere validez a la actuación de los órganos estatales, a tal punto que aquélla no se configura como un límite externo a esa actuación sino, antes bien, como un presupuesto de ella, en virtud de la vinculación positiva de la Administración al ordenamiento jurídico, que debe autorizar a sus organismos para actuar en forma expresa o razonablemente implícita. En el caso, se omitió examinar si los terceros, que intermediaron para la gestión de los créditos, se encontraban vinculados contractualmente con la Administración Pública, el procedimiento seguido para ello y la labor desarrollada por aquéllos que justificara el pago de las comisiones. La Corte, sobre la actuación de los empleados y funcionarios administrativos al momento de contratar, ha expresado que "aunque en principio pueda resultar indiferente a la Ley el modo como los particulares arreglan sus propios negocios, no lo es la manera en que los funcionarios administran los asuntos públicos". Siempre que se trate de causas que involucren el manejo de fondos y bienes públicos, la decisión que corresponde adoptar debe estar determinada por un mayor rigor al apreciar los hechos, debiendo tenerse presentes los compromisos asumidos por el Estado Nacional al suscribir tratados con otros países, como son la Convención Interamericana contra la Corrupción y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, aprobadas por las leyes 24.759 y 26.097, cuyo incumplimiento podría generar responsabilidad internacional y que por ello, además, imponen su consideración por los magistrados de todas las instancias. La sentencia recurrida que acoge las pretensiones del actor basada en argumentos insuficientes y sin cumplir con el derecho administrativo local y las normas internacionales contra la corrupción, comporta una violación del Art. 18 de nuestra Ley Fundamental.


    López Romero, Eduardo Federico Bernabé y otro c/ Tribunal de Cuentas de la Provincia de Jujuy s/ Varios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3158/2014/RH1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Personal no docente. Reescalafonamiento. Revisión judicial de actos administrativos. Sentencia consentida. Doctrina de la arbitrariedad. Apartamiento de las constancias de la causa. Apertura a prueba. Autonomía universitaria. Defensa en juicio. Acceso a la justicia.


    La Corte tiene dicho que es susceptible de recurso extraordinario fundado en la causal de arbitrariedad el fallo que se basa en afirmaciones dogmáticas sin ponderar las constancias obrantes en la causa que podrían haber incidido respecto del resultado del pleito. Este supuesto de excepción se halla configurado toda vez que carece del debido sustento la afirmación de la cámara en el sentido de que el actor fue retrogradado en su situación escalafonaria por la circunstancia de que se le asignó la categoría A-4 del Agrupamiento Asistencial prevista en el nuevo escalafón implementado mediante el decreto 366/06. El a quo no sólo omitió toda referencia a los argumentos expresados por los órganos con competencia específica para entender en el reclamo formulado por el actor en sede administrativa, sino que tampoco tuvo en cuenta la imposibilidad fáctica de mantener en forma lineal la categoría alcanzada en el régimen anterior porque las once categorías que existían pasaron a ser siete divididas en tres tramos. Tales extremos conducen a sostener que se ha resuelto con base en afirmaciones que carecen de debido sustento normativo y prescindiendo además de las circunstancias comprobadas en la causa. Resulta contradictorio admitir que no se han acreditado las funciones en las que se desempeñaba el actor en razón de que no se ha producido prueba alguna al respecto, cuando la sentencia dictada por el Alto Tribunal señaló expresamente que el recurso previsto por el Art. 32 de la Ley 24.521 posibilita al interesado obtener la revisión del acto emanado de la autoridad universitaria por parte del tribunal competente y permite que las partes ofrezcan y produzcan la prueba que consideren pertinente. En virtud de lo expresado, lo resuelto guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas, por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido - en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.


    Núñez, Juan Carlos c/ Universidad Nacional de Tucumán s/ Reclamos varios


    FTU-Justicia Federal de Tucumán, 55033/2011/1/RH1, 12 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Caracteres.


    AFIP. Ejecución fiscal. Impuesto a las ganancias. IVA. Acto administrativo. Presunción de legitimidad. Ejecutoriedad del acto administrativo. Demanda. Efecto suspensivo. Sentencia arbitraria.


    La interposición de la demanda carece de los efectos suspensivos que le atribuye la sentencia recurrida. En efecto, el Art. 12 de la Ley 19.549 -de aplicación al caso por imperio del Art. 116 de la Ley 11.683- establece que el acto administrativo goza de presunción de legitimidad y que su fuerza ejecutoria faculta a la Administración a ponerlo en práctica por sus propios medios. Como sostuvo el Tribunal, una correcta hermenéutica de ese precepto obliga a concluir que la mera interposición de la demanda impugnativa presentada por el administrado no produce, per se y de modo automático, efectos suspensivos respecto del acto administrativo atacado. Cierto es que el Art. 82 de la Ley 11.683 establece que podrá interponerse demanda contra el Fisco Nacional contra las resoluciones dictadas en los recursos de reconsideración en materia de multas, y que ella tiene efecto suspensivo respecto de la exigencia de pago por imperio del Art. 51 de esa Ley de rito fiscal. Pero no menos cierto es que, a luz del principio de presunción de legitimidad del acto administrativo, sólo cabe interpretar, en consonancia con la regla que impone dar alcance restrictivo a las excepciones a las normas que sientan principios generales, que el Art. 51 de la Ley 11.683 exclusivamente atribuye ese efecto suspensivo a las demandas contra las resoluciones dictadas en los recursos de reconsideración en materia de multas, que no debe extenderse a otros supuestos no previstos por el legislador. Lo contrario importaría afectar indebidamente la ejecutoriedad de que goza el crédito de la actora y desvirtuar el marco del juicio de apremio mediante un injustificado apartamiento de las disposiciones del Art. 12 de la Ley 19.549. La sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que correspondería atender los agravios en cuanto a la arbitrariedad que se imputa a lo resuelto.


    AFIP c/ Lages S.A. s/ Ejecución fiscal - AFIP


    FTU-Justicia Federal de Tucumán, 9980/2014/CS1, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contratos Administrativos


    Contratos en Particular


    Concesión de Servicio Público.


    Multa a EDENOR por interrupción del servicio. Condición para recurrir. Obligación de acreditar el importe mediante bonificaciones a los usuarios, y de resarcimiento. Improcedencia de la exigencia del pago previo de las multas. Revoca sentencia.


    La cámara prescindió de la correcta interpretación del Art. 40 bis del cual no surge que, para cuestionar la procedencia del pago del daño directo impuesto por la autoridad de aplicación, el proveedor (en este caso el concesionario del servicio, EDENOR S.A.), como condición para interponer el recurso directo, tuviera que abonarlo previamente a los usuarios. De ahí que sea inapropiado hacer extensiva la exigencia del "pago previo de las multas", dispuesto en el Art. 5.3 del subanexo 4 del contrato de concesión suscripto entre la actora y el Estado Nacional, al resarcimiento del daño directo ordenado en el Art. 7° del acto administrativo en cuestión. De este modo, no constituye una derivación razonada del derecho vigente la aplicación de una las cláusulas de tal convenio para otros supuestos no previstos en él, máxime cuando, como sucede en el sub lite, significa privar a la actora del acceso a la jurisdicción. En atención a lo expuesto, la ausencia de fundamentación fáctica y jurídica del pronunciamiento recurrido pone de manifiesto que media relación directa e inmediata entre lo decidido y las garantías constitucionales invocadas (art. 15 de la Ley 48), más aun si se desconoce el principio rector en materia contencioso administrativa in dubio pro actione, firmemente defendido por la jurisprudencia del Tribunal.


    Edenor S.A. c/ Resolución 32/11 -ENRE- (Expte. 33580/10) s/ Entes reguladores


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 9469/2011/1/RH1, 15 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Acción de inconstitucionalidad. Medidas cautelares. Impuesto de sellos. Concesión de obra pública. Contratos gratuitos. Juicios en que es parte una provincia.


    Renegociación del contrato. Presunción de legitimidad. Doctrina de la inmunidad de los instrumentos de gobierno. Circunstancias excepcionales. Ley 25.561 de emergencia pública y reforma del régimen cambiario. Fallos: 247:325. Casos Indian Motorcycle v. United States (238 US 570) y Mc Culloch v. Maryland (300 US 352).


    La calificación de la autoridad pública concedente, respecto del carácter gratuito del contrato original, goza de la presunción de legitimidad propia de todo acto administrativo. Bajo este prisma, no se encuentra en el instrumento que ahora se pretende gravar elemento alguno que permita afirmar que, como fruto de la renegociación, haya mutado el carácter gratuito fijado para la concesión ya desde su origen. En efecto, no aparece en el "Acuerdo" contraprestación alguna para el Estado Nacional concedente, a raíz de prestaciones ya efectuadas o que se obliga a realizar a favor del concesionario, lo cual, obviamente, no condice con la onerosidad que pretende atribuirle la demandada. Ello reviste particular importancia pues, indagado el exacto sentido y alcance del concepto o término “oneroso” empleado por el ya citado Art. 228 del Código Fiscal, se comprueba, como destacó la Corte que no media en el régimen jurídico fiscal aplicable pauta alguna -expresa o tácita- que imponga apartarse de la significación que le viene dada por el derecho privado, circunstancia ésta que, consecuentemente, autoriza su recepción, según lo establece el Art. 6° del propio Código Fiscal. No implica la configuración, siquiera indirecta, de una retribución o canon para el Estado Nacional concedente como consecuencia de prestaciones efectuadas o que se haya obligado a realizar, lo que ratifica que no se trata de un acto a titulo oneroso. En las condiciones expuestas, la inexistencia de contraprestación pactada en favor de uno de los intervinientes en el acto determina, por si sola, su carácter gratuito. Como sostuvo la Corte en Fallos: 247:325, la doctrina de la inmunidad de los instrumentos de gobierno se halla fundada en la que ha sido calificada como "la gran Ley de la autopreservación". Va de suyo, entonces, que cuando esta Ley de autopreservación no está en juego, esto es, cuando no resulta con clara evidencia que el uso de sus poderes impositivos por parte de la provincia obste a la actividad gubernamental del gobierno federal, o la entorpezca material y apreciablemente, aquella inmunidad no debe ser reconocida, por hallarse ausente la razón vital que determina su aplicabilidad. Es decir que, para que la potestad impositiva provincial soporte esta excepcional restricción, es indispensable la presencia de circunstancias también excepcionales, de las que nazca la certeza de que la atribución nacional resguardada ha sufrido o sufrirá una real perturbación. En el caso concurren tales circunstancias excepcionales, pues, por medio de la Ley 25.561 -que declaró la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria-, se autorizó al Poder Ejecutivo Nacional a renegociar los contratos de obras y servicios públicos concesionados, puestos en crisis por la salida de la convertibilidad, en razón de que los precios y tarifas habían sido convenidos por la oportunamente en moneda extranjera. El "Acuerdo" bajo estudio es un instrumento de gobierno, que el Estado Nacional utilizó por estimarlo necesario para preservar la accesibilidad, continuidad y calidad del servicio prestado a los usuarios, así como para establecer condiciones que propendan al equilibrio contractual entre el concedente y el concesionario. En consecuencia, este instrumento de gobierno, destinado a efectivizar una alta política nacional no puede ser incidido directamente por el impuesto provincial, sin representar ello, en estas particulares circunstancias, una palmaria interferencia del poder local sobre el federal, junto a una inadmisible limitación de su independencia. Y esta directa incidencia se verifica pues el Estado Nacional, aun cuando se lo considere exento del impuesto de sellos según el Art. 296, inc. 1), del Código Fiscal provincial, reviste el carácter de responsable solidario del pago por la porción no liberada, lo cual torna necesaria su preservación frente a un gravamen local que se devenga como consecuencia del ejercicio de sus poderes constitucionales.


    Grupo concesionario del Oeste S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 286/2012/(48-G), 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CAF 9469/2011/1/RH1 “Edenor S.A. c/ Resolución 31/11 -ENRE- (Expte. 33580/10) s/ Entes reguladores”.


    Edenor S.A. c/ Resolución 32/11 -ENRE- (Expte. 33580/10) s/ Entes reguladores


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 9469/2011/CS1, 15 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Empleo Público.


    Recurso de queja. Competencia de la justicia laboral. Empleo público: despido. Ley 25.164 de Regulación de Empleo Público Nacional. Ausencia de gravamen irreparable: inexistencia de sentencia definitiva. Rechazo de la queja.


    La Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo revocó la sentencia de primera instancia, que había admitido la excepción de incompetencia opuesta por el Ente Nacional de Comunicaciones y declaró la competencia de la justicia nacional del trabajo para entender en las presentes actuaciones. La sentencia no deniega el fuero federal. En ese sentido, las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la Ley 48. Por otro lado, la sentencia en crisis tampoco coloca al recurrente, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos recién mencionados, en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la demandada quedó sometida a la jurisdicción laboral de la Capital Federal en la que puede ejercer las defensas procesales planteadas. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Sapienza, Matías Ezequiel y otros c/ Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual y otro s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 679/2016/1/RH1, 28 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Concurso de antecedentes y oposición. Concursos docentes. Concursos universitarios. Docentes titulares. Improcedencia del recurso. Meras discrepancias.


    Cargos de dedicación semiexclusiva. Ley Nacional de Procedimiento Administrativo N° 19.549.


    El recurso extraordinario resulta mal concedido cuando los agravios del recurrente no suscitan cuestión federal al no configurarse ninguno de los supuestos establecidos en el artículo 14 de la Ley 48. No existe relación directa entre los planteos formulados por el apelante en esta instancia y la interpretación que cabe asignar a las normas de carácter federal invocadas en el recurso bajo análisis (art. 16 y 18, Constitución Nacional; Ley 19.549). Por el contrario, los agravios remiten principalmente al estudio de cuestiones de hecho y prueba, cuyo tratamiento es ajeno a la instancia extraordinaria, máxime cuando los argumentos de la apelación federal solo exhiben una mera discrepancia de criterio con los fundamentos dados por los jueces de la causa. A su vez, tampoco se ha declarado la invalidez de actos emanados de una autoridad nacional. Por otra parte, la Corte Suprema tiene dicho que la designación de profesores universitarios, así como los procedimientos empleados para la selección del cuerpo docente no admiten en principio revisión judicial por tratarse de cuestiones propias de las autoridades universitarias, salvo en aquellos casos en que los actos administrativos impugnados sean manifiestamente arbitrarios, situación de excepción que no se configura en la especie. Finalmente, en cuanto a las críticas vinculadas con la doctrina de arbitrariedad de sentencias, cabe recordar que si el auto de concesión circunscribió la admisibilidad de la apelación a la cuestión federal y el recurrente no interpuso queja con relación a la arbitrariedad, no cabe tratar ese planteo.


    Mansi, Ariel Ricardo c/ UBA s/ Educación Superior Ley 24.521 – Art. 32


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 9468/2015/CA1-CS1, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Funcionarios del servicio exterior de la Nación. Misiones especiales. Liquidación. Viáticos.


    Ley 20.957. Decreto 1973/86. Permanencia en el exterior superior a treinta días.


    El Art. 68 de la Ley 20.957 dispone que los funcionarios del Servicio Exterior de la Nación que fueren designados para el desempeño de misiones especiales u otras comisiones de servicio tienen derecho a pasajes y a los viáticos que fija la reglamentación. Añade que “…cuando para el cumplimiento de dicho cometido deban desplazarse desde el Ministerio, y la permanencia en el exterior exceda de treinta días, recibirán, en sustitución de los viáticos, la remuneración que percibiría el funcionario de igual categoría en el país donde desempeñará su misión”. Por su parte, la reglamentación aprobada por el decreto 1973/86 regula cuestiones concernientes a la comisión de servicio y al modo en que deben liquidarse los viáticos, mas no se refiere en forma expresa a la situación que se presenta en el sub lite y que fue contemplada por el Art. 68, 2° párrafo. Este precepto, entonces, distingue dos modalidades diferentes de pago para los funcionarios del Servicio Exterior de la Nación que deben desempeñarse en misiones especiales en el exterior: si la designación fuera por un lapso de hasta treinta días tienen derecho a percibir viáticos y, en caso de exceder ese período, reciben -en sustitución de los viáticos- la remuneración que percibiría el funcionario de igual categoría en el país donde desempeñará su misión. Agrega el citado Art. 68 que los viáticos o remuneraciones que correspondan y las órdenes de pasajes, como así también una suma para gastos de representación en caso necesario, deben ser anticipados por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto. Del texto se desprende que tanto los viáticos como la remuneración que se otorga en estos supuestos a los funcionarios responden a una finalidad de compensación y no de retribución por poner su capacidad de trabajo a disposición del empleador, puesto que importa el reconocimiento de los gastos en que incurrirán por el desempeño transitorio en el exterior, es decir fuera del lugar habitual de trabajo. Como consecuencia de lo anterior se advierte que, por un lado, la norma aplicable al caso no prevé de modo expreso que el pago de una remuneración -sustitutiva de los viáticos- por los servicios que presta en el exterior ocasionalmente excluya el derecho del actor a percibir el sueldo que le corresponde en el país. Por otro lado, también debe tenerse presente la finalidad a la que atiende el pago de aquella remuneración por la función que debe desempeñar en forma extraordinaria, lo que descarta la existencia de la duplicación de haberes que alega la demandada. En este orden de ideas, es oportuno recordar que la inteligencia de las leyes debe tener en cuenta el contexto general y los fines que las informan y, con ese objeto, la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento y profundo de sus términos que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente para evitar la frustración de los objetivos de la norma.


    Flores, Héctor Alberto c/ Estado Nacional – Ministerio de Relaciones Exteriores – Resolución 1008/12 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 1695/2013/CA1-CS1, 06 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Ingreso al Empleo Público.


    Estabilidad del empleado público. Cancelación del nombramiento. Ingreso a la función pública. Concurso de cargos. Tribunal de cuentas. Personal de planta permanente. Revocación del acto administrativo.


    En el precedente la causa “Kek, Sergio Leonardo y otros c/ Municipalidad de Coronel Du Graty s/ Demanda contencioso administrativa” la Corte puntualizó que los actos administrativos firmes, que provienen de autoridad competente, llenan todos los requisitos de forma y se han expedido sin grave error de derecho, no pueden ser anulados por la autoridad que los dictó si generaron derechos subjetivos que se incorporaron al patrimonio de sus destinatarios. Recordó que ese principio tiene su base constitucional en la garantía de propiedad por medio de la cual se consolida uno de los pilares del ordenamiento jurídico, cual es la seguridad. Señaló la Corte que esa regla no es absoluta, como tampoco son absolutos los principios, garantías y derechos reconocidos por la Constitución Nacional. Destacó que, de modo reiterado, la Corte ha manifestado que la estabilidad de los actos administrativos cede cuando la decisión fue dictada a raíz de un grave error de derecho. Explicó que, en estos casos, la facultad revocatoria encuentra justificación en la necesidad de restablecer sin dilaciones el imperio de la juridicidad, comprometida por aquellos actos administrativos irregulares. Afirmó la Corte que el principio general es el de la estabilidad de los actos administrativos y no el de restablecer sin dilaciones el imperio de la juridicidad, ya que no existe ningún precepto de la Ley que declare inestables, revisables, revocables o anulables los actos administrativos de cualquier naturaleza y en cualquier tiempo, dejando los derechos nacidos o consolidados a su amparo a merced del arbitrio o del diferente criterio de las autoridades, cuyo personal sufre mutaciones frecuentes por ministerio constitucional, legal o ejecutivo. Finalmente, sostuvo la Corte que la excepción debe interpretarse en forma restrictiva. De otro modo, se frustraría la finalidad de la regla, cual es la de proteger la propiedad y la seguridad jurídica. En esos términos, no se encuentra acreditado que el decreto 144/07 exhiba vicios graves y ostensibles, ni que hubiera sido dictado con grave error de derecho, por lo que al estar comprometida la garantía constitucional de estabilidad en el empleo público y la protección del trabajador, no se justifica que la demandada ejerza la facultad excepcional de revocación del acto en sede administrativa. Por un lado, el concurso no se encontraba reglamentado por decreto del departamento ejecutivo según lo establecido en el último párrafo del artículo 105 de la Ordenanza 5.248. En ese sentido, de las declaraciones testimoniales se desprende que la mayoría del personal de esa comuna no ingresó por concurso y que los concursos que se realizaron fueron, en su mayoría, para cubrir vacantes de cargos superiores. Por otra parte, idéntica conclusión cabe respecto de la aludida vulneración del Pacto de Saneamiento. Ese acuerdo no establece la prohibición de toda designación sino que la cobertura de vacantes sólo podrá efectuarse mediante decisión fundada en razones de estricta necesidad de funcionamiento. Además, dispone que, por esas mismas razones funcionales, se podrá incorporar personal contratado o jornalizado. En ese marco, teniendo en cuenta que el actor se venía desempeñando en la municipalidad, en la misma función, durante varios años, la necesidad funcional de su designación se hallaba suficientemente justificada. Finalmente, el Tribunal de Cuentas, luego de tomar conocimiento del acto de designación cuestionado, si bien efectuó una advertencia genérica, en lo sucesivo procedió a visar sin reserva las órdenes generales de pago del personal, entre los que se encontraban los agentes recategorizados. Estos actos de fiscalización denotan que no se hallaba manifiestamente comprometido el erario público, sin perjuicio de las deficiencias formales acaecidas en el marco de ese procedimiento. Por todo ello, es que no estaban reunidos los extremos para que el acto fuera revocado en la sede administrativa, conclusión que se ve reforzada además por las características de la relación de empleo del actor. La Corte ha dicho que la solución de cada caso en particular está condicionada por la naturaleza de la vinculación del actor con la demandada y requiere, en consecuencia, el examen de la legislación que rige a ésta y de la conducta desarrollada por las partes durante la vinculación, ya que de ambos extremos puede resultar el carácter del empleo cuya terminación motiva el pleito. En ese contexto, el decreto 144/07 tuvo la intención de cumplir con la manda constitucional del artículo 14 bis de la Constitución Nacional, teniendo en cuenta que, según el criterio adoptado por esa Corte en el pronunciamiento registrado en Fallos: 333:311, "Ramos", la conducta de la demandada podría haber generado en el actor una legítima expectativa de permanencia laboral, merecedora de la protección contra la ruptura discrecional del vínculo por parte de la administración.


    Aladín, Gerardo Omar c/ Municipalidad de la Ciudad de San Francisco s/ Acción contencioso administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 275/2015/RH1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Limitaciones a la Propiedad Privada en Interés Público


    Servidumbres Administrativas


    Servidumbres administrativas. Indemnización. Régimen de consolidación de deudas. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Falta de cita legal.


    El tribunal a quo prescindió sin fundamento válido de disposiciones que resultan de inexcusable aplicación a las deudas del Estado Nacional habida cuenta del carácter de orden público de la Ley de consolidación, desatendiendo los precedentes de la Corte en los que reiteradamente ha establecido que el régimen de consolidación de deudas del Estado reviste carácter de legislación de emergencia. Esta naturaleza obliga al tribunal a considerar su aplicación aun cuando la demandada omita solicitarla o lo haga en la etapa de ejecución de la sentencia de condena, toda vez que las normas que consolidan las deudas estatales no señalan un término perentorio para su invocación. Sobre el particular, el Tribunal ha dicho que por ser las normas de consolidación de orden público, deben ser aplicadas por los jueces en cualquier estado del proceso y aun de oficio, sin que medie petición alguna de las partes. En consecuencia, la indemnización deberá ser conforme con las normas de consolidación de deudas estatales.


    Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio (YMAD) s/ Servidumbres mineras


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3824/2015/RH1, 22 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Organización Administrativa


    Control de la Administración Pública


    Control Externo. Control Judicial de la Administración Pública.


    A fin de mejor dictaminar, se solicita remisión de las actuaciones administrativas registradas en la Dirección Nacional de Migraciones, en tanto se encuentran vinculadas con la presente acción.


    Torres Miraval, Rolando Francisco c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior- DNM s/ Recurso directo DNM


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 37375/2013/2/RH1, 29 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Pretensión de nulidad de resolución del departamento legal de la Dirección General de Aduanas. Corresponde a la justicia nacional en lo penal económico: multa e inhabilitación. Corresponde a la justicia en lo contencioso administrativo federal lo referido a lo referido al cobro de tributos.


    El acto ahora impugnado resolvió condenar a los actores a abonar una multa e imponerles la sanción de inhabilitación en forma especial y perpetua para desempeñarse en diversas funciones de la administración pública por haber sido responsables del delito de contrabando. Asimismo, formuló cargo por los tributos adeudados e intimó a su pago. El Código Aduanero atribuyó a la Cámara Nacional en lo Penal Económico, en el ámbito de la Capital Federal, el conocimiento de las apelaciones que se interpongan contra las resoluciones dictadas por el administrador en el procedimiento por delitos. Por aplicación del principio de especialización consagrado en la doctrina del Tribunal, esa previsión legal determina que sea el fuero nacional en lo penal económico el competente para entender respecto de los agravios que formulan los actores en lo referente a la imposición de la multa y la inhabilitación para el ejercicio de los cargos previamente descriptos. Respecto de la pretensión relativa a los cargos formulados en concepto de tributos adeudados, resulta competente para entender en ello la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, pues es una de las causas que versan sobre contribuciones nacionales a las que se refiere el Art. 45 inc. b), de la Ley 13.998.


    Messina, Hugo y otro c/ Estado Nacional -DGA - Resol. 82/13 (PRLA) (Expte. 12034-1601/05) s/ Dirección General de Aduanas


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 16742/2013/CS1, 04 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Expulsión de migrantes: control judicial. Ley de Migraciones 25.871, arts. 79 y 80; 70, decreto reglamentario 616/2010. Análisis sobre la Opinión Consultiva OC-21/14 y 16/99 de la CIDH. Procedimiento migratorio: garantía del debido proceso. Omisión de proporcionar patrocinio jurídico gratuito. Convención Americana sobre Derechos Humanos.


    Al interpretar el alcance de los requisitos de la habilitación de la instancia judicial para revisar la legalidad y la razonabilidad de actos administrativos en materia migratoria, por las especiales características de los derechos fundamentales en juego, debe partirse de la adecuada ponderación de las exigencias particulares que imponen las garantías constitucionales de debido proceso y protección judicial en este ámbito. En el presente caso, si bien la los artículos 79 y 80 de la Ley 25.871 prevén la revisión judicial de las resoluciones de la autoridad de aplicación en materia de expulsión de migrantes, esa posibilidad ha quedado neutralizada en los hechos por la decisión del a quo de rechazar la habilitación de la instancia judicial. Además, al adoptar dicha decisión, la cámara no ponderó que en el procedimiento administrativo no se había resguardado de manera efectiva el derecho del actor a ser oído, con la asistencia letrada debida. En el sub lite, el procedimiento sustanciado en sede administrativa contra el recurrente tenía como requisito ineludible para el resguardo de su garantía constitucional de defensa en juicio, la provisión por parte del Estado de la asistencia jurídica gratuita prevista normativamente, lo que comprendía la notificación fehaciente de su derecho a recibir asistencia jurídica y su carácter irrenunciable conforme lo establece el artículo 8, inciso 2 d y e de la Convención Americana y el artículo 86 de la Ley de Migraciones. La falta de la efectiva asistencia jurídica legalmente prevista implicó que el recurrente quedara expuesto a una situación de indefensión que la Ley especial trata de evitar en una materia tan delicada como la migratoria, en función de los derechos fundamentales comprometidos. Entre ellos, cabe tener en cuenta que el particular alegó una afectación a su derecho a la reunificación familiar. Si bien este punto no constituye materia de análisis en el presente dictamen por encontrarse vinculado al fondo del asunto, la proyección de las decisiones adoptadas en el marco de este proceso sobre la unidad familiar debió haber sido especialmente considerada en sede administrativa y en las instancias judiciales posteriores, dado que en el contexto migratorio ese derecho tiene base constitucional. En ese contexto, la decisión del a quo de declarar no habilitada la instancia judicial implica agravar la situación de un administrado en situación de desequilibrio procesal, que se vio imposibilitado de ejercer su derecho de defensa de manera plena en virtud de la inobservancia por parte de la autoridad administrativa de las garantías constitucionales que rigen este tipo de actuaciones; máxime teniendo en cuenta que en materia migratoria, para que el procedimiento administrativo se desarrolle en condiciones de igualdad, la garantía de defensa incluye la efectiva intervención de la asistencia letrada que impone la Ley de Migraciones y las normativas de rango constitucional ya referida. Finalmente, la solución que se propicia en favor de la habilitación de instancia judicial en el caso se ajusta a los lineamientos determinados por la Corte Suprema en el precedente "Gorordo" (Fallos: 322:73). El alcance de las reglas procesales fijadas allí presupone que quien dejó vencer los plazos recursivos ordinarios contó con la posibilidad de ejercer su derecho de defensa de manera adecuada. Por el contrario, la imposibilidad de revisión judicial, establecida como principio general, debe ceder en supuestos como el de autos, puesto que, tal como se analizó precedentemente, durante el trámite de las actuaciones administrativas el recurrente no contó con ese derecho. En consecuencia, en estos casos, no puede considerarse que hubo desidia, desinterés o negligencia en la interposición del recurso. Por último, tampoco puede sostenerse que la disposición que rechazó la denuncia de ilegitimidad cumplió con el fin de velar por la legalidad de la actividad administrativa y los derechos del administrado. En tales condiciones, resulta sumamente gravoso endilgarle una conducta negligente al accionante y privarlo, de la posibilidad de obtener la revisión judicial de la disposición administrativa impugnada. En suma, en virtud de la naturaleza de los derechos en juego y el principio in dubio pro actione, utilizado por la Corte como valioso criterio hermenéutico debería declararse habilitada la instancia judicial.


    Peralta Valiente, Mario Raúl c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior - DNM s/ Recurso directo DNM


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 38158/2013/RH1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Expulsión de migrantes: control judicial. Ley de Migraciones 25.871. Procedimiento migratorio: garantía del debido proceso. Omisión de proporcionar patrocinio jurídico gratuito. Remisión a lo dictaminado en CAF 38158/2013 “Peralta Valiente” y FMP 81048271/2009 “Zhang, Peili”.


    Al interpretar el alcance de los requisitos de la habilitación de la instancia judicial para revisar la legalidad y la razonabilidad de actos administrativos en materia migratoria, por las especiales características de los derechos fundamentales en juego, debe partirse de la adecuada ponderación de las exigencias particulares que imponen las garantías constitucionales del debido proceso y protección judicial en este ámbito. El juez debe verificar con especial cuidado si la autoridad migratoria ha dado estricto cumplimiento a las garantías mínimas de debido proceso, antes de limitar el alcance de la revisión judicial. En procedimientos que puedan desembocar en la expulsión o deportación de extranjeros deben reforzarse ciertas garantías básicas de defensa en juicio como consecuencia del desequilibrio procesal en el que se encuentra el migrante ante la autoridad migratoria para desarrollar una defensa adecuada de sus intereses. En este marco, se consideró que, en aquel caso (Peralta Valiente), se habían vulnerado el derecho a ser oído y la garantía de defensa en juicio, en particular, la provisión por parte del Estado de la asistencia jurídica gratuita prevista normativamente, lo que comprendía la notificación fehaciente de ese derecho. Luego, se aclaró que la solución propiciada en favor de la habilitación de instancia judicial se ajustaba a los lineamientos determinados por la Corte Suprema en el citado precedente "Gorordo" (Fallos: 322:73) pues no había existido desidia, desinterés o negligencia en la interposición de recurso, sino que la omisión de la interposición del recurso se había debido a la falta de acceso a garantías mínimas. La ausencia de asistencia jurídica efectiva y oportuna implicó que el recurrente quedara expuesto a una situación de indefensión que la Ley especial trata de evitar en una materia tan delicada como la migratoria en función de los derechos fundamentales comprometidos, entre ellos, el derecho a la unidad familiar alegado por el accionante.


    Torres Miraval, Rolando Francisco c/ Estado Nacional -Ministerio del Interior- Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso Directo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 37375/2013/2/RH1, 27 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Facultades sancionatorias de BCRA: remisión a lo dictaminado en in re 796 "Volcoff". Monto de la multa: facultad discrecional de BCRA.


    Respecto de las potestades sancionatorias del Banco Central de la República Argentina y su fundamento en la amplia delegación del Poder Legislativo Nacional en dicha entidad en la materia, se remite al análisis y conclusión del dictamen de este Ministerio Público en autos V.796.XLII "Volcoff, Miguel Jorge y otros c/BCRA resol.14/04 (Expte.65812/98 sum fin 981)", conforme a lo expresado por la Corte en el fallo dictado en dicha causa, específicamente en los apartados 5° y 6° del mismo (Fallos 334:1241). Respecto del monto de las multa toda vez que se trata de una facultad discrecional del órgano administrativo quien tomó en cuenta los factores determinados por la reglamentación para imponerlas, no cabe atribuir arbitrariedad al fallo que, en la revisión efectuada resguardó, a mi entender, la garantía de defensa y el debido proceso de los apelantes. Ello es así, tanto más cuanto que el ordenamiento no exige que las infracciones conduzcan a un resultado, sea beneficioso a los infractores o daño a terceros, como para que el BCRA aplique las sanciones establecidas en el Art. 41 de la Ley de entidades financieras y las comunicaciones que la complementan, sino que se trata de pautas que dicho órgano rector debe tener en cuenta, entre otras, al momento de fijar la aplicación de la multa conf. dictamen de este Ministerio Público in re B.708.XLIX "Banco de la Provincia de Córdoba S.A. y otros c/BCRA - Resol. 155/11 (Exp. 100655/02 Sum Fin 1118) s/ Recurso").


    Banco de Tucumán S.A. y otros c/ BCRA -s/entidades financieras -Ley 21.526 - Art. 41


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 21423/2014/1/RH1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Control Interno. Medios de Control en Particular. Aprobación.


    Demanda contra Estado Nacional. Pretensa ampliación del gasto presupuestariamente previsto. Sistema Nacional de Bomberos Voluntarios. Ley 25.054. Principio de reserva de Ley en materia de gasto: necesidad de autorización legislativa.


    La autorización de gasto contenida en cada Ley anual de presupuestos generales para la Administración Pública nacional debe ejecutarse con independencia tanto de la razonable estimación que se haya hecho en ella sobre la percepción de un determinado tipo de ingreso, como de las sumas efectivamente obtenidas en razón de él. Por tales razones, cuando se trata de un fondo con destino predeterminado, si los montos aportados por el tributo afectado resultan -a la postre- insuficientes durante ese ejercicio financiero en concreto, los recursos adicionales para satisfacer la disposición del legislador han de ser obtenidos de las rentas generales de la Nación o de otras fuentes adicionales de financiación. Como contracara de lo anterior, si el producido de su recaudación fuera mayor que la estimación presupuestaria realizada, el excedente no podrá ser erogado en la medida en que no se cuente con la pertinente autorización legislativa para realizar el gasto. No ha sido controvertido por las partes que, para el ejercicio en cuestión, el presupuesto de gasto asignado a la entidad actora fue de $45 millones de pesos. He allí el límite fijado por el legislador para el gasto, sin que se haya alegado ni mucho menos demostrado la existencia de una autorización posterior que elevase dicho tope. No ha de escaparse que, de seguirse la postura que propugna la actora, ella implicaría sin más la ampliación del gasto presupuestariamente previsto para ese ejercicio financiero, sin norma alguna que lo autorice. Por último, cabe destacar que no mejora la postura de la accionante el argumento consistente en sostener que las sumas remanentes de un ejercicio, obtenidas en virtud del tributo del Art. 11 de la Ley 25.054, deben ser reconducidas a igual destino para el ejercicio financiero siguiente. Por una parte, ya que no se advierte que el Legislador haya establecido tal tesitura para las normas involucradas en el sub lite, como sí lo ha hecho de manera expresa, por ejemplo, en los casos de los arts. 30 y 32 de la Ley 11.672, en cuanto ordenó que esos fondos deben destinarse a solventar otros gastos autorizados, sea en ese ejercicio, o bien en el subsiguiente (arts. 21, Ley 24.156 y 88, Ley 11.672). Ha señalado la Corte que la inconsecuencia o falta de previsión del legislador no se suponen, por lo cual las leyes deben interpretarse conforme el sentido propio de las palabras, computando que los términos utilizados no son superfluos sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, limitar o corregir los preceptos. En tal orden de ideas, si el Legislador hubiera querido tal destino para los remanentes del tributo del Art. 11 de la Ley 25.054, lo habría establecido de forma expresa y terminante. Y, por otra, dado que, aun cuando se concediera por vía de hipótesis que tales fondos sobrantes del ejercicio anterior deban ser traspasados para financiar los gastos de la actora del ejercicio siguiente, ello de ninguna forma importaría autorizar un gasto por encima de los 45 millones de pesos presupuestados para el primero de esos ejercicios financieros, que es en lo que, en definitiva, consiste la pretensión de la actora en autos.


    Consejo Federación Bomberos Voluntarios R A c/ Estado Nacional - Ley 25054 y 25848 (Art. 11) s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 31997/2009/CA1-CS1, 11 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Poder de Policía


    Banco central. Delegación de facultades a la administración. Poder de policía. Sanciones administrativas. Multa. Cajas de crédito. Operaciones en moneda extranjera.


    Precedente “Volcoff” (Fallos: 334: 1241).


    El tema de discusión se reduce a discernir si la conducta imputada por el BCRA a la caja de crédito -que motivó la aplicación de sanciones por parte de la autoridad rectora- está o no tipificada en la norma que se dice transgredida. La razón de la importancia de tal inteligencia deriva de lo ya dicho por la Cote en el precedente "Volcoff" (Fallos: 334: 1241) en cuanto a que el ejercicio de la competencia por delegación que tiene el BCRA para aplicar sanciones, merced a la función de policía social que tiene asignada, no comprende la posibilidad de sancionar en supuestos no previstos como infracción, “toda vez que la condena que prescinde de la adecuada subsunción de la conducta en la infracción prevista en la norma complementaria -comunicación del Banco Central de la República Argentina- ha sido vedada por el legislador ...”. En tal entendimiento, es menester repasar las normas involucradas para lo cual resulta prudente remitirse, en razón de brevedad, a lo relatado por la cámara. La comunicación "A" 46, en el capítulo X del Anexo CREFI-1 estableció tres categorías de entidades bancarias con diferentes tipos de autorización para operar en moneda extranjera y con exclusiones expresas totales y condicionadas para realizar operaciones relacionadas con exportaciones e importaciones conforme a la categoría de cada una de ellas. En ninguna de esas categorías estaban comprendidas las compañías financieras ni las cajas de crédito. La comunicación "A" 2192 cambió el parámetro de equivalencia a las cajas de crédito y sociedades de ahorro y préstamo para la vivienda, ya que los mínimos exigidos a los fines de la responsabilidad patrimonial no eran ya los de las compañías financieras sino los de las casas de cambio cuya regulación operatoria se maneja con el decreto 62/71. Asimismo, resulta claro que el listado de transacciones posibles enumeradas a título ejemplificativo en el punto 5 de la comunicación "A" 2192, se debe entender aplicable a las entidades bancarias, a las compañías financieras y a las cajas de crédito y sociedades de ahorro y préstamo para la vivienda según los términos establecidos para cada una de ellas. Las compañías financieras quedaron "autorizadas a realizar tanto operaciones de comercio exterior, de cambio y de pase y a término en moneda extranjera. Las cajas de crédito habrían mudado su capacidad operativa, y su habilitación no estaría ligada en adelante a la de las compañías financieras sino a la de las casas de cambio en cuanto al manejo de transacciones en moneda extranjera. Cabe también traer a colación el Art. 26 del cap. VII del título II “operaciones” de la Ley 21.526 referido a las operaciones permitidas a las cajas de crédito, sin que de su lectura se pueda inferir la factibilidad de las operaciones de comercio exterior cuya autorización la actora pretende invocar a su favor.


    Caja de Crédito Cuenca Coop. Ltda. y otros c/ BCRA – Resol. 209/12 (Ex 11276/04 Sum. Fin. 1163)


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 30330/2012/CS1, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Jurisdicción


    Materia Impositiva.


    Acción declarativa de certeza contra provincia. Pretensión de cobro del impuesto de sellos. Provisión de servicio de generación de energía eléctrica. Validez jurídica de acto administrativo. Remisión al precedente de Fallos: 327:1083 y 330:4049.


    Se presenta una controversia definida, concreta, real y sustancial entre la actora y la provincia, en torno de la validez jurídica de un acto administrativo -en el que se determinan las obligaciones tributarias a cargo de la primera y se la intima a su pago-, que admite remedio específico por medio de una decisión de carácter definitivo de la Corte. Desde esta perspectiva, resulta aplicable al sub lite la doctrina que indica la admisión de que concurren en la especie los presupuestos de la acción meramente declarativa, en especial el estado de incertidumbre respecto de los alcances de la relación jurídica concreta y el interés suficiente en el demandante, impide esgrimir la aptitud de otros medios legales para poner término inmediatamente a la controversia (art. 322, primer párrafo, CPCCN). Por lo anterior, se han cumplido todos los requisitos fijados por el Art. 322 del código de forma para la procedencia formal de la acción intentada. Por último, no es óbice a lo expuesto la defensa que la demandada funda en la falta de agotamiento de la instancia administrativa local puesto que esta causa corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae y ella, por provenir de la Constitución Nacional, no puede quedar subordinada al cumplimiento o a la vigencia de los procedimientos administrativos o judiciales exigidos por las leyes locales. Esta solución no debe interpretarse como una limitación de las autonomías provinciales, toda vez que la Corte constituye el fuero natural de las provincias argentinas (arts. 116 Y 117 C.N.) y sus competencias -por provenir de la propia Constitución- no son susceptibles de ampliarse ni restringirse o modificarse, mediante normas legales. Es necesario dejar en claro cuál es el documento que la provincia pretende someter al impuesto de sellos. Ello surge con claridad del decreto 758/13 del Poder Ejecutivo de la Provincia de Salta, por medio del cual se rechazó el recurso jerárquico interpuesto por la actora contra la resolución 3.036/10 de la Dirección General de Rentas, cuando manifiesta: “Que, ante esta situación, y así se señaló en el acto impugnado, se entiende que 'a los efectos fiscales', tal como lo prevé la citada norma, la nota remitida por ENARSA con los recaudos que tomó el remitente, contiene los elementos necesarios para considerarla gravada con el impuesto de sellos provincial; situación que hubiese sido diferente si sólo hubiese existido un depósito bancario, ya que en este caso nos encontraríamos frente a una oferta y un hecho jurídico que resultaría insuficiente a los fines de la imposición del impuesto de sellos". En base a lo anterior, contrariamente a lo afirmado por la demandada, la misiva por medio de la que ENARSA aceptó una oferta que únicamente identifica con su fecha de emisión, el número de licitación y la obra a la cual se refiere- no cumple los requisitos y caracteres exigidos por las normas reguladoras para configurar un "instrumento" sujeto al impuesto de sellos. Atento a la solución que aquí se propicia, deviene inoficioso el estudio de los restantes agravios.


    So Energy Argentina S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 216/2013/(49-S)/CS1, 01 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza contra provincia. Pretensión fiscal local: impuesto de sellos. Precedente "Aeropuertos Argentina 2000 S.A.”. Decreto 114/93 y Ley 24.073. Ampliación de los casos de exención: actos otorgados en otra jurisdicción cuando se acredite idéntico tributo. Improcedencia de la pretensión fiscal.


    El thema decidendum estriba en determinar si la provincia puede gravar con el impuesto de sellos la instrumentación del acuerdo mencionado, entre la aquí actora y el Estado Nacional, actuando éste por medio de la UNIREN. Un orden lógico impone examinar, en primer lugar, si corresponde asignar al acuerdo el carácter de "oneroso" exigido por el Art. 228 del código fiscal en su texto vigente al momento del hecho que se pretende gravar (actualmente Art. 252), circunstancia necesaria para poder comenzar a considerar que el acto es susceptible de ser alcanzado por el impuesto de sellos. La mentada inexistencia de ventaja en favor de uno de los intervinientes en el acto determina, por si sola, su carácter gratuito, siendo irrelevante la retribución que pueda obtener su contraparte con motivo de la celebración de otros contratos con terceros (usuarios), motivo por el cual, sin más, cabría hacer lugar a la demanda. Sin perjuicio de lo señalado, y a mayor abundamiento, tal como lo ha señalado el Ministerio Público; más allá de lo argüido por la actora en cuanto a las normas aplicables a la especie, es necesario poner de relieve que atento a la fecha de suscripción del citado acuerdo, resulta aplicable la advertencia formulada por la Corte cuando especificó: "Que la diferente terminológica utilizada al votarse la Ley impositiva provincial del año 1998 (12.049), en la que expresamente el legislador local se refirió a las concesiones otorgadas por cualquier autoridad administrativa sin ninguna especificación -ampliando la previsión anterior que sólo se refería a las autoridades provinciales y municipales-, exige examinar el presente caso en un marco legislativo distinto al juzgado por este Tribunal”. Ha sido clara esa Corte cuando estableció que los alcances del citado decreto 114/93 deben ser precisados con arreglo al Art. 34 de la Ley 24.073. Este precepto legal facultó al Poder Ejecutivo Nacional para disminuir las alícuotas vigentes de dicha gabela, inclusive hasta cero, pero no autorizó la derogación del impuesto pues, de conformidad con el principio de reserva de Ley que rige la materia tributaria, la creación o eliminación de los tributos es función privativa del Congreso de la Nación. A la luz de la doctrina de la Corte, aun aceptando por hipótesis que el instrumento en cuestión fuera oneroso y que fuera susceptible del gravamen, no podría sostenerse con éxito por parte de la demandada que la actora no estuviera beneficiada por una exención en otra jurisdicción sobre la base de que, al momento de celebrarse el acta acuerdo que se pretende gravar, el impuesto de sellos había sido derogado en la Capital Federal por dicho decreto nacional 114/93. Como lo indicó la Corte, el decreto 114/93 vino a ampliar los casos de exención, al reducir a cero la mayoría de las alícuotas (ver Art. 5° de la Ley 22.146; Ley 22.687; Ley 22.780; Ley 22.903; decreto 1.926/86; decreto 1.069/78; arts. 59 y 62 de la Ley de impuesto de sellos –t.o. 1986, modificado, por la Ley 23.495–). Dentro de estas exenciones, por reducción de las alícuotas a cero, se encontraría incluida la instrumentación del acta acuerdo de cuya gravabilidad aquí se discute. Ello también es suficiente para evidenciar la improcedencia de la pretensión fiscal de la demandada, tornando por ende inoficioso el tratamiento de los restantes argumentos con los que intentó repeler la pretensión tributaria local.


    Gas natural BAN S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 740/2013/(49-G) CS1, 03 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza: requisitos para su viabilidad formal. Impuesto de sellos por solicitudes de servicio de telefonía móvil. Distingo con un contrato. Incumplimiento de lo establecido en la Ley-convenio 23.548. Inexistencia de instrumento gravable. Dictamen en la causa de Fallos: 326:2164 in re "Banco Río de la Plata S .A. v. Provincia de La Pampa" y su sentencia.


    Las solicitudes de servicios no reúnen los requisitos y caracteres exigidos por la Ley de coparticipación federal en cuanto a la configuración del "instrumento" que resulta gravable por el impuesto de sellos. Ello es evidente pues, mediante ellas, los firmantes únicamente solicitan a la actora la prestación del servicio de comunicaciones móviles. Por ende, no puede sostenerse que dichos documentos revistan los caracteres exteriores de un "título jurídico" con el cual se pueda exigir el cumplimiento de las obligaciones allí pactadas, por lo que resulta imposible tener por configurado el contrato. Para ratificar lo expuesto basta con observar que, si hubiere alguna discrepancia entre las partes con relación al vínculo que una de ellas alegase que las une, se requeriría de la acreditación de otros extremos, como por ejemplo la demostración de que la solicitud fue finalmente admitida por la actora para tenerla por perfeccionada. La mera solicitud del servicio de comunicaciones móviles firmada únicamente por los usuarios no configura por sí ningún "instrumento", que pueda ser gravado por el citado tributo. La pretensión de la provincia de aplicar el impuesto de sellos sobre solicitudes de servicio que carecen de la autosuficiencia requerida para exigir el cumplimiento de las obligaciones en ellas plasmadas "sin necesidad de otro documento" se encuentra en pugna con la obligación asumida en el acápite II del inc. b) del Art. 9 0 de la Ley 23.548 y con el artículo 235 del código tributario local. En nada mejoran la postura del Fisco provincial sus argumentos tendientes a probar la existencia de un conjunto instrumental, o bien el efectivo cumplimiento del contrato. Todos estos razonamientos concluyen en la existencia misma de los convenios cuya gravabilidad pretende, supuesto que no se ha discutido ya que ambas partes están contestes en ello; mas esa conclusión no demuestra que exista, precisamente, el hecho imponible del gravamen que, en este caso, sería el "instrumento" con los requisitos establecidos en la citada ley-convenio 23.548.


    Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Tucumán Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 277/2012/(48-T)/CS1, 21 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Impuesto a las ganancias. Venta de acciones. Intereses por financiación. Remisión al precedente “Soldati”. Determinación de la base imponible. Derecho de defensa: facultad de revisión de la vencedora en la segunda instancia.


    Remisión al precedente S.526, XLVII, "Soldati, Santiago Tomás (TF 17.172-I) c /DGI". Establecido que los intereses por financiación de que aquí se trata se encuentran sujetos al gravamen, corresponde dar respuesta a las argumentaciones traídas por la actora, relativas al indebido cálculo de la base imponible que han efectuado las determinaciones de oficio aquí impugnadas. Ello es así, conforme a la doctrina que establece que, en resguardo del derecho de defensa, la vencedora en la segunda instancia puede plantear o mantener, al contestar el memorial de su contraria, aquellos argumentos o defensas desechados en las etapas anteriores, que se ha visto impedida de cuestionar por apelación pues, si bien no le eran favorables, no le causaban agravios desde el punto de vista procesal. Así, deben devolverse las actuaciones al tribunal de origen, a fin de que evalúe tanto la validez y eficacia de las respuestas contenidas en los informes contables como la pertinencia de la deducción de las citadas contingencias a los fines de calcular la ganancia neta, esto es si esos gastos se vincularon con ganancias exentas –el producto de la venta de las acciones- o bien con las gravadas - los intereses por la financiación-


    Cermesoni, Jorge Raúl c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 48222/2014/1/RH1, 14 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Impuesto de sellos. Accesorios sobre el Acuerdo de Renegociación del Contrato de Concesión de Obra Pública. Onerosidad del contrato. Alcances del decreto 114/93. Derogación de impuestos: función privativa del Congreso. Corresponde hacer lugar a la demanda.


    Si bien el Art. 228 del código fiscal de la demandada disponía que se encontraban sujetos al impuesto de sellos "los actos, contratos y operaciones de carácter oneroso que expresamente se indiquen, formalizados en el territorio de la Provincia, en instrumentos públicos o privados suscriptos que exterioricen la voluntad de las partes" (ley 10.397, t.o. vigente al momento del hecho gravado), su Art. 229, inc. b), establecía que también estaban alcanzados por el gravamen los contratos celebrados en otra jurisdicción en el caso de que dichos instrumentos " produzcan efectos en la Provincia, por cualquiera de los siguientes actos: aceptación, protesto, negociación, demanda por cumplimiento o cumplimiento, siempre que no se haya pagado el impuesto en la jurisdicción donde se instrumentan o no se justifique su exención en la misma". Ha sido clara esa Corte cuando estableció que los alcances del citado decreto 114/93 deben ser precisados con arreglo al Art. 34 de la Ley 24.073. Este precepto legal facultó al Poder Ejecutivo Nacional para disminuir las alícuotas vigentes de dicha gabela, inclusive hasta cero, pero no autorizó la derogación del impuesto pues, de conformidad con el principio de reserva de Ley que rige la materia tributaria, la creación o eliminación de los tributos es función privativa del Congreso de la Nación (arts. 17, 52, 75 -incs. 1° y 2° de la Constitución Nacional). A la luz de la doctrina de la Corte, aun aceptando por hipótesis que el instrumento en cuestión fuera oneroso y susceptible del gravamen, no podría sostenerse con éxito por parte de la demandada que la actora no estuviera beneficiada por una exención en otra jurisdicción sobre la base de que, al momento de celebrarse el acta acuerdo que se pretende gravar, el impuesto de sellos había sido derogado en la Capital Federal por dicho decreto nacional 114/93. En esa inteligencia fijada por el Tribunal es preciso señalar que, más allá de lo impropio del término utilizado en el Art. 1° del decreto 114/93 ("Derógase el impuesto ... "), lo cierto es que no puede atribuirse a este precepto otro efecto que haber reducido determinadas alícuotas a base cero, manteniendo a la vez vigente la alícuota fijada por la Ley del tributo según el ordenamiento del año 1986 para los hechos imponibles mencionados por el Art. 2° del mismo texto reglamentario. En razón de lo expuesto, como ya lo indicó la Corte, el decreto 114/93 vino a ampliar los casos de exención, al reducir a cero la mayoría de las alícuotas (ver Art. 5° de la Ley 22.146; Ley 22.687; Ley 22.780; Ley 22.903; decreto 1.926/86; decreto 1.069/78; arts. 59 y 62 de la Ley de impuesto de sellos –t.o. 1986, 23.495-). Dentro de estas exenciones, modificado por la Ley por reducción de las alícuotas a cero, se encontraría incluida la instrumentación del acta acuerdo de cuya gravabilidad aquí se discute. Tal extremo conduce a subsumir la situación de la actora en la disposición contenida en el ya citado Art. 229, inc. b), del Código Fiscal, que libera del impuesto de sellos a los actos otorgados en otra jurisdicción cuando se acredite la exención de idéntico tributo en esta última.


    AEC S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 124/2013/(49-A)/CS1, 25 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Exención contenida en la Ley 11.490. Inconstitucionalidad de la distinción entre plantas fabriles radicadas en la jurisdicción y las situadas fuera de ella.


    Al excluir de la exención al resultado de las actividades industriales cuando se trata de productos elaborados en plantas fabriles situadas fuera de la provincia, la demandada ha pretendido ejercer facultades que son propias, exclusivas e indelegables de las autoridades nacionales, en tanto ha intentado torcer las corrientes naturales del comercio en su propio beneficio (art. 75, inc. 13°) volviendo a instaurar una suerte de "aduana interior" vedada por la Constitución (arts. 9° a 12°) para perjudicar, de manera indirecta pero inocultable, a los productos foráneos en beneficio de los manufacturados en su territorio, circunstancia que lleva a concluir en la completa invalidez constitucional de la pretensión fiscal aquí cuestionada.


    Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 47/2012/(48A)/CS1, 09 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Responsabilidad del Estado


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Responsabilidad extracontractual del Estado. Titularidad del dominio. Daño actual. Daño cierto. Responsabilidad directa. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la fundamentación normativa. Omisión de cuestión esencial.


    Art. 1113 del Código Civil. Ley 2.873 General de ferrocarriles y reglamento general. Ley 26.944 de responsabilidad estatal.


    La Cámara ha efectuado una elaboración dogmática acerca de la naturaleza de la responsabilidad del Estado Nacional, dando lugar así a una solución que desatiende las circunstancias concretas de la causa y la normativa aplicable. La sentencia en crisis omitió ponderar la existencia de los presupuestos fácticos y jurídicos que hacen viable la responsabilidad extracontractual del Estado por omisión. En los términos de la jurisprudencia de la Corte, ello presupone la verificación de los tres requisitos de orden genérico ineludibles para su comprobación, consistentes en "la existencia de un daño actual y cierto, la relación de causalidad directa e inmediata entre el accionar del Estado y el perjuicio y la posibilidad de imputar jurídicamente esos daños a la demandada", aspectos que, por lo demás, han sido recogidos por la Ley 26.944. A tal fin, debió efectuarse conjuntamente el estudio e interpretación del contrato de concesión y del régimen jurídico administrativo de los ferrocarriles para luego establecer, entre otras circunstancias, la relación entre la actividad o inactividad del Estado y el daño ocasionado, recordando que, para considerar que éste o sus organismos son responsables por "falta de servicio", no basta con enumerar genéricamente una serie de actos o conductas, sino que es preciso examinar cada uno de ellos desde el punto de vista de su legitimidad y de su aptitud para constituirse en factor causal del daño cuyo resarcimiento se reclama y que la determinación de la responsabilidad patrimonial del Estado por omisión de mandatos jurídicos indeterminados debe ser motivo “de un juicio estricto y basado en la ponderación de los bienes jurídicos protegidos y las consecuencias generalizables de la decisión a tomar”. El a quo, por el contrario, resolvió como lo hizo con la mera invocación del Art. 1113 del Código Civil entonces vigente y una referencia genérica de la Ley 2.873, sin siquiera considerar lo dispuesto en el contrato de concesión en lo relativo al principio general de responsabilidad del concesionario “por todos los daños y perjuicios causados por el incumplimiento o mal cumplimiento de cualquiera de las obligaciones asumidas por la concesión que se le otorga”. Desatendió asimismo, la regla allí establecida por la que también se le endilga responsabilidad al concesionario por ejercer la tenencia y operación del Grupo de Servicios Concedido “de los daños y perjuicios que se produjeran como consecuencia de dicha actividad, o por la utilización o riesgo de los bienes muebles e inmuebles a afectados a dicho Grupo”.


    Coronel Brizuela Lida Concepción c/ Transportes Metropolitano General Roca S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 88123/2003/1/RH1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Responsabilidad extracontractual del Estado. Titularidad del dominio. Daño actual. Daño cierto. Responsabilidad directa. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la fundamentación normativa. Omisión de cuestión esencial.


    Art. 1113 del Código Civil. Ley 2.873 General de ferrocarriles y reglamento general. Ley 26.944 de responsabilidad estatal.


    La Cámara ha efectuado una elaboración dogmática acerca de la naturaleza de la responsabilidad del Estado Nacional, dando lugar así a una solución que desatiende las circunstancias concretas de la causa y la normativa aplicable. La sentencia en crisis, en efecto, omitió ponderar la existencia de los presupuestos fácticos y jurídicos que hacen viable la responsabilidad extracontractual del Estado por omisión. En los términos de la jurisprudencia de la Corte, ello presupone la verificación de los tres requisitos de orden genérico ineludibles para su comprobación, consistentes en "la existencia de un daño actual y cierto, la relación de causalidad directa e inmediata entre el accionar del Estado y el perjuicio y la posibilidad de imputar jurídicamente esos daños a la demandada", aspectos que, por lo demás, han sido recogidos por la Ley 26.944. A tal fin, debió efectuarse conjuntamente el estudio e interpretación del contrato de concesión y del régimen jurídico administrativo de los ferrocarriles para luego establecer, entre otras circunstancias, la relación entre la actividad o inactividad del Estado y el daño ocasionado, recordando que, para considerar que éste o sus organismos son responsables por “falta de servicio”, no basta con enumerar genéricamente una serie de actos o conductas, sino que es preciso examinar cada uno de ellos desde el punto de vista de su legitimidad y de su aptitud para constituirse en factor causal del daño cuyo resarcimiento se reclama y que la determinación de la responsabilidad patrimonial del Estado por omisión de mandatos jurídicos indeterminados debe ser motivo “de un juicio estricto y basado en la ponderación de los bienes jurídicos protegidos y las consecuencias generalizables de la decisión a tomar”. El a quo, por el contrario, resolvió como lo hizo con la mera invocación del Art. 1113 del Código Civil entonces vigente, sin siquiera considerar lo dispuesto tanto en la Ley General de Ferrocarriles 2.873 en punto a los deberes del Estado Nacional y de la empresa, como en el contrato de concesión en lo relativo al principio general de responsabilidad del concesionario “por todos los daños y perjuicios causados por el incumplimiento o mal cumplimiento de cualquiera de las obligaciones asumidas por la concesión que se le otorga”. Desatendió asimismo, la regla allí establecida por la que también se le endilga responsabilidad al concesionario por ejercer la tenencia y operación del Grupo de Servicios Concedido “de los daños y perjuicios que se produjeran como consecuencia de dicha actividad, o por la utilización o riesgo de los bienes muebles e inmuebles a afectados a dicho Grupo”.


    Domínguez, Marcela y otros c/ Transportes Metropolitanos Belgrano Sur S.A. y otros s/ Daños y perjuicios (acc. tran. c/ lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 91320/2006/1/RH1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Servicios Públicos


    Daños y perjuicios. Indemnización. Lesiones graves. Servicio público. Responsabilidad de la Municipalidad. Sentencia arbitraria. Inadmisibilidad del recurso. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Principio de congruencia.


    Con el argumento de que el actor se limitó a manifestar su discrepancia con cuestiones de hecho y prueba, el tribunal apelado omitió examinar cuestiones que resultan conducentes para una adecuada solución del litigio. Si bien no puede afirmarse que exista un deber del Estado de evitar todo daño, esto no implica negar su obligación primaria de brindar protección, siempre que ella sea compatible con la tutela de las libertades y la disposición de medios razonables. Por otra parte, cabe recordar que la Corte ha resuelto en reiteradas oportunidades -con relación a la responsabilidad extracontractual del Estado- que quien contrae la obligación de prestar un servicio público lo debe realizar en condiciones adecuadas para llenar el fin para el que ha sido establecido, y es responsable de los perjuicios causados por su incumplimiento o ejecución irregular. En tales condiciones, asiste razón el apelante en cuanto sostiene que el tribunal no podía soslayar un adecuado examen de las circunstancias por las cuales se atribuye responsabilidad al municipio al haber autorizado la realización de la carrera de motociclismo y al tener a su cargo el control y seguimiento de una actividad sumamente riesgosa, sin perjuicio de que la organización del evento estuviera a cargo de una persona o entidad privada a la que se le habría cedido una fracción de terreno dentro del balneario municipal mediante la suscripción de un contrato de comodato. Habida cuenta de ello, los jueces intervinientes debieron ponderar, en orden a establecer la responsabilidad de la demandada, si ella satisfizo su obligación de aplicar la diligencia y la previsión adecuadas a las circunstancias de tiempo, modo y lugar, ya sea mediante la supervisión de la entidad organizadora o requiriendo el auxilio pertinente para la debida protección y control de los participantes y concurrentes al espectáculo. Así pues, en atención a que tal responsabilidad no es indirecta, dado que la actividad y la omisión de los órganos, funcionarios o agentes del Estado, realizada para el desenvolvimiento de los fines de las entidades de las que dependen, ha de ser considerada propia de éste, el que debe responder de modo principal y directo de sus consecuencias dañosas, correspondía examinar si existió falta de servicio por parte del municipio, entendida como la violación o anormalidad frente a las obligaciones del servicio regular, que entraña una apreciación en concreto de la naturaleza de la actividad, los medios de que dispone, el lazo que une a la víctima con el servicio y el grado de previsibilidad del daño.


    Víctor, Javier Humberto c/ Municipalidad de Diamante y otro s/ Sumario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 584/2015/RH1, 04 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado. Entes reguladores. Acción de inconstitucionalidad. Subsidio estatal. Convocatoria a audiencia pública. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Derogación parcial de ley. Jerarquía de las leyes.


    Ente Nacional Regulador de Gas. Cargos específicos destinados al desarrollo de obras de infraestructura energética. Medianas y pequeñas industrias. Eximición de cobro de gastos a ciertas categorías de usuarios. Leyes 26.095 y 24.076. Resoluciones MINPLAN 2008/06 y 3689/07. Precedentes “Establecimiento Liniers S.A.” y “Soldano”.


    Los debates que precedieron a la normativa en examen ponen de manifiesto la necesidad de paliar una situación de insuficiencia de infraestructura que ponía en jaque la continuidad del abastecimiento y que las normas del sector no llegaban a dar respuesta. Ello se vio plasmado en el texto de la Ley 26.095 en el que expresamente se fijó como objetivo prioritario y de interés del Estado Nacional el desarrollo de obras de infraestructura energética que atiendan a la expansión del sistema de generación, transporte "y/o" distribución de los servicios de gas natural, gas licuado y electricidad (art. 1°). Así pues, sobre la base de considerar que el incremento cuestionado por la apelante obedeció a una realidad que no atendía el cuadro tarifario anteriormente vigente, puede decirse que vino a complementar a la Ley 24.076, dejando de lado lo dispuesto en el último párrafo de su Art. 41. En tal sentido que, tratándose de leyes sucesivas que legislan sobre la misma materia, la omisión en la última de disposiciones de la primera, cuando en la nueva Ley se crea en la cuestión de que se trata un sistema completo y diferente, con cláusulas que se contraponen o resultan incompatibles con el anterior, importa seguramente dejarlas sin efecto, máxime cuando, de lo contrario, adquirirán éstas un alcance totalmente distinto de aquel para el que fueron sancionadas. En consecuencia, el Art. 41 in fine de la Ley 24.076 no prevalece por su jerarquía normativa frente a otras leyes que dicta el Congreso de la Nación y, por lo tanto, cuanto allí se dispone puede ser modificado por otra Ley posterior, en forma expresa o tácita. Por lo demás, de considerarse que el Art. 41, in fine; de la Ley 24.076 en cuanto prevé que “en ningún caso los costos atribuibles al servicio prestado a un consumidor o categoría de consumidores podrán ser recuperados mediante tarifas cobradas a otros consumidores" mantiene su plena vigencia, por consagrar un "principio" de prohibición de subsidios cruzados como entiende la apelante, no puede ser interpretado con un criterio absoluto como ella postula. En este sentido, cabe señalar que otra disposición de la misma Ley posibilita efectuar diferencias en las tarifas, cargos o servicios en la medida que atiendan a la distinta localización, tipos de servicios o cualquier otro distingo equivalente (conf. Art. 43 Ley cit.), asimismo la resolución MIPLAN 2008/06, por autorización de la Ley 26.095, ha eximido del cobro de los cargos a ciertas categorías de usuarios, consagrando así una excepción a los subsidios cruzados. Sobre la base de lo expuesto, resulta evidente que la claridad del nuevo régimen no permite una interpretación distinta de la formulada por la cámara, máxime si se tiene presente que no parece razonable que el legislador hubiese previsto la posibilidad de que ciertas categorías de usuarios subsidien a los más carenciados (resolución MIPLAN 2008/06) por una parte y, por la otra, mantenga la prohibición absoluta de los subsidios cruzados del anterior régimen. Además, contra el argumento del sentenciador acerca del tema, nada sustancial dijo la apelante, quien se limita a expresar que la prohibición del Art. 41 in fine de la Ley 24.076 no ha sido derogada “de manera expresa” por la Ley 26.095 “ni (ella) podría hacerlo”, sin exponer mayores fundamentos de sus dichos. En efecto, la escueta y genérica impugnación del nuevo régimen jurídico, por la falta de equidad que habría implicado la modificación tarifaria y por el supuesto enriquecimiento sin causa de las grandes industrias en detrimento de las pequeñas y medianas como la suya, no basta para que la Corte Suprema ejerza la atribución de declarar la inconstitucionalidad de las normas, calificada reiteradamente como la más delicada de las funciones que pueden encomendarse a un tribunal de justicia y acto de suma gravedad que debe considerarse como ultima ratio del orden jurídico. Desde otro ángulo, los reclamos referidos a que el caso fue declarado de "puro derecho" pese a la invocación de hechos que demostrarían la falta de razonabilidad de las normas y a la desestimación que hizo el a quo del ofrecimiento de prueba, constituyen cuestiones de índole procesal ajenas al recurso extraordinario, toda vez que en razón de la excepcional doctrina de la arbitrariedad, las discrepancias del apelante con el criterio de apreciación de las pruebas no autorizan a la Corte a sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones que, por su naturaleza, les son privativas. A ello cabe agregar que, en la especie, la actora no demuestra la atingencia de los elementos que destaca con la materia que debería ser la sustancia del debate -falta de beneficio obtenido de las obras financiadas con los cargos que paga-. En efecto, ninguna de ellas está destinada a probar que la actora no se ha visto beneficiada en alguna medida o de algún modo por las ampliaciones de transporte de gas que se han realizado o que en el futuro se ejecuten con el financiamiento de los cargos que cuestiona, habida cuenta de que el gas que consume lo recibe de un sistema interconectado en red que se abastece tanto de la producción nacional como del gas importado. Por lo demás, como lo expresó el a quo, los supuestos vicios de las normas aplicables sobre la competencia de las autoridades para establecer los cargos, la forma y procedimiento empleados para su determinación y cobro, así como su razonabilidad y finalidad fueron examinados por esta Procuración y por la Corte en los casos “Establecimiento Liniers S.A.” y “Soldano”, a los cuales remitió en su sentencia, cuyos fundamentos cabe reiterar en esta oportunidad. En cuanto al agravio referente a la falta de convocatoria a una audiencia pública, previo a dictarse las resoluciones 2008/06 del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios y 3689/07 del ENARGAS, la Corte se expidió en el mencionado caso “Soldano”, en el cual afirmó que lo previsto en ellas no configura ninguna de las circunstancias reguladas por la Ley 24.076 que requiriese tal convocatoria y que, habida cuenta de tal circunstancia, dichas disposiciones no resultan ilegitimas o irrazonables.


    Fanacar Papel S.A. c/ ENARGAS


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 8476/2012/1/RH1, 04 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Daños y perjuicios. Obligación de seguridad. Falta de servicio público. Responsabilidad del principal por los hechos del dependiente. Responsabilidad extracontractual del Estado. Sentencia arbitraria.


    La Corte tiene dicho que quien contrae la obligación de prestar un servicio lo debe hacer en las condiciones adecuadas para llenar el fin para el que ha sido establecido y es responsable de los perjuicios que cause su incumplimiento o ejecución irregular. Y, agregó que la idea objetiva de falta de servicio, que pone en juego la responsabilidad extracontractual del Estado en el ámbito del derecho público, implica responder por los hechos y las omisiones del personal público, en el ejercicio de sus funciones, por no cumplir sino de una manera irregular las obligaciones legales que le están impuestas. En ese orden de ideas, es inadmisible que la solución brindada por el a quo determine la falta de responsabilidad de la Provincia. En efecto, más allá de las valoraciones efectuadas por el juzgador sobre la conducta de la víctima y del personal policial para sustentar la exclusiva responsabilidad por el daño en el actuar de este último, lo cierto es que el tribunal apelado resolvió sin fundamento normativo alguno, es decir, no ponderó si la demandada brindó un servicio adecuado según las normas de derecho público local que lo regulan y tampoco analizó si tuvo a su alcance la posibilidad de evitar la muerte del detenido. En el sub lite, resultaba menester analizar si la provincia había acreditado que fue diligente en su conducta de custodia y seguridad del detenido, a los efectos de determinar si se configuraba la falta de servicio alegada por la actora. Tal omisión conduce a la descalificación de la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido.


    Ochoa, Marta Adela por si y repr. de sus hijos menores c/ Estado Provincial s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5030/2014/CS1, 09 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Caracteres


    Necesidad o Interés de Carácter General.


    Incremento tarifario de energía eléctrica. Ausencia de audiencia pública. Resoluciones 6/2016 y 7/2016 del Ministerio de Energía y Minería de la Nación y la resolución 1/2016 del Ente Nacional Regulador de la Electricidad. Ley 24.065 y Art. 42 de la Constitución Nacional: derechos de información, consulta y participación de los usuarios y consumidores. Presunta afectación de derechos humanos y fundamentales: condiciones de existencia, alimentación y vivienda adecuadas, derecho a trabajar, comerciar y ejercer industria lícita. Peligro en la demora. Carencia de legitimación activa. Club Social como tercero adherente a la demanda: afectado legitimado. Precedente "CEPIS". Necesidad de audiencia pública.


    La resolución recurrida es ajustada a derecho en cuanto entendió que se encuentran reunidos los presupuestos para suspender cautelarmente las mencionadas resoluciones porque fueron adoptadas sin la previa celebración de una audiencia pública. En el marco de la Ley 24.065, la audiencia pública es, en definitiva, uno de los mecanismos establecidos a fin de proteger los intereses económicos de los usuarios y consumidores (art. 42, Constitución Nacional). La tutela de esos intereses económicos se encuentra asimismo receptada en el deber de fijar tarifas justas y razonables (arts. 2, inc. d y 40, inc. d, Ley 24.065), esto es, que observen los principios de transparencia, certeza, previsibilidad, gradualidad y razonabilidad. En efecto, por un lado, se halla involucrada la protección del derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, que comprende alimentación y vivienda adecuados, así como una mejora continua de las condiciones de existencia (arts. 14 bis y 75, inc. 22, Constitución Nacional; Art. 11, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; y Art. 11, Protocolo de San Salvador). En particular, el servicio público domiciliario de energía eléctrica es un servicio indispensable para la salud y la vida digna, que está expresamente comprendido dentro de la noción de vivienda adecuada desarrollada por el sistema de protección de derechos humanos de las Naciones Unidas (Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General nro. 4, párr. 8). Por otro lado, se encuentra en juego la protección del derecho a trabajar, a comerciar y ejercer toda industria lícita, entre otros derechos fundamentales (arts. 14, 14 bis y 75, inc. 22, Constitución Nacional). El acceso al servicio básico de electricidad es indispensable para la continuidad de la actividad económica de los comerciantes, las empresas -en especial, las pequeñas y medianas-, las fábricas recuperadas y las cooperativas, de las cuales depende en gran medida la conservación de las fuentes de trabajo. Esta conclusión no es conmovida por los argumentos de los recurrentes tendientes a excluir de la audiencia pública el precio de la electricidad fijado por la resolución 6/2016 del Ministerio de Energía y Minería de la Nación. En el caso, es intrascendente que se trate de un aumento de los precios de referencia estacionales de la potencia y energía en el mercado mayorista porque lo determinante es el impacto extraordinario que los aumentos han causado, prima facie, en el acceso de los usuarios y consumidores al servicio como resultado del cambio sustancial en el régimen de financiamiento del esquema de la energía eléctrica. Además, tal como lo resolvió la Corte Suprema, el derecho constitucional a la participación no puede ser negado sobre la base de que se trata de una tarifa transitoria y que, en esa circunstancia, la normativa de emergencia habría desplazado la exigencia de audiencia pública. Por lo demás, las audiencias celebradas en el año 2005 no constituyen una instancia de información, consulta y participación suficiente puesto que allí no se informó, deliberó ni se oyó a los usuarios y consumidores sobre las medidas adoptadas por las resoluciones 6/2016 y 7/2016 del Ministerio de Energía y Minería de la Nación y dado que su situación económica y social se modificó sustancialmente desde ese entonces. Finalmente, se encuentra configurado el presupuesto de peligro en la demora en atención a la relevancia de los aumentos descriptos por los actores y a su aptitud para comprometer el acceso de los usuarios y consumidores a un servicio básico. Ello puede afectar el goce de derechos humanos reconocidos en la Constitución Nacional y en los instrumentos internacionales. En este contexto, el tribunal a quo estimó adecuadamente que la duración del litigio podría tornar ilusorios los derechos invocados por los accionantes, lo que demandaba adoptar una decisión cautelar. Por último, resta precisar el alcance de la protección cautelar. La resolución recurrida otorgó alcance colectivo a la medida sobre la base de la legitimación del Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires. Al respecto, asiste razón a los recurrentes en cuanto a que tal organismo carece de legitimación, dado que se trata de una acción cuyo objeto es controvertir actos de autoridades nacionales. Por el contrario, un Club Social acreditó su carácter de afectado -sin que surja de la causa que reciba un tratamiento tarifario especial-. Ese carácter le otorga, prima facie, legitimación para peticionar una protección provisoria en el marco de un caso en los términos del art.116 C.N. con el alcance decretado por el a quo. Recientemente la Corte Suprema recordó las pautas esenciales a fin de ordenar la tramitación de los procesos colectivos, que adquieren especial importancia en el presente caso puesto que del Registro Público de Procesos Colectivos surge que, con relación al aumento tarifario aquí controvertido, se han iniciado otras acciones por parte de actores de diversa índole: organismos públicos, asociaciones de consumidores, otras asociaciones y afectados. Recaudos que no fueron cumplidos en el sub lite son esenciales para ordenar el reclamo promovido por diversos aforados -individuales y colectivos-, así como para decidir, con carácter definitivo, la conformación del colectivo involucrado y su adecuado representante. De modo que, a fin de evitar la frustración de los derechos fundamentales invocados en la presente acción y de otorgar un tratamiento igualitario a los usuarios en materia tarifaria, corresponde mantener la decisión cautelar con los alcances otorgados por el tribunal a quo.


    Abarca, Walter José y otros c/ Estado Nacional


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 1319/2016/CS1, 05 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Marco tarifario del servicio de gas. Resoluciones 28/2016 y 31/2016 del Ministerio de Energía y Minería de la Nación. Ausencia de audiencia pública. Ley 24.076 de Gas Natural y Art. 42 de la Constitución Nacional: Derechos de información, consulta y participación de los usuarios y consumidores. Ley 17.319 de Hidrocarburos: componentes principales de la tarifa de gas (PIST) Punto de Ingreso al Sistema de Transporte. Ámbito de revisión judicial: garantías constitucionales vulneradas. Derechos humanos y fundamentales: alimentación y vivienda adecuada. Impacto en el acceso a servicios básicos, planificación de gastos familiares y costos empresariales. Determinación de tarifas justas y razonables: observancia de los principios de accesibilidad, gradualidad, coherencia, progresividad y previsibilidad. Normas dictadas en marco de leyes de emergencia: Necesidad de audiencia pública.


    La sentencia recurrida interpretó adecuadamente el derecho federal vigente al concluir que el aumento tarifario no pudo ser válidamente implementado sin la realización previa de una audiencia pública dado que la Ley 24.076 de Gas Natural impone ese mecanismo como herramienta para garantizar el derecho constitucional de información, consulta y participación de los usuarios y consumidores previsto en el artículo 42 de la Constitución Nacional. Además, el decreto 1738/92 -reglamentario del régimen de gas- prevé que "la sanción de normas generales será precedida por la publicidad del proyecto o de sus pautas básicas y por la concesión de un plazo a los interesados para presentar observaciones por escrito". Estas disposiciones que integran el régimen de gas natural, en el que se inscribe el requisito de audiencia pública previa, fijan también como objetivo la determinación de tarifas justas y razonables, a la vez que consagran los principios de accesibilidad, gradualidad, coherencia, progresividad y previsibilidad (arts. 2 inc. d, y 38, incs. c y d, Ley 24.076; art 42, decreto reglamentario 1738/1992). Sin embargo, el Estado Nacional alega que la resolución 28/2016 regula el precio del gas y, por lo tanto, se encuentra regida por la Ley 17.319 de Hidrocarburos que no contempla un mecanismo de participación ciudadana. Ese planteo carece de aptitud para desplazar, en el caso, las disposiciones normativas que incorporaron el mecanismo de la audiencia pública en materia tarifaria. En el caso resulta dirimente apreciar que el precio del gas en PIST representa, en la actualidad, más del setenta por ciento (70%) de la tarifa de gas, tal como señala el Estado Nacional en su recurso extraordinario. La incidencia de ese componente en la tarifa es particularmente importante en este caso en atención a la magnitud de la totalidad del aumento tarifario. Por otra parte, según da cuenta la multiplicidad de amparos y acciones judiciales promovidas a lo largo de todo el país, el aumento tarifario podría afectar el acceso de usuarios y consumidores al servicio básico de gas, por lo que el presente caso pone en juego derechos humanos y fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional y en los instrumentos internacionales. Por un lado, se halla involucrada la protección del derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, que comprende alimentación y vivienda adecuados, así como una mejora continua de las condiciones de existencia. Por otro lado, se encuentra involucrada la protección del derecho a trabajar, a comerciar y ejercer toda industria lícita, entre otros derechos fundamentales (arts. 14, 14 bis, y 75, inc. 22, Constitución Nacional). Por las mismas consideraciones y en el contexto descripto, corresponde rechazar el planteo del Estado Nacional según el cual las normas dictadas en emergencia -las leyes 25.561 y 25.790, y el decreto 367/2016- lo eximen de realizar la audiencia pública aquí en cuestión. Los argumentos del Estado Nacional soslayan que la Ley 25.561 delegó en el Poder Ejecutivo la renegociación de los contratos de obras y servicios públicos, y previó expresamente la protección de los intereses de los usuarios. Sobre la base de esa delegación, las normas de emergencia incorporaron mecanismos de consulta, participación y audiencia pública. Así, las normas de emergencia, lejos de entender que la celebración de audiencia pública obstaculiza la renegociación, la concibieron como una herramienta útil para adoptar decisiones transparentes, democráticas y razonables a fin de proteger "el interés de los usuarios y la accesibilidad de los servicios" (art 9, inc. 3, Ley 25.561). Por las mismas consideraciones, las audiencias celebradas en los años 2004 y 2005 en el marco de las renegociaciones llevadas adelante por la entonces Unidad de Renegociación y Análisis de Contratos de Servicios Públicos (UNIREN), y que fueron invocadas por el Estado Nacional en cumplimiento de su obligación de realizar una audiencia pública, no constituyen una instancia de información, consulta y participación suficiente en los términos de la Ley 24.076 Y la Constitución Nacional. Por último, el Estado Nacional sostiene que la sentencia recurrida configura una intrusión del Poder Judicial en el ejercicio de las facultades tarifarias que son privativas del Poder Ejecutivo. Si bien es cierto que el mérito o conveniencia de una política pública es una cuestión que excede el ámbito de una revisión judicial, no es menos cierto que tales políticas deben implementarse con acatamiento a los límites que resultan del marco regulatorio legal específico en la materia, y sin vulnerar los derechos y garantías constitucionales reconocidos a favor de los usuarios y consumidores. En tal sentido, una de las funciones del Poder Judicial es controlar que los restantes poderes del Estado no se extralimiten en el ejercicio de sus facultades y respeten el ordenamiento jurídico vigente. En el caso, la facultad del Poder Ejecutivo de regular las tarifas de los servicios públicos debe observar los derechos previstos por el artículo 42 de la Constitución Nacional que se refieren tanto a la información y participación, como así también a la protección de los intereses económicos y al trato digno y equitativo de usuarios y consumidores. En particular, en la regulación de las tarifas de gas, ello exige respetar la realización de una audiencia pública previa (arts. 46 y 47, Ley 24.076), y la determinación de tarifas justas y razonables observando los principios de accesibilidad, gradualidad, coherencia, progresividad y previsibilidad (arts. 2, inc. d, y 38, incs. c y d, Ley 24.076; Art. 42, decreto reglamentario 1738/1992).


    Centro de Estudios para la Promoción de la Igualdad y la Solidaridad y otros c/ Ministerio de Energía y Minería s/ Amparo colectivo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 8399/2016/CS1, 17 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo II


    Derecho Civil y Comercial


    Derecho Civil


    Familia


    Adopción.


    Situación de adoptabilidad de hijo de incapaz. Declaración de estado de desamparo del menor y habilitación de entrega en guarda preadoptiva. Interés superior del niño. Derecho a crecer y desarrollarse en la familia de origen. Procedencia del recurso.


    Tomando como criterio rector el interés superior del niño, la Ley 26.061 -de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes- reitera, entre otros, los principios acerca del derecho a un pleno desarrollo personal en su medio familiar, social y cultural (art. 3.c); al deber estatal de asegurar asistencia para que los padres puedan asumir su responsabilidad apropiadamente y en igualdad de condiciones (art. 7); a los derechos a crecer y desarrollarse en la familia de origen, como correlato del derecho a la identidad, y a que el Estado garantice el vinculo y el contacto directo y permanente con aquélla (art. 11); al derecho a vivir, a ser criados y a desarrollarse en un espacio familiar alternativo o a tener una familia adoptiva, de conformidad con la Ley y excepcionalmente, supeditado a la imposibilidad de crianza por la familia biológica (art. 11); y a la igualdad legal, sin discriminación por motivos de posición económica, origen social, capacidades especiales, impedimento físico o de salud, o cualquier condición del menor o de los padres (art. 28). Sobre tal base, la Ley dispone que, antes de excluir a un niño de su ámbito de origen, tuvo que haber fracasado el esquema de protección, preventivo y de apoyo (v. arts. 33, 37 y 40). Recién agotada esa instancia a cargo del organismo de derechos local, podrá accederse a otras formas de intervención, cuya legalidad quedará sujeta al control judicial. Este último tipo de providencias -que obedece a las premisas de subsidiariedad, excepcionalidad y limitación temporal- no es sustitutivo del grupo de origen, por lo que debe propiciarse, a través de mecanismos rápidos y ágiles, el regreso del niño a su medio originario; sin que ninguna medida excepcional pueda fundarse en la falta de recursos, políticas o programas administrativos, o en la falta de medios de la familia (esp. mis. 33, in fine, 40 y 41, incs. b, c y f). El instituto de la adopción, contemplado expresamente por la Convención sobre los Derechos del Niño como herramienta idónea para el restablecimiento de derechos, procederá donde se compruebe que la permanencia con la familia de sangre implica un agravio al mejor interés del menor; así como que, ante la discapacidad de los progenitores, el Estado no está habilitado para acudir a ese mecanismo sin haber intentado efectivamente la prestación de servicios de apoyo y ajustes adecuados a las características del problema.


    I., J. M. s/ Protección especial


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 37609/2012/1/RH1, 04 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Nulidad.


    Adopción. Estado de adoptabilidad. Sentencia arbitraria. Nulidad de la adopción. Convención de los derechos del niño. Interés del menor. Garantías procesales. Falta de patrocinio letrado. Derecho del menor a permanecer con su familia.


    La Convención sobre los Derechos del Niño impone una atención central hacia el interés del niño, que orienta y condiciona cualquier decisión en materia de personas menores de edad, titulares de una protección especial que debe prevalecer como factor esencial de toda relación judicial. De las constancias del expediente no cabe sino concluir que se desconoció un recaudo de la mayor trascendencia para la defensa en juicio, como es la asistencia técnica de la adolescente que fue violada, y embarazada del abusador. Tal omisión reviste particular gravedad, puesto que el patrocinio letrado no es solamente un mandato general, sino que, a través de la Ley 26.061, asume el expreso carácter de garantía mínima. El artículo 27 de la Ley 26.061 impone a los organismos del Estado la obligación de garantizar a las niñas, niños y adolescentes en cualquier procedimiento judicial o administrativo que los afecte, además de todos aquellos derechos contemplados en la Constitución Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño, en los tratados internacionales ratificados por la Nación Argentina y en las leyes que en su consecuencia se dicten, su derecho a ser asistido por un letrado preferentemente especializado en niñez y adolescencia desde el inicio del procedimiento judicial o administrativo que lo incluya. En caso de carecer de recursos económicos, la Ley prevé que el Estado debe asignarle de oficio un letrado que lo patrocine. La participación del Asesor de Menores en la causa no suple la afectación al principio del debido proceso y violación al derecho de defensa. En primer lugar, pues no asistió a las audiencias mencionadas; en segundo lugar, por cuanto el artículo 27 del decreto 415/06 prevé que el derecho a la asistencia letrada establecido por el artículo 27 de la Ley 26.061 incluye el de designar un abogado que represente los intereses personales e individuales del menor de edad, en el proceso administrativo o judicial, todo ello, sin perjuicio de la representación promiscua que ejerce el Ministerio Pupilar. Por último, el Asesor de Menores debía velar por los intereses de ambas menores de edad, lo cual no ocurrió en el caso. Todo ello resultó en un inadmisible menoscabo a su derecho de defensa, que no puede ser superado alegando que la menor y sus padres se presentaron luego de casi un año del nacimiento de la niña para solicitar su tenencia. El derecho del niño a crecer con su familia de origen es de fundamental importancia y resulta uno de los estándares normativos más relevantes derivados de los artículos 17 y 19 de la Convención Americana, así como de los artículos 8, 9, 18 y 21 de la Convención de los Derechos del Niño. De allí, que la familia a la que todo niño y niña tiene derecho es, principalmente, su familia biológica, la cual incluye a los familiares más cercanos, la que debe brindar la protección al niño y, a su vez, debe ser objeto primordial de medidas de protección por parte del Estado. En consecuencia, a falta de uno de los padres, las autoridades judiciales se encuentran en la obligación de buscar al padre o madre u otros familiares biológicos. Ello no ha ocurrido en el supuesto de autos, donde sin evaluar la posibilidad de que la niña crezca en el seno familiar, la magistrada de primera instancia, otorgó la guarda y declaró el estado de adoptabilidad, sin que la madre, menor de edad, cuente con asistencia letrada ni debida representación y sin valorar ni detenerse en el análisis de los hechos del caso, los cuales daban cuenta que la niña fue inscripta con el nombre elegido por la familia biológica, y que la abuela de esa niña había requerido asistencia letrada gratuita para solicitar su tutela, según constancias que fueron agregadas a la causa con anterioridad al dictado de esa decisión. Al respecto la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que la observancia de las disposiciones legales y la diligencia en los procedimientos judiciales son elementos fundamentales para proteger el interés superior del niño. Por otra parte, no puede invocarse el interés superior del niño para legitimar la inobservancia de requisitos legales, la demora o errores en los procedimientos judiciales. Cabe agregar que el mero transcurso del tiempo en casos de custodia de menores de edad puede constituir un factor que favorece la creación de lazos con la familia guardadora, y que la mayor dilación en los procedimientos, independientemente de cualquier decisión sobre la determinación de sus derechos, podría determinar el carácter irreversible o irremediable de la situación de hecho y volver perjudicial para los intereses de los niños y, en su caso, de los padres biológicos, cualquier decisión al respecto.


    S. M. A. s/ Art. 19 de la C.I.D.N.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4387/2015/CS1, 23 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Curatela.


    Representación de incapaces. Remoción del curador. Personas con capacidad restringida. Tratados internacionales de derechos humanos. Código civil y comercial. Retroactividad de la ley. Curatela. Cuestión abstracta.


    El Código Civil y Comercial de la Nación acota el arbitrio de la curatela, que pasa a ser de excepción, reservándolo para aquellos asuntos en los que “la persona se encuentre absolutamente imposibilitada de interaccionar con su entorno y de expresar su voluntad por cualquier modo, medio o formato adecuado y el sistema de apoyos resulte ineficaz”. La Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores prevé que los Estados Parte se comprometen, entre otras cuestiones, a salvaguardar los derechos humanos de las personas mayores de edad, adoptando y fortaleciendo todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales, presupuestarias y de cualquier otra índole, incluido un adecuado acceso a la justicia a fin de garantizar un trato diferenciado y preferencial en todos los ámbitos. En palabras de la Corte, no puede hablarse de una situación jurídica agotada bajo el régimen anterior que, por el principio de la irretroactividad, obste al empleo inmediato de disposiciones que acaban de entrar en vigor en el tema que es objeto de recurso. Antes bien, frente a la singularidad de los derechos implicados, se impone la urgente aplicación de las nuevas prescripciones acordes a los estándares propios del estatuto de los derechos humanos, so pena de caer en una actuación de índole regresiva. El juez sólo está autorizado a “restringir la capacidad para determinados actos de una persona mayor de trece años que padece [...] una alteración mental permanente o prolongada, de suficiente gravedad, siempre que estime que del ejercicio de su plena capacidad puede resultar un daño a su persona o a sus bienes. En relación con esos actos, el juez debe designar el o los apoyos necesarios que prevé el Art. 43, especificando las funciones con los ajustes razonables en función de las necesidades y circunstancias de la persona. El o los apoyos designados deben promover la autonomía y favorecer las decisiones que respondan a las preferencias de la persona protegida”. El artículo 43 dispone expresamente que “el interesado puede proponer al juez la designación de una o más personas de su confianza para que le presten apoyo. El [magistrado] debe evaluar los alcances de la designación y procurar la protección de la persona respecto de eventuales conflictos de intereses o influencia indebida”. En el caso la capacidad de la causante ha quedado sujeta a una nueva revisión; así como que ya no será posible encuadrarla en estructuras similares a la del artículo 141 de la anterior Ley civil, ni implementar ningún mecanismo legal sustitutivo. Antes bien, es preciso que se articule pronto un armazón de sostén, en los términos del artículo 43 del Código Civil y Comercial de la Nación. La consagración del moderno paradigma de la capacidad tiene una derivación crucial en la configuración misma de la cuestión. Es que el ordenamiento argentino ya no admite el instituto de la curatela, tal como era concebido por el Código Civil derogado; a la vez que habilita la elección de apoyos por parte de la persona involucrada, salvo que se detecte la existencia de intereses contrapuestos o el riesgo de una manipulación de su voluntad. Por lo tanto, ha desaparecido el sustrato mismo de la resolución impugnada en la instancia. La discusión concreta por la cual se pide la intervención del Tribunal ha devenido abstracta. Consecuentemente, un pronunciamiento sobre la regularidad de lo obrado por la juzgadora resulta inoficioso, puesto que la disputa carece de significación actual. En efecto, parafraseando a la Corte, el problema planteado hace necesaria referencia a una estructura jurídica cuyo contenido material ha sido redefinido por el nuevo código, en concordancia con el enfoque constitucional y convencional de los derechos humanos.


    D. L. V., A.


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 45639/2012/3/RH1, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Matrimonio. Celebración del Matrimonio. Impedimentos. Impedimentos Dirimentes. Ligamen.


    Derechos hereditarios de cónyuge supérstite. Matrimonio celebrado en el exterior. Inexistencia de impedimento de ligamen al tiempo de juzgar. Ausencia de interés del Estado. Procedencia de la queja.


    La cuestión así planteada guarda sustancial analogía con la que esa Corte tuvo oportunidad de estudiar en los antecedentes de Fallos: 319:2779; 328:3099; 330:1572 y 333:1759, a los que cabe acudir por razón de brevedad, ya que también aquí, al momento de celebrarse el segundo enlace, el derecho del domicilio conyugal no había disuelto el vínculo anterior. En esos precedentes se consagró como criterio la noción de que el orden público internacional no es una herramienta exegética inmutable y definitiva, sino esencialmente variable, por lo que "... la confrontación debe hacerse con un criterio de actualidad... " (Fallos: 319:2779, cons. 7°). En ese contexto, dado que a partir de Fallos: 308:2268 y de la Ley 23.515, la disolubilidad del matrimonio civil se introdujo en nuestro derecho doméstico, la Corte adoptó el estándar de que el orden jurídico argentino carece de interés actual en reaccionar frente a un casamiento celebrado en el pasado -fuera del país- mediando impedimento de ligamen, y que es invocado en el foro, en virtud de los derechos sucesorios reclamados por la cónyuge supérstite. En tales condiciones, valorando -luego- que el vínculo preexistente se hallaba disuelto al tiempo de juzgarse la situación jurídica en examen, el remedio debe prosperar.


    Courouyan, Rodolfo s/ Sucesión ab intestato


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 58294/2012/1/RH1, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Obligaciones


    Responsabilidad Civil.


    Acción indemnizatoria. Obligación de seguridad. Omisiones en la organización de espectáculos públicos. Pirotecnia. Responsabilidad del dueño o guardián de la cosa. Culpa de terceros. Culpa de la víctima. Relación de causalidad. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes.


    Para analizar la incidencia de la conducta de la víctima en la generación del daño, con aptitud para romper el nexo causal, no podía soslayarse la omisión de los demandados. En efecto, conforme el decreto 302/83 era obligación de los accionados, en su calidad de organizadores, retirar del lugar, una vez terminado el evento, los artificios no utilizados y sus desechos, realizando una completa búsqueda, prestando especial atención a los que no hubieran funcionado o fallado, en oportunidad de finalizar el espectáculo y hasta antes del alba. Ante el incumplimiento al deber impuesto legalmente y el consiguiente abandono del artefacto pirotécnico sin activar en la vía pública, en las inmediaciones del evento, era previsible que el actor o cualquier otro ciudadano podrían resultar lesionados, máxime cuando se trata de elementos que presentan una condición esencialmente riesgosa que somete a quienes la utilizan como dueños o guardianes a las consecuencias legales de su imprudencia. De tal manera, es fácil advertir que la producción de daño pudo haberse evitado si los accionados cumplían con el rastrillaje posterior al evento que exige el decreto 302/83. En ese sentido, tiene dicho el máximo tribunal que la culpa de la víctima con aptitud para cortar totalmente el nexo de causalidad entre el hecho y el perjuicio, debe aparecer como la única causa del daño y revestir las características de imprevisibilidad e inevitabilidad propias del caso fortuito o fuerza mayor. Tiene dicho la Corte que los niños, además de la especial atención que merecen de quienes están directamente obligados a su cuidado, requieren también la de los jueces y de toda la sociedad; y la consideración primordial de su interés viene tanto a orientar como a condicionar la decisión de los magistrados llamados al juzgamiento de casos que los involucran, proporcionando un parámetro objetivo que permite resolver las cuestiones en las que están comprendidos los menores de edad, debiendo atenderse primordialmente a aquella solución que les resulte de mayor beneficio. Con esa comprensión, y aun si se acreditase la culpa de la víctima, la sentencia impugnada no satisface el recaudo constitucional de fundamentación suficiente, por lo que la situación deberá ser objeto de examen en un nuevo pronunciamiento que precise en qué medida las circunstancias que determinaron el accidente pudieron ser evitadas si se hubiese observado el comportamiento apropiado, ya que la responsabilidad sólo puede surgir de la adecuada valoración del reproche de las conductas en orden a la previsibilidad de sus consecuencias.


    P., H. D. c/ Municipalidad de Larroque y otros s/ Ordinario daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 215/2014/(50-P)/CS1, 09 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Concesión de obra pública. Intervención de terceros. Medidas cautelares. Reconvención. Daño emergente. Defensa de la competencia. Desregulación económica. Cuestión de derecho común. Lucro cesante. Pérdida de la chance. Discrepancia del recurrente. Pacto comisorio. Responsabilidad concurrente. Defectos en la consideración de extremos conducentes.


    La mera divergencia de la apelante con el criterio del a quo en la selección y valoración de la prueba para fijar el monto de la reparación sin exceder facultades que le son propias, excluye la tacha de arbitrariedad. El recurso en estos aspectos no debe prosperar pues, al margen de su grado de acierto, la decisión cuenta con motivaciones no federales suficientes que la sustentan. En cambio, los agravios relacionados con la atribución de responsabilidad por la inejecución del acuerdo suscripto y el grado de incidencia asignado a la conducta de ambos contratantes, suscitan materia suficiente para abrir el recurso federal, pues la sentencia recurrida se sustenta en afirmaciones dogmáticas que contradicen los antecedentes fácticos y normativos en ella también mencionados. Asiste razón al apelante en relación con este punto, toda vez que el a quo ordenó que la reparación del daño fuera soportada en partes iguales por los firmantes del contrato en virtud de atribuirles culpa concurrente, no obstante surgir de la propia sentencia que la resolución obedeció, centralmente, al comportamiento de su contraparte. En tales condiciones, la responsabilidad concurrente atribuida a la quejosa se presenta como una afirmación carente de sustento, sin que, por otro lado, se haya explicitado la conducta negligente o culposa que se le atribuye a la luz de los principios que rigen el pacto comisorio, máxime cuando la prestación de una parte se encuentra condicionada a la de la otra.


    Esso S.A. Petrolera Argentina c/ Covisur y otro s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 287/2013/(49-E)/CS1, 14 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Sucesiones


    Derechos y Obligaciones del Heredero.


    Beneficio de litigar sin gastos otorgado luego del fallecimiento del peticionante. Procedencia. Extensión a sus sucesores. Inaplicabilidad del plenario Lugones. Ley 25.488: efecto retroactivo del beneficio.


    La Cámara para resolver confirmar la sentencia que intimó al pago de la tasa de justicia a los herederos del causante, se remitió a los fundamentos expuestos en el plenario “Lugones, Leopoldo c/ SMATA. y otro s/ Beneficio de litigar sin gastos”, sin tener en cuenta que el 24/10/01 fue sancionada la Ley 25.488 que sustituyó el artículo 84 del código de procedimientos. El nuevo artículo 84 prevé que en todos los casos, la concesión del beneficio posee efecto retroactivo a la fecha de promoción de la demanda. Esta cuestión no fue analizada, máxime cuando el propio tribunal en la sentencia recurrida reconoce la procedencia de la concesión del beneficio de litigar sin gastos una vez producida la muerte del peticionante. No parece razonable otorgarle importancia decisiva al momento en el cual se presentó el segundo incidente para negar la aplicación de los efectos de la ley, sin valorar la situación de pobreza alegada en relación con la entonces menor de edad, lo cual encuentra sustento en dos preceptos de raigambre constitucional: la garantía de defensa en juicio y la igualdad ante la Ley (arts. 16 y 18, Constitución Nacional).


    Ríos, Juan Carlos c/ Asociación Bonaerense de televisión y otros s/ Beneficio de litigar sin gastos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 43/2012/(R-48)/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Derecho Comercial


    Defensa del Consumidor


    Juicio sumarísimo. Empresa de transporte. Defensa del consumidor. Daños y perjuicios. Derechos del niño. Personas con discapacidad.


    No parece razonable el rechazo del recurso de apelación con fundamento en que la parte actora no había acreditado la imposibilidad de viajar en el servicio ofrecido por la demandada para fechas posteriores, sin valorar el alcance de la obligación legalmente impuesta a la compañía de transporte, y sin determinar los hechos relevantes y conducentes que debían ser acreditados ni la distribución de la carga probatoria, considerando que se trata de una relación de consumo que involucra a un niño y que se encuentra regida, además, por normas que protegen a las personas con discapacidad. La ponderación omitida reviste notable trascendencia ya que cierra cualquier posibilidad de revisión, con la consecuente frustración de las prerrogativas invocadas y en abierto menoscabo de la defensa en juicio de una persona con discapacidad y menor de edad. Asimismo, la posibilidad de pérdida del derecho exigía extremar la prudencia en el análisis de los elementos fácticos y jurídicos alegados. Correspondía estudiar la normativa aplicable a las franquicias de transporte para personas con discapacidad, las cargas probatorias y el alcance material de la proscripción en el terreno de la discriminación, a la luz de lo dispuesto por el artículo 42 de la Constitución Nacional, y ponderando que se trata de una persona menor de edad con capacidad diferente, usuaria del servicio de transporte.


    G., S. E. y otros c/ D. H. S.R.L. s/ Sumarísimo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2759/2010/CS1, 20 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicio sumarísimo. Empresa de transporte. Defensa del consumidor. Daños y perjuicios. Derechos del niño. Personas con discapacidad.


    Remisión al dictamen de la causa CCF 2759/2010/CS1, "G., S. E. y otros c/ Derudder Hnos. S.R.L. s/ Sumarísimo".


    G., S. E. y otros c/ D. H. S.R.L. s/ Sumarísimo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2759/2010/1/RH1, 20 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Sociedades


    Generalidades. Disolución de Sociedades.


    Conclusión de la quiebra. Masa concursal. Síndico del concurso. Resoluciones equiparables a definitiva. Defensa en juicio. Debido proceso. Exceso ritual manifiesto.


    La notificación por nota de la decisión de conclusión, viola, en el caso concreto, el derecho de defensa y debido proceso que asiste al recurrente. Por un lado, cabe advertir que no se trata de una resolución de mero trámite, sino que pone fin al proceso, y, por otro, la sindicatura había advertido sobre posibles activos a ser incorporados, lo cual ameritaba una notificación personal antes de declarar concluida la quiebra, sin haber mediado pago total. En el caso, el propio magistrado de grado había manifestado tener presente a los efectos de resolver la conclusión del proceso, la reserva formulada por el Banco Central en relación con la posibilidad de reabrir la quiebra. Esta última circunstancia procesal, generaba a la sindicatura una expectativa cierta de que no se declararía la conclusión de la quiebra sin ser requerida su previa participación. En particular, cabe recordar que el artículo 230 de la Ley 24.522 prevé que el juez resuelve la clausura del procedimiento luego de realizado totalmente el activo y practicada la distribución final y el artículo 231 de ese cuerpo legal establece que puede ser reabierto cuando se conozca la existencia de bienes susceptibles de desapoderamiento. Entonces, mientras que la clausura del procedimiento se funda en que no corresponde proseguir una liquidación sin bienes para liquidar, la reapertura se basa en el conocimiento de la existencia de bienes susceptibles de desapoderamiento. Por lo tanto la declaración de la conclusión de la quiebra adoptada de oficio y notificada por ministerio de Ley a la fallida, los acreedores y la sindicatura, como así también las posteriores sentencias que rechazaron la reapertura del proceso, devienen arbitrarias. Ello así puesto que, so pretexto del rigor de los estadios que marca la Ley concursal, fueron afectados los intereses colectivos involucrados, como las garantías constitucionales indicadas. No obsta a dicha solución, la falta de acreditación imputada a la entidad financiera de gestiones relacionadas con la inscripción de los bienes con anterioridad a la conclusión del proceso, desde que para resolver la procedencia de la declaración de conclusión, dado el contexto descripto, era menester analizar la existencia de los bienes que se señalaron, sin que la circunstancia registral resulte relevante a los efectos de lo dispuesto por el artículo 231 citado. En ese marco, la denegatoria de reapertura del proceso universal basada en el mero transcurso del plazo de 2 años de clausura, presenta un injustificado rigor formal en claro desmedro del principio de reconstrucción del patrimonio del fallido para satisfacer el derecho de los acreedores verificados a cobrar sus créditos según las reglas de la ejecución colectiva.


    Permanente S.A. Compañía Financiera s/ Quiebra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 197/2014/(50-P)/CS1, 19 de octubre de 2016


    Ver Dictamen

  


  


  
    Capítulo III


    Derecho Constitucional


    Constitución


    Estructura Jerárquica de las Normas


    Propiedad industrial. Patentes. Concesión de patente. Caducidad de patente. Plazo perentorio. Jerarquía de las leyes. Aplicación temporal de la ley. Ley derogada. Ultractividad de la ley. Interpretación de leyes federales. Constitucionalidad.


    Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio. Ley de Patentes de Invención 111. Ley de Patentes de Invención y Modelos de Utilidad 24.481. Decreto 260/1996.


    El artículo 5 de la anterior Ley de Patentes de Invención 111 -derogada por Ley 24.481- dispone que las patentes tienen una vigencia de 5, 10 o 15 años contados a partir de su fecha de concesión, según el mérito del invento y la voluntad del solicitante. En el ADPIC, aprobado por la Ley 24.425 en el año 1995, se estableció que "la protección conferida por una patente no expirará antes de que haya transcurrido un período de 20 años contados desde la fecha de presentación de la solicitud" (art. 33). Con el propósito de adecuar las normas internas al mencionado instrumento internacional, el artículo 35 de la Ley de Patentes de Invención y Modelos de Utilidad 24.481 prevé que "la patente tiene una duración de veinte años improrrogables, contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud". Los conflictos en materia de aplicación en el tiempo de esas legislaciones sucesivas sobre la protección de la propiedad industrial son regulados por el artículo 97 de la Ley 24.481, que dispone que "las patentes otorgadas en virtud de la Ley que se deroga, conservarán su vigencia concedida hasta su vencimiento, pero quedarán sujetas a la disposición de esta Ley y su reglamento". Finalmente, el artículo 97 del Anexo II del decreto 260/1996, aquí controvertido, dice que "el plazo de vigencia establecido en el artículo 35 de la Ley 24.481 se aplicará sólo a las solicitudes presentadas con posterioridad a la entrada en vigencia de dicha Ley". En primer lugar, tal como entendió el a quo, el artículo 35 de la Ley 24.481 no se aplica a la patente bajo análisis puesto que la solicitud fue presentada con anterioridad a su entrada en vigencia y dado que esa norma rige únicamente las solicitudes presentadas con posterioridad a ese momento según lo dispuesto por el artículo 97 del Anexo II del decreto 260/1996. Además, el plazo otorgado a la patente en cuestión es consistente con la protección prevista en el artículo 33 del ADPIC porque su duración es mayor a 20 años contados desde la solicitud. En segundo lugar, la disposición contenida en el artículo 97 del Anexo II del decreto 260/1996 no fue dictada en exceso de las prerrogativas reglamentarias del Poder Ejecutivo dado que no vulnera el espíritu del artículo 97 de Ley 24.481 sino que sirve razonablemente a su finalidad. En el presente caso, el artículo 97 de la Ley 24.481 regula de modo general la aplicación temporal del artículo 35 de esa Ley que vino a modificar el plazo de la protección de las patentes. Sin embargo, no prevé expresamente su aplicación con relación a las patentes solicitadas bajo la Ley 111 pero otorgadas con posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 24.481. Ello llevó al Poder Ejecutivo a precisar a través del artículo 97 del decreto reglamentario esa cuestión dando prioridad a la normativa vigente al momento de la solicitud. Ese criterio es adoptado tanto por la propia Ley 24.481 como por el ADPIC para diversas cuestiones en materia de patentes, incluyendo la determinación de su duración (art. 35, Ley 24.481 y Art. 33, ADPIC). Para más, fue utilizado por la Corte Suprema para resolver conflictos sobre la aplicación en el tiempo de disposiciones en materia de patentes. En este aspecto, cabe apuntar que el citado tribunal consideró decisiva la fecha de la presentación de una solicitud de reválida de patente a fin de determinar el régimen jurídico aplicable. Expuso que "mediante la solicitud el inventor proclama y divulga su invento, fija la prioridad que según la Ley le corresponde y pone en movimiento el mecanismo administrativo que, en el sistema argentino, culmina con el otorgamiento o la denegación de la protección. La presentación de la solicitud fija el tiempo crítico para apreciar la novedad según el estado de la técnica y permite la aplicación del principio de atribución del derecho basado en la máxima 'primero en solicitar'. Las disposiciones del Acuerdo TRIP's se refieren a la fecha de presentación de la solicitud como el momento crucial para determinar diversos efectos jurídicos dispuestos por aquellas normas (arts. 29, 33 y concordantes del Convenio de París de 1967). En el mismo sentido, el Art. 35 de la Ley 24.481..." (considerando 8°). De este modo, el artículo 97 del Anexo II del decreto 260/1996 precisó la aplicación temporal del artículo 35 de la Ley 24.481 dando preeminencia al momento de la solicitud, criterio que tiene relevancia jurídica en materia de patentes según la propia Ley 24.481 y el ADPIC, y que fue utilizado por la Corte Suprema para resolver otros conflictos temporales vinculados a legislaciones sobre protección de la propiedad industrial. Al adoptar ese temperamento, el Poder Ejecutivo no vulneró la finalidad del artículo 97 de la ley, que expresamente reconoció ultractividad a la Ley derogada, así como tampoco la finalidad del artículo 35 de la Ley 24.481, al menos en el presente caso donde la duración de la patente nro. 2 satisface el término previsto en el artículo 33 del ADPIC.


    Iraola y Cia. S.A. y otro c/ Basf Agro BV y otro s/ Nulidad de patentes


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1056/2010/CS1-CA1, 25 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Declaraciones, Derechos y Garantías


    Derechos


    Enumerados. Civiles. Expresión y Pensamiento.


    Rechazo daños y perjuicios provocados por expresiones vertidas en una nota. Derecho al honor y libertad de expresión. Debate sobre crímenes de lesa humanidad. Aplicación de la doctrina de la real malicia: constancias probatorias no demuestran que el demandado divulgó la información falsa a sabiendas de su falsedad o con total despreocupación al respecto.


    El derecho a la libertad de expresión es garantizado a toda persona, independientemente de cualquier otra consideración, por lo que no cabe considerarla ni restringirla a una determinada profesión o grupo de personas. La libertad de expresión es un componente esencial de la libertad de prensa, sin que por ello sean sinónimos o el ejercicio de la primera esté condicionado a la segunda. De este modo, no es necesario que el recurrente acredite ser y haber actuado en carácter de periodista a fin de acceder a la protección constitucional de la libertad de expresión. Corresponde destacar el fundamental valor que el derecho a la libertad de expresión representa en una sociedad democrática. Tal como ha establecido esta Procuración General: “[la libertad de expresión] comprende tanto el derecho de cada individuo a expresar su pensamiento y a difundirlo a través de cualquier medio apropiado, como el derecho colectivo a recibir todo tipo de información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno. Ese derecho adquiere una preponderancia singular en el ámbito de los derechos fundamentales pues se despliega en una doble dimensión: por un lado, constituye un derecho inalienable de los individuos, y, por el otro, es una precondición esencial para el funcionamiento de un gobierno democrático. En aras de proteger el derecho a la libertad de expresión en su dimensión individual y social, la Corte Suprema adoptó la doctrina de la real malicia que, en un principio, procuró fomentar el debate desinhibido, robusto y amplio sobre los asuntos de interés público que involucran a funcionarios públicos. De acuerdo con ella, los funcionarios públicos solo pueden recobrar daños generados por la divulgación de información de interés público si prueban la falsedad de la información, y que su difusión fue realizada con conocimiento de su falsedad o con notoria despreocupación por su veracidad. En la causa "Costa", el tribunal señaló que "en cambio, basta la negligencia precipitada o simple culpa en la propagación de una noticia de carácter difamatorio de un particular para generar la condigna responsabilidad" (considerando 11°). La Procuración General de la Nación propició, en determinadas circunstancias, la aplicación de la doctrina de la real malicia a particulares que hubieran intervenido en cuestiones de interés público. En tales ocasiones, se enfatizó la necesidad de fomentar el debate vigoroso sobre asuntos de relevancia pública, como el derecho a la salud o el uso debido de los fondos que la Ley destina al bien común. En el presente caso, las expresiones que motivaron la acción resarcitoria afectaron al actor en su carácter de particular. Si bien el accionante en su demanda afirmó haber desempeñado una función pública, las expresiones vertidas por el demandado no tuvieron por objeto criticarlo, en forma directa o indirecta, en el ejercicio de esa función, sino cuestionarlo por su intervención en el debate suscitado sobre las circunstancias que rodearon la comisión de delitos de lesa humanidad. En esa disputa ambas partes participaron en su condición de víctimas de la última dictadura cívico-militar. A pesar de que la condición de particular exige, en principio, la aplicación de un estándar de protección mayor contra los ataques al honor, las circunstancias concretas del caso conducen a la aplicación de la doctrina de la real malicia. La relevancia pública del asunto discutido y el hecho de que tanto el actor como el demandado hayan expuesto sus diferencias en los medios de comunicación, donde tuvieron oportunidad de expresarse en reiteradas ocasiones, llevan a concluir que la acción de daños y perjuicios solo puede prosperar si se prueba que el demandado divulgó información falsa con conocimiento de su falsedad o con notoria despreocupación por su veracidad. En efecto, en primer lugar, las expresiones vertidas en el artículo periodístico revisten interés público puesto que se refieren a las graves violaciones de derechos humanos cometidas durante la dictadura cívico-militar. El debate amplio y desinhibido sobre esos acontecimientos tiene un valor instrumental para garantizar la dimensión colectiva del derecho a la verdad, memoria y justicia, que ha sido consagrado por los distintos sistemas de protección de derechos humanos. Tal como ha advertido la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el derecho de toda persona, no solo de las víctimas y sus familiares, sino también de la sociedad en su conjunto, a conocer la verdad de las violaciones manifiestas a los derechos humanos y, en particular, de la comisión de delitos de lesa humanidad, se vincula de manera directa con los derechos a las garantías judiciales y protección judicial, así como también guarda relación con el derecho de acceso a la información. Ese acceso a la información se vincula directamente con la dimensión colectiva del derecho a la libertad de expresión, que comprende el derecho de la sociedad en su conjunto a recibir información e ideas sobre graves violaciones de derechos humanos. El derecho colectivo a la verdad, memoria y justicia procura no solamente otorgar una reparación integral a las víctimas, sino también fortalecer el Estado democrático y la vigencia del Estado de derecho. El interés público del debate suscitado entre las partes sobre las circunstancias que rodearon la posible apropiación durante la última dictadura de una finca que pertenecía a una sociedad integrada por víctimas del terrorismo de Estado que permanecen desaparecidas, demanda evitar la aplicación de estándares de responsabilidad civil que traigan aparejado un posible efecto de silenciamiento sobre hechos aberrantes ocurridos durante el terrorismo de Estado, cuyo esclarecimiento compromete a los poderes públicos y es de interés de la sociedad argentina en su conjunto. En segundo lugar, en el sub lite, tanto el actor como el demandado participaron activamente de esa discusión pública y en reiteradas oportunidades acudieron a los medios de comunicación para dar a conocer sus diferentes versiones sobre lo ocurrido con la finca llamada Chacras de Coria. Esas declaraciones revelan que ambos tuvieron oportunidad de acceder a los medios de comunicación para expresar su punto de vista sobre el asunto y para refutar los dichos del otro.


    Gómez Miranda, Federico c/ Gaspari, Juan Alberto s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 48/2014/(50-G)/CS1, 15 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Libertad de Prensa. Fuentes de Información. Doctrina de la Real Malicia.


    Improcedencia daños y perjuicios provocados por difusión de informe televisivo. Libertad de expresión y derecho al honor. Derecho a la salud. Doctrina de la real malicia. Falta de acreditación de actuación malintencionada, con conocimiento de falsedad o notoria despreocupación acerca de la veracidad de la información. Realización de diligencias que constataron los hechos que fundaron el informe.


    La accionante prestaba tratamientos médicos contra la insuficiencia sexual y ofertaba sus servicios a través de campañas masivas en los medios de comunicación. El informe televisivo que dio origen a estas actuaciones estaba orientado justamente a objetar la información incluida en los avisos publicitarios así como la idoneidad y la legalidad de las prestaciones brindadas. Tanto el contenido del informe como las características que rodean al sujeto agraviado conducen a la aplicación de la doctrina de la real malicia adoptada por la Corte Suprema. De conformidad con ella, el agraviado solo puede recobrar daños generados por la divulgación de información de interés público si prueba la falsedad de la información, y que su difusión fue realizada con conocimiento de su falsedad o con notoria despreocupación por su veracidad. En el caso "Barrantes, Juan Martin; Molinas de Barrantes, Teresa - TEA S.R.L. c/ Arte Radiotelevisivo Argentino SA", la Corte Suprema estableció que en ciertas circunstancias puede aplicarse la doctrina de la real malicia a un particular involucrado en un asunto de interés público (considerandos 3° y 5°). La investigación periodística que dio origen a estas actuaciones se centra en una cuestión de interés público. La Corte Suprema en el fallo "Vago" apuntó que "El punto de partida [de la doctrina de la real malicia] está en el valor absoluto que debe tener la noticia en sí, esto es, su relación directa con un interés público y su trascendencia para la vida social, política o institucional". Más tarde, en "Melo", la Corte Suprema se refirió a los temas de interés público como las "áreas que preocupan, importan o interesan a toda la sociedad". También, la Comisión Interamericana señaló que merecen una protección especial los discursos sobre asuntos de interés público que afectan a la sociedad. Cabe destacar que la investigación periodística supuestamente difamatoria alertaba sobre la falsedad de la información proporcionada por Boston Medical Group al ofertar al público servicios de salud en forma masiva y a través de los medios de comunicación. A su vez, cuestionaba la idoneidad de las prestaciones brindadas y su adecuación a la normativa vigente. El discurso sobre cuestiones vinculadas a la salud tiene una trascendencia esencial para la vida social, política e institucional, que demanda una protección especial en aras de asegurar la circulación de información de relevancia pública. La protección del derecho a la salud previsto en la Constitución Nacional y en los instrumentos internacionales preocupa, importa e interesa a toda la sociedad. El derecho a la salud comprende, además, el acceso a la información, esto es, el derecho de solicitar, recibir y difundir información e ideas acerca de las cuestiones vinculadas a la salud. Ese acceso a la información también está garantizado por el artículo 42 de la Constitución Nacional, que prevé el derecho de los consumidores y usuarios a una información adecuada y veraz. La Corte Suprema enfatizó, en atención a los derechos fundamentales en juego, el deber del Estado de regular y fiscalizar los servicios de salud. En este mismo sentido, respaldó la imposición de obligaciones sobre los sujetos no estatales que participan del sistema sanitario, pues si bien la actividad puede representar rasgos comerciales, al involucrar derechos fundamentales adquieren también un compromiso social con los usuarios. La faz pública de la actividad realizada por la accionante lo expone a un mayor escrutinio público a fin de garantizar el derecho a la salud y el acceso a la información. En este aspecto, no puede obviarse que la prensa cumple un rol fundamental al investigar y divulgar informaciones y opiniones que enriquecen el debate público en materia de salud y que, en definitiva, fomentan la fiscalización de la actividad. Debe prosperar el agravio de los recurrentes en cuanto a que corresponde caracterizar adecuadamente el contenido del informe a fin de valorar las constancias probatorias invocadas por la actora para mostrar que la edición del programa fue realizada de modo malintencionado y que el informe contenía falsedades. La denuncia realizada en el programa televisivo no se centraba en que el medicamento ofrecido por la actora fuera ineficaz, sino en el modo en que era suministrado por la empresa a sus pacientes. Concretamente, el informe cuestionaba la aplicación indiscriminada de la inyección de drogas vasoactivas con independencia del diagnóstico médico de cada paciente. Sobre este punto, señalaba que el medicamento podía tener efectos positivos solo para algunas tipos de afecciones sexuales, pero no para todos los casos en los que la empresa los utilizaría. También objetaba que el servicio médico ofrecido estuviese regido por un criterio exclusivamente comercial y que la actora suministrara drogas producidas y comercializadas por ella misma. Por último, ponía en duda que el tratamiento fuese suficiente para curar a los pacientes de modo definitivo. No se encuentra acreditado que los recurrentes hayan actuado con conocimiento de la falsedad o con notoria despreocupación acerca de la veracidad de la información.


    Boston Medical Group c/ Arte Radiotelevisivo Argentino S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 444, L. XLIX, 11 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Igualdad ante la Ley.


    Demanda por daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Legitimación de padres y hermanos para reclamar indemnización por daño moral. Igualdad de tratamiento: art.16 de la Constitución Nacional. No procede el caso "Aquino". Constitucionalidad del Art. 1078 del Código Civil.


    La cuestión controvertida consiste en determinar si el artículo 1078 del Código Civil -aplicable al presente caso y actualmente derogado-, en tanto no prevé la legitimación de los padres y los hermanos para reclamar la indemnización por daño moral ante el hecho ilícito padecido por el damnificado directo, es inconstitucional a la luz de los artículos 16 y 19 de la Constitución Nacional. En primer término, la garantía del artículo 16 de la Constitución Nacional implica la igualdad de tratamiento para casos idénticos o razonablemente similares o asimilables entre sí. Sin embargo, no obsta a que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considere diferentes. En consonancia, se atribuye un amplio margen al legislador para distinguir y clasificar los objetos de la reglamentación en la medida en que las distinciones se basen en motivos objetivos y razonables. De conformidad con el artículo 1741 del Código Civil y Comercial de la Nación, el ordenamiento vigente mantiene la regla según la cual solo el damnificado directo se encuentra legitimado para reclamar la indemnización de las consecuencias no patrimoniales del hecho ilícito. La legitimación activa ha sido ampliada en el nuevo código pero únicamente para los casos de muerte o de gran discapacidad de la víctima. En segundo término, el artículo 1078 tampoco importa una restricción inconstitucional al principio de reparación integral establecido por el artículo 19 de la Constitución Nacional, pues como ya se ha analizado, la decisión del legislador de acotar la legitimación para reclamar el daño moral obedece a criterios objetivos y razonables, y procura la realización de un fin legítimo vinculado con la previsibilidad de los riesgos y cobertura de los daños de los hechos ilícitos. En el caso, se encuentra en discusión la legitimación prevista en el propio sistema de responsabilidad civil para reclamar la reparación de un determinado tipo de daño. El legislador a través de la limitación contenida en los términos del artículo 1078 ha establecido un medio apropiado a fin de procurar la previsibilidad de los riesgos y la cobertura de los daños derivados de los hechos ilícitos. Tampoco los recurrentes han demostrado que la reparación en los términos del sistema de responsabilidad del Código Civil sea absolutamente insuficiente, tal como sucedió en el caso "Aquino", donde el trabajador, además, invocaba una especial protección. En ese marco, se puede observar que aquella decisión no es dirimente para resolver la cuestión que aquí se debate y que la limitación contenida en el artículo 1078 supera el examen de razonabilidad. Por último, cabe señalar que esta Procuración General dictaminó recientemente a favor de la inconstitucionalidad del artículo 1078 del Código Civil. En esa oportunidad, se consideró que la distinción para reclamar la indemnización por daño moral entre el hijo biológico y un niño que tenía un vínculo filial de hecho con quien había resultado ser la víctima fatal de un ilícito violaba el derecho a la igualdad. En este caso, en cambio, la discusión gira en torno a la distinción de trato acordada de conformidad con la naturaleza del daño sufrido por el damnificado indirecto. Por ello, las consideraciones expuestas en aquella oportunidad no resultan aplicables a esta controversia. En conclusión, en el sub lite, el artículo 1078 del Código Civil, en tanto no prevé la legitimación de los padres y los hermanos para reclamar la indemnización por daño moral ante las lesiones padecidas por el damnificado directo del hecho ilícito, no resulta inconstitucional.


    Lima, Maira Joana y otros c/ Agon, Alfredo: Sastre, María Patricia y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 132/2014/(50-2) CS1, 22 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Libertad Ambulatoria. Permanencia.


    Ley de Migraciones nro. 25.871 y Decreto reglamentario 616/2010. Otorgamiento judicial de residencia permanente. Impedimento de permanencia: expulsión, requisitos. Afectación de derechos y garantías constitucionales. Análisis de los arts. 22 y 29 de la Ley de migraciones. Presunta falsedad documental: improcedencia de la expulsión (precedente Fallos: 268:393, considerando 6º "Argüello"). Procedimiento migratorio: garantía del debido proceso. Reunificación familiar: concepto, requisitos legales taxativos. Corte Interamericana de Derechos Humanos: Derechos y Garantías de Niñas y Niños en contexto de la Migración y/o en Necesidad de Protección Internacional (OC-21/14). Interpretación armónica de las normas: Fallos: 329:2890, "Díaz Cabral". Normativa internacional.


    Para tener por configurado el impedimento de permanencia previsto en el artículo 29, inciso a, se requiere la acreditación -en sede administrativa o judicial- del presupuesto fáctico que habilita su aplicación y no basta la existencia de meras presunciones. Tampoco se observa que la autoridad migratoria haya desplegado actividad probatoria alguna dirigida a verificar la documentación y la comisión de una falta administrativa, más allá de las eventuales responsabilidades penales. Cabe resaltar que, al tratarse de un documento público emitido por las autoridades consulares, es el propio Estado quien tiene dominio de la información y la posibilidad de acreditar la falsedad o veracidad de la documentación. Este criterio en materia probatoria adquiere mayor relevancia en el ámbito del procedimiento migratorio que puede derivar en la expulsión de una persona del país, desde que se ponen en juego derechos fundamentales de la persona tales como el derecho a la circulación y residencia y el derecho a la libertad personal. Además, la naturaleza de los derechos involucrados demanda que en procedimientos de esta índole deban respetarse las garantías del debido proceso, en especial, la presunción de inocencia. A su vez, deben reforzarse ciertas garantías básicas de defensa en juicio como consecuencia del desequilibrio procesal en el que se encuentra el migrante ante la autoridad migratoria para desarrollar una defensa adecuada de sus intereses. Con respecto a la interpretación del criterio de unidad familiar para fundar el derecho de la actora a la residencia permanente, el artículo 22 de la Ley de Migraciones establece que se considerarán residentes permanentes a los inmigrantes parientes de ciudadanos argentinos, nativos o por opción, entendiéndose como tales al cónyuge, hijos y padres. La Ley 25.871 consagra un derecho subjetivo de las personas migrantes a la unidad familiar que determina tanto obligaciones positivas del Estado dirigidas a proteger razonablemente la unidad de la familia en el contexto migratorio, como obligaciones negativas a fin de evitar actos de la Administración que puedan ocasionar una injerencia arbitraria o abusiva en la vida familiar por razones migratorias. El artículo 22 de la Ley de Migraciones busca favorecer el asentamiento regular en el país de extranjeros con vínculos familiares, en especial cuando esos vínculos se establecen con ciudadanos argentinos y con extranjeros residentes permanentes. De ese modo, se procura que las variaciones de la condición migratoria de la persona no afecten de forma desproporcionada o irrazonable los derechos familiares de terceros, en particular el normal desarrollo y la fortaleza del núcleo familiar y el disfrute de la convivencia entre quienes lo integran más allá de las diferencias entre los diversos modelos de familia. El reconocimiento de la unidad familiar para acceder a la residencia permanente en el marco del artículo 22 de la Ley de Migraciones no es un asunto discrecional sujeto al arbitrio de la autoridad administrativa. Por lo contrario, al ejercer sus facultades administrativas la autoridad debe cumplir con las pautas objetivas que fija el orden legal y con el derecho a la unidad familiar de raíz constitucional. En el caso de autos no corresponde brindar un tratamiento diferente a la situación de la actora por el hecho de que su hija argentina menor de edad se encuentre temporalmente residiendo en otro país, pues la norma analizada establece como único requisito para el acceso a la residencia permanente acreditar que el migrante es progenitor de un hijo argentino, y su decreto reglamentario no agrega otros requisitos. Por lo tanto, no se encuentra sustento legal que avale el argumento de la recurrente por el cual debería rechazarse el reconocimiento del derecho de unidad familiar en caso de que el hijo argentino de un extranjero no conviva temporalmente con él en nuestro país, desde que la autoridad de aplicación no puede dirimir un derecho distinguiendo donde la norma no distingue. Por lo demás, en circunstancias como la del caso en examen, el reconocimiento de la residencia apunta también a asegurar que una niña que es ciudadana argentina pueda desarrollar su vida familiar en su país conviviendo con sus padres, lo que se vería seriamente comprometido si su madre resultara expulsada.


    Z., Peili c/ Dirección Nacional de Migraciones s/ Amparo Ley 16.986


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 81048271/2009/CS1, 27 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Sociales y Económicos.


    Cesión de territorios provinciales. Parque Nacional Sierra de las Quijadas. Escrituración. Dominio público. Expropiación. Convenio de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales. Propiedad comunitaria de la tierra. Intervención de terceros. Tierras de los pueblos originarios. Derecho de propiedad ancestral.


    El derecho a la posesión y propiedad comunitaria de los pueblos indígenas se encuentra previsto en los artículos 75, inciso 17, de la Constitución Nacional, en el artículo 21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en los artículos 13, 14, 16 y 19 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo. Este derecho genera obligaciones concurrentes para la Nación y las provincias. En particular, los Estados tienen el deber de delimitar, demarcar y titular las tierras de ocupación tradicional de las comunidades indígenas. A efectos de cumplir con esa obligación, el Congreso Nacional sancionó la Ley 26.160, que declaró la emergencia en materia de posesión y propiedad de las tierras que tradicionalmente ocupan comunidades indígenas originarias del país, e impuso al Instituto Nacional de Asuntos Indígenas la obligación de realizar el relevamiento técnico jurídico catastral de la situación dominial de esas tierras. Conforme surge de las constancias obrantes en autos y pese a los requerimientos de la comunidad indígena, el relevamiento jurídico catastral del territorio reclamado no fue realizado. La omisión de realizar tal relevamiento impide conocer cuáles son las tierras tradicionalmente ocupadas por la comunidad. El dictado de una sentencia en la presente causa sin la realización previa del relevamiento podría comprometer el derecho de la comunidad a la posesión y propiedad comunitaria indígena. La determinación del alcance de ese derecho es esencial para dirimir la pretensión del Estado nacional tendiente a obtener la titularidad de esas tierras, como así también para examinar la utilidad pública invocada en la Ley de expropiación por el Estado provincial. Se solicita a la Corte Suprema que, en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 36, inciso 4, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga la pronta realización del relevamiento territorial previsto en la Ley 26.160. Una vez que se haya realizado el relevamiento indicado, se solicita que se corra nueva vista a los fines de dictaminar sobre el fondo.


    Administración de Parques Nacionales c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y escrituración


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 642/2010/(46-A)/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Consumidores y Usuarios.


    Caducidad de instancia. Acción iniciada por asociaciones de consumidores. Posibilidad de continuación de la acción por el Ministerio Público Fiscal: artículo 52 de la Ley 24.240. Improcedencia de la imposición de costas a las asociaciones actoras.


    Las asociaciones recurrentes no han demostrado arbitrariedad en el razonamiento de la cámara que concluyó que no llevaron ante esa instancia agravios concretos y razonados de las partes de la sentencia de primera instancia que consideraban equivocadas. En efecto, el recurso no contenía un cuestionamiento a los argumentos medulares de la sentencia apelada sino, más bien, una reiteración de los planteados al responder el pedido de caducidad. La fiscal interviniente evaluó las circunstancias del caso y concluyó que no correspondía que este Ministerio Público continuara la acción. A su entender, la demanda perseguía la reparación de intereses individuales y propios de cada uno de los presuntos afectados y no derechos de incidencia colectiva referidos a bienes colectivos o individuales homogéneos. La clase de consumidores cuya representación asumieron las accionantes en la presente causa no se halla desprotegida -ya sea como resultado del decreto de caducidad o de la manifestación del Ministerio Público de no asumir la titularidad activa- en tanto la acción en su defensa continúa en el marco de los otro proceso al cual acceden estas actuaciones en los términos del artículo 194 in fine del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En cuanto al agravio relativo a la imposición de costas, el artículo 55, último párrafo de la Ley 24.240 otorga a las acciones judiciales iniciadas en defensa de los intereses de incidencia colectiva el beneficio de justicia gratuita. Por su parte, la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. En atención a ello, debe ser dejada sin efecto en base a la doctrina de la arbitrariedad en lo que respecta a la imposición de costas.


    ADDUC y otros c/ AYSA S.A. s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17990/2012/RH1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Publicidad engañosa. Derechos de los consumidores. Infracción al Art. 9 de la Ley 22.807. Análisis de los arts. 9, 11 de la Ley de Lealtad Comercial y Art. 3 de la Ley de Defensa del Consumidor. Art. 42 de la CN. Facultades de la Dirección Nacional de Comercio Interior y ANMAT. Dictamen en la causa A.1082 “Aguas Danone”.


    El artículo 9 de la Ley 22.802, aplicado en la presente causa, busca proteger al consumidor del engaño al que puede ser inducido mediante la utilización de información falsa o inexacta en la publicidad del producto y garantizar que pueda elegir libremente. Dicho interés, además, está amparado por el artículo 42 de la Constitución Nacional que resguarda, en materia de relaciones de consumo, el derecho a una información adecuada y veraz, como así también la libertad de elección. En este marco, esta Procuración General, en el dictamen en la causa A.1082, L. XLVIII "Aguas Danone de Argentina SA” ha destacado que la DNCI y la ANMAT ejercen su poder de policía en defensa de los intereses cuya protección les ha sido específicamente atribuida, a saber, los emergentes de las relaciones de consumo y los vinculados a la salubridad, respectivamente. Si bien se trata de intereses diferenciados por las normas, esto no impide que en determinadas circunstancias la estrecha vinculación de los intereses protegidos dé lugar a la coexistencia de atribuciones en aras de lograr una mayor protección de los derechos constitucionales involucrados. Por consiguiente, en tanto el derecho a la información de los consumidores impone al proveedor la obligación de poner a su disposición en forma cierta, clara y exacta todos los datos necesarios para que la decisión de consumo sea informada, la DNCI resultaba competente para el dictado de la disposición aquí apelada, a través de la cual sancionó una infracción al artículo 9 de la Ley 22.802.


    Johnson & Johnson de Argentina SACEI c/ DNCI s/ Lealtad Comercial - Ley 22.802 Art. 22


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 5601/2014/CA1-CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Medio Ambiente.


    Derecho ambiental. Desmonte de bosque nativo. Daño ambiental. Evaluación del impacto ambiental. Faltas relacionadas con la evaluación del impacto ambiental. Audiencia pública. Principio precautorio. Daño eventual. Sentencia arbitraria.


    Precedente “Salas”.


    En cuanto a la acreditación del daño, la sentencia apelada se apartó del principio precautorio que rige la materia y que debe prevalecer cuando se trata de la protección de bosques nativos. El principio precautorio dispone que en caso de que exista peligro de daño grave e irreversible la ausencia de información o certeza científica no debe utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces, en función de los costos, para impedir la degradación del ambiente. Bajo esas premisas, no se requería un pronunciamiento sobre la acreditación de daño. En función del deber genérico de prevención y del principio precautorio, bastaba con acreditar la posibilidad o el peligro de que el daño o el impacto ambiental negativo se produjera como resultado del desmonte. El peligro de daño ambiental grave no podía descartarse sin analizar si el procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental se ajustaba a los requisitos que exige la normativa nacional y local que lo regula. La Corte Suprema ha enfatizado que la realización de un Estudio de Impacto Ambiental previo al inicio de las actividades no significa una decisión prohibitiva del emprendimiento en cuestión, sino antes bien una instancia de análisis reflexivo, realizado sobre bases científicas y con participación ciudadana. Ello, en razón de que en cuestiones ambientales, cuando se persigue la tutela del bien colectivo, tiene prioridad absoluta la prevención del daño futuro. Resulta descalificable la sentencia del superior tribunal pues, apartándose del mencionado principio precautorio, exigió un pronunciamiento sobre la acreditación del daño ambiental sin ponderar que el tribunal contencioso había concluido que existía la posibilidad de que ese daño se produjera como consecuencia del desmonte. Precisamente, la existencia de vicios en el procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental implica que no existió un análisis adecuado de las potenciales consecuencias de la actividad forestal y, por ende, determina la imposibilidad de descartar el riesgo de daño ambiental. 2- La sentencia asimismo debe reputarse arbitraria por cuanto no ponderó, de manera adecuada, la totalidad de los vicios atribuidos al procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental. El mecanismo de participación regulado de manera expresa por la normativa local es la audiencia pública. La observancia de este requisito es fundamental en esta materia en tanto el acceso a la información sobre el medio ambiente y la participación pública en la toma de decisiones contribuye a la prevención del daño ambiental. En segundo término, no se examinó prueba relevante que surge del expediente administrativo, la cual había sido debidamente evaluada en la sentencia de grado para determinar los vicios de procedimiento que justificaban la declaración de nulidad de los actos administrativos impugnados. Por un lado, si bien el a quo relató que el tribunal contencioso había observado que la autorización de desmonte comprendía una superficie superior a la detallada en el Estudio de Impacto Ambiental no efectuó consideración alguna sobre ese punto. Por otro, nada dijo en relación con el alcance parcial de las inspecciones llevadas a cabo por el personal técnico, aun cuando de las constancias administrativas surgía que al momento de la autorización del primer desmonte solo se habían fiscalizado 600 hectáreas de las 1200 requeridas en el mencionado estudio. Ese análisis revela que la autoridad administrativa permitió el desmonte de zonas que no fueron objeto del Estudio de Impacto Ambiental y que las resoluciones impugnadas no fueron precedidas de un minucioso examen de la situación global de la zona. Por último, no tuvo en cuenta la importancia de las medidas mitigadoras indicadas en las aludidas observaciones técnicas, las que tampoco habían sido analizadas en las resoluciones administrativas impugnadas. Debe descalificarse la decisión del superior tribunal provincial de convalidar los actos que autorizaron los desmontes. Las observaciones técnicas detalladas que indicaban medidas mitigadoras del impacto ambiental no podían ser encuadradas como meras sugerencias. Además, por su relevancia, el tribunal debió entender que la autoridad administrativa tenía el deber de analizarlas para decidir si correspondía autorizar las respectivas solicitudes de desmonte, en tanto resultaban fundamentales para la prevención del daño ambiental. Ello así, aun cuando la norma local vigente prevé expresamente la posibilidad de autorizar el proyecto a condición de que se respeten las modificaciones o sugerencias formuladas luego del análisis del Estudio de Impacto Ambiental, en cuyo caso, el interesado puede proponer medidas alternativas o adicionales. En el precedente “Salas” la Corte señaló que el principio precautorio produce una obligación de previsión extendida y anticipatoria a cargo del funcionario público, en virtud de la cual el administrador que tiene ante sí dos opciones fundadas sobre el riesgo debe actuar precautoriamente y obtener previamente la suficiente información a efectos de adoptar una decisión basada en un adecuado balance de riesgos y beneficios. Dicha conclusión no se ve conmovida por el hecho de que el a quo haya exhortado a las autoridades provinciales para que en la instancia de la presentación del diseño final del desmonte, esto es, concluida ya la actividad, verifique el cumplimiento de las medidas requeridas por los inspectores. En efecto, la falta de consideración oportuna de esas observaciones no puede subsanarse por el control que se realice una vez concluida la actividad, es decir, cuando el daño ambiental que se buscaba evitar pudo haberse producido. Todo lo analizado torna descalificable el pronunciamiento apelado como acto jurisdiccional sobre la base de la doctrina de arbitrariedad de sentencia.


    Mamani, Agustín Pío y otros c/ Estado Provincial - Dirección Provincial de Políticas Ambientales y Recursos Naturales y la empresa Cram S.A. s/ Recurso


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 318/2014/50-M/CS1, 04 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Amparo.


    Amparo ambiental colectivo. Río Autel: recurso hídrico interjurisdiccional. Excepción de falta de legitimación activa por no ser damnificado: análisis del Art. 30 de la LGA. Doctrina de la Corte. Excepción de cosa juzgada: remisión a los dictaminado en CSJ 243/2014 (50-L) /CS1 "La Pampa, Provincia de c/ Mendoza, Provincia de s/ Uso de aguas" (acápite VIII). Rechazo de las excepciones.


    En cuanto a la falta de legitimación activa del actor, de la simple lectura del Art. 30 de la LGA surge claramente que no se requiere la acreditación del carácter de "afectado", "damnificado", ni requisito alguno respecto de la vecindad en el denunciante -tal como plantea la demandada- a los efectos de interponer una acción de amparo ambiental. Tiene dicho la Corte, que el último párrafo del Art. 30 circunscribe la acción de amparo, de conformidad con su naturaleza y consagración constitucional, al cese de la actividad dañosa, para lo cual se requerirá la palmaria manifestación de tal efecto. No se trata de un supuesto de desplazamiento de la demanda de ambiental, sino de ratificar la procedencia del amparo como medio instrumental útil para el cese inmediato del daño, tal como lo exige la actora. Con base en ello, cabe concluir que la LGA, al instrumentar la demanda de daño ambiental, ha creado un proceso y procedimiento más amplio que el del amparo y que, por lo tanto, necesariamente incluye en el marco del mayor debate y prueba, el eventual cese de la actividad dañosa y la adopción de medidas de resguardo para el futuro. Una lectura restrictiva y fuera de contexto de su Art. 30 a los efectos de cuestionar la legitimación activa, no se condice con su letra ni con su espíritu y, mucho menos, con lo dispuesto en el Art. 41 de la Constitución Nacional, el que expresamente prevé que “... El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer...” En el mismo sentido, el Tribunal también ha sostenido que en las demandas que tienen por objeto la recomposición del daño colectivo ambiental, las reglas procesales deben ser interpretadas con un criterio amplio. En cuanto al planteo de cosa juzgada esgrimido por la Provincia de Mendoza al sostener que lo planteado en autos se identifica con lo ya decidido por la Corte en Fallos: 310:2478, se remite a lo dictaminado en la causa CSJ 243/2014 (50-L) /CS1 "La Pampa, Provincia de c/ Mendoza, Provincia de s/ Uso de aguas" (acápite VIII).


    Palazzani, Miguel Ángel c/ Mendoza, Provincia de y otro s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 732/2010/(46-P)/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Amparo colectivo. Contaminación minera con plomo y otros metales pesados. Derechos a la salud y al ambiente sano de niños, niñas y adolescentes. Deber de recomposición del ambiente dañado. Medida reparatoria denegada. Interpretación de reglas procesales: excesivo rigor formal. Afectación de derechos fundamentales.


    La decisión recurrida resulta arbitraria en tanto no efectuó una interpretación razonada de las normas provinciales aplicables con arreglo a las circunstancias de la causa, y desatendió el acceso a la justicia en el marco de un proceso colectivo que persigue la protección de los derechos a la salud y al ambiente sano y equilibrado de los niños, niñas y adolescentes de San Antonio Oeste. El juez del amparo, si bien admitió parcialmente la acción, rechazó en lo sustancial las pretensiones de la defensora general. Más allá de los términos de la parte dispositiva de la sentencia, el juez no hizo lugar a uno de sus reclamos principales, esto es, la imposición a la provincia y al municipio de una obligación positiva de "remediación del sitio contaminado en un plazo no mayor a 12 meses". El juez de grado se negó expresamente a adoptar esa medida reparatoria al considerar que podía afectar la ejecución del programa administrativo dirigido a efectuar esa remediación. En su lugar, impuso a las autoridades provinciales un deber de índole procedimental consistente en informar periódicamente el seguimiento del programa. Por ello, en lo que respecta a esta cuestión medular para el alcance de la tutela ambiental como es el deber de recomposición del ambiente dañado (artículo 41 de la Constitución Nacional y artículo 30 de la Ley General del Ambiente), la acción de amparo resultó, en definitiva, denegada. Al decidir de esa forma el tribunal imposibilitó la revisión de un fallo dictado en el marco de un amparo colectivo que involucra derechos fundamentales a la salud y a un ambiente sano y equilibrado (artículo 41 de la Constitución Nacional) por lo que le era exigible el máximo grado de prudencia en la verificación de los requisitos para la procedencia del recurso, con el riesgo de frustrar una vía procesal apta para asegurar la tutela judicial efectiva de la personas directamente afectadas por el daño ambiental. En concreto, el tribunal debió ponderar que al momento de decidir la procedencia de la revocatoria, esto es, el 12 noviembre de 2014, la situación ambiental llevaba un prolongado lapso sin resolverse e incidía negativamente en los derechos de los niños, niñas y adolescentes que habitan las zonas afectadas. La Corte Suprema enfatizó, en asuntos concernientes a la tutela del daño ambiental, que la acción de amparo tiene por objeto la efectiva protección de los derechos vulnerados, por lo cual, en ese marco, las reglas procesales deben ser interpretadas con un criterio amplio que, sin trascender el límite de su propia lógica, ponga el acento en su carácter meramente instrumental de medio a fin. En conclusión, el pronunciamiento apelado configura un supuesto de excesivo rigor formal que afecta derechos constitucionales, por lo que debe descalificarse como pronunciamiento judicial válido en función de la doctrina de arbitrariedad de sentencias.


    Custet Llambi, María Rita - Defensora General s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2810/2015/RH1, 29 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Seguridad Social.


    Demanda contra Estado Nacional. Pago de las diferencias salariales: régimen para el personal de investigación y desarrollos de las Fuerzas Armadas. Decretos 1336/05 y 430/09. Carácter remunerativo y bonificable del suplemento.


    En primer lugar, es preciso señalar que por medio del decreto 1336/05, el Poder Ejecutivo Nacional creó, para el personal integrante del régimen investigación y desarrollos de para el las Fuerzas personal Armadas, de un suplemento especial no remunerativo y no bonificarle equivalente a una suma fija. Cabe resaltar que el carácter general que posee el suplemento otorgado por medio del decreto 1336/05 -modificado por su similar 430/09- ha sido reconocido por la Armada Argentina, en cuyo Servicio de Hidrografía Naval presta servicios la actora, en tanto informó que a la totalidad del personal comprendido en el régimen de retribuciones del personal de investigación y desarrollos de las Fuerzas Armadas se le liquidaron las sumas fijas otorgadas por medio de tales decretos, de acuerdo con la clase, grupo y categoría a la que pertenezca cada agente. En cuanto al alcance temporal que se ha otorgado a aquella suma fija, las normas que la instituyeron no fijaron límite alguno, lo que impide afirmar -como lo hace la demandada en sus agravios- su carácter provisorio. En tal contexto, el modo generalizado con que fue otorgado el suplemento mensual, sin límite temporal y destinado a la totalidad del personal incluido en el régimen de investigación y desarrollos de las Fuerzas Armadas (creado por el decreto 4381/73 y sus modificaciones), cuyos integrantes tampoco deben cumplir con ninguna condición o circunstancia específica para percibirlo, impone que deba reconocerse su carácter remunerativo, a la luz de la doctrina sentada por la Corte en diversos pronunciamientos, toda vez que forma parte de la percepción normal, habitual y permanente y su contenido es de esencia retributiva, tal como -además- se desprende de los considerandos de los decretos 1336/05 y 430/09, en tanto señalaron el objetivo de tender hacia una justa equiparación de la situación salarial de investigadores y personal de apoyo a las investigaciones vinculadas con la Defensa Nacional y de adecuar sus remuneraciones. Expuestas las razones por las que corresponde reconocer el carácter remunerativo del suplemento especial otorgado por los decretos 1336/05 y 430/09 a los integrantes del régimen para el personal de investigación y desarrollos de las Fuerzas Armadas, resta determinar si dicha asignación también posee naturaleza bonificable. Corresponde mencionar que el régimen para el personal de investigación y desarrollos de las Fuerzas Armadas aprobado por el decreto 4381/73 y sus modificaciones dispone que "las remuneraciones de los agentes pertenecientes al régimen con dedicación completa estarán determinadas por el valor índice y los porcientos establecidos para cada Grupo y Categoría. Los agentes que desarrollen su labor con "dedicación parcial", recibirán una retribución proporcional al tiempo efectivo de trabajo, de acuerdo con el Grupo y Categoría. El personal percibirá el Sueldo Anual Complementario, conforme a la Legislación vigente. Aquellos agentes que se desempeñen con Dedicación Exclusiva, percibirán un adicional del veinticinco por ciento (25%), que se calculará sobre la Asignación de la Categoría correspondiente a cada grupo y categoría, cuando dediquen toda su capacidad de trabajo a las tareas asignadas, con exclusión de toda otra actividad remunerada, excepto el ejercicio de la docencia". En segundo lugar, con relación a las compensaciones señala, en lo que aquí interesa, que por la compensación por actividad riesgosa se abonará a los agentes que les corresponda. Al poseer carácter remunerativo, el suplemento especial creado por el decreto 1336/05 y modificado por su similar 430/09 debe integrar la base salarial para el cálculo de las compensaciones por actividad riesgosa y por título, por cuanto ellas se conforman con un porcentaje "de las remuneraciones fijadas para su grupo y categoría en la 'dedicación completa” y de "la remuneración que percibe el agente", respectivamente, a diferencia de la compensación por antigüedad que se calcula únicamente sobre la asignación de la categoría, sobre el suplemento por título y sobre el suplemento por dedicación exclusiva, y de este último que se calcula solamente sobre la asignación de la categoría correspondiente a cada grupo y categoría.


    Segura Maria Elena c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Armada - DTO 1336/05 435109 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 32243/2011/CS1, 21 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Trabajo.


    Ejercicio profesional. Desregulación del ejercicio profesional. Facultades no delegadas. Inconstitucionalidad.


    Régimen legal de martilleros y corredores. Ley provincial 7629/10. Dto Ley 20.266/73.


    Este proceso no corresponde a la competencia federal, pues al respecto, cabe recordar que a fin de resolver una cuestión de competencia, es preciso atender, de manera principal, a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda, así como también al origen de la acción y a la relación de derecho existente entre las partes y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión, pues deberá estarse a la realidad jurídica y no a la mera voluntad de las partes. En el caso en análisis, la pretensión de la actora consiste en obtener certeza sobre la Ley provincial 7629/10 que establece el régimen legal de martilleros y corredores públicos y de corredores inmobiliarios de la Provincia de Salta, facultad que se encuentra incluida dentro de las reservadas por el Art. 121 de la CN, que establece que las provincias conservan todo el poder no delegado al gobierno federal, lo cual comprende la reglamentación del ejercicio de los derechos asegurados a los habitantes por la propia Constitución. Es doctrina de la Corte que, en materia de profesiones liberales, no es dudoso que las provincias tienen la atribución de reglamentar su ejercicio en sus respectivas jurisdicciones, pero con la limitación natural que establece el Art. 28 de la CN, pues las provincias pueden establecer los requisitos complementarios que les corresponde. Y si el título habilita para ejercer la profesión, puede concebirse que las autoridades facultadas para reglamentar dicho ejercicio determinen, dentro de aquél parámetro, los modos de él según las circunstancias y establezcan requisitos destinados a asegurar la rectitud y responsabilidad con que la profesión ha de ser ejercida. En relación a la materia particular bajo estudio, el Tribunal ha dicho que la organización y gobierno de la matrícula de martillero, así como la verificación de la capacidad y aptitud para desempeñarse en el medio local, es materia que cae dentro de las atribuciones reservadas de las provincias. La conclusión expuesta no se ve alterada por la inconstitucionalidad que la actora sostiene, fundada en el conflicto que, según su criterio, existe entre los arts. 53, 62, inc. b, y 112 de esa Ley provincial 7629/10 por un lado, y los arts. 31, 32, 33 y concordante s del decreto-ley nacional 20.266/73, por el otro. En este punto, el citado decreto-ley, que establece los presupuestos mínimos del régimen legal de martilleros y corredores públicos, fue dictado en uso de las atribuciones conferidas por el Art. 75, inc. 12 de la CN. La demanda que se funda directamente en la falta de validez de una Ley local por considerarla contraria a las disposiciones de las leyes de "derecho común", debe ser juzgada por los jueces locales, ya que su aplicación le corresponde a ellos al caer las cosas de que se trata bajo su jurisdicción. Finalmente, no obsta a lo expuesto la afectación que la actora alega de los arts. 14 y 16 de la CN, puesto que la nuda violación de garantías constitucionales provenientes de autoridades de provincia, no sujeta, por si sola, las causas que de ella surjan al fuero federal, que solo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional, o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal, situaciones que no se presentan en el caso en análisis.


    Cavallo Álvarez, Sandra Elizabeth c/ Colegio Único de Corredores Inmobiliarios de la Provincia de Salta s/ Acción meramente declarativa de derecho


    FSA-Justicia Federal de Salta, 16491/2015/CS1, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    No Enumerados. Catálogo. Salud.


    Derecho a la salud. Obligaciones de la obra social. Cobertura integral a los beneficiarios con discapacidad. Alcance de la cobertura. Atención médica domiciliaria. Sentencia arbitraria. Cuestión federal.


    Resolución OSPJN 822/13 regula los topes arancelarios correspondientes a esa prestación.


    La decisión de la cámara según la cual el recurso declarado desierto no contenía una crítica fundada en los términos del artículo 265 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación carece de sustento y, por lo tanto, es arbitraria. En efecto, la cuestión relativa a la aplicación de los topes arancelarios de la resolución OSPJN 822/13 no ha sido tratada explícitamente en este proceso a pesar de que era relevante para definir el alcance de la obligación de la accionada. En primer lugar, la Ley 24.901 (modificada por la Ley 26.480) prevé en su artículo 39, inciso d, el régimen de cobertura de la asistencia domiciliaria. Esta Procuración General y la Corte Suprema han entendido que ese régimen de cobertura es compatible con la aplicación de topes arancelarios. Por lo tanto, sujetar a la demanda al régimen de la mencionada Ley no conduce automáticamente a la obligación de cubrir el gasto total en concepto de asistencia domiciliaria. Por el contrario, debía evaluarse la procedencia de los aranceles regulados en el artículo 1 de la normativa interna de la demandada. En ese contexto, correspondería analizar también si la aplicación de esos aranceles constituye una reglamentación razonable del derecho a recibir la cobertura prevista en la citada Ley de conformidad con los parámetros establecidos en el dictamen emitido por esta Procuración General de la Nación en FCR 11050512/2013/1/RH1, "Vacca Ibarguren, Rodrigo c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación s/ Ordinario".


    P., V. E. c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6973/2013/2/RH1, 18 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Derecho a la salud. Obligaciones de la obra social. Prestación por niño con discapacidad. Sistema único de prestaciones básicas para personas con discapacidad. Cobertura integral a los beneficiarios con discapacidad. Alcance de la cobertura. Sentencia arbitraria.


    Ley 24.901. Nomenclador de Prestaciones Básicas.


    La única cuestión controvertida consiste en determinar si los topes arancelarios previstos en el Nomenclador de Prestaciones Básicas constituyen una reglamentación razonable de la cobertura de las prestaciones que debe brindar la obra social demandada al hijo del actor. Sin perjuicio de ello, vale señalar que el derecho a la salud es ampliamente garantizado en nuestro ordenamiento constitucional, especialmente en favor de los niños y de las personas con discapacidad. En consonancia, la Corte Suprema ha destacado que la asistencia integral a la discapacidad constituye una política pública del país. En ese marco, es obligación de todas las prestadoras de salud hacer su máximo esfuerzo por satisfacer el derecho a la salud de los niños con discapacidad, por lo cual a la demandada no le resulta ajena la obligación de brindar una cobertura integral de las prestaciones que sus afiliados requieren en virtud de su discapacidad. Asimismo, esta obligación surge, tal como lo han entendido las instancias anteriores, de la resolución OSPJN 1126/2004, mediante la cual la obra social se ha obligado a adecuar su cobertura al régimen que establece la Ley 24.901. En segundo término, corresponde examinar la razonabilidad del Nomenclador de Prestaciones Básicas. De acuerdo con el decreto 1193/1998, ese nomenclador reglamenta las obligaciones previstas en los artículos 11 a 39 de la Ley 24.901. Reglamentar los valores reembolsables por las prestaciones de salud no es en sí irrazonable. Por el contrario, constituye un medio adecuado para garantizar similares prestaciones a todos los afiliados que las requieran y permite que las entidades del sistema de salud puedan prever los costos de sus obligaciones. En este sentido, la Corte Suprema ha destacado que "el régimen de recursos para el funcionamiento de la Obra Social se obtiene del aporte de los afiliados, y el principio de solidaridad exige una correcta y cuidadosa administración de sus finanzas, ya que, de no ser así, tal solidaridad sería ilusoria". De igual modo, esta Procuración General y la Corte Suprema han considerado que la obligación de prestar cobertura integral de determinadas prestaciones médicas no es necesariamente incompatible con la aplicación de topes arancelarios. Sin embargo, la disposición reglamentaria en ningún supuesto puede restringir irrazonablemente el derecho que regula, en este caso, el derecho de los niños con discapacidad a recibir la cobertura de las prestaciones que requieren para su rehabilitación. En otras palabras, la limitación de cobertura no puede conducir a que en una situación particular se desconozca o desvirtúe la finalidad protectoria del régimen que reglamenta, sino que debe ser razonable, lo cual significa que debe atender a los fines que contempla y no ser descalificable por razón de inequidad. Ello requiere, por lo tanto, un examen de razonabilidad circunstanciado que verifique las consecuencias de la implementación del nomenclador, ponderando cuidadosamente los extremos fácticos que caracterizan la controversia, como el tipo de prestaciones en juego, sus costos efectivos, las sumas a cubrir por la obra social y la temporalidad de los reembolsos, la situación del grupo familiar y de la persona interesada, y la continuidad y regularidad de los tratamientos médicos involucrados, entre otras cuestiones relevantes. Asimismo, corresponde tener en cuenta que las condiciones del niño con discapacidad beneficiario de las prestaciones requieren de una especial atención al valorarse las circunstancias particulares del caso. Por ello, la consideración primordial de su interés debe orientar la decisión de los jueces.


    V. I., R. c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación s/ Ordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 11050512/2013/1/RH1, 18 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Acción de amparo contra mutual de Medicina Prepaga. Leyes 26.682 y 26.862. Tratamiento de fertilización de alta complejidad. Alcances de las obligaciones en orden al suministro de medicación: plena efectividad de los derechos humanos y principio pro homine. Precedente Bercaitz.


    En lo concerniente al primero de los puntos mencionados, la demandada reprocha centralmente que los jueces se hayan fundado en una doctrina inatinente y que es anterior a la Ley 26.682 y a su reglamentación. Dice que esa jurisprudencia, favorable a la competencia federal, no resulta aplicable al caso, puesto que la mutual no es agente del seguro de salud ni una obra social y se encuentra inscripta en el Registro Nacional de Entidades de Medicina Prepaga. En este plano, además de observar que la mutual no impugnó ni observó oportunamente la decisión de grado que desestimó la excepción, interesa destacar que en autos no se ha denegado el fuero de excepción, ni se ha patentizado que la intervención de la justicia federal conlleve un caso de privación de justicia o perjuicios de insuficiente o dificultosa reparación ulterior, a lo que se suma que lo decidido resulta conteste con la doctrina del Máximo Tribunal. En segundo lugar, la apelante objeta que los jueces no hayan ordenado la producción de la prueba instrumental ofrecida por su parte, así como la informativa a la Superintendencia de Servicios de Salud, tendiente a probar que no es agente del seguro de salud y que está inscripta en los términos de los artículos 5, inciso b), y 7 del decreto 1993/11. Tales argumentos no deben atenderse por inconducentes. En efecto, sin perjuicio de advertir que la instrumental fue incorporada oportunamente a la causa, el elemento relevante en este aspecto es que -más allá de que sea o no agente del seguro de salud, en los términos de la Ley 23.661-, la apelante reconoce estar sujeta al marco regulatorio de la medicina prepaga y a las normas sobre acceso integral a los procedimientos y técnicas de reproducción asistida (leyes 26.682 y 26.862). Por el contrario, el recurso es formalmente admisible en cuanto discute los alcances de las obligaciones de Federada Salud en orden al suministro de la medicación. En este punto, la recurrente propone que sólo debe costear parcialmente la medicación, en tanto el artículo 8° de la 26.862 dispone que la cobertura haya de prestarse con arreglo a las modalidades que disponga la autoridad de aplicación. Por ende, infiere que, frente a la falta de reglamentación, lo resuelto carece de sostén legal y, a un tiempo, incurre en incongruencia, pues los actores peticionaron que los gastos fueran sufragados según la Ley antedicha. Cuadra señalar aquí que la disposición que rige este caso materializa los fines amplios expuestos en el debate parlamentario y explicita como objetivo garantizar el acceso integral a los procedimientos y técnicas médico-asistenciales de reproducción asistida (art. 1°). En sintonía con esa línea, impone a las entidades como la demandada, la obligación de incorporar como prestaciones obligatorias y a brindar a sus afiliados o beneficiarios, la cobertura integral de los medicamentos, aspectos que quedan incluidos por imperativo legal en el PMO (art. 8°). Conforme tiene dicho el Tribunal, el decidido impulso hacia la progresividad en la plena efectividad de los derechos humanos que reconocen los textos internacionales, y especialmente el PIDESC (art. 2.1), sumado al principio pro homine, connatural con estos documentos, determina que el intérprete deba escoger, si la norma lo posibilita, el resultado que proteja en mayor medida a la persona humana. Y esa pauta se aplica aun con mayor intensidad cuando su vigencia no entrañe colisión alguna del derecho humano, así interpretado, con otros valores, principios, atribuciones o derechos constitucionales.


    S., A. J. y otro c/ Mutual Federada 25 de Junio S.P.R. s/ Amparo Ley 16.986


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 6678/2014/1/RH1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contra Aseguradora. Reparación de daño producto del trabajo. Calificación laboral de patologías. Ley 24.557. Precedente “Silva”.


    Le asiste razón al recurrente, dado que el a quo omitió tratar el planteo referente a la calificación laboral de las patologías denunciadas como generadoras del daño, con el argumento de que no se hallaban incluidas dentro del listado de enfermedades del artículo 6, inciso 2.a), de la LRT. Esa afirmación soslaya, por un lado, el reclamo específico de que fuera el juzgador quien determinara la calidad profesional del padecimiento, resultado del vínculo causal entre las tareas realizadas y el perjuicio sufrido por el trabajador. Por el otro, veda el acceso a la reparación reclamada, producto de no haberse cumplido con la instancia administrativa previa. Cabe añadir que, aun cuando la lesión que sufre el trabajador resulte ajena al listado de patologías cubiertas por la Ley especial, la Corte expresó que "no parecen quedar dudas de que la LRT, de 1995, es incompatible con el orden constitucional y supralegal enunciado, puesto que ha negado todo tipo de reparación al trabajador víctima de una enfermedad que guarda relación de causalidad adecuada con el trabajo, por el sólo hecho de que aquélla no resulta calificada de enfermedad profesional en los términos de dicha norma". También expresó que: "En lo que al universo laboral y al subexamine concierne, la eliminación, por vía de la LRT, del marco tutelar de las llamadas enfermedades accidente, importó un incumplimiento de las dos obligaciones [respetar y proteger], las cuales, tanto en su vigencia como en su indudable aplicación al derecho al trabajo, fueron ratificadas en la ya citada Observación General n° 18. En definitiva, el a quo desestimó el reclamo de reparación del daño producto del trabajo, sin exponer motivos suficientes que justifiquen esa decisión y contrariando los criterios delineados por esa Corte y lo dispuesto por el artículo 3 ° del Código Civil y Comercial (ley 26.994). En tales condiciones, la resolución se torna descalificable, sin que ello implique anticipar un criterio sobre el fondo del problema, cuestión, por lo demás, propia de los tribunales de la causa y ajena -por norma- a la vía de excepción.


    De Cillis Sergio Luis c/ La Caja ART S.A. s/ Accidente - Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 48143/2011/1/RH1, 13 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Personas vulnerables: síndrome de Down. Acceso a la salud. Derecho a una mejor calidad de vida. Remisión a lo dictaminado en este expediente con fecha 21 de febrero de 2013.


    El problema objeto del recurso extraordinario deducido por la Obra Social del Poder Judicial de la Nación encuentra suficiente respuesta en el dictamen de esta Procuración General expedido el 21/02/2013, a cuyas conclusiones corresponde remitir, en todo lo pertinente. Tras puntualizar allí que el conflicto que se ventila pone en juego la interpretación de normas federales atinentes al derecho a la salud de las personas con discapacidad, en el contexto del amparo, se hizo hincapié en la condición especialmente vulnerable de M.G., cuya patología conlleva severas limitaciones psiquiátricas y clínicas que exigen constante atención. En el sublite, se explicitó que las características concretas de esas variables indicarían que las necesidades de M.G. son solventadas sustancialmente por su hermana, toda vez que la demandada no comprobó la suficiencia de las prestaciones que recibe la curada para subvenir a sus requerimientos elementales y dado que se reconoció a la afiliada titular una asignación por hijo con discapacidad, cuya concesión está sujeta, entre otros requisitos, a que el familiar esté a cargo del agente. Forzoso es inferir, luego, que el Poder Judicial de la Nación considera que la causante se encuentra a cargo de su curadora. En ese contexto se concluyó que no se ajusta a derecho obligar a M.G. a permanecer en un ámbito que le provoca complicaciones constantes en un orden tan delicado como la salud, impidiéndole acceder a una mayor calidad de vida, a partir de la incorporación a una estructura asistencial, como la OSPJN, que le brindaría una mejor atención y a la que habrá de cotizar como cualquier otro afiliado de la misma categoría.


    B., V.P. c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación s/ Expedientes civiles


    FSA-Justicia Federal de Salta, 21000382/2010/1/RH1, 22 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Garantías


    Amparo.


    Contienda positiva de competencia. Aumento de tarifas. Medida cautelar autónoma. Concesión de servicio público. Modificación del contrato. Acciones de clase. Revisión judicial de actos administrativos. Sentencias contradictorias. Acumulación de acciones. Cámara federal de apelaciones.


    Precedentes de la causa CSJ 4878/2014/CS1, “García, José y otros c/ PEN y otros s/ Amparo” y “CEPIS”. Registro de Procesos Colectivos. Acordada 12/2016.


    Tal como apuntó la Corte Suprema en los precedentes citados, corresponde adoptar medidas ordenatorias de los reclamos colectivos a fin de eludir el dispendio jurisdiccional y la inseguridad jurídica que surgirían de la existencia de múltiples juicios con idénticos y similares objetos y del dictado de sentencias contradictorias. Allí, el tribunal destacó la importancia de radicar ante el mismo tribunal las causas con objetos idénticos y similares. El criterio temporal de acumulación invocado por el tribunal en el marco de la causa “CEPIS”, esto es, que se trata del juicio inscripto en primer lugar en el Registro de Procesos Colectivos, tiende a resguardar los fines citados, a la vez que coincide con el previsto en la acordada 12/2016 para los juicios que se inicien a partir del primer día hábil de octubre de 2016 y hasta tanto el Poder Legislativo sancione una Ley que regule la materia.


    Stolbizer, Margarita y otros c/ Estado Nacional - PEN - Ministerio de Energía y Minería y otros s/ Medida cautelar (autónoma)


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 30786/2016/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Legitimación.


    Amparo colectivo. Acceso a vivienda digna para niños de un asentamiento. Legitimación de la defensora oficial: intervención en forma autónoma en representación de los menores. Nueva normativa: Ley 27.149 y Código Civil y Comercial Ley 26.994. Funciones específicas de los defensores de menores. Supuesto de inacción de representantes legales: obstáculos para acceder a la justicia. Factores sociales. Trámite colectivo: garantía de tutela judicial efectiva para grupos vulnerables.


    La denegación se fundó en que el a quo entendió que no concurren los supuestos previstos en la Ley 24.946 y el Código Civil que autorizan a la defensora oficial a actuar de manera separada de los padres, tutores o curadores de los niños. En el caso, encontrándose la causa a estudio de esta Procuración General, fue promulgada la Ley Orgánica 27.149 del Ministerio Público de la Defensa, que sustituyó el artículo 54 de Ley 24.946 por el actual artículo 43. Asimismo, entró en vigencia el Código Civil y Comercial de la Nación, aprobado por la Ley 26.994, que regula la materia tratada en el artículo 59 del anterior Código Civil en el artículo 103 del nuevo ordenamiento. Esas normas específicas deben ser analizadas en consonancia con el artículo 120 de la Constitución Nacional y del resto de las normas que conforman la Ley Orgánica del Ministerio Público de la Defensa. Esta última consagra como una de las funciones centrales de los defensores la tutela de los derechos sociales, mediante diversas estrategias, individuales o colectivas, en especial de los grupos en situación de vulnerabilidad. El artículo 43 de la Ley 27.149, aquí en juego, consagra las funciones específicas de los defensores públicos de menores. En consonancia con dichos preceptos, el artículo 103 del Código Civil y Comercial establece la actuación del Ministerio Público respecto de personas menores de edad, la que puede ser, en el ámbito judicial, complementaria o principal. Según la norma, será principal cuando los derechos de los representados están comprometidos, y existe inacción de los representantes (inc. b, apartado 1). Las especiales características que rodean este caso evidencian un supuesto de inacción de los representantes legales producido por los obstáculos materiales que impiden que estos puedan acceder a la justicia en defensa de los derechos económicos, sociales y culturales de sus hijos. Así surge del informe elaborado por la Escuela de Trabajo Social de la Universidad Nacional de Córdoba que expone las extremas condiciones de vida de los integrantes del grupo que habita el asentamiento. El mismo informe denuncia el temor a sufrir represalias en caso de solicitar la intervención del Estado, y el déficit de información y de recursos que padecen. Esas circunstancias dan cuenta de la situación estructural que deben enfrentar los habitantes del barrio y que redunda en serios obstáculos para el acceso a la justicia. En este contexto fáctico, el supuesto de inacción de los representantes legales regulado en la Ley 27.149 y en el Código Civil y Comercial no debe interpretarse de forma restrictiva de modo de ceñirlo exclusivamente a casos de negligencia, desidia o conflictos de intereses, sino que debe abarcar también la inacción que resulte de factores sociales que actúen como barreras para la actuación de dichos representantes y que estén más allá de su responsabilidad directa. Esta interpretación concilia, en las circunstancias del caso, el texto de las leyes que regulan la actuación principal de los defensores oficiales con las obligaciones del Estado de asegurar el acceso a la justicia y la tutela judicial efectiva (arts. 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos), y de brindar una protección diferenciada y preferente a las personas que integran colectivos que sufren situaciones de desigualdad estructural (art. 75, inc. 23, Constitución Nacional). De hecho, la protección del acceso a la justicia de los grupos tradicionalmente postergados o débilmente protegidos es uno de los fines de la doctrina de las acciones colectivas expuesta por la Corte Suprema a partir del caso "Halabi" (considerando 13°). El trámite colectivo es un modo de garantizar el derecho a la tutela judicial efectiva de un colectivo altamente vulnerable, no solo por la discapacidad que padecen sus integrantes sino también por su delicada situación socio-económica. Así, no está controvertida la admisibilidad de la acción colectiva en defensa de los derechos colectivos e individuales de carácter homogéneo de un grupo especialmente vulnerable, esto es, los niños que residen en el barrio en cuestión. En este sentido, y en los términos expuestos por la Corte Suprema en los citados casos, hay un fuerte interés estatal en la protección de ese grupo tradicionalmente postergado y a los efectos de garantizar su derecho a la tutela judicial efectiva. Por ello, el caso debe ser subsumido bajo el supuesto de inacción de los representantes legales en los términos del artículo 43 de la Ley 27.149 y 103 del Código Civil y Comercial, lo que habilita la representación principal de la defensora oficial. Así, esa actuación del Ministerio Público garantiza la vigencia efectiva del acceso a la justicia de un grupo que demanda una especial protección. Por el contrario, requerir que los representantes legales del niño participen individualmente u otorguen un poder especial, como si se tratara de la acumulación de acciones individuales, no conduce más que a profundizar las dificultades y barreras de acceso que se pretenden conjurar precisamente a través de un proceso colectivo.


    Ministerio Público de la Defensa c/ Provincia de Córdoba - Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 35784/2013/1/RH1, 04 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Procesales Penales. Debido Proceso.


    Debido Proceso.


    Delitos contra la humanidad. Doble instancia. Apreciación de la prueba. Concurso de delitos. Prisión perpetua.


    Plan sistemático de represión. Ley 25.779. Leyes del perdón. Indeterminación de la imputación. Contradicciones en la condena.


    Las objeciones que son consecuencia de una reflexión tardía, obstan a su tratamiento en esta instancia, dado que las cuestiones de naturaleza federal deben introducirse en la primera ocasión posible a fin de que los jueces puedan tratarlas y resolverlas. Los mismos agravios, así como el referido a la validez de la Ley 25.779, fueron planteados de manera sustancialmente análoga en el caso CSJ 5816/2014/CS1, "Harguindeguy, Albano Eduardo s/ Privación ilegal de la libertad agravada Art. 142 inc. 5", por lo que corresponde remitirse. Sobre esa base, la queja no debería prosperar en ese aspecto. Al responder la objeción de que la imputación habría estado indeterminada y que el acusado no se pudo defender eficientemente el a quo afirmó que "de las piezas procesales pertinentes surgen claros, detallados y suficientemente descriptos los hechos, lo que le ha permitido a su defensa conocer en todo momento las circunstancias en que dichos sucesos acontecieron, así como el concreto aporte que le cupo a su pupilo en cada uno de ellos, al mismo tiempo que pudo ejercer su derecho de defensa”. Y añadió que el agravio lucía desprovisto de fundamento suficiente, incluso porque la parte no aclaró de qué defensas concretas se vio privada, qué argumentos o pruebas no pudo ofrecer, ni la incidencia que hubieran tenido en una diversa resolución del caso. En el recurso federal insistió con el planteo sin refutar esa respuesta, además de haber omitido revelar cuáles son los argumentos o pruebas que no pudo brindar a raíz del supuesto defecto objetado, tal como era necesario que hiciera para fundamentar la afectación del derecho previsto en el artículo 18 de la Constitución. Por ello, no ha logrado demostrar la arbitrariedad de lo resuelto, en tanto la sentencia impugnada aparece como una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias concretas de la causa, y el recurso extraordinario carece de una crítica prolija y detallada de todos y cada uno de los fundamentos en que aquélla se apoya para arribar a la conclusión cuestionada. Tampoco puede prosperar la crítica dirigida a la revisión de la valoración de la prueba, pues el a quo ha probado el aporte en la consumación de los hechos, repasó la prueba que el tribunal oral consideró relevante y respondió puntualmente a las objeciones planteadas en el recurso de casación. El a quo aclaró que las declaraciones de los damnificados no se valoraron aisladamente, sino que encontraron correlato en el resto del material probatorio. Los indicios colectados apuntalan coherentemente la tesis de la acusación en cuanto le atribuye el rol de integrante del colectivo de agentes que participaba de las detenciones ilegales de quienes luego eran trasladados al DIP. Y la recurrente no ha brindado ninguna versión alternativa de los hechos que explique esos indicios de una manera que logre, al menos, echar una duda razonable sobre aquella hipótesis. Tampoco el a quo dejó de responder a las críticas de la recurrente acerca de la falta de prueba sobre su participación en una asociación ilícita. A ese respecto, argumentó que su intervención en cada uno de los hechos imputados, tal como se los tuvo por probados, constituyó un aporte para la ejecución del plan de represión ilegal elaborado por la junta de gobierno nacional. Y que el imputado sabía perfectamente que integraba un “grupo de tareas” dedicado en ese momento a realizar operativos para detener sistemáticamente, por fuera del marco de la legalidad, a determinadas personas tildadas de “subversivas”, las que eran trasladas casi siempre al DIP, y que eran interrogadas bajo tormentos y, en algunos casos, matadas. Esa conclusión resulta inevitable tras considerar demostrado que en el DIP funcionaba un centro clandestino de detención, donde permanecieron privadas ilegalmente de su libertad por lo menos cuarenta y tres personas, que se desempeñó como policía en esa dependencia durante el período en cuestión, y que varios lo señalaron como uno de los agentes que tomaba parte activa en esas detenciones y los tormentos aplicados a los detenidos. La defensa no ha logrado demostrar la arbitrariedad invocada pues la sentencia del a quo no se basa en fundamentos aparentes, tampoco presenta contradicciones que impidan verificar de qué manera se han reconstruido los hechos, ni esa reconstrucción adolece de otros vicios que la hagan aparecer como inconcebible en el marco de una racional administración de justicia. En lo que respecta a las objeciones sobre la aplicación de las reglas del concurso de delitos, se advierte que la parte pretende un pronunciamiento de la Corte sobre una cuestión de derecho común, por principio, ajena a su jurisdicción, y que el a quo le ha brindado un tratamiento que impide considerar configurada la arbitrariedad que hace excepción a ese principio. La regla del concurso real no resulta incompatible con la calificación de los hechos como delitos de lesa humanidad, pues esta calificación sólo responde al contexto de su comisión, sin que obste a esa conclusión la circunstancia de que hayan formado parte de un plan criminal elaborado por la junta de gobierno militar. Más allá de esa característica de contexto, distintiva de los delitos de lesa humanidad, afirmó el a quo que en este caso se observa "una realidad empírica plural consistente en varios comportamientos independientes y escindibles entre sí guiados cada uno por un dolo diferente, que lesionaron distintos bienes jurídicos". Si la parte tuviera razón, habría que admitir que la existencia de un plan común al que respondan varias conductas atribuidas al mismo sujeto sería suficiente para considerar probada la unidad de hecho que determina el concurso ideal, pero ello sería contrario a lo que sostiene desde antaño una buena parte de la doctrina y la jurisprudencia. La queja tampoco es procedente a ese respecto. En cuanto a la alegada inconstitucionalidad de la prisión perpetua, corresponde remitirse a los fundamentos y conclusiones del dictamen de la causa M. 382, XLIX, "Menéndez, Luciano Benjamín y otro s/ Recurso extraordinario", por lo que el planteo se efectuó allí en términos análogos, por lo que corresponde rechazarlo.


    A., Musa y otros s/ Violación de domicilio, privación ilegal de la libertad personal y otros


    FTU-Justicia Federal de Tucumán, 830960/2011/12/2/RH3, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda por despido indirecto. Recurso extraordinario. Expediente devuelto por la Corte: corresponde sorteo entre las Salas restantes. Garantía de debido proceso.


    En esa inteligencia, le asiste razón al recurrente en cuanto sostiene que la Sala no contaba con competencia para expedirse nuevamente sobre el auto de concesión del recurso extraordinario interpuesto. Ello es así ya que, dicho fuero cuenta con reglamentación especifica que regula este tipo de procedimientos y establece, en lo que aquí interesa, que los expedientes devueltos de la Corte revocando la sentencia en ellos dictada, deberán ser sorteados entre las Salas restantes con exclusión de la de origen, a fin de dictar un nuevo pronunciamiento (cf. Art. 1.19.2 del Acta C.N.A.T. 2139 del 16/11/93). En tal sentido, y sin perjuicio de la distinción que cabe hacer entre la revocación de una decisión judicial y su declaración de nulidad, en el caso concreto, la directiva dispuesta por el Máximo Tribunal exigía la intervención de una Sala del Tribunal distinta a la que dictó la decisión que fuera dejada sin efecto, con el fin de que se le brinde un trato igualitario respecto del resto de los justiciables, que preserve la garantía del debido proceso. La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha señalado como elemento del derecho de defensa en juicio que el Estado debe proveer los medios para que el proceso se desarrolle en paridad de condiciones entre las partes.


    Delgado, Ariel c/ López C. s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 550/2013/(49-D)/CS1CSJ54/2013(49-D)/CS1, 04 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Violencia institucional: homicidio. Estado de duda injustificado. Inexistencia de pruebas que avalen la legítima defensa. Ausencia de resistencia. Inferencias carentes de sustento. Facultad de la Corte de rever sentencia de Superior Tribunal provincial: requisitos. Querella: garantía de defensa en juicio prevista en el Art. 18 de la C.N.


    La vacilación del ánimo respecto de la supuesta legítima defensa del imputado estriba en que, si bien la pistola que llevaban quienes huían no fue accionada, ello no obsta a la posibilidad de que hubiese sido esgrimida, circunstancia que, tal como lo reconoce este magistrado, nunca fue invocada por la defensa, ni por el propio imputado que, haciendo uso de su derecho constitucional, se negó a prestar declaración. Corresponde objetar ese estado de duda puesto de manifiesto por dicho magistrado, en tanto que, ésta no encuentra sustento en las constancias de la causa según lo exige la jurisprudencia de la Corte en la materia, en la medida en que si bien se desarrolla en el fuero íntimo de los jueces, ella no puede reposar en la pura subjetividad al margen de las exigencias del sistema probatorio. La dinámica de los hechos que sustenta la tesitura del juez, lejos de incrementar la incertidumbre sobre su desarrollo, conlleva a presumir la ausencia de resistencia por parte de quienes huían, que no habrían disparado o exhibido el arma que portaban puesto que, en ese caso, no admite explicación razonable el desplazamiento de los agentes policiales hacia donde había quedado el automóvil particular que, obviamente, indica una franca actitud de persecución. De esa manera, la conclusión acerca de la imposibilidad de descartar que el acusado hubiese obrado en legítima defensa, frente a la exhibición de un arma -que no fue accionada por parte de quienes venían de cometer un hecho ilícito- no encuentra respaldo en las constancias probatorias incorporadas a la causa, a las que además se ha privado de su fuerza de convicción merced a su análisis parcial y aislado, y de ese modo han tornado arbitraria la sentencia, en especial, cuando se ha prescindido de una visión de conjunto y de la necesaria correlación de los testimonios entre sí, y de ellos con otros elementos indiciarios. Tras el análisis sobre la apreciación de la prueba efectuada por el tribunal de juicio, es oportuno recordar, que no se trata en el caso de pretender sustituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el de la Corte para resolver cuestiones que, por principio, resultan extrañas a esta instancia de excepción, más aún, cuando la tacha de arbitrariedad argumentada resulta de interpretación particularmente restrictiva en los casos en que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia, cuando deciden de recursos extraordinarios de orden local. Los antecedentes mencionados permiten hacer la excepción posible a esas reglas, dado que no parece razonable la consideración parcial y aislada, tanto por parte del tribunal de juicio como por el a quo, de las pruebas reunidas en el debate, cuyo análisis, dentro del contexto propio del conocimiento, resultaba indispensable para salvaguardar la adecuada protección de los derechos que la recurrente consideraba conculcados. En ese orden de ideas, puede afirmarse, que el estado anímico de falta de una percepción segura y clara por parte del tribunal, que trajo aparejada la absolución, no lo exime per se del cumplimiento de ese recaudo en tanto que, más allá de la naturaleza eminentemente subjetiva que cabe asignarle a la duda, esa particular apreciación acerca del modo en que ocurrieron los hechos, gestada en su fuero íntimo, y tras la inmediación con la prueba en el debate, no puede reposar, en puridad, en una mera subjetividad en el sentido establecido en Fallos: 314: 346 y 833; 321: 2990 y 3423, y 324: 1365, entre muchos, sino que debe derivarse de una minuciosa, racional y objetiva valoración de todos los elementos de convicción que, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 307: 1456; 311: 512 y 2547; 312: 2507; 314: 346 y 833; 315: 495: 321: 2990 y 3423, deben ser apreciados en forma conjunta, requisito esencial que, frente a lo reseñado, no se cumplió debidamente en el caso, a punto tal, que la alegación de arbitrariedad argüida por la recurrente fue dejada de lado, precisamente, por dichas circunstancias anómalas, y no por una mera divergencia con la valoración de la prueba y conclusiones derivadas de su propio razonamiento y apreciación. Frente a lo expuesto, el pronunciamiento del a quo por el voto de la mayoría, presenta contradicciones en la fundamentación lógica de la duda razonable que invocan los integrantes de aquel que, no sólo impide aplicar al caso el criterio establecido en Fallos: 324: 4039 sino que, además, permiten descalificarlo como acto jurisdiccional válido en tanto que, si bien no le está permitido, como órgano revisor, revalorar la prueba acumulada en un determinado caso sometido a su conocimiento, sí le cabe la misión de examinar a través de la vía impugnatoria interpuesta por presunta arbitrariedad, si el temperamento adoptado reposa sobre argumentos carentes de razonabilidad, desde ese punto de vista, surge que en el sub exámine se prescindió de su correcta evaluación a la luz de las reglas de la sana crítica racional y de la consideración de la prueba que, integrada al proceso, y evaluada en conjunto con el resto de los elementos de convicción, hubiera conducido, necesariamente, a otra solución lógica.


    MPF s/ Investigación s/ Impugnación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5319/2014/RH1, 25 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Derecho de Defensa.


    Delito de violación con fuerza e intimidación. Aparente inactividad de la defensa técnica eficaz. Demora para ejercer el derecho a ser oído. Recurso in pauperis. Ausencia de fundamentación válida. Cosa juzgada.


    Si bien las resoluciones que declaran nulidades, como la confirmada por la Cámara, por regla, no resultan revisables en esta instancia extraordinaria, en la medida que no constituyen la sentencia definitiva a que alude el artículo 14 de la Ley 48, también es cierto que cabe equipararla a tal cuando los agravios tienden a lograr la plena efectividad de la cosa juzgada cuyos efectos se habrían desconocido, afectándose de modo irreparable las garantías de la defensa en juicio y del debido proceso que también amparan al Ministerio Público Fiscal. Por lo demás, tampoco dicho principio es óbice para la consideración del planteo que se pretende someter a conocimiento de la Corte, cuando la decisión respectiva, como ocurre en el sub júdice, carece de fundamentación válida que la sustente por no constituir una derivación razonada de las constancias de la causa, lo que resulta incompatible con un acto jurisdiccional válido de acuerdo con la doctrina de la arbitrariedad. Ello es así, puesto que es acertada la crítica del recurrente en torno a la seria falencia de fundamentación que presenta lo resuelto por la mayoría, al confirmar la contradicción en la que incurrió el Tribunal Oral que avaló el estado de indefensión que habría padecido el condenado durante el trámite previsto en el artículo 58 del Código Penal, a pesar de reconocer que la falta de respuesta por parte de su letrado particular que lo motivó, no indicaba necesariamente una defensa defectuosa. Más aún, es cierto que esa situación que se alega, si bien no le era atribuible al encausado, no puede equipararse a un verdadero estado de indefensión que permita subsanar la tardía interposición de los recursos de casación e inconstitucionalidad, en la medida que de las constancias no surge por parte del imputado, tanto al ser notificado personalmente de la pena única como de su posterior cómputo, su intención de revisar la primera de esas decisiones por un tribunal superior. Si bien solo al defensor, sea particular u oficial, le sería exigible el conocimiento acerca de la connotación de aquella notificación en el marco del derecho a recurrir que tiene su asistido, no es menos cierto el desinterés que se desprende de la actitud que éste asumió en ese momento al no expresar su desacuerdo con lo resuelto, sin invocar en esa oportunidad aquella ausencia de comunicación con su letrado que ya padecía, según su posterior versión y de acuerdo al alcance que le otorgó el Tribunal Oral. Por el contrario, insisto que recién se limitó a denunciar esta circunstancia al tomar conocimiento del cómputo de la pena única. Precisamente ese proceder permite entrever que esa tardía impugnación del condenado, se debió a su exclusivo comportamiento y no a una deficiente asistencia técnica legal en la que erróneamente intentan ampararse la defensa oficial y los magistrados del Tribunal Oral. Sostener lo contrario, implicaría dejar librado a su capricho la justificación o no de la demora para ejercer su derecho de ser oído y de acceder a una instancia superior en las formas previstas por la ley, y con ello, desconocer que los plazos procesales y el régimen de preclusión tienen por finalidad reglar la forma en que se llegará a una decisión definitiva de certeza, aspecto que quedaría desvirtuado en el supuesto de avalar la nulidad que confirmó la Cámara, atento el extenso tiempo que transcurrió hasta que se materializó aquella intención de recurrir.


    D., M. s/ Violación con fuerza e intimidación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29375/2007/TO1/1/RH1, 04 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Derecho a la defensa. Defensor de confianza. Libre elección del imputado. Análisis normativo: arts. 18 y 75, inciso 22, Constitución Nacional; 8, punto 2, inciso d, Convención Americana sobre Derechos Humanos; 14, punto 3, inciso d, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Ley del Ministerio Público de la Defensa nro. 27.149. Carácter supletorio de la defensa oficial. Doctrina de la Corte: precedentes. Dictamen en caso “Mario Fernández”. Pronunciamiento equiparable a sentencia definitiva. Procedencia del recurso.


    En cuanto a la admisibilidad del recurso, la resolución impugnada es equiparable a una sentencia definitiva por sus efectos puesto que priva al imputado de la posibilidad de discutir su derecho a ser asistido por un abogado de su elección durante la sustanciación del proceso en trámite ante la justicia federal de la Provincia de Jujuy. Ello genera un perjuicio de imposible o tardía reparación ulterior, por lo que requiere tutela inmediata. En el precedente "Mario Fernández" (Fallos: 312:1042), la Corte Suprema apuntó que "la resolución apelada es equiparable a definitiva en la medida en que, al privar al individuo sobre el que recae la medida de seguridad del derecho a ser representado por un letrado de su elección, es susceptible de causar agravio irreparable a la garantía de defensa" (considerando 6°). Por otro lado, a pesar de que la cuestión planteada sea de índole procesal, lo resuelto es susceptible de generar una restricción indebida al derecho federal de la defensa en juicio que asiste al interesado En este aspecto, el recurrente cuestiona la interpretación y aplicación del derecho del imputado a elegir un defensor de su confianza y la decisión apelada es contraria al derecho que el impugnante fundó en esas cláusulas constitucionales. En el presente caso, la decisión -convalidada por la sentencia aquí recurrida- restringió la libertad del imputado de organizar su propia defensa a través de la designación de un abogado de su confianza. Para ello, invocó razones que no tienen sustento legal y se basó en conjeturas sobre la estrategia defensiva de la parte. En cualquier caso, esas razones resultan insuficientes para limitar un derecho que goza de una protección especial en nuestro régimen constitucional. En efecto, el tribunal entendió que la designación del letrado de confianza buscaba desplazar a los miembros del tribunal interviniente. Sin embargo, cabe destacar que el tribunal había rechazado la recusación planteada, de conformidad con los artículos 55 y 56 del Código Procesal Penal de la Nación, que no prevén como causal expresa de recusación la amistad íntima entre el juez y el abogado que representa a una parte, sino solo el vínculo que pudiera tener un juez con el imputado, el ofendido o damnificado y el civilmente demandado. En este contexto, devino irrazonable la limitación del derecho del imputado a designar al letrado como su abogado de confianza. Una vez rechazada la recusación, la supuesta maniobra dirigida al apartamiento de los jueces de la causa se encontraba desbaratada, por lo que no se alcanza a advertir en base a qué fundamento el tribunal afirma que la continuidad del abogado de confianza podía afectar la garantía del juez natural. De todos modos, el apartamiento del letrado de confianza es desproporcionado y desconoce la amplitud que tiene el imputado de organizar su defensa en consonancia con la máxima protección que ostenta el derecho de defensa en juicio. En estas circunstancias, la designación de defensor oficial atentó, además, contra el artículo 5, inciso c, de la Ley 27.149. El principio de actuación supletoria, que recoge los adoptados en los instrumentos internacionales, llevó en el caso al dictado de las resoluciones DGN 1355/15 y 1674/15, donde la Defensora General de la Nación instruyó, en el marco de las presentes actuaciones, a los defensores oficiales designados para que se abstengan de intervenir en la defensa del imputado, en virtud de la voluntad manifestada por este de ser asistido técnicamente por el abogado de la matrícula por él elegido. En el presente caso, la errónea interpretación del alcance del derecho del imputado a designar un abogado de confianza llevó a la imposición de un defensor oficial en detrimento de la actuación supletoria prevista en la Ley federal. En suma, en el presente caso, se restringió infundadamente la libertad del imputado de organizar su propia defensa designando un letrado de su confianza, cuando, según la referida doctrina de la Corte Suprema, es el dueño de las condiciones en que deben ser alegados y probados sus derechos.


    S., Milagro Amalia Ángela y otros s/ Daño agravado (art. 184 inc. 5) y amenazas


    FSA-Justicia Federal de Salta, 74000120/2011/TO1/18/1/RH5, 25 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Principio de Inocencia. Prisión Preventiva.


    Inadmisibilidad del recurso. Delitos contra la humanidad. Prisión domiciliaria. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Violación al debido proceso. Defectos en la consideración de extremos conducentes.


    Remisión a los fallos de las causas T. 13, L. XLIX, "Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838"; B. 106, L. XLIX, "Bossié, Antonio Federico y otro s/Causa n° 16.486" y A. 57, L. XLIX, "Arauja, Ricardo César s/causa n° 15.858".


    Corresponde declarar formalmente admisible esa queja, al advertir en este caso circunstancias análogas a las consideradas por la Corte en T. 13, L. XLIX, "Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838"; B. 106, L. XLIX, "Bossié, Antonio Federico y otro s/Causa n° 16.486", y A. 57, L. XLIX, "Arauja, Ricardo César s/causa n° 15.858", a cuyos fundamentos y conclusiones cabe remitirse en beneficio de la brevedad. Si bien la Corte tiene establecido que el remedio del artículo 14 de la Ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. Éste es uno de esos casos de excepción dado que, por un lado, no se puede admitir que el a quo haya rechazado formalmente el recurso de casación con argumentos sobre el fondo. Pero para resolver de ese modo, se debía permitir que, previamente, el fiscal desarrolle o amplíe los fundamentos de su pretensión, pues sólo cuando se rechaza el recurso por motivos formales se debe prescindir del debate (artículos 465, 465 bis, 466 y 468 del Código Procesal Penal de la Nación). En consecuencia, el a quo ha privado al recurrente de la facultad de ejercer en plenitud su ministerio, al haberle impedido, indebidamente, que alegue ante él sobre el desacierto del pronunciamiento de la cámara federal de apelaciones, lo que redunda en menoscabo de la garantía del debido proceso, que ampara a todas las partes por igual. Por otro lado, es importante dejar en claro que aquí no se encuentra en discusión la existencia del riesgo procesal que fundamenta la privación preventiva de la libertad, sino la modalidad de su ejecución. Por ello, cabe recordar que esta Procuración General ya tuvo ocasión de fijar su posición sobre la detención domiciliaria, al afirmar que se trata de una medida excepcional dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar (cf. dictamen del 28 de febrero del corriente en O. 296, L. XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación"). En síntesis, sólo en ese caso la concesión de la detención domiciliaria estaría bien fundada. Más que atenerse a las máximas de la experiencia y el sentido común, no especificadas en la resolución en crisis, una conclusión sobre las eventuales consecuencias del encarcelamiento en el caso en concreto debían apoyarse en estudios científicos que le brinden un sustento refutable a la decisión impugnada. Ese déficit de la decisión de la cámara federal de apelaciones, replicado en la del a quo que la confirmó, demuestra la arbitrariedad invocada por el recurrente, según consolidada doctrina de la Corte, en tanto es insostenible tanto el fallo que carece de fundamentación como el que omite valorar planteas serios y conducentes para la adecuada solución del caso.


    F., Eduardo René y otros s/ Privación ilegal de la libertad (art. 144 bis, inc. 1)


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93001103/2011/TO1/24/1/RH3, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Plazo Máximo.


    Prisión preventiva. Solicita excarcelación. Plazo razonable: respecto del hecho objeto de la medida, y no de otros conexos. Delito de lesa humanidad. Revoca sentencia.


    La Corte ha dejado sentado que una correcta interpretación de la garantía del plazo razonable de la prisión preventiva lleva a la conclusión de que ese plazo debe medirse exclusivamente respecto del hecho que fue objeto de la medida que se quiere limitar, y no respecto de otros material y jurídicamente independientes de aquél, aunque sean conexos. Por lo tanto, es arbitraria la decisión del a quo en cuanto tuvo en cuenta la fecha en que el imputado comenzó a cumplir la detención cautelar dictada en otra causa, en la que se investiga un hecho conexo con el que constituye el objeto de la presente, para determinar el tiempo que estuvo sometido en estos actuados a la misma medida.


    P., Rubén Arturo s/ Incidente de excarcelación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1075/2006/PL3/1/CS11, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Poderes Constituidos


    Órganos Extrapoder


    Ministerio Público.


    Reconocimiento de la fuerza ejecutoria de sentencia de adopción plena dictada en país extranjero. Debido proceso. Omisión de garantizar la intervención del Ministerio Público Fiscal y del Ministerio Público de la Defensa antes de resolver. Procedencia del recurso extraordinario.


    El a quo vulneró el debido proceso al resolver el fondo del asunto, en exceso de los términos de la apelación y eludiendo dar la debida intervención al Ministerio Público Fiscal y al Ministerio Público de la Defensa, pues debía garantizar que el fiscal y la defensora tuvieran la oportunidad de expedirse sobre el aspecto sustancial en trámite. De este modo, la cámara también desconoció las funciones propias del Ministerio Público Fiscal, consagradas en el artículo 120 de la Constitución Nacional y en la normativa federal-Ley Orgánica del Ministerio Público (ley 24.946), actualmente derogada y sustituida por la Ley Orgánica del Ministerio Público Fiscal (ley 27.148)- que le encomiendan el control de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad.


    SFA c/ LCL s/ Exequátur y reconocimiento de sentencia extranjera


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 106794/2013/CS1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    MPD.


    Ministerio Público de la Defensa. Deberes y facultades del defensor oficial. Autonomía provincial. Cuestión de derecho público local.


    Proceso ajeno a la competencia originaria.


    La competencia originaria de la Corte Suprema establecida en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1, del decreto Ley 1285/58 procede cuando una provincia es parte y la materia del pleito reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. La Corte Suprema ha dicho que quedan excluidos de dicha instancia aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local, que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de estas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza. Además, ha puntualizado que la autonomía de las provincias determina la adopción de este criterio a fin de lograr un equilibrio y evitar acrecentar los poderes del gobierno central en detrimento de las facultades provinciales y viceversa. En el sub lite se plantean cuestiones vinculadas a la organización y al desempeño del servicio público de la defensa en ejercicio de la autonomía preservada por los artículos 5 y 122 de la Constitución Nacional. Por un lado, se debate la designación por parte de autoridades provinciales de un defensor para representar al actor en procesos que tramitan ante los tribunales locales. Esa cuestión, que es fundamental para resguardar el derecho de defensa del peticionante, compromete, en principio, el ejercicio de potestades de las autoridades provinciales. Por otro lado, el agravio vinculado a la constitucionalidad de una de las cláusulas transitorias de la constitución local involucra la organización de un órgano provincial. Las cuestiones federales planteadas, vinculadas a la autonomía del Ministerio Público de la Defensa y a la adecuada defensa en juicio del imputado, no son exclusivas sino que la resolución del conflicto demanda la interpretación y aplicación del derecho público local. Tiene dicho la Corte Suprema que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que se reserve a los jueces provinciales el conocimiento y la decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios del derecho público local, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario. Por lo expuesto, el caso no corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    Alegre, Julio Fernando c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1367/2016, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    MPF.


    Tasa de justicia. Distribución de costas: tema ajeno a la incumbencia de la Ministerio Público Fiscal.


    La controversia requiere, ineludiblemente, el estudio de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal, ajenas a las incumbencias de este Ministerio Público, cuya tarea se encuentra limitada a los planteamientos de índole federal que entraña la causa (cfr. N.115, L.XXXV, "Neuquén, Provincia del c/Estado Nacional s/cobro de regalías e inconstitucionalidad"; A.1144, L.XLV, "Apache Energía Argentina S.R.L. c/ Neuquén, Provincia del y otro (Estado Nacional)”.


    Estado Nacional c/ Chacho, Provincia del s/ Acción de nulidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 210/2008, 08 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Poder Ejecutivo.Sistemas de Organización. Presidencialismo.Atribuciones.Reglamentarias. Reglamentarios.


    Régimen de reconocimiento al mérito artístico: beneficio especial. Inconstitucionalidad del decreto 2146/97 reglamentario de la Ley local 6475. Operatividad de la ley: determinación del monto. Procedencia del recurso.


    El tribunal a quo omitió tener en cuenta que -tal como sostienen los apelantes- el decreto reglamentario 2146/97 se aparta claramente de los parámetros establecidos por la Ley 6475, pues aun cuando ya no se encuentren vigentes los niveles remunerativos de la Administración provincial a los que alude el Art. 5 de esa Ley y se haya nacionalizado el régimen jubilatorio, tales circunstancias no pueden impedir que se realicen las adecuaciones necesarias a fin de dar operatividad a la norma, máxime cuando el anexo del decreto local 1178/96 en su Art. 23 prevé la aprobación de instrumentos legales que contengan, entre otros aspectos, el cuadro de cargos, nomenclador de cargos, sistema de promoción y la norma básica del sistema salarial. Al respecto, no puede soslayarse que, si bien las autoridades competentes cuentan con facultades suficientes para efectuar las reestructuraciones y los reescalafonamientos que sean necesarios en la Administración Pública, en el sub examine la determinación de un monto fijo para cada una de las categorías de la escala de beneficiarios mediante el decreto 2146/97 importa el desconocimiento de la norma que exige una equivalencia, por cuanto carece de referencia alguna al escalafón actual de los agentes estatales o a los haberes jubilatorios que perciben quienes se desempeñaron en la Administración provincial, extremo que debió ser examinado con mayor detenimiento por parte del tribunal apelado ante la inconstitucionalidad alegada por los apelantes sobre la base de que se ha vulnerado el derecho a la equiparación y actualización que el Art. 5° de la Ley 6475 reconoció a los creadores artísticos que quedan comprendidos en el régimen.


    Mena, Ricardo Federico y otros c/ Provincia de Salta s/ Contencioso administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 436/2014/(50-M)/CS1, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Poder Judicial


    Estructura. Justicia Federal.


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia.


    Acción declarativa de certeza. Requisitos para su procedencia. Inexistencia de un caso. Precedentes de la Corte. Inexistencia de controversia. Improcedencia de la acción.


    Es consolidada doctrina que, siempre que la cuestión no tenga un carácter simplemente consultivo ni importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un "caso" y busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, la acción declarativa constituye un recaudo apto para intentar que se eviten los eventuales perjuicios que se denuncian. Por ello, ese Tribunal ha exigido que medie: a) actividad administrativa que afecte un interés legítimo; b) que el grado de afectación sea suficientemente directo; c) que aquella actividad tenga concreción bastante, requisitos que resultan incluso revisables de oficio, porque lo contrario importaría permitir que se contraríe lo preceptuado en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional en cuanto a que la Justicia federal actúa exclusivamente ante “causas”, sin que le quepa la misión de emitir opiniones en abstracto. Los términos generales, hipotéticos y conjeturales empleados por la Provincia demandada en esa nota no permiten apartarse del principio citado, con arreglo a los fundamentos desarrollados por la Corte en el conocido precedente "Transportadora de Energía S. A.", en el cual se estableció que los recaudos necesarios para dar lugar a un "caso" sólo se tienen por cumplidos cuando existe una resolución administrativa determinativa del tributo, de la cual surjan las sumas que el fisco provincial reclama.


    Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 114/2014/(50-H)/CS1, 16 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Acción reivindicatoria. Reivindicación de tierras. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común.


    La controversia entre las partes impone establecer, en primer término, si las excepciones de uso inmemorial y prescripción adquisitivas deducidas por la Provincia de Córdoba resultan o no procedentes. Para ello deviene imprescindible determinar si el bien inmueble objeto del presente litigio pertenece al dominio público o privado del Estado Nacional, en virtud de las disímiles consecuencias que de ello se derivan. La decisión de tales aspectos remite indudablemente a la aplicación de normas de derecho común y procesal, así como también a la valoración de los hechos y las pruebas, cuya interpretación y decisión corresponde a los jueces de la causa.


    Estado Nacional (Ejército Argentino) c/ Córdoba, Provincia de s/ Reivindicación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 175/2010/(46-E)/CS1, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Queja por denegación o retardo de justicia. Defensa en juicio. Competencia de la Corte Suprema.


    La garantía constitucional de la defensa en juicio incluye el derecho a obtener un pronunciamiento rápido dentro de un plazo razonable, pues la dilación injustificada de la solución de los litigios implica que los derechos puedan quedar indefinidamente sin su debida aplicación, con grave e irreparable perjuicio de quienes los invocan. El Art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58, autoriza a la Corte Suprema a tomar intervención en aquellos supuestos en que resulte imprescindible hacerlo con el fin de evitar una efectiva privación de justicia.


    Villarruel, Analía F. y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Retardo de justicia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1538/2016, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización. Accidente de aviación. Juicio contra dos o más provincias. Entes autárquicos provinciales. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema.


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria. Ese requisito, en principio, no se encuentra cumplido en autos respecto de la Provincia de Santiago del Estero, puesto que la Dirección Provincial de Aviación Civil es una entidad autárquica de derecho público con capacidad para actuar privada y públicamente que no se identifica con la provincia. En cuanto a la pretensión que se dirige contra la Provincia de La Rioja, tampoco se encuadra en alguna de las hipótesis que autorizan a disponer la competencia originaria del Tribunal, pues la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal. En consecuencia, el reclamo deberá ser formulado ante los tribunales que resulten competentes, cuya determinación surgirá según la persona que se demande. Así, si es la Provincia de La Rioja, se deberá presentar ante sus propios tribunales locales dado el carácter de la materia, que integra el derecho público provincial, toda vez que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sea susceptible de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el Art. 14 de la Ley 48. No obsta a ello el hecho de que la actora tenga su domicilio en la Ciudad de Santiago del Estero, toda vez que el fuero federal en razón de la distinta vecindad encuentra su límite en el respeto al principio constitucional que consagra la autonomía de los estados provinciales, de manera de no perturbar su administración interna, lo cual exige que se reserve a sus propios jueces el conocimiento y la decisión de los asuntos que versen sobre su derecho público. Frente a las cuestiones de naturaleza local, cede el derecho al fuero federal por distinta vecindad que se otorga a quienes residen en otra jurisdicción territorial, prerrogativa que sólo resulta atendible cuando se trata de una causa civil. Tampoco corresponde la jurisdicción federal en razón de la persona al dirigirse la pretensión contra Nación Seguros S.A., puesto que esta última constituye una sociedad comercial con personería jurídica propia, en el marco de lo dispuesto por la Ley 19.550 de Sociedades Comerciales y es una entidad distinta del Banco de la Nación Argentina.


    C. de A., Rosa c/ Superior gobierno de la Provincia de Santiago del Estero (Dirección de aviación civil) y otros s/ Daños y perjuicios


    FTU-Justicia Federal de Tucumán, 7746/2016/CS1, 26 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Competencia de la Corte Suprema.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1381/2016, “Buenos Aires, Provincia de c/ La Pampa, Provincia de s/ Ordinario”.


    Río Negro, Provincia de c/ La Pampa, Provincia de s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1462/2016, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Originaria.


    Acción declarativa de certeza. Alícuota diferencial sobre los impuestos a los derechos brutos. Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B.505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 3992/2015 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”. Corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    Unilever de Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 763/2016, 02 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Acción de amparo iniciada por comunidad qom. Procedimiento de consulta y participación de la comunidad. Causa indígena. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    El caso constituye una "causa indígena" que debe encuadrarse dentro del artículo 75, inciso 17, de la Constitución Nacional, en cuanto consiste en que la provincia y el Estado Nacional reconozcan a la comunidad indígena su derecho de consulta y participación en torno de las políticas llevadas a cabo en su territorio. Por lo que corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    Comunidad Qom Potae Napocna Novogagh c/ Formosa, Provincia de y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 1168/2015/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza sobre un tributo provincial. Provincia demandada. Manifiesto contenido federal. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra normas y actos locales, se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local colisiona con el ejercicio de las atribuciones que, a fin de robustecer la unidad nacional, le otorga en forma exclusiva y excluyente el Art. 75, inc. 10 de la Constitución Nacional; y además, si la pretensión tributaria local es susceptible de interferir en el ámbito que le es propio a la Nación en lo relacionado con la regulación del comercio interjurisdiccional (arts. 75, inc. 13 y 126 de la Ley Fundamental). En tales condiciones, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de diversas cláusulas constitucionales (art. 75, inc. 10 y 13 de la Ley Fundamental), cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia. Lo hasta aquí señalado, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2°, inc. 10), de la Ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    P.E.I. S.A. c/ Chubut Provincia del s/ Acción declarativa (Art. 322 Cod. Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5019/2015, 13 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Remisión a lo dictaminado en CSJ 538/2009 (45-S) /CS1, "Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" y en el expediente CSJ 786/2013 (49-C)/CS1, "Córdoba, Provincia de c/ Estado Nacional y otro s/ Ordinario". Diferentes prerrogativas jurisdiccionales: corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Misiones, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 888/2016, 07 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Remisión a lo resuelto en O.459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de”; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de", B.505., L.XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de"; y en CSJ 3992/2015 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”. Corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Avery Dennison de Argentina S.R.L. c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 747/2016, 13 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Remisión a lo resuelto en O.459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de”; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de", B.505., L.XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de"; y en CSJ 3992/2015 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”. Corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Ingredion Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 696/2016, 13 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Remisión a lo resuelto en O.459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de”; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de", B.505., L.XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de"; y en CSJ 3992/2015 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”. Corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Manfrey Cooperativa de Tamberos de Comercio e Industrialización Limitada c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 781/2016, 13 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Remisión a lo resuelto en O.459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de”; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de", B.505., L.XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de"; y en CSJ 3992/2015 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”. Corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Milkaut S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 683/2016, 13 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Remisión a los precedentes H.114, L.L., "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza", CSJ 1279/2013 (49-A) "Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", y CSJ 3992/2015 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Pilaga S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 570/2016, 04 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Remisión lo dictaminado en CSJ 1039/2008 (44-13) /CS1 "San Luis, provincia .de c/ Estado Nacional y otra s/ Cobro de pesos” y CSJ 539/2009 (45-5) "Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”. Diferentes prerrogativas jurisdiccionales: corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional y otra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1061/2016/1, 07 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad contra provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Actividad de transporte interjurisdiccional. Remisión a las causas C.1540, L.XLIV “Compañía Microómnibus La Colorada S.A.C.I.”; T.21, L.XLVIII "Transportes Don Otto S.A.”; y, CSJ 2574/2014, “La Costera Criolla S.R.L.”. Competencia originaria de la Corte.


    Derudder Hermanos S.R.L. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4325/2015, 02 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad contra provincia. Ley provincial 10.250, Art. 22. Remisión a las causas: 0.459, L .XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C”; E.230. L.XLVII, "ENOD S.A.”; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.LC.”; H.114, L.L., "Harriet y Donnelly S.A.”. Competencia originaria de la Corte.


    Mastellone San Luís S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5016/2015, 29 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad contra provincia. Remisión a las causas: 0.459, L .XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.”; E.230. L.XLVII, "ENOD S.A.”; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C.”; H.114, L. L., "Harriet y Donnelly S.A.”. Competencia originaria de la Corte.


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5015/2015, 29 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Tasas municipales. Materia de naturaleza local. Doctrina de la Corte en P. 582, XXXIX, "Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa". Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


    Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En este orden de ideas, en la causa -tal como surge de los términos de la demanda- se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte respecto de la pretensión esgrimida contra la Provincia, ya que el planteamiento se sustenta no sólo en la afectación de preceptos constitucionales sino en la de las disposiciones de la Ley 23.548 de coparticipación tributaria. Así entonces, el planteo efectuado resulta conjunto, en tanto incluye cuestiones federales y locales, por lo que corresponde aplicar al caso la doctrina adoptada por la Corte en la causa P.582, L.XXXIX, "Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, Provincia de s/ acción declarativa". En la cual se señaló que las leyes convenio (entre las que se debe incluir el Convenio Multilateral), en sus respectivas ratificaciones locales por medio de las legislaturas provinciales, hacen parte del derecho público provincial, aunque con diversa jerarquía.


    Aguirre Jorge Alberto y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otras s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4475/2015, 13 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Acción ejecutiva contra una Provincia. Demanda de una Obra Social. Doctrina y precedentes de la Corte. Armonización de prerrogativas. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de Obra social, con derecho al fuero federal según el Art. 24 de la Ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 -in re: "Tallarico"- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 663/2016, 09 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Acción ejecutiva contra una Provincia. Demanda de una Obra Social. Doctrina y precedentes de la Corte. Armonización de prerrogativas. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de Obra social, con derecho al fuero federal según el Art. 24 de la Ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 -in re: "Tallarico"- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 655/2016, 13 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Acción ejecutiva contra una Provincia. Demanda de una Obra Social. Doctrina y precedentes de la Corte. Armonización de prerrogativas. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el Art. 24 de la Ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 –in re: “Tallarico”- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo las deudas reclamadas tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 756/2016, 09 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Acción ejecutiva contra una Provincia. Demanda de una Obra Social. Doctrina y precedentes de la Corte. Armonización de prerrogativas. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el Art. 24 de la Ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 –in re: “Tallarico”- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo las deudas reclamadas tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 755/2016, 09 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Alícuota diferencial en el impuesto sobre los ingresos brutos por no poseer central en su jurisdicción. Materia de naturaleza local. Remisión a P. 582, XXXIX, "Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, Provincia de s/ acción declarativa". Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. En efecto, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.


    Unirrol S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 465/2016, 13 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal. Remisión a lo resuelto por el Tribunal en las causas: A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", CSJ 505/2012, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", CSJ 672/2009 "Mastellone Hnos. S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", CSJ 1279/2013 (49-A) "Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", CSJ 3992/2015 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", entre otras, en las que declaró su competencia originaria toda vez que la impugnación de los textos locales se fundaban directamente en la Constitución Nacional.


    Carrier Fueguina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4996/2015, 13 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Provincia es parte en causa de manifiesto contenido federal. Remisión a H. 114, L, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, provincia del s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 1279/2013 (49-A), “Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; y CSJ 3992/2015 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    ADECO Agropecuaria S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 614/2016, 27 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Provincia es parte en una causa de manifiesto contenido federal. Remisión a lo dictaminado y resuelto en las causas L.238, L.XLVI, juicio originario, "Logística La Serenísima S.A.”, y CSJ 5321/14, juicio originario, "Frigorífico Novara S.A.”


    Arcor S.A.I.C. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 632/2016, 22 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria. Acción de amparo. Provincia demanda creación de Comité de cuenca interprovincial: competencia por la materia. Estado Nacional demandado: competencia por la persona.


    En primer lugar, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte en razón de las personas, dado que el pleito se suscita entre la Provincia de La Pampa como actora - a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional - y el Estado Nacional como demandado - con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental - y esa es la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales, sustanciando la acción en esa instancia originaria. Pero también lo es en razón de la materia, pues se pretende tutelar un recurso de carácter interjurisdiccional, la Cuenca Desaguadero-Salado-Chalideuvú-Curacó-Colorado.


    La Pampa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1055/2016, 05 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Presuntos delitos de lesiones, abuso de armas, usurpación y daño calificado cometidos por funcionarios públicos. No corresponde la competencia originaria de la Corte.


    El conflicto interprovincial relativo a la gestión de la cuenca del Río V -que, por lo demás y según constancias del incidente, está siendo atendido por autoridades políticas de la Nación y las provincias involucradas- debe ser distinguido de este proceso instado ante la justicia federal por las conductas de empleados y funcionarios públicos de la Provincia de La Pampa, incluyendo a su gobernador, relatadas en el párrafo anterior, en tanto pudiesen encuadrar en figuras del Código Penal, aspecto que de manera manifiesta no corresponde a la competencia originaria de la Corte, pues no se trata de una causa civil en la que una provincia sea parte, ni concurre en ella ninguno de los elementos que permitan encuadrarla en un supuesto del artículo 117 de la Constitución Nacional.


    N.N. s/ Violación deberes del funcionario público, etc.


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 1460/2016/CS1, 14 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal. Remisión a lo dictaminado en CSJ 125/2016 "Cervecería y Maltería Quilmes S.A.I.C.A. y G. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Cervecería y Maltería Quilmes S.A.I.C.A y G. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 569/2016, 04 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Delito de extorsión. No corresponde la competencia originaria.


    Los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé que los que en tales condiciones se susciten entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada "de que dependa él juez que primero hubiese conocido", sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales ejerza la competencia federal con asiento en una provincia. Por ello, no corresponde a la Corte intervenir en la presente contienda trabada entre el Juzgado Federal provincial y el Juzgado Nacional, la que de acuerdo con lo antes expuesto debe ser resuelta por la alzada.


    F., Miguel Luis s/ Extorsión


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 44906/2015/1/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad del decreto 399/14. Derecho a la propiedad. Examen de normas y actos provinciales. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


    La cuestión planteada exige revisar disposiciones normativas dictadas por autoridades de la provincia demandada en ejercicio de las facultades reservadas por los arts. 121 y 122 de la Constitución Nacional, lo cual implicaría una intromisión de la Corte en las potestades propias del gobierno local. Al respecto, se ha sostenido que si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte. Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y la decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la inconstitucionalidad alegada, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el Art. 14 de la Ley 48.


    Seddon, Juan Alberto José c/ Chubut, provincia del s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4568/2015, 14 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia. Cobro de sumas de dinero. Convenio para la utilización de instalaciones y medios militares. Supuesta falta de pago. Convenio de Rescisión. No procede la excepción de incompetencia.


    Es dable señalar que, prima facie, toda vez que el Estado Nacional demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el Art. 116 de la Ley fundamental, como el estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al Art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resultaría indiferente la materia del pleito. Sin embargo, desde antiguo la Corte ha reconocido la validez de la prórroga de la competencia originaria de la Corte, a favor de los tribunales inferiores de la Nación, cuando dicha jurisdicción originaria corresponde ratione personae. Ello así, por constituir una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada expresa o tácitamente. De los convenios enunciados se extrae que la provincia demandada, al suscribirlos, renunció expresamente al derecho a la jurisdicción originaria que le confiere el Art. 117 de la Ley Fundamental, lo que trae aparejado una prórroga a favor de la justicia federal. No es óbice a lo expuesto que en el Art. 4 del Convenio de Rescisión se haya modificado el valor del canon locativo establecido en el Art. 4 del convenio original con el compromiso del ministerio de cancelar la deuda dentro del plazo de los 30 días hábiles a contar de la fecha de su aprobación por parte del Poder Ejecutivo provincial. Ello es así pues, contrariamente a lo sostenido por la demandada, la aprobación del Poder Ejecutivo provincial solamente se requiere a los efectos de apreciar el plazo para la cancelación de la deuda, sin que afecte la prórroga de jurisdicción establecida, razón por la cual las cláusulas que la determinan poseen plena vigencia (artículo 22 del Convenio y cláusula séptima del Convenio de Rescisión).


    Estado Nacional - Fuerza Aérea Argentina c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos / Sumas de dinero


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 16957/2013/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda por mala praxis contra un hospital, Provincia y Nación. Ente demandado que no depende del Estado provincial ni nacional. Carácter taxativo del Art. 117 de la CN. Precedentes. Cuestión ajena a la competencia originaria de la Corte.


    De los términos de la demanda –a cuya exposición de los hechos se debe estar de modo principal para determinar la competencia, surge que los actores dirigen su pretensión contra el hospital donde intervinieron a su hija, y se agravian de la mala praxis médica en que habrían incurrido los dependientes de ese nosocomio. El hospital demandado es un ente interjurisdiccional no estatal, con personería jurídica propia, con patrimonio propio, dirigido y administrado por un Consejo de Administración que tiene facultades para dictar su propia reglamentación y designar y sancionar al personal del establecimiento (v. su estatuto, anexo II del decreto nacional 2520/2015, dictado en el marco de la Ley nacional 17.102 que prevé la constitución de los Servicios de Atención Médica Integral para la Comunidad -SAMIC-). En consecuencia, dicha entidad tiene una individualidad jurídica y funcional que no se identifica con la Provincia, por lo tanto, ésta no es titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, ya que no se especifica cuál fue la intervención que tuvieron sus órganos en el hecho dañoso que se describe, de este modo, las genéricas manifestaciones de los demandantes efectuadas en ese escrito son insuficientes para acreditar el requisito en análisis y no cabe tenerla como parte sustancial en la litis. Igual suerte corre el Estado Nacional, pues fue demandado en similares términos.


    O., P. E. y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 467/2016, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Derecho a una remuneración justa e integral. Cuestionamiento de normas y actos provinciales. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


    Cabe recordar que no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, sino que resulta necesario además que la materia tenga un manifiesto contenido federal o se trate de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidos aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. En el sub lite, de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe estar de modo principal para determinar la competencia, según el Art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que la cuestión planteada exige revisar disposiciones normativas dictadas por autoridades de la provincia demandada en ejercicio de las facultades reservadas por los arts. 121 y 122 de la Constitución Nacional, lo cual implicaría una injustificada intromisión de la Corte en las potestades propias del gobierno local. Al respecto, se ha sostenido que si para resolver el pleito se requiere interpretándolos en examinar normas y actos provinciales, su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte.


    Federación Argentina de Trabajadores de Luz y Fuerza c/ Tierra del Fuego e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 421/2016, 14 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto carácter federal. Remisión a lo resuelto en A.911. L.XLVII, originario, "Aceitera Martínez S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", CSJ 3833/2014 "Trivento Bodegas y Viñedos S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”.


    Molinos Cabodi Hnos. S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5007/2015, 13 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    El proceso debe tramitar en la instancia originaria del Tribunal, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal. Remisión a lo dictaminado y resuelto en la causa G.1411, XLIII, Juicio Originario, "G. Gil S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Acción de amparo".


    Iberpapel Argentina S.A. c/ Entre Ríos Provincia de s/ Inconstitucionalidad - Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 533/2016, 13 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Pedido de reintegro de las prestaciones abonadas a raíz de accidente ferroviario. Concepto de “causa civil”. Remisión a lo resuelto en “Barreto” (Fallos: 329:759) y “Agrar S.A. c/ Santa fe, Provincia de y otra s/ Daños y perjuicios”. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


    La Corte otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del Art. 116 de la Constitución Nacional al que expresamente se refiere el Art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, coincidiendo así con nuestro criterio sostenido desde hace más de veinte. De acuerdo con lo allí expresado, se excluye de tal naturaleza a las causas en las cuales, como el sub examine, se pretenda atribuir responsabilidad patrimonial a una provincia por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habrían incurrido sus órganos, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al Derecho Administrativo y, por ende, son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordante s de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. En consecuencia, el pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el Art. 14 de la Ley 48.


    QBE Argentina ART S.A. c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia S.A. (UGOFE) y otros s/ Interrupción de prescripción (art. 3.986 C.C.)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 5722/2012/CS1, 03 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado y resuelto en el expediente CSJ 1039/2008 (44-13) /CS1 "San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional y otra s/ Cobro de pesos” y en CSJ 539/2009 (45-3) "Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Mendoza, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 820/2016, 07 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema de acuerdo a lo dictaminado en autos H.114, L. L., "Harriet y Donnelly. S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ acción declarativa de certeza”.


    Establecimiento Agropecuario El Aguará S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4721/2015, 09 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema de acuerdo a lo dictaminado en autos H.114, L. L., "Harriet y Donnelly. S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ acción declarativa de certeza”. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    M.S.U. S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4834/2015, 09 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 5016/2015 “Mastellone San Luis S. A.”


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5012/2015, 29 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al expediente FLP 1460/2016/CS1.


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 2402/2016/CS1, 14 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Solicita se declare la inconstitucionalidad de resoluciones y actos administrativos dictados por una provincia. Cuestiones de índole local. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11 del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En este orden de ideas, en el sub lite se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.


    Gojam S.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 216/2016, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Asuntos concernientes a Embajadores, Ministros y Cónsules Extranjeros.


    Demanda por daños y perjuicios contra Embajada. Accidente automovilístico. Competencia originaria de la Corte.


    Cabe recordar que según el Art. 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la competencia originaria y exclusiva de la Corte Suprema de Justicia de la Nación el conocimiento y la decisión de los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros. Ello responde a la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los estados, dada la importancia y delicadeza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar, para sus representantes diplomáticos, las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocerles para el más eficaz cumplimiento de sus funciones. En el sub lite, del informe del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación se desprende que el demandado se encuentra acreditado como agente diplomático, por lo que la causa es de la competencia originaria de la Corte.


    Medal, Ana Claudia y otro c/ Embajada de los Estados Unidos y otros s/ Daños y perjuicios (acc. tran. c/ Les. o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 12908/2013/CS1, 05 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Casos en que alguna Provincia es Parte.


    Acción de repetición. Impuesto sobre Ingresos Brutos. Competencia originaria de la Corte. Remisión al dictamen emitido en A.278, L.L, "Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de certeza".


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4628/2015, 17 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa contra ARBA. Pretensión de cobro del impuesto sobre los ingresos brutos e impuesto de sellos. Actividad de mantenimiento y construcción de las centrales nucleares. Marco regulatorio de la energía eléctrica. Preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el gobierno federal. Materia federal. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    En el sub lite, si bien la demanda se dirige contra ARBA, el objeto de la pretensión excede lo inherente a su función recaudadora, por lo cual debe reconocérsele a la Provincia de Buenos Aires el carácter de parte sustancial, sin perjuicio del carácter de entidad autárquica que reviste ARBA. Más allá de que la acción iniciada por la actora tenga su origen en normas y actos de naturaleza local, lo medular del planteo exige esencial e ineludiblemente determinar, en forma previa, si la pretensión tributaria de la Provincia de Buenos Aires, de gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos las actividades de mantenimiento y construcción que la actora desarrolla en las centrales nucleares Atucha I y II, por medio de retenciones en la fuente sobre la facturación emitida a Nucleoeléctrica Argentina S.A. (en adelante, "NASA"); y con el impuesto de sellos los actos y contratos celebrados por DHN Desarrolladora S.R.L. con la mencionada sociedad, invade un ámbito que es propio de la Nación. Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2°, inc. 1° de la Ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Cabe mencionar que resultará fundamental desentrañar el sentido y los alcances de diversas cláusulas constitucionales, en particular, las del Art. 75, incs. 13, 18 y 30 de la Constitución Nacional, así como las de las leyes 15.336 -que integra el marco regulatorio de la energía eléctrica- y 26.566, que revisten inequívoco carácter federal, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega. Así, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    DHN Desarrolladora S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 43102007/2013, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa contra provincia. Pretensa inconstitucionalidad de la Ley 3037 y sus modificatorias. Resoluciones 3958/12 y 289/13 de Dirección General de Rentas provincial. Impuesto sobre los ingresos brutos. Supuesto menoscabo al derecho de propiedad. Manifiesto contenido federal. Competencia originaria de la Corte.


    Ante todo, corresponde señalar que uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Esta hipótesis es la que se presenta en el sub lite, toda vez que, de los términos de la demanda se desprende que la actora cuestiona la pretensión de la Provincia de Corrientes, sustentada en disposiciones locales y en actos dictados en su consecuencia cuya declaración de inconstitucionalidad persigue, de gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos su actividad como prestador de servicios de buceo -en su carácter de contratista-, en el complejo hidroeléctrico, por entender que a la luz de las disposiciones del Tratado de Yacyretá, aprobado por le Ley 20.646, y su Protocolo Adicional Fiscal y Aduanero se encuentra exento del pago del tributo. Así entonces, aunque la actora dirige la presente acción contra normas y actos locales, se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- dilucidar si el accionar proveniente de la autoridad local interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación y si ella colisiona con las disposiciones consagradas en los referidos instrumentos, que revisten carácter federal, así como en los arts. 17 y 31 de la Constitución Nacional. En virtud de los desarrollos precedentes, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2°, inc. 1°), de la Ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. En razón de lo expuesto, al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Nuez, Edgardo Raúl c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4328/2015, 05 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa contra una provincia. Pretensa inconstitucionalidad de una normativa local. Excepción de incompetencia rechazada. Corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    La excepción de incompetencia debe ser rechazada, pues la Corte Suprema es competente para conocer en instancia originaria toda vez que la impugnación de las normas locales efectuada por el actor se funda directamente en prescripciones de la Constitución Nacional. Tampoco puede prosperar la defensa fundada en la falta de agotamiento de la vía administrativa en el orden local, pues la competencia originaria de la Corte, que proviene de la Constitución Nacional, no puede quedar subordinada al cumplimiento o vigencia de los procedimientos exigidos por las leyes locales.


    Sidersa S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 205/2014/(50-S)/CS1, 20 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Expropiación de acciones por una provincia. Pretensa inconstitucionalidad de la Ley 9.740 de la Provincia de la Rioja. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte. Derecho a la indemnización previa. Distinta vecindad. Cuestiones de derecho público local. Justicia local.


    La Corte ha establecido, que no corresponden a la instancia originaria del Tribunal los juicios de expropiación seguidos por una provincia solamente mantenida contra vecinos de otra, aun cuando se discuta el quantum del resarcimiento. Ello es así, en virtud de que el proceso expropiatorio, que se inicia con la declaración de utilidad pública y finaliza con el pago de la indemnización justa y con la consiguiente transferencia del dominio al sujeto expropiante es, en su integridad, un instituto de derecho público, regido por las leyes sobre la materia dictadas por cada provincia –en ejercicio de sus poderes no delegados (art. 121 de la Constitución Nacional)- en el ámbito de su respectiva competencia territorial. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que el actor tenga distinta vecindad con la provincia demandada, toda vez que el fuero federal por las personas cede frente a las causas regidas por el derecho público local, ya que de otra forma se violaría la preeminencia de las autonomías provinciales.


    Banco de Santiago del Estero S.A. (BSE) c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4691/2015, 05 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Impuesto sobre Ingresos Brutos. Contrato de construcción, operación y mantenimiento de la interconexión de líneas eléctricas. Posible afectación a la regulación del sistema de energía eléctrica: materia reservada al Estado Nacional. Provincia parte en causa de manifiesto contenido federal. Competencia originaria de la Corte.


    La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2°, inc.1° de la Ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. En este sentido, el núcleo del planteamiento que se efectúa en autos remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances del Art. 75 incs. 18, 19 y 30 de la Constitución Nacional, así como de las disposiciones que integran el marco regulatorio eléctrico, que revisten inequívoco carácter federal -leyes 15.336 y 24.065, entre otras-, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega, por lo que cabe asignar manifiesto contenido de igual naturaleza a la materia del pleito. De lo expuesto se desprende, con claridad, que lo que determina la competencia federal en el sub iudice es la cuestión constitucional atinente a la alegada afectación que la pretensión tributaria local podría producir en la regulación del sistema de energía eléctrica, que es materia reservada al ejercicio de los poderes del gobierno central. Por todo ello, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal -cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Eleprint S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4542/2015/1, 24 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Impuesto sobre Ingresos Brutos. Extracción de petróleo crudo en el mar fuera del límite del territorio provincial. Competencia originaria de la Corte. Remisión a los dictámenes en D.386, L.XXXV, "Dorisar S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ acción declarativa", y en T.339, L.XXXV, "Total Austral S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ acción declarativa”.


    Enap Sipetrol Argentina S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4576/2015/1, 22 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Impuesto sobre Ingresos Brutos: alícuota diferenciada. Empresa dedicada a la exploración y explotación de hidrocarburos. Provincia parte en causa de manifiesto contenido federal. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances del régimen federal de hidrocarburos, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2°, inc. 1°), de la Ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Así, al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora-, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Chevron Argentina S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4870/2015, 10 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad contra provincia. Art. 138 de la Ley 14.653. Circulación de buques: "tasa por el uso de ríos navegables”. Cláusula comercial. Competencia originaria de la Corte.


    Según se desprende del escrito de inicio, el planteamiento de las actoras en el sub lite reviste un manifiesto contenido federal y, por ende, resulta apto para surtir la competencia originaria de la Corte. Así entonces, aunque las actoras dirigen la acción de inconstitucionalidad contra normas y actos locales, se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad provincial interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación con respecto a la regulación del comercio interjurisdiccional. En tales condiciones, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que la cuestión que se plantea remite necesariamente a desentrañar el sentido y el alcance de diversos preceptos constitucionales, entre ellos de la denominada "cláusula comercial" (art. 75, inc. 13, de la Ley Fundamental), cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. Lo hasta aquí expuesto implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2°, inc. 1°, de la Ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Cámara Argentina de Arena y Piedra y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5006/2015, 21 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad contra provincia. Régimen Regulatorio de la Industria y comercialización de Gas Licuado de Petróleo. Ingresos brutos. Ley 26.020. Competencia originaria de la Corte.


    Respecto del fondo del asunto, resulta necesario examinar cuál es -en este caso- la autoridad que efectivamente tiene interés directo en el pleito y, por ende, la aptitud de cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado en el supuesto de admitirse la demanda. Más allá de que la presente acción tenga su origen en el cuestionamiento de un acto administrativo de naturaleza local, lo medular del planteo exige esencial e ineludiblemente determinar si es legítima la forma en que la Provincia de Buenos Aires grava con el impuesto sobre los ingresos brutos las actividades de Distribución y comercialización de gas licuado de petróleo que realiza la empresa, a la luz de lo exigido por la Ley federal 26.020; y, como consecuencia de lo anterior, si esa pretensión tributaria (sustentada en las normas del Código Fiscal provincial) invade un ámbito que es propio de la Nación. En tales condiciones, le asiste razón a la recurrente en cuanto la Provincia de Buenos Aires tiene interés directo en el pleito y se le debe reconocer el carácter de parte sustancial. Ello así, puesto que el objeto de la pretensión se vincula con la potestad tributaria de la provincia y la obligación tributaria de la recurrente, aspectos que exceden los inherentes a la función de recaudación asignada al órgano de la administración fiscal, sin perjuicio de la autarquía que posee ARBA. Por lo demás, la presente causa corresponde a la competencia originaria del Tribunal no sólo porque la Provincia de Buenos Aires es parte sustancial en el pleito, sino además porque de los términos de la demanda se desprende que la actora impugna la pretensión impositiva provincial por ser contraria a una norma federal (ley 26.020), y a la Constitución Nacional (artículo 75, incisos 18 y 19), como argumento principal, razón por la cual cabe asignar esa naturaleza a la materia sobre la que versa el pleito. Es evidente que lo medular del planteo aquí esgrimido remitirá necesariamente a desentrañar el sentido y alcance de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se invoca.


    Dolores Gas S.A. y otro c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires s/ Proceso de Conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 14958/2012/1/RH1, 13 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Provincia demanda a la Nación. Competencia originaria de la Corte Suprema. Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 1039/2008 (44-13)/CS1, CSJ 1133/2008 (44-S) y CSJ 191/2009 (45-S) CS1.


    Toda vez que una provincia –a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria ante la Corte.


    Tucumán, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4957/2015, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Provincia demanda a la Nación. Competencia originaria de la Corte Suprema. Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 1039/2008 (44-13)/CS1, CSJ 538/2009 (45-S)/CS1 y CSJ 786/2013 (49-C) /CS1.


    Toda vez que una provincia –a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria ante la Corte.


    Río Negro, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5014/2015/1, 11 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Provincia demanda a la Nación. Competencia originaria de la Corte Suprema. Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 1039/2008 (44-13)/CS1, CSJ 538/2009 (45-S)/CS1 y CSJ 786/2013 (49-C) /CS1.


    Toda vez que una provincia –a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria ante la Corte.


    San Juan, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4997/2015/1, 11 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Provincia demanda a la Nación. Competencia originaria de la Corte Suprema. Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 538/2009 (45-S)/CS1, "Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Toda vez que una provincia –a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria ante la Corte.


    Formosa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4920/2015, 04 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema. Provincia parte en causa de manifiesto contenido federal. Remisión a lo resuelto por la Corte en autos 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ acción declarativa de certeza ", y otros.


    José Aiello e hijos S.A. y otro c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4720/2015, 08 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema. Provincia parte en causa de manifiesto contenido federal. Remisión a lo resuelto por la Corte en autos 0.459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de si acción declarativa de inconstitucionalidad" y otros.


    Kronen Internacional S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4877/2015, 08 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema. Provincia parte en causa de manifiesto contenido federal. Remisión a lo resuelto por la Corte en autos 0.459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230. L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de si acción declarativa de inconstitucionalidad" y otros.


    AMX Argentina S.A. c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4880/2015, 08 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema. Provincia parte en causa de manifiesto contenido federal. Remisión a lo resuelto por la Corte en autos 0.459, L.XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", E.505, L.XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/Acción declarativa de certeza", entre otros.


    Gaviglio Comercial S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 22 Cod. Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1/2016, 17 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema. Provincia parte en causa de manifiesto contenido federal. Remisión a lo resuelto por la Corte en autos 0.459, L.XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", E.505, L.XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/Acción declarativa de certeza", entre otros.


    Loma Negra CIASA c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 Cód. Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2/2016, 17 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema. Provincia parte en causa de manifiesto contenido federal. Remisión a lo resuelto por la Corte en autos 0.459, L.XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", E.505, L.XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/Acción declarativa de certeza", y otros.


    Nobleza Piccardo SAICyF c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 92/2016, 09 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de sumas adeudadas de una provincia contra el Estado.


    Toda vez que la Provincia de Santa Cruz -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    Santa Cruz, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 296/2016, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Provincia es parte en causa de manifiesto contenido federal. Remisión a O. 459, XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; B. 505, XLVIII, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; H. 114, L, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, provincia del s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 1279/2013 (49-A), “Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; y CSJ 3992/2015 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 23/2016, 13 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Provincia es parte en causa de manifiesto contenido federal. Remisión a O. 459, XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; B. 505, XLVIII, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; H. 114, L, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, provincia del s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 1279/2013 (49-A), “Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; y CSJ 3992/2015 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Cervecería y Maltería Quilmes S.A.I.C.A. y G. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 125/2016, 04 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Provincia es parte en causa de manifiesto contenido federal. Remisión a O. 459, XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; B. 505, XLVIII, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; H. 114, L, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, provincia del s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 1279/2013 (49-A), “Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; y CSJ 3992/2015 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Matadero Frigorífico Unión S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 283/2016, 13 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Provincia es parte en causa de manifiesto contenido federal. Remisión a O. 459, XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; B. 505, XLVIII, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; H. 114, L, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, provincia del s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 1279/2013 (49-A), “Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; y CSJ 3992/2015 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    YPF S.A. c/ Chaco, provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 237/2016/1, 13 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Reclamo de pago de certificados de deuda. Entidad de obra social demanda a una provincia.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. Es que, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el Art. 24 de la Ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLA) c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 474/2016, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Remisión a CSJ 1039/2008 (44-13)/CS1, "San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional y otra s/ cobro de pesos"; CSJ 538/2009 (45-S)/CS1, "Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 786/2013 (49-C) /CS1, "Córdoba, Provincia de c/ Estado Nacional y otro s/ Ordinario"; y CSJ 296/2016 "Santa Cruz, Provincia de c/ Estado Nacional s/ acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos".


    Toda vez que la Provincia –a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    Chaco, provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 258/2016, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 538/2009 (45-S) /CS1, “Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Toda vez que la Provincia del Neuquén –a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    Neuquén, provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4857/2015, 08 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contra el Estado Nacional y una Provincia. Incumplimiento de normas impositivas. Usurpación. Competencia originaria de la Corte.


    Por la naturaleza de las partes que habrían de intervenir en el pleito, podría corresponder a la competencia originaria de la Corte ratione personae, en cuanto única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales, más allá de lo que eventualmente resuelva respecto del alcance de las pretensiones y la existencia de “caso”, “causa” o “controversia”.


    Morena Forestaciones S.A. y otros c/ Estado Nacional y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 65988/2015/CS1, 09 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo contra provincia. Ejecución de un certificado de deuda. Cobro de aportes y contribuciones de los afiliados a la Obra Social. Competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el Art. 24 de la Ley nacional 23.660 y la doctrina del precedente "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social Ferroviaria (OSFE) c/ Córdoba, Provincia de s/ Cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4809/2015, 19 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Obra social demanda a una provincia. Obtención del pago de certificados de deuda. Aportes y contribuciones al sistema de la obra social de los docentes. Precedente “Tallarico”, Fallos: 315:2292. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el Art. 24 de la Ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 -in re: "Tallarico"- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional. Esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 234/2016, 09 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1039/2008 (44-13) CS1 “San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional y otra”.


    Neuquén, provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4858/2015, 08 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Transporte jurisdiccional de pasajeros. Impuesto local sobre los ingresos brutos. Remisión a lo resuelto en las causas C. 1540, XLIV, “Compañía Microómnibus La Colorada S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad (ingresos brutos)” (Fallos: 332:1624); T. 21, XLVIII, “Transportes Don Otto S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2574/2014 “La Costera Criolla S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de s/ acción declarativa (art. 322 Cod. Proc.); y a lo dictaminado en CSJ 4325/2015, “Derudder Hermanos S.R.L. c/ Chaco, provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”. Competencia originaria de la Corte.


    Expreso Tigre Iguazú c/ Chaco, provincia del s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 335/2016, 14 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 538/2009 (45-S)/CS1, “Santa Fe, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Toda vez que la Provincia demanda al Estado Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria.


    La Pampa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 232/2016, 18 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Obligaciones de la obra social. Cajas provinciales. Cajas profesionales. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    En razón de la naturaleza de las partes que se encuentran enfrentadas en el pleito, este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. La actora es una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según los arts. 24 de la Ley nacional 23.660 y 38 de la Ley nacional 23.661, y la doctrina de Fallos: 315:2292; y la demandada es una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte conforme a lo establecido en el Art. 117 de la Constitución Nacional.


    Organización de Servicios Directos Empresarios (OSDE) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 638/2016, 08 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Ley provincial. Concesión de servicio público. Aeropuertos. Amenazas. Establecimiento de utilidad nacional. Competencia originaria.


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Toda vez que la pretensión de la provincia podría interferir y amenazar con invadir u obstruir la realización de objetivos propios de un establecimiento de utilidad nacional, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución, a las que alude el Art. 2°, inc. 1°, de la Ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina la Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Por lo expuesto, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora- el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Aeropuertos Argentina 2000 S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 861/2016/1, 02 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Potestad tarifaria. Tarifa de transporte. Transporte de carga. Comercio interior. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Corresponde recordar que uno de los supuestos que suscita la competencia originaria del Tribunal se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras; de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que la cuestión que se plantea remite necesariamente a desentrañar el sentido y el alcance de diversos preceptos constitucionales, entre ellos de la denominada “cláusula comercial”, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2°, inc. 1°, de la Ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina la Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Bunge Argentina S.A. c/ Chaco, provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 779/2016, 03 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Agentes diplomáticos extranjeros. Accidente de tránsito. Lesiones leves. Inmunidades diplomáticas.


    Al resultar de las probanzas del expediente que el imputado reviste status diplomático, el presente caso corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. En tales condiciones, correspondería requerir por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad exigida por el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto-ley 1285/58 y el artículo 32 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, para que pueda ser sometido a juicio.


    Oniga, Gheorghe s/ Lesiones culposas (art. 94 - 1 ° párrafo)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4238/2016/CS1, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Agentes diplomáticos. Egreso de divisas.


    De conformidad con lo establecido en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la Corte conocer en las actuaciones.


    H., Ludevit s/ Inf. Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 675/2016/CS1, 29 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia.


    Remisión a dictamen de la causa CSJ 1039/2008 (44-13)/CS1 “San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional y otra s/ Cobro de pesos”; y CSJ 539/2009 (45-S) “Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Jujuy, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1123/2016/1, 18 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1039/2008 (44-13)/CS1 “San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional y otra s/ Cobro de pesos”; y CSJ 539/2009 (45-S) “Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1190/2016/1, 18 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Procesos de ejecución. Ejecución fiscal.


    Toda vez que la Provincia de Córdoba, a quien le corresponde litigar ante la instancia originaria de la Corte, conforme el Art. 117 de la Constitución Nacional, es demandada por una entidad sindical, con derecho al fuero federal, según el Art. 5°, in fine, de la Ley 24.642, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes es sustanciando el proceso en esta instancia.


    Asociación Trabajadores del Estado c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 886/2016, 08 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo. Contribuciones a obras sociales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el Art. 24 de la Ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de un certificado de deuda que tiene su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1116/2016, 25 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. AFIP. Deuda previsional. Contribuciones patronales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Toda vez que la Provincia de Santiago del Estero demanda a la Administración Federal de Ingresos Públicos la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que en el Art. 8° de la Ley 23.473, se establezca expresamente la competencia de la Cámara Nacional de la Seguridad Social para entender en los recursos contencioso-administrativos enumerados en los incisos b), c) y d) del Art. 39 bis del decreto-ley 1285/58, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales, y ella debe ser asignada toda vez que la provincia actora demanda para que se declare la nulidad de actos de una entidad nacional.


    Santiago del Estero, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Impugnación de deuda


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 644/2016, 08 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. AFIP. Deuda previsional. Contribuciones patronales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Toda vez que una Provincia demanda a la Administración Federal de Ingresos Públicos la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que en el Art. 8° de la Ley 23.473, se establezca expresamente la competencia de la Cámara Nacional de la Seguridad Social para entender en los recursos contencioso-administrativos enumerados en los incisos b), c) y d) del Art. 39 bis del decreto-ley 1285/58, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales, y ella debe ser asignada toda vez que la provincia actora demanda para que se declare la nulidad de actos de una entidad nacional.


    Santiago del Estero, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Impugnación de deuda


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 636/2016, 08 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Suprema Corte de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. Derecho a la sentencia. Privación de justicia. Competencia de la Corte Suprema.


    La causa no puede quedar radicada en la jurisdicción en examen, ya que escapa a la competencia prevista en el Art. 117 de la Ley Fundamental, puesto que si bien es parte una provincia, no se está en presencia en razón de la materia de una causa civil, ni el tema a tratar resulta exclusivamente federal. En efecto, la sociedad actora exige la revisión del actuar de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, extremo que impide subsumir el caso en las categorías en cuestión, en tanto el juzgamiento requeriría el examen y análisis, en sentido estricto, de la conducta de la provincia en la que ésta procedió dentro de las facultades propias reconocidas por los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional. Tal situación, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, requiere que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario. En tales condiciones, y dado que el Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, la acción de amparo intentada resulta ajena a esta instancia. No obstante, toda vez que la garantía constitucional de la defensa en juicio incluye el derecho a obtener un pronunciamiento rápido dentro de un plazo razonable, pues la dilación injustificada de la solución de los litigios implica que los derechos puedan quedar indefinidamente sin su debida aplicación, con grave e irreparable perjuicio de quienes los invocan, y habida cuenta de lo expresado por la actora y de las circunstancias que relata, el Tribunal podría intervenir para determinar si se ha configurado un supuesto de denegación de justicia, de conformidad con el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, ratificado por la Ley 14.467.


    Burcaiva S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1475/2016, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Alícuota. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas CSJ 38/2014 (50-D)/CS1, “Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; B.505, L. XLVIII, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 1279/2013 (49-A), “Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad” y CSJ 2872/15, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”.


    Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 961/2016, 04 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Coparticipación provincial. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 538/2009(45-S)/CS1, "Santa Fe, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Toda vez que la Provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con lo previsto en el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de nuestra Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    La Rioja, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1821/2016, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1187/2016, “Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Toda vez que la Provincia de Jujuy -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la demanda en esta instancia originaria.


    Jujuy, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1126/2016, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo.


    Precedente "Sojo".


    El sub judice no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, toda vez que según se desprende de los términos del escrito de inicio, el actor dirige su pretensión contra el Estado Nacional, que no está aforado a esta instancia originaria de la Corte, por lo que no se configuran los requisitos exigidos por el constituyente para habilitar la tramitación de la causa ante sus estrados. El Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la Ley 48, 2° de la Ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. La facultad de las personas para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no las autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. En virtud de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, el proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Damico, Jorge Alberto c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1504/2016, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Comercio interior. Control de productos alimenticios. Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al fallo de la causa L. 238, L. XLVI “Logistica la Serenisima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad” y otros.


    Las Camelias S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1071/2016, 20 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1033/2016, “INC S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Telecom Personal S.A. c/ Chubut, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1537/2016, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Derecho de registro e inspección. Control de productos alimenticios. Comercio interior. Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al fallo de la causa L. 238, L. XLVI “Logistica la Serenisima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad” y otros.


    Frigorífico Paladini S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1155/2016, 31 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Servicio público. Defensa. Autonomía del Ministerio Público. Remoción de funcionarios públicos. Medidas cautelares. Autonomía provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Cuestión de derecho público local.


    En el presente caso, la materia debatida se vincula con la organización del servicio público de la defensa penal por parte de las autoridades de la Provincia de Santa Fe en ejercicio de la autonomía reservada por el artículo 122 de la Constitución Nacional. El accionante sostiene, en parte, sus planteos en los mandatos federales emergentes de los artículos 5 y 120 de la Constitución Nacional. Asevera que, en marco del régimen republicano de gobierno dispuesto por la Constitución Nacional, la duración y el modo de remoción de la autoridad máxima del servicio de la defensa pública deben tener características mínimas que garanticen su autonomía. Sin embargo, el actor también sostiene la inconstitucionalidad de los artículos 19 y 20 de la Ley provincial 13.014 en su contradicción con los artículos 88, 98, 99, 100, 101, 102, 103, 104 y 105 de la Constitución de la Provincia de Santa Fe. De este modo, la cuestión federal que plantea el actor no es exclusiva, sino que la resolución del conflicto demanda la interpretación y aplicación del derecho público local. Tal como ha entendido la Corte Suprema, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y la decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios del derecho público local, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario.


    Ganon, Gabriel Elías Heriberto c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1149/2016, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Medidas cautelares. Revisión judicial de actos administrativos. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Intervención de terceros. Defensa del consumidor. Autonomía provincial. Renuncia a la competencia. Prórroga de la competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 846/2016, “Provincia del Chubut c/ Estado Nacional - Ministerio de Energía y Minería y otros s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad”.


    Estado Nacional s/ Inhibitoria en autos “Fiscalía de Estado y Programa de Defensa del Consumidor de la Provincia de San Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Energía y Minería de la Nación y otro s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 953/2016, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Persona jurídica pública no estatal. Juicios contra el Estado. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Toda vez que en autos son parte la Provincia de San Juan, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional, y una obra social, con derecho al fuero federal según el Art. 24 de la Ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292, la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales es recurriendo a la competencia originaria.


    San Juan, Provincia de c/ Obra Social para la Actividad Docente s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1100/2016, 04 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Revisión judicial de actos administrativos. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Intervención de terceros. Ombudsman. Gravedad institucional. Autonomía provincial. Renuncia a la competencia. Prórroga de la competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia federal.


    Precedentes “Flores” y “Agropecuaria Mar S.A.”.


    La Corte Suprema de la Nación ha dicho que cuando una provincia y el Estado Nacional son parte sustancial de una controversia el modo de conciliar el derecho de la provincia a la jurisdicción originaria en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y el derecho de la Nación al fuero federal. Sin embargo, también es doctrina de la Corte Suprema que la competencia originaria a favor de las provincias ha sido establecida como una prerrogativa de estas y que, como tal, es prorrogable en beneficio de los tribunales inferiores de la Nación. En este contexto, el hecho de que la provincia del Chubut haya iniciado la presente demanda ante el juez federal con asiento en la ciudad de Rawson debe ser considerado como una clara renuncia a la prerrogativa establecida en el artículo 117 de la Constitución Nacional en su favor y una prórroga en beneficio de los referidos tribunales inferiores. Tal como la Corte Suprema advirtió en el caso “Flores”, remitiéndose a los argumentos del dictamen de la Procuración General de la Nación, “mantener al margen de la voluntad de la provincia la necesidad imperativa e inapelable de someterse a la instancia originaria de la Corte, sólo por ciego apego a la literalidad de los términos normativos, equivaldría, sí, a faltarle el respeto a las autonomías provinciales...”. En el precedente registrado en Fallos: 336:2231, “Agropecuaria Mar S.A.” la Corte enfatizó que “no obsta a la conclusión [a favor de la prórroga de la competencia originaria], la circunstancia de que el derecho invocado en la demanda se encuentre fundado en leyes federales, puesto que corresponde admitir la posibilidad de que también en este tipo de controversias tenga eficacia la voluntad de la provincia de litigar por ante los jueces nacionales de primera instancia en un caso que, en principio, podría corresponder a la competencia originaria de la Corte”. Sin perjuicio de ello, las cuestiones federales planteadas en el sub lite son susceptibles de adecuada tutela por el juez federal interviniente y por la Corte Suprema a través de la vía del recurso extraordinario.


    Procuración del Tesoro de la Nación s/ Inhibitoria en autos “Provincia de Chubut c/ Estado Nacional - Ministerio de Energía y Minería y otros s/ Acción meramente declarativa”


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 846/2016, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Revisión judicial de actos administrativos. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Intervención de terceros. Ombudsman. Gravedad institucional. Autonomía provincial. Renuncia a la competencia. Prórroga de la competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 846/2016, “Provincia del Chubut c/ Estado Nacional – Ministerio de Energía y Minería y otros s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad”.


    Camuzzi Gas del Sur S.A. s/ Inhibitoria: “Provincia de Chubut c/ Estado Nacional – Ministerio de Energía y Minería y otros s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad” (FCR 6987/2016)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 968/2016, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    AFIP DGI. Ejecución fiscal. Deudas provinciales. Administración centralizada. Competencia por la persona. Competencia originaria.


    En atención a la naturaleza de las partes que intervienen en el sub lite, corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Si bien una entidad nacional, la AFIP -que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el Art. 116 de la Constitución Nacional-, dirige su pretensión de cobro de una deuda impositiva y de la seguridad social, contra el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Provincia de Salta -órgano que, tal como surge de la Ley provincial 7.905, integra la administración central de la provincia, por lo que no tiene personalidad jurídica propia y, en consecuencia, no puede actuar por sí mismo, ni en nombre propio, ni ser actor o demandado en un juicio- es dicho estado local quien tiene un interés directo en el pleito y reviste la calidad de parte en la presente causa. Así entonces, la única forma de conciliar lo preceptuado por el Art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en la instancia originaria del Tribunal.


    AFIP DGI c/ Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Provincia de Salta s/ Ejecución fiscal -A.F.I.P.-


    FSA-Justicia Federal de Salta, 5499/2013/CS1, 23 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Amparo por mora. Jubilación por edad avanzada. Juicios en que una provincia es parte. Cuestión no federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, sino que resulta necesario además que la materia tenga un manifiesto contenido federal o se trate de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidos aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. La cuestión planteada exige revisar disposiciones normativas dictadas por las autoridades de la provincia demandada en ejercicio de las facultades reservadas por los arts. 121 y 122 de la Constitución Nacional como fundamento para la denunciada falta de respuesta frente a una solicitud de jubilación por edad avanzada, petición de índole netamente local, lo cual implicaría una injustificada intromisión de la Corte en las potestades propias del gobierno provincial. Al respecto, se ha sostenido que si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte. En tales condiciones, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso previsto en el Art. 14 de la Ley 48. Finalmente, no obsta a lo expuesto la circunstancia de que la actora tenga distinta vecindad con la provincia demandada, toda vez que el fuero federal por las personas cede frente a las causas regidas por el derecho público local, ya que de otra forma se violaría la preeminencia de las autonomías provinciales.


    Prunello, Érica Berta c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 634/2016, 06 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Asistencia médica. Entes autónomos. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema.


    Remisión a los fallos de las causas G. 2462, XLI “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos”, Fallos: 330:5279 y G. 57, XLVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquén, Provincia de”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1323/2016, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1157/2016, “Autosal S.A. c/ Santa Fe, provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Autosal S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1158/2016, 19 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa D. 38, L. L, "Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1752/2016, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1242/2016, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen en la causa CSJ 1.241/2016 “Mastellone San Luis S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1253/2016, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Competencia criminal y correccional.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno.


    G., Patricio s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63717/2015/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia.


    No se advierte circunstancia alguna que surta la jurisdicción originaria de la Corte, que según se ha sostenido de manera reiterada, no puede ser ampliada ni restringida por las partes ni por la ley, ni es, por tanto, susceptible de extensión analógica.


    Instituto A. E. S. s/ Su presentación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1748/2016/CS1, 11 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Juicios entre dos o más provincias. Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Declaración de inconstitucionalidad.


    Actualización de la representación en la cámara de diputados de conformidad con el censo realizado en el año 2010, de conformidad con el art. 45 de la Constitución Nacional. Decreto-ley 22847/83. Improcedencia del precedente “Mendoza”.


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. En cuanto al primero de los requisitos enunciados, se encuentra cumplido, puesto que la citación que efectúan los actores como terceros interesados al pleito de las provincias resulta procedente al concurrir una de las circunstancias que habilitan su intervención obligada, en tanto existe una comunidad de controversia entre éstas y las partes originarias -actores y demandado-, en relación a la causa, es decir, respecto de la aplicación del decreto-ley 22.847/83, que afecta de manera directa y homogénea la representación proporcional de cada una de ellas en la Cámara de Diputados de la Nación, por lo cual, de declarar la Corte procedente la acción, todas las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires deben ser citadas y serán parte nominal y sustancial en el pleito, de acuerdo con la doctrina del Tribunal y, por ende, la sentencia que se dicte les ha de resultar obligatoria. En consecuencia, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el proceso, por un lado las provincias que han sido citadas por los actores -a quienes les concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- y por el otro el Estado Nacional que resulta ser el demandado en el proceso -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria. Con respecto al segundo de los recaudos, también concurre en autos, ya que se cuestiona la validez de un acto de naturaleza federal, el decreto-ley 22.847, y los derechos que pretenden hacer valer los actores se encuentran especialmente regidos por normas de naturaleza federal, los arts. 45 y 46 de la Constitución Nacional, que regulan la representación de la Cámara de Diputados de la Nación. Asimismo, es dable advertir que no se da el supuesto de la causa “Mendoza”, publicada en Fallos: 329:2316, v. cons. 11 a 16, toda vez que ésta sólo se refiere a los casos en que las provincias no resulten aforadas en forma autónoma a la instancia originaria de la Corte, como sí sucede en autos.


    Sisti, Pedro Luis y otro c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 738/2016, 02 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contaminación ambiental. Recursos hídricos interprovinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia por la materia. Competencia originaria.


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. En primer lugar, ello es así en razón de las personas, dado que el pleito se suscita entre dos provincias. Pero también lo es en razón de la materia, en tanto se encuentra en juego la protección y preservación de un recurso de carácter interjurisdiccional. No obstante, la actora somete el conocimiento de la controversia a la Corte en los términos del Art. 127 de la Constitución Nacional, que dispone un mecanismo especial de solución de conflictos, confiriendo expresamente al más alto Tribunal la potestad de dirimir quejas interprovinciales, convirtiéndolo, de ese modo, en un órgano de conciliación, con amplias facultades para determinar el derecho aplicable, a fin de garantizar la paz interior, constituir la unión nacional y promover el bienestar general.


    Buenos Aires, Provincia de c/ La Pampa, Provincia de s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1381/2016, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Incendio y otros estragos. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia.


    Para promover la competencia originaria del Tribunal en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, resulta indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, lo que no se verifica en el sub júdice. Sin perjuicio de ello, no se aprecia de lo actuado, ni existe manifestación alguna que autorice a concluir que el suceso haya afectado el desempeño de sus actividades oficiales, así como tampoco que el delito pudiere haber interferido en las funciones propias de la embajada, sin que baste la mera posibilidad de tal afectación para hacer surtir su competencia excepcional.


    N. N. s/ Incendio u otro estrago (Art. 186, inc. 1)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71353/2016/CS1, 27 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Medida cautelar autónoma. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Acto administrativo. Poder ejecutivo provincial. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial.


    El Art. 6, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, establece que, en las medidas precautorias, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el Art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar además la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En la causa se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. En efecto, la actora cuestiona un acto administrativo dictado por el Poder Ejecutivo de la Provincia de Corrientes por carecer de sus elementos esenciales y ser inconstitucional, al conculcar tanto normas locales como normas nacionales del Código Civil, leyes nacionales 21.477 y 26.741, y el decreto nacional 2973/83. Es decir, se efectúa un planteamiento conjunto de una cuestión local con una de orden federal. La Corte ha dicho que contra las leyes y decretos locales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una Ley es contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la Ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario. Presentándose el último de los supuestos, el juicio debe tramitar ante la Justicia de la Provincia de Corrientes, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad que ejercen los jueces, de nuestro sistema federal y de las autonomías provinciales.


    Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF) c/ Provincia de Corrientes y otro / Medida cautelar autónoma


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 2951/2016/CS1, 26 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Agentes diplomáticos y consulares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Según el Art. 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la competencia originaria y exclusiva de la Corte Suprema de Justicia de la Nación el conocimiento y la decisión de los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros. Ello responde a la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los estados, dada la importancia y delicadeza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar, para sus representantes diplomáticos, las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocerles para el más eficaz cumplimiento de sus funciones. El Art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 determina que dichos asuntos son las causas “...que les afecten directamente por debatirse en ellas derechos que les asisten o porque comprometen su responsabilidad, así como las que en la misma forma afectan a las personas de su familia o al personal de la embajada o legación que tenga carácter diplomático". Los sujetos titulares de ese privilegio son sólo los agentes extranjeros que se encuentran acreditados en nuestro país en algún cargo que les confiera status diplomático en los términos del Art. 1, inc. “e”, de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961.


    Neuquén, Provincia de c/ Kennedy, Robert Ian s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 420/2016, 06 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Faltas del servicio. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Sistema federal. Autonomía provincial. Competencia provincial.


    Precedentes "Barreto" (Fallos: 329:759) y "Aguilar" (Fallos: 329:2069) y de Fallos: 32:120; 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre muchos otros.


    La materia no reviste manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, el actor reclama una indemnización por daños y perjuicios imputándole responsabilidad a la Provincia de Buenos Aires en la comisión de los hechos dañosos, entendida ésta como una “potestad pública” regida por el derecho público local y del resorte exclusivo, por ende, de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional y la doctrina sentada por la Corte en las causas "Barreto" (Fallos: 329:759) y "Aguilar" (Fallos: 329:2069), con independencia del factor de atribución que se invoque. Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la inconstitucionalidad alegada, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el Art. 14 de la Ley 48. En consecuencia, el reclamo del actor deberá ser formulado ante los tribunales que resulten competentes, cuya determinación surgirá según la persona que se demande, puesto que la acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar resulta inadmisible a la luz de las razones expuestas en el caso "Mendoza" (Fallos: 329:2316), toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a la instancia originaria del Tribunal, no existiendo, en principio, razones que autoricen dicha acumulación. Por ende, si demanda a la Provincia de Buenos Aires, como en el caso, se deberá presentar ante sus propios tribunales locales dado el carácter de la materia, que integra el derecho público provincial, como ya se especificó, y si su reclamo se dirige contra la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que no es una provincia, deberá sustanciarse ante los jueces de dicha jurisdicción. En virtud de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre muchos otros, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    M., C. A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1838/2016, 28 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización. Extinción del contrato de trabajo. Despido. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia.


    Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Universidad Nacional de Buenos Aires.


    La Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la Ley 48, 2° de la Ley 4.055 y 24 inc.1°, del decreto-ley 1285/58. Sobre tales bases, el sub judice no corresponde a la competencia originaria toda vez que un particular demanda a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia y a la Universidad de Buenos Aires, que sólo es aforada al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal. La conclusión no se ve modificada por las consideraciones realizadas por el Tribunal en la causa CCC 7614/2015/CNC1-CA1 "Corrales, Guillermo Gustavo y otro s/ hábeas corpus", en tanto ellas se refieren a las facultades jurisdiccionales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, mas no se apartan de la doctrina de la Corte en punto al diferente status jurídico que la Constitución Nacional reconoce a las provincias y a dicha Ciudad, a la que no le corresponden las prerrogativas constitucionales reconocidas únicamente a las provincias de litigar, en los supuestos contemplados por los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental, en la instancia originaria del Tribunal. Dado que el Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso es ajeno al conocimiento del Tribunal.


    Cianciaruso, Adriana Cristina c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 785/2016, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Mala praxis. Falta de servicio público. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Persona pública estatal. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia.


    La Corte sostuvo que se excluye del concepto de “causa civil” a los supuestos en los que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial por los perjuicios derivados de la presunta “falta de servicio” de un órgano estatal, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación concierne al derecho administrativo. Añadió que es del resorte exclusivo de los gobiernos locales conocer en tales casos, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria normas de derecho común o principios generales del derecho. El Art. 129 de la Constitución Nacional reconoce a la Ciudad de Buenos Aires el derecho a la propia jurisdicción, es decir, a ser juzgada por su juez natural, y la materia en debate es propia de la competencia contencioso administrativa que el Art. 8° de la Ley 24.588 atribuye a la justicia de la Ciudad. La omisión por del GCBA en deducir la cuestión de competencia en el marco de la diligencia preliminar realizada con anterioridad a que iniciara la demanda por daños y perjuicios no puede entenderse como un consentimiento de la competencia del juez de la Provincia de Buenos Aires por parte del GCBA, en los términos del Art. 7°, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en razón de que el secuestro de la historia clínica fue encuadrado por el juez nacional en lo civil que ordenó la diligencia como una medida cautelar de conformidad con lo dispuesto por los arts. 221, 232 y concordantes del código procesal. En tales condiciones, resulta aplicable lo dispuesto por el Art. 196, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual "la medida ordenada por un juez incompetente será válida siempre que haya sido dispuesta de conformidad con las prescripciones de este capítulo, pero no prorrogará su competencia”. Por lo demás, al haberse promovido dicha diligencia con anterioridad a que fuera iniciada la demanda por daños y perjuicios contra el GCBA, no existía, en rigor, un proceso principal respecto del cual promover una cuestión de competencia dirigida a que el juez provincial se desprendiera de dichas actuaciones principales.


    V., N. M. y otros c/ F. M. d. M. d. P. y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4774/2015/CS1, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Robo de automotor. Robo de mercaderías. Juicios contra el Estado. Juicios en que la Nación es parte. Obligación de seguridad. AFIP. Pago de tributos. Importaciones. Juicios en que es parte una provincia. Responsabilidad extracontractual. Falta de servicio público. Competencia originaria de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa A. 373, L. XLII, Originario, “AFIP c/ Neuquén, Provincia del s/ Ejecución fiscal". Precedente de la causa B. 2303, L. XL, “Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    No resulta prematura la declaración de incompetencia que efectuó la juez titular del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal. En efecto, ello es así en virtud de los fundamentos expuestos en el dictamen de la causa A. 373, L. XLII, Originario, “AFIP c/ Neuquén, Provincia del s/ Ejecución fiscal", al que cabe remitirse a la brevedad. A fin de resolver una cuestión de competencia, es preciso atender, de manera principal, a la exposición de los hechos que la parte actora efectúa en la demanda, así como también al origen de la acción y a la relación de derecho existente entre las partes y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión, pues deberá estarse a la realidad jurídica y no a la mera voluntad de los litigantes. A partir de la sentencia dictada en la causa B. 2303, L. XL, “Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”, la Corte otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del Art. 116 de la Constitución Nacional, al que expresamente se refiere el Art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, coincidiendo así con el criterio de este Ministerio Público sostenido desde hace más de veinte años. Se excluye de tal naturaleza a los supuestos de presunta "falta de servicio" por entender que se trata de una materia propia del derecho público provincial y que su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, forzoso es colegir que tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. Por aplicación de este criterio, el reclamo dirigido contra la Provincia de Santa Fe corresponde al conocimiento de los jueces provinciales y, por ende, no procede su citación como tercero en este pleito, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esas controversias sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el Art. 14 de la Ley 48. Despejado lo anterior, es menester poner de relieve que el Estado Nacional y la Administración Federal de Ingresos Públicos no resultan aforados en forma autónoma a esta instancia, razón por la cual las pretensiones singulares que aquí se intentan contra ellos resultan ajenas a la competencia originaria de la Corte.


    Romeu i Dolvitsch & Cía. Limitada c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7302/2013, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contencioso administrativa. Obra social provincial. Régimen jubilatorio provincial. Aportes previsionales. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Artículo 24 de la ley nacional 23.660.


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que son parte la Provincia de Santiago del Estero, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional, y una entidad de obra social -OSPLAD-, con derecho al fuero federal.


    Santiago del Estero, Provincia de c/ Obra Social para la actividad docente s/ Nulidad de acto administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1630/2016, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria.


    Cobro de pesos.


    En atención a la naturaleza de las partes que intervienen, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Es que una entidad nacional, la AFIP -que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el Art. 116 de la Constitución Nacional-, demanda a la Provincia de Santa Cruz -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional-. Así entonces, la única forma de conciliar lo preceptuado por el Art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en la instancia originaria del Tribunal.


    Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1154/2016, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Persona jurídica pública no estatal. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el Art. 24 de la Ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292, y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional, la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales es recurriendo a la competencia originaria.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Chaco, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1421/2016, 26 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Persona jurídica pública no estatal. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el Art. 24 de la Ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292, y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional, la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales es recurriendo a la competencia originaria.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Chubut, Provincia del s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1424/2016, 26 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Incumplimiento de convenio. Licitación pública. Juicios entre dos o más provincias. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    El análisis de la controversia no involucra cuestiones federales sobre las cuales deba emitir opinión este Ministerio Público, sino que el abordaje de tales problemas requiere la valoración de los hechos y las pruebas ajenas a este órgano, cuya interpretación y decisión corresponde a los jueces de la causa.


    Chubut, Provincia de c/ Río Negro, Provincia de s/ Incumplimiento de convenio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 644/2001/(C-37)/CS1, 23 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo. Alumbrado, barrido y limpieza. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia.


    Remisión al fallo de la Corte G. 2462, L. XLI, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos”, y al dictamen de la causa G. 57, L. XLVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquén, Provincia de”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1563/2016, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo. Alumbrado, barrido y limpieza. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Universidades nacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia.


    El sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que según se desprende de los términos del escrito de inicio, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia, demanda a una entidad nacional, la Universidad de Buenos Aires, que sólo es aforada al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal.



    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Universidad de Buenos Aires s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1361/2016, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo. Certificado de deuda. Título ejecutivo hábil. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el Art. 24 de la Ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la actividad docente (OSPLAD) c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1647/2016, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo. Certificado de deuda. Título ejecutivo hábil. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el Art. 24 de la Ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la actividad docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1796/2016, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo. Gastos médicos. Hospitales públicos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia.


    Remisión al fallo de la Corte G. 2462, L. XLI, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos”, y al dictamen de la causa G. 57, L. XLVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquén, Provincia de”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Chaco, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1564/2016, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo. Intimación de pago. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia.


    Causa en que son parte la Ciudad y una Provincia. Facultades de jurisdicción. Remisión al fallo de la causa G. 2462, L. XLI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos", y al dictamen de la causa G. 57, L. XLVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquén, Provincia de".


    La conclusión no se ve modificada por las consideraciones realizadas por el Tribunal en la causa CCC 7614/2015/CNC1-CA1 “Corrales, Guillermo Gustavo y otro s/ Hábeas corpus", con relación a las facultades jurisdiccionales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en tanto ellas no se apartan de lo expresado en el precedente de Fallos: 330:5279 en el sentido de que "el reconocimiento a la ciudad autónoma de facultades propias de jurisdicción sólo tiene el preciso alcance de atribuir a las autoridades locales de poderes para resolver ciertas colisiones efectivas de derechos, mas esas facultades no son incompatibles ni configuran un impedimento para que dicho Estado sea sometido a otras jurisdicciones de inequívoca raigambre constitucional, como son las expresamente reconocidas a los estados provinciales y a la Nación de litigar sólo ante sus propios tribunales, fuera de los supuestos típicos y de excepción asignados a la competencia originaria de esta Corte”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 589/2016, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo. Intimación de pago. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia.


    Causa en que son parte la Ciudad y una Provincia. Facultades de jurisdicción. Remisión al fallo de la causa G. 2462, L. XLI, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos”, y al dictamen de la causa G. 57, L. XLVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquén, Provincia de”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1057/2016, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo. Intimación de pago. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia.


    Causa en que son parte la Ciudad y una Provincia. Facultades de jurisdicción. Remisión al fallo de la causa G. 2462, L. XLI, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos”, y al dictamen de la causa G. 57, L. XLVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquén, Provincia de”.


    La conclusión no se ve modificada por las consideraciones realizadas por el Tribunal en la causa CCC 7614/2015/CNC1-CA1 “Corrales, Guillermo Gustavo y otro s/ Hábeas corpus", con relación a las facultades jurisdiccionales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en tanto ellas no se apartan de lo expresado en el precedente de Fallos: 330:5279 en el sentido de que "el reconocimiento a la ciudad autónoma de facultades propias de jurisdicción sólo tiene el preciso alcance de atribuir a las autoridades locales de poderes para resolver ciertas colisiones efectivas de derechos, mas esas facultades no son incompatibles ni configuran un impedimento para que dicho Estado sea sometido a otras jurisdicciones de inequívoca raigambre constitucional, como son las expresamente reconocidas a los estados provinciales y a la Nación de litigar sólo ante sus propios tribunales, fuera de los supuestos típicos y de excepción asignados a la competencia originaria de esta Corte".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 332/2016, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado. AFIP. Juicios en que es parte una provincia. Impugnación del acto administrativo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria.


    Toda vez que, en autos, la Provincia de Mendoza dirige su pretensión contra una entidad nacional -la AFIP- la única forma de conciliar lo preceptuado por el Art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en la instancia originaria de la Corte.


    Mendoza, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Impugnación de acto administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1292/2016, 27 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Obras sociales. Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Doctrina de Fallos: 315:2292 ("Tallarico").


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el Art. 24 de la Ley nacional 23.660, y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional, resulta que esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de un certificado de deuda que tiene su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la actividad docente (OSPLAD) c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1744/2016, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa H. 114, L. L, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Maycar S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1557/2016, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. AFIP. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria.


    Toda vez que una Provincia dirige su pretensión contra una entidad nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el Art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley fundamental, es sustanciar la acción en esta instancia.


    Tucumán, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1450/2016/1, 19 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Lesiones culposas. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Al revestir el imputado status diplomático, el presente caso correspondería a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. Correspondería requerir por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad exigida por el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto-ley 1285/58 y el artículo 32 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, para que pueda ser sometido a juicio.


    I., Vladimir y otro s/ Lesiones culposas (Art. 94 - 1° párrafo)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46740/2014/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Medidas cautelares contra el Estado. AFIP. Juicios en que es parte una provincia. Coparticipación federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 1039/2008 (44-13) /CS1, “San Luis, provincia de c/ Estado Nacional y otra s/ Cobro de pesos” y CSJ 539/2009 (45-S), “Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Toda vez que una Provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria.


    Formosa, Provincia de c/ Estado Nacional


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1496/2016/1, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Procesos de ejecución. Ejecución fiscal. Deuda pública provincial. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Obra Social para la actividad docente.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el Art. 24 de la Ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 -"Tallarico"- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. La demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la actividad docente (OSPLAD) c/ Chaco, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1646/2016, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Protección de los indígenas. Derechos del aborigen. Tobas. Central nuclear. Materiales nucleares. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Causas regidas por normas federales. Interpretación de leyes federales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Derecho a la consulta y participación. Procesamiento de Uranio.


    La Comunidad Toba de Nam Qom plantea que, al ordenarse la construcción de una planta de una sociedad anónima estatal destinada al procesamiento de uranio cerca de donde habitan sus integrantes, se violó su derecho a la consulta y participación contemplado en la Constitución Nacional y en el Convenio 169 de la OIT. Las presentes actuaciones corresponden a la competencia originaria de la Corte Suprema establecida en los artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1, del decreto-ley 1285/58 en tanto se encuentran demandados el Estado Nacional y una provincia, y la causa reviste un manifiesto contenido federal. Las particulares circunstancias de este caso, indican que el Estado Nacional y la provincia integran el pleito de modo sustancial. En efecto, el objeto central de la consulta demanda que el Estado Nacional y la Provincia de Formosa sean partícipes fundamentales de ella. Las autoridades pertinentes del Estado Nacional y de la provincia eventualmente tendrían, entonces, la responsabilidad de garantizar que el derecho a la consulta y participación se lleve a cabo de conformidad con el artículo 6 del Convenio 169 de la OIT y los estándares internacionales en la materia. Por lo tanto, toda vez que el Estado Nacional tiene derecho a ser demandado en sede federal de conformidad con el artículo 116 de la Constitución Nacional y que a la Provincia de Formosa le corresponde la competencia originaria de la Corte Suprema según el artículo 117 de ese texto legal, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria. Por otra parte, para que proceda la competencia originaria en los juicios en los que una provincia es parte es necesario examinar la materia sobre la que versa la causa. Concretamente, se debe determinar si el caso reviste un manifiesto contenido federal. Este requisito exige que la demanda entablada se funde exclusivamente en cláusulas constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso de la Nación o en tratados, de tal modo que la cuestión federal sea aquella predominante en la causa. En el presente caso, la resolución del litigio requiere la interpretación y aplicación de normas pertenecientes al ordenamiento jurídico federal, en especial, del derecho a la consulta y participación de los pueblos indígenas, tutelado en el artículo 75, inciso 17, de la Constitución Nacional y en el mencionado Convenio de la OIT. Ese derecho que garantiza la consulta y participación de las comunidades indígenas en la toma de decisiones susceptibles de afectar sus intereses -especialmente, aquellas que puedan tener impacto significativo en sus territorios y recursos naturales- ha sido concebido como la piedra angular del Convenio 169 de la OIT, en tanto constituye un instrumento esencial para asegurar que las comunidades gocen de la totalidad de sus derechos reconocidos en ese convenio y en los restantes instrumentos internacionales. Asimismo, la preeminencia de la materia federal resulta del hecho de que la cuestión controvertida involucra competencias que han sido reservadas al Estado Nacional. En particular, la labor desarrollada por Dioxitek compromete cuestiones relativas al diseño de la política nuclear y energética nacional, ambas reservadas al gobierno federal. En efecto, el Estado Nacional es quien fija la política en materia nuclear en los términos de la Ley 24.804, a la vez que ejerce las funciones de investigación, desarrollo, fiscalización y control de la actividad nuclear a través de la Comisión Nacional de Energía Atómica y la Autoridad Regulatoria Nuclear (art. 1).


    Comunidad Toba Nam Qom c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 6231/2014/CS2, 14 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1103/2016, "Laboratorios Andrómaco S.A.I.C.I. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Laboratorios Andrómaco S.A.I.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1555/2016, 13 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1103/2016, "Laboratorios Andrómaco S.A.I.C.I. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Laboratorios Andrómaco S.A.I.C.I. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1304/2016, 13 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1156/2016, "Campari Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Campari Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1198/2016, 19 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Regalías petrolíferas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los dictámenes de las causas Y. 19, L. XLII, “YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ medida cautelar” y E.113, L. XLV, “Enap Sipetrol Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ medida cautelar” y R. 92, L. XLVIII, “Roch S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur s/ medida cautelar”.


    La repetición de un impuesto pagado, mediante la declaración de su inconstitucionalidad, hace surgir su competencia originaria, añadiendo que su intervención no puede quedar subordinada al cumplimiento de requisitos exigidos por leyes locales como, por ejemplo, las que imponen el agotamiento de la instancia administrativa.


    SINOPEC Argentina Exploration and Prodution Inc., sucursal Argentina c/ Chubut, Provincia de s/ acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 815/2016, 26 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Regalías petrolíferas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los dictámenes de las causas Y. 19, L. XLII, “YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ medida cautelar” y E.113, L. XLV, “Enap Sipetrol Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ medida cautelar” y R. 92, L. XLVIII, “Roch S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur s/ medida cautelar”.


    SINOPEC Argentina Exploration and Prodution Inc., sucursal Argentina c/ Chubut, Provincia de s/ acción declarativa (art. 322 Código Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 816/2016, 26 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Establecimientos industriales. Convenio multilateral. Igualdad tributaria. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a la sentencia de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN) " y CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)”.


    Helacor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1580/2016, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1186/2016 "Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"


    Toda vez que la Provincia de Formosa –a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental-, corresponde sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    Formosa, Provincia de c/ Estado Nacional


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1644/2016/1, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Mercado eléctrico mayorista. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1001/2016/1, "Central Puerto S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Central Puerto S.A. c/ Río Negro, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1374/2016/1, 23 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Resoluciones aduaneras. Nulidad de la resolución. Juicios en que es parte una Provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que la Provincia de Tucumán dirige su pretensión contra una entidad nacional –la AFIP-, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el Art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley fundamental, es sustanciar la acción en esta instancia.


    Tucumán, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1451/2016/1, 10 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1241/2016 “Mastellone San Luis S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1261/2016, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Impuesto de sellos. Competencia De La Corte Suprema. Competencia Originaria.


    Remisión al fallo de la causa C.37, L.XLVIII, “Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires, Provincia de s/amparo”.


    La competencia originaria de la Corte procede si una Provincia es parte, cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Cabe asignar manifiesto contenido federal al presente caso toda vez que se cuestiona una Ley local por ser contraria a la Constitución Nacional y ello exige dilucidar si el accionar proveniente de la autoridad local interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación respecto de la regulación del comercio interjurisdiccional que le corresponde. En tanto la causa versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de un Estado provincial, resulta competente la justicia nacional para entender en ella.


    Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1295/2016, 10 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; “Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 3992/2015, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)” y CSJ 2902/2015, “Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (Art. 322 CPCCN)”.


    Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1293/2016, 10 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; “Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; H. 114, L.L, “Harriet y Donelly S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 3992/2015, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)” y CSJ 2902/2015, “Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (Art. 322 CPCCN)”.


    Liliana S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1372/2016, 10 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Impuesto sobre los Ingresos Brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; “Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 3992/2015, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)” y CSJ 2902/2015, “Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (Art. 322 CPCCN)”.


    Roemmers S.A.I.C.F. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1303/2016, 10 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Impuesto sobre los Ingresos Brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; “Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; H. 114, L.L, “Harriet y Donelly S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 3992/2015, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)” y CSJ 2902/2015, “Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (Art. 322 CPCCN)”.


    Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1343/2016, 10 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Impuesto sobre los Ingresos Brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; “Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; H. 114, L.L, “Harriet y Donelly S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 3992/2015, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)” y CSJ 2902/2015, “Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (Art. 322 CPCCN)”.


    Holcim (Argentina) S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1400/2016, 10 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso de nulidad. Juicios contra el Estado. Acción meramente declarativa. Asignaciones familiares. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1186/2016 "Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que la Provincia de Tucumán dirige su pretensión contra una entidad nacional –la AFIP- la única forma de conciliar lo preceptuado por el Art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley fundamental, es sustanciar la acción en esta instancia


    Tucumán, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1599/2016, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Estado de incertidumbre. Impuesto sobre los ingresos brutos. Industria lechera. Productos lácteos. Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; y otros.


    Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 948/2016, 05 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Coparticipación de impuestos. Acuerdo federal. Retenciones impositivas. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 538/2009 (45-S)/CS1, “Santa Fe, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Toda vez que la Provincia La Rioja – a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional – demanda al Estado Nacional - que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental -, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esa instancia originaria.


    La Rioja, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 975/2016, 31 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Alícuota. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; H. 114, L. L, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1279/2013 (49-A) "Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y en CSJ 3992/2015 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Informática Fueguina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 836/2016, 01 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Alícuota. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza "; CSJ 1279/2013 (49-A) "Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y CSJ 2.872/15, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)".


    Peugeot Citroën Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 791/2016, 25 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Alícuota. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza "; CSJ 1279/2013 (49-A) "Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y CSJ 2.872/15, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)".


    Pla S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 854/2016, 18 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Alícuota. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza "; CSJ 1279/2013 (49-A) "Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y S. 205, L. L, "Sidersa S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    B.G.H. S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 796/2016, 18 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Alícuota. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa H. 114, L. L "Harriet y Donelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; y al fallo de la causa CSJ 2.872/15, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)".


    Edgar A. Ciribe S.A. c/ Córdoba Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 922/2016, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Alícuota. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa H. 114, L. L "Harriet y Donelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; y al fallo de la causa CSJ 2.872/15, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)".


    Gagliardo Agrícola Ganadera S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 885/2016, 24 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Ley provincial. Impuesto sobre los ingresos brutos. Impuesto de sellos. Competencia originaria.


    Actos administrativos de autoridades provinciales.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En este orden de ideas, en el sub lite se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. No es óbice a lo expuesto el hecho de que la demandante invoque la afectación del principio de legalidad en materia tributaria, así como la prohibición de delegación legislativa en el Poder Ejecutivo, y de los principios de igualdad y razonabilidad consagrados en los arts. 16 y 28 de la CN, puesto que su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por si sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional (art. 18, segunda parte, de la Ley nacional 16.986) o, en razón de la materia, cuando "versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación" en sentido estricto, esto es, cuando la solución de la causa dependa de la interpretación y aplicación exclusiva de normas federales, supuestos que no se presentan en autos ya que, cuanto menos, deberá efectuarse una interpretación de las normas que regulan los tributos en el Código Fiscal de la Provincia así como en las distintas resoluciones locales invocadas. Ello es así, en atención a que el respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48 como ya fue enunciado.


    Crebus S.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 826/2016, 24 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Generación de energía eléctrica. Mercado eléctrico. Competencia por la materia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Lo medular de la cuestión planteada exige determinar, en forma previa, si la pretensión de la Provincia de Mendoza de gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos la actividad de la actora de generación y comercialización de energía eléctrica en el Mercado Mayorista, invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en esta materia. Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2°, inc. 1°) de la Ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina la Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. El núcleo del planteamiento que se efectúa en autos remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances del Art. 75 incs. 13 y 18 de la Constitución Nacional, así como de disposiciones que integran el marco regulatorio eléctrico, que revisten inequívoco carácter federal, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega, por lo que cabe asignar manifiesto contenido de igual naturaleza a la materia del pleito. La invocación del Pacto federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento que en su escrito de inicio efectúa la actora en nada modifica lo expuesto, ya que ella solo se refiere al apartado 2, del Art. 1° de dicho instrumento, norma a la que la Corte le ha atribuido carácter federal en razón de la materia que regula: la energía eléctrica.


    Central Puerto S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1001/2016/1, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Medidas cautelares contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a Fallos: 329:3890 y otros.


    La cuestión debatida resulta sustancialmente análoga a la que fue objeto de tratamiento por el Tribunal en las causas: O. 459, L. XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, sentencia del 19 de septiembre de 2006, Fallos: 329:3890; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, sentencia del 28 de agosto de 2012; B. 505, L. XLVIII, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, sentencia del 24 de septiembre de 2013; CSJ 1279/2013 (49-A) “Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, sentencia del 3 de marzo de 2015; S. 205, L. L, “Sidersa S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, sentencia del 7 de julio de 2015, y en CSJ 3992/2015 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, sentencia del 23 de febrero de 2016, entre otras.


    Bridgestone Argentina S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 724/2016, 02 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Acción meramente declarativa. Alícuota. Impuesto sobre los ingresos brutos.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 796/2016, “BGH S.A. c/ Santa Fe, provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    BGH S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 795/2016, 18 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Declaración de inconstitucionalidad. Coparticipación de impuestos. Coparticipación provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 470/2009 “Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1187/2016, 23 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Medidas cautelares. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto a las ganancias. Juicios contra el Estado. Coparticipación federal. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, éste corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae. En efecto, toda vez que la actora es la Provincia de Buenos Aires y es demandado el Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el Art. 116 de la Constitución Nacional, entiendo que la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la demanda en esa instancia originaria.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional y otros


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1201/2016/1, 23 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Estado de incertidumbre. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.l.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.l.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; H. 114, L. L, "Harriet y Donelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1279/2013 (49-A) "Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/15, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)".


    Promedon S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1243/2016, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Impuesto inmobiliario. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al fallo de la causa P. 582, L. XXXIX, “Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. En efecto, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la Predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Esta última hipótesis es la que se presenta en el sub examine, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, la actora persigue que la Corte declare la inconstitucionalidad del Art. 169 del código fiscal de la Provincia de Buenos Aires (Ley 10.397, t.o. conf. Ley 14.394) que instituye el impuesto inmobiliario complementario y que, en consecuencia se ordene a la demandada cesar en su intento "arbitrario e ilegitimo" de exigirle a la actora su pago, todo ello por resultar contrario a los derechos constitucionales de propiedad y legalidad, consagrados en los arts. 17 y 31 del Estatuto Fundamental, y violatorio del régimen de coparticipación federal de impuestos (v. Ley 23.548 Y Art. 75 inc. 2, de la Constitución Nacional). En tales condiciones, el planteamiento efectuado resulta conjunto, en tanto incluye cuestiones federales y locales, por lo que resulta aplicable al caso la doctrina adoptada por la Corte en la causa P. 582, L. XXXIX, “Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa", (Fallos: 332:1007) en la cual se señaló que el régimen de coparticipación federal, aunque con diversa jerarquía, forma parte integrante del plexo normativo local. En consecuencia, a la luz de tal criterio en su concreta aplicación al sub judice, la materia del pleito reviste naturaleza local, circunstancia que impone su conocimiento y resolución por parte de los magistrados del mismo carácter. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48.


    Inversora del Norte S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 967/2016, 04 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Impuesto sobre el precio de cigarrillos. Coparticipación provincial. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa S. 1073, L. XLVII, "San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Cobro de pesos".


    Toda vez que la Provincia de Formosa –a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    Formosa, Provincia de c/ Estado Nacional


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1643/2016/1, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Establecimientos industriales. Igualdad tributaria. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a la sentencia de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1.279/2013/49/A, "Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" y CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN) ".


    Caimán S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1610/2016, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Coparticipación de impuestos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria.


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 538/2009 (45-S)/CS1, "Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", y CSJ 786/2013 (49-C)/CS1, "Córdoba, Provincia de c/ Estado Nacional y otro s/ Ordinario”.


    Toda vez que la Provincia de Buenos Aires -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la demanda en esta instancia originaria.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1062/2016, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Coparticipación de impuestos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 538/2009 (45-S)/CS1, "Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Toda vez que la Provincia de Salta -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la demanda en esta instancia originaria.


    Salta, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1182/2016, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Coparticipación de impuestos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 538/2009 (45-S)/CS1, "Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Toda vez que la Provincia de Santa Cruz -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la demanda en esta instancia originaria.


    Santa Cruz, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 568/2016, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Coparticipación de impuestos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 538/2009 (45-S)/CS1, "Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Toda vez que la Provincia de Santiago del Estero -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la demanda en esta instancia originaria.


    Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1189/2016, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Actividad industrial. Envases plásticos. Impuesto sobre los ingresos brutos. Discriminación. Comercio interior. Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa H. 114, L. L “Harriet y Donelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza” y al fallo de la causa CSJ 2872/15, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”.


    Rio Chico S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1138/2016, 19 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Industria automotriz. Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de la Corte: O. 459, L. XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; B. 505, L. XLVIII, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y en CSJ 3992/2015, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, entre otros.


    Renault Argentina S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1508/2016, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Industria lechera. Medida de no innovar. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de la Corte: O. 459, L. XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; B. 505, L. XLVIII, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y en “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, entre otros.


    Manfrey cooperativa de tamberos de comercio e industrialización limitada c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1565/2016, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Establecimientos industriales. Igualdad tributaria. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a la sentencia de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN) " y CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)”.


    Ivax Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1578/2016, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Alícuota: impuesto sobre los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas: 0.459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; A.47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1279/2013 (49-A), “Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; y CSJ 2872/15, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”.


    Cosméticos Avon S.A.C.I. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1032/2016, 04 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Alícuota: impuesto sobre los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas: 0.459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A.47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; B.505, L. XLVIII, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 3992/2015 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" y CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”.


    Roemmers S.A.I.C.F. c/ Corrientes, Provincia de c/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 986/2016, 04 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Declaración de inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Garantías constitucionales. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria.


    Arts. 178, inc. a) y 188 del código tributario provincial (Ley 6.006, t.o. 2015).


    El planteamiento que efectúan los actores reviste un manifiesto contenido federal y, por ende, es apto para surtir la competencia originaria de la Corte, pues, según se desprende de los términos de la demanda, en tanto lo que cuestionan son las normas locales que dan sustento a la pretensión de la Provincia de Córdoba de considerar a la actora como contribuyente, y a los restantes actores como responsables solidarios, en el impuesto provincial a la mera compra -por la adquisición de productos primarios para industrializarlos y venderlos fuera de su territorio- por considerar que resultan contrarias de modo directo y exclusivo a los derechos y cláusulas consagradas en los arts. 9, 10, 11, 12, 16, 28, 75, incs. 13, 18 Y 19, y 126 de la Constitución Nacional. En particular, lo medular del planteamiento que se efectúa se vincula con determinar si el hecho imponible a la mera compra genera una traba o una carga al comercio interprovincial, lo que exige -necesaria e ineludiblemente desentrañar el sentido y los alcances del Art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional y dilucidar, en forma previa, si la actuación de las autoridades provinciales invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación. Tal circunstancia, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2°, inc. 1°), de la Ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las provincias y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Por lo expuesto, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora- el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Arre-Beef S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1049/2016, 10 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Impuesto a los ingresos brutos. Interpretación de leyes federales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia.


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, hipótesis es la que se presenta en el sub lite, toda vez que las actoras ponen en tela de juicio normas de la Provincia de Santa Fe por ser contrarias a lo dispuesto en varias disposiciones de la Constitución Nacional, y a la Ley de Entidades Financieras 21.526. En tales condiciones cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, el pleito corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    ADEBA Asociación de Bancos Privados de Capital Argentino c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 829/2016, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y CSJ 2872/15, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”.


    Laboratorios Andrómaco S.A.I.C.I. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1103/2016, 04 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1279/2013 (49-A) "Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y CSJ 2872/15, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”.


    Inc S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1033/2016, 04 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa H. 114, L. L "Harriet y Donelly S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y al fallo de la causa CSJ 2872/15, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)".


    Peugeot Citroën S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1041/2016, 04 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa H. 114, L. L, "Harriet y Donelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; y al fallo de la causa CSJ 2872/15, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)".


    Kiskali S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1102/2016, 04 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad, Fallos: 329:3890; "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; H. 114, L. L, "Harriet y Donelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/15, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; y CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)".


    Celomat S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1454/2016, 10 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad, Fallos: 329:3890; "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; H. 114, L. L, "Harriet y Donelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/15, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; y CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)".


    Roemmers S.A.C.I.F. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1778/2016, 10 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En el sub lite se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. El respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48.


    Cassini y Cesaratto S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 921/2016, 10 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Impuestos provinciales. Impuesto a los automotores. Superposición de impuestos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia.


    De los términos de la demanda se desprende que se demanda a la Provincia de Santa Fe y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires cuestionando la pretensión de cada una de las jurisdicciones, sustentada en normas locales (sus respectivos códigos fiscales) y en actos dictados en su consecuencia, de obtener de la actora el cobro de la totalidad del impuesto automotor sobre los mismos bienes automotores en cada una de ellas, por considerar que la pretensión fiscal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires viola el principio de supremacía federal al no configurarse en dicha jurisdicción los elementos integrantes del hecho imponible y, en particular, el del sustento territorial. En lo atinente a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires es del caso recordar que el Tribunal ha señalado en numerosos precedentes que ella no es una provincia argentina, por lo que queda excluida de la competencia originaria ante la Corte, asignada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional. En relación a la Provincia de Santa Fe, debe puntualizarse que el Tribunal ha dejado sentado que para que proceda la competencia originaria de la Corte –establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58-, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En la causa se presenta esta última hipótesis, ya que la cuestión planteada exigirá que, cuanto menos, se deba efectuar una interpretación de las normas que regulan los tributos en el Código Fiscal de la Provincia así como de los actos locales invocados, sin que surja nítido que el planteo revista un manifiesto contenido federal, por lo que no es apto para surtir la competencia originaria de la Corte. En tales condiciones, dado que el Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, la causa no corresponde a la competencia originaria del Tribunal. Ello es así, en atención a que el respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48.


    Autocrédito S.A. de capitalización c/ Santa Fe, Provincia de y otra s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1239/2016, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Mercado eléctrico mayorista. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1001/2016/1, "Central Puerto S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Industrias Juan F. Secco S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1645/2016, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Actividad industrial. Medicamentos. Impuesto sobre los ingresos brutos. Comercio interior. Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a Fallos: 329:3890 y otros.


    Laboratorios Andrómaco S.A.I.C.I. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1125/2016, 12 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Elaboración de bebidas alcohólicas. Impuesto sobre los ingresos brutos. Comercio interior. Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a Fallos: 329:3890 y otros.


    Campari Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1156/2016, 19 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Elaboración de bebidas alcohólicas. Impuesto sobre los ingresos brutos. Comercio interior. Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a Fallos: 329:3890 y otros.


    Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1196/2016, 20 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Elaboración de bebidas alcohólicas. Impuesto sobre los ingresos brutos. Comercio interior. Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a Fallos: 329:3890 y otros.


    Cepas Argentinas S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1197/2016, 20 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Actividad agropecuaria. Aceites comestibles. Comercio interior. Medida de no innovar. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de la Corte: O. 459, L. XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; B. 505, L. XLVIII, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y en H. 114, L. L, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”, entre otros.


    Entre Ríos Crushing S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1528/2016, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Actividad agropecuaria. Tabaco. Cigarrillos. Principios tributarios. Igualdad tributaria. Comercio interior. Comercio exterior. Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de la Corte: O. 459, L. XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; B. 505, L. XLVIII, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y en CSJ 3992/2015, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, entre otros.


    Nobleza Piccardo S.A.I.C. y F. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1542/2016, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Actividad industrial. Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a Fallos: 329:3890 y otros.


    Autosal S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1157/2016, 19 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Generación de energía eléctrica. Exenciones impositivas. Afectación al servicio público. Comercio interior. Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1001/2016/1, “Central Puerto S.A. c/ Mendoza Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Industrias Juan F. Secco S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1142/2016, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Industria químico farmacéutica. Convenio multilateral. Igualdad tributaria. Comercio exterior. Comercio interior. Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de la Corte: O. 459, L. XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; B. 505, L. XLVIII, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y en CSJ 3992/2015, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, entre otros.


    Laboratorio Elea S.A.C.I.F. y A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1477/2016, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Transporte de energía eléctrica. Exenciones impositivas. Canon administrativo. Facultades delegadas. Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas C. 253, L. XLIX, “Central Puerto S. A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Medida cautelar”, e I. 2, L. L, “Integración Eléctrica Sur Argentina S.A. c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza”.


    La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2°, inc. 1°) de la Ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina la Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. El núcleo del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de las leyes 15.336 y 24.065 -que integran el marco regulatorio eléctrico- y de los arts. 31 y 75, incs. 13, 14, 18 y 32 de la Constitución Nacional, que revisten inequívoco carácter federal, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega. Lo que determina la competencia federal es la cuestión constitucional atinente a la alegada afectación que la pretensión tributaria local podría producir en la regulación del sistema de energía eléctrica, que es materia reservada al ejercicio de los poderes del gobierno central.


    Transportadora Mar del Plata S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1425/2016, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Transporte de pasajeros. Coparticipación de impuestos. Principios tributarios. Comercio interior. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4325/2015, “Derudder Hermanos S.R.L. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Derudder Hermanos S.R.L. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1131/2016, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Impuestos provinciales. Impuesto de sellos. Radiodifusión. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1.285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. En el sub lite se presenta la primera de las hipótesis señaladas, pues más allá de que la actora dirija esta acción contra una norma local, funda su pretensión directa y exclusivamente en cláusulas de la Constitución Nacional y en las disposiciones federales que regulan el régimen del servicio de radiodifusión y complementarios que regulan su actividad. En efecto, la cuestión federal es exclusiva en tanto lo medular del planteamiento remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances del Art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional, así como de las disposiciones que integran el marco regulatorio de los servicios de radiodifusión que revisten inequívoco carácter federal, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que alega, por lo que cabe asignar manifiesto contenido de igual naturaleza a la materia del pleito. Además, toda vez que el asunto exige dilucidar si la potestad tributaria que pretende ejercer la provincia invade un ámbito que le es propio a la Nación en materia de servicios de radiodifusión, la acción se encuentra entre las causas especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2°, inc. 1°, de la Ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Federal.


    DirecTV Argentina S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1166/2016, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Impuestos provinciales. Transporte de energía eléctrica. Exenciones impositivas. Acuerdos de interconexión energética. Medida de no innovar. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas C. 253, L. XLIX, “Central Puerto S. A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Medida cautelar”, e I. 2, L. L, “Integración Eléctrica Sur Argentina S.A. c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza”.


    Transportadora del Norte S.A. y otra c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1553/2016, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Coparticipación de impuestos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 538/2009 (45-S)/CS1, "Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Toda vez que la Provincia de Jujuy -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la demanda en esta instancia originaria.


    Jujuy, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1124/2016, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Acción meramente declarativa. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad, Fallos: 329:3890; "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/15, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; y CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)".


    Alicorp Argentina S.C.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1130/2016, 10 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Garantías constitucionales. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria.


    Comercio interprovincial. Remisión a las causas CSJ 3992/2015, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad” y CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”. Precedentes de Fallos: 327:1789 y 332:998.


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte en razón de la materia, tal como se sostuvo, opinión a la que la Corte adhirió en su sentencias en las causas CSJ 3992/2015, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad” y CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”, a los que cabe remitirse a los fundamentos allí expuestos. Ello, en relación con los hechos expuestos por las partes y con el marco jurídico del asunto a resolver, pues cabe asignarle un manifiesto contenido federal a la materia en debate, toda vez que la actora entiende que los textos normativos provinciales son contrarios exclusivamente a la Constitución Nacional, sin fundar su impugnación en los compromisos asumidos en el Pacto para el Empleo, la Producción y el Crecimiento celebrado entre la demandada y el Estado Nacional el 12 de agosto de 1993. De ahí pues que, contrariamente a lo sostenido por la excepcionante, este asunto difiere sustancialmente del examinado por el Tribunal en los precedentes publicados en Fallos: 327:1789 y 332:998, en los cuales se invocaba, entre otros agravios, también la violación del pacto mencionado. Ello es así, puesto que lo medular de la disputa remite directa e inmediatamente a desentrañar la inteligencia de los arts. 9°, 10, 11 y 75, inc. 13, de la Constitución Nacional, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia, lo que permitirá apreciar si existe la mentada violación. En consecuencia, al vincularse el asunto en examen con el comercio interprovincial, la cuestión reviste naturaleza federal, pues exige dilucidar si la actuación de las autoridades locales invade el ámbito que le es propio a la Nación en esa materia. Por ello, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2°, inc. 1°, de la Ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. En tales condiciones, el proceso debe sustanciarse ante la Corte en instancia originaria, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - Repetición de impuesto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 110/2015, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas “Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; H. 114, L.L, “Harriet y Donelly S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza";CSJ 3992/2015, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad” y CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)”.


    Mastellone San Luis S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1241/2016, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; H. 114, L. L, "Harriet y Donelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1279/2013 (49-A), "Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y CSJ 2872/15, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)".


    Milkaut S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1286/2016, 31 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Impuestos nacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen en la causa CSJ 110/2015 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad –repetición de impuesto”.


    Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3992/2015, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Repetición de impuestos. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Servicios de transporte aéreo internacional. Aeropuerto Internacional Ministro Pistarini. Declaración de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 278/2014 (50-A) /CS1, “Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 4628/2015, “Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    La Corte ha sostenido que la repetición de un impuesto pagado, mediante la declaración de su inconstitucionalidad, hace surgir su competencia originaria.


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1525/2016, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Repetición de impuestos. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Servicios de transporte aéreo internacional. Aeropuerto Internacional Ministro Pistarini. Declaración de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 278/2014 (50-A) /CS1, “Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 4628/2015, “Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    La Corte ha sostenido que la repetición de un impuesto pagado, mediante la declaración de su inconstitucionalidad, hace surgir su competencia originaria.


    Austral Líneas Aéreas Cielos del Sur S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1526/2016, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Tribunales Inferiores. Subrogancias.


    Consejo de la Magistratura: facultades. Nombramiento de jueces subrogantes. Procedimiento para la designación. Inconstitucionalidad de los arts. 1 y 2 de la Ley 27.145. Resolución n° 180/2015 del Consejo de la Magistratura. Precedente “Uriarte”.


    Una cuestión sustancialmente análoga al primero de los agravios ha sido tratada satisfactoriamente por el Tribunal al dictar sentencia en "Uriarte", donde -en lo que aquí interesa- declaró la inconstitucionalidad del régimen de subrogaciones establecido por la Ley 27.145. Es relevante señalar que ante los amplios efectos asignados a esa declaración de inconstitucionalidad y con fundamento en la existencia de numerosos planteos judiciales similares, la Corte, en su calidad de cabeza del Poder Judicial de la Nación, dispuso, además, "con relación a todas las subrogaciones actualmente vigentes", pautas consistentes con los principios allí enunciados y "hasta tanto el Poder Legislativo sancione un nuevo régimen que se ajuste a las pautas establecidas...", determinó la manera en que el Consejo de la Magistratura deberá designar a los jueces subrogantes. En virtud de lo expuesto y habida cuenta que el planteo del fiscal recurrente, cuyos fundamentos corresponde dar por reproducidos en beneficio de la brevedad, coincide en lo esencial con lo resuelto por la Corte en el fallo "Uriarte", se deberá de mantener la impugnación en cuanto a la inconstitucionalidad de los artículos 1° y 2° de la Ley 27.145. El segundo agravio se refiere a la resolución n° 180 del Consejo de la Magistratura por la cual, en aplicación del régimen declarado inconstitucional, se designó a los tres subrogantes cuya intervención se cuestiona en el sub examine. Si bien las designaciones se encuentran alcanzadas por la declaración de inconstitucionalidad, al mantener sus efectos por el plazo de tres meses la Corte actuó "en cumplimiento de su deber constitucional de adoptar las medidas apropiadas para evitar el caos institucional o la eventual paralización del servicio de justicia". Frente a ese incuestionable objetivo, por el que también este Ministerio Público debe velar (art. 1° Ley 27.148), no se advierten razones que permitan insistir en una integración anterior de la Sala del a quo que, respecto de los doctores en cuestión, ya carece de vigencia. No obstante la situación fáctica dirimente y dejando de lado la índole procesal del asunto, es oportuno recordar que "mientras el tribunal sea permanente y competente y el juez imparcial, no interesa que la persona del juez se sustituya o que se modifique la integración del oficio... Pero la sustitución o cambio de integración debe producirse conforme a la ley, evitando que se alteren los principios que gobiernan el proceso". El análisis del planteo bajo esas pautas impide considerar afectada la garantía del juez natural y abona la conclusión anticipada, pues lo cierto es que dicha vocalía se encuentra cubierta de aquélla forma por una juez titular que compone el propio tribunal a quo. La continuidad de la doctora, asimismo, integra –aunque en otros términos- el reclamo del apelante, y ello concurre a desalojar cualquier suspicacia en cuanto a que su actual actuación pueda afectar garantías constitucionales. En definitiva, el actual estado de cosas conduce a sostener que la integración de la Sala del tribunal a quo se ajusta a las condiciones y efectos que provisionalmente, al resolver en torno a las cuestiones constitucionales involucradas, ha fijado la Corte en "Uriarte". Por lo tanto, toda vez que en materia de recurso extraordinario debe estarse a la situación existente al momento del pronunciamiento aunque sea sobreviniente a la interposición, el agravio contra la validez constitucional de la resolución n° 180/2015 tropieza, en cuanto a los tres subrogantes que ahora conforman la Sala en cuestión, con las circunstancias enunciadas y, así establecida su insubsistencia, no cabría sostenerlo.


    G. D., C. s/ Violación con fuerza o intimidación - Damnificado: M., V.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    A. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 33000029/2007/7/2/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    B., Alfredo Alejandro y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1346/2015/1/1/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    B., Bernardino Jorge s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4564/2015/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    C., Ariel Maximiliano s/ Robo con arma de fuego - aptitud disparo no acreditada


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73494/2013/TO1/5/2/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    G. V., D. s/ Abuso sexual Art. 119 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60807/2013/TO1/3/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    G., Héctor Raúl s/ Homicidio culposo y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8750/2010/TO1/1/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    G., Raúl Alejandro y otros s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 500000154/2008/TO1/2/1/1/RH2, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    L. C., Carlos Alberto y otros s/ Secuestro extorsivo con muerte (art. 170)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16491/2008/TO1/2/1/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    M., Oscar Daniel Marcos s/ Robo y lesiones graves


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13476/2013/TO1/2/1/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    V. C., Luis Enrique s/ Infracción Ley 23.737


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9373/2013/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    A. P., Mariano Nicolás y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 47005066/2013/TO1/1/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    B. A., Humberto s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4669/2015/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    B., Julio César s/ Infracción Ley 23.737


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 12000302/2012/1/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    B., M. A. s/ Abuso sexual - Art. 119, 3 párrafo. Denunciante: G. M., G. N. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48013/2013/TO1/3/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    B., Marta Angélica y otros s/ Infracción Ley 26.364 y infracción Ley 12.331 (art.17)


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 2380/2013/13/2/RH2, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    C., Nicolás Rodrigo y otros s/ Robo damnificado: Gómez Julia Leonor


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15856/2011/1/1/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    E., Marta Susana s/ Estafa. Damnificado: La G., Santiago José y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23546/2013/1/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    G. G., Eduardo y otro s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4773/2015/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    G. R., Patricio s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4788/2015/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    G., Luis Alberto s/ Recurso extraordinario" Recurso principal "B., Marta Angélica y otros s/ inf. Ley 26.364 y inf. Ley 12.331 (art. 17)


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 2380/2013/TO1/14/1/1/1/RH3, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    G., Mariano Daniel y otro s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4665/2015/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    G., Pablo Rubén s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4807/2015/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    L. P., Sergio Orlando s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4667/2015/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    L., Jonathan Manuel s/ Infracción Ley 23.737


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 52000119/2012/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    L., José Luis s/ Infracción Ley 23.737


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 86000011/2013/TO1/1/1/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    M. Gastón Ezequiel y otros s/ Privación ilegal libertad agravada (art. 142 inc. 1) y robo con arma de fuego - aptitud disparo no acreditada


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46371/2010/TO1/3/2/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    M. L., Kenny Marks s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4666/2015/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    M., Aldo Carlos y otros s/ Privación ilegal de la libertad agravada (art. 142 inc. 1) imposición de tortura agravada (art. 144 ter, inc. 2) y homicidio agravado p/el conc. de dos o más personas. Víctima: C., Fernando y otros.


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 33005664/2010/13/1/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    M., Alejando Fabián y otros s/ Robo con armas y lesiones graves (art. 90), Damnificado: R., Marcelo y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25547/2009/TO1/1/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    M., Carlos Javier s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4668/2015/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    M., Sabrina Maribel y otro s/ Infracción Ley 23.737 (art. 5 inc. c)


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 94130007/2012/TO1/2/1/1/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    R. C., Juan Carlos s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10618/2009/TO1/1/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    R., Juan Rodolfo s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4624/2015/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    R., Miguel Ángel y otros s/ Infracción Ley 23.737 (art. 5 inc. c)


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 91031119/2011/TO1/1/2/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    S., Juan Marcelo s/ Infracción Ley 23.737


    FSA-Justicia Federal de Salta, 74000129/2012/TO1/2/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    S., Miguel Ángel y otro s/ Robo Damnificado: G. V., Jorge


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31446/2010/TO1/1/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    V., José Marcos y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 33022038/2013/TO1/18/1/1/RH2, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    S., Francisco Roberto y otros s/ Estafa, Denunciante: T., Jorge y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43937/2008/TO1/1/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en expte. G.D., CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1.


    V., G. D. s/ abuso sexual - Art. 119, 1° párrafo, coacción y corrupción agravada (art. 125 último párrafo). Damnificado: L., S. M. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51367/2011/TO1/1/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Justicia Provincial.


    Enjuiciamiento de magistrados en el ámbito provincial: precedente "Graffigna Latino" (Fallos: 308:961). Destitución. Garantía de juez imparcial. Acceso al Superior Tribunal provincial. Sentencia arbitraria.


    Frente a la fundamentación y raigambre constitucional del planteo y su virtualidad para cambiar la suerte del proceso, carece de todo sostén argumentativo lo expresado por el a quo al calificar el problema como un asunto de derecho público local, referirse a un previo pronunciamiento suyo inexistente, y hacer mención de la cuestión federal a los fines de la instancia extraordinaria, cuando en rigor, de lo que se trataba era de resolver la queja por recurso de casación denegado. La decisión en cuestión, exhibe conclusiones dogmáticas que al apartarse de las constancias de la causa, prescinden de ponderar argumentos conducentes para la adecuada solución del caso, lo cual la descalifica como acto jurisdiccional válido. Así las cosas, cabe recordar que la Corte ha extendido a las decisiones de los jurados de enjuiciamiento de magistrados provinciales la doctrina según la cual el tribunal superior en el orden local del que ha de provenir la sentencia definitiva susceptible de recurso extraordinario es, en principio, el órgano jurisdiccional erigido como supremo por la Constitución provincial (Fallos: 328:3148; 331:1784). En razón de ello, resulta indeclinable la intervención del Superior Tribunal de Justicia provincial mediante un pronunciamiento constitucionalmente sostenible al plantearse sobre bases serias y fundadas cuestiones prima facie de naturaleza federal, como es en el caso la configurada por la alegada violación de la garantía del juez imparcial que, por lo demás, guarda relación directa e inmediata con lo resuelto (art. 15, Ley 48).


    Vila Llanos, Carlos Ernesto s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3629/2014/RH1, 02 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Poder Legislativo.Congreso.


    Atribuciones.


    Delegación de Facultades. Improcedencia.


    Inconstitucionalidad del Art. 25 de la Ley 26.682, art 25 del decreto reglamentario 1993/11 y resolución 1769/14 de la Superintendencia de Servicios de la Salud. Principio de reserva de la Ley en materia tributaria. Inaplicabilidad de la delegación prevista en Art. 76 de la CN. Precedentes de la Corte. Naturaleza jurídica de la tasa. Doctrina. Potestad exclusiva del Poder Legislativo: fundamentación y antecedentes.


    A partir de la normativa aquí cuestionada se establece, en forma coactiva -no voluntaria- una contraprestación por el servicio que brinda la autoridad de aplicación de la Ley 26.682. Por sus características, esa retribución puede ser encuadrada en la especie de los tributos denominada tasa. Efectivamente, es ésta un gravamen que establece el legislador, cuyo presupuesto de hecho consiste en una situación que determina, o se relaciona, en forma necesaria, con el desenvolvimiento de una determinada actividad o de un ente público referida a la persona obligada a su pago. Como ha señalado calificada doctrina, la tasa es una "categoría tributaria también derivada del poder de imperio del Estado, con estructura jurídica análoga al impuesto y del cual se diferencia únicamente por el presupuesto de hecho adoptado por la ley, que en este caso consiste en el desarrollo de una actividad estatal que atañe al obligado" Y que, por ello, desde el momento en que el Estado organiza el servicio y lo pone a disposición del particular, éste no puede rehusar el pago aun cuando no haga uso de aquél, o no tenga interés en él, ya que el servicio tiene en mira el interés general. La aplicación de esa doctrina al sub judice y a las normas aludidas lleva a concluir, sin lugar a dudas, que el tributo pretendido es inconstitucional. En efecto, el Art. 25 de la Ley 26.682, al establecer que el monto de la matrícula anual que deben abonar los entes de medicina prepaga será determinado por la reglamentación, no previó cuál es la alícuota aplicable, como así tampoco su base imponible, ni siquiera mediante el establecimiento de parámetros máximos y mínimos para su fijación. Como se desprende del texto de la citada disposición, no es el legislador quien ha determinado, de manera cierta e indudable, cuál es la forma de cuantificar la prestación, sino que ha de recurrirse necesariamente a los dispuesto por el Art. 25 del decreto reglamentario 1993/11 y la resolución 1769/2014 de la Superintendencia de Servicios de Salud. Tal circunstancia coloca a las mencionadas normas a extramuros de las normas y principios constitucionales antes reseñados. Bajo tales parámetros vale remarcar que ni un decreto del Poder Ejecutivo ni una decisión de la Superintendencia de Seguros de la Nación pueden crear válidamente una carga tributaria ni definir o modificar, sin sustento legal, los elementos esenciales de un tributo (Fallos: 319:3400), pues ello vulnera el principio de reserva de la Ley o legalidad, antes descripto.


    Swiss Medical S.A. c/ Estado Nacional - Superintendencia de Servicios de la Salud s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 2028/2015/CA1-CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Económicas y Financieras.


    Aduana.


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Derecho aduanero. Permiso de importación. Importación de automotores.


    Remisión al dictamen de la causa G. 374, L. XLVIII, "Gandaria, Marcelo Omar s/ Apelación de resolución denegatoria del Registro de la Propiedad Automotor".


    Haedo, Liliana Edith c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia y DDHH s/ Apel. de res. denegat. del registro de prop. autom.


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3291/2013/1/RH1, 08 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contra DGA. Exportación para consumo de aceite de soja: cantidad de mercadería distinta a la habilitada por el permiso de embarque. Error evidente. Conducta punida por el Art. 954 del Código Aduanero. Interpretación de la norma: posible exclusión de jure.


    Corresponde señalar que el caso de autos presenta una singularidad dada por la mecánica con la que se llevó a cabo la operación de exportación aquí enjuiciada. En efecto, al haber embarcado una cantidad menor de mercadería que la habilitada por el permiso de embarque, se hizo necesario, por medio de la reglamentación vigente, consignar informáticamente tal hecho, mediante la presentación de la declaración post embarque prevista por los arts. 1.1.2, 1.1.3, 2.5.5, 2.6 y cc. del Anexo 11 de la RG 1.921. De la lectura del reglamento resulta evidente que la declaración post embarque complementa la declaración primitiva, integrándose con ésta, ya que importa una rectificación que obligatoriamente debe informarse, en caso en que, efectivamente, haya algo para modificar. Esta circunstancia deja en evidencia que jurídica como fácticamente, la declaración post embarque -en la que el error aquí imputado se cometió- requiere del cotejo con su necesario antecedente, puesto que de otra forma no tendría razón de existir. Dos cuestiones corroboran ese aserto. Por una parte, reconoce la propia Aduana en su apelación, la circunstancia de que de la mera lectura de la declaración post embarque no puede apreciarse error alguno y, por otra, que precisamente al haber una segunda declaración se torna imprescindible vincularla con la primera para tomar noticia de cuál ha sido la corrección y, si en ambas consta la misma cifra (en el caso 1.500 toneladas) no cabe pensar sino en una de estas dos posibilidades: o bien hay un error fácilmente apreciable (en caso de diferencia en las cantidades efectivamente embarcadas), o bien ésta se presentó innecesariamente (en caso en que el embarque se hubiera hecho por la cantidad exacta previamente informada) . Por último, no ha de escaparse que la inteligencia que propone la recurrente, para casos como el de autos, lleva inexorablemente a privar de aplicación al instituto contenido en el inc. a) del Art. 959 del código de la materia, en cuanto a que la inexactitud debe ser comprobable mediante la simple lectura "de la propia declaración", ya que, como sucede aquí, cualquier error -por fácilmente detectable que fuera-, quedaría excluido de jure de la posibilidad de ser eximido de sanción, al no haber posibilidad de compararlo o cotejarlo con otro dato referido al mismo concepto. Cabe recordar que es doctrina de esta Corte que la inconsecuencia o falta de previsión del legislador no se suponen, por lo cual, las leyes deben interpretarse conforme el sentido propio de las palabras, computando que los términos utilizados no son superfluos sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, limitar o corregir los preceptos. Y que si bien es cierto que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador, también lo es que uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la inteligencia de una norma su congruencia con el resto del sistema a que está engarzada, es la consideración de sus consecuencias, y que tales reglas tienen como presupuesto una adecuada ponderación de las circunstancias tomadas en cuenta para sancionar la Ley y, además, la verificación de los resultados a que su exégesis conduzca en el caso concreto.


    Aceitera General Deheza S.A. (TF 29218-A y ACUM) c/ DGA


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 27524/2012/1/RH1, 03 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Empréstitos y Deuda Pública.


    Medidas cautelares. Reparación económica para familiares de desaparecidos. Cuestiones procesales. Discrepancia del recurrente. Bonos de consolidación. Títulos de deuda pública. Bonos externos. Legislación extranjera. Pesificación. Pago diferido. Sentencia arbitraria.


    Ley 24.411 y resoluciones 73/02 y 158/03 del Ministerio de Economía.


    Con relación al remedio federal deducido por la defensora pública oficial en representación de la actora, los agravios vertidos no resultan atendibles por la vía excepcional, desde que sólo trasuntan su discrepancia con el criterio del juzgador en aspectos de naturaleza no federal, como son los referentes a la naturaleza y duración de las medidas cautelares, cuestiones propias del derecho procesal. Máxime cuando el pronunciamiento cuenta con suficientes fundamentos de la citada índole que bastan para sustentarlo y excluir su descalificación en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias. En lo que se refiere al remedio federal deducido por la demandada, en la causa P. 121, L. XLVII, “Palazzolo, Osvaldo Alejandro y otros c/ PEN s/ amparo”, el Tribunal revocó la sentencia de la cámara que había desestimado el pedido formulado por la demandada para que la parte actora restituyera las sumas percibidas como consecuencia de una medida cautelar ulteriormente levantada en el marco de un proceso que concluyó con el rechazo de la demanda; no obstante ello, la Corte dispuso que las instancias ordinarias tuvieran en cuenta que la situación del actor se encontraba contemplada en las excepciones al diferimiento del pago de los servicios de la deuda pública establecidas por la resolución 73/02 del Ministerio de Economía. Sin embargo, la cámara omitió considerar que los bonos externos globales 11,375% 2017 de propiedad de la actora son títulos públicos que están regidos por la legislación extranjera, a los que no les resulta aplicable la conversión a pesos dispuesta por el decreto 471/02 y respecto de los cuales, tal como señaló la Corte en L. 53, L. XLVII, “Lavorato, Norma Elsa y otra c/ Estado Nacional Ministerio de Economía s/ Amparo”, entre otros, no están contempladas situaciones de excepción al diferimiento de los pagos de los servicios financieros de la deuda pública nacional. Por cierto, ello no varía por el hecho de que esos bonos hayan sido adquiridos con el producto de la venta de los bonos de consolidación en dólares 2° serie (PRO 4) que la actora recibió en los términos de la Ley 24.411, en su carácter de causahabiente de una persona que se encuentra en situación de desaparición forzada, en tanto eran dichos títulos públicos en particular los que estaban específicamente alcanzados por la excepción al diferimiento de los pagos de los servicios de la deuda pública del Estado Nacional, en las condiciones previstas por las normas aplicables. Sin perjuicio de lo expuesto anteriormente, cabe hacer notar lo dispuesto por el Art. 6° de la Ley 27.249, en cuanto autoriza al Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas a realizar todos los actos necesarios para cancelar la deuda con los tenedores de títulos públicos elegibles (o sus representantes) que no estuvieren comprendidos en los acuerdos de cancelación a los que se refiere el Art. 5°, en los términos y las condiciones a las que alude aquella norma.


    Williams Elena E. y otro c/ P.E.N. y otro s/ Sumarísimo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 10374/2004/CA2-CA1, 08 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Títulos de deuda pública. Pago diferido. Caja de valores. Cuestión federal. Sentencia arbitraria.


    Ley 25.967 y resolución 73/02 del Ministerio de Economía.


    Del texto de la Ley 25.967 se puede concluir que son dos los requisitos para exceptuarse del diferimiento general de pagos de la deuda nacional: a) que los bonos estén en poder de personas que atraviesen situaciones en las que estuvieran en riesgo la vida, o aquellas en las que exista un severo compromiso de su salud por el riesgo de incapacidad que presuma la patología y la imposibilidad de postergación del tratamiento por un lapso mayor a dos años; y b) que las tenencias se encuentren acreditadas en la Caja de Valores a la fecha de publicación en el Boletín Oficial de la resolución 73/02 del Ministerio de Economía, lo que aconteció el 30 de abril de 2002. Al respecto, en un caso sustancialmente análogo, la Corte concluyó que la previsión de que las tenencias se encontraran registradas antes de una determinada fecha para que sus titulares estuvieran exceptuados del diferimiento se presentaba razonable y descartaba cualquier afectación de la garantía constitucional de la igualdad de trato. Por otra parte, la Corte Suprema también tiene dicho que las excepciones a los preceptos generales de la Ley son obra exclusiva del legislador, y no pueden crearse por inducciones o extenderse por interpretación a casos no expresados en la disposición excepcional, razón por la cual los jueces no pueden, por vía de una interpretación supuestamente integradora del conjunto de excepciones al diferimiento de los pagos de la deuda pública, crear un nuevo caso de exclusión al régimen general pues ello constituye una atribución propia del Congreso Nacional. Sin perjuicio de lo expuesto anteriormente, cabe hacer notar lo dispuesto por el Art. 6° de la Ley 27.249, en cuanto autoriza al Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas a realizar todos los actos necesarios para cancelar la deuda con los tenedores de títulos públicos elegibles (o sus representantes) que no estuvieren comprendidos en los acuerdos de cancelación a los que se refiere el Art. 5°, en los términos y las condiciones a las que alude aquella norma.


    Leyva, Ana Lidia de Las Mercedes y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Finanzas Publicas s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 31120138/2004/CS1, 18 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Acción de amparo contra Estado Nacional. Recupero de dinero o los títulos de la deuda pública. Procesos sucesorios. Pretensa inconstitucionalidad del Art. 6 de la Ley 26.017. Precedente "Galli", de Fallos: 328:690. Supuesta existencia de cosa juzgada: necesidad de proceso contradictorio. Inexistencia de inconstitucionalidad.


    Cabe recordar que, según tiene dicho la Corte, no a toda sentencia judicial puede reconocérsele fuerza de resolución inmutable, sino sólo a aquellas que han sido precedidas de un proceso contradictorio, en que el vencido haya tenido adecuada y substancial oportunidad de audiencia y prueba, pues la institución de la cosa juzgada, como todas las instituciones legales; debe organizarse sobre bases compatibles con los derechos y garantías constitucionales. Bajo este prisma, lo afirmado por las recurrentes en cuanto a la existencia de decisiones pasadas en autoridad de cosa juzgada que impedían que se produjera el canje de pleno derecho previsto por el Art. 6 de la Ley 26.017 de los bonos de la deuda pública nacional de su propiedad depositados judicialmente (canje que no habría podido concretarse si, oportunamente, se hubiera manifestado en los juicios sucesorios la voluntad de las interesadas de no adherir a esa operación), no se ajusta a las constancias que surgen de la causa judicial a la que se viene haciendo referencia. En efecto, es dable señalar que las decisiones, siempre de los autos en cuestión, por medio de las cuales el juez del proceso sucesorio declaró que lo dispuesto por los decretos 1570/01 y 214/02 resultaba inaplicable a las sumas de dólares estadounidenses depositadas a plazo fijo en la causa, e idéntico criterio adoptó respecto de las disposiciones de la resolución 73/02 del Ministerio de Economía y del decreto 471/02 con relación los títulos públicos adquiridos con fondos que correspondían a las herederas menores de edad, fueron dictadas sin dar previa intervención al Estado Nacional, que no pudo ejercer oportunamente su derecho de defensa. Aun si se soslayara esta cuestión, esto es, que la falta de un verdadero proceso contradictorio, con oportunidad de ejercer adecuadamente el derecho de prueba por parte de aquel al que pretende oponerse la cosa juzgada, obsta a reconocer esa autoridad a las resoluciones mencionadas anteriormente, lo cierto es que las decisiones se refieren, la primera a los decretos 1570/01 y 214/02 que afectaban a depósitos de dinero en las entidades financieras, y la segunda a la resolución 73/02 del Ministerio de Economía –que difirió los pagos de los servicios de la deuda pública nacional y al decreto 471/02 -que convirtió a pesos los títulos de la deuda pública emitidos en moneda extranjera y sujetos solamente a la Ley argentina (contrariamente a los bonos externos globales 2017 y 2019, no regidos exclusivamente por la Ley argentina, a los que el decreto 471/02 no les resultaba aplicable), es decir, a cuestiones enteramente diferentes a la planteada respecto de la Ley 26.017. En ese sentido, la Corte tiene dicho que un pronunciamiento judicial ejecutoriado no puede, más allá de la causa en la que se dictó y de la Ley a la que estuvo referido, impedir o invalidar, en forma anticipada, normas legales futuras, lo que evidentemente significaría no sólo desconocimiento de la naturaleza de la función judicial, sino incluso ruptura o trastorno de la organización constitucional de nuestros poderes. En suma, las resoluciones judiciales que sirvieron de base para afirmar la supuesta existencia de cosa juzgada: a) fueron dictadas sin que estuvieran precedidas de un proceso contradictorio con adecuada y substancial oportunidad de audiencia y prueba por parte de aquel al que se pretende oponer lo decidido, esto es, el Estado Nacional; b) son de fecha anterior a que se dictara el decreto 1735/04 y a que entrara en vigencia la Ley 26.017; y c) se refirieron a normas que regulaban cuestiones distintas a la planteada en torno a lo dispuesto por el Art. 6 ° de la citada ley, por lo que sus conclusiones no pueden aplicarse por vía de analogía a supuestos de hecho distintos a los que las motivaron. Por tales razones, no es posible afirmar que existían decisiones judiciales pasadas en autoridad de cosa juzgada que impedían la aplicación al caso de autos de lo dispuesto por el Art. 6 de la Ley 26.017. Descartado lo anterior, cabe expedirse acerca de la inconstitucionalidad del art 6 de la Ley 26.017 planteada por la parte actora. Con relación a ello, cabe señalar que en varias sentencias publicadas, el Tribunal ha dicho que, sin perjuicio de la distinta normativa por la que se regían los bonos sobre los que versaba esa controversia (se trataba de bonos externos globales 2017), al decidir la causa Galli no se había limitado a resolver lo relativo a la modificación de la moneda de pago -dispuesta por el decreto 471/02 respecto de los bonos regidos por la legislación argentina- sino que había establecido una doctrina de amplios alcances en lo concerniente a las facultades del Estado, respecto de la posibilidad de que en épocas de graves crisis económicas límite, suspenda o reestructure los pagos de la deuda para adecuar sus servicios a las reales posibilidades de las finanzas públicas, a la prestación de los servicios esenciales y al cumplimiento de las funciones estatales básicas que no pueden ser desatendidas. Por lo tanto, los agravios de índole constitucional sobre la cuestión resultan inatendibles puesto que derivan de la propia conducta discrecional de la parte actora en tanto, pudiendo manifestar en las actuaciones judiciales en cuyo marco se encontraban depositados los bonos externos globales 2017 y 2019 su voluntad de no adherir a la propuesta de canje, se abstuvieron de hacerlo. La doctrina de la Corte sentada en los diversos pronunciamientos determina que los planteos constitucionales de la parte actora acerca de la ausencia de razonabilidad en el marco legal relativo al tratamiento de la deuda pública, particularmente en lo que se refiere a lo dispuesto por el Art. 6 de la Ley 26.017, deban ser desestimados.


    Tenenbaum, Tamara Yael c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ Amparo Ley 19.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 937/2014/CS1, 08 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Leyes de Emergencia.


    Honorarios. Pago en bonos. Bonos de consolidación. Títulos de deuda pública. Refinanciación de deudas. Pago anticipado. Imposibilidad legal de pago. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Causa regida por normas federales.


    Afirmaciones dogmáticas. Apartamiento de normas federales, de orden público y de precedentes de la Corte.


    La Corte en el caso "Rabolini", señaló que una adecuada inteligencia del precedente "Galli" permitía afirmar que en esa causa la Corte no se había limitado a resolver lo relativo a la modificación de la moneda de pago sino que había establecido una doctrina de amplios alcances en lo concerniente a las facultades del Estado, respecto de la posibilidad de que en épocas de graves crisis económicas limitara, suspendiera o reestructurara los pagos de la deuda para adecuar sus servicios a las reales posibilidades de las finanzas públicas, a la prestación de los servicios esenciales y al cumplimiento de las funciones estatales básicas que no podían ser desatendidas. En este sentido, las disposiciones legales que difirieron el pago de los servicios de la deuda pública pertenecen a aquella categoría excepcional de normas, pues fueron dictadas en el marco del estado de emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria, declarado por la Ley 25.561 y sucesivamente prorrogado por otras leyes 25.972, 26.077,26.204, 26.339, 26.456, 26.563, 26.729, 26.896 y 27.200. Por otra parte, debe tenerse en cuenta que, al mismo tiempo que el Estado nacional difirió los pagos de su deuda pública, estableció numerosas excepciones a esa regla, que permitieron a un importante conjunto de tenedores de títulos públicos percibir los servicios financieros de éstos en las condiciones fijadas por el decreto 471/02. Sin embargo, ninguna de esas excepciones se refiere a los bonos de consolidación recibidos en pago de honorarios profesionales. Es por ello que, la cámara no ha interpretado correctamente las normas federales en juego y, por ello, ha concluido erróneamente que los bonos de titularidad del actor podían considerarse exceptuados del diferimiento de los pagos de los servicios financieros de la deuda pública. Es aplicable lo dicho por la Corte en cuanto a que las excepciones a los preceptos generales de la Ley son obra exclusiva del legislador, y no pueden crearse por inducciones o extenderse por interpretación a casos no expresados en la disposición excepcional, razón por la cual los jueces no pueden, por vía de una interpretación supuestamente integradora del conjunto de excepciones al diferimiento de los pagos de la deuda pública, crear un nuevo caso de exclusión al régimen general, pues ello constituye una atribución propia del Congreso Nacional. La situación del actor -titular de bonos de consolidación recibidos en pago de honorarios profesionales- no se encuentra contemplada en ninguno de los supuestos de excepción.


    Rouges, Julio c/ Estado Nacional


    FTU-Justicia Federal de Tucumán, 3377/2009/6/RH1, 28 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Poder Impositivo y Coparticipación.


    Acción de cobro de pesos. Incorporación al sistema de coparticipación federal de la recaudación del impuesto interno a los seguros. Artículo 26 de la Ley 24.764: afectación específica de fondos coparticipables. Detracciones de la masa coparticipable. Plazo de prescripción.


    La Provincia de San Luis reclama a la Nación el pago de una suma de dinero, resultante de incorporar al sistema de coparticipación de la Ley 23.548 la recaudación del impuesto interno a los seguros, obtenida por los periodos 1 a 12/1999 y desde 3/2002 en adelante, con sus intereses. Y funda su derecho en sostener que el Art. 26 de la Ley 24.764 dispuso una afectación específica de fondos coparticipables, sin que se hayan reunido los requisitos estipulados por el inc. 3° del Art. 75 de la Constitución Nacional. No conmueve el argumento de la demandada, en cuanto a que la actora habría prestado su aquiescencia para tal detracción al suscribir tanto el Compromiso Federal del 6 de diciembre de 1999, como también el Compromiso Federal para el Crecimiento y la Disciplina Fiscal, del 17 de noviembre de 2000 y, en especial, cuando señala que en el Art. 5° de este último se habría prestado conformidad a la asignación específica ahora cuestionada. Por una parte, porque de la forma genérica en que la demandada se refiere a estas normas, y del texto de ambos compromisos, nada se halla que permita sostener, siquiera indiciariamente, que la detracción ahora cuestionada haya sido consentida o validada por las jurisdicciones locales. Y por otra, cabe puntualizar que en el Compromiso del año 2000, ratificado por la Ley 25.400, estableció en su Art. 5° que “En la medida en que no se sancione con anterioridad una Ley convenio de coparticipación de impuestos de conformidad al Art. 75 inc. 2° y cláusula transitoria sexta de la Constitución Nacional, la masa de fondos a coparticipar a que se refiere el artículo 2 de la Ley 23.548 y sus disposiciones complementarias y modificatorias, se seguirá distribuyendo de conformidad a lo dispuesto en la misma y en las Leyes Nros. 23.966, 24.130, 24.464, 24.699, 25.082, y toda otra norma que disponga asignación y/o distribución específica de impuestos entre la Nación y las Provincias”. El precepto indicado no se vincula con las disposiciones que establezcan asignaciones específicas de tributos nacionales coparticipables, sino que hace referencia a las demás normas que establezcan mecanismos de distribución de fondos entre la Nación y las provincias, diversos del marco general dado por la Ley 23.548. A similar conclusión se arriba respecto del estudio de la Ley 25.570, en cuanto ratificó el “Acuerdo Nación - Provincias sobre relación financiera y bases de un régimen de coparticipación federal de impuestos”, celebrado entre el Estado Nacional, y ciertos Estados Provinciales y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el 27/2/2002, al que, es preciso señalarlo, no adhirió la provincia aquí actora. Por último, puesto que al no implicar la Ley 24.674 un mecanismo especial de distribución de fondos entre la Nación y las provincias sino precisamente una detracción de la masa destinada a un fin específico, en momento alguno se ha planteado ni mucho menos demostrado que con alguna de dichas leyes que ratificaron los pactos federales invocados se hubiera salvado el inconveniente de la falta de sanción con las mayorías requeridas por el Art. 75, inc. 3°, de la Constitución Nacional, que permitiera tener por validado el mecanismo al menos para los períodos subsiguientes. En lo atinente a la excepción de prescripción planteada por la demandada, la norma que regula el caso es el Art. 4.027, inc. 3°, del Código Civil -aplicable de conformidad con lo dispuesto por el artículo 2.537 del Código Civil y Comercial-, en virtud del carácter fluyente o periódico de la obligación bajo examen, que consiste en el deber del Estado Nacional de transferir diaria y automáticamente a cada provincia el monto de recaudación que les corresponda a medida que se cobran los impuestos, de acuerdo a los porcentajes establecidos en la Ley 23.548, por intermedio del Banco de la Nación Argentina. Ahora bien, lo relativo a la aplicación de tales normas referentes a la prescripción remite ineludiblemente al examen y valoración de las pruebas rendidas, involucrando cuestiones de hecho y de derecho común, ajenas a la cuestión federal.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 315/2009, 02 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contra Estado Nacional. Pago de cargos para la importación de gas. Decreto 2067/08. Precedente “Alliance One Tobacco Argentina S.A.”. Cuestiones de hecho y prueba: ajenas al recurso extraordinario. Ausencia de arbitrariedad.


    La Corte, al examinar la naturaleza jurídica del cargo previsto en el Art. 2° del decreto 2067/08 sostuvo que "no constituye un tributo sino un componente más de la tarifa, que representa la parte del precio del gas importado que debe afrontar el usuario y tiene relación proporcional con los metros cúbicos de gas que recibe y, conforme con el decreto, todo el costo del gas debería financiarse con el cargo, puesto que también se incluyen en el fondo fiduciario a los recursos procedentes de programas especiales de crédito y los aportes especificas del sector". La línea de razonamiento seguida por el a quo atiende, efectivamente, al criterio hermenéutico empleado por la Corte. Ello, toda vez que aquél, tras ponderar el informe del perito contador designado de oficio, concluyó que no se había demostrado que las tarifas resultaran injustas o irrazonables, ni que el valor del cargo que paga la empresa por el gas importado exceda el costo de lo que realmente consume. Resbala En tal sentido, debe desestimarse el recurso extraordinario sub examine, toda vez que los agravios enderezados a cuestionar ese aspecto de la sentencia remiten a cuestiones de hecho y prueba, las que resultan, por naturaleza, ajenas al recurso extraordinario y sólo revisables en caso de arbitrariedad, circunstancia, esta última que debe descartarse en el sub lite, pues la apelante consintió la desestimación por el a quo de la arbitrariedad del pronunciamiento, sin que se dedujera la pertinente queja.


    Refinor S.A. c/ Estado Nacional - PEN - Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios – ENA


    FSA-Justicia Federal de Salta, 21000379/2011/CA1-CS1, 01 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contra la DGI. Resolución 91/05. Impuesto a las ganancias. Remisión a la causa A.1034, L. XLVII, "Aguas Argentinas S.A.”. Falta de fundamentación. Sentencia arbitraria. Imposición de costas: de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal.


    La Corte afirmó en otro precedente que la cámara -al igual que antes el Tribunal Fiscal- habían considerado "que resultaba insuficiente la prueba reunida en autos para justificar la deducción de los extrajudicial de cobro toda vez que logrado refutar la afirmación relativa a créditos en estado la apelante no ha que las listas de usuarios asignados a estudios jurídicos -obrantes en las actuaciones administrativas- no se encuentran respaldadas por otras pruebas que acrediten que aludidas gestiones de cobro ni se hayan llevado a cabo las el resultado obtenido en consecuencia". Idéntica suerte ha de correr el agravio referido a las deudas de los usuarios a los cuales "no se les había interrumpido el servicio de aguas por resultar conceptualmente insusceptibles de corte, ya que ratio decidendi de la orfandad probatoria señalada en el párrafo anterior la abarca indefectiblemente, sellando así su suerte adversa. Acerca del agravio de la actora tendiente a atacar por arbitraria la resolución de la cámara en cuanto confirmó la liquidación aprobada, cabe adelantar que le asiste razón a la apelante cuando dice que ese punto de la decisión en crisis resulta cuestionable desde el prisma que brinda la doctrina de la Corte en torno a la arbitrariedad de las sentencias, que tiende a resguardar que las decisiones judiciales sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Por ende, con relación a este aspecto, la sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que corresponde atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que se le imputa. Por último, en cuanto a los agravios vinculados a la imposición de las costas del juicio, por tratarse del análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, materia que, como regla, es ajena al recurso extraordinario, no corresponde su admisión por esta vía excepcional, máxime cuando los argumentos de la demandada sólo exhiben una mera discrepancia de criterios con los fundamentos dados por los jueces de la causa y el fallo atacado, más allá de su acierto o error, se sustenta en argumentos suficientes que excluyen cualquier planteo de arbitrariedad.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso Directo de Organismo Externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 4446/2014/CS1-CA1, 19 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Regalías hidrocarburíferas. Caso concreto.


    En cuanto al fondo del asunto, remisión a los dictámenes de las causas E. 113, L. XLV, "ENAP Sipetrol Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa de certeza", y E. 3, L. XLVIII, "ENAP Sipetrol Argentina S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, ni importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. El Tribunal advirtió en Fallos: 310:606 que la admisión de que concurren en la especie los presupuestos de la acción meramente declarativa, en especial el estado de incertidumbre respecto de los alcances de la relación jurídica concreta y el interés suficiente en el demandante, impediría esgrimir la aptitud de otros medios legales para poner término inmediatamente a la controversia (art. 322, primer párrafo, CPCCN).


    Petrolera LF Company S.R.L. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 538/2011/(47-P)/CS2, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Impuesto sobre los ingresos brutos. Excepción de incompetencia. Derecho público. Interpretación de leyes federales. Competencia contencioso administrativa federal.


    Marco regulatorio eléctrico.


    Compete a la justicia federal conocer en esta causa ratione materiae, pues, si bien el GCBA pretende ejecutar una boleta de deuda de contenido tributario emitida por una autoridad local, la controversia suscitada remite a la interpretación y aplicación de las leyes federales 15.336 y 24.065, así como también a las respectivas normas complementarias, en virtud de la exención impositiva allí establecida. Debe tenerse en consideración que la resolución de la presente controversia se vincula con la interpretación y aplicación de normas y principios propios del derecho público tales como el marco regulatorio eléctrico, en cuyo ámbito resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos del derecho administrativo asumen para su solución. Habida cuenta, entonces, de que tanto la materia en debate como su contenido jurídico y el derecho que se intenta hacer valer permiten considerar al sub lite como una causa contencioso administrativa en los términos del Art. 45 de la Ley 13.998, el fuero competente para entender en autos es el contencioso administrativo federal.


    GCBA c/ Integración Eléctrica Sur Argentina S.A. s/ Ej. fisc. - Ing. brutos convenio multilateral s/ Recurso de inconstitucionalidad concedido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 759/2016/CS1, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Deudas impositivas. IVA. Factura falsa. Hechos nuevos. Ley tributaria. Exteriorización de capitales. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento.


    Alcance de la ley 26.860: amnistía fiscal. Adhesión al régimen de exteriorización de tenencia de moneda extranjera.


    Es reiterada la doctrina del Tribunal que la jurisdicción de los tribunales de alzada está limitada por el alcance de los recursos concedidos, que determinan el ámbito de su competencia decisoria; y la prescindencia de tal limitación causa agravio a la garantía constitucional de defensa en juicio. Corresponde que los extremos sean dilucidados, en primer término, por el organismo recaudador, quien deberá controlar si el contribuyente ha cumplido los requisitos para acceder al régimen y si el IVA aquí discutido resulta alcanzado por lo dispuesto en el Art. 9°, inc. c., pto. 2, de la Ley 26.860. Como consecuencia de ello, tanto de detectarse las irregularidades que la representación fiscal denuncia como eventualmente otras, deberá pronunciarse mediante el correspondiente acto administrativo, el que podrá ser objeto de revisión por las vías previstas para ello en el ordenamiento ritual tributario. La sentencia se expidió sobre un tema ajeno al ámbito de su jurisdicción apelada y, en tales condiciones, resulta descalificable como acto jurisdiccional.


    Betco S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 54466/2014/CA1-CS1, 08 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Deudas impositivas. IVA. Factura falsa. Hechos nuevos. Ley tributaria. Exteriorización de capitales. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento.


    Remisión al dictamen de la causa CAF 54466/2014/CA1-CS1, “Betco S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo”.


    Betco S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 54466/2014/1/RH1, 08 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Cobro de sumas de dinero. Tasa local. Inconstitucionalidad. Ley provincial.


    Productos lácteos y derivados. Tasa por los servicios de inspección, control y fiscalización higiénico-sanitaria. Remisión al dictamen de la causa "Logística La Serenísima S.A.”, y "Milkaut S.A.”.


    La actora pretende dilucidar el estado de falta de certeza en el que se encuentra en virtud de las exigencias de pago de una tasa local que, en su parecer, obstaculizaría el tránsito federal de los productos lácteos (y sus derivados) que comercializa. En autos existe una controversia definida, concreta, real y sustancial sobre el alcance de las leyes provinciales que admite remedio específico por medio de una decisión de carácter definitivo de la Corte. La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. En el presente caso ha mediado una conducta estatal explícita de la demandada dirigida a la "percepción" de la tasa que aquí la actora cuestiona. La Dirección Provincial de Ganadería del Ministerio de Producción, Tecnología e Innovación de la Provincia de Mendoza labró actas de inspección y de determinación de deuda con relación a los productos lácteos y derivados que constituían la carga de la actora cuando ella pretendía ingresar su mercadería al territorio, en las que se dejaba constancia de la inspección de la carga, la liberación de los vehículos y se determinaba la tasa, cuyo pago la actora estaba obligada a acreditar tempestivamente ante las autoridades fiscales de la provincia. Con base en ello, la actividad de la Provincia de Mendoza posee entidad suficiente para sumir a la actora en un estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica, respecto de la cual se ha producido la totalidad de los hechos concernientes a su configuración, por lo que la controversia es actual y concreta. Por otra parte, la admisión de que concurren en la especie los presupuestos de la acción meramente declarativa, en especial el estado de incertidumbre respecto de los alcances de la relación jurídica concreta y el interés suficiente en el demandante, impediría esgrimir la aptitud de otros medios legales para poner término inmediatamente a la controversia (art. 322, primer párrafo, CPCCN). La presente acción constituye la vía legal más idónea de la cual dispone la interesada para proteger su derecho y que, además, se encuentra reunida la totalidad de los recaudos fijados por el Art. 322 del CPCCN para su procedencia. Respecto del fondo del asunto, en cuanto a si resulta procedente el cobro por parte de la Provincia de una tasa por los servicios de inspección, control y fiscalización higiénico sanitaria corresponde remitirse a los dictámenes de las causas L. 238, L. XLVI, "Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y en CSJ 834/12, "Milkaut S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Molfino Hermanos Sociedad Anónima c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 890/2011/(47-M)/CS1, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    AFIP DGI. Impuesto a las ganancias. IVA. Exenciones impositivas. Transporte aéreo de pasajeros. Transporte internacional. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador.


    Es doctrina del Tribunal que, en materia de exenciones impositivas, es constante el criterio conforme al cual deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan y que su interpretación debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general de las leyes y los fines que las informan, ya que la primera regla de interpretación es dar pleno efecto a la intención del legislador. También ha dicho la Corte que las normas que estatuyen beneficios de carácter fiscal no deben interpretarse con el alcance más restringido que el texto admita, sino en forma tal que el propósito de la Ley se cumpla, lo que equivale a admitir que las exenciones tributarias pueden resultar del indudable propósito de la norma y de su necesaria implicancia. Los hechos comprobados de la causa, referidos a la actividad desarrollada por la actora, quedan subsumidos, sin hesitación, dentro de la actividad referida al transporte internacional y sus servicios conexos, siendo claro, por ende, el goce del beneficio fiscal controvertido. No corresponde la inteligencia dada por el a quo a la norma reglamentaria en cuanto, según su criterio, necesariamente requiere que los servicios complementarios deban realizarse en zona primaria aduanera. Por una parte, ya que tal exigencia no surge de la letra de la Ley y, como es sabido, las normas reglamentarias deben ser interpretadas conforme a los alcances de la Ley reglamentada. Y por otra, pues de su lectura surge evidente que la mención hecha a tal parte del territorio está meramente ligada a la ejemplificación que realiza la norma del reglamento sin que pueda considerarse que afecte a todo servicio que se repute conexo con el transporte internacional. Si por hipótesis se prescindiera de los servicios y actividades que realiza la actora para la línea aérea o bien las prestaciones sobre las cuales ejerce poder de supervisión, quedaría en claro que no podría realizarse el transporte internacional en cuestión. Es decir que estamos frente a una serie de servicios que puede discutirse si son o no parte del propio transporte internacional, pero aun en caso de respuesta negativa a este interrogante, su conexidad con éste resulta indudable.


    Garman Representaciones S.A. (TF 22794-I) c/ DGI


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 11335/2012/CS1, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Interpretación de leyes federales. AFIP – DGI. Resoluciones generales. Intimación de pago de tributos. Presentación de declaración jurada impositiva. Vencimiento del plazo. Extinción de la obligación tributaria.


    Las percepciones establecidas por resoluciones generales (DGI) 3.431/91 y 3.453/92 no constituyen pagos a cuenta de tributos cuyos hechos imponibles recaigan sobre las operaciones de importación. En efecto, por un lado, la referida al impuesto a las ganancias de la Ley 20.628 constituye una forma de anticipar la futura -y eventual- gabela que pudiera nacer en cabeza del contribuyente por todas sus rentas netas obtenidas y sujetas a dicho gravamen; y, por otro lado, la percepción de la resolución general 3.431 está relacionada con un adelanto del IVA que deberá tributar oportunamente el importador de bienes muebles, pero por mercaderías que -luego de su despacho a plaza- serán objeto de comercialización en el mercado interno. Por ello, asiste razón al recurrente cuando señala que, a partir del momento en que venció el término para presentar las declaraciones juradas de los tributos aquí involucrados, el Fisco perdió la facultad para exigir el ingreso de las percepciones que debieron practicarse por tales conceptos. Al igual que los denominados anticipos impositivos, estas percepciones constituyen obligaciones legales que encuentran fundamento en el Art. 27, último párrafo de la Ley 23.349 y en el Art. 22 de su similar 11.683; su cumplimiento es independiente de que exista o no deuda en concepto del impuesto al cual se imputan al concluir el respectivo período fiscal, pues se trata de "obligaciones distintas, con su propia individualidad y su propia fecha de vencimiento, y su cobro puede perseguirse por igual vía que el impuesto de base". En sintonía con lo expuesto, forzoso es colegir que, al vencer el término para presentar la declaración jurada del tributo, se extingue la facultad del organismo recaudador para exigir el pago de esas percepciones, en razón de cesar la función que éstas cumplen en el sistema tributario ya que en dicha oportunidad nace el derecho del Fisco a percibir el gravamen, es decir la obligación tributaria resultante del período fiscal. En el supuesto de haberse percibido el tributo en mayor medida que la deuda que surge de la declaración jurada del periodo, se origina el derecho del contribuyente a repetir el impuesto en exceso conforme el resultado de su balance impositivo, y no de las sumas pagadas en demasía en concepto de percepciones.


    Cladd Ita S.A. (TF 22343-A) c/ Estado Nacional - DGA Resol. 2590/06 (Expte. 604155/01) s/ Dirección General de Aduanas


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 22930/2009, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Tasa municipal. Telefonía celular. Violación de normas federales. Arbitrariedad. Coparticipación federal. Facultades tributarias municipales. Carga probatoria dinámica.


    Precedente de Fallos: 332:1503.


    Ha sostenido la Procuración General en el dictamen vertido en el precedente de Fallos: 332:1503, que la tasa “es una categoría tributaria derivada del poder de imperio del Estado, que si bien posee una estructura jurídica análoga al impuesto, se diferencia de éste por el presupuesto de hecho adoptado por la ley, que consiste en el desarrollo de una actividad estatal que atañe al obligado y que, por ello, desde el momento en que el Estado organiza el servicio y lo pone a disposición del particular, éste no puede rehusar su pago aun cuando no haga uso de aquél, o no tenga interés en él, ya que el servicio tiene en mira el interés general” y que “resulta prístino que la diferencia entre tasa e impuesto queda indubitablemente determinada por la existencia o no del desarrollo de una actividad estatal que atañe al obligado”. No puede caber duda de que el legislador local diseñó el presupuesto de hecho adoptado para hacer nacer la obligación de pago de la contribución discutida, tomando en cuenta la prestación a los particulares de ciertos servicios comprendidos en una serie de actividades estatales que allí enumera, de forma no taxativa. La mención de las actividades gravadas, seguida de los términos “en virtud de los servicios municipales” que detalla, no puede ser entendida como una redacción descuidada o desafortunada del legislador, sino que la sucesión entre ambos indica que la intención fue retribuir estos servicios mediante el tributo en cuestión, exhibiendo así la vinculación directa entre hecho imponible y una obligación tributaria extraña a la especie impositiva. Esta distinción entre especies tributarias desempeña un rol esencial en la coordinación de potestades tributarias entre los diferentes niveles de gobierno, a poco que se advierta que el Art. 9°, inc. b), de la Ley 23.548 excluye a las tasas retributivas de servicios efectivamente prestados de la prohibición de aplicar gravámenes locales análogos a los nacionales distribuidos. La regla que hasta hoy la Corte ha mantenido, es que la denominada “cláusula del comercio” no importa una exención con respecto a cualquier gravamen local para quienes desarrollan actividades de comercio interjurisdiccional. En efecto, fue claro ese Tribunal cuando señaló que los arts. 9°, 10, 11, 12 y 75, inc. 13 “no fueron concebidos para invalidar absolutamente todos los tributos locales que inciden sobre el comercio interprovincial, reconociendo a éste una inmunidad o privilegio que lo libere de la potestad de imposición general que corresponde a las provincias. Ciertamente no se advierte en la Carta Magna ni en sus fuentes de interpretación elementos que evidencien la existencia de razones por las cuales los contribuyentes de una provincia o de la Capital Federal deban subsidiar permanentemente los servicios que utilizan las entidades dedicadas al comercio de aquella índole (...). La protección que dichos preceptos acuerdan sólo alcanza, pues, a preservar el comercio interprovincial de los gravámenes discriminatorios, de la superposición de tributos locales y de aquellos que encarezcan su desenvolvimiento al extremo de dificultar o impedir la libre circulación territorial”. En el precedente de Fallos: 257:159 la Corte dejó sentado que “las atribuciones nacionales así caracterizadas no excluyen necesariamente la subsistencia de poderes locales, compatibles con aquéllas, en la medida que no interfieran y obstruyan los fines que sustentan la jurisdicción nacional. Con esta reserva, no hay óbice, en principio, para la subsistencia del poder local de policía, de las atribuciones impositivas, así como de los derechos de orden patrimonial contractuales, en beneficio del Estado y de sus oficinas, en el orden local (…)”. La Corte fue sumamente cuidadosa en la separación de competencias entre las dos órbitas de gobierno involucradas, la federal relativa a la prestación de servicios de telecomunicaciones interjurisdiccionales e internacionales, por una parte, y la local con relación a las de seguridad e higiene, cuyos servicios podían ser retribuidos, en caso de ser correctamente prestados, por la tasa allí estudiada. Así, dejó sentado que ni las normas de la Ley 19.798, ni las del decreto 1.185/90, ni las normas volcadas en el pliego de condiciones anexo al decreto 62/90 invalidan de raíz toda gabela municipal relativa a servicios prestados en las “instalaciones” de la empresa actora ubicadas en territorio de la comuna. No cabe descartar de plano la posibilidad de que sus instalaciones en jurisdicción del municipio puedan ser objeto de la prestación de ciertos servicios por parte de éste, dentro de su esfera de competencias. Contrariamente al imperativo procesal que le pesaba, la demandada no contestó la demanda ni realizó otras presentaciones, y fundamentalmente omitió cumplir con el deber que le fijan los arts. 396, 398 y cc. del código de forma, para informar si se habían prestado los servicios, cuáles en su caso, y en qué oportunidad. No parece admisible la actitud contumaz de la demandada, quien tras determinar de oficio el gravamen y de exigir su pago a la empresa actora, se ha escudado en el silencio, omitiendo tanto la carga procesal de contestar la demanda, como así también el deber que pesa sobre todos de responder los requerimientos de los tribunales de justicia en cuanto a los informes que deben brindarle para el correcto esclarecimiento de los hechos sobre los cuales se fundan las controversias que se ventilan ante sus estrados.


    AMX Argentina S.A. c/ Municipalidad de General Cabrera s/ Acción meramente declarativa de derecho


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 52010018/2009/CS1, 08 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción contencioso administrativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. Facultades del gobierno provincial. Facultades tributarias provinciales. Prescripción tributaria.


    Apartamiento de la legislación de fondo.


    El punto en litigio se circunscribe a determinar si una legislatura local puede establecer para sus obligaciones –entre ellas, las tributarias- un régimen de prescripción liberatoria diverso del fijado por el Congreso de la Nación. La cuestión así planteada fue zanjada por el Tribunal en numerosos precedentes, señalando que tanto las provincias como sus respectivas municipalidades y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires carecen de facultades para establecer normas que importen apartarse de la legislación de fondo, en supuestos como el planteado en el sub lite.


    Volkswagen de ahorro para fines determinados S.A. c/ Provincia de Misiones - Dirección General de Rentas y otro s/ Demanda contenciosa administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4930/2015/RH1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado. AFIP DGI. Impuesto a las ganancias.


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1,”Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986”.


    Acosta, Ana María y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - AFIP - DGI s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 53000063/2013/CS1-CA2, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado. AFIP DGI. Impuesto a las ganancias.


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1,”Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986”.


    Biaggini, Miguel Ángel y otros c/ AFIP - DGI y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 53000142/2012/CS1-CA1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado. AFIP DGI. Retenciones impositivas. IVA. Acción de repetición. Causa de las obligaciones. Falta de causa. Legitimación activa.


    En cuanto al fondo del asunto, corresponde destacar dos circunstancias cuya simetría es necesario preservar en el estudio de la cuestión ventilada: a) la obligación del comprador de abonar el precio a su vendedor, comprendiendo en éste el componente del IVA; y b) el deber que pesa sobre ese sujeto de detraer -en presencia una norma que así lo ordene- una porción de ese IVA, con el objeto de ingresarlo al Fisco Nacional, en su carácter de responsable por deuda ajena. La AFIP imputó a la actora no haber comprado al proveedor que le emitió la factura, sino a otro sujeto que no se pudo identificar y, en consecuencia, le negó el cómputo del crédito fiscal de IVA nacido de tal operación. Sin embargo, afirmó que es correcta la retención de IVA practicada e ingresada y, por ende, que no corresponde que le sea devuelta pues, aun cuando el proveedor es falso, el Fisco viene sosteniendo que las operaciones existieron y que, por lo tanto, alguien debe pagar el impuesto por las mismas. Este razonamiento es autocontradictorio y desconoce el funcionamiento de los agentes de retención en el tributo que aquí se estudia. Respecto de dichos sujetos, ha sostenido el Ministerio Público que ellos, en cumplimiento de un mandato legal, manejan fondos que no les son propios sino que pertenecen a los contribuyentes a quienes les han detraído el impuesto al efectuarles un pago. Ello pone de resalto que el dinero retenido proviene del patrimonio del contribuyente que es quien, estrictamente, efectúa el pago, y no del peculio del agente de retención quien, desde el punto de vista técnico, sólo ingresa dicha suma en las cuentas del Fisco. El agente retiene esencialmente en interés del Fisco y, cuando ingresa los fondos, dicho pago es imputado, desde el punto de vista impositivo, al contribuyente, sin perjuicio de que libera al primero de sus propias responsabilidades. Tras las tareas de inspección, el Fisco negó la autenticidad del IVA pagado a ese proveedor y la actora admitió ese reproche y, haciendo suya la posición del Fisco, modificó sus declaraciones juradas. Dichas circunstancias conducen a tachar de falsa a la operación de venta y, por ende, a la desaparición de la causa fuente tanto del crédito fiscal como de la obligación de retener adosada a ella, quedando así en evidencia que el ingreso al Fisco de este último concepto es infundado. En efecto, ninguna retención puede exigirse sobre un IVA que no se ha generado. Una solución contraria conduce a resultados absurdos. En efecto, el pago de la retención es imputado "al contribuyente que la soporta". Sin embargo, al seguirse la tesitura del Fisco, se ignora a ese contribuyente y, por ende, el importe del IVA retenido e ingresado no podrá ser aprovechado por sujeto alguno, dando origen a un enriquecimiento sin causa del Estado. En segundo término, si el contribuyente hubiera omitido actuar como agente de retención y dicha transacción luego es impugnada por el Fisco al desconocer al proveedor, es a todas luces evidente que el ente recaudador tampoco podría, a la vez que niega el crédito fiscal respectivo, imputarle a ese mismo contribuyente que omitió actuar como agente de retención de una obligación tributaria que no se generó. Es inveterada doctrina del Tribunal que las normas han de ser interpretadas considerando armónicamente la totalidad del ordenamiento jurídico y los principios y garantías de raigambre constitucional, para obtener un resultado adecuado, pues la admisión de soluciones notoriamente disvaliosas no resulta compatible con el fin común tanto de la tarea legislativa como de la judicial. Ello así, porque no debe prescindirse de las consecuencias que naturalmente derivan de un fallo toda vez que constituye uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la interpretación y su congruencia con el sistema en que está engarzada la norma. Así las cosas, la posición adoptada por el Fisco Nacional en esta causa -consistente en negar el crédito fiscal pero afirmar la pertinencia de la retención practicada, en ambos casos sobre la misma operación que cuestiona- es incongruente, lo cual no resulta de recibo toda vez que, como ha dicho esa Corte, él debe "estar a las verdes y a las maduras". Finalmente, en lo cuanto a la falta de legitimación activa que opone el Fisco Nacional, cabe recordar que el Tribunal ha decidido, en reiteradas oportunidades, que esta defensa -en su faz activa o pasiva- se configura cuando alguna de las partes no es la titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento. Por la forma como ha sido propuesto el agravio, el punto en controversia se ciñe a dilucidar si la demandante, en su carácter de responsable por deuda ajena, puede repetir los pagos que se pretenden. Los pagos cuya repetición se demandan no son auténticas "retenciones" practicadas respecto del impuesto que corresponde a un tercero, sino que -ante el reconocimiento de la falsedad del IVA abonado a esos proveedores- devienen en ingresos propios, que se han efectuado sin causa, lo que le otorga legitimación activa a la actora para reclamar su repetición.


    Compañía Argentina de Granos S.A. c/ AFIP (DGI) s/ Contencioso administrativo - Varios


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 52030001/2012/1/RH1, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado. AFIP. Cajas de previsión. Impuesto a las ganancias.


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1,”Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986”.


    Aput, Julio Ignacio y otros c/ Estado Nacional - AFIP - Caja jubilaciones y pensiones s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 53000335/2012/CS1-CA1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Declaración de inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Transporte interno. Servicio público. Juicios en que es parte una provincia.


    Ley 20.221 de impuestos nacionales. Precedente “Cooperativa de Trabajo Transportes Automotores de Cuyo T.A.C. Limitada c/ Mendoza, Provincia de”.


    La Corte invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestadores de un servicio público de transporte interjurisdiccional en aquellos casos en que se acreditó que las tarifas pertinentes habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto a los ingresos brutos provincial y que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias. Para decidir de esta forma, sostuvo que cuando el impuesto provincial sobre los ingresos brutos no es trasladable -por no estar contemplada su incidencia en el precio fijado mediante tarifa oficial- su determinación conduce a que sea inexorablemente soportado por el contribuyente, hipótesis en la cual el gravamen queda excluido de la previsión del Art. 9°, inc. b, párrafo cuarto, de la Ley 20.221 y encuadrado en el párrafo segundo del mismo artículo, en cuyo texto se plasmó el principio básico que privilegió el legislador, consistente en la prohibición de mantener o establecer impuestos locales sobre la materia imponible sujeta a imposición nacional coparticipable. De ahí que, encontrándose las rentas de las demandantes sujetas al impuesto a las ganancias, la aplicación del tributo local importaba la configuración de la hipótesis de doble imposición contraria a la regla señalada precedentemente. Empero, como ya especificó este Ministerio Público in re “Cooperativa de Trabajo Transportes Automotores de Cuyo T.A.C. Limitada c/ Mendoza, Provincia de”, determinar si, en el caso, las tarifas fijadas por la autoridad nacional contemplaron o no el impuesto en cuestión, si la actora se encontró realmente imposibilitada de trasladar esa carga tributaria y si revestía el carácter de contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias, remite ineludiblemente al examen y valoración de las pruebas rendidas en autos, tema que resulta ajeno al dictamen. Cabe destacar que la empresa actora se desenvolvió como operadora de transporte interjurisdiccional de pasajeros y que en el cálculo tarifario aplicable no fue incluida la gabela en disputa.


    Expreso Tigre Iguazú S.R.L. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 180/2010/(46-E)/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Sistema financiero. Coparticipación de impuestos. Coparticipación federal. Sistema previsional. IVA. Aplicación errónea de la ley. Prescripción. Plazo. Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Leyes 26.078, 23.349 y 23.548. Precedente del fallo CSJ 538/2009 (45-S)/CS1, "Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    La detracción de tributos controvertida por la actora es la contenida actualmente en el Art. 52, inc. a), de la Ley 23.349. En efecto, allí se establece que “El producido del impuesto establecido en la presente ley, se destinará: a) EL ONCE POR CIENTO (11%) al régimen nacional de previsión social, en las siguientes condiciones (...)". Esta norma fue incorporada en nuestro sistema financiero por la Ley 23.966. Su Art. 5°, ubicado en el título II, denominado “Afectación del I.V.A. al Régimen Nacional de Previsión Social”, estableció en su punto 2 la incorporación de la norma referida ut supra, a continuación del -entonces- Art. 49 de la Ley de ese gravamen. Por elementales consideraciones de lógica normativa, a partir del mismo momento de la sanción de esta Ley 23.966, su artículo 5°, punto 2, cumplió íntegramente su objeto, al incorporar el texto de la norma en él contenida al articulado de la Ley 23.349 entonces vigente, y ubicándose actualmente en el señalado Art. 52, inc. a) según su ordenamiento de 1997. Es por tales razones que se torna innecesario estudiar lo atinente al Art. 76 de la Ley 26.078 en cuanto prorrogó una serie de detracciones específicas de recursos coparticipables -tanto sobre tributos en concreto, como también sobre la misma masa de coparticipación primaria-, toda vez que ni esta norma, ni las que la precedieron en la cadena de sucesivas prórrogas tuvieron por objeto afectar la detracción aquí discutida, al no abarcar en el ámbito de sus respectivos alcances al precepto bajo examen de la Ley del IVA. Respecto a la relación de esta disposición de la Ley del IVA con el sistema de coparticipación federal de impuestos, en caso de seguirse un orden histórico, tras su publicación el 20/8/1991, y su entrada en vigor a partir del 1/9/1991, esta disposición ya se contraponía con lo establecido por el Art. 2° de la Ley 23.548, en cuanto éste preveía que la masa de fondos a distribuir estaría integrada por todos los impuestos nacionales creados -tal como ocurría con el IVA- o a crearse, con una serie de excepciones, entre las cuales, en su inc. d), indicaba el caso de los impuestos y contribuciones nacionales afectados entre otros destinos- a servicios que se declaren de interés nacional, hipótesis en que tal afectación “deberá decidirse por Ley del Congreso Nacional con adhesión de las Legislaturas Provinciales y tendrá duración limitada", agregando que, para el caso de tributos nacidos con un destino especial, en caso de continuar en vigor cumplido el objeto de su creación, “se incorporarán al sistema de distribución de esta ley". En efecto, la norma del entonces Art. 49 bis, inc. a), de la Ley del IVA no solamente no fue producto de una Ley convenio, sino que además carecía de un plazo limitado de duración. Paralelamente, hay que destacar que, al ser el IVA un impuesto considerado indirecto por el Congreso, en uso de sus facultades constitucionales lo estableció en su momento con una duración indefinida, sin sujetarlo a un plazo limitado de vigencia, contrariamente a como lo hizo en otros casos. Corresponde centrar la atención en la reforma constitucional de 1994, toda vez que, producto de ella, se incorporó el régimen de coparticipación federal de impuestos, en el Art. 75, inc. 2°, de la Carta Magna, como un instituto que adquirió rango constitucional. Lo anterior debe ser necesariamente considerado de manera conjunta con la regla del Art. 75, inc. 3°, de nuestra Carta Magna que establece la competencia del Congreso Nacional para establecer afectaciones especificas de recursos coparticipables, mas la sujeta a ciertos requisitos. Como indicó la Corte en la causa CSJ 538/2009 (45-S)/CS1, "Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", “la Ley Fundamental admite, como excepción, la posibilidad de detraer de los recursos coparticipables a las contribuciones cuya recaudación, en todo o en parte, tengan una asignación especifica dispuesta por el Congreso, estableciendo requisitos especiales para su validez (artículo 75, inciso 3°)”, y añadió que “El establecimiento o la modificación de tales asignaciones deben tener tiempo determinado, deben realizarse mediante la sanción de una Ley especial, y esa Ley debe ser aprobada por un quórum integrado por la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara”. En esta misma causa recién citada, la Corte puso de relieve que la reforma constitucional de 1994, en lo atinente a la distribución de competencias entre la Nación y las provincias respecto de la prestación de servicios y en materia de gastos y recursos, como así también con respecto al instituto de la coparticipación, tuvo el expreso objetivo de fortalecer el régimen federal. Y destacó que, consecuentemente, cualquier interpretación que se realice sobre el inc. 3° del Art. 75 de la Constitución Nacional deberá guiarse por esa premisa, pues surge claro del texto de la Ley 24.309 de habilitación de la reforma, y también de los debates ocurridos en el seno de la convención constituyente, “que la incorporación del régimen de coparticipación ha procurado fortalecer la posición de las provincias y darle mayores garantías respecto de la distribución de los recursos financieros y fiscales a los que se refiere el artículo 75, inciso 2° (…). A ello agregó que "es necesario destacar que las asignaciones específicas de recursos coparticipables constituyen transferencias de ingresos de las provincias a favor de algún sector especial. Es por esta razón, y a los efectos de poner a resguardo los intereses de las jurisdicciones locales, que los convencionales constituyentes destacaron tanto la 'integralidad' de la masa coparticipable, como el carácter excepcional de estas asignaciones, disponiendo que solo pueden ser fijadas por un tiempo determinado y con una finalidad determinada. (... ) De lo contrario, el Congreso Nacional podría, por regla y de manera unilateral e inconsulta, afectar la distribución de recursos tributarios consensuada por la totalidad de las jurisdicciones involucradas y disminuir las sumas que deberían percibir las provincias en concepto de coparticipación". En virtud de todo ello, esa Corte concluyó enfatizando que, “a la hora de examinar la validez constitucional de una asignación especifica dispuesta por el Congreso, así como de los límites constitucionales fijados al ejercicio de esa potestad, se impone una interpretación restrictiva pues, en definitiva, lo que se encuentra en juego es una facultad con una trascendente incidencia sobre el régimen de distribución de recursos y el sistema federal en su conjunto. Sobre la base de tales premisas normativas, el inc. a), del Art. 52 de la Ley del IVA, ha devenido inconstitucional, tras la reforma de 1994, ya que, al carecer de limitación temporal y estar solamente atada a la vigencia indefinida del gravamen del cual la detracción se nutre, colisiona frontalmente con el mandato constitucional del citado inc. 3° del Art. 75 de la Carta Magna. En cuanto a la restitución de fondos de los que indebidamente se vio privada la provincia en virtud de la detracción en el IVA establecida en la norma atacada, ha sido terminante el Tribunal cuando estableció que la norma que regula el caso es el Art. 4.027, inc. 3, del Código Civil -aplicable de conformidad con lo dispuesto por el artículo 2.537 del Código Civil y Comercial-, en virtud del carácter fluyente o periódico de la obligación bajo examen, que consiste en el deber del Estado Nacional de transferir diaria y automáticamente a cada provincia el monto de recaudación que les corresponda a medida que se cobran los impuestos, de acuerdo con los porcentajes establecidos en la Ley 23.548, por intermedio del Banco de la Nación Argentina.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional c/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 827/2009/(45-S)/CS1, 15 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Juicios contra el Estado. Excepción de prescripción. Percepción de impuestos. Coparticipación federal. Interpretación de la ley. Interpretación literal. Voluntad del legislador. Ley especial.


    Ley de Coparticipación Federal de Recursos Fiscales. Impuesto adicional de emergencia de venta del paquete de cigarrillos.


    La Provincia de San Luis reclama a la Nación el pago de una suma de dinero, resultante de incorporar al sistema de coparticipación de la Ley 23.548 (y sus normas complementarias) la recaudación del impuesto adicional de emergencia sobre el precio final de venta de cada paquete de cigarrillos (ley 24.625 Y sus modificatorias) desde marzo de 2002 en adelante, con sus respectivos intereses, fundando su derecho en que no se cumplió con uno o más requisitos del inc. 3 del Art. 75 de la C.N. para que la Nación pueda fijar una afectación específica de su producido, detrayéndolo de la masa coparticipable. Sobre la excepción de prescripción opuesta a la acción de reintegro, ha sido claro el Tribunal cuando estableció que la norma que la regula es el Art. 4.027, inc. 3°, del Código Civil, en virtud del carácter fluyente o periódico de la obligación bajo examen, que consiste en el deber del Estado Nacional de transferir diaria y automáticamente a cada provincia el monto de recaudación que les corresponda a medida que se cobran los impuestos, de acuerdo a los porcentajes establecidos en la Ley 23.548. En tales condiciones, la simple aplicación de esta pauta lleva a dejar fuera del estudio las leyes que rigieron con antelación al 7 de diciembre de 2006, momento a partir del cual debe computarse el reclamo dinerario aquí contenido toda vez que no se ha alegado la existencia de hecho alguno con virtud para interrumpir o suspender su curso. Para que un recurso coparticipable pueda ser apartado del régimen general de distribución, tres son las condiciones fijadas por el inc. 3° del Art. 75 de la C.N. a saber: a) que se lo haga por tiempo determinado; b) que ello se instrumente por medio de una Ley especial y que ésta sea aprobada por la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada cámara; c) que se le otorgue (o se le modifique) una “asignación específica”. En sintonía, la Corte expresó que la Ley Fundamental admite, como excepción, la posibilidad de detraer de los recursos coparticipables a las contribuciones cuya recaudación, en todo o en parte, tengan una asignación específica dispuesta por el Congreso, estableciendo requisitos especiales para su validez (art. 75, inciso 3°), y añadió que el establecimiento o la modificación de tales asignaciones deben tener tiempo determinado, deben realizarse mediante la sanción de una Ley especial, y esa Ley debe ser aprobada por un quórum integrado por la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara. Desde esta perspectiva, no puede caber duda en cuanto a que el concepto de "asignaciones específicas", empleado por la reforma de 1994 involucra un dispositivo excepcional para detraer fondos que deben ir al mecanismo general vigente de distribución de recursos coparticipables. El legislador constituyente buscó un sabio equilibrio en el diseño del sistema de coparticipación federal de impuestos, ya que previendo la necesidad de que la Nación tuviera que atender con cierta premura y especificidad algunas necesidades públicas instituyó el mecanismo de las asignaciones específicas de impuestos nacionales, previas a la conformación de la masa general a coparticipar con las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a la vez que buscó resguardar a dicha masa mediante la necesidad de que tal detracción se hiciera mediante Ley especial. Es decir, esta Ley resultará especial por el objeto sobre el que norma: la disposición o afectación de fondos públicos, precisa y determinada, que se aparta del régimen general de coparticipación. Es por ello que no puede decirse que se cumpla con el requisito de especialidad en el dictado de una Ley a tales fines, cuando ésta es una Ley de presupuesto para un ejercicio financiero, o bien una Ley ómnibus sobre uno o más tributos, o bien una Ley que trate diversos institutos jurídicos. El constituyente quiso y ordenó que las detracciones específicas a la masa coparticipable fueran establecidas por una Ley que se dedicase con exclusividad a este objeto, a fin de que la atención de los legisladores no pudiese ser distraída con otros temas. A la luz de esta inteligencia, no puede sostenerse que hayan cumplido con este requisito las leyes 26.078 (art. 77) por ser la Ley de presupuesto para el ejercicio 2006; 26.180 (art. 5°), 26.340 (art. 3°); 26.455 (art. 4°); 26.545 (art. 9°); 26.730 (art. 3°) y 26.897 (art. 5°) y 27.199 (art. 4 O), ya que todas ellas son leyes ómnibus sobre dos o más tributos del sistema fiscal federal, en las cuales se regula sobre ellos, y no únicamente sobre el destino de su producido. Sólo cumplen con este requisito constitucional las leyes 26.658 y 26.833. Respecto a la evaluación del cumplimiento del requisito de las mayorías agravadas exigido para la sanción de las leyes 26.658 y 26.833 se remite ineludiblemente al examen y valoración de las pruebas rendidas en autos, involucrando cuestiones de hecho y de derecho común, ajenas al presente.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1073/2011/47-S, 15 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Controversia administrativa. Repetición de impuestos. Intereses. Actualización monetaria. AFIP. Bancos. Pago indebido. Inconstitucionalidad. Agravio concreto.


    Doctrina de Fallos: 333:447.


    En la presente causa no se discuten extremos fácticos, sino únicamente dos cuestiones de derecho: a) el momento a partir del cual han de computarse los intereses en favor del contribuyente; b) la procedencia de la actualización monetaria. Con respecto al primer punto, es pertinente recordar que el Art. 179 de la Ley de rito fiscal dispone que, en los casos de repetición de tributos, los intereses comenzarán a correr contra el Fisco desde la interposición del recurso o de la demanda ante el Tribunal Fiscal de la Nación o bien, si fuere menester el reclamo administrativo previo, a partir de la fecha de éste. Esta regla, propia del sistema fiscal, hace excepción a la norma general contenida en los arts. 509 y cc. del Código Civil que establecía la mora automática, sin necesidad de que el acreedor interpele al deudor. En la órbita tributaria esta peculiaridad halla justificativo en la necesidad de que el Fisco, que por hipótesis ha cobrado una suma indebida, tenga la oportunidad de reparar tal obrar injusto devolviendo con diligencia y prontitud tal monto. Cabe tener en cuenta que el caso de autos no se trata de una repetición, sino de una controversia en la que, desde el primer momento, el contribuyente planteó su discrepancia de la tesitura fiscal, formulando su descargo en el procedimiento de determinación de oficio, y luego interponiendo el recurso del Art. 76, inc. b), de la Ley de rito para habilitar la competencia del Tribunal Fiscal de la Nación, y más tarde apelando ante la alzada. El pago al Fisco se produjo debido a que, al haber confirmado el acto determinativo el citado tribunal administrativo, el recurso de revisión y apelación limitada ante la Cámara Federal competente carece de efectos suspensivos en cuanto al capital y los intereses reclamados. Y si bien el pago de estas sumas no es requisito de admisibilidad de dicho recurso, la falta de abono habilita al Fisco para iniciar el proceso de ejecución fiscal. Corresponde aplicar la norma general en cuanto a que los intereses se deben desde el momento en que se verifica el pago indebido, situación que quedó en claro al quedar firme la sentencia y anularse la pretensión del Fisco. El restante agravio de la actora finca en que las sentencias de las instancias anteriores no atendieron su pedido de actualización monetaria de la acreencia que debía reintegrarle el Fisco. El planteamiento de la recurrente halla adecuada respuesta en la doctrina que dimana de la causa de Fallos: 333:447, en cuanto allí reiteró la Corte que las disposiciones de las Leyes 23.928 y 25.561 son de orden público. Con relación al planteo sobre la falta de constitucionalidad de las disposiciones que ataca, corresponde indicar que en ese mismo precedente señaló la Corte que el examen de constitucionalidad "debe efectuarse sobre la base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico, por lo que requiere inexcusablemente la demostración del agravio en el caso concreto y sólo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional…” y que "la ventaja, acierto o desacierto de la medida legislativa -mantenimiento de la prohibición de toda clase de actualización monetaria- escapa al control de constitucionalidad pues la conveniencia del criterio elegido por el legislador no está sujeta a revisión judicial…, y la Corte Suprema ha sostenido que los arts. 7 y 10 de La Ley 23.928 constituyen una decisión clara y terminante del Congreso Nacional de ejercer las funciones que le encomienda el Art. 67, inc. 10 (hoy Art. 75, inc. 11), de la Constitución Nacional de 'Hacer sellar la moneda, fijar su valor y el de las extranjeras...' (conf. causa 'YPF' en Fallos: 315:158, criterio reiterado en causas 315:992 y 1209; 319:3241 y 328:2567)".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Estado Nacional - AFIP DGI – Resol. 5/10 s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17459/2011/CA1-CS1, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Regulación del Comercio.


    Acción de amparo contra Estado Nacional. Unidad de Coordinación y Evaluación de Subsidios al Consumo Interno (USESCI). Oficina Nacional de Control Comercial Agropecuario (ONCCA). Resolución 9/2007. Subsidios al consumo: interpretación de los beneficios.


    Vale recordar que mediante la resolución 9/2007, el entonces Ministerio de Economía y Producción creó un mecanismo destinado a otorgar subsidios al consumo mediante los industriales y operadores que vendían en el mercado interno productos derivados del trigo, maíz, girasol y soja. Asimismo facultó a la ONCCA a dictar las normas complementarias a fin de lograr los objetivos establecidos en dicha medida. Una vez disuelta la ONCCA y creada la USESCI, la resolución conjunta aquí cuestionada dispuso, en su Art. 5°, que "a partir de la entrada en vigencia de la presente medida, se tienen por denegadas y/o anuladas todas las solicitudes de compensaciones y/o subsidios y/o reembolsos que se encuentren pendientes del dictado de acto resolutivo, debiendo los peticionantes, en su caso, proceder a efectuar su solicitud conforme esta normativa. En el caso de las solicitudes que se encuentren pendientes de pago, la Unidad previo informe de la Secretaria Ejecutiva, impartirá las instrucciones tendientes a la prosecución del trámite administrativo". Es principio inconcuso de hermenéutica que la primera fuente de exégesis de las leyes su letra, y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. Resulta evidente que la resolución conjunta denegó “todas” las solicitudes de compensaciones “y/o” subsidios “y/o” reembolsos que se hallaban en trámite y pendientes del dictado del acto resolutivo correspondiente, pero exceptuó de tal negativa a aquellos pedidos relativos a las compensaciones de los sectores avícolas y de molinos, las que, "en su caso", debían ser reconducidas de acuerdo a los términos de las normas por ella implementadas. Por lo tanto, el rechazo del Art. 5° de la resolución conjunta resulta plenamente aplicable a las solicitudes que, por la actividad de feed lots, había presentado la actora por el período en cuestión, sin que corresponda extender esos beneficios más allá de la letra de la ley, lo que implicaría sustituir al legislador en su tarea, aspecto vedado a los tribunales, quienes no pueden juzgar el mero acierto o conveniencia de las disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus facultades propias, debiendo limitarse a su aplicación tal como estos las concibieron.


    Aviala S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resol. 235, 166 y 334/11 y otros s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 16222/2012/CA3-CS1, 01 de marzo de 2016


    Ver Dictamen

  


  


  
    Capítulo IV


    Derecho Internacional


    Derecho Internacional Privado


    Restitución internacional de menores


    Interés del menor. Convención de los derechos del niño. Derecho del menor a ser oído.


    Precedente de Fallos: 333:604.


    Las autoridades del país de refugio no están obligadas a implementar el retomo, cuando se verifica alguna de las hipótesis previstas por el artículo 13 del CH 1980; esto es: i) grave riesgo de exposición a un serio peligro físico y psíquico, o de que se coloque al menor de edad, de cualquier otra manera, en una situación intolerable; y, ii) comprobación de que el propio menor se opone al regreso. En cuanto a la virtualidad de la oposición del menor de edad, este aspecto fue considerado por la Procuración General de la Nación en el dictamen publicado en Fallos: 333:604. Allí se transcribieron las consideraciones en torno a que “el Convenio admite ... que la opinión del menor respecto a la cuestión esencial de su retorno o no retorno pueda ser decisiva si, en opinión de las autoridades competentes, ha alcanzado una edad y una madurez suficientes. Por esta vía, el Convenio brinda a los menores la posibilidad de convertirse en los intérpretes de su propio interés...”. Se anotó, además, que los jueces reunidos en el Foro de La Haya del año 2005, se dedicaron al complejo tema del parecer de los hijos, subrayando la distinción que deben hacer los jueces, por una parte, entre opinión sobre el tema de fondo-objeción al regreso; y, por la otra, entre voz del niño-voz del progenitor, preocupación esta última que ya estaba presente en el “Reporte del Segundo Encuentro de la Comisión Especial”. Asimismo, se recordó que el Ministerio Público ha llamado la atención, en el marco de la Convención sobre los Derechos del Niño, acerca del delicado ejercicio de prudencia que conlleva el respeto cabal por el derecho del niño a ser escuchado. En las actuaciones se da la excepcional situación de un rechazo vehemente y férreo. Es decir, que se verifica una oposición en los términos del artículo 13b CH 1980, tal como fueron interpretados por esa Corte, expresada enfáticamente ante los jueces locales por un niño de casi once años, e inserta en el marco de los antecedentes de acentuado sufrimiento. Las conclusiones expuestas no importan desconocer los señalamientos de la juzgadora, en torno al comportamiento arbitrario y dilatorio puesto de manifiesto por la progenitora y por su representación letrada, sino asentir a la existencia de una realidad extraordinaria y traumática que, de traducirse en un reintegro, pondría en grave riesgo la integridad física y mental del niño.


    G., L. s/ Por su hijo G. P., T. por restitución s/ Familia p/ Recurso extraordinario de inconstitucionalidad – Casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 453/2016/CS1, 09 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Sustracción internacional de menores. Convención de los derechos del niño. Ejercicio conjunto de la responsabilidad parental. Interés del menor. Derecho del menor a ser oído. Residencia habitual del niño.


    Surge en autos que, al provocarse el desasimiento, la residencia habitual de los menores de edad se emplazaba en el Reino de España, cuyo ordenamiento jurídico no autorizaba a la madre para desplazar unilateralmente a los hijos comunes, y dotaba al padre de derechos relevantes en el orden convencional. En segundo lugar, dado que la falta de anuencia paterna o conformidad posterior tampoco es objeto de debate en la instancia, el problema planteado se encuadra en los términos del artículo 3 CH 1980, en tanto el traslado debe calificarse como ilícito. Se inserta, también; en lo dispuesto por su artículo 12, primera parte, puesto que - al haberse activado el mecanismo restitutorio dentro del plazo de un año allí previsto -, la integración al medio no puede argüirse como motivo de oposición auto suficiente, ni excusa el cumplimiento urgente de la devolución; a menos que se compruebe alguna de las circunstancias eximentes explícitamente reguladas. Corresponde destacar que el CH 1980 no pretende resolver el problema de la atribución de la guarda, aspecto que fue acordado por los padres y asimismo decretado por la justicia española, queda a cargo de la madre; sino que su objetivo se ciñe a la restitución de los menores de edad al lugar que operó como centro de vida, de no concurrir alguna de las causales tipificadas como eximentes. En este plano, la madre no ha probado hallarse inhabilitada para reingresar a España, ni ha demostrado la imposibilidad de estar allí con sus hijos, o ejercer su derecho de defensa en aquel país donde la interesada habría desarrollado actividades laborales, construido relaciones de apoyo social y económico, y accedido a la vivienda para el grupo, en préstamo y en alquiler. En cualquier caso, las Autoridades Centrales de los Estados contratantes tienen un rol preponderante en el cumplimiento de una orden de retorno seguro, de modo que su ámbito de actuación no queda limitado a la adopción de medidas preventivas y protectorias en beneficio de los hijos sino que, de ser necesario, debe extenderse al progenitor acompañante y, con posterioridad, asegurarse de su cumplimiento. El artículo 13, inciso b), CH 1980 contempla un supuesto de excepción, e impone evaluar el material fáctico de la causa con estrictez, para no frustrar la efectividad del instrumento. En este orden, quien discute la restitución, ha de probar acabadamente que el reintegro entraña un riesgo severo. Particularmente, en cuanto al peligro de carácter psíquico, debe demostrar una perturbación superior al que normalmente deriva de la ruptura de la convivencia. Es decir, es indispensable que establezca la concurrencia de una situación en extremo delicada que va más allá del natural padecimiento ocasionado a raíz de un cambio de lugar de residencia, o de la desarticulación del núcleo de referencia. El análisis del informe psicológico-social no resulta conclusivo en relación con la cuestión a decidir, cual es la determinación respecto a si el retomo de los niños podría quedar abarcado por los supuestos de excepción legalmente previstos. En efecto, el informe parte de la base de que el progreso de la demanda supone que los niños sean inexorablemente apartados de su madre, para ser entregados al progenitor, sin que los aspectos relativos a la custodia se hallen en discusión en el caso. En ese sentido, el riesgo específico del retomo, ponderado en sí mismo y no en función de un cambio de guarda, no ha sido detectado ni descripto como era menester. Por otra parte, la posibilidad del artículo 13 en cuanto se refiere a la opinión de los niños, sólo se abre frente a una voluntad cualificada, que no ha de estar dirigida a la custodia o a las visitas, sino al reintegro al país de residencia habitual. Del mismo modo, no debe tratarse de una mera preferencia o negativa, sino en una verdadera oposición, entendida como un repudio genuino, coherente, e irreductible a regresar. Desde esta perspectiva, no se ha acreditado una verdadera oposición en los términos antes expuestos. En ese marco, el peligro de connotaciones estrictas al que se refiere el CH 1980 no ha sido demostrado. Consecuentemente, dado que la interpretación amplia del artículo 12 CH 1980 fuerza uno de los objetivos fundamentales de la estructura cooperativa, las apelaciones no deben progresar. En este sentido, la Argentina ha adquirido el compromiso de combatir la sustracción internacional y, salvo circunstancias rigurosamente particulares, no debería abdicar de esa responsabilidad, al abrigo de los hechos consumados, generados irregularmente por uno de los progenitores. No obstante lo anterior, tanto el cuadro de violencia generado por el padre conforme surge de las decisiones de las autoridades y tribunales españoles, como el carácter estresante de una nueva partida, resultan altamente delicados y merecen una especial atención institucional. Al respecto, resulta importante hacer extensiva la recomendación de que ambos padres recurran a la asistencia profesional en el área de la salud, sostengan a sus hijos con el mayor de los equilibrios, y den pronto cumplimiento a la restitución, con una actitud ponderada de acompañamiento.


    B. D. C., G. E. c/ D. C., M. R. s/ Restitución internacional


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1438/2016/CS1, 24 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Reintegro de hijo menor. Denegación: grave riesgo para el menor y oposición del niño a la medida. Convenio sobre aspectos civiles de la sustracción internacional de menores de La Haya "CH 1980" y Convención sobre los Derechos del Niño. Viabilidad de los supuestos de excepción: carácter excepcional de las hipótesis que deniegan la restitución.


    El artículo 13, inciso b), contempla un supuesto de excepción, lo que implica que quien se opone a la restitución y entiende que se configura dicha causal debe demostrar con certeza que el reintegro entraña un severo peligro. La facultad de denegar el retomo, requiere que el niño sufra un extremo de perturbación emocional superior al que normalmente deriva de la ruptura de la convivencia con uno de sus padres. Exige la concurrencia de una situación delicada, que va más allá del natural padecimiento que puede ocasionar un cambio de residencia o la desarticulación de su grupo conviviente. Examinadas las circunstancias del caso desde la perspectiva rigurosa que imponen los criterios interpretativos enunciados, resulta suficientemente demostrada la probabilidad de que el regreso a España conlleve un alto compromiso para la salud del menor. El cuadro, de una llamativa seriedad, lleva a tener por verificado el peligro de connotaciones estrictas al que se refiere el Convenio de 1980, puesto que pone de manifiesto el intenso sufrimiento que el niño ha padecido mientras vivía en España, así como las repercusiones que el regreso podría operar en su aparato psíquico, extremadamente vulnerable y lábil. No se trata, pues, de una perturbación fruto de la ruptura de la estancia con uno de los padres o de la desarticulación del marco familiar, sino de una situación extraordinaria y traumática que pondría en riesgo la integridad de la persona menor de edad, circunstancia intolerable que no puede paliarse remitiendo las posibles consecuencias al seguimiento institucional propio del llamado regreso seguro, en la que pretende situarla el apelante. Asimismo, y en relación a la oposición del niño a ser restituido, se configura la excepcional situación de un rechazo vehemente y férreo. Es decir que, se verifica una oposición en los términos del artículo 13, inciso b), párrafo 20, del acuerdo, tal como fueron interpretados por el Alto Cuerpo, expuesta enfáticamente ante el superior tribunal provincial por un joven de casi doce años, e inserta en el marco de los antecedentes de acentuado sufrimiento reseñados.


    S. A., C. c/ D., M. F. s/ Reintegro de hijo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4187/2015/CS1, 29 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Restitución de un menor. Convenio sobre Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores de La Haya, Ley 23.857 y Convención de los Derechos del Niño: excepción a la restitución conf. Art. 13 inc. b). Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas. Derecho del niño a ser oído conforme la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Denegatoria a la restitución.


    La Corte ha dicho que no existe contradicción entre esas fuentes en tanto ambas propenden a la protección del superior del niño, y que el Convenio de La Haya parte de la presunción de que el bienestar del tutelado se alcanza volviendo al statu quo anterior al acto de desplazamiento o retención ilícitos, preservando el mejor interés del menor de edad mediante el cese de las vías de hecho. Sin embargo, esta presunción está sujeta a la inexistencia de ciertas circunstancias reguladas por el texto convencional. En cuanto aquí particularmente interesa, la cuestión se centra en los alcances que corresponde atribuir al artículo 13, inciso b), del Convenio mencionado, en cuanto dispone que el Estado requerido no está obligado a ordenar la restitución del niño si "existe un grave riesgo de que la restitución del menor lo exponga a un peligro físico o psíquico o que de cualquier otra manera ponga al menor en una situación intolerable". Esta excepción, como ha interpretado el Máximo Tribunal, sólo procede cuando el traslado le irrogaría al niño un grado de perturbación muy superior al impacto emocional que norma1mente deriva de un cambio de lugar de residencia o de la ruptura de la convivencia con uno de los padres (cfr. Fallos: 318:1269; 328:4511). En tales condiciones, la norma prevé que la restitución internacional cede ante el interés del niño a no ser sometido a un daño psíquico o físico intolerable, por lo que el derecho del progenitor requirente a que cesen las vías de hecho, queda subordinado al derecho del menor de edad a ser protegido ante la existencia de esas circunstancias. Los informes realizados -y no impugnados por las partes- resultan concordantes en cuanto desaconsejan la restitución del menor de edad a España, atendiendo a las consecuencias psicológicas que esa medida implicaría. En concordancia con ello, el Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas, ha dicho en relación con el trato de menores de edad no acompañados y separados de su familia fuera de su país de origen, que el retomo no entra en consideración si produce un "riesgo razonable" de traducirse en la violación de los derechos humanos esenciales del niño y, en particular, si es aplicable el principio de no devolución. Agregó que, a tal efecto, se deberá tener en cuenta, entre otras cuestiones, el nivel de integración del niño en el país de acogida y el periodo de ausencia de su país de origen. En relación al derecho del niño a ser oído, la Convención sobre los Derechos del Niño dispone que los Estados partes tienen la obligación concreta de garantizar a cada niño, en todo procedimiento judicial o administrativo, su derecho a ser escuchado, a expresar libremente su opinión en todos los asuntos que lo afectan y a que sea debidamente tenida en cuenta, en función de su edad y madurez. Sobre el tema, se ha expedido la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al expresar que el aplicador del derecho, sea en el ámbito administrativo o en el judicial, deberá tomar en consideración las condiciones específicas del menor de edad y su interés superior para acordarle participación, según proceda, en la determinación de sus derechos (cf. Caso Atala Riffo y Niñas vs. Chile). Asimismo, indicó que los jueces deben explicar de qué manera tomaron en cuenta las declaraciones y preferencias de los niños y que, frente a sus derechos, deben conducirse con particular diligencia y celeridad (párr. 208). Sin embargo, atendiendo a la urgencia del caso que fuera resaltada en la decisión de esa Corte, y en virtud de las pruebas y constancias de autos, un nuevo desarraigo se traducirá en un daño cierto y concreto para la salud psíquica del niño. En consecuencia, corresponde revocar la sentencia, denegar la restitución y ordenar las medidas necesarias para mantener y consolidar el vínculo del niño con su padre.


    E., M.D. c/ P., P.F. s/ Restitución del menor E.P., C.D.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4049/2015/CS1, 28 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Restitución internacional de niños: marco normativo aplicable al caso. Presentación directa ante el Ministerio de Relaciones Exteriores. Interpretación de la Convención de la Haya de 1980. Sentencia dictada en el extranjero como medio de prueba. Reporte Pérez-Vera. Permiso otorgado por el padre para residir en Argentina. Improcedencia del procedimiento restitutorio. Inexistencia de procedimiento específico interno: ralentización de trámites judiciales.


    El apelante fue quien sometió el problema a los tribunales argentinos en los términos del CH 1980, en cuyo marco acompañó fallos dictados en sede francesa como prueba documental. De ese modo, la jurisdicción nacional quedó habilitada a expedirse sobre la configuración de los extremos establecidos por el tratado, a lo que se suma que tal es el cometido impuesto por el CH 1980 a las autoridades del Estado de refugio, de manera que éstas deben encargarse del juzgamiento acerca de la aplicabilidad y los alcances del esquema restitutorio (arg. Art. 13 CH 1980). Por lo tanto, dado que el ámbito de conocimiento planteado remite al CH de 1980, y no al reconocimiento de las sentencias extranjeras de la Ley 24.107, resulta incongruente sostener que los jueces argentinos están constreñidos por el criterio de sus pares franceses, en cuanto a un extremo fáctico como es la existencia de consentimiento paterno para modificar la residencia de los hijos menores. A este respecto, corresponde tener en cuenta que la previsión del artículo 14 CH 1980 -además de tener por finalidad prioritaria la flexibilización de la prueba del derecho extranjero-, trasunta un ostensible carácter facultativo, así como que el CH 1980 no es un tratado sobre el reconocimiento y la ejecución de resoluciones en materia de custodia (Reporte Pérez-Vera, párrafos 36 y 119), Y el actor no ha optado aquí por la vía abierta en su artículo 34, segunda parte, en tanto, insisto, invocó los fallos extranjeros con el estricto carácter de prueba instrumental. Sentado ello, es menester recordar que el mecanismo de reintegro opera siempre que el traslado o la retención sean ilícitos (art. 3 CH 1980; V., entre otros, Fallos: 333:604). Luego, el primer interrogante a dilucidar en orden a la pertinencia del procedimiento de restitución, es si la madre contó con una habilitación relevante, en los términos del CH 1980, para establecer la residencia de los niños en el suelo argentino. A propósito de este extremo sustantivo, no se contiende que el progenitor otorgó oportunamente su permiso para la salida de los niños de Francia, con destino a la ciudad de Buenos Aires. A ello se adiciona que la Cancillería nacional acompañó al proceso copia del expediente interno del cual surge que, con anterioridad al viaje el padre prestó formal conformidad para que los niños residan en el territorio de la República; dato éste que fue valorado por esa Autoridad Central como decisivo, y motivó que no se diera curso a la solicitud de restitución. En esta línea, el Ministerio de Relaciones Exteriores de la Nación concluyó que el certificado consular es prueba suficiente de que el actor consintió que sus hijos pasaran a vivir en Argentina y, consecuentemente, de que la residencia mudó con la anuencia paterna aunque no resulta vinculante para los jueces, ese antecedente debe ser atendido, puesto que es incumbencia específica de las autoridades centrales la verificación de las condiciones exigidas por el convenio y la revisión de la admisibilidad del pedido, que puede rechazarse ab initio por razones que han de informarse a su par del Estado requirente. En suma, ni el desplazamiento ni la permanencia fuera del territorio francés merecen tenerse por ilícitos la conducta descripta resulta idónea para suscitar en la demandada la seria creencia de que el padre había accedido al cambio de residencia y, por lo tanto, no gestionaría el retorno de sus hijos. Por ende, en las especiales circunstancias de autos, debería tenerse por inadmisible la retractación de un temperamento que, según el leal saber y entender de la progenitora, se le habría presentado con rasgos inequívocos. Evaluadas las circunstancias del caso con la rigurosidad con la que deben apreciarse las excepciones previstas en el texto convencional, se ha satisfecho de forma convincente la demostración del consentimiento paterno para la reubicación de los niños en territorio argentino. En razón de ello, de conformidad con los artículos 3 y 13, inciso a), del Convenio de La Haya de 1980, no es obligatorio para las autoridades nacionales activar el procedimiento restitutorio previsto por ese tratado; conclusión ésta que, torna inconducente el tratamiento de los restantes extremos convencionales.


    G. J. D. c/ Carbone Maria Victoria s/ Reintegro de hijo


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 35893/2011/2/RH1, 15 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Derecho Internacional Público


    Derecho de los Cursos de Aguas Internacionales


    Sanción pecuniaria a patrón de la Marina Mercante chilena por no comunicar el avistaje de embarcación en dificultades. Disposición 979/2011. Hecho ocurrido en zona económica exclusiva: no compelido por la norma. Revoca sentencia.


    Las comunicaciones previstas en el SECOSENA son obligatorias para los buques de bandera extranjera solamente cuando naveguen por el mar territorial argentino, ríos o lagos interiores (arts. 102.3, 602.2 Y 605.4 del RESMMA, que aluden a dichas embarcaciones en la medida en que boguen en aguas nacionales). Esta conclusión, por doctrina expresada por la Corte en el sentido de que es principio inconcuso de hermenéutica que la primera fuente de exégesis de la Ley es su letra, y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. Asimismo, la Corte ha señalado que los textos legales no deben ser considerados, a los efectos de establecer su sentido y alcance, aisladamente, sino correlacionándolos con los que disciplinan la misma materia, como un todo coherente y armónico, como partes de una estructura sistemática considerada en su conjunto. Habida cuenta de ello, el apelante no se encontraba compelido a efectuar las comunicaciones prescriptas por las normas invocadas en la disposición 979/2011 puesto que, como se ha señalado, en el sub examine no existe controversia con relación a que los acontecimientos en base a los cuales fue sancionado ocurrieron en la zona económica exclusiva y no en el mar territorial.


    Mayorga Vidal, Sergio Mauricio c/ PNA s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 39235/2013/CS1-CA1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Derecho de los Tratados


    Remisión al dictamen de la causa CIV 113978/2010/2/RH1, “Q., A. c/ C., M. V. y otro s/ Reintegro de hijo”.


    Q., A. c/ C., M. V. y otro s/ Reintegro de hijo


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 113978/2010/3/RH2, 16 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Restitución internacional de niños. Interés superior del niño. Excepciones: Art. 13 inc. b) de la Convención de la Haya de 1980. Existencia de grave riesgo. Causa penal conexa pendiente de resolución: abuso de hijas menores.


    Conforme a los principios que rigen en la materia y que surgen del Convenio de la Haya de 1980, el procedimiento de restitución inmediata se halla inspirado en la regla del interés superior de los niños establecida por la Convención sobre los Derechos del Niño. De ahí que en el preámbulo del Convenio los Estados declaran “estar profundamente convencidos de que el interés del niño es de una importancia primordial para todas las cuestiones relativas a su custodia.” No existe contradicción entre esas fuentes en tanto ambas propenden a la tutela del mencionado interés superior, y el CH 1980 parte de la presunción de que el bienestar del tutelado se alcanza volviendo al statu quo anterior al acto de desplazamiento o retención ilícitos, preservando el mejor interés del menor de edad mediante el cese de las vías de hecho. Sin embargo, esta presunción está sujeta a la ausencia de ciertas circunstancias reguladas por el texto convencional. En efecto, deviene indispensable el examen respecto de la configuración de alguna de las excepciones a las que el Convenio supedita la operatividad del procedimiento de restitución que obstarían a la solución adoptada por el a quo. En cuanto aquí interesa, la cuestión se centra en los alcances que corresponde atribuir al artículo 13, inciso b), del CH 1980, en tanto prevé que el Estado requerido no está obligado a ordenar el retorno de los niños si “existe un grave riesgo de que la restitución del menor lo exponga a un peligro físico o psíquico o que de cualquier otra manera ponga al menor en una situación intolerable”. Esta excepción sólo procede cuando el traslado le irrogaría al niño un grado de perturbación muy superior al impacto emocional que normalmente deriva de un cambio del lugar de residencia o de la ruptura convivencial con uno de los padres. En tales condiciones, la norma estatuye que la restitución cede ante el interés del infante a no ser sometido a un peligro físico o psíquico intolerable, por lo que el derecho del progenitor requirente a que cesen las vías de hecho, queda subordinado al derecho del niño a ser protegido ante la existencia de esas circunstancias. En ese contexto, adquiere relevancia la sospecha de abuso intrafamiliar de carácter sexual que está siendo investigada en sede penal, donde se ordenó el procesamiento del padre, situación que constituye un asunto crucial para el desarrollo saludable de las niñas. Es que frente a la amenaza de violencia y en particular, abuso sexual, resulta indispensable velar activamente por el crecimiento integral de las niñas afectadas y su protección, siendo responsabilidad de los Estados adoptar todas las medidas necesarias a tal fin. Se hace evidente la situación intolerable a la que quedarían sometidas las hijas, de ser reintegradas al hogar bajo el exclusivo cuidado del padre -sin que esté dilucidada la existencia de abuso-, lo cual lleva a tener por verificado el supuesto al que se refiere el CH 1980 (cfr. Art. 13; inc. b). Esa es la respuesta que impone la prudencia ante el tenor del problema suscitado, máxime, valorando el estado del proceso penal en curso que justifica el peligro al que se refiere el artículo 13, inciso b) del CH 1980, en virtud del principio cardinal del mejor interés del niño. La magnitud de ese riesgo es tal, que lo dota de suficiente significación en el orden convencional. A esa luz, ante la seriedad de la denuncia, el hecho de no mediar condena, no obsta a que la obligación de tutela a cargo del Estado argentino se traduzca en una denegación del pedido objeto de autos, sin que las supervisiones externas o de los seguimientos institucionales que puedan instaurarse en el marco del denominado regreso seguro del menor de edad, sean aptos para neutralizar el daño que pudiere provocar un abuso en el futuro.


    Q., A. c/ C., M. V. y otro s/ Reintegro de hijo


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 113978/2010/2/RH1, 16 de agosto de 2016


    Ver Dictamen

  


  


  
    Capítulo V


    Derecho Laboral


    Derecho Colectivo del Trabajo


    Asociaciones Sindicales de Trabajadores


    Acción de amparo. Federación gremial. Sindicatos. Conflicto intersindical. Afiliación sindical. Libertad sindical. Aportes sindicales. Convenios colectivos de trabajo.


    El acta paritaria, al imponer el pago de una cuota solidaria a trabajadores afiliados a la actora, produce una severa interferencia en la actividad sindical que no encuentra adecuada justificación en la potestad exclusiva de la demandada para negociar convenios colectivos de alcance provincial. La Corte sostuvo que la afiliación libre y consciente no puede verse herida con supuestas razones de interés sindical y bien común. Asimismo, señaló que quienes están bajo la protección de la Convención Americana sobre Derechos Humanos tienen no sólo el derecho y la libertad de asociarse libremente con otras personas, sin intervención de las autoridades públicas que limiten o entorpezcan el ejercicio del respectivo derecho, lo que representa, por lo tanto, un derecho de cada individuo, sino que, además, gozan del derecho y la libertad de buscar la realización común de un fin lícito, sin presiones o intromisiones que puedan alterar o desnaturalizar su finalidad. Además puntualizó que, de manera general, la posibilidad para un gobierno de conceder una ventaja a una organización determinada, o de retirársela para beneficiar a otra, entraña el riesgo, aunque no sea esa su intención, de acabar por favorecer o desfavorecer a un sindicato frente a otros, cometiendo un acto de discriminación. Es más, favoreciendo o desfavoreciendo a determinada organización frente a otras, los gobiernos pueden influir en la decisión de los trabajadores cuando elijan una organización para afiliarse, ya que es indudable que estos últimos se sentirán inclinados a afiliarse al sindicato más apto para servirlos, mientras que por motivos de orden profesional, confesional, político u otro, sus preferencias los hubieran llevado a afiliarse a otra organización. El acuerdo paritario otorga una ventaja económica que favorece a la demandada y, en paralelo, impone una desventaja que perjudica a la actora, condicionando la libre elección de los trabajadores municipales de la provincia respecto de su afiliación sindical. Todo ello produce una grave injerencia en la vida sindical que contradice el principio de neutralidad estatal en esta materia. El pago obligatorio de la cuota solidaria constituye una interferencia arbitraria ya que no encuentra adecuada justificación en la potestad exclusiva de negociación de convenios colectivos, de alcance provincial, de la federación demandada. No se trata de imponer la cuota solidaria a trabajadores sin afiliación sindical alguna que se benefician con un acuerdo de alcance general, sino de obligar al pago de esa cuota a trabajadores afiliados a una entidad sindical que disputa, precisamente, la exclusividad en la representación, y que, conforme a la normativa nacional debe ser admitida en ese ámbito de negociación colectiva. La exclusividad de representación que dispone la Ley 9996 en favor de la demandada para representar a los trabajadores municipales en la Comisión Paritaria, contradice el principio de pluralidad de representación en el sector público. Además, se opone al artículo 35 de la Ley 23.551 que establece una preferencia por el sindicato de primer grado para representar los intereses colectivos de los trabajadores por sobre la asociación de segundo grado.


    Asoc. Pers. Munic. Las Colonias c/ Fed. Sind. Trab. Munic. FESTRAM y otros s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5299/2014/RH1, 04 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Derecho de la Seguridad Social


    Veterano de la guerra de Malvinas. Demanda por descuentos aplicados al complemento del Decreto 1244/98 (Ley 23.109). Autarquía y autonomía universitaria: concepto y límites. Precedente de Fallos 322:942. Improcedencia de la pretensión de la Universidad.


    La universidad demandada, con el supuesto objetivo de no menoscabar el principio de igualdad, procede a liquidar el complemento en cuestión de modo tal que el cálculo es efectuado atendiendo a la carga horaria del docente, extremo que revela un claro apartamiento de la normativa vigente, por cuanto de su texto surge expresamente la intención de otorgar a los ex combatientes una suma fija equivalente a la remuneración de un agente que revista en determinado nivel del escalafón del personal de la Administración Pública Nacional, que no puede tomarse como base para calcular otros adicionales ni deducciones de ninguna naturaleza. Por otra parte, no obsta a la conclusión expuesta la autonomía universitaria, pues conforme la doctrina y la jurisprudencia ella implica libertad académica y de cátedra en las altas casas de estudio, así como la facultad de redactar por sí mismas sus estatutos, la designación de su claustro docente y autoridades. Asimismo, estableció que la autarquía es complementaria del término anterior y por ella debe entenderse la aptitud legal que se les confiere a las universidades para administrar por sí mismas su patrimonio, es decir, la capacidad para administrar y disponer de los recursos que se les asigna a cada una de ellas, mediante los subsidios previstos en la Ley de presupuesto, como así también la plena capacidad para obtener, administrar y disponer de los recursos propios que se generen como consecuencia del ejercicio de sus funciones. La facultad de dictar sus normas de funcionamiento interno, en particular aquellas que se vinculan al modo de administrar sus fondos, no puede en modo alguno convertirse en un obstáculo al ejercicio de las potestades que la Constitución confiere al Congreso para adoptar medidas que garanticen el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por otras normas que conforman el ordenamiento jurídico como ocurre en el caso con la Ley 23.109, en cuyo marco se dictó el decreto 1244/98 por razones de justicia y reconocimiento.


    Rivas Roque Ricardo c/ Universidad Nacional de Mar del Plata s/ Laboral


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 22073628/2007/CS1, 04 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Prestaciones básicas para personas con discapacidad


    Prestación por educación. Medicina prepaga. Alcance de la cobertura. Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.


    Falta de consideración de los progresos de la niña y posibles efectos del cambio de institución educativa. Precedentes del fallo R. 104, L. XLVII, “R. D. y otros c/ Obra Social del Personal de la Sanidad”, y el dictamen de la causa CCF 2932/2010/1/RH1, “M. F. G. y otros c/ OSDE s/ amparo de salud”.


    En el caso R. 104, L. XLVII, “R. D. y otros c/ Obra Social del Personal de la Sanidad”, la Corte Suprema estableció que corresponde a la prestadora de salud acreditar que el cambio de institución no es nocivo para la evolución del niño a efectos de eximirse de la obligación de cubrir los costos de su educación. En oportunidad de dictaminar en el marco de la causa CCF 2932/2010/1/RH1, “M. F. G. y otros c/ OSDE s/ amparo de salud”, la Procuración General remitió a la citada sentencia y también destacó que en dichos casos deben valorarse especialmente los progresos logrados por el niño con discapacidad en la institución a la que concurre. Esas pautas derivan del modelo social de discapacidad y de los objetivos de la educación inclusiva establecidos en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, esto es, desarrollar plenamente el potencial humano, la personalidad y las aptitudes, y hacer posible la participación efectiva en la sociedad. En particular, se ha destacado la singular importancia de propiciar la plena integración social de las personas con discapacidad. Por ello, las consecuencias de cualquier decisión sobre los vínculos afianzados por la niña, su inserción en la comunidad educativa y su adaptación al espacio físico de la escuela deben ser cuidadosamente examinadas.


    G. G., J. M. y otro c/ O. s/ Amparo Ley 16.986


    FSA-Justicia Federal de Salta, 13730/2015/CS1, 26 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones


    Impugnación del decreto de necesidad y urgencia. Aportes previsionales. Reajuste jubilatorio. Gendarmería Nacional. Control de constitucionalidad. Facultades legislativas. Fallos de la Corte Suprema. Reforma de la Constitución. Derechos irrenunciables. Beneficios previsionales.


    Existencia de una situación de grave riesgo. Rigurosa excepcionalidad. Exigencias formales. Estado de necesidad y urgencia. Precedente “Peralta” y de Fallos: 322:1726.


    Respecto de la facultad de dictar este tipo de decretos, la Corte se ha pronunciado en el precedente “Peralta” al expresar que, en el ámbito de la legislación de emergencia, la validez constitucional de un decreto de necesidad y urgencia se encuentra condicionada a la existencia de una situación de grave riesgo social frente a la cual exista la necesidad de adoptar medidas súbitas cuya eficacia no es concebible por el trámite ordinario previsto en la Constitución para la sanción de las leyes. Asimismo, el Tribunal ha dicho que los textos constitucionales no dejan dudas acerca de que la admisión del ejercicio de facultades legislativas por parte del Poder Ejecutivo se hace en condiciones de rigurosa excepcionalidad y con sujeción a exigencias formales, que constituyen una limitación y no una ampliación de su práctica. Así, entendió que, para el ejercicio válido de dicha facultad, se exige no sólo que aquél no regule sobre determinadas materias enumeradas expresamente en la letra de la Ley Fundamental sino también que exista un estado de necesidad y urgencia, presupuesto fáctico cuya concurrencia corresponde al órgano judicial evaluar, máxime cuando esas circunstancias excepcionales son invocadas unilateralmente por el órgano ejecutivo para ejercer funciones legisferantes que por regla constitucional no le pertenecen. Ello es de ese modo, porque -sostuvo- el texto de la Constitución no habilita a elegir discrecionalmente entre la sanción de una Ley o la imposición más rápida de ciertos contenidos materiales por medio de un decreto; claro está, sin perjuicio de la intervención del Poder Legislativo que prevén tanto la Constitución como la Ley 26.122. En el precedente de Fallos: 322:1726, la Corte resolvió que para que el Poder Ejecutivo pueda ejercer válidamente las facultades legislativas excepcionales es necesaria la concurrencia de alguna de estas dos circunstancias: a) que sea imposible dictar la Ley mediante el trámite ordinario previsto en la Constitución, vale decir, que las cámaras del Congreso no puedan reunirse por circunstancias de fuerza mayor que lo impidan, como ocurriría en el caso de acciones bélicas o desastres naturales que impidiesen su reunión o el traslado de los legisladores a la Capital Federal; o b) que la situación que requiere solución sea de una urgencia tal que deba tratarse inmediatamente en un plazo incompatible con el trámite normal de una ley. Sobre la base de tales pautas, la sentencia apelada se ajusta a derecho. En efecto, la genérica invocación de que era menester proveer y asegurar la continuidad e integridad de la obligación de pagar los haberes de pasividad que la Gendarmería Nacional cuyo cumplimiento se encontraba en riesgo ante alegadas restricciones presupuestarias, y la afirmación de que la modificación del régimen de los aportes del personal de aquella institución permitiría reducir el auxilio del Tesoro Nacional y equipararlos con los del personal militar de las Fuerzas Armadas, no generaba la existencia de una situación de grave riesgo social que tornara necesaria la adopción de medidas inmediatas como la atacada en el sub lite. En tales condiciones, el decreto impugnado no cumple con los requisitos exigidos para que pueda sostenerse la validez de su dictado, ya que se aparta de la constante doctrina de la Corte en la materia, antes y luego de la reforma constitucional de 1994. Por lo demás, sostener que el supuesto consentimiento prestado por los actores -durante un tiempo prolongado- a que se realizara el descuento de sus aportes personales en el porcentaje previsto por el decreto 679/97 constituye un obstáculo para que prospere la pretensión esgrimida en la causa, importa soslayar el carácter irrenunciable de los beneficios de la seguridad social.


    Miranda, Aldo Rodolfo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior – GN – Dto. 679/97 s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 10318/2007/CA1-CS1, 29 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Régimen jubilatorio. Poder Judicial Provincial. Funcionarios judiciales. Trabajador. Impuesto a las ganancias. Remuneración. Derecho de igualdad. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Omisión de considerar cuestión propuesta.


    Ley 11.196 del Régimen salarial del Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe. Ley 20.628 de Impuesto a las ganancias.


    El fallo impugnado exhibe defectos de fundamentación que lo descalifican como acto judicial válido, por lo que debe dejarse sin efecto. En este sentido, la sentencia apelada, al resolver la cuestión planteada sobre la situación de los actores -empleados que se desempeñaron en el Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe y que se encuentran jubilados- frente al impuesto a las ganancias, soslayó tratar el argumento oportunamente planteado y fundado en el derecho de igualdad previsto en el artículo 16 de la Constitución Nacional. En efecto, los actores alegaron que frente al pago de un impuesto nacional los empleados judiciales provinciales, que se encuentran jubilados, deben recibir el mismo tratamiento que los que se encuentran en igual situación en el ámbito nacional. Ese argumento vinculado con una garantía federal tiene además sustento en la Ley local que determina el régimen salarial del Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe -Ley 11.196-, en la cual los actores fundaron, en parte, su reclamo. De este modo, la decisión apelada al interpretar el alcance del acta 31/00 de la Corte Suprema de la Provincia de Santa Fe, por la cual ese tribunal local ajustó su proceder al criterio sostenido por la Corte Suprema de la Nación en la acordada 56/96, omitió tratar el argumento fundado en la igualdad frente a las cargas públicas, así como la posible incidencia de la Ley 11.196. Por un lado, el artículo 2.1 de esa Ley prevé un régimen de equiparación salarial de las autoridades superiores, magistrados y funcionarios del Poder Judicial provincial con los vigentes en el ámbito del Poder Judicial de la Nación. Ello también beneficia a los empleados locales a través del sistema de porcentualidad previsto en el artículo 2.2 de esa ley. Por otro lado, el artículo 8 procura extender los beneficios de los agentes judiciales en actividad a los jubilados y pensionados. Además, esa norma establece rubros salariales que, de acuerdo a la citada acta 31 y en consonancia con la acordada 56/96 de la Corte Suprema de la Nación, resultan deducibles. Así, de acuerdo con la citada ley, la situación de los empleados locales estaría expresamente vinculada a la de los nacionales, cuyas jubilaciones, según expusieron enfáticamente los accionantes, no están sujetas a las retenciones del impuesto, lo que no fue controvertido por la demandada. El carácter provincial de la norma no obsta -por sí solo- su tratamiento puesto que está relacionada con el planteo de los actores fundado en el artículo 16 de la Constitución Nacional y, además, ciertos conceptos jurídicos de la Ley 20.628 se integran con disposiciones de esa índole, por ejemplo las que regulan el escalafón de los cargos de la justicia local. En suma, la sentencia apelada en cuanto decide la cuestión controvertida con prescindencia de los planteos realizados por las partes debe ser dejada sin efecto en atención a la doctrina de la Corte Suprema sobre arbitrariedad de sentencias, sin que esto implique emitir juicio sobre el fondo del asunto.


    Alonso, María y otros s/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 22012481/2012/CA1-CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado. Gendarmería Nacional. Personal militar retirado. Aportes previsionales. Decreto de necesidad y urgencia. Declaración de inconstitucionalidad.


    Respecto al dictado del decreto de necesidad y urgencia por parte del Poder Ejecutivo, remisión al dictamen de la causa CAF 10318/2007/CA1-CS1, "Miranda, Aldo Rodolfo y otros c/ EN – M° Interior – GN - Dto. 679/97 s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.".


    En cuanto a que el personal retirado y los pensionados de la Gendarmería Nacional se encuentren legalmente obligados a realizar aportes previsionales, la Corte tiene dicho que la modificación de normas por otras posteriores no da lugar a cuestión constitucional alguna, pues nadie tiene derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos, ni a su inalterabilidad. El Tribunal ha admitido que las prestaciones previsionales puedan ser disminuidas, por ley, para el futuro sin menoscabo de la garantía del Art. 17 de la Constitución Nacional, cuando razones de interés colectivo o bienestar general lo justifiquen y su resultado no sea confiscatorio o arbitrariamente desproporcionado. Por otra parte, cabe destacar que la situación de los retirados y pensionados de la Gendarmería Nacional no es asimilable a la de los que se encuentran sujetos al régimen general de jubilaciones y pensiones, ya que si bien éstos no están obligados a realizar aportes una vez obtenido el beneficio, tampoco gozan de los derechos que poseen aquéllos en punto al modo de cálculo de sus haberes previsionales y al alcance de su movilidad. La Corte tiene dicho que para que se encuentre lesionada la garantía de igualdad del Art. 16 de la Constitución Nacional, es necesario que se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de los que se conceden a otros en idénticas circunstancias, mas no impide que la legislación contemple en forma distinta situaciones que considere diferentes. De ahí que se atribuya a la prudencia del legislador una amplia latitud para ordenar y agrupar, distinguiendo y clasificando los objetos de su reglamentación, en la medida en que dichas distinciones se basen en motivos razonables y no en un propósito de hostilidad contra un determinado individuo o grupo de personas. Debe recordarse la reiterada doctrina del Tribunal en el sentido de que la declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal es un acto de suma gravedad institucional y una de las más delicadas funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y, por ello, debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico y que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados, o cuando una estricta necesidad lo requiera y no exista la posibilidad de una solución adecuada del juicio a la que cabe acudir en primer lugar.


    Pino Seberino y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 30/2013/(49-P)/CS1, 29 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Derecho Individual del Trabajo


    Contrato de Trabajo


    Extinción.


    Clasificación. Según la Voluntad que la Motiva. Por Voluntad del Empleador.


    Entes reguladores provinciales de servicios públicos. Energía eléctrica. Estabilidad laboral. Ley de contrato de trabajo. Aplicación supletoria de la ley. Principio de irrenunciabilidad. Doctrina de los actos propios. Sentencia arbitraria.


    El desarrollo argumental de la sentencia apelada pone en evidencia que el tratamiento de los planteos formulados por la actora ha partido de una afirmación que carece de la razonabilidad necesaria para erigirse en fundamento válido de una decisión judicial. El a quo sostuvo que, según el Art. 7° del Convenio Colectivo de Trabajo 36/75, las normas de la Ley de Contrato de Trabajo se aplican en forma supletoria a todos los trabajadores comprendidos en él -es decir, todos aquellos dependientes de entidades prestatarias del servicio público de electricidad- y que, por lo tanto, coexisten el derecho a la estabilidad propia que se traduce en la posibilidad de requerir la reinstalación en su puesto de trabajo con el derecho a exigir una indemnización por despido, en caso de no optar por la primera alternativa. Sin embargo, tales consideraciones omiten tener en cuenta que la estabilidad absoluta de la que gozan aquellos trabajadores en virtud de lo dispuesto expresamente por el Art. 6° del convenio, de ninguna manera puede ser desvirtuada o invalidada por otra norma que, a criterio del propio tribunal, es de aplicación supletoria y que prevé la posibilidad de despedir al trabajador sin justa causa mediando el pago de una indemnización (ley 20.744). Una inteligencia en tal sentido importa una contradicción insalvable pues soslaya que sólo cabe acudir a la norma supletoria ante la ausencia de regulación de un supuesto determinado por parte de la norma específica. La percepción por parte de la actora del monto de la indemnización carece de los efectos que pretende atribuirle el tribunal. Ello es así, pues la postura adoptada por el a quo, por un lado, conduce a admitir la presunción de renuncia a derechos derivados del contrato de trabajo, en abierta contradicción con el principio de irrenunciabilidad que emana de los arts. 12, 58 y concordantes de la Ley 20.744 y, por otro, omite ponderar que la actora formuló la pertinente reserva de derechos y expresó su disconformidad con la decisión de rescindir el contrato. Con respecto a la aplicación de la teoría de los actos propios, la Corte ha precisado que ella no resulta oponible cuando el interesado se vio obligado a someterse a un régimen determinado como única vía posible para acceder al ejercicio de su actividad. Asimismo, la litis está entrañablemente ligada al Art. 14 bis de la Constitución Nacional, al principio protectorio que éste enuncia y al carácter inviolable de los derechos que reconoce, lo cual conduce necesariamente a la indisponibilidad y a la prohibición de renuncia de la aplicación de las normas que tutelan el trabajo en todas sus formas, vale decir, tanto al prestado en el ámbito público como en el privado.


    Navarro de Eguia, Norma Ceferina c/ E.P.R.E. s/ Contencioso administrativo - Inconstitucionalidad y casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4887/2015/RH1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Despido. Sin Justa Causa.


    Despido incausado. Acuerdo homologado por autoridad administrativa. Vicios de la voluntad. Supuesta renuncia de derechos: Art. 12 Ley 20.744. Falta de debido asesoramiento letrado. Orden público laboral. Omisión de aplicación del tope indemnizatorio previsto en el Art. 245 LCT: precedente ''Vizzoti''. Arbitrariedad.


    La decisión apelada se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impide su descalificación como acto jurisdiccional. Cabe resaltar que como regla general los acuerdos homologados por la autoridad administrativa tienen efecto de cosa juzgada siempre que no adolezcan de vicios de la voluntad. Además, el propio artículo 15 de la Ley 20.744 dispone, como requisito de validez, la acreditación mediante resolución fundada de que a través de tales actos se alcanzó una justa composición en los derechos e intereses de las partes. En este sentido, pueden ser declarados inválidos por el juez competente los acuerdos suscriptos por empleadores y trabajadores, homologados por la autoridad administrativa, que contengan una renuncia de derechos en violación del artículo 12 de la Ley 20.744 -modificado por Ley 26.574- y del orden público laboral. En el presente caso, la cámara analizó el acto jurídico cuestionado teniendo en cuenta las constancias probatorias -en especial, la pericial contable- y concluyó que la parte demandada obtuvo una ventaja patrimonial desproporcionada sobre la actora. A su vez, estimó que ese acto constituyó una imposición para abonar sumas indemnizatorias de menor cuantía que las establecidas en las leyes laborales. Finalmente, concluyó sobre la base de la prueba testimonial que el actor no contó con el debido asesoramiento letrado y su participación en el acuerdo conciliatorio fue pasiva. Por ello, consideró que no hubo una justa composición de los derechos e intereses de las partes y entendió vulnerado el principio de irrenunciabilidad previsto en el artículo 12 de la Ley 20.744. Por el contrario, el agravio traído por el recurrente referido a la omisión de la aplicación del tope indemnizatorio previsto en el artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo, conforme la interpretación realizada por la Corte Suprema en el precedente ''Vizzoti'' (Fallos: 327:3677), configura una cuestión de arbitrariedad suficiente para declarar procedente el recurso interpuesto. El fallo, en este punto, carece de la debida fundamentación exigible a las decisiones judiciales y lesiona las garantías constitucionales consagradas en los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional, por lo que se lo debe descalificar, en este punto, como acto judicial sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Matheou Alejandro c/ Merril Lynch Fenner de Arg. S.AF.M. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 43240/2012/1/RH1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Según los Efectos Indemnizatorios. Indemnización.


    Despido. Fraude laboral. Responsabilidad solidaria de las empresas intermediarias. Extensión de responsabilidad a los directores. Horas extras, cálculo de la indemnización. Sanciones autónomas. Responsabilidad de los administradores: política de contratación laboral. Deber de actuar con la lealtad y diligencia: Art. 59 LS. Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 123/2014 (50-O) CS1. Inexistencia de arbitrariedad. Rechazo de los recursos.


    En cuanto a los agravios dirigidos a cuestionar la incorporación del valor correspondiente a las horas extras en la base de cálculo de la indemnización del artículo 8 de la Ley 24.013, no le asiste razón a la recurrente puesto que el cálculo indemnizatorio en los términos de esa norma se calcula sobre la base de las remuneraciones "devengadas". Por ello, el hecho que nunca se hayan pagado no ofrece ningún obstáculo a la admisibilidad formal del rubro en cuestión y en todo caso resulta una interpretación posible de una norma de derecho común. Respecto a la condena por temeridad y malicia prevista en el artículo 275 de la LCT, la aplicación de medidas disciplinarias así como lo atinente a la conducta de las partes y de sus letrados constituyen -por regla- materias reservadas a los jueces de la causa y ajenas a esta instancia de excepción. Asimismo, debe rechazarse el planteo referido a la superposición de sanciones porque el fundamento de la sanción del artículo 2 de la Ley 25.323 no se relaciona con la conducta referida en el artículo 275 de la LCT, sino que opera de manera autónoma por la sola circunstancia de que el obligado al pago, fehacientemente intimado, no abonare en término las indemnizaciones previstas en los artículos 232, 233 y 245 de la LCT y obligare a iniciar acciones judiciales. Por ese motivo, se evidencia que resultan distintas las conductas reprochadas. Por otro lado, para que opere la responsabilidad de los administradores, que ocuparon el cargo durante la vigencia de la relación laboral, no es determinante la participación directa de cada director en los hechos generadores de responsabilidad cuando se prueba una conducta omisiva frente a un deber de actuar y de conocer los hechos en función del grado de diligencia esperado para quien ocupa la conducción empresaria (artículo 59 de la Ley de Sociedades). Bajo ese marco normativo se observa que la política de contratación laboral no constituye una tarea extraña a la función del órgano de administración, y que la modalidad no podía resultar desconocida para el directorio en tanto las tareas que prestaba el actor, por su relación directa con los usuarios de la compañía -realizaba trabajos de instalación y mantenimiento de líneas telefónicas en los domicilios particulares-, revestían especial importancia para la actividad y reputación de la firma. En consecuencia, no luce arbitraria la sentencia en cuanto considera reunidos los extremos para extender la condena a los recurrentes, pues el deber de actuar con la lealtad y diligencia de una buena persona de negocios (artículo 59 de la Ley de Sociedades) obliga a los directores a adoptar medidas razonables de supervisión y control sobre los sistemas de contratación del personal, para evitar maniobras en fraude a la Ley laboral como las que se tuvieron por probadas en la causa. Más allá de la envergadura de la empresa y de los diferentes sistemas de delegación de tareas en las áreas gerenciales, el incumplimiento de estos deberes permite atribuir responsabilidad a los directores. Los recursos deducidos son inadmisibles pues los agravios planteados por su intermedio no distan de constituir meras discrepancias con lo resuelto por el tribunal de la causa, en el ejercicio de sus atribuciones, sin que se advierta patentizado un apartamiento de las probanzas de autos, ni de la jurisprudencia y normativa aplicable, encontrándose el pronunciamiento a resguardo de la tacha de arbitrariedad.


    Correa, Eduardo Javier c/ Tel 3 S.A. y otros s/despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 32547/2011/1/RH1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Indemnización por despido. Acuerdo individual de pasantías en el marco del convenio “Centro de Asistencias de las Ciencias Económicas al Transporte Automotor” de la UBA y de la CNRT. Remisión al dictamen de la causa G. 78, L. XLV, “Gómez, Susana Gladys c/ Golden Chef S.A. y otros s/ Despido".


    Tenaglia, Elio Martín c/ Universidad de Buenos Aires – Facultad de Ciencias Económicas y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 26138/2004/1/RH1, 20 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Registración.


    Empleo Defectuosamente Registrado.


    Fraude laboral. Cooperativa y agencia de colocaciones: diferencias. Fallos: 332:2614 (Lago Castro). Inexistencia de arbitrariedad.


    En el sub lite, el a quo, luego de analizar todos los elementos facticos y jurídicos de la causa, consideró acreditado que el actor estaba relacionado con la cooperativa demandada a través de un vínculo laboral dependiente. En ese contexto el voto mayoritario de la cámara consideró que la labor cumplida por el actor no fue en el marco de una tarea propia de la cooperativa, sino a favor de un tercero que contrató con ella. El tribunal de alzada concluyó que la demandada cumplía funciones como agencia de colocaciones o empresa de servicios y como tal, estaba al margen de la naturaleza propia de la institución cooperativa. Por otra parte, los jueces no hicieron aplicación retroactiva del decreto 2015/94 y la Ley 25.877 como alega la parte actora. Previo a la entrada en vigencia, de dichas normas, resultaba necesario ponderar, tal como lo hizo el a quo, si la cooperativa había actuado en fraude a la ley. En cambio, con posterioridad a su dictado, la constitución de este tipo de cooperativas se encuentra vedada de pleno derecho. La recurrente no demostró de manera suficiente que el fallo apelado no constituya una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, que amerite dejarlo sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad. Cobra importancia, a este respecto, que el apelante sostiene su crítica al fallo recurrido, sobre la base de la doctrina fijada por la Corte en el precedente de Fallos: 332:2614, sin advertir que el Máximo Tribunal hizo allí una distinción entre las cooperativas cuya finalidad consiste en la provisión de servicios a terceros a través de la fuerza de trabajo de sus asociados y aquellas que prevean la contratación de los servicios cooperativos por terceras personas utilizando la fuerza de trabajo de sus asociados. A ese respecto, se refirió a la proliferación de asociaciones que aprovechando la estructura formal de las cooperativas de trabajo, violentan "el fin de ayuda mutua y esfuerzo propio, principios rectores de su naturaleza" y destacó que se encuentra prohibida la autorización de funcionamiento de ese tipo de cooperativas de trabajo (Fallos: 332:2614).


    Pessina, Jorge Eduardo c/Luis Frisman y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 4056/2011/1/RH1, 09 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Empleo No Registrado.


    Despido. Empleo no registrado. Presunción de contrato de trabajo. Ley de contrato de trabajo. Presunción de onerosidad. Doctrina de la arbitrariedad. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente.


    Lo relativo a la existencia o inexistencia de un vínculo laboral entre las partes y a la apreciación de los elementos demostrativos de ella remite al análisis de temas de hecho, prueba y derecho común, que, como regla, son propios de los jueces de la causa y ajenos al recurso previsto por el artículo 14 de la Ley 48; máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Según el Art. 23 de la Ley 20.744, el hecho de la prestación de servicios hace presumir la existencia de un contrato de trabajo, salvo que por las circunstancias, las relaciones o causas que lo motiven se demostrase lo contrario. Además, en los términos del Art. 115 de esa ley, el trabajo no se presume gratuito. En ese marco, correspondía a la demandada acreditar la inexistencia de la relación laboral, en virtud del carácter benévolo de la prestación o la calidad de socia de la accionante. Pero esos extremos no fueron acreditados, por lo que se tuvo por probada la relación de trabajo. La interpretación realizada por el a quo de los artículos 23 y 115 de la Ley 20.744 y de los elementos probatorios del caso que no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.


    Correcher Gil, Dolores c/ REMAR Argentina Asociación Civil s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21761/2008/1/RH1, 26 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Despido sin causa. Empleo no registrado. Locación de servicios profesionales. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Errónea apreciación de la prueba. Aplicación errónea de la ley.


    Afirmaciones dogmáticas. Fundamento aparente. Precedente "Gonzalez D'Anunnzio"


    Si bien lo atinente a la existencia de relación laboral remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas a la instancia extraordinaria, cabe hacer excepción al principio cuando, como aquí ocurre, la sentencia en crisis no ha dado adecuado tratamiento a la controversia de acuerdo con los planteos de las partes, las constancias del caso y la normativa aplicable, de forma tal que la decisión se basa en afirmaciones dogmáticas que le dan un sustento aparente. La Corte Suprema en el caso "González D'Anunnzio", análogo al presente, consideró que lo concerniente a las circunstancias temporales de la prestación y a su índole exclusiva, la facultad de contralor de esa prestación y la contratación a través del sistema de capitación constituyen elementos conducentes para determinar el carácter subordinado de los servicios a favor del INSSJyP. En el sub lite, la cámara concluyó que no existía relación laboral entre las partes con el argumento principal de que el actor atendía a los pacientes de la demandada en su consultorio, afrontando los gastos, y, en consecuencia, no se insertó en una empresa que le fuera ajena. A su vez, resaltó que el actor podía atender pacientes propios fuera del horario que imponía la demandada. Esa conclusión omitió ponderar diversos elementos probatorios conducentes para establecer la índole de la relación que unió a las partes. Esta circunstancia torna descalificable el fallo, ante la ausencia de un estudio minucioso de la situación planteada, y de una adecuada valoración de las particularidades del sistema que implementa la entidad asistencial para la contratación de los profesionales que atienden a sus afiliados. En primer lugar, el a quo no trató adecuadamente el planteo de exclusividad de la prestación que formuló el actor con base en que la demandada fijaba la jornada laboral y el profesional debía permanecer a su disposición para atender a sus afiliados, no pudiendo disponer de ese tiempo en beneficio propio. Ello así pues solo resaltó que el actor podía atender pacientes propios fuera de ese horario pero no analizó si existía subordinación dentro del horario de atención de los pacientes de la demandada, situación que se ve, prima facie, corroborada por los dichos de los testigos. En segundo lugar, tampoco realizó un análisis adecuado de la cuestión referida al sistema retributivo de capitación. La cámara solo remarcó, para fundar su postura, que las retribuciones eran variables, pero no evaluó el carácter de la retribución ni sobre quien recaía el riesgo empresario. En tercer lugar, la sentencia en crisis omitió analizar los sistemas de contratación utilizados por la demandada. En conclusión, la sentencia recurrida no dio un adecuado tratamiento a las cuestiones planteadas y omitió ponderar elementos probatorios conducentes, por lo que el fallo debe ser descalificado sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias. Lo manifestado no implica abrir juicio sobre la solución que, en definitiva, se adopte sobre el fondo del asunto, luego de considerar la totalidad de la prueba producida y los elementos relevantes, cuestión que es potestad exclusiva de los jueces de la causa y ajena a la vía del artículo 14 de la Ley 48.


    Rapoport, Roberto Luis c/ PAMI Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 34445/2011/1/RH1, 16 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Sujetos.


    Trabajador. Accidentes y Enfermedades.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/ 2011/ 1/ RH1 "Espósito, Dardo L.”


    Albornoz Marcos Adolfo c/ Asociart ART S.A. s/ Ordinario - Accidente (Ley De Riesgos)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4331/2015/RH1, 03 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/ 2011/ 1/ RH1 "Espósito, Dardo L.”


    Astrada Gabriel Alejandro c/ Prevención ART S.A. s/ Accidente - Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 37833/2011/1/RH1, 01 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/ 2011/ 1/ RH1 "Espósito, Dardo L.”


    Fernández Quijano Darlo c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/Accidente Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 39619/2012/1/RH1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/ 2011/ 1/ RH1 "Espósito, Dardo L.”


    Ramón David Joaquín c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4961/2015/RH1, 03 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/ 2011/ 1/ RH1 "Espósito, Dardo L.”


    Toledo Víctor Rodolfo c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente - Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 36417/2010/1/RH1, 02 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/ 2011/ 1/ RH1 "Espósito, Dardo L.”


    Vázquez Fretes Néstor c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente – Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47687/2012/1/RH1, 02 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/ 2011/ 1/ RH1 "Espósito, Dardo L.”


    Villafañe Bustos Maria del Valle c/ Caja Popular de Ahorros ART (Populart) s/ Acción de Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3893/2015/CS1, 03 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Accidente in itinere. Indemnización por accidente de trabajo. Actualización monetaria. Iura novit curia. Irretroactividad de la ley. Principio protectorio.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/2011/1/RH1, “Espósito, Dardo L. c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente -ley especial”.


    Gómez, Ana María c/ Nación Seguros de Retiro S.A. s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 48958/2013/2/RH1, 07 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Accidente in itinere. Indemnización por accidente de trabajo. Capital ingreso base. Apreciación de la prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 25512/2010/CA1-CS1; “Rojo, María Alicia c/ Mapfre Argentina ART S.A. s/ Accidente -ley especial”.


    Luis Fernando c/ Mapfre Argentina ART S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38991/2010/CS1-CA1, 07 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Accidente in itinere. Responsabilidad del asegurador. Cuestión de derecho común. Discrepancia del recurrente. Irretroactividad de la ley.


    Remisión al fallo de la causa CNT 18036/2011/1/RH1, “Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente -ley especial”.


    Los agravios relativos a la atribución de responsabilidad y al acaecimiento del accidente cuya reparación se reclama, remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia extraordinaria; máxime cuando la sala expuso fundamentos no federales que bastan para excluir la tacha de arbitrariedad. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir supuestos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al fallo una sentencia fundada en ley. En lo que atañe a la aplicación del decreto 1694/09 y de la Ley 26.773, se remite al fallo de la referencia.


    Mendoza, Cesar Orlando c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 10823/2010/1/RH1, 07 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Accidentes de trabajo. Indemnización por accidente de trabajo. Capital ingreso base. Apreciación de la prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente.


    Aplicación de la ley 26.773: Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/2011 "Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente - Ley Especial"


    Las disposiciones de la Ley 26.773 no son aplicables a los infortunios laborales ocurridos con anterioridad a su entrada en vigencia. Tampoco corresponde aplicar los montos que establece la resolución SSS 34/13 pues fue dictada con el fin de actualizar las prestaciones previstas en la Ley 26.773.


    Rojo, María Alicia c/ Mapfre Argentina ART S.A. s/ Accidente – Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 25512/2010/CA1-CS1, 07 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Accidentes de trabajo. Indemnización por accidente de trabajo. Capital ingreso base. Apreciación de la prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente.


    Aplicación de la ley 26.773: Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/2011/11RH1 "Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente - Ley Especial".


    Los agravios relativos al cálculo del ingreso base mensual remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la Ley 48; máxime cuando se exponen fundamentos no federales que resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. En ese contexto, los reproches constituyen una mera discrepancia respecto de la valoración de la prueba y del derecho procesal y se dirigen a postular una interpretación alternativa a la realizada por la alzada respecto de la cuantía del ingreso base mensual. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir supuestos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al fallo una sentencia fundada en ley.


    Vázquez, Alfredo José Andrés c/ Liberty ART S.A. s/ Accidente – Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 31216/2013/1/RH1, 04 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Accidentes de trabajo. Ley sobre riesgos del trabajo. Modificación de las prestaciones. Retroactividad de la ley.


    Remisión a fallos "Espósito" (Fallos: 339:781), y CSJ 3893/2015/CS1, "Villafañe Bustos".


    Olmos, Jose Miguel c/ Caja Popular de Ahorros de Tucumán ART (Populart) s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4081/2015/CS1, 15 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Ley de Riesgos del Trabajo.


    Accidente laboral: incapacidad del 90% de la TO. Ley especial. Indemnización insuficiente. Ley de Riesgos del Trabajo. Decreto 1218/00 y 1694/09. Índice RIPTE. Falta de fundamentación suficiente del recurso.


    Adquirió firmeza lo relacionado con la aplicación del decreto 1694/09 en materia de límite y de prestación de pago único, y, por otro, la dogmática crítica de la aseguradora no rebate la aserción del a quo en orden al carácter mísero, ínfimo e insuficiente de la indemnización prevista por la Ley especial, ajustada a los términos del decreto 1218/00, a la luz del tiempo transcurrido, la gravedad del daño y la casi nula posibilidad del dependiente de reinsertarse en cualquier actividad.


    Bauer, Rubén Alberto c/ Asociart S.A. ART s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38464/2013/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Actos posteriores a la interposición del recurso: posible desistimiento tácito. Sobre el fondo de la litis, remisión a lo dictaminado y resuelto en la causa CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo”


    Sin perjuicio de la valoración que el Tribunal efectúe de la dación en pago por la recurrente del capital de condena y de los honorarios de la representación letrada de la actora y del perito, con los intereses, y de la conformidad prestada al libramiento de los giros respectivos, sin formular reserva de continuar con el trámite de la queja, se observa que la cuestión principal planteada en este recurso ha sido examinada en el dictamen emitido en la causa CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo” y resuelta por la Corte, a cuyos términos se remite.


    Flores Florencio Luis c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente – Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 35711/2012/1/RH1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Actos posteriores a la interposición del recurso: posible desistimiento tácito. Sobre el fondo de la litis, remisión a lo dictaminado y resuelto en la causa CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo”


    Sin perjuicio de la valoración que el Tribunal efectúe de la dación en pago por la recurrente del capital de condena y de los honorarios de la representación letrada de la actora y del perito, con los intereses, y de la conformidad prestada al libramiento de los giros respectivos, sin formular reserva de continuar con el trámite de la queja, se observa que la cuestión principal planteada en este recurso ha sido examinada en el dictamen emitido en la causa CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo” y resuelta por la Corte, a cuyos términos se remite.


    Fleitas Jorge Raúl c/ La Segunda Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente - Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 12399/2012/1/RH1, 28 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Actos posteriores a la interposición del recurso: posible desistimiento tácito. Sobre el fondo de la litis, remisión a lo dictaminado y resuelto en la causa CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo”


    Sin perjuicio de la valoración que el Tribunal efectúe de la dación en pago por la recurrente del importe total de la condena y de los honorarios de la representación letrada de la actora y del perito, con los intereses, y de la conformidad prestada al libramiento de los giros respectivos, sin formular reserva de continuar con el trámite de la queja, se observa que la cuestión principal planteada en este recurso ha sido examinada en el dictamen emitido en la causa CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo”, y resuelta por la Corte, a cuyos términos se remite.


    Orellana, Cyntia Romina p/ Sí y en rep. de su hija menor C.V.B. y otro c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 36704/2010/1/RH1, 16 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Actos posteriores a la interposición del recurso: posible desistimiento tácito. Sobre el fondo de la litis, remisión a lo dictaminado y resuelto en la causa CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo”.


    Sin perjuicio de la valoración que el Tribunal efectúe de la dación en pago por la recurrente del capital de condena y de los honorarios de la representación letrada de la actora y del perito, con los intereses, y de la conformidad prestada al libramiento de los giros respectivos, sin formular reserva de continuar con el trámite de la queja, se observa que la cuestión principal planteada en este recurso ha sido examinada en el dictamen emitido en la causa CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo” y resuelta por la Corte, a cuyos términos se remite.


    Vázquez Carlos Luis c/ Liberty Art S.A. s/ Accidente - Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 10243/2010/1/RH1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en CNT 38558/2010/1/RHI "Nieva, Alejandra Mariela c/ Nación Seguros de Retiro S.A. y otro s/ Acción de amparo".


    Nieva Alejandra Mariela c/ Nación Seguros de Retiro S.A. y otro s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38558/2010/2/RH2, 06 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado y resuelto en CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo”.


    Balastegui Agüero, Alejandro Daniel c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 19645/2012/1/RH1, 27 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado y resuelto en CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo”.


    Barrios Giménez, Marciana c/ Liberty ART S.A. s/ Accidente -Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 19182/2009/1/RH1, 27 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado y resuelto en CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo”.


    Brandan, Diego Javier c/ Crediahora S.R.L. y otro s/ Accidente- Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 17837/2010/1/RH1, 27 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado y resuelto en CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo”.


    Carrera Leandro Ariel c/ Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Accidente -Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 4399/2013/1/RH1, 16 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado y resuelto en CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo”.


    Chuquel, Alcides c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 37131/2012/1/RH1, 16 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado y resuelto en CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo”.


    Córdoba, Antonio Marcelo c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38119/2012/1/RH1, 27 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado y resuelto en CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo”.


    Gauna, Rubén Francisco c/ Luciano S.A. y otro s/ Accidente - Acción Civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 6273/2010/2/RH1, 27 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado y resuelto en CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo”.


    Giménez, Leonardo Antonio s/ Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 23797/2012/1/RH1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado y resuelto en CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo”.


    Ifran, Remigio, Raúl c/ Liberty ART S.A. y otro s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21871/2012/1/RH1, 27 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado y resuelto en CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo”.


    López Rubén Darlo c/ Liberty ART S.A. s/ Accidente - Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 1955/2011/RH1, 27 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado y resuelto en CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo”.


    Nieto, Pedro Damián c/ La Caja Aseguradora de Riesgos de Trabajo ART S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 19133/2013/2/RH1, 27 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado y resuelto en CNT 18036/2011/1/RH1 "Espósito, Dardo”.


    Ramírez, Oscar Argentino c/ QBE ART S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 22386/2011/1/RH1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/2011/1/RH1, "Espósito, Dardo L. c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente - Ley especial".


    Alanez, Fernando César c/ Asociart Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 39592/2012/1/RH1, 27 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/2011/1/RH1, “Espósito, Dardo L. c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente – Ley especial”.


    Mataloni, Adrián Jorge c/ La Segunda ART S.A. s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 40495/2011/1/RH1, 27 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/2011/1/RH1, “Espósito, Dardo L. c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente – Ley especial”.


    Navarro Payahuala, Marisol de las Mercedes c/ Compañía de Alimentos Fargo S.A. y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 49413/2009/3/RH1, 16 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/2011/1/RH1, “Espósito, Dardo L. c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente – Ley especial”.


    Pogonza Cáceres, Florencia Analía p/ Si y en representación de su hijo menor Abalos Pogonza, Tobías Benjamín c/ QBE Argentina S.A. s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38901/2012/2/RH1, 28 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/2011/1/RH1, “Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente – Ley especial”.


    Toledo, Miguel Ernesto c/ QBE ART S.A. s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47898/2011/2/RH1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Reparación por accidente de trabajo sobre la base de la Ley 24.557. Sentencia arbitraria. Aplicación de la Ley 26.773: exceso de jurisdicción, descalificación como acto judicial válido. Solidaridad de la condena: falta de fundamentación. Validez del Art. 12 de la Ley 24.557.


    El tribunal al resolver respecto de la aplicación de la Ley 26.773 incurrió en un exceso de jurisdicción, valorando que no fue ni siquiera referida en la sentencia de primera instancia, luego de la publicación y vigencia del cuerpo legal citado, y fue consentida por la parte actora. En ese sentido, la parte actora articuló su reclamo sobre la base de las disposiciones de la Ley 24.557 y la sentencia de primera instancia sólo fue apelada por las codemandadas. A ello se agrega que la accionante, en oportunidad de contestar los agravios de la compañía de seguros, solicitó en forma expresa que se mantuviera lo decidido en la instancia anterior, sin efectuar mención a la nueva normativa y que, recién luego de transcurridos tres meses, solicitó la aplicación de las disposiciones de la Ley 26.773. La Corte ha descalificado aquellas sentencias que exceden de la capacidad de revisión atribuida porque el tema no está comprendido en apelación, con fundamento en que tales decisiones vulneran los derecho de propiedad y defensa en juicio. En el caso, las demandadas fueron las únicas que apelaron el decisorio de primera instancia y no incluyeron entre sus agravios la cuestión relativa al marco jurídico aplicable al caso, por lo que dicho aspecto, en oportunidad en que se expidió la Cámara, se encontraba firme y consentido. Dicha omisión, en modo alguno pudo ser soslayada por la aplicación del principio iura novit curia, ya que la facultad de suplir el derecho –que autoriza a los jueces a calificar autónomamente los hechos y a subsumirlos en las normas jurídicas- reconoce excepción respecto de los tribunales de alzada, en el ámbito de los puntos resueltos con carácter firme en primera instancia, pues no pueden exceder, en materia civil, la jurisdicción delimitada por los recursos llegados ante ellos. En ese orden, la postura adoptada por la Sala, importó exceder su jurisdicción y el propio tenor de la litis, con menoscabo de las garantías constitucionales alegadas por los apelantes, lo que impone en este punto la descalificación del pronunciamiento de la alzada como acto judicial válido. Respecto del alcance de la condena solidaria el a quo omitió valorar que las partes son contestes respecto a que se suscribió un contrato de seguro de retiro con posterioridad a la determinación del daño, por lo que no parece razonable condenar a la aseguradora a pagar un capital mayor al transferido e intereses relativos a sumas que no estuvieron en su poder. De tal forma, si bien los intereses que la Cámara impuso no tienen su causa en la mora de la demandada sino que poseen naturaleza compensatoria, resultaba menester examinar si ello constituía una obligación a cargo de esa parte, por el período anterior al depósito referido y si esa aseguradora, además, debía afrontar el pago del capital no transferido. En este sentido, la mera invocación del artículo 19 de la Ley 24.557 no resulta suficiente para fundar la pretendida solidaridad, ya que esa norma fija la responsabilidad de la compañía de seguro de retiro frente al pago del capital a través de una renta periódica. En el caso se ha dispuesto hacerlo a través de un pago único y no resultaría comprensiva de las sumas que no fueron transferidas y por lo tanto, no formaban parte del contrato suscripto. En este punto, el fallo carece de la debida fundamentación exigible a las decisiones judiciales y lesiona las garantías constitucionales consagradas en los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Nieva, Alejandra Mariela c/ Nación Seguros de Retiro S.A. y otro s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38558/2010/1/RH1, 06 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contingencias Cubiertas. Accidente In Itinere.


    Remisión al fallo de la causa CNT 18036/2011/1/RH1 “Espósito, Dardo L. c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente - Ley especial”.


    Gatti, Daniel Arístides c/ Provincia de Santa Fe s/ Accidente laboral


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3512/2015/RH1, 27 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Incapacidades. Gran Invalidez.


    Accidente laboral: incapacidad obrera del 79%. Reducción arbitraria del monto indemnizatorio. Fallo que contradice al inferior sin dar fundamento. Caso “Milone”. Procedencia de la queja.


    Le asiste razón al apelante en cuanto se agravia por la reducción arbitraria del monto de la condena. Ello es así, ya que el a quo, no obstante confirmar la resolución mencionada en orden a la imputación de responsabilidad civil a los demandados, redujo sustancialmente el monto de condena -de $960.000 a $435.040- sin proveer razones concretas que justifiquen una quita de tal magnitud. Por el contrario, la juzgadora esgrimió consideraciones genéricas, insuficientes para fundar el fallo, dado que no explican, concretamente, porqué entiende elevado el monto de condena; máxime, cuando los parámetros que enuncia en términos dogmáticos, relativos a las condiciones personales del trabajador y a los de la prestación laboral, son los mismos que ponderó la jueza de grado. En ese orden, tiene dicho el Alto Tribunal que corresponde dejar sin efecto la sentencia que se apartó del fallo del inferior infundadamente, sin hacerse cargo de las razones esgrimidas por aquél. En tal sentido, incumbe recordar que en el antecedente "Milone" (Fallos: 327:4607), la Corte sostuvo que debía evaluarse si la indemnización consagraba una reparación equitativa, esto es, una que resguarde el sentido reparador en concreto, al tiempo, que con cita de tratados sobre derechos humanos, aseveró que una reparación inadecuada mortifica el ámbito de libertad constitucionalmente protegido, resultante de la autonomía del sujeto alcanzado -usualmente el trabajador, y en su caso, la familia de éste- que experimenta una profunda reformulación de su proyecto de vida.


    Tarsia Ariel c/ Hospital de Pediatría SAMIC Juan P. Garrahan y otro s/ Accidente -Acción Civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 48417/2009/1/RH1, 14 de marzo de 2016


    Ver Dictamen

  


  


  
    Capítulo VI


    Derecho Penal


    Parte Especial


    Delitos Previstos en el Código Penal


    Delitos contra la Administración Pública.


    Enriquecimiento ilícito de funcionario público. Facultades del fiscal. Requerimiento de elevación a juicio. Nulidad parcial. Vicios del acto jurídico. Sentencia arbitraria. Aplicación errónea de la ley.


    La decisión por la que se denegó el recurso de casación presenta vicios que la descalifican como acto jurisdiccional válido a la luz de la doctrina de arbitrariedad de sentencias elaborada por el Tribunal. Para resolver como lo hizo, el a quo sacó primero de contexto una frase de la extensa exposición que efectuó la fiscal durante la audiencia de debate, para luego atribuir a esta parte su falta de agravio. Ello es así, pues la lectura completa del acta de debate, en su parte pertinente, revela que debido a las premisas de las que partió en su argumentación la fiscal no necesitó tomar partido en la discusión sobre si la pena que define el plazo de prescripción en el delito del artículo 268 (3) es la de prisión o la de inhabilitación perpetua. Antes bien, de su exposición surge con claridad que, al haber practicado su análisis de la prescripción desde la perspectiva de la Ley vigente a la fecha de comisión del hecho, a la fiscal le bastó demostrar que entre los diversos actos interruptores que enumeró en ningún momento había transcurrido el plazo de dos años que resultaría de tomar como parámetro la pena de prisión, de modo que cualquier otra consideración devenía insustancial. Al deducir su recurso de casación se agravió de la aplicación retroactiva que hicieron los jueces de la Ley 25.990 y volvió a reclamar la aplicación del texto anterior del artículo 67 del Código Penal, vigente al momento del hecho, que preveía a la "secuela del juicio" como acto interruptor. Sobre la base de una afirmación dogmática fruto de la descontextualización apuntada, el a quo omitió ejercer su jurisdicción pese a que se trataba de cuestiones indudablemente relacionadas con la interpretación de la Ley sustantiva, propias de su competencia, y que estaban presentes asimismo los demás requisitos de impugnabilidad y de forma que habilitaban su revisión. Este defecto adquiere mayor gravedad cuando se advierte que aun si por vía de hipótesis se aceptara como correcto el argumento empleado por el a quo, éste sólo habría justificado el rechazo del agravio relativo a que el plazo de prescripción sería de cinco años y no de dos, pero no la discusión sobre la Ley aplicable para el cómputo de esa prescripción, que fue precisamente el agravio principal presentado en el recurso de casación y que de prosperar convertiría en abstracto al anterior.


    Menem, Carlos Saúl y otros s/ Enriquecimiento ilícito (Art. 268 [3])


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12432/2002/TO1/2/RH1, 14 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Delitos contra la Integridad Sexual.


    Trata de personas. Explotación sexual. Sentencia arbitraria. Omisión de cuestión esencial.


    El tribunal soslayó cuestiones sustanciales para la correcta solución del caso y mediante afirmaciones dogmáticas confirmó una decisión que implica la detención del trámite de la causa hasta el agotamiento del plazo de prescripción de la acción, por lo que la sentencia apelada carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido. Ese defecto adquiere especial significación en el sub examine teniendo en cuenta la obligación de prevenir y combatir la trata de personas en los términos del "Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños", que complementa la "Convención de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia Organizada Transnacional".


    M., V. s/ Infracción Ley 26.364


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 52019378/2012/1/1/RH2, 11 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Delitos contra la Libertad.


    Trata de personas. Explotación laboral. Queja por denegación del recurso extraordinario. Exceso ritual manifiesto. Delito continuo.


    Infracción Ley 26.364. Acto jurisdiccional inválido.


    En el pronunciamiento apelado no fueron analizadas las razones expuestas por el fiscal recurrente para demostrar que el pronunciamiento por el que se revocó el procesamiento de la imputada generó un perjuicio de imposible reparación. Acoger a una persona mayor de edad con fines de explotación y aprovechándose de la situación de vulnerabilidad de aquélla, constituye un delito continuado o permanente, que tuvo inicio a partir de que recibieron a la víctima en su domicilio, y continuó consumándose hasta que cesó la situación en que se encontraba luego del allanamiento de la vivienda. El delito permanente o continuo supone el mantenimiento de una situación típica, de cierta duración, por la voluntad del autor, lapso durante el cual se sigue realizando el tipo por lo que el delito continúa consumándose hasta que cesa la situación antijurídica. Y cuando se dice que lo que perdura es la consumación misma se hace referencia a que la permanencia mira la acción y no sus efectos. Por ello, en estas estructuras típicas está en poder del agente el hacer continuar o cesar esa situación antijurídica; pero mientras ésta perdure, el delito se reproduce a cada instante en su esquema constitutivo. En el sub examine resulta evidente que aunque en el comienzo no hubiese habido abuso de la situación de vulnerabilidad poco después el hecho habría pasado a consumarse bajo los términos de la figura legal del vigente artículo 145 bis del Código Penal (conf. Ley 26.842), en la que no está previsto dicho elemento. Es decir que en ese supuesto en que se basó la cámara sólo habría variado el momento en que debe considerarse consumado el hecho típico en unos días, pero que, obviamente, carece de relevancia para su plena configuración. El a quo, sin embargo, pasó por alto esa cuestión que hacía manifiesta la existencia de un agravio que demandaba inmediata reparación. Sumado a eso, la cámara de apelaciones sostuvo que no estaban presentes determinados elementos de esa figura, lo que en la práctica significaba un tácito sobreseimiento de la imputada y la interrupción o parálisis de la causa hasta el agotamiento del plazo de prescripción de la acción. Sobre esa base, corresponde advertir que la situación en que la víctima se encontraba le generó un impedimento que iba más allá de la posibilidad de moverse en aquel específico lugar, desde que ni siquiera contaba con medios para afrontar un viaje de regreso a su lugar de procedencia u otro destino, ni surge que hubiese podido acudir a amigos o parientes que la ayudaran. Todas estas circunstancias objetivas constituían razones más que suficientes para demostrar que, al contrario de lo expresado por el tribunal mencionado, su libertad se encontraba menoscabada. En consecuencia, también en este supuesto el a quo soslayó cuestiones y argumentos relevantes para la solución del caso, y la sentencia apelada carece entonces de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido.


    Q. Q., Leandro y otros s/ Infracción Ley 26.364


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 31000355/2013/19/1/RH3, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Trata de personas. Explotación laboral. Situación de vulnerabilidad. Sentencia arbitraria.


    El voto de la mayoría, cuando evaluó la situación de vulnerabilidad y el abuso que de ella realizaron los imputados, desatendió las "Reglas de Brasilia sobre el acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad" a la que adhirió la Corte mediante acordada 5/2009 y la Procuración General de la Nación por la PGN N° 58/09. Asimismo, la Oficina de Rescate del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación consignó que las condiciones socio-económicas vividas por las víctimas en sus lugares de origen actuaron como factor determinante para migrar a Argentina y que la propuesta laboral engañosa les resultaba al menos tentadora por el hecho de obtener mayores salarios a los que percibían en su país de origen. Además, el hecho de incluir en el ofrecimiento pasajes de traslados gratuitos, podría pensarse como un factor facilitador de la captación.


    V. L., Martín y otros s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4485/2015/CS1, 31 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Delitos contra las Personas. Delitos contra la Vida. Homicidio. Homicidio Agravado. Homicidio Criminis Causa.


    Homicidio en ocasión de robo cometidos por menores al momento del hecho. Imposición de pena sin mediar solicitud fiscal en tal sentido. Precedente “Tarifeño” y “Amodio”. Comisión Interamericana de Derechos Humanos: informe sobre Justicia Juvenil y Derechos Humanos en las Américas. Transcurso de la minoridad a la adultez: meras afirmaciones dogmáticas. Pronunciamiento descalificado como acto jurisdiccional válido.


    Asiste razón al recurrente, en cuanto a que el tribunal oral no estaba habilitado a imponer pena. Ello es así, en razón de que el acusador público solo pidió en el debate que se declarara la responsabilidad penal del acusado, con el argumento de que, al cometer el hecho, éste era menor de edad. Al tribunal de juicio le está vedado imponer pena en casos en que no haya mediado solicitud en tal sentido por parte del fiscal, circunstancia similar al presente. Cualquiera que fuera el motivo por el cual no se requiriera la imposición de pena, lo cierto es que, por el principio acusatorio, los jueces no están habilitados a suplir la voluntad del ministerio público, a actuar más allá de su petición, sobre todo en algo tan trascendente como es el requerimiento de sanción penal. Por esta misma razón, el a quo también aplicó erróneamente el precedente del Tribunal referido a los casos en que se aplica una pena mayor que la solicitada por el fiscal, ya que no tiene relación con el presente caso, en donde se aplica pena sin que exista pedido del fiscal. En lo concerniente al segundo agravio, es decir, al órgano encargado de dictar la pena en los casos de delitos cometidos por quienes al momento del hecho fueran menores, también asiste razón al recurrente, por cuanto, según el Art. 442 del Código Procesal Penal Correntino, el tribunal oral, una vez hecha la declaración de responsabilidad, debió haber dado intervención al fuero de menores para que realice, en razón de su especialidad, los trámites del Art. 8 de la Ley 22.278, a los efectos de evaluar la conveniencia o no de aplicar pena total o en grado de tentativa, y/o su no aplicación. Este trato cualificado que la Ley procesal local concede a los menores es tan esencial para sus derechos y garantías, que se ha visto receptado por los tribunales internacionales. Sumado a ello, el a quo efectúo una irrazonable interpretación acerca de los alcances del régimen penal de menores previsto en la Ley 22.278. Tal criterio, sin embargo, contradice el espíritu y el texto de la citada Ley 22.278, que resulta ser más específica para el caso, a la que desvirtúa pues, en la medida en que en su artículo 4° establece que la imposición de pena estará supeditada a que el niño, niña o adolescente haya cumplido dieciocho años de edad, quedarían entonces inoperantes las especiales pautas que prevé en relación con una cuestión de evidente relevancia como es la decisión acerca de la imposición o no de pena. El pronunciamiento apelado se apoya en este punto sobre una mera afirmación dogmática relativa al transcurso de la minoridad a la adultez, y sin fundamentación normativa establece una nueva condición para la aplicación de ese régimen penal especial -además de la edad del imputado al momento de la comisión del delito- supeditándola a la -en cierta medida- azarosa circunstancia de que el menor no alcance los dieciocho años durante el trámite de la causa -lo que ocurriría como máximo en dos años, siempre que cometiere el hecho al cumplir dieciséis-.


    R., Brian s/ Homicidio en ocasión de robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 374/2014/CS1 (50-R), 04 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Miembro del Servicio Penitenciario.


    Sentencia absolutoria. Torturas. Servicio Penitenciario Federal. Terrorismo de Estado. Obligaciones del médico. Responsabilidad del funcionario público. Estado de necesidad. Obligaciones internacionales. Doctrina de la arbitrariedad.


    Se mantiene la queja.


    En autos se responsabiliza al imputado por no haber denunciado los tormentos que había sufrido la víctima en la Unidad 6 del Servicio Penitenciario Federal, ubicada en Rawson, Provincia de Chubut, a pesar de que tenía la obligación de hacerlo como médico y funcionario público que se desempeñaba en esa cárcel y había atendido al damnificado en el mes de septiembre de 1976. La privación de la libertad de la víctima y su sometimiento a tormentos en la unidad de detención fueron delitos que, según la imputación, integraron el plan de represión ilegal realizado por los agentes del Estado durante el último gobierno militar. El a quo consideró probado el hecho, pero descartó que la conducta del imputado resultara delictiva. En el voto que lideró el acuerdo, se justificó esa postura al afirmarse que el imputado actuó en estado de necesidad disculpante, pues si cumplía con su deber de denunciar que las lesiones que presentaba la víctima eran muy probablemente consecuencia de tormentos, la vida del detenido y la suya habrían corrido serio peligro. Aun cuando se admitiera que durante la vigencia del gobierno militar el imputado estaba autorizado a no denunciar los tormentos que había verificado, o que no se le podía exigir que lo hiciera, al tener en cuenta que ese acto criminal era parte de un ataque más amplio dirigido por el mismo Estado ante el que se debía efectuar la denuncia y que la respuesta de éste, muy probablemente, no habría sido la protección del denunciante, sino todo lo contrario, surge inequívocamente que tras el regreso de la democracia esa omisión dejó de estar justificada o disculpada. Una oposición contraria, además de resultar errada desde el punto de vista de la teoría del delito, tendría como consecuencia que se deba considerar lícita o irreprochable la omisión de denunciar delitos de lesa humanidad cometidos durante el período considerado, luego del regreso de la democracia, de parte de todos aquellos que, al desempeñarse como funcionarios públicos, los presenciaron sin intervenir en su comisión. Se trata de una consecuencia grave, porque brindaría amparo legal a un silencio que atentaría contra el deber internacional del Estado argentino de investigar los hechos calificados de ese modo y el derecho a la verdad. En síntesis, al no haberse discutido en autos que la obligación de denunciar que se imputó al médico no cesó después de la muerte de la víctima ni tras la finalización del gobierno militar, y al resultar claro que el advenimiento de esas circunstancias provocaron la desaparición de la necesidad invocada por el a quo para excluir la ilicitud o la reprochabilidad de la conducta imputada, es razonable la crítica que tachó de arbitraria la sentencia en cuestión. El recurso federal, de adverso a lo afirmado por el a quo para declararlo inadmisible, no refleja la pretensión de abrir una tercera instancia ordinaria de impugnación, sino que se funda en que el fallo apelado carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados de la causa, ni tuvo en cuenta un argumento brindado en la sentencia del tribunal oral que resulta conducente para la adecuada solución del caso, lo cual autoriza, en conclusión, su descalificación bajo la citada doctrina de la Corte.


    S., Jorge Osvaldo y otros s/ Delito


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 91001101/2010/TO1/9/RH2, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Delitos Previstos en Leyes Especiales


    Estupefacientes. Tenencia.


    Por no concurrir en autos las excepcionales circunstancias de "Funes Vallejos", se mantiene la queja.


    L. B., Javier Antonio s/ Infracción Ley 23.737 (art. 14)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 567/2016/RH1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Tenencia de estupefacientes en el ámbito carcelario: circunstancias que excluyen la aplicación del dictamen “Funes”. Trascendencia a terceros. Inaplicabilidad de “Arriola”.


    No concurren en el caso las particulares circunstancias que motivaron el dictamen emitido en el expediente F. 289, L. L, "Funes Vallejos, Sebastián David c/s/ causa nº 338/2013". En la medida en que el informe pericial da cuenta de que con la sustancia secuestrada se podrían preparar 13,68 cigarrillos de manufactura casera de Cannabis Sativa la conducta imputada en el sub lite es idónea para poner en peligro concreto a terceros –en particular, a quienes comparten el ámbito de detención con el tenedor de la droga- y; por consiguiente, que no resulta aplicable a los hechos de este caso la doctrina del precedente de Fallos: 332:1963 ("Arriola").


    A., Gustavo Martín s/ Infracción Ley 23.737


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 61/2014/1/CA1-CS1, 02 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Leyes que Protegen las Relaciones de Familia. Ley de Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar.


    Revocación de la suspensión del juicio a prueba. Incumplimiento del deber de asistencia familiar: delito continuado. Falta de reparación del daño. Recurso extraordinario mal fundado.


    El recurrente pasó por alto que ese magistrado destacó, que el imputado no reparó el daño en la medida ofrecida oportunamente, lo que se encuentra previsto como condición para la extinción de la acción de acuerdo con el artículo 76 ter del Código Penal. La referencia que formuló el defensor al derecho de ser juzgado en un plazo razonable –como fundamento de los principios de progresividad y preclusión- tampoco estuvo acompañada de la debida fundamentación, en la que se hiciera cargo de considerar una cuestión de evidente relevancia como es el carácter permanente del delito atribuido, el que se reprodujo a cada instante en su esquema constitutivo y continuó consumándose hasta que cesó la situación antijurídica lo que pudo haber ocurrido cuando la hija menor del imputado cumplió dieciocho años de edad -con posterioridad a la resolución por la que se revocó la suspensión del juicio a prueba-. No es posible considerar que, con motivo de la desestimación del recurso de casación, en el sub lite haya sido vulnerado el derecho a recurrir del fallo, desde que el propio recurrente omitió indicar, de manera concreta y razonada, motivos atendibles que sustentaran su pretensión. En ese sentido, resultan aplicables -en lo pertinente- las consideraciones expuestas en el apartado V del dictamen de esta Procuración General emitido en los autos P. 894, XXXIX, "Palmiciano, Pablo Marcelo s/ Causa n° 4551".


    D., V.D. s/ Infracción Ley 13.944. Damnificado: V., I.A.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56014588/2002/PL1/7/RH1, 09 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Régimen Penal Cambiario.


    Operaciones de cambio no autorizadas por ley. Supuesta atipicidad de conducta. Errónea interpretación del inc. B, art, 1 de la Ley 19359. Sentencia arbitraria: pronunciamiento que no reviste calidad de acto jurisdiccional válido.


    Resulta arbitraria la interpretación del derecho aplicable, desde que la pretensión de incorporar al tipo legal elementos que le son ajenos y, ante su supuesta ausencia, considerar atípica la conducta, conduce a la inoperancia del régimen penal cambiario. Frente a las operaciones de cambio en las que intermediaron indebidamente los infractores, la absolución se fundó en la falta del requisito de clandestinidad en razón de hallarse documentadas en sus registros. Además de observar que el tipo penal no contempla ese recaudo, pues se limita a reprimir la conducta de “operar en cambios sin estar autorizado a tal efecto”, esa conclusión pasa por alto que el asiento interno en las cuentas de sus clientes no cumple con las exigencias fijadas por la autoridad de contralor del mercado cambiario, ni tampoco podría hacerlo por tratarse de una entidad no autorizada. Esa constancia del expediente también desvirtúa otra afirmación de la mayoría del a quo para descartar la clandestinidad, referida a que el asiento en los libros de comercio “permitía” que esas compras y ventas “fueran auditadas por la Bolsa de Comercio de Buenos Aires”, pues además de ser ésta una entidad privada y sin perjuicio de sus facultades específicas de control sobre los agentes de bolsa, el argumento deja de lado el artículo 5° de la Ley 19.359 en cuanto determina que la autoridad de fiscalización en la materia es el Banco Central y, por lo tanto, constituye causal de arbitrariedad. La impropia inteligencia de la Ley aplicable se advierte, frente a los fundamentos concurrentes utilizados. En cuanto al fundamento que la entidad intermediaria no percibió comisión por sus servicios, la motivación resulta aparente porque más allá de señalar que su actuación se objeta justamente por ser extraña a su calidad de agente de bolsa, se trata de un ámbito en el cual regía y rige libertad entre las partes y el carácter oneroso del mandato comercial no es más que una presunción. Con respecto al ofrecimiento restringido a los clientes, se trata de una consideración insustancial. En efecto, haber limitado su actuación a ese ámbito no modifica la falta de autorización para operar en cambios, ni legitima su conducta de haberles vendido o comprado las divisas.


    L. y C. S. de B. S. A. (actualmente L. S. de I. S.A.) y otros s/ Infracción Ley 24.144. Denunciante: Banco Central República Argentina


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 702/2014/CS1, 21 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Actos u omisiones que infringen el régimen cambiario. Falsa declaración relacionada con operaciones de cambio. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Aplicación errónea de la ley.


    Art. 2°, inc. g, ley 19.359: pretensa rectificación espontánea.


    La única razón expresada por el a quo para fundar la disminución de la multa de cien mil a quince mil pesos, esto es, “haber reintegrado el exceso [de las operaciones cambiarias] poco tiempo después”, pasó por alto toda referencia a las normas que específicamente rigen la materia e incluso determinan pautas a considerar a esos. Así, al valorar esa sola circunstancia la sentencia se encuentra desprovista de toda relación y ponderación conjunta con los elementos incorporados al proceso a esos fines, lo que evidencia una fundamentación aparente que la vuelve arbitraria. Para la “falsa declaración” del artículo 1°, inciso c), de la Ley 19.359, el legislador ha considerado una especie de arrepentimiento posterior del imputado al prever la atenuación de la pena “si el infractor rectificase la misma en forma espontánea dentro del término de quince días de cometida”, en cuyo caso “se fijará la multa en un cuarto de la que hubiese correspondido de no mediar dicha rectificación y no se tendrá en cuenta esa penalidad a los efectos de la reincidencia prevista por esta ley” (art. 2°, inc. g). De haberse acreditado una devolución y de tomarse como punto de partida las multas fijadas por el juez en lo penal económico, el a quo se habría visto limitado a reducirlas a la suma de veinticinco mil pesos, monto que supera el que fijó en el pronunciamiento apelado sin tener en cuenta el umbral que de lege ferenda surge del citado inciso g), lo cual permite concluir, frente a la orfandad de fundamentos al respecto y aun cuando esa sanción observe la escala aplicable, que el alcance que se dio a la atenuación resulta desproporcionado a la luz del específico esquema normativo. En síntesis, se valoró una enmienda atípica del infractor de un modo más favorable que si se hubieran cumplido los requisitos que el legislador estableció para una conducta similar, a la cual asignó aquellos efectos jurídicos. La omisión de considerar este conducente extremo también concurre a descalificar el pronunciamiento como acto jurisdiccional válido, pues afectó sin fundamentación suficiente el espíritu del régimen aplicable e, implícitamente, prescindió de su contexto.


    B., Ernesto Armando y otros s/ Infracción Ley 24.144. Denunciante: Banco Central República Argentina


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1063/2014/2/RH2, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Parte General


    Acción Penal


    Causas de Extinción.


    Hecho único. Contrabando de estupefacientes. Egreso de divisas. Tentativa. Concurso real. Infracciones aduaneras. Auto de sobreseimiento. Extinción de la acción penal. Calificación legal. Non bis in ídem. Cuestión federal. Formalidades procesales. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia arbitraria.


    Asiste razón al Fiscal General en su reclamo, pues la sola afirmación de que se trató de un hecho único no explica por sí misma la conclusión a la que arribaron los tribunales acerca de que el sobreseimiento dictado por el juez de la instancia respecto de una parte de la mercadería secuestrada había agotado en su totalidad el objeto del proceso. Pese a que la existencia de un hecho único no es suficiente para que opere sin más la garantía ne bis in ídem, los tribunales revisores concentraron sus esfuerzos argumentales en torno a sostener el yerro jurídico de fraccionar el expediente según los objetos hallados y, sin brindar más razones que ésa, extendieron el efecto de cosa juzgada sobre aquellos otros tramos del hecho que expresamente el juez de instrucción dejó fuera de análisis en el sobreseimiento que dictó únicamente en orden al egreso de bienes de uso y artículos electrónicos. Precisamente en ello reside la arbitraria exégesis de la prohibición de doble juzgamiento que el Fiscal General atribuye al pronunciamiento impugnado pues, para resolver si en virtud del sobreseimiento dictado había quedado agotado el objeto del proceso, tanto el a quo como los magistrados que conformaron el voto mayoritario de la cámara de apelaciones debieron interpretar aquel sobreseimiento desde la perspectiva y el razonamiento del juez instructor (tres conductas realizadas en un mismo contexto de tiempo y espacio que concurren materialmente entre sí), e incluso más allá del acierto o error del instituto procesal a través del cual excluyó la mercadería cuyo intento de exportación no consideró delito, por cuanto, en todo caso, ello no constituye más que un mero defecto formal que refuerza la atipicidad de ese tramo del hecho pero que no toma operativa las garantías alegadas. El pronunciamiento apelado se pierde en disquisiciones sobre si se trata de un solo contrabando con pluralidad de objetos o de tres contrabandos que concurren materialmente entre sí, pero sin que ninguna de esas consideraciones jurídicas en abstracto guarden relación con las concretas circunstancias de la causa ni expliquen, por sí mismas, de qué modo se vería en el caso afectado el principio de doble juzgamiento, lo que autoriza a descalificar el fallo con sustento en la doctrina de la arbitrariedad.


    N. T., Raffo s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 510/2013/5/1/RH1, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Prescripción.


    Interrupción de la prescripción de la acción penal. Falsificación de instrumento privado equiparable al público. Declaración indagatoria. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente.


    El a quo prescindió abiertamente del texto del artículo 67, cuarto párrafo, inciso b, del Código Penal que establece que la prescripción se interrumpe por “el primer llamado efectuado a una persona, en el marco de un proceso judicial, con el objeto de recibirle declaración indagatoria por el delito investigado”. La decisión impugnada no es, de acuerdo con la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, la derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa a la que todas las partes tienen derecho.


    R. R., María Gabriela y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12742/2009/TO1/1/CS1, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Prescripción de la acción penal. Régimen penal cambiario. Excepción de cosa juzgada.


    Remisión a la causa "Romfioc S.R.L.”, CSJ 142/2013 (49R)/CS 1, y otros.


    Sin perjuicio de ello, resulta pertinente agregar que tratándose de un criterio que, además de esas actuaciones, ha sido aplicado por la Corte, también procedentes de la Cámara Federal de Mar del Plata y fallados de conformidad con la opinión de esta Procuración General, la resolución apelada también merece ser descalificada por insistir en una inteligencia del régimen de prescripción de la acción penal cambiaria que, sin aportar nuevos argumentos, se aparta de la jurisprudencia de la Corte en la materia.


    C. (Cooperativa) y otros s/ Infracción Ley 19.359 (art. 1°, inc. e) e infracción Ley 19.359 (art. 1°, inc. f)


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 12017197/2011/CS1, 24 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Suspensión del Juicio a Prueba.


    Suspensión del juicio a prueba. Delito de robo. Posible intención sexual del imputado. No procede el precedente “Góngora”. Desatención de la misión del Ministerio Público, Art. 120 CN. Sentencia arbitraria.


    A los fundamentos desarrollados por el magistrado apelante, a los que cabe remitirse y dar aquí por reproducidos en beneficio de la brevedad, resulta conveniente agregar algunas consideraciones sobre la arbitrariedad en que ha incurrido la Cámara Nacional de Casación Penal al rechazar el recurso ante la Corte. Resulta evidente que el fiscal fundó su oposición en la manifestación efectuada por la víctima en la audiencia en que se evaluó la solicitud de suspensión del juicio a prueba, acerca de la intención sexual que habría tenido el imputado, y en la consiguiente posibilidad de que, a partir de los hechos que pudiera establecer en la audiencia de debate, variase la calificación legal aplicable y la cantidad y forma de ejecución de la eventual pena. No resulta irrazonable que, en ese contexto, el fiscal evitase aventurar una calificación, teniendo en cuenta que manifestó la necesidad de ampliar la declaración de la víctima en el juicio oral para determinar el concreto alcance de los hechos, paso lógicamente previo a la subsunción en una figura legal. El dictamen del fiscal contó con fundamentos suficientes, a partir de razones de política criminal que, aunque no fueran compartidas por el a quo, lo pusieron a salvo del control del que pudo haber sido objeto, y lo colocaron así como un límite infranqueable a la concesión del beneficio. En el escrito de la apelación extraordinaria se expuso de manera suficiente la cuestión constitucional implícita en la decisión del a quo de conceder la suspensión del juicio a prueba a pesar de aquella razonable oposición. El texto del artículo 76 bis del Código Penal es claro en cuanto prevé el consentimiento del fiscal como requisito para la concesión del beneficio en examen, e invalida cualquier interpretación alternativa que se aparte de él. Conforme lo explicó el Fiscal General recurrente, el pronunciamiento apelado desatendió la misión del Ministerio Público, que es la defensa de la legalidad y los intereses generales de la sociedad (artículo 120 de la Constitución Nacional), y su función, en ese marco, de promover y ejercer la acción pública en las causas criminales y correccionales (artículo 25, inciso "c" de la Ley 24.946), en las que la persecución penal no se podrá suspender, interrumpir o hacer cesar, salvo en los casos y bajo las formas expresamente previstas en la Ley (artículo 29 de la Ley 24.946).


    F., E. Á. s/ Robo. Damnificado: B., R.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20385/2014/TO1/3/RH1, 23 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Multa: condición de procedencia. Declaración dogmática de inconstitucionalidad. Última ratio del orden jurídico Derecho de la querella a recurrir. Equiparación al Ministerio Público Fiscal. Omisión de tratamiento de cuestiones conducentes: sentencia arbitraria.


    El recurrente cuestionó la declaración de inconstitucionalidad del párrafo quinto del artículo 76 bis del Código Penal, que aquel órgano jurisdiccional basó únicamente en la dogmática afirmación de que el requisito previsto en esa norma violaría la garantía que prohíbe la aplicación de una pena sin juicio previo. Y en sustento de esa impugnación expresó -junto a otros argumentos- que tal criterio confunde la naturaleza del pago requerido por dicha disposición, el que no consiste en una pena sino en una condición de procedencia de la suspensión del juicio, y se asemeja a la solución prevista en otros institutos de nuestro ordenamiento. Sin embargo, el a quo omitió considerar ese agravio, a pesar de que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto legal constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico. Por lo demás, el recurrente criticó la aplicación que se hizo del derecho penal, y expuso con claridad la ausencia de toda motivación sobre el punto en cuestión, por lo que su impugnación constituía entonces materia propia de la competencia del a quo a través del recurso de casación. Por otro lado, la parte querellante impugnó la decisión del tribunal oral en cuanto desconoció su legitimación para recurrir, a pesar de que aquella parte intervino en la audiencia en que se debatió la procedencia del beneficio en cuestión, y el ordenamiento procesal penal le reconoce la facultad de recurrir en los mismos casos en que puede hacerlo el Ministerio Público Fiscal. En tales condiciones, la sentencia apelada carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido, y merece ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    M. T., Vicente s/ Rec. de queja


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 94000725/2004/TO1/1/1/RH2, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Oposición del fiscal. Política criminal. Ministerio Público Fiscal. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. Omisión de considerar cuestión propuesta.


    Precedente “Góngora”. Resolución PGN nº 97/2009. Desarrollo de política criminal: facultad no exclusiva del Congreso.


    La oposición del agente fiscal a la concesión de la suspensión del juicio a prueba se ajustó a la resolución PGN n° 97/2009, que dictó la Procuración General de la Nación sobre esa materia a fin de establecer algunos criterios de política criminal tendientes a complementar las pautas establecidas en el artículo 76 bis del Código Penal, con el objeto de determinar bajo qué parámetros se regirá la utilización de ese instituto respetando su naturaleza de método alternativo de resolución de conflictos. El artículo 76 bis del Código Penal claramente prevé el consentimiento del• Ministerio Público como requisito ineludible para la concesión del beneficio en examen, pues además del cumplimiento de condiciones objetivas requiere una valoración subjetiva que deberá hacer el agente fiscal, sobre circunstancias distintas a aquellas condiciones previas que se dan por sentadas, y sin cuya aprobación no podrá, en ningún caso, concederse la suspensión del juicio. Se agregó en tal sentido, que el Congreso no es el único poder ni el único organismo del Estado con facultades en materia de política criminal, y que en la disposición en examen los legisladores han efectuado una remisión a las que posee el Ministerio Público Fiscal, vinculadas con su función de promover y ejercer la acción pública en las causas criminales y correccionales.


    B., Néstor Osvaldo y otros s/ Falsificación documentos públicos


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7145/2008/TO1/10/1/RH2, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Clases de Sanciones


    Penas. Determinación Judicial de la Pena.


    Régimen penal de menores Ley 22.278. Homicidio agravado cometido por un menor: determinación del quantum de la pena. Normativa y fallos internacionales. Fallo “Mendoza” de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Precedente “Maldonado”. Condena que excede el mínimo legal. Control de convencionalidad del Ministerio Público: pedido de verificación periódica del cumplimiento de la pena. Derechos de la víctima no querellante: notificación previa a la libertad del condenado. Inexistencia de afectación a la garantía del doble conforme. Precedentes “Arce” y “Casal”.


    Al no tratarse en el sub judice de la aplicación de la prisión o reclusión perpetuas de niños, consideradas "incompatibles con el artículo 7.3 de la Convención Americana" sino de una pena temporal cuyo plazo sí se encuentra determinado desde el momento de su imposición, lo cual se adecua al criterio de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (párrafo 163 del caso "Mendoza"), no es posible discernir en esta instancia a partir de la interpretación de los instrumentos internacionales de derechos humanos específicamente aplicables y de las condiciones de su vigencia, si la individualización efectuada por la justicia provincial resulta irrazonable, aun ponderando -en la medida habilitada por el a quo- las singulares características del hecho y la situación concreta del menor imputado. Es que los principios incluidos en los instrumentos internacionales que rigen esta rama del derecho penal son, como no podría ser de otro modo, de una amplitud apta para poder abarcar el universo de casos posibles. Esa referencia expresa concurre, en el sentido de la amplitud indicada, a la interpretación de la facultad judicial prevista en el artículo 4 de la Ley 22.278 y a lo que la Corte ha reiterado -con cita del precedente "Maldonado" y que también invocó la cámara- en cuanto al "mandato de asegurar que estas penas, preponderantemente, atiendan a fines de resocialización, o, con las palabras de la Convención sobre los Derechos del Niño, a “la importancia de promover la reintegración social del niño y de que éste asuma una función constructiva en la sociedad”. En suma, aun mediando el interés superior del niño y su resocialización como principios rectores, no es posible afirmar de manera terminante que aquéllos instrumentos indiquen que la proporcionalidad de las sanciones que les sean aplicadas deba desentenderse de las constancias del proceso y de su razonable aplicación discrecional por parte de los jueces intervinientes ni que, aun cuando se la identifique con esos objetivos preponderantes, la pena deba ser, por regla, la mínima. En consecuencia, el alcance de la revisión en esta instancia debe ceñirse a la inteligencia que de dichos principios dimana a través de su aplicación concreta. Las consideraciones desarrolladas por el a quo sobre la base de las constancias del proceso, encuadran en la amplitud de la normativa y en los precedentes que rigen esta materia, por lo cual no es posible sostener que en el fallo recurrido se los transgreda. Esta conclusión se refuerza si se tiene en cuenta que en el sub examine se encuentra fuera de discusión la decisión de necesidad de sanción y lo único que se cuestiona es el quantum de la pena y que no se la haya reducido de acuerdo a la escala prevista para la tentativa. En particular sobre esto último, resulta relevante señalar que más allá de que la aplicación del artículo 44 del Código Penal constituya la regla o que sólo se trate - como lo entendieron el a quo y la Cámara, e incluso la mayoría de la Corte in re "Maldonado"- de la segunda etapa de análisis al decidir en un proceso seguido a menores, lo cierto es, por un lado, que en el sub judice se la descartó por las extensas razones por las que también se concluyó en la necesidad de la sanción y, por el otro, que se destacó especialmente que aún de considerarse imperativa esa disminución, la pena aplicada encuadraba en el rango de esa escala beneficiosa. Esta última afirmación -que integra el fallo del Superior Tribunal provincial y que, por lo demás, resulta corroborada al consultar las penas previstas para los artículos 79 y 189 bis (2), tercer párrafo, y las reglas de los artículos 41 bis, 44 y 54, todos del Código Penal- no ha sido refutada en modo alguno por la recurrente. Con relación al quantum de la pena individualizada, aun cuando se trata de una cuestión que por regla resulta ajena a esta instancia, al involucrar la inteligencia de instrumentos internacionales con rango constitucional, el caso suscitaría cuestión federal de advertirse que en su aplicación se han menoscabado los derechos fundamentales que garantizan a los menores imputados o de haber existido una irrazonable interpretación. Al abordar ese limitado análisis se aprecia, en cuanto a lo primero, que no es posible afirmar que en el estado de vigencia de la Convención sobre los Derechos del Niño resulte imperativa la aplicación de la pena más breve, pues sólo se trata de un postulado que -si bien preponderante con miras a la resocialización -debe aplicarse cuando las características del caso concreto lo permiten. Resultan relevantes en tal sentido: (i) los votos de la mayoría de la Corte y de la doctora Argibay in re "Maldonado" en tanto juzgaron -como el a quo- que ello constituye una etapa en el análisis de la resolución de la causa y no una "regla" como sostuvo el doctor Fayt y propone la defensa; (ii) el comentario a las Reglas 6 y 17.l.b de las Reglas de Beijing, que reconocen para esta clase de procesos "que los que adoptan determinaciones puedan tomar las medidas que estimen más adecuadas en cada caso en particular" y la vigencia de "la idea de justo merecido y de sanciones retributivas" en casos de delitos graves; y (iii) lo considerado por la Corte Interamericana en el párrafo 163 del precedente "Mendoza" en donde admitió la posibilidad de aplicar sanciones que -como en el sub examine- cuentan con "un plazo determinado desde el momento de su imposición". Ello, en atención a que la brevedad contemplada en el artículo 37.b de la Convención, que armoniza con el artículo 4 de la Ley 22.278 en cuanto faculta al juez a reducir la sanción "en la forma prevista para la tentativa", no puede interpretarse como una pauta que suprima la escala penal prevista en la norma ni la discrecionalidad judicial para determinar -como en el caso-- la sanción sobre la base de un fundado análisis de las circunstancias objetivas y subjetivas del proceso. No se pasa por alto que la pena de doce años aplicada se aleja del mínimo posible según la escala de la tentativa (cinco años y cuatro meses de prisión) y que también supera el umbral de diez años y ocho meses correspondiente sin esa reducción, lo cual podría suponer una afectación al interés superior del niño que cabe considerar primordialmente y a la prisión "más breve que proceda" (arts. 3 y 37.b de la Convención respectiva). Sin embargo y dentro de lo opinable del asunto, los fundamentos desarrollados en el fallo a partir de las constancias del proceso y la gravedad del hecho imputado, corroboran la conclusión del párrafo anterior al no advertirse arbitrariedad en el ejercicio de las facultades propias que aquellos instrumentos reconocen a los jueces de la causa, máxime tratándose de una decisión dictada en el ámbito de la justicia local, con sujeción "al imperio de la ley" 22.278, aún vigente en el derecho interno (conf. párrafo 323 del caso "Mendoza", ya citado). Aun cuando se considere que el grado de culpabilidad es lo determinante de la necesidad de sanción y su medida, y, por hipótesis, ello podría no guardar proporción con la menor o mayor edad de imputados en un mismo proceso y, mucho menos, de un caso a otro, frente al argumento y las citas que formuló la defensa en el recurso de casación sobre el "rango de condenas para los adultos" en la misma jurisdicción para cuestionar la pena determinada en autos, es ilustrativa la reseña que efectuó el Fiscal General provincial al oponerse a la concesión del recurso extraordinario federal con especial referencia -ante la invocada afectación de la proporcionalidad- a penas graves allí aplicadas en procesos seguidos específicamente a menores. Si bien esos antecedentes no hacen más que reflejar la aludida imprecisión que rige en la individualización de la pena, lo cierto es que el planteo referido a que la pena de doce años de prisión aplicada en autos resulta desproporcionada en una escala que por aplicación de los artículos 41 bis, 54, 79 Y 189 bis.2 tercer párrafo del Código Penal, corre entre diez años y ocho meses y treinta y tres años y cuatro meses de prisión -o bien entre cinco años y cuatro meses y veintidós años de seguirse la interpretación vigente respecto de la reducción para la tentativa- remite necesariamente a la consideración de los ya enunciados aspectos que valoraron los jueces de la causa para arribar a una conclusión que no comparte la defensa. Por otro lado, en línea con el control de convencionalidad que compete al Ministerio Público, a fin de adecuar el caso a la reintegración social que debe perseguir toda pena, en especial la aplicada a los menores, de conformidad con el criterio señalado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos in re "Mendoza" - donde con invocación de lo observado por el Comité de los Derechos del Niño puntualizó como principio respecto de las medidas de privación de la libertad de los niños, que "la posibilidad de la puesta en libertad deberá ser realista y objeto de examen periódico"- la autoridad provincial competente deberá proceder al cumplimiento de esa revisión pues "si las circunstancias han cambiado y ya no es necesaria su reclusión, es deber de los Estados poner a los niños en libertad, aun cuando no hayan cumplido la pena establecida en cada caso concreto". Asimismo, si bien la esposa de la víctima, no ha sido admitida como parte en el proceso no obstante esa condición y en virtud de los derechos que le asisten a ella y sus hijos menores, corresponde a este Ministerio Público señalar que también debería ser informada al respecto (arts. 17.1, 19 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 10 de la Ley 27.148).


    A.C.J.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 743/2014/(50-A)/CS1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Régimen penal de la minoridad. Disminución de la pena. Proporcionalidad de la pena. Interés del menor. Readaptación del condenado. Medidas tutelares. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Observancia de tratados internacionales. Control de convencionalidad. Convención de los Derechos del Niño. Corte Interamericana de Derechos Humanos.


    Reglas de Beijing. Ley 22.278. Precedentes "Maldonado", "Marteau" y “Mendoza”.


    Si bien el planteo se dirige a asuntos que en principio son ajenos a la competencia extraordinaria de la Corte, al haberse puesto en cuestión la interpretación de cláusulas de convenciones internacionales con jerarquía constitucional aplicables al régimen penal de menores, la decisión del a quo contraria a lo pretendido hace formalmente procedente la queja. La cuestión federal que introdujo la defensa oficial del imputado se vincula con las razones expuestas por este Ministerio Público al dictaminar el 16 de mayo de 2016 in re "A.C.J." (expte. CSJ 743/2014 (50-A)/CS1), cuyos considerandos V, VI y IX se dan por reproducidos -en lo pertinente- en beneficio de la brevedad. En efecto, allí se desarrollaron los fundamentos por los cuales, bajo el imperio de la Convención sobre los Derechos del Niño, las Reglas de Beijing, la Ley 22.278 y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de la Corte sobre la materia, aun mediando el interés superior del niño y su resocialización como principios rectores, no es posible afirmar de manera terminante que la proporcionalidad de las sanciones que les sean aplicadas deba desentenderse de las constancias del proceso y de su razonable aplicación discrecional por parte de los jueces intervinientes ni que, aun cuando se la identifique con esos fines preponderantes, la pena deba ser, por regla, la mínima, pues la amplitud de esos principios debe permitir abarcar el universo de casos posibles. La justicia de la Provincia de Buenos Aires ha desarrollado argumentos suficientes, que impiden considerar que el pronunciamiento del a quo se haya apartado de los criterios que gobiernan el régimen penal de menores. En efecto, en observancia del interés superior del niño y de la mayor brevedad posible de su privación de la libertad (arts. 3 y 37.b de la Convención sobre los "Derechos del Niño), determinó la necesidad de sanción, limitó la reacción penal de acuerdo a la escala prevista para la tentativa, individualizó la pena e incluso la redujo en la instancia revisora (arts. 4° de la Ley 22.278 y 44 del Código Penal); ello sobre la base de una razonable fundamentación de las aludidas constancias del proceso y en ejercicio de atribuciones que son propias de la jurisdicción local. Sin perjuicio de ello y sin pasar por alto el grado de discrecionalidad que impera incluso dentro del régimen penal de menores, cabe señalar que la objeción dirigida a la invocación de la gravedad del hecho para juzgar la necesidad de pena carece de entidad para conmover lo resuelto. Ello así porque la ponderación de esa circunstancia encuentra respaldo en el artículo 4° de la Ley 22.278, cuyo segundo párrafo contempla "las modalidades del hecho" como uno de los requisitos a tener en cuenta al juzgar la necesidad de aplicar una sanción, lo que en sí mismo importa su valoración, dentro de la cual la gravedad con que se manifestó el hecho que se dio por probado en autos, es uno de los aspectos que deben considerarse. Aun dentro de las normas específicas aplicables al derecho penal juvenil, una determinación en esos términos encuentra respaldo en las Reglas de Beijing que, en línea con la Convención sobre los Derechos del Niño, contemplan que "las restricciones a la libertad personal del menor... se reducirán al mínimo posible" (n° 17.1.b). Precisamente en el comentario a ese precepto se explica que "significa que los enfoques estrictamente punitivos no son adecuados, si bien en los casos de adultos, y posiblemente también en los casos de delitos graves cometidos por menores, tenga todavía cierta justificación la idea de justo merecido y de sanciones retributivas, en los casos de menores siempre tendrá más peso el interés por garantizar el bienestar y el futuro del joven". Como surge del propio texto transcripto, la gravedad constituye un elemento a tener en cuenta en la materia. Lo dicho, asimismo, es aplicable para la consideración de la gravedad del hecho al momento de individualizar la sanción. En efecto, no sólo por el citado artículo 4° de la Ley 22.278, que determina sin distingos la ponderación de las "modalidades del hecho", sino también por el artículo 41, inciso 1°, del Código Penal en cuanto regula que para la fijación de las penas divisibles debe tenerse en cuenta "la naturaleza de la acción y de los medios empleados para ejecutarla y la extensión del daño y del peligro causados". Estos parámetros, junto con los referidos al tratamiento tutelar y a la evolución de la personalidad del menor, fueron expresamente invocados al mensurar la proporcionalidad de la sanción. En estas condiciones, sin dejar señalar que a diferencia del precedente "Maldonado" en el sub lite se hizo aplicación de la escala de pena prevista para la tentativa, cabe concluir que la fundamentación desarrollada en autos para resolver en ambos aspectos -cuya parquedad no constituye causal de arbitrariedad- se ajusta a los criterios que rigen en esta clase de procesos y que, al no corresponder en esta instancia revalorizar las circunstancias que, en ejercicio de facultades que le son propias, fueron consideradas por los jueces de la causa para adoptar la decisión que se impugna, la apelación resulta improcedente. Ahora bien, la solución adversa que se postula para el planteo de la defensa no importa abdicar del control de convencionalidad que, por otra vía, compete a este Ministerio Público. Es pertinente señalar que a fin de adecuar el caso a la reintegración social que debe perseguir toda pena (art. 18 de la Constitución Nacional y 5.6 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos), en especial la aplicada a menores (art. 40.1 de la Convención sobre los Derechos del Niño), de conformidad con el criterio señalado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos in re "Mendoza" la autoridad provincial competente deberá proceder al cumplimiento de esa revisión pues "si las circunstancias han cambiado y ya no es necesaria su reclusión, es deber de los Estados poner a los niños en libertad, aun cuando no hayan cumplido la pena establecida en cada caso".


    P., D. E. s/ Causa N° 114.823


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 860/2013/CS1, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Graduación de la pena. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Defectos en la fundamentación normativa.


    Imputado menor de edad. Precedente “Maldonado”.


    Aun cuando la Cámara de Apelación y Garantías haya compartido el criterio de los jueces de mérito en cuanto a la necesidad de aplicar pena de prisión y también respecto de las atenuantes descartadas y las agravantes valoradas, al admitir la procedencia del agravio referido a la aplicación de la escala prevista para la tentativa, ese tribunal revisor se limitó a transcribir los considerandos 37 y 40 del precedente "Maldonado" en lo referido a la inferior reacción punitiva estatal que cabe aplicar respecto de los menores imputados y, sin más, fijó la pena de prisión de efectivo cumplimiento. Los términos de esa individualización de la sanción, aspecto sobre el que específicamente aquí se agravia la defensa, impiden considerarla debidamente fundada desde que carece de razones que indiquen, al menos mínimamente, qué inteligencia efectuó del artículo 44 del Código Penal para determinar la escala reducida aplicable y sobre qué base fijó su quantum. Esa deficiencia resulta más llamativa ante la falta de toda referencia a la impresión obtenida en la audiencia de conocimiento directo y personal que los jueces de esa cámara mantuvieron con el menor, máxime si se tiene presente que la Ley local 13.634 la exige bajo pena de nulidad, como así también respecto de la evolución en su tratamiento tutelar. Por lo demás y aun cuando el sub examine se vincula con un aspecto que por regla es ajeno a esta instancia, pues lo referido a la individualización de la pena dentro de los límites ofrecidos por las leyes respectivas constituye el ejercicio de una facultad propia de los jueces de la causa, la circunstancia de haberse omitido considerar tanto la Convención sobre los Derechos del Niño y demás instrumentos que regulan el derecho penal juvenil, como la interpretación de la materia federal involucrada que el Alto Tribunal ha efectuado en los precedentes expresamente invocados por la defensa, concurren a su descalificación como acto jurisdiccional válido.


    B., Joaquín s/ Causa 114.810


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 56/2014/(50-B)/CS1, 11 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Reincidencia.


    Tráfico de estupefacientes. Declaración de reincidencia. Expulsión de extranjeros. Prohibición de ingreso de extranjeros. Extinción de la pena. Incumplimiento de resolución judicial. Detención. Interpretación de la ley. Principio de legalidad. Principio pro homine. Política criminal. Aplicación analógica de la ley. Presentación extemporánea. Cuestión de derecho común. Interpretación restrictiva. Interpretación sistemática.


    Principio de ultima ratio. Interpretación de la Ley 25.871. Ley 24.660.


    Cabe recordar que la Corte tiene reiteradamente dicho que si bien la primera fuente de interpretación de la Ley es su letra, por encima de lo que las leyes parecen expresar literalmente es propio de la interpretación indagar lo que ellas dicen jurídicamente, a cuyo efecto la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento y profundo de los términos que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador. También ha expresado que esos extremos no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal y que las normas tampoco deben ser consideradas aisladamente, sino correlacionándolas con las que disciplinan la misma materia, de modo de obtener su armonización y concordancia entre sí, con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional. Una correcta hermenéutica debe llegar a la conclusión de que para que tenga lugar la ejecución del extrañamiento deben verificarse el egreso del extranjero del territorio nacional, pero también el cumplimiento de la prohibición de regreso del extrañado que es inmanente a la expulsión, de modo que ambos son elementos configurativos del instituto a efectos de la extinción de la pena. En cuanto a la modificación de las reglas generales establecidas en la Ley 24.660 que resultaría de la regulación del extrañamiento según la interpretación del recurrente, se trata de decisiones de política criminal en materia de ejecución penal, reservadas al legislador y que en el caso se explican perfectamente por las características del beneficio acordado en una Ley posterior. A su vez, en cuanto a la supuesta prolongación de la vigencia de la pena que se produciría en caso de condenas a penas menores de cinco años o cuando la prohibición de reingreso fuese permanente, ese argumento desconoce que para la interpretación aplicada por los jueces el vencimiento de la pena opera en esos casos como límite temporal, del mismo modo que ocurre en otros institutos, como el de la prescripción de la pena. En lo que atañe al argumento del recurrente cuando aduce que la aplicación analógica in bonam partem del artículo 16 del Código Penal habría debido llevar al a quo a la conclusión de que el tribunal de juicio había resuelto sin jurisdicción porque para la fecha en que lo hizo ya había operado el vencimiento de la pena, tampoco resulta admisible pues, por un lado, su planteamiento ha sido extemporáneo, en tanto debió haber sido presentado ante el a quo para que pudiera ser objeto de resolución y luego de impugnación; pero además porque remite a una discusión de derecho común ajena a la instancia extraordinaria de revisión federal que ha sido resuelto por la doctrina y la jurisprudencia mayoritarias en sentido contrario a como lo pretende el recurrente, de modo que mal podría pensarse en la concurrencia de un supuesto de arbitrariedad. Por último, en cuanto a la proposición según la cual debería priorizarse una interpretación restrictiva dentro del límite semántico del texto legal, no resulta aplicable pues no se trata en el caso de resolver cuál de varios significados posibles es el que debería acordársele a uno o varios términos utilizados por el legislador, sino de precisar la conclusión a la que conduce una interpretación sistemática y razonable de las diversas normas que componen la ley, que consulte la voluntad del legislador y tome en cuenta los principios y garantías de la Constitución Nacional. Y en lo atinente específicamente al principio de legalidad material, la interpretación así obtenida no es producto de ningún razonamiento por analogía, de modo que el fallo queda a salvo del cuestionamiento que también desde esta perspectiva se le ha querido formular.


    A. J., María Susana y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1462/2009/TO1/1/1/1/RH1, 06 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Teoría del Delito


    Concurso de Personas. Autoría.


    Recurso extraordinario. Condenados por delitos de lesa humanidad. Recusación del Presidente de la Corte. Imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad. Garantía de juez natural. Derecho de defensa. Autoría y participación. Remisión a Fallos: 330:3074. Ne bis in ídem. Principio de congruencia. Determinación de las penas. Improcedencia de los recursos federales.


    En cuanto a la calificación de los hechos como delitos de lesa humanidad, no se ha logrado refutar el fundamento de la sentencia recurrida pues, según la descripción de los hechos que se tuvieron por probados, consistieron en la privación ilegal de la libertad de dos individuos, como parte del ataque generalizado y sistemático contra la población civil que en ese entonces estaban ejecutando las fuerzas de seguridad de nuestro país, de conformidad con el plan elaborado por la junta de gobierno, sin ninguna posibilidad de que aquéllos pudieran ejercer recursos legales o valerse, en suma, de garantías procesales en defensa de sus derechos, lo que resulta suficiente, según doctrina de la Corte, para sustentar la calificación impugnada, salvo la mejor interpretación que la Corte haga de sus fallos. Se debe descartar que no se hayan descripto conductas calificables como autoría, pues se precisaron las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que se realizaron las detenciones ilegales de los damnificados y el daño grave en la salud de uno de ellos, e incluso se acusó a algunos de los imputados como coautores. Según surge de la condena, dado que uno de los recurrentes prestó una cooperación esencial en la privación ilegal de la libertad de los damnificados, se lo consideró partícipe necesario. Así las cosas, las críticas de la defensa a esa fundamentación de lo resuelto no logran demostrar su arbitrariedad. Al afirmar que cada dependencia de la policía provincial actuaba autónomamente ante la orden de la autoridad militar, que era su obligación, de acuerdo con disposiciones legales de la época, prestar colaboración a las fuerzas armadas, que el cuerpo de Infantería no dependía directamente del recurrente, y que éste sólo conoció del procedimiento de detención de los damnificados con posterioridad a su realización, sólo trasunta su disconformidad con la sentencia, basada en una distinta apreciación de la prueba, sin advertir que, más allá de su acierto o error, no aparece como inconcebible en el marco de una racional administración de justicia, en tanto encuentra sustento en argumentos que enlazan coherentemente los indicios derivados de aquella prueba y permiten verificar, sin contradicciones, de qué manera se ha reconstruido el hecho, lo que descarta la posibilidad de considerar que estamos ante un caso de estricto carácter excepcional como lo es la arbitrariedad. La crítica consistente en la falta de prueba directa acerca de que uno de los recurrentes impartió órdenes, cómo y cuándo, no logra demostrar la arbitrariedad de la sentencia pues, más allá de su acierto o error, se apoya en una versión de los hechos que explica sin contradicciones los indicios derivados del debate. Es cierto que no se pudo determinar cómo ni cuándo habría impartido o retransmitido esas órdenes, pero este argumento no rebate la afirmación de que lo hizo, de acuerdo con las circunstancias mencionadas que permiten sostenerlo razonablemente. El tribunal oral los consideró partícipes primarios pues si bien no se probó que hubieran ordenado las medidas que luego se ejecutaron, "al identificar a las víctimas -los integrantes del Cuerpo de Infantería no las conocían, ellos sí-, [y] al utilizar[se] las instalaciones de la unidad policial a su cargo, prestaron una colaboración fundamental y determinante para la materialización del delito investigado". Es probable que los imputados desconocieran los detalles de ese plan, al tener en cuenta sus jerarquías dentro de las fuerzas de seguridad, pero luce razonable, a la vez, la conclusión del tribunal oral de que los abusos aludidos sugieren que los responsables sabían de la anuencia de sus superiores. En otras palabras, lo improbable es que los agentes de seguridad hayan participado en acciones claramente irregulares, algunas de ellas realizadas sin la menor discreción, en el marco de un operativo que consideraban legal, y no como parte de un ataque más amplio que por ese entonces estaba comenzando.


    C., Rubén y otros s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1075/2013/(49-C)/CS1, 06 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Unificación de Penas


    Robo. Unificación de penas. Declaración de reincidencia. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente.


    Resulta aplicable el artículo 50 del Código Penal y procede la declaración de reincidencia cualquiera que sea el pronunciamiento acerca de la unificación de la pena correspondiente al hecho sobre el cual ha versado el juicio y la condena emitida en ese proceso con las impuestas en procedimientos anteriores por los sucesos ocurridos con anterioridad. Ese defecto priva a la sentencia del a quo de la fundamentación suficiente para darle sustento. La decisión impugnada no es, en esa medida, la derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa a la que todas las partes tienen derecho.


    F., Andrés Iván


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45525/2013/TO1/6/1/RH1, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen

  


  


  
    Capítulo VII


    Derecho Procesal Administrativo


    Caducidad


    Acción contencioso administrativa. Cobro de sumas de dinero. Silencio de la administración. Caducidad de la acción contencioso administrativa. Plazo perentorio. Plazo indeterminado. Sentencia arbitraria.


    Denegación tácita.


    Lo resuelto por el a quo vulnera el derecho de acceso a la justicia, pues el rechazo de la demanda con fundamento en que resulta extemporánea por haber transcurrido el plazo previsto por el Art. 177 de la Ley local 4044 para interponer un recurso de reconsideración contra la denegación tácita del Ministerio de Hacienda provincial, importa una decisión contraria a la continuidad y sustanciación de la causa, lo cual lesiona las garantías de debido proceso y defensa en juicio. El rechazo de la demanda por parte del tribunal al considerar que se hallan vencidos los plazos para apelar la denegación tácita que se produjo luego del pronto despacho interpuesto, importa la afectación irreparable del acceso a la jurisdicción de la actora mediante la aplicación rígida de normas que, en verdad, no exigen el cumplimiento de un plazo para apelar cuando se trata de una denegación obtenida por el silencio de la administración, sino que establecen términos para los supuestos en que existe una declaración expresa. En modo alguno se puede concluir que la mera consideración de que existe una resolución tácita rechazando el reclamo deducido por el particular importe el inicio de un plazo perentorio para interponer el pertinente recurso, pues una afirmación en tal sentido se aparta claramente de la doctrina establecida por el Alto Tribunal en cuanto sostuvo que el silencio es un derecho que le asiste a aquél para paliar la omisión administrativa y no constituye una carga que se le imponga y cuya inobservancia revierta en su perjuicio, agravando el daño ocasionado por el incumplimiento de la administración.


    Asociación Civil Universidad Católica de Cuyo s/ Contencioso administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4580/2015/RH1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Principios


    Debido Proceso Adjetivo


    Desplazamiento de la competencia. Competencia excepcional. Acción meramente declarativa. Mercado de capitales. Comisión Nacional de Valores. Oferta pública de títulos valores. Privación de justicia. Defensa en juicio. Acceso a la justicia. Jueces naturales. Debido proceso. Discrepancia del recurrente.


    Ley 26.831.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria pues no constituyen sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la Ley 48. Sin embargo, existen circunstancias excepcionales que autorizan su equiparación, tales como la denegatoria del fuero federal o que la decisión atacada conduzca a configurar un supuesto de efectiva privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. No se presenta en el caso ninguna de esas situaciones excepcionales por lo que los agravios resultan ineficaces para habilitar la vía extraordinaria intentada. Por un lado, la resolución apelada no deniega el fuero federal sino que, por el contrario, dispuso la intervención del fuero nacional en lo contencioso administrativo federal. Por el otro, la decisión del tribunal a quo no tiene como consecuencia una denegación de justicia que afecte el derecho de defensa en juicio de la parte actora, ya que queda sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado ante quien puede ejercer sus derechos. Por lo demás, los recurrentes no han explicado en qué modo la atribución de competencia dispuesta por la Ley de Mercado de Capitales, en cuanto modificó la competencia que establecía la Ley 17.811 de Oferta Pública, conculca la tutela judicial efectiva, la garantía del juez natural y el debido proceso legal. En este punto, ha de recordarse que la distribución de competencia entre los distintos órganos judiciales no es tarea de los jueces sino que concierne al Congreso de la Nación. En el caso de la Ley 26.831, la atribución al fuero contencioso se sustenta en la intervención del Estado o un ente descentralizado en el pleito, y en que los supuestos previstos en los artículos 143 y 144 de esa Ley se vinculan con el control administrativo de las sociedades que hacen oferta pública, en protección del ahorro público. De este modo, los agravios de los recurrentes lucen como una mera crítica a los motivos de oportunidad o conveniencia del legislador.


    Szwarc, Rubén Mario y otro c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 25101/2014/1/RH1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Entidades financieras. Banco Central de la República Argentina. Denegatoria del recurso. Sentencia arbitraria. Constitucionalidad. Garantías procesales. Debido proceso. Defensa en juicio. Plazos para resolver. Revisión judicial de los actos administrativos. Delegación legislativa. Facultades discrecionales. Monto de la pena. Ley penal más benigna.


    Precedente "Lociser" (Fallos 335:1126). Constitucionalidad del art. 41 de la Ley 21.526. Remisión al dictamen de la causa V. 796, L. XLII, “Volcoff, Miguel Jorge y otros c/ BCRA -resol. 14/04 (Expte. 65812/98 sum fin 981)”.


    Los agravios sobre la violación de la garantía relativa a la resolución del sumario en un plazo razonable, con la invocación del precedente "Lociser" (Fallos 335:1126) no puede prosperar, toda vez que los presupuestos que allí se configuraron con relación al tiempo que duró el proceso difieren sustancialmente del presente, donde no se aprecia una dilación irrazonable. Además, las pautas de dicho pronunciamiento indican que para concluir en que la demora es arbitraria, hay que comprobar parámetros específicamente no temporales, es decir, hechos y pruebas, circunstancias éstas que fueron evaluadas por la cámara sin que se considerara que el tiempo del procedimiento sumarial haya resultado incompatible con el derecho al debido proceso. Sentado ello, corresponde admitir formalmente la queja. Ello es así, desde que el recurso extraordinario es formalmente admisible y fue mal denegado en cuanto cuestiona tanto la constitucionalidad del Art. 41 de la Ley 21.526 como la aplicación e interpretación de normas de carácter federal y la decisión del superior tribunal de la causa ha sido adversa a las pretensiones que el apelante funda en ellas. Por lo demás, cabe recordar que, en la tarea de establecer la inteligencia de normas federales, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni por las argumentaciones de las partes, sino que, antes bien, le incumbe realizar una declaración sobre lo discutido según su interpretación. En cuanto al fondo del asunto, respecto de las potestades sancionatorias del Banco Central de la República Argentina y su fundamento en la amplia delegación del Poder Legislativo Nacional en dicha entidad en la materia, cabe remitirse al análisis y conclusión del dictamen de este Ministerio Público en autos V. 796, L. XLII, “Volcoff, Miguel Jorge y otros c/ BCRA -resol. 14/04 (Expte. 65812/98 sum fin 981)” en cuanto fueren aplicables al sub lite, conforme a lo expresado por la Corte en el fallo dictado en dicha causa, específicamente en apartados 5° y 6°. Con relación al monto de las multas impuestas, toda vez que su determinación constituye una facultad discrecional del órgano administrativo, quien tomó en cuenta los factores determinados por la reglamentación para imponerlas, no cabe atribuir arbitrariedad al fallo que, en la revisión efectuada, resguardó la garantía de defensa y el debido proceso de los apelantes. Ello es así, tanto más cuanto que el ordenamiento no exige que las infracciones conduzcan a un resultado, sea beneficio a los infractores o daño a terceros, como para que el BCRA aplique las sanciones establecidas en el Art. 41 de la Ley de entidades financieras y las comunicaciones que la complementan, sino que se trata de pautas que dicho órgano rector debe tener en cuenta, entre otras, al momento de fijar la aplicación de la multa. También deben desestimarse los agravios referidos a la falta de aplicación de las garantías del derecho penal. Resulta oportuno recordar que, según antigua doctrina de la Corte, las sanciones que el BCRA se encuentra habilitado a aplicar conforme a la Ley de entidades financieras tienen carácter disciplinario; también ha dicho que las correcciones disciplinarias impuestas por el ente rector no importan el ejercicio de la jurisdicción criminal propiamente dicho ni del poder ordinario de imponer penas, por lo que no se aplicarían, a su respecto, los principios generales del Código Penal. En otro orden, en cuanto a la arbitrariedad del pronunciamiento, la revisión efectuada por la cámara resguardó adecuadamente las garantías de defensa y de debido proceso que se dicen vulneradas, desde que fueron evaluados y resueltos todos y cada uno de los agravios traídos por los apelantes, sin que se advierta un apartamiento de las constancias de la causa ni de las normas aplicables o que se haya arribado a una solución irrazonable.


    Augsburger, Dante Pablo y otros c/ Banco Central de la República Argentina s/ Entidades financieras – Ley 21.526, Art. 41


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 1242/2014/1/RH1, 06 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado. AFIP. Sentencia definitiva. Modificación de la cosa juzgada. Sentencia arbitraria. Nulidad de sentencia.


    La sentencia impugnada reúne los requisitos exigidos por el Art. 163 del CPCCN para las sentencias de fondo, en especial en cuanto que contiene la relación de las cuestiones objeto del juicio; la consideración, por separado, de las cuestiones señaladas; los fundamentos y la aplicación de la ley; y la decisión expresa, positiva y precisa, con su respectiva condena. Tal como preceptúa el Art. 166 del CPCCN, al haberse pronunciado la sentencia, concluyó la competencia del tribunal con respecto del objeto del juicio, sin que pueda sustituirla o modificarla. La nueva intervención de la Sala no implicó la corrección de errores puramente numéricos, ni hubo pedido de alguna de las partes que permitiese articular la corrección de errores materiales, la aclaración de conceptos oscuros "sin alterar lo sustancial de la decisión", o bien de subsanar omisión alguna. Por el contrario, la Sala reasumió una competencia de la cual ya estaba privada por efecto de la ley, lo cual configura una causal de actuación arbitraria, ya que una vez dictada la sentencia no puede el juzgador variar o modificar su decisión ni volver a ejercer los poderes propios de la jurisdicción, estándole vedado valorar nuevamente los supuestos de hecho y de derecho para otorgarles una consecuencia distinta.


    Matrangulo, Esteban c/ AFIP


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 1858/2010/CS1, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Mercado de capitales. Justicia nacional en lo comercial. Incompetencia. Competencia contencioso administrativa. Incongruencia. Derivación no razonada del derecho vigente. Acceso a la justicia. Jueces naturales. Debido proceso. Discrepancia del recurrente.


    Remisión al dictamen de la causa CAF 25101/2014/1/RH1, “Szwarc, Rubén Mario y otro s/ Estado Nacional – Ministerio de Economía y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Szwarc, Rubén Mario y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Medida precautoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 99/2014/(50-S)/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Sanciones administrativas. Multa. Mercado cambiario. Prescripción bienal. Interrupción de la prescripción. Actos y diligencias procesales. Garantías procesales. Debido proceso. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa.


    Los agravios relativos a la prescripción de la acción de la Unidad de Información Financiera conducen al examen de cuestiones de hecho, prueba e interpretación normas de derecho procesal, ajenas, en principio a la instancia extraordinaria. Sin embargo, corresponde hacer excepción a ese principio cuando el fallo no contiene una apreciación razonada de las constancias obrantes en la causa, en el marco del razonamiento jurídico realizado, que la descalifica como acto jurisdiccional válido afectando las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso. En este sentido, el tribunal resaltó que no se encontraba controvertida la aplicación del plazo de prescripción bienal previsto en el artículo 62, inciso 5), del Código Penal, dado que al momento en que tuvieron lugar las operaciones cuestionadas por la UIF, no había disposición relativa a la prescripción de la potestad sancionatoria de ese organismo. Por otra parte, consideró inaplicable el artículo 67 del Código Penal en orden a la determinación de los actos procesales con naturaleza interruptiva de la prescripción de la acción y, en esa inteligencia, agregó que, en el caso, la UIF había logrado interrumpir el plazo bienal, mediante pedidos de informes, fotocopias y la formación del expediente a los efectos de que se determine la comisión de la infracción, la instrucción del sumario, su notificación, y los actos vinculados con el procedimientos sumarial. En esta línea de razonamiento, la Cámara indicó los actos y diligencias de la UIF a los que le asignó virtualidad interruptiva y objetivo impulsorio de la acción. Aun considerando la línea argumental planteada por el tribunal, la acción punitiva de la UIF se encontraba prescripta, ya que transcurrieron más de dos años desde que el dictado de una resolución y el siguiente acto administrativo; razón por la cual, al momento de dictar la resolución sancionatoria, el plazo de prescripción se encontraba vencido. En ese marco, resulta innecesario el análisis de los restantes agravios de los recurrentes e inoficioso cualquier pronunciamiento sobre ellos.


    Banco Macro S.A. y otros c/ UIF s/ Código Penal – Ley 25.246 – Dto. 290/07, Art. 25


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20308/2014/1/RH1, 14 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Admisión y permanencia de extranjeros. Expulsión de extranjeros. Prohibición de ingreso de extranjeros. Recurso de apelación (administrativo). Revisión judicial de actos administrativos. Debido proceso administrativo. Defensa en juicio. Falta de patrocinio letrado. Desproporcionalidad de la pena. Derecho a la reagrupación familiar.


    Remisión al dictamen de la causa CAF 38158/2013/2/RH1 “Peralta Valiente, Mario Raúl c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior - DNM s/ Recurso Directo DNM”.


    En el precedente citado se puntualizó que por las singulares características de los derechos fundamentales en juego, la interpretación del alcance de los requisitos de la habilitación de la instancia judicial para revisar la legalidad y la razonabilidad de los actos administrativos en materia migratoria debe partir de la adecuada ponderación de las exigencias particulares que imponen las garantías constitucionales de debido proceso y protección judicial en este ámbito. En tal sentido, se señaló que al realizar el control de dichos actos el juez debe verificar, con especial cuidado, si la autoridad migratoria ha dado estricto cumplimiento a las garantías mínimas de debido proceso. En esa oportunidad, se destacó que en procedimientos que puedan desembocar en la expulsión o deportación de extranjeros deben reforzarse ciertas garantías básicas de defensa en juicio como consecuencia del desequilibrio procesal en el que se encuentra el migrante ante la autoridad migratoria para desarrollar una defensa adecuada de sus intereses. En la presente causa, la administración no ha respetado las garantías mínimas de defensa en juicio y debido proceso, analizadas en el marco del mencionado dictamen, lo que no fue advertido en la sentencia apelada que confirmó la falta de habilitación de instancia y restringió la revisión judicial del acto. De las actuaciones no surge que la demandada le hubiese proporcionado al actor la asistencia letrada debida, o al menos anoticiado su derecho a contar con esa asistencia de forma gratuita con anterioridad al dictado de la Disposición que denegó la solicitud de residencia en el país del recurrente, declaró irregular su permanencia, ordenó su expulsión, prohibió su reingreso por el término de ocho años y resolvió que se tramite su retención una vez agotada la vía administrativa, firme y consentida la medida. El accionante requirió que se deje sin efecto la media de expulsión a través de una presentación efectuada con el patrocinio de una letrada perteneciente a la Comisión del Migrante de la Defensoría General de la Nación, la que fue interpuesta una vez fenecidos los plazos previstos en sede administrativa para recurrir el acto en examen. En respuesta a esa pieza, la demandada, decidió tratar el recurso incoado por el actor como denuncia de ilegitimidad, en función de su extemporaneidad, en lugar de hacer uso de la facultad conferida por el artículo 90 de la Ley 25.871, que le permite revocar de oficio sus resoluciones en caso de comprobarse violaciones al debido proceso, las cuales resultaban evidentes de la mera observación del trámite de las actuaciones administrativas. Las violaciones al debido proceso cometidas en sede administrativa y la decisión del a quo de no habilitar la revisión judicial de lo allí actuado redundaron en la falta de tratamiento de un planteo jurídico relevante, que ameritaba la apertura de la vía. Nótese que en la demanda el apelante resaltó que la medida adoptada por la demandada resulta desproporcionada y excesiva en tanto vulnera su derecho a la reunificación familiar. La ausencia de asistencia jurídica efectiva y oportuna implicó que el recurrente quedara expuesto a una situación de indefensión que la Ley especial trata de evitar en una materia tan delicada como la migratoria en función de los derechos fundamentales comprometidos, entre ellos, el derecho a la unidad familiar alegado por el accionante.


    Flores Burga, Raúl Eduardo c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior - Disp 926/11 (expte. 2399594/07) s/ Recurso directo para juzgados


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 16728/2011/CA2-CS1, 03 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Expulsión de extranjeros. Habilitación de instancia. Resoluciones equiparables a definitiva. Acto administrativo: legalidad objetiva. Razonabilidad del acto administrativo. Garantías procesales. Debido proceso. Acceso a la justicia. Derecho a ser oído. Patrocinio gratuito. Derechos humanos. Derecho a la reagrupación familiar.


    Ley 25.871 de Migraciones. Ley 19.549 de Procedimientos Administrativos. Remisión al dictamen de la causa CAF 38158/2013/2/RH1 "Peralta Valiente, Mario Raúl c/ Estado Nacional –Ministerio del Interior – DNM s/ Recurso Directo DNM". Precedente "Gorordo" (Fallos: 322:73).


    La resolución que decidió no habilitar la instancia judicial resulta equiparable a sentencia definitiva pues, de quedar firme, clausura toda posibilidad del recurrente de acceder a la justicia; circunstancia que deriva en la restricción sustancial de su derecho a la defensa en juicio. La cuestión que se debate en el sub lite resulta sustancialmente análoga a la dictaminada por esta Procuración General en la causa CAF 38158/2013/2/RH1 "Peralta Valiente, Mario Raúl c/ Estado Nacional –Ministerio del Interior – DNM s/ Recurso Directo DNM", a cuyos términos y consideraciones cabe remitir, en lo pertinente. En lo esencial, allí se puntualizó que por las singulares características de los derechos fundamentales en juego, la interpretación del alcance de los requisitos de la habilitación de la instancia judicial para revisar la legalidad y la razonabilidad de los actos administrativos en materia migratoria, debe partir de la adecuada ponderación de las exigencias particulares que imponen las garantías constitucionales de debido proceso y protección judicial en este ámbito (arts. 18 y 75, inc. 22, Constitución Nacional; y arts. 8 y 25, Convención Americana sobre Derechos Humanos). En tal sentido, se señaló que al realizar el control de dichos actos el juez debe verificar, con especial cuidado, si la autoridad migratoria ha dado estricto cumplimiento a las garantías mínimas de debido proceso. En esa oportunidad, se destacó que en procedimientos que puedan desembocar en la expulsión o deportación de extranjeros deben reforzarse ciertas garantías básicas de defensa en juicio como consecuencia del desequilibrio procesal en el que se encuentra el migrante ante la autoridad migratoria para desarrollar una defensa adecuada de sus intereses. En este marco, se consideró que, en aquel caso, se habían vulnerado el derecho a ser oído y la garantía de defensa en juicio, en particular, la provisión por parte del Estado de la asistencia jurídica gratuita prevista normativamente, lo que comprendía la notificación fehaciente de ese derecho. Luego, se aclaró que la solución propiciada en favor de la habilitación de instancia judicial se ajustaba a los lineamientos determinados por la Corte Suprema en el citado precedente "Gorordo" (Fallos: 322:73) pues no había existido desidia, desinterés o negligencia en la interposición de recurso, sino que la omisión de la interposición del recurso se había debido a la falta de acceso a garantías mínimas. Finalmente, se explicó que tampoco habían sido debidamente ponderados en sede administrativa y judicial los derechos constitucionales que resultaban afectados por la decisión de expulsión. En efecto, la sentencia en crisis vulneró derechos enunciados en normas federales al confirmar la decisión que declaró no habilitada la instancia judicial sin tener en cuenta la importancia de los derechos en juego y sin verificar el cumplimiento de las mencionadas garantías mínimas.


    Mabuza Moses / Estado Nacional – DNM – Disp. 578/12 (Expte. 149957/10) s/ Recurso directo DNM


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 22786/2012/1/RH1, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Trámite del Expediente Administrativo


    Competencia originaria. Acción contencioso administrativa. Juicios en que es parte una provincia. Reajuste jubilatorio. Régimen jubilatorio provincial. Intervención de terceros. Estado Nacional. Fondo Nacional de Incentivo Docente. Cuestión de derecho público local.


    La materia no es competencia de la justicia federal, toda vez que tiene origen en el reclamo formulado por empleados públicos provinciales jubilados bajo el régimen previsional local, con el fin de impugnar una serie de actos administrativos provinciales por los que fue rechazado el pedido de reajuste del haber de retiro. Lo que se plantea, entonces, es un conflicto propio del derecho público local, en el marco del régimen de jubilaciones y pensiones de la provincia para el personal provincial y municipal, regulado por la Ley 8732, de conformidad con lo previsto en la constitución local, a la luz de lo dispuesto en los arts. 14 bis y 125 de la Ley Fundamental de la Nación. Al haber sido citado el Estado Nacional como tercero, es preciso recordar que para que proceda la competencia originaria ratione personae resulta ineludible examinar si la Nación o una entidad nacional y la provincia participan nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria. Tal requisito no se encuentra cumplido toda vez que la circunstancia de que el pago del suplemento se sol vente con dinero que la Provincia recibe del Fondo Nacional de Incentivo Docente, no autoriza a atribuir al Estado Nacional legitimación pasiva para actuar en el proceso. En igual sentido, tampoco justifica su intervención en tal carácter el hecho de que sea demandado por su actividad legislativa, lo cual sólo determina el marco jurídico aplicable, sin pasar por ello a integrar la relación jurídica sustancial sobre la base de la cual se entabla la demanda, de forma tal que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria; supuesto que sí se verifica respecto de las demandadas, en cuanto sujetos facultados para conceder o rechazar el beneficio que aquí se reclama. Tampoco se verifica el requisito, con el eventual e hipotético reclamo que la provincia pudiera formular al Gobierno Federal con el objeto de obtener el resarcimiento de la posible condena que pueda resultar del proceso, toda vez que esa potencial controversia entre Nación y provincia es materia ajena al pleito.


    Avanzatti, Emilia Zunilda Alejandra y otros c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 600/2016, 05 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia originaria. Concesión administrativa. Concesión de uso. Derecho administrativo. Cuestión de derecho público local.


    Se ha sostenido que quedan excluidos del concepto de causa civil los supuestos que requieren para su solución la aplicación de normas de derecho público provincial o el examen y revisión, en sentido estricto, de actos administrativos o legislativos de carácter local. El proceso está regido por el derecho público local toda vez que la relación jurídica que dio origen al reclamo es de naturaleza administrativa, puesto que se trata de un "contrato de permiso de uso precario de explotación comercial” de las instalaciones y bienes de una terminal de puerto, cuyos terrenos pertenecen a la Provincia de Misiones, que fue aprobado por la Subsecretaría de Transporte, Puertos, Aeropuertos y Redes de Comunicación provincial, respecto del cual la provincia actuó en su carácter de poder administrador y en uso de facultades propias según los arts. 121 a 124 de la Constitución Nacional, lo que determina que sean los jueces locales los que tengan a su cargo el conocimiento y la decisión de tales cuestiones. No corresponde excluir el reclamo que se efectúa del ámbito normativo natural que regula las convenciones del referido poder, en la medida en que el juez competente para solucionar el pleito no deberá examinar solo las normas atinentes a los códigos de fondo, sino que se verá obligado a encuadrar la pretensión, también, en el marco del derecho público local, recurriendo a leyes, decretos y demás normas que regulan la concesión de uso efectuada, extremos que privan de naturaleza civil a la materia del pleito.


    El Renacer Agropecuaria S.R.L. c/ Misiones, provincia de


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 764/2016, 03 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acción de amparo. Juicios contra el Estado. Declaración de inconstitucionalidad. Pesificación. Oportunidad procesal. Competencia contencioso administrativa.


    Precedente del fallo de la causa CSJ 400/2013 (49-C)/CS1 “Costa, Matías Hernán c/ Registro Automotor N° 46 (señora A. Norma F. de López) s/ Diligencia preliminar”.


    El Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces nacionales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término, sin que obste a ello, la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia. Sin embargo, al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación lo dispuesto por el Art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la Ley 26.854, según el cual “todo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal”.


    Rouge, Elba Noemi Esther y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo de pesificación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 13214/2015/CS1, 09 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Cobro de sumas de dinero. Juicios contra el Estado. Competencia contencioso administrativa. Cámara contencioso administrativa.


    El Art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces nacionales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término. Sin embargo, al haber intervenido en la contienda un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el Art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la Ley 26.854, según el cual “todo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal”.


    Boston Compañía Argentina de Seguros S.A. c/ Belgrano Cargas S.A. y otros s/ Proceso de conocimiento


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4464/2011/CS1, 04 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Colegio de Escribanos. Diferencias salariales. Agentes de la administración pública. Empleo público. Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. Personal contratado. Ley de contrato de trabajo. Justicia nacional del trabajo.


    Con relación a los coactores que integran la planta de personal del Estado Nacional bajo una relación de empleo público, remisión al fallo de la causa Comp. 975, L. XLVI, "Hernando, Adriana Amalia y otros c/ Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Diferencias de salarios".


    De acuerdo con lo dispuesto por el Art. 7° de la Ley 17.050, los contratos de trabajo celebrados entre el Colegio y los trabajadores que cumplen funciones en el Registro en el marco del convenio de cooperación quedan sujetos al régimen legal y previsional correspondiente al personal del Colegio de Escribanos; es decir, esa relación laboral no se rige por las normas del empleo público sino por las de la Ley de contrato de trabajo. En tales condiciones, la materia del pleito, en lo que se refiere al personal contratado por el Colegio de Escribanos, atañe al derecho laboral común pues debe determinarse si a ellos, en el marco de su relación contractual ajena al régimen de empleo público, les resulta aplicable el aumento salarial dispuesto. En virtud de lo expuesto, con relación a los coactores sujetos a una relación de empleo público es competente la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, y respecto de los coactores que fueron contratados por el Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires es competente la justicia nacional del trabajo.


    García Crocco, Javier Ignacio y otros c/ Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Empleo Público


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 74007/2014/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acción de amparo. Impugnación del acto administrativo. Competencia provincial.


    Corresponde a la Corte zanjar este conflicto negativo de competencia en virtud de lo establecido por el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58. Ante todo, las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. Sentado lo anterior, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. La materia debatida en el presente, refiere a la aplicación e interpretación de actos y normas de derecho público local, no advirtiéndose que se encuentre en juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata. En cuanto a la competencia federal en razón de las personas, cabe precisar que no es parte en estas actuaciones el Estado Nacional o alguna entidad nacional con derecho al fuero federal, ni se advierte configurado el requisito de distinta vecindad. En nada afecta a tal conclusión el hecho de que la medida cautelar dispuesta en autos haya tramitado ante la justicia federal, toda vez que, tal como dispone el Art. 196, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, "la medida ordenada por un juez incompetente será válida siempre que haya sido dispuesta de conformidad con las prescripciones de este capítulo, pero no prorrogará su competencia". En consecuencia, toda vez que la jurisdicción federal es un fuero de excepción, y al no constatarse una causa especifica que lo haga surgir, el pleito debe continuar su trámite ante la justicia provincial.


    Champion Games S.R.L. c/ Lotería chaqueña s/ Acción de amparo s/ Competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 778/2016/CS1, 28 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ejecución de honorarios. Patrocinio letrado. Contenido de la demanda. Cuestión de derecho común. Competencia provincial.


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos, cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. Siendo que lo que aquí se reclama es el cobro de honorarios por el asesoramiento prestado por el actor a la demandada, de acuerdo con lo establecido en el pacto de honorarios suscripto por ambas partes, la materia a debatir es propia del ámbito del derecho común. No se advierte que se encuentre en juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata. En nada afecta a tal conclusión la tramitación ante la justicia federal de la ejecución fiscal invocada como antecedente, toda vez que el presente reclamo no se funda sino en lo establecido en el convenio de renegociación de honorarios. En cuanto a la competencia federal en razón de las personas, cabe precisar que no es parte en estas actuaciones el Estado Nacional o alguna entidad nacional con derecho al fuero federal, ni se advierte configurado el requisito de distinta vecindad. La jurisdicción federal es un fuero de excepción, y al no constatarse una causa especifica que lo haga surgir, el pleito debe continuar su trámite ante la justicia provincial.


    Rocha, Vicente Emetrio c/ Municipalidad de Coronel Moldes s/ Contencioso administrativo - varios


    FSA-Justicia Federal de Salta, 21000284/2011/CS1, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Revisión judicial de actos administrativos. Entes reguladores. Gas natural. Usuario de servicio público. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal.


    La controversia de competencia no debe ser dirimida por la Corte Suprema en el marco de lo dispuesto por el artículo 20, segundo párrafo, de la Ley 26.854. De conformidad con esta norma, todo conflicto de competencia planteado entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y un juez de otro fuero debe ser resuelto por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Estado Nacional – Ministerio de Energía y Minería c/ Centro de Estudios para la Promoción de la Igualdad y la Solidaridad y otros s/ Inhibitoria


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 21212/2016/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Revisión judicial de actos administrativos. Gas natural. Usuario de servicio público. Cámara contencioso administrativa. Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Incompetencia. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal.


    Ley 26.854.


    De conformidad con la jurisprudencia de la Corte Suprema en relación con la aplicación del artículo 20, segundo párrafo, de la Ley 26.854, todo conflicto de competencia planteado entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y un juez de otro fuero debe ser resuelto por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Protectora Asociación Civil de Defensa del Consumidor c/ Distribuidora de Gas Cuyana y otros s/ Medida cautelar (autónoma)


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 10266/2016/CA3-CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Patrocinio Letrado


    Dirección Nacional de Migraciones. Precedente "Gorordo". Procedimiento administrativo: violación de garantías mínimas. Ausencia de asistencia jurídica efectiva. Habilitación de la instancia judicial. Remisión al dictamen de la causa CAF 38158/2013/2/RH1 "Peralta Valiente, Mario Raúl”.


    En el presente caso, la administración no ha respetado las garantías mínimas de defensa en juicio y debido proceso analizadas en el marco del mencionado dictamen, lo que no fue advertido por la sentencia apelada al confirmar la falta de habilitación de instancia y restringir la revisión judicial del acto. Cabe destacar que con anterioridad al dictado de la Disposición 94.429 -que declaró irregular la permanencia del actor en el territorio, ordenó su expulsión por encontrarse incurso en el impedimento de permanencia, prohibió su reingreso y ordenó su retención una vez agotada la vía administrativa, firme y consentida la medida- la única audiencia que la autoridad brindó al recurrente fue en oportunidad de tomarle declaración a los efectos de conocer su situación. Del acta de esa declaración no surge que el accionante hubiera contado con asistencia letrada, ni que hubiera sido notificado de su derecho a contar con ella de forma gratuita. Por otra parte, el mencionado recurso fue deducido por el actor sin patrocinio letrado. En esa fecha, ya se encontraba vigente el decreto 616/2010, reglamentario de la Ley 25.841, que en su artículo 86 prevé de manera imperativa que la DNM, ante el planteo que efectúe un extranjero, debe procurar la inmediata intervención del Ministerio Público de la Defensa, y disponer la suspensión de cualquier trámite y de los plazos en curso en las actuaciones administrativas hasta que el ministerio público tome intervención o el interesado reciba la asistencia jurídica necesaria para la salvaguarda de sus intereses. Esa obligación tendiente a garantizar el derecho de defensa del administrado no fue cumplida por la administración, lo cual constituye una nueva transgresión del debido proceso por parte de la DNM en las actuaciones bajo análisis. De este modo, la ausencia de asistencia jurídica efectiva implicó que el recurrente quedara expuesto a una situación de indefensión que la Ley especial trata de evitar en una materia tan delicada como la migratoria, en función de los derechos fundamentales comprometidos, entre ellos, el derecho a la unidad familiar alegado por el accionante. En suma, en el caso la sentencia de la alzada vulneró derechos enunciados en normas federales al confirmar la decisión del magistrado interviniente que había hecho lugar a la excepción previa interpuesta por la DNM, sustentada en la falta de agotamiento de la vía administrativa, y había declarado no habilitada la instancia judicial sin tener en cuenta la importancia de los derechos en juego y sin verificar el cumplimiento de las mencionadas garantías mínimas.


    Taboada Ortiz, Víctor c/ Estado Nacional - Ministerio Interior -DNM- Disp 699/12 s/ Recurso Directo DNM


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 1004/2013/1/RH1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen

  


  


  
    Capítulo VIII


    Derecho Procesal Civil y Comercial


    Parte Especial


    Medidas Cautelares


    Presupuestos. Contracautela. Exención.


    Demanda por cobertura de prestaciones de rehabilitación y apoyo para formación laboral de persona con discapacidad. Medida cautelar: exención al requisito de contracautela. Beneficio de litigar sin gastos. Derecho a acceder a la justicia: especial protección.


    La interpretación realizada por el a quo del alcance de la exención de la contracautela establecida en el artículo 200, inciso 2, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en tanto consideró que no incluye a quien goza del beneficio provisional consagrado en el artículo 83, limita irrazonablemente el derecho a la tutela judicial efectiva de índole cautelar, respecto de los derechos de una persona en situación de vulnerabilidad (arts. 18, 75, incs. 22 y 23, Constitución Nacional; arts. 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos). La Corte Suprema ha dicho que el beneficio de litigar sin gastos tiende a poner en situación similar a las personas que deben intervenir en un proceso concreto, a fin de que quien carezca de recursos suficientes para afrontar las cargas económicas que impone el juicio, pueda atender con amplitud cuanto demande el reconocimiento judicial de su derecho. Añadió que ello comprende no sólo la exención de ciertos impuestos, sellados de actuación y costas desde el inicio del trámite, sino también el derecho a obtener la traba de medidas cautelares sin el previo otorgamiento de la caución, cuando de las circunstancias fácticas se desprende que tal medida no puede esperar el dictado de la resolución definitiva sin grave peligro para la efectividad de la defensa. Esta interpretación del alcance de la exención de la contracautela adquiere particular relevancia cuando el actor es una persona con discapacidad, pues esa condición hace especialmente necesario garantizar su acceso a la justicia.


    A., V. M. c/ O.S.F.G.P.I.C.Y.D. s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 19238/2014/1/RH1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Procesos de Conocimiento


    Procesos de conocimiento. Falta de servicio público. Juicios contra el Estado. Responsabilidad de la empresa ferroviaria. Competencia nacional. Competencia civil.


    Precedente de Fallos: 328:293.


    La Corte indicó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Boston Compañía Argentina de Seguros S.A. c/ Estado Nacional y otro s/ Proceso de conocimiento


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 101012/2012/CA2-CS1, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Traslado de la Demanda. Oposición de Excepciones.


    Clases. Incompetencia.


    Excepción de incompetencia. Queja por denegación del recurso extraordinario. Daños y perjuicios. Responsabilidad por publicaciones en Internet. Denegatoria del recurso.


    Remisión al dictamen de la causa CIV 88802/2014/1/RH1, “Sociedad Argentina de Gestión de Actores Intérpretes Asociación Civil c/ Google Argentina S.R.L. y otro s/ Cobro de sumas de dinero”.


    C., G. A. c/ M., G. J. y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 30451/2015/2/RH1, 12 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Excepción de incompetencia. Queja por denegación del recurso extraordinario. Derecho a la imagen. Publicación de fotografía. Responsabilidad por publicaciones en Internet. Responsabilidad extracontractual. Denegatoria del recurso.


    Remisión al dictamen de la causa CIV 88802/2014/1/RH1, “Sociedad Argentina de Gestión de Actores Intérpretes Asociación Civil c/ Google Argentina S.R.L. y otro s/ Cobro de sumas de dinero”.


    Weber, Natali Carol c/ Yahoo de Argentina S.R.L. y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 11919/2012/1/RH1, 12 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Excepción de incompetencia. Sentencia arbitraria. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Resoluciones equiparables a definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la Ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se presentan en el caso las situaciones excepcionales mencionadas, pues la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones. En ese sentido, las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la Ley 48. Por otro lado, la sentencia en crisis tampoco coloca al recurrente, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la Ley 48, en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la demandada quedó sometida a la jurisdicción laboral de la Capital Federal en la que puede seguir tramitando su pretensión. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Radua, Agustín c/ Nuevas Cristalerías Avellaneda S.A. y otro s/ Accidente – Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38166/2014/1/RH1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Excepción de incompetencia. Sentencia arbitraria. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Resoluciones equiparables a definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la Ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se presentan en el caso las situaciones excepcionales mencionadas, pues la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones. En ese sentido, las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la Ley 48. Por otro lado, la sentencia en crisis tampoco coloca al recurrente, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la Ley 48, en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la demandada quedó sometida a la jurisdicción laboral de la Capital Federal en la que puede seguir tramitando su pretensión. No obstante lo expuesto, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Herrera, Emanuel Oscar c/ HVAC S.A. s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21400/2015/1/RH1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Requisitos de Admisibilidad.


    Uso de aguas. Cuenca del río Atuel: posible daño ambiental. Demanda entre provincias. Competencia originaria de la Corte Suprema. Excepción de falta de legitimación activa y pasiva. Excepción de cosa juzgada: requisitos. Rechazo de la excepciones.


    El delicado equilibrio del sistema federal, que asegura la armonía y el respeto recíproco entre los estados provinciales y las de éstos con el poder central, requiere que -como medio de garantizar la paz interior- la Corte Suprema intervenga para resolver las querellas, como la de autos, entre los organismos autónomos partes del cuerpo de la Nación, en ejercicio de las facultades que le conciernen como intérprete final de la Constitución y con la sola exigencia de que tales quejas asuman la calidad formal de una demanda judicial. Por otro lado, por tratarse la resolución de la presente contienda de una jurisdicción conferida al Tribunal para su conocimiento en instancia originaria, según los términos establecidos en el Art. 127 de nuestra Norma Fundamental, se trata de una atribución de raigambre constitucional, de naturaleza restrictiva y no susceptible de ser ampliada ni limitada por normas legales. A la luz de esa directriz, forzoso es concluir que el argumento de falta de legitimación activa de la Provincia de La Pampa, fundada en la Ley general del ambiente, no puede prosperar. Establecer la existencia de cosa juzgada exige realizar un examen integral de ambas contiendas a los fines de determinar si la sentencia firme de diciembre de 1987 ha resuelto ya lo que constituye la pretensión deducida en estos autos pues, en este aspecto, la Corte tiene dicho que lo esencial es determinar si los litigios considerados en su conjunto son idénticos o no, contradictorios o susceptibles de coexistir. A partir de lo requerido en la nueva acción aquí planteada por la Provincia de La Pampa se advierte que, si bien entre las causas media identidad en los sujetos y -en parte- en el objeto involucrado (en lo que se refiere a la regulación del uso compartido entre ambas provincias del río Atuel); un adecuado estudio de la pretensión deducida conduce a afirmar que tanto los fines perseguidos como las bases fácticas invocadas en ambos procesos son distintos. No se configura una identificación sustancial entre los planteos bajo estudio. Es que, dada la diversidad que se advierte en el objetivo final de cada uno de los procesos, la sentencia a dictarse en autos no será susceptible de alterar ni resultar contradictoria con lo ya decidido por la Corte. Así las cosas, la presente excepción debe ser rechazada para amparar así la solución real que se encuentra al alcance del juzgador en cada una de las contiendas. Por otro lado, y por aplicación de lo establecido en el punto 3° del Art. 347 del CPCCN, tampoco puede ser admitida en esta instancia del proceso la excepción de falta de legitimación pasiva, sino que corresponderá al Tribunal evaluar su procedencia en la sentencia definitiva. Así, puesto que no puede afirmarse ahora, de forma manifiesta, que la Provincia de Mendoza no sea la titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión aquí deducida por La Pampa, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento.


    La Pampa, Provincia de c/ Mendoza, Provincia de s/ Uso de aguas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 243/2014/(50-L)/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Procesos Especiales


    Declaración de Incapacidad e Inhabilidad. 


    Contienda negativa de competencia. Restricciones a la capacidad. Acceso a la justicia. Domicilio del causante. Competencia provincial.


    El artículo 36 del nuevo régimen establece que la solicitud de declaración de incapacidad o restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de “... sus finalidades, las leyes análogas,... los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento...”. En tal contexto interpretativo y aun cuando el proceso se inició en 1986, adquiere singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que esa Corte Suprema ha elaborado sobre la base de dicha directiva constitucional. El Código actual asigna al juez la obligación de revisar la sentencia respectiva, tarea ésta que ha de llevarse a cabo sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y con la audiencia personal del interesado. Asimismo, la entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que le preste asistencia al afectado. Dado el tenor de esa encomienda, la cercanía física contribuye a la concreción de las finalidades normativas. Al propio tiempo, incide en la concentración y demás aspectos prácticos característicos de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el nuevo código excede de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde vive establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados en ello podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados.


    C., I. L. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 201429/1986/CA1-CS1, 22 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Declaración de Demencia.


    Incapacidad. Rechazo de pedido de rehabilitación. Denegatoria de ejercicio del derecho al voto. Nuevo modelo social de la discapacidad: Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad - Ley 27.044; Ley 26.657 de Derecho a la Protección de la Salud Mental y nuevo Código Civil y Comercial. Evaluaciones interdisciplinarias y específicas de la capacidad. Derogación tácita del Art. 3, inciso a, del Código Nacional Electoral. Necesidad de revisión de la sentencia de incapacidad: adaptación al nuevo régimen.


    Asiste razón a la recurrente al señalar que, para resolver el caso a estudio, se realizó una interpretación inadecuada del derecho federal. La capacidad del causante para ejercer su derecho al voto no debió determinarse en forma automática como consecuencia de su declaración general de incapacidad, en los términos del artículo 141 del Código Civil, y de la aplicación del artículo 3, inciso a, del Código Nacional Electoral, reproduciendo el viejo modelo de incapacitación. Por el contrario, debió decidirse a la luz de los principios y garantías inherentes al modelo social de la discapacidad adoptado por la Constitución Nacional y las normas legales reglamentarias que imponían realizar una evaluación pormenorizada y específica sobre su capacidad para votar, y designarle apoyos en caso de concluir que presentaba alguna dificultad para el ejercicio autónomo de ese derecho. Con la incorporación a nuestro ordenamiento jurídico de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad -dotada luego de jerarquía constitucional a través de la Ley 27.044- se produjo un cambio profundo del enfoque acerca de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad mental. Se abandonó el sistema de sustitución y subrogación de la voluntad, y se lo reemplazó por un modelo social de la discapacidad que las concibe como titulares y sujetos plenos de derechos, reconociendo en el artículo 12 de ese instrumento internacional que tienen capacidad jurídica en igualdad de condiciones que los demás y que se debe disponer un sistema de toma de decisiones con apoyos y salvaguardas proporcionales y revisables periódicamente. Este modelo social fue receptado luego por la Ley 26.657 de Derecho a la Protección de la Salud Mental, lo que originó, el pedido de rehabilitación del causante. Según el artículo 42 de esa ley, las declaraciones judiciales de inhabilitación o incapacidad deberán fundarse en un examen de facultativos conformado por evaluaciones interdisciplinarias y deberán especificar las funciones y actos que se limitan, procurando que la afectación de la autonomía personal sea la menor posible. Este modelo ha sido consagrado con mayor amplitud en el Código Civil y Comercial de la Nación -ley 26.994-, que reconoce que la capacidad general de ejercicio de la persona humana se presume y que la limitación de la capacidad para realizar determinados actos jurídicos es de carácter excepcional y se impone en beneficio de la persona (arts. 31 y 32). Esta norma debe ser aplicada en la solución del presente caso. Estos principios deben aplicarse respecto de la restricción del derecho al voto del causante, consagrado en los artículos 37 de la Constitución Nacional, 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y, de manera específica, en el artículo 29 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. En el sub lite, ninguno de los informes obrantes en la causa abordó o aconsejó la limitación del derecho al sufragio. En tal sentido, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha subrayado la especial importancia del derecho al sufragio, diciendo que el derecho a votar libremente por un candidato de su propia elección es la esencia de una sociedad democrática, y toda restricción irrazonable de ese derecho golpea al corazón del gobierno representativo. Las personas con discapacidad mental han sido objeto de una exclusión sistemática del cuerpo electoral y la discapacidad mental ha sido considerada históricamente como un factor determinante para negar el ejercicio de la ciudadanía política. Esa exclusión, como otras, tiene un doble aspecto pues afecta a quienes resultan marginados pero también al pueblo en su conjunto, debilitando la representación y el sistema democrático. En suma, conforme los elementos obrantes en autos, el causante fue privado del derecho a voto sin que se haya acreditado de manera adecuada su imposibilidad de ejercicio. En estas condiciones, hasta tanto se cumplan los parámetros enunciados, en virtud de que la capacidad de ejercicio se presume, de las solicitudes reiteradas de su curador y de los informes favorables obrantes en la causa, debe ser incluido en el padrón electoral a los efectos de que pueda ejercer su derecho al sufragio. Por otro lado, el artículo 3, inciso a, del Código Nacional Electoral ha quedado tácitamente derogado en virtud del nuevo régimen instituido por el Código Civil y Comercial de la Nación. El actual sistema de capacidad regulado por este código genera consecuencias decisivas sobre la Ley 19.945. En efecto, en el ordenamiento jurídico argentino ya no existe la categoría jurídica de demente o la incapacidad tal como era concebida por el artículo 141 del Código Civil y sus concordantes. Es decir, en la actualidad, el sistema legal concibe a las personas con discapacidad mental como titulares y sujetos plenos de derechos que ya no son dementes ni incapaces pues lo único que se puede limitar es la autonomía para realizar determinados actos jurídicos.


    F., H. O. s/ Art. 152 ter. Código Civil


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 83563/1997/CS1, 06 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Juicio Ejecutivo.


    Contienda negativa de competencia. Economía procesal. Juicio ejecutivo. Competencia por el territorio. Declaración de oficio. Oportunidad procesal. Competencia provincial.


    Incorrecta traba de la contienda.


    El conflicto por el cual se elevaron las actuaciones a la Corte no se encuentra debidamente trabado, pues no se verificó una atribución recíproca de competencia. No obstante, razones de economía y celeridad procesal aconsejan, salvo un mejor criterio del Tribunal, dejar de lado ese óbice y expedirse sobre la cuestión. Los conflictos entre órganos de distintas jurisdicciones deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimientos. En el marco de una inteligencia armónica de los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal, corresponde desestimar la declinatoria oficiosa efectuada por el juzgado local, desde que se deriva de los autos que los interesados no han planteado cuestión de competencia alguna. Es más, la parte demandada además de consentir la jurisdicción provincial, recurrió la declinatoria, no obstante su apelación fue declarada desierta. En tal sentido, incumbe recordar que la oportunidad de los tribunales de origen para desprenderse de las actuaciones sólo puede verificarse al inicio de la acción o al tiempo de resolver una excepción de tal índole, extremos que se han configurado aquí, y que si bien las normas en la materia ostentan carácter de orden público, igual naturaleza revisten las tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos. La facultad de declinar de oficio la competencia en razón del territorio está restringida en forma expresa por el Código ritual. En efecto, por aplicación del artículo 4, párrafo 3, de ese ordenamiento, el juez no puede inhibirse de conocer de oficio, en asuntos exclusivamente patrimoniales, en razón del territorio.


    Gigas S.R.L. c/ Grabarnik, Israel s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 919/2016/CS1, 29 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Ejecuciones Especiales. Ejecución Fiscal.


    Contienda negativa de competencia. Multa. Exceso de velocidad. Ejecución fiscal. Justicia nacional en lo civil.


    Remisión al dictamen de la causa CIV 45881/2015/CS1, “Municipalidad de Picún Leufú c/ Lehmann, Kevin s/ Ejecución”.


    Municipalidad de Picún Leufú c/ Amarilla, Héctor Omar s/ Ejecución


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 72841/2015/CS1, 16 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Multa. Exceso de velocidad. Ejecución fiscal. Justicia nacional en lo civil.


    Remisión al dictamen de la causa CIV 45881/2015/CS1, “Municipalidad de Picún Leufú c/ Lehmann, Kevin s/ Ejecución”.


    Municipalidad de Picún Leufú c/ D'arc Libertador S.A. s/ Ejecución


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 70465/2015/CS1, 16 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Multa. Exceso de velocidad. Ejecución fiscal. Justicia nacional en lo civil.


    Remisión al dictamen de la causa CIV 76075/2015/CS1, “Municipalidad de Picún Leufú c/ Andradas, Alejandro Javier s/ Ejecución”.


    Municipalidad de Picún Leufú c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Ejecución


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 12890/2016/CS1, 08 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    AFIP DGI. Ejecución fiscal. Juicio de apremio. Defensa en juicio. Derecho de propiedad. Sentencia arbitraria. Omisión de considerar cuestión propuesta.


    Tratándose de juicios de apremio, la Corte ha sostenido que los tribunales se encuentran obligados a tratar adecuadamente las defensas fundadas en la inexistencia de deuda exigible, siempre y cuando ello no presuponga el examen de otras cuestiones cuya acreditación exceda el limitado ámbito de estos procesos. Cuando se priva al contribuyente de la posibilidad de demostrar que la exigibilidad de la deuda que aquí se le reclama se encuentra alcanzada por la suspensión establecida en el Art. 167 de la Ley 11.683, existe una clara lesión a su derecho de defensa y de propiedad.


    AFIP - DGI c/ Palacio, Eduardo Enrique s/ Ejecución fiscal - A.F.I.P.


    FTU-Justicia Federal de Tucumán, 52439/2013/1/RH1, 15 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. IVA. Impuesto a las ganancias. Determinación de impuestos. Recurso de apelación (procesal). Tribunal Fiscal de la Nación. Partida de defunción. Herederos. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa.


    El Art. 167 de la Ley 11.683 suspende la intimación de pago de la deuda determinada de oficio cuando ella es apelada ante el Tribunal Fiscal de la Nación en los términos de los arts. 159, 166 y cc. de esa ley. Respecto de la multa consignada en la boleta de deuda, sí bien se aprecia una identidad en cuanto al monto reclamado por la sanción, se advierte una palmaria discordancia respecto de la causa y de los períodos por los cuales fue impuesta, lo que podría configurar un vicio extrínseco en el título ejecutivo que debe ser evaluado. Se ha omitido merituar la pertinencia de aplicar la causa extintiva de las penas prevista en el Art. 57, tercer párrafo, de la Ley 11.683 a la luz de la constancia certificada de defunción aportada. La sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que correspondería atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto.


    Fisco Nacional (A.F.I.P. - D.G.I.) c/ Tegli Jacinta Rosa Valentina s/ Ejecución fiscal - A.F.I.P.


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 22001020/2011/CS1, 08 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Proceso Concursal.


    Quiebra. Art. 129 de la Ley 24.522 y Art. 3 del Código Civil de la Nación. Interpretación de principios de aplicación temporal: ausencia de examen integral. Suspensión de intereses de las acreencias laborales. Naturaleza alimentaria. Vulneración del Art. 14 bis CN. Sentencia arbitraria.


    La sentencia, al considerar la consolidación de la situación jurídica, omitió ponderar las circunstancias concretas del caso. En efecto, se trata de una quiebra decretada como consecuencia del fracaso de un concurso preventivo. El pasivo se compone en gran medida por créditos de origen laboral y la liquidación del principal se dilató en atención al dictado de una Ley de expropiación, que obligó a la sindicatura a la tramitación de un juicio de expropiación inversa. Por ello, no se presentó, ni menos aún se aprobó, un proyecto de distribución de fondos. De este modo, los acreedores laborales sufrieron una larga postergación del cobro de sus acreencias en un escenario inflacionario. La falta de reconocimiento de intereses trae aparejado una afectación particularmente grave del valor de los créditos laborales, que tienen naturaleza alimentaria, tales como los salarios y las indemnizaciones derivadas de las relaciones laborales. Por el otro, la decisión, al interpretar los mencionados principios de aplicación temporal de la normativa civil, no realizó un examen integral y coherente con las demás normas del ordenamiento jurídico. Ello así pues valoró únicamente el interés de la masa de acreedores en la inmutabilidad de la determinación de los pasivos con posterioridad a la finalización del período informativo, sin ponderar con la profundidad que la cuestión requería si ese interés debía ceder ante la preferente protección que la Constitución Nacional y los instrumentos internacionales le otorgan a ciertos derechos laborales frente a la contingencia del concurso preventivo o la quiebra. En efecto, no puede desconocerse que la protección del trabajador y del salario tiene expreso reconocimiento en el artículo 14bis de la Constitución Nacional, en diferentes instrumentos internacionales de idéntica jerarquía (artículos 6 y 7, Pacto de Derecho Económicos, Sociales y Culturales, entre otros), y en los Convenios 95 y 137 de la Organización Internacional del Trabajo, todos los cuales han hecho del trabajador un sujeto de preferente tutela. La sentencia apelada aplicó los artículos 2 y 3 del Código Civil de la Nación en forma aislada de los hechos concretos del caso y desconoció la necesidad de armonizar los principios del derecho común con la preferente tutela de los trabajadores, que tiene raigambre constitucional y que es particularmente relevante ante la insolvencia del empleador. Este principio de trato preferente se proyecta, en las circunstancias concretas de este caso, sobre los intereses de los créditos laborales pues si bien el transcurso del tiempo afecta a la totalidad de los acreedores produce un detrimento sustancial y diferenciado del valor de las acreencias que tienen carácter alimentario, como los salarios y las indemnizaciones derivadas de la relación de trabajo. La decisión recurrida señaló solamente que el período informativo se encontraba finalizado, sin argumentar de qué modo ello generaba derechos amparados en la Constitución Nacional que no podían ser afectados por la aplicación de la Ley 26.684. En el caso, las expectativas de los restantes acreedores que pudieron generarse con la finalización del periodo informativo –y antes de la realización del proyecto de distribución-, aun cuando tienen tutela legal, deben estimarse adecuadamente a la luz de la especial protección de los derechos laborales. En consecuencia, y en consonancia con lo dictaminado por la fiscal, la sentencia recurrida prescindió de lo establecido por las normas federales de jerarquía supra legal protectorias de los derechos del trabajador, en tanto hizo prevalecer el artículo 129 de la Ley 24.522 -en su versión anterior a la Ley 26.684- que cercena la procedencia de los intereses, que hacen posible el mantenimiento del valor del crédito de naturaleza alimentaria de los acreedores laborales. En virtud de todo lo anterior, la decisión impugnada prescindió de un examen exhaustivo y acabado de las constancias de la causa y de los derechos involucrados, lo que impide considerar al fallo como una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas del juicio.


    Liga Israelita de Prevención, Diagnóstico y Tratamiento de la Salud Familiar y Comunitaria s/ Quiebra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 256/2013/(49-L) CS1 RHE, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia.


    Conflicto positivo de competencia. Concurso preventivo de las personas de existencia ideal. Competencia del juez del domicilio social. Corresponde a la justicia nacional en lo comercial.


    En el concurso preventivo de las personas de existencia ideal de carácter privado y regularmente constituidas es competente el juez del lugar del domicilio social inscripto. La Corte Suprema tiene reiteradamente dicho que las normas de competencia de la Ley de concursos son de orden público y contienen criterios claros de aplicación, por lo que no pueden ser soslayadas por las partes ni por los tribunales.


    Marinccioni, Juan Antonio en autos Oil Combustibles S.A. s/ Concurso preventivo - Expte. 868/2016 – s/ Incompetencia por vía declinatoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1265/2016/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Concursos. Domicilio inscripto. Competencia nacional.


    Las normas de competencia en materia de concursos son de orden público y no pueden ser alteradas por las partes o por los tribunales en su aplicación, y que el domicilio inscripto de una sociedad regularmente constituida determina la radicación de la causa ante los jueces con competencia ordinaria en ese lugar –art. 3, inc. 3°, Ley 24.522. Sólo ha hecho excepción a tal principio y permitido la radicación del proceso universal en una jurisdicción diferente, si se acredita de manera fehaciente que dicho domicilio es meramente ficticio o elegido para burlar el ejercicio del derecho de los acreedores o cuando, no apareciendo configurada tal intención, el estado de la causa y el debido respeto a los principios de economía procesal y de seguridad jurídica así lo aconsejan.


    Cibertickets S.A. s/ Quiebra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 920/2016/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen 


    Cuestiones de competencia. Concursos. Principio de publicidad. Orden público. Domicilio del deudor. Competencia nacional.


    Concurso de personas de existencia visible.


    El artículo 3°, inciso 1°, de la Ley 24.522 dispone que en el caso de concursos de personas de existencia visible es competente el juez del lugar de la sede de la administración de sus negocios y, a falta de éste, el del lugar del domicilio, lo cual encuentra fundamento en el carácter publicístico del procedimiento que tiene por finalidad la protección del correcto ejercicio de los derechos de los acreedores, y de los múltiples intereses de las partes. Las normas de competencia de la Ley de Concursos y Quiebras son de orden público y contienen criterios claros de aplicación, por lo que consecuentemente no pueden las partes, ni los tribunales, soslayarlas. Por otro lado, tras la declaración de quiebra, el artículo 100 de la Ley 24.522 sólo autoriza al deudor y ciertos acreedores a plantear la incompetencia.


    Almaras, Matías Damián s/ Quiebra


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22963/2015/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Fuero de Atracción.


    Contienda de competencia. Ejecución de honorarios profesionales promovida contra el fallido con anterioridad a la declaración de la quiebra. Procedencia de la atracción del juicio universal: reclamo de contenido patrimonial. Corresponde a la justicia nacional.


    El artículo 32 de la Ley 24.522 dispone que todos los acreedores por causa o título anterior, deben concurrir al juicio universal a verificar sus créditos, y el artículo 132 prevé que la declaración de quiebra atrae al juzgado en el que ella tramita, todas las acciones iniciadas contra el fallido por las que se reclamen derechos patrimoniales. Ahora bien, el instituto del fuero de atracción sólo procede en forma pasiva, vale decir, respecto de acciones en las que el concursado o fallido resulta demandado. Sin embargo, aun cuando el banco quebrado no es el demandado en el juicio principal, al tratarse de un reclamo de contenido patrimonial -sumas de dinero por honorarios-, resulta razonable hacer excepción a la regla citada y disponer que el tribunal donde tramita la quiebra del actor, en este exclusivo aspecto, continúe entendiendo en la ejecución de los honorarios.


    Banco Mayo Coop. Ltdo. c/ Rosales Rosa s/ Cobros


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5001/2015/CS1, 09 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios universales. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia provincial. Competencia civil y comercial.


    Para resolver una cuestión de competencia hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y, después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la petición. La Corte establece que el fuero de atracción de los juicios universales, sean de sucesión o concurso, opera aún tratándose de procesos que correspondieren al fuero federal y sea cual fuere la causa que determina la jurisdicción. Si bien la atracción del concurso respecto de los juicios de contenido patrimonial opera sólo en forma pasiva y no en orden a aquellas que el fallido pudiera promover, en el presente caso la demanda judicial tiene por finalidad por un lado declarar la inconstitucionalidad de una resolución de AFIP y por el otro en base a ello la determinación de la deuda real a que se refiere el crédito verificado en el concurso por la AFIP. Es decir, que la decisión a la que se arribe incide directamente sobre el monto del crédito, lo que demuestra la estrecha vinculación del trámite concursal con la presente acción.


    Avanti S.A. c/ AFIP s/ Acción mere declarativa de inconstitucionalidad


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 4607/2015/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ejecución de honorarios. Reembolso de gastos. Médico cardiólogo. Ejecución contra el concursado. Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Fuero de atracción. Juez del concurso. Competencia comercial.


    No se configura un conflicto de competencia en el que la Corte deba intervenir, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, pues las contiendas que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltas por la Cámara de que dependa el magistrado que previno. Conforme surge de autos, el conflicto de competencia suscitado entre los dos juzgados nacionales de primera instancia ha sido dirimido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, que declaró la competencia del juez concursal para conocer en este juicio de cobro de pesos promovido contra la sociedad cooperativa concursada, y ordenó su remisión al juzgado nacional donde tramita• el proceso universal.


    Beck, Martín c/ Cooperativa de trabajo Fénix Salud Ltda. s/ Cobro de sumas de dinero


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 103361/2013/CS1, 07 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Verificación de Créditos.


    Contienda negativa de competencia. Juicio de apremio. Sentencia firme. Concurso preventivo. Acreedor postconcursal. Competencia provincial.


    Remisión al fallo de la Corte Comp. 607, L. XXXIX “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ ARPEC S.A.”.


    En el precedente de Fallos: 331:756, el Máximo Tribunal ordenó aplicar la doctrina sentada en los autos Comp. 607, L. XXXIX “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ ARPEC S.A.” en cuanto a la improcedencia del fuero de atracción del concurso de la demandada respecto de ejecuciones fiscales. La Corte resolvió que cuando se ha dictado sentencia, que se encuentra firme, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen sin perjuicio del derecho del acreedor de verificar la acreencia contra el concursado en el marco del proceso universal.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Plástica Bernabo S.A.I.C. s/ Apremio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 433/2016/CS1, 11 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Proceso Sucesorio.


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios ocasionados por un inmueble abandonado. Reclamo posterior al fallecimiento del titular registral del bien. Improcedencia del fuero de atracción del sucesorio.


    No corresponde la radicación en sede nacional, toda vez que, según se desprende de las actuaciones, el reclamo de daños y perjuicios, dirigido finalmente contra la sucesión data de fecha posterior al fallecimiento del causante. Más allá de que la titularidad registral del terreno baldío permanezca en cabeza del causante, lo cierto es que, en este estado y según surge de los rubros concretamente solicitados en la demanda, se estaría persiguiendo el cobro de una obligación que no se atribuye estrictamente al de cujus. Por el contrario, el resarcimiento objeto de reclamo se refiere a refacciones que requiere el bien inmueble y a los daños que pudieran producirse en el futuro por el abandono del predio lindero que, al tiempo de los perjuicios alegados, ya había ingresado ipso iure en el patrimonio de los herederos -demandados en origen- quienes, por lo demás, fueron convocados iure propio a la mediación. Por ello, el reclamo se encuentra excluido del fuero de atracción que ejerce el sucesorio respecto de las acciones personales promovidas con anterioridad al fallecimiento del causante.


    Vallerga, Jorge Antonio c/ Corsaro, Claudia Gabriel y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4324/2015/CS1, 16 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Fuero de atracción de la sucesión. Remisión a lo resuelto en autos CIV 12515/2006/CS1. Corresponde que continúe interviniendo la Justicia en lo Civil y Comercial de la Provincia de Chaco.


    La solución según la cual las acciones por deudas personales del causante promovidas con anterioridad al deceso son atraídas por el sucesorio –art. 3284, inc. 4°, C.C.-, se ajusta a lo establecido por el Código Civil y Comercial de la Nación.


    OSECAC c/ Kowalyszyn, Jose Antonio s/ Ejecución


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4820/2015/CS1, 25 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Fuero de Atracción.


    Contienda negativa de competencia. Accidente de tránsito. Daños y perjuicios. Muerte de las partes. Sucesiones. Fuero de atracción. Domicilio del causante. Competencia provincial.


    Precedente del fallo de la Corte CIV 12515/2006/CS1, “Vilchi de March, Maria c/ PAMI y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Cabe lo sostenido por el Tribunal respecto a que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas o de orden público, puesto que tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión. En el precedente citado, el Tribunal señaló que la solución en orden a la competencia de las acciones personales promovidas con anterioridad al fallecimiento del causante que eran atraídas al juicio sucesorio según el derogado artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil, se ajusta a lo dispuesto por el Código Civil y Comercial de la Nación.


    Espinosa, Alberto Germán c/ Leiva, Juan y otros s/ Daños y perjuicios (Acc. tran. c/ les. o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 22419/2015/CS1, 11 de agosto de 2016


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Acciones personales. Pagaré. Muerte de las partes. Sucesiones. Fuero de atracción. Domicilio del causante. Competencia provincial.


    Precedente del fallo de la Corte CIV 12515/2006/CS1, “Vilchi de March, Maria c/ PAMI y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Cabe lo sostenido por el Tribunal respecto a que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas o de orden público, pues tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión. En el precedente citado, el Tribunal señaló que la atracción al sucesorio de la acción personal con causa anterior al fallecimiento según disponía el derogado artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil, se ajusta a lo previsto por el Código Civil y Comercial de la Nación.


    Comafi fiduciario financiero c/ Plancner, Bernardo y otro s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 43472/2003/CS1, 02 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Economía procesal. Comodato precario. Juicio de desalojo. Acervo sucesorio. Indivisión hereditaria. Fuero de atracción.


    Incorrecta traba de la contienda.


    No se configura el fuero de atracción previsto por el artículo 2336 del Código Civil y Comercial de la Nación, toda vez que la demanda no se dirige contra una sucesión, ni se trata de algunos de los supuestos previstos en dicho cuerpo legal. El instituto del fuero de atracción sólo juega respecto de aquellas acciones donde el causante resulta demandado, es decir en forma pasiva, como un modo de concentrar ante el juez del proceso universal, todos los juicios seguidos contra el causante que pudieran afectar la universalidad de su patrimonio.


    Tullberg, Enelio Alberto c/ Espíndola, Félix y/u ocupante s/ Desalojo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 775/2016/CS1, 07 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Modificación de la ley. Medida de no innovar. Juicio sucesorio. Fuero de atracción. Cesión de derechos hereditarios. Contrato de fideicomiso. Intervención de terceros. Competencia nacional.


    Las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia se aplican de inmediato a las causas pendientes, por ser de orden público, siempre que no se deje sin efecto lo actuado de conformidad con normas anteriores. El artículo 2336 del Código Civil y Comercial dispone que el juez de la sucesión debe conocer en las acciones de petición de herencia, nulidad de testamento, demás litigios que tienen lugar con motivo de la administración y liquidación de la herencia, de la ejecución de las disposiciones testamentarias, del mantenimiento de la indivisión, de las operaciones de partición, de la garantía de los lotes entre los copartícipes y de la reforma y nulidad de la partición. No se configura el fuero de atracción previsto por el artículo 2336 del Código Civil y Comercial, toda vez que la demanda se dirige contra un tercero por irregularidades alegadas en el marco del contrato de fideicomiso, y por cuanto no se trata de ninguno de los supuestos previstos en dicho cuerpo legal.


    Munar, Gonzalo Nicolás c/ Sole Tomas s/ Medidas precautorias


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 7599/2016/CS1, 12 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Muerte de las partes. Demandado. Sucesiones. Partición de la herencia. Automotores. Inscripción registral. Falta de inscripción. Paralización del expediente. Fuero de atracción. Competencia provincial.


    Ha reiterado la Corte que el proceso sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto antes de la división de la herencia; y que el cese de la indivisión hereditaria sólo ocurre mediante la partición de bienes debidamente inscripta. El artículo 2.363 del Código Civil y Comercial de la Nación puntualiza que: “La indivisión hereditaria sólo cesa con la partición. Si la partición incluye bienes registrables, es oponible a los terceros desde su inscripción en los registros respectivos”. En ese orden de ideas, si bien en el proceso sucesorio se dictó la declaratoria de herederos y se habrían adjudicado los bienes componentes del acervo respectivo, no obra debidamente acreditada la inscripción registral del automotor referenciado y las actuaciones se hallan paralizadas. En tales condiciones, continúa operando el fuero de atracción del trámite universal.


    Transcont S.R.L. c/ Moltovani, Leandro, herederos, sucesores y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 466/2016/CS1, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ejecución de honorarios. Sucesiones. Desplazamiento de la competencia. Fuero de atracción.


    Remisión al fallo de la causa CIV 12515/2006/CS1, “Vilchi de March, María y otros c/ PAMI y otros s/ daños y perjuicios”.


    El instituto del fuero de atracción sólo procede respecto de las acciones donde el causante es demandado, como un modo de concentrar ante el sucesorio todos los litigios contra el extinto que pudieran afectar la universalidad de su patrimonio. En ese contexto, son atraídas aquellas acciones que involucran deudas personales del difunto, entre las que se encuentran comprendidas las dirigidas al cobro de los honorarios, independientemente de que éste haya revestido la condición de actor en las actuaciones que dieron lugar al reclamo de los estipendios. En el supuesto, la regulación de los honorarios derivados del rechazo de la solicitud de litigar sin gastos promovido por el actor, se encuentra firme y consentida, por lo que, con arreglo a la doctrina referida, el juez que tramita la sucesión del condenado en costas debe conocer en el reclamo por el cobro de honorarios. Por lo demás, en la causa CIV 12515/2006/CS1, “Vilchi de March, María y otros c/ PAMI y otros s/ daños y perjuicios”, la Corte afirmó que la solución según la cual las acciones por deudas personales del causante iniciadas con anterioridad al fallecimiento son atraídas por el sucesorio, se ajusta a lo previsto por el Código Civil y Comercial de la Nación.


    Duhalde, Héctor E. c/ OSPECON s/ Beneficio de litigar sin gastos


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 22011209/2001/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Reconvención. Sucesiones. Orden público. Fuero de atracción. Competencia provincial.


    Restitución de inmueble.


    Ha sentado la Corte que el juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto, sobre la base de que las disposiciones que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas o de orden público, pues tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión, y no pueden ser dejadas de lado ni siquiera por convención de las partes. Si bien, por vía de principio, atañe entender en la reconvención al mismo juez que conoce en la demanda, ello es así cuando no median razones que hagan prevalecer otro fuero que desplace la potestad de este último, como sucede con el fuero de atracción del sucesorio o del concurso. La íntima vinculación que existe entre las cuestiones disputadas en esta causa, impone con influencia decisiva el tratamiento de cuestiones fácticas y jurídicas que no resulta conveniente que sean valoradas y resueltas por distintos jueces, en atención a elementales razones de concentración procesal y a fin de evitar la posibilidad del dictado de pronunciamientos contradictorios y de proteger el mejor desarrollo de la función jurisdiccional.


    Raimundo, Armando Ernesto c/ Azcarate, René Oscar y otro s/ ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1280/2016/CS1, 14 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Procesos de Familia.


    Contienda negativa de competencia. Guarda de menores e incapaces. Convención de los derechos del niño. Interés del menor. Residencia habitual del niño. Competencia provincial. Juzgado de familia.


    El Código Civil y Comercial de la Nación, asigna el conocimiento de los procesos referidos a niños, niñas y adolescentes, al juez del lugar en el cual se ubica su centro de vida (art. 716). Por otro lado, en varias ocasiones se ha destacado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo exige el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. El criterio del artículo 716 del Código Civil y Comercial debe compatibilizarse con su artículo 706 en cuanto prescribe, por un lado, que en aquellos problemas en los que estén involucrados niños, niñas o adolescentes, resulta menester valorar su mejor interés; y, por otro, consagra expresamente, entre los principios generales que deben gobernar los procesos de familia, el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación. Esa directiva conduce a una solución coincidente con la doctrina de la Corte, en cuanto a la necesidad de priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de los derechos implicados.


    R. S., E. A. s/ Guarda de parientes


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1612/2016/CS1, 17 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Economía procesal. Restitución de menores. Medidas cautelares. Residencia habitual del niño. Acceso a la justicia. Principio de inmediación. Competencia provincial.


    En autos no es posible determinar si el centro de vida de la niña se asienta o no en el lugar donde vive con su madre, desde que aquella noción excede de los meros datos fácticos atinentes a la simple residencia y el transcurso del tiempo. En tales condiciones, dado que ambos jueces en conflicto se encontrarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de la niña. Desde esa perspectiva es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de un cuidado eficaz de aquellos derechos. Asimismo, no es posible esclarecer la concurrencia de impedimentos al contacto y la supervisión del padre, o de restricciones infundadas en el ejercicio de su derecho de defensa, en función de la distancia. En suma, es dable concluir que los tribunales correntinos cuentan con un elemento privilegiado en el cumplimiento de la función protectoria, puesto que sus jueces poseen, dentro de su propio ámbito territorial, acceso directo a la persona afectada. En este sentido, no se advierten, ni fueron alegadas, imposibilidades económicas del progenitor para ejercer su derecho de defensa en el foro provincial. El enfoque es coherente con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial de la Nación que, entre los principios generales que deben gobernar los procesos de familia, consagra expresamente el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación.


    L., P. L. c/ R., C. G. s/ Derecho de comunicación (Art. 652)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 875/2016/CS1, 25 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Guarda de menores e incapaces. Guarda de hecho. Adopción. Derechos del niño. Interés del menor. Principio de inmediación. Competencia provincial.


    Entre los preceptos destinados a regular la guarda con miras a adopción y los procesos relativos a los derechos de niños, niñas y adolescentes, el Código Civil y Comercial de la Nación se encarga de organizar el aspecto referente a la competencia. Como regla y a falta de previsión legislativa en contrario, dichas pautas se aplican de inmediato a las causas pendientes. El artículo 612 del Código encomienda el trámite de guarda con fines adoptivos, al juez que declara la situación de adoptabilidad, punto de conexión del que se carece, pues la niña fue separada de su familia de origen sin intervención administrativa o judicial previa. Asimismo, el artículo 716 del ordenamiento determina que en los asuntos referidos a la guarda, cuidado, o adopción de un menor de edad, es competente el juez del lugar donde tiene su centro de vida. A su vez, la Ley 26.061 define esa noción como el lugar donde niñas, niños y adolescentes hubiesen transcurrido legítimamente la mayor parte de su existencia, debiendo dilucidarse en armonía con la definición de "residencia habitual" contenida en los tratados ratificados por nuestro país en materia de sustracción y restitución internacional. Teniendo en cuenta lo regulado por el artículo 611 del Código Civil y Comercial -que prohíbe la entrega directa de niños, niñas y adolescentes en guarda y determina que la guarda de hecho no debe ser considerada a los fines de la adopción- se debe concluir que la solución debe favorecer la estricta supervisión judicial de la separación de los niños y niñas de sus familias biológicas, como lo exige el interés superior del niño. En esas condiciones, reviste particular relevancia promover la inmediación entre el tribunal interviniente y la familia de origen a fin de facilitar su intervención y de esclarecer la situación de la niña. Por otra parte, cabe recordar que si bien la tutela integral de los derechos de los niños requiere un cuidado que se ve simplificado por la cercanía física del juez, una correcta inteligencia descarta la aplicación mecánica de esa directiva y postula que el intérprete realice un examen circunstanciado, que considere las características de cada situación. En las actuaciones, los propios actores iniciaron la demanda en extraña jurisdicción, lo cual permite concluir que la decisión no importará restringir su derecho de defensa. Por el contrario, según surge de autos, la familia biológica de la niña cuenta con escasos recursos económicos. Esta situación de vulnerabilidad podría dificultar su participación en el proceso si éste se desarrollara en una jurisdicción lejana a su lugar de residencia. No obsta a la solución que se propicia que la justicia de Tucumán no haya intervenido en la controversia, puesto que atañe a esa Corte, como órgano supremo de la magistratura, declarar la competencia de un tercer magistrado que no participó en el conflicto.


    M., J. C. y otro s/ Guarda con fines de adopción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1847/2016/CS1, 24 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Adopción.


    Cuestiones de competencia. Adopción. Interés del menor. Principio de inmediación. Residencia habitual del niño.


    Entre los preceptos destinados a regular la guarda con miras a adopción y los procesos relativos a los derechos de niños, niñas y adolescentes, el Código Civil y Comercial de la Nación se encarga de organizar el aspecto referente a la competencia. Como regla y a falta de previsión legislativa en contrario, tales pautas se aplican de inmediato a las causas pendientes. En varias ocasiones se ha destacado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo exige el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. El artículo 716 del Código Civil y Comercial determina que en los asuntos referidos a la guarda, cuidado, o adopción de una persona menor de edad, es competente el juez del lugar donde éste tiene su centro de vida. Este criterio debe compatibilizarse con su artículo 706 en cuanto prescribe, por un lado, que en aquellos problemas en los que estén involucrados niños, niñas o adolescentes, resulta menester valorar su mejor interés; y, por otro, consagra expresamente, entre los principios generales que deben gobernar los procesos de familia, el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación. Esa directiva conduce a la necesidad de priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de los derechos implicados.


    I., P. D. y otro s/ Guarda judicial c/ Fines de adopción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2127/2016/CS1, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Alimentos y Litisexpensas.


    Cuestiones de competencia. Cuidado personal. Derechos del niño. Interés del menor. Principio de inmediación. Competencia provincial. Juzgado de menores.


    El Código Civil y Comercial de la Nación, asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida (art. 716). A su vez, la Ley 26.061 define dicho concepto como el lugar donde las niñas, niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, noción que debe interpretarse en armonía con la definición de "residencia habitual" contenida en los tratados internacionales que ratificó la República en el campo de la sustracción y restitución internacional. Por otro lado, en varias ocasiones se ha destacado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo exige el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. No es posible determinar si el centro de vida de la niña se asienta o no en el lugar donde vive con su madre, desde que aquella noción excede de los meros datos fácticos atinentes a la simple residencia y el transcurso del tiempo. Por ello, y dado que ambos jueces en conflicto se encontrarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de la menor. No puede soslayarse que la niña reside establemente en el Chaco; con lo cual, la proximidad de la que gozan los jueces locales constituye un arbitrio ciertamente relevante en el plano de la efectividad de la labor tutelar. Desde esa perspectiva, es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de un cuidado eficaz de aquellos derechos. En suma, es dable concluir que los tribunales chaqueños cuentan con un elemento privilegiado en el cumplimiento de la función protectoria, puesto que sus jueces poseen, dentro de su propio ámbito territorial, acceso directo a la persona afectada.


    T., J. D. c/ T., M. S. s/ Tenencia de hijos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1585/2016/CS1, 02 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Parte General


    Actos Procesales


    Exhortos.


    Exhortos. Subasta de inmuebles. Deberes del juez.


    Renuncia en el cumplimiento de una rogatoria. Rechazo en supuestos excepcionales. Corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del inmueble embargado.


    Ha sostenido la Corte que la renuncia en el cumplimiento de una rogatoria constituye un caso de conflicto entre jueces que corresponde a la Corte dirimir en función de lo establecido en el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En ese contexto, cabe precisar que la solicitud expedida por la vía de la Ley 22.172 sólo podrá rechazarse en supuestos excepcionales. Además, el artículo 577 del código de procedimientos habilita al juez del proceso ejecutorio para ordenar que la venta judicial se practique en el lugar donde se asienta el bien embargado. De tal manera, cumplidas las formas externas de los exhortos, los jueces a quienes estos son dirigidos no pueden resistirse eficazmente a cumplir las gestiones concernientes a aquel acto procesal. En el caso, se dictó el auto de subasta, lo cual es una potestad del juez de la ejecución, a quien también le compete organizar y culminar los trámites que operan como presupuestos del remate.


    González, Héctor c/ Algodonera Flandria y otro s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21650/1991/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Resoluciones Judiciales.


    Resoluciones judiciales. Medida para mejor proveer.


    A fin de mejor dictaminar, se sugiere al Tribunal la realización de medidas.


    Isla, Alejandro Raúl c/ Poder Ejecutivo Nacional – Ley 25.561 – Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 159570/2002/1/1/RH2, 24 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Medidas para mejor proveer.


    Previo a dictaminar, se solicita remisión de los autos principales.


    Oscar Meléndez Construcciones y otros y otros c/ Administración Nacional de Aduanas y otros s/ Dirección General de Aduanas


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20832/1995/2/RH1, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acumulación de Procesos


    Acumulación de procesos. Daños y perjuicios derivados de un accidente de tránsito. Identidad de causa origen. Probabilidad del dictado de fallos contradictorios. Aplicación del Art. 188 del CPCCN.


    Conforme surge de autos, en los procesos principales acumulados se controvierte la responsabilidad civil emergente de un mismo hecho ilícito y si bien no se configura estrictamente la identidad de partes que exige el artículo 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, concurren ciertos elementos objetivos comunes que tornan aconsejable que sea un solo juez el que intervenga en ambos procesos a los fines de evitar sentencias contradictorias. No resulta óbice a la solución, la particularidad de que los juicios se encuentren en diferentes etapas procesales, pues si bien tal circunstancia podría configurar una dilación del trámite que se halle más avanzado, dicho retardo no resulta injustificado cuando se produce con el objeto de favorecer una buena administración de justicia (art. 188, inc. 4°, del código de rito), finalidad que sustenta las reglas de conexidad.


    Tipoka S.A. c/ Da Silva, Elsa s/ Inhibitoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4821/2015/CS1, 25 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Cuestiones laborales conexas. Acumulación de procesos: Art. 44 Ley 18.345.


    Corresponde aplicar el artículo 44 de la Ley 18.345 -de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo-, el que establece que la acumulación de procesos se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda y se requerirá, además, que el juez al que le corresponda entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia (v. Art. 155, Ley 18.345).


    Gómez, Pablo Roberto c/ La Metalúrgico Industrial Lampe Lutz y Cía. S.A.C.I.C. s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3990/2015/CS1, 15 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Cuestiones laborales conexas. Acumulación de procesos: Art. 44, Ley 18.345.


    Corresponde estar al artículo 44 de la Ley 18.345 -de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo-, el que prevé que la acumulación de procesos se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda y se requerirá que el juez al que le corresponda entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia (v. Art. 155, Ley 18.345).


    Garipoli, María Paola c/ Telefónica de Arg. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 34264/2013/CS1, 15 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto positivo de competencia. Procesos relativos a un mismo inmueble. Acuerdo transaccional. Acumulación de procesos.


    Se desprende de las actuaciones que las partes arribaron a un acuerdo transaccional en el que pactaron poner fin al presente juicio como así también a otros procesos relativos a un mismo inmueble. En tales condiciones, en el caso median razones de conexidad suficientes dado el estado actual de los procesos, para que tramiten ante un mismo tribunal. Razones de economía procesal y seguridad jurídica, aconsejan que sea un solo juzgado el que entienda en las ulteriores consecuencias que puedan derivarse del convenio que según señala la parte demandada, habría sido homologado.


    Guido, Luis c / Cuido, Antonio y otros s/ Desalojo por vencimiento de contrato


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 64059/2009/CS1, 13 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Procesos con origen en el mismo accidente de tránsito. Diferentes etapas procesales. Procedencia del fórum conexitatis.


    La admisión del fórum conexitatis, reglado en el artículo 6° del Código Procesal, posibilita la sustanciación ante un mismo tribunal de causas vinculadas. A su vez, la aplicación del instituto constituye una causal de excepción a las normas en materia de competencia e importa admitir el traslado de la jurisdicción natural en favor de otro magistrado, dada la conveniencia de concentrar en un tribunal todas las acciones vinculadas a una misma relación jurídica y de evitar así el riesgo del dictado de fallos contradictorios. Resulta razonable declarar operativa la conexidad de los pleitos y atribuir al juez local el conocimiento de los litigios, dado que en este se notificó primero la demanda. De la lectura de las actuaciones emerge que ambos juicios se refieren al mismo accidente de tránsito y que media identidad de demandados. No obsta a ello que la demanda interruptiva de la prescripción haya tramitado en sede nacional, toda vez que el magistrado dejó a salvo que la presentación se proveía a ese solo efecto y dado que actuaciones de dicho tenor pueden iniciarse, aun, ante un juez incompetente o ser defectuosas y cumplir igualmente su objetivo.


    Provincia ART c/ Transporte Automotores La Plata y otros s/ Cobros de sumas de dinero


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 72080/2015/CS1, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Procesos con origen en el mismo accidente de tránsito. Diferentes etapas procesales. Procedencia del fórum conexitatis.


    La admisión del fórum conexitatis, reglado en el artículo 6° del Código Procesal, posibilita la sustanciación ante un mismo tribunal de causas vinculadas. A su vez, la aplicación del instituto constituye una causal de excepción a las normas en materia de competencia e importa admitir el traslado de la jurisdicción natural en favor de otro magistrado, dada la conveniencia de concentrar en un tribunal todas las acciones vinculadas a una misma relación jurídica y de evitar así el riesgo del dictado de fallos contradictorios. Resulta razonable declarar operativa la conexidad de los pleitos y atribuir al juez local el conocimiento de los litigios, dado que en este se notificó primero la demanda. De la lectura de las actuaciones emerge que ambos juicios se refieren al mismo accidente de tránsito y que media identidad de demandados.


    QBE Argentina Art S.A. c/ García, Sergio Gabriel y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 81199/2012/CS1, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Improcedencia de acumulación de procesos. Distinto estado procesal de los pleitos.


    La acumulación de los procesos es un instituto que se fundamenta en la necesidad de evitar el peligro de sentencias contradictorias en casos conexos y lograr la economía de los trámites, y configura el medio que permite asegurar la unidad de la resolución a los fines de un correcto servicio de justicia. En tales condiciones, y atento a las particularidades del sublite, resulta improcedente el desplazamiento foral, toda vez que emerge de las constancias el distinto estado procesal de ambos pleitos y que ha perimido la ocasión para acumularlos (v. Art. 188, inc. 4°, y 190, in fine, CPCCN).


    Aguirre, Manuel Fernando c/ Gómez, Humberto David y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3799/2015/CS1, 25 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amparo colectivo. Acumulación de procesos por conexidad. Competencia federal.


    Procesos colectivos en distintas jurisdicciones. Res. 226/14 de la Secretaría de Energía. Res. 2844/14 del ENERGAS. Precedente CSJN “García".


    Más allá de que en las dos causas se discute la resolución 226/14 de la Secretaría de Energía del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, lo cierto es que se cuestionan diferentes resoluciones dictadas por el ENARGAS por medio de las cuales se fijaron nuevos cuadros tarifarios, según la distribuidora de gas natural demandada en cada caso. Aun cuando las pretensiones resulten similares, no puede considerarse que en ambos casos se trate del mismo colectivo con intereses individuales homogéneos, toda vez que se trata de usuarios del servicio de distribución de gas natural prestado por distintas licenciatarias que operan en diferentes áreas geográficas, diversidad que podría implicar que los factores que influyen en el consumo del fluido (fundamentalmente, las condiciones climáticas) no sean equiparables en ambas zonas del país. No debe perderse de vista que lo dispuesto por el Tribunal en la causa “García”, en cuanto a la necesidad de unificar el trámite de los procesos colectivos en aquel tribunal que hubiera prevenido en la materia, quedó circunscripto a aquellos en los que se planteaba la inconstitucionalidad de la resolución 226/14 de la Secretaría de Energía y de la resolución 2844/14 del ENARGAS, y así se hizo saber a las cámaras en cuyas jurisdicciones tramitaban tales actuaciones, sin alcanzar a los procesos colectivos en los que se cuestionaban resoluciones del ENARGAS por las que se fijaron los nuevos cuadros tarifarios de otras licenciatarias del servicio de distribución de gas natural. De acuerdo con lo expuesto, no coinciden los colectivos que se representan en ambas causas, pues mientras en aquélla se trata de usuarios del servicio de distribución de gas natural prestado por Camuzzi Gas Pampeana S.A., en ésta son usuarios de MetroGAS S.A., y sus respectivos cuadros tarifarios fueron fijados por diferentes resoluciones dictadas por el ENARGAS (resoluciones 2844/14 y 2851/14, respectivamente), cuestiones todas ellas que dificultan la tramitación y resolución unificada de ambos procesos, al tiempo que alejan el riesgo de que existan sentencias contradictorias respecto de un mismo colectivo.


    Asociación Sepa Defenderse c/ Secretaría de Energía de la Nación y otros s/ Amparo colectivo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 39652/2014/CS1, 06 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios por accidente de trabajo. Corresponde competencia del fuero laboral. Especial tutela de los derechos del trabajador. Remisión a lo dictaminado en autos CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ despido".


    Bravo, Walter Javier c/ Obrelectric S.R.L. y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14440/2015/CS1, 29 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios por accidente de trabajo. Corresponde competencia del fuero laboral. Especial tutela de los derechos del trabajador. Remisión a lo dictaminado en autos CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ despido".


    Cerati, Claudio Gustavo c/ Liberty ART S.A. y otro s/ Accidente Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 45415/2014/CS1, 29 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios por accidente de trabajo. Corresponde competencia del fuero laboral. Especial tutela de los derechos del trabajador. Remisión a lo dictaminado en autos CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ despido".


    Grigolatto, Claudio Marcelo c/ Yuken S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14742/2014/CS1, 29 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios por accidente de trabajo. Corresponde competencia del fuero laboral. Especial tutela de los derechos del trabajador. Remisión a lo dictaminado en autos CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ despido".


    Martínez, Julio Antonio c/ Berkley International ART S.A. s/ Accidente Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 60140/2014/CA2·CS1, 29 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios por accidente de trabajo. Corresponde competencia del fuero laboral. Especial tutela de los derechos del trabajador. Remisión a lo dictaminado en autos CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ despido".


    Pereira, Sergio Javier c/ Empresa Antártida Argentina S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 937/2015/CS2, 29 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de despido. Artículo 24 de la Ley 18.345: el juez de lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado, a elección del demandante.


    Los conflictos entre jueces de distintas jurisdicciones deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. Ello es así, toda vez que cuando las partes tienen domicilio en diferentes provincias, no es una regla local la que puede determinar la competencia sino la preceptiva de procedimientos nacional, que es la única que puede legislar teniendo en cuenta la necesidad de coexistencia de las jurisdicciones. El Tribunal tiene reiterado que en los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares rige el artículo 24 de la Ley 18.345, que dispone la competencia, a elección del pretensor, del juez del lugar del trabajo, el del lugar de la celebración del contrato o el del domicilio del accionado.


    Medina, Silvia Edith c/ Maternidad Concepción S.A. y otros s/ Despido - Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4583/2015/CS1, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto positivo de competencia. Régimen de cuidado personal del hijo: responsabilidad parental. Multiplicación y cronicidad de conflictos judiciales relativos al niño. Juez del lugar centro de vida. Principio de inmediatez. Amparo integral de los derechos fundamentales del menor.


    El Código Civil y Comercial de la Nación (ley 26.994), asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida (art. 716). Tal precepto resulta inmediatamente operativo en las causas que -como ocurre en autos-, se encuentran pendientes de resolución, en tanto su aplicación no implica dejar sin efecto lo actuado de conformidad con normas anteriores. A su vez, la Ley 26.061 define dicho concepto como el lugar donde las niñas, niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, noción que debe interpretarse en armonía con la definición de "residencia habitual" contenida en los tratados internacionales que ratificó la República en el campo de la sustracción y restitución internacional (art. 3, inc. “f” de la citada ley, y Art. 3 del decreto reglamentario 415/2006). Frente a los datos antitéticos que surgen de las constancias de autos, no es posible establecer con una mínima precisión los motivos que originaron la permanencia del niño con el progenitor, así como los alcances jurídicos del cambio operado en la custodia; facetas éstas en cuyo esclarecimiento, no corresponde ingresar. Entonces, no es posible determinar si el centro de vida del niño se asienta o no en el lugar donde vive con su padre, desde que -al hacer directa referencia, entre otros factores, a la legitimidad- aquella noción excede de los meros datos fácticos atinentes a la mera residencia y el transcurso del tiempo. En tales condiciones, dado que ambos jueces en conflicto se encontrarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de este niño. Además, es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos. El enfoque aquí propuesto, guarda coherencia con la directiva del artículo 706 CCCN en cuanto dispone, por un lado, que en aquellos casos en los que estén involucrados niños, niñas o adolescentes, resulta menester valorar su mejor interés; y, por otro, establece entre los principios generales que deben gobernar los procesos de familia, el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación. En definitiva, los jueces del lugar de residencia actual del menor están llamados a conocer en el asunto, puesto que la ausencia de inmediación podría malograr los objetivos tutelares implícitos en estos autos, en los que se debate fundamentalmente las modalidades de ejercicio de la responsabilidad parental.


    O., V. D. c/ I., L. D. s/ Restitución de hijo menor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 86/2016/CS1, 11 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia entre jueces federales de distinta jurisdicción: corresponde que sea resuelto por la Alzada del juzgado que previno.


    De conformidad con el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según Ley 21.708, los conflictos habidos entre los jueces federales de primera deben ser resueltos por la cámara de la cual dependa el tribunal que previno.


    Benegas, René Gladys c/ ANSES s/ Reajustes varios


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 70638/2014/CS1, 11 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Accidente en ámbito ferroviario: demanda contra Estado Nacional (UGOFE) Doctrina de la Corte Fallos: 328: 293. Corresponde al fuero civil. Nueva doctrina de la Corte CCC7614/2015 “Corrales” Equiparación de jueces nacionales y federales hasta tanto se transfieran competencias nacionales a la justicia de la ciudad.


    El caso guarda sustancial analogía con el precedente de Fallos 328:293, en el cual la Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aún ferroviarios atañen al fuero civil. La competencia federal en razón de las personas, como privilegio del Estado Nacional, no es oponible cuando el proceso tramita ante los tribunales nacionales, los cuales también pertenecen a la órbita federal, ya que todos los magistrados nacionales con asiento en la Capital Federal revisten el mismo carácter. Corresponde destacar que, recientemente, el Tribunal, en la causa CCC 7614/2015 "Corrales, Guillermo Gustavo y otro s/ Hábeas corpus", sentencia del 9 de diciembre de 2015, abandonó ese tradicional criterio a fin de analizar si media denegación del fuero federal y adoptó, por las razones que esgrimió en sus considerandos 6º, 7º y 8º -haciendo hincapié en la reforma constitucional de 1994 sobre el status de la Ciudad de Buenos Aires y en la necesidad de transferirle a ésta las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria- "que a los efectos de dirimir cuestiones de competencia, no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales" (conf. fallo citado, considerando 10). Sin embargo, esta doctrina no puede aplicarse de manera absoluta cuando no se han transferido aún las competencias de la justicia nacional ordinaria en materia civil a la Ciudad de Buenos Aires, ante cuyos estrados, hasta la fecha, el Estado Nacional sigue litigando.


    Barrientos Elizabeth Soledad c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 6090/2012/CA2/CS1, 14 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Acción de regreso por una multa por incumplimiento de normativa laboral, abonada por tercero. Corresponde a la justicia civil.


    Atendiendo a los hechos del reclamo y, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca, la naturaleza y origen de la pretensión y el vinculo jurídico (Fallos: 330:811), los sujetos de esta acción de regreso no integran la relación laboral y que ella no se fundamenta en el contrato que unió a los litigantes, sino que se basa en reglas civiles referidas al reintegro del pago realizado por un tercero en virtud de la responsabilidad solidaria habida entre las partes.


    Aufbauen S.R.L. c/ Micromac Sistemas Integrales de Elevación S.R.L. s/ Otros reclamos- Cobro de pesos


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 59411/2013/CS1, 14 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Medida preliminar para establecer identidad de persona a demandar. Futura demanda por daños y perjuicios por publicaciones en Facebook. Corresponde al juez de la causa principal.


    Con arreglo al Art. 6, inciso 4, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en las medidas preliminares y precautorias, será competente el juez que deba conocer en el proceso principal. Compete intervenir en autos al fuero ordinario, pues el objeto del juicio principal se relaciona, prima facie, con la inteligencia de cuestiones vinculadas a la responsabilidad civil extracontractual, lo que compromete con influencia decisiva el estudio de aspectos propios del derecho común. No es óbice para la solución propiciada que los presuntos ilícitos tuvieran lugar en un medio inter jurisdiccional, puesto que los peticionarios exponen que la medida no propende a la eliminación o supresión de contenidos existentes en bases de datos de Internet sino, exclusivamente, a la reparación del daño ocasionado.


    Ibáñez, Claudia y otro s/ Medida preliminar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4402/2015/CS1, 01 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en Comp. 25, L. XLVIII, "González, Fabiana c/ Profe Salud s/ amparo”; Comp. 53, L. XLIX, "González, Raúl c/ Programa Incluir Salud (Profe) y otro s/ acción de amparo"; Comp. 576, L. XLIX, "M., M. R. c/ PROFE y otro s/ amparo"; FSM 4931/2014/CS1, "Host, Enrique c/ PROFE s/ prestaciones médicas"; y a lo dictaminado en FMP 10027/2015/CS1, "P., R. c/ Profe Salud s/ amparo".


    B., D.D. c/ Incluir Salud (ex PROFE) y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4902/2015/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia entre tribunales nacionales: corresponde que sea resuelto por el superior del magistrado que previno.


    Como lo dispone el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58 -texto Ley 21.708-, la contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la alzada de la que depende el magistrado que previno.


    Sindicato de Obreros y Empleados de Minoridad y Educación (SOEME) c/ Cooperativa Telefónica Carlos Tejedor Limitada s/ Ejecución Fiscal


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 13923/2015/CS1, 08 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Accidente de tránsito en Autopista Camino Parque del Buen Ayre. Demanda contra CEAMSE. Fallos: 328:293. Corresponde a la justicia civil.


    El actor procura obtener un resarcimiento basado en la responsabilidad civil objetiva que imputa al CEAMSE, en tanto habría infringido los deberes de seguridad en relación con el Camino Parque del Buen Ayre y de prestar el servicio sin riesgos ni peligros para terceros. Por lo demás, la demandada CEAMSE es una sociedad del Estado –ley 20.705- Se sigue de ello el carácter de entidad descentralizada de la demandada, pues cuenta con patrimonio y personalidad jurídica, propios y con capacidad para actuar pública y privadamente (art. 1, Ley 20.705). En ese contexto, en el que no se denunció violación de un deber público a cargo de la provincia o de la Ciudad, el caso guarda sustancial analogía con el precedente de Fallos: 328:293. Allí, la Corte expuso que las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales referidas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que se deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Correa Garlot, Ignacio c/ Coordinación Ecológica Área Metropolitana Sociedad del Estado CEZ y otro s/ Pretensión indemnizatoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4517/2015/CS1, 11 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acción contra Ministerio de Salud provincial y nacional por una prestación médica. Fuero federal: ratione personae. Renuncia tácita al privilegio. Corresponde al juez provincial.


    Es doctrina admitida que, cuando el fuero federal surte ratione personae, puede ser declinado por el titular del privilegio. De tal manera, en la oportunidad de dictarse la incompetencia, resultaba claramente prematura. Es que, en ese momento, el Estado Nacional aún no había comparecido a juicio y, por tanto, conservaba la prerrogativa de invocar o no el fuero federal, que le concierne en su calidad de aforada; facultad que formalmente no ejerció pues, al presentarse con posterioridad, se limitó a apelar la medida cautelar decretada por el Juzgado de Garantías, consintiendo así la intervención de dicho tribunal.


    Maidana, Hilario c/ Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 552/2016/CS1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios. Explosión por pérdida de gas: muerte de un hijo. Demanda contra empresa proveedora, Provincia y Municipalidad. Ausencia de cuestión federal, distinta vecindad o prerrogativa personal. Corresponde a la justicia provincial.


    Toda vez que, según se desprende de los términos del escrito inicial, el proceso principal que promoverán los actores será una demanda por daños y perjuicios contra las personas físicas y jurídicas que allí individualiza, la materia a debatir será propia del derecho común y, eventualmente, de derecho público local, si decidieran -tal como anticipan- dirigir su demanda también contra la Provincia y la Municipalidad, sin que se advierta que se encuentre en juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata (arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 1°, de la Ley 48 y Fallos: 328:68). En cuanto a la competencia federal en razón de las personas, cabe precisar que no es parte en estas actuaciones el Estado Nacional o alguna entidad nacional con derecho al fuero federal, ni se advierte configurado el requisito de distinta vecindad. En tales condiciones, toda vez que la jurisdicción federal es un fuero de excepción, y al no constatarse una causa especifica que lo haga surgir, el pleito debe continuar su trámite ante la justicia provincial.


    Vesco, Guillermo Víctor y ots. c/ Litoral Gas S.A. s/ Acción declarativa de pobreza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 347/2016/CS1, 22 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda ejecutiva contra EDESUR por daño directo. Monto fijado por autoridad local. Multa civil (art. 52 bis de la Ley 24.240). Corresponde a la justicia civil nacional.


    De la exposición de los hechos que la actora hace en su demanda se colige que la pretensión se circunscribe a un reclamo dinerario de un particular a otro con fundamento en normas de derecho común, cuestión que queda fuera de la jurisdicción de los jueces en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, máxime cuando la demanda no persigue únicamente la ejecución del monto establecido por la autoridad de aplicación local de la Ley de defensa del consumidor en concepto de daño directo, sino también la fijación de una multa civil a la demandada en los términos del Art. 52 bis de la Ley 24.240 (texto según Ley 26.631). Toda vez que no se advierte que se encuentre en juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal y al no encontrarse atribuida la competencia para entender en el juicio a los jueces de otro fuero, la Corte debería, en ejercicio de aquella facultad, asignar su conocimiento a la justicia nacional en lo civil, según lo establecido por el Art. 43 del decreto-ley 1285/58.


    Mizrahi, Daniel Fernando c/ Empresa Distribuidora Sur S.A. Edesur s/ otros procesos especiales


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 58/2016/CS1, 22 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda por indemnización por accidente laboral. Demandada: ART y sociedad comercial. Corresponde a la justicia laboral.


    A la luz del desistimiento de la acción contra el Banco de la Ciudad de Buenos Aires, en autos se demanda, en definitiva, a una entidad de derecho privado, como son las aseguradoras de riesgos del trabajo y a una sociedad comercial., y a propósito de un planteo basado en normas de naturaleza común, sin que se hallen en cuestión preceptos de derecho público ni entidades de gobierno. En tales condiciones, con arreglo a lo dispuesto por el artículo 20 de la Ley 18.345, corresponde declarar la aptitud jurisdiccional del fuero del trabajo.


    Largheri, María Beatriz c/ Todoli Hnos. S.R.L. y otros s/ Accidente -acción civil.


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 4890/2014/CS1, 07 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ejecución fiscal: deuda de multa por exceso de velocidad. Corresponde a la Justicia Nacional en lo Civil de la Capital.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. De la exposición de los hechos que la actora hace en su demanda no surge que la Ciudad Autónoma de Buenos aires resulte parte sustancial en el sub lite, ya que no resulta ser actora, ni demandada, ni tercero en el presente proceso, requisito que resulta ineludible, a la luz de lo establecido en los arts. 1° y 2° del Código Contencioso Administrativo y Tributario local, para que proceda la competencia de dicho fuero. En tanto en la presente causa un municipio de provincia ejecuta a un vecino de la Ciudad de Buenos Aires para obtener el pago de una multa por exceso de velocidad, corresponde a la Justicia Nacional en lo Civil de la Capital continuar entendiendo en esta causa por intermedio del Juzgado N° 28 que intervino en estos actuados.


    Municipalidad de Picún Leufú c/ Lehmann, Kevin s/ Ejecución


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 45881/2015/CS1, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Multa por exceso de velocidad. Ejecución fiscal promovida por municipio provincial en CABA contra un particular. Corresponde a la justicia civil nacional.


    De la exposición de los hechos que la actora hace en su demanda no surge que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires resulte parte sustancial en el sub lite, ya que no resulta ser actora, ni demandada, ni tercero en el presente proceso, requisito que resulta ineludible, a la luz de lo establecido en los arts. 1° y 2° del Código Contencioso Administrativo y Tributario local (ley 189), al que remite el Art. 23 de la Ley 1.217 (Código de Procedimientos de Faltas de la Ciudad), para que proceda la competencia de la justicia local.


    Municipalidad de Picún Leufú y otro c/ Adradas, Alejandro Javier s/ Ejecución


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 76075/2015/CS1, 22 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Acción declarativa de certeza contra pretensión de ARBA percibir impuesto a los ingresos brutos sobre compras efectuadas por cuenta y orden de los asociados a un Consorcio de Cooperación creado por Ley 26.005. Corresponde a la justicia local.


    Este proceso corresponde a la competencia de los jueces locales, ya que aquel que deba resolver el pleito tendrá, ineludiblemente, que examinar el alcance de las normas locales –vg. código fiscal provincial- que crea y regula el tributo y que constituyen el fundamento para su aplicación por las autoridades de igual carácter, interpretándolos en el espíritu y los efectos que la soberanía local ha querido darles (art. 323:3284; 327:2950). La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, que las cuestiones de índole federal que sin perjuicio de también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48.


    Grupo Oscar A. Aloise Consorcio de Cooperación c/ARBA s/ Acción declarativa de certeza


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 44914/2014/CS1, 03 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Demanda por daños y perjuicios. Accidente ferroviario: lesiones durante la evacuación. Precedente de Fallos: 328:293. Corresponde a la justicia civil.


    El caso guarda sustancial analogía con el precedente de Fallos: 328:293, en el cual la Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Romano, Juan Ignacio c/ Estado Nacional- Ministerio del Interior y T y otro s/ Daños y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3159/2013/CA3-CS1, 11 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia: asuntos de familia que no involucran cuestión federal. Ausencia de afectación de garantías.


    Si bien el actor alega reiteradamente la garantía constitucional de la intangibilidad de su remuneración, el eje del debate se ubica en la improcedencia de los embargos trabados en concepto de alimentos, a raíz de un acuerdo concertado en circunstancias laborales distintas a las actuales, así como en la ilicitud del crédito que les sirve de base. No obstante ser vecino de otra provincia, el actor consintió oportunamente la intervención de los tribunales ordinarios de Entre Ríos en el conocimiento del tema alimentario y que, posteriormente, sustentado en la distinta vecindad, entre otros extremos, dedujo amparo ante el Juzgado Federal de Concepción del Uruguaya fin de obtener, en suma, la revisión del diagnóstico y tratamiento médico psiquiátrico que se le provee a su hija y, a partir de ello, de su vinculación familiar. Incumbe anotar que el propio amparista admite que esta cuestión se encuentra pendiente de tratamiento por ante la alzada respectiva El fallo atacado no tiene como consecuencia una palmaria denegación de justicia, con incidencia directa e inmediata sobre la garantía de la defensa en juicio, desde que no agota el proceso, ni se ha acreditado que, a partir de la declinatoria, se esté cercenando la posibilidad de participación efectiva en el pleito por parte del amparista. Él ha venido litigando efectivamente en jurisdicción entrerriana, donde también tramita -según narra- el planteo de inhabilitación judicial de su hija y donde podrá en su caso, por los jueces, vías e instancias pertinentes, esgrimir sus derechos y denunciar las conductas que estime ilícitas, y aun acudir a esa Corte con arreglo al artículo 14 de la Ley 48.


    R., M.A. c/ T., C.H.A. y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 1992/2015/CS1, 19 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia: pretendida inconstitucionalidad de ordenanzas tributarias municipales por el derecho de publicidad y propaganda. Corresponde a la justicia local.


    Este proceso corresponde a la competencia de los jueces locales, ya que aquel que deba resolver el pleito tendrá, ineludiblemente, que examinar el alcance de los tributos que derivan de las ordenanzas municipales creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter, interpretándolos en el espíritu y los efectos que la soberanía local ha querido darles. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48.


    Ángel Estrada y Cía. S.A. y otros c/ Municipalidad de Merlo s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 16080221/2009/1/RH1, 17 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Pretensión municipal de cobro de un tributo. Incompetencia federal en razón de la materia y de la persona. Remisión al dictamen de la causa "Papel Misionero". Materia del pleito que corresponde al derecho público local: conocimiento y resolución por parte de los magistrados locales.


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal: en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento. En el primero, lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar –entre otros aspectos- la imparcialidad de la decisión cuando se plantean pleitos entre vecinos de diferentes provincias, siempre que tales causas no versen sobre cuestiones de derecho público local, materia excluida de la competencia federal y propia de los jueces locales. El presente caso encuadra en el segundo supuesto antes descripto, pues no sólo se debaten cuestiones de índole federal, sino también local de las cuales deberá hacerse mérito y que requerirán además la revisión en sentido estricto de normas y actos emanados de autoridades municipales. Así entonces, el planteo efectuado resulta conjunto al incluir cuestiones federales y locales, por lo que resulta aplicable al caso la doctrina adoptada por la Corte en la causa P. 582, L. XXXIX, "Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa", sentencia del 5 de mayo de 2009 (Fallos: 332:1007) en la cual señaló que las leyes-convenio en sus respectivas ratificaciones locales por medio de las legislaturas provinciales hacen parte del derecho público local, aunque con diversa jerarquía. En consecuencia, la materia del pleito corresponde al derecho público local y debe ser resuelta por los jueces del mismo carácter. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza. En cuanto a la procedencia de la competencia federal en razón de las personas, corresponde señalar que: a) la citación que efectúa la actora del Estado Nacional, en tanto de los términos de la demanda se desprende que la relación tributaria en juego le resulta ajena de modo sustancial, no se vislumbra la existencia de la alegada comunidad de intereses en la controversia, ni cómo la sentencia que se dicte le resulte obligatoria, toda vez que el tributo cuestionado deriva de ordenanzas creadas y aplicadas por el aludido municipio, y b) si bien OPESSA es una sociedad controlada por YPF S.A., ello no implica que ostente el privilegio de litigar ante el fuero federal, puesto que se trata de personas jurídicas distintas.


    Operadora de Estaciones de Servicio S.A. c/ Municipalidad de Vicente López s/ Acción mere declarativa de inconstitucionalidad


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 21311/2013/1/RH1, 29 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos CIV 45881/2015/CS1 "Municipalidad de Picún Leufú c/ Lehmann, Kevin s/ ejecución".


    Municipalidad de Picún Leufú c/ Arias Agropecuaria S.A. s/ Ejecución de multas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 136/2016/CS1, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos CIV 45881/2015/CS1 "Municipalidad de Picún Leufú c/ Lehmann, Kevin s/ ejecución".


    Municipalidad de Picún Leufú c/ Windland S.A. s/ Ejecución


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 70474/2015/CS1, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos CIV 76075/2015/CS1 "Municipalidad de Picún Leufú c/ Adradas, Alejandro Javier s/ ejecución".


    Municipalidad de Picún Leufú c/ Nidera S.A. s/ Ejecución


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 63622/2015/CS1, 22 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en CSJ 37/2016/CS1, "Lucero, Marcial Á. c/ Cooperativa de Vivienda, Consumo y Crédito Gualcamayo Ltda. y Suma Construcciones S.R.L. s/ Escrituración".


    Elizondo, Ricardo c/ Coop. de Viv. Gualcamayo s/ Escrit.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 537/2016/CS1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en CSJ 37/2016/CS1, "Lucero, Marcial Á. c/ Cooperativa de Vivienda, Consumo y Crédito Gualcamayo Ltda. y Suma Construcciones S.R.L. s/ Escrituración".


    Martins, Edith c/ Coop. Viv. Gualcamayo s/ Escrit.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 274/2016/CS1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en CSJ 37/2016/CS1, "Lucero, Marcial Á. c/ Cooperativa de Vivienda, Consumo y Crédito Gualcamayo Ltda. y Suma Construcciones S.R.L. s/ Escrituración".


    Valdez, Ricardo c/ Coop. Viv. Gualcamayo s/ Escrit.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 276/2016/CS1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en FRE 8034/2015/CS1 "Cámara Nac. en lo Cont. Adm. Fed. - Sala I en autos 'Banco Central de la República Argentina c/ El Dorado S.A. s/ entidades financieras (inhibitoria) I expte. N° 29515/2015 s/ exhortos'''.


    BCRA c/ El Dorado S.A. s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 57123/2015/RH1-CS1, 21 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto en autos CSJ Comp. 347/2014 (50-C) /CS1 "Cosenza, Bella Brígida”.


    Machuca Andrés c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 7016/1994/CS1, 07 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos Comp. 632, L. XLV, "Consorcio de Propietarios Calle República Árabe Siria 3243 c/ GCBA y otros s/ amparo".


    Quaglia, Roberto Antonio y otros c/ Municipalidad de Unquillo s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4812/2015/CS1, 08 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo solicitado en autos CSJ 4774/2015/CS1 "Valor, Norma Marcelina y otros c/ Fundación Médica de Mar del Plata y otros s/ daños y perjuicios".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Otros procesos incidentales


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4903/2015/CS1, 08 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CIV 76075/2015/CS1 “Municipalidad de Picún Leufú y otro c/ Adradas, Alejandro Javier s/ Ejecución”. Corresponde a la Justicia Nacional en lo Civil de la Capital.


    Municipalidad de Picún Leufú c/ Silveyra, Adriana Guillermina s/ Ejecución


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 85139/2015/CS1, 15 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al precedente CAF 30976/2012/CS1 "Chorvat, José Víctor y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad- PFA s/ personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Salvatierra, Felipe Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 71635/2011/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al precedente Comp. 766, L. XLIX, "Pedraza, Héctor Hugo c/ ANSES s/ Amparo”


    Constantino, Eduardo c/ ANSES s/ Reajustes varios


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 14646/2002/CS1, 14 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Se solicitan los autos principales para mejor dictaminar.


    C.P.R. c/ Y.A.L. s/ Tenencia de hijos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 549/2016/CS1, 12 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de expedientes para mejor proveer.


    Valor, Norma Marcelina y otros c/ Fundación Medica de Mar del Plata y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4774/2015/CS1, 08 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia en Razón de la Materia.


    Conflicto de competencia. Cobro de facturas por capacitación de personal de una obra social. Cuestión comercial: competencia de la justicia comercial.


    Hallándose en juego el ejercicio por parte de una sociedad anónima de una acción personal de carácter comercial contra una obra social, no cabe estimarla comprendida en el artículo 38 de la Ley 23.661, que prevé la intervención de la justicia federal civil y comercial en aquellas cuestiones que resulten violatorias de los principios invocados por la referida Ley y en la medida en que los conflictos puedan afectar su instrumentación o planificación. Es claro que la acción planteada, al no exceder el marco del derecho comercial, no afecta -prima facie- el debido funcionamiento de la obra social en su calidad de prestadora de servicios médico asistenciales a sus afiliados en los términos de la Ley aludida, por lo que el trámite deberá continuar ante la justicia comercial.


    Selcap S.A. c/ OSPIF s/ Incumplimiento de contrato


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9920/2015/CS1, 14 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Accidente de tránsito. Precedente Fallos: 328:293. Fuero civil.


    La cuestión planteada guarda sustancial analogía con la decidida por el Tribunal en el precedente de Fallos 328:293. Allí, la Corte expuso que las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales referidas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que se deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Céspedes, Oscar Darío y otros c/ Estado Nacional y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 26043/2012/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Accidente ferroviario. Precedente Fallos: 328:293. Fuero civil.


    La cuestión planteada guarda sustancial analogía con la decidida por el Tribunal en el precedente de Fallos 328:293. Allí, la Corte expuso que las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales referidas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que se deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Corral, Miguel Ángel y otro c/ Estado Nacional - Ministerio Interior y Transporte - y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 55566/2012/CS1, 16 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Accidente ferroviario. Precedente Fallos: 328:293. Fuero civil.


    La cuestión planteada guarda sustancial analogía con la decidida por el Tribunal en el precedente de Fallos 328:293. Allí, la Corte expuso que las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales referidas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que se deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Traviganti, Martin Juan c/ Honorable Senado de la Nación s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 8045/2014/CS1, 15 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios por accidente ferroviario. Competencia de la justicia civil. Remisión a Fallos: 328:293.


    Las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales referidas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que se deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Mercado Almada, Nora c/ UGOFE S.A. y otro s/ Lesión y/o muerte pasajeros trans. ferroviario


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 80034/2014/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Competencia de la justicia civil. Remisión a Fallos: 328:293.


    Las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales referidas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que se deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Richetti, Hugo Osvaldo y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 105804/2013/CS1, 15 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Demanda de repetición. Accidente de tránsito. Precedente Fallos: 328:293. Fuero civil.


    El caso guarda sustancial analogía con el precedente de Fallos: 328:293. Allí, la Corte expuso que las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales referidas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que se deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Boston CIA Argentina de Seguros c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación - y otro s/ Proceso de conocimiento


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 76923/2012, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de negativa de competencia. Demanda contra prestadora médica. Reintegro de sumas de dinero. Derecho a la salud: competencia federal en razón de la materia.


    Más allá de la índole que pudiere revestir el rubro relativo al reintegro de los importes que habría adelantado la familia del paciente, lo cierto y decisivo es que los asuntos tocantes a la extensión de la cobertura provista por entidades como la accionada hacen directa referencia a las obligaciones y derechos vinculados al campo específico de la salud. Conducen, en definitiva, a la aplicación e inteligencia de normas, reglamentos y resoluciones concernientes a la estructura del sistema sanitario implementado por el Estado Nacional, que involucra, entre otras entidades, a prestadoras de servicios médicos como la demandada. Consecuentemente, en el supuesto resulta aplicable el concepto rector expuesto por la Corte en los precedentes "Kogan", "Joseph" y "Chacón", donde se concluyó que los litigios que versan sobre situaciones jurídicas que, prima facie, se hallan regidas por normas de índole federal, como ocurre aquí, deben tramitar ante dicho fuero ratione materiae.


    Pino, Evangelina Magali c/ ACA Salud s/ Amparo Ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 602/2016/CS1, 11 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda jurisdiccional. Compromiso arbitral: recusación del árbitro. Pretensión vinculada a compraventa de inmueble. Naturaleza civil de la cuestión, competencia de la justicia civil.


    Conforme dispone el artículo 747 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, si el árbitro no admitiere la recusación, conocerá en ella el juez ante quien se otorgó el compromiso arbitral o el que hubiese debido conocer si aquel no se hubiese celebrado. En el caso, como el compromiso no fue otorgado ante un juez, corresponde determinar el fuero competente para conocer en la apelación deducida para lo cual es necesario establecer cuál era el que hubiese debido conocer en la acción de no haberse celebrado un pacto compromisorio. Aquí, la pretensión se vincula estrictamente con el cumplimiento de garantías otorgadas en relación con el contrato de compraventa inmobiliaria suscripto por las partes y que el propio actor señala como vicios ocultos o redhibitorios del fundo rural vendido, motivo por el cual es dable entender que el caso debe tramitar ante el fuero civil. En efecto, el reclamo se vincula con el contrato de compraventa del inmueble y de los conexos y complementarios, cuya naturaleza eminentemente civil resulta determinante a los efectos de la solución que se propone, sin perjuicio de la actividad comercial de las partes, que no es objeto de discusión en el sub lite. Nótese que el contrato celebrado -y sus complementarios- no tenían por finalidad establecer relaciones comerciales entre los litigantes, sino sólo la transferencia del dominio del inmueble.


    Estancia Ampascachi S.A. c/ Finca Ampascachi S.A. y otros s/ Recurso de queja


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 25031/2014/CS1, 11 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Accidente ferroviario. Corresponde a la justicia nacional en lo civil.


    Las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles, y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    La Holando Sudamericana Compañía de Seguros S.A. c/ UGOFE S.A. y otros s/ Proceso de conocimiento


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 107113/2012/CS1, 20 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto. Accidente de tránsito: demanda de daños y perjuicios contra entidad del Estado Nacional. Precedente de Fallos: 328:293. Corresponde a la Justicia Nacional en lo Civil.


    Toda vez que el actor pretende responsabilizar al Servicio Penitenciario Federal por el accidente de tránsito que tuvo lugar en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, cuando un automóvil perteneciente a ese organismo embistió el vehículo que conducía, el caso guarda sustancial analogía con el precedente de Fallos: 328:293, en el cual la Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Soler, Juan José Mariano c/ Servicio Penitenciario Federal s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 69023/2013/CS1, 20 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Indemnización de daños y perjuicios. Accidente de tránsito provocado por un vehículo de la PFA. Incorrecta traba del conflicto. Razones de celeridad y economía procesal. Corresponde a la justicia nacional en lo civil.


    Las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Tramplin, Hernán y otro c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad – PFA y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 31494/2015/CS1, 20 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Ley 23.660. Pretensa deuda por aportes y contribuciones. Artículo 2° de la Ley 24.655. Justicia federal.


    De acuerdo a lo expresado en la demanda, a cuyos términos debe estarse a fin de resolver los asuntos de competencia, asiste razón al Fiscal General y que la pretensión de cobro de la accionante debe tramitar ante la justicia de la seguridad social. Ello es así, toda vez que, con arreglo a lo dispuesto por el artículo 2° de la Ley 24.655, se confirió a los magistrados de esa jurisdicción el conocimiento de los litigios concernientes a la ejecución de aportes y contribuciones contemplados en el artículo 24 de la Ley 23.660. En ese plano, una inteligencia razonablemente extensiva del artículo 2° de la Ley 24.655, dada la específica versación que ese fuero posee por la materia, define su aptitud para decidir este reclamo ordinario de percepción de aportes y contribuciones destinadas al Sistema Nacional de la Seguridad Social.


    Obra Social del Personal de la Sanidad Argentina O.S.P.S.A. (Actora) c/ Complejo México Venezuela S.A. (Demandada) s/ Cobro de Apor. o Contrib.


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 24297/2010/CS1-CA1, 17 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Liquidación de sociedad conyugal: muerte de un cónyuge. Justicia local.


    El conflicto debe dirimirse en favor del juez del sucesorio pues -más allá de que el divorcio que tramitó ante la justicia nacional, se encuentra concluido-, y el fallecimiento compromete directamente la asignación de bienes al haber relicto. En todo caso, cabe advertir que en los casos de disolución de la sociedad conyugal por muerte de uno de los cónyuges, la liquidación y partición de los bienes de tal sociedad, opera corrientemente en el juicio sucesorio, procedimiento en el que se incluye la determinación de su carácter, propio o ganancial.


    S.M. I. c/ S. F. M. S/ Liquidación de Sociedad Conyugal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1084/2016/CS1, 24 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda de daños y perjuicios. Estado Nacional citado en garantía. Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto: ausencia de conocimiento por parte del tribunal que previno de lo decidido por el tribunal interviniente. Razones de celeridad y economía procesal. Precedente de Fallos: 328:293. Corresponde a la justicia nacional en lo civil.


    El caso guarda sustancial analogía con el precedente de Fallos: 328:293, en el cual la Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, concernientes a responsabilidad contractual o extracontractual, aun cuando la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, inclusive ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Derudder Hermanos S.R.L. y otros c/ Estado Nacional - Dirección Nacional de Vialidad y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 45435/2010/CS1, 20 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Accidente in itinere. Reparación integral. Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Pronunciamiento inoficioso.


    El Alto Tribunal no está llamado a intervenir en la controversia, desde que, al haberse suscitado entre jueces nacionales de primera instancia, el asunto debe ser resuelto por la alzada de la que depende el magistrado que previno.


    Rossi, Hernán Jose c/ La segunda ART S.A. s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 5296/2015/CS1, 01 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acción de amparo. Alcance de la cobertura médica.


    Corresponde a la Alzada del juez donde se encuentra radicada la causa.


    Tal como señaló la alzada provincial, la jueza federal se pronunció acerca de la procedencia de la medida cautelar objetada, cuando se expidió sobre la reposición deducida por la accionada. Por tanto, cabe coincidir en el sentido de que la actuación de la Cámara federal tiene como antecedente la resolución de una magistrada de primer grado de su propio fuero. En cualquier caso, como también advirtió el tribunal local, es criterio de ese Alto Tribunal que la alzada del juez ante el cual vino a quedar radicada una causa, está llamada a juzgar en los recursos de apelación planteados contra medidas cautelares dictadas por el tribunal incompetente que previno en el proceso.


    P., Raúl c/ I.N.S.S.J.P. - PAMI s/ Prestaciones Farmacológicas


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 5383/2016/1/CA2/CS1, 24 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la cusa CSJ 725/2016/CS1 "Cadenas, Rodrigo s/ Coacción".


    C., Rodrigo s/ Coacción (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 869/2016/CS1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios.


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez del fuero contencioso administrativo federal.


    En la causa no se ha configurado una controversia jurisdiccional en la que deba intervenir la Corte por aplicación de lo previsto por el artículo 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, texto según Ley 21.708, el cual prevé que los conflictos de competencia habidos entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido, sin que obste a ello que una de las magistradas nacionales sea federal. De acuerdo con esa regla, la contienda debería ser dirimida por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil. Sin embargo, al formar parte del conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el Art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la Ley 26.854, según el cual “(t)odo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal".


    Testa, María Marcela c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencias y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 104016/2012/CS1, 07 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios. Transformación de energía eléctrica. Juez previniente.


    Transformador eléctrico en las inmediaciones del domicilio. Contienda entre jueces nacionales de primera instancia.


    El Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces nacionales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término, sin que obste a ello, la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia.


    Fontela, Ricardo Daniel y otro c/ Edenor S.A. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 12935/2014/CS1, 10 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Medidas autosatisfactivas. Asistencia financiera. Empresa de transporte. Cámara de Apelaciones. Juez previniente.


    El Alto Tribunal no está llamado a intervenir en la controversia, desde que, al haberse suscitado entre jueces nacionales de primera instancia, la cuestión debe ser examinada por la alzada de la que depende el magistrado que previno.


    El Cóndor empresa de transportes S.A. c/ Secretaria de transporte s/ Medida autosatisfactiva


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6756/2015/CS1, 08 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Restricción de acercamiento. Desobediencia a un funcionario público. Violencia de género. Amenazas. Competencia provincial.


    Toda vez que de las actuaciones surge que existen otras dos causas ante la justicia provincial, es conveniente que un solo juez continúe investigando todos estos hechos, en aras de procurar una respuesta judicial efectiva a la mencionada situación de violencia.


    S., M. R. s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 639/2016/CS1, 23 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Indemnización por accidente de trabajo. Justicia nacional.


    Remisión a los fallos de las causas CNT 17148/2014/CS1, “villa, María de los Ángeles p/ Sí y en representación de su hija menor S.L.M. y otros c/ Domus S.R.L. y otro s/ accidente-acción civil” y CNT 17192/2014/CS1, “Ledesma, María de los Ángeles y otros c/ Asociart ART S.A. y otro s/ accidente-acción civil”.


    Pages, Juan E. c/ UTE Tartagal Garín y otros s/ Accidente


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 16851/2014/CS1, 24 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Curatela. Personas privadas de la libertad. Residencia habitual. Competencia provincial.


    Precedentes de Fallos 323:1531 y 332:908.


    En consonancia con los precedentes de Fallos: 323:1531 y 332:908, corresponde conferir intervención al foro del lugar de residencia del causante. No obsta a la solución que se propicia, que los tribunales de dicha provincia sean ajenos a la presente controversia, pues atañe al Máximo Tribunal, como órgano supremo de la magistratura, declarar la competencia de un tercer magistrado que no participó en el conflicto.


    B., G. A. s/ Curatela Art. 12 Código Penal


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 38438/2015/CS1, 21 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Determinación de la incapacidad. Competencia provincial.


    Corresponde al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio.


    El artículo 36 del código Civil (Ley 26.994) prescribe que la solicitud de declaración de incapacidad o restricción de la capacidad, se interpone ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación. Dado el tenor de la encomienda, la cercanía física contribuye a la concreción de las finalidades normativas. Al propio tiempo, incide en la concentración y demás aspectos prácticos característicos de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. En efecto, la labor atribuida a los jueces por el Código Civil y Comercial va más allá de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde vive establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados vendrá a verse dificultado fuera del ámbito territorial para el que fueron designados. En tal contexto, adquiere singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que esa Corte Suprema ha elaborado sobre la base de esta directiva constitucional; sobre todo porque, entre los deberes impuestos expresamente al juez, está el de "garantizar la inmediatez con el interesado durante el proceso”.


    F., C. G. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 61527/2015/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Facturación de servicios públicos. Cobro de sumas de dinero. Cuestión de derecho común. Competencia provincial.


    De la exposición de los hechos surge que la actora en su condición de titular del servicio de distribución de gas natural, pretende que la demandada le abone cierta suma de dinero, que tiene origen en diversas facturas liquidadas con motivo de la prestación del aludido servicio público, que se encuentran impagas. En tales condiciones, corresponde a la justicia provincial conocer en el reclamo efectuado, en virtud de que no se sustenta en el régimen específico de la Ley 24.076, sino que, por el contrario, la solución del asunto importará esencialmente la interpretación y aplicación de normas de derecho común. Por lo demás, no se ha demostrado que el incumplimiento del pago de las facturas afecte o haya podido afectar, de modo alguno, el servicio público que presta la demandante.


    Metrogas S.A. c/ Hebos S.A. s/ Cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1134/2016/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Quiebra a pedido del deudor. Domicilio real. Domicilio constituido. Competencia nacional.


    Cabe recordar, que el artículo 3°, inciso 1°, de la Ley 24.522 dispone que en el caso de concursos de personas de existencia visible es competente el juez del lugar de la sede de la administración de sus negocios y, a falta de éste, el del lugar del domicilio, lo cual encuentra fundamento en el carácter publicístico del procedimiento que tiene por finalidad la protección del correcto ejercicio de los derechos de los acreedores, y de los múltiples intereses de las partes. Las normas de competencia de la Ley citada son de orden público y contienen criterios claros de aplicación, por lo que consecuentemente no pueden las partes, ni los tribunales, soslayarlas. El domicilio del deudor al tiempo de la presentación del pedido de quiebra, se encontraba en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, circunstancia que resulta determinante para la competencia del juez nacional, considerando las circunstancias particulares del supuesto de autos. En efecto, su trabajo se encuentra en esa Ciudad, lugar donde además, la mayoría de los acreedores iniciaron los juicios para el cobro de sus acreencias antes de decretarse la quiebra. Allende no haberse encontrado al fallido en el domicilio denunciado en esa Ciudad con posterioridad al decreto de quiebra, no se ha demostrado fehacientemente que dicho domicilio, denunciado por él al tiempo de la presentación o inicio del juicio universal, fuera ficticio o elegido para defraudar a los acreedores. Nótese que el propio fallido reconoce que, en virtud de su situación económica, vive en un lugar prestado por un amigo. En consecuencia, corresponde que el juzgado nacional interviniente siga conociendo en la causa, cuya competencia su titular oportunamente aceptó.


    Cipriano, Ángel Norberto s/ Quiebra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 508/2016/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Accidentes de trabajo. Daños y perjuicios. Opción de competencia. Competencia nacional.


    La Corte tiene reiterado que las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, asimismo, que en la tarea de esclarecer la controversia, es menester considerar, principalmente, la relación de hechos contenida en la demanda y después, en cuanto se ajuste al relato, el derecho alegado. En los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares, según dispone el artículo 24 de la Ley 18.345, será competente -a elección del demandante- el tribunal del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del accionado. En tal sentido, el actor cuando dedujo su demanda, optó por la jurisdicción de los domicilios de las codemandadas quienes, al comparecer, no objetaron la competencia territorial de la justicia nacional razón por la cual, el fuero que previno debe continuar interviniendo en la causa.


    Vega, Raúl Andrés c/ Superintendencia de Riesgos del Trabajo y otros s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38584/2014/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Opción de competencia. Domicilio del asegurador.


    Según emerge de los términos de la pretensión, a cuya exposición de los hechos se debe acudir para determinar la competencia, surge que la demanda fue deducida ante la justicia ordinaria con asiento en la ciudad de La Plata, peticionando una indemnización por los daños y perjuicios derivados del deceso de quien en vida fuera concubina y madre de la parte actora; ello, a consecuencia del accidente vial ocurrido en la localidad Clorinda, Formosa. En supuestos en los que se demanda, entre otros, a una compañía de seguros, los eventuales damnificados pueden optar por deducir la demanda ante el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador, con arreglo al artículo 118 de la Ley 17.418. Por tanto la causa debe quedar radicada en el juzgado de La Plata, dado que la demandante, fundada en el domicilio de la aseguradora, optó por la jurisdicción de los tribunales de esa ciudad.


    Gigena, Denisa Lucia c/ Román Salustiana y otro/a s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 666/2016/CS1, 28 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Daños y perjuicios. Responsabilidad extracontractual. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria.


    Precedente de Fallos: 327:1128.


    En la tarea de esclarecer la controversia es necesario ponderar los hechos que se relatan en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. En ese contexto, resulta de aplicación al caso la doctrina del precedente de Fallos: 327:1128, donde se adujo que lo atinente a la responsabilidad extracontractual del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, como consecuencia de supuestas omisiones en la actividad administrativa, es competencia del fuero en lo contencioso administrativo y tributario de la ciudad.


    Esnaola, Fernando c/ Fútbol Mesías y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 27050/2014/CA1-CS1, 31 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acción de daño temido. Clausura del establecimiento. Competencia comercial.



    De autos emerge que el actor, invocando su carácter de accionista, inicia reclamo contra la demandada y los ocupantes o intrusos del inmueble de esa finca. Solicita la clausura del establecimiento por el grave peligro que esa situación acarrea para las personadas internadas y para él como accionista, frente a eventuales responsabilidades civiles. Sustenta su petición en los artículos 2.499 y ccds. del Código Civil y 623 bis y ccds. del Código de rito.


    Serafica Martini, Mario Alberto Alfredo c/ Nazca S.A. y otro s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 31439/2015/CS1 - CS2, 08 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Asegurador por riesgos del trabajo. Alta médica. Empleo público. Ley sobre riesgos del trabajo. Competencia laboral.


    Para determinar la competencia se debe atender a la exposición de los hechos realizada en la demanda y luego, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como apoyo del planteo, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Se desprende del escrito de inicio que la accionante pretende una indemnización por haber sido dada de alta de la disfonía que dice padecer, sin que la aseguradora haya seguido el tratamiento foniátrico previsto en la resolución SRT 389/13. Fundó su reclamo, centralmente, en esa norma y en la Ley de Riesgos del Trabajo n° 24.557. Dado que el objeto principal del juicio atañe a particulares, pues la actora no demanda a su empleador sino a la aseguradora de riesgos del trabajo, y se basa en legislación común, la causa debe seguir su trámite ante el fuero del trabajo.


    Turnes, Cecilia Julieta c/ Provincia ART S.A. s/ Otros reclamos


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 66519/2015/CS1, 02 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios. Administración fraudulenta. Embargo preventivo. Economía procesal. Acción indemnizatoria. Competencia por la materia. Competencia civil.


    El trámite de la causa atañe al fuero civil, toda vez que, si bien medió con dos de las accionadas un vínculo de empleo, el reclamo propende a obtener un resarcimiento extracontractual por el presunto obrar delictivo de ellas, en complicidad con un tercero extraño a la mutual, lo que trasciende el contrato de trabajo. Corresponde recordar que cuando se contiende a propósito de acciones resarcitorias personales, derivadas de un supuesto comportamiento ilícito, es competente la justicia en lo civil por razón de la materia.


    Asociación Mutual del Cuerpo Diplomático Argentino c/ Casano, Liliana Beatriz y otros s/ Medida Cautelar


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 56449/2014/CS1, 08 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presentación extemporánea. Devolución del expediente. Justicia nacional en lo comercial.


    Conflicto de competencia ya resuelto.


    No existen razones que justifiquen que en el sub examine deba intervenir la Corte por aplicación de lo previsto por el artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según Ley 21.708, ya que el conflicto negativo de competencia originariamente planteado fue resuelto por la Cámara Federal de Apelaciones de Resistencia. La Corte tiene dicho que si bien el régimen de la preclusión es ajeno, como principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre su respectiva competencia, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirlos cuando resulten manifiestamente extemporáneos. Dichas razones impedían al titular del Juzgado Nacional en lo Comercial N° 11, so pretexto de examinar su competencia en razón de la materia con fundamento en que anteriormente sólo se había planteado una cuestión de competencia en razón del territorio, reeditar un conflicto entre jueces que ya había sido zanjado por el tribunal legalmente habilitado para hacerlo; por lo demás, nada obstaba a que, al recibir las actuaciones por primera vez con motivo de la declaración de incompetencia del juez federal de Resistencia, planteara todas sus objeciones para entender en la cuestión, aun aquellas fundadas en la materia del pleito, en lugar de limitarse a sostener su incompetencia únicamente por razón del territorio. En ese contexto, es del caso destacar que la profusión de decisiones jurisdiccionales de los magistrados en torno a los temas de competencia, va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia.


    P y H S.R.L. c/ Refinería del Norte S.A. s/ Amparo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 5211/2013/CS1, 07 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Acción meramente declarativa. Impuesto a las ganancias. Reducción salarial. Modificación del contrato de trabajo. Ius variandi. Principio de progresividad. Derecho laboral. Competencia provincial.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. La materia en debate en el pleito radicado en sede provincial atañe al derecho laboral común, sin que se advierta que se encuentre en juego .la aplicación e interpretación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata. En cuanto a la competencia federal en razón de las personas, cabe precisar que no es parte en dichas actuaciones el Estado Nacional o alguna entidad nacional con derecho al fuero federal, lo que determina el caso no encuadre en lo dispuesto por el Art. 2°, inc. 6°, de la Ley 48, ni se advierte configurado el requisito de distinta vecindad. Toda vez que la jurisdicción federal es un fuero de excepción, al no constatarse una causa específica que lo haga surgir, el pleito debe continuar su trámite ante la justicia provincial.


    Sengher, Ramón Luis y otros c/ Nuevo Banco del Chaco S.A. s/ Med. cautelar de no innovar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4748/2015/CS1, 08 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Economía procesal. Bloqueo de sitios de Internet. Competencia por conexidad. Daños y Perjuicios. Competencia por la materia. Competencia civil y comercial federal.


    Incorrecta traba de la contienda. Precedentes de Fallos: 328:1252, 328:4087, 330:249 y Comp. 712; L. XLIX.


    Resulta aplicable el artículo 6°, inciso 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que dispone que en las medidas preliminares y precautorias será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. La cuestión resulta análoga a la resuelta por la Corte en los precedentes publicados en Fallos: 328:1252 (“Svatzky”), 328:4087 (“P., S.A.”), 330:249 (“Rondinone”) y en Comp. 712; L. XLIX (“Pérez Redrado”), entre otros. Allí se concluyó que, en los casos en los que se pretende eliminar datos que obran en bases de información de internet resulta competente la justicia federal, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 36, inciso b), de la Ley 25.326, sin que obste a ello que concurra la pretensión de indemnización de los daños y perjuicios. En este punto, cuando la competencia de la justicia federal surge en función de la materia, es improrrogable, privativa y excluyente de la ordinaria.


    Vecchi, Amado Alejandro c/ Google Inc. s/ Medida autosatisfactiva


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 73678/2011/CS1, 02 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda. Despido. Daño material. Daño moral. Daño psíquico. Incapacidad laboral. Cuestiones de hecho y prueba. Errónea apreciación de la prueba. Cuestión no federal. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Derechos y garantías constitucionales. Derecho de propiedad. Debido proceso. Declaración de inconstitucional. Declaración de oficio.


    Leyes 25.323, 24.557 y 26.773. Precedente de Fallos: 335:2333, "Rodríguez Pereyra"; 330:2696, "Llosco"; 330:5435, "Silva"; 331:1488, "Bernard"; 332:709, "Torrillo", entre otros. Remisión a Fallos 327:3753, "Aquino".


    El remedio federal intentado no procede en lo referido a los planteos que cuestionan la apreciación de las probanzas de autos, la condena a pagar gastos de tratamiento médico, el monto de condena por daño moral y la aplicación del incremento indemnizatorio previsto en el artículo 2 de la Ley 25.323, pues todos ellos remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. Al respecto, la Corte Suprema ha establecido en reiteradas ocasiones que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La sentencia en crisis se encuentra suficientemente fundada en cuanto atañe a esos puntos ajenos a la instancia federal. El a quo realizó una interpretación de los elementos probatorios y de las normas de derecho común aplicables al caso que no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto que amerite la apertura del recurso en virtud de la doctrina de arbitrariedad de sentencias. Corresponde analizar el agravio vinculado a la inconstitucionalidad declarada de oficio del artículo 39, inciso 1, de la Ley 24.557. En primer lugar, resulta pertinente señalar que ese precepto legal fue derogado por el artículo 17, inciso 1, de la Ley 26.773 -Régimen de Ordenamiento de la Reparación de los Daños Derivados de los Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales-, sancionada el 24 de octubre de 2012. No obstante ello, la Corte ha admitido la virtualidad de dictar pronunciamiento en circunstancias en que el cambio del marco fáctico o jurídico determina la ausencia de utilidad del fallo hacia el futuro, siempre que subsista el interés de las partes por los efectos jurídicos producidos durante el lapso anterior a esa variación. En segundo lugar, corresponde emitir pronunciamiento sobre la validez constitucional de la norma y el carácter oficioso de la declaración. Por un lado, la Corte Suprema ha admitido que los jueces valoren de oficio la constitucionalidad de las leyes sobre la base del principio iura novit curia y siempre que exista un caso o causa. En ese sentido, en el precedente "Rodríguez Pereyra" (Fallos: 335:2333) la Corte sostuvo que esa facultad no se opone a la presunción de validez de los actos administrativos o de los actos estatales en general ni vulnera el derecho de defensa de las partes, pero consideró pertinente recordar "que la descalificación constitucional de un precepto normativo se encuentra supeditada a que en el pleito quede palmariamente demostrado que irroga a alguno de los contendientes un perjuicio concreto en la medida en que su aplicación entraña un desconocimiento o una restricción manifiestos de alguna garantía, derecho, título o prerrogativa fundados en la Constitución; es justamente la actividad probatoria de los contendientes así como sus planteos argumentales los que debe poner de manifiesto tal situación". En la especie, si bien la actora no planteó expresamente la inconstitucionalidad de la norma, denunció malos tratos por parte de su empleador que le provocaron daños psicológicos y morales. Sobre esa base, reclamó la reparación integral de esos daños, que fueron acreditados, conforme la apreciación del a quo. El artículo 39, inciso 1, de la Ley 24.557 eximía de responsabilidad civil a los empleadores con respecto a los daños sufridos por los trabajadores a consecuencia o en ocasión de la prestación de tareas, con la única excepción de la derivada del artículo 1072 del Código Civil (entonces vigente). En consecuencia, a fin de dar adecuado tratamiento al reclamo de la actora, resultaba esencial que la cámara emitiera un pronunciamiento sobre la validez de ese precepto legal. Por otro lado, con respecto a la validez constitucional del artículo 39, inciso 1 de la Ley 24.557, estimo aplicable lo sostenido por la Corte Suprema en el caso "Aquino" (Fallos: 327:3753), por lo que corresponde remitir, en lo pertinente, a lo allí expuesto por razones de brevedad. En ese precedente, la Corte se pronunció en contra de su validez por estimar que vulnera los principios constitucionales alterum non laedere, protectorio y de justicia social (arts. 14 bis y 19 de la Constitución Nacional). Esa postura fue reiterada en Fallos: 330:2696, "Llosco"; 330:5435, "Silva"; 331:1488, "Bernard"; 332:709, "Torrillo", entre otros.


    Catalán, Sonia Graciela c/ Toso S.R.L. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 36177/2010/1/RH1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Sociedad prestadora de servicios médicos. Cobertura médica. Acción de repetición. Cuestión federal. Competencia por la materia. Competencia federal.


    Precedentes de Fallos: 328:4095 ("Kogan"); 329:1693 ("Joseph"); y 329:2823 ("Chacón").


    Aun cuando la demanda entablada persigue el reintegro de sumas de dinero, la pretensión se inserta en los regímenes jurídicos de la salud y la discapacidad, a los que necesariamente deberá acudirse para encontrar respuesta al problema lógicamente insoslayable. El asunto así propuesto, exige dilucidar la extensión de la cobertura médica, tarea que no solo abarca aspectos contractuales y de derecho común, sino que hace directa y preponderante referencia a obligaciones y derechos contemplados en estatutos de orden público. Conduce, en definitiva, a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y resoluciones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra, entre otros entes, a las prestadoras de servicios médicos. Los litigios que versan sobre situaciones jurídicas que se rigen por normas de índole federal, deben tramitar ante dicho fuero por razón de la materia.


    P., P. c/ OSDE s/ Cobro de pesos sumas de dinero


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 13449/2015/CS1, 25 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acción de regreso. Cobro de sumas de dinero. Asegurador por riesgos del trabajo. Competencia comercial.


    Se advierte que los sujetos de esta acción de regreso no se encuentran vinculados por una relación laboral. En efecto, la sociedad actora reclama a la aseguradora un reintegro por diferencias en las sumas dinero que, en concepto de adelanto por Incapacidad Laboral Temporaria, desembolsó a su personal dependiente-asegurado cuando se accidentaba o enfermaba. Imputa a la demandada un incumplimiento en las condiciones del contrato de seguro celebrado entre ambas partes. En tal contexto, resulta competente la justicia comercial pues, no mediando un conflicto entre un empleado y su empleador, tal planteo resulta ajeno al artículo 20 de la Ley 18.345. Se añade a ello que, prima facie, tampoco posee influencia decisiva para la solución del supuesto, la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del derecho laboral. Por otra parte, la pretensión compromete a dos sociedades comerciales, tomadora y prestataria de la póliza. Corresponde recordar que lo referido estrictamente a la creación, funcionamiento y gestión de las aseguradoras de riesgos del trabajo se halla regulado por la Ley 20.091, de neto corte mercantil, sin perjuicio de lo dispuesto, en ese plano, por la norma especial.


    Cuyoplacas S.A. c/ ART Liderar S.A. s/ Otros reclamos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22625/2015/CS1, 31 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Falta de servicio público. Juicios contra el Estado. Competencia civil.


    Precedente de Fallos: 328:293.


    El caso guarda sustancial analogía con la doctrina del precedente de Fallos: 328:293, en el cual la Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas actúen en calidad de parte o de tercero, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Unum Life Insurance Company of Seguros S.A. c/ Transportes Metropolitanos Gral. Roca S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 85649/2011/CS1, 27 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Juicios contra el Estado. Competencia civil.


    Precedente de Fallos: 328:293.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. El caso guarda sustancial analogía con el precedente de Fallos: 328:293, en el cual la Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Castillo, Juan Ramón c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 50152/2010/CA2-CS1, 12 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Juicios contra el Estado. Competencia civil.


    Precedente de Fallos: 328:293.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. El caso guarda sustancial analogía con el precedente de Fallos: 328:293, en el cual la Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Ramírez, Alejandro Rafael c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia S.A. (UGOFE) y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 22160/2014/CA2-CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Juicios contra el Estado. Competencia civil.


    Precedente de Fallos: 328:293.


    El caso guarda sustancial analogía con el precedente de Fallos: 328: 293, en el cual la Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Noguera Gómez, Sulma Beatriz c/ Estado Nacional y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 45491/2013/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Juicios contra el Estado. Competencia civil.


    Precedente de Fallos: 328:293.


    El caso guarda sustancial analogía con el precedente de Fallos: 328:293, en el cual la Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Flamenco, Fabio Reynaldo c/ Trenes de Buenos Aires S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 79884/2012/CA3-CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Juicios contra el Estado. Competencia civil.


    Precedente de Fallos: 328:293.


    El caso guarda sustancial analogía con la doctrina del precedente de Fallos: 328:293, en el cual la Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas actúen en calidad de parte o de tercero, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Calabrese, Sabrina Andrea Soledad c/ Estado Nacional – y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 92137/2013/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Competencia civil.


    Precedente de Fallos: 328:293.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. El caso guarda sustancial analogía con el precedente de Fallos: 328:293, en el cual la Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Báez, Evelina Vanesa s/ UGOFE S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 66819/2012/CS1, 06 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios. Enfermedad profesional. Competencia laboral.


    Tal como surge del relato de los hechos de la demanda, los cuales deben ser considerados a fin de resolver las cuestiones de competencia, el actor reclama el resarcimiento de los daños y perjuicios que arguye haber sufrido con motivo de una enfermedad profesional, sufrida a consecuencia de la prestación de tareas, sobre la base de preceptos civiles y de otros sistemas de responsabilidad de naturaleza laboral.


    Fernández, Hugo Oscar c/ Pirelli Neumáticos S.A. y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 52466/2014/CS1, 03 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios. Enfermedad profesional. Competencia laboral.


    Tal como surge del relato de los hechos de la demanda, los cuales deben ser considerados a fin de resolver las cuestiones de competencia, el actor reclama el resarcimiento de los daños y perjuicios que arguye haber sufrido con motivo de una enfermedad profesional, sufrida a consecuencia de la prestación de tareas, sobre la base de preceptos civiles y de otros sistemas de responsabilidad de naturaleza laboral.


    Gutiérrez, Cristian Gabriel c/ Tecme Innovación S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 24450/2015/CS1, 03 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios. Indemnización por accidente de trabajo. Competencia laboral.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1 “Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido”.


    Hernández, Sergio Uriel c/ Horizonte Cía. Argentina de Seguros Generales S.A. s/ Accidente – Acción Civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 50497/2014/CA2-CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios. Reparación integral. Accidente in itinere. Responsabilidad civil. Competencia civil.


    Remisión al fallo de la causa Comp. 72, L. L, “Urquiza, Juan Carlos c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente-acción civil”.


    El presente conflicto guarda sustancial analogía con lo resuelto por la Corte Suprema en el caso Comp. 72, L. L, “Urquiza, Juan Carlos c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente-acción civil”, en cuanto estableció la aplicación inmediata, por su carácter procesal, de los artículos 4 y 17, inciso 2, de la Ley 26.773. En efecto, la demanda fue interpuesta con posterioridad a la fecha en que la Ley 26.773 fue publicada en el Boletín Oficial. A su vez, la presente acción, que reclama el resarcimiento de los daños y perjuicios derivados de un accidente in itinere, se funda exclusivamente en la responsabilidad civil prevista en los artículos 499, 512, 902, 1113, 1074 y 1078 del Código Civil (entonces vigente). En ese sentido, no se advierte en el relato de los hechos, los cuales deben ser considerados a fin de resolver las cuestiones de competencia, que el actor atribuya responsabilidad por incumplimientos contractuales a su empleador o denuncie la inobservancia de normas de seguridad e higiene laboral.


    Hernández, Néstor Raúl c/ Fundación Boherdi S.R.L. y otros s/ Otros reclamos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 50173/2014/CS1, 27 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Indemnización por accidente de trabajo. Asegurador por riesgos del trabajo. Competencia laboral.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, “Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow SA y otros s/ Despido”.


    Tal como surge del relato de los hechos de la demanda, los cuales deben ser considerados a fin de resolver las cuestiones de competencia, el actor reclama el resarcimiento de los daños y perjuicios que arguye haber sufrido con motivo de un accidente de trabajo ocurrido en ocasión de la prestación de tareas, sobre la base de preceptos civiles y de otros sistemas de responsabilidad de naturaleza laboral - incumplimiento de deberes de indemnidad, seguridad, prevención y contralor previstos en las leyes 19.587, 20.744 y 24.557 -. En consecuencia, cabe remitir a las conclusiones del dictamen citado y corresponde conocer en las presentes actuaciones al Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo.


    Zaffaroni, Luis Osvaldo c/ QBE Argentina ART S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 68263/2014/CS1, 27 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Pago por consignación. Acumulación de procesos. Indemnización por despido. Competencia por la materia. Competencia provincial.


    En el caso, cabe estar al artículo 44 de la Ley 18.345, el que prevé que la acumulación “... se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda” y “se requerirá, [...], que el juez al que le corresponda entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de 1a materia”. Sentado ello, surge de las actuaciones que se hallan debatidas cuestiones de orden laboral y que el proceso entre las partes radicado en la jurisdicción bonaerense es anterior al incoado en el ámbito nacional.


    Lapeyriere, Esteban Gustavo c/ Ortiz, Gustavo Ernesto s/ Consignación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1022/2016/CS1, 17 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia familiar. Competencia nacional. Competencia civil.


    Domicilio del damnificado.


    En el marco de un problema de violencia familiar, debe acudirse al criterio del Alto Tribunal de que lo decisivo en esta materia es el domicilio del supuesto damnificado. Tal solución favorece la implementación oportuna y efectiva de la actividad protectoria, la optimización de los recursos y la celeridad en la intervención.


    J., Y. J. c/ J., V. s/ Protección contra la violencia familiar (Ley 12.569)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1388/2016/CS1, 24 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Acción de amparo. Sistema nacional del seguro de salud. Sociedad prestadora de servicios médicos. Cobertura médica. Cuestión federal. Competencia por la materia. Competencia federal.


    Remisión al precedente Comp. N° 1001, L. XLVIII, "Azambullo, Julio César c/ Mutual Federada 25 de junio S.P.R. s/ Amparo".


    El sistema de salud implementado por el Estado Nacional incluye, entre otras instituciones, a las asociaciones privadas de servicios médicos. En la contienda que versa sobre situaciones jurídicas que resultan alcanzadas por preceptos federales, corresponde dar intervención al fuero de excepción ratione materiae.


    Coppens, María Cristina c/ Mutual Federada 25 de Junio s/ Amparo Ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1550/2016/CS1, 14 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Incompetencia. Oportunidad procesal. Bloqueo de sitios de Internet. Redes sociales. Facebook. Prórroga tácita de la competencia. Medidas cautelares. Competencia por la materia. Improrrogabilidad de la competencia. Competencia federal.


    En autos, el actor promovió ante la justicia ordinaria una medida cautelar autosatisfactiva contra las demandadas, peticionando el bloqueo inmediato de la publicación agraviante hacia su persona, realizada en una cuenta de Facebook, a raíz de una supuesta mala praxis. Pidió, igualmente, que las demandadas se abstengan en el futuro de habilitar el uso de enlaces, blogs, foros, grupos de fans, que lo afecten en su identidad personal y profesional. Según jurisprudencia del Tribunal, en los casos en los que se persigue eliminar datos o contenidos que obran en bases de información de Internet, es competente el fuero de excepción, con apoyo en los artículos 36, inciso b), y 44, in fine, de la Ley 25.326. En este punto, incumbe recordar que cuando la competencia de la justicia federal emerge por razón de la materia, es improrrogable, privativa y excluyente de la ordinaria, sin que el consentimiento ni el silencio de los litigantes sean hábiles para derogar esos principios, y la incompetencia del fuero ordinario puede promoverse sobre esa base en cualquier estado del litigio. Con arreglo al artículo 196 del Código adjetivo, la medida ordenada por un juez incompetente no resulta hábil para prorrogar la competencia. Constituye un criterio del Alto Cuerpo que la alzada del tribunal ante el cual viene a quedar radicado un expediente, está llamada a juzgar en los recursos de apelación planteados contra medidas cautelares expedidas por el juzgado incompetente que previno en el pleito.


    Brusco, José Ernesto c/ Facebook Argentina S.R.L. y otros s/ Medida autosatisfactiva


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1077/2016/CS1, 24 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Falta de servicio público. Responsabilidad de la empresa ferroviaria. Competencia nacional. Competencia civil.


    Precedente de Fallos: 328:293.


    La Corte indicó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Sibert, Rodrigo Emiliano c/ Ugofe S.A. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 105211/2010/CS1, 28 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Incapacidad laboral. Indemnización por incapacidad. Agentes del seguro de salud. Denegatoria del fuero federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Competencia por la materia. Competencia laboral.


    Remisión a la causa Comp. 492, L. XLVIII, “Canales, Graciela c/ Salud Total y otros s/ Laboral”.


    Si bien en los autos se ha denegado el fuero federal invocado por la demandada, lo que autoriza a equiparar la resolución a un pronunciamiento definitivo, lo cierto es que la actora persigue una indemnización en los términos del artículo 212, párrafo 4°, de la Ley de Contrato de Trabajo, en el marco de la relación laboral mantenida con la demandada.


    Albornoz de Córdoba, Adelina c/ Asociación de Obras Sociales de Gualeguay s/ Laboral - Recurso de inaplicabilidad de ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 565/2016/RH1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia Federal.


    Acción declarativa de certeza: tasa de inspección higiénica, sanitaria y de aptitud bromatológica que pretende aplicar la Municipalidad de Posadas. Afectación de comercio interjurisdiccional. Corresponde a la justicia federal.


    Según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se ha de acudir de modo principal para determinar la competencia (art. 4 o del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), la actora cuestiona la conducta de la Municipalidad de Posadas, en cuanto le exige el pago de una tasa de inspección sanitaria y de aptitud bromatológica como condición para autorizar el ingreso y comercialización de los productos que fabrica y vende en el territorio municipal, con sustento en normas locales. La empresa invoca puntualmente que esa conducta afecta el comercio inter jurisdiccional y es contraria a lo establecido en el Código Alimentario Argentino, su decreto reglamentario, y los arts. 9°, 10, 11, 12, 31, 75, incs. 13 y 18 de la Constitución Nacional. Ante ello, se advierte que su planteo se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, por lo que la cuestión federal es la predominante en la causa. Así entonces, aunque la actora dirige su acción de inconstitucionalidad contra normas locales (arts. 176 a 179 del código fiscal local), observo que su pretensión exige –esencial e ineludiblemente- dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad municipal interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación con respecto a la regulación del comercio inter jurisdiccional (arts. 75, inc. 13 y 126 de la Ley Fundamental) y al establecimiento de aduanas interiores. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la denominada cláusula comercial (art. 75, inc. 13 de la Ley Fundamental) cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.


    Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Municipalidad de Posadas s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 7884/2014/1/RH1, 02 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Amparo ambiental. Río Paraná: daño sobre recurso interjurisdiccional. Precedente "Fundación Medam": Fallos: 327:3880. Ley 25.675 y 24.051. Corresponde a la justicia federal.


    Se configura en principio el presupuesto del Art. 7°, segundo párrafo, de la Ley 25.675 que prevé la competencia federal cuando se trata de la degradación o contaminación de recursos ambientales interjurisdiccionales, hipótesis que se verifica en el caso en la medida en que, por un lado, están involucradas más de una jurisdicción estatal; y en que, por el otro, dos de las pretensiones promovidas tienen en mira ese presupuesto atributivo de competencia, -la degradación o contaminación de recursos ambientales- al perseguir la recomposición y el resarcimiento del daño de incidencia colectiva. Asimismo, resulta que los efluentes generados por el establecimiento contienen compuestos químicos que podrían considerarse "residuos peligrosos" en los términos del Art. 2 de la Ley 24.051, por lo que en virtud de lo dispuesto en el Art. 58, es ante la justicia federal que debe sustanciarse este proceso.


    Asoc. Civil Prot. Ambiental del Río Paraná Control de Contaminación y Restauración del Hábitat y otro c/ ATANOR S.C.A. s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 36/2016/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Desalojo de depósitos y galpones de titularidad del Estado Nacional. Inmueble afectado a la prestación del servicio público de transporte ferroviario. Competencia de la justicia federal.


    Tiene dicho el Máximo Tribunal que la justicia federal es la llamada por la Ley para resolver la cuestión de fondo (art. 116 de la Constitución Nacional y 2° de la Ley 48) por la materia, si el inmueble que se pretende desalojar es un bien que integra el dominio público del Estado Nacional y está afectado, directa o indirectamente, a la prestación del servicio público de transporte ferroviario de personas y cargas, circunstancia esta última que la hace improrrogable. Esta doctrina es aplicable al sub-lite porque si bien es cierto que el Estado Nacional no es parte en la contienda, prima facie el inmueble objeto de la acción de desalojo sería de titularidad del Estado Nacional y se encontraría afectado, directa o indirectamente, al servicio de transporte ferroviario de cargas. En esas condiciones, tratándose de un litigio que versa sobre situaciones jurídicas que, en principio, son alcanzadas por reglas de índole federal, corresponde dar intervención a tal fuero ratione materiae. En consecuencia, y más allá de que se trate de un juicio de desalojo entre particulares, la decisión que se adopte resulta susceptible de causar un perjuicio directo al patrimonio de la Nación, por lo que su juzgamiento atañe al fuero de excepción.


    Ferrosur Roca S.A. c/ Suragro S.A. y otros s/ Civil y Comercial - Varios


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 23676/2014/CS1, 25 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Amparo. Licitación pública. Remisión a lo dictaminado en la causa M. 301, XXXII, “Municipalidad de Ensenada c/ C.E.A.M.S.E. s/ Ejecución fiscal”. Justicia federal.


    Estrans S.A. c/ Coordinación Ecológica Área Metropolitana Sociedad del Estado s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 501/2016/CS1, 14 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Demanda contra ANSES por daño moral ante falta de actualización de haberes. Inexistencia de fórum conexitatis: causa con sentencia firme. Corresponde a la justicia en lo contenciosos administrativo federal.


    La Cámara Federal de la Seguridad Social no estaba facultada para declarar la competencia de un tercer órgano que no intervino en el conflicto, pues esa es una atribución exclusiva de esa Corte como órgano supremo de la magistratura (cfse. Comp. 421, L. XLIX; "Campillo, Aldo Abel c/ Organización Veraz y otro s/ amparo”). El fórum conexitatis, estatuido en el artículo 6° del Código Procesal, posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas. A su vez, la aplicación de este instituto constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia previstas en ese código, que importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción de un juez en favor de otro órgano, dada la conveniencia de reunir ante un único tribunal las acciones ligadas a una misma relación jurídica y de evitar así el riesgo del dictado de pronunciamientos contradictorios. Ahora bien, de conformidad con la certificación realizada por esta Procuración General el Juzgado Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social nº 3 dictó sentencia definitiva, en la causa "Benítez, Nicolás s/ reajustes varios", que se encuentra firme. En tales condiciones, el desplazamiento de la competencia ha perdido el objeto práctico que lo justifica, pues en el proceso conexo ha sido resuelta la cuestión de fondo, lo cual despeja el peligro de sentencias contradictorias. Procede declarar la competencia del fuero contencioso administrativo federal porque la acción se dirige -nominal y sustancialmente- contra el ANSES y porque la solución de la causa importa aplicar, de manera sustantiva, principios propios de derecho público, dado que deberá examinarse la responsabilidad del Estado por la presunta violación de la garantía de movilidad jubilatoria que le habría ocasionado el daño que alega el actor en esta causa.


    Benítez, Nicolás c/ ANSES s/ Daños y Perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1345/2011/CS1, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Demanda por reparación de daños y perjuicios por mala praxis médica y omisión del deber de seguridad. Reclamo entablado contra el médico interviniente, contra la Clínica y contra la Obra Social. Corresponde a la justicia federal.


    Incumbe a la justicia federal entender en cuestiones, en tanto resulta demandada una obra social que se encuentra comprendida, en principio, en los términos de los artículos 1 y 2 de la Ley 23.660 y 2 y 15 de la Ley 23.661. Por tal motivo, deviene aplicable el artículo 38 de este último ordenamiento, en cuanto prevé el sometimiento exclusivo de sus agentes al fuero de excepción, pudiendo optar por el fuero ordinario sólo cuando sean actores.


    A., N. E. c/ R., L. H. y otros s/ Daños y perjuicios


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 17088/2015/CS1, 06 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Prescripción del saldo del precio y la escritura traslativa de dominio de un bien inmueble adjudicado en plan de viviendas. Interventor judicial dispuesto por juzgado federal. Corresponde la intervención de la justicia federal.


    El objeto del presente reclamo aparece comprendido en los términos del compromiso homologado en la sede federal, y que, por lo tanto, debe quedar enmarcado en las actuaciones sustanciadas en el fuero de excepción. Las condiciones referidas habilitan a que sea el magistrado federal el que deba conocer en el pleito, a fin de resguardar la eficacia de las decisiones judiciales y de evitar el riesgo del dictado de fallos contradictorios y, eventualmente, el de comprometer el proceso de regularización y, aún, la propia subsistencia de la entidad intervenida. La solución propuesta permitirá, igualmente, compatibilizar el interés del adjudicatario con los propósitos y las realidades de la intervención judicial de la entidad, contribuyendo así a salvaguardar la prestación de un adecuado servicio de justicia.


    Lucero, Marcial c/ Coop. Viv. Gualcamayo s/ Escrituración


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 37/2016/CS1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 37/2016/CS1, “Lucero, Marcial Á. c/ Cooperativa de Vivienda, Consumo y Crédito Gualcamayo Ltda. y Suma Construcciones S.R.L. s/ escrituración”.


    Lissandrello, Carlos c/ Coop. Viv. Gualcamayo s/ Escrituración


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 39/2016/CS1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 37/2016/CS1, “Lucero, Marcial Á. c/ Cooperativa de Vivienda, Consumo y Crédito Gualcamayo Ltda. y Suma Construcciones S.R.L. s/ escrituración”.


    Naranio, Armando c/ Coop. Viv. Guacalmayo s/ Escrituración


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 40/2016/CS1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo dictaminado en los autos CSJ 37/20l6/CS1, "Lucero, Marcial Á. c/ Cooperativa de Vivienda, Consumo y Crédito Gualcamayo Ltda. y Suma Construcciones S.R.L s/ escrituración".


    Jofre de Lozano, Alicia c/ Coop. Viv. Gualcamayo s/ Escrituración


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 41/2016/CS1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Regímenes de retiros, jubilaciones y pensiones de las Fuerzas Armadas y de Seguridad. La competencia de un tercer magistrado ajeno al conflicto planteado es potestad privativa de la Corte Suprema. Corresponde al fuero federal dirimir el conflicto.


    Habiendo optado los actores por la jurisdicción de la ciudad de Buenos Aires, corresponde conocer en autos al fuero de la seguridad social. Ello es así, toda vez que, el reclamo involucra "la aplicación de los regímenes de retiros, jubilaciones y pensiones de las Fuerzas Armadas y de Seguridad". Constituye una potestad privativa de la Corte Suprema, como órgano supremo de la magistratura, declarar la competencia de un tercer magistrado ajeno al conflicto planteado. Corresponde remitir el expediente a la Cámara Federal de Comodoro Rivadavia para que dirima el conflicto o bien, asignarlo al Juzgado Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social, a sus efectos.


    Ezcurra, Luisa y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia – PNA s/ Personal Militar y Civil FFAA y de Seguridad


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 39496/2013/CS1, 17 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amparo colectivo. Daño ambiental. Intervención de terceros. Estado Nacional. Competencia federal.


    Interrupción de obras de Protección Costera y Recuperación de Playas. Falta de provisión de fondos nacionales.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. La citación como tercero interesado al pleito del Estado Nacional resulta procedente al concurrir una de las circunstancias que habilitan su intervención obligada, en tanto existe una comunidad de controversia entre ésta y las partes originarias, en relación a la causa, dado que el daño ambiental de incidencia colectiva que se denuncia es consecuencia de la interrupción de las obras costeras comprometidas y previstas ante la falta de provisión de fondos nacionales, y a que el Estado Nacional es quien directamente paga al contratista. Es por ello que el Estado Nacional es parte sustancial en la litis, de acuerdo con la doctrina del Tribunal, en tanto tiene un interés directo en la causa y, por ende, la sentencia que se dicte le ha de resultar obligatoria.


    Surfrider Argentina c/ Municipalidad de General Pueyrredón s/ Pretensión anulatoria - otros juicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 730/2016/CS1, 08 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Empleo público. Demandado: Estado Nacional. Competencia civil y comercial federal.


    El vínculo entre el reclamante y la entidad nacional, resulta caracterizable como empleo público, por lo que no cabe valorar que la demanda esté fundada en un contrato de trabajo o que la causa sea relativa a un vínculo de ese carácter. En consecuencia, por ser la Nación parte demandada -junto a dos sociedades comerciales-, corresponde conocer en el litigio por el resarcimiento del infortunio descripto, al fuero civil y comercial federal, en virtud de resultar -prima facie-, prevalecientes los aspectos relativos al derecho privado.


    Gualteri, Agustín c/ Pna y otros s/ Accidente de trabajo - Enferm. Prof. – Acción Civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 40613/2014/CS1, 29 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Intervención de terceros. Estado Nacional. Competencia federal.


    La Corte Suprema tiene dicho que cuando el Estado Nacional es citado y comparece al juicio, aunque lo sea como tercero (art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), procede que la causa continúe ante la jurisdicción federal, sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal y aun cuando intervengan otras personas no aforadas.


    A., C. del V. y otros c/ Municipalidad de Quilmes s/ Pretensión indemnizatoria - otros juicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 942/2016/CS1, 31 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Reintegro de aportes y contribuciones. Competencia federal. Competencia previsional.


    Inconstitucionalidad de Decreto 1478/2005. Remisión al fallo de la causa CAF 30976/2012/CS1 “Chorvat, José Víctor y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad - PFA- decreto 1419/07 s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”.


    Una inteligencia razonablemente extensiva del artículo 2° de la Ley 24.655, dada la específica versación que por la materia posee el fuero de la seguridad social, define su aptitud para resolver el reclamo dirigido a que se ordene el cese de una retención en concepto de aporte por obra social.


    Muñoz Juan Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa – Fuerzas Armadas – Dto. 1478/08 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 34960/2010/CS1, 11 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acción de amparo. Fertilización asistida. Cobertura médica. Competencia federal. Cámara federal de apelaciones.


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    La Corte no está llamada a intervenir en la controversia suscitada entre jueces federales de primera instancia, pues la cuestión debe ser decidida por la cámara de la que depende el magistrado que previno.


    L., M. I. c/ A.C.A. Salud Cooperativa de Prestación de Servicios Medico Asistenciales Ltda. s/ Amparo de salud


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 54414/2015/CS1, 14 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acción de amparo. Incapacidad laboral. Alta mar. Buques pesqueros. Buque de bandera nacional. Competencia federal.


    Hallándose objetado el proceder administrativo de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo, en orden a la determinación de la incapacidad laboral de un marinero accidentado en alta mar, resulta aplicable la doctrina que asigna competencia al fuero de excepción para intervenir en las acciones derivadas de los contratos de ajuste cumplidos en buques de bandera nacional, máxime, cuando el evento invalidante habría acaecido en alta mar.


    Segura, Carlos Antonio c/ Superintendencia de Riesgos de Trabajo s/ Amparo Ley 16.986


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 7345/2016/2/CS1, 12 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acción de amparo. Prestaciones básicas para personas con discapacidad. Prestación educativa. Entes autárquicos provinciales. Economía procesal. Competencia federal.


    Incorrecta traba de la contienda. Precedente del fallo de la causa Comp. 590, L. XLVIII, “G., G. c/ IOMA y otro s/ Amparo” y otros.


    En el caso, la actora, en representación de su hija -quien padece de retraso madurativo-, promovió acción de amparo contra la demandada, persiguiendo la cobertura total del valor de la matrícula, cuotas y transporte, por Prestación Educación Especial, Formación Laboral y Jornada Doble de una escuela especial, correspondiente al año 2015, y hasta que la menor egrese de dicho instituto, cuando haya culminado su formación, sin limitación temporal alguna. La reclamante fundó su derecho en los artículos 42 y 43 de la Constitución Nacional, convenios internacionales con igual jerarquía, y en las leyes 22.431, 23.660, 23.661, 24.901, extremo que conduce en último término a la interpretación y aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales, como a las prestadoras privadas de servicios médicos. Por lo expuesto, dentro del limitado ámbito cognoscitivo en el que se deciden las controversias sobre competencia, las actuaciones deben continuar su trámite ante la justicia federal.


    B., M. A. c/ IOMA s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1174/2016/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Creación fitogenética. Derecho de propiedad. Daños y perjuicios. Economía procesal. Competencia federal.


    Incorrecta traba de la contienda.


    En el contexto en que centralmente se hallan en juego relaciones generadas entre particulares en el marco de su actividad y que involucran el incumplimiento de un contrato de licencia para el uso y explotación de semillas sobre las cuales la actora invoca un derecho de propiedad y exclusividad conferido en los términos de la Ley de Semillas y Creaciones Fitogenéticas, cuya violación denuncia, el conocimiento de la causa le corresponde a la justicia civil y comercial federal. En efecto, para resolver la controversia de fondo prima facie será necesario aplicar las normas y principios concernientes al conjunto de derechos inherentes a la titularidad de las semillas conferida en el marco de la Ley 20.247. Por lo tanto, resulta de aplicación la doctrina del Tribunal que postula que las normas que atribuyen competencia a determinados tribunales para entender en ciertas materias cuando de recursos se trata son indicativas de una especialización que el ordenamiento les reconoce y que constituye una circunstancia relevante a tener en cuenta a falta de disposiciones legales que impongan una atribución distinta.


    Nidera S.A. c/ Cooperativa agrícola ganadera de Justiniano Posse Ltda. s/ Incumplimiento de contrato


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 21502/2015/CS1, 31 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Economía procesal. Ejecución de sentencia. Aprobación de la liquidación. Cámara federal de apelaciones.


    Incorrecta traba del conflicto. Remisión al fallo de la causa CSS 14646/2002/CS1, “Constantino, Eduardo Francisco c/ ANSES s/ Reajustes varios”.


    Torreano, Susana Celstina c/ ANSES s/ Reajustes varios


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 96170/2012/CS1, 28 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Juicios contra el Estado. Veteranos de guerra. Subsidio para excombatientes. Competencia federal. Competencia previsional.


    Remisión al fallo de la causa Comp. 867, L. XLVI, "Aguirre, Ramón Cecilio y otros c/ EN - M. de Defensa s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”.


    Dukard, Rosendo Rufino y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 90862/2011/CS1, 17 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Responsabilidad profesional. Mala praxis. Establecimientos asistenciales privados. Obligaciones de la obra social. Obligación de seguridad. Competencia federal.


    Surge del escrito de inicio que el actor, por sí y en representación de sus hijos, procura obtener una reparación en base a la responsabilidad que le asigna a los médicos intervinientes, a la propietaria del nosocomio y a la Obra Social, por la mala praxis médica y la inobservancia de la obligación de seguridad en que habrían incurrido. Argumenta que la deficiente atención sanitaria desencadenó la pérdida del embarazo de su cónyuge y su ulterior deceso. El reclamo se funda principalmente en los artículos 508, 512, 513, 1074, 1078, 1083, 1084, 1085, 1113, 1198 del Código Civil entonces vigente. Dicho ello, atañe .conocer al fuero federal, en tanto resulta demandada una obra social que se encuentra comprendida, en principio, en los términos de los artículos 1 y 2 de la Ley 23.660 y 2 y 15 de la Ley 23.661. Por tal motivo, resulta aplicable el artículo 38 de esta última norma, en cuanto prevé el sometimiento exclusivo de sus agentes al fuero de excepción, pudiendo optar por el ordinario sólo cuando sean actores.


    Z., L. A. c/ H. L. S.A. I. A. y otros s/ Daños y perjuicios - responsabilidad profesional


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1072/2016/CS1, 12 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Ley de defensa del consumidor. Telefonía celular. Asociaciones de consumidores. Acciones de clase. Lugar de cumplimiento de la obligación. Competencia federal.


    Respecto a las pretensiones personales fundadas en derechos creditorios de origen, el Alto Tribunal sostuvo que, conforme lo dispone el artículo 5°, inciso 3°, del Código adjetivo, el fuero principal está constituido por el lugar en que deba cumplirse la obligación, expresa o implícitamente previsto conforme a los elementos aportados en el juicio y, a falta de ese lugar, el actor puede deducir su pretensión ante el juez del lugar del domicilio del demandado, o del lugar del contrato, siempre que éste se encuentre en él, aunque sea accidentalmente, al momento de la notificación. Debido a que el lugar de cumplimiento de las obligaciones comprendía más de una jurisdicción, la actora se encontraba facultada para optar por promover la demanda ante la justicia local.


    Usuarios y Consumidores Unidos c/ Telecom Personal S.A. s/ Ley de defensa del consumidor


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 21061/2013/CS1, 31 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acción meramente declarativa. Competencia federal.


    En tanto la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal resolvió el conflicto y asignó competencia al fuero federal de la seguridad social, no hay razones que justifiquen que la Corte deba intervenir por aplicación de lo previsto por el artículo 24, inc. 7° del Dto-Ley 1285/58.


    Burrieza, Ángela Elena y otro c/ Estado Nacional - AFIP y otro s/ Acción meramente declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 34973/2013/CS1, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia Ordinaria.


    Contienda de competencia. Reclamo por incapacidad. Tareas prestadas para una Municipio en el marco de un plan asistencial. Cuestión que versa sobre normas de derecho común. Corresponde a la justicia ordinaria.


    El reclamo resarcitorio se entabla contra una Municipalidad, sobre la base de una supuesta vinculación de trabajo existente con la comuna, y, si bien coetáneamente se alega la existencia de un plan asistencial, la controversia se enmarca centralmente en ese vínculo de empleo o locativo de servicios -derecho público local-, y no se refiere a extremos que conciernen al Plan Jefes y Jefas de Hogar. Se responsabiliza incluso a la comuna por la falta de afiliación a una aseguradora de riesgos del trabajo. En tal sentido, el propio peticionario deja expuesta la mera eventualidad que lo conduce a reclamar al Estado Nacional y en el escrito inicial ni siquiera esboza argumentos que justifiquen ese planteo, desde que no aduce ningún vínculo ni precisa el régimen jurídico o el incumplimiento a partir del cual correspondería responsabilizar al codemandado. El reclamo excede la mera contraprestación impuesta en origen como beneficiario del plan asistencial, para dirigirse sustancialmente contra una comuna, con apoyo en el vínculo laboral y en normas de derecho común.


    Díaz, Mario Herminio c/ Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación y otro s/ Accidente de trabajo


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 12730/2013/CS1, 25 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto. Razones de celeridad, economía procesal y mejor administración de justicia aconsejan el uso de la atribución del Art. 24, inc. 7° del dto-ley 1285/58. Oportunidad para plantear la competencia. Corresponde a la justicia ordinaria.


    Es doctrina admitida que, cuando el fuero federal surte ratione personae, puede ser declinado. Asimismo, tal renuncia debe progresar en todos los casos en que sea explícita o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso. La declaración oficiosa de incompetencia no es atendible, si los interesados se abstuvieron de proponer en tiempo propio la cuestión de competencia. Es que, a partir de allí, fenece tanto la posibilidad de las partes de plantear ese tema en lo sucesivo, como la oportunidad de los magistrados de origen para desprenderse de la causa, ya que una decisión de esa índole solo puede adoptarse al inicio del proceso, o al momento de resolver una declinatoria. La ocasión para plantear cuestiones de esa índole reconoce la limitación establecida por expresas normas procesales -arts. 4, 10 y 352, CPCCN-.


    García, Ana María c/ Ministerio de Salud Pública de la Provincia de Buenos Aires y Ministerio de Salud de la Nación s/ Leyes especiales (diabetes, cáncer, fertilidad)


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 74707/2015/CS1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Competencia por conexidad. Sentencia. Desplazamiento de la competencia. Competencia provincial.


    La acumulación de los procesos es un instituto que se basa en la necesidad de evitar el riesgo del dictado de sentencias contradictorias en causas conexas, y constituye el medio que permite asegurar la unidad de la decisión a los fines de un correcto servicio de justicia. En tales condiciones, la utilidad de la radicación de causas por conexidad cesa cuando se ha dictado sentencia en una de ellas, por lo que la asignación es inadmisible cuando media noticia de que ello ha ocurrido, aun cuando se ignore si la dictada se halla firme.


    Cardoso, Dora Fermina c/ Melatini, Rubén y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 8003/2016/CS1, 12 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia Territorial.


    Conflicto de competencia. Determinación de la capacidad: insania. Función tutelar. Tribunal cercano a su domicilio. Justicia provincial.


    El quehacer primordial que hoy atañe a los magistrados es examinar las restricciones a la capacidad aplicadas. De tal manera, es imprescindible analizar el plan de vida y de sostén familiar o público que pudiere incumbir; cometido que podrá solventarse con mayor eficacia desde el lugar de residencia. Además, la actuación de los tribunales cordobeses contribuirá al futuro desempeño de los roles de apoyo, pues el grupo familiar no tendrá que viajar o recurrir a la comunicación epistolar para transmitir las necesidades de la persona en cuyo interés se promueve el juicio. Interesa añadir que, conforme se desprende del informe agregado, el padre y curador de la causante expuso que, después de la fractura de cadera que sufrió hace tres años, su hija no podía permanecer en el Centro de Rehabilitación y Educación Psicomotriz; que cuentan con la constante colaboración de la obra social, proveyéndole fármacos y asistencia médica, y que sería conveniente que el seguimiento jurisdiccional estuviese a cargo de un tribunal cercano a su domicilio, pues le resultaría sumamente engorroso continuar el trámite en la ciudad de Buenos Aires. Por todo ello, el juzgado provincial se encuentra en mejores condiciones para proseguir con la función tutelar, sobre todo si se repara en que atañe a los jueces "... garantizar la inmediatez con el interesado durante el proceso..." (cfr. Art. 35, CC y CN). Para concluir, cabe señalar que el tribunal deberá adoptar prontamente las medidas que resulten necesarias para resguardar la integridad psicofísica y patrimonial de la causante y adecuar su actuación a la normativa de la Ley 26.657 y del Código Civil y Comercial de la Nación.


    A., M. P. S/ Insania (sustituido)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 94460/1998/CS1, 13 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Restricciones a la capacidad. Juez del domicilio del interesado. Art. 36 del Código Civil y Comercial. Evaluación y seguimiento: tutela judicial efectiva. Principio de inmediatez: corresponde a la Justicia de Familia.


    En la sección destinada a las restricciones de la capacidad, el Código Civil y Comercial de la Nación, se ocupa de organizar el aspecto tocante a la competencia, que resulta de aplicación inmediata. El artículo 36 establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación. Adquiere singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que la Corte ha elaborado sobre la base de dicha directiva constitucional. En este sentido, es preciso tener en cuenta que el Código actual asigna al juez la obligación de revisar la sentencia respectiva, tarea ésta que ha de llevarse a cabo sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y con la audiencia personal del interesado. Asimismo, el juez debe garantizar la inmediatez con el interesado durante el proceso y entrevistarlo antes de dictar resolución alguna, asegurando su accesibilidad y los ajustes razonables del procedimiento de acuerdo a su situación. La entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que le preste asistencia al afectado. La cercanía física contribuye a la concreción de las formalidades normativas. Al propio tiempo, incide en la concentración y demás aspectos prácticos característicos de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. En efecto, la labor atribuida a los jueces por el Código Civil y Comercial va más allá de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados. El procedimiento debe ajustarse de inmediato a lo dispuesto por el Art. 40 del Código Civil y Comercial; sin perjuicio de adecuar la actuación jurisdiccional a las demás directivas contenidas en ese ordenamiento y en la Ley 26.657, en tanto resulten pertinentes.


    E., D. H. s/ Determinación de la capacidad jurídica


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 350/2016/CS1, 24 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Demanda de alimentos. Deficiencias procesales: razones de celeridad, economía procesal y mejor administración de justicia. Lugar para determinar la competencia. Corresponde al juez del domicilio del menor.


    El Código Civil y Comercial de la Nación, asigna el conocimiento de los procesos referidos a alimentos de niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se ubica su centro de vida (art. 716). Tal precepto resulta inmediatamente operativo en las causas que, se encuentran pendientes de resolución, en tanto su aplicación no implica dejar sin efecto lo actuado de conformidad con disposiciones anteriores. Sin embargo, se ha destacado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo exige el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. El criterio del artículo 716 del Código Civil y Comercial debe compatibilizarse con su artículo 706 en cuanto prescribe, por un lado, que en aquellos problemas en los que estén involucrados niños, niñas o adolescentes, resulta menester valorar su mejor interés; y, por otro, consagra expresamente, entre los principios generales que deben gobernar los procesos de familia, el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación. Dicha directiva conduce a una solución coincidente con la consolidada doctrina de la Corte, en el sentido de que, las demandas atinentes a esta materia pueden interponerse hábilmente ante el juez del lugar donde se encuentre el titular menor de edad.


    C., M. A. c/ H., E. L. s/ Alimentos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 702/2016/CS1, 24 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Demanda por violencia doméstica. Régimen de contacto filial. Procesos simultáneos en distinta jurisdicción. Incorrecta traba de la litis: falta de atribución recíproca. Competencia del juez del lugar donde habita el niño. Tutela judicial efectiva.


    El Código Civil y Comercial de la Nación (ley 26.994), asigna el conocimiento de los procesos referidos a niños, niñas y adolescentes, al juez del lugar en el cual se ubica su centro de vida (art. 716). El criterio del artículo 716 del Código Civil y Comercial debe compatibilizarse con su artículo 706 en cuanto prescribe, por un lado, que en aquellos problemas en los que estén involucrados niños, niñas o adolescentes, resulta menester valorar su mejor interés; y, por otro, consagra expresamente, entre los principios generales que deben gobernar los procesos de familia, el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación. Someter a posibles víctimas a cumplir en el foro del eventual agresor las arduas diligencias personales propias de este tipo de problemática, podría llevar a una re-victimización que la Ley repudia.


    F. S., M. c/ B., J. D. s/ Medidas preventivas urgentes (Ley 26.485)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 695/2016/CS1, 03 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Restitución de menores en ámbito nacional. Corresponde al juez de la residencia de los niños.


    Se desprende de las actuaciones que desde hace más de un año los niños residen en la localidad de Lago Puelo, donde están cursando sus estudios y efectúan sus actividades extra escolares, y que la justicia provincial, previa intervención del organismo técnico interdisciplinario y tras escuchar a los menores, dispuso la guarda provisional en favor del padre y se abocó al conocimiento sustantivo de la problemática. Destaca de lo allí resuelto la referencia a la voluntad de los niños de vivir con su padre y a las situaciones de violencia -verbal y física- y de falta de contención emocional vividas en el hogar materno. Con arreglo al parecer reiterado del Alto Cuerpo, en las actuaciones cuyo objeto atañe a menores se debe otorgar primacía al lugar donde están residiendo, ya que la eficacia de la actividad tutelar torna aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de éstos. Esa solución es la que mejor se concilia con la finalidad tuitiva de la "Convención sobre los Derechos del Niño", que dispone atender a su interés superior en todas las medidas que los involucren.


    R., D.L. c/ G., A.N. s/ Homologación de acuerdo- Mediación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 6365/2015/CS1, 14 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Solicitud de declaración de incapacidad. Artículo 36 del nuevo Código Civil y Comercial de la Nación. Juez del domicilio de la persona o del lugar de su internación. Necesidad de evaluación y seguimiento del interesado.


    Es preciso tener en cuenta que el Código actual asigna al juez la obligación de revisar la sentencia respectiva, tarea ésta que ha de llevarse a cabo con asiduidad y sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y con la audiencia personal del interesado (art. 40). Asimismo, la entrevista -según ese ordenamiento- debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que asista al afectado (art. 35). Como puede colegirse, dado el tenor de esa encomienda, la cercanía física contribuye a la concreción de las finalidades normativas. Al propio tiempo, incide en la concentración y demás aspectos prácticos propios de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. En efecto, la labor atribuida a los jueces por el Código Civil y Comercial va más allá de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento que, desde mi perspectiva, en este caso, no podría desplegarse adecuadamente desde una sede judicial que no sea la del lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados vendrá a verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados.


    B., D. F. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 102820/2011/CS1, 11 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Solicitud de declaración de incapacidad. Artículo 36 del nuevo Código Civil y Comercial de la Nación. Juez del domicilio de la persona o del lugar de su internación. Necesidad de evaluación y seguimiento del interesado.


    Es preciso tener en cuenta que el Código actual asigna al juez la obligación de revisar la sentencia respectiva, tarea ésta que ha de llevarse a cabo con asiduidad y sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y con la audiencia personal del interesado (art. 40). Asimismo, la entrevista -según ese ordenamiento- debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que asista al afectado (art. 35). Como puede colegirse, dado el tenor de esa encomienda, la cercanía física contribuye a la concreción de las finalidades normativas. Al propio tiempo, incide en la concentración y demás aspectos prácticos propios de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. En efecto, la labor atribuida a los jueces por el Código Civil y Comercial va más allá de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento que, desde mi perspectiva, en este caso, no podría desplegarse adecuadamente desde una sede judicial que no sea la del lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados vendrá a verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados.


    Muñiz, Martín Horacio s/ Art. 152 ter Código Civil


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 83293/2001/1/CS1, 11 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda de alimentos. Violencia de género. Muerte violenta de la madre: padre con prisión preventiva. Art. 112 y 716 del CCCN. Cuestiones que afectan a niños y adolescentes: centro de vida. Interés superior del niño. Inmediación. Tutela judicial efectiva. Corresponde a la justicia provincial, donde habitan los niños.


    Se observa que los niños debieron mudarse desde esta ciudad a una localidad del conurbano, y que desde entonces residen junto a su tía materna, quien fue designada guardadora con motivo de la muerte violenta de la progenitora de aquéllos, hecho por el cual se ha dispuesto la prisión preventiva del progenitor. También se observa que, en ese ámbito llevan a cabo sus actividades escolares. En tales condiciones, el temperamento de los artículos 112 y 716 del Código Civil y Comercial debe compatibilizarse con las directivas de su artículo 706, en cuanto prescribe, por un lado, que en los asuntos en los que estén involucrados niños, niñas o adolescentes, debe apreciarse su mejor interés; y en cuanto consagra, por otro, entre los principios que deben gobernar los juicios de familia, el respeto de la tutela judicial efectiva y de la inmediación. En este supuesto, esa directiva conduce a una solución coincidente con la consolidada doctrina de esa Corte, en cuanto a la necesidad de priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz protección de los derechos implicados En igual sentido, y en lo que toca específicamente al derecho alimentario, cabe recordar que, dadas sus características y fines, estas demandas pueden interponerse hábilmente ante el tribunal del lugar donde se encuentre el titular menor de edad.


    S., S. M. y otros c/ F., F. G. s/ Alimentos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 6936/2016/CS1, 16 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Determinación de capacidad. Art. 36 del Código Civil y Comercial. Evaluación y seguimiento: tutela judicial efectiva. Juez del domicilio de la causante: lugar donde habita establemente.


    El Código actual asigna al juzgador la obligación de dictar sentencia -y revisarla-, sobre la base de dictámenes interdisciplinarios y con la audiencia personal del interesado (arts. 35, 37 y 40). Asimismo, según lo dispone el citado artículo 35, la entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que le preste asistencia al afectado. Como puede colegirse, dado el tenor de esa encomienda, la cercanía física contribuye a la concreción de las formalidades normativas. Al propio tiempo, incide en la concentración y demás aspectos prácticos característicos de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. La labor atribuida a los jueces por el Código Civil y Comercial de la Nación va más allá de la mera aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados vendrá a verse dificultado fuera del ámbito geográfico en el que fueron designados. Por consiguiente, dado que no se ha alegado ningún óbice que justifique la tramitación del proceso en sede nacional, la petición de autos debe radicarse ante los tribunales del lugar donde habita establemente la causante.


    C. M. N. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 12700/2015/CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Salud Mental: restricciones de la capacidad Art. 36 del Código Civil y Comercial de la Nación. Principio de tutela judicial efectiva y doctrina de la Corte. Precedentes. Normativa. Corresponde a la justicia del lugar de residencia del causante.


    El artículo 36 del nuevo régimen establece que la solicitud de declaración de incapacidad o restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de " ... sus finalidades, las leyes análogas, …los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento ..." (arts. 1 y 2, CCCN). En tal contexto interpretativo y aun cuando el proceso se inició en 1999, adquiere singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que esa Corte Suprema ha elaborado sobre la base de dicha directiva constitucional. En este sentido, es preciso tener en cuenta que el Código Civil y Comercial de la Nación asigna al juez la obligación de revisar la sentencia respectiva, tarea ésta que ha de llevarse a cabo sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y con la audiencia personal del interesado (art. 40). Asimismo, la entrevista -según ese ordenamiento- debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que le preste asistencia al afectado (art. 35). En efecto, la labor atribuida a los jueces por el Código Civil y Comercial va más allá de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados vendrá a verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados. En el contexto de la compleja trama familiar que presenta este caso, el quehacer primordial de los jueces es determinar la existencia o no de restricciones a la capacidad del causante y, en su caso, implementar el plan de sostén familiar y/o público que pudiere corresponder. Dicho deber podrá solventarse con mayor eficacia desde el actual lugar de residencia; máxime frente a la presencia de una niña de corta edad, así como a la denuncia por violencia familiar a la que se dio curso, situaciones ambas íntimamente vinculadas con la esfera personal del causante y que reclaman su urgente tratamiento desde las instituciones locales.


    Blanco, Alejandro Andrés s/ Materia a categorizar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4365/2015/CS1, 01 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Proceso referido a una niña. Normativa nacional e internacional. Precedentes. Centro de vida: concepto. Legitimidad. Imposibilidad de su determinación. Principio de tutela judicial efectiva e inmediación. Lugar de residencia estable de la niña.


    El Código Civil y Comercial de la Nación (ley 26.994), asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida (art. 716). Tal precepto resulta inmediatamente operativo en las causas que -como ocurre en autos-, se encuentran pendientes de resolución, en tanto su aplicación no implica dejar sin efecto lo actuado de conformidad con normas anteriores. A su vez, la Ley 26.061 define dicho concepto como el lugar donde las niñas, niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, noción que debe interpretarse en armonía con la definición de "residencia habitual" contenida en los tratados internacionales que ratificó la República en el campo de la sustracción y restitución internacional. Por otro lado, en varias ocasiones se ha destacado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo exige el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. No es posible determinar si el centro de vida de esta niña se asienta o no en el lugar donde vive con su madre, desde que -al hacer directa referencia, entre otros factores, a la legitimidad aquella noción excede de los meros datos fácticos atinentes a la simple residencia y el transcurso del tiempo. Dado que ambos jueces en conflicto se encontrarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de la niña. En esa tarea, no puede soslayarse que reside establemente en Río Negro junto a su madre desde septiembre de 2014, marco en el cual la proximidad de la que gozan los jueces locales constituye un arbitrio ciertamente relevante en el plano de la efectividad de la labor tutelar. Desde esa perspectiva, es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos. En suma, ponderando que no es posible esclarecer aquí la concurrencia de impedimentos al contacto y la supervisión del padre, o de restricciones infundadas en el ejercicio de su derecho de defensa, en función de la distancia, se debe concluir que los tribunales rionegrinos están en mejores condiciones para alcanzar la protección integral de los derechos de la niña, puesto que sus jueces poseen, dentro de su propio ámbito territorial, acceso directo a la persona del afectado menor de edad. El enfoque aquí propuesto, guarda coherencia con la directiva del Art. 706 CCCN en cuanto dispone, por un lado, que en aquellos casos en los que estén involucrados niños, niñas o adolescentes, resulta menester valorar su mejor interés; y, por otro, consagra expresamente, entre los principios generales que deben gobernar los procesos de familia, el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación.


    M., P. c/ S., F. N. s/ Medidas precautorias (Art. 232 del CPCC)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 588/2016/CS1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Reclamo laboral. Remisión al dictamen de la causa CSJ 4583/2015/CS1 "Medina, Silvia Edith c/ Maternidad concepción S.A. s/ Despido". Lugar de ejecución de las tareas y domicilio de los demandados. Corresponde a la justicia de Concepción del Uruguay.


    Lena, Luis y otra c/ Medina, Silvia s/ Inhibitoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5004/2015/CS1, 06 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Incorrecta traba del conflicto. Mayor economía procesal. Demanda de cuota alimentaria para un hijo menor. Lugar donde la persona menor de edad tiene su centro de vida. Justicia provincial.


    Ante todo, como lo resalta el juez nacional, ninguno de los interesados vive -actualmente- en esta Ciudad y que el juicio de divorcio entablado entre las partes concluyó. Por otro lado, según lo expresado en la demanda, los niños residen junto a su madre. En ese marco, adquiere virtualidad el criterio que remite al tribunal del territorio donde habita efectivamente el titular menor de edad del derecho alimentario, dada la relevancia que reviste la inmediación para la tutela de la niñez. En tal sentido, el artículo 716 del Código Civil y Comercial de la Nación determina que "En los procesos referidos a responsabilidad parental, guarda, cuidado, régimen de comunicación, alimentos, adopción y otros que deciden en forma principal o que modifican lo resuelto en otra jurisdicción del territorio nacional sobre derechos de niños, niñas y adolescentes, es competente el juez del lugar donde la persona menor de edad tienen su centro de vida". Ese extremo, por ende, corresponde intervenir en el conflicto a los magistrados de esa sede.


    C., R. F. c/ Cañete Maximiliano Daniel s/ Divorcio Art. 214 inc. 2do. Código Civil


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 34507/2012/1/CS1, 12 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Personal pensionado del Ejército Argentino. Solicitud de incorporación de asignaciones reconocidas al personal en actividad al haber previsional. Conflicto de competencia. Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal. Reclamo patrimonial: improcedencia de la declaración de incompetencia de oficio, en razón del territorio.


    Cabe anotar que si la cámara de apelaciones confirmó la decisión del juez que declinó la competencia, rechazada la atribución es esa alzada y no el juez quien debe mantener el criterio para que la controversia quede correctamente planteada. Si bien ello no ha ocurrido, razones de economía y celeridad procesal aconsejan soslayar ese óbice y expedirse sobre el asunto. Por aplicación del artículo 4, párrafo 3°, del Código adjetivo, los tribunales no pueden inhibirse de oficio, en asuntos exclusivamente patrimoniales, en razón del territorio.


    Houriet, Blanca Claudia c/ Estado Nacional- Ministerio de Defensa s/ Ordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 21003687/2011/1/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en CSJ 4583/2015/CS1 “Medina, Silvia Edith c/ Maternidad Concepción S.A. y otros s/ Despido".


    Nueva Maternidad Concepción S.R.L. y otros c/ Moyano, Walter Darío s/ Inhibitoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 287/2016/CS1, 06 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Curatela. Competencia por el territorio. Domicilio del causante. Economía procesal. Competencia provincial.


    Incorrecta traba de la contienda.


    El tribunal que promovió la contienda no ha tenido oportunidad de decidir si mantiene la postura expuesta, de manera tal que el conflicto no se encuentra debidamente trabado. No obstante ello, atendiendo a la materia objeto de la causa, razones de economía y celeridad procesal y de mejor administración de justicia, aconsejan que esa Corte Suprema ejerza la atribución que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58 y se expida sobre la radicación del expediente. Corresponde conferir intervención al foro del lugar de residencia del causante, por lo que la causa deberá quedar radicada ante la justicia de la Provincia de Buenos Aires.


    M., M. I. s/ Curatela


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1046/2016/CS1, 08 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de Competencia.


    Conflicto de competencia. Amparo por cobertura integral y oportuna de salud. Alegada arbitrariedad. Precedente del Fallo FCB 17844/2014/C51, “Defensoría Pública Oficial c/ Córdoba, Provincia de y otro s/ Amparo Ley 16.986”. Trámite ante la jurisdicción respectiva según el demandado.


    Es criterio admitido que las decisiones sobre competencia no constituyen sentencias definitivas en el sentido del artículo 14 de la Ley 48 salvo que se verifique, entre otros supuestos excepcionales, una denegatoria del fuero federal. En el precedente citado, la Corte dividió la intervención jurisdiccional entre el fuero federal y la justicia ordinaria, en tanto fueron demandados conjuntamente los Estados nacional y provincial, respectivamente. Dicho temperamento, fue mantenido no solo respecto de las acciones colectivas, sino de los requerimientos personales en el orden de la salud e, incluso, en los relativos a personas con discapacidad.


    V., C. M. c/ PROFE Incluir Salud y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 29353/2015/CS1, 03 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Amparo por cobertura integral y oportuna de salud. Presunta arbitrariedad de sentencia. Remisión al dictamen de la causa FCB 29353/2015/CS1, “V., C. M. c/ PROFE Incluir Salud y otro s/ Amparo Ley 16.986”.


    En lo vinculado con la temporaneidad de la decisión, el artículo 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación faculta a los jueces federales con asiento en las provincias para declararse incompetentes en cualquier estado del proceso.


    B., R. B. y otros c/ PROFE - Incluir Salud unidad ejecutora Córdoba y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 12671/2015/1/RH1, 03 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Contienda definitivamente resuelta. Improcedencia de la intervención de la Corte Suprema.


    No se encuentran razones que justifiquen que en el sub examine deba intervenir la Corte por aplicación de lo previsto por el artículo 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58, texto según Ley 21.708. Ello, en tanto el conflicto negativo de competencia planteado en las presentes actuaciones ha sido definitivamente resuelto por la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal, tal como el Tribunal lo dispuso en su anterior intervención.


    Borja, Amada Sofía c/ ANSES y otro s/ Amparo por mora


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 63773/2013/CA1-CS1, 11 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios derivados de accidente automovilístico. Presentación al solo efecto de interrumpir la prescripción. Inhibición del juez local: no se halla precluida la etapa para el replanteo de competencia. Justicia nacional.


    Al inhibirse el juez local no se hallaba precluida la etapa para el replanteo de la competencia, por lo que las actuaciones deben quedar radicadas en la jurisdicción nacional, ya que la actora, en función del lugar del hecho y del domicilio de las accionadas y de las citadas en garantía, optó por los tribunales del referido ámbito territorial (cfse. Art. 5, inc. 4°, del CPCCN). No obsta a lo expuesto que el reclamo se haya iniciado en la sede provincial, ya que el juez previniente dejó a salvo que la presentación se proveía al solo efecto de interrumpir la prescripción. En ese sentido, corresponde recordar que presentaciones de ese carácter pueden iniciarse, incluso, ante un juez incompetente o ser defectuosas y cumplir igualmente su objetivo.


    Gallardo, Teresa Francisca c/ Cirigliano, Horacio y otro/a s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 150/2016/CS1, 06 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios por accidente de trabajo. Remisión a lo dictaminado en autos CNT 36780/2014/CS1 "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ despido". Corresponde a la justicia laboral.


    Chaparro, Francisco c/ Provincia ART S.A. s/ Daños y perjuicios (Accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47198/2014/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios por accidente de trabajo. Remisión a lo dictaminado en autos CNT 36780/2014/CS1 "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ despido". Corresponde a la justicia laboral.


    Morinigo Maldonado, Calixto c/ Swiss Medical ART S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (Accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 29366/2015/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios por accidente de trabajo. Supuestos incumplimientos de deberes del empleador y de prevención y contralor de la aseguradora. Atribución de competencia prevista en Art. 17, inc. 2, Ley 26.773: carácter excepcional. Corresponde competencia del fuero laboral. Especial tutela de los derechos del trabajador.


    El artículo 4 de la Ley 26.773, último párrafo, establece que a las acciones iniciadas por la vía del derecho civil se les aplica la legislación de fondo, forma y los principios correspondientes a ese derecho. Por su parte, el artículo 17, inciso 2, de esa norma establece la competencia de la justicia nacional en lo civil para las acciones judiciales previstas en el artículo 4 último párrafo. Esa atribución de competencia a la justicia civil es procedente en los casos en que se invoquen exclusivamente preceptos civiles, pero no se extiende a supuestos en los cuales se invoquen otros sistemas de responsabilidad. La Corte Suprema, en el caso "Munilla" (Fallos: 321:2757), destacó que la innovación de otorgar competencia al fuero civil en reclamos por infortunios laborales basados en el derecho común constituye una excepción a la regla general del artículo 20 de la Ley 18.345, apoyada, esta última, en el principio de que concernían a su ámbito todas las causas fundadas en normas de derecho del trabajo -aquéllas entre trabajadores y empleadores relativas a un contrato de trabajo-, aún cuando estén basadas en previsiones de derecho común, lo que incluye reclamos por infortunios laborales asentados sobre las bases del Código Civil. Por ello, debido al carácter excepcional de la atribución de competencia prevista en el artículo 17, inciso 2, de la Ley 26.773, ella debe ser interpretada en forma restrictiva. Toda vez que la presente acción se basa en normas de derecho común y en preceptos del derecho laboral, corresponde mantener la especialidad del fuero laboral. Para arribar a esa conclusión se tiene en cuenta, a su vez, que ese fuero asegura un piso mínimo de garantías que hacen a la especial tutela de los derechos del trabajador, tales como el impulso de oficio, el beneficio de gratuidad y el principio pro operario, entre otras.


    Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 36780/2014/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios por accidente de trabajo. Supuestos incumplimientos de deberes del empleador y de prevención y contralor de la aseguradora. Atribución de competencia prevista en Art. 17, inc. 2, Ley 26.773: carácter excepcional. Corresponde competencia del fuero laboral. Especial tutela de los derechos del trabajador.


    La recurrente se agravia porque el a quo declaró la competencia de la justicia nacional del trabajo para entender en las presentes actuaciones sobre la base del artículo 20 de la Ley 18.345. Argumenta que ello se contrapone a lo dispuesto por los artículos 4 y 17, inciso 2 de la Ley 26.773. En autos el actor reclama el resarcimiento de los daños y perjuicios que arguye haber sufrido con motivo de un accidente de trabajo sobre la base de preceptos civiles y de otros sistemas de responsabilidad de naturaleza laboral. En efecto, los incumplimientos endilgados a la demandada están tipificados en la legislación laboral y del relato de los hechos surge la invocación de infracciones específicamente contempladas por leyes del trabajo, tales como la falta de entrega de los elementos de seguridad por parte del empleador, la omisión de la aseguradora demandada de realizar las inspecciones, reuniones instructivas y seguimientos que establece la Ley 24.557, y el incumplimiento de los deberes de prevención, seguridad y contralor (art. 75 de la Ley 20.744, Ley 19.587 de Seguridad e Higiene, Art. 4 de la Ley 24.557 de Riesgos del Trabajo). En atención al carácter excepcional de la atribución de competencia prevista en el artículo 17, inciso 2 de la Ley 26.773, ella debe ser interpretada en forma restrictiva. El fuero laboral asegura un piso mínimo de garantías que hacen a la especial tutela de los derechos del trabajador, tales como el impulso de oficio, el beneficio de gratuidad y el principio pro operario, entre otras.


    Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. s/ Accidente - Acción


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 64142/2013/RH1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Declaración de incapacidad o restricción de la capacidad. Inmediatez durante el proceso y plan de vida del interesado. Justicia local.


    La labor atribuida a los jueces por el Código Civil y Comercial va más allá de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados. Aun cuando su domicilio estaba situado en esta ciudad -donde también habita su familia-, el quehacer primordial que hoy atañe a los jueces es examinar la pertinencia o no de imponer restricciones a su capacidad. En ese plano, es imprescindible analizar, con auxilio especializado y de modo urgente y serio, el plan de vida y de sostén familiar y/o público que pudiere corresponder. La actuación que requieran dichos objetivos, en el caso, podrá realizarse con mayor eficacia en el lugar de residencia del causante. Por consiguiente, dado que no se advierte que la declinatoria del juzgado nacional vaya a generar mayores dificultades en el futuro desempeño de los roles de apoyo, el Juzgado de familia local se encuentra en mejores condiciones para proseguir con la función tutelar, sobre todo si se repara en que, entre los deberes impuestos expresamente al juez, está el de "garantizar la inmediatez con el interesado durante el proceso" (art. 35 CCCN).


    O., J. D. E. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 42649/2014/CS1, 11 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Violencia familiar. Medidas de protección. Competencia del juez del domicilio del damnificado.


    Atento a que el problema viene encuadrado dentro del marco de la violencia familiar, debe acudirse al criterio sostenido en anteriores oportunidades por el Alto Tribunal, en el sentido de que lo decisivo en esta materia es el domicilio del supuesto damnificado. Tal solución favorece la implementación oportuna y efectiva de las medidas protectorias, la optimización de los recursos y la celeridad en la intervención.


    P., F. Á. c/ A. C. I. s/ Protección contra la violencia familiar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 96/2016/CS1, 24 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Demanda contra Ministerio de Salud local. Suministro de la medicación. Remisión al precedente de la causa comp. 25, 1. XLVIII, "González, Fabiana” y otros. Justicia local.


    Se ha advertido que si bien el Programa Incluir Salud; ex "PROFE", fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, algunas provincias adhirieron al sistema con el objeto de que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas, reciban atención médica. En lo que atañe al ámbito bonaerense, se señaló que el decreto 880/04 aprobó el convenio celebrado entre la Nación y el gobierno local; y posteriormente, el decreto 1532/10 transfirió, a partir del 1/07/10, la Unidad Ejecutora PROFE, de la órbita del Ministerio de Salud provincial, con todas sus acciones, estructura orgánica, cargos y recursos materiales, económicos y financieros En tales condiciones, corresponde inscribir el criterio sustentado por el juez federal, en el sentido de que el Ministerio de Salud de la Nación no es parte sustancial en el litigio, criterio que, tras serie notificado, no mereció ninguna crítica de la actora


    Tito Margarita c/ Ministerio de Salud - Profe s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 963/2016/CS1, 11 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Regulación de honorarios. Naturaleza accesoria. Competencia del juez del proceso principal.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento. En tanto no media conflicto sobre la competencia del juzgado del proceso principal, la regulación de honorarios y los incidentes de aquél expediente, dada su naturaleza accesoria, deben tramitar ante el mismo juez (art. 6; inc. 1°, CPCCN).


    Ford Argentina S.A. y otro c/ Lujan Williams Automotores s/ Inhibitoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4631/2015/CS1, 05 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto positivo de competencia. Beneficio de litigar sin gastos. Demanda de daños contra compañía de seguros. Juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador.


    Los conflictos entre órganos de distintas jurisdicciones deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimientos. El artículo 6, inciso 5°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, establece que será competente en los beneficios de litigar sin gastos el juez que debe conocer en el juicio en que aquél se hará valer. En supuestos como el estudiado -de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos- en los que se demanda, entre otros, a una compañía de seguros, los eventuales damnificados pueden optar por deducir la demanda ante el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador, con arreglo al artículo 118 de la Ley 17.418.


    Inzirillo, Lorena Cristina y otros c/ Amitrano, Héctor Valentín y otros s/ Pobreza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4895/2015/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto positivo de competencia. Medida cautelar contra el BCRA tendiente a evitar nuevas sanciones. Justicia federal.


    De la exposición de los hechos surge que la entidad registrada como Casa de Cambio, solicitó que, como medida preventiva, se ordenara al BCRA que se abstuviera de imponerle sanciones con motivo de la no regularización de su directorio, hasta tanto la entidad demandada emitiera resolución sobre las distintas cesiones de acciones operadas a lo largo del tiempo, cautelar que -a su entender- era la única forma de garantizar el amparo que simultáneamente inició. Refirió que se había celebrado un convenio de venta de acciones de la firma, que había sido informada al BCRA, mientras que el mismo año se había remitido la documentación requerida por ese organismo. Con motivo en la demora en el envío de la información, el BCRA había dispuesto, por resolución 841 del 9 de diciembre de 2013 de la Superintendencia de Entidades Financieras y Cambiarias, el inicio de un sumario administrativo, que concluyó con la resolución 345 del 15 de abril de 2015 por la que se le impuso una multa, que había sido apelada según lo autorizado por la Ley 21.526. Manifestó que, a pesar del tiempo transcurrido, las autoridades del BCRA no se habían expedido respecto de la aprobación de dicha cesión de acciones. Agregó que, con posterioridad, se suscribieron otros contratos de cesión de acciones y se produjeran modificaciones en su directorio, con relación a los cuales tampoco se había pronunciado la autoridad regulatoria del sistema financiero. Se advierte, entonces, que la medida cautelar promovida ante la justicia federal de Resistencia no tiene relación con la multa aplicada a la actora mediante la resolución 345 del 15 de abril de 2015 de la Superintendencia de Entidades Financieras y Cambiarias del BCRA, que fue pagada y se encuentra recurrida ante la alzada, sino que su finalidad es la de evitar que la demandada le imponga nuevas sanciones con fundamento en otras conductas que las que motivaron aquella penalidad. Al ser ello así, no corresponde que sea la alzada la que deba entender en las presentes actuaciones con fundamento en lo dispuesto por el Art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial Federal, en tanto la causa que tramita ante dicho tribunal no constituye el proceso principal de la medida cautelar promovida por la actora ante el Juzgado Federal.


    Banco Central de la República Argentina c/ El Dorado S.A. s/ Entidades financieras (inhibitoria), expte. N° 29515/ 2015 s/ Exhortos


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 8034/2015/CS1, 21 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la cámara del juez que primero intervino.


    Como lo establece el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley n° 1.285/1958, texto según Ley 21.708, la contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la alzada de la que depende el tribunal que primero conoció.


    Sindicato de Obreros y Empleados de Minoridad y Educación c/ Instituto Técnico Alpachiri s/ Ejecución fiscal


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 13049/2015/CS1, 16 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Acción declarativa contra el Banco de la Nación y el Banco Central. Conflicto entre un juez contencioso administrativo y un juez de otro fuero. Corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    La presente no es una contienda que deba resolver la Corte, toda vez que, tratándose de un conflicto entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, su decisión incumbe a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Asociación Mutual de Ayuda entre asociados y adherentes del Sportivo Atletic Club c/ BNA y otro s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31693/2015/CS1, 03 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Prioridad para realizar subasta de bienes: diferentes procesos ejecutivos. Subsistencia de recurso de apelación concedido. Corresponde a la alzada del magistrado local.


    En la presente causa no existe conflicto de competencia que deba dirimir el Tribunal, pues subsiste un recurso de apelación concedido, que deberá ser resuelto por la alzada del magistrado local. En este sentido, la Corte ha establecido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Servi, Aldo c/ El Campo S.R.L. s/ Preparación de vía ejecutiva


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 256/2016/CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Salud mental: internación de una menor de edad. Contexto de violencia familiar. Posible denegación de justicia. Necesidad de designación de letrado especializado. Principio de inmediatez: eficaz tutela de derechos fundamentales. Juez del lugar donde se encuentra la menor.


    Dado el particular curso impreso a las actuaciones, ha venido a quedar huérfano de todo marco jurídico un punto extremadamente delicado como es el esclarecimiento de la situación de la menor, y la consecuente prestación de la tutela jurisdiccional que verosímilmente podría estar exigiendo dicha situación. A los efectos de atender primordialmente al interés de la niña en el contexto familiar en el que se encuentra y con el objeto de que sea escuchada con todas las garantías, corresponde, en el marco de lo dispuesto por los artículos 25, 35 y 36 del Código Civil y Comercial de la Nación, se proceda a designarle un letrado especializado en la materia para que la patrocine. Es menester determinar sin dilaciones cuál es el foro que debe intervenir en estos autos, atendiendo a la delicada materia objeto de la causa. En esa tarea, cabe apuntar que el problema planteado posee, prima facie, aspectos vinculados con la salud mental, la restitución de derechos de la persona menor de edad y la violencia. Todas esas perspectivas de abordaje refieren a un único punto de conexión, cual es el lugar en el que se encuentra la adolescente afectada, resultando particularmente necesario, conforme a las características del caso, priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de sus derechos fundamentales.


    V., F. E. s/ Control de internación Ley 26.657


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4814/2015/CS1, 02 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Solicitud de declaración de incapacidad. Principio de tutela judicial efectiva. Domicilio del incapaz.


    Es preciso tener en cuenta que el Código Civil y Comercial de la Nación impone al juez la obligación de producir, previo a dictar sentencia, un dictamen interdisciplinario; así como de escuchar personalmente al afectado, con la presencia del Ministerio Público y de un letrado que le preste asistencia (arts. 31, inc. "c", y 35). Como puede colegirse, dado el tenor de esa encomienda, la cercanía física contribuye a la concreción de las finalidades normativas. Al propio tiempo, incide en la concentración y demás aspectos prácticos característicos de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. En efecto, la labor atribuida a los jueces por el Código Civil y Comercial va más allá de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados vendrá a verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados.


    R.M. E. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 5837/2013/CS1, 29 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Alegada conexidad de causas por reclamo de daños y perjuicios en trámite. Improcedencia del desplazamiento de fueros. Corresponde a la justicia provincial.


    La acumulación de los procesos es un instituto que se basa en la necesidad de evitar el riesgo del dictado de sentencias contradictorias en causas conexas, y constituye el medio que permite asegurar la unidad de la resolución a los fines de un correcto servicio de justicia. En tales condiciones, la utilidad de la radicación de las causas por conexidad cesa cuando se ha dictado sentencia en una de ellas, por lo que la asignación es inadmisible cuando media noticia de que ello ha ocurrido, aun cuando se ignore si la dictada se halla firme. Por ello, y atendiendo a las particularidades del caso, se considera improcedente el desplazamiento del fuero, toda vez que de las constancias de autos emerge que en el expediente radicado ante la justicia nacional se han dictado sentencias de primera y segunda instancia.


    Luna, María Cristina y otro c/ Mela Tini, Rubén y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5002/2015/CS1, 09 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Cobro de ingresos brutos anteriores y posteriores a la apertura de concurso preventivo. Incorrecta traba: razones de economía y celeridad procesal. Improcedencia del fuero de atracción del proceso concursal. Juzgado de juicios ejecutivos n° 1 de la ciudad Neuquén.


    No resulta aplicable el fuero de atracción dispuesto por el artículo 21 de la Ley 24.522, texto según Ley 26.086, toda vez que éste opera respecto de las obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso.


    Provincia del Neuquén c/ Vital Soja S.A. s/ Otros


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 20512465/2014/CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Determinación de capacidad. Juez del domicilio del interesado. Art. 36 del Código Civil y Comercial. Evaluación y seguimiento: tutela judicial efectiva.


    El artículo 36 del nuevo Código Civil y Comercial establece que la solicitud de declaración de incapacidad o restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación. Esa pauta legal debe leerse a la luz de sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento (arts. 1 y 2, C.C. y c.). En tal contexto interpretativo y aun cuando el proceso se inició en 2003, adquiere singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que esa Corte ha elaborado sobre la base de dicha directiva constitucional. El Código actual asigna al juez la obligación de revisar la sentencia respectiva, tarea ésta que ha de llevarse a cabo con asiduidad y sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y con la audiencia personal del interesado (art. 40). Asimismo, la entrevista -según ese ordenamiento- debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que le preste asistencia al afectado (art. 35). La labor atribuida a los jueces por el Código Civil y Comercial va más allá de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento que, en este caso no podría desplegarse adecuadamente desde una sede judicial que no sea la del lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados vendrá a verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados.


    P., G. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 108761/2003/CS1, 11 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba de la contienda. Razones de celeridad y economía procesal. Remisión al precedente de Fallos: 328:293. Justicia nacional, que intervino.


    Ante todo, corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. De tal exposición surge que se pretende que Trenes de Buenos Aires S.A. (TBA), el Estado Nacional y la Unidad de Gestión Operativa Mitre Sarmiento S.A. (UGOMS) reparen los daños y perjuicios que, según afirma, sufrió como consecuencia de haber recibido el impacto de una piedra arrojada desde afuera del tren de la línea Mitre (ramal Retiro) en el que viajaba, lo que le provocó varias lesiones. En tales condiciones, el caso guarda sustancial analogía con el precedente en el cual la Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extra contractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Heslop, Nicolás Patricio c/ Trenes de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 12090/2013/CS1, 29 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Inoponibilidad de personería jurídica. Restablecimiento de la tenencia accionaria de la causante. Improcedencia del fuero de atracción del sucesorio. Corresponde a la justicia nacional comercial.


    El fuero de atracción del sucesorio procede cuando la sucesión es demandada y respecto de las acciones personales que se inicien contra el causante con anterioridad a su deceso, cuestión que no se verifica en autos pues la acción no está dirigida contra la de cujus sino contra la sociedad demandada y su accionista controlante, con el objeto de que se declare la inoponibilidad de la personería jurídica de la primera. La admisión del fórum conexitatis estatuido en el artículo 6 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas entre sí, y su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia contenidas en dicho código que importan admitir el desplazamiento de un juicio a favor de otro juez, lo que obedece a la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas a una misma relación jurídica.


    Rousseau Portalis, Miguel Juan Mauricio c/ Paz del Damasio S.A. y otro s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 31863/2014/CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Limitaciones de la capacidad: padecimiento mental. Ley 26.994. Principio de inmediatez. Aplicación mecánica. Bienestar del afectado. Justicia nacional.


    La adecuación a las directivas constitucionales y al diseño previsto por el nuevo Código Civil y Comercial, descarta la aplicación mecánica del principio de inmediatez, y requiere contemplar las características de cada caso en concreto. Implica, sobre todo, evaluar si una variación de tribunal aparejará o no dificultades relevantes en el futuro desempeño de los roles de apoyo y, por ende, en el bienestar del afectado. En el sub lite es dable inferir que la solución propuesta ha de contribuir a facilitar la existencia del familiar que presta sus cuidados a esta persona con padecimiento mental, tal como lo encarecen los organismos internacionales de derechos humanos. En ese marco, ponderando que no se ha evidenciado una alteración en las condiciones imperantes con suficiente entidad como para justificar el desplazamiento de la competencia del foro de origen, el Juzgado Nacional, debe seguir conociendo en el proceso. Por último, no obstante la cuestión concreta objeto de la vista conferida, el Ministerio Público Fiscal no puede dejar de advertir la ausencia de contacto personal del tribunal, así como que su situación careció de control jurisdiccional durante períodos considerables. Asimismo, desde el año 1994, no se rinden cuentas respecto de los fondos percibidos en concepto de pensión. Tampoco se ha indagado sobre la eventual existencia de derechos sucesorios, a partir del fallecimiento de los padres. En tales condiciones, cabe aconsejar que las deficiencias señaladas sean despejadas con urgencia por el tribunal que, además, deberá ajustarse de inmediato a lo dispuesto por el artículo 40 del Código Civil y Comercial; sin perjuicio de adecuar el procedimiento a las demás directivas contenidas en dicho cuerpo y en la Ley 26.657, en tanto resultaren pertinentes.


    M., M. R. s/ Art. 152 Ter. Código Civil


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 33389/1982/CA1-CS1, 13 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Reclamo por reajuste del haber jubilatorio. Remisión al fallo de la causa Comp. 766, L. XLIX, "Pedraza, Héctor Hugo c/ ANSES s/ Amparo". Corresponde a la Cámara Federal de Apelaciones de General Roca.


    Garza, Beatriz Amalia y otros c/ ANSES s/ Incidente


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 24964/2014/CS1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Reclamo previsional del personal de la Prefectura Naval Argentina. Conflicto entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, y un juez de otro fuero. Corresponde a la cámara contencioso administrativo federal.


    No es facultad de los magistrados declarar la competencia de un tercer juez que no intervino en el conflicto, pues esa es una potestad excepcional de que goza la Corte como órgano supremo de la magistratura. Los conflictos de competencia entre jueces federales de primera instancia deben ser resueltos por la cámara de la cual depende el juez que previno, sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal con asiento en una provincia. Sin embargo, al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo previsto por el artículo 20, segundo párrafo, de la Ley 26.854, según el cual, todo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal.


    Escalante, Cipriana y otros c/ Ministerio de Justicia s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 15194/2012/CS1, 03 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Recurso de apelación pendiente de resolución: necesidad del Tribunal correspondiente de resolver el mismo.


    Se encuentra pendiente el dictamen de la Fiscalía General sobre la apelación concedida del fiscal actuante ante los juzgados de primera instancia y su resolución por la alzada, por lo que no procede la remisión del expediente a la justicia provincial, hasta tanto no medie un pronunciamiento definitivo -firme- dictado por el tribunal respectivo.


    Ciexai Eventuales S.A. s/ Concurso preventivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 27367/2015/CS1, 24 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Recurso de apelación pendiente de resolución: necesidad del Tribunal de alzada correspondiente de resolver el mismo.


    No existe conflicto de competencia que deba dirimir el Tribunal, pues subsiste un recurso de apelación concedido, que debe ser resuelto por la alzada del magistrado local. La Suprema Corte ha establecido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Proconsumer c/ Dilfer S.A. (Consumax) y otro s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 15800/2014/CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Accidente de tránsito. Remisión al precedente de Fallos: 328:293. Justicia nacional.


    La Corte enfatizó que las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, referidas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que se deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    C., J. C. c/ Argentren S.A. y otros s/ Lesión y/o muerte pasajeros trans ferroviarios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 86369/2014/CS1, 09 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Acción declarativa de certeza y de inconstitucionalidad contra Municipalidad. Disposiciones de carácter federal en materia de seguridad bancaria: exigencia de contar con instalaciones sanitarias. Poder de policía bancario o financiero. Justicia federal.


    Más allá de que la actora dirija su pretensión declarativa de certeza y de inconstitucionalidad contra normas locales, se advierte que lo medular de la cuestión planteada exige -esencial e ineludiblemente- determinar, en forma previa, si el ejercicio de las facultades municipales en materia de edificación y salubridad pública, en los términos que disponen las normas cuestionadas en autos, invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en materia de regulación de la actividad bancaria, cuyo control y reglamentación ha sido puesto en cabeza del BCRA, especialmente en lo que se refiere a las medidas de seguridad que deben adoptar las entidades financieras (leyes 19.130 y 26.637 y sus normas reglamentarias). Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2°, inc. 1°), de la Ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de diversas disposiciones de la Ley Fundamental, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.


    Asociación de Bancos Privados de Capitales Argentinos y otro c/ Municipalidad de Córdoba s/ Acción meramente declarativa de derecho


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 34856/2014/1/RH1, 27 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Demanda por daños y perjuicios. Accidente de trabajo. Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, ''Faguada, Carlos Humberto”. Justicia Nacional.


    Díaz, Fabián Ramón c/ QBE Argentina ART S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 1104/2015/CS1, 01 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Demanda por daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Remisión al precedente de Fallos 328:293. Justicia nacional, que previno.


    Conforme surge de los hechos de la demanda, a los que se tiene que atender a fin de resolver las cuestiones de competencia, la actora, demanda a la empresa, al Estado Nacional y a la Comisión Nacional del Transporte por los daños y perjuicios que dice haber sufrido como consecuencia del accidente fatal que padeció su esposo y padre al caer de la formación de la Línea Belgrano Norte en la que viajaba como pasajero, en las inmediaciones de la estación Padilla. Sustenta la responsabilidad que imputa a la demandada en la violación del deber de seguridad comprendido en el contrato de transporte y lo dispuesto por los artículos 184 del Código de Comercio y 512, 1068 Y 1078 del Código Civil-hoy derogado-, entre otras normas. La Corte expuso que las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales referidas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que se deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Muñoz Mejía Eulogia c/ Línea Belgrano Norte y Otros s/ Lesión y/o Muerte Pasajeros Trans Ferroviario


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 44980/2015/CS1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Demanda por haber previsional. Incorrecta traba del conflicto. Cuestiones de economía procesal. Justicia federal.


    Si el Tribunal entiende que razones de economía y celeridad procesal aconsejan dejar de lado ese reparo y expedirse sobre el conflicto, resulta aplicable el artículo 40 del Código procesal, que dispone que no proceda la declinatoria de oficio, en los asuntos exclusivamente patrimoniales, en virtud del territorio. Ello es así, toda vez que los accionantes peticionan que su haber se aumente con la inclusión de las asignaciones reconocidas al personal en actividad por distintos preceptos, al tiempo que persiguen la liquidación y el pago de las diferencias retroactivas que se deriven de esa incorporación. En ese plano, la declinatoria resuelta de oficio por el magistrado federal local, confirmada por la cámara de la misma jurisdicción territorial, deviene improcedente.


    Sauma, Elías Rafael y otros c/ Servicio Penitenciario Federal s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 5562/2014/CS1, 12 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Determinación de la capacidad. Principio de inmediatez: criterio no absoluto. Inconveniencia del desplazamiento de la competencia. Estándares constitucionales y de la Ley 26.657. Evaluación de situación de internación. Deficiencias en el proceso. Necesidad de ajustar la actuación judicial a la normativa vigente.


    La adecuación a las directivas constitucionales y al diseño previsto por el nuevo Código Civil y Comercial, descarta la aplicación mecánica del principio de inmediatez, y requiere contemplar las características de cada caso en concreto. Implica, sobre todo, evaluar si el cambio de tribunal aparejará o no dificultades relevantes en el futuro desempeño de los roles de apoyo y, por ende, en el bienestar del afectado. En el caso, el seguimiento de la problemática estuvo en todo momento a cargo de la justicia nacional, -ya que en el año 2007 tramitó allí el expte anterior que luego motivó la presente causa- . El grupo familiar -que parece contar con escasos recursos-, reside en esta Ciudad. Además, el patrimonio del causante se asienta también en Buenos Aires, lugar donde necesariamente deben llevarse a cabo las múltiples y arduas diligencias relativas a la administración y eventual disposición de los bienes de su titularidad. En ese marco, transferir el manejo de todos los puntos pendientes generará un desgaste adicional en perjuicio del causante.


    P., G. H. A. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 8590/2016/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Incorrecta traba de contienda. Razones de economía y celeridad procesal. Cobro de honorarios profesionales. Relación contractual entre abogado y su cliente. Justicia nacional.


    Ante todo, incumbe recordar que la cuestión relativa a la relación contractual entre un abogado y su cliente, en la que cabe incluir el cumplimiento de un convenio de honorarios, es materia propia de la justicia nacional en lo civil, salvo que se presentasen notas de conexidad y accesoriedad con la causa principal -cf. Art. 43, inciso c, del decreto Ley 1285/58 y 6, inc. 1, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-. Esta doctrina resulta de aplicación al sub-lite, pues la acción promovida tiene por objeto el cobro de una suma de dinero que resulta de un convenio de locación de servicios celebrado con la demandada, cuyo alcance e interpretación se encuentra en debate, por las gestiones judiciales y extrajudiciales vinculadas con la protección de los intereses de la accionada y de su participación en la firma. En dicho pacto se determinó que la retribución sería el 10% de las sumas o bienes que el cliente percibiese de la venta de su tenencia accionaria en la sociedad mencionada, si esa fuera la solución al conflicto, o, en su defecto, una justa contraprestación por la labor desarrollada acordada por las partes. No se sujetaba la procedencia del pago acordado al resultado de los pleitos en particular. De allí que la cuestión a dilucidar en la presente causa no presenta el riesgo de que se dicten pronunciamientos contradictorios. En consecuencia, no presentándose las notas de conexidad y accesoriedad que determinarían la competencia del juez ante quien tramitan los juicios indicados en el escrito de demanda conforme dispone el artículo 6, inciso 1, del código de procedimientos, la materia de esta acción resulta propia de la justicia nacional en lo civil. Por lo demás, es dable apuntar que la competencia de los tribunales en razón de la materia es improrrogable y no puede ser alterada por la voluntad de los litigantes (art. 1, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).


    Estudio Nissen & Asociados c/ Kahl, Amalia Lucía s/ Cobro de honorarios profesionales


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6894/2013/CS1, 10 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal. Divorcio. Liquidación y ejecución de la sociedad conyugal. Daños y perjuicios. Conexidad. Precedente de Fallos: 329:1024. Justicia civil.


    En el sub lite cabe aplicar extensivamente el temperamento del precedente donde, una vez terminado el juicio supuestamente conexo, desaparece la necesidad de conjurar el riesgo de sentencias contradictorias que justifica la acumulación. Es que, conforme a las características de esta causa de naturaleza patrimonial y allende la pertinencia de las consideraciones efectuadas por los tribunales en conflicto, lo cierto es que al haber concluido el trámite radicado en sede comercial, la reasignación determinada por la sala civil carece de sentido práctico. A partir de ello, no se vislumbra la posibilidad de ocurrencia de situaciones jurídicas contradictorias ya que, de resultar necesario, el juez civil podrá acceder a los antecedentes del litigio comercial finalizado. Si bien se controvierte a propósito de un incidente suscitado en el plano de la ejecución de un acuerdo de adjudicación de bienes y disolución de la sociedad conyugal, homologado en el juicio de divorcio (art. 6°, incs. 1 ° Y 2°, del CPCCN), lo concreto es que, mediante él, se demandan daños y perjuicios contra la ex esposa por el defectuoso cumplimiento del acuerdo en punto a una locación de servicios celebrada con un tercero, que se pretende introducir al proceso con sustento en el artículo 94 del Código Procesal (art. 43 bis, inc "c", dec.-ley 1285/58, texto según Ley 23.637). Asiste razón a la alzada cuando manifiesta que el supuesto corresponde a la justicia civil patrimonial, toda vez que deberán examinarse tanto el acuerdo de disolución de la sociedad conyugal como lo relacionado con el convenio de locación de servicios concertado con el tercero, para comprobar el perjuicio que el actor aduce haber sufrido, y dado que efectivamente la locadora, en autos, no es una sociedad anónima ni un comerciante matriculado (art. 43 bis, inc. "e", cit.).


    Q. M., M. H. c/ V. G., A. J. s/ Divorcio Art. 215 Código Civil


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 61930/2002/CA1-CS1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contra Poder Ejecutivo Nacional. Fondo Especial del Tabaco: Percepción del porcentaje respectivo. Ley 26.854, Art. 20, segundo párrafo, primera parte. Justicia federal.


    El Art. 24, inc. 7°, del decreto Ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban, como en el caso, entre jueces nacionales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término. De acuerdo con esa regla, la contienda debería ser dirimida por la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social que, en efecto, intervino. Sin embargo, al formar parte del conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el Art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la Ley 26.854, según el cual "todo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal". En tales condiciones, el órgano legalmente facultado para dirimir la contienda de competencia planteada en la causa es la cámara a la que se refiere la norma citada en el párrafo anterior.


    O.S. Pers. Rural y Estibadores de la R.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Inconstitucionalidades varias


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 4481/2012/CS1, 29 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia por daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Supuestas negligencia e impericia de funcionarios y miembros de reparticiones públicas. Concepto de "causa civil": precedente “B.2303, XL, "Barreto, Alberto Damián y otra”. Litisconsorcio pasivo. Inadmisibilidad de acumulación subjetiva de pretensiones. Justicia provincial.


    Se ha excluido del concepto de “causa civil” a los supuestos de presunta "falta de servicio" por entender que se trata de una materia propia del derecho público provincial y que su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, forzoso es colegir que tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordante s de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. En consecuencia, el pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esas controversias sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el Art. 14 de la Ley 48. Despejado lo anterior, corresponde estudiar si se verifica en este expediente el litisconsorcio pasivo necesario del cual hace mérito el juez de grado para fundar su decisión. La acumulación subjetiva de pretensiones que intentan los actores contra las dos provincias demandadas resulta inadmisible, pues la relación jurídica que se plantea en la demanda no es común e indivisible sino que, por el contrario, el resarcimiento que se pretende contra cada uno los estados locales admite un tratamiento procesal independiente. Por ello el reclamo de los demandantes contra la Provincia de Buenos Aires deberá continuar su trámite ante la justicia provincial local. Por su parte, el reclamo contra la Provincia de Misiones deberá ser formulado ante los tribunales de esa provincia que resulten competentes, puesto que en este pleito se debates cuestiones regidas por el derecho público local.


    Falcón, Silvio Eduardo y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4979/2015, 14 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    División de condominio: Acción de una empresa condómina contra herederos en sucesión ab-intestato. Contienda positiva de competencia. Inaplicabilidad del Art. 2336 del Código Civil. Competencia de la justicia del lugar de radicación del inmueble.


    La presente causa no encuadra en lo previsto por el artículo 2336, del Código Civil y Comercial de la Nación (ley 26.994) que entró en vigencia el 1° de agosto del año en curso, en tanto prevé que el juez del sucesorio conocerá en las operaciones de partición, de la garantía de los lotes entre los copartícipes y de la reforma y nulidad de la partición, pues en autos no se trata de una acción personal de un heredero sobre los bienes hereditarios, sino de una acción interpuesta por el condómino, contra los herederos del causante. No es ocioso recordar que el Máximo Tribunal ha señalado que, conforme disponía el derogado artículo 3284, inciso 1°, del Código Civil, el juicio sucesorio atrae las demandas concernientes a los bienes hereditarios hasta la partición inclusive, cuando son interpuestas por alguno de los sucesores universales contra sus coherederos y también las de división del condominio, cuando provienen del estado de indivisión de la herencia.


    Fracciones Lago Gutiérrez c/ Herrera, María y otros s/ División de condominio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4483/2015/CS1, 24 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Ejecución de aportes y contribuciones por obra social. Demanda contra sociedad integrada por el causante. Improcedencia del fuero de atracción del juicio sucesorio.


    Ha reiterado el Tribunal que el fuero de atracción del sucesorio procede cuando la sucesión es demandada y respecto de las acciones personales que se inicien contra el causante con anterioridad a su deceso. Ello no se verifica en autos pues la ejecución se dirige contra una persona jurídica, la que si bien habría estado integrada por el de cujus del sucesorio aludido, lo cierto es que el reclamo no se deduce personalmente contra él, sino, contra la sociedad comercial.


    O.S.E.C.A.C. c/ Rubén J. Ferrer E H. S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4407/2015/CS1, 18 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Deuda en concepto de patentes sobre vehículos anteriores y posteriores al fallecimiento del causante. Fuero de atracción. Cuestión de competencia. Competencia de la Justicia Nacional en lo Civil. Remisión a los dictámenes de Comp. 818, L XLIV, "G.C.B.A. c/ Onofrio, Jorge Carlos s/ ejecución fiscal", y Comp. 741, L. XLVI, "G.C.B.A. c/ Alejandro, Jorge s/ ejecución Fiscal.


    En orden a los períodos anteriores al deceso, debe intervenir el Juzgado Nacional en lo Civil n° 79, de conformidad con lo resuelto en el precedente "Vilchi de March”; y toda vez que, según lo consignado ut-supra, no ha cesado la indivisión hereditaria con la partición inscripta. Por el contrario, los períodos posteriores al fallecimiento del causante, deberán continuar con su trámite por ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario n° 15 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Aguilar, Bartolomé s/ Ejecución Fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4359/2015/CS1, 22 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Juicio de insania. Contienda de competencia. Código Civil y Comercial: Art. 36. Competencia del juez del lugar del domicilio o lugar de internación de la persona.


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial establece que la solicitud de declaración de incapacidad o restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento (arts. 1 y 2 CC Y C).


    B., R. O. s/ Insania y curatela


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4722/2015/CS1, 11 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Proceso por cumplimiento del plan remediador de la cuenca Matanza-Riachuelo. Contienda negativa de competencia. Interdicto de recobrar. Exceso en el cumplimiento de providencia que ordena desalojar una parcela. Competencia del juez federal que dictó la providencia. Acción de daños y perjuicios: competencia de la justicia local.


    Corresponde que el problema planteado sea resuelto por el juez que dispuso el desalojo. Es que el desapoderamiento de la fracción se presenta como una secuela inmediatamente vinculada con dicha diligencia, sea que el inmueble integre el área a liberar o que la orden dictada se haya implementado con exceso por parte de los agentes comunales. El pedido de restitución debe ventilarse en sede federal, pues los alcances de la providencia que dio origen a la situación, deben ser establecidos por el tribunal a cargo de la ejecución; pues tal decisión implica determinar cuál es el interés que revisten esas tierras en el contexto ambiental de la cuenca, juicio éste reservado al juez del proceso de ejecución del plan remediador. En lo que concierne al reclamo de daños y perjuicios, conforme al criterio adoptado por esa Corte en la causa Mendoza, la cuestión excede la competencia del tribunal federal; máxime valorando que los mismos interesados solicitaron expresamente que este reclamo puntual tenga trámite autónomo.


    Pons, Pedro Alejandro y otros c/ Municipalidad de Lomas de Zamora s/ Interdicto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4405/2015/CS1, 16 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en CIV 45881/2015/CS1 "Municipalidad de Picún Leufú c/ Lehmann, Kevin s/ ejecución". Corresponde a la justicia nacional en lo civil.


    Municipalidad de Picún Leufú c/ E.G.R. S.A. s/ Ejecución


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 55473/2015/CS1, 11 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en CIV 76075/2015/CS1 "Municipalidad de Picún Leufú c/ Adradas, Alejandro Javier s / ejecución". Corresponde a la justicia nacional en lo civil.


    Municipalidad de Picún Leufú c/ Migotti, Claudia Sandra s/ Ejecución


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 16271/2016/CS1, 11 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64142/2013/1/RH1 "Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. s/ Accidente – Acción civil".


    Maidana, Nicolás Federico c/ La Caja ART S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 70964/2014/1/RH1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Derecho procesal. Cuestiones de competencia. Competencia federal.


    Incorrecta traba de la contienda. Ley 25.156 de Defensa de la Competencia.


    La correcta traba de una contienda de competencia exige la recíproca atribución de aptitud jurisdiccional entre dos o más tribunales intervinientes, extremo que no se verifica en el caso en el que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal ha resuelto elevar estas actuaciones a la Corte, sin mediar intervención alguna de otro tribunal. En tales circunstancias, no corresponde que la Corte intervenga toda vez que, con arreglo al Art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58, no existe conflicto de competencia que le incumba resolver, por lo que debería ordenarse la devolución de la causa, a sus efectos.


    Fresenius Kabi S.A. y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía s/ Apel. resol. Comisión nac. defensa de la compet.


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 244/2016/CA1-CS1, 04 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia.


    Competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Contienda ya resuelta por la Alzada.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir esa Corte. Ello es así, toda vez que el conflicto trabado entre el fuero nacional en lo civil y el fuero nacional en lo comercial, quedó resuelto con la decisión de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, que atribuyó la competencia al Juzgado Comercial, a quien habrán de remitirse las actuaciones.


    Díaz, Walter Alberto c/ Alra S.A. y otro s/ Ordinario


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 55257/2016/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Acción de amparo. Cobertura médica. Competencia provincial.


    Remisión a los fallos de las causas FSM 4931/2014/CS1, "Host, Enrique c/ PROFE s/ Prestaciones médicas"; FMP 10027/2015/CS1, "Parasuco, Raquel c/ PROFE - Programa Federal de Salud s/ Amparo contra actos de particulares"; y CSJ 963/2016/CS1, "Tito, Margarita c/ Ministerio de Salud – PROFE s/ Acción de amparo".


    En el precedente citado se observó que si bien el "PROFE" fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, algunas provincias adhirieron al sistema con el objeto de que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas, reciban atención médica. En lo que atañe al ámbito bonaerense, se apuntó que el decreto 880/04 aprobó el convenio entre la Nación y la provincia; y posteriormente, el decreto 1532/10 transfirió -a partir del 01/07/10- la Unidad Ejecutora PROFE, del marco del IOMA a la órbita del Ministerio de Salud provincial, con sus acciones, estructura, cargos y recursos. En ese marco corresponde concluir que el Ministerio de Salud de la Nación no es parte sustancial en el presente pleito.


    Salvatierra, Mario Osvaldo c/ Ministerio de Salud (Programa Incluir Salud) s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1277/2016/CS1, 12 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Aportes y contribuciones previsionales. Juez previniente. Justicia federal.


    De conformidad con el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58, texto según Ley 21.708, los conflictos habidos entre los jueces federales de primera instancia deben ser resueltos por la cámara de la cual dependa el tribunal que previno.


    Obra Social del personal de la publicidad c/ Imagen y servicio S.A. y otro s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 71068/2014/CS1, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Competencia federal. Cámara federal de apelaciones.


    Remisión al fallo de la causa CSS 14646/2002/CS1, “Constantino, Eduardo c/ ANSES s/ Reajustes varios".


    Pravel, Juana y otro c/ ANSES s/ Incidente


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 7322/2014/CA1-CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Daños y perjuicios. Energía eléctrica. Contenido de la demanda. Cuestión de derecho común. Competencia provincial.


    Cuando se configura una relación jurídica entre particulares regulada por normas del derecho público provincial y común, sin que la pretensión esgrimida exija interpretar el sentido y los alcances de disposiciones de carácter federal, corresponde atribuir la competencia a la justicia local en razón de la materia debatida. Ello es así, en virtud del carácter excepcional del fuero federal, que se halla circunscripto a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, cuya interpretación debe ser de carácter restrictivo.


    Trabazzo, Gabriela Cristina c/ Empresa Distribuidora de energía norte S.A.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1754/2016/CS1, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Domicilio del menor.


    Medidas de resguardo.


    En relación a las medidas de resguardo que corresponde adoptar a la Justicia Civil, derivadas de una declaración de inimputabilidad de un menor en sede penal, debe intervenir el Juez correspondiente al domicilio del joven.


    P., F. E. s/ Evaluación Art. 42


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 93468/2015/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Inhibitoria. Recurso de apelación (procesal). Excepción de incompetencia. Cámara de Apelaciones.


    La Corte ha reiterado que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al magistrado al que finalmente le corresponda seguir entendiendo en el proceso. En autos, la cámara omitió expedirse sobre los agravios propuestos por el Fiscal de Estado al apelar la inhibición del fuero nacional, respecto a que la magistrada de grado se desprendió de las actuaciones sin reparar en la excepción de incompetencia deducida por el Estado local, alegando la jurisdicción originaria de la Corte o la del fuero provincial en lo contencioso administrativo.


    L., G. c/ T., E. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 102036/2012/CS1, 14 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Juzgados federales. Daños y perjuicios. Mala praxis. Cámara de Apelaciones. Juez previniente.


    La Corte Suprema no está llamada a decidir la controversia pues, los conflictos habidos entre los jueces federales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de la cual dependa el tribunal que previno.


    C., M. c/ M. AC s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 44175/2016/CS1, 14 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Restricciones a la capacidad. Acceso a la justicia. Domicilio del causante. Competencia provincial.


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial de la Nación establece que la solicitud de declaración de incapacidad o restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de “... sus finalidades, las leyes análogas,... los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento ...”. En tal contexto interpretativo y aun cuando el proceso se inició en 1989, adquiere singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que esa Corte Suprema ha elaborado sobre la base de dicha directiva constitucional. El Código actual asigna al juez la obligación de revisar la sentencia respectiva, tarea ésta que ha de llevarse a cabo sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y con la audiencia personal del interesado. Asimismo, la entrevista, según ese ordenamiento, debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que le preste asistencia al afectado. Dado el tenor de la encomienda, la cercanía física contribuye a la concreción de las finalidades normativas. Al propio tiempo, incide en la concentración y demás aspectos prácticos característicos de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el nuevo código excede de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde vive establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados en ello podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados.


    B., V. M. s/ Inhabilitación (Art. 152 bis Inc. 3ro C.C.)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 32344/1989/CS1, 14 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicio sumarísimo. Cuestiones de competencia. Competencia de la Corte Suprema. Cuestión abstracta. Incompetencia. Justicia nacional en lo comercial.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte, toda vez que el conflicto trabado entre el fuero federal en lo civil y comercial y el fuero nacional en lo comercial, quedó resuelto con la decisión de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, que atribuyó la competencia a la justicia nacional en lo comercial (art. 24, inc. 7, decreto-ley 1285/58), a quien habrán de remitirse las actuaciones.


    Olivera, Ana Cleta c/ HSBC Seguros de Retiro Argentina S.A. s/ Sumarísimo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2676/2016/CS1, 15 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Competencia laboral.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, “Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido”.


    Ruiz, Huidobro Rafael Claudio c/ QBE Argentina ART S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 41226/2015/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Medicina prepaga. Aumento de cuota. Cuestión de derecho común. Competencia provincial.


    La interpretación de obligaciones nacidas de un contrato de medicina prepaga, respecto de las cuales el actor imputa a la parte demandada el cobro ilegítimo del valor de la cuota mensual, se circunscribe al estudio de aspectos propios del derecho común, sin que se encuentre en controversia la organización del sistema de salud, por lo que no resulta procedente el fuero federal. Al respecto, el artículo 38 de la Ley 23.661 establece esa competencia sólo para aquellas cuestiones que, de un modo u otro, comprometan principios invocados por la Ley referida y en la medida que los conflictos afecten la instrumentación o planificación de las prestaciones médico-asistenciales de la Ley de obras sociales y de salud.


    Frazzeto, Domingo Alberto s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1463/2016/CS1, 20 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Prórroga de la Competencia.


    Contienda negativa de competencia. Mediación obligatoria. Acuerdo de mediación. Juicio ejecutivo. Pacto de jurisdicción. Acuerdos comerciales. Exportaciones. Competencia comercial.


    Para determinar la competencia se debe atender a la exposición de los hechos realizada en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se alega como sostén del planteo, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Si bien se advierte la referencia al fuero civil inserta en el acta de mediación, las partes alcanzaron un acuerdo total y se sometieron en él a la jurisdicción de los tribunales nacionales ordinarios de la ciudad de Buenos Aires, sin suministrar ninguna otra precisión adicional, y no cabe interpretar que la Ley 26,589 habilita a los contratantes a elegir el tribunal ante el cual habrán de ocurrir, soslayando lo dispuesto en las normas generales en materia de competencia. En tales condiciones, y dado que la reclamación se fundamenta en negocios concertados por dos sociedades comerciales, vinculadas mediante contratos de exportación de mercaderías, corresponde la atribución del expediente al fuero mercantil.


    Impfot S.R.L. c/ Southern Vineyard L.L.C. s/ Ejecución de acuerdo - mediación


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 12239/2015/CS1, 02 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Litisconsorcio


    Contienda negativa de competencia. Cobro de sumas de dinero. Litisconsorcio pasivo. Domicilio del demandado. Competencia provincial. Competencia civil y comercial.


    La Corte tiene dicho que las contiendas de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos. Asimismo, ha referido que el fuero principal en las acciones personales fundadas en derechos creditorios de origen contractual, está constituido por el lugar en que deba cumplirse la obligación, expresa o implícitamente establecido, conforme a los elementos aportados al juicio. En su defecto, a elección del pretensor, será el del domicilio del demandado o el del lugar del contrato, siempre que el accionado se encuentre en él -aunque sea accidentalmente-, al tiempo de la notificación. Por otra parte, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 5, inciso 5°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, es juez competente para conocer en las acciones personales cuando sean varios los demandados y se trate de obligaciones indivisibles o solidarias, el del domicilio de cualquiera de ellos, a elección del actor.


    Icarfo S.A. c/ Martínez, Néstor Ariel y otro/a s/ Cobro sumario sumas de dinero (Exc. Alquileres, etc.)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 591/2016/CS1, 26 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Cobro de sumas de dinero. Litisconsorcio pasivo. Lugar de cumplimiento de la obligación. Domicilio del demandado. Competencia civil y comercial. Competencia provincial.


    El fuero principal en las acciones personales fundadas en derechos creditorios de origen contractual, está constituido por el lugar en que deba cumplirse la obligación, expresa o implícitamente establecido, conforme a los elementos aportados al juicio. En su defecto, a elección del pretensor, será el del domicilio del demandado o el del lugar del contrato, siempre que el accionado se encuentre en él -aunque sea accidentalmente-, al tiempo de la notificación. Por otra parte, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 5, inciso 5°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, es juez competente para conocer en las acciones personales cuando sean varios los demandados y se trate de obligaciones indivisibles o solidarias, el del domicilio de cualquiera de ellos, a elección del actor.


    Icarfo S.A. c/ Saraleguy Jose Luis y otro/a s/ Cobro sumario sumas de dinero (Exc. alquileres, etc.)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 976/2016/CS1, 26 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Principios Procesales


    Gastos de prótesis. Hemiplejia. Derecho a la salud. Medicina prepaga. Expresión de agravios. Certificado de discapacidad. Alcance de la cobertura. Programa Médico Obligatorio. Defensa en juicio. Derecho a ser oído.


    La decisión impugnada manifestó expresamente que la demandada no había presentado el memorial de agravios. No obstante, tras la presentación del memorial, el tribunal ordenó agregarlo al expediente. Por último, en el auto de denegación del recurso extraordinario, el a quo reconoció haber omitido tener en consideración la expresión de agravios presentada por la demandada, a pesar de que alegó que los argumentos allí expuestos no modificaban la decisión sobre el fondo de la controversia. Sin embargo, aquella presentación contenía objeciones a la sentencia de grado que, sin perjuicio de su acierto o error, no recibieron adecuada respuesta por parte del tribunal local. La carga procesal de presentar memorial de agravios de conformidad con el artículo 16 de la Ley local 8.369 es facultativa para las partes. Sin embargo, a diferencia de lo que sostuvo el tribunal apelado en el auto de denegación del recurso extraordinario, de ningún modo puede deducirse de ello que sea facultativo para los jueces examinar los agravios planteados por las partes al hacer uso de aquella facultad. En ese contexto, la omisión del tribunal de tomar en consideración los agravios expresados por la demandada constituye una flagrante violación a su derecho de defensa y, en particular, a su derecho de ser oída.


    P., M. L. c/ OMINT S.A. y otro s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4382/2015/RH1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recursos


    Parte Especial. Recurso Extraordinario Federal.


    Recurso extraordinario federal. Competencia nacional. Competencia civil.


    Remisión al dictamen de la causa CIV 45881/2015/CS1, "Municipalidad de Picún Leufú c/ Lehmann, Kevin s/ Ejecución".


    Municipalidad de Picún Leufú c/ La Libertad S.R.L. s/ Ejecución de multas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1455/2016/CS1, 13 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Reposición o Revocatoria.


    Fideicomiso inmobiliario. Demanda de escrituración. Adquisición de la posesión. Daños y perjuicios. Administrador fiduciario. Calidad de parte. Denegatoria del recurso. Recurso de reposición (procesal). Apelación en subsidio. Cuestiones procesales. Exceso ritual manifiesto.


    Asiste razón al recurrente, ya que el tribunal para declarar mal concedido el recurso, consideró que aquél debió interponer una queja en los términos del artículo 282 del código de procedimientos contra la decisión que señaló que al no resultar parte, nada cabía resolver sobre la apelación deducida contra la sentencia de fondo, cuando el magistrado de grado en esa sentencia se limitó a señalar que no era parte en el proceso, lo cual motivó la revocatoria y apelación en subsidio. Además, correspondía ponderar que el juez de grado había concedido el recurso de apelación contra la sentencia de fondo y que el pronunciamiento en estudio impedía en forma definitiva e insuperable el acceso a esa instancia judicial. Sin embargo, la alzada resolvió tener por presentado y por parte al anterior administrador fiduciario, como fiduciario del fideicomiso.


    Pantaleón, Hugo Máximo c/ Sanchiño Molina, Juan Julián y otro s/ Cumplimiento de contrato


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 73989/2010/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Sistemas Procesales


    Sistema de Economía Procesal.


    Contienda negativa de competencia. Accidente ferroviario. Daños y perjuicios. Economía procesal. Competencia nacional.


    Accidente en estación de ferrocarril. Escaleras en mal estado. Incorrecta traba de la contienda. Precedente de Fallos: 328:293.


    A los fines de cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. El caso guarda sustancial analogía con el precedente de Fallos: 328:293, en el cual la Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, y entidades autárquicas sean aunque la Nación o sus empresas parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Gómez, Gustavo Enrique c/ U.G.O.F.E. S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 33953/2012/CS1, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Economía procesal. Competencia nacional.


    Incorrecta traba de la contienda. Precedente de Fallos: 328:293.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. El caso guarda sustancial analogía con el precedente de Fallos: 328:293, en el cual la Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Espinoza, Sergio Daniel c/ TBA S.A. (Trenes de Buenos Aires Sociedad Anónima) y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 88327/2012/CS1, 16 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Liquidación. Suplementos del haber jubilatorio. Economía procesal.


    Incorrecta traba de la contienda. Improcedencia de la declinatoria de oficio en virtud del territorio en asuntos exclusivamente patrimoniales.


    La correcta traba de la contienda requiere la atribución recíproca de competencia y el conocimiento por parte del tribunal que la promovió de las razones que informan lo decidido por el otro órgano interviniente, para que declare si mantiene su posición. Ello no ha acaecido en el supuesto. A ello se agrega que la potestad de declarar la competencia de un magistrado que no intervino en el conflicto es una atribución excepcional de esa Corte. Si el Tribunal opina que razones de economía y celeridad procesal aconsejan dejar de lado esos reparos y expedirse sobre el asunto, se juzga aplicable el artículo 4 del Código ritual, que dispone que no procederá la declinatoria de oficio, en los asuntos exclusivamente patrimoniales, en virtud del territorio.


    Franco Felipe y otros c/ Estado Nacional- Ministerio de Justicia s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 85263/2011/CS1, 12 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acción de reintegro. Obras sociales. Seguro de salud. Accidentes de trabajo. Economía procesal. Competencia civil.


    Incorrecta traba de la contienda.


    Si la cámara de apelaciones confirmó la decisión del tribunal de grado que declinó la competencia, rechazada la atribución, es esa cámara y no el magistrado quien debe mantener el criterio para que la contienda quede correctamente planteada. Si bien ello, en rigor, no ha ocurrido aquí, razones de economía y de celeridad procesal aconsejan preterir ese reparo y expedirse sobre el asunto. Para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho alegado. También se toma imprescindible indagar en la naturaleza y el origen de la pretensión y en la relación de derecho existente entre las partes. Desde esa perspectiva, el conflicto que se suscita no encuadra en la competencia laboral, ya que los sujetos de la solicitud de regreso no se encuentran vinculados por una relación de trabajo. En efecto, la obra social actora -en su condición de agente del seguro de salud- solicita el reintegro de los gastos médicos desembolsados como consecuencia del accidente de tránsito sufrido por uno de sus afiliados. En ese contexto, asiste razón a los Sres. fiscales en orden a que la cuestión atañe al fuero civil, ya que, al no mediar un conflicto entre un empleado y su empleador, el planteo resulta ajeno al artículo 20 de la Ley 18.345. Es que, como se resaltó, la controversia laboral discurre en la jurisdicción respectiva y aquí se debate a propósito de la responsabilidad extracontractual de la ART accionada.


    Obra social de los Empleados de Comercio y Actividades Civiles c/ Swiss Medical ART S.A. s/ Interrumpe prescripción


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 14334/2014/CS1, 28 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Deducciones salariales. Obras sociales. Reintegro de aportes y contribuciones. Economía procesal. Competencia previsional.


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al fallo de la causa CAF 30976/20121CS1, “Chorvat, José Víctor y otros c/ E.N. Ministerio de Seguridad - PFA s/ personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”.


    La contienda no ha sido debidamente trabada pues si la cámara confirmó la decisión del juez de grado que declinó intervenir, rechazada la atribución, es esa alzada y no el inferior quien debe insistir en el planteo del conflicto. No obstante ese óbice, por razones de celeridad y economía procesal y de mejor administración de justicia tornan aconsejable que esa Corte ejercite la facultad que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/1958 y se expida sin más dilaciones sobre la cuestión. La causa guarda sustancial analogía con la resuelta por esa Corte en los autos CAF 30976/20121CS1, “Chorvat, José Víctor y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Seguridad - PFA s/ personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”, a cuyos términos y consideraciones corresponde remitir, en todo lo pertinente, por razón de brevedad. Se manifestó allí que una inteligencia razonablemente extensiva del artículo 2 de la Ley 24.655, dada la específica versación que por la materia posee el fuero de la seguridad social, define su aptitud para resolver este reclamo sobre cese de una retención -presuntamente indebida- en concepto de aportes por obra social.


    Agüero, Carlos y otros s/ Ministerio de Seguridad s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 1576/2015/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Restitución internacional de menores. Economía procesal.


    Incorrecta traba de la contienda.


    El tribunal que promovió la contienda no ha tenido oportunidad de decidir si mantiene o no la postura, por lo que el conflicto, en rigor, no se halla debidamente trabado. No obstante, la Corte está habilitada para establecer, sin más trámite, cuál es el tribunal competente. Es que en materia de restitución internacional, la celeridad constituye un mandato central que compromete la responsabilidad del Estado argentino, en los términos de cualesquiera de los dos instrumentos legales invocados por el peticionario. Desde esta perspectiva insoslayable, y dado que el arbitrio propuesto no menoscaba la garantía del debido proceso, razones de economía y celeridad procesal y de mejor administración de justicia, aconsejan que ese Tribunal ejercite la atribución del artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58, y se expida sin más sobre la radicación de ambos procesos. Es que en este delicado terreno, el abordaje de la problemática del niño no puede escindirse, sino que debe ser un único magistrado quien concentre la dirección de los autos y valore la situación en su plenitud; con lo cual, algunos de los criterios formales sobre los que se organiza el sistema deben ceder, ante la necesidad de lograr una solución coherente. En ese orden, cabe señalar que ambos progenitores coinciden en sujetarse a la jurisdicción nacional, en función de un hecho que no está en discusión; esto es, que madre e hija residen en esta Ciudad Autónoma de Buenos Aires. También cabe anotar que, en este estadio, no es posible acudir al concepto "centro de vida", puesto que ese factor representa uno de los elementos esenciales del proceso restitutorio, cuya oportuna determinación está reservada a los magistrados de la causa. En ese contexto, las características que rodean a la cuestión -tal como se patentizan en esta etapa y sin que ello implique un anticipo sobre la suerte que deben correr las distintas pretensiones-, imponen como prioridad el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de los derechos fundamentales de la persona menor de edad. El enfoque aquí propuesto, deviene coherente con la directiva del artículo 706 del CCyCN que, entre los principios generales que deben gobernar los procesos de familia, consagra expresamente el respeto por el mejor interés del niño, la tutela judicial efectiva y la inmediación. Se agrega que la respuesta judicial no puede quedar al margen de un dato no controvertido y de singular relevancia en la solución del diferendo; esto es, que ninguno de los interesados se domicilia actualmente en el ámbito del Departamento Judicial de Lomas de Zamora. Esa circunstancia pone de manifiesto que la intervención de la sede local carece de sentido; máxime, cuando la causa allí iniciada no superó la etapa preliminar, de forma tal que no existe una labor previa con el grupo familiar y su historia, ni unas líneas de acción a ser preservadas.


    B. C., J. G. c/ R. P., C. J. s/ Restitución internacional de niños


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 66083/2016/CS1, 21 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Sistema de Inmediación.


    Contienda negativa de competencia. Establecimiento para menores. Domicilio del menor. Acceso a la justicia. Principio de inmediación. Competencia provincial.


    Desplazamiento del centro de vida. Estabilidad de la residencia. Medidas protectorias.


    El problema atañe directamente a la restitución de derechos de personas menores de edad, situación que remite, como punto de conexión principal, al lugar en el que se encuentran los sujetos afectados. En efecto, la naturaleza del asunto hace necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz protección de sus derechos fundamentales. Esta regla se ajusta al artículo 706 del código de fondo, en cuanto reconoce como principio general el respeto de la tutela judicial efectiva y de la inmediación. Además, la residencia actual presenta visos de estabilidad, lo que ha llevado al órgano ejecutivo a ceder la intervención a su par provincial, de modo que el eje de la actuación protectoria pasará al ámbito local donde, por lo demás, reside la familia extensa de los pequeños.


    G. R., L. M. y otros s/ Control de legalidad - Ley 26.061


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 103574/2013/CS1, 05 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Principio de inmediación. Residencia habitual del niño. Competencia provincial.


    El Código Civil y Comercial de la Nación (ley 26.994), asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida (art. 716). Tal precepto resulta inmediatamente operativo en las causas que se encuentran pendientes de resolución, en tanto su aplicación no implica dejar sin efecto lo actuado de conformidad con normas anteriores. A su vez, la Ley 26.061 define dicho concepto como el lugar donde las niñas, niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, noción que debe interpretarse en armonía con la definición de "residencia habitual" contenida en los tratados internacionales que ratificó la República en el campo de la sustracción y restitución internacional. En ocasiones en que no es posible determinar si el centro de vida del niño se asienta o no en el lugar donde vive, desde que aquella noción excede de los meros datos fácticos atinentes a la simple residencia y el transcurso del tiempo. En tales condiciones, y cuando los jueces en conflicto se encuentran en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales del niño. Por ello, la proximidad de la que gozan los jueces locales constituye un arbitrio ciertamente relevante en el plano de la efectividad de la labor tutelar.


    C. P. R. c/ Y. A. L. s/ Tenencia de hijos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 549/2016/CS1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Restricciones a la capacidad. Domicilio del causante. Principio de inmediación. Competencia provincial.


    El artículo 36 del nuevo régimen establece que la solicitud de declaración de incapacidad o restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de "... sus finalidades, las leyes análogas,... los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento... ". La cercanía física contribuye a la concreción de las finalidades normativas. Al propio tiempo, incide en la concentración y demás aspectos prácticos característicos de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. En efecto, la labor atribuida a los jueces por el nuevo código excede de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está vinculado, en principio, con el lugar donde vive establemente la persona; máxime, cuando el despliegue de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados. Asimismo, el quehacer primordial que hoy incumbe a los jueces es examinar las restricciones a la capacidad aplicadas. De manera tal que es imprescindible analizar el plan de vida y de sostén familiar o público que pudiere corresponder; cometido que, podrá realizarse con mayor eficacia en el lugar de residencia del causante. Es dable pensar, igualmente, que la cercanía física respecto del domicilio familiar contribuirá al futuro desempeño de los roles de apoyo.


    B., H. L. s/ Determinación de la capacidad jurídica


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1092/2016/CS1, 16 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Restricciones a la capacidad. Domicilio del causante. Principio de inmediación. Competencia provincial.


    Incorrecta traba de la contienda.


    El artículo 36 del nuevo régimen establece que la solicitud de declaración de incapacidad o restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de "... sus finalidades, las leyes análogas,... los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento...". El Código actual asigna al juez la obligación de revisar periódicamente la sentencia, tarea ésta que ha de llevarse a cabo sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y con la audiencia personal del interesado (art. 40). La entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que asista al afectado (art. 35). La cercanía física contribuye a la concreción de las finalidades normativas. Al propio tiempo, incide en la concentración y demás aspectos prácticos característicos de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el nuevo código excede de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde vive establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados en ello podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados.


    R., S. M. s/ Determinación de la capacidad jurídica


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1021/2016/CS1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Personas con capacidad restringida, Principio de inmediación. Residencia habitual. Competencia provincial.


    En la sección destinada a las restricciones a la capacidad, el Código Civil y Comercial de la Nación (Ley N° 26.994), se ocupa de organizar el aspecto tocante a la competencia que, por regla y a falta de previsión legislativa en contrario, resulta de aplicación inmediata. El artículo 36 del nuevo régimen dispone que la solicitud de declaración de incapacidad o restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de "sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento". Adquiere singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que la Corte ha elaborado sobre la base de esa directiva constitucional. En este sentido, es preciso ponderar que el Código actual asigna al juez la obligación de revisar la sentencia respectiva, tarea ésta que habrá de llevarse a cabo sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y con la audiencia personal del interesado. Asimismo, la entrevista, según el nuevo ordenamiento, deberá celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que le preste asistencia al afectado. A su vez, la cercanía física contribuye a la concreción de las finalidades normativas e incide en la concentración y demás aspectos prácticos característicos de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el código excede de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde vive establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados en ello podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados. El quehacer primordial que hoy atañe a los tribunales es examinar nuevamente la pertinencia de imponer restricciones a la capacidad del causante, con lo cual, es imprescindible analizar -con el auxilio especializado y de modo urgente y serio el plan de vida y de sostén familiar y/o público que pudiere corresponder. Dicho deber podrá solventarse con mayor eficacia desde el lugar de residencia actual del interesado.


    N., J. A.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1872/2016/CS1, 14 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Personas con capacidad restringida. Principio de inmediación. Residencia habitual. Competencia nacional.


    El Código Civil y Comercial de la Nación, se ocupa de organizar el aspecto tocante a la competencia que, por regla y a falta de previsión legislativa en contrario, resulta de aplicación inmediata. El artículo 36 del nuevo régimen establece que la solicitud de declaración de incapacidad o restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de “sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento”. El Código actual asigna al juez la obligación de dictar sentencia sobre la base de dictámenes interdisciplinarios y con la audiencia personal del interesado. Según lo dispone el artículo 35, la entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que le preste asistencia al afectado. La cercanía física contribuye a la concreción de las finalidades normativas e incide en la concentración y demás aspectos prácticos característicos de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. Si bien esta directiva aparece ligada, prima facie, a la existencia de inmediación, su adecuación a las pautas constitucionales y al diseño previsto por el nuevo Código Civil y comercial, descarta la aplicación mecánica del principio de inmediatez, y requiere contemplar las características de cada caso en particular. Implica, sobre todo, evaluar si el cambio de tribunal aparejará o no dificultades relevantes en el futuro desempeño de los roles de apoyo y, por ende, en el bienestar de la persona. En el caso, la continuación del proceso en sede nacional no generará mayores dificultades en el futuro desempeño de los roles de apoyo.


    S. R. G. D. s/ Determinación de capacidad jurídica


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2150/2016/CS1, 27 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Personas con capacidad restringida. Principio de inmediación. Residencia habitual. Competencia provincial.


    En la sección destinada a las restricciones a la capacidad, el Código Civil y Comercial de la Nación (Ley N° 26.994), se ocupa de organizar el aspecto tocante a la competencia que, por regla y a falta de previsión legislativa en contrario, resulta de aplicación inmediata. El artículo 36 del nuevo régimen dispone que la solicitud de declaración de incapacidad o restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de "sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento". Adquiere singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva. Si bien esta directiva aparece ligada, prima facie, a la existencia de inmediación, su adecuación a las pautas constitucionales y al diseño previsto por el nuevo Código Civil y Comercial, descarta la aplicación mecánica del principio de inmediatez, y requiere contemplar las características de cada caso en particular. Implica, sobre todo, evaluar si el cambio de tribunal aparejará o no dificultades relevantes en el futuro desempeño de los roles de apoyo y, por ende, en el bienestar de la persona. Ponderando los estándares contenidos en los arts. 41 CCCN y 14, 15, 20 y 30 de la Ley 26.657, además de la obligación estatal de facilitar la vida tanto de las personas con discapacidad, como de los familiares o allegados que los asisten, transferir el manejo de todos los puntos pendientes generará un desgaste adicional en perjuicio del causante.


    A. D. L., J.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1828/2016/CS1, 27 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen

  


  


  
    Capítulo IX


    Derecho Procesal Constitucional


    Control de Constitucionalidad


    Automotores para lisiados. Franquicias fiscales para la importación de automóviles para personas con discapacidad. Rechazo de autorización. Capacidad económica del solicitante. Art. 3 de la Ley 19.279. Incidencia de la situación económica familiar. Inconstitucionalidad del Art. 8 del decreto 1.313/93: exceso de las competencias reglamentarias del Poder Ejecutivo. Art. 20 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.


    No resulta inconstitucional que la Ley 19.279 limite el acceso a una medida de apoyo económico complementario para la importación de un vehículo en razón de la capacidad económica de las personas interesadas en adquirirlo. El fin de la distinción resulta compatible con el alcance de las obligaciones previstas en el artículo 20 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Esta disposición estipula que los Estados deben adoptar medidas efectivas para garantizar el derecho a la movilidad personal. Entre las medidas que esa convención sugiere a tal efecto se encuentra la de "facilitar" el acceso a "tecnologías de apoyo, dispositivos técnicos y ayudas para la movilidad de calidad, incluso poniéndolos a disposición a un costo asequible" (inc. b). El Estado puede ponderar las dificultades y posibilidades económicas de cada persona, y paliar los obstáculos económicos en función de las distintas situaciones. El criterio de distinción normativa del artículo 3 de Ley 19.279 encuentra una justificación objetiva, fundada y razonable pues la norma tiene en cuenta que el bien resulta asequible para las personas que superan la capacidad económica prevista dado que pueden acceder a un automóvil con ciertos dispositivos sin la ayuda fiscal complementaria. En consecuencia, la restricción impuesta en la Ley no implica la exclusión de los solicitantes con mayor capacidad económica del acceso a la movilidad de calidad, sino que cumple adecuadamente con la finalidad de dirigir la ayuda estatal hacia quienes requieren de ella para acceder a un automóvil. Bajo este enfoque, no extender el beneficio impositivo a aquellas personas con discapacidad que no se enfrentan con obstáculos materiales para acceder a la movilidad de calidad resulta adecuado y razonable, y no puede entenderse en modo alguno como un trato diferenciado prohibido por la Constitución Nacional. Por otro lado, corresponde analizar si es constitucional que, a fines de otorgar la franquicia impositiva, se determine la capacidad económica del beneficiario sobre la base no solo de su situación personal sino también de la de su grupo familiar. De acuerdo con la normativa constitucional, el artículo 3 de la Ley 19.279 debe ser leído como una autorización para ponderar la ayuda que pueda prestar la familia exclusivamente a fines de que el solicitante sea incluido en el beneficio impositivo. Sin embargo, esta disposición no puede interpretarse como una autorización para que la autoridad de aplicación excluya a una persona con discapacidad de la franquicia por el solo hecho de que su familia cuente con recursos económicos para afrontar la adquisición del automóvil sin la ayuda fiscal. Dado que sobre la familia no existe una obligación legal que le exija contribuir en la adquisición del vehículo, sino que su aporte es siempre voluntario y potencial. Por ello, no se trata de un indicador objetivo y fehaciente para verificar la efectiva capacidad económica de la persona interesada, sino que es un indicador equívoco que puede llevar a soluciones injustas que contradicen la finalidad protectoria de la norma. El deber constitucional del Estado de adoptar medidas para facilitar que las personas con discapacidad puedan acceder a tecnologías, dispositivos técnicos y ayudas para la movilidad de calidad a un costo asequible, tal como lo establece el artículo 20 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, no puede quedar dispensado por el apoyo que la persona reciba de su grupo familiar. Además, determinar la capacidad económica de la persona con discapacidad en función de la de su grupo familiar se encuentra en tensión con una finalidad esencial del sistema internacional de protección de las personas con discapacidad y del propio régimen de franquicias, esto es, favorecer la autonomía e independencia de las personas con discapacidad. Esta debe ser la interpretación del artículo 3 de la Ley 19.279, pues es este el sentido del texto legal que resulta razonable y compatible con la Constitución Nacional. En virtud de ello, el artículo 8, inciso 3, del decreto 1.313/93, en tanto obliga a la AFIP a excluir del beneficio a determinadas personas en función del patrimonio de su grupo familiar, resulta un exceso de las competencias reglamentarias del Poder Ejecutivo que desnaturaliza los fines perseguidos por la norma.


    G. V., M. y otro c/ Estado Nacional - AFIP DGI-DTO 1313/93 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20217/2005/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Encubrimiento y lavado de activos de origen delictivo. Leyes 25.246 y 26.683. Obligación de los escribanos de informar operaciones sospechosas a la UIF. Constitucionalidad del deber de informar. Principio de legalidad. Estándares internacionales del GAFI. Inexistencia de exceso en la reglamentación.


    El recurso no debe prosperar en tanto que el impugnante no ha logrado demostrar, en el marco de la acción declarativa de certeza entablada, que las previsiones contenidas en las normas sean incompatibles con los derechos y cláusulas constitucionales invocadas. Cabe señalar que la Ley 25.246, modificada por la Ley 26.683, busca implementar herramientas para la persecución y prevención del delito de lavado de activos, el financiamiento del terrorismo y otras amenazas al sistema financiero internacional vinculadas. Esas normas deben ser interpretadas, además, en consonancia con los compromisos asumidos por el Estado argentino frente a la comunidad internacional al ratificar numerosos instrumentos y en su carácter de miembro integrante del Grupo de Acción Financiera (en adelante, GAFI). En particular, los artículos 21, inciso a, y 21 bis de la Ley 25.246 -que no se encuentran cuestionados en el caso- establecen el deber de los escribanos de identificar y conocer a sus clientes, de recabar datos de las operaciones en las que participan, y de conservar la documentación. Luego, los artículos 20, inciso 12, 20 bis y 21, inciso b -aquí controvertidos-les impone la obligación de informar a la UIF las operaciones sospechosas. Esas normas son consistentes con los estándares internacionales fijados por el GAFI. De este modo, los legisladores nacionales, han entendido que los escribanos pueden aportar información útil para prevenir y perseguir los delitos de lavado de activos y financiamiento del terrorismo dado que las operaciones en las cuales intervienen en el ámbito de su profesión son asiduamente utilizadas para introducir en el sistema económico legal activos obtenidos de forma ilícita. Considerando la jurisprudencia elaborada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en ''López Mendoza", las pautas fijadas por la Ley 25.246 y su reglamentación para determinar la existencia de una operación sospechosa resguardan el principio de legalidad. Tal como entendió la Corte Suprema, los escribanos ejercen una función pública. Ese Tribunal destacó la especial naturaleza del ejercicio de la profesional notarial pues el Estado les concede la facultad de dar fe a los actos y contratos que se celebren conforme a las leyes. Esa atribución tiene como necesario correlato exigencias, regulaciones y sanciones establecidas en resguardo del interés público comprometido. Del mismo modo, tampoco cabe hacer lugar al argumento sobre la existencia de un exceso reglamentario fundado en que la UIF no estableció pautas objetivas tal como lo prevé el artículo 21, inciso b, de la Ley 25.246. A través de la resolución 21/2011 la UIF fijó, en consonancia con las prescripciones de la Ley 25.246, lineamientos que guían razonablemente la determinación sobre la existencia de una operación sospechosa. El Estado no delegó sus facultades de prevención y persecución de delitos a través del régimen informativo cuestionado, sino que, en consonancia con los estándares internacionales, entiende que el cumplimiento de esas funciones en forma eficaz demanda la colaboración de los escribanos que, además, cumplen una función de especial naturaleza al dar fe pública a los actos y contratos. Finalmente, el acierto o el error, el mérito o la conveniencia de las soluciones legislativas no son puntos sobre los que el Poder Judicial deba pronunciarse, por lo que la declaración de inconstitucionalidad de una Ley -acto de suma gravedad institucional- requiere que la contradicción de la norma con la Constitución Nacional sea manifiesta, clara e indudable, lo que no se encuentra configurado en el sub lite.


    Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Sumarísimo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 1298/2008/CS1-CA1, 02 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Cobro de sumas de dinero. Inconstitucionalidad. Ley provincial.


    Tasa por los servicios de inspección, control y fiscalización higiénico sanitaria. Remisión al dictamen de la causa “Logística La Serenisima”, y “Milkaut S.A.".


    En autos existe una controversia definida, concreta, real y sustancial sobre el alcance de las leyes provinciales que admite remedio específico por medio de una decisión de carácter definitivo de la Corte. La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. En el presente caso ha mediado una conducta estatal explícita de la demandada dirigida a la "percepción" de la tasa que aquí la actora cuestiona. La actividad de la Provincia de Mendoza posee entidad suficiente para sumir a la actora en un estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica, respecto de la cual se ha producido la totalidad de los hechos concernientes a su configuración, por lo que la controversia es actual y concreta. Por otra parte, la admisión de que concurren en la especie los presupuestos de la acción meramente declarativa, en especial el estado de incertidumbre respecto de los alcances de la relación jurídica concreta y el interés suficiente en el demandante, impediría esgrimir la aptitud de otros medios legales para poner término inmediatamente a la controversia (art. 322, primer párrafo, CPCCN). La presente acción constituye la vía legal más idónea de la cual dispone la interesada para proteger su derecho y que, además, se encuentra reunida la totalidad de los recaudos fijados por el Art. 322 del CPCCN para su procedencia. Respecto del fondo del asunto, en cuanto a si resulta procedente el cobro por parte de la Provincia de una tasa por los servicios de inspección, control y fiscalización higiénico sanitaria corresponde remitirse a los dictámenes de las causas L. 238, L. XLVI, "Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y en CSJ 834/12, "Milkaut S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 788/2012/(48-S) /CS1, 12 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    AFIP DGI. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Caso concreto. Agravio hipotético. Gravamen eventual. División de poderes. Recurso extraordinario federal. Denegatoria del recurso. Cuestión abstracta.


    Es asentada doctrina de la Corte que la demanda declarativa de inconstitucionalidad debe responder a un "caso", ya que dicho procedimiento no tiene carácter simplemente consultivo, ni importa una indagación meramente especulativa. En efecto, la acción debe tener por finalidad precaver las consecuencias de un acto en ciernes -al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal- y fijar las relaciones legales que vinculan a las partes en conflicto. Por ello, el Tribunal ha exigido que medie: a) actividad administrativa que afecte un interés legítimo; b) que el grado de afectación sea suficientemente directo; c) que aquella actividad tenga concreción bastante, requisitos que resultan incluso revisables de oficio, porque lo contrario importaría permitir que se contraríe lo preceptuado en los arts. 116 Y 117 de la Constitución Nacional en cuanto a que la Justicia federal actúa exclusivamente ante "causas", sin que le quepa la misión de emitir opiniones en abstracto. Los mencionados requisitos no se cumplen en el sub lite, en la medida en que no ha existido actividad administrativa suficiente como para poner en tela de juicio el derecho que se invoca. En efecto, el agravio traído a juicio del Tribunal resulta conjetural e hipotético, ya que no se probó comportamiento de la AFIP configurativo del requisito del preceptivo e ineludible "acto en ciernes", que pueda válidamente originar una relación jurídica concreta con la demandada. La Corte ha señalado que la simple invocación de una actividad fiscal no implica una pretensión fiscal en sentido concreto, y mucho menos si, como sucede en el caso, no se ha acreditado la existencia de una intimación de pago legalmente exigible respecto de los tributos aduaneros referidos. Cabe destacar que el proceder investigador de la Administración que se intenta hacer valer para cuestionar las normas no perfila definitivamente su conducta, por lo que mal podría el Tribunal acoger la acción interpuesta olvidando, en definitiva, que la actividad que se pretende impugnar debe tener concreción bastante. Respecto a la hipotética y conjetural deuda por tributos aduaneros, resulta evidente que dicha pretensión no se ajusta a la inveterada doctrina del Tribunal que sostiene, desde antiguo, que no compete a los jueces hacer declaraciones generales o abstractas, porque es de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos. La Corte negó que estuviese en la órbita del Poder Judicial de la Nación la facultad de expedirse en forma general sobre la constitucionalidad de las normas emitidas por los poderes Legislativo y Ejecutivo; ello es así pues el fin y las consecuencias del control encomendado a la Justicia sobre las actividades ejecutiva y legislativa suponen que este requisito de la existencia de "caso" o "controversia judicial" sea observado rigurosamente para la preservación del principio de la división de poderes. Como ha dicho el Tribunal, si bien resulta indudable que la interpretación de normas federales suscita cuestión apta para la apertura del recurso extraordinario cuando la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa ha sido adversa a la pretensión fundada por la apelante en normas de dicha categoría (art. 14, inc. 3°, de la Ley 48), la procedencia de esa apelación se encuentra liminarmente subordinada a la existencia de un "caso” o "controversia” que determine la jurisdicción de los tribunales federales.


    F.P. Rubinstein y Cía. S.R.L. c/ AFIP - DGI s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 21060005/2009/CS1, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Desplazamiento de la competencia. Competencia excepcional. Acción meramente declarativa. Mercado de capitales. Comisión Nacional de Valores. Oferta pública de títulos valores. Privación de justicia. Defensa en juicio. Acceso a la justicia. Jueces naturales. Debido proceso. Discrepancia del recurrente.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 85/2014 (50-S)/CS1, “Szwarc, Rubén Mario y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Medida precautoria”.


    Szwarc, Rubén Mario y otro c/ Estado Nacional y otros s/ Medida precautoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 89/2014/(50-S)/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso de Queja por denegación del Recurso Extraordinario Federal


    Accidente laboral in itinere: incapacidad permanente. Retiro obligatorio. Inaplicabilidad al caso de los beneficios previsionales de las leyes 16.443 y 20.774. Análisis de la Ley 20.416 Orgánica del Servicio Penitenciario Federal. Precedentes “Rojas” y “Galera”. Admisibilidad formal de la queja. Rechazo material del recurso.


    Las obligaciones derivadas del estado penitenciario no son equiparables a aquellas que impone el estado policial por lo que los agentes penitenciarios no tienen la carga de cumplir, fuera de la jurisdicción penitenciaria, los deberes propios de las fuerzas de seguridad. Los agentes penitenciarios sólo tienen esos deberes de seguridad dentro de la jurisdicción penitenciaria y, fuera de ella, cuando están obligados a cooperar con las fuerzas de prevención y represión del delito, pero no deben sustituirlas o asumir como propias las obligaciones que impone la función policial. En estas condiciones, el hecho incapacitante padecido por el actor no se produjo como consecuencia de un acto acaecido "en y por acto de servicio", por lo que no encuadra en las previsiones del artículo 1 de la Ley 20.774.


    Jaques, Emilio César c/ Estado Nacional Ministerio de Justicia s/ Personal militar y civil


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 120/2010/(46-J)/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Conforme lo dictaminado en A. 363, L. XLIX, "Armstrong, Sharon Mae", se mantiene el recurso.


    V., Mariano Rafael s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 326/2012/TO1/7/1/RH2, 28 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Corresponde la devolución de las actuaciones con el fin de que la queja sea agregada por cuerda al principal para la oportuna eventual consideración del Tribunal.


    Rabasa, Pedro Rector c/ Banco Central de la República Argentina s/ Otros reclamos – reincorporación


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21517/2010/CA2-CS1, 01 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Depósito de las sumas de sentencia posterior a la interposición del recurso de queja. Falta de reserva de continuar con el trámite de impugnación. Desistimiento tácito. Precedentes de la Corte.


    De las constancias de autos se desprende que con posterioridad a la presentación del recurso de hecho, el recurrente dio en pago a la parte actora el importe total de la condena más intereses, al igual que la totalidad de los honorarios regulados al perito y a la representación letrada de la parte actora. Asimismo, tampoco se opuso al libramiento de los giros respectivos, ni formuló reserva de continuar con el trámite de la queja. En tales condiciones, cabe reputar que la presentación directa ha sido tácitamente desistida, conforme doctrina de la Corte Suprema en S.C.B. 632. XLVIII, "Bello, Silvana Ángela Lidia”, entre otros precedentes.


    Carrizo, Luis Enrique c/ QBE Argentina ART S.A. s/ Accidente- Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 31654/2011/1/RH1, 27 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Pago de deuda en moneda de origen. Sistema de refinanciación hipotecaria. Leyes 25.798, 26.167 y 26.497. Cuestiones de hecho y prueba resueltas sin arbitrariedad. Dificultad para acceder al mercado de cambios: cuestión devenida abstracta. Rechazo de la queja.


    El recurso extraordinario fue correctamente denegado, toda vez que los agravios vinculados al alcance de las resoluciones dictadas en el sub lite remiten al análisis de cuestiones de hecho y prueba, que fueron resueltas sin arbitrariedad por los jueces de la causa. En efecto, de conformidad con lo decidido por la Corte en los autos principales, en el presente caso existe cosa juzgada en cuanto a que las sumas adeudadas deben abonarse en la moneda de origen, sin perjuicio de lo cual el deudor puede optar por abonar, aunque sea parcialmente, dicho importe a través del sistema de refinanciación hipotecaria instaurado por las leyes 25.798 y 26.167. Asimismo, la Corte consideró aplicable al caso la Ley 26.497, conforme la cual los aportes del fideicomiso para la refinanciación hipotecaria pueden extenderse hasta cubrir el monto total que surja de la sentencia que ha quedado firme y pasada en autoridad de cosa juzgada, esto es, la que declaró la inconstitucionalidad de las leyes de emergencia económica y dispuso el pago de la deuda en la moneda de origen.


    Quintana, Jorge Omar y otros c/ Postiglione, María Gabriela y otro s/ Ejecución hipotecaria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 16/2014/(50-Q) CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso de casación. Agravios de naturaleza federal planteados en el ámbito de la justicia penal nacional: deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal. Aplicación de los precedentes citados en Fallos: 328:1108 y 329:6002.


    Siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de esta Corte, por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, estos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal, a los efectos del Art. 14 de la Ley 48. El apelante objetó la decisión del tribunal oral con base en la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias. La Cámara se limitó a afirmar que los agravios esgrimidos no eran más que la expresión de un “mero desacuerdo con la solución dictada" que "no autoriza a rever el pronunciamiento recurrido", sin dar más justificación que una secuencia de fórmulas abstractas. En atención a que el recurso de casación llevó a la consideración del a quo un planteo serio en los términos de la jurisprudencia de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, resultan de aplicación los precedentes registrados en Fallos: 328:1108 y 329:6002.


    S., Rafael Gustavo y otros s/ Abuso de autoridad


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 19935/2013/TO1/1/1/RH2, 28 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en "Schlenker, Alan s/causa nº 13590", letra S, nº 471, libro XLVIII.


    B., Claudio Emmanuel s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 538/2016/RH1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en 74000120/2011/TO1/18/1/RH5.


    S., Milagro Amalia Ángela y otros s/ Daño agravado (art. 184 inc. 5) y amenazas


    FSA-Justicia Federal de Salta, 74000120/2011/TO1/18/2/RH6, 25 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos CNT 64142/2013/1/RH1 "Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ accidente - acción civil".


    Aguilar, Carlixto Antonio c/ QBE Argentina ART S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47301/2014/RH1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos CNT 64142/2013/1/RH1 "Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ accidente - acción civil".


    Arabi, Darío Ramón c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 32677/2014/RH1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en CNT 18036/2011/1/RH1 “Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente- Ley especial”


    López, Ramón Orlando c/ Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Accidente - Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 25559/2012/1/RH1, 17 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado in re "González Castillo, Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma fuego - aptitud disparo no acreditada" (expte. CSJ 3341/2015/RH1).


    M., Carlos Darío s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000058/2012/TO1/1/1/RH1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Barmack, Gabriel” s/causa n° 14327, letra B, 555, XLVIII.


    C., Orlando Alberto s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1425/2008/TO1/1/RH1, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión parcial a lo dictaminado en los autos “A.C.J.” CSJ 743/2014. Conformación de la voluntad mayoritaria del tribunal: inexistencia de causales que permitan su revisión por la Corte.


    Remisión a lo dictaminado en los autos A.C.J. CSJ 743/2014 (50-A)/CS1. En cuanto al agravio relativo a la ausencia de mayoría y falta de motivación suficiente de la sentencia, el hecho que en el sub judice la decisión se haya formado por la adhesión de dos vocales a la moción del que votó por la inadmisibilidad del recurso de casación, lo cual dejó en minoría a la juez que lo hizo en sentido opuesto mientras que el quinto magistrado se abstuvo impide considerar que se configure un supuesto que permita hacer excepción al principio fijado por la Corte en cuanto a que lo vinculado con la constitución de los tribunales de alzada, así como las cuestiones relacionadas con las formalidades de la sentencia y el modo de emitir el voto en esos tribunales cuando son colegiados, es materia ajena a la vía del artículo 14 de la Ley 48, pues resulta claro que el sentido en que se expidieron tres de los cinco vocales determina la existencia de mayoría de opiniones coincidentes sobre lo debatido.


    A.C.J.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 700/2014/(50-A)/CS1 (50-A), 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Se desiste de la queja, por haberse tornado insustancial el agravio que la motivó.


    P., Francisco Salvador s/ Hábeas corpus


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 14617/2015/1/1/RH2, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja.


    A., Gustavo Martín s/ Infracción Ley 23.737


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 61/2014/1/1/RH1, 07 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja.


    B., Christian y otros s/ Falsificación documentos públicos


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1927/2006/TO1/1/RH1, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja.


    R., Julio César Francisco y otros s/ Infracción Ley 22.415 - Querellante Afip


    FTU-Justicia Federal de Tucumán, 810019/2008/2/RH1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    Vargas Leis, William José y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30707/2013/TO1/2/1/RH1, 29 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario. Cuestiones de competencia. Derechos de autor. Actores. Internet. Sentencia definitiva. Denegatoria del fuero federal. Cuestiones procesales. Privación de justicia.


    Distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en Capital Federal.


    La Corte Suprema ha reiterado que los autos que resuelven cuestiones de competencia no configuran sentencias definitivas a los efectos del recurso extraordinario, salvo que medie una denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, tales como el desconocimiento de un privilegio federal o una denegación de justicia de imposible o dificultosa reparación ulterior. Las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la decisión contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la Ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital Federal es competente para intervenir constituye una cuestión de orden procesal que, por no ocasionar un agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada a ese Alto Tribunal por la vía excepcional. La resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de ese Tribunal que postula que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.


    Sociedad Argentina de Gestión de Actores Intérpretes Asociación Civil c/ Google Arg. S.R.L. y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 88802/2014/1/RH1, 26 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del Recurso de inaplicabilidad. Desistimiento del recurso. Existencia del agravio. Gravamen actual. Circunstancias sobrevinientes. Cuestión abstracta.


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Surge de las actuaciones ingresadas a la Procuración, que el imputado desistió del recurso de inaplicabilidad de Ley que fue antecedente de la queja.


    D., Jorge Alberto s/ Robo con homicidio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 644/2015/RH1, 15 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa "Barmack, Gabriel” s/causa 14327, letra B, 555, XLVIII.


    R. M., Roque y otro s/ Robo en poblado y en banda


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44691/2008/TO1/1/1/RH1, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa H. 139, L. XLVIII, "Higa, Miguel y Rodríguez, Javier Nicolás”.


    C., Matías Emanuel y otros s/ Robo con armas y lesiones graves (art.90)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35935/2012/TO4/11/1/RH1, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del Recurso Extraordinario Federal.


    Remisión al dictamen de la causa “González Castillo, Cristian Maximiliano y otro”, CSJ 3341/2015/RH 1.


    E., Alberto y otro s/ Robo con armas. Damnificado: F., Claudia Nelson


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25334/2012/TO1/CS1, 03 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, "Armstrong, Sharon Mae s/ Causa n° 15.507". Se mantiene la queja interpuesta.


    N.N. s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 584/2012/TO1/4/1/1/RH1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 3341/2015/RH1, “González Castillo, Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma fuego – aptitud disparo no acreditada”.


    F. R., Gerson s/ Infracción Ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1196/2013/TO1/2/1/RH1, 03 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, “Schlenker, Alan s/ Causa n° 13590”. Se mantiene la queja interpuesta.


    L. S.A. y otro s/ Evasión tributaria


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1489/2013/1/1/RH1, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    Comisaría 10° y otros s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5717/2014/1/RH1, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    G., Héctor Raúl s/ Homicidio culposo y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8750/2010/TO1/2/1/RH2, 29 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Mantenimiento del recurso.


    B., Sebastián Roberto y otros s/ Infracción Ley 23.737 (art. 5 inc. c)


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 77000645/2011/34/1/1/RH6, 11 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Mantenimiento del recurso.


    M., Luis Héctor y otros s/ Privación ilegal de la libertad (art. 142bis, inc. 5°)


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 55017816/2011/17/1/RH 11, 11 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Mantenimiento del recurso.


    M., Luis Héctor y otros s/ Privación ilegal de la libertad (art. 142bis, inc. 5°)


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 55017816/2011/18/1/RH 12, 11 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Mantenimiento del recurso.


    M., Ricardo Atilio y otros s/ Infracción Art. 145 bis - conforme Ley 26.842 -


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 22049/2013/TO1/8/1/1/1/RH3, 11 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Obligaciones en moneda extranjera. Cancelación de deudas. Moneda de curso legal. Doctrina de la arbitrariedad. Modificación de la reglamentación. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso.


    Banco Central de la República Argentina emitió la comunicación “A” 5850, mediante la cual se dejó sin efecto la consulta y registro de las operaciones cambiarias en el “Programa de Consulta de Operaciones Cambiarias” de la Administración Federal de Ingresos Públicos y derogó la Comunicación “A” 5245 y sus complementarias. Asimismo, en materia de acceso al mercado de cambios para la formación de activos externos de residentes modificó la Comunicación “A” 5526, permitiendo el acceso al mercado único y libre de cambios para la adquisición de la moneda extranjera motivo del litigio. En ese marco, las nuevas normas han tornado abstracta la cuestión debatida en esta causa, en las condiciones en las que ha sido planteada por el actor y resuelta en las instancias anteriores.


    Distribuidora Belgrano Norte S.R.L. c/ Cesce Argentina S.A. seguros de crédito s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6663/2011/1/RH1, 23 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Suspensión del juicio a prueba. Oposición del fiscal. Pena de inhabilitación.


    Remisión al dictamen de la causa R. 89, L. L, “Rodríguez, Alejandro Aníbal s/ Causa n° 15.610”. Se mantiene la queja.


    P., José Eduardo y otros s/ Querella


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1394/2008/TO1/2/1/1/RH1, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por recurso denegado. Desistimiento tácito de la acción. Denegatoria del recurso.


    Precedente del fallo de la Corte B. 632. L. XLVIII, “Bello, Silvana Ángela Lidia c/ Asociación Cooperadora Escuela n° 13 D.E. n° 6 y otro s/ Despido", y otros.


    De las constancias de autos se desprende que, con posterioridad a la presentación del recurso de hecho, el recurrente dio en pago el importe total de la condena al igual que la totalidad de los honorarios regulados al perito y a la representación letrada de la parte actora. Asimismo, tampoco se opuso al libramiento de los giros respectivos, ni formuló reserva de continuar con el trámite de la queja. En tales condiciones, cabe reputar que la presentación directa ha sido tácitamente desistida, conforme doctrina de la Corte Suprema en Corte B. 632. L. XLVIII, “Bello, Silvana Ángela Lidia c/ Asociación Cooperadora Escuela n° 13 D.E. n° 6 y otro s/ Despido", y Fallos: 311:2021; 312:631; 324:697; 332:2625; 334:417, entre muchos otros.


    Carabajal, Hugo Ignacio c/ CNA aseguradora de riesgos del trabajo S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 10788/2009/1/RH1, 01 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso de queja por denegación de recurso extraordinario.


    Mantenimiento de la queja.


    A., Alejandro y otros s/ Robo con armas y privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis inc. 1°)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5004/2013/TO1/10/1/RH3, 29 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso de queja.


    Se mantiene la queja.


    R., Fabián Roberto s/ Infracción Ley 23.737 (Art. 5 inc. C.)


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 81000078/2012/1/1/1/1/RH1, 26 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso de queja.


    Se mantiene el recurso.


    A. C., Robert Paul s/ Infracción Ley 22.362


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 32009910/2012/2/1/1/RH1, 24 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Sentencia definitiva. Falta de prueba. Queja por recurso denegado. Denegatoria del recurso.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 20989/2014/1/RH1 "Núñez Benítez, Marciano c/ Promotion Building SA y otros s/ Accidente-acción civil".


    Sosa, Carlos Daniel c/ La Caja ART S.A. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 49297/2015/1/RH1, 05 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Sentencia definitiva. Falta de prueba. Queja por recurso denegado. Denegatoria del recurso.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64142/2013/1/RH1 "Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos de Trabajo SA s/ Accidente-acción civil”.


    Costa, Evelin Romina c/ Asociart ART S. A. s/ Accidente-acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 50486/2014/1/RH1, 31 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Sentencia definitiva. Falta de prueba. Queja por recurso denegado. Denegatoria del recurso.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64142/2013/1/RH1 "Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos de Trabajo SA s/ Accidente-acción civil”.


    Encina Marecos, Néstor c/ La Caja ART S.A. s/ Accidente-ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 28536/2014/1/RH1, 05 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    O., Jorge Antonio y otros s/ Privación ilegal de la libertad y otros


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 82037390/2013/TO1/6/1/RH5, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Excepciones de inhabilidad de título. Prescripción. Recurso de queja. Admisibilidad formal. Denegatoria del recurso.


    Acordada 4/07 de la CSJN. Cantidad de renglones por página. Decreto-ley 1285/58. Monto del valor de las sentencias definitivas.


    El cumplimiento de los requisitos formales a los que se refiere la acordada 4/07, como así también el de los relativos al presente recurso de hecho, corresponde que sea examinado, en principio, por la Corte, en atención a que se vinculan con el dictado del citado reglamento. Por otro lado, corresponde aclarar que si bien la Corte en la causa "Anadon" del 20 de agosto de 2015, declaró la inconstitucionalidad del Art. 24, inciso 6°, apartado a) del decreto-ley 1285/58 por entender que la vigencia de esta vía de apelación en la actualidad se contrapone a la misión específica del Tribunal, también fijó una línea divisoria de aplicación de dicha jurisprudencia, de modo tal que las causas en las que haya sido notificada la sentencia de cámara con anterioridad al momento en que ese pronunciamiento quedare firme continuarían su trámite con arreglo a la norma cuya inconstitucionalidad se declaró, circunstancia que se presenta en el sub examine. La procedencia formal se halla condicionada a que el monto del agravio supere el mínimo establecido en el Art. 24, inc. 6° apartado a) del decreto-ley 1285/58, modificado por la Ley 21.708 y la resolución 1360/91 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, vigente al momento en que fue notificada la sentencia. En la presente actuación el recurrente no acreditó la concurrencia de tal recaudo en la oportunidad idónea, esto es, al deducir la apelación, por lo tanto, no corresponde admitir la queja.


    Estado Nacional c/ Samuel Gutnisky Sociedad Anónima Industrial y Comercial s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 165/2014/(50-E)/CS1, 09 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Portación ilegítima de armas. Lesiones. Agravantes de la pena. Intimidación. Non bis in ídem.


    Remisión a los dictámenes de las causas B. 133, L. XLIX, “Bejarano, Alejandro David y Romero Vallejos Sebastián otro s/ Causa n° 15070”; y F. 291 L. XLIII, “Fortuna, Ariel y otros s/ Homicidio en grado de tentativa”. Se mantiene la queja.


    R., Ronald y otro s/ Homicidio simple


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2754/2012/TO2/2/1/RH1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 3559/2015/16/5/1/RH8 caratulada ''N.N. y otros”.


    N. N. y otros s/Averiguación de delito. Damnificado: N., Alberto y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3559/2015/16/6/1/RH6, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja.


    Caro Figueroa, José Armando


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 879/2016/RH1, 22 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Corresponde hacer lugar a la queja.


    T. E. G. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2167/2004/TO1/3/2/RH3, 20 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Corresponde hacer lugar a la queja.


    T. E. G. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2167/2004/36/2/RH2, 20 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Corresponde hacer lugar a la queja.


    T. E. G. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2167/2004/TO1/3/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Corresponde hacer lugar a la queja.


    T. E. G. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2167/2004/36/1/1/1/RH4, 20 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Corresponde hacer lugar a la queja.


    T. E. G. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2167/2004/36/1/2/RH5, 20 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Recurso ordinario pendiente de resolución. Devolución del expediente.


    En atención a la reiterada jurisprudencia de la Corte en cuanto a que no cabe considerar la apelación extraordinaria cuando está tramitando un recurso ordinario, por ser éste comprensivo de la plena jurisdicción de la Corte Suprema, no corresponde en la actualidad el tratamiento de la primera. Por lo expresado en el párrafo anterior, corresponde la devolución de la presente actuación con el fin de que la queja por denegación del recurso extraordinario sea oportuna y eventualmente considerada por el Tribunal, previa intervención de este Ministerio Público, en el supuesto de que la queja por denegación del recurso ordinario no sea finalmente admitida.


    Estado Nacional c/ Samuel Gutnisky SAIyC s/ Ejecución fiscal


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 43/1997/1/RH1, 09 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión a dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”.


    A., Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 31000615/2010/TO1/51/1/2/RH36, 06 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa A 558, L. XLVI, “Arévalo, Martín Salomón s/ Causa N° 11.835”.


    A., Alejandro Daniel y otros


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 12009752/2013/TO1/3/1/RH1, 30 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa CAF 8476/2012/1/RH1, “Fanacar Papel S.A. c/ ENARGAS”.


    Fanacar Papel S.A. c/ ENARGAS


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 8476/2012/CS1, 04 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 11492/2010/TO1/1/1/1/RH1, “García Domiciano, Carlos s/ Violación con fuerza o intimidación”.


    Sumario s/ Abuso de autoridad y violación deberes funcionario público (Art. 248), nombramientos ilegales y prevaricato. Denunciante: A., Jorge Humberto


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 3992/2013/1/1/RH1, 28 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 3559/2015/16/5/1/RH8 caratulada ''NN. y otros”.


    N. N. y otros s/ Averiguación de delito. Damnificado: N., Alberto y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3559/2015/16/7/1/RH9, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 20772/2013/1/RH 1, “Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ La Veloz del Norte S.A. s/ Ejecución Fiscal”.


    Ministerio de Trabajo c/ Empresa Pullman General Belgrano S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 40038/2012/1/RH1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 20772/2013/1/RH 1, “Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ La Veloz del Norte S.A. s/ Ejecución Fiscal”.


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ General Tomás Guido Sociedad Anónima Comercial Industrial y Financiera s/ Ejecución fiscal


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 34032/2014/1/1/RH2, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 20989/2014/1/RH, “"Núñez Benítez, Marciano c/ Promotion Building S.A. y otros s/ Accidente-acción civil”.


    Silva, Luciano Julián c/ Saturno Hogar S.A. y otro s/ Accidente-acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 16631/2015/1/RH1, 28 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 3976/2014/RH1, “Andrada, Omar s/ Allanamiento ilegal”.


    M., José Darío s/ Privación ilegal de la libertad personal y allanamiento ilegal


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 33055045/2010/2/1/RH2, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita”.


    A., Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 31000615/2010/TO1/20/1/1/RH28, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita”.


    A., Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 31000615/2010/TO1/40/1/1/RH33, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita”.


    A., Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 31000615/2010/TO1/26/1/1/RH34, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita”.


    A., Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 31000615/2010/TO1/28/1/1/RH35, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita”.


    Ag., Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 31000615/2010/57/1/1/RH32, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa FSA 44000195/2009/18/1/1/4/RH11, “Blaquier, Carlos Pedro Tadeo y otros s/ inf. art. 144 bis en circ. art. 142, incs. 1, 2, 3 y 5”.


    B., Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de libertad (art. 144 bis, inc. 1)


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000296/2009/20/1/1/1/RH14, 28 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa FSA 44000296/2009/18/1/1/RH5, “Blaquier, Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de libertad (art. 144, inc. 1)”.


    B., Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Infracción Art. 144 bis en circunstancias del Art. 142, incs. 1,2, 3 y 5


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000296/2009/12/1/1/1/RH6, 28 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa H. 139, L. XLVIII, “Higa, Miguel y Rodríguez, Javier Nicolás s/ Incidente de recurso extraordinario”.


    D., Cristian David y otro s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3731/2013/TO1/5/1/RH3, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    A., Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 31000615/2010/53/1/1/RH29, 14 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    R., Andrés y otros s/ Robo con armas - Damnificado: local comercial "P. 95" y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19789/2010/TO1/12/RH1, 14 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    T. E. G. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2167/2004/TO1/3/4/RH7, 25 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    T. E. G. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2167/2004/36/3/RH8, 25 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    T. E. G. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2167/2004/TO1/3/1/2/RH9, 25 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    T. E. G. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2167/2004/36/1/3/RH10, 25 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    T. E. G. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2167/2004/36/1/1/2/RH11, 25 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja.


    A., Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 31000615/2010/TO1/51/1/1/1/1/RH30, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja.


    A., Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 31000615/2010/TO1/51/1/1/2/RH31, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja.


    B., Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Infracción Art. 144 bis en circunstancias del Art. 142, incs. 1,2, 3 y 5


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000296/2009/17/1/1/RH7, 28 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja.


    M., Luis Héctor y otros s/ Privación ilegal de la libertad (art. 142 bis, inc. 5)


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 55017816/2011/16/1/RH7, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja.


    M., Luis Héctor y otros s/ Privación ilegal de la libertad (art. 142 bis, inc. 5)


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 55017816/2011/19/1/RH8, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja.


    M., Luis Héctor y otros s/ Privación ilegal de la libertad (art. 142 bis, inc. 5)


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 55017816/2011/15/1/RH9, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja.


    M., Luis Héctor y otros s/ Privación ilegal de la libertad (art. 142 bis, inc. 5)


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 55017816/2011/20/1/RH10, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja.


    V., Antonio Orlando y otros s/ Privación ilegal de la libertad y otros


    FSA-Justicia Federal de Salta, 76000073/2011/TO1/18/1/RH1, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Peculado. Jueces naturales. Derecho a ser oído. Principio de congruencia. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso.


    El planteo vinculado con la garantía del juez natural y el derecho a ser oído fue resultado de una reflexión tardía, desde que la defensa lo introdujo recién en oportunidad de la apelación federal a pesar de que fue notificada de la integración del tribunal a quo antes del pronunciamiento impugnado y ninguna objeción formuló al respecto, lo cual obsta para su tratamiento en esta instancia extraordinaria. El recurso tampoco contó con la debida fundamentación en este aspecto, pues los apelantes sólo expusieron conceptos dogmáticos acerca del derecho a ser oído sin relacionarlo con las concretas circunstancias de la causa ni demostrar cómo habría sido afectado en el sub examine. Los recurrentes refirieron que el código procesal local establece la posibilidad de informar oralmente en el trámite del recurso de casación, pero no se ocuparon de relacionar esas disposiciones con la garantía del juez natural, el derecho a ser oído previsto en el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la garantía de defensa en juicio del artículo 18 de la Constitución Nacional, ni expusieron por qué razón correspondería concluir que dicha variante en el procedimiento de esa impugnación en particular constituye una exigencia constitucional. En ese sentido, en el pronunciamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que invocaron los apelantes, ese tribunal internacional sostuvo que el derecho a ser oído debe ejercerse de manera oral "en cierto tipo de procesos", y citó al respecto una sentencia anterior en cuanto consideró que "del artículo 8.1 de la Convención no se desprende que el derecho a ser oído debe necesariamente ejercerse de manera oral en todo procedimiento. Lo anterior no obstaría para que la Corte considere que la oralidad es una de las "debidas garantías" que el Estado debe ofrecer a los justiciables en cierto tipo de procesos. Sin embargo, el representante no ha presentado argumentos que justifiquen por qué es necesaria la oralidad, como garantía del debido proceso, en el procedimiento disciplinario ante la CFRSJ o en las distintas instancias recursivas". La impugnación tampoco resulta procedente en lo tocante a los agravios relativos a la descripción del hecho atribuido en el requerimiento de elevación a juicio, ya que en el mismo fue descripto suficientemente el hecho por el que se dispuso la realización del debate oral, y que luego fue objeto de la condena. En el caso del planteo por afectación del principio de congruencia, en el sub lite el accionar atribuido fue el mismo desde el inicio hasta la sentencia que concluyó el juicio oral, y los actos del proceso se ajustaron al criterio de la Corte según el cual, cualquiera sea la calificación jurídica que en definitiva adopten los jueces, el hecho que se juzga debe ser exactamente el mismo que fue objeto de imputación y debate durante el proceso, es decir, aquel sustrato fáctico sobre el cual los actores procesales desplegaron su necesaria actividad acusatoria o defensiva. Ha señalado la Corte que el cambio de calificación por el tribunal será conforme al artículo 18 de la Constitución Nacional, a condición de que no haya desbaratado la estrategia defensiva del acusado, impidiéndole formular sus descargos. En autos esa situación no se configuró, pues desde uno de los primeros actos del procedimiento los imputados supieron que al hecho le resultaba aplicable la calificación que en definitiva impuso la sentencia de condena, y los recurrentes en ningún momento indicaron a lo largo del trámite de la causa cuáles defensas se habrían visto impedidos de desarrollar. El planteo vinculado con el significado del término "sustraer" del artículo 261 del Código Penal constituye una cuestión de derecho común, por principio ajena a la jurisdicción del Tribunal. Si bien la Corte ha dicho que cabe hacer excepción a esa regla cuando el pronunciamiento recurrido carece de fundamentación suficiente para ser considerado como acto jurisdiccional válido, de acuerdo con la doctrina de la arbitrariedad de sentencias a la cual le ha asignado el carácter de medio idóneo para asegurar el reconocimiento de alguna de las garantías consagradas en la Ley Suprema, en el caso los recurrentes no se hicieron cargo de desarrollar razones que demostrasen que la decisión judicial no constituyó una derivación razonada del derecho vigente. En cuanto a la crítica por la reproducción parcial del texto de un precedente del a quo, cabe destacar que la Corte ha considerado que las remisiones hechas respecto de decisiones anteriores del mismo tribunal no constituyen vicio alguno que descalifique el pronunciamiento y ha afirmado expresamente que esa remisión constituye fundamento bastante para la validez de la decisión. Respecto del agravio sobre la sanción impuesta, resulta oportuno recordar que el ejercicio que hacen los magistrados de sus facultades para fijar las sanciones dentro de los límites previstos por las leyes respectivas, no suscita cuestiones que quepa decidir a la Corte por la vía del artículo 14 de la Ley 48, pues se vinculan con aspectos de hecho, prueba y derecho común. Conforme la Corte tiene establecido, cabe apartarse de dicha regla cuando se ha ocasionado un agravio a la garantía de la defensa en juicio y del debido proceso que se tiende a resguardar por medio de la doctrina de la arbitrariedad, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa. Sin embargo, no se advierte que en el caso se hubiese configurado aquella situación.


    R. F., Raúl Rolando y otros s/ Peculado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4152/2015/RH1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por recurso denegado.


    Remisión al dictamen de la causa B. 133, L. XLIX, “Bejarano, Alejandro David y Romero Vallejos, Sebastián y otro s/ Causa N° 15.070”.


    G., Fabián Norberto y otro s/ Robo con armas, lesiones leves, etc.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37624/2013/T01/2/1/RH2, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por recurso denegado.


    Se mantiene la queja.


    B., Walter Alberto s/ Robo. Damnificado: S. M., Héctor


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27734/2008/TO1/1/1/1/RH1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por recurso denegado.


    Se mantiene la queja.


    R., Brian Ezequiel y otros s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40404/2014/T01/6/1/RH1, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por recurso denegado. Extinción de la acción penal.


    Extrañamiento. Remisión al dictamen de la causa FSM 1462/2009/T01/1/1/1/RH1, "Aranibar Jain, María Susana y otros s/ Infracción Ley 23.737". Se mantiene la queja.


    El caso traído a conocimiento de la Corte, en lo que atañe a la cuestión relativa al instituto del extrañamiento como causa de extinción de la acción, es sustancialmente análogo al debatido en el expediente FSM 1462/2009/T01/1/1/1/RH1, "Aranibar Jain, María Susana y otros s/ Infracción Ley 23.737", al que cabe remitirse, a cuyos fundamentos y conclusiones, en beneficio de la brevedad. A su vez, en lo referido al argumento expresado en el voto mayoritario del a quo, es aplicable la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias elaborada por el Tribunal, pues sin dar más fundamento que sus propias opiniones generales sobre el tópico en cuestión, pero sin respaldo legal en la regulación penal y procesal penal actualmente vigente, ni en doctrina alguna sentada en la materia por la Corte, los jueces omitieron explicar por qué razón, en una etapa regida por el principio de legalidad procesal, esas consideraciones resultarían aplicables a un caso en que la jurisdicción se hallaba habilitada.


    M., Anahí Leonor y otro s/ Reducción a la servidumbre


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71004/2004/TO1/1/1/1/RH2, 06 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por recurso denegado. Sentencia definitiva.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 20989/2014/1/RH1 “Núñez Benítez, Marciano c/ Promotion Building S.A. y otros s/ Accidente – acción civil”.


    Lombi, Pedro c/ ART Interacción S.A. y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 40099/2015/1/RH1, 03 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por recurso denegado. Sentencia definitiva.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64142/2013/1/RH1 “Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. s/ Accidente acción civil”.


    Ovalle, Daniel Avelino c/ Congregación Hijas de San Camilo y otro s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 50853/2014/1/RH1, 03 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por recurso denegado. Sentencia definitiva.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64142/2013/1/RH1 “Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos de Trabajo SA s/ Accidente - acción civil”.


    Galeano, Rubén Alejandro c/ QBE Argentina S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 25751/2014/1/RH1, 28 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por recurso denegado. Sentencia definitiva.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64142/2013/1/RH1 “Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos de Trabajo SA s/ Accidente - acción civil”.


    Giupponi, Clara Viviana c/ Sil S.A. y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 18210/2015/1/RH1, 28 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por recurso denegado. Sentencia definitiva.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64142/2013/1/RH1 “Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos de Trabajo SA s/ Accidente - acción civil”.


    Portillo, María Isabel s/ QBE Argentina ART S.A. y otros s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 34748/2013/1/RH1, 28 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso de queja.


    Mantenimiento de queja.


    N. N. y otros s/ Averiguación de delito. Damnificado: N., Alberto y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3559/2015/16/5/1/RH8, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recusación. Recurso de queja. Improcedencia del recurso.


    N. N. y otros s/ Averiguación de delito. Damnificado: N., Alberto y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3559/2015/16/4/1/RH7, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Presentación de la Queja


    Presentación directa tácitamente desistida: rechazo de la queja.


    Meza, Walter Gastón c/ Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 54794/2012/1/RH1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Requisitos de Admisibilidad


    Delitos de omisión de deberes de funcionario público en concurso ideal con incendio culposo seguido de muerte. Posición de garante. Supuesta vulneración al principio de congruencia: falta de fundamentación. Cuestiones de hecho, prueba y derecho común. Ausencia de arbitrariedad. Remisión al dictamen de la causa CCC 247/2005/TO1/4/1/5/RH8.


    Los cuestionamientos vinculados con la configuración del tipo del artículo 189, segundo párrafo, del Código Penal, consisten en la mera reiteración de los formulados contra la sentencia de condena y que el a quo desestimó mediante fundamentos que el recurrente no se hizo cargo de rebatir. El a quo efectuó un análisis detallado de los elementos por los que la alzada sostuvo la subsunción de las conductas atribuidas a cada funcionario acusado, así como de los agravios que éstos plantearon contra esa valoración. Así, en primer lugar, destacó las numerosas irregularidades en las que incurría sistemáticamente en el local bailable en cuestión, que convergían en la configuración de un elevadísimo riesgo de ocurrencia de incendio peligroso. Concluyó el a quo, en tales condiciones, que "la situación típica, en fin, resultaba plenamente cognoscible para los funcionarios acusados. Parte de su deber de obrar diligentemente en el ejercicio de sus respectivos cargos en efecto era, justamente, arbitrar los medios necesarios para informarse al respecto". En cuanto a la posición de garante, el pronunciamiento apelado confirmó el examen que la alzada hizo de las normas que regulaban la estructura de los órganos del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires encargados de controlar el funcionamiento de los locales bailables de esa clase, y reglamentaban la competencia y responsabilidades funcionales de esas reparticiones, a partir del cual concluyeron que tenían aquella posición. En particular, señaló que se trataba de la Directora Adjunta de la Dirección General de Fiscalización y Control, y que se había desempeñado como Coordinadora General de la Unidad Polivalente de Inspecciones, con las mismas competencias y funciones de contralor que luego fueron absorbidas por dicha Dirección General de Fiscalización y Control. Lo mismo ocurre con el agravio relacionado con el principio de congruencia, desde que el pronunciamiento apelado desechó tales objeciones -mediante las consideraciones que pueden apreciarse- y la defensa insistió en reeditarlas en esta instancia de excepción, sin ocuparse de refutar los fundamentos en que se basó la sentencia apelada. El escrito de la apelación no satisface el requisito de fundamentación exigido por el artículo 15 de la Ley 48 y la acordada n° 4/2007 del Tribunal, desde que el recurrente omitió refutar, en forma concreta y razonada, todos y cada uno de los fundamentos expuestos que dieron sustento a la decisión impugnada, y se limitó a reproducir planteos que fueron examinados y resueltos por el tribunal a quo, y que no consisten más que en una mera disconformidad con aspectos que, por regla, constituyen materia ajena a esta instancia de excepción, pues se vinculan con cuestiones de hecho y prueba y derecho común, que han sido oportunamente desechados con motivación suficiente que descarta la arbitrariedad.


    V., Raúl Alcides y otros s/ Recurso de casación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 247/2005/TO1/4/1/1/RH4, 10 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Delitos de omisión de deberes de funcionario público en concurso ideal con incendio culposo seguido de muerte. Pretensa vulneración de garantías: remisión a los dictámenes de las causas CCC 247/2005/TO1/4/1/5/RH8 y CCC 247/2005/TO1/4/1/1/RH4. Falta de fundamentación. Cuestiones de hecho, prueba y derecho común. Materia ajena a la instancia extraordinaria.


    Los agravios sólo traducen una distinta apreciación sobre los hechos y la prueba, que el apelante reiteró en esta instancia, sin rebatir las razones que informaron el pronunciamiento en lo relativo a esas cuestiones, ni demostrar que hubiera sido arbitraria la forma en que fueron valorados y fijados por el a quo. Sin perjuicio de ello, cabe destacar que la defensa tampoco se hizo cargo de refutar las consideraciones expuestas acerca de la configuración del tipo del artículo 189, segundo párrafo, del Código Penal, en el sentido de que prevé que la situación típica de peligro sea cognoscible para el agente, ni la conclusión en el sentido de que en el sub examine "resultó plenamente cognoscible para los funcionarios acusados. Parte de su deber de obrar diligentemente en el ejercicio de sus respectivos cargos en efecto era, justamente, arbitrar los medios necesarios para informarse al respecto". En tales condiciones, la apelación federal carece en este aspecto de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la Ley 48, pues el recurrente no se hizo cargo de rebatir todos y cada uno de los fundamentos dados en la sentencia apelada. Por último, en lo que respecta a los planteos vinculados con el monto de la pena impuesta, el recurrente también en este aspecto reitera los argumentos expuestos en la anterior instancia, y omite hacerse cargo de refutar los fundamentos en que se apoyó el a quo para rechazarlos. No se advierte, por consiguiente, que el sub examine constituya uno de los supuestos que permitirían hacer excepción al principio según el cual el ejercicio que hacen los magistrados de sus facultades para fijar las sanciones dentro de los límites previstos por las leyes respectivas, sino que constituye materia ajena a la instancia extraordinaria federal ante la Corte, pues se vincula con aspectos de hecho, prueba y derecho común.


    V., Raúl Alcides y otros s/ Recurso de casación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 247/2005/TO1/4/1/4/RH7, 10 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contra Estado Nacional. Ley de servicios de comunicación audiovisual. Libre competencia. Excepción de incompetencia. Cuestiones de derecho común. Ausencia de gravamen.


    Ante todo, cabe recordar que las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la Ley 48, requisito que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el caso, no media denegación del fuero federal -por otra parte, no alegada por la actora-, en tanto la resolución apelada declina la competencia federal de un juez en favor de otro magistrado federal. En tales condiciones, y más allá de lo opinable que pueda resultar la decisión adoptada por la alzada, sobre cuestiones de eminente carácter fáctico, y de derecho común y procesal, no se advierte un gravamen concreto y actual, de insusceptible o insuficiente reparación ulterior que equipare la sentencia a una definitiva, pues no clausuró la vía procesal promovida y, por consiguiente, la demandada quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado.


    Villosio, Beatriz Pabla y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Proceso de conocimiento


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5653/2011/1/RH1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Obra social demanda a una provincia por aportes y contribuciones de trabajadores del tabaco. Acuerdo: falta de requisitos legales. Inexistencia de obligación por parte de la provincia. Leyes 20.155 y 22.269. Sentencia debidamente fundada: rechazo del recurso de queja.


    La sentencia recurrida posee adecuado sustento en las consideraciones efectuadas, como en la valoración de la prueba acompañada, por lo que no resulta descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. El recurrente no cuestiona debidamente los fundamentos expuestos por la Cámara para concluir que el acuerdo no encuadra en las previsiones de las leyes 20.155 y 22.269, así como tampoco las consecuencias que de ello se derivan respecto de su exigibilidad. Cabe recordar que la Cámara a partir de considerar que el convenio no cumplía con los requisitos legales que lo tornaron obligatorio para la provincia, desestimó la calidad de agente de retención de la demandada. Luego, descartó que mediara una obligación contractual en los términos del artículo 1197 del Código Civil. A este respecto, consideró que los convenios de corresponsabilidad gremial requerían para su validez, la aprobación del Ministerio de Bienestar Social de la Nación, a fin de ejercer el debido contralor, a lo que agregó que ese organismo había aprobado un convenio de ese tipo para los trabajadores del tabaco, del que la obra social no había sido parte (res. MBS 2528/74 Y res. MTSS 11/86). El tribunal resaltó que en el marco de lo dispuesto por la Ley 22.269, es el empleador y no el Estado provincial quien tiene a su cargo el pago de los aportes a las obras sociales, sin que tampoco se haya cumplimentado con la aprobación legalmente impuesta del INOS (art. 13 del acuerdo, cap. V y VII, Ley 22.269). Estos aspectos no fueron objeto de puntual crítica por parte de la apelante.


    Obra Social Del Personal Rural y Estibadores de la República Argentina c/ Estado de la Provincia de Misiones - Ministerio de Asuntos Agrarios - Dir. de Tabaco y/o quien Resulte civilmente responsable s/ Demanda ordinaria.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 277/2013/(48-O) CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por la competencia. Demanda por accidente laboral. Cuestión no recurrible: inexistencia de gravamen irreparable.


    La doctrina que asimila las cuestiones de competencia a sentencia definitiva cuando aquéllas importan la denegatoria del fuero federal, sólo se refiere a los casos en que esa jurisdicción surge de la naturaleza de las normas o de las personas. Dicha regla no es aplicable cuando, como ocurre en el sub lite, lo cuestionado es la competencia material, y las leyes aplicables son de carácter común, porque sólo en el primer grupo de casos la resolución impugnada vulnera, de modo no susceptible de reparación ulterior, un específico privilegio federal. Por otro lado, lo resuelto no tiene como consecuencia una palmaria denegación de justicia, con incidencia directa e inmediata sobre la garantía de la defensa en juicio, desde que no agota el proceso, ni se ha acreditado que, a partir de la declinatoria, se esté cercenando la posibilidad de participación efectiva del interesado en el pleito. Por último, en oportunidad de contestar el traslado de demanda, la recurrente consintió la competencia del fuero laboral para entender en la causa. En suma, el recurrente no logra develar la presencia de un gravamen concreto y actual, de imposible o insuficiente reparación posterior, que permita equiparar la interlocutoria atacada a una sentencia definitiva, en el sentido del artículo 14 de la Ley 48.


    Aldana Evaristo c/ Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Accidente Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14417/2014/RH1, 03 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario Federal


    A fin de mejor dictaminar, se solicita remisión de las actuaciones administrativas registradas en la Dirección Nacional de Migraciones, en tanto se encuentran vinculadas con la presente acción.


    Mabuza Mases c/ Estado Nacional -DNM- Disp 578/12 (Expte 149957/10) s/ recurso directo DNM


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 22786/2012/RH1, 29 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    A fin de que la Corte pueda pronunciarse se mantiene la queja interpuesta.


    T., Hernán Orlando y otro s/ Inf. Ley 23.737


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 19839/2013/2/1/RH1, 14 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    A los fines de mejor dictaminar solicita elevación de autos principales.


    P., Yesica Vanesa s/ Homicidio simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3073/2015/RH1, 01 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza contra provincia. Obligatoriedad de efectuar aportes: ingenieros matriculados en el Colegio provincial. Remisión a los precedentes “Steifel”, “Palópoli” y a sus citas, de Fallos: 318:2503.


    Teyma Abengoa S.A. c/ Santa Fe, Provincia de y otra s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4443/2015, 11 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Concurso de delitos, portación ilegítima de armas y lesiones: remisión al dictamen de la causa B. 133, L. XLIX, “Bejarano”. Agravante genérica, Art. 41 bis CP: remisión al dictamen de la causa F. 291, L: XLIII, “Fortuna”. Agravante por reincidencia: remisión al dictamen de la causa A. 558, L. XLVI “Arévalo”.


    Q., Jorge Luis y otros s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3996/2015/RH1, 07 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Delito de robo con armas. Remisión al dictamen de la causa R. 1096, L. XLIII “Ruiz, Franco David”. Improcedencia del recurso extraordinario.


    M. D., Esteban y otro s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41632/2014/TO1/3/RH1-CS1, 22 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda por daños y perjuicios. Indemnización por suicidio de hijo en complejo penitenciario. Solicita causa penal para mejor dictaminar.


    Hug, Mario Alberto y otro c/ Estado Nacional - Servicio Penitenciario Federal s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 93/2014/(50-H)/CS1, 18 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Derecho a recurrir la condena: art 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Remisión al dictamen de la causa D. 429, L. XLVIII, "Duarte, Felicia s/ Recurso de casación".


    P., Santiago Manuel s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 611/2014/(50-P/CS1), 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Derecho de recurrir la condena: Art. 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Remisión al dictamen de la causa D. 429, L. XLVIII, "Duarte, Felicia s/ Recurso de casación".


    C., Gustavo Ismael y otros s/ Homicidio culposo (Art. 84 2° párrafo)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1249/2015/CS1, 23 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Desistimiento del recurso fiscal interpuesto. Remisión al dictamen de la causa F. 289, L. L, “Funes Vallejos, Sebastián David c/ s/ Causa N° 338/2013".


    Á., José Manuel s/ Infracción Ley 23.737 (Art. 14)


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 1123/2014/1/1/1/RH2, 11 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Dictado de nueva norma. Circunstancias existentes al momento de la decisión. Medida para mejor proveer: oír a las partes.


    Con posterioridad a la concesión del recurso extraordinario se dictó el decreto 267/2015 (BO del 4 de enero de 2016), cuyas disposiciones tienen la virtualidad de incidir sustancialmente en el presente proceso. Por ello, en ejercicio de las facultades otorgadas por el Art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, corresponde que se disponga, como medida para mejor proveer, oír a las partes a fin de que manifiesten lo que consideren pertinente sobre la nueva situación que se plantea luego de la entrada en vigencia de dicha norma.


    SRT de la UNC S.A. c/ Cablevisión S.A. s/ Amparo Ley n° 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 582/2014/CS1 (50-S), 29 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Medida para mejor dictaminar.


    Dolores Gas S.A. y otro c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 14958/2012/1/RH1, 17 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Medida para mejor dictaminar.


    M., C. H. s/ Abuso sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9540/2013/TO1/2/RH1, 27 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Medida previa. Notificación de las etapas del proceso. Omisión del traslado del recurso extraordinario federal. Artículo 257 CPCCN.


    Previo a dictaminar, corresponde devolver las actuaciones al tribunal de origen a fin de que proceda a dar cumplimiento al traslado del recurso extraordinario. Ello, toda vez que según la doctrina del Tribunal la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso -particularmente la sentencia y el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el Art. 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa.


    Edefor S.A. c/ Provincia de Formosa s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3674/2015/RH1, 13 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Medidas para mejor dictaminar.


    Impfot S.R.L. c/ Southern Vineyard L.L.C. s/ Ejecución de acuerdo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 12239/2015/CS1, 06 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Pronunciamiento inoficioso.


    P., Santiago Manuel y otro s/ Homicidio simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5207/2014/RH1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa CSJ 259/2010 (46-C), “Coto CICSA (TF 22.877-A).”


    Termoandes S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 30203/2014/CA1-CS1, 03 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa G. 331, L. XLVI; "Galeano González, Pedro”.


    Pezzuto Rosana Ines p/ Si y en rep. de sus hijos men. L. G. y A. M. N. c/ ART Interacción S.A. y Otro s/ Indem. por fallecimiento


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 39724/2008/1/RH1, 02 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos CNT 32547/2011/1/RH1, "Correa, Eduardo Javier c/ Tel 3 S.A. y otros s/ despido".


    Correa, Eduardo Javier c/ Tel 3 S.A. y otros s/despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 32547/2011/2/RH2, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos CNT 32547/2011/1/RH1, "Correa, Eduardo Javier c/ Tel 3 S.A. y otros s/ despido".


    Correa, Eduardo Javier c/ Tel 3 S.A. y otros s/despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 32547/2011/3/RH3, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos CNT 64142/2013/1/RH1 "Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ accidente - acción civil".


    Coronel, Fernando Bautista c/ QBE Argentina ART S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 44301/2014/RH1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos CNT 64142/2013/1/RH1 "Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ accidente - acción civil".


    Díaz, Héctor Hernán c/ Garbarino S.A. y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 60743/2013/1/RH1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos CNT 64142/2013/1/RH1 "Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ accidente - acción civil".


    Gerace, Abraham Moisés c/ La Caja ART S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 3174/2014/1/RH1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos CNT 64142/2013/1/RH1 "Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ accidente - acción civil".


    Gutiérrez, Damián Armando c/ Swiss Medical ART S.A. y otro s/Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 29734/2014/RH1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa A. 363, XLIX, “Armstrong, Sharon Mae s/ Causa n° 15507”.


    S. B. K. s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000148/2012/TO1/2/1/RH1, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos B. 555, XLVIII, “Barmack, Gabriel s/ Causa n° 14.327”.


    G., Jorge Horacio s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45422/2008/TO1/1/RH1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos B. 555, XLVIII, “Barmack, Gabriel s/ Causa n° 14327”.


    M., Marcelo Mauricio s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28522/2012/TO1/1/RH1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos B. 555, XLVIII, “Barmack, Gabriel s/ Causa n° 14327”.


    R. C., Juan Carlos s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10618/2009/TO1/2/RH2, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos B. 555, XLVIII, “Barmack, Gabriel s/ Causa n° 14327”.


    R. H., Juan Jesús s/ Falsificación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 884/2012/TO1/1/1/RH1, 21 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CNT 18036/2011/1/RH1, "Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. s/Accidente-Iey especial".


    Blanco Hernández, José Carlos c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 53691/2012/1/RH1, 17 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CNT 18036/2011/1/RH1, "Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. s/Accidente-Iey especial".


    Díaz, Carlos Alberto c/ La Segunda ART S.A. s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 26372/2011/1/RH1, 17 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CNT 18036/2011/1/RH1, "Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. s/Accidente-Iey especial".


    Díaz, José Guillermo c/ Vidt Centro Médico y otro s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47281/2010/1/RH1, 17 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CNT 20989/2014/1/RH1 “Núñez Benítez. Marciano c/ Promotion Building S.A. y otros s/ Accidente-acción civil”.


    Di Fazio, Fernando Gabriel c/ Siseg S.R.L. y otro s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 28760/2014/1/RH1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CNT 64142/2013/1/RH1, "Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. s/ accidente-acción civil".


    Viglezzi, Juan Carlos c/ QBE Argentina Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 69/2014/1/RH1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. FSM 31633/2014/TO1/3/CS1, “Cardozo, Juan Cruz Iván y otro s/ Secuestro extorsivo”.


    R., Jonatan Ezequiel y otro s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 43606/2014/TO1/3/CS1, 08 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CSJ 550/2013 (49-D)/CS1, "Delgado, Ariel Alberto c/ López Carlos Alberto s/ despido".


    Delgado, Ariel Alberto c/ López, Carlos Alberto s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 54/2013/(49-D)/CS1, 04 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos P. 30, L, “P. Guido Aníbal s/ Causa n° 704/2013”.


    M., Juan José


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1045/2014/RH1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos S. 471, XLVIII, “Schlenker, Alan s/ Causa n° 13590”.


    S., Christian Daniel y otro s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45183/2008/TO1/1/RH1, 23 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado in re CSJ 1614/2014/RH1, "Balmaceda, Juan José c/ Provincia de San Juan s/ inconstitucionalidad".


    Balmaceda, Jorge Luis c/Provincia de San Juan s/ Inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1608/2014/RH1, 01 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado in re: CSJ 92/2016 "Nobleza Piccardo S.A.ICyF c/ Provincia de Santa Fe s/ Acción declarativa de certeza".


    Nobleza Piccardo SAICyF c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 91/2016, 09 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 3750/2014 “Telecom S.A.” y CSJ 4018/2014 "Telecom Personal S.A.”


    Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4245/2015, 17 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas G. 823, L. XLIX, "González, José Maria y otros" y FRO 76000012/ 2011/ 6/ 1/ RH2, "Saint Amant, Manuel Fernando y otros".


    A., Carlos Ulpiano y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 43000130/2004/42/1/1/RH10, 04 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas G. 823, L. XLIX, "González, José Maria y otros” y FRO 76000012/ 2011/ 6/ 1/ RH2, "Saint Amant, Manuel Fernando y otros".


    Á., Aldo Mario s/ Privación ilegal de la libertad, tortura, homicidio


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 15000005/2007/136/2/RH14, 04 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas G. 823, L. XLIX, "González, José Maria y otros” y FRO 76000012/2011/6/1/RH2, "Saint Amant, Manuel Fernando y otros”.


    L. F., José Rubén y otros s/ Inf. Art. 144 bis inc. 1


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 43000603/2007/1/1/RH3, 04 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas G.195, L.XLVI, "Glaciar Pesquera S.A.” y E.78, L.XLVI, "Estremar S.A.”.


    Estremar S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4969/2015, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de autos FSA 74000120/2011/TO1/18/1/RH5.


    S., Milagro Amalia Ángela y otros s/ Daño agravado (art. 184 inc. 5) y amenazas


    FSA-Justicia Federal de Salta, 74000120/2011/TO1/12/3/RH4, 25 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Barmack, Gabriel s/ Causa n° 14327", letra B, n° 555, libro XLVIII.


    González Álvarez, Pablo Sebastián s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13337/2011/TO1/1/RH1, 16 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "González Castillo, Cristian Maximiliano y otro” (expte. CSJ 3341/2015/RH1).


    F., Norma Amalia y otros s/ Homicidio simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3722/2015/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "P. Guido Aníbal s/Causa n° 704/2013", letra P, n° 30, libro L.


    G. León, B. Mauricio s/ Homicidio


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8244/2012/TO1/1/1/RH1, 19 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Schlenker, Alan s/causa n° 13590", letra S, n° 471, libro XLVIII”.


    F. B., Ariel Leandro s/ Inf. Ley 25.891


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 12058794/2011/1/1/RH1, 16 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Schlenker, Alan s/causa n° 13590", letra S, n° 471, libro XLVIII”.


    L., Octavio Miguel Ángel s/ Falsificación documentación automotor


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 79000660/2010/1/1/1/RH1, 16 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Transportadora Gas del Sur -inc. med. cautelar- expte. N° 35.770/2012”.


    Corresponde acotar a le expuesto, que ello no significa emitir opinión sobre la constitucionalidad de los arts. 53 y 54 de la Ley 26.784 o sobre la aplicabilidad de los precedentes de la Corte en "Alliance One Tobacco Argentina S.A. c/ Estado. Nacional - Poder Ejecutivo. Nacional s/ ordinario" y en "Compañía Mega S.A. c/ Estado Nacional - dte. 2067/08 – Ministerio de Producción resol. 1451/08 y otro s/ amparo Ley 16.986", sentencias del 11 de diciembre de 2014 y 27 de octubre de 2015, respectivamente, pues todo ello será objeto de examen en oportunidad de dictarse el pronunciamiento sobre el fondo de la cuestión. Pero le demás, no obsta a le señalado la prueba que acompaña la actora para demostrar el gravamen que le ocasionaría la revocación de la medida precautoria, pues la falta del requisito de verisimilitud del derecho invocado es suficiente para imposibilitar el acceso a dicha medida.


    Compañía Mega S.A. c/ Estado Nacional - DTO 2067/08 y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 2760/2013/1/1/1/RH2, 21 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XLVIII, “Barmack, Gabriel s/ Causa n° 14.327”.


    T. L., Flor Amelia y otros s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60142/2004/12/1/RH1, 23 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C.486, L.XLIII, "Camaronera Patagónica S.A.”, y a la causa CSJ 259/2010 (46-C), "Coto CICSA (TF 22. 877-A)”.


    Termoandes S.A. c/ DGA s/ Recurso Directo de Organismo Externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 30220/2014/CA1-CS1, 29 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 16222/2012/CA3-CS1 “Aviala S.A.”


    Dieppe S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio Economía - Resol. 235, 166 y 334/11 y otros s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17184/2012/CA1-CS1, 01 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 21881/2009/1/RH1, “Noble Argentina S.A.”


    Noble Argentina S.A. c/ Estado Nacional - ONCAA- RESOL. 2463/09 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 21881/2009/CS1-CA1, 02 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 27524/2012/1/RH1 "Aceitera General Deheza S.A. (TF 29218-A y acum).


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. (TF 29191-A) c/ DGA


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 27525/2012/CA3-CS1, 03 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 4446/2014/CS1-CA1, "Aguas Argentinas S.A.”.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso Directo de Organismo Externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 4446/2014/2/RH1, 19 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 5601/2014/CA1-CS1, “Johnson & Johnson”.


    Goodtimes Group S.A. c/ DNCI s/ Lealtad Comercial- Ley 22802 - Art 22


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49733/2015/CA1-CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 247/2005/ TO1/ 4/ 1/ 5/ RH8.


    V., Raúl Alcides y otros s/ Recurso de casación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 247/2005/TO1/4/1/2/RH5, 10 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 247/2005/ TO1/ 4/ 1/ 5/ RH8.


    V., Raúl Alcides y otros s/ Recurso de casación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 247/2005/TO1/4/1/6/RH9, 10 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 247/2005/TO1/4/1/1/RH4.


    V., Raúl Alcides y otros s/ Recurso de casación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 247/2005/TO1/4/2/RH2, 10 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 247/2005/TO1/4/1/5/RH8.


    V., Raúl Alcides y otros s/ Recurso de casación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 247/2005/TO1/4/1/3/RH6, 10 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/2011/1/RH1, "Espósito, Dardo Luis”.


    Iturbe Carlos Antonio c/ Provincia Aseguradora de Riesgo del Trabajo S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 11494/2012/1/RH1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/2011/1/RH1, "Espósito, Dardo Luis”.


    Mamani Franco Jose c/ Asociart S.A. c/ Aseguradora De Riesgos Del Trabajo Y Otro s/ Accidente - Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 20793/2011/1/RH1, 17 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/2011/1/RH1, "Espósito, Dardo Luis”.


    Morel Martínez Cayo Lilio c/ Asociart art S.A. s/ Accidente - Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14944/2012/1/RH1, 17 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 538/2009 (45-S) /CS1, "Santa Fe, provincia de”.


    Mendoza, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 819/2016, 15 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 5454/ 2014/ RH1 “Estevarena, Diego”.


    F., Hipólito Felisindo s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1973/2014/RH1, 04 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 7/2013 (49-R) /CS1, “Refinor S.A.”


    Refinor S.A. c/ Estado Nacional y otros s/ Medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 14/2013/(49-R)/CS1, 01 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMZ 97000098/2013/TO1/1/1/CS1, "Miret Clapés, Luis Francisco y otros”.


    L. P., Pedro Modesto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 97000112/2013/TO1/26/1/CS1, 05 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRE 16000008/2012/4/1/CS1, "Córdoba, Luis Ángel”.


    V., Ricardo s/ Incidente de prisión domiciliaria


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14216/2003/556/CS2, 30 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSA 73000813/2007/TO1/2/2/RH1, "Mulhall, Carlos Alberto y otro”.


    V., Ignacio Aníbal s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 93306153/2005/TO1/9/1/CS1, 05 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSM 21311/2013/1/RH/1: "Operadora de Estaciones de Servicio S.A.”.


    Operadora de Estaciones de Servicios -O.P.E.S.S.A. c/ Municipalidad de San Martin s/ Acción meramente declarativa de derecho


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 5946/2014/CS1, 22 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 81810081/2012/TO1/1/1/RH5, "Colotti, Camilo Ángel y otros”.


    L., Francisco Alfredo y otros s/ Legajo de casación


    FTU-Justicia Federal de Tucumán, 400133/2005/TO1/4/CFC2-CS1, 05 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 196. L, “Galeano, Gustavo”.


    M., Silvia Mónica s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21260/2009/TO1/1/1/RH1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 823, L. XLIX, “González, José Maria y otros”.


    B., Agustín Juan y otros s/ Querella


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7650/2008/9/2/RH3, 04 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 823, L. XLIX, “González, José Maria y otros”.


    S., Hugo y otro s/ Abuso de autoridad


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 15000005/2012/3/1/1/RH3, 04 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 823, L. XLIX, caratulada “González, José Maria y otros”.


    Z., Eugenio Segundo s/ Incidente de recuso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 43000130/2004/4/1/1/RH11, 04 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa H. 139, L. XLVIII, caratulada “Higa, Miguel y Rodríguez, Javier Nicolás”.


    M., Santiago Guillermo s/ Robo con armas y privación ilegal de la libertad


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33925/2012/TO1/4/1/RH1, 08 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa P. 30, L. L, "P. Guido Aníbal s/ Causa N° 704/2013".


    P., Claudio Marcelo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4766/2014/RH1, 19 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen en A 363, L XLIX, "Armstrong, Sharon Mae c/s/ causa n° 15.507".


    V. P., Tomasa y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FSA-Justicia Federal de Salta, 7719/2013/TO1/3/RH3, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen en Competencia n° 1002 L. XL VII "Frías, Martín Fernando y Ozuna, Emilia Débora Silvana s/ inf. Ley 23737".


    C., María Luisa s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4815/2015/CS1, 17 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al expediente C 416, L XLVIII, "Chambla, Nicolás Guillermo y otros s/homicidio -causa n° 242/2009-", de conformidad con lo expuesto en la sentencia emitida en la misma fecha en la causa D. 429, L. XLVIII, "Duarte, Felicia”.


    M., Patricia Inés y otro s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4989/2014/CS1, 16 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al precedente de Competencia n° 130 L. XLII "Echeverría, Sandra P. s/ inf. Ley 23.737".


    K. V., Washington Michel y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 59356/2014/6/CS1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso.


    A., Leandro s/ infracción Ley 23.737


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 82018047/2013/2/RH1, 22 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso.


    F., Luis Alberto s/ Seguridad pública


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 12000053/2011/1/1/RH1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja.


    B. S., Héctor Daniel y otro s/ Infracción Ley 23.737 (art. 5 inc. c)


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 14000242/2011/2/1/1/RH1, 10 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Se solicita como medida para mejor dictaminar, la remisión de actuaciones administrativas de la Dirección General de Migraciones.


    Velázquez, Rubén Darío c/ Estado Nacional -Ministerio del Interior- Dirección Nacional de Migraciones- Resol 424/11 (ex 228414/89) s/ Recurso Directo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 21878/2013/1/RH1, 01 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Se solicita como medida para mejor dictaminar, las actuaciones administrativas de la Dirección General de Migraciones.


    Melo, Eda Beatriz c/ Estado Nacional -Ministerio del Interior- Resol 1236/11- Dirección Nacional de Migraciones (expte. 620204/08) s/ Recurso directo para juzgados


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 236/2012/1/RH1, 01 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Se solicita medida para mejor dictaminar. Sin perjuicio de ello, se remite a lo resuelto en autos G, 331 XLVI; "Galeano González, Pedro N. c/ Futura AFJP s/ acción de amparo".


    Agüero, Guido Ernesto y otros c/ Prorenta AFJP y otro s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1106/2012/(48-A)/CS1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Se solicita remisión de las actuaciones administrativas registradas en la Dirección Nacional de Migraciones bajo el número 2399594/2007.


    Flores Burga, Raúl Eduardo c/ Estado Nacional –Ministerio del Interior - Disp. 926/11 (expte. 2399594/07) s/ Recurso directo para juzgados


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 16728/2011/CA2/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Se solicitan los autos principales como medida de mejor dictaminar


    Asociación de Bancos Privados de Capitales Argentinos y otro c/ Municipalidad de Córdoba s/ acción meramente declarativa de derecho


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 34856/2014/1/RH1, 11 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Se solicitan medida para mejor dictaminar.


    T., Hernán Orlando s/ Infracción Ley 23.737


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 19839/2013/2/1/RH1, 10 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar: remisión de los autos principales.


    Ángel Estrada y Cía. S.A. y otros c/ Municipalidad de Moreno s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 16079954/2008/1/RH1, 15 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Osecac c/ Kowalyszyn, José Antonio s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4820/2015/CS1, 18 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de actuaciones administrativas, como medida para mejor dictaminar.


    Vega Carrión Arturo Antenor c/ Estado Nacional -Ministerio Interior- R1 942/11 DNM Disp. 97722109 (ex 2218741) s/ Recurso directo para juzgados


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 35287/2011/2/RH2, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa "Price, Brian Alan s/ Homicidio simple", CSJ 2646/2015/CS1.


    E., Mauro s/ Muerte


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4978/2015/CS1, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/2011/1/RH1 “Espósito, Dardo L. c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente - ley especial”.


    Abrego, Jonatan Matías c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 60045/2012/1/RH1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/2011/1/RH1 “Espósito, Dardo L. c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente - ley especial”.


    Insaurralde, Aníbal de Jesús c/ Construmex S.A. y otro s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 1061/2012/1/RH1, 02 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/2011/1/RH1 “Espósito, Dardo L. c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente - ley especial”.


    Masetti, Miguel Ángel c/ Asociart S.A. ART s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 18648/2013/2/RH1, 03 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se solicita remisión de actuaciones.


    Julián Rooney s/ Infracción Ley 24.051 residuos peligrosos


    FTU-Justicia Federal de Tucumán, 400378/1999/7/1/RH4, 03 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se solicita remisión de actuaciones.


    L., P. L. c/ R., C. G. s/ Derecho de comunicación (Art. 652)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 875/2016/CS1, 08 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se solicita remisión de actuaciones.


    Li Haiton c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior -DNM- Resol. 684/11 (expte. 529831/08) s/ Recurso directo DNM


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 41815/2012/1/RH1, 31 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa FCB 31120138/2004/CS1, “Leyva, Ana Lidia de las Mercedes y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Finanzas Públicas s/ Amparo Ley 16.986”.


    Leyva, Ana Lidia de las Mercedes y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Finanzas Publicas s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 31120138/2004/1/RH1, 18 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa FSM 16080221/2009/1/RH1, "Ángel Estrada y Cía S.A. y otros c/ Municipalidad de Merlo s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad".


    Ángel Estrada y Cía. S.A. y otros c/ Municipalidad de Moreno s/ Acción mer. declarativa de inconstitucionalidad


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 16079954/2008/1/RH1, 01 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa FSM 21311/2013/1/RH/1 “Operadora de Estaciones de Servicio S.A. c/ Municipalidad de Vicente López s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad”.


    Operadora de Estación de Servicios S.A. -O.P.E.S.S.A.- c/ Municipalidad de San Miguel s/ Acción mer. declarativa de inconstitucionalidad


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 21309/2013/1/RH1, 24 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario.


    Se mantiene el recurso de queja.


    V., Carlos Alberto s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10185/2011/TO1/1/2/1/RH3, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Medidas para mejor proveer.


    Se solicita informe a las partes, como medida previa.


    Quercia, José Luis (TF 28038-I) c/ DGI


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 53432/2012/CS1, 20 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 3341/2015/RH1 “González Castillo, Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma fuego -aptitud disparo no acreditada".


    N., Sergio Omar y otro s/ Infracción Ley 23.737


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 91001241/2013/TO1/7/2/RH2, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 3341/2015/RH1 “González Castillo, Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma fuego -aptitud disparo no acreditada".


    R., María Daniela y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 7566/2014/TO1/CFC1-CS1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa E. 253, L. XLII, "Equitanti, Jorge Raúl s/ Recurso de casación"


    T., Mario Héctor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4204/2015/RH1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen en la causa CSJ 3341/2015/RH1 “González Castillo, Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma fuego -aptitud disparo no acreditada-".


    C., Viviana y otros s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1598/2016/CS1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, “Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986”.


    Abdala, María y otros c/ PEN, AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 13015232/2012/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, “Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986”.


    Duarte, Delfa Haydee c/ AFIP, Estado Nacional y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 19811/2013/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, “Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986”.


    Volpato, Nancy Adela y otro c/ AFIP, DGI y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 4199/2013/CA2-CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    A fin de mejor dictaminar, se solicita nueva vista con la documentación que obra reservada en secretaría.


    Provincia de Río Negro c/ Fianzas y Créditos S.A. Cía. de Seguros s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6231/2016/CS1, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Mantiene la opinión vertida en dictamen precedente.


    V. I., R. c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación s/ Ordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 11050512/2013/1/RH1, 04 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Medida para mejor dictaminar: solicita remisión de la documentación agregada al expediente.


    Neuquén, Provincia del s/ "Inhibitoria en autos A.C.A.R.A. c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción mere declarativa de derecho"


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1339/2016, 31 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión a Fallos: 308:1938 ("Gómez Dávalos") y a Fallos: 337:637 ("Arévalo"), así como al dictamen de esta última.


    M., Andrés Sebastián


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1704/2016/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    Av. Carabobo (ocupante) s/ Inf. Art. 125 bis


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13763/2015/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    E., Dora Beatriz s/ Inf. Art. 125 bis


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1593/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    G., Virginia Patricia y otra s/ Falsificación, etc.


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10968/2015/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    Lafuente (ocupantes) s/ Inf. Art. 140


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6062/2016/2/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    M., Lucio Mauricio s/ Infracción Art. 189 bis


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11450/2013/PL1/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    N.N. s/ Extorsión y amenazas


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13629/2015/1/CS1-CA1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4886/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5523/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4051/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4072/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4457/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    N.N. s/ Violación de correspondencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3784/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa “Barmack, Gabriel s/ Causa n° 14327", letra B, n° 555, libro XLVIII.


    A., Daniel Isaac s/ Infracción Ley 22.362


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8067/2007/TO1/1/1/RH1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa “González Castillo, Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma fuego – aptitud disparo no acreditada” (expte CSJ 3341/2015/RH1).


    G. N., Jorge Hipólito s/ Robo con armas. Damnificado: L. R., Andrés Roberto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13625/2011/TO1/2/RH1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa CAF 11335/2012/CS1, “Garman Representaciones S.A. (TF 22.794-I) c/ DGI”.


    Garman Representaciones S.A. (TF 22794-I) c/ DGI


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 11335/2012/1/RH1, 08 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/2011 "Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente - Ley Especial".


    Ferreyra, Héctor Osmar c/ La Segunda ART S.A. s/ Accidente – Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21119/2010/1/RH1, 07 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4774/2015/CS1 “Valor, Norma Marcelina y otros c/ Fundación Médica de Mar del Plata y otros s/ Daños y perjuicios”.


    GCBA y otros s/ Otros procesos incidentales


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4903/2015/CS1, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa FRO 76000012/2011/6/1/RH2, “Saint Amant, Manuel Fernando y otros s/ homicidio agravado”.


    D. B., Ramón Genaro y otro s/ Infracción Art. 144 bis y otros


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 96002714/2006/1/1/RH3, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa FRO 76000012/2011/6/1/RH2, “Saint Amant, Manuel Fernando y otros s/ homicidio agravado”.


    Operativo I. y otros s/ Privación ilegal de la libertad


    FTU-Justicia Federal de Tucumán, 401015/2004/33/1/1/1/RH30, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Remisión al dictamen de la causa P. 289, L. XLIX, "Pereyra, Oscar Enrique s/ Causa n° 14.770".


    L., Rocío Evelyn y otro s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 500000843/2012/TO1/1/1/RH1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se considera necesario que la Corte ordene correr traslado al Fisco Nacional.


    Real Work S.R.L. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 31392/2014/CA1-CS1, 15 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    C. F., José Armando y otro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5713/2011/4/8/1/RH15, 22 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    C. F., José Armando y otro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5713/2011/4/2/1/RH16, 22 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    C. F., José Armando y otro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5713/2011/4/5/1/RH12, 22 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    C. F., José Armando y otro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5713/2011/4/3/1/RH13, 22 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    C. F., José Armando y otro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5713/2011/4/1/1/RH5, 22 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    C. F., José Armando y otro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5713/2011/93/1/RH6, 22 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    C. F., José Armando y otro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5713/2011/4/7/1/RH7, 22 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    C. F., José Armando y otro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5713/2011/4/4/1/RH8, 22 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    C. F., José Armando y otro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5713/2011/4/6/1/RH9, 22 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    C. F., José Armando y otro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5713/2011/43/1/1/RH10, 22 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    C. F., José Armando y otro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5713/2011/92/1/RH11, 22 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    C., Camilo Eduardo y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12858/2009/2/2/RH8, 22 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    C., Camilo Eduardo y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12858/2009/6/3/RH9, 22 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Se mantiene la queja interpuesta.


    C.F., José Armando y otro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5713/2011/4/9/1/RH14, 22 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Solicita elevación de los autos principales, como medida para mejor dictaminar.


    P., Yesica Vanesa s/ Homicidio simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3073/2015/RH1, 07 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal.


    Solicita remisión de actuaciones.


    J., C. A. c/ M., M. P. s/ Cuidado personal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1678/2016/CS1, 25 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario.


    A fin de mejor dictaminar y de garantizar los derechos de defensa en juicio y el debido proceso legal, se solicita a la Corte Suprema que tenga a bien requerir a las partes que manifiesten lo que estimen corresponder con respecto a las circunstancias sobrevinientes a la interposición del recurso en estudio.


    Unión Argentina de Trabajadores Rurales y Estibadores c/ Poder Ejecutivo Nacional – Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 42539/2012/1/RH1, 01 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 3341/2015/RH1 "González Castillo, Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma fuego -aptitud disparo no acreditada".


    Principal en Tribunal Oral TO01 – Imputado: B., Elda Liliana y otro s/ Infracción Ley 23.737 (Art. 5 inc. c)


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 91002379/2013/TO1/CS1, 29 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa FSA 3799/2013/13/RH2, "Llanes, Margarita y otros s/ Infracción ley 26.364".


    S., Waldemar Argentino y otro s/ Infracción Ley 26.364


    FSA-Justicia Federal de Salta, 122/2014/4/1/RH1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen en la causa CSJ 3341/2015/RH1 “González Castillo, Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma fuego -aptitud disparo no acreditada-".


    C., José Rafael s/ Infracción Ley 23.737 (Art. 5, inc. c) y atentado contra la autoridad


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 2245/2014/TO1/CS1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario.


    Remisión al fallo de la causa FSM 2378/2010/TO1/1/RH1 "Olivera, Guillermo Adolfo s/infracción ley 22.362 (art. 31 inc. d)".


    P., Carlos Alberto s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 17719/2014/TO1/2/RH1, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario.


    Se mantiene el recurso.


    R., Juan Rodolfo


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 94008371/2009/TO1/CS1, 30 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario.


    Se mantiene la queja.


    P., José Luis y otros s/ Defraudación contra la administración pública, falsificación de documentos públicos y uso de documento adulterado falso (art. 296)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42282/2008/TO1/1/1/RH1, 30 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Mantenimiento del recurso.


    F., Jorge Rómulo y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91003361/2012/TO1/1/CS1, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Generalidades


    A los fines de mejor dictaminar solicita remisión de autos principales.


    B., Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Inf. Art. 144 bis en circ. Art. 142 inc. 1, 2, 3, 5


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000296/2009/RH5, 05 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    A los fines de mejor dictaminar solicita remisión de autos principales.


    B., Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de libertad (Art. 144 bis inc. 1)


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000195/2009/RH11, 04 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Lesa humanidad. Alegada arbitrariedad de sentencia. Planteo de imparcialidad de juez. Ampliación del requerimiento de elevación a juicio durante el debate. Supuesta indeterminación de la imputación e insuficiencia probatoria. Pena que excede a la solicitada por el fiscal.


    El planteo referente a la falta de imparcialidad del juez constituye la mera reedición de una cuestión ya resuelta mediante sentencia firme en otra causa objetivamente conexa a la presente, sin que la parte haya demostrado las razones por las cuales se debería adoptar ahora un temperamento distinto. En cuanto a la decisión por la cual el tribunal oral hizo lugar a la ampliación del requerimiento de elevación a juicio solicitada por el fiscal al comienzo del debate, no fue impugnada por la defensa, por lo que el planteo, introducido recién en el recurso de casación contra la condena, resultaba inadmisible por extemporáneo. Razones de seguridad jurídica constituyen fundamento último del principio de perentoriedad de los términos, colocando un momento final para el ejercicio de ciertos derechos, pasado el cual, y sin extenderlo más, éstos deben darse por perdidos. Sostener lo contrario implicaría desconocer que los plazos procesales y el régimen de preclusión tienen por finalidad reglar la forma en que se llegará a una decisión definitiva de certeza, en otras palabras, significaría soslayar los efectos de la cosa juzgada, cuya jerarquía constitucional y su carácter de presupuesto ineludible de la seguridad jurídica han sido reconocidos por la Corte en numerosos precedentes. Tampoco debe prosperar el agravio referido a la ausencia de pruebas acerca de la comisión de los hechos, pues remite al examen de una materia exclusiva de los jueces de la causa y ajena, como regla y por su naturaleza, a la instancia extraordinaria, y la decisión del a quo cuenta con fundamentos suficientes que descartan su arbitrariedad. Al haberse cumplido con la relación clara, precisa y circunstanciada de la imputación referida a los tormentos, que surge de la descripción del lugar, el tiempo y las condiciones de la detención, y haberse señalado, además, la prueba en la que encontró apoyo, se dio respuesta suficiente a la crítica sobre la indeterminación de esa imputación y su insuficiencia probatoria, pese a lo cual el recurso federal y la queja carecen de toda consideración al respecto. Ese argumento independiente, no rebatido por el recurrente, da sustento a la sentencia apelada y, en consecuencia, más allá de su acierto o error, descarta la arbitrariedad invocada. Con respecto a los homicidios, no se puede obviar que la precisa reconstrucción del funcionamiento del aparato de represión señaló a los centros clandestinos de detención como su marco de acción, que en muchos casos constituyeron, además, la “antesala” de la muerte de quienes se hallaban privados de su libertad. Es que el plan a ejecutar preveía ese destino final en varios casos, donde se demostró la existencia de una estrategia represiva común en todo el territorio nacional durante los años del último gobierno militar. El razonamiento por el cual se consideró probado el homicidio, no puede considerarse arbitrario al no ser refutado por el recurrente, ni aparecer como inconcebible en el marco de una racional administración de justicia, en tanto no se basa en fundamentos aparentes, ni presenta contradicciones que impidan verificar de qué manera se ha reconstruido el hecho. En cuanto a la afectación del derecho de defensa por indeterminación de la imputación, el recurrente no indicó qué defensas se vio privado de ejercer, qué argumentos resultaron imposibles de desarrollar o qué pruebas no pudo ofrecer, requisito ineludible para poder aducir válidamente la afectación del derecho previsto en el artículo 18 de la Constitución Nacional. El planteo consistente en la falta de prueba sólo trasunta la disconformidad del recurrente con lo resuelto, basada en una distinta apreciación de la ofrecida y valorada, sin demostrar la falencia invocada en el tratamiento de los argumentos desarrollados ni la irracionalidad del fundamento de la sentencia del a quo, por lo que no alcanza para demostrar un supuesto de inequívoco carácter excepcional como lo es la arbitrariedad. La acusación, la condena y su confirmación se basaron en circunstancias comprobadas de la causa y no presentan contradicciones que impidan comprender de qué manera se han reconstruido las privaciones ilegales de la libertad, los tormentos y los homicidios. En relación con el planteo referido a la pena impuesta se advierte que la sentencia del a quo fue impugnada mediante recurso de inaplicabilidad de ley, lo que dio lugar a una nueva decisión del tribunal de casación, que la defensa también impugnó mediante recurso extraordinario.


    L. S., Juan Roberto y otros s/ Causa N° 14.282


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 158/2014/(50-L) CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Requisitos de admisibilidad


    Acción declarativa contra Universidad. Ley 24.521. Decreto 1470/98. Concurso de cargos docentes. Régimen de incompatibilidades. Autonomía universitaria.


    En cuanto al fondo del asunto, cabe señalar que mediante el decreto 1470/98 -cuya constitucionalidad el recurrente ha puesto en tela de juicio por regular una materia que estaría reservada a las autoridades universitarias- el Poder Ejecutivo homologó el acuerdo al que arribaron el Consejo Interuniversitario Nacional y los sectores gremiales que representaron al personal docente de las universidades nacionales, en el marco del Programa de Reforma y Reestructuración Laboral y de conformidad con las disposiciones resultantes del Convenio N° 154 de Fomento de la Negociación Colectiva de la Organización Internacional del Trabajo (O.I.T.), ratificado mediante Ley 23.544. Al respecto, cabe recordar que, en oportunidad de delimitar el alcance de la autonomía universitaria, la Corte sostuvo que el constituyente ha adoptado un concepto ampliamente difundido en doctrina y jurisprudencia en el sentido de que la autonomía universitaria implica libertad académica y de cátedra en las altas casas de estudio, así como la facultad de redactar por sí mismas sus estatutos, la designación de su claustro docente y autoridades. En atención a ello, parece razonable que las universidades puedan disponer de las potestades necesarias para llevar a cabo su gestión respetando su contenido esencial, constituido básicamente por todos los elementos necesarios que hacen al aseguramiento de la libertad académica y la libertad de cátedra. Sin embargo, la facultad de dictar sus normas de funcionamiento interno no puede en modo alguno convertirse en un obstáculo al ejercicio de los derechos consagrados por la Constitución Nacional a favor de los trabajadores que se refieren a la asociación sindical libre y democrática y a la posibilidad de concertar convenios colectivos de trabajo (art. 14 bis). La regulación de las incompatibilidades del personal docente de las universidades nacionales mediante el convenio colectivo de trabajo que el Poder Ejecutivo homologó por el decreto 1470/98 no parece entrañar una afectación de la autonomía universitaria, ni una limitación a su potestad regulatoria, puesto que, en definitiva, permite que cada universidad establezca su propio régimen y sólo fija la máxima carga horaria que se le puede adjudicar a un docente con miras a un óptimo desempeño académico. Habida cuenta de tales consideraciones, resulta inadmisible el agravio planteado por el actor en el sentido de que el régimen de incompatibilidades, a partir de la autonomía otorgada por la Constitución Nacional, sólo puede ser fijado por el Consejo Superior de las universidades nacionales, conclusión que impide alegar derechos adquiridos a desempeñarse en los cargos docentes obtenidos por concurso con base en tales alegaciones improcedentes.


    Biasizo Rogelio Jose c/ UTN s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17662/2011/CS1, 09 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Decisión en materia de competencia. Falta de carácter de sentencia definitiva. Improcedencia del recurso extraordinario.


    Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la Ley 48, requisito que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En tales condiciones, y más allá de lo opinable que pueda resultar la decisión adoptada por la alzada, sobre cuestiones de eminente carácter fáctico, y de derecho común y procesal, no se advierte un gravamen concreto y actual, de insusceptible o insuficiente reparación ulterior que equipare la sentencia a una definitiva, pues no clausuró la vía procesal promovida y, por consiguiente, la actora quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado, en donde puede continuar tramitando su pretensión.


    Unión de usuarios y consumidores c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Sumarísimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4/2013/(49-U) CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contra Banco Central. Procedencia de recurso ordinario. Recurso extraordinario inadmisible.


    En atención a la reiterada jurisprudencia de la Corte en cuanto a que no cabe considerar la apelación extraordinaria cuando procede el recurso ordinario concedido, por ser éste comprensivo de la plena jurisdicción de la Corte Suprema, no corresponde en la actualidad el tratamiento de la primera. Por lo expresado en el párrafo anterior, corresponde la devolución de ambas actuaciones con el fin de que la queja por denegación del recurso extraordinario sea agregada por cuerda al principal para la oportuna eventual consideración del Tribunal.


    Rabasa, Pedro Rector c/ Banco Central de la República Argentina s/ Otros reclamos – reincorporación


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21517/2010/1/RH1, 01 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contra Estado Nacional. Excepción de incompetencia. Ausencia de sentencia definitiva. Ausencia de arbitrariedad. Recurso inadmisible.


    Cabe recordar que es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del Art. 14 de la Ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie, denegación del fuero federal u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Por aplicación concreta de estos criterios al caso de autos, el recurso intentado es inadmisible. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el Art. 14 de la Ley 48. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco cabe considerar, por lo demás, que se justifique la aplicación en el sub lite de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Britez, Susana Evangelina c/ Estado Nacional Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia S.A. (Ugofe S.A.) y otro s/ Daños y perjuicios (Acc. Tran. c/ Les. o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 32815/2009/CS1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda por daños y perjuicios. Despido. Ley 26.773. Remisión al dictamen de la causa CNT 20989/2014/1/RH 1 "Núñez Benítez, Marciano”. Recurso inadmisible.


    Montiel, Zacaría Tolentino c/ Swiss Medical ART S.A. y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 36437/2015/1/RH1, 08 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 20989/2014/1/RH1 "Núñez Benítez, Marciano c/ Promotion Building S.A. y otros s/ Accidente – Acción civil".


    Giménez, Mario Alejandro c/ Cooperativa de Trabajo Cañuelas Trabaja Ltda. y otros s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 10648/2015/1/RH1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Sentencias definitivas e interlocutorias de la Corte no son susceptibles de recurso extraordinario. Excepción: error esencial o de hecho evidente.


    El recurso extraordinario por arbitrariedad y violación de garantías constitucionales, respecto de un fallo de la Corte Suprema, es inadmisible y extraño al texto de los arts. 14 de la Ley 48 y 6 de la Ley 4.055. Las sentencias definitivas e interlocutorias de la Corte no son susceptibles de recurso extraordinario, puesto que ella es el Tribunal Supremo de la Nación y sus decisiones son obligatorias, salvo casos excepcionales de error esencial o de hecho evidente.


    Labiano, María Mercedes c/ Estado Nacional, Ministerio de Economía y Finanzas Públicas s/ Diferencias de salarios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38111/2013/1/RH1, 22 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Requisitos de actividad.


    Fundamentación.


    Servicio penitenciario federal. Homicidios en coautoría agravados por alevosía y tentativa del mismo delito. “Masacre de Trelew”: cuestionamiento de calificación legal. Pretensa falta de fundamentación. Existencia de un plan o política donde se cometieron los homicidios: neutralización o eliminación de una parte de la población civil. Doctrina de la seguridad nacional. Estatuto de la Corte Penal Internacional: existencia de elementos característicos de crímenes de lesa humanidad. Ausencia de arbitrariedad.


    La existencia del plan o política en el marco del cual se cometieron los hechos de esta causa no depende de la prueba de su relación de continuidad con lo ocurrido en el período 1976-1983. Más allá de las diferencias que puedan señalarse entre ambos contextos, lo cierto es que la reconstrucción del a quo se apoyó en normas aprobadas por las autoridades de ese entonces y declaraciones de testigos de la época, tanto de ex integrantes de las fuerzas armadas cuanto de víctimas de la represión y sus allegados, que le permitieron tener por demostrada, razonablemente, la progresiva elaboración de un plan o política encaminada a la neutralización o eliminación de una parte de la población civil, ya a partir de 1968, mediante métodos como las detenciones masivas arbitrarias, la tortura, y la realización de acciones ejecutivas. Ello es suficiente para tener por probado el elemento de contexto de los delitos de lesa humanidad, según la reciente jurisprudencia y doctrina sobre la materia, independientemente de lo ocurrido en el periodo 1976-1983. La recurrente criticó que se haya reconstruido la realidad histórica de la época por "inducción", a partir de lo que definió como "datos menores" u "anécdotas". Sin embargo, como se ha recordado, la jurisprudencia internacional más reciente sostuvo que la existencia del plan o política del Estado puede inferirse de circunstancias históricas, incluso de manera "retrospectiva", en tanto es difícil que resulte determinada en todos sus aspectos y que se la divulgue antes de su ejecución. Y no parece que las circunstancias valoradas por el a quo para considerar probada la existencia del plan o política ya mencionado sean "datos menores" u "anécdotas", como, por ejemplo, la comprobada sanción de reglamentos militares que autorizaban la tortura, el chantaje y las amenazas como método de acción psicológica o las detenciones en gran escala de la población civil, o bien los malos tratos y las torturas sufridos por los detenidos acusados de integrar "grupos subversivos", la imposibilidad de defenderse eficientemente y la persecución de sus familiares y abogados, según las declaraciones testimoniales citadas en la sentencia de casación. Las represiones de las protestas gremiales y estudiantiles conocidas como "Cordobazo" y "Rosariazo" fueron mencionadas por el a quo para ilustrar el descontento social contra medidas represivas adoptadas en esa época, como el frecuente dictado del estado de sitio, la división del territorio en zonas de emergencia a cargo de un oficial militar, el interrogatorio coactivo y la incomunicación de los detenidos acusados de integrar grupos subversivos, su traslado a cárceles sumamente alejadas de sus domicilios y el de sus allegados, y la persecución de sus abogados, que ya por entonces, según se sostuvo en la sentencia apelada, resultaban vinculadas a la misma política estatal en el marco de la cual, años más tarde, se cometerían los hechos del sub examine. Esa tesis no resulta refutada por el argumento de que aquellos acontecimientos fueron anteriores a la presidencia de turno, en la medida en que esa mera circunstancia no contradice el vínculo que los liga, según el a quo, a los hechos imputados en esta causa, es decir, el plan o política de ataque contra una parte de la población civil, mucho menos si se recuerda que aquel presidente era ya por entonces comandante en jefe del ejército y, como tal, no era ajeno a la elaboración de ese plan o política, como lo demuestra, por ejemplo, que haya dictado en 1968 los reglamentos de "Operaciones Psicológicas" y de "Operaciones contra Fuerzas Irregulares" y, al año siguiente, el de "Operaciones contra la Subversión Urbana". Por último, las defensas de los tres condenados sostuvieron que no se probó el elemento subjetivo requerido por el tipo de los delitos de lesa humanidad. Sin embargo, la crítica consistente en que uno de los imputados, al momento de los hechos, tenía una antigüedad de menos de seis meses en la fuerza y había sido trasladado a la base una semana antes, no es suficiente para rebatir que sabía, al menos, que su conducta se relacionaba con el ataque contra la subversión que, desde tiempo antes, constituía el objetivo central de la fuerza. No se pueden olvidar, a este respecto, las declaraciones de quienes, aun al ostentar los grados más bajos dentro de la jerarquía militar, según lo afirmado por las recurrentes, pudieron dar cuenta de que la instrucción que se impartía a los cadetes en ese entonces, de acuerdo con su experiencia como tal, estaba centrada en la represión de la población civil identificada como subversiva, y, de que este objetivo era el principal de la fuerza y estaba basado en la doctrina de la seguridad nacional. En el mismo sentido, tampoco pueden omitirse los reglamentos militares, ni lo dicho por uno de los testigos según lo afirmado por el a quo, en cuanto a que la aplicación práctica de aquella doctrina comenzó en 1970, y que para ello se había instruido a los militares para interrogar a los prisioneros y torturarlos. Por último, es importante reiterar que el tipo de los delitos de lesa humanidad no requiere que el agente conozca todas las características del ataque o los detalles precisos del plan o política del Estado, ni que esté de acuerdo con ese plan o política.


    P., Roberto Rubén y otros s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4134/2014/CS1, 05 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Juicios contra el Estado. Legitimación pasiva. Inadmisibilidad del recurso. Discrepancia del recurrente. Fundamentación del recurso. Falta de fundamentación autónoma.


    La apelación deducida resulta inadmisible dada la ausencia de debida fundamentación en los términos de la jurisprudencia del Alto Tribunal, por la que se exige una crítica razonada y concreta de todos y cada uno de los argumentos en los que se apoyó el juzgador para arribar a las conclusiones de las que se agravia el recurrente. No basta para ello la expresión de determinada solución jurídica contraria a la escogida en la sentencia sobre la base de la interpretación de normas federales, cuando ella no atiende y controvierte los argumentos que sustentan el decisorio apelado. En efecto, el recurrente no se hace cargo de los fundamentos de la sentencia recurrida relativos a la falta de verificación en el caso de los presupuestos de responsabilidad extracontractual del Estado por omisión, limitándose a descalificar la aplicación de dicha doctrina sin aportar argumentos sólidos para desarticular la construcción de dicho razonamiento. Ello, a la vez que introduce elementos propios del ámbito de la responsabilidad del Estado por su actividad legitima, ajenos al supuesto de autos. Así las cosas, los agravios contenidos en el escrito recursivo no constituyen sino afirmaciones dogmáticas que no logran desvirtuar los argumentos esgrimidos por la Cámara para resolver del modo en que lo hizo.


    Leiva, Jonás y otro s/ Estado Nacional y otros/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 34121/2003/4/RH1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Disminución de la pena. Robo seguido de homicidio. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Violación de la Ley o doctrina legal. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Fundamentación del recurso. Falta de fundamentación autónoma.


    No se considera que el apelante haya logrado demostrar que lo resuelto por el a quo sobre el tema en debate pueda ser calificado como un puro acto de arbitrariedad judicial. El recurso de inaplicabilidad de ley, al margen de genéricas y dogmáticas afirmaciones, no contenía siquiera una mínima explicación de por qué la imposición por el tribunal de una pena superior a la que la defensa estimaba adecuada debía ser considerada en el caso, en atención a la gravedad del hecho acreditado, una transgresión al artículo 41 del Código Penal. El rechazo de la impugnación, por parte del a quo, por esa falta de fundamentación, no puede ser calificado como un cercenamiento arbitrario de la vía recursiva, con menoscabo de la defensa en juicio, que permita hacer excepción a la regla relativa a la improcedencia de la apelación federal frente resoluciones como la aquí impugnada. En cuanto al monto concreto de la pena finalmente impuesta, que el impugnante tampoco logra demostrar la falta de razonabilidad de la sanción escogida. A la luz de los antecedentes y de la escala penal de diez a veinticinco años de prisión que resulta de la aplicación del artículo 165 del Código Penal, no aparece como una conclusión ilógica el monto de quince años de prisión finalmente impuesto en la sentencia de casación, si se tiene en cuenta la extrema gravedad del hecho reseñado y la significación jurídica asignada. Y esto vale también, en particular, para el razonamiento que el recurrente intentó ensayar a partir de tomar como parámetro la proporción dentro del respectivo marco penal que representa la pena, pues es evidente que ese argumento pasa deliberadamente por alto que el cambio de calificación legal en modo alguno implicó un juicio de menor gravedad del hecho en lo referido al uso del arma, sino tan sólo una discrepancia en materia de concurso de leyes que dejó inalterada la gravedad del hecho, y, en cambio, deja sin explicar por qué la disminución de la sanción original en dos años no podría reflejar suficientemente la eliminación de la única circunstancia agravante que fue suprimida por el tribunal de casación. Por ello, más allá de las discrepancias con la magnitud de la pena establecida en el fallo, no se advierte, ni el recurrente ha demostrado, que concurran en el caso las circunstancias excepcionales que habilitarían a apartarse de la doctrina, según la cual lo relativo al monto de la pena, en la medida en que se haya impuesto dentro de los topes mínimo y máximo establecidos por la ley, constituye materia ajena al recurso extraordinario. Además, descartada como ha quedado, por las razones expuestas, los agravios anteriores en los que el recurrente intentó apoyar su denuncia de arbitrariedad por presunto apartamiento de los precedentes de la Corte, también este reclamo queda huérfano de fundamento.


    T., Nicolás s/ Robo con homicidio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5257/2014/RH1, 14 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Reducción de la indemnización. Despido. Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. Fundamentación de sentencias. Discrepancia del recurrente. Fundamentación del recurso. Falta de fundamentación autónoma.


    Los agravios que cuestionan la exclusión de distintos rubros de la base indemnizatoria prevista en el artículo 245 de la LCT y la improcedencia de las multas de la Ley 24.013 -artículos 10 y 15- remiten al estudio de cuestiones de hecho y prueba y normas de derecho común ajenas a la instancia federal, y que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinaria, máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En el sub lite, la sentencia recurrida, más allá de su grado de acierto o error, no luce irrazonable y se encuentra debidamente fundada en las circunstancias fácticas comprobadas de la causa y en las normas de derecho común aplicables, sin qué la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad. En cuanto a los agravios que cuestionan el rechazo de la demanda con respecto al codemandado, el recurso carece de la fundamentación exigida por el artículo 15 de la Ley 48. En ese sentido, la Corte sostuvo que “un principio fundamental de la teoría recursiva es el que sostiene que los argumentos del juzgador deben ser rebatidos por el apelante a través de una crítica concreta y razonada de los mismos, corolario de lo cual es que no basta a ese efecto la reiteración dogmática de meras manifestaciones, opuestas con anterioridad y atendidas a su turno por el sentenciante, máxime si esas objeciones se vinculan con distintos aspectos referidos con la valoración de la prueba, tópico irrevisable en la instancia del Art. 14 de la Ley 48, en tanto no se demuestre su manifiesta arbitrariedad”.


    Fernández, César D. c/ P.S.A. Ipsoprocter s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 17434/2011/1 RH1, 31 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Requisitos Objetivos.


    Cuestión de competencia. Resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal: cuestión de orden procesal. Ausencia de sentencia definitiva. Inexistencia de gravedad institucional o privación de justicia. Recurso extraordinario inadmisible.


    Es jurisprudencia del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del Art. 14 de la Ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un especifico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. El recurso intentado es inadmisible porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el Art. 14 de la Ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. La resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. La doctrina de la Corte enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco se justifica la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Álvarez, Norma Beatriz c/ UGOFE S.A. s/ Daños y perjuicios (acc. tran. c/ Les. o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 66809/2011/CS1, 20 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Cuestión de hecho y de derecho procesal. Decisión sobre la competencia: no autoriza la apertura de la instancia extraordinaria. Ausencia de sentencia definitiva. Inadmisibilidad del recurso.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del Art. 14 de la Ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Por aplicación concreta de estos criterios al caso de autos, el recurso intentado es inadmisible. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el Art. 14 de la Ley 48. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta.


    Torres Avalos, Celedonio Oscar c/ Fundación ArgenINTA y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14021/2013/2/RH2, 04 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CIV 66809/2011/CS1, “Álvarez Norma Beatriz c/ UGOFE S.A. s/ Daños y perjuicios (acc. tran. c/ Les. o muerte”. Recurso formalmente inadmisible.


    Amaya, Marcos Fernando c/ Ferrocarril General Roca S.A. y otro s/ Interrupción de prescripción


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 70524/2010/CS1, 20 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CIV 66809/2011/CS1, “Álvarez Norma Beatriz c/ UGOFE S.A. s/ Daños y perjuicios (acc. tran. c/ Les. o muerte”. Recurso formalmente inadmisible.


    Schmaler, Elisa Ester c/ UGOFE S.A. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 54362/2011/CS1, 20 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Cuestiones de hecho y prueba. Recurso extraordinario federal. Mantenimiento del recurso.


    La cámara omitió dar cuenta de las consideraciones de los magistrados que, tras presenciar la producción de la prueba durante el debate, concluyeron que había indicios suficientes para atribuir con certeza el material estupefaciente secuestrado del inmueble en cuestión. Corresponde hacer excepción a la regla según la cual asuntos como el discutido en autos, que remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba, son materia exclusiva de los jueces de la causa y, por ello, ajenos, en principio, al remedio del artículo 14 de la Ley 48.


    F., Valeria Iris y otro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1353/2016/CS1, 11 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Decisiones recurribles. Decisiones Judiciales.


    Generalidades.


    Alegada arbitrariedad judicial. Determinación judicial y monto de la pena. Cuestiones ajenas al recurso extraordinario. Excepciones: deficiencias lógicas del razonamiento o ausencia total de fundamentos. Ausencia de agravios.


    El ejercicio por parte de los magistrados de sus facultades para graduar las sanciones dentro de los límites ofrecidos para ello por las leyes respectivas se vincula con cuestiones de hecho, prueba y derecho común propias de los jueces de la causa y ajenas al ámbito de la apelación federal extraordinaria. Como excepción a esa regla, la Corte ha reconocido que si lo resuelto fue posible sólo merced a una consideración fragmentada y aislada de las pautas relevantes a tal efecto, puede habilitarse el recurso extraordinario con sustento en la doctrina de la arbitrariedad de sentencias. El parámetro para juzgar sobre la existencia de ese vicio es particularmente estricto pues la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento impidan considerar el pronunciamiento de los jueces del proceso como la sentencia fundada en ley, a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Los argumentos del recurrente no han logrado demostrar que lo resuelto por el a quo sobre el tema en debate pueda ser calificado como un puro acto de arbitrariedad judicial. Tampoco se ha demostrado la irrazonabilidad de la sanción escogida, ni que concurran en el caso las circunstancias excepcionales que habilitarían a apartarse de aquella doctrina, según la cual lo relativo al monto de la pena, en la medida en que se haya impuesto dentro de los topes mínimo y máximo establecidos por la ley, constituye materia ajena al recurso extraordinario. Respecto al alegado incumplimiento de la audiencia de visu del artículo 41 in fine del Código Penal, resulta extemporánea su invocación recién en la apelación federal, pues la decisión del tribunal revisor de atenuar, de oficio, la sanción original se debió a razones estrictamente jurídicas, vinculadas con la teoría del concurso, cuya ponderación no requiere ningún reexamen de las circunstancias personales del autor, ni depende de la celebración de la audiencia que contempla la citada norma de derecho común, sino que se agota en una adecuación del monto acorde con la lógica de la modificación operada, manteniendo ceteris paribus el resto de las condiciones tenidas en cuenta en la sentencia.


    F., Matías Ezequiel s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 6052/2014/RH1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Revisión de decisiones judiciales en materia de admisibilidad de recursos. Excepción. Sentencia arbitraria: falta de fundamentación y valoración de prueba. Afectación del debido proceso.


    Si bien es cierto que La Corte tiene establecido que el remedio del artículo 14 de la Ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, también lo es que tal criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. Este es uno de esos casos de excepción dado que, por un lado, no se puede admitir que el a quo haya rechazado formalmente el recurso de casación con argumentos sobre el fondo. En efecto, el voto de la mayoría se apoyó en que lo resuelto se ajusta a las previsiones del artículo 77 del código ritual, y que el recurrente no logró refutar sus fundamentos. Pero para resolver de ese modo, se debía permitir que, previamente, el fiscal desarrolle o amplíe los fundamentos de su pretensión, pues sólo cuando se rechaza el recurso por motivos formales se debe prescindir del debate. En consecuencia, el a quo ha privado al recurrente de la facultad de ejercer en plenitud su ministerio, al haberle impedido que alegue ante él sobre el desacierto del pronunciamiento del tribunal oral, lo que redunda en menoscabo de la garantía del debido proceso, que ampara a todas las partes por igual. Por otro lado, el a quo confirmó la decisión del tribunal oral, sin desarrollar los fundamentos que lo llevaron a excluir las consideraciones y conclusiones de la perito ofrecida por este Ministerio Público que contradicen aquel dictamen, omitiendo ponderar esa opinión, a pesar de que la falta de fundamentos para descartarla constituyó uno de los agravios que motivaron el recurso de casación. Ese déficit de la resolución del a quo demuestra su arbitrariedad, en tanto es insostenible tanto el fallo que carece de fundamentación como aquel que omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso.


    F., Eduardo René y otros s/ Privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis, inc. 1)


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 93001103/2011/TO1/35/1/1/RH2, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Sentencia definitiva.


    Cuestión de competencia. Ausencia de sentencia definitiva o equiparable a tal. Rechazo de la queja


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Defensor Público Oficial - en rep. menores Comunidad Mbya Alecrin c/ Estado Nacional y otros s/ Acción meramente declarativa de derecho


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 31000197/2011, 09 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Rechazo de la prescripción de la acción penal: carácter no definitivo de la sentencia. Remisión a lo dictaminado en “Funes, Gustavo Javier y otro” (expediente F. 294 XLVII). Estándares de los apartados VII y IX. Temperamento acorde al criterio de la Corte Interamericana de Derechos Humanos: protección de las víctimas, arts. 8.1 y 25 del Pacto de San José de Costa Rica.


    El recurso extraordinario interpuesto no puede prosperar pues al dirigirse contra una decisión que rechaza la prescripción, cuyas consecuencias no ponen fin al pleito ni impiden su continuación, se encuentra ausente el requisito de sentencia definitiva, máxime si con independencia de lo que resuelva finalmente la justicia provincial, se estarían cumpliendo en el entretanto los estándares fijados en los apartados VII y IX del dictamen de este Ministerio Público in re "Funes, Gustavo Javier y otro" (expte. F.294.XLVII), a cuyos términos y conclusiones hizo remisión la Corte al dictar sentencia, y que, resultan mutatis mutandis enteramente aplicables al presente caso.


    I., J. J. s/ Promoción a la corrupción agravada -incid. de extinción por prescripción- s/ Impugnación extraordinaria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4284/2015/CS1, 25 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Cuestiones de competencia. Competencia federal. Denegatoria del fuero federal. Sentencia interlocutoria. Sentencia definitiva. Inadmisibilidad del recurso. Cuestiones procesales.


    El recurso deducido es inadmisible, toda vez que la sentencia apelada carece del carácter de definitiva en los términos del Art. 14 de la Ley 48. Ello es así porque en la doctrina de la Corte las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales, en principio, no autorizan la apertura de esta instancia a los fines del recurso extraordinario, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, como por ejemplo cuando acarrean un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior al no haber oportunidad en adelante de volver sobre lo resuelto, vedando en forma definitiva el acceso a la jurisdicción. En ese sentido, el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil que desestimó el planteo de incompetencia formulado por el Estado Nacional no es una sentencia equiparable a definitiva, si se tiene en cuenta que no denegó el fuero federal pues sostuvo su propia competencia, ya que, según lo tiene dicho la Corte en su antigua jurisprudencia, todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional. La declaración de inadmisibilidad del recurso extraordinario planteado por no haber sido interpuesto contra una sentencia definitiva o equiparable a tal, no coloca al quejoso en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que dicha decisión no clausuró la vía procesal intentada y el recurrente quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado. En tales condiciones, la determinación de cuál de los tribunales de la capital es competente para entender en la causa constituye una cuestión de orden procesal que, por no ocasionar agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por el Art. 14 de la Ley 48, máxime cuando la índole del asunto no demuestra que en el caso se encuentren en juego las instituciones fundamentales que esta instancia de excepción pretende salvaguardar. Además, corresponde hacer notar que la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de que han sido vulneradas garantías constitucionales, ni por la arbitrariedad del pronunciamiento, tal como lo intenta el recurrente al pretender conculcados preceptos de la Constitución Nacional.


    Gallardo, Ana Delia c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (acc. Tran. c/ Lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 17846/2014/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Cuestiones de competencia. Competencia federal. Denegatoria del fuero federal. Sentencia interlocutoria. Sentencia definitiva. Inadmisibilidad del recurso. Cuestiones procesales.


    El recurso deducido es inadmisible, toda vez que la sentencia apelada carece del carácter de definitiva en los términos del Art. 14 de la Ley 48. Ello es así porque en la doctrina de la Corte las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales, en principio, no autorizan la apertura de esta instancia a los fines del recurso extraordinario, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, como por ejemplo cuando acarrean un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior al no haber oportunidad en adelante de volver sobre lo resuelto, vedando en forma definitiva el acceso a la jurisdicción. En ese sentido, el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil que desestimó el planteo de incompetencia formulado por el Estado Nacional no es una sentencia equiparable a definitiva, si se tiene en cuenta que no denegó el fuero federal pues sostuvo su propia competencia, ya que, según lo tiene dicho la Corte en su antigua jurisprudencia, todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional. La declaración de inadmisibilidad del recurso extraordinario planteado por no haber sido interpuesto contra una sentencia definitiva o equiparable a tal, no coloca al quejoso en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que dicha decisión no clausuró la vía procesal intentada y el recurrente quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado. En tales condiciones, la determinación de cuál de los tribunales de la capital es competente para entender en la causa constituye una cuestión de orden procesal que, por no ocasionar agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por el Art. 14 de la Ley 48, máxime cuando la índole del asunto no demuestra que en el caso se encuentren en juego las instituciones fundamentales que esta instancia de excepción pretende salvaguardar. Además, corresponde hacer notar que la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de que han sido vulneradas garantías constitucionales, ni por la arbitrariedad del pronunciamiento, tal como lo intenta el recurrente al pretender conculcados preceptos de la Constitución Nacional.


    Lacosta, Santiago Julián y otro c/ Trenes de Buenos Aires S.A. y otro c/ Trenes de Buenos Aires S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 98955/2012/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Cuestiones de competencia. Competencia federal. Denegatoria del fuero federal. Sentencia interlocutoria. Sentencia definitiva. Inadmisibilidad del recurso. Cuestiones procesales.


    El recurso deducido es inadmisible, toda vez que la sentencia apelada carece del carácter de definitiva en los términos del Art. 14 de la Ley 48. Ello es así porque en la doctrina de la Corte las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales, en principio, no autorizan la apertura de esta instancia a los fines del recurso extraordinario, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, como por ejemplo cuando acarrean un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior al no haber oportunidad en adelante de volver sobre lo resuelto, vedando en forma definitiva el acceso a la jurisdicción. En ese sentido, el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil que desestimó el planteo de incompetencia formulado por el Estado Nacional no es una sentencia equiparable a definitiva, si se tiene en cuenta que no denegó el fuero federal pues sostuvo su propia competencia, ya que, según lo tiene dicho la Corte en su antigua jurisprudencia, todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional. La declaración de inadmisibilidad del recurso extraordinario planteado por no haber sido interpuesto contra una sentencia definitiva o equiparable a tal, no coloca al quejoso en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que dicha decisión no clausuró la vía procesal intentada y el recurrente quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado. En tales condiciones, la determinación de cuál de los tribunales de la capital es competente para entender en la causa constituye una cuestión de orden procesal que, por no ocasionar agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por el Art. 14 de la Ley 48, máxime cuando la índole del asunto no demuestra que en el caso se encuentren en juego las instituciones fundamentales que esta instancia de excepción pretende salvaguardar. Además, corresponde hacer notar que la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de que han sido vulneradas garantías constitucionales, ni por la arbitrariedad del pronunciamiento, tal como lo intenta el recurrente al pretender conculcados preceptos de la Constitución Nacional.


    Mores, Marcelo c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencias y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 58697/2012/CA1-CS1, 27 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Cuestiones de competencia. Competencia federal. Denegatoria del fuero federal. Sentencia interlocutoria. Sentencia definitiva. Inadmisibilidad del recurso. Cuestiones procesales.


    El recurso deducido es inadmisible, toda vez que la sentencia apelada carece del carácter de definitiva en los términos del Art. 14 de la Ley 48. Ello es así porque en la doctrina de la Corte las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales, en principio, no autorizan la apertura de esta instancia a los fines del recurso extraordinario, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, como por ejemplo cuando acarrean un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior al no haber oportunidad en adelante de volver sobre lo resuelto, vedando en forma definitiva el acceso a la jurisdicción. En ese sentido, el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil que desestimó el planteo de incompetencia formulado por el Estado Nacional no es una sentencia equiparable a definitiva, si se tiene en cuenta que no denegó el fuero federal pues sostuvo su propia competencia, ya que, según lo tiene dicho la Corte en su antigua jurisprudencia, todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional. La declaración de inadmisibilidad del recurso extraordinario planteado por no haber sido interpuesto contra una sentencia definitiva o equiparable a tal, no coloca al quejoso en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que dicha decisión no clausuró la vía procesal intentada y el recurrente quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado. En tales condiciones, la determinación de cuál de los tribunales de la capital es competente para entender en la causa constituye una cuestión de orden procesal que, por no ocasionar agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por el Art. 14 de la Ley 48, máxime cuando la índole del asunto no demuestra que en el caso se encuentren en juego las instituciones fundamentales que esta instancia de excepción pretende salvaguardar. Además, corresponde hacer notar que la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de que han sido vulneradas garantías constitucionales, ni por la arbitrariedad del pronunciamiento, tal como lo intenta el recurrente al pretender conculcados preceptos de la Constitución Nacional.


    Núñez, Marta Beatriz c/ UFOGE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (acc. Tran. c/ Lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 39943/2014/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Cuestiones de competencia. Competencia federal. Denegatoria del fuero federal. Sentencia interlocutoria. Sentencia definitiva. Inadmisibilidad del recurso. Cuestiones procesales.


    El recurso deducido es inadmisible, toda vez que la sentencia apelada carece del carácter de definitiva en los términos del Art. 14 de la Ley 48. Ello es así porque en la doctrina de la Corte las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales, en principio, no autorizan la apertura de esta instancia a los fines del recurso extraordinario, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, como por ejemplo cuando acarrean un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior al no haber oportunidad en adelante de volver sobre lo resuelto, vedando en forma definitiva el acceso a la jurisdicción. En ese sentido, el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil que desestimó el planteo de incompetencia formulado por el Estado Nacional no es una sentencia equiparable a definitiva, si se tiene en cuenta que no denegó el fuero federal pues sostuvo su propia competencia, ya que, según lo tiene dicho la Corte en su antigua jurisprudencia, todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional. La declaración de inadmisibilidad del recurso extraordinario planteado por no haber sido interpuesto contra una sentencia definitiva o equiparable a tal, no coloca al quejoso en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que dicha decisión no clausuró la vía procesal intentada y el recurrente quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado. En tales condiciones, la determinación de cuál de los tribunales de la capital es competente para entender en la causa constituye una cuestión de orden procesal que, por no ocasionar agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por el Art. 14 de la Ley 48, máxime cuando la índole del asunto no demuestra que en el caso se encuentren en juego las instituciones fundamentales que esta instancia de excepción pretende salvaguardar. Además, corresponde hacer notar que la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de que han sido vulneradas garantías constitucionales, ni por la arbitrariedad del pronunciamiento, tal como lo intenta el recurrente al pretender conculcados preceptos de la Constitución Nacional.


    Romero, Ana Laura c/ UGOFE S.A. – Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia S.A. – y otro s/ Interrupción de prescripción


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 14459/2013/CS1, 28 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Cuestiones de competencia. Competencia federal. Denegatoria del fuero federal. Sentencia interlocutoria. Sentencia definitiva. Inadmisibilidad del recurso. Cuestiones procesales.


    El recurso deducido es inadmisible, toda vez que la sentencia apelada carece del carácter de definitiva en los términos del Art. 14 de la Ley 48. Ello es así porque en la doctrina de la Corte las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales, en principio, no autorizan la apertura de esta instancia a los fines del recurso extraordinario, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, como por ejemplo cuando acarrean un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior al no haber oportunidad en delante de volver sobre lo resuelto, vedando en forma definitiva el acceso a la jurisdicción. En ese sentido, el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil que desestimó el planteo de incompetencia formulado por el Estado Nacional no es una sentencia equiparable a definitiva, si se tiene en cuenta que no denegó el fuero federal pues sostuvo su propia competencia, ya que, según lo tiene dicho la Corte en su antigua jurisprudencia, todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional. Por otro lado, la declaración de inadmisibilidad del recurso extraordinario planteado por no haber sido interpuesto contra una sentencia definitiva o equiparable a tal, no coloca al quejoso en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que dicha decisión no clausuró la vía procesal intentada y el recurrente quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado. En tales condiciones, la determinación de cuál de los tribunales de la capital es competente para entender en la causa constituye una cuestión de orden procesal que, por no ocasionar agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por el Art. 14 de la Ley 48, máxime cuando la índole del asunto no demuestra que en el caso se encuentren en juego las instituciones fundamentales que esta instancia de excepción pretende salvaguardar. Además, corresponde hacer notar que la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de que han sido vulneradas garantías constitucionales, ni por la arbitrariedad del pronunciamiento, tal como lo intenta el recurrente al pretender conculcados preceptos de la Constitución Nacional.


    Barrionuevo Mamani, Alejandro c/ Trenes de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios (acc. Tran. c/ Lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 90274/2013/CS1, 27 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Cuestiones de competencia. Competencia federal. Denegatoria del fuero federal. Sentencia interlocutoria. Sentencia definitiva. Inadmisibilidad del recurso. Cuestiones procesales.


    El recurso deducido es inadmisible, toda vez que la sentencia apelada carece del carácter de definitiva en los términos del Art. 14 de la Ley 48. Ello es así porque en la doctrina de la Corte las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales, en principio, no autorizan la apertura de esta instancia a los fines del recurso extraordinario, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, como por ejemplo cuando acarrean un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior al no haber oportunidad en delante de volver sobre lo resuelto, vedando en forma definitiva el acceso a la jurisdicción. En ese sentido, el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil que desestimó el planteo de incompetencia no es una sentencia equiparable a definitiva, si se tiene en cuenta que no denegó el fuero federal pues sostuvo su propia competencia, ya que, según lo tiene dicho la Corte en su antigua jurisprudencia, todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional. Por otro lado, la declaración de inadmisibilidad del recurso extraordinario planteado por no haber sido interpuesto contra una sentencia definitiva o equiparable a tal, no coloca al quejoso en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que dicha decisión no clausuró la vía procesal intentada y el recurrente quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado. En tales condiciones, la determinación de cuál de los tribunales de la capital es competente para entender en la causa constituye una cuestión de orden procesal que, por no ocasionar agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por el Art. 14 de la Ley 48, máxime cuando la índole del asunto no demuestra que en el caso se encuentren en juego las instituciones fundamentales que esta instancia de excepción pretende salvaguardar. Además, corresponde hacer notar que la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de que han, sido vulneradas garantías constitucionales, ni por la arbitrariedad del pronunciamiento, tal como lo intenta el recurrente al pretender conculcados preceptos de la Constitución Nacional.


    Cardoso Burgueño, Roxana Edith c/ Corredores Ferroviarios S.A. y otros s/ Daños y perjuicios (acc. Tran. c/ Lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 67617/2014/CS1, 27 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Denegatoria del recurso. Abuso sexual calificado. Defensa en juicio.


    Desde el punto de vista de sus requisitos propios, el remedio federal intentado por la defensa no puede prosperar en tanto que, tal como lo ha sostenido la Corte, éste debe deducirse contra la sentencia definitiva o equiparable a ella que se dicte en la causa, entendiéndose por tal, la que pone fin al pleito, impide su continuación, o causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior. Las decisiones que admiten o deniegan nulidades procesales no constituyen, como regla general, sentencia definitiva a los fines de la apelación extraordinaria. Más aún en autos, donde no se vislumbran circunstancias que autoricen una excepción posible a ese principio. Los recurrentes consintieron el trámite dado a la causa por el tribunal pues, en su momento, no efectuaron ninguna objeción acerca de las irregularidades que adujeron posteriormente -pese a hallarse en condiciones de hacerlo- motivo por el cual, cabe concluir que en ningún momento se ha visto vulnerada la garantía de la defensa en juicio. La tacha de arbitrariedad invocada y su pretendido agravio constitucional por afectación del derecho de defensa, de igual modo, no puede tener cabida para abrir la jurisdicción extraordinaria del Tribunal, pues carece de la fundamentación autónoma requerida por la ley, en tanto no surge que se hayan indicado los argumentos que la parte se habría privado de realizar como consecuencia de la alegada omisión procesal motivo de perjuicio y que, eventualmente, podrían haber influido sobre la solución del expediente.


    A. J., O. C. s/ Abuso sexual Art. 119 2° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3927/2015/CS1, 11 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Decisiones equiparables a sentencia definitiva.


    Demanda laboral por prestaciones sistémicas. Cuestión de competencia. Alegada sentencia arbitraria. Falta de acreditación del carácter definitivo de la decisión recurrida.


    Las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la Ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son: la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. La sentencia no deniega el fuero federal, cuya intervención tampoco fue solicitada por las partes. En ese sentido, las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la Ley 48. Para más, la invocación de agravios de eventual naturaleza federal, no resulta idónea, como regla, para suplir la ausencia del extremo mencionado. Por otro lado, la sentencia en crisis tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, el actor quedó sometido a la jurisdicción civil de la Capital Federal en la que puede seguir tramitando su pretensión. Además, la justicia nacional en lo civil aún no se ha expedido con respecto a la competencia material para entender en el sub lite. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. No se logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la Ley 48, en consecuencia, el planteo resulta inadmisible.


    Núñez Benítez, Marciano c/ Promotion Building S.A. y otros s/ Accidente acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 20989/2014/1/RH1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Excepción de incompetencia. Accidente de trabajo. Ley 26.773. Ausencia de sentencia definitiva. Rechazo del recurso.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la Ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se presentan esas excepciones en el caso. Por un lado, corresponde destacar que la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones. En ese sentido, las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la Ley 48. Por otro lado, la sentencia en crisis tampoco coloca al recurrente, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la Ley 48, en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la demandada quedó sometida a la jurisdicción laboral de la Capital Federal en la que puede ejercer las defensas procesales planteadas. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Morel, Gabriel Andrés c/ Titanium Rex S.A. y otro s/ Accidente-acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 48162/2014/1/RH1, 27 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Proceso de ejecución de títulos de deuda. Pretensa acumulación de procesos. Supuesta inconstitucionalidad de la resolución 240/03. Falta de fundamentación. Ausencia de sentencia definitiva o equiparable a tal. Desestimación del recurso de queja.


    En orden a la correcta fundamentación del recurso extraordinario que requiere el artículo citado de la Ley 48, la apelante no manifestó -ni menos aún demostró-, como hubiera sido menester, la concurrencia en el sub lite de la existencia de sentencia definitiva o bien de los supuestos que la equiparan a ella. Por lo demás, vale destacar que la apelante en su recurso se agravia de la sentencia de primera instancia, limitándose a sostener, con relación a las cuestiones resueltas por la cámara -referidas a la desestimación de las excepciones opuestas-, que la sentencia es arbitraria, sin efectuar -como exige el Art. 15 de la Ley 48 y la jurisprudencia de la Corte- una crítica fundada y prolija de los argumentos que sostienen el fallo. Tampoco se observa en el sub examine la configuración de una situación de gravedad institucional que justifique hacer excepción a los referidos principios formales que rigen el recurso extraordinario, toda vez que sólo se advierte en este caso la defensa de intereses netamente individuales, sin demostrarse que la situación derive en repercusiones relevantes y directas sobre la comunidad toda. Las consideraciones que anteceden son suficientes para desestimar el recurso planteado y tornan innecesario examinar los restantes agravios -enunciados, cabe recalcar una vez más, de modo genérico por la apelante relacionados con la presunta violación de preceptos federales y arbitrariedad del pronunciamiento del a quo, toda vez que, como lo tiene declarado en forma reiterada la Corte, la invocación de la arbitrariedad o de agravios constitucionales no suple la ausencia del requisito de sentencia definitiva a los fines de la procedencia de la apelación federal.


    Cammesa c/ Aceros Zapla S.A. s/ Proceso de ejecución


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8618/2011/1/RH1, 03 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Auto de procesamiento. Cambio de calificación legal. Denegatoria del recurso. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. Omisión de considerar cuestión propuesta. Resoluciones equiparables a definitiva.


    Lleva razón el recurrente en cuanto a que la cámara de casación, con sustento en un injustificado ritualismo, omitió considerar las particulares circunstancias sobre las que el fiscal recurrente se fundó para alegar la equiparación de la decisión impugnada a una sentencia definitiva en virtud de los efectos concretos que tendría en el desarrollo del procedimiento. En razón de esa equiparación, y de la atribución de arbitrariedad que motivaba la impugnación, el a quo debía tratar el recurso de casación que dedujo el Ministerio Público, en aplicación de la jurisprudencia según la cual “siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de esta Corte, por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, estos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal, a los efectos del Art. 14 de la Ley 48”.


    A., Rubén Eduardo y otros


    FTU-Justicia Federal de Tucumán, 32191/2013/56/1/RH12, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Excepción de incompetencia. Sentencia arbitraria. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Resoluciones equiparables a definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la Ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se presentan esas excepciones en el caso. Por un lado, corresponde destacar que la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones. En ese sentido, las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la Ley 48. Por otro lado, la sentencia en crisis tampoco coloca al recurrente, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la Ley 48, en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la demandada quedó sometida a la jurisdicción laboral de la Capital Federal en la que puede ejercer las defensas procesales planteadas. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Pinto, Pablo Julián c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente – Acción Civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 9027/2015/1/RH1, 02 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Privación de justicia. Inadmisibilidad del recurso.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del artículo 14 de la Ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la Ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. El pronunciamiento atacado no coloca al recurrente en una situación de efectiva privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la garantía constitucional de defensa enjuicio dado que el fallo no clausura la vía procesal, ni importa un cercenamiento del ejercicio de las partes de participar en el pleito. En este punto, la doctrina de esa Corte enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Romero, Elsa Elvira


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6908/2015/1/RH1, 27 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravedad institucional. Privación de justicia. Denegatoria del fuero federal. Inadmisibilidad del recurso.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del artículo 14 de la Ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la Ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. El pronunciamiento atacado no coloca al recurrente en una situación de efectiva privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la garantía constitucional de defensa en juicio dado que el fallo no clausura la vía procesal, ni importa un cercenamiento del ejercicio de las partes de participar en el pleito. La doctrina de la Corte enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Fisco Nacional - AFIP c/ INTA Industrial Textil Argentina S.A. Revisión por Fisco Nacional - AFIP


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 1467/2013/1/RH1, 12 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Delitos contra la humanidad. Revocación del auto de procesamiento. Falta de mérito. Queja por denegación del recurso extraordinario. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Gravedad institucional. Paralización del expediente. Facultades jurisdiccionales. Revisión judicial. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Sentencia arbitraria. Violación de la Ley o doctrina legal. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defectos en la fundamentación normativa.


    Improbable obtención de nuevos elementos probatorios. Estado de indeterminación.


    Si bien, en principio, la apelación extraordinaria federal no procede contra decisiones que no son definitivas, la Corte Suprema ha realizado una excepción a esa regla cuando la resolución impugnada causa un agravio que es de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional. En primer término, la declaración de la falta de mérito en las particulares circunstancias del caso conduce a la paralización del proceso. En efecto, la investigación no solo ha alcanzado un estado avanzado, sino que el tiempo transcurrido entre el dictado de la falta de mérito y el momento en el que los hechos fueron cometidos toma improbable la obtención de nuevos elementos probatorios que puedan echar luz sobre la culpabilidad o inocencia de los imputados. Por ello, la resolución recurrida coloca a la investigación en un estado de indeterminación que frustra su definición en un juicio oral y público. En ese contexto, el dictado de la falta de mérito puede devenir, además, en una herramienta que obstruya en esta causa el ejercicio de la jurisdicción de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la Ley 48. En este caso particular, si el a quo consideró que no existen elementos suficientes para procesar, debió haber dictado el sobreseimiento de los imputados. El carácter definitivo de esa decisión habría habilitado el recurso fiscal y con ello permitido el control judicial por parte de la Corte Suprema. Ello corrobora que la falta de mérito apelada debe asimilarse a una sentencia definitiva puesto que, de lo contrario, podría ser sorteado el poder de revisión que la Constitución Nacional ha confiado en la Corte Suprema. En suma, la resolución impugnada constituye un uso injustificado de la falta de mérito que ocasiona a este Ministerio Público Fiscal un gravamen actual y de imposible reparación ulterior porque le impide llevar la causa a juicio y ejercer, de ese modo, su mandato constitucional de "promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad [y] de los intereses generales de la sociedad". En segundo término, la sentencia apelada, al impedir el esclarecimiento de crímenes contra la humanidad, trasciende el interés individual de las partes y atañe a la comunidad en su conjunto, lo que configura un supuesto de gravedad institucional que le otorga a la resolución el carácter de definitiva a los efectos de la intervención de la Corte Suprema. En este sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que la satisfacción de la dimensión colectiva del derecho a la verdad exige la determinación de la más completa verdad histórica posible, que incluye la determinación judicial de los patrones de actuación conjunta y de todas las personas que de diversas formas participaron en dichas violaciones y sus correspondientes responsabilidades. Es arbitraria la decisión del tribunal a quo en tanto se consideró habilitado para revisar el auto de procesamiento, que había sido confirmado por la Cámara Federal de Apelaciones de Salta. Como regla general, lo atinente a la jurisdicción de los tribunales de alzada para entender en los recursos deducidos ante ellos es una cuestión procesal que no habilita la apelación extraordinaria. Sin embargo, la Corte Suprema ha exceptuado de tal principio a las decisiones que puedan ser descalificadas como acto jurisdiccional válido por defectos de fundamentación. En el caso, el tribunal a quo no brindó argumentos suficientes para fundar su jurisdicción para revisar el mérito del auto de procesamiento en contravención con el artículo 457 del Código Procesal Penal de la Nación, que requiere que el recurso de casación sea interpuesto contra sentencias definitivas o equiparables a ellas, característica de la que carece ese auto. Al respecto, el a quo se limitó a afirmar que estaba habilitado para conocer en el auto de procesamiento puesto que se encontraban pendientes de resolución otros recursos de casación. Tampoco se acreditó que la ausencia de revisión del procesamiento pudiera generar a los imputados un perjuicio de imposible reparación ulterior, supuesto que podría fundar una excepción al requisito de sentencia definitiva. Por consiguiente, la defectuosa fundamentación para habilitar la instancia acusatoria autoriza a descalificar el fallo como acto judicial válido. Asiste razón al fiscal general en cuanto sostiene que el a quo incurrió en arbitrariedad en la valoración de la prueba. A la luz de un estándar de certeza que no es propio de esta instancia procesal, el a quo efectuó una valoración fragmentaria y selectiva de los elementos de prueba para concluir que los imputados no se representaron que su aporte favoreció la conducta ilícita de los autores. Por un lado, consideró irrelevantes ciertas constancias incorporadas a la causa sin realizar una valoración integral de ellas ni ponderar adecuadamente el contexto en el que se desarrollaron los hechos. Por el otro, omitió valorar pruebas relevantes que habían sido destacadas en el razonamiento de la Cámara Federal de Apelaciones de Salta. Ello descalifica la decisión impugnada como acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad. Los elementos de prueba obrantes en la causa, valorados conjuntamente y en contexto, son suficientes para afirmar que los imputados conocían o, al menos, se representaron como posible el destino ilícito que iba a darse a los vehículos puestos a disposición de las fuerzas de seguridad, máxime cuando en esta etapa del proceso esa afirmación debe ser corroborada con el grado de probabilidad requerido para el dictado del auto de procesamiento y no con el estándar más exigente requerido para la sentencia que pone fin al proceso luego del juicio oral y público. Ante todo, los elementos probatorios agregados a la causa deben ser valorados en el contexto en el que tuvo lugar la conducta atribuida a los imputados. A fin de evaluar la existencia de mérito suficiente para procesar a los imputados era imprescindible tener en cuenta que a la época de los hechos reinaba en el país un clima de persecución violenta de la actividad sindical en general y en la empresa en particular. Por todo lo expresado, el a quo incurrió en arbitrariedad por cuanto omitió considerar elementos de prueba importantes y valoró otros de forma aislada, fragmentaria y descontextualizada. Dichas constancias, apreciadas debidamente en conjunto, son suficientes para dejar de lado la decisión de falta de mérito, permitiendo así que la causa siga su curso normal y llegue eventualmente a la etapa del juicio oral y público.


    B., Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de libertad (art. 144 bis, inc. 1)


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000195/2009/18/1/1/RH5, 28 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Delitos contra la humanidad. Revocación del auto de procesamiento. Falta de mérito. Queja por denegación del recurso extraordinario. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Gravedad institucional. Paralización del expediente. Facultades jurisdiccionales. Revisión judicial. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Sentencia arbitraria. Violación de la Ley o doctrina legal. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defectos en la fundamentación normativa.


    Improbable obtención de nuevos elementos probatorios. Estado de indeterminación. Remisión al del dictamen de la causa FSA44000296/2009118/1/1/RH5, "Arédez".


    Si bien, en principio, la apelación extraordinaria federal no procede contra decisiones que no son definitivas, la Corte Suprema ha realizado una excepción a esa regla cuando la resolución impugnada causa un agravio que es de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional. En primer término, la declaración de la falta de mérito en las particulares circunstancias del caso conduce a la paralización del proceso. En efecto, la investigación no solo ha alcanzado un estado avanzado, sino que el tiempo transcurrido entre el dictado de la falta de mérito y el momento en el que los hechos fueron cometidos toma improbable la obtención de nuevos elementos probatorios que puedan echar luz sobre la culpabilidad o inocencia de los imputados. Por ello, la resolución recurrida coloca a la investigación en un estado de indeterminación que frustra su definición en un juicio oral y público. En ese contexto, el dictado de la falta de mérito puede devenir, además, en una herramienta que obstruya en esta causa el ejercicio de la jurisdicción de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la Ley 48. En este caso particular, si el a quo consideró que no existen elementos suficientes para procesar, debió haber dictado el sobreseimiento de los imputados. El carácter definitivo de esa decisión habría habilitado el recurso fiscal y con ello permitido el control judicial por parte de la Corte Suprema. Ello corrobora que la falta de mérito apelada debe asimilarse a una sentencia definitiva puesto que, de lo contrario, podría ser sorteado el poder de revisión que la Constitución Nacional ha confiado en la Corte Suprema. En suma, la resolución impugnada constituye un uso injustificado de la falta de mérito que ocasiona a este Ministerio Público Fiscal un gravamen actual y de imposible reparación ulterior porque le impide llevar la causa a juicio y ejercer, de ese modo, su mandato constitucional de "promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad [y] de los intereses generales de la sociedad". En segundo término, la sentencia apelada, al impedir el esclarecimiento de crímenes contra la humanidad, trasciende el interés individual de las partes y atañe a la comunidad en su conjunto, lo que configura un supuesto de gravedad institucional que le otorga a la resolución el carácter de definitiva a los efectos de la intervención de la Corte Suprema. En este sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que la satisfacción de la dimensión colectiva del derecho a la verdad exige la determinación de la más completa verdad histórica posible, que incluye la determinación judicial de los patrones de actuación conjunta y de todas las personas que de diversas formas participaron en dichas violaciones y sus correspondientes responsabilidades. Tal como se sostuvo en el dictamen de la causa FSA44000296/2009118/1/1/RH5, "Arédez", es arbitraria la decisión del tribunal a quo en tanto se consideró habilitado para revisar el auto de procesamiento, que había sido confirmado por la Cámara Federal de Apelaciones de Salta. Como regla general, lo atinente a la jurisdicción de los tribunales de alzada para entender en los recursos deducidos ante ellos es una cuestión procesal que no habilita la apelación extraordinaria. Sin embargo, la Corte Suprema ha exceptuado de tal principio a las decisiones que puedan ser descalificadas como acto jurisdiccional válido por defectos de fundamentación. En el caso, el tribunal a quo no brindó argumentos suficientes para fundar su jurisdicción para revisar el mérito del auto de procesamiento en contravención con el artículo 457 del Código Procesal Penal de la Nación, que requiere que el recurso de casación sea interpuesto contra sentencias definitivas o equiparables a ellas, característica de la que carece ese auto. Al respecto, el a quo se limitó a afirmar que estaba habilitado para conocer en el auto de procesamiento puesto que se encontraban pendientes de resolución otros recursos de casación. Sin embargo, no se advierte en qué modo la pendencia de resolución de un recurso ante un tribunal hace innecesario el cumplimiento de los requisitos de admisibilidad de un recurso distinto interpuesto ante el mismo tribunal. Tampoco se acreditó que la ausencia de revisión del procesamiento pudiera generar a los imputados un perjuicio de imposible reparación ulterior, supuesto que podría fundar una excepción al requisito de sentencia definitiva. Asiste razón al fiscal general en cuanto sostiene que el a quo incurrió en arbitrariedad en la valoración de la prueba. A la luz de un estándar de certeza que no es propio de esta instancia procesal, el a quo efectuó una valoración fragmentaria y selectiva de los elementos de prueba para concluir que los imputados no se representaron que su aporte favoreció la conducta ilícita de los autores. Por un lado, consideró irrelevantes ciertas constancias de prueba incorporadas a la causa sin realizar una valoración integral de ellas ni ponderar adecuadamente el contexto en el que los hechos se desarrollaron. Por el otro, omitió valorar elementos probatorios relevantes. Ello descalifica la decisión impugnada como acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad. En suma, a fin de evaluar la existencia de mérito suficiente para procesar a los imputados era imprescindible tener en cuenta que a la época de los hechos reinaba en el país un clima de persecución violenta de la actividad sindical en general y en la empresa en cuestión en particular. En ese marco, correspondía otorgar el debido valor probatorio a las pruebas señaladas precedentemente. Ellas crean un cuadro indiciario que permite tener por acreditado, con el grado de probabilidad exigido para esta etapa procesal, que los aquí imputados sabían o, al menos, se representaron como posible que los vehículos que aportaban iban a ser utilizados para la detención ilegitima de las víctimas. Por todo lo dicho, el a quo incurrió en arbitrariedad por cuanto omitió considerar elementos de prueba importantes y valoró otros de forma aislada, fragmentaria y descontextualizada. Dichos elementos, apreciados debidamente en conjunto, son suficientes para dejar de lado la decisión de falta de mérito, permitiendo así que la causa siga su curso normal y llegue eventualmente a la etapa del juicio oral y público.


    B., Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de libertad (art. 144 bis, inc. 1)


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000195/2009/18/1/1/4/RH11, 28 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Mercado de capitales. Justicia nacional en lo comercial. Incompetencia. Medidas cautelares contra el Estado. Cámara de Apelaciones. Declaración de inconstitucionalidad. Doctrina de la arbitrariedad. Incongruencia. Resoluciones equiparables a definitiva. Poder de policía. Cuestión federal. Sentencia ultra petita. Gravamen eventual. Debido proceso. Sentencia arbitraria.


    Leyes 26.854 y 26.831.


    De acuerdo con el artículo 196 del Código Procesal Civil y Comercial, el principio general es que las pretensiones cautelares deben ser decididas por el juez con competencia para conocer en la causa. Esa misma norma contempla que excepcionalmente un juez incompetente puede decretar una medida cautelar solo si hay una especial urgencia que torne ilusoria la protección cautelar si la causa es remitida al tribunal competente. De otro modo, las partes eludirían, sin una razón suficiente, la regla según la cual el juez competente es el que entiende en un caso y adopta todas las decisiones jurisdiccionales vinculadas a él. En suma, el dictado de una medida cautelar por un juez incompetente no solo requiere que exista el presupuesto general del peligro en la demora, sino una urgencia particular de tal magnitud que no permita otorgar una tutela eficaz de los derechos en juego si hay que aguardar a que la causa fuera remitida al juez competente. Es relevante puntualizar que la presente controversia involucraba a dos tribunales nacionales ubicados en la misma jurisdicción. La cuestión central sometida a conocimiento del tribunal a quo se vinculaba con la competencia del fuero nacional en lo comercial para entender en el asunto. Al respecto, el tribunal señaló que la Ley de Mercado de Capitales dispone la competencia del fuero contencioso administrativo federal y expresamente afirmó que, en razón de ello, la constitucionalidad de esa atribución no puede ser decidida por el fuero comercial, sino que debe ser analizada por el juez competente. Ello ameritó la remisión de la causa al fuero en lo contencioso administrativo federal, quien se entendió competente en razón de la materia. Sin embargo, en forma contradictoria con ese razonamiento, la cámara comercial se avocó al estudio de la medida cautelar solicitada, que justamente implicaba analizar la validez de la citada Ley de Mercado de Capitales. El artículo 2 de la Ley 26.854 dispone que los tribunales incompetentes deben abstenerse de dictar medidas cautelares, excepto que se refieran a sectores socialmente vulnerables o se encuentre comprometida la vida digna, la salud y derechos de naturaleza alimentaria o ambiental. Además, esa Ley prohíbe el dictado de una cautelar inaudita parte. Esas normas justamente impedían que el a quo adoptara la resolución recurrida y, sin perjuicio de ello, el tribunal declaró su inconstitucionalidad a fin de tomar esa decisión, aun cuando las partes no acreditaron que esas dos disposiciones normativas le causaran un agravio de tal urgencia que no pudiera ser tratado eficazmente si la causa era remitida a la justicia que según el propio tribunal debía intervenir. La Corte Suprema precisó que “el contralor normativo a cargo del juez presupone un proceso judicial ajustado a las reglas adjetivas aplicables entre las cuales revisten especial relevancia las que determinan la competencia de los órganos jurisdiccionales y, sobretodo, las que fijan los requisitos de admisibilidad y fundamentación de las presentaciones o alegaciones de las partes”. Y agregó que “la descalificación constitucional de un precepto normativo se encuentra supeditada a que en el pleito quede palmariamente demostrado que irroga a alguno de los contendientes un perjuicio concreto en la medida en que su aplicación entraña un desconocimiento o una restricción manifiestos de alguna garantía, derecho, título o prerrogativa fundados en la Constitución”. A fin de que un Juez examine la validez constitucional de una norma deben verificarse ciertos recaudos, entre ellos, que el planteo se despliegue ante el órgano jurisdiccional competente - o bien que exista alguna circunstancia excepcional o urgente que justifique dejar de lado tal premisa - y que se funde en la existencia de una afectación concreta de un derecho constitucional. Esos presupuestos no se encuentran satisfechos en el caso. Por un lado, los actores no demostraron de qué modo la aplicación de la Ley de Medidas Cautelares contra el Estado les ocasionaba un agravio de una urgencia tal que justifique su declaración de inconstitucionalidad por un juez incompetente. Por ello, el ejercicio del control de constitucionalidad no estaba justificado de la manera en que fue ejercido por la cámara. Por otro, el tribunal se adentró en otros tópicos de Ley 26.854 cuyo análisis constitucional no era forzoso para dictar la medida cautelar. Ello evidencia que la declaración se produjo, además, en un plano meramente conjetural. En efecto, la cámara declaró la inconstitucionalidad del artículo 5, que fija un límite temporal a la vigencia de las medidas cautelares; del artículo 9, que prohíbe afectar los recursos propios del Estado e imponer a los funcionarios cargas personales pecuniarias; los artículos 10 y 11, que limitan la admisibilidad de la caución juratoria como contracautela; los artículos 13 y 15, que fijan condiciones para la suspensión cautelar de los efectos de un acto estatal y para el dictado de medidas de no innovar; y el artículo 16, que dispone los requisitos para la concesión de medidas solicitadas por el Estado. De este modo, el tribunal, sin analizar si esas normas le causaban a los accionantes un perjuicio concreto, declaró su invalidez constitucional sobre la base de argumentos meramente dogmáticos. En virtud de todo lo expuesto, el tribunal incurrió en un exceso de sus facultades jurisdiccionales, afectando la garantía de los demandados consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, por lo que cabe descalificar al decisorio sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.


    Szwarc, Rubén Mario y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Medida precautoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 85/2014/(50-S)/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Motivos en los que debe apoyarse.


    Recurso extraordinario contra condena. Homicidio calificado. Principio de congruencia. Meras discrepancias con lo resuelto. Cuestiones procesales: ajenas a la instancia extraordinaria.


    Respecto de los agravios vinculados a la apreciación de la prueba, es conveniente recordar que, en principio, es ajeno a la instancia extraordinaria el examen de decisiones que resuelven temas de naturaleza procesal, pues son privativas de los jueces de la causa, salvo supuestos de arbitrariedad que deben ser analizados restrictivamente y que no se aprecian en el sub júdice. Tal aseveración adquiere más relevancia aún, cuando en sus presentaciones los apelantes no han realizado una crítica concreta, prolija y circunstanciada de las razones en que se apoya el fallo del a quo, lo que priva a sus recursos del debido fundamento tendiente a demostrar su procedencia. Así, se limitaron a reiterar las afirmaciones que habían formulado ante el a quo y ni siquiera intentaron proponer una solución jurídica distinta -que tampoco habilitaría, por sí sola, la apelación pretendida- que guarde coherencia con las constancias de la causa y con los fundamentos que pretende impugnar.


    C., Gabriel Esteban y otro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 679/2014/(C-50) CS1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Desplazamiento de la competencia: fuero de atracción. Juez del concurso. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. Facultades administradoras. Denegatoria del recurso. Falta de agravio concreto.


    Decisiones en materia de competencia cuando no media denegatoria del fuero federal: no son susceptibles de apelación extraordinaria.


    La Corte ha dicho que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria. Desde esa óptica, y toda vez que no se advierte la existencia de un supuesto de arbitrariedad que autorice apartarse de la regla mencionada, el recurso extraordinario interpuesto contra la sentencia que declaró inapelable la decisión de la instancia anterior, por aplicación del artículo 242 del código de procedimientos, debe ser desestimado. Al respecto, cabe valorar que la pretensión consiste en el cobro de una suma de dinero que la concursada adeuda al Fisco y no en un cuestionamiento de la sanción aplicada (que se halla firme), y la desestimación del recurso por inapelabilidad de la resolución sobre la competencia debido a la cuantía del juicio (art. 242, CPCCN), no afecta ni involucra el derecho de defensa o el ejercicio de facultades del Estado de naturaleza administrativa sancionadora como sostiene el apelante. Además, el apelante no cuestiona la aplicación de la normativa que establece la inapelabilidad de las resoluciones por motivo de la cuantía, ni plantea su invalidez constitucional. Por lo demás, el recurrente cuestiona, en definitiva, un pronunciamiento que resuelve la competencia para entender en la causa. En ese contexto, es necesario recordar que las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la Ley 48, requisito que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el caso, no media denegación del fuero federal -por otra parte, no alegada por la actora-, en tanto la resolución apelada declina la competencia ordinaria de un juez de la Capital Federal en favor de un magistrado provincial. En tales condiciones, y más allá de lo opinable que pueda resultar la decisión adoptada por la alzada, sobre cuestiones de eminente carácter fáctico, y de derecho común y procesal, no se advierte un gravamen concreto y actual, de insusceptible o insuficiente reparación ulterior que equipare la sentencia a una definitiva, pues no clausuró la vía procesal promovida y, por consiguiente; la actora quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado, en donde puede continuar tramitando su pretensión. Cabe recordar al efecto, que el Máximo Tribunal tiene dicho que el fuero de atracción del juicio universal, entre otras excepciones al carácter privativo de los tribunales nacionales regladas en el artículo 12 de la Ley 48, no vulnera normas constitucionales. Finalmente, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 21 de la Ley 24.522 el fuero de atracción del concurso del demandado sobre los juicios de contenido patrimonial en trámite se produce con la apertura del concurso sin consideración -prima facie- del estado de los procedimientos y porque resulta operativo en las ejecuciones no obstante haberse dictado sentencia.


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ La Veloz del Norte S.A. s/ Ejecución fiscal


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 20772/2013/1/RH1, 21 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Medida de no innovar. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso.


    Ausencia de sentencia definitiva.


    El objeto de la vía federal intentada por los querellantes es debatir acerca del alcance de una medida de no innovar. En este sentido, la Corte Suprema ha sostenido que, como regla, las resoluciones que se refieren a medidas cautelares -ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan- no autorizan el otorgamiento del recurso extraordinario pues no revisten -como regla- el carácter de sentencia definitiva. En el sub lite, el apelante no ha demostrado la concurrencia de perjuicios de difícil o imposible reparación posterior que justifiquen hacer una excepción a esa regla. A ello se suma la inveterada jurisprudencia del máximo tribunal según la cual la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas, ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    ESMA y otros s/ Delito de acción pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14217/2003/34/1/2/RH5, 07 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Arbitrariedad.


    Accidente de trabajo. Indemnización según Régimen de reparación. Incapacidad laboral. Ley 26.773. Decreto 1694/09. Principio de irretroactividad. Ausencia de arbitrariedad.


    Sobre la base de varios precedentes de la Procuración, cabe referir, en primer lugar, que no se ha violentado el principio de irretroactividad al aplicar las actualizaciones previstas en el decreto 1694/09 y en la Ley 26.773 a un accidente ocurrido antes de su entrada en vigor. Cabe resaltar que el decreto 1694/09 entró en vigencia el 06/11/09, y la Ley 26.773, el 26/10/12, previo al dictado de la sentencia de primera instancia, el 29/08/14. En consecuencia, la aseguradora no ha satisfecho las prestaciones del sistema y, en definitiva, no ha consumado la relación jurídica de cobertura de las prestaciones de la Ley 24.557 con anterioridad a la entrada en vigor del nuevo régimen legal. En esas condiciones, no se trata de la aplicación retroactiva de las normas, sino de la extensión de los efectos de esas disposiciones a una relación jurídica existente cuyas consecuencias no han cesado. En ese orden de ideas, el artículo 7 del Código Civil y Comercial de la Nación establece que las leyes se aplican, a partir de su entrada en vigencia, a las consecuencias de las relaciones y de las situaciones jurídicas existentes. En cuanto al agravio que cuestiona la aplicación del índice RIPTE a la prestación prevista en el artículo 14 apartado 2, inciso a), de la LRT, tampoco asiste razón a la recurrente. Del articulado de la Ley 26.773 surge la inclusión expresa de la prestación en dinero por incapacidad laboral permanente prevista en el artículo 14, apartado 2, inciso a), de la Ley 24.557. Esa conclusión no puede ser desplazada por el decreto 472/14, ya que afectaría los principios constitucionales de progresividad (arts. 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 2.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales) y de aplicación de la norma más favorable (art. 5.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos). Por ello, el a quo realizó una interpretación razonable de la Ley 26.773, y esgrimió fundamentos suficientes y acordes al principio protectorio (art. 14 bis de la Constitución Nacional), al de progresividad (art. 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y Art. 2.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales) y al de aplicación de la norma más favorable (art. 5.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y Art. 9 de la Ley 20.744), sin que la mera discrepancia del apelante pueda configurar un supuesto de arbitrariedad de sentencias. Por lo demás, en lo que atañe a los agravios relacionados con los accesorios, es dable puntualizar que los jueces resolvieron su aplicación en razón de la mora del deudor, por lo que no resulta admisible la crítica referida a la doble imposición que sobrevendría de aplicar el ROPTE y los intereses en cuestión. Nótese que el RIPTE constituye un mecanismo de actualización, por lo que ambos índices poseen naturalezas diversas. Adicionalmente, lo tocante a la determinación de la tasa de interés, como la fecha a partir de la cual deben computarse los accesorios, no configura cuestión federal susceptible de habilitar la instancia extraordinaria, sino que queda ubicada en el espacio de la razonable discreción de los tribunales de la causa, en la medida en que no resulten afectadas garantías constitucionales.


    Ifran, Hugo Orlando c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 4404/2013/1/RH1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Ejecución de sentencia: suma liquidada judicialmente. Capitalización de intereses. Intimación al deudor para constituir mora: Art. 623 del Código Civil y Art. 770 Código Civil y Comercial de la Nación. Sentencia arbitraria.


    Al resolver el a quo omitió tener en cuenta que, tal como señala el apelante, la capitalización de accesorios sólo procede -en los casos judiciales- cuando liquidada la deuda el juez mandase pagar la suma resultante y el deudor fuere moroso en hacerlo (v. Art. 623 del anterior Código Civil y Art. 770, inc. c, del Código Civil y Comercial de la Nación, vigente). Para que ello ocurra, una vez aceptada la cuenta por el juez, el deudor debe ser intimado al pago, pues sólo si entonces éste no lo efectiviza, cae en mora y, como consecuencia de la mora derivada de la nueva interpelación, debe intereses sobre el monto total de la liquidación impaga. Habida cuenta de ello, al no haber mediado tal intimación, no corresponde admitir la capitalización que pretende la actora en violación a una norma expresa de orden público cuando no concurren los supuestos legales de excepción, máxime cuando el Estado Nacional -al estar excluido el crédito del régimen de consolidación- aún debe efectuar la previsión presupuestaria correspondiente en cumplimiento de los preceptos que regulan el pago de sumas de dinero. Corresponde la descalificación del fallo como acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad de sentencia, pues media en el caso la relación directa e inmediata entre lo debatido y lo resuelto y la garantía constitucional del debido proceso que se dice vulnerada (art. 15 de la Ley 48).


    Elena Margarita Aranda y otro c/ Luis Ángel Ferreyra y/o Batallón de Ingenieros de Combate 141 E.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos - indem. por daños y perjuicios - daño moral


    FTU-Justicia Federal de Tucumán, 716878/1998/1/RH1, 08 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Delitos de lesa humanidad. Pretensa aplicación del artículo 274 del Código Penal. Cambio de calificación sin alteración de la base fáctica. Sentencia arbitraria.


    En cuanto al fondo del asunto, el recurrente recordó que el cambio de calificación efectuado por el fiscal del debate no se planteó con base en el artículo 381 del código ritual, en la medida en que no implicaba la alteración de la base fáctica. Ello surge, según se afirma en el recurso extraordinario, del acta del juicio donde se deja constancia de que el tribunal oral consultó expresamente al fiscal a ese respecto, y de la resolución del mismo tribunal acerca de la objeción de las defensas en cuanto a la posible afectación del principio de congruencia, al disponer que se corriera vista "únicamente de lo relativo a las situaciones de libertad [ ... ] porque precisamente los cambios de calificación no encuadrarían dentro de las circunstancias y condiciones del artículo 381 del C.P.N.N..." Al tener en cuenta esas circunstancias, el recurrente ha logrado demostrar la arbitrariedad invocada, en tanto la advertencia efectuada por el fiscal al comienzo del debate respecto de la subsunción legal de los hechos y, en consecuencia, de la posible pena que podría requerir en su alegato de clausura, no requiere un pronunciamiento inmediato del tribunal oral que admita o deniegue ese cambio de calificación, así como tampoco debe pronunciarse en ese momento acerca de si comparte o no la calificación efectuada en el requerimiento de elevación a juicio, ya que es en la sentencia donde el tribunal se pronuncia a ese respecto, y no existe ningún óbice para que lo haga de conformidad con lo requerido por el fiscal del juicio, aun cuando éste se aparte de la calificación propuesta en aquel acto procesal si, tal como se ha dicho, ese cambio no importa la alteración de la base fáctica, e incluso ha sido comunicado como una posibilidad a la defensa al comienzo del debate, la que no podría agraviarse entonces de haber sido sorprendida en su tramo final, con la consiguiente afectación de su derecho al contradictorio. En consecuencia, la decisión del a quo, basada en que al resolverse sobre la libertad provisional de los imputados no podía considerarse el marco legal de pena correspondiente al cambio de calificación efectuado por el fiscal al comienzo del debate, debe descalificarse como acto jurisdiccional válido, en la medida en que no constituye una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias de la causa.


    M. C., Luis Francisco y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 97000098/2013/TO1/1/1/CS1, 05 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contra Banco de la Nación Argentina. Devolución de depósito judicial. Entrega de suma en “argentinos oro”. Sentencia arbitraria.


    En primer lugar, la sentencia apelada efectuó una valoración arbitraria de los hechos de la causa al afirmar que el Banco Nación consintió la entrega de una suma en “argentinos oro” en devolución del depósito judicial efectuado en autos al no impugnar la decisión. En esa oportunidad, el tribunal de alzada había dispuesto la devolución del depósito judicial de ese modo. Sin embargo, esa decisión fue adoptada sin la previa intervención de la entidad bancaria, que no es parte en este proceso y que actúa solamente en carácter de depositario judicial. Esa resolución tampoco fue notificada al banco, lo que le impidió impugnarla. En segundo lugar, la decisión recurrida se apartó de los hechos de la causa y del derecho aplicable al concluir que el Banco Nación, en su carácter de depositario judicial, debe entregar a los actores una suma de argentinos oro en cuestión. En este contexto, la sentencia apelada prescindió de considerar que el Banco Nación, en su carácter de depositario judicial, recibió una suma de pesos sin otra referencia ni instrucción especial. Nótese que el argentino oro a partir del cual se calculó el monto de la limitación de la responsabilidad constituye una moneda de cuenta que no es acuñada ni circula libremente en la actualidad. Las disposiciones del Banco Central de la República Argentina tampoco prevén los depósitos a la vista en dicha denominación. En ningún momento se le hizo saber a la entidad bancaria que recibía en depósito un valor, en vez de una suma de pesos. En los depósitos y en las comunicaciones cursadas al banco, no hay ninguna referencia a los argentinos oro. Tampoco el Banco Nación recibió la orden judicial de adoptar alguna medida dirigida a conservar el valor de los pesos depositados o a mantener la equivalencia de la suma depositada en pesos con los argentinos oro. Estas circunstancias fácticas de la causa, relevantes para la decisión de la controversia, no fueron analizadas adecuadamente por el tribunal. Finalmente, cabe señalar que la jurisprudencia citada como fundamento de la decisión recurrida responde a circunstancias fácticas diversas pues en ese caso se discutía la aplicación de la normativa de emergencia y la procedencia o no de la pesificación de un depósito judicial realizado en dólares estadounidenses. En virtud de todo lo anterior, el pronunciamiento recurrido resulta descalificable con arreglo a la doctrina de la Corte Suprema sobre arbitrariedad de sentencias toda vez que no resulta una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, lo cual vulnera la garantía de la defensa en juicio del recurrente consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.


    Solimeno, Antonio y otros s/ Ley de Navegación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 81032998/1997/1/RH1, 08 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contra Estado Nacional. Comercio agropecuario: operaciones de exportación. Pretensa inconstitucionalidad de la Ley 26.351. Afirmaciones meramente dogmáticas. Sentencia arbitraria.


    La arbitrariedad no puede resultar de la sola disconformidad con la solución adoptada, sino que requiere la constatación de un apartamiento de los criterios mínimos de la argumentación jurídica. Sobre la base de lo expuesto, aquí se configura un supuesto de esta especie, pues el tribunal apelado omitió la consideración de extremos conducentes para la correcta dilucidación del caso, lo que vulnera la garantía del derecho de defensa (art. 18 de la Constitución Nacional). En efecto, la cámara señaló que no correspondía analizar la tacha de inconstitucionalidad de la Ley 26.351 efectuada por la demandante pues indicó que "en esta causa no se examina ninguna pretensión fiscal, ni la alícuota que corresponde tributar a una operación de exportación concertada bajo el régimen de las leyes 21.453 y 26.351. Tampoco el organismo recaudador le reclama a la actora el ingreso de suma alguna derivada de una mala o incorrecta liquidación de tributos...", y agregó que "hacerlo sería emitir un pronunciamiento abstracto sin caso o causa...”. Mediante ellas, el organismo recaudador la intimó al pago de las diferencias que surgen de aplicar la alícuota correspondiente a los derechos de exportación de productos agropecuarios conforme a los términos de la Ley 26.351 y de la resolución MEyP 125/2008. En este marco, el criterio adoptado por la cámara, al considerar prematuro el análisis de la validez constitucional de la Ley 26.351 por no existir acto alguno que importase su aplicación por parte del fisco nacional, se fundó en afirmaciones meramente dogmáticas que no atienden adecuadamente a las constancias de la causa, motivo por el cual, al guardar los planteas del apelante relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, corresponde descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Noble Argentina S.A. c/ Estado Nacional - ONCAA - Resol. 2463/09 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 21881/2009/1/RH1, 02 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contra municipalidad. Pago de adicionales previstos para el personal de la administración pública provincial. Vulneración de garantía del derecho de defensa. Sentencia arbitraria.


    Si bien los agravios expresados por la recurrente remiten al análisis de cuestiones vinculadas al derecho público local ajenas, en principio, a esta instancia extraordinaria, cabe hacer excepción a esta regla general, pues la sentencia apelada omitió la consideración de extremos conducentes para la correcta dilucidación del caso, lo que vulnera la garantía del derecho de defensa (art. 18 de la Constitución Nacional) y satisface sólo de manera aparente la exigencia de que los pronunciamientos judiciales constituyan una derivación razonada del derecho vigente, con arreglo a los hechos comprobados en la causa. Ello es así, pues la demandada puso de relieve que la ordenanza municipal 200/97, en cuanto adhirió a los decretos-acuerdos provinciales, no previó la partida presupuestaria para afrontar el pago de los adicionales, tal como lo exigen los arts. 195 de la Constitución Provincial y 130 de la Carta Orgánica de la Ciudad en cuestión. Sin embargo, el superior tribunal provincial, al pronunciarse sobre este punto, se limitó a señalar que el municipio demandado no informó si el pago de tales sumas estaba previsto o no en los presupuestos anteriores correspondientes a los años en que los actores percibieron dichos importes. Lo decidido afecta de manera directa e inmediata las garantías constitucionales invocadas (conf. Art. 15 de la Ley 48), por lo que corresponde descalificar el fallo de acuerdo con la reiterada doctrina del Tribunal en materia de arbitrariedad de sentencias. En atención al modo en que se resuelve, se ha tornado innecesario el tratamiento de los restantes agravios.


    Cruz, Juana Epifanía y otros c/ Municipalidad de Perico s/ Recurso de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 437/2014/(50-C) CS1, 01 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia. Art. 77 bis del Código Procesal Administrativo. Pretensa inaplicabilidad de Ley provincial. Supuesta sentencia definitiva. Ausencia de arbitrariedad.


    Ante todo, cabe recordar que, en principio, cuando las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el orden local, la Corte ha considerado que la tacha de arbitrariedad debe ser considerada como particularmente restrictiva. Ese criterio es el aplicable al sub lite, desde el momento en que los agravios de la parte recurrente se originan en la aplicación de normas procesales locales, cuya inteligencia por parte de los jueces de ese carácter cuestiona, atribuyéndole dicha tacha a lo decidido. En efecto, el Superior Tribunal de la Provincia entendió, a la luz de lo dispuesto por diversos preceptos de los códigos procesales Administrativo y Civil y Comercial locales, que la sentencia que revestía el carácter de definitiva a los fines del recurso extraordinario en el orden local era aquella dictada por la Cámara en lo Contencioso Administrativo, es decir, por los tres miembros que integran el tribunal, y que no renuncia esa calidad -imprescindible para la admisibilidad formal del recurso de inaplicabilidad de Ley provincial- la resolución emanada del presidente de la cámara por la cual se pronuncia acerca de la admisibilidad del proceso, situación que tornaba necesaria la interposición del recurso de revocatoria previsto por el Art. 47 de la Ley 7061, de modo de obtener un fallo del tribunal que fuera susceptible de ser atacado por medio del recurso extraordinario local. Los agravios de la apelante sólo traducen su desacuerdo con el criterio adoptado por el tribunal superior respecto de normas de derecho procesal local, fundado en razones que, al margen de su acierto o error, acuerdan sustento bastante a su decisión sobre la base de una interpretación posible de las disposiciones legales en juego y lo ponen a resguardo de la tacha de arbitrariedad invocada. Cabe aquí recordar que la doctrina de la arbitrariedad de sentencias es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que le son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite desaciertos u omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional.


    Holotte, Verónica Beatriz y otras c/ Estado Provincial - Contencioso administrativo s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4488/2014/RH1, 24 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia. Caducidad de concesión de servicio público de pasajeros de media y larga distancia. Pretensa nulidad del decreto local 943/13. Excepción de caducidad de la acción. Vulneración de garantías constitucionales. Sentencia arbitraria.


    Asiste razón al apelante en cuanto afirma que lo resuelto por el a quo vulnera el derecho de acceso a la justicia, pues el rechazo de la demanda con fundamento en que resulta extemporánea por haber transcurrido el plazo de treinta días previsto por el Art. 20 de la Ley local 3918, importa una decisión contraria a la continuidad y sustanciación de la causa, lo cual lesiona las garantías de debido proceso y defensa en juicio (art. 18 de la Constitución Nacional). La conclusión del a quo de considerar que el recurso de revocatoria que prevé la Ley de Procedimiento Administrativo local resulta innecesario y que la empresa actora debió impugnar en sede judicial el decreto 943/13 dentro del plazo de treinta días previsto a tal efecto (art. 20 de la Ley 3918), constituye una decisión de injustificado rigor formal y comporta una exégesis de las reglas aplicables contraria al principio in dubio pro actione rector en la materia que vulnera la garantía constitucional de defensa en juicio (art. 18 de la Constitución Nacional). Ello es así, pues el tribunal local no sólo desatendió los argumentos relativos al modo defectuoso en que se realizó la notificación de la resolución en atención a la falta de acreditación de la personería por parte del supuesto apoderado de la empresa premiando así la conducta desprolija de la Administración, sino que además efectuó una interpretación del Art. 178 de la Ley local 3909 que restringe claramente el acceso a la jurisdicción y no se compadece con su texto expreso, el cual se limita a establecer que si el recurso es deducido por quien resulta afectado a raíz de un procedimiento en el que no intervino o contra una declaración dictada de oficio, el interesado puede ofrecer prueba y añade que, en estos supuestos, si la declaración impugnada emana del gobernador la decisión que recaiga en el recurso de revocatoria es definitiva y causa estado. De ello no es posible deducir que en la hipótesis contraria -con participación del interesado en el expediente administrativo, como ocurriría en el sub lite a criterio del tribunal- se encuentre cercenado el derecho a interponer el recurso previsto por los arts. 177 y 178, pues dicha postura no permite la revisión del acto por parte de la máxima autoridad ni favorece la continuidad de la acción. En virtud de lo expuesto, lo resuelto guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas (art. 15 de la Ley 48), por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.


    Transportes Uspallata S.R.L. c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción procesal administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5887/2014/RH1, 03 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda por accidente. Daño a la salud provocado por el trabajo: lucro cesante. Omisión al ponderar la desvinculación. Despido sin causa. Sentencia arbitraria.


    La juzgadora sustentó su razonamiento en que el propio trabajador denunció en la demanda que el distracto obedeció al acogimiento a un retiro voluntario, lo que patentizó que la pérdida de ingresos por el cese del empleo fue el resultado de una decisión manifestada libremente, que no puede atribuirse al principal. Señaló que de tal modo el operario aceptó acudir al mercado laboral con la incapacidad laboral que portaba, en lugar de permanecer en la empresa con tareas acordes. No obstante, estudiado el expediente, se advierte que el empleador arguyó desde el inicio que el distracto obedeció a un despido sin causa. Ese extremo resulta corroborado por las pruebas instrumental, informativa y contable, y fue esgrimido incluso por el pretensor en su alegato. En este sentido, resulta de particular interés el acuerdo suscripto y homologado en sede administrativa, donde el operario y la empleadora explicitan que se trata de un cese sin expresión de causa y donde se plasma el modo de pago de conceptos tales como la indemnización sustitutiva del preaviso y la indemnización por antigüedad. En las condiciones descriptas, el pronunciamiento no se sustenta en orden al rechazo del lucro cesante pasado, y debe invalidarse como acto judicial, toda vez que el a quo omitió ponderar los extremos con arreglo a los cuales la desvinculación del trabajador habría obedecido al despido incausado dispuesto por el principal y no, conforme argumentó, a una decisión manifestada libremente por el operario.


    F., Víctor Rubén c/ Perkins Argentina S.A. s/ Accidente - Acción Civil


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2820/2014/RH1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda por daños y perjuicios derivados de errada liquidación de haberes. Sentencia contradictoria emitida por el mismo Tribunal: acto inválido. Procedencia de la queja.


    La Corte tiene reiterado que, aún cuando los agravios remitan al examen de cuestiones fácticas y de derecho procesal y común, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso, éste procede cuando la sentencia contiene una contradicción que la invalida como acto jurisdiccional. Ello es lo que ocurre en el sub lite, pues la sala rechazó el reclamo de daños y perjuicios bajo el argumento de que no encuadra dentro del marco genérico de competencia del fuero de la seguridad social la pretensión del pago de una reparación de tal tenor, derivada del accionar de la AFIP, sustentada en normas de derecho civil, ya que aun reconociendo su causa en una obligación previsional, escapa a la competencia del fuero en tanto no se funda en normas de seguridad social. Ello, no obstante haber sostenido lo contrario en ocasión de expedirse sobre la declinatoria de la jueza de grado. Expuso entonces que el actor reclama una indemnización por daños y perjuicios atento a los errores existentes en la liquidación de su haber jubilatorio, por lo que la pretensión articulada reviste naturaleza previsional y atañe a la justicia foral. El vicio señalado se agrava luego pues, tras declarar su incompetencia, la cámara se ocupó de lo referido al daño moral, rechazando nuevamente la responsabilidad civil, pero esta vez por la inexistencia de un obrar ilícito de la ANSES.


    Stutz, Jorge Arnoldo c/Estado Nacional - ANSES s/ Cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2250/2015/RH1, 09 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Derecho a la salud de una persona con HIV Sida. Expulsión de la cobertura por parte de la Obra Social. Alegados actos deshonestos en perjuicio de la entidad: omisión del padecimiento en la declaración jurada. Pretensa arbitrariedad: competencia del tribunal y carencia de sustento fáctico y legal. Falta de acreditación de que el usuario no obró de buena fe. Meras discrepancias con la sentencia.


    Corresponde intervenir al fuero federal pues la materia compromete, con influencia decisiva, el estudio de normas constitucionales y legales referidas a la estructura del sistema de salud organizado por el Estado Nacional, lo que involucra a prestadoras privadas de servicios médicos, como la mutual accionada. En lo que respecta al apartamiento de los términos de la Litis y la modificación del presupuesto fáctico corresponde advertir que "Federada Salud" reconoció explícitamente la inclusión de mutuales como la demandada en el artículo 10 de la Ley 26.682, por ende, en el ámbito de aplicación de la norma. Consecuentemente, el reproche dirigido a la inaplicabilidad del marco regulatorio conformado por la Ley 26.682 y su decreto reglamentario deviene inadmisible, por cuanto, amén de no hacerse cargo del contenido de esa preceptiva, contradice la postura sostenida anteriormente en el pleito, y omite que atañe a los jueces discurrir los conflictos y zanjarlos según el derecho vigente, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas que la rigen, con prescindencia de los argumentos jurídicos que enuncien los litigantes. Esos extremos imponían que la apelante desplegara prolijamente las razones por las cuales pretende encuadrar la exclusión del actor como una sanción disciplinaria propia del orden mutualista, y no como un supuesto de extinción del vínculo entre una prestadora de salud y el paciente, en los términos de los artículos 9° de la Ley 26.682 y 9° del decreto reglamentario 1993/11. Tal explicación era tanto más exigible no solo por la especificidad de esas normas, sino porque -más allá de la particular naturaleza jurídica de las mutuales-, el único antecedente fáctico que dio origen a la expulsión impugnada es la inexactitud en la que incurrió el peticionario al confeccionar la declaración jurada de admisión al servicio asistencial, y el conflicto gira exclusivamente en tomo a la vigencia de la cobertura por palie de "Federada Salud". Se añade a lo anterior, que la Sala acudió a la Ley y dispuso que la autoridad administrativa establezca el valor diferencial para la patología preexistente. Ahora bien, el mencionado artículo 9 del decreto 1993/11 del que se valió el fallo atacado, contempla concretamente el supuesto de cese ocurrido por iniciativa de alguna de las entidades enunciadas en el artículo 1°, entre ellas, las mutuales. Se prevé allí que, para que la prestadora pueda tener por concluida la obligación de cobertura con justa causa, ante la falsedad de la declaración jurada, deberá acreditar que el usuario no obró de buena fe en los términos del artículo 1198 del Código Civil. En ese contexto, debió haberse demostrado la arbitrariedad de lo afirmado por los jueces en el sentido de que la interesada no probó la ausencia de buena fe en la conducta desplegada por el actor, dato fáctico decisivo del cual la apelación ni siquiera se hace cargo, pues se limita a discrepar con las razones de la sentencia y a reiterar argumentos mayormente teóricos sobre la naturaleza jurídica de estas entidades y sobre la inaplicabilidad a ellas de la Ley 24.240, inconducentes para rebatirla.


    M., J. P. M. c/ Mutual Federada 25 de Junio s/ Amparo contra actos de particulares


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 21012066/2012/3/RH1, 06 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Homicidio agravado. Delitos de lesa humanidad. Resolución judicial que impide avanzar con la pretensión de someter a juicio a los imputados. Arbitrariedad de la sentencia. Excesivo rigor formal. Equiparación a sentencia definitiva. Responsabilidad internacional del Estado. Se mantiene la queja.


    El a quo, con sustento en un injustificado ritualismo, omitió considerar las particulares circunstancias sobre las que se fundó la impugnación para sostener la equiparación de la decisión recurrida a una sentencia definitiva en virtud de los efectos concretos que tendría en el desarrollo del procedimiento, por lo que si bien las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa son ajenas a la instancia del recurso extraordinario, en este caso cabe hacer excepción a esa doctrina. Más aún cuando está en juego la responsabilidad del Estado argentino por el incumplimiento de sus obligaciones internacionales en cuanto a la investigación, juzgamiento y adecuada sanción por la comisión de delitos de lesa humanidad. En ese sentido, también debo destacar que, según lo señalado por el recurrente, ya se han agotado las medidas de prueba y no existe una posibilidad real de que otros elementos de convicción se incorporen a la causa, por lo que la orden genérica de continuar la pesquisa, sin indicar qué diligencias probatorias se deberían realizar, implica conducir al proceso hacia un estado de indefinición que mal se concilia con aquella responsabilidad del Estado y con la exhortación que, en pos de ella, la Corte dirigió a todos los jueces a cargo de investigaciones o juzgamientos por delitos de esa índole para que adopten los recaudos necesarios a fin de acelerar el trámite de las causas pendientes y, a la vez, permitir que la situación de los procesados se resuelva en un plazo razonable.


    S. A., Manuel Fernando y otros s/ Homicidio agravado


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 76000012/2011/6/1/RH2, 04 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Infracción Ley 22.362. Secuestro de bienes fungibles no susceptibles de identificación o registro. Presunta violación de derecho de defensa en juicio: meras fórmulas dogmáticas. Precedente Di Nunzio, de Fallos: 328:1108. Sentencia arbitraria.


    Ante todo, es preciso recordar que es doctrina de la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria. Sin embargo, la Corte tiene resuelto también que, ante las particularidades que presentan determinados casos, es posible hacer excepción a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, que también amparan a este ministerio fiscal. Ésa es la situación excepcional que se ha configurado en el sub lite pues, en línea con lo manifestado por el propio tribunal de juicio al conceder el recurso de casación interpuesto en su presentación el fiscal había expuesto adecuadamente las razones por las cuales, a su juicio, correspondía descalificar como acto jurisdiccional válido la nulidad decretada y el sobreseimiento dispuesto en consecuencia, pese a lo cual el a quo soslayó cualquier consideración al respecto y desechó, mediante fórmulas meramente dogmáticas, la vía procesal apta para el examen de la cuestión federal planteada. De acuerdo entonces con las disposiciones legales en cuestión, y especialmente teniendo en cuenta la doctrina de la Corte, según la cual, en materia de nulidades procesales prima un criterio de interpretación restrictiva, y sólo cabe anular las actuaciones cuando el vicio afecte un derecho o interés legítimo y cause un perjuicio irreparable, sin admitirlas cuando no existe una finalidad práctica, que es razón ineludible de su procedencia, no se encuentra fundado el fallo nulificante, pues tratándose del secuestro de bienes fungibles no susceptibles de identificación o registro, no se comprende de qué manera la detallada enumeración incorporada -de conformidad con lo previsto en el artículo 233-, de haber sido realizada en el lugar del hecho y consignada en ese mismo momento en el acta de secuestro, y no en la dependencia a la que fueron trasladados con los recaudos del caso, habría garantizado de otro modo la cadena de custodia de los efectos incautados. Y tampoco aprecio por qué razón el mero hecho de que el inventario de la totalidad del material haya sido realizado y elevado al juzgado en dos tandas -circunstancia apuntada también por los magistrados- sirva para poner en crisis la identidad del objeto de imputación ni para derivar de allí menoscabo alguno a los derechos de defensa y debido proceso legal, máxime cuando la suma de las cifras consignadas en los listados incorporados al expediente (1.717CD - 259 DVD y683 CD - 11 DVD) conforman la totalidad del material habido (2.400 CD y270 DVD). De todo ello se colige que, sea o no el método utilizado en autos el más eficiente para preservar las piezas secuestradas, la presunta violación de los derechos de defensa en juicio y debido proceso que esgrime la mayoría del tribunal de juicio en respaldo de la nulidad decretada carece de sustento, pues más allá de no haber logrado establecer que se haya violado norma legal alguna, tampoco ha podido exponer de manera fundada la sospecha que afirma acerca de la custodia del material ilícito hallado en poder del imputado y, menos aún, que de la falta de inventario, en la propia acta de secuestro, de elementos que no son indubitablemente reconocibles se derive perjuicio real alguno. En tales condiciones, y en atención al evidente carácter federal del agravio planteado ante el a quo, no cabe duda de que era aplicable al sub lite la doctrina del precedente Di Nunzio, y que la decisión de rechazar el recurso de casación ante él interpuesto implicó un apartamiento arbitrario de esa doctrina que descalifica lo resuelto como acto jurisdiccional válido.


    O., Guillermo Adolfo s / Infracción Ley 22.362 (Art 31. inc. d)


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2378/2010/TO1/1/RH1, 14 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Medida de retención de migrante. Improcedencia por falta de firmeza de la expulsión: Ley 25.871, Art. 82.


    El artículo 82 de la Ley 25.871 dispone que la interposición de recursos, administrativos o judiciales, en los casos previstos en el artículo 74, tiene por efecto directo la suspensión de la ejecución de la medida dictada hasta tanto la misma quede firme. En el caso, al momento de resolver el pedido de suspensión de ejecución de la orden de retención, se encontraban pendientes recursos dentro del mismo proceso, susceptibles de modificar lo decidido en el marco de los autos iniciados por el demando. En virtud de lo señalado, en el particular marco de este proceso administrativo migratorio y en virtud de los derechos fundamentales en juego, no se contaba con sentencia firme, por lo que se debe revocar la resolución de la cámara. Por lo demás, en el día de la fecha, en las citadas actuaciones conexas a la presente, se dictaminó que correspondía habilitar la instancia judicial del recurso directo. La solución allí propiciada modifica sustancialmente las circunstancias que constituyeron el fundamento de la medida cautelar ratificada en la decisión aquí recurrida (artículo 70 de la Ley 25.871).


    Estado Nacional - DNM- Disp. 40387/07 (expte. 198258/88) c/ Peralta Valiente, Mario Raúl s/ Recurso directo para juzgados


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 8965/2008/RH2, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Delito de tráfico de estupefacientes. Pretensa invalidez de lo actuado. Mero juicio discrepante con lo resuelto. Precedente "Rayford". Sentencia arbitraria.


    La apelación federal es admisible porque más allá de los términos dogmáticos del auto cuya revisión se reclama ante la Corte, la lectura del escrito de interposición permite apreciar -de adverso a lo sostenido por el a quo- el cumplimiento de los requisitos formales que se estiman omitidos. En efecto, allí se desarrollaron suficientes argumentos para demostrar que no se trata de una mera discrepancia con lo resuelto, lo cual es propio en todo recurso, pues el agravio suscitado a partir de la extensión de los efectos de aquélla nulidad involucra materia federal referida a la observancia de la garantía del debido proceso -artículo 18 de la Constitución Nacional- que también ampara a este Ministerio Público, cuyo representante se ocupó de describir la existencia de un curso probatorio independiente no alcanzado por esa invalidez. Ese criterio, cabe destacar, no sólo encuentra sustento en la impugnación del Fiscal General interviniente ante el Tribunal Oral, sino también en el voto en disidencia en el pronunciamiento cuya revisión se pretende por la vía casatoria. No está demás señalar que ese relevante aspecto de aquella garantía, referido al alcance de la regla de exclusión ante la existencia de prueba legítima, ha sido objeto de específico tratamiento por la Corte desde el precedente "Rayford", razón por la cual procede que su determinación en el sub judice sea revisada por el a quo, máxime tratándose de un proceso por infracción a la Ley federal de estupefacientes. Asimismo, la arbitraria anulación de todo actuado como consecuencia de lo así resuelto, acredita la relación directa que el agravio exhibe en el sub examine e impone que, en aplicación de esa misma doctrina, se habilite la instancia intermedia. Estas breves consideraciones permiten concluir no sólo que se han cumplido los requisitos de la Acordada 4/2007, sino también que la inadmisibilidad del recurso de casación resuelta por el a quo ha significado desatender una materia propia de su competencia, tal como viene postulando esta parte.


    M., Carlos Antonio y otros s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3763/2015/RH1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Sobreseimiento. Pretensa invalidez por no producir prueba útil y pertinente por parte del juez de instrucción. Alegada arbitrariedad. Meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal.


    El agravio que el recurrente trae a la consideración de la Corte solo expresa un desacuerdo respecto de la interpretación de principios y normas del derecho procesal local en la que el tribunal superior de la provincia ha fundado su decisión, lo que resulta ajeno a la competencia extraordinaria de la Corte. La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación restringida, y no es apta para ventilar meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal mediante los cuales los magistrados de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente. Ella no tiene por objeto corregir en tercera o cuarta instancia pronunciamientos equivocados, o que el recurrente considere tales, en lo relacionado con asuntos no federales; su procedencia requiere un apartamiento inequívoco e injustificado de una solución normativa explícitamente prevista en el derecho común aplicable, o una carencia total de fundamentación. Los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la Ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho, derecho común y procesal –que constituyen materia propia de los jueces de la causa- y la sentencia recurrida se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.


    Fiscal c/ N.N. o funcionarios públicos s/ Casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 402/2016/RH1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Supuestos.


    Delitos de lesa humanidad. Concesión de la excarcelación. Arbitrariedad. Ausencia de tratamiento de las pautas de valoración. Sentencia que no constituye un acto jurisdiccional válido.


    En la decisión apelada se omitió el tratamiento de argumentos expuestos por el juez y el fiscal de primera instancia que constituyen pautas de valoración relevantes a los efectos del juicio prospectivo previsto en la normativa procesal. Además la Corte, salvo una mejor interpretación que pueda hacer de sus fallos, ha valorado que esas circunstancias no pueden ser desatendidas al decidirse sobre la libertad de un imputado por delitos de lesa humanidad. El a quo al resolver de esa manera, por un lado, desconoció elementos de juicio que, por mandato legislativo, deben ser considerados antes de decidir la liberación de un imputado, y, por otro lado, afirmó que los valorados, por sí solos, descartan la existencia de riesgo procesal.


    P., Carlos Alberto s/ Incidente de excarcelación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1075/2006/100/1/CS10, 05 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Evasión simple tributaria. Anulación de la declaración indagatoria. Arbitrariedad. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia descalificable como acto jurisdiccional válido. Agravio de imposible reparación ulterior.


    Si bien la discusión en torno a determinar si el recurso de casación fue interpuesto en término constituye una cuestión cuyo análisis, por regla y atento su naturaleza procesal, resulta ajeno a la instancia extraordinaria federal, la Corte ha dicho que cabe hacer excepción a tal principio cuando media un apartamiento de las constancias del juicio, o cuando el examen de tal aspecto se realiza con injustificado rigor formal que afecta la garantía de la defensa en juicio, que es lo que ocurrió en el sub examine, desde que el pronunciamiento pasó por alto que la cámara de apelaciones -a pedido del Fiscal General- suspendió el transcurso del plazo para recurrir, por lo que el término no se encontraba cumplido al momento en que la impugnación fue deducida. Sumado a ello, si bien las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa son ajenas a la instancia del recurso extraordinario, cabe hacer excepción a tal doctrina en casos como el presente, en que el a quo analizó los requisitos de procedencia del recurso de casación con excesivo rigor formal y omitió considerar las particulares circunstancias sobre las que el recurrente se fundó para alegar la equiparación del fallo impugnado a una sentencia definitiva, por sus efectos concretos en el desarrollo del procedimiento. En ese sentido, el a quo afirmó de manera dogmática que la decisión de la cámara de apelaciones no era una sentencia definitiva ni constituía alguna de las taxativamente equiparadas a tal en el artículo 457 del ordenamiento procesal, sin tener en cuenta que por haber anulado el auto por el que los imputados fueron convocados a prestar declaración indagatoria suprimió su efecto interruptor del curso de la acción penal, lo que en las concretas circunstancias de la causa significaría su extinción por el cumplimiento del plazo de prescripción. Al así decidir, el tribunal a quo sostuvo un concepto de sentencia definitiva en el marco del recurso de casación más restrictivo que el del artículo 14 de la Ley 48, que regla el acceso a la Corte, cuando ambos, en esencia, se vinculan a pronunciamientos que causan agravio de imposible reparación ulterior. Al respecto, el Tribunal ha sostenido que si bien las decisiones en las que se admiten o deniegan nulidades procesales no constituyen -como regla general- sentencia definitiva a los fines de la apelación extraordinaria, cabe hacer excepción a ese principio si con lo resuelto se ocasiona un agravio que, por su magnitud y de acuerdo con las circunstancias de hecho, podrían resultar de imposible reparación ulterior, situación que ocurre en el sub lite.


    B., Diego Fortunato y otros s/ Evasión simple tributaria


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 11018210/2010/4/RH1, 16 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Apartamiento de la solución normativa.


    Proceso de ejecución de sentencia. Aplicación del régimen de consolidación de deudas al monto de la condena. Arbitrariedad. Sentencia que no constituye derivación razonada del derecho vigente.


    Si bien las decisiones recaídas en procesos de ejecución de sentencias, en principio, no revisten el carácter definitivo que exige el Art. 14 de la Ley 48 como requisito de procedencia del recurso extraordinario, cabe hacer excepción a dicha regla cuando lo resuelto se desentiende del examen y tratamiento de argumentos conducentes y oportunamente propuestos, siempre que de tal modo se afecte de manera sustancial el derecho del apelante y lo silenciado sea conducente para la adecuada solución del litigio, supuesto de excepción se configura en el sub lite. En efecto, al sostener la cámara que la demandada asumió una conducta morosa en el cumplimiento de su obligación y al ordenar la ejecución inmediata de los créditos, pone en evidencia que se fundó en afirmaciones meramente dogmáticas sin tener en cuenta que, como ha dicho la Corte, cuando una obligación queda comprendida en el régimen de consolidación de deudas, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, razón por la cual sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma Ley establece, circunstancia que impone que el interesado se someta a las disposiciones de la Ley y a los mecanismos administrativos previstos en ella y su reglamentación, a fin de percibir los créditos que le son reconocidos. El pronunciamiento no se ajusta a derecho, pues la declaración de que la vía ejecutiva se encuentra expedita importa establecer una suerte de excepción no contemplada en los textos legales aplicables, máxime cuando existen mecanismos legales y reglamentarios tendientes a hacer efectiva la obligación de entrega de los bonos que correspondan, tales como las intimaciones previstas por los arts. 30 y 31, anexo IV, del decreto reglamentario 1116/00 o, ante la falta de adecuada respuesta, la aplicación de sanciones conminatorias. El fallo no solo prescindió de disposiciones que resultan de inexcusable aplicación en razón del carácter de orden público que el legislador asignó al régimen de consolidación, sino que también se atribuyó la facultad de adoptar medidas que consideró adecuadas ante la falta de cumplimiento por parte del organismo deudor, en detrimento de las funciones asignadas a otro poder público, circunstancias que conducen a admitir los planteos del recurrente.


    Transportes Orfilio Lagorio y otro c/ PAMI s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 52793/1997/1/RH1, 09 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Apartamiento de las constancias de la causa.


    Cuestionamiento del deber funcional de las fuerzas de seguridad. Errónea aplicación de las disposiciones legales. Violación del derecho de defensa en juicio que asiste al fiscal. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Examen de los requisitos con inusitado rigor formal.


    Si bien la decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifica, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte ha reconocido la excepción a ese principio cuando existe un apartamiento de las constancias de la causa, o se realiza un examen de los requisitos con inusitado rigor formal, con menoscabo a la garantía constitucional de la defensa enjuicio, que también ampara al representante del Ministerio Publico Fiscal. Esta situación es la que se presenta en el sub júdice, ya que asiste razón al apelante al sostener que su agravio no se ciñe a una mera discrepancia con el criterio adoptado, sino a demostrar que el desempeño del personal de Gendarmería no excedió su deber funcional legalmente establecido, en la medida que las tareas realizadas hasta el momento en que se solicitó la orden del allanamiento no exigía su comunicación inmediata al juez y al fiscal intervinientes, de acuerdo con las razones que las motivaron y las normas procesales que rigen su actuación. El examen de esa circunstancia remite al análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal cuya revisión resulta, por principio, ajena a esta instancia de excepción, salvo en caso de arbitrariedad, a la que la Corte le ha asignado el carácter de medio idóneo para el reconocimiento de algunas de las garantías consagradas por la Ley Suprema, en tanto se acredite que ésta derive de un manifiesto apartamiento de las constancias de la causa, de la omisión de cuestiones esenciales planteadas por las partes, o cuando media una fundamentación aparente sustentada sólo en conclusiones de naturaleza dogmática. No surge que las tareas que llevó a cabo el personal de Gendarmería se excediera de la finalidad de promover las investigaciones necesarias, ni menos aún que se hayan realizado en forma ininterrumpida, como para cuestionar su legitimidad. No se alcanza a apreciar cuál ha sido el menoscabo que las tareas pudieron acarrearle al imputado en sus derechos constitucionales, sobre todo, si se repara que su identidad se desconoció hasta el momento en que se materializó esa diligencia judicial. En tales condiciones, no se comprende el criterio para descalificar la actuación de la fuerza de seguridad, y descartar los testimonios del personal de Gendarmería en el marco de las funciones que le asigna el artículo 183 del Código Procesal Penal.


    O., José Luis s/ Infracción Ley 23.737 (Art. 5 inc. C)


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 94000255/2011/TO1/1/1/RH2, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Régimen penal de minoridad. Sentencia absolutoria. Desproporcionalidad de la pena. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defectos en la fundamentación normativa.


    Régimen beneficioso. Fallos: 328:1108, 324:2449 y 4170, 326:4515. Convención sobre los Derechos del Niño. Precedente Maldonado.


    La relevancia asignada a las circunstancias e historia personal y familiar de los imputados ha importado desconocer los demás elementos que deben valorarse de acuerdo a ese precepto al resolver la aplicación del régimen beneficioso que contempla, máxime cuando la decisión resulta absolutoria. Ante la omisión de ponderar de modo específico esos elementos de juicio al momento de adoptarse el criterio remisorio, es posible afirmar que la absolución sólo basada en la personalidad de los autores carece de una fundamentación razonable pues luce desproporcionada frente al pedido de pena que, en defensa de los intereses por los que debe velar y valorando ése y los demás aspectos que indica la norma citada, había formulado la representante del Ministerio Público. Esa aplicación parcial del artículo 4 de la Ley 22.278, que a la vez importó dejar de lado la consideración de extremos conducentes para resolver el pleito, constituye causal de arbitrariedad con arreglo a los criterios de Fallos: 324:2449 y 4170, 326:4515, entre otros, y hace procedente la intervención del tribunal intermedio que reclamó la fiscal de menores. Cabe recordar que en el precedente de Fallos: 328:1108, la Corte interpretó que la instancia revisora del a quo procede "siempre que se invoque en los planteos recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento conforme la doctrina de esta Corte". Lo dicho no importa desconocer las pautas que, invocadas en la sentencia de mérito, surgen de la Convención sobre los Derechos del Niño y los demás instrumentos internacionales sobre la materia, como así también del precedente "Maldonado" de la Corte, pues aun cuando reconocen la procedencia de la privación de la libertad "como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda", la autorizan en tanto se ordene con arreglo a la ley. Precisamente, la impugnación pretende la adecuada inteligencia y aplicación al sub judice de la normativa aplicable. Por último, la insuficiente fundamentación denunciada por el recurrente comprende, asimismo, los otros aspectos que en materia de calificación fueron motivo del recurso de casación, pues -sin brindar razones- el tribunal de menores había desatendido el reclamo de la acusación formulado sobre una pertinente valoración de las constancias del legajo, lo cual también configura una causal de arbitrariedad que el a quo omitió tratar bajo una argumentación aparente que, nuevamente, las dejó de lado.


    C., J. M. y otro s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 10/2016/RH1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Trata de personas. Tipo penal. Calificación legal. Apreciación del juez. Denegatoria del fuero federal. Sentencia arbitraria. Defectos de fundamentación normativa. Apartamiento de las constancias de la causa. Apartamiento de la doctrina de la Corte.


    Remisión a los fundamentos y conclusiones del expediente N. 117, L. XLVIII, "N., N. M. y otros s/ Causa 15.465”.


    En el proceso citado se había declarado la incompetencia de la justicia federal. Aquí en cambio, se resolvió que los hechos no configuraban el delito de trata de personas, y se encomendó en lo demás al juez para que, por aplicación de ese criterio, declarara la incompetencia del fuero federal para continuar entendiendo en las actuaciones. Esta circunstancia no obstaba a la procedencia formal ni del recurso de casación ni de la apelación extraordinaria que se intentó a continuación, pues al declarar la Cámara Federal con pretensión de cosa juzgada formal, es decir, de un modo que tendrá un efecto vinculante para el magistrado que deba expedirse, que los hechos imputados no constituyen trata de personas, sino tan sólo delitos de jurisdicción ordinaria, su decisión ha importado una denegatoria actual, y no tan sólo conjetural, del fuero federal, de modo que, conforme a la jurisprudencia de la Corte, lo resuelto era asimilable a una sentencia definitiva. Por lo demás, resulta oportuno señalar que aquello que estaba en discusión en el caso era la interpretación del contenido y alcance de normas federales, como son las que tipifican y reprimen el delito de trata de personas contenido en los artículos 145 bis y 145 ter del Código Penal, pues surge claro que la decisión de la cámara de modificar la calificación legal inicial no se debió a una discrepancia acerca de los hechos, sino a la distinta valoración jurídica que realizó de ellos, concretamente, a la imposibilidad, que alegaron los jueces, de subsumirlos en los conceptos empleados por el legislador en la formulación del delito de trata en función del alcance que les acordaron. En cuanto al fondo de la cuestión, para la configuración del tipo penal aplicable al caso no se requiere el uso de engaño, fraude, violencia o algún otro medio para "doblegar la voluntad" de la víctima (artículo 145bis, texto según Ley 26.842), de modo que también aquí la decisión de los jueces fundada en la falta de acreditación de algunos de esos medios comportó un apartamiento inequívoco de las normas aplicables, máxime cuando a la clara formulación legal del tipo penal se agrega además que la propia Ley 26.842 expresamente estableció que "el consentimiento dado por la víctima de la trata y explotación de personas no constituirá en ningún caso causal de eximición de responsabilidad penal". Del mismo modo, la decisión de la cámara de apelaciones también se apartó infundadamente de las constancias de la causa pues, en el expediente obraban indicadores que avalarían la hipótesis de que podría tratarse de víctimas en situación de vulnerabilidad y que esa situación explicaría las condiciones en que fueron reclutadas y ejercían su actividad, elementos éstos que además de ser relevantes para la adecuación de las conductas respecto del tipo agravado del artículo 145 ter, desmienten la premisa inicial de los jueces y, consiguientemente, descalifican el razonamiento que desarrollaron con base en ella, en el marco incluso de su propia equivocada concepción. No obstante el carácter definitivo de lo resuelto y la naturaleza federal de los agravios planteados, así como de la arbitrariedad denunciada, el a quo rehusó su jurisdicción en menoscabo de la doctrina del precedente de la Corte, y que al así proceder convalidó la denegatoria del fuero federal que es el ámbito en el que, por el doble orden de razones indicado, y de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal en la materia, debe investigarse si los hechos imputados configuran el delito de trata de personas.


    L., M. y otros s/ Infracción Ley 26.364


    FSA-Justicia Federal de Salta, 3799/2013/12/RH2, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Autocontradicción.


    Rechazo infundado de recurso de inconstitucionalidad. Demanda por daños y perjuicios por detención arbitraria. Lesión al principio de preclusión y garantía de defensa en juicio. Resolución contradictoria. Exceso en la potestad jurisdiccional.


    Asiste razón al apelante en cuanto sostiene que lo resuelto por el a quo se basa en afirmaciones dogmáticas, pues el rechazo del recurso de inconstitucionalidad deducido -tras haber declarado su admisibilidad formal- con fundamento en que debió interponer el recurso de revocatoria previsto por el Art. 281 del Código Procesal Civil contra la decisión que declaró la caducidad de la instancia causa una grave lesión al principio de preclusión procesal, lo cual lesiona las garantías de debido proceso y defensa en juicio (art. 18 de la Constitución Nacional). El motivo determinante de la desestimación del recurso de inconstitucionalidad era conocido por el a quo al momento de ser deducido, por lo que si en aquella oportunidad útil el tribunal provincial admitió la procedencia formal y confirió los traslados pertinentes, al adoptar un temperamento opuesto y rechazarlo sin mediar modificación alguna en las circunstancias del caso, desbarató una situación procesal sustancialmente consolidada al amparo de la preclusión, lo que resulta incompatible con las garantías dispuestas por los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional (Fallos: 320:2653). En tales condiciones, la decisión adoptada por el tribunal tres años más tarde al considerar que aún se hallaba habilitado a examinar la admisibilidad formal del recurso de inconstitucionalidad interpuesto y a denegarlo con el único argumento de que aquella primera resolución que lo admitió "no causa estado”, pese a que ningún precepto del ordenamiento específico que rige esta apelación permite su revisión, comporta un exceso en los límites de su propia potestad jurisdiccional con menoscabo del derecho de defensa del apelante.


    Balmaceda, Juan José c/Provincia de San Juan s/ Inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1614/2014/RH1, 01 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Carencia de fundamentos.


    Asociación de los consumidores y usuarios solicita suspensión de incrementos a la tarifa del gas. Medida cautelar de no innovar confirmada. Registro de Exceptuados a la Política de Redireccionamiento de Subsidios del Estado Nacional. Análisis dogmático. Falta de fundamentos: sentencia arbitraria.


    La sentencia tiene por configurada la verosimilitud del derecho alegando en forma dogmática que el cuadro tarifario adopta una regulación exorbitante y abusiva, y que el acatamiento del pronunciamiento de grado por parte de la distribuidora de gas constituía un indicio favorable para decidir de tal forma, sin referirse en concreto al régimen establecido y sin valorar siquiera las razones que ENARGAS esgrimió en la resolución 2844/2014, atendiendo a los nuevos valores de precios de gas por cuenca aprobados por su similar de la Secretaria de Energía 1417/2008 y las políticas instrumentadas para los subsidios implementados. La Corte ha señalado que la presunción de validez que debe reconocerse a los actos de las autoridades constituidas obliga en procesos precautorios que, como el presente, son de un limitado conocimiento, a una severa apreciación de las circunstancias del caso y a una actuación con suma prudencia por parte de los tribunales que, sin resignar por cierto su función de custodios de la Constitución, eviten que medidas de esta índole comprometan la actuación de los poderes públicos en un ámbito tan sensible para el desarrollo económico y la prestación de los servicios públicos, La ausencia de examen en este sentido torna a la sentencia en arbitraria por carecer de fundamentación suficiente. Por su parte, el pronunciamiento recurrido para confirmar la cautelar también omite referirse en concreto a la existencia de peligro en la demora. Al respecto, si bien el tribunal destaca en abstracto la necesidad de que el análisis de las cuestiones vinculadas con la provisión eficaz y oportuna del servicio de gas debe atender situaciones tales como la vejez, la salud, y la situación de indigencia, no relacionó dichas circunstancias con el caso y, en particular, no ponderó que la resolución ENARGAS 2905/2014 había aprobado la creación del Registro de Exceptuados a la Política de Redireccionamiento de Subsidios del Estado Nacional -ya previsto en la res. ENARGAS 2844/2014, v. Art. 3°-, que lo integran usuarios que no pueden afrontar el aumento tarifario y a los que se les mantienen las condiciones de pago anteriores.


    A.C.U.B.A. y otro c/ Camuzzi Gas Pampeana S.A. y otro s/ Ley de defensa del consumidor14577


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 14577/2014/1/CS1, 29 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Delitos de homicidio y portación de arma de guerra en concurso real. Legítima defensa. Delitos de peligro. Remisión al dictamen de la causa B. 133, L XLIX, “Bejarano, Alejandro David y Romero Vallejos Sebastián otro”. Apartamiento del precedente "Quiroga". Fundamentación insuficiente. Sentencia arbitraria.


    Si bien la aplicación de las reglas de concurso constituye, en principio, un tema de derecho común, propio de los jueces de la causa e irrevisable en la instancia extraordinaria, el único argumento ofrecido por la mayoría del a quo para postular que los delitos de homicidio y portación de arma sin la debida autorización legal concurren, en el caso, de manera aparente, no cumple con el estándar de fundamentación vigente en la materia. Cabe recordar que en el derecho penal argentino la portación ilegítima de arma de fuego es un delito de peligro abstracto contra la seguridad pública, y si bien la doctrina explica que los delitos de peligro quedan desplazados por el correspondiente delito de lesión, también enseña que ello no rige para los delitos de peligro abstracto y de peligro común, pues no es posible en esos casos sostener que se trate de una infracción progresiva sobre un mismo y único objeto de ataque, y en el sub lite, ni siquiera de un mismo bien jurídico. Esta circunstancia, sin embargo, a pesar de su relevancia no fue considerada en modo alguno en el voto mayoritario, ni tratada siquiera someramente en los precedentes a los que remitió brevitatis causa. A ello se suma que tampoco se ha ensayado ninguna vía alternativa en orden a explicar por qué otra razón podría considerarse, así y todo, suficientemente abarcado en el caso el disvalor de un delito en el otro, a pesar de la diferencia estructural señalada. Los magistrados tampoco se hicieron cargo, ni intentaron explicar, de qué forma se conciliaría su solución con el hecho de que la portación del arma no fue sólo concomitante con su utilización sino que preexistió al comienzo de ejecución del homicidio perpetrado en legítima defensa. La inteligencia adoptada en el sub examine, en tanto importa limitar las formas de inicio de la instrucción previstas en el artículo 195 del Código Procesal Penal de la Nación, e incorporar como regla el requerimiento fiscal para supuestos no contemplados por el legislador, se aparta de las pautas fijadas por el Tribunal en "Quiroga". Frente a este cuadro de situación, no puede sino concluirse que la sentencia impugnada presenta defectos de argumentación que, de conformidad con la doctrina de la arbitrariedad desarrollada por la Corte, privan al pronunciamiento de fundamentos suficientes que lo sustenten y basta para descalificarlo como acto jurisdiccional válido. Por último, sólo queda señalar que la imposición de costas dispuesta al declarar inadmisible el recurso extraordinario configura un caso de arbitrariedad sorpresiva y manifiesta pues, sin brindar razón alguna para ello, el a quo adoptó una medida que, tal como lo señala el recurrente, acarrea un componente sancionatorio expresamente excluido de la normativa aplicable.


    E., Delfor Ernesto s/ Tenencia arma de guerra (art. 189 bis, 4° párrafo)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12747/2008/TO1/1/1/1/RH1, 21 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Delitos de lesa humanidad. Detención domiciliaria. Razones humanitarias que justifiquen el beneficio. Fundamentación insuficiente. Sentencia que no constituye un acto jurisdiccional válido.


    Se afirmó en el voto de la mayoría que de un análisis pormenorizado de la decisión de mérito se advierte que se ajusta a las constancias de la presente incidencia, en tanto se sustenta en los elementos probatorios necesarios para analizar la viabilidad del instituto en cuestión y se dio respuesta a los agravios esgrimidos por el Ministerio Público Fiscal, sin desarrollarse el fundamento de esa afirmación. Es que no puede considerarse como tal la mera individualización de las fojas en las que se hallan las constancias de la causa en las que se apoya la decisión recurrida y los argumentos brindados en esa decisión como respuesta a los agravios del recurrente, pues así no se explica nada acerca de por qué se la valora como acto jurisdiccional válido. Por otro lado, el a quo ponderó un informe médico, elaborado por la División Cuerpo Profesional del Hospital Penitenciario, del que surge, según su propia decisión, que ese hospital está en condiciones de alojar al imputado, el cual, sin embargo, padece serias patologías que, en caso de descompensación cardiopulmonar y/o cuadro de muerte repentina, exigirían su traslado a otro centro de mayor complejidad. Junto con ese informe, se valoró otro del mismo mes en el que se describen tales patologías, es decir, disminución de la agudeza visual de ambos ojos, E.P.O.C. con manifestaciones clínicas y funcionales de estadio muy grave, sintomático y de alto riesgo, y cuadro de insuficiencia cardíaca derecha. Con base en esos informes, y en que el imputado tiene más de setenta años de edad, correspondía otorgarle el beneficio en cuestión. Es cierto que esos profesionales también afirmaron que ante un supuesto de urgencia el detenido debería ser trasladado a otro centro de mayor complejidad, pero, como también señaló la recurrente, no se brindó ningún fundamento para sostener que en su lugar de detención domiciliaria el imputado se encuentre en mejores condiciones para ser socorrido o trasladado con la eficiencia que requeriría la misma situación. En conclusión, dado que la detención domiciliaria es una medida excepcional que, según la posición propugnada por esta Procuración General, está encaminada a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del detenido o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, como el derecho a la salud, y al tener en cuenta que, de acuerdo con lo argumentado por la recurrente, el a quo no ha logrado demostrar que las condiciones del encierro al que estaba sometido le provocasen alguna de esas dos consecuencias ilícitas, su decisión carece de fundamento suficiente.


    C., Luis Ángel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 16000008/2012/4/1/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Delitos de lesa humanidad. Detención domiciliaria: requisitos para justificar el beneficio. Fundamentación insuficiente. Sentencia arbitraria.


    Cabe señalar que en este incidente no está en discusión la existencia de los presupuestos que justifican la detención cautelar del condenado, sino la modalidad de su ejecución. En efecto, según surge de la sentencia del a quo, la defensa impugnó la decisión del tribunal oral porque había cesado la razón por la cual se revocó en su momento la detención domiciliaria, es decir, asegurar la realización del debate (artículo 366 del código ritual), por lo que la denegación del beneficio solicitado resultaba arbitraria tras su finalización. La detención domiciliaria es una medida excepcional que, según la posición propugnada por la Procuración General, está encaminada a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del detenido o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, como el derecho a la salud, por lo cual se debía verificar, para no incurrir en arbitrariedad, que las condiciones del encierro al que estaba sometido provocaron alguna de esas dos consecuencias ilícitas. No debe pasarse por alto que, de acuerdo con el a quo, el tribunal oral había fundado la revocación de la detención domiciliaria en el objetivo de asegurar la realización del debate y éste ha concluido, pero aun esa circunstancia constituye un indicio más de que el encarcelamiento de aquél no es incompatible con el trato humanitario que merece todo individuo en esa condición, y sólo la situación contraria justificaría la concesión del beneficio sub examine, cuya excepcionalidad tampoco está en discusión. En síntesis, ese déficit de fundamentación de la decisión impugnada, señalado en el recurso federal, es suficiente para descalificarla como acto jurisdiccional válido, en tanto se ha omitido el tratamiento de una cuestión imprescindible para la adecuada solución del caso.


    S., Jaime Lamont s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91002955/2009/TO1/13/1/CS1, 29 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda de CABA contra IOMA. Relación jurídica de naturaleza administrativa. Autonomía de la provincia. Juez natural. Falta de fundamentación: sentencia arbitraria.


    En el caso, se encuentra en juego la autonomía de la Provincia de Buenos Aires (art. 5 in fine, 121 y 122 ss. y cc. de la Constitución Nacional) y el fallo atacado resulta contrario al derecho invocado por la recurrente, pues la obliga a litigar ante un tribunal que no es su juez natural -cfr. Art. 166 último párrafo constitución provincial y Art. 1 y 2 de la Ley 12.008- (art. 14, inc. 3, de la Ley 48). Si bien el IOMA quedó constituido como ente autárquico a los fines económicos del estado provincial -antecedente que también excluye la jurisdicción originaria de esa Corte para intervenir por razón de las personas- (cf. Ley local 6982, t.o. según decreto 179/87, y Fallos: 327:214), ello no desvirtúa su carácter de persona jurídica pública provincial. A su vez, cabe destacar las particularidades del caso en tanto IOMA no suscribió un convenio con CABA y, la Provincia de Buenos Aires, por medio de ese instituto, realiza todos los fines del Estado en materia médico asistencial para agentes en actividad o pasividad y para sectores de la actividad pública y privada que adhieran a su régimen. A su vez, es la provincia quién financia el déficit que resulte de cada ejercicio (arts. 1, 2 y 12 ap. c, Ley 6982). En el referido contexto, en el que no fueron analizadas en concreto las circunstancias de la causa, lo cual tiene incidencia sobre un atributo constitucional que invoca la demandada, asiste razón al recurrente en tanto imputa falta de fundamentación al pronunciamiento apelado. La Corte tiene dicho que las causas que se susciten entre la CABA y una provincia deben sustanciarse ante los jueces de esta última. Si bien la CABA, como persona de derecho público, queda alcanzada por la categoría de vecino de extraña jurisdicción territorial que prevé el Art. 116 de la Constitución Nacional, tal situación no basta para hacer surtir el fuero federal en tanto que en autos no se presenta un asunto de naturaleza civil, ya que la relación jurídica en que se funda la pretensión es de naturaleza administrativa.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ IOMA s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3583/2015/RH1, 14 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria. Actos de servicio FF.AA. Responsabilidad extracontractual del Estado: ausencia de verificación de requisitos. Precedente "García" Fallos: 334:1975. Aplicabilidad del régimen de consolidación de deudas del Estado. Requisitos para su exclusión: desamparo o indigencia.


    La cámara ha resuelto en forma dogmática la responsabilidad del Estado Nacional desatendiendo las circunstancias concretas de la causa señaladas por éste a lo largo del proceso, toda vez que se limitó a efectuar una breve reseña de los hechos relevantes y luego, sobre la base de precedentes que consideró aplicables al caso, concluyó que se trata de un daño acaecido como consecuencia de hechos ocurridos en situación de servicio. Al respecto, cabe señalar que la Corte sostuvo en el caso "García" (Fallos: 334:1795) que doctrina establecida en materia de reclamos indemnizatorios fundados en normas del derecho común cuando los daños tienen origen en conductas encuadradas como "misiones específicas" de las fuerzas armadas y de seguridad fue indebidamente interpretada. Expresó que según dicha doctrina sólo los "actos de servicio" que comporten "misiones específicas" están excluidos del ámbito indemnizatorio, a. diferencia de lo que ocurre con las lesiones típicamente accidentales. A fin de decidir si concurren los presupuestos fácticos y jurídicos que hacen viable la responsabilidad extracontractual del Estado, la Corte a exigido la presencia de tres requisitos de orden genérico, consistente en “la existencia de daño actual y cierto, la relación de causalidad directa e inmediata entre el accionar del Estado y el perjuicio y posibilidad de imputar jurídicamente esos daños a la demandada” (Fallos 312:1656, considerando 11). Ante una eventual sentencia de condena contra el Estado Nacional, se advierte que la suma a abonar quedaría comprendida en el régimen de consolidación de deudas. Ello es así, toda vez que, tal como señala el recurrente, la cámara no ha fundado adecuadamente su decisión al determinar que resulta inaplicable la Ley 25.344 al crédito de autos, en virtud de que se configura un supuesto de excepción previsto por su Art. 18.


    Medici, Roberto Orlando c/ Estado Mayor General del Ejército


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 34103/2008/1/RH1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Amenazas calificadas. Robo. Personal policial. Falta de fundamentación autónoma. Sentencia arbitraria.


    Lleva razón el apelante. En efecto, sin otra explicación que el hecho de que el custodio era "un efectivo policial destinado precisamente a evitar cualquier intento de contacto y para protegerla de él" y la especulación de que por lo tanto, debía "encontrarse equipado y entrenado para controlar ese tipo de situaciones", la alzada revocó la condena que a ese respecto había dictado el tribunal de juicio a partir del mérito de la prueba producida durante el debate. En otras palabras, sin ningún apego por las particularidades del caso, el a quo negó al custodio la protección que ofrece la criminalización del delito del artículo 149 bis del Código Penal -que no distingue entre víctimas posibles- sólo en razón de la naturaleza policial de la función que cumplía, presumiendo sin más que no era capaz de ser amedrentado por una amenaza de muerte. Eso priva a la sentencia del a quo de la fundamentación suficiente para darle sustento. La decisión impugnada no es, en esa medida, la derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa a la que todas las partes tienen derecho.


    R., César Argentino y otro s/ Coacción y robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37682/2012/TO1/2/RH1, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Auto de sobreseimiento. Inadmisibilidad del recurso. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias.


    En lugar de tratar la sustancia de la tacha de arbitrariedad, el a quo sólo respondió que “el recurrente limita la expresión de sus agravios a meros juicios discrepantes del decisorio cuya impugnación postula, todo lo cual no alcanza para desvirtuar el razonamiento que sobre el particular realizó la cámara y cuyos fundamentos no logran rebatir”. Eso priva a la sentencia del a quo de la fundamentación suficiente para darle sustento. La decisión impugnada no es, en esa medida, la derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa a la que todas las partes tienen derecho.


    M., Jorge José y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 14/2008/219/1/RH9, 30 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado. Empresa telefónica. Propiedad participada. Bonos de goce y de participación. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Prescripción. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes.


    Precedente "Domínguez" (Fallos: 336:2283).


    Los magistrados dispusieron el rechazo de la demanda, sin expedirse sobre la constitucionalidad del decreto impugnado, omitiendo examinar una defensa que, en principio considerada, resulta conducente para la debida solución de la controversia. Por ello, la decisión apelada no satisface las exigencias de fundamentación necesarias para considerar el pronunciamiento como un acto judicial válido. El Tribunal sostuvo, en la causa "Domínguez" (Fallos: 336:2283), que a los efectos de declarar la prescripción de la acción de inconstitucionalidad, debieron valorarse los planteos en relación a que el hecho que creaba el título de la obligación dineraria a favor de los actos y el correlativo daño por su insatisfacción, se fue produciendo, de manera periódica, en cada oportunidad en que se abonó el dividendo, según las ganancias que, eventualmente, resultaran de cada balance.


    Spagnuolo, Cesar Antonio y otros c/ Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ Programa de Propiedad Participada


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7845/2007/1/RH1, 12 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Desconocimiento de la prueba.


    Abuso sexual calificado por acceso carnal. Víctima menor de edad. Declaración de la víctima menor. Sentencia arbitraria. Errónea apreciación de la prueba.


    En el sub lite, Casación convalidó la decisión del tribunal de juicio que hizo prevalecer los dichos del imputado por sobre los de la víctima desestimando prueba que respaldaba la veracidad del relato del menor. Así, el a quo efectuó una valoración fragmentaria y selectiva de los elementos de prueba al tiempo que consideró irrelevantes otros también incorporados a la causa. El Tribunal consideró que la comparecencia del menor al juicio no resultaba pertinente en virtud del deber de preservar, ante todo, su salud psíquica y evitar la revictimización. En ese contexto, la resolución impugnada desconoce los estándares adoptados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en caso de agresiones sexuales a menores respecto de los cuales tiene dicho que resulta evidente que la violación sexual es un tipo particular de agresión que, en general, se caracteriza por producirse en ausencia de otras personas más allá de la víctima y el agresor o los agresores. Dada la naturaleza de esta forma de violencia, no se puede esperar la existencia de pruebas gráficas o documentales y, por ello, la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental sobre el hecho.


    M., C. H. s/ Abuso sexual -Art. 119, 3° párrafo-


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9540/2013/TO1/2/RH1, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Exceso ritual.


    Demanda contra provincia. Pago de diferencias salariales. Planteo extemporáneo: decisión de injustificado rigor formal. Vulneración de garantías constitucionales. Sentencia arbitraria.


    Asiste razón al apelante en cuanto afirma que lo resuelto por el a quo vulnera el derecho de acceso a la justicia, pues el rechazo de la demanda con fundamento en que resulta extemporánea por haber transcurrido el plazo de treinta días previsto por el Código Contencioso Administrativo para impugnar los actos de alcance general importa una decisión contraria a la continuidad y sustanciación de la causa, lo cual lesiona las garantías de debido proceso y defensa en juicio (art. 18 de la Constitución Nacional). El tribunal omitió tener en cuenta una circunstancia que se presenta como decisiva para la correcta solución del pleito, toda vez que, a los efectos de agotar la instancia administrativa, los actores habían iniciado un reclamo administrativo previo en los términos del Art. 4 °, apartado IV, de la Ley local 5.238 y, tras el silencio de las autoridades provinciales, presentaron pronto despacho antes de interponer la demanda en sede judicial para obtener el cobro de las diferencias salariales. En consecuencia, el criterio interpretativo sustentado en la sentencia, que requiere la previa declaración de nulidad de los actos de alcance general como condición para el reconocimiento del derecho a que sus remuneraciones sean liquidadas con ajuste a las normas constitucionales aplicables, revela claramente un exceso ritual que invalida el pronunciamiento apelado. En este sentido, constituye una exigencia irrazonable y violatoria del derecho de defensa la impugnación dentro de los treinta días de publicación de cada una de las normas que crearon los adicionales cuyo carácter se ha cuestionado puesto que, tal como señalan los apelantes, su habitualidad y permanencia sólo se verifican con las liquidaciones que efectúa la administración a lo largo del tiempo. La conclusión del a quo de considerar que los actores debieron interponer el recurso que prevé el Art. 7° del Código Contencioso Administrativo para la impugnación de los actos de alcance general dentro del plazo de treinta días contados a partir de su publicación en el Boletín Oficial en la inteligencia de que se cuestionan los actos que crearon los adicionales, constituye una decisión de injustificado rigor formal y comporta una exégesis de las reglas aplicables contraria al principio in dubio pro actione rector en la materia que vulnera la garantía constitucional de defensa en juicio (art. 18 de la Constitución Nacional), la cual requiere que no se prive a nadie arbitrariamente de la adecuada y oportuna tutela de los derechos que pudieran eventualmente asistirle sino por medio de un proceso conducido en legal forma y que concluya con el dictado de una sentencia fundada. En virtud de lo expuesto, lo resuelto guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas (art. 15 de la Ley 48), por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.


    Cormenzana, Alfredo Eduardo y otros c/ Estado Provincial s/ Cobro de salarios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5143/2014/RH1, 18 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Excesos en los límites del pronunciamiento.


    Reparación por accidente in itinere. Actualización del monto de la condena por aplicación del RIPTE. Sentencia arbitraria. Exceso de jurisdicción conferida por el recurso de apelación. Afectación del principio de congruencia y de las garantías de defensa y propiedad.


    Es doctrina reiterada de la Corte Suprema que la circunstancia de que los agravios remitan a aspectos fácticos y de índole procesal y derecho común no resulta impedimento decisivo para habilitar el recurso extraordinario cuando la cámara se excedió de la jurisdicción conferida por el recurso de apelación, límite que tiene jerarquía constitucional en cuanto implica la afectación del principio de congruencia y, consecuentemente, de las garantías de defensa y propiedad. Dicho extremo se configura en el caso ya que la demandada dedujo recurso de apelación al solo efecto de cuestionar el porcentaje de incapacidad atribuido por el juez de primera instancia y la fecha de inicio del cómputo de intereses y la cámara ordenó actualizar el monto de condena a través del índice RIPTE y modificó la tasa de interés aplicable. En consecuencia, el a quo se apartó de los límites de competencia que establece el artículo 277 del C.P.C.C.N., el que solo atribuye al tribunal de segunda instancia la jurisdicción que resulta de los recursos deducidos ante ella, límite que tiene jerarquía constitucional. A su vez, la cámara, al ordenar la actualización del monto de condena conforme el índice RIPTE y la aplicación de una tasa de interés más elevada, incurrió en una indebida reformatio in pejus, ya que colocó a la única apelante en peor situación que la resultante de la sentencia apelada, lo que constituye una violación en forma directa e inmediata de las garantías de defensa en juicio y de propiedad.


    González, Luis Osvaldo c/ Liberty ART S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 19852/2011/1/RH1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Omisión de pronunciamiento sobre cuestiones conducentes.


    Demanda por daños y perjuicios. Contrato de locación de obra: tiempo transcurrido desde la finalización del contrato a la recepción definitiva de la obra. Notificación del traslado de la demanda. Vulneración de los derechos de defensa en juicio y de propiedad. Sentencia arbitraria.


    Teniendo en cuenta la vital importancia que reviste el traslado de la demanda, en tanto de su regularidad depende la válida constitución de la relación procesal y la efectiva vigencia del principio de bilateralidad, el a quo efectuó un examen excesivamente formal e irrazonable de las constancias del caso, pues prescindió de elementos objetivos que debieron ser considerados de conformidad con las reglas de la sana crítica. El tribunal resolvió dogmáticamente que no resulta arbitraria la sentencia de la instancia anterior que, a su vez, afirmó sin mayor fundamento que la cláusula contractual que establecía que se tendrían por válidas las notificaciones y citaciones de cualquier índole efectuadas en los domicilios fijados por las partes en el contrato debía ser interpretada con amplitud, sin limitarla en el tiempo al cumplimiento de las obligaciones del contrato. Al decidir de este modo, desatendió los fundados argumentos expuestos por la recurrente en cuanto al largo tiempo transcurrido desde la finalización del contrato con la recepción definitiva de la obra y a la inexistencia de cláusula alguna que la obligara a mantener el domicilio fijado durante un determinado período de tiempo. No parece razonable que la demandada deba cargar con las consecuencias de la notificación irregular, por el modo en que se llevó a cabo en el sub lite, pues precisamente ella fue privada de la oportunidad de ser oída y de hacer valer sus medios de defensa, solución que no se compadece con la tutela de las garantías constitucionales comprometidas (art. 18 de la C.N.). En este orden de ideas, cabe recordar que nuestro ordenamiento privilegia la adecuada protección del derecho de defensa y, en caso de encontrarse controvertida la notificación del traslado de la demanda, debe estarse a favor de aquella solución que evite la conculcación de garantías de raíz constitucional. En virtud de lo expuesto, en el caso media relación directa e inmediata entre lo resuelto y las garantías constitucionales invocadas, lo que justifica la descalificación del fallo con sustento en la doctrina de la arbitrariedad, sin que ello implique abrir juicio alguno con respecto a las cuestiones de fondo que se plantean en el litigio.


    Estado Provincial y/o Gobierno de la Provincia d. San Luis c/ Instalaciones y Montajes Electromecánicos (I.M.E.) S.A. s/ Daños y perjuicios - Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4106/2015/CS1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Denegatoria de beneficio de pensión. Extinción de la relación por cesantía. Factor invalidante previo. Decreto Ley 9650/1980 de la Provincia de Buenos Aires. Interpretación formalista y aislada. Carácter alimentario y protector de los beneficios previsionales. Sentencia arbitraria.


    El fallo dictado por el a quo no solo examinó en forma inadecuada las cuestiones que fueron llevadas a su conocimiento sino que también omitió la concreta consideración de un planteo serio que ineludiblemente debía abordar para dar una correcta solución al litigio. La sentencia apelada se basó en una interpretación arbitraria de las constancias de la causa y adoptó una interpretación del régimen previsional regulado por el decreto-ley 9650/1980, que desatiende sus fines y los derechos constitucionales de la parte actora. El tribunal ciñó su análisis al artículo 32 del decreto Ley 9650/1980 y omitió valorar adecuadamente otras normas de la legislación local relevantes para el examen del caso, que establecen que el derecho a la jubilación por invalidez se reconoce cuando la incapacidad se produce durante la relación de empleo (art. 29 de la norma citada), y que procede el derecho a solicitar la prestación después de la extinción de la relación, cuando se han realizado 10 años de aportes (artículos 30 y 32), y se acredite que las causas generadoras de la incapacidad existían antes del cese (artículo 30, párrafo final, de la norma citada). La interpretación formalista y aislada del resto del ordenamiento del artículo 32 del decreto Ley 9650/1980 desatendió las normas constitucionales que garantizan el derecho de acceso a los beneficios previsionales. Esa inteligencia convalidó una desprotección de derechos de carácter alimentario, máxime cuando el causante había acreditado 28 años de aportes al régimen previsional destinado, precisamente, a asegurar a los individuos contra contingencias sociales vinculadas a la vejez, invalidez y fallecimiento. La tesitura adoptada por la sentencia desconoció el criterio estricto que, según la doctrina de la Corte Suprema, debe guiar la pérdida de beneficios de la seguridad social en el marco de sanciones administrativas.


    Schmidt, Esther M. c/ Instituto de Previsión Social de la Pcia. de Buenos Aires s/ Pretensión anulatoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 155/2014/(50-S)/ CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Despido. Demanda diferencias salariales e indemnizatorias. Prestación de tareas en territorio nacional y extranjero: unicidad del contrato laboral. Procedencia de rubros devengados en el exterior. Exceso ritual. Afectación de la garantía de defensa en juicio.


    El actor reclamó rubros que fueron rechazados por el juez de primera instancia en tanto entendió que el trabajador había celebrado dos contratos independientes, uno con Nestlé Argentina S.A. y el otro con Nestlé Brasil Ltda. Por esa razón resolvió que el actor no había adquirido el derecho a percibir los rubros en cuestión debido a que no había prestado tareas para la demandada en los períodos reclamados. Ese razonamiento fue motivo de agravio en el recurso de apelación en cuanto objetó la existencia de dos contratos independientes e insistió en la unicidad del contrato laboral. Con base en ese argumento, mantuvo el reclamo por falta de pago de los rubros rechazados. Luego, el a quo revocó la sentencia apelada porque consideró que existía unicidad contractual y, en consecuencia, admitió la antigüedad y las remuneraciones devengadas en la República Federativa del Brasil a los efectos de calcular la indemnización prevista en el artículo 245 LCT, pero no se pronunció con respecto al planteo de falta de pago de rubros que el actor afirma haber devengado en el exterior. En consecuencia, la sentencia en crisis, al determinar que existió un único contrato de trabajo, debió analizar la procedencia de los rubros reclamados. El a quo, al no dar un adecuado tratamiento a una cuestión conducente que había sido planteada en forma oportuna, incurrió en un excesivo rigor formal que frustró la garantía de defensa en juicio del actor y el debido proceso adjetivo, por lo que corresponde su descalificación como acto judicial válido.


    Parra, José María c/ Nestlé Argentina S.A. s/ Diferencias de salarios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 39539/2008/1/RH1, 29 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal por diferencias en la liquidación de regalías hidrocarburíferas. Planteo defensivo basado en inexistencia de deuda: omisión de tratamiento. Precedente "Colallillo". Consideraciones meramente formales. Sentencia arbitraria.


    El remedio federal intentado por la ejecutada fue mal denegado pues, si bien en principio las sentencias en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el Art. 14 de la Ley 48, debido a la posibilidad que asiste a los litigantes de plantear nuevamente el tema, ya sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda o, por el ejecutado, mediante la vía de repetición, la Corte ha admitido en forma excepcional la procedencia de la vía extraordinaria, cuando resultaba manifiesta la inexistencia de deuda exigible, pues lo contrario implicaba privilegiar un excesivo rigor formal con grave menoscabo de garantías constitucionales. Conforme a ello, los tribunales inferiores también se encuentran obligados a tratar y resolver adecuadamente en tales pleitos las defensas fundadas en la inexistencia de deuda, siempre y cuando ello no presuponga el examen de otras cuestiones cuya acreditación exceda el limitado ámbito de estos procesos. Lo expuesto en el párrafo anterior lleva a concluir que no pueden ser consideradas como sentencias válidas los pronunciamientos judiciales que omitan tratar la defensa mencionada, toda vez que aquélla puede gravitar fundamentalmente en el resultado de la causa. La correcta dilucidación del caso requiere el análisis de la defensa, máxime cuando la Corte ha declarado en diversos precedentes la nulidad de la disposición (SCN) 1/08 que sirve de base al reclamo que efectúa la provincia. Es evidente, en la especie, que el estudio de tal extremo y el seguimiento de la doctrina de la Corte sentada en esos precedentes no afecta el carácter ejecutivo de la acción promovida. En tal aspecto, el pronunciamiento recurrido no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que correspondería atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto. No escapa al presente razonamiento la caducidad de instancia declarada por esa Corte Suprema, pero, dicha contingencia procesal no posee entidad para atribuirle el carácter de cosa juzgada a la disposición 34/10 de la Subsecretaría de Hidrocarburos y Minería de la Provincia, que sirve de sustento a la deuda intimada en la boleta cabeza de esta ejecución.


    Fiscalía de Estado y otro c/ YPF S.A. s/ Medidas cautelares


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4144/2014/RH1, 11 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Registro nacional de armas. Arma de fuego. Decomiso. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Cuestión abstracta.


    El fallo apelado omitió tratar las cuestiones de fondo conducentes para la solución de la causa. Las omisiones del pronunciamiento no encuentran justificación en la alegada existencia de una laguna normativa que impediría determinar cuál es el tribunal competente para conocer en el recurso previsto por el artículo 41 de la Ley 20.429, desde que el problema de interpretación legal fue zanjado de manera dirimente por el tribunal designado por la Ley a tales efectos, que en su decisión declaró la competencia del juzgado correccional.


    D., Ricardo Guillermo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos -RENAR-


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18113/2014/CA1-CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Costas. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia arbitraria. Omisión de considerar cuestión propuesta. Presentación extemporánea. Gravamen irreparable. Garantías procesales: debido proceso y defensa en juicio. Fundamentación de sentencias. Derivación razonada del derecho vigente.


    Si bien las objeciones a los fallos relativas a la aplicación de normas de derecho común y procesal, y la apreciación que se efectúan de las cuestiones de hecho y prueba, son ajenas, por principio, al recurso extraordinario, cabe admitir su procedencia en aquellos supuestos donde el acto jurisdiccional carece de los requisitos mínimos que lo sustenten válidamente como tal, en razón de la arbitrariedad manifiesta que se deriva del apartamiento de las constancias comprobadas de la causa, de la omisión de tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes y de la normativa conducente a la solución del litigio, o cuando media una fundamentación aparente apoyada solo en conclusiones de naturaleza dogmática con el único sostén de la voluntad de los jueces, tal como acontece en el sub júdice. Al respecto, cabe destacar que los jueces de casación se limitaron a sostener que el recurso extraordinario era extemporáneo. Si bien ello, resulta suficiente para la procedencia de remedio federal por arbitrariedad, cabe mencionar que, tampoco alcanza para subsanar aquel error, la invocación del artículo 457 del Código Procesal Penal que realizó el a quo, ya que en el caso, la cuestión aparece como un agravio de imposible reparación ulterior. Al respecto y, sí bien la imposición de las costas es un problema de carácter accesorio y procesal que no da lugar al recurso extraordinario y la rigidez de la aplicación de la doctrina de la arbitrariedad es particularmente más intensa en estos supuestos, no lo es menos que también la Corte ha señalado que por esa vía se tiende a resguardar las garantías de defensa en juicio y debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa. Tanto es así, que el Tribunal ha resuelto que procede el remedio federal respecto de la imposición de las costas, cuando las resoluciones no satisfagan esas exigencias. Sentado ello, ese extremo es el que se verifica en el pronunciamiento sub exámine, pues el a quo omitió tratar el agravio desarrollado por el representante de este Ministerio Público a partir de la condena en costas que decidió la Cámara Federal de Rosario en clara contradicción con la normativa legal citada ut supra y la doctrina del Tribunal de Fallos: 6:241; 55:82; 232:732 y 337:45, sin que siquiera se hayan invocado, los supuestos excepcionales que, en algún momento, autorizaron tal procedimiento.


    S., Andrés Pablo y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 15169/2013/37/1/RH2, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Juicios contra el Estado. Aumento salarial. Garantías de los jueces: intangibilidad de la remuneración. Sistema republicano. Sistema federal. División de poderes. Independencia del poder judicial. Deber de imparcialidad. Cosa juzgada. Cuestión de derecho público local. Defensa en juicio. Facultades jurisdiccionales. Facultades legislativas. Sentencia arbitraria. Omisión de considerar la cuestión propuesta. Defectos en la fundamentación normativa.


    Superior Tribunal de Justicia provincial, mediante sentencia judicial, equipara salarios de magistrados y funcionarios que integran el poder judicial provincial con respecto a sus pares del fuero federal; exhortando a los poderes Ejecutivo y Legislativo provinciales para lograr su cumplimiento. Precedente de Fallos “Brandi”; 311:460; 316:2747 y 329:385.


    Se considera que el recurso extraordinario que dedujo el Fiscal de Estado local es formalmente admisible toda vez que, en la especie, cabe hacer excepción a la regla según la cual el remedio federal es improcedente si no media resolución contraria al derecho federal invocado. Ello es así porque, al agraviarse de lo resuelto por el Superior Tribunal de Justicia provincial, el recurrente sostiene que el fallo desconoce el principio de separación de los poderes que las instituciones de la provincia deben asegurar por imperio de lo dispuesto en los arts. 5 y 123 de la Constitución Nacional. En consecuencia, el asunto controvertido está íntimamente vinculado con la interpretación de las cláusulas de la Constitución federal referentes al modo en que se deben estructurar los tres poderes en los estados provinciales, en lo relativo a las garantías que aseguran la independencia de los jueces, un tema que hace a la esencia del sistema republicano. Sin embargo, el remedio federal interpuesto es inadmisible en cuanto se dirige a cuestionar la decisión del a quo de declarar formalmente procedente, en el caso, la vía del amparo; ello porque, de ese modo, se han resuelto cuestiones propias de los jueces de la causa y ajenas, en principio, a la vía del Art. 14 de la Ley 48, con fundamentos de la misma naturaleza que sustentan el decisorio, poniéndolo al abrigo de la tacha de arbitrariedad. Máxime cuando el tribunal apelado sustentó su postura en diversos precedentes de la Corte análogos al sub examine. Por otra parte, los agravios vertidos en relación con la composición del Superior Tribunal de Justicia provincial que dictó la sentencia apelada, que afectaría la imparcialidad del juzgador, constituyen una reiteración de los cuestionamientos que la provincia demandada efectuó al interponer el recurso extraordinario contra la decisión del Superior Tribunal provincial. Dicha cuestión quedó zanjada en forma definitiva y no puede reeditarse pues aquella resolución ha pasado en autoridad de cosa juzgada. En otro orden de ideas, respecto del recurso extraordinario interpuesto por la Cámara de Diputados provincial -por intermedio de su presidente-, los agravios vertidos con relación al supuesto vicio de nulidad que afectaría al pronunciamiento del Superior Tribunal de Justicia provincial por no haberle dado la oportunidad de ser oída con anterioridad a su dictado no resultan atendibles en esta instancia extraordinaria, por referirse a una cuestión de derecho público local como lo es la atinente a la organización institucional de la Provincia del Chaco y al alcance de la representación de los poderes provinciales otorgada al Fiscal de Estado (art. 172 de la Constitución chaqueña y Ley local 2.660, vigente-al tiempo de dictarse la sentencia apelada), sin que se advierta un supuesto de indefensión que permita apartarse de dicha regla. No obstante ello, toda vez que la sentencia recurrida condena en forma expresa también al Poder Legislativo provincial, a fin de garantizar adecuadamente su derecho de defensa corresponde declarar formalmente admisible el remedio federal con el mismo alcance que el deducido por el mencionado funcionario que actúa en representación de la Provincia del Chaco. Cabe aclarar que los argumentos esgrimidos en ambos recursos extraordinarios con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad de la sentencia serán tratados en forma conjunta, por hallarse inescindiblemente vinculados con la cuestión federal planteada. Es menester señalar que ni el Fiscal de Estado de la Provincia del Chaco, en representación de esa provincia, ni la Cámara de Diputados local -por intermedio de su presidente- se agravian de la decisión del Tribunal Superior provincial en cuanto tuvo por acreditada una efectiva lesión a la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los magistrados judiciales y representantes del Ministerio Público provinciales que integran la parte actora y declaró que sus asignaciones violaban dicho principio, reconocido por el Art. 154 de la Constitución local. Sus recursos extraordinarios no se dirigen a cuestionar lo afirmado en la sentencia en cuanto a que la evidente desproporción que existe entre las remuneraciones de los jueces y representantes del Ministerio Público provinciales y los de sus pares de la jurisdicción federal se traduce, a la luz de la jurisprudencia de la Corte sobre el punto, en una efectiva lesión a la garantía de la intangibilidad de las remuneraciones de los magistrados. Tampoco se agravian del pronunciamiento en lo que se refiere a la recomposición, en análogos términos a los dispuestos con relación a los magistrados, de los salarios de los funcionarios judiciales provinciales demandantes. Por el contrario, el cuestionamiento de ambos recurrentes se circunscribe a que el superior tribunal provincial, con su decisión, asumió facultades legislativas al establecer un sistema por el cual las remuneraciones de los magistrados y funcionarios que integran la parte actora se equipararán totalmente, en forma progresiva y hacia el futuro, con las que correspondan a los magistrados y funcionarios del Poder Judicial de la Nación que ocupan cargos equivalentes. Es decir, los agravios no se centran en negar la transgresión a la garantía de intangibilidad de las remuneraciones que perciben los coactores, sino únicamente en el mecanismo establecido por el a quo para restablecer su vigencia. Sentado ello, cabe señalar que el Art. 154 de la Constitución de la Provincia del Chaco dispone que “(l)os magistrados y los representantes del ministerio público… Gozarán de las mismas inmunidades de los legisladores. Su retribución será establecida por Ley y no podrá ser disminuida con descuentos que no sean los que se dispusieren con fines previsionales, tributarios o con carácter general”. Por su parte, la Ley provincial 3.755, en cuanto aquí interesa establece en su Art. 3 que “(a) partir de la fecha de publicación de la presente ley, las escalas de remuneraciones básicas y adicionales de las autoridades superiores y de todos los cargos de las diferentes categorías de personal, cualquiera sea su denominación, de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Tribunal de Cuentas, Fiscalía de Investigaciones Administrativas, organismos autárquicos y descentralizados, solo podrán ser aprobadas o modificadas por ley”. En ese contexto normativo, resulta indudable que es una atribución constitucional del legislador provincial regular y fijar el régimen salarial de los magistrados y demás integrantes del Poder Judicial de la Provincia del Chaco, así como que debe ejercer esa delicada función respetando la intangibilidad de sus remuneraciones, pues esa garantía hace a la esencia del sistema republicano de gobierno y así lo exigen tanto la Constitución Nacional como la provincial. Consecuencia de la afirmación anterior es que los salarios de los magistrados y funcionarios que integran el Poder Judicial de la Provincia del Chaco no pueden quedar determinados para siempre por una sentencia judicial, como lo hizo -en forma arbitraria- el Superior Tribunal provincial en la decisión recurrida al establecer el aludido mecanismo de equiparación con las remuneraciones de los magistrados y funcionarios del Poder Judicial de la Nación. En efecto, el a quo, al rechazar los planteos de inconstitucionalidad del Art. 154 de la Constitución chaqueña y de la Ley local 3.755 en cuanto confieren a la Legislatura provincial la atribución de fijar, por ley, las remuneraciones de los magistrados y funcionarios del Poder Judicial y representantes del Ministerio Público, exhorta al Poder Legislativo provincial para que dicte la normativa pertinente que asegure el mantenimiento de la garantía de la intangibilidad y al Poder Ejecutivo local para que instrumente los correspondientes mecanismos financieros, presupuestarios y reglamentarios para que, en adelante y hacia el futuro, no se produzcan nuevas violaciones a dicho principio. Sin embargo, acto seguido impone a los restantes poderes del Estado provincial el estricto marco en que la garantía de intangibilidad debe asegurarse: a) mediante el pago del 50% de la diferencia con la remuneración neta de bolsillo de los cargos equivalentes de la justicia federal, desde la fecha de la sentencia hacia el futuro; b) respecto del 50% restante, insta a los Poderes Ejecutivo y Legislativo locales a adoptar los mecanismos financieros, presupuestarios y normativos para cumplir la actualización progresiva hasta la total equiparación con el orden federal y para que, en el futuro, no se produzcan nuevos desfasajes o violaciones al principio de intangibilidad; si no se cumpliera con lo anterior, la actualización progresiva será del 12,5% semestral hasta llegar a la mentada equiparación; c) ínterin, y en el futuro, deberán aplicarse los aumentos que a partir de la fecha de la sentencia otorgue la Corte Suprema de Justicia de la Nación, para cuya efectivización los restantes poderes deberán instrumentar los mecanismos necesarios. La Corte tiene dicho, en casos análogos al sub examine, que "ha de quedar bien establecido que no es objeto de este proceso 'fijar' los sueldos de los jueces, ni sustituir la política legislativa en la materia, todo lo cual incumbe al Congreso” y que el ejercicio de la jurisdicción no puede confundirse con el de la función legislativa. Asimismo, la Corte ha señalado reiteradamente que la misión más delicada que compete al Poder Judicial es la de saber mantenerse dentro de la órbita de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los otros poderes o jurisdicciones, toda vez que es el judicial el llamado por la Ley para sostener la observancia de la Constitución Nacional, y de ahí que un avance en desmedro de otras facultades revestiría la mayor gravedad para la armonía constitucional y el orden público. Por aplicación de tales criterios al sub examine, la decisión del Tribunal Superior de Justicia de la Provincia del Chaco, en cuanto resolvió que las remuneraciones de los magistrados y funcionarios del Poder Judicial de esa provincia que integran la parte actora se equipararán progresivamente a las que perciben sus colegas del Poder Judicial de la Nación que ocupan cargos equivalentes hasta alcanzar el mismo nivel y que, en el futuro, sus salarios se incrementarán en cada oportunidad, y en la misma proporción, en que lo hagan sus pares de la jurisdicción federal, viola el régimen federal de gobierno en cuanto subordina el ejercicio de una atribución de la Provincia del Chaco no delegada a la Nación, como es la determinación de los sueldos de los miembros del Poder Judicial y Ministerio Público locales, a lo que resuelva una autoridad nacional, en el caso, la Corte Suprema de Justicia de la Nación en uso de la facultad de fijar las remuneraciones de los funcionarios y magistrados del Poder Judicial de la Nación (art. 7 de la Ley 23.853), y altera el sistema republicano que la provincia debe observar de conformidad con lo dispuesto por el Art. 50 de la Constitución Nacional, toda vez que por medio de una sentencia judicial se asume una función que la Constitución local (art. 154) confirió al Poder Legislativo provincial, cual es la de fijar las retribuciones de los magistrados y funcionarios del Poder Judicial y del Ministerio Público chaqueños. En atención a que, según lo dicho en el acápite anterior, a juicio de este Ministerio público los recursos extraordinarios deducidos por el Fiscal de Estado de la Provincia del Chaco y por el presidente de la Cámara de Diputados provincial no cuestionan la efectiva existencia, en el caso, de una vulneración a la garantía de intangibilidad de las remuneraciones que perciben los coactores, ese aspecto de la sentencia resulta irrevisable, razón por la cual corresponde emitir opinión respecto del remedio federal interpuesto por algunos integrantes del litisconsorcio activo. En ese sentido, los agravios relativos al vicio de la arbitrariedad que se imputa al fallo apelado suscitan cuestión federal suficiente para habilitar la vía intentada, toda vez que, conforme a lo resuelto en forma, reiterada por el Tribunal, resultan susceptibles de descalificación las sentencias que se desentienden del examen y tratamiento de argumentos conducentes y oportunamente propuestos, siempre que de tal modo se afecte de manera sustancial el derecho del apelante y lo silenciado sea conducente para la adecuada solución de la causa, pues ellas satisfacen sólo de manera aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados de la causa. En efecto, el a quo, a pesar de considerar acreditado que las remuneraciones de los actores habían sufrido un serio menoscabo durante un prolongado periodo, se limitó a sostener que la lesión al principio de intangibilidad se cuantificaba en concreto en su pronunciamiento y dispuso aplicar el incremento desde la fecha de la sentencia hacia el futuro, sin dar respuesta a la pretensión expresamente esgrimida por los recurrentes en sus respectivas demandas, algunos de los cuales pidieron que la vigencia de la garantía de intangibilidad de sus remuneraciones se restableciera desde enero de 2004, mientras que otros solicitaron que el reconocimiento de su derecho tuviera efecto retroactivo al momento de la presentación de su reclamo judicial. En tales condiciones, el pronunciamiento apelado, en el aspecto relativo a la fecha a partir de la cual debe repararse la comprobada lesión a la garantía de intangibilidad de la remuneración de los recurrentes, exhibe defectos graves de fundamentación que afectan en forma directa e inmediata las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la Ley 48), circunstancia que habilita a descalificarlo -en ese punto- como acto jurisdiccional válido en los, términos de la doctrina de la arbitrariedad de las sentencias. Sin perjuicio de ello, no resulta ocioso advertir que la tacha que se propugna no implica abrir juicio sobre la solución que en definitiva corresponda arbitrar sobre dicha cuestión, esto es, si resulta procedente fijar como punto de partida para el reconocimiento pretendido las fechas que cada uno de los recurrentes propuso en sus respectivas demandas, u otra fecha distinta. Finalmente, toda vez que en este dictamen se propicia acoger el agravio examinado en este acápite, resulta inoficioso que este Ministerio Público se pronuncie respecto del planteo de inconstitucionalidad del Art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, formulado por los coactores recurrentes con base en la violación de lo dispuesto por el Art. 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.


    Alonso de Martina, Marta Inés y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3613/2014/CS1, 07 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión Federal.


    Recurso extraordinario. Cuestión federal.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 3341/2015/RH1, “González Castillo, Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma fuego - aptitud disparo no acreditada”.


    Legajo N° 19 - Imputado: H. C., Ervin s/ Legajo de casación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 550/2013/TO1/19/CS1, 16 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Coparticipación federal. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 538/2009 (45-S)/CS1, "Santa Fe, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Toda vez que la Provincia de Río Negro –a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con lo previsto en el Art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Art. 116 de nuestra- Ley Fundamental-, corresponde sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    Río Negro, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1889/2016, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Sentencia condenatoria. Acción de revisión. Recusación. Deber de imparcialidad. Debido proceso. Defensa en juicio. Derecho a la libertad. Derecho al honor. Sentencia arbitraria. Insuficiencia del agravio. Inexistencia de cuestión federal suficiente.


    Fallos: 327:5095.


    La apelación carece del requisito de adecuada fundamentación del artículo 15 de la Ley 48, en tanto que no se rebatieron los fundamentos por los que el a quo rechazó hacer lugar a la revocación de una sentencia firme con base en la inexistencia de causales que pudieran habilitarla, así como tampoco se hizo cargo de la afirmación en cuanto a que la pretensión de revisar cuestiones de hecho y derecho ya dirimidas en los recursos interpuestos oportunamente por los otros condenados era inviable, en tanto habían quedado absorbidas por el efecto extensivo de aquéllos. Esa misma deficiencia argumental adquiere más relevancia a poco que se observe que la inexistencia de un supuesto de revisión, fue el fundamento sobre el que los magistrados de la instancia anterior rechazaron "in limine" sus recusaciones. No se ha demostrado que el decisorio criticado sea arbitrario, ni se ha planteado una cuestión federal habilitante de la instancia extraordinaria. Si bien ello ya resulta suficiente para rechazar la apelación federal, cabe mencionar que ese defecto de fundamentación se reitera en relación con el agravio relativo a la indefensión que, a criterio de la recurrente, habría sufrido el imputado y a la consecuente lesión al derecho al recurso. Tal extremo no puede pasar desapercibido en tanto que fue, sobre esa argumentación, que la defensa intentó generar una nueva causal de revisión de una sentencia dictada varios años atrás, que ya había sido recurrida por otros de los condenados y posteriormente confirmada por la Cámara Federal de Casación Penal. Es en ese contexto, debió extremarse aún más las exigencias del artículo 15 de la Ley 48 que no se ven satisfechas. La Corte ha dicho que deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio de la defensa cuando se encuentran comprometido los derechos esenciales de la libertad y el honor y que no basta para cumplir con las exigencias básicas del debido proceso que el acusado haya tenido un patrocinio letrado formal, puesto que ello no garantiza un verdadero juicio contradictorio, sino que es menester además que aquél haya recibido una efectiva y sustancial asistencia por parte de su defensor. En cumplimiento de ese precepto y más allá de la falta de fundamentos demostrada precedentemente respecto de esa cuestión, no es posible advertir que los sucesivos cambios de letrado hayan implicado una vulneración a su derecho de defensa en los términos de Fallos: 327:5095 y, menos aún, cuando la única crítica que se enarbola en torno a esa situación es el acuerdo para la incorporación por lectura de un testimonio frente a la imposibilidad de concurrencia de un testigo, mecanismo que era de práctica en su momento y lo es también en la actualidad. Tampoco parece que la falta de apelación de la sentencia condenatoria implique una lesión al derecho de defensa per se. Lejos de ello, la lectura de los agravios que ahora pretende introducir la recurrente como aquellos de los que se habría visto privada de revisar, sólo refleja un desacuerdo con la estrategia asumida por el abogado anterior sin que esa discrepancia autorice a calificar la tarea de aquél como defectuosa o inexistente al punto de implicar una lesión a la garantía constitucional analizada. De otro modo, en todos aquellos casos donde la decisión de los jueces no coincide con las expectativas del justiciable, éste podría rebatir incesante y caprichosamente las sentencias judiciales a partir de una valoración ex post jacto de los resultados obtenidos por su asistencia legal técnica afectando principios esenciales como lo son los de preclusión, cosa juzgada y economía procesal.


    C., Rodrigo y otro s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4984/2008/TO1/1/1/RH2, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Denegatoria del recurso. Archivo de la causa. Contrabando de automotores. Cuestión federal. Competencia del tribunal de casación.


    Precedente de Fallos: 328:1108 y 329:6002.


    El a quo debió tratar el recurso de casación que dedujo el Ministerio Público, en aplicación de la jurisprudencia según la cual “siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de esta Corte, por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, estos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal, a los efectos del Art. 14 de la Ley 48” (Fallos: 328:1108, considerando 13; 329:6002, considerando 5°). En efecto, el apelante cuestionó la inteligencia que la cámara de apelaciones dio a normas de naturaleza federal (los artículos 863 y 864, inciso b, del Código Aduanero) y la decisión recurrida fue contraria a la pretensión que esa parte fundó en ellas. Eso constituye un planteo que habilita la instancia extraordinaria ante la Corte en los términos del artículo 14, inciso 3, de la Ley 48, por lo que, como lo postula el recurrente, resultan de aplicación los precedentes registrados en Fallos: 328:1108 y 329:6002.


    S., Erica Romina y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 768/2012/2/CS1, 30 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Ejecución de sentencia. Títulos de deuda pública. Actualización monetaria. Reordenamiento del sistema financiero. Coeficiente de estabilización de referencia. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Cuestión federal.


    Decreto 471/02.


    La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el recurrente considere tales, con sustento en su mera discrepancia con el alcance atribuido por el a quo a principios y normas de derecho común o con la valoración de la prueba, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional. En virtud de ello, su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución y las leyes. Sobre la base de lo expresado, el recurso interpuesto es inadmisible en cuanto se funda en que la cámara omitió tener en cuenta que las acreencias habían sido canceladas mediante depósito bancario, pues no se advierte un caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte en materias que, según el Art. 14 de la Ley 48, son ajenas a la instancia extraordinaria. En virtud de ello y en atención a que los actores aún no percibieron sus acreencias ordenó que se proceda a la ejecución de la sentencia, sin que se advierta en este aspecto un apartamiento de las constancias de la causa o una irrazonable valoración de los elementos probatorios agregados. Por el contrario, el recurso extraordinario interpuesto es admisible en cuanto sostiene que el a quo ha efectuado una aplicación errónea de las normas que establecen cuál es la suma que en definitiva corresponde abonar, puesto que se halla en juego la interpretación y aplicación de disposiciones de carácter federal y la decisión apelada ha sido contraria a las pretensiones que el apelante funda en ellas. Al respecto, el tribunal ordenó abonar una suma de dinero convertida a pesos y que el importe debe ajustarse por el CER, más los intereses de conformidad con lo dispuesto por el Art. 3° del decreto 471/02, hasta el momento del cobro. Al resolver de este modo, la cámara soslayó que los intereses a liquidar no son los que corresponden a las obligaciones instrumentadas mediante Préstamos Garantizados (art. 3° del decreto 471/02). Por otro lado, también asiste razón al apelante en cuanto afirma que no corresponde el cálculo del CER e intereses hasta la fecha de pago, toda vez que una decisión en tal sentido implica un apartamiento de las normas antes mencionadas. Habida cuenta de ello, extender el cálculo del CER e intereses del modo en que lo hizo la cámara, importa desconocer las disposiciones que regulan la reestructuración de la deuda pública, que ha sido dispuesta por el Estado Nacional en el marco de una situación crítica de emergencia social, económica, financiera y administrativa que ponía en juego su continuidad. Ello es así, máxime cuando se trata de normas que integran el orden público del derecho argentino y, por ende, resultan de inexcusable aplicación.


    Hamburg, Jacobo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía s/ Proceso de ejecución


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 34081/2009/1/RH1, 21 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Prueba anticipada. Cuestión federal.


    Remisión al dictamen de la causa FPO 1992/2015/CS1, "Racagni, Marco Aurelio c/ Torres, Cándido Hugo y otros s/ Amparo ley 16.986".


    ... c/ ... s/ Prueba anticipada


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 850/2016/2/RH1, 31 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    


    Gravedad Institucional.


    Denegatoria del recurso. Delitos contra la humanidad. Excarcelación. Sentencia arbitraria. Gravedad institucional. Violación al debido proceso. Competencia del Tribunal de Casación.


    Precedente “Di Nunzio” (Fallos: 328:1108).


    Según consolidada doctrina del Tribunal, en casos como el sub examine, en los que se imputan delitos calificados como de lesa humanidad, se encuentra comprometida la responsabilidad internacional del Estado argentino, que debe garantizar el juzgamiento de todos los hechos de esas características, de acuerdo con el derecho internacional vinculante para nuestro país. Por ello, la excarcelación confirmada por el a quo, al aumentar significativamente la posibilidad de que el acusado se sustraiga a la acción de la justicia, pone inmediatamente en riesgo aquellos compromisos de la Nación y, por lo mismo, configura un caso de gravedad institucional. Desde esa perspectiva, el recurso federal interpuesto debía ser declarado formalmente admisible.La Ley 24.390 es reglamentaria de la garantía constitucional prevista en el artículo 7.5 de la Convención Americana de Derechos Humanos, por lo que al haberse puesto en discusión su correcta aplicación, según lo que surge de la decisión del a quo, y dado que lo resuelto es contrario a la exégesis propuesta por el recurrente, habría en el caso cuestión federal suficiente.Tras abrir la queja, corresponde que la Corte declare procedente el recurso extraordinario y revoque la decisión apelada, en tanto, contrariamente a lo afirmado por el a quo, resulta aplicable al sub examine la doctrina sentada en el precedente "Di Nunzio" (Fallos: 328:1108), según la cual siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la cámara de casación, en su carácter de "tribunal intermedio".El remedio del artículo 14 de la Ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero la Corte también ha establecido que esecriterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso.Éste es uno de esos casos de excepción, dado que no se puede admitir que el a quo haya rechazado formalmente el recurso de casación con argumentos sobre el fondo. En efecto, se brindó razones por las cuales consideró que, desde su punto de vista, la decisión que concedió la excarcelación cuenta con argumentos suficientes y adecuados a la doctrina plenaria de la Cámara Federal de Casación Penal, y que el recurrente no logró demostrar la arbitrariedad invocada en tanto su impugnación sólo trasunta la mera disconformidad con lo resuelto, sin lograr rebatir aquellos argumentos. Pero para resolver de ese modo se debía permitir que, previamente, el fiscal desarrolle o amplíe los fundamentos de su pretensión, pues sólo cuando se rechaza el recurso de casación por motivos formales se debe prescindir del debate (artículos 465 bis, 444, 454 y 455 del Código Procesal Penal de la Nación).En consecuencia, el a quo ha privado al recurrente de la facultad de ejercer en plenitud su ministerio, al haberle impedido, indebidamente, que alegue ante él sobre la arbitrariedad del pronunciamiento del tribunal oral, lo que redunda en menoscabo de la garantía del debido proceso, que ampara a todas las partes por igual.


    A., Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros


    FBB-Justicia Federal deBahíaBlanca,31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al Recurso Extraordinario.


    Coparticipación federal. Inconstitucionalidad de decreto 1399/01 del Poder Ejecutivo Nacional. Remisión a lo resuelto en S. 539/2009 (45-S) CS1, “Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”. Restitución de fondos de los que indebidamente se vio privada la provincia. Excepción de prescripción: cuestión ajena a esta instancia extraordinaria. Procedencia parcial del recurso.


    Determinar si al momento en que la provincia cursó el ya se encontraba parcialmente prescripta la acción para reclamar por el incumplimiento de la obligación diaria del Estado Nacional, como lo especifica la propia actora, así como dilucidar si los términos empleados en ese reclamo resultan idóneos para producir la suspensión de la prescripción conforme a lo dispuesto en el entonces vigente artículo 3.986, segundo párrafo, del Código Civil, remite, ineludiblemente, al estudio de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal, ajenas a este dictamen, que debe limitarse a los planteos de índole federal que entraña la causa.


    La Pampa, Provincia de c/ estado Nacional (Poder Ejecutivo - Ministerio de Economía de La Nación) s/ Acción de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 933/2007/(L-43)/CS1, 29 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Delitos de incendio culposo seguido de muerte en concurso real con cohecho activo. Determinación de la pena. Pretensa falta de mayoría, vulneración de garantía non bis in ídem, imparcialidad, principios de inmediación y contradicción: meras afirmaciones dogmáticas. Falta de fundamentación. No procede el precedente de Fallos: 329:3034. Materia ajena a la instancia extraordinaria.


    Los apelantes no se hicieron cargo de demostrar que la situación debiera ser asimilada, a los fines de evaluar la imparcialidad del órgano juzgador, a la que fue examinada en el precedente que citaron, lo que resultaba de especial significación teniendo en cuenta que en aquel caso la cuestión planteada versó sobre si los jueces revisores del auto de procesamiento estaban en condiciones de mantener la imparcialidad a la hora de revisar la sentencia condenatoria, teniendo en cuenta que la posibilidad de que quien debió emitir un juicio de verosimilitud quedase psíquicamente condicionado para emitir un pronunciamiento de certeza sobre los mismos hechos. Tampoco se ocuparon de demostrar que las indicaciones que formuló la alzada en relación con el cómputo de las penas relativas, por ejemplo, a las circunstancias personales de los imputados, o a la capacidad que cada uno tuvo de evitar la situación de peligro teniendo en cuenta el rol o función que cumplieron, excedieran las pautas previstas al efecto en el artículo 41 del Código Penal, y que los jueces del tribunal debían valorar. Finalmente, en relación con la alegada falta de mayoría en torno de la calificación legal de los hechos atribuidos -por haber sido conformada por el voto de la vocal que previamente consideró que los imputados debían ser absueltos- el a quo explicó claramente cómo se desarrolla la deliberación y se adoptan las decisiones por mayoría en aquél y en similares tribunales orales. Por otro lado, el planteo formulado respecto de la confirmación de la condena por el delito de cohecho sólo consiste en afirmaciones dogmáticas por las que se criticó la revisión llevada a cabo por el a quo. En lo relativo a la alegada afectación de la garantía non bis in ídem y de los principios de inmediación y contradicción con motivo de la supuesta modificación del marco fáctico que sostuvo el tribunal oral, los apelantes se limitaron a sostener mediante afirmaciones dogmáticas que esa conclusión sobre los hechos no podía ser modificada por el órgano revisor, sin explicar por qué razón el examen amplio de la sentencia, que no excluya las llamadas cuestiones de hecho y prueba ni magnifique las cuestiones reservadas a la inmediación, resultaría contraria a la regulación procesal del recurso de casación. Respecto de las circunstancias agravantes que, según los apelantes, el a quo habría agregado al examinar el cómputo de la pena, la mención que se hizo en el pronunciamiento acerca del carisma del líder del grupo, o su condición de animador, sólo tuvo por objeto detallar las circunstancias que tuvo en cuenta la alzada para determinar la sanción, entre las que señaló su condición de "cara visible del grupo". Frente al cuestionamiento que la defensa formuló sobre ese punto, el a quo simplemente ratificó la valoración que tanto el tribunal oral como aquella sala hicieron acerca de su posición de líder, miembro fundador y cara visible del grupo, lo que le daba mayor predicamento sobre el público. La referencia a aquellas cualidades que los apelantes consideran novedosas, constituyen sencilla y claramente la expresión en detalle de las mismas circunstancias que fueron valoradas en el pronunciamiento anterior. El escrito de la apelación no satisface el requisito de fundamentación exigido por el artículo 15 de la Ley 48 y la acordada n° 4/2007 del Tribunal, desde que los recurrentes se limitaron a reproducir planteos que fueron examinados y resueltos por el tribunal a quo, y omitieron refutar, en forma concreta y razonada, todos y cada uno de los fundamentos expuestos que dieron sustento a la decisión impugnada.


    V., Raúl Alcides y otros s/ Recurso de casación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 247/2005/TO1/4/1/5/RH8, 10 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda contra municipalidad. Pago de adicionales previstos para el personal de la administración pública provincial. Cuestiones de hecho y derecho público local. Ausencia de arbitrariedad. Recurso extraordinario inadmisible.


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente inadmisible, toda vez que los apelantes sólo expresan su discrepancia con la interpretación efectuada por el Superior Tribunal de Justicia respecto de los requisitos que exigen las normas locales para ordenar erogaciones, sin demostrar apartamiento de las reglas aplicables, falta de fundamentación en los hechos conducentes del sub lite, o irrazonabilidad de sus conclusiones. En efecto, la decisión a la que arribaron los miembros del tribunal local para desestimar la demanda encuentra fundamento suficiente en lo dispuesto por el Art. 195 de la Constitución Provincial y el Art. 130 de la Carta Orgánica de la ciudad de Perico, preceptos que tornan insoslayable la existencia de la partida presupuestaria correspondiente cuando se disponen erogaciones que afectarán el erario público, como ocurre en la especie con los adicionales que reclaman los actores. Tampoco parece admisible la tacha de arbitrariedad de la sentencia apelada con fundamento en que el financiamiento de los adicionales se encontraba previsto en la ordenanza 200/97 al indicar que el gasto debía afrontarse con la suma que percibe el municipio en concepto de coparticipación, toda vez que resolver del modo en que pretenden los recurrentes importaría un claro apartamiento de las normas vigentes y el desconocimiento del hecho de que los actores no estaban contemplados en la planta de personal consolidada al momento. Habida cuenta de ello, la postura del recurrente sólo traduce una mera discrepancia con la apreciación efectuada por el tribunal en cuestiones que le son propias, pues los órganos jurisdiccionales provinciales son los naturales intérpretes de las normas de derecho público local, lo que excluye la intervención de la Corte para revisar el mayor o menor acierto de esas interpretaciones.


    Tejerina, Magdalena y otros c/ Municipalidad de Perico s/ Plena jurisdicción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 395/2013/(49-T)/CS1, 01 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda por daños y perjuicios. Excepción de incompetencia. Falta de sentencia definitiva. Ausencia de arbitrariedad.


    Las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el Art. 14 de la Ley 48. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. La ausencia de sentencia definitiva a los fines del Art. 14 de la Ley 48 en casos como el presente ha sido sostenida recientemente por el Tribunal. Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco cabe considerar, por lo demás, que se justifique la aplicación en el sub lite de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Vargas Salazar Edmundo c/ Trenes de Buenos Aires S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 57310/2013/CS1, 09 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Demanda por daños y perjuicios. Excepción de incompetencia. Falta de sentencia definitiva. Ausencia de arbitrariedad.


    Las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el Art. 14 de la Ley 48. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. La ausencia de sentencia definitiva a los fines del Art. 14 de la Ley 48 en casos como el presente ha sido sostenida recientemente por el Tribunal. Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco cabe considerar, por lo demás, que se justifique la aplicación en el sub lite de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Yernazian, Juan c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria De Emergencias y otro s/ Daños y perjuicios acc. Tran. c/ les. o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 44270/2013/CS1, 09 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Derecho procesal. Sentencia definitiva. Privación de justicia. Denegatoria del fuero federal. Gravedad institucional. Inadmisibilidad del recurso.


    Distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal.


    Es jurisprudencia del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del Art. 14 de la Ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un especifico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el Art. 14 de la Ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. La resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. La doctrina de la Corte enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco se justifica la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Bidacovich, Pamela Rocío y otros c/ Sociedad Operadora Ferroviaria Sociedad del Estado (SOFSE) s/ Daños y perjuicios (Acc. tran. c/ Les. o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 54228/2014/CS1, 04 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Sentencia definitiva. Gravedad institucional. Privación de justicia. Denegatoria del fuero federal. Inadmisibilidad del recurso.


    Distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal.


    Es jurisprudencia del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del Art. 14 de la Ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un especifico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el Art. 14 de la Ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal que, por no ocasionar un agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. La resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. La doctrina de la Corte enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco se justifica la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad el Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Pedernera, Anacleta c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior y Transporte y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 1881/2013/CS1, 04 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Sentencia definitiva. Privación de justicia. Denegatoria del fuero federal. Gravedad institucional. Inadmisibilidad del recurso.


    Distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal.


    Las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del Art. 14 de la Ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el Art. 14 de la Ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. La resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. La doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco se justifica la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Fernández Román, Petrona Anastacia c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (Acc. tran. c/ Les. o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 30032/2014/CS1, 16 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Sentencia absolutoria. Restitución de sumas de dinero. Actualización monetaria. Caución real. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Improcedencia del recurso.


    Reiteración de agravios.


    Los agravios invocados remiten principalmente al examen de asuntos de hecho y de derecho procesal que, en principio, y por su naturaleza, resultan propios de los jueces de la causa, e irrevisables por la vía del artículo 14 de la Ley 48 máxime cuando, como en el caso, la decisión apelada cuenta con fundamentos suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad y los agravios formulados por el apelante no son sino la reiteración de los ya esgrimidos en las instancias anteriores, ante las cuales han encontrado una respuesta razonable.


    A., Juan Domingo y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4735/1998/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Tentativa de homicidio. Cuestiones procesales. Discrepancia del recurrente.


    Precedente de Fallos: 329:4775.


    Las cuestiones que se intentan someter a conocimiento de la Corte son de estricta naturaleza procesal, en tanto informan las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa especialmente cuando ellas se refieren a la observancia de los términos establecidos al efecto por la legislación local. Los agravios del recurrente no alcanzan para demostrar la existencia de una cuestión federal, ni de un supuesto de arbitrariedad, al que se le ha reconocido el carácter de medio idóneo para asegurar el respeto de alguna de las garantías consagradas en la Constitución. Los reparos propuestos sólo traducen meras discrepancias con lo resuelto por el máximo tribunal local, en el ejercicio de sus atribuciones sobre materias regidas por el derecho público provincial y con fundamentos de igual carácter que, más allá de su acierto o error, lo ponen a resguardo de la tacha que le dirige el recurrente. Por los principios que inspiraron el precedente citado, la Corte debe desestimar la queja.


    F., Juan Carlos s/ Homicidio simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 8/2015/RH1, 28 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Sentencia definitiva. Denegatoria del fuero federal. Garantías procesales. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Improcedencia del recurso.


    Ha indicado la Corte que el recurso extraordinario no habilita la intervención del Tribunal para resolver cuestiones de competencia cuya solución la Ley encomienda a otros órganos judiciales. Ha dicho, también, que los autos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas a los efectos del recurso extraordinario, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que posibiliten equipararlos a fallos definitivos, tales como el desconocimiento de un privilegio federal o una denegación de justicia de imposible o difícil reparación ulterior. Por aplicación concreta de estos criterios al caso, el recurso no puede prosperar. Ello es así porque, por un lado, se ataca la decisión de la alzada que, por razones fácticas y procesales, zanjó la contienda positiva suscitada entre dos jueces federales de grado y, por otro, porque no se verifica ninguna de las excepciones a partir de las cuales esa Corte asintió a la procedencia del remedio. La resolución objetada no coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir ejerciendo sus derechos, a lo que se agrega que la distribución de competencia entre los tribunales permanentes del país es una cuestión ajena a la garantía del juez natural. Por lo demás, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la alegación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o interpretación errónea del derecho que rige el caso.


    Empresa Río Uruguay S.R.L. y otros c/ Koropeski, Julio Roberto s/ Nulidad de marca


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4942/2013/1/RH1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Reajuste del contrato. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso.


    Naturaleza del contrato.


    De acuerdo a la doctrina de la Corte Suprema, las cuestiones vinculadas con aspectos de hecho y derecho común y procesal son propias de los jueces de la causa y ajenas por regla al ámbito de apelación extraordinaria; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. Las objeciones relativas a la calificación o naturaleza de un contrato son extrañas a la instancia de excepción. La cámara en su razonamiento realiza un encuadre jurídico del negocio celebrado entre las partes antes de ingresar en el tratamiento de las pretensiones de la accionante, basándose para ello en el examen de las concesiones y sacrificios recíprocos que recogen los términos del Convenio de Extinción. Por ese motivo, no se advierte que al calificar el negocio en la forma expuesta la alzada haya efectuado una aplicación irrazonable del principio iura novit curia ni incurrido en exceso de sus posibilidades interpretativas. La recurrente manifiesta su disconformidad con la sentencia sobre la base de una interpretación posible acerca de la compatibilidad de dos institutos regulados en el código de fondo como lo son la transacción y la lesión subjetiva, de clara naturaleza no federal. De este modo, sus planteos versan sobre cuestiones de derecho común, que excluyen la procedencia de la apelación prevista en el artículo 14 de la Ley 48, no habiéndose demostrado tampoco su manifiesta arbitrariedad. En virtud de lo dispuesto por el artículo 15 de la Ley 48, la cuestión federal debe tener relación directa e inmediata con la materia litigiosa, y tal relación existe cuando la solución de la causa requiere necesariamente de la interpretación del precepto constitucional invocado, pues no hay derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución Nacional.


    Totoral S.A. c/ Renault Argentina S.A. (ex Ciadea Arg. S.A.) y otros s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 60047/1998/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Aumento de la indemnización. Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/2011/1/RH1, “Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. c/ accidente - ley especial”.


    Los agravios referidos a la atribución de responsabilidad y a las secuelas de la incapacidad derivadas de un accidente de trabajo, remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la Ley 48; máxime cuando la alzada expuso fundamentos no federales que, al margen de su grado de acierto, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. Lo anterior es así, debido a que los agravios de los apelantes configuran una mera discrepancia respecto de la ponderación de la prueba y del derecho procesal y común y se dirigen a postular una interpretación alternativa a la realizada por el a quo respecto de la aceptación del siniestro por parte de la aseguradora de riesgos del trabajo. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a esa Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir supuestos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al fallo una sentencia fundada en ley, situación que no se advierte en este aspecto. A su turno, en lo que atañe a la aplicación de la Ley 26.773, cabe remitirse al dictamen de la causa CNT 18036/2011/1/RH1, “Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. c/ accidente - Ley especial”, en lo pertinente, por razón de brevedad.


    Ruíz, Paula Lorena en representación de sus hijos J. y G. R. c/ Asociart S.A. s/ Indemnización por fallecimiento


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 18487/2013/1/RH1, 27 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Trámite ante la Corte



    Cuestiones de competencia. Apelación directa a la Corte. Sentencia definitiva. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Denegatoria del recurso.


    Es jurisprudencia de la Corte que las resoluciones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la Ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal, la efectiva privación de justicia o la generación de un menoscabo de imposible, tardía o dificultosa reparación ulterior. Igualmente, cabe recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    Sanabria, Lorenzo c/ Estado Nacional - Ministerio de seguridad - PNA s/ Personal militar y civil FFAA y de Seguridad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 21005214/2012/1/RH1, 09 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. Desistimiento del recurso.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Rizzo, José Luis s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 25442/2015/1/RH1, 01 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Vistas y traslados. Vista de las actuaciones. Nueva vista.


    Se solicita correr traslado a la parte actora para que se pronuncie respecto de lo denunciado en el escrito remitido a esta Procuración General de la Nación, en tanto allí se informa que las partes habrían llegado a un acuerdo sobre la cuestión discutida en este caso. Oportunamente córrase nueva vista.


    Aranda, Juan y otros c/ Provincia del Chaco y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1681/2016, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Acciones de clase. Medidas cautelares. Revisión judicial de actos administrativos. Entes reguladores. Aumento de tarifas. Gas natural. Circunstancias sobrevinientes. Pronunciamiento inoficioso.


    Conforme inveterada doctrina, las sentencias de la Corte Suprema deben ajustarse a las condiciones existentes al momento de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de modo que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. Se ha precisado que la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. Dicha situación se verifica toda vez que la medida cautelar que se cuestiona ya no se encuentra vigente.


    Usuarios y Consumidores Unidos c/ Secretaria de Energía de la Nación y otros s/ Ley de Defensa del Consumidor


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 17423/2014/3/1/RH3, 17 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso.


    Atento lo informado por el Tribunal Oral en lo Criminal Federal de San Martín, la presente contienda se ha tornado abstracta, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.


    S., Ramón Carlos Alberto s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 7858/2015/TO1/2/CS1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso.


    Atento lo resuelto por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, la presente cuestión se ha tornado abstracta, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.


    Z., Lin y otros s/Disparo de arma de fuego y resistencia a la autoridad


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36193/2016/9/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Sentencia.


    Demanda contra Estado Nacional. Medida cautelar. Circunstancias existentes al momento de la sentencia. Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta


    Refinor S.A. c/ Estado Nacional y otros s/ Medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 7/2013/(49-R)/CS1, 01 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Prisión domiciliaria. Arbitrariedad. Pronunciamiento inoficioso. Desestimación del recurso de queja.


    La decisión del a quo no es la que agravia en la actualidad a la parte recurrente, dados los dos pronunciamientos posteriores del juez federal referidos a la misma pretensión, donde se han ponderado las circunstancias sobrevinientes que modificaron el caso analizado en aquella decisión. Por ello, un fallo de la Corte que responda al planteo de arbitrariedad efectuado en el recurso extraordinario interpuesto resultaría inoficioso.


    C. F., Manuel Antonio Luis s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1657/2014/RH1, 21 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 2028/2015/CA1-CS1, "Swiss Medical S.A. c/ Estado Nacional - SSS s/ Amparo Ley 16.986".


    Galeno Argentina S.A. c/ Estado Nacional – SSS s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 2067/2015/CA1-CS1, 05 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSM 21311/2013/1/RH/1: "Operadora de Estaciones de Servicio S.A. c/ Municipalidad de Vicente López s/ acción mere declarativa de inconstitucionalidad".


    Operadora de Estaciones De Servicios - OP.E.S.S.A. c/ Municipalidad de Malvinas Argentinas s/ Acción mere declarativa de derecho


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 5941/2014/1/RH1, 29 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Confirmación de la Sentencia Recurrida.


    Lesa humanidad. Principio de legalidad. Imprescriptibilidad: ius cogens anterior a la Ley 25.779. Garantía de ser juzgado en plazo razonable. Ne bis in ídem. Precedentes: "Arancibia Clavel"; "Simón"; y "Mazzeo". Actuaciones realizadas por juez subrogante. Recusación de los miembros de la Corte: planteo extemporáneo. Valoración de la prueba. Nulidad del requerimiento de elevación a juicio, de los alegatos y de la sentencia del tribunal oral. Penas que vulneran el principio de proporcionalidad y el fin de resocialización. Argumentos insuficientes: meras discrepancias.


    En relación con los agravios referidos al principio de legalidad, a la validez constitucional de la Ley 25.779 y a la garantía a ser juzgado en un plazo razonable, no se logran refutar los argumentos que dan sustento a la decisión apelada en relación con las cuestiones federales planteadas. Sostuvo la Corte en "Arancibia Clavel"; "Simón"; y "Mazzeo" que los delitos de lesa humanidad y su imprescriptibilidad estaban previstos en el derecho internacional como normas de ius cogens vinculantes para nuestro país en la época de los hechos de esta causa. Por ello, carece de fundamento la alegada irretroactividad de la Ley penal más gravosa. El planteo de inconstitucionalidad de la Ley 25.779, fue abordado por la Corte en "Simón", donde se pronunció a favor de su validez constitucional. Allí, sobre la base de precedentes de la CIDH, dijo que la supresión de las leyes de punto final y obediencia debida resulta impostergable. La sanción de la Ley 25.779 no hizo más que materializar y formalizar la manda internacional impuesta al Estado argentino […] que implicaba avocarse al cumplimiento de las obligaciones asumidas en materia de derechos humanos. En relación con el derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable y, en particular, con relación al tiempo transcurrido desde la comisión de los hechos, en los casos que se enmarcan dentro de la categoría de delitos de lesa humanidad, no pueden invocarse limitaciones de ninguna especie a la manda internacional de juzgamiento que pesa sobre el Estado argentino". La Corte dijo en “Simón” que los instrumentos internacionales que establecen esta categoría de delitos, así como el consiguiente deber para los Estados de individualizar y enjuiciar a los responsables, no contemplan, y por ende no admiten, que esta obligación cese por el transcurso del tiempo, amnistías o cualquier otro tipo de medidas que disuelvan la posibilidad del reproche". Tampoco prosperan los planteos sobre la base de la garantía que veda la múltiple persecución penal, toda vez que el artículo 1 de la Ley 23.521, sobre el cual uno de los imputados fue sobreseído, ha sido declarado inconstitucional por la Corte en "Simón" ya que impide la persecución penal de acusados por delitos de lesa humanidad. El derecho internacional establece fuertes restricciones a las posibilidades de invocar la defensa de cosa juzgada para obstaculizar la persecución penal respecto de conductas consideradas delitos de lesa humanidad. En particular, esa defensa no es admisible cuando el proceso finalizó con el sobreseimiento o la absolución de los acusados pero no fue realizado, en rigor, con la intención real de someterlos a la acción de la justicia. Así lo decidió la CIDH en el caso “Almonacid Arellano”, en el que se estableció que el principio del ne bis in ídem, aun cuando es un derecho humano reconocido en el Art. 8.4 de la Convención Americana, no es un derecho absoluto. Por su parte, la Corte Suprema sostuvo en "Mazzeo" que "en el derecho humanitario internacional los principios de interpretación axiológicos adquieren plena preeminencia tanto al definir la garantía del ne bis in ídem como la cosa juzgada. Ello así en la medida en que tanto los estatutos de los tribunales penales internacionales como los principios que inspiran la jurisdicción universal, tienden a asegurar que no queden impunes hechos aberrantes". Respecto a la actuación de un juez subrogante, designado en los términos del Reglamento 76/04 del Consejo de la Magistratura, Corte Suprema convalidó los actos procesales adoptados por los jueces designados sobre la base de esa norma en el caso "Rosza" y que su continuidad en el cargo se ajustó a lo dispuesto por las acordadas 22/2007 y 10/2008. En cuanto a la nulidad de los requerimientos de elevación a juicio, los alegatos y la sentencia del tribunal oral planteados sobre la base de una supuesta indeterminación de los hechos imputados, cabe destacar, en primer lugar, que es doctrina de la Corte que las resoluciones que resuelven nulidades se refieren a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, que, como regla, no son revisables en esta instancia extraordinaria. En el caso, los cuestionamientos ya fueron expuestos en el debate y rechazados por el tribunal de juicio, por lo que los agravios se apoyan en una argumentación que no es más que una reedición de los que sustentaron sus anteriores presentaciones, lo cual atenta contra el debido fundamento exigido para esta clase de recursos, pues no constituye una crítica concreta y razonada del pronunciamiento recurrido. Tampoco prosperan los agravios referidos a la supuesta arbitrariedad en la valoración de la prueba con relación a la comisión de los hechos y a la intervención de los imputados, en tanto remiten al examen de una materia exclusiva de los jueces de la causa y ajena, como regla y por su naturaleza, a esta instancia extraordinaria, y la decisión del a quo constituye una derivación razonada y lógica del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa, lo que descarta la aplicación de la doctrina de la arbitrariedad. Los recurrentes no lograron demostrar la arbitrariedad del razonamiento del tribunal oral, que luce fundado y ajustado a las constancias de la causa. Tampoco negaron que los hechos hubiesen ocurrido, sino la intervención en ellos de los imputados y la falta de prueba del aporte concreto de cada uno de ellos. Tampoco brindaron versiones alternativas de lo ocurrido que explicase con igual o mayor grado de convicción los indicios derivados de la prueba valorada, por lo que en ningún caso se ha logrado demostrar la arbitrariedad invocada. Por el contrario, los argumentos esgrimidos revelan una mera discrepancia con lo resuelto, de acuerdo con una distinta apreciación de la prueba, lo que no alcanza para habilitar la jurisdicción extraordinaria de la Corte. El ejercicio por parte de los magistrados de sus facultades para graduar las sanciones dentro de los limites ofrecidos para ello por las leyes respectivas se vincula con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas, por regla, al ámbito de la apelación federal extraordinaria. La sentencia está fundada en argumentos suficientes y los recurrentes no han demostrado la arbitrariedad del razonamiento, sino que se han limitado a expresar su discrepancia con aspectos ajenos a la vía extraordinaria.


    B., José Tadeo Luis y otros s/ Inf. 144 ter. 1° párrafo – según Ley 14.616


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4756/2014/RH1, 05 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Revocación de la Resolución Recurrida.


    Privación ilegal de la libertad agravada, en concurso real con homicidio agravado. Excarcelación de prisión bajo caución juratoria. Remisión al dictamen de la causa CFP 1075/2006/1OO/1/CS10, “Polo, Carlos Alberto s/ Incidente de excarcelación". Corresponde revocar la sentencia.


    R., Ricardo Raúl s/ Incidente de excarcelación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1075/2006/38/1/CS8, 05 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Privación ilegal de la libertad agravada, en concurso real con homicidio agravado. Exención de prisión bajo caución juratoria. Remisión al dictamen de la causa CFP 1075/2006/1OO/1/CS10, "Polo, Carlos Alberto s/ Incidente de excarcelación". Corresponde revocar la sentencia.


    B., Jorge Daniel s/ Incidente de eximición de prisión


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1075/2006/100/4/CS9, 05 de abril de 2016


    Ver Dictamen

  


  


  
    Capítulo X


    Derecho Procesal Penal


    Etapas del Proceso Penal


    Ejecución


    Competencia del Juez de Ejecución. Control de las Reglas de Conducta.


    Remisión a lo dictaminado en los autos "P. Guido Aníbal s/causa n° 704/2013", letra P, n° 30, libro L.


    P., Claudio Marcelo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4331/2014/RH1, 19 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa P. 30, L. L, “P. Guido Aníbal s/ Causa n° 704/2013”.


    M., Mariel Elisa y otros s/ Inf. Ley 23.737


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12972/2011/TO1/1/1/1/RH1, 14 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Pena Privativa de la Libertad.


    Régimen penal de la minoridad. Homicidio calificado. Arma de fuego. Monto de la pena. Ejecución de la pena. Improcedencia del recurso. Insuficiencia del agravio.


    Meras discrepancias con lo resuelto. Razonable interpretación del derecho aplicable. Dictamen de la causa CSJ 743/2014 50-A/CS1, “A. C. J.”.


    La defensa postula que se omitió considerar que desde temprana edad su asistido se encontró expuesto a una situación de extrema vulnerabilidad de la que el Estado no se hizo cargo. Afirma que la falla del propio Estado no puede justificar la sanción, más aun cuando el tratamiento a aplicar para su reinserción social se cumpla en una unidad penitenciaria para adultos, donde esa finalidad no podrá alcanzarse. La respuesta jurisdiccional brindada en sede provincial a las cuestiones planteadas por la defensa luce ajustada a las constancias del legajo con una razonable interpretación del derecho aplicable. El agravio, en tanto supone desconocer la responsabilidad por la propia inconducta, pasa por alto la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Declaración Universal de Derechos Humanos, que establecen el deber de toda persona "de obedecer la Ley " y sujetarse "a las limitaciones establecidas por la ley". Además, importa una diversa ponderación de los antecedentes, cuya valoración resulta ajena a la instancia extraordinaria por tratarse de cuestiones de hecho y prueba, sin introducir argumentos para desvirtuar lo que luce como una razonable inteligencia de ellos, máxime si se tiene en cuenta que al fundar la necesidad de pena la Cámara también hizo referencia a otras circunstancias que abonan la razonabilidad de aquella afirmación. En tales condiciones, este aspecto no ha sido suficientemente refutado y, por ello, la impugnación resulta improcedente. En cuanto al monto de la pena aplicada, se cuestiona que en materia de menores deben valorarse la necesidad de sanción y su individualización. Además de la insuficiente fundamentación del recurso extraordinario, el planteo se refiere a la ponderación de aspectos cuya naturaleza también excede la vía intentada, sin que se adviertan razones que permitan descalificar lo resuelto según la doctrina de la arbitrariedad. La condena impuesta se adecua a los términos de las Reglas de Beijing aun cuando también contemplan que "las restricciones a la libertad personal del menor... se reducirán al mínimo posible". Con respecto a la modalidad de cumplimiento, el recurrente sostiene que el derecho penal juvenil "no se encuentra dentro de la esfera del servicio penitenciario y las penas de los delitos cometidos por un menor no pueden ser cumplidas en un régimen diseñado para situaciones diferentes". Si bien el agravio no desconoce el texto del artículo 60 del Régimen Penal de la Minoridad, que autoriza que la pena privativa de la libertad que se imponga a un menor se cumpla en "establecimientos para adultos" cuando alcanzare -como en el caso- la mayoría de edad, es pertinente agregar que la Ley 24.660 prevé en su artículo 197 que "los jóvenes adultos de dieciocho a veintiún años deberán ser alojados en instituciones especiales o en secciones separadas e independientes de los establecimientos para adultos”. A ello cabe añadir, que la sentencia de mérito dispuso que la institución respectiva deberá resultar adecuada según las características y necesidades de su tratamiento, lo cual se ajusta a la previsión del artículo 1°, segundo párrafo de la norma citada, en cuanto prevé que "el régimen penitenciario deberá utilizar, de acuerdo con las circunstancias de cada caso, todos los medios de tratamiento interdisciplinario que resulten apropiados". En estas condiciones, aun cuando la edad actual del condenado pondría en duda la vigencia de la objeción expresada por la defensa en cuanto a la modalidad de ejecución de la pena en un establecimiento para adultos, corresponde concluir que esa incuestionada normativa respalda expresamente lo resuelto. La afirmación del recurrente en cuanto a que ese temperamento habrá de conducir al fracaso de la resocialización que persigue, constituye una mera conjetura que carece de valor a los fines pretendidos y que, a la vez, omite refutar lo considerado en el fallo apelado en cuanto a la finalidad de la sanción. Es pertinente señalar que a fin de adecuar el caso a la reintegración social que debe perseguir toda pena, en especial la aplicada a menores, de conformidad con el criterio señalado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en “Mendoza”, la autoridad provincial competente deberá proceder al cumplimiento de esa revisión pues "si las circunstancias han cambiado y ya no es necesaria su reclusión, es deber de los Estados poner a los niños en libertad, aun cuando no hayan cumplido la pena establecida en cada caso, y los familiares de la víctima deberán ser informados al respecto. Si bien esta medida no ha sido planteada por la defensa, su propuesta de oficio en esta instancia viene determinada en aplicación de las "condiciones de vigencia" de los instrumentos internacionales involucrados y del control de convencionalidad que imperativamente compete a este Ministerio Público.


    M., J. A. s/ Robo con homicidio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4294/2014/RH1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Detención Domiciliaria.


    Delitos de lesa humanidad. Detención domiciliaria: requisitos para justificar el beneficio. Precedente “Olivera Róvere”. Obligación de los magistrados de neutralizar riesgo de fuga o entorpecimiento de la investigación. Fundamentación insuficiente. Sentencia arbitraria.


    Dado que la detención domiciliaria es una medida excepcional que está encaminada a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del detenido o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, como el derecho a la salud, y al tener en cuenta que, de acuerdo con lo argumentado por el recurrente, el a quo no ha logrado demostrar que las condiciones del encierro al que estaba sometido el imputado provocasen alguna de esas dos consecuencias ilícitas, su decisión carece de fundamento suficiente. A lo que se debe añadir que el a quo omitió por completo analizar las posibles consecuencias del beneficio otorgado al imputado, en lo referido al riesgo que ello podría implicar para la realización del proceso, por lo que habría desatendido, especial deber de cuidado que pesa sobre los magistrados para neutralizar toda posibilidad de fuga o entorpecimiento de la investigación en procesos como el sub examine, según la doctrina establecida por la Corte en consolidada jurisprudencia. Por ello, también desde esa perspectiva debe descalificarse la decisión del a quo en tanto, salvo la mejor interpretación que de sus propios fallos haga el Tribunal, habría omitido la consideración de un argumento conducente para la adecuada solución del caso (doctrina de la sentencia emitida in re "Olivera Róvere").


    L, Carlos Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14216/2003/602/1/CS3, 05 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Lesa humanidad. Condiciones de detención. Asistencia médica. Prisión domiciliaria. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Omisión de cuestión esencial.


    No se encuentra en discusión la existencia del riesgo procesal que fundamenta la privación preventiva de la libertad del condenado mediante sentencia que aún no está firme, sino la modalidad de su ejecución. Por ello, se recuerda que esta Procuración General ya tuvo ocasión de fijar su posición sobre la detención domiciliaria, al afirmar que se trata de una medida excepcional dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar. En síntesis, sólo en ese caso la concesión de la detención domiciliaria estaría bien fundada. El recurrente objetó que el a quo se basó en informes médicos de los cuales surge que el imputado puede recibir el tratamiento adecuado a sus dolencias en una unidad del servicio penitenciario, lo que se había admitido en la decisión cuestionada. Sin embargo, en el voto que lideró el acuerdo, se afirmó también que el Servicio Penitenciario Federal no había respondido aún si en la unidad donde se encontraba detenido el condenado, se puede cumplir acabada e integralmente con el tratamiento que se recomendó en aquellos informes, por lo que se resolvió excarcelarlo, a pesar del riesgo de fuga no discutido por las partes ni evaluado en la decisión aquí analizada, y disponer su detención domiciliaria. En cambio, el juez Hornos propuso al acuerdo, con base en consideraciones análogas, que se hiciera lugar parcialmente al recurso de la defensa y se remitieran las actuaciones a su instancia de origen para que se ordenara un nuevo informe que aclarara esa cuestión, y se dictara luego otra resolución que lo tuviera en cuenta. Esa solución era la correcta, en tanto la decisión que concedió la detención domiciliaria importó la asunción de un mayor peligro para la realización del derecho penal, en relación con el mantenimiento del encierro en la cárcel, sin haberse tenido siquiera la posibilidad de demostrar, con base en las circunstancias comprobadas de la causa, la existencia de aquella situación excepcional que justifica esa medida. El fallo, entonces, es descalificable como acto jurisdiccional válido al carecer de fundamentación suficiente.


    G., Walter Jorge s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 93306153/2005/TO1/12/3/CS2, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Homicidio con alevosía. Prisión domiciliaria. Prisión perpetua. Intención de eludir la acción de la justicia. Sentencia arbitraria. Omisión de cuestión esencial. Apartamiento de la doctrina de la Corte.


    Remisión al fallo de la causa O. 296, L. XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”.


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente procedente por los mismos motivos expuestos por la Corte, a este respecto, en la causa O. 296, L. XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”, por lo que cabe remitirse a ellos en beneficio de la brevedad. Por otro lado, tiene razón el recurrente cuando tacha de arbitraria la decisión impugnada mediante el remedio federal, en tanto se omitió reexaminar el riesgo de fuga con base en los parámetros elaborados por la Corte para este tipo de casos, a pesar de que medió en autos una nueva circunstancia que así lo requería, es decir, la condena a prisión perpetua de ambos imputados. Y éste fue, justamente, el argumento invocado por el tribunal oral para fundar su decisión, por lo que ese reexamen era necesario. En efecto, aunque no existen constancias de la realización de alguno de los supuestos previstos en el artículo 34 de la Ley 24.660, lo cierto es que a partir del pronunciamiento condenatorio se redujo significativamente la probabilidad de que los imputados obtengan una sentencia definitiva favorable a sus intereses, en comparación con la que contaban hasta el momento de los alegatos, por lo que su situación, evidentemente, ya no es la misma. En síntesis, cabe destacar que las condenas dictadas, aunque no se encuentren firmes, constituyen una decisión sobre el fondo que, como tal, goza de una presunción de acierto que incide desfavorablemente en cuanto al riesgo de fuga, mucho más cuando la pena impuesta es la más grave que prevé nuestro ordenamiento. Y al haberse limitado el a quo a descalificar la revocación del beneficio considerado sin reexaminar ese riesgo, se apartó de la jurisprudencia, en particular en cuanto al especial deber de cuidado que deben observar los jueces en estos casos. Por otro lado, cabe recordar que la detención domiciliaria es una medida excepcional que, según ya lo sostuvo esta Procuración General, está encaminada a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del detenido o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, por lo que si desaparecen las circunstancias idóneas para provocar alguna de esas dos consecuencias del encarcelamiento, la medida deja de estar justificada. Por ello, no se puede desconocer que el tribunal oral, al adoptar la decisión cuestionada, dispuso que un perito del Cuerpo Médico Forense de la Corte revisara a los condenados e informara si se encontraban en condiciones de permanecer alojados en las unidades penitenciarias donde habían sido trasladados, pese a lo cual el a quo no verificó, con base en los respectivos informes, si subsistía alguna de aquellas circunstancias, antes de resolver si correspondía mantener la medida revocada por el tribunal oral. Esa omisión lleva a concluir que su decisión, también desde esta perspectiva, debe descalificarse como acto jurisdiccional válido, al haberse prescindido del análisis de una cuestión conducente para la adecuada solución del caso.


    V., Ariel Rolando y otros s/ Homicidio agravado con ensañamiento


    FTU-Justicia Federal de Tucumán, 81810258/2011/TO1/1/1/1/RH2, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Libertad Condicional.


    Constitucionalidad de la prisión perpetua: remisión a lo dictaminado in re C.2641.XXXIX, “Chueke, Daniel Isaac”. Humanidad y proporcionalidad de las penas: dictamen en el caso L.533.XLI, "Leguizamón, Abel Alberto" Agravación por reincidencia: remisión a lo dictaminado en "Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11835". Imposibilidad de acceder a la libertad condicional. Otros medios de morigeración de la pena. Ley 24.660.


    La apelación suscita el tratamiento de cuestiones que ya han sido consideradas en casos anteriores que guardan analogía con el presente. En particular, con lo dictaminado en C.2641.XXXIX, "Chueke, Daniel Isaac y otros s/ homicidio agravado por el vínculo etc." en especial, apartados IX a XVI del dictamen. La adopción de la pena de prisión perpetua, tal como se encuentra regulada en el derecho nacional, está dentro de las atribuciones de política criminal que la Constitución Nacional reserva al Congreso, y no hay nada en el derecho internacional de los derechos humanos que conduzca a negar de plano esa facultad. La flexibilidad que ofrece el régimen de ejecución de las penas privativas de la libertad que regula la Ley 24.660, así como la capacidad del Poder Ejecutivo de enmendar posibles injusticias particulares por la vía del indulto y la conmutación de penas -en este caso, en virtud de la disposición del artículo 128, inciso 5, de la Constitución de la Provincia de Mendoza- tornan manifiestamente improcedente el planteo genérico de que la sanción de prisión perpetua es incompatible con los principios de humanidad y proporcionalidad de las penas, y con el objetivo de que ellas se orienten a la readaptación social de los condenados (cf. también, en sentido equivalente, dictámenes de esta Procuración General de la Nación en Fallos: 329:2440 y en el caso L.533.XLI, "Leguizamón, Abel Alberto"). Por otra parte, como se ha desarrollado in extenso al dictaminar en el caso A.558.XL VI, "Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11835", no hay violación de derecho constitucional alguno en el hecho de que la legislación ajuste la respuesta penal por un delito a la historia punitiva del condenado, tal como ocurre con el régimen de agravación por reincidencia que regula el Código Penal (cf., en especial, apartado V). Como se sostuvo en esa ocasión (cf. apartado VI), tampoco hay inconstitucionalidad en que dicha agravación punitiva consista específicamente en la pérdida del derecho a aspirar al régimen de libertad condicional de los artículos 13 a 17 del Código Penal, y 28 y siguientes de la Ley 24.660. Pues, además de no exceder los amplios márgenes de discrecionalidad que la Constitución le atribuye al Congreso en materia de política criminal, la agravación por reincidencia regulada en el Código Penal no importa privar al interno del acceso a otros mecanismos de atenuación paulatina de las restricciones propias de las penas de encierro carcelario -incluyendo alguna modalidad de egreso anticipado de la prisión- a los que tiene derecho, en línea con el fin de reforma y readaptación social que asignan a las penas privativas de la libertad los artículos 5.6 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 10.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.


    G., J.E.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1768/2014/RH1, 21 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Revocación del rechazo de apertura de legajo de libertad condicional. Inexistencia de agravio irreparable. Ausencia de sentencia definitiva: se desiste del recurso.


    La resolución impugnada no reviste el carácter de sentencia definitiva y tampoco el recurrente ha demostrado la existencia de un agravio de imposible o tardía reparación ulterior que autorice a equipararla a tal. En lo sustancial, el reenvío ordenado por el a quo propició el inicio de una incidencia destinada a evaluar la pertinencia de conceder o denegar la incorporación del condenado al régimen de libertad condicional. En tales condiciones, la decisión del a quo no es de la especie de aquellas que son materia de tratamiento en esta instancia.


    Q., Lucas Saúl s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública y resistencia o desobediencia a funcionario.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39997/2013/TO1/1/1/1/RH1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Instrucción


    Duración de la Instrucción. Prórroga de la Instrucción. Derecho a Ser Juzgado en un Plazo Razonable.


    Plazo máximo para la investigación preparatoria. Derecho a ser juzgado en un plazo razonable. Provincias carecen de facultades para establecer causas de extinción de la acción penal. Procedencia del recurso.


    En antiguos precedentes sobre cuestiones similares a la aquí planteada, la Corte sostuvo que, cualquiera sea el propósito de su legislación, las provincias no pueden alterar en forma alguna la Ley de fondo; por consiguiente, carecen de facultades para establecer una causa de extinción de la acción penal que no está prevista en el Código Penal. En el mismo sentido, ha dicho la Corte que "la facultad de las provincias de legislar sobre procedimientos judiciales lo es sin perjuicio de las disposiciones reglamentarias que sancione el Congreso Nacional cuando considere el caso de prescribir formalidades especiales para el régimen de determinados derechos establecidos en los códigos fundamentales que a él incumbe dictar. Se circunscribe así la facultad de las provincias en materia procesal a lo que positivamente debe comprenderse en ella, vale decir que, si pueden señalar las reglas de acuerdo con las cuales los procesos vinculados con aquellos códigos han de sustanciarse y terminarse, tal atribución no autoriza a destruir ni anular los preceptos de aquellas leyes fundamentales que al Congreso corresponde sancionar"; por ello "las leyes procesales cuando emplazan o conminan para la realización de cierto acto dentro de determinado tiempo, sólo pueden sancionar el incumplimiento o la omisión por la vía de la caducidad del derecho a cuyo ejercicio se insta, pero no decidir la pérdida de acciones propias de una materia distinta de la que conforma la sustanciación solemne y prolija de los juicios". En ese precedente, la Corte afirmó expresamente que sólo el Congreso de la Nación se halla autorizado a establecer las causas de extinción de la acción penal y, por lo tanto, declaró inconstitucional una norma local que decidía que la inactividad de las partes durante cierto lapso conducía al sobreseimiento. La última reforma y ampliación del régimen de extinción de la acción penal que llevó a cabo el Congreso Nacional a través de la reciente sanción de la Ley 27.147 conduce a pensar que no hay motivos que justifiquen abandonar la tesitura expuesta en el párrafo anterior. En efecto, el nuevo artículo 59 del Código Penal contempla, además de las anteriores causas de extinción de la acción por muerte del imputado, amnistía, prescripción y renuncia del agraviado en los delitos de acción privada, tres nuevas basadas en institutos del derecho procesal más avanzado: la extinción por aplicación de un criterio de oportunidad, por conciliación o reparación integral del perjuicio y por el cumplimiento de las condiciones de la suspensión del juicio a prueba. De este modo, ha quedado reafirmado en la práctica del Congreso que el régimen de la extinción de la acción penal está incluido en el derecho común de fondo que a él le incumbe dictar, inclusive en supuestos basados en la aplicación de reglas procesales que hoy se encuentran previstas en la mayoría de los códigos de procedimiento provinciales, como lo demuestra claramente el nuevo texto del artículo 59 del Código Penal.


    P., Brian Alan s/ Homicidio simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2646/2015/CS1, 19 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Excarcelación.


    Excarcelación. Circunstancias que impiden la excarcelación. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias.


    A los fines del juicio prospectivo previsto en el artículo 319 del código ritual, la Corte consideró relevante, entre otras circunstancias, que el proceso se encontrara en plena etapa de investigación y que el imputado fuera alguien entrenado y capacitado para ejecutar órdenes funcionales a un aparato de represión ilegítima que, como el montado durante el último gobierno militar, operó en la clandestinidad y demostró eficacia para eliminar pruebas y no dejar rastros de los crímenes cometidos, por lo que aún hoy existen arduas dificultades para conocer la verdad de lo ocurrido. Y también que esta realidad haya sido favorecida por la actuación corporativa posterior de los responsables de tales crímenes y de quienes les prestaron apoyo desde dentro y fuera de sus estructuras de acción. Así pues, el nuevo argumento esgrimido por el a quo se aparta de la jurisprudencia de la Corte para fundar la decisión precedente, en la medida en que la falta de prueba acerca de que el imputado, hasta el momento, no hubiera realizado maniobras elusivas desde que le fuera concedida la libertad algunos meses antes, no fue considerada como suficiente para suprimir el valor que adquieren las otras ponderadas en esa jurisprudencia como restrictivas de la excarcelación, como las mencionadas previamente.


    M., Jorge Luis y otros s/ Privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis, inc. 1)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17669/2003/15/2/1/1/1/RH5, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Falta de Mérito.


    Auto de falta de mérito. Tráfico de estupefacientes. Sentencia arbitraria. Gravamen irreparable. Errónea apreciación de la prueba. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Falta de contestación de agravios. Falta de prueba.


    Las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa son en principio ajenas a la instancia del recurso extraordinario. Sin embargo, cabe hacer excepción a tal doctrina ya que la Cámara de Casación rechazó la pretensión recursiva del representante de este Ministerio Público de modo dogmático y sin considerar las particulares circunstancias sobre las que el fiscal recurrente se apoyó para alegar la equiparación del fallo de segunda instancia a una sentencia definitiva, por sus efectos concretos en el desarrollo del procedimiento. En su apelación federal el fiscal expuso adecuadamente las razones por las cuales dicha resolución genera a esta parte un perjuicio de imposible reparación ulterior porque, como expuso el fiscal de casación, la prueba incorporada al sumario permite inferir que no hay otra medida pendiente que mejore la probabilidad requerida para el dictado de un procesamiento. Sostener la resolución impugnada se convierte entonces en un eufemismo para la paralización del sumario hasta el cumplimiento de los plazos prescriptivos. Las afirmaciones de la cámara federal de Posadas, merecían una conclusión distinta dado que el procesamiento no exige un grado de certeza sino tan sólo la probabilidad de la comisión de un hecho ilícito y la participación del imputado en él que bien podría acreditarse durante el debate ya que el hecho de no haberse encontrado sustancia ilícita en su domicilio no obsta a esa probabilidad, máxime cuando el resto de los elementos colectados permiten presumir su encumbrada posición en la organización destinada al tráfico de estupefacientes en su modalidad de tenencia para comercialización. Ese panorama imponía una decisión que permitiera el avance de la causa contra todas las personas sindicadas en la organización del tráfico, tal como el fiscal recurrente consideró y expuso como crítica a la consideración aislada de un elemento probatorio. El a quo ignoró cuestiones y argumentos relevantes para la solución del caso, y por ello la sentencia apelada carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido. Por otra parte la cámara casación canceló la vía recursiva con base en la característica provisoria de los autos de procesamiento y de falta de mérito, pero sin que se advierta ni tampoco lo señaló el tribunal de segunda instancia ni el a quo medida de prueba alguna cuya producción se encontrara pendiente y que permitiera alterar en el futuro la situación del imputado, con lo que el ministerio público fiscal se ve impedido de continuar con su función constitucional de garantizar el interés social en el caso. Esa imposibilidad se agrava a la luz del avance de las actuaciones con respecto a los imputados, lo que permite suponer que la falta de mérito en crisis resultará en una solución definitivamente salvadora respecto de quien se encuentra sindicado como miembro de la organización destinada al tráfico de estupefacientes. Todo lo afirmado evidencia que era necesario un examen profundo de los tribunales inferiores acerca del planteo por el que el recurrente pretendió su intervención en el caso, teniendo en cuenta que la decisión impugnada contraría los compromisos internacionales asumidos en la materia.


    A., Alberto y otros s/ Infracción Ley 23.737 presentante: División Toxicomanía, Unidad Regional II Oberá s/ Eleva denuncia anónima y otro


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 20/2015/13/1/RH4, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Sobreseimiento.


    Vertimiento de desechos. Contaminación de aguas. Sobreseimiento. Sentencia arbitraria. Violación al debido proceso. Acceso a la justicia. Errónea apreciación de la prueba. Falta de contestación de agravios. Protección del medio ambiente.


    Precedente de Fallos: 328:1108 (Di Nunzio).


    Lo resuelto por la cámara de casación significó un apartamiento de las normas que regulan ese medio de impugnación, en tanto la propia Ley prevé que el fiscal puede recurrir las sentencias que hagan imposible la continuación de las actuaciones (artículo 457 del CPPN), más aun cuando, como en el caso, el recurrente sostiene fundadamente además la arbitrariedad de dicha resolución. Sin embargo, el a quo no sólo descartó de manera dogmática los agravios que sustentaban el recurso, sino que además invocó doble conformidad judicial favorable a los acusados sin atender a que el hecho de que una sentencia o actos anteriores deban quedar firmes en última instancia por recurso del imputado y su defensa, no obsta al ejercicio del derecho de la parte acusadora a la anulación de una sentencia inconstitucional por arbitrariedad. De todo ello se colige que la clasificación del planteo fiscal como una cuestión insusceptible de ser tratada por la vía casatoria implicó privar a esta parte del acceso a una instancia legalmente prevista para la revisión del pronunciamiento de la cámara de apelaciones, que desvinculó de forma definitiva a los imputados a través de un examen fragmentado de los elementos obrantes en la causa y sin responder a los relevantes argumentos que el representante de este Ministerio Público había presentado para demostrar lo prematuro y arbitrario de tal decisión. En ese sentido, los magistrados que integraron el voto mayoritario de la cámara de apelaciones no sólo confirmaron el sobreseimiento dispuesto sin haber arribado a la certeza negativa de que el hecho denunciado nunca ocurrió, sino que tampoco explicaron siquiera mínimamente sobre qué base consideraban que se hallaba configurada en autos la insuperable circunstancia de duda en que parecen apoyar su decisión desincriminante en este estado del proceso. Por el contrario, la mayoría de los integrantes de la cámara de apelaciones ciñeron el análisis relativo a la prosecución de las actuaciones únicamente a la sanción de nulidad -por entonces recurrida- con la que el magistrado instructor excluyó la prueba química efectuada, sin ponderar la existencia de otros elementos obrantes en la causa. A esa mirada sesgada de las constancias de la causa que desvirtúa per se la sentencia de la cámara de apelaciones con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad, se añade la omisión de examinar, cuanto menos tangencialmente, la realización de otras medidas probatorias propuestas por el fiscal que podrían arrojar elementos útiles para sostener la imputación dirigida en autos. No obstante, sin pronunciarse tampoco sobre ese punto ni señalar -cuanto menos- alguna circunstancia de la que pudiera inferirse la ineficacia de dicha diligencia para establecer la toxicidad de la sustancia desechada, los magistrados que integraron el voto mayoritario proclamaron la falta de fuentes que permitieran continuar la investigación en curso y, sobre esa genérica afirmación, confirmaron sin más el sobreseimiento dictado. En ese contexto, el fallo de la cámara de apelaciones, que confirmó una resolución que impide el descubrimiento de la verdad jurídica objetiva, sin siquiera considerar la pertinencia de una prueba esencial propuesta por este Ministerio Público Fiscal, no sólo resulta arbitraria sino que importa una afectación del adecuado servicio de justicia garantizado por el artículo 18 de la Constitución Nacional, puesto que los jueces no pueden sustraerse a lo que es propio de su ministerio sin menoscabo evidente de la mencionada garantía constitucional. En tales condiciones, y en atención al carácter federal del agravio planteado ante el a quo, no cabe duda de que era además aplicable al sub lite la doctrina del precedente de Fallos: 328:1108 (Di Nunzio), y que la decisión de rechazar el recurso de casación ante él interpuesto implicó un apartamiento arbitrario de esa doctrina que descalifica lo resuelto como acto jurisdiccional válido. A todo ello, cabe añadir una última circunstancia que robustece la demanda de este Ministerio Público para que la Cámara Federal de Casación Penal trate los agravios oportunamente planteados contra la confirmación del sobreseimiento dispuesto en autos. Concretamente, a la sentencia mediante la cual la Corte otorgó firmeza a la nulidad del informe químico. Al respecto, en la medida en que en dicho pronunciamiento no equiparó a sentencia definitiva la confirmación de la nulidad de la prueba química impugnada, es posible inferir que esa conclusión responde a la idea de que se trata de una diligencia reproducible y, por consiguiente, que no era aquél sino precisamente este recurso el marco correcto para tratar la cuestión probatoria propuesta y en la que, principalmente, el fiscal sustenta la prosecución de la causa. Corresponde al a quo examinar la pertinencia de tomar nuevas muestras para establecer la toxicidad de la sustancia desechada. A tal fin, de la mera circunstancia de que la planta opere de manera continua pero cíclica no se deriva la imposibilidad de reproducir la prueba anulada, puesto que lo determinante a ese efecto no es si el volcado de los desechos se realiza de modo ininterrumpido o no, sino si se trata de los mismos residuos. De tal suerte, si la composición de los efluentes no ha variado, no hay razón para suponer que no pueda comprobarse todavía el delito que dio inicio a estas actuaciones. En consecuencia, la sentencia impugnada debe ser dejada sin efecto a fin de hacer posible tal análisis en el marco del recurso de casación oportunamente interpuesto, lo que además permitirá cumplir con la obligación de control y de no restricción de las medidas que estén al alcance de los poderes del Estado y que sean conducentes para la protección del ambiente, toda vez que en algunos casos, su omisión podría traducirse en una reducción de la protección del derecho humano fundamental consagrado en el artículo 41 de la Constitución Nacional. Máxime en supuestos en los que, como en el sub examine, las constantes demoras injustificadas en el trámite de las actuaciones podrían menoscabar la efectiva tutela judicial que las cuestiones referidas a la salud pública y el medio ambiente requieren.


    C. y otros s/ Infracción Ley 24.051


    FTU-Justicia Federal de Tucumán, 400880/2006/1/1/RH1, 29 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Sobreseimiento de Oficio.


    Sobreseimiento de oficio. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Derivación razonada del derecho vigente.


    El artículo 361 del Código Procesal Penal de la Nación permite al tribunal de juicio sobreseer sin la realización del debate a quienes ya se ha decidido -sobre la base de la prueba producida durante la instrucción- que habrían de ir a juicio para que se adjudique en esa instancia la acusación que pesa en su contra. Sin embargo, la posibilidad de esa solución anticipada que regula la norma en cuestión está condicionada expresamente en la Ley a que el sobreseimiento corresponda por ciertos motivos específicos -a saber, inimputabilidad, extinción de la acción penal, aplicación del artículo 185, inciso 1, del Código Penal, o de una Ley posterior más benigna- y al hecho de que ellos surjan de "nuevas pruebas", es decir, de evidencia no considerada al resolver previamente la elevación a juicio. En el caso en examen, en cambio, sin otro fundamento que una vaga alusión a "razones de economía y eficacia procesal" el a quo reconoció al tribunal la facultad de clausurar el procedimiento mediante el dictado de un sobreseimiento sin juicio fuera de los motivos específicos de sobreseimientos incluidos en el citado artículo 361. En otras palabras, el tribunal de juicio se arrogó la atribución de privar al Ministerio Público de la audiencia de debate a la que tenía derecho y en la que pretendía acreditar la responsabilidad penal de los imputados, y la cámara confirmó esa medida extra legem sin más justificación que una fórmula vacía. Eso priva a la sentencia del a quo de la fundamentación suficiente para darle sustento. La decisión impugnada no es, en esa medida, la derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa a la que todas las partes tienen derecho.


    C., José Eduardo y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39502/2008/TO1/1/RH1, 02 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Juicio


    Juicios Especiales. Juicio Abreviado. Recursos. Sentencia. Recurso de Casación.


    Juicio abreviado: sentencia absolutoria que contradice los términos del acuerdo. Pretensión punitiva del Ministerio Público. Art. 431 bis del C.P.P.N. Sentencia arbitraria: apartamiento de la normativa aplicable.


    Lleva razón el recurrente pues el a quo debió tratar el recurso de casación que dedujo el Ministerio Público, en aplicación de la jurisprudencia según la cual "siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de esta Corte, por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, estos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal a los efectos del Art. 14 de la Ley 48". En efecto, en el caso en examen el apelante objetó la decisión del tribunal oral que, con injustificada prescindencia del texto legal aplicable, en lugar de rechazar el acuerdo de juicio abreviado que la fiscalía había presentado con la conformidad de la defensa del imputado y remitir la causa al tribunal que le siguiera en turno para la realización del juicio en los términos de los artículos 354 y siguientes, como establece el artículo 431 bis, inciso 4, del Código Procesal Penal de la Nación, se atribuyó jurisdicción para emitir un pronunciamiento absolutorio y clausuró así, en abierta violación del procedimiento legal aplicable, la pretensión acusatoria del Ministerio Público. Ello constituye un caso de arbitrariedad que habilita la competencia extraordinaria de la Corte de conformidad con su doctrina según la cual el apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso debe conducir a la descalificación de la resolución como acto judicial, a efectos de asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan al Ministerio Público Fiscal, que exigen que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa. En tales condiciones, como lo postula el recurrente, resultan de aplicación los precedentes registrados en Fallos: 328:1108 y 329:6002.


    M., Ramón Roberto y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 12010185/2012/4/1/RH2, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    General


    Actos Procesales


    Exhortos.


    Contienda negativa de competencia. Exhorto: declaración indagatoria en la jurisdicción del domicilio del imputado. Remisión a lo dictaminado en Comp. 3 L. L, Bonfantino, Hugo Osvaldo s/ Extorsión.”


    S R, Marcelo Víctor y otro s/ Estafa dam: Fumagalli, Cecilia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5104/2014/1/CS1, 09 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Exhorto: declaración indagatoria en otra provincia. Renuencia del juez exhortado. Corresponde se cumpla la rogatoria.


    Tiene dicho el Tribunal que la renuencia para el cumplimiento de una rogatoria constituye un caso de conflicto entre jueces que corresponde a la Corte dirimir. También, que el juez del sumario puede dirigir exhorto al juez del lugar donde se encuentra el acusado, para que se le tome declaración indagatoria, y la comisión debe ser cumplida por el último (Fallos: 94:344 y 308: 1679), ya que aquél y no el comisionado, es el que se halla en mejores condiciones para juzgar si la declaración indagatoria debe ser recibida personalmente o si puede encomendarse al juez del lugar donde se encuentra el procesado, sin que ello afecte substancialmente la garantía de defensa en juicio. Por lo tanto y toda vez que los motivos invocados por la Juez mendocina para rechazar el cumplimiento de la diligencia, no encuentran sustento en las disposiciones de la Ley 22.172, corresponde que ese tribunal de curso al exhorto.


    A., Sergio Damián y otro s/ robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50909/2013/1/CS1, 21 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Resoluciones Judiciales.


    Homicidio culposo. Extinción de la acción penal. Resoluciones equiparables a definitiva. Resoluciones anteriores a la sentencia.


    Tiene dicho la Corte que las resoluciones que deniegan la prescripción de la acción penal, entre otras cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal, no constituyen por regla general, sentencia definitiva a los efectos del artículo 14 de la Ley 48. Si bien el Tribunal también ha sentado el criterio de que dichas resoluciones pueden ser equiparadas a definitivas en sus efectos, en la medida en que quepa presumir que hasta la sentencia final transcurriría un lapso tan prolongado que por sí solo irrogue al procesado un perjuicio que no podrá ser ulteriormente reparado, esa situación no se presentó en este caso, ni el recurrente lo alegó en sustento de su impugnación. En ese sentido, se advierte que los recursos extraordinarios cuyos rechazos motivaron la queja sub examine, fueron deducidos, y tres meses después, se llevó a cabo el juicio abreviado solicitado por los imputados, mientras que la sentencia de condena fue pronunciada ese mes. Esa última resolución constituye estrictamente la sentencia definitiva de la causa, al haberse pronunciado de modo final sobre el hecho objeto de acusación, y -conforme surge del informe que adjunto al presente dictamen- las defensas abandonaron la vía impugnativa que habían deducido en su contra con base en la supuesta prescripción de la acción, desde que no dedujeron recurso extraordinario federal contra la decisión por la que el superior tribunal local declaró inadmisible el recurso de casación. Resulta pertinente destacar, asimismo, que el día en que efectuaron esta presentación directa ante la Corte los defensores formularon otro planteo de prescripción, basado en idéntico argumento, y no impugnaron la decisión por la que el juez en lo correccional lo rechazó. Y aunque lo reiteraron ese año, al día siguiente expresamente desistieron de él.


    C., Marcos Ariel y otros s/ Homicidio culposo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3759/2014/RH1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Extradición


    Extradición solicitada por el Estado de Israel. Alegada ausencia de doble incriminación y falta del cómputo del tiempo de detención. Pretendida aplicación de la cláusula legal de excepción: ausencia de riesgo a sufrir tratos crueles, inhumanos o degradantes.


    El tratamiento del examen de la doble incriminación resulta inadmisible, toda vez que es fruto de una reflexión tardía y fue introducido recién en esta instancia, razón por la que corresponde su rechazo in limine. No obstante, no asiste razón en dicha nulidad en tanto esa sanción requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, pues no procede su declaración en el sólo interés del formal cumplimiento de la ley, ya que resulta inaceptable la declaración de una nulidad por ella misma, y en el caso, no se observa gravamen alguno que amerite tal solución, con la consecuente dilatación del fin del procedimiento. Respecto al planteo de que no se brindó la garantía exigida por el artículo 11.e de la Ley 24.767, cabe decir que el tribunal extranjero no se encuentra obligado a contemplar el tiempo que el requerido permaneció privado de su libertad en suelo nacional para efectuar el cómputo de la pena a cumplir. Esto es así ya que el requisito en cuestión no se encuentra contemplado legalmente, ni en previsión convencional alguna, desde que esa exigencia se limita únicamente al lapso que la persona cuya entrega se reclama permaneció encarcelada a disposición del trámite extraditorio, en tanto es la única privación de la libertad que se originó a consecuencia del proceso que se sigue en el extranjero y que debe ser contemplada por las autoridades pertinentes al momento de resolver sobe su situación personal y procesal, circunstancia a la cual se comprometió el Estado de Israel. Sostiene la defensa que el requerido correría serio riesgo de sufrir un tratamiento incompatible con los estándares internacionales de los derechos humanos. Para que se tome operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que de concederse la entrega el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos deben ser infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Esto es, ni más ni menos, que la positivización del principio del ius cogens de non refoulment, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro donde no serán respetados sus derechos fundamentales. Ante una situación como la descripta, el país donde se encuentra el individuo buscado debe brindarle refugio. La razón de esta imposición en cabeza de los sujetos de derecho internacional es obvia, pues son responsables de la seguridad de la persona que se encuentra en su territorio. Y como no puede haber extradición más que entre Estados, por cuanto éstos son los únicos que pueden ser parte en ella, la exclusión de la entrega debe obedecer a una manifiesta inacción o incorrecto proceder de los representantes, organismos o instituciones del país requirente, quienes fallan en su deber de garantir a todos sus habitantes los derechos humanos reconocidos en los instrumentos multilaterales. Debe entonces determinarse si las deficiencias en las condiciones de detención en los establecimientos carcelarios de Israel, pueden generar en el Estado requerido la obligación de no entregar al extraditurus, situación que no se advierte de los informes presentados. Esto es trascendente, en tanto la defensa aduce que su representado será sometido a violentos interrogatorios -físicos y mentales- para que delate a compañeros criminales, lo que queda desvirtuado a partir de que esas acciones y las que puedan realizarse en consecuencia de ese hecho, se encuentran penalmente conminadas.


    A., Yaniv s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11502/2014/CA1-CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Extradición solicitada por el Estado Plurinacional de Bolivia. Autenticidad de la documentación remitida por vía diplomática. Competencia del país requirente. Condiciones de detención.


    En lo que respecta a la legalización de la documentación que integra la solicitud formal de extradición el artículo 4 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767) prescribe que "la documentación remitida por vía diplomática no requerirá legalización" y que "la presentación en forma de los documentos hará presumir la veracidad de su contenido y la validez de las actuaciones a que se refieran". Asimismo, el Tratado Internacional de Derecho Procesal de Montevideo de 1889, que informa en lo pertinente este trámite, reza que "la legalización se considera hecha en debida forma, cuando se practica con arreglo a las leyes del país de donde el documento procede, y éste se halla autenticado por el agente diplomático o consular que en dicho país o en la localidad tenga acreditado el Gobierno del Estado en cuyo territorio se pide la ejecución" (artículo 4). Concordantemente con estas previsiones, la Corte ha sostenido en numerosas oportunidades la validez de los elementos que acompañan los auxilios internacionales, en función de que se encuentran al amparo de la fe que le prestan, doblemente, el ministro extranjero que solicita la extradición y el Ministerio de Relaciones Exteriores que le da curso. Al haber sido introducido el pedido por vía diplomática, no puede dudarse de su autenticidad, pues, los documentos acompañados que se dirigen a cumplimentar la demanda de la doble subsunción y de la prescripción satisfacen lo exigido por el tratado multilateral. Respecto a la competencia del país requirente, el instrumento internacional prescribe específicamente: "los delitos, cualquiera que sea la nacionalidad del agente, de la víctima o del damnificado, se juzgan por los tribunales y se penan por las leyes de la Nación en cuyo territorio se perpetran" (artículo 1). En lo que se refiere a las deficientes condiciones de detención bajo el sistema penitenciario de Bolivia que implicarían un tratamiento incompatible con los estándares internacionalmente reconocidos de los derechos humanos, el recurso ordinario resulta infundado en tanto constituye una reiteración de los argumentos expuestos en el debate y que fueron considerados por el a quo de forma ajustada a derecho, al Tratado de Derecho Penal Internacional suscripto en Montevideo en 1889, y en lo pertinente, a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767), sin que la parte se hiciera cargo en esta oportunidad de las razones brindadas en esa instancia para desestimarlos, lo que determina, sin más, su rechazo.


    A., Eduardo Camilo s/ Extradición


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 5830/2015/CS1, 05 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Extradición solicitada por el Reino de España. Organización criminal dedicada al tráfico de estupefacientes: cuestionamiento de la calificación legal y participación delictiva. Improcedencia de los agravios: mera reiteración de los ya planteados. Reclamo carente de entidad para dar intervención a la CSJN.


    Los agravios planteados por la asistencia técnica del imputado esencialmente constituyen una mera reiteración de lo ya ventilado a lo largo del proceso y luego en el debate, y que fueron considerados por el a quo de forma ajustada a derecho, al Tratado de Extradición y Asistencia Judicial en Materia Penal con el Reino de España (ley 23.708), y de forma supletoria, a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767), sin que la parte se hiciera cargo en esta oportunidad de refutar las razones brindadas en esa instancia para desestimarlos, lo que determina, sin más, su rechazo. Los reclamos de la defensa carecen, además, de la entidad que permitiría a la Corte soslayar ese óbice formal, máxime si se observa que sin perjuicio de su falta de fundamentación, van más allá de la "relación sumaria" que prevé el artículo 15.2.a del tratado bilateral aplicable; y se dirigen a discutir cuestiones relacionadas, en definitiva, con el grado de intervención del requerido en el transporte de estupefacientes y en la organización criminal que se le imputan ante la justicia española, que de acuerdo a la jurisprudencia del Tribunal, deben ser planteados ante las autoridades competentes del país que solicita la extradición, que son las que poseen la competencia para decir a su respecto. El planteo que cuestiona que el hecho se haya calificado como participación en una organización criminal, y que recién se habría suscitado en la sentencia apelada, pues hasta entonces se lo había encuadrado como transporte de estupefacientes, pasa por alto aspectos relevantes que surgen de las actuaciones. En primer término, se juzgó acreditado el requisito de doble subsunción y se interpretó que prima facie la conducta por la que se reclama configuraba contrabando de estupefacientes agravado por la participación de tres o más personas. Esta calificación del tribunal a quo no ha sido materia de agravio puntual, sino sólo bajo los reiterados contra la ausencia de los requisitos formales en la solicitud, lo cual permite afirmar que se trata de un aspecto firme del fallo que resta entidad a la impugnación. Asimismo, desatiende que ya en la exposición de los hechos obrante en la circular roja de Interpol se describe la existencia de una organización criminal y que esa descripción específica le fue informada junto con la referida al transporte de drogas. Por lo demás, ese encuadre también surge de los recaudos acompañados con el formal pedido de extradición, donde se transcribe el precepto del Código Penal español que tipifica la "organización delictiva" dedicada a estupefacientes, lo cual desvirtúa la invocada ausencia de ese requisito normativo. En este sentido, es oportuno destacar que al describirse la "penalidad" aplicable el caso, el Estado requirente indicó que "es de 12 años de prisión" y que ése es el máximo previsto para esa modalidad comisiva. La invocación de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas para pretender subsanar con legislación general la competencia territorial a los fines de corregir de oficio las falencias del pedido de extradición del país requirente es un agravio que carece de fundamentación suficiente, basta señalar que se dirige contra la mención subsidiaria de ese acuerdo internacional y omite toda referencia al artículo 11, inciso b), del tratado bilateral y al precedente de la Corte de Fallos: 329:1425, sobre cuya base el tribunal a quo juzgó, con acierto, que se hallaba acreditada la habilitación de la jurisdicción española para conocer en el hecho que allí se imputa a su asistido.


    A. M., Luis Eloy s/ Extradición


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 25119/2015/CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Extradición solicitada por la República de Italia. Condena dictada in absentia. Doctrina "Nardelli". Necesidad de asegurar garantías fundamentales. Montos de penas necesarios. Tiempo transcurrido: prescripción de la penas. Improcedencia de la extradición.


    En primer término, existe doctrina que obsta a la procedencia de la entreayuda, pues se trata de procesos en los cuales el imputado fue juzgado y condenado en ausencia y su asistencia técnica no fue ejercida por abogados de su confianza sino por defensores de oficio. Estas circunstancias impiden reconocer la observancia de las garantías que nuestro orden público exige para autorizar la extradición, pues -como se dijo- la sola posibilidad de ser oído o impugnar la condena que contempla el régimen procesal penal italiano no alcanza a satisfacer la amplitud con que sus garantías fundamentales deben asegurarse. En cuanto a otra de las sentencias, si bien la condena también fue dictada en ausencia, consta que el nombrado fue asistido por un abogado de su confianza durante el proceso, quien solicitó su absolución y, subsidiariamente, el mínimo de la pena. Sin embargo, esas circunstancias, aun cuando permitan afirmar que conoció la imputación y que optó por ejercer exclusivamente a través de su letrado su derecho de defensa en el juicio, tampoco cubren la observancia de las garantías fundamentales con el alcance aludido. Por último, corresponde considerar los dos casos en los que el fiscal apelante ha basado su agravio. Se trata de sentencias de la justicia italiana, que si bien también fueron dictadas en contumacia, en cada una de esas causas el imputado designó y fue representado por dos abogados de su confianza, quienes con el respectivo acuerdo del Ministerio Público Fiscal solicitaron la definición anticipada de los procesos mediante la aplicación de la pena con arreglo a los artículos 444 y ss. del Código Procesal Penal italiano, que implica admisión de culpabilidad, los cuales fueron homologados judicialmente. Pasar por alto esta relevante circunstancia para no hacer excepción al estándar de la doctrina en cuestión, importaría -en principio- desconocer la facultad legal de las partes de llegar a un acuerdo de esa naturaleza y llevaría a desvirtuar los efectos de esa herramienta procesal al posibilitar su ulterior invocación como impedimento cuando -como en el sub judice- se reclama a la República Argentina la extradición de quien ha sido condenado por esa vía abreviada. Empero y apartándome del criterio del fiscal recurrente, otros motivos obstan a su planteo. En primer lugar, porque de considerar firmes y aisladamente estas condenas, los montos de las penas respectivamente aplicadas no superan el umbral de un año de pena pendiente que contempla el artículo 2, segundo párrafo, del tratado bilateral, para la procedencia de la extradición. Por las razones expuestas, ese impedimento no puede soslayarse acudiendo a la facultad que reconoce al Estado requerido el párrafo siguiente de esa norma, esto es, concederla si se trata de penas que no alcancen el año cuando el pedido se refiere a varios hechos y respecto de alguno se supere ese umbral, pues tal hipótesis no se presenta en el caso. Por otro lado y de modo subsidiario, porque sin perjuicio del tiempo transcurrido desde el dictado de esos pronunciamientos y desde su fecha de irrevocabilidad, el mero cotejo de las fechas de la Disposición de Ejecución de Penas Concurrentes y de la solicitud de extradición permite concluir que esas penas han prescripto en virtud de lo previsto en el artículo 172 del Código Penal italiano, lo cual también constituye impedimento para la procedencia de la extradición (art. 7, inciso "b", del tratado aplicable). Demás está decir que por las razones supra desarrolladas, el quantum de pena determinado en la citada Disposición no puede ser considerado a estos fines.


    Maggioni, Roberto s/ Extradición


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 8063/2015/CS2, 04 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Extradición solicitada por la República de Paraguay. Homicidio culposo. Escasa edad del requerido. Garantías de las condiciones de detención.


    Por más cercana que se haya encontrado la edad del requerido al momento de cometer el crimen a la legalmente contemplada como paso a la mayoría, no puede colegirse que su situación carcelaria sería distinta de los demás detenidos, máxime cuando no se invocan otras razones, como podrían ser las referidas a sus condiciones personales o del estado del sistema penitenciario del país requirente, que tornen necesario el cuidado diferenciado. La decisión del magistrado de conceder la extradición no implica desconocer las atribuciones del ejecutivo de resolver eventualmente sobre la opción ejercida por el extraditurus de ser juzgado por los tribunales nacionales.


    C., Ramón s/ Extradición


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 7648/2015/CS1, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Extradición solicitada por la República Oriental del Uruguay. Supuesto riesgo en la tutela de hijo menor de edad del extraditurus. Posible tratamiento incompatible con estándares internacionales de derechos humanos. Precedente "Romero Severo". No procede la posibilidad de rechazar la ayuda internacional con base en la nacionalidad del requerido. Procedencia de la extradición.


    La Corte ha tenido oportunidad de pronunciarse en rogatorias internacionales que no se les dio intervención en el proceso a los hijos menores de edad del extraditurus, donde sostuvo que esta queja resulta infundada tanto como causal de improcedencia como de nulidad. En el marco de las normas aplicables el niño no tiene una pretensión autónoma para oponerse a la declaración de procedencia de la entreayuda, y que en este sentido, la separación temporal respecto de su padre por causas legales como la del sub judice es una situación expresamente contemplada por la Convención sobre Derechos del Niño (artículo 9.4) que también ha sido reconocida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC 21/14. El ordenamiento jurídico argentino regula mecanismos de tutela que el juez de instancia y/o las demás autoridades a las que competa intervenir en lo que resta del procedimiento de extradición aún luego de adquirir firmeza la declaración de procedencia de la extradición podrán utilizar para reducir al máximo posible el impacto negativo que sobre la integridad de los menores pudiera eventualmente generar la extradición de su progenitor. Debe determinarse si las deficiencias en las condiciones de detención en los establecimientos carcelarios uruguayos, señaladas por la parte recurrente, pueden generar en el Estado requerido la obligación de no entregar al extraditurus. De los informes citados por la defensa, surgen ciertas irregularidades respecto de las condiciones de detención en algunos de los establecimientos penitenciarios del país requirente. En particular, se destaca el hacinamiento de las personas allí alojadas a la par de la precariedad de algunas de las estructuras edilicias. Sin embargo, tales deficiencias encontraron respuesta por parte de la República Oriental del Uruguay, en su tercer informe periódico, donde respondió en detalle las consultas que se le habían formulado y puso de manifiesto las mejoras experimentadas por su sistema penitenciario, al punto que la situación fue destacada luego por el Comité contra la Tortura en las "Observaciones finales sobre el tercer informe periódico del Uruguay". Como puede apreciarse de ese prieto resumen, no persisten en el sistema penitenciario del país requirente las falencias otrora señaladas por el órgano internacional, por lo que no existen motivos para denegar la entrega de la persona requerida. Finalmente, la defensa impugna la sentencia por entender que corresponde al tribunal a quo decidir respecto de la procedencia de la opción prevista por el artículo 12 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767). El artículo 12 de la Ley de extradiciones, que regula la opción del nacional para ser juzgado por nuestros tribunales establece, en lo que aquí importa, que si el requerido para la realización de un proceso fuese argentino, podrá optar por ser juzgado por los tribunales locales, a no ser que fuere aplicable al caso un tratado que obligue a la extradición de nacionales. Lo que sucede en el presente, donde los Estados contratantes previeron especialmente en el instrumento convencional que "no se podrá denegar la extradición, a efectos de ser juzgada en el Estado requirente, por el hecho de que la persona reclamada sea nacional de la Parte requerida" (artículo 10.1). En consecuencia, al vedar el tratado la posibilidad de rechazar la ayuda internacional con base en la nacionalidad del requerido y tornar, por ende, imposible ejercitar la opción, no corresponde hacer lugar a lo solicitado por el extraditurus.


    A. B., Jorge David s/Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2725/2014/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Extradición solicitada por los Estados Unidos de Norteamérica. Pretensa vulneración del derecho de defensa efectiva. Posible tratamiento incompatible con los estándares internacionales sobre derechos humanos. Falta de fundamentación. Rechazo del recurso interpuesto.


    El recurso ordinario interpuesto resulta infundado, ya que constituye una mera reiteración de lo ya ventilado a lo largo del proceso y particularmente en el debate, y considerados por el a quo de forma ajustada a derecho, al Tratado de Extradición con los Estados Unidos de Norteamérica (cfr. Ley 25.126), y en lo pertinente, a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767), sin que la recurrente se hiciera mínimamente cargo en esta oportunidad de las razones brindadas en esa instancia para desestimar su pretensión, lo que determina, sin más, su rechazo. En relación con la primera queja, obran en el legajo numerosos informes médicos que dan cuenta de la capacidad física y psicológica del encausado para ser sometido a juicio, a lo largo del cual contó con una defensa efectiva. En cuanto al planteo referido a su ajenidad con los hechos que originaron la solicitud de asistencia internacional, cabe señalar que conforme jurisprudencia de la Corte, remite a cuestiones de fondo que competen a los tribunales del país requirente resolver. Finalmente, en cuanto a las dudas planteadas en el último agravio, las autoridades de la parte solicitante garantizaron que, eventualmente, no le será impuesta una condena que viole los estándares consagrados en los instrumentos internacionales sobre los derechos humanos.


    Franklin, Anthony Rocco s/ Recurso directo - extradición cooperación en materia penal - Ley 24.767


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9034/2014/CS1, 08 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Extradición. Prescripción. Condena sufrida en el extranjero. Preclusión. Orden público.


    Cumplimiento de la sentencia en el país requirente.


    El tratamiento de los agravios sobre la prescripción de la acción en nuestro país; condena en ausencia en el proceso que se le sigue en el país requirente y que se habría violado el principio de preclusión por el tardío ingreso del pedido formal de extradición, son inadmisibles, toda vez que son fruto de una reflexión tardía e introducidos recién en esta instancia, razón por la que corresponde su rechazo in limine. Frente a cuestiones susceptibles de afectar el orden público argentino, la Corte decidió dejar de lado este reparo formal, pero en esta oportunidad no se advierten que se presenten aquellas circunstancias. Sin perjuicio de ello, conforme lo convenido entre los Estados parte, la prescripción se rige únicamente de acuerdo a la legislación del país requirente, y su vigencia no ha sido cuestionada por la defensa. Conforme doctrina del Tribunal, la introducción extemporánea de la solicitud de auxilio internacional no constituye una excepción legal contra la extradición. Si bien en varios precedentes la Corte decidió dejar de lado los mencionados reparos formales y tratar los planteos, ello ocurrió frente a cuestiones susceptibles de afectar el orden público argentino, y en esta oportunidad no se advierte que se presenten aquellas circunstancias extraordinarias, de tal magnitud, que han permitido al Máximo Tribunal soslayar óbices formales para remediar ostensibles nulidades absolutas. En cuanto al planteo sobre el cumplimiento de la sentencia en el país requirente, por cuanto importaría un alejamiento de la familia del detenido, resulta infundado, ya que constituye una mera reiteración de lo ya ventilado a lo largo del proceso y particularmente en el debate, y considerado por el a quo de forma ajustada a derecho, al tratado bilateral, y en lo pertinente, a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767), sin que el recurrente se hiciera mínimamente cargo en esta oportunidad de las razones brindadas en esa instancia para desestimar su pretensión, lo que determina, sin más, su rechazo. Corresponde tener en especial consideración que los planteos de la defensa carecen de la entidad que permitiría a la Corte soslayar ese óbice formal, máxime si se observa que no surgen del informe socio-familiar del requerido, circunstancias excepcionales que aconsejen apartarse de la jurisprudencia sentada por la Corte Suprema.


    P. P., Johnny Omar


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 683/2015/CS1, 09 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Extradición. Falsificación de recetas médicas. Acto médico supuesto.


    Doble incriminación. Confabulación.


    La Corte ha interpretado que el requisito de doble incriminación no implica que deba existir identidad normativa entre los tipos penales de los Estados requirente y requerido, ni exige un análisis comparativo entre ellos, sino que lo relevante es determinar que la infracción, en su sustancia, sea prevista y castigada por ambos ordenamientos, lo que demanda el ejercicio de suponer que el hecho ha sido cometido en nuestro país, con el objeto de verificar si tiene adecuación típica en su ley. En virtud de esa pauta, debe considerarse correcto que la sentencia no haya restringido el examen a la enunciación formal de los cargos y tuviera en cuenta que, según el documento acusatorio en base al cual se solicitó la extradición, la persona reclamada, con el objeto de eludir una prohibición para administrar sustancias controladas, utilizó recetas firmadas en blanco por otro médico para prescribir estupefacientes a sus propios pacientes. El tribunal apelado juzgó que esa acción se adecuaba a la figura del artículo 29 de Ley 23.737, en tanto sanciona con prisión de seis meses a tres años al que, entre otros supuestos, "falsificare recetas médicas, o a sabiendas las imprimiera con datos supuestos o con datos ciertos sin autorización del profesional responsable de la matrícula". Esa decisión debe ser confirmada, pues una receta es impresa con datos supuestos cuando lo que consta escrito en el formulario no tiene correlato en la realidad objetiva. Las recetas que suministró la persona reclamada contienen los datos de un acto médico "supuesto", en el sentido de que él no ha tenido lugar en la realidad, pues el médico que firmó las recetas con su registro autorizado jamás trató con los pacientes a quienes se prescribió las drogas.


    D. V., Juan Carlos s/ Extradición


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 17001/2015/CS1, 28 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Extradición Pasiva.


    Extradición pasiva. Ley 24.767, Art. 11 inc. d. Condena en ausencia. Falta de garantías de la realización de un nuevo juicio. Derecho de defensa y debido proceso. Denegación de la extradición.


    El extraditurus condicionó su conformidad a la entrega a que la República de Colombia otorgara las seguridades exigidas por el artículo 11.d de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, en atención a que sus autoridades competentes informaron que fue condenado como persona ausente. En atención a que las autoridades del Estado que solicita la entrega aún no garantizaron que su legislación permita la realización de un nuevo juicio en donde la persona sea oída (artículo 11.d de la Ley 24.767), corresponde revocar la sentencia y denegar la rogatoria internacional, pues lo contrario importaría una violación de las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso que amparan al requerido, aun cuando el procedimiento de extradición al que se encuentra sometido es de naturaleza especial.


    P. C., Tyrone s/ Extradición


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 11839/2014/CS1, 15 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Pedido de Extradición.


    Extradición solicitada por la República Checa. Alegada inobservancia de la doble subsunción. Recurso infundado: mera reiteración de los argumentos.


    El recurso ordinario interpuesto resulta infundado, ya que constituye una mera reiteración de lo ya ventilado a lo largo del proceso, particularmente en el debate, y considerado por el a quo de forma ajustada a derecho y a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767), sin que la recurrente se hiciera cargo en esta oportunidad de las razones brindadas en esa instancia para desestimar su pretensión, lo que determina, sin más, su rechazo.


    J., Erben s/ Extradición


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 6085/2015/CS1, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Extradición solicitada por la República de Polonia. Requisitos: potestad jurisdiccional y doble subsunción. Concepto de resolución judicial: “Perriod” Fallos: 333:1179. Unión Europea: orden de detención. Análisis de los hechos imputados: verificación de la existencia de ardid o engaño propio de la estafa.


    La circunstancia de que la solicitud de extradición no emane de un magistrado con potestad jurisdiccional no es impedimento para la entrega desde que lo exigido por la Ley de extradiciones, en lo aquí atinente, es que se acompañe: "testimonio o fotocopia de la resolución judicial... que ordenó el libramiento de la solicitud de extradición" (artículo 13.d). El requisito consiste, entonces, en la manifestación de voluntad por parte de un órgano judicial de que se efectúe el requerimiento internacional, mas no, como se pretende, que aquél sea el que le dé curso. Y ello encuentra su fundamento en que las comunicaciones entre los Estados se canalizan a través de las misiones diplomáticas que dependen de la autoridad ejecutiva y no de la judicial. La Corte ha tenido oportunidad de pronunciarse respecto del concepto de "resolución judicial' en numerosas oportunidades, en las cuales, de acuerdo a un acabado análisis de la legislación de los respectivos Estados requirentes, delimitó sus alcances. Particularmente, para los países miembros de la Unión Europea, como lo es la República de Polonia, sostuvo en el precedente "Perriod' que la orden de detención europea, que en el caso emana de un juez, es una resolución judicial adecuada para satisfacer el extremo exigido por la legislación nacional (Fallos: 333:1179). En este sentido, cabe recordar que de acuerdo a la Decisión Marco relativa a la orden de detención y a los procedimientos de entrega entre Estados Miembros, la orden de detención europea es "una resolución judicial dictada por un Estado miembro con vistas a la detención y a la entrega por otro Estado miembro de una persona buscada para el ejercicio de acciones penales o para la ejecución de una pena o una medida de seguridad privativas de libertad' (artículo 1.1.), siendo que necesariamente debe sustentarse en " ... la existencia de una sentencia firme, de una orden de detención o de cualquier otra resolución judicial ejecutiva que tenga la misma fuerza ... " (artículo 8.1.c.) (conf. el considerando 11 del fallo citado). Es decir que en el supuesto de que el fiscal sea la autoridad judicial que solicita la extradición, no asume facultades exclusivas del juez, sino que, muy por el contrario, únicamente a partir de la decisión de éste último se encuentra habilitado para trasladar esa resolución al plano internacional. En cuanto al requisito de doble incriminación a poco de repasar la reseña de los hechos, se advierte la imputación de un plan fraudulento muy concreto, a partir del cual se obtuvo dinero ilegítimamente de individuos y organismos de crédito, induciéndolos a creer que iban a afrontar el pago de las deudas, con el consecuente perjuicio patrimonial. Los acontecimientos reprochados en la requisitoria internacional encuentran adecuada subsunción en el ordenamiento punitivo nacional en el artículo 172 del Código Penal.


    K., Wieslaw y otro s/ Extradición Art. 52


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8793/2013/CS1, 04 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Extradición. Pedido de extradición. Prueba de cargo. Nulidad procesal. Impugnación de la declaración testimonial. Apremios ilegales. Errónea apreciación de la prueba.


    Se ha efectuado una indebida aplicación de la regla de exclusión fijada a partir de los precedentes de Fallos: 303:1938, 306:1752 y 308:733, pues no se trata de un juicio enderezado a determinar la inocencia o culpabilidad de la persona reclamada. El procedimiento de extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues él no envuelve el conocimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo en los hechos que dan lugar al reclamo; y que ante la existencia de tratados, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición. En esta naturaleza de procesos no caben otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y tratados aplicables, pues las normas de extradición no reglamentan el artículo 18 de la Constitución Nacional sino su artículo 14. A ello cabe añadir que en materia de nulidades procesales prima un criterio de interpretación restrictiva y sólo cabe anular las actuaciones cuando el vicio afecte un derecho o interés legítimo y causa un perjuicio irreparable, sin admitirlas cuando no existe una finalidad práctica, que es razón ineludible de su procedencia. El temperamento adoptado en la sentencia apelada no se ajusta a esas reglas pues, salvo que se considere que el supuesto vicio invocado impida en adelante el libramiento de una nueva orden de captura internacional a la justicia de la República de Chile, alcance que el a quo no ha atribuido a su declaración de nulidad, el defecto sería remediable, a todo evento, mediante la reiteración de la medida, lo cual muestra que lo resuelto responde a un mero e improcedente formalismo, con afectación del orden público. Lo descripto permite advertir que la detención del requerido no fue producto del Informe de la División de Investigaciones de la policía provincial, medida ésta que se dice viciada, sino del avance de un proceso judicial iniciado incluso después de entrar en vigencia la orden de captura internacional y mientras se mantenía en condición de prófugo. Ello lleva a concluir en la inexistencia de vínculo causal entre la formal detención y el supuesto vicio procesal en cuestión, y también descalifica el pronunciamiento apelado. Sin perjuicio de ello, corresponde ingresar a la valoración de las circunstancias que llevaron al a quo a la valoración de la prueba que condujo a esa declaración de nulidad, en especial lo referida a los golpes, vejámenes y/o torturas que el testigo dijo haber sufrido recién en el debate, y que no fueron advertidos por las autoridades judiciales -provincial y federal- que lo interrogaron con anterioridad, y a la secuencia temporal de los hechos que desarrolló el juez para arribar a su conclusión. La discrepancia que se suscita radica en la espontaneidad o no de aquellos dichos, máxime cuando el testigo puso de manifiesto la existencia del accionar ilegal recién durante la audiencia de debate. Esto permite advertir la debilidad del argumento invalidante para concluir en la existencia de apremios ilegales. Asimismo, esa valoración de los dichos del testigo omitió considerar la estrecha relación que mantiene con el extraditurus, por lo que se trata de un testigo cuya declaración -no sólo aislada sino también fluctuante- debía evaluarse de modo restrictivo por su posible parcialidad en virtud de la vinculación casi familiar con el requerido, máxime ante los efectos dirimentes que se le atribuyeron para la decisión a dictarse en el proceso. Pero aún de considerarse válida la versión del testigo es posible sostener que los efectos del accionar policial que denunció durante el debate habrían repercutido en el proceso donde él se hallaba involucrado y se juzgaba su responsabilidad penal; y no en las actuaciones administrativas que practicó la fuerza de seguridad en cumplimiento de sus funciones, con anterioridad al pedido de arresto preventivo y extradición, y que cuentan con presunción de legalidad. En tales condiciones, la nulidad declarada debe ser dejada sin efecto. Sobre la procedencia de la extradición, en el debate se comprobó la concurrencia de los elementos requeridos por la Convención sobre Extradición de Montevideo de 1933, que rige el trámite, y supletoriamente los de la Ley 24.767. Así, se acreditó: 1. que no se comprobó violación al principio ne bis in ídem; 2. la existencia de doble incriminación; 3. que el requerido no hubiese sido condenado en ausencia; 4. que no se trate de delito político, ni delitos militares, que el delito prevea la pena de muerte, que no se garanticen las condiciones de detención; 5. la pena o la acción no están prescriptas ni para la argentina ni para chile; 6. considerar que el requerido es imputable para argentina; 7. que se garantice el cómputo del plazo de detención en el marco de la extradición como si la hubiera sufrido en el proceso de origen; 8. por último, que de ejercer eventualmente el requerido la opción prevista en el artículo 12 de la Ley de Cooperación en Materia Penal, frente a la facultad que reconoce al Estado requerido el artículo II convenio aplicable, deberá oportunamente hacerse saber tal circunstancia, a sus efectos, al Poder Ejecutivo. Por lo expuesto, se tienen por acreditados los requisitos previstos en la convención y en la Ley de extradiciones para la procedencia de la solicitud formulada en autos por la República de Chile.


    J. H., Francisco F. y otro s/ Extradición


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 930/2015/CS1, 13 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Pedido de extradición. Principio de especialidad. Proceso judicial. Aplicación de la ley. Falta de expresión de agravios. Defensa en juicio. Prescripción.


    Ocultamiento de documentación auténtica.


    El principio de especialidad en materia de extradición veda la posibilidad de que la persona extraditada sea encausada, perseguida o molestada por hechos anteriores y distintos al delito por el que se concedió la extradición, cuando no media autorización previa del estado requerido (conf. artículo 18 de la Ley 24.767). Puede concluirse que el Estado requirente ajustó su petición a la forma contemplada por la Ley en resguardo de la autoridad soberana del Estado requerido, y el consiguiente procedimiento a que dio lugar esa solicitud observó todos los recaudos previstos para asegurar los derechos de la persona reclamada. No corresponde a las autoridades judiciales argentinas discutir hipótesis ni realizar juicios de valor sobre las razones que motivaron que la República de Polonia a presentar en la forma indicada sus requerimientos, mientras ellos se ajusten, como ocurre en este caso, al marco legal aplicable, pues sólo el cumplimiento de los requisitos legales y la de la identidad del acusado son las discusiones que admite el juicio de extradición. Si el Estado requirente acudió a las formas establecidas por el ordenamiento jurídico nacional para presentar sus solicitudes, no resulta posible advertir cuáles son las razones por las que la defensa sostiene que este procedimiento es contrario al orden público internacional argentino y podría afectar las relaciones entre ambas potencias. La recurrente tampoco fundamentó su afirmación acerca de la lesión al derecho de defensa del extraditable, pues ese enunciado genérico aparece como una conclusión carente de premisas, ya que no señaló cuál es la disposición legal que se considera quebrantada y qué defensas no se pudieron hacer valer como consecuencia de su infracción. También está satisfecha la exigencia del artículo 6 de la Ley 24.767, atento que la pena que falta cumplir es superior a un año de privación de libertad. El texto de la norma no establece otras condiciones ni formula distinciones con respecto a la composición de la sanción que puedan dar sustento a la interpretación que propicia la apelante, según la cual la que debe tenerse en cuenta no es la pena única sino cada una de las condenas que la integran. Con respecto a la vigencia de la acción penal relativa a los delitos por los que se pide la entrega, la condición exigida se encuentra cumplida en la medida en que el requerimiento informa que no prescribió el plazo para su persecución. Sin embargo, debe revocarse la sentencia en cuanto concedió la autorización para que la persona reclamada sea juzgada por los cargos individualizados, todos referidos al ocultamiento de documentación auténtica perteneciente a terceros. Por su parte, la acción de la que fueron objeto esos instrumentos es en cada caso formulada en los mismos términos, sin otra especificación adicional más que la fecha y el tiempo en que los hechos tuvieron lugar. Según el pedido; esa conducta estaría penada por el artículo 276 del Código Penal de Polonia, cuyo texto no ha sido informado. En este aspecto, asiste la razón a la defensa, pues el delito tiene por objeto documentos genuinos pero no destinados acreditar la identidad, y la acción de esconderlos, sin referencia al origen de los instrumentos u otros elementos del contexto, en principio no encuadraría en ningún tipo penal específico del ordenamiento jurídico nacional.


    P., Andrzej Tadeusz s/ Extradición


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 5486/2014/CS2, 28 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Pedido múltiple de extradición. Insuficiencia del agravio.


    Tratamiento conjunto. Juicio en rebeldía. Seguridades recursivas. Apelación automática.


    La parte recurrente no ha desarrollado razones fundadas para insistir en el tratamiento "como un todo" de ambos pedidos de extradición, sin que se aprecien motivos para cuestionar el trámite seguido por el a quo. En efecto, se hace referencia a dos solicitudes de extradición que provienen de juzgados diferentes y que se vinculan con causas por hechos diversos, cuyo estado procesal también difiere; solo registran en común que Uruguay es quien reclama. El artículo 114 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal establece que "si una persona fuese sujeto de varios requerimientos de extradición, todos ellos tramitarán ante el juez que primeramente hubiese tomado intervención". La parte recurrente ha omitido expresar en qué modo el análisis individual de cada solicitud que hizo el juez federal subrogante dentro de un mismo proceso y pronunciamiento, puede haber afectado las garantías. En cuanto al agravio vinculado con la afectación al derecho a estar presente durante el juicio, la defensa no sólo omitió controvertir eficazmente el criterio del a quo que desestimó el agravio porque en aquel proceso tuvo conocimiento de la acusación en su contra, fue oído y contó con asistencia de su defensor; sino también lo referido a que no se trató de una sentencia dictada en ausencia pues recién se conoció su fuga del establecimiento carcelario al pretender notificarle el fallo, lo que motivó el posterior pedido de extradición. Bajo las reglas que gobiernan el proceso penal uruguayo, no existió "ausencia material del imputado" ni afectación del "derecho a estar presente", pues de otro modo y por tratarse de un trámite escrito, esos supuestos vicios podrían incluso predicarse respecto de los restantes enjuiciados. La acreditación de lo que asegura ese derecho surge tanto de su confesión del hecho, como así también de la intervención de su abogado, lo cual despeja la afectación a sus garantías. Dijo la Corte que "las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso en una extradición, requieren la posibilidad de que el requerido haya tenido conocimiento de la acusación en su contra, que se lo oiga y de le dé ocasión de hacer valer sus medios de defensa en el momento y forma oportunas”. También tiene dicho que “si la declaración de rebeldía fue dictada con posterioridad a que recayera condena no se configura la restricción al pedido de extradición que surgiría del artículo 11 inc. d) de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal”. Lo expuesto también concurre a desvirtuar lo referido a la “apelación automática” que regula la Ley procesal penal del Uruguay, porque descartado que se trate ele una condena en ausencia, la suerte ulterior del fallo condenatorio dictado en primera instancia carece de relevancia a los efectos pretendidos. En estas condiciones, el cuestionamiento de la defensa al régimen de revisión de oficio previsto en el derecho uruguayo, a la supuesta inobservancia que ello habría importado respecto del artículo 21 de la Constitución Nacional de ese país, que prohíbe el proceso penal en rebeldía y a la falta de seguridades de reabrirlo por tratarse de un juicio en infracción a esa norma, resulta improcedente. A igual conclusión adversa cabe arribar respecto de la pretensión de aplicar al caso el criterio fijado por la Corte en Fallos: 328:3399 e incluso por la Corte IDH en el in re "Mohamed vs. Argentina". Corresponde sostener en cuanto al cumplimiento del requisito formal previsto en el artículo 13.2.A del tratado bilateral, que en cualquiera de los dos supuestos, el cotejo del lapso transcurrido entre la fecha del hecho y la de fuga del establecimiento penitenciario, con el monto de la pena aplicada no deja duda en cuanto a la acreditación del recaudo temporal que exige el artículo 2.A de ese instrumento para la procedencia de la extradición. Respecto a la invocada afectación de la garantía de imparcialidad, fundado en que la extradición ha sido solicitada por el mismo órgano jurisdiccional que ya dictó sentencia condenatoria respecto de los coimputados, cabe observar que la sentencia del 5 de octubre de 2009 que alcanzó a los demás acusados en aquella causa, fue dictada por el juez entonces titular del Juzgado de Primera Instancia de Rocha de Segundo Turno, mientras que esta solicitud de extradición en las mismas actuaciones la formula la juez, actual titular de ese tribunal. Esta mera referencia a las constancias del expediente permite descartar de plano el temor de parcialidad invocado y determina la improcedencia del agravio en aplicación -a contrario sensu- de los criterios de Fallos: 328:1491 y de la causa L.I17.XLIIlI "Lamas".


    Legajo N° 2 - Requerido: Á., Hugo Fernando s/ Legajo de apelación - Requirente: Juzgado Letrado de Primera Instancia de 2do. Turno de Rocha, República Oriental del Uruguay y otros s/ Extradición


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 59850/2014/2/CS1, 28 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Procedimiento Extraditorio. Proceso Judicial.


    Solicitud de extradición. Delito de falsificación de instrumento público. Valoración de cuestiones ajenas al pedido de extradición: eficacia probatoria. Requisito de doble incriminación. Procedencia del recurso.


    Los fundamentos brindados en la sentencia se dirigen a cuestionar la falta de pruebas que permitan corroborar fehacientemente la existencia de un perjuicio concreto en un proceso judicial que tramita en el Estado requirente. Sin embargo, ello no es un requisito exigido por el tratado bilateral que rige el presente trámite, ni por la Ley de extradiciones que suple lo no previsto en aquel, ni por el delito en el que el a quo subsumió el hecho. De esta forma, en los artículos VI del instrumento internacional (cfr. Ley 26.082) y 13 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (ley 24.767) únicamente se exigen documentos que prueben la identidad de la persona requerida, una relación sumaria de los hechos y las etapas cumplidas, las copias de la legislación que tipifican el delito y las referidas a la extinción de la acción o pena, y las resoluciones que decretan la captura internacional o la sentencia por la cual se condena al requerido. Ello obedece a que, conforme lo establecido por la Corte, no incumbe al procedimiento de extradición el examen de la validez de la prueba incorporada al proceso extranjero y/o de los actos procesales allí celebrados, ni determinar que la prueba para vincular al requerido con el hecho atribuido resulta notoriamente insuficiente.


    P. M., Flor Mercedes s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8413/2012/CS1, 09 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Recursos.


    Extradición solicitada por la República del Paraguay. Tratado Ley 25.302 y Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal nro. 24.767. Apelación ordinaria. Rechazo de los agravios. Alegada falta de representación en el proceso de los hijos menores de edad: ausencia de perjuicio concreto. Precedentes.


    El supuesto arraigo del extraditable no es una causal convencional ni legal que habilite a denegar la entrega rogada. Finalmente, el tratamiento del agravio referido a que no se garantizó la correcta representación en el proceso de los hijos menores de edad es inadmisible., toda vez que es fruto de una reflexión tardía y fue introducido recién en esta instancia, razón por la que corresponde su rechazo in limine. No se desconoce que en varios precedentes la Corte decidió dejar de lado este reparo formal y tratar los planteos, pero ello ocurrió frente a cuestiones susceptibles de afectar el orden público argentino, y en esta oportunidad no se advierte que se presenten aquellas circunstancias extraordinarias, de tal magnitud, que han permitido a la Corte soslayar óbices formales para remediar ostensibles nulidades absolutas. Planteada así la cuestión, para el supuesto de que el Tribunal decidiera ejercer esa facultad, no asiste razón a la defensa en la nulidad que postula, en tanto conforme la Corte lo señaló en el precedente "Bongiovanni”, esa sanción procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, pues no procede en el sólo interés del formal cumplimiento de la ley, ya que resulta inaceptable la declaración de una nulidad por la nulidad misma, y en el caso, no se observa gravamen alguno que la amerite, con la consecuente dilatación del fin del procedimiento. Sin perjuicio de ello, como lo ha sostenido la Corte reiteradamente, no sólo los órganos judiciales sino toda institución estatal ha de aplicar el principio del "interés superior del niño", estudiando sistemáticamente cómo sus derechos e intereses puedan verse afectados por las decisiones y las medidas que adopten. En este sentido, el ordenamiento jurídico argentino regula mecanismos de tutela que el juez de instancia y/o las demás autoridades a las que competa intervenir en lo que resta del procedimiento de extradición -aún luego de adquirir firmeza la declaración de procedencia de la extradición- podrán utilizar para reducir al máximo posible el impacto negativo que sobre la integridad del menor pudiera generar, a todo evento, la extradición de su progenitor.


    V. R., Claudio Érico s/ Extradición


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 40460/2014/CS1, 04 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso Contra la Sentencia Definitiva.


    Extradición solicitada por los Estados Unidos de América. Distribución de estupefacientes. Tratado de Extradición con los EEUU. Regla de conexidad: ajena al principio del juez natural. Condiciones para la detención provisional. Protección de personas con estatus de refugiado. Procesos anteriores. Delitos extraditables. Jurisdicción del Estado Requirente.


    Resulta conveniente tratar en primer lugar los agravios que se relacionan con el quebrantamiento de formas esenciales del proceso: A. La asignación del expediente a otro tribunal del mismo fuero determinada por una regla de conexidad resulta ajena al principio del juez natural. En efecto, tal como lo sostuvo la cámara de apelaciones, los jueces que comparten competencia material y territorial, poseen la misma jurisdicción (en palabras del tribunal, integran el mismo órgano jurisdiccional) y, en consecuencia, la unificación para conocer en todas las causas conexas sólo altera las reglas de turno y reparto de trabajo, pero no afecta propiamente las normas de carácter legal referidas a la competencia del órgano; por lo tanto, dichas reglas no pertenecen al ámbito de la garantía del juez natural. B. Respecto a la validez de la detención de la persona reclamada, la defensa afirma que la orden de captura no cumplió con los recaudos exigidos por el artículo 46 de la Ley 24.767; no obstante, la crítica debe ser rechazada de plano porque la norma aplicable a la detención provisional no es ésa sino la del artículo 11 del tratado y la solicitud satisfacía sus condiciones. La privación de la libertad de la persona reclamada se basó en una solicitud de detención preventiva transmitida por vía diplomática y ajustada a las formas y los requisitos previstos en el tratado de extradición, fue ordenada por el órgano judicial nacional asignado para tramitarla y ejecutada de conformidad por personal habilitado para hacerlo. En tales condiciones, es infundada la protesta de la defensa en el sentido de que la entrega del reclamado constituye una adhesión a la doctrina de dudosa compatibilidad con nuestra Ley Fundamental del male captus bene detentus. Existe una última razón por la que la apelante pide la nulidad de la captura del extraditurus: la omisión de notificarle el derecho de solicitar que se informe la detención a la oficina consular de su país, conforme al artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, que fue suplida por una información de oficio al consulado. La expresa falta de interés del titular de la garantía en recibir asistencia consular es incompatible con el presupuesto material que condiciona la declaración de una nulidad procesal de orden general: que exista un perjuicio real y concreto derivado de la inobservancia de una disposición relativa a la intervención, asistencia y representación del imputado en el proceso. Por otra parte, si ese interés hubiese existido, el agravio sería igualmente abstracto, porque con la comunicación de oficio al consulado, aunque no sea la exacta previsión de la norma, se hubiera cumplido de todos modos la finalidad del acto procesal defectuoso. C. El siguiente reclamo basado en la garantía del debido proceso versa sobre la negativa del tribunal a admitir determinadas medidas probatorias ofrecidas. El planteo obliga a recordar que la Corte siempre reconoció, con fundamento en los textos legales, la facultad de los jueces para evaluar la pertinencia de las pruebas, de la que no se deriva una lesión a la defensa en juicio cuando su ejercicio es razonable. Tal es el caso si se deniega una prueba sobreabundante (artículo 356 del Código Procesal) o que versa sobre un hecho reconocido o carente de significación para el resultado del pleito. El doble juzgamiento y falta de jurisdicción del estado requirente remiten a la comprobación de condiciones previstas en el tratado y, por ello, su análisis fue diferido bajo el criterio de que tales planteos remitían a las cuestiones llamadas de fondo, que por su índole correspondía debatir en la audiencia. No se advierte cuál ha sido el perjuicio concreto en términos de efectiva defensa en juicio. D. Se denunció que la etapa administrativa a cargo de la rama ejecutiva del gobierno incumplió las formas destinadas a garantizar la protección de las personas con estatus de refugiado, por lo que no debió habilitarse el trámite judicial subsiguiente. En particular, la falla radicaría en la omisión de remitir a la Comisión Nacional para los Refugiados copia del pedido de extradición, según lo establece el artículo 4 del decreto 251/90. Mas ello es ajeno al supuesto contemplado porque el temor de persecución que invocó la persona requerida al solicitar refugio motivó su huida de Colombia, país de origen y residencia habitual de la persona reclamada, mientras que la requisitoria de extradición proviene de los Estados Unidos de América. Pese a la determinación de la defensa para demostrar lo opuesto, es manifiesto que el caso de la persona reclamada se encuentra fuera del alcance de la prohibición de refoulement y sus normas reglamentarias. E. Respecto a la inconstitucionalidad de la Ley 24.767, por otorgar a la etapa administrativa carácter reservado (artículo 24) y por no garantizar la doble instancia respecto de todos "los autos procesales importantes", cabe decir que la declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico, por lo que no cabe efectuarla sino cuando la repugnancia del precepto con la cláusula constitucional invocada sea manifiesta, y requiere de manera inexcusable un sólido desarrollo argumental y la demostración de un agravio en el caso concreto. Ninguna de esas exigencias fue cumplida en la apelación. En cuanto a la garantía de la doble instancia, el planteo es insustancial en virtud de que la Corte ha decidido en forma reiterada que al mediar recurso ordinario de apelación, el tribunal tiene respecto de las pretensiones y oposiciones oportunamente interpuestas la misma competencia que el juez de primera instancia. Corresponde considerar las cuestiones de fondo presentadas: A. El punto 3° del artículo 4° del Tratado de Extradición entre la República Argentina y los Estados Unidos de América establece que la extradición no será concedida si la autoridad competente del Estado Requerido determina que la solicitud, aun estando referida a un delito extraditable, hubiera sido motivada por razones políticas. En esta cláusula, y otras de contenido normativo similar -en especial, la del artículo 22.8 de la Convención Americana de Derechos Humanos- se apoya uno de los principales argumentos para oponerse a la extradición ya que el imputado había denunciado que el pedido de extradición obedecía a motivos discriminatorios. Se advierte con claridad que las consideraciones realizadas a propósito de la persecución denunciada están referidas a la coyuntura político institucional colombiana, altamente degradada por décadas de conflicto armado que no pretende sino ofrecer directrices generales actualizadas para dar una respuesta al creciente número de colombianos que buscan protección de las consecuencias lacerantes de tantos años de violencia organizada. Es esa finalidad la que, por otra parte, podría explicar la estructura del proceso de refugio y el criterio probatorio distinto, menos exigente, conforme surge del artículo 46 de la Ley 26.165, que el que normalmente impera en el proceso judicial, como lo ilustra el hecho de que para tener en cuenta la hipótesis de "temor fundado" bastó que ella no fuera inconsistente con la situación existente en su país. Sin embargo, el punto que la defensa debía probar en este expediente es el que constituye la premisa del artículo 4.3 del Tratado de Extradición con los Estados Unidos, es decir, si la solicitud emitida por el Tribunal Federal de Primera Instancia para el Distrito Sur de Florida, basada en la imputación del Gran Jurado fue motivada por razones políticas. En este sentido, se considera acertado el punto de partida de la respuesta del a quo, que señala que los estados contratantes depositan su confianza en sus respectivos sistemas de gobierno y, particularmente, en que los tribunales del país requirente aplicaron y han de aplicar con justicia la Ley de la tierra. En consecuencia, para desvirtuar esa presunción son necesarias pruebas que la contradigan en forma fehaciente. En cuanto a los elementos en que se fundamenta la acusación, es sabido que la validez o la aptitud de las pruebas constituye una cuestión de fondo ajena al proceso de extradición y debe ventilarse ante los tribunales del país requirente. Por razones de índole similar, tampoco se advierte que una prueba fehaciente de la motivación política de la extradición se infiera de la colaboración ofrecida por la policía nacional de Colombia a las autoridades argentinas para localizar al sujeto requerido, contra quien ya pesaba la correspondiente orden de captura con fines de extradición emitida por el Juzgado Federal n° 5. B. Los representantes del extraditurus se opusieron a la entrega con fundamento en la aplicación complementaria del artículo 11, inciso b), de la Ley 24.767, en tanto establece que la extradición no será concedida cuando la persona reclamada ya hubiese sido juzgada, en la Argentina o en cualquier otro país, por el hecho que motiva el pedido. La pretensión fue rechazada por su defectuosa fundamentación legal, pues con arreglo al principio general, el trámite de la ayuda está regido por el tratado existente, que contempla el supuesto de los procesos anteriores en los términos siguientes: La extradición no será concedida cuando la persona reclamada hubiera sido condenada o absuelta en el Estado Requerido por el delito por el cual se ha solicitado la extradición (artículo 5°, inciso 1°). Por lo tanto, el juzgamiento en un tercer país, de acuerdo con el texto del tratado, no es motivo para no conceder la extradición. Esta discusión demuestra que la garantía ne bis in ídem en el marco de la extradición ha sido reconocida con alcances diversos en los tratados en los que nuestro país es parte y en la Ley de cooperación internacional n° 24.767. Un motivo tan determinante como el anterior, a los fines de justificar el rechazo de este agravio, es que el procedimiento previo, tramitado en Colombia, no tiene como objeto los mismos hechos por los que la ayuda es requerida. C. El agravio relativo a la ausencia del requisito de doble incriminación no rebate los argumentos ofrecidos al respecto en la sentencia. En lo pertinente, explican de manera correcta que la presente solicitud de ayuda encuadra en el inciso 2, b) del artículo 2° del tratado, en cuanto dispone que una conspiración tal como la define la legislación de los Estados Unidos de América o una asociación ilícita según la definición de la Ley Argentina son también extraditables si son para cometer un delito que da lugar a la extradición. Por otra parte, existe un refuerzo normativo para esa disposición que se encuentra en el artículo 6.2 de la Convención contra el Tráfico ilícito de Estupefacientes de 1988, suscripta por ambos Estados, pues allí está previsto que la asociación y la confabulación para cometer tráfico de estupefacientes sean consideradas entre los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado vigente entre las partes. Por último, la adecuación hipotética de los hechos calificados en el estado requirente como conspiración a la figura del artículo del artículo 29 bis de la Ley 23.737 ha sido el criterio sostenido por la Corte en el precedente publicado en Fallos: 335:1616 y la defensa no brindó motivos que justifiquen apartarse de una interpretación que, en tales condiciones, el juzgador tiene el deber moral de acatar. D. Es manifiestamente inadmisible la objeción a la jurisdicción del Estado Requirente, ya que el tratado establece que la extradición por delitos cometidos fuera de él será procedente si las acciones que los constituyen producen efecto en su territorio (artículo 2°, inciso 4° a). Esa cláusula debe ser leída a la luz del texto del artículo 4.l.b.iii) de la Convención contra el Tráfico ilegal de Estupefacientes de 1988 que autoriza a las partes a adoptar las medidas necesarias para declararse competente cuando el delito sea una asociación o confabulación y se cometa fuera de su territorio con miras a perpetrar en él uno de los delitos tipificados en la convención. E. Por tratarse de la extradición de una persona que es reclamada para ser imputada, rige el artículo 8°, inciso 3°, cuyo apartado "c" estipula que debe adjuntarse "información que justificaría la detención de la persona reclamada si el delito se hubiera cometido en el Estado Requerido". La sentencia señala correctamente que en reiterados precedentes la Corte interpretó que esa cláusula "debe ser entendida en el sentido de que esa información amerite la iniciación de un proceso contra la persona requerida" y la documentación acompañada cumple con esa propiedad. F. Corresponde desestimar el planteo de prescripción e inconstitucionalidad del artículo 7, por carecer en forma manifiesta de fundamentos.


    Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto s/ Exhorto


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4093/2012/CS1, 29 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Vía Recursiva Directa Ante la CSJN. Aplicación de las Disposiciones del Recurso Ordinario de Apelación.


    Extradición. Recurso infundado. Cuestiones de fondo ajenas al proceso de extradición. Desistimiento parcial posterior a la sentencia por hechos ya prescriptos: salvedad que debe efectuarse.


    Los planteos de la recurrente carecen, además, de la entidad que permitiría a la Corte soslayar ese óbice formal, máxime si se observa que más allá de la absoluta falta de fundamentación, se dirigen en última instancia a discutir cuestiones que hacen al fondo del asunto, que de acuerdo a la jurisprudencia del Tribunal, deben ser planteados ante las autoridades competentes del país que solicita la extradición, que poseen la competencia para decir a su respecto.


    S, Szabolcs s/ Extradición


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 930/2011/CS1, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Jurisdicción y Competencia


    Competencia.


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la cámara del juez que primero intervino.


    No corresponde a la Corte dirimir la presente contienda de competencia suscitada entre el Juzgado en lo Criminal y Correccional Federal y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción, pues conforme lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7° del decreto Ley 1285/58, los conflictos que se planteen entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido.


    José Mármol (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9688/2015/CA1-CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1002, XLVII, “Frías, Martín Fernando y Ozuna, Emilia Débora Silvana s/ Inf. Ley 23.737”; y al fallo “Salazar, Silvio R.” (Fallos: 330:3906).


    P., Juan Carlos s/ Inf. Ley 23.737


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 29182/2015/TO1/2/1/CS1, 21 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Cybergrooming. Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 83, XLV, “Incidente de incompetencia en autos Zanni, Santiago y Kohler, Claudio s/ Infracción artículo 13, Ley 25.761”.


    C., E. s/ Acoso sexual a menores por comunicaciones electrónicas -art. 131 del C.P.-


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 32/2016/CS1, 08 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. CSJ 4869/2015/CS1, “Favia, Leonardo Ezequiel s/ Su denuncia estafa”.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 164/2016/CS1, 19 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en Comp. 1074, XLVI, “G. T., F. C. s/ Competencia”.


    R., Rubén Darío s/ Defraudación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 779/2013/TO1/CS1, 10 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en la causa n° 475, XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis”. Justicia nacional.


    S., Marcos Alberto s/ Usurpación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 31/2016/CS1, 19 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia: daño a un automóvil de una delegación extranjera. Ausencia de afectación del servicio de la embajada o sus funcionarios: no corresponde a la Corte.


    La Corte Suprema tiene establecido que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58. No surge de las constancias incorporadas al legajo que el hecho tuviera entidad para afectar las actividades propias de la legación o de sus funcionarios, ninguno de los cuales se presentó como parte en el proceso, por lo que, en tanto no se acredite alguno de los extremos enunciados, esta causa resulta ajena a la competencia originaria del Tribunal.


    N.N. s/ Robo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 575/2016, 25 de enero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual o trata con fines de explotación sexual. Investigación insuficiente. Justicia local, que previno.


    Si bien de las constancias remitidas se desprende que la menor podría haber sido víctima de un abuso sexual, en particular si se confronta el peritaje sobre su ropa y prendas íntimas y se considera el estado descripto por la madre cuando llegó a su casa, los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, ni que hagan verosímil, al menos de momento, la hipótesis delictiva a que se refiere la Ley N° 26.364 -texto según Ley 26.842. Corresponde a la justicia provincial, que previno y a cuya sede acudió la denunciante en procura de sus derechos, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    M., Marcela Alejandra s/d


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4218/2015/CS1, 16 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Distintos hechos de violencia de género: Remisión a lo dictaminado en la causa CCC 6667/2015/1/CS1. Corresponde a la justicia nacional.


    Teniendo en consideración que la víctima formuló su denuncia en esta ciudad, donde además reside (Fallos: 311:487; 327:4330; entre otros), y que prima facie se advierten situaciones que podrían constituir delitos cuyo conocimiento no ha sido transferido a la órbita local, corresponde a la justicia nacional continuar con la investigación, aunque no haya participado de la contienda (Fallos: 332:332), en tanto su competencia es más amplia.


    A. Gustavo Ezequiel s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3/2016/CS1, 27 de enero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa: alegada condición de funcionario de la ciudad. Delito no previsto en los convenios de transferencia de cuestiones penales. Corresponde a la justicia nacional.


    Sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda adoptar, teniendo en cuenta que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado estuvo dirigida a obtener la entrega de una suma de dinero ya fuera contra la voluntad de las víctimas, mediante amenaza de clausura, o bien a cambio de una supuesta gestión a partir de su alegada condición de funcionario, cabe concluir que el suceso "sub examine" excedería los delitos enumerados en los convenios de transferencias de competencias penales de la Nación a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en tanto éstos no incluyen la extorsión, la estafa, o la falsedad documental. Por ello resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo del juzgado nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    S., Sebastián Estanislao s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4744/2015/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto de chequeras. Posterior intento de cobro. Estafa en grado de tentativa en concurso ideal con falsificación de instrumento privado. Corresponde, por defecto, a la justicia con jurisdicción en el lugar de presentación.


    La Corte tiene establecido que el delito de estafa o su tentativa -que concurriría idealmente con su falsificación- perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente -entre los que no se encuentra la copia del documento- no alcanzan para acreditar esa circunstancia, y que el juez que intervino originariamente resulta incompetente en razón de la materia, corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción, que se encontraría conociendo en estas actuaciones en orden a la presentación al cobro de uno de los cheques, profundizar la investigación respecto del hecho motivo de esta contienda, aunque no haya sido parte de ella (Fallos: 326:347) y sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    N.N. s/ Hurto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18875/2015/1/CS1, 21 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la Ley 23.737. Investigación insuficiente. Corresponde al juez local que previno.


    La Corte tiene establecido, que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal lo que no se advierte en el sub lite. Aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, que el individuo involucrado tenga alguna relación con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, lo que resulta indispensable para determinar la calificación del hecho y, consecuentemente, la competencia material. En tales condiciones, corresponde a la justicia local que previno en la contienda incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos.


    F, Mariano Fabián s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 15/2016/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la Ley 23.737. Investigación insuficiente. Corresponde al juez local que previno.


    La Corte tiene establecido, que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal lo que no se advierte en el sub lite. Aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, que el individuo involucrado tenga alguna relación con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, lo que resulta indispensable para determinar la calificación del hecho y, consecuentemente, la competencia material. En tales condiciones, corresponde a la justicia local que previno en la contienda incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos.


    M. B., Melchor Alberto y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 34/2016/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente: indeterminación de hechos y calificación legal. Ausencia de auto de mérito. Corresponde a la justicia nacional, que previno.


    Los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria la adecuada calificación legal de los hechos que motivaron esta causa y sus pormenores. Aún no se cuenta con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, en atención a la relación de alternancia que existe entre esa figura y su encubrimiento, que en el caso concurriría idealmente con la tenencia ilegítima del arma.


    R., Julio José s/ Inf. Art. 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3371/2015/CS1, 30 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones y daños: estrecha vinculación de los hechos. Corresponde a la justicia nacional en virtud de su amplia competencia.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    N.N. s/ Daños. Damnificado: A., Omar Osvaldo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63946/2015/1/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Operaciones bancarias fraudulentas. Posible conexidad. Lugar de comisión del delito. Corresponde a la justicia provincial.


    Es doctrina de la Corte que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales. Además es doctrina del Tribunal que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    N.N. s/ Falsificación de documentos


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12874/2015/1/CA1 - CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Portación ilegal de arma con numeración suprimida: corresponde a la justicia federal. Sustitución de chapa patente: corresponde a la justicia local.


    Resulta de aplicación al caso el criterio de la Corte, según el cual, compete a la justicia federal conocer en el encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero, tal como ocurre con la figura prevista en el artículo 189 bis, apartado 5°, del Código Penal. Además, la portación ilegal del arma que al concurrir idealmente con el delito de encubrimiento, corresponde declarar la competencia del fuero de excepción. Respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, la Corte tiene establecido que las infracciones al artículo 33 del decreto Ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma Ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, por lo que corresponde a la justicia provincial conocer respecto a este delito, pues en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir el tribunal con competencia territorial donde se comprobó la infracción.


    B., Iván Elías s/ Inf. Art. 189 bis apartado (5) 2º


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4335/2015/CS1, 11 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presuntas amenazas para compeler al abandono del lugar de residencia. Corresponde a la Justicia de Instrucción: competencia más amplia.


    De acuerdo a lo que surge de la denuncia que atribuye las amenazas y las demás circunstancias en ella señaladas, no puede descartarse que tuvieran el propósito de compeler a la víctima a hacer abandono del lugar en el que reside junto a su familia, y no meramente la turbación de la posesión en los términos del artículo 181, apartado 3°, del Código Penal. Por ello, más allá de la calificación legal que en definitiva se adopte, a partir de lo establecido por los artículos 149 bis “in fine”, y ter, apartados 1 y 2 b), todos del Código Penal, corresponde al Juzgado de Instrucción, que posee la competencia más amplia.


    V. C., Fredy y otros s/ Amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2659/2016/1/CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Relación de alternancia entre robo y encubrimiento. Participación de un adolescente. Corresponde a la justicia de menores del lugar donde se cometió el robo.


    Si bien la detención ocurrió en la provincia, horas después de la comisión del hecho en esta ciudad, el juzgamiento del delito de robo agravado corresponde a la justicia nacional pues es en esta jurisdicción donde se ha consumado el delito, y donde tramitan las actuaciones. Sobre la base de estas consideraciones, y en atención a la presunta participación de un menor en el hecho, corresponde a la justicia nacional de menores, conocer respecto del robo agravado por el uso de armas que se investiga en esta ciudad, aunque no haya sido parte de la contienda, sin perjuicio de lo que resulte de su trámite ulterior


    Z., Carlos Ezequiel s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4350/2015/CS1, 11 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión al precedente Competencia nº 200 L: XLVIII in re “Lalla, Cristian Edgardo s/ tenencia de estupefacientes con fines de comercialización”.


    R. S., Hugo Mario s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4434/2015/CS1, 30 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de motovehículo. Investigación insuficiente: falta de identificación del bien. Corresponde al juez provincial, que previno.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En tales condiciones, corresponde al juzgado provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    R., Cristian Daniel s/ Encubrimiento (art. 277, inc. 1º del C.P.)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4620/2015/CS1, 19 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia de género. Multiplicidad de hechos: unificación de la investigación. Mejor administración de justicia. Corresponde a la justicia nacional, con competencia amplia.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, a partir del mismo contexto familiar en que habrían sucedido, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    B., J. J. s/ Coacción (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 122/2016/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Corresponde continuar con la investigación a la justicia federal de Morón, con competencia territorial sobre la localidad de Marcos Paz, Provincia de Buenos Aires, aunque no haya sido parte en la contienda (Fallos: 332:332).


    Complejo Penitenciario Federal nº 2 y otro s/ Apremios ilegales a detenidos (art. 144 bis inc. 3)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 323/2015/1/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia en el trámite de curatela. Pena vencida: tratamiento inoficioso.


    Conforme surge de las constancias del expediente, el vencimiento de la pena impuesta al causante -que diera lugar a las presentes actuaciones- ya habría operado. Por ende, dado que las finalidades del proceso de curatela dispuesto por el artículo 12 del Código Penal se encuentran agotadas, la cuestión se ha tornado abstracta y, consecuentemente, un pronunciamiento de la Corte Suprema devendría inoficioso.


    G., M.A., s/ Curatela Art. 12 Código Penal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4960/2015/CS1, 05 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    En atención a que el Juzgado Federal resolvió el archivo de las actuaciones (conf. Art. 195, segundo párrafo, del Código Procesal Penal de la Nación) la presente cuestión negativa de competencia se ha tornado abstracta.


    G., Cristian Hernán y otros s/ Infracción Ley 22.421 (art. 25)


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 54603/2014/1/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en 74448/2015/1/CS1, in re "N.N. s/ Estafa y falsificación de documento".


    N.N. s/ Estafa y defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70684/2015/1/CS1, 25 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia FPA 9617/2015/1/CS1 in re "Integrados F&A SRL". Corresponde a la justicia federal.


    N.N. s/ Inf. Art. 145 bis del C.P. e inf. Art. 145 ter del C.P. según Ley 26.842


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 7102/2015/1/CS1, 27 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia" CFP 9688/2015/1/CA1-CS1"


    N.N. s/ Violación de correspondencia Art. 153


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8588/2015/1/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia" CFP 9688/2015/1/CA1-CS1".


    Instituto Educativo M, M, s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12160/2015/1/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia" CFP 9688/2015/1/CA1-CS1".


    N.N. s/ Defraudación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11109/2013/1/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia" CFP 9688/2015/1/CA1-CS1".


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11885/2015/1/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia" CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    V., Sergio Daniel s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10740/2014/11/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    C., Sebastián Luis y otro s/ Av. delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8034/2015/2/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    Escuela Normal V. L. y P.


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11396/2013/1/CS1, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    I. F. S.A. s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23664/2013/1/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22614/2013/3/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11739/2015/1/CS1, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12219/2015/1/CS1, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    Q., Adrián Oscar y otros s/ Estafa


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6956/2015/1/CS1, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    Q., Maximiliano Matías y otro s/ Defraudación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4828/2015/1/CS1, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    Rivadavia (ocupantes de la finca) s/ Inf. 127, inc. 1°


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5873/2015/3/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    S., Claudio Federico s/ Inf. Ley 11.723


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 498/2015/2/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    T. de B. A. s/ Av. delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2236/2014/1/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    V., Diego s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 929/2014/2/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    Y., Roberto s/ Coacción


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40570/2015/1/CS1, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. FSM 31633/2014/TO1/3/CS1, “Cardozo, Juan Cruz Iván y otro s/ Secuestro extorsivo”.


    L., Franco Nicolás y otro s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 33252/2014/TO1/2/CS1, 08 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos FSM 49005201/2013/2/CS1, “Jorge, Juan Salvador y otro s/ Inf. Ley 23737”.


    M., José Luis y otros s/ infracción Ley 23.737 (art. 5 inc. c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3791/2015/CS1, 17 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo expuesto en Comp. nº 398 L. XLII in re "Conte, Gabriel s/ Av. presunta infr. Ley 23.737".


    N.N. s/ Inf. Ley 23.737


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 11803/2015/1/CS1, 24 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1 “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    F., Gustavo s/ Av. de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 905/2016/1/CS1, 23 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


    M. C., Ramiro Félix y otros s/ Reducción a la servidumbre


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9620/2015/1/CS1, 23 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    N.N. s/ Coacción


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7127/2016/1/CA1-CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    N.N. s/ Estafa


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4475/2015/2/CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    P., Héctor Mario s/ Inf. Art. 189 bis


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71259/2015/1/CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al expediente FLP 1460/20 16/CS1.


    N.N. s/ Estrago


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 8033/2016/CS1, 14 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia.


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno.


    G., X. L. s/ Infracción Art. 125 bis, etc.


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9322/2014/2/CS1, 14 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia.


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno.


    N.N. s/ Hurto de mercadería en tránsito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13599/2016/1/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia.


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14927/2016/1/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia.


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4951/2016/1/CS1, 14 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia.


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno.


    División T. del SPF s/ Art. 248


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 38757/2015/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia.


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno.


    N.N. s/ Violación de correspondencia, etc.


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1350/2016/1/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia.


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno.


    G. G., Marlene s/ Infracción 11.723


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 380/2015/4/CS1, 14 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia.


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino. Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/incidente de competencia".


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal, conforme lo dictaminado en la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/incidente de competencia", a la que cabe remitirse.


    I.@mail1click.com s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3947/2016/1/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia.


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino. Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/incidente de competencia".


    Los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal, conforme lo dictaminado en la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/incidente de competencia", a la que cabe remitirse.


    Comisaría 40 PFA s/ Infracción Ley 23.737


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11615/2016/1/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Derecho procesal. Jurisdicción y competencia. Competencia penal.


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de competencia”.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4240/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Derecho procesal. Jurisdicción y competencia. Competencia penal.


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    R. L., Horacio y otro s/ Negociaciones incompatibles, etc.


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5530/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contiendas de competencia.


    Conflicto de competencia. Infracción a la Ley 23.737: comercialización de sustancias prohibidas. Tenencia de estupefacientes y venta al menudeo. Competencia de la justicia federal.


    Tiene establecido la Corte que es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran -como lo hizo la de Buenos Aires por Ley 13.392- a ese régimen legal. En ese sentido, no se advierte que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate exclusivamente del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga. Por ello, teniendo en cuenta que aquella actividad se desarrollaba tanto en la Provincia de Buenos Aires como en esta Capital, se considera conveniente que la investigación de la causa quede a cargo de un único tribunal.


    N.N. y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 62010596/2008/TO1/6/CS1, 19 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA 1-CS1 "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


    Escuela L. N°. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12210/2015/1/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Delitos de robo y lesiones a un interno del Servicio Penitenciario Federal. Falta de afectación de intereses federales. Competencia de la justicia local.


    Tiene establecido la Corte, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. De acuerdo con ese criterio, y atento que los hechos ocurridos dentro del Complejo Penitenciario Federal N°1 no habrían representado ni provocado una alteración al normal desarrollo de las funciones ni del servicio que prestan los agentes nacionales, así como tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción nacional, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia local conocer en la presente causa.


    N.N. s/ A determinar


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 52008441/2013/1/CS1, 18 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Infracción Ley 23.737. Falta de individualización de los hechos y calificación legal. Justicia federal.


    Es doctrina del Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Habida cuenta que en el caso no concurren los elementos señalados, pues de la declinatoria no surge sobre qué hechos concretos se basa esa resolución, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, que primero conoció en la notitia crimimis y que declinó su conocimiento, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    P., J. y otros s/ lnf. Ley 23.737. Den: identidad reservada


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3168/2013/3/CS1, 23 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia entre jueces nacionales. Corresponde a la cámara de apelaciones superior del que previno.


    Es criterio de la Corte los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4262/2016/1/CS1, 23 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de amenazas. Violencia de género. Justicia con competencia más amplia. Justicia nacional.


    En atención a los dichos de la víctima -que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa, se estaría ante distintos episodios de un mismo conflicto de violencia de género. Por lo tanto, un solo juez debe seguir investigando todos estos hechos, en aras de procurar una respuesta judicial efectiva a la mencionada situación de violencia.


    M., D. H. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4904/2015/CS1, 25 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Ley 23.737. Organización delictiva en la que encuentran identificados quienes fabrican, distribuyen y comercializan los estupefacientes, cuyo modo de operar excede a la venta al menudeo. Precedente “Angulo”. Competencia de la justicia federal. Lugar de comisión de los hechos.


    Tal como lo sostuvo esta Procuración en la causa "Angulo", suscitada en esta misma investigación y en la que se asignó la competencia al Tribunal Oral en lo Criminal Federal n° 3 de San Martín, los imputados conforman una organización delictiva en la que encuentran identificados quienes fabrican, distribuyen y comercializan los estupefacientes, cuyo modo de operar excede a la venta al menudeo. Por todo lo expuesto, y atento que la competencia de la justicia federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la Ley 26.052), y que los hechos traídos a estudio tuvieron lugar en el partido de Malvinas Argentinas, debe ser el juzgado federal en lo criminal y correccional de San Martín que corresponda, el que continúe conociendo en estas actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    J., Juan Salvador y otro s/ Infracción Ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 49005201/2013/2/CS1, 17 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Presunto delito de estafa. Falta de investigación suficiente: circunstancias de modo y lugar. Corresponde a la justicia de garantías que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que la ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada con el grado de certeza que la etapa requiere, y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    R., María Cristina s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 321/2016/CS1, 23 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a Fallos: 333:589.


    C. P., Jhoni s/ Infr. Art. 148 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 383/2016/CS1, 09 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 504, XLIV, “Franco, Eduardo Alberto s/ Inf. Art. 6.1.9 de la Ley 451”.


    P., Alfredo s/ Violación de sellos


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51506/2015/1/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Art. 149 bis del Código Penal. Amenazas con armas en establecimiento penitenciario. Justicia federal.


    En atención a la calificación prima facie efectuada por los magistrados y a que de las constancias del expediente no se puede descartar aún, tal como lo sostiene el juez local, que el hecho hubiere afectado el normal desempeño de la institución nacional, corresponde al juzgado federal continuar con el trámite de estas actuaciones.


    N.N. s/ Extorsión y amenazas con armas o anónimas (art. 149 bis) denunciante V., Blasida Isabel


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 7572/2013/2/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas coactivas. Justicia nacional.


    De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente- no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habrían guiado esas amenazas, hayan estado dirigidas a obtener algo contra su voluntad. Por otra parte y habida cuenta que la Cámara Nacional no cuestionó la declinatoria en relación con el delito de desobediencia previsto en el artículo 239 del Código Penal, cuya competencia no fue transferida a la ciudad, corresponde a la justicia nacional seguir conociendo en la causa.


    G., Emanuel Roberto s/ Coacción (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4471/2015/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas. Posible abuso sexual. Estrecha vinculación de los hechos. Mejor administración de justicia. Justicia nacional.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, a partir del cual las amenazas proferidas, tendrían su génesis en una denuncia anterior por abuso sexual de las hijas del denunciante, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y de su mayor resguardo, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    B., O. I. s/ Amenazas con armas o anónimas (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4899/2015/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas. Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Justicia local.


    De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente- no puede inferirse que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado, haya estado dirigida a que aquella hiciera algo contra su voluntad. Por ello, en principio, el suceso "sub examine" no excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple. En consecuencia, y teniendo en cuenta que la investigación de ese delito ha sido traspasada a la justicia de la ciudad mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar su competencia para continuar conociendo en esta causa.


    F., Gustavo Alejandro s/ Coacción (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3618/2015/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Falta de atribución recíproca. Justicia provincial.


    Toda vez que el juez local no cuestiona la calificación del hecho ni la competencia de la justicia provincial para juzgarlo, a él corresponde conocer en esta investigación, sin perjuicio de que si entiende que el conocimiento de la causa corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo a la normativa local.


    A. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1740/2015/1/CS1, 03 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de intimidación pública: amenaza de bomba. Inexistencia de explosivos. Corresponde a la justicia local.


    De las constancias incorporadas al incidente, no surge acreditada la hipótesis delictiva a la que se refieren los antecedentes que se invocan como fundamento de la declinatoria, tampoco se aprecia en el caso circunstancia alguna que surta la jurisdicción federal.


    N.N. Denunciante: L. S. s/ Intimidación pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 78/2016/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de lesiones leves dentro de Complejo Penitenciario Federal. Ausencia de afectación de intereses federales. Justicia provincial.


    Tiene establecido la Corte que para reputar un hecho sujeto a la competencia federal no basta la circunstancia de que se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional, sino que es preciso que además se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento federal. Tal situación no surge de las constancias agregadas, que dan cuenta de una agresión entre internos alojados en un mismo pabellón, cuya entidad no puso en riesgo la seguridad general de la unidad penitenciaria, y en la cual no hubo intervención de terceros, por lo que no existe ninguna base para afirmar que se encuentran comprometidos en el hecho intereses nacionales o el buen servicio de sus empleados.


    C., Julio s/ Denuncia lesiones leves


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 59612/2015/1/CS1, 14 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de secuestro coactivo. Incorrecta traba del conflicto. Pronunciamiento inoficioso: declaración de incompetencia revocada por cámara. Corresponde a la justicia federal.


    La contienda no se encuentra correctamente trabada, desde que el magistrado local reasumió la instrucción con posterioridad al rechazo de su declinatoria, razón por la cual su resolución importó el inicio de una nueva contienda que debería haber sido puesta en conocimiento del otro magistrado; máxime cuando de haber procedido de ese modo se habría evitado un conflicto insustancial. La Cámara Federal de Mendoza revocó la incompetencia declarada por el juez federal en otra causa instruida por los mismos hechos, lo que torna inoficioso un pronunciamiento de la Corte.


    F., M. A. s/ Prostitución de menor de 13 años (sustituido conf. Art. 21 - Ley 26.842)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 464/2016/CS1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de amenazas y privación ilegal libertad agravada. Mismo contexto familiar: pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Justicia nacional.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, a partir del mismo contexto familiar en que habrían sucedido y que tendría además de la denunciante, a un menor por víctima, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y de su mayor resguardo, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    D., Gerardo Damián y otro s/ Privación ilegal libertad agravada (Art. 142. Inc.2)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4502/2015/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de tenencia ilegal de arma de fuego y encubrimiento de la supresión de su numeración: vinculación con un mismo objeto. Corresponde a la justicia federal.


    Compete a la justicia federal conocer en el encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero, tal como ocurre con la figura prevista en el artículo 189 bis, apartado 5 del Código Penal. Dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa conducta y la supresión de la numeración del arma y su tenencia ilegítima, al encontrarse éstos delitos relacionados con un mismo objeto, resulta conveniente, desde un punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer su eficacia, que la investigación quede a cargo de un único tribunal.


    S., Gustavo Maximiliano s/ Infracción Art. 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 266/2016/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Elementos indispensables para el correcto planteamiento: individualización de los hechos y posibles calificaciones jurídicas. Justicia local.


    No se han incorporado aún a la causa elementos de juicio suficientes que permitan sostener una calificación jurídica sobre cuya base se hubiese planteado la declinatoria, porque es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En tales condiciones, corresponde a la justicia provincial que previno en la contienda incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. Yesica s/ Posible delito de acción pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4435/2015/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento cometido en una provincia de un delito juzgado por un tribunal nacional. Inaplicabilidad del precedente “Corrales”. Corresponde a la justicia federal.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, por lo que resulta en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo. La atribución a la justicia federal de los casos de encubrimiento se basa en la afectación que ese delito produce en la administración de justicia nacional cuando el delito precedente está siendo investigado por sus tribunales ordinarios, de innegable pertenencia al Poder Judicial de la Nación.


    G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71243/2015/1/CS1, 29 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Elementos indispensables para el correcto planteamiento: individualización de los hechos y posibles calificaciones jurídicas. Justicia local.


    Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Por las escasas constancias agregadas al legajo, no resulta posible considerar la significación jurídica del hecho materia de investigación. En esas condiciones, corresponde al juez de garantías, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    S., Gerardo Andrés s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4623/2015/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Fabricación de sustancias medicinales sin autorización. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos y calificación legal. Justicia federal, que primero conoció de la notitia criminis.


    De los argumentos expuestos por el juez federal surgiría que los productos son recomendados para el tratamiento de diversas patologías y enfermedades mediante el preparado de la solución identificada con una sigla determinada. En ese sentido, al no haber sido debidamente acreditada esa preparación como un producto farmacológico, la cuestión no se encuentra en condiciones de ser resuelta pues no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Los escasos elementos de convicción que obran en el incidente, impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, ni el lugar de su comisión, los que no pueden así ser apreciados "in extenso" a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como por del territorio, corresponda investigarlos. Por todo lo expuesto, estas deficiencias deben ser suplidas por el juez federal que primero conoció de la notitia criminis y declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    N.N. s/ Fabricación sustancias medicinales sin autorización


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74850/2014/1/ CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Habeas corpus correctivo: personas detenidas en el Complejo Penitenciario Federal. Agravamiento de las condiciones de detención. Ley de hábeas corpus 23.098, Art. 8. No procede el precedente "Corrales". Justicia nacional.


    Existen varios motivos para concluir que el precedente "Corrales", en cuanto fue invocado para fundar la declinatoria, ha sido objeto de una interpretación equivocada. El primero y más notorio de ellos es que los hechos del caso "Corrales" difieren en aspectos decisivos de la situación que originó este incidente, pues en el primero el acto emanado de la autoridad nacional que se denunciaba agravatorio de las condiciones de la detención afectaba a una clase de sujetos (las personas mayores de setenta años acusadas o condenadas por delitos de lesa humanidad) que se encontraban alojados en diversas unidades carcelarias del Servicio Penitenciario Federal, en distintas provincias, es decir, todas ellas localizadas fuera de la ciudad de Buenos Aires, y a disposición de jueces federales de varias jurisdicciones territoriales. No es difícil de advertir que el elemento interjurisdiccional no ha sido contemplado en el artículo 8° de la Ley 23.098 y, por consiguiente, esa norma no era la adecuada para resolver aquel caso. El mencionado aspecto que fundamentaba la competencia federal en "Corrales" está ausente en el sub lite, que se refiere a la situación de los detenidos únicamente en la unidad penitenciaria de la ciudad de Buenos Aires, administrada por una autoridad nacional a falta de una institución de origen local con ese cometido en el mismo territorio. A este respecto, cabe recordar que la Corte tiene establecido que no debe entenderse que en los establecimientos de la ciudad de Buenos Aires los agentes del servicio penitenciario cumplan funciones de específico carácter federal. En segundo lugar, el argumento del voto conjunto de los jueces Lorenzetti y Maqueda expresado en "Corrales" de que no podría admitirse la competencia de la justicia ordinaria de la Capital para conocer del hábeas corpus con base en el carácter nacional de los magistrados que la integran, resultó en la declinatoria incorrectamente generalizado. Y siempre dejando a salvo la mejor interpretación que la Corte pueda hacer de sus sentencias, el sentido de esa afirmación es que la justicia ordinaria de la Capital no puede conocer en materias reservadas a la justicia federal bajo el pretexto de ser sus magistrados igualmente jueces de la Nación; pero esta situación -que constituía el supuesto de hecho del caso "Corrales"- no se presenta en éste, pues aquí se trata de una materia que la Ley 23.098 otorga, dentro de la Capital de la República, a los jueces en lo criminal de instrucción.


    Módulo III Pabellón 10 Devoto y otros s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5279/2016/CA1-CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hecho excede las amenazas simples. Real naturaleza del delito. Justicia Nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los Jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por el denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente-, en principio asiste razón al juez local en su calificación jurídica. Por lo tanto, corresponde al juzgado nacional, de competencia más amplia continuar investigando en la presente, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    N.N. s/ Portación de arma de uso civil/ Condic. s/ Aut. mod. Ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3905/2015/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Infracción en propaganda política. Justicia local.


    Corresponde declarar la competencia local para continuar conociendo al respecto sin perjuicio, claro está, de que si entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia de distinta competencia material le remita las actuaciones de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    C., José Luis s/ Formula petición sobre infr. en propaganda política


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4825/2015/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la Ley 23.737 y al artículo 189 bis del Código Penal. Remisión a la Competencia n° 452, L. XLIII “González, Bernardino y Condori, Jorge David”. Justicia federal.


    Al haber sido comprobados ambos delitos como consecuencia del mismo procedimiento de registro, la vinculación que se presenta entre ellos puede exceder de una mera conexidad. Por tal motivo, la contienda debe ser resuelta a partir del criterio establecido por la Corte que tiende a asegurar una mejor administración de justicia en el caso.


    M. H., Angello Yampier y otro s/ Inf. Art. 189 bis


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11252/2014/TO1/ CS2, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la Ley 23.737. Remisión a la Competencia n° 398 L. XLII “Conte, Gabriel”. Justicia de federal, que previno.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 12816/2015/CS1, 22 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción al Art. 106. Posible suicidio. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos y calificación legal. Justicia nacional.


    Cabe poner de resalto que, tal como lo sostiene el juez provincial, las escasas constancias agregadas al incidente, no alcanzan para delimitar las características de los sucesos objeto de investigación y si estos resultan constitutivos de delito, máxime cuando más allá de las manifestaciones vertidas por el denunciante, no se han incorporado a la causa elementos que den sustento a la sub sunción típica propuesta en la declinatoria. Cabe señalar, que más allá de la alusión que aquel efectúa acerca de los lugares de residencia de las personas que, supuestamente, habrían sido colocadas en situación de desamparo o abandonadas a su suerte por parte del titular de dicha asociación religiosa, todavía no se ha incorporado al legajo ninguna constancia que acredite su vinculación con ella, ni tampoco antecedentes relacionados con sus respectivas situaciones personales, ni mucho menos, se ha determinado que, posteriormente, se hubiese producido su suicidio, lo cual, impide precisar, mínimamente, el objeto procesal de la investigación y, por ende, si los hechos resultarían constitutivos de delito. Por ello, esas deficiencias deben ser suplidas por el juez que primero conoció de la notitia criminis, y que declinó originariamente su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión, aunque no haya sido parte en esta última contienda.


    B., Ernesto Guido s/ Inf Art. 106


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4934/2015/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción al artículo 302 del Código Penal. Figura penal subsidiaria. Cheques de pago diferido. Justicia local.


    Teniendo en cuenta que los cheques en cuestión eran de pago diferido, su causal de rechazo y que la estafa fue descartada por la justicia nacional y no existen, hasta el momento, elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde al juez bonaerense conocer en esta investigación y evaluar si es aplicable la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la Ley 24.452, sin perjuicio de lo que resulte con ulterioridad.


    D., Diego Ariel s/ Infracción Art. 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71597/2014/1/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción Art. 303 del Código Penal. Servicio de provisión de medicamentos. Justicia provincial.


    Es acertada la valoración que realizó el Juez declinante en punto a la ausencia de elementos que fundamenten en este caso la competencia de la justicia federal, pues la denuncia apunta únicamente a la administración de fondos públicos municipales sin observar las prescripciones del derecho administrativo local por parte de las autoridades comunales, de manera que no existe, independientemente del grado de comprobación de los hechos y su calificación jurídica, la posibilidad de afectación directa y efectiva a la Nación ni alguna de sus instituciones.


    N.N. s/ Infracción Art. 303


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 60033/2015/1/CS1, 14 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Interrupción de la circulación de una ruta nacional. Falta de una efectiva interrupción de una vía de comunicación interjurisdiccional. Competencia de la justicia local.


    Es de aplicación al caso la doctrina del Tribunal que establece que, cuando se trata de la infracción al artículo 194 del Código Penal, se requiere la efectiva interrupción de una vía de comunicación interjurisdiccional para otorgar conocimiento a la justicia federal. Atento que según surge del informe de Vialidad Nacional, el recorrido de la Ruta Nacional no comprende al partido de General Rodríguez, corresponde entonces al juez local, quien no ha cuestionado ese aspecto, conocer en la causa.


    L., Olga Edith y otros s/ Entorpecimiento de servicios públicos


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 17537/2014/1/CS2, 18 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos y sunciones típicas. Subsidios otorgados por el ANSES: supuestas maniobras fraudulentas. Justicia local, que previno.


    En cuanto al ingreso de fondos al ANSES a través de una clave única de identificación tributaria de AFIP las escasas constancias agregadas al incidente, no resultan suficientes para delimitar las características y alcances de esa maniobra en tanto que, tales aportes, podrían resultar una consecuencia indirecta de otra maniobra de distinta índole cometida en perjuicio de ese órgano local, cuyas autoridades, si bien reconocieron que el denunciante nunca perteneció formalmente a su planta de personal, aceptaron que sus datos se hallaban incluidos entre la nómina de empleados. Al respecto, cabe consignar que, más allá de esa figuración, aún no se ha dirigido la pesquisa para determinar si, en tal caso, llegó a abonarse alguna remuneración en detrimento de sus arcas lo que, sumado al estado embrionario en que se esta se encuentra, impide dar sustento a las sub sunciones típicas propuestas en la declinatoria y, por consecuencia, la adecuada resolución del conflicto. En segundo lugar, en lo concerniente a las presuntas maniobras delictivas que se habrían llevado a cabo para contraer deudas y obtener créditos, si bien surge de su denuncia que se habría enterado por medio del Banco Central de la República Argentina y de la organización en cuestión, acerca de la existencia de operaciones comerciales, presumiblemente realizadas fraudulentamente por una persona que habría asumido falsamente su identidad, esas eventualidades tampoco bastan, en este caso, para dilucidar su verdadero alcance y significación jurídica, en virtud de que la ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrarlos en alguna figura determinada con el grado de acierto que esta etapa requiere, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. En ese orden de ideas, cabe consignar, que aún no se ha solicitado a las distintas entidades comerciales que remitan la respectiva documentación que, en su caso, se habría confeccionado con motivo de la percepción de dinero o bienes a crédito, con el objeto de verificar, además, si entre ella se encuentran las constancias del documento nacional de identidad de aquél original o apócrifo lo que, por otra parte, podría contribuir a dilucidar la competencia material y, a su vez, establecer las distintas jurisdicciones territoriales en las que, en su caso, habría sido usado. Por lo tanto, corresponde a la juez local que previno y a cuyos estrados concurrió el denunciante a hacer valer sus derechos, continuar conociendo en la totalidad de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    N.N. Denunciante A., Pablo Maximiliano s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4618/2015/CS1, 09 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones provocadas en un contexto de riña o agresiones. Falta de determinación de los autores. Corresponde a la justicia nacional de menores.


    Al existir una riña o agresión en la que participaron más de dos personas, que tuvo como consecuencia un resultado lesivo, en la cual no pueda determinarse quien o quienes causaron dichas lesiones, pero que podría haber participado un menor de edad, corresponde a la justicia nacional de menores.


    B., Fernando s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4652/2015/CS1, 09 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Pluralidad de delitos de naturaleza federal y común. Delitos acaecidos en momentos y lugares diferentes. Improcedencia de la competencia federal sobre delitos comunes por conexidad. Competencia de la justicia local para los delitos de naturaleza común.


    Tiene dicho la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Asimismo, la presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica. Por todo lo expuesto, corresponde la justicia local conocer en los hechos a los que quedó circunscripta esta contienda.


    F., Matías Javier s/ Incumplimiento de autor. Y violación de deberes de funcionario público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4171/2015/CS1, 24 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de corrupción de menores. Real naturaleza del delito. Corresponde a la justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte, que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. No podría descartarse de momento la figura típica del artículo 125 del Código Penal - al menos en grado de tentativa - que, en razón de su penalidad y lo dispuesto en el artículo 26 del Código Procesal Penal de la Nación, pertenece a la esfera de competencia de la declinante y tiene preponderancia sobre la contravención escogida en su resolución, a partir de la inteligencia establecida por el Tribunal en Fallos: 328:2804.


    V., F. s/ Abuso sexual - Art. 119, 1° párrafo -


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23956/2016/1/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de estafa. Inexistencia de circunstancias que justifiquen la competencia federal. Justicia local.


    Más allá de la significación jurídica que pueda asignarse a los hechos, no se advierte en el caso circunstancia alguna que surta la jurisdicción federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva. Por lo tanto, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa.


    Z., Víctor Hugo s/ Estafa


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 10129/2015/1/CS1, 18 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de trata de personas. Ley 26.364. Remisión al precedente Comp. N° 538, L. XLV y N° 1016, L. XLVI. Justicia federal.


    Más allá del incipiente estado en que se encuentra el presente sumario y de la calificación legal que en definitiva corresponda asignar a los hechos, las constancias remitidas ilustran un cuadro fáctico que impide descartar, al menos de momento, la hipótesis delictiva de la trata de personas. En efecto, tal como lo señala el juez de la provincia, no se cuenta todavía con prueba suficiente para definir si las mujeres hasta ahora identificadas durante la investigación fueron captadas o reclutadas, o de qué manera concluyeron en el estado de prostitución en el que se encuentran; mientras que sí resulta con claridad la identificación la persona responsable de la organización del trabajo y el traslado de las víctimas hasta el lugar donde ofrecen sus servicios sexuales. No debe pasarse por alto, finalmente, la estrecha relación que existe entre la trata de personas y la explotación económica (art. 127 del Código Penal) en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso c, de la Ley 26.364, texto según Ley 26.842. Por lo tanto, teniendo en cuenta que las constancias acompañadas permiten inferir que podría haber existido un proceso de captación o reclutamiento previos, resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime, por lo que corresponde al magistrado de excepción, que previno, proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior.


    N.N. s/ Infracción Ley 26.364


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 26086/2014/1/CS1, 15 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto secuestro extorsivo. Inaplicabilidad del precedente “Ramaro”. Secuestro exprés. Competencia de la justicia local.


    No se vislumbran en autos las circunstancias causídicas contempladas en el caso "Ramaro", tales como un prolongado lapso de cautiverio o la existencia de una organización delictiva dedicada a la ejecución sistemática de secuestros extorsivos. De las constancias de la causa surge la estricta motivación particular de los hechos y autoriza a presumir que se trató de un supuesto delictivo bajo la modalidad conocida como secuestro exprés. Por lo tanto corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en esta causa.


    G., Néstor Javier s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4388/2013/TO1/6/CS1, 16 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Pretenso delito de trata de personas. Ley de profilaxis 12.331. Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 538, L. XLV, “Fiscal”. Justicia federal.


    Las circunstancias plasmadas en el expediente dan cuenta de un cuadro de situación que impide descartar, al menos de momento, la existencia de conductas en infracción a la Ley de sanción y prevención de la trata de personas. En efecto, y tal como lo afirma la cámara de apelaciones, las conversaciones telefónicas detectadas entre los imputados y con terceras personas dan cuenta del funcionamiento del prostíbulo, de la distribución de tareas y del grado de sometimiento de las mujeres víctimas, así como también el informe elaborado por las especialistas del programa de acompañamiento y rescate ilustra sobre su situación de vulnerabilidad, sobre el temor que les generaba el supuesto vínculo con miembros de la fuerzas de seguridad, y sobre lo que implicaba que la vivienda del nombrado fuera justamente lindera al local. Cabe recordar, finalmente, la estrecha relación que existe entre la trata de personas, la explotación económica (art. 127 del Código Penal) y la intervención en la prostitución ajena reprimida en el artículo 17 de la Ley de profilaxis 12.331 bajo las acciones de "regentear, administrar y/ o sostener" casas de tolerancia-, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso c, de la Ley 26.364, texto según Ley 26.842. Por lo tanto, y teniendo en cuenta que la experiencia recogida en la materia revela que no es posible descartar que en hechos de estas características no haya existido un proceso de captación o reclutamiento previos, resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime, por lo que corresponde al magistrado nacional proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior.


    N., V. H. y otro s/ Infracción Art. 145 bis del Código Penal según Ley 26.842


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 70662/2014/4/ CS1, 08 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad y robo. Delitos desarrollados en diferentes jurisdicciones. Lugar donde se cometieron los dos delitos. Justicia nacional.


    El Tribunal tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Por aplicación de este principio, y atento que de los términos de la denuncia -que no se encuentran controvertidos por otros elementos de la causa- se desprende que el desapoderamiento ocurrió en esta ciudad, corresponde a la justicia nacional conocer en la causa.


    N.N. s/ Robo agravado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4499/2015/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a las Competencias n° 1153, XL VII "Compulsa extraída en As. n° 87.053 – A.” y n° 224, XLVII "Molina, Marcela y otros”. Justicia provincial.


    R. D., Maximiliano Abel y otros s/ Infracción Ley 22.362 y Ley 11.723


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 79000985/2012/8/CS1, 28 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión al dictamen de la causa 475 L. XLVIII "Cazón, Adella Claudia”. Justicia nacional.


    A., Rodrigo Ariel s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 24/2016/CS1, 30 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo calificado agravado con la intervención de menores. Lugar del hecho. Justicia nacional.


    Toda vez que de las constancias incorporadas a la causa, surge, prima facie, que el vehículo y la mercadería hallada serían los que el denunciante habría denunciado que le sustrajeron en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde a la justicia nacional conocer en esta investigación.


    R., Cristian Alejandro s/ Robo en poblado y en banda


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4431/2015/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro virtual cometido desde un teléfono del Servicio Penitenciario Federal. Improcedencia del fuero de excepción. Corresponde a la justicia local.


    Más allá de la calificación legal que resulte aplicable al hecho denunciado, lo cierto es que, de las constancias del expediente no surge elemento alguno que justifique, la competencia del fuero de excepción, y tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que surta esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restrictiva. La Corte tiene establecido que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar en el perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquel no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    R., Juan Alfredo s/ D secuestro extorsivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 27/2016/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tráfico de mercaderías peligrosas para la salud. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos y calificación legal. Artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Justicia nacional.


    Los escasos elementos de convicción que obran en el incidente, que sólo cuenta con una oferta, impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, ni el lugar de su comisión, los que no pueden ser apreciados "in extenso" a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, por razón del territorio, corresponda investigarlos. Por todo lo expuesto, esas deficiencias deben ser suplidas por el juez nacional que primero conoció de la notitia criminis y declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    D. L., Máximo y otro s/ Tráfico de mercad. peligrosas p/ salud Mod. Ley 26524. Den Fiscalía de Distrito del Barrio de Pompeya y Parque Patricios. Causa n° 37.718/2015 y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22134/2015/1/CS1, 19 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia entre tribunal federal y juez federal de la misma sección. Corresponde a la cámara federal de apelaciones de esa jurisdicción territorial.


    No corresponde a la Corte dirimir el conflicto pues conforme lo estipulado por el artículo 31, inciso 3°, del Código Procesal Penal de la Nación, cuando la cuestión se traba entre un tribunal federal y un juez federal de la misma sección, debe ser conocida por la cámara federal de apelaciones de esa jurisdicción territorial.


    L. F., Rafael y otro s/ Secuestro extorsivo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6414/1997/15/CS1, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Investigación insuficiente: falta de individualización de los hechos y calificación legal. Presunta infracción a la Ley 23.737. Justicia federal.


    Aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, que la persona involucrada tenga alguna relación con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, lo resulta indispensable para determinar la calificación del hecho y, consecuentemente, la competencia material. En tales condiciones, corresponde a la justicia federal que previno en la contienda, y cuya competencia además es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la Ley 26.052) incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


    F., María Belén s/ Inf. Ley 23.737


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 10850/2015/2/CS1, 16 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    No existe cuestión que la Corte deba resolver de acuerdo a lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58.


    N.N. s/ Falsificación documentos


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11289/2015/1/ CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa "Sorribas, Sasha Nahuel”, CSJ 4658/ 2015/ CS1.


    P., Alberto Manuel s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7312/2016/CS1, 30 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    N.N. s/ Inf. Art. 125 bis


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35579/2015/1/ CS1, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    A., Jerónimo Juan Ignacio s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6561/2016/CA1-CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    G., Hugo Omar s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7301/2016/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    G., Hugo Omar s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5662/2016/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    O. M., Mario Alberto y otro s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12589/2016/CS1, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    S., Daniel Alberto s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13353/2016/CS1-CA3, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1


    G., Hugo Omar s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13864/2016/CS1, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1


    V., Daniel Alejandro y otro s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8507/2016/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    D., Jorge Eduardo s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9162/2016/CS1, 12 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    P., Lorenzo s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7307/2016/CS1-CA2, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    V., Gustavo Marcelo y otro s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6103/2016/CA1-CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa 475 L. XLVIII "Cazón, Adella Claudia”.


    B. S., Dardo Matías s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4632/2015/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/CS 1, "Giusquiami, Andrés”.


    C., Ivo David s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38580/2014/1/CS1, 29 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FLP 27087/2014/10/CS1.


    G. G. Gladys s/ Inf. Art. 154 bis


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 54006517/2012/1/CS1, 09 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSM 31633/2014/TO1/3/CS1 "Cardozo, Juan Cruz Iván y otro”.


    N.N: F., A. E. o J. E. y otros s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 31792/2014/TO1/47/CS1, 09 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Ya no existe cuestión que la Corte deba resolver de acuerdo a lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58.


    S, Sergio s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4351/2015/CS1, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Economía procesal. Hurto de automotor. Encubrimiento. Estafa. Investigación inconclusa. Competencia provincial. Adulteración de instrumento público. Competencia federal.


    Incorrecta traba de la contienda. Necesidad de profundizar la investigación.


    La correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de competencia lo que no ocurre en el caso en que el juez nacional no se la atribuyó a su par local, sino que rechazó la suya, en el entendimiento de que debía conocer la justicia federal de San Luís, pese a lo cual, devolvió el legajo al juzgado local. No obstante, para el supuesto de que la Corte decidiera prescindir de este reparo formal, por razones de economía procesal que concurren en el presente, cabe poner de resalto que es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Sobre esa base, no surgen elementos que permitan precisar debidamente los hechos a investigar, ni las tipificaciones que en definitiva puedan ser atribuidas que, por la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación posible. Debe ahondarse la investigación hasta esclarecer ciertos aspectos, atento que el presunto comprador del vehículo no puede de manera simultánea ser autor del encubrimiento y respecto de ese mismo bien ser víctima de estafa, toda vez que la existencia de esta última excluye la comisión del primero. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia provincial, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios que permitan agotar la investigación en lo que se refiere a la adquisición del vehículo y resolver, luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite. Por lo demás, en cuanto a la adulteración del número de control de la cédula de identificación del automotor, en virtud del carácter nacional que reviste ese documento corresponde a la justica federal con jurisdicción en donde se incautó ese documento, conocer a su respecto, aunque no haya sido parte en la contienda.


    G., Manolo Rubén s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 911/2016/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Cultivo ilegal de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Juez previniente. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de Competencia n° 398 L. XLII "Conte, Gabriel s/ av. presunta infr. ley 23.737",


    C., Jorge Aníbal y otro s/ Infracción Ley 23.737


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 12299/2015/1/CS1, 17 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso de armas. Lesiones. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia nacional.


    Debo poner de resalto que, del propio texto de la Ley 26.702 que dispone la transferencia de competencias penales al fuero local respecto, entre otros, de los delitos motivo de esta contienda quedó expresamente establecida la necesidad de su aprobación por la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, lo que hasta el momento no ha sucedido.


    C., Lucas s/ Disparo de arma de fuego


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13376/2016/1/CS1, 15 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual. Competencia nacional.


    En atención a que no puede descartarse, en la etapa embrionaria de la investigación y a partir de los dichos de la madre de la presunta víctima - que resultan verosímiles y no se encuentran desvirtuados por otras constancias de la causa -, una presunta conducta sexualmente abusiva de parte del imputado con respecto a su hija, teniendo en cuenta la corta edad de la niña, corresponde a la justicia nacional, de competencia más amplia, asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa en ese sentido, sin perjuicio de cuanto resultare con posterioridad.


    R., V. s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 767/2016/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual. Competencia por el territorio. Competencia provincial.


    En atención a que de los nuevos dichos del padre de la menor al ratificar y ampliar su denuncia, y a los que cabe atenerse para dirimir este conflicto, en tanto no aparecen desvirtuados por otros elementos del incidente, surge que los presuntos hechos abusivos habrían ocurrido en una habitación de la planta baja de su casa, que para esa época habitaba un amigo suyo con quien trabajaba el imputado, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para conocer en la causa, sin perjuicio de su eventual remisión a otro juez de su misma provincia de acuerdo con las reglas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    F., W. s/ Abuso sexual -art. 119, 3° párrafo-


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5070/2016/1/CS2, 15 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual. Investigación inconclusa. Competencia provincial. Juez previniente.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Atento que cabe a todos los organismos intervinientes hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores, corresponde proseguir la investigación al juzgado provincial de Río Grande, que por haber prevenido y ser el tribunal del domicilio donde la actora reside con sus hijos, se encuentra en mejores condiciones de resguardar esos intereses.


    O., O. F. s/ Abuso sexual - Art. 119, 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 317/2016/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Competencia por conexidad. Competencia nacional. Competencia correccional.


    Más allá de que las partes implicadas en ambas causas no sean las mismas, su objeto se relaciona con una problemática familiar común, por lo que deben quedar a cargo de un único tribunal.


    O. M., Rodolfo Reinaldo s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 566/2016/CS1, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia provincial.


    Dado que el objeto del conflicto sólo se circunscribe a las amenazas, y teniendo en cuenta entonces que éstas han sido incluidas en el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe ser la justicia local la que conozca en la causa.


    L., Silvina Anabella s/ Amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25153/2016/1/CS1, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Hostigamiento o maltrato. Competencia por conexidad. Competencia nacional.


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, a partir del mismo contexto en que habrían sucedido, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    S. s/ Coacción (Art. 149 bis) Damnificado: G., María Fernanda


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52229/2015/1/CS1, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Tentativa de homicidio. Competencia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. No pudiendo descartarse que el hecho pueda encuadrar en la figura de lesiones u homicidio en grado de tentativa o, incluso en la prevista en el artículo 104, último párrafo, del Código Penal, corresponde conocer a la justicia nacional.


    T., Hernando Andrés s/ Amenazas con armas o anónimas (Art. 149bis). Damnificado: P., Roberto Daniel


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3843/2016/3/CS1, 16 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Apremios ilegales. Personal penitenciario. Competencia federal.


    Más allá de la calificación legal que en definitiva se dé a los hechos objeto de este conflicto y de la entidad de las ofensas padecidas, lo cierto es que de los dichos también resulta señalado personal del Servicio Penitenciario Federal en ejercicio de sus funciones, por lo que de momento no se descarta, teniendo en cuenta el estado embrionario en que se encuentra esta causa, que se hubiere afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación en el sentido establecido por el Tribunal.


    N. N. s/ Apremios ilegales a detenidos (Art. 144 bis, inc. 3°)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14159/2015/1/CS2, 14 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Atentado contra la autoridad. Lesiones. Daño calificado. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia nacional. Competencia criminal.


    Mediante el convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia contravencional la investigación de algunos delitos claramente enumerados allí y que, en relación con la presente causa, sólo quedaría comprendida la figura de daño agravado. Sin embargo, en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la causa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que la pena establecida para el delito de daño calificado sea superior a las fijadas para el resto de las figuras delictivas objeto de elevación a juicio, al no haberse traspasado su conocimiento a la órbita de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional en lo criminal que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento y en cuya jurisdicción, además, tramitó la causa.


    Rechini, Diego Omar y otros s/ Atentado contra la autoridad o desobediencia a Funcionario Público


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62168/2013/TO1/4/CS1, 15 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Coacción. Competencia por el territorio. Competencia nacional.


    Toda vez que de los dichos de la denunciante y tal como reconoce el juez nacional, las amenazas fueron recibidas en esta Ciudad, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional que previno y en cuya jurisdicción se domicilia la denunciante.


    Á. Héctor Carmelo s/ Coacción Dam: C., Silvia Beatriz


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36528/2015/1/CS1, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia federal.


    Infracción ley 23.737.


    Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la Ley 26.052).


    B. B., Justo Pastor s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 973/2016/CS1, 01 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa 1074, libro XLVI, "G. T., F. C.”


    D., Verónica y otro s/ Tráfico mercaderías peligrosas para la salud


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46327/2011/TO1/3/CS2, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa 504 L. XLIV "Franco, Eduardo Alberto”.


    L. (ocupantes de la finca) s/ Infracción Ley 12.331


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49492/2015/1/CS1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 34255/2013/4/CS3.


    S y T S.A. y otros s/ Defraudación informática (art. 173 inc. 16)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34255/2013/2/1/CS4, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 34255/2013/4/CS3.


    S y T S.A. y otros s/ Defraudación informática (art. 173 inc. 16)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34255/2013/6/CS5, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 34255/2013/4/CS3.


    S y T S.A. y otros s/ Defraudación informática (art. 173 inc. 16)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34255/2013/7/CS6, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 34255/2013/4/CS3.


    S. S.A. y otros s/ Defraudación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 268/2016/CS1, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 34255/2013/4/CS3.


    S. y T. S.A. y otros s/ Defraudación informática (Art. 173 inc. 16)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34255/2013/3/CS2, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Cultivo ilegal de estupefacientes. Competencia ordinaria.


    Leyes 26.052 y 23.737.


    La Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la Ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3° se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido, "la salud pública", son ajenas al derecho federal. De acuerdo con esta inteligencia, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos relacionados con la tenencia de estupefacientes para consumo personal, y aquellos sucesos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local en el interior del país. En ese sentido, atento que según tiene dicho el Tribunal, la primera regla de interpretación de las leyes es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe fluir de su letra o su espíritu, en el caso, la forma en que se efectuaba la siembra de las sustancias prohibidas se ajusta a esa pauta objetiva de valoración. Por otra parte, no surge de las constancias que el fin de la siembra no fuera el consumo personal del imputado por lo que deben devolverse las actuaciones a la justicia local a fin de que continúe conociendo en ellas.


    D., Matías Julián s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 686/2016/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Curatela. Domicilio. Establecimientos penitenciarios. Competencia por el territorio. Competencia provincial.


    Dado que el penado se encuentra alojado en el Complejo Penitenciario II del Servicio Penitenciario Federal, con sede en la localidad de Marcos Paz, en consonancia con lo decidido en los antecedentes de Fallos: 323:1531 y 332:908, corresponde conferir intervención al foro del lugar de residencia del causante.


    C., J. A. s/ Curatela


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1020/2016///CS1, 07 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daño Informático. Correo electrónico. Competencia federal.


    Atento que el funcionamiento de las cuentas de correo electrónico constituye una "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la Ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (artículos 2° y 3° de la Ley 19.798), debe ser el fuero federal el que continúe conociendo en las actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    S. S.R.L. s/ Daños


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 806/2016/CS1, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Declinatoria de jurisdicción. Economía procesal. Competencia nacional. Juez previniente.


    El temperamento adoptado por el juez de instrucción al convocar a prestar declaración indagatoria a los titulares de las cuentas de destino de las transferencias con radicación en su ámbito territorial, al mismo tiempo que se declaraba incompetente respecto de los restantes hechos, hace aparecer a su declinatoria como prematura, ya que del resultado de esas diligencias podrían resultar elementos que permitieran dilucidar si todos ellos responden a un contexto delictivo común. De verificarse tal hipótesis, se evitaría entonces el dispendio que importaría separar las investigaciones, con menoscabo de los principios de economía procesal y buena administración de justicia a los que siempre debe atenerse al resolver cuestiones de esta índole. Tampoco se aprecian obstáculos para que el mismo magistrado disponga similar temperamento respecto de aquellos otros titulares de cuentas que, aún con domicilio fuera de su ámbito territorial, se encuentren dentro de una distancia que les permita comparecer sin mayores inconvenientes ante su estrado, todo lo cual, junto con las demás medidas que eventualmente corresponda practicar sobre esa base, también podrían contribuir a ese fin.


    S y T S.A. y otros s/ Defraudación informática (art. 173 inc. 16)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34255/2013/4/CS3, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Competencia federal.


    Cuando el fraude se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Asimismo, si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación, y que la circunstancia de que se hubiese utilizado una fotocopia de un DNI adulterado para cometer la estafa, habilita de igual modo al fuero de excepción.


    A., Roxana de los Ángeles y otro s/ Defraud.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1528/2015/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de disparo de arma de fuego. Lesiones en riña. Lesiones leves. Competencia por el territorio. Competencia nacional.


    De acuerdo a las constancias del incidente y, especialmente de la declaración indagatoria, asiste razón al juez de la ciudad, toda vez que no surge que en las lesiones sufridas hayan tomado parte dos o más personas, tal como lo exige el tipo penal de lesiones en riña.


    B., Gustavo Fabián y otro s/ Disparo de arma de fuego y lesiones leves


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56574/2014/1/CS1, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos federales.


    Posible infracción al art. 140 del Código Nacional Electoral. Ausencia de intereses nacionales afectados.


    El juez nacional decidió asignar parcialmente la competencia a su par electoral en orden a la hipótesis delictiva prevista y reprimida por el artículo 140 del Código Nacional Electoral en tanto que, posteriormente, de una manera imprecisa y genérica, remitió las actuaciones a la justicia provincial, al considerar que los hechos denunciados no excedían de una mera motivación particular, ni afectaban de modo directo o indirecto la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones. Cabe consignar al respecto, que esa decisión, por la cual el declinante pretende dividir la continencia de la causa carece de una relación lógica con la anterior y que, además, dé sustento para llegar a alguna conclusión en orden a la fijación de la competencia pues, como es sabido, ésta depende, en definitiva, de la naturaleza del delito objeto del proceso y, en ese sentido, no se advierte en sus considerandos, que ni siquiera se hayan descripto los hechos que resultarían ajenos a su conocimiento parcial por razón de la materia, ni tampoco que se haya ensayado una calificación legal provisoria que, en su caso, permita dirimir el conflicto. Por tales razones, hasta tanto el juzgado federal de origen, con adecuado fundamento, subsane esa falencia, no se presenta una cuestión de competencia que corresponda resolver a la Corte.


    N. N. s/ A determinar


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 51131/2015/1/CS1, 24 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos informáticos. Competencia federal.


    Atento que la cuenta de correo electrónico y el usuario de la red social constituyen una "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la Ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (artículos 2° y 3° de la Ley 19.798), debe ser el fuero federal el que continúe conociendo en las actuaciones.


    N. N. s/ Violación sist. informático Art. 153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1085/2016/CS1, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Desobediencia a un funcionario público. Competencia provincial.


    Es jurisprudencia del Tribunal que la investigación del delito de desobediencia corresponde al juez del lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones. Por lo tanto, teniendo en cuenta los dichos verosímiles y no controvertidos de la denunciante, en el sentido de que la presunta violación a la restricción impuesta judicialmente habría ocurrido en una casa quinta a la que el imputado llevaría a sus hijos durante la visita, corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con su trámite, sin que la circunstancia de que la causa haya sido remitida por el declinante, según informó por oficio, obste a la solución aquí propuesta, desde que ese temperamento respondió a la aplicación de reglas de conexidad para la distribución de competencia que sólo rigen entre jueces nacionales


    I., José Antonio Adrián s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21853/2016/1/CS1, 04 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Discriminación. Investigación inconclusa. Competencia provincial.


    Infracción a la ley 23.592.


    Esta contienda no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58, pues de las escasas constancias remitidas no surgen elementos de juicio suficientes para determinar la significación penal de los hechos denunciados y de tal suerte, asignar la competencia al magistrado que corresponda en razón de la materia. Sobre todo teniendo en cuenta que el informe elaborado por el INADI se refiere a la existencia de discriminación en el vínculo laboral, sin que existan otras precisiones respecto de una eventual infracción al artículo 3° de la Ley 23.592.


    N. N. s/ Infracción Ley 23.592


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 405/2016/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Economía procesal. Encubrimiento. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal.


    Incorrecta traba de la contienda. Mejor administración de justicia. Único tribunal a cargo.


    Dada la estrecha vinculación que existe entre todos los sucesos objeto de la causa, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Luego de la reforma introducida por la Ley 25.886, la supresión de la numeración de las armas se encuentra incluida entre aquéllos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. Asimismo, tiene resuelto la Corte que también compete a la justicia de excepción conocer en el encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero.


    M., Luis Alberto s/ Infracción Art. 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 640/2016/CS1, 09 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Economía procesal. Encubrimiento. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal.


    Incorrecta traba de la contienda. Mejor administración de justicia. Único tribunal a cargo.


    Habida cuenta que en virtud del artículo 33, inciso 1°, apartado "e", del Código Procesal de la Nación, la justicia de excepción es la habilitada para conocer en lo referido a la supresión de la numeración de arma de fuego, sin perjuicio del archivo dictado al respecto por la justicia federal y más aún por haberse fundado en una insuficiencia probatoria que no se compadece con la ausencia de toda diligencia tendiente a su investigación, resulta igualmente aplicable el criterio de la Corte en cuanto a que corresponde a ese fuero conocer en el encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento le compete. La tenencia ilegítima del arma que también se imputa se relaciona con un mismo objeto y, más allá de la relación concursal que pueda eventualmente resultar entre ambas figuras, esa comunidad también habrá de reflejarse en su esclarecimiento, lo cual hace conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer la eficacia de la investigación, que un único tribunal quede a su cargo.


    C., Alberto Ariel s/ Inf. Art. 189 bis (5) 2° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 315/2016/CS1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Competencia nacional.


    Es doctrina de la Corte Suprema que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Si no resulta con claridad que el imputado por encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, resulta conveniente que entienda el juez que intervino en la causa por la sustracción, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    B. M., Carlos Manuel s/ Encubrimiento (Art. 277, inc. 1°, apartado b, del Código Penal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 918/2016/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito cometido. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no se realizó ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en el delito contra la propiedad. Asimismo, tampoco se ha indagado al prevenido acerca de la manera en que habría conseguido tener en su poder el motovehículo, ni la averiguación de sus precisas circunstancias, lo que, no sólo contribuiría a definir la situación jurídica de aquél respecto del delito contra la propiedad, sino también, y según el caso, a identificar a sus autores. En esta inteligencia, la Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de hurto.


    S., Walter Damián s/ Encubrimiento (Art. 277 del C.P.)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 687/2016/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Plan de ahorro previo. Compraventa de automotores. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional.


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte, según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. Atento a los dichos de la víctima surge que si bien se había entrevistado con el imputado en el partido de Pilar, donde le• entregó el dinero equivalente al pago de la primera cuota por la suscripción de un plan de ahorro para la compra del automotor, lo cierto es que depositó la suma correspondiente a dos cuotas, en la cuenta corriente del representante de la concesionaria, a quien se dirigió para efectuar sus reclamos en virtud del incumplimiento contractual, que finalmente derivó en que éste le devolviera la mayor parte del dinero abonado, en el domicilio de su firma de la ciudad de Buenos Aires. Sobre la base de esas consideraciones, y habida cuenta que no podría descartarse que el denunciante, haya sido partícipe de las maniobras que perjudicaron a los clientes de su firma, y que en la ciudad de Buenos Aires también se investiga otro hecho de similares características, en el que aquel aparece como imputado, corresponde a la justicia nacional, que previno, continuar conociendo en las actuaciones.


    D. B., Mariano y otros s/ Defraud.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55121/2014/2/CS1, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estelionato. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia nacional.


    Cabe poner de resalto que, tal como lo sostienen tanto el fiscal como el magistrado provincial, respectivamente, la sola circunstancia de haberse agregado los contratos que habría celebrado la deudora con terceros en estado de falencia -que fueron declarados ineficaces por el juez de la quiebra y que, además, figuran fechados en el partido bonaerense, no alcanzan para delimitar con precisión los pormenores que habrían rodeado la relación entre las partes. Al respecto, se advierte que todavía no se han incorporado las certificaciones de las firmas obrantes en dichos instrumentos, ni se ha oído en forma testifical a los respectivos locatarios, de manera que pueda precisarse su alcance y, en su caso, subsumírselos en una determinada calificación legal, que permita suplir la deficiencia que en ese sentido se observa en la declinatoria, por consecuencia impide, a la luz de la doctrina de la Corte citada precedentemente, la adecuada resolución del conflicto.


    F., María Josefa s/ Defraudación por estelionato


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53183/2015/1/CS1, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Extorsión. Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial.


    Más allá de la calificación legal que en definitiva resulte aplicable a los hechos expuestos en la denuncia, lo cierto es que, tal como lo señala el juzgado federal, de sus términos no se desprende elemento alguno que justifique esa competencia de excepción, ni tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que, al menos de momento, surta esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restrictiva, pues, al parecer, responderían a motivaciones de Índole particular y habrían intervenido agentes de la policía local.


    N. N. s/ Extorsión y privación ilegal de la libertad personal (art. 142 bis)


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 9162/2015/1/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de instrumento público. Competencia provincial.


    Toda vez que el instrumento público utilizado no revestiría carácter nacional, no existen circunstancias que habiliten la jurisdicción federal.


    N. N. s/ Falsificación de documento público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 762/2016/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de instrumento público. Competencia provincial.


    Incorrecta traba de contienda. Economía procesal.


    Tiene resuelto la Corte que si bien es competente, para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso, si no es posible establecer dónde fue creado, debe estarse al lugar en que fue usado. Atento que el juez de garantías no ha cuestionado que el uso de la licencia de conducir falsa ocurrió en territorio provincial, es esa jurisdicción la que debe pesquisar su falsificación, sin que la circunstancia del fallecimiento, tenga incidencia en lo decidido por el Tribunal.


    L., David Isaías s/ Falsificación de documento público


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18086/2016/1/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de instrumento público. Investigación inconclusa. Competencia provincial. Juez previniente.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58. En este sentido, resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Gustavo Fabián s/ Falsificación de documento público - propiedad automotor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 809/2016/CS1, 16 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de sellos, timbres y marcas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Falsificación de patente. Competencia provincial.


    Jurisdicción donde se comprobó la anomalía.


    Habida cuenta que no surge dónde se cometió la presunta infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal, corresponde investigarla al juzgado nacional en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N. N. s/ Falsificac. Alterac. o supresión de número registro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4229/2015/CS1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Pericia médica. Competencia nacional.


    En este sentido cabe consignar, en primer término, que aun cuando la primigenia atención médica e internaciones de la occisa, en dos nosocomios, tuvieron lugar en la localidad provincial a raíz de un accidente laboral, en el sub examine, todavía no se ha verificado debidamente el curso causal que llevó al resultado final y si, en definitiva, podría deberse a la negligencia o impericia de los profesionales médicos que, de un modo u otro, participaron en su atención tanto en aquella localidad provincial como luego en esta ciudad, para lo cual, resulta imprescindible, como primera medida, la realización de un peritaje médico forense a partir de la autopsia, sus anexos, y de las historias clínicas agregadas que, en su caso, permita delimitar esas circunstancias, y ensayar una determinada calificación legal, lo que no se advierte en la resolución del magistrado declinante.


    N. N. s/ Muerte por causa dudosa damnificado: D., María Sandra y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24067/2015/1/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto. Amenazas. Tenencia de armas. Abuso de armas. Portación de armas. Comercialización ilegal de estupefacientes. Investigación inconclusa. Competencia provincial. Juez previniente.


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Tiene establecido también el Tribunal, que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.


    C., Brian Aníbal y otro s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 758/2016/CS1, 04 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Domicilio del menor. Competencia por el territorio. Competencia provincial. Juez previniente.


    Siendo que ése es el lugar donde el imputado habría impedido que la madre tomara contacto con sus hijos y ejerciera sus derechos y obligaciones respecto de ellos, corresponde a la justicia bonaerense que previno.


    A., I. del C. s/ Infracción Ley 24.270


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 677/2016/CS1, 15 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incendio y otros estragos. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Competencia provincial.


    Remisión al dictamen FSM 54061/2015/1/CS1, “N.N. s/ Incendio u otro estrago con muerte, incumplimiento de deberes, etc.”.


    N. N. s/ Abuso de autoridad y violación de deberes


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 24/2016/1/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación inconclusa. Competencia provincial. Juez previniente.


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inc. 7°, del decreto Ley 1285/58, si los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los sucesos y la calificación legal sobre la que se apoya la declinatoria. No se han individualizado las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que habrían acontecido cada una de las maniobras a las que hace alusión la denunciante. Corresponde devolver las actuaciones al juzgado local que previno y a cuyos estrados concurrió la denunciante a hacer valer sus derechos, con el objeto de incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y determinar las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con delitos concretos es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlos y juzgarlos.


    D., Claudio Marcelo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 620/2016/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones agravadas. Servicio penitenciario. Personal penitenciario. Violación al deber de cuidado. Competencia provincial. Juez previniente.


    Cuando de las constancias remitidas y el incipiente estado en que se encuentra la investigación, sumado a que en el legajo no se cuenta con otros elementos a partir de los cuales fuere posible analizar objetivamente si la conducta de los agentes del servicio penitenciario federal se ajustó o no -por acción u omisión- al protocolo de actuación que deben seguir en hechos violentos como el presente y en un penal de máxima seguridad, por el momento no se advierte concretamente de qué modo se habría comprometido en el caso el deber de custodia de los derechos de los detenidos con afectación del buen servicio que deben prestar un organismo nacional y sus empleados.


    C., Facundo Emanuel y otro s/ Lesiones agravadas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 685/2016/CS1, 15 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones en riña. Lesiones leves. Competencia nacional.


    La calificación legal ensayada por el juez nacional carece de sustento pues no ha invocado elemento de juicio alguno que permita al menos inferirla. Al respecto cabe consignar que, según surge de las manifestaciones del denunciante que no se encuentran controvertidas en la causa éste sólo habría resultado víctima de una agresión por parte de varias personas -que fueron debidamente identificadas por sus nombres-, una de las cuales, inclusive, habría sido señalada por aquél, expresamente, como quien le aplicó golpes en la cabeza, lesionándole su cuero cabelludo, circunstancia que, no sólo fue visible a la instrucción sino que, a su vez, se encuentra acreditada a través del informe médico. Por lo demás, más allá de las dificultades probatorias que, eventualmente, pudieran existir acerca del modo preciso en que se desarrolló el episodio, no por esa sola circunstancia pueden descartarse imputaciones concretas a tenor de las previsiones del artículo 45 del Código Penal.


    M. s/ Lesiones leves (art.89) Damnificado: S. G., Hugo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2064/2016/1/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones en riña. Lesiones leves. Competencia nacional.


    Surge de la pesquisa, que el funcionario policial, al momento de recibir la denuncia, dejó expresamente asentado que dicha lesión era visible a la instrucción, y que fue voluntad de la damnificada instar la acción penal a su respecto, motivo por el cual las lesiones deben tenerse por acreditadas, más allá de la ausencia de examen médico. Por otra parte, el artículo 95 del Código Penal al referirse al homicidio o lesiones en riña establece que "cuando en riña o agresión en que tomaren parte dos o más personas, resultare muerte o lesiones de las determinadas en los artículos 90 y 91, sin que constare quienes las causaron, se tendrá por autores a todos los que ejercieron violencia sobre la persona del ofendido y se aplicará reclusión o prisión de dos a seis años en caso de muerte y de uno a cuatro en caso de lesión". En este sentido, cabe señalar que a partir de los elementos incorporados al incidente es posible afirmar que en el caso "sub examine" existió una riña o agresión en la que participaron más de dos personas, que tuvo como consecuencia un resultado lesivo. Asimismo, surge con claridad quien fue la persona que ocasionó dichas lesiones, tal como surge de la declaración de la denunciante y del propio magistrado nacional en su relato de los hechos, por lo cual corresponde al Juzgado Nacional conocer en las presentes actuaciones.


    J., Lorena Paola y otros s/ Lesiones leves (Art. 89) Damnificado: P., Ruth


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1869/2016/1/CS1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones leves. Amenazas. Competencia nacional. Competencia de instrucción.


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante, que no se encuentran desvirtuadas, no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado alguna de esas amenazas, haya estado dirigida a doblegar su voluntad.


    D., R. D. s/ Lesiones leves (art. 89) y amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70998/2015/1/CS1, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones leves. Amenazas. Robo. Competencia nacional.


    Distintos hechos a cargo de un único tribunal: mejor administración de justicia.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, por aplicación de criterios anteriores, su conocimiento debe quedar a cargo de un único tribunal a fin de asegurar una mejor administración de justicia. Por lo tanto, desde ese punto de vista, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento, más allá de que la sustracción no le haya sido imputada en el requerimiento fiscal de juicio.


    C., Víctor Hugo s/ Lesiones leves (Art. 89) y Robo. Damnificado: C., Javier Gastón


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33605/2012/2/CS1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Pornografía infantil. Competencia provincial.


    Dirección de internet (IP) desde donde se realizó la publicación ilícita.


    En la medida en que se desprende que el usuario del correo electrónico se habría conectado desde una dirección IP ubicada en Villa Sarmiento, desde un domicilio relacionado con un menor de edad y un familiar, más allá de la calificación legal que le corresponda y cuanto pudiera surgir de la ulterior investigación, allí se habrían realizado las conexiones a internet que podrían integrar una conducta delictiva. Y es justamente a partir de ese lugar que corresponde profundizar la investigación, en especial para determinar los datos que pudieren haberse transmitido o intercambiado desde allí.


    L. -usuario de ask.fm- s/ Publicaciones obscenas -mod. Ley 25.087


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 805/2016/CS1, 02 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegal de la libertad. Falta de calificación legal. Competencia nacional.


    Cabe poner de resalto que, más allá de la cuestión atinente a la vigencia de la acción penal que deja translucir la juez local, al menos, respecto de uno de los sucesos denunciados resulta que, el relato impreciso, y la sola mención de que estos habrían ocurrido hace varios años en la otra ciudad, no basta para aplicar al caso el criterio de la Corte en tanto que, por sí sola, esa denuncia no alcanza para delimitar con precisión los pormenores y circunstancias de aquellos para que, en su caso, pueda subsumírselos en una determinada calificación legal, y suplir la deficiencia que en ese sentido se observa en la declinatoria que, por consecuencia impide, a la luz de la doctrina de la Corte citada precedentemente, la adecuada resolución del conflicto.


    N. N. s/ Privación ilegal de la libertad Denunciante: C., Mirta


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51949/2015/1/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo. Competencia federal.


    Programa nacional Conectar Igualdad.


    El programa Conectar Igualdad tiene por objeto fortalecer la educación tecnológica a nivel federal como proyecto de interés público. Desde esa perspectiva, y atento que de los términos de la denuncia formulada por la Directora de la Escuela Especial -que no se encuentran desvirtuados por otros elementos de la causa- surge que el lote integrado por veintitrés ordenadores que había recibido del gobierno provincial, fueron sustraídos cuando todavía se encontraban depositados en el interior de dicho establecimiento en proceso de distribución -en comodato gratuito- a sus estudiantes, y más allá de que ANSES hubiese transferido el equipamiento tecnológico a la provincia, entiéndase que de ese modo se habría obstruido la ejecución del Programa Nacional denominado Conectar Igualdad.


    N. N. s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 277/2016/CS1, 16 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo. Competencia federal.


    Robo de computadoras portátiles (Programa Conectar Igualdad). Remisión al dictamen de la causa CSJ 277/2016/CS1, “N.N. s/ Robo”.


    N.N. s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 471/2016/CS1, 16 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo. Competencia provincial.


    En atención a que no se advierte que los hechos descriptos habiliten la jurisdicción federal que es de naturaleza excepcional y restringida, ni hubiesen producido un perjuicio directo al Estado Nacional o que haya resultado autor o víctima del delito un funcionario que se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales, corresponde declarar la competencia del juez de garantías para continuar con la sustanciación de la causa.


    N. N. s/ Robo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 59043/2015/1/CS2, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo. Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial.


    La Corte Suprema tiene resuelto que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    N.N. s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 952/2016/CS1, 15 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Competencia provincial.


    No es competente la justicia federal para conocer en la causa por privación ilegal de la libertad, si la coacción ejercida por el imputado respondió a motivaciones particulares y tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva.


    M., David Alejandro y otros s/ Secuestro extorsivo


    FSA-Justicia Federal de Salta, 9984/2014/8/CS2, 02 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Seguridad jurídica. Economía procesal. Competencia federal.


    Precedente Ramaro.


    Las particularidades del caso aconsejan que el proceso continúe tramitando ante la justicia federal pues, tal como lo sostiene el tribunal local, el propio requerimiento de elevación a juicio formulado por la fiscalía pondera y valora que los coautores se encontraban imputados en otros expedientes por diversos hechos de similares características. Incluso se tuvo en cuenta la participación de la misma organización delictiva. Efectivamente tramitan diversos procesos que se vinculan entre sí no solamente por la participación de las mismas personas, sino también por el modus operandi, tal como se describe en el requerimiento de elevación a juicio, cabe concluir que este caso debe resolverse de acuerdo con el criterio del precedente in re "Ramaro" (Fallos: 328:3963), en cuanto a la prosecución del proceso en sede federal. Cabe señalar además que la declinatoria dispuesta por el tribunal federal importaría, en el caso, un dispendio jurisdiccional innecesario que retrogradaría, cuanto menos, las instancias preliminares del juicio. De tal manera que, aun cuando el régimen de preclusión es ajeno, en principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirlos cuando resulten manifiestamente extemporáneos, y contrarios a los principios de celeridad y economía procesal, lo que se verifica en el caso a partir de que toda la investigación, incluyendo la etapa intermedia de la instrucción y la elevación a juicio, se produjo ante la justicia federal, en cuya sede deben tramitarse, en principio, los casos en que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5° de la Ley 48 y en el presente esa solución es la que favorece una mejor, más expeditiva y uniforme administración de justicia.


    N. N. y otros s/ Secuestro extorsivo – Víctima: F., Gastón Nahuel


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 38721/2014/TO1/3/CS1, 02 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tenencia de armas de guerra. Tenencia ilegítima de material explosivo. Competencia federal.


    Remisión a Fallos: 328: 4696 y a la Competencia 193 L. XLIV "N.N.”


    S. Verónica s/ Tenencia municiones de armas guerra Ley 25.886


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 883/2016/CS1, 15 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tenencia ilegítima de armas de guerra. Tenencia ilegítima de material explosivo. Competencia provincial.


    Siendo que la granada no poseía carga explosiva, y que luego de la reforma introducida por la Ley 25.886 al artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, el supuesto ya no se encuentra incluido entre aquéllos que surten la jurisdicción federal, sino que tanto la tenencia como la portación de armas pertenecen al ámbito de competencia de la justicia ordinaria.


    C., María s/ Tenencia arma de guerra Ley 25.886


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 881/2016/CS1, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Usura. Incorrecta traba de la contienda. Falta de calificación legal. Competencia nacional.


    Cabe poner de resalto que, de las escasas constancias del incidente, no se ha determinado si la empresa realizó intimaciones de pago como consecuencia de las obligaciones asumidas por compras a crédito, si la denunciante canceló la deuda o acordó nuevas condiciones de financiamiento y, en ese caso, las circunstancias de tiempo, modo y lugar en el que aquellas se hubiesen pactado. Al respecto, según el informe agregado, no surge que se haya precisado con certeza suficiente los elementos que componen el costo financiero total, lo que reviste importancia a los fines de lograr un adecuado encuadre legal de los sucesos que motivaron la presente incidencia y que impide la adecuada resolución del conflicto.


    C. S.A. s/ Usura y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54173/2015/1/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia de género. Acumulación de procesos. Acceso a la justicia. Competencia nacional.


    Único tribunal a cargo.


    Dado que ambos procesos se encuentran transitando la etapa intermedia resulta factible su acumulación, de conformidad con lo previsto en el Art. 46 del C.P.P.N. En atención a los dichos de la víctima se estaría ante distintos episodios de un mismo conflicto de violencia de género, en los términos definidos en el dictamen de la causa CCC 6667/2015/1/CS1 “Gómez, Carlos Lucas s/ Lesiones agravadas. Dam: Guerrero, Maria Soledad”, y a cuyos fundamentos se remitió la Corte Suprema en el fallo de la causa CCC 6816/2016/1/CS1 “Buzeta, Gustavo Antonio s/ Amenazas”. Por lo tanto, un único tribunal debe seguir investigando todos los hechos, en aras de procurar una respuesta judicial efectiva a la situación de violencia.


    M., H. E. s/ Coacción (art. 149, bis del C.P). Denunciante: R., L. S. M.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1211/2016/CS1, 09 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia de género. Amenazas calificadas. Daño. Privación ilegítima de la libertad. Lesiones. Abuso sexual. Competencia Nacional. Competencia criminal.


    Único juez a cargo. Competencia más amplia. Precedentes de los dictámenes de las causas CCC 6667/2015/1/CS1 “Gómez, Carlos Lucas s/ Lesiones agravadas. Dam: Guerrero, Maria Soledad” y, CSJ 1654/2015/CS1 “Centurión, Jose Gustavo s/ Coacción”.


    En atención a los dichos de la víctima, que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias, si bien los hechos se presentan en principio como independientes y, al menos algunos de ellos, separados en el tiempo, forman parte de un mismo conflicto de violencia de género, en los términos definidos en la competencia CCC 6667/2015/1/CS1 “Gómez, Carlos Lucas s/ Lesiones agravadas. Dam: Guerrero, Maria Soledad”, en el que se ha pronunciado la señora Procuradora General de la Nación, y a cuyos fundamentos se remitió la Corte Suprema. Y en el dictamen de la causa CSJ 1654/2015/CS1 “Centurión, Jose Gustavo s/ Coacción”, y cuyos fundamentos la Corte Suprema ha hecho suyos. Un solo juez debe seguir investigando todos estos hechos, en aras de procurar una respuesta judicial efectiva a la mencionada situación de violencia.


    D. L., L. A. s/ Lesiones leves


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7596/2016/1/CS1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia de género. Amenazas. Coacción. Competencia nacional.


    Corresponde a la Justicia Nacional aunque no haya sido parte en la contienda.


    Atento a que surge de las actuaciones correspondientes que el delito de amenazas coactivas quedó radicado en el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción, y si bien las llamadas intimidatorias fueron recibidas en la Provincia de Buenos Aires, resulta conveniente que un solo juez conozca en la totalidad de la causa.


    R., M. A. s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 788/2016/CS1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia de género. Amenazas. Lesiones. Hurto. Competencia por la materia. Competencia de instrucción.


    Justicia con competencia más amplia.


    Más allá de la calificación penal que en definitiva quepa asignarle a los hechos denunciados, toda vez que de los dichos de la denunciante -no controvertidos por otros elementos de la causa- no puede descartase por el momento, que la frase amenazante y el comportamiento posterior atribuidos al imputado, hayan estado dirigidos a obtener algo contra su voluntad, por lo que corresponde al juzgado nacional de instrucción de competencia más amplia conocer en la causa que también tiene por objeto otros delitos de jurisdicción nacional.


    C., R. R. s/ Coacción (art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 828/2016/CS1, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación por sustitución o supresión de documento. Patente del automotor. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia de instrucción.


    Incorrecta traba de la contienda.


    El conflicto no se halla precedido de una investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58, pues los elementos de juicio agregados hasta el momento al incidente no alcanzan para delimitar el hecho objeto de pesquisa y su relevancia típica, atento que no se aprecia en la declinatoria una determinada calificación legal, y la esbozada carece de bastante sustento en las constancias de la causa, lo cual impide un pronunciamiento acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo. Corresponde al juzgado de instrucción continuar con el trámite de la causa, sin perjuicio de lo que surja una vez profundizada la pesquisa.


    N.N. s/ Estafa y defraudación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4696/2014/1/CS1, 04 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Incorrecta traba de la contienda. Devolución del expediente.


    Remisión a la doctrina de fallos 322:656.


    Denunciante: N., María Alejandra s/ Incidente de incompetencia


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 11092531/2013/1/CS2, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Derecho procesal. Jurisdicción y competencia. Contienda negativa de competencia. Estafa. Investigación inconclusa. Competencia provincial.


    El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte Suprema, pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esa naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues solo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciase acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En la causa no concurren esas circunstancias pues no resulta posible determinar con certeza la calificación legal de los hechos, lo cual se ve corroborado por las propias declinatorias de los magistrados en cuestión. En tales circunstancias, corresponde al magistrado provincial continuar con la pesquisa, pues surge del legajo que fue el tribunal que previno, y a cuyos estrados concurrió a hacer valer sus derechos y donde la imputada en cuestión tendría su domicilio, sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda y de cuanto resulte con posterioridad.


    V., Isabel Susana s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 701/2016/CS1, 09 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Derecho procesal. Jurisdicción y competencia. Contienda negativa de competencia. Falsedad ideológica. Partida de defunción. Competencia federal.


    Resulta necesario determinar si los actos en cuestión ante esos organismos producen una afectación a los intereses federales, sin perder de vista el carácter excepcional y restringido que detente la jurisdicción nacional en el ámbito de las provincias. En el presente caso y por las disposiciones de la Ley de identificación del potencial humano nacional, el Registro Nacional de las Personas debía inscribir el fallecimiento conforme a la comunicación recibida de la oficina seccional situada en la provincia y remitir la nómina de electores fallecidos para su inscripción en el padrón electoral que, luego de iniciadas estas actuaciones, tuvo que modificar por resolución judicial. Con base en esta inteligencia, el accionar ilícito de la imputada obstruyó el normal funcionamiento del Registro Nacional de las Personas y otras instituciones, en la medida en que el hecho en cuestión también implicó la obstrucción del adecuado funcionamiento de la Administración Nacional de Seguridad Social y la Administración Federal de Ingresos Públicos a partir de las inscripciones realizadas en sus padrones. En definitiva, las circunstancias descriptas en la causa permiten concluir la trascendencia federal del hecho investigado a la luz de lo dispuesto por el artículo 3°, inciso 3°, de la Ley 48.


    N.N. s/ Falsedad ideológica


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 11010592/2012/1/CS2, 09 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia.


    Distribución de competencia entre tribunales nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé que los que se susciten entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada “de que dependa el juez que primero hubiese conocido”, sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales ejerza la competencia federal con asiento en una provincia.


    G., Liliana Edith y otros s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2687/2013/3/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Arma de fuego. Seguridad en los aeropuertos. Riesgo aviario. Competencia federal.


    Existe en el caso una inequívoca relación entre el hecho investigado y el interés federal que surte la jurisdicción del fuero de excepción, pues importó una infracción a las normas nacionales de seguridad aeroportuaria y su reglamentación (Ley 26.102, Disposición PSA n° 74/2010 y Programa Nacional de Seguridad de la Aviación, apéndice n° 10, sección 7.5, subsección 7.5.2) y de ese modo afectó el normal funcionamiento de la terminal aeroportuaria con riesgo para la seguridad de la aeronavegación.


    F., Eduardo s/ Infracción Art. 189 bis apartado (1) 1 ° Párrafo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 37377/2015/1/CS1, 25 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Aborto preterintencional. Sobreseimiento. Cuestión abstracta.


    Remisión a la competencia n° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


    M. Q., J. L. s/ Aborto preterintencional


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62703/2014/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso de armas. Lesiones leves. Competencia federal.


    Habida cuenta que fue en esa jurisdicción donde se habría efectuado el disparo contra el personal de la Prefectura Naval Argentina, corresponde declarar la competencia de la justicia de excepción de la Ciudad de Buenos Aires, aunque no haya sido parte en la contienda, para conocer acerca de la resistencia a la autoridad en tanto ella se habría producido contra agentes de la fuerza de seguridad en ejercicio de sus funciones. Asimismo, por la estrecha vinculación del delito de portación ilegítima del arma con el delito anterior y con el abuso de armas cometido contra un tercero, que motivó la intervención de aquélla fuerza nacional, deben ser juzgados por el tribunal federal, pues todas las conductas formarían parte de un mismo contexto delictivo.


    A., Lucas Ezequiel s/ Abuso de armas y lesiones leves


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47514/2016/2/CS1, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual. Competencia provincial. Juzgado de garantías.


    Toda vez que de los dichos no controvertidos de la denunciante surge que los distintos hechos presuntamente abusivos habrían sucedido en el marco de un mismo contexto familiar y en territorio de la Provincia de Buenos Aires, corresponde al juez de garantías asumir la investigación e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguirla, sin perjuicio de lo cual, si considera que en algunos de ellos debe intervenir otro tribunal de su misma provincia se los remita de acuerdo con el derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación resulta ajena a la jurisdicción nacional.


    C., E. N. s/ Actuaciones labradas por: Unidad Judicial de Delitos c/ La integridad sexual en Srio. n° 198/16 c/ Motivo de un hecho de abuso sexual


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1045/2016/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual. Investigación inconclusa. Domicilio del menor. Competencia provincial. Juez previniente.


    Atento que cabe a todos los organismos intervinientes hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores, y evitar la reedición de una misma situación traumática, corresponde proseguir la investigación al juzgado de El Calafate, que por haber prevenido y ser el tribunal del domicilio de la víctima y sus padres, se encuentra en mejores condiciones de resguardar esos intereses.


    C., M. N. s/ Denuncia presunto abuso sexual


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3666/2015/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual. Robo. Lesiones en riña. Personal policial en actividad. Competencia nacional.


    Aún en el caso de que el presunto abuso sexual del que habría resultado víctima la menor, y el robo de sus pertenencias, hayan ocurrido en un contexto de acción previo al hecho de las lesiones en riña objeto de declinatoria parcial por parte de la justicia nacional, a partir de la incorporación de elementos de juicio que permitan determinar que las lesiones padecidas por quienes participaran en la disputa callejera hayan sucedido en riña, lo cierto es que, además, se investigan en esta causa, los padecimientos físicos sufridos por un policía quien fue agredido con piedras mientras cumplía sus funciones, y también la sustracción de un teléfono celular que, sin perjuicio del encuadre legal que pudiera corresponderles, integran con el resto de los hechos un contexto común en el sentido establecido en Fallos: 328:867, que amerita su pesquisa por parte del fuero nacional que es, en definitiva, el que posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    R., E. F. s/ Homicidio o lesiones en riña


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29792/2016/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Adulteración de instrumento público. Competencia federal. Secuestro de bienes. Investigación inconclusa. Juez previniente.


    Necesidad de profundizar la investigación.


    La Corte tiene establecido que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en el conflicto. Aún cuando resta constatar la falsedad material y/o ideológica de todos los documentos incautados, y a luz de las evidentes incompatibilidades que presentan en sus numeraciones con las del vehículo registrado, atento su carácter nacional, debe ser la justicia de excepción con jurisdicción en donde fueron secuestrados aquellos instrumentos falsos, la encargada de conocer a su respecto, aunque no haya sido parte en la contienda. Por otro lado, y ya con relación al vehículo incautado, si bien se comprobó a partir de las chapas patentes que tenía colocadas, que a su respecto no pesaba orden de secuestro, lo cierto es que no se realizó ninguna medida tendiente a establecer su verdadera procedencia, razón por la cual, a fin de conseguir su dilucidación, resulta imprescindible contar con los correspondientes informes técnicos necesarios a tal efecto. En consecuencia, corresponde a la justicia que previno, agotar la investigación en ese sentido, y resolver luego con arreglo a lo que de ello resulte.


    A. S., Luis s/ Falsificación documentos automotor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 912/2016/CS1, 01 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas calificadas. Competencia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo a las manifestaciones vertidas por el denunciante no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado la amenaza, haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad, pudiendo inclusive presentarse las figuras reprimidas en los artículos 149 ter, ap. 1 y 2 b), y 189 bis del Código Penal.


    N.N. Denunciante: César S. C. C. s/ Coacción (art. 149bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1362/2016/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas coactivas. Competencia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado. Según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por el denunciante no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habrían guiado esas amenazas, hayan estado dirigidas a obtener algo contra su voluntad.


    N.N. s/ Coacción. Denunciante: José David R. F.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1240/2016/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Competencia por conexidad. Competencia nacional.


    Precedente de Fallos: 328:867.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, referidos en el caso a un conflicto entre vecinos, por aplicación del criterio de Fallos: 328:867, su conocimiento debe quedar a cargo de un único tribunal a fin de asegurar una mejor administración de justicia. Por lo tanto, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    C., Carmen s/ Coacción (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1135/2016/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia criminal. Competencia provincial.


    El presente conflicto no se halla precedido de una investigación suficiente que permita discernir el verdadero alcance de los acontecimientos y las circunstancias concretas en que habrían ocurrido, para establecer así, su correcta significación jurídica y, consecuentemente, la competencia en la causa. Ello se ve corroborado por la propia declinatoria, en la que no se observa que se hubiera realizado una precisa descripción de los hechos que habrían motivado la calificación que allí se ensaya, ni las circunstancias concretas de tiempo, modo y lugar en que habrían sucedido; además ese encuadre jurídico, sobre cuya base se sustenta la incompetencia, tampoco se encuentra suficientemente avalado en los antecedentes del sumario. No consta en el expediente que se haya determinado el verdadero alcance y la relevancia penal de los demás acontecimientos que surgen de la denuncia. En razón de las consideraciones realizadas corresponde que el juez local que previno y que dispuso su incompetencia sin darle precisión a la declinatoria, continúe con la profundización de la pesquisa, para resolver, luego, de acuerdo con lo que de ello surja.


    C., David Andrés s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 678/2016/CS1, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Idioma extranjero. Intimidación pública. Universidades nacionales. Competencia federal.


    La Corte tiene establecido que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar en el perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, su juzgamiento al fuero de excepción, si no se afectaron intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. En este sentido, no puede descartarse, que el hecho haya tenido por finalidad lograr que un número indeterminado de personas abandonen el establecimiento universitario lo que, finalmente, aconteció afectando la normal prestación del servicio.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1172/2016/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Servicio penitenciario. Personal penitenciario. Competencia federal.


    Toda vez que la presente contienda se circunscribe a dichos amenazantes supuestamente ocurridos en el Complejo Penitenciario de Ezeiza, Provincia de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia del juez federal de esa sección, aunque no haya sido parte en la contienda, atento que resulta denunciado personal del Servicio Penitenciario Federal en ejercicio de sus funciones.


    Personal del Complejo Penitenciario Fed. N° 1 (interno 36/D/16) s/ Coacción (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1332/2016/1/CS1, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Apoderamiento. Investigación inconclusa. Juez previniente.


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58 si las consideraciones realizadas en las resoluciones agregadas al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los sucesos y la calificación legal sobre la que se apoya la declinatoria. Tal deficiencia se aprecia al no haberse incorporado al legajo la descripción de los hechos que son objeto de investigación, condición necesaria para resolver la contienda, más cuando el juez de garantías consideró que aquéllos contienen otros delitos que podrían ser ajenos a su jurisdicción, circunstancia que obsta la posibilidad de dilucidar el verdadero alcance y la significación jurídica de esos acontecimientos que podrían encuadrarse en más de una calificación posible. Por lo tanto, corresponde devolver las actuaciones al juzgado federal con el objeto de incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y determinar las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con delitos concretos es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlos y juzgarlos.


    S., Jorge y otros s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11469/2015/1/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ausencia por desaparición forzada. Responsabilidad internacional del Estado. Consumación de delito. Intención de entorpecer la investigación judicial. Principios procesales. Economía procesal. Defensa en juicio. Competencia provincial.


    Fallo CIDH “Torres Millacura y otros vs. Argentina”.


    En el presente caso no es posible descartar que los hechos constituyan el delito de desaparición forzada de personas, pues la realización de una investigación estatal eficiente, no excluiría, de comprobarse la hipótesis acusatoria, la consumación de la desaparición forzada, sino la eventual responsabilidad internacional del Estado argentino. En efecto, la falta de información sobre la detención o la suerte del detenido es la segunda conducta típica del delito en cuestión, la cual, según lo ha reconocido la doctrina comparada e internacional, constituye su esencia, en tanto se consuma a partir del momento en que se incumple con la obligación de brindar esa información. En este sentido, se ha afirmado que "[L]a desaparición forzada consiste fundamentalmente en el bloqueo de los recursos de hecho y de derecho para la investigación de los pormenores de la situación de la víctima y la debida administración de justicia”. En este caso, ese bloqueo de los recursos de hecho y de derecho para la debida investigación se realizó, según surge de lo afirmado por la acusación pública, por lo menos durante los primeros treinta días posteriores a la noche en que la víctima fue vista por última vez. En ese período, en efecto, los agentes policiales que intervinieron en la investigación ocultaron pruebas, desvirtuaron testimonios, "plantaron" hipótesis y testigos falsos, bajo el amparo de una juez "obstinada" en dirigir el curso de las actuaciones, "cuando, en realidad, la causa pertenecía al ámbito de una Investigación Fiscal Preliminar". Por lo tanto, no caben dudas de que no es posible descartar la consumación del delito de desaparición forzada, en la medida en que de las hipótesis de la acusación pública y privada surge que la víctima habría sido privado ilegalmente de su libertad por varios agentes policiales y que luego algunos de ellos, más varios otros y al menos dos funcionarios judiciales habrían intentado ocultar la verdad, hasta que la investigación quedó en manos de un fiscal y agentes policiales distintos a los que actuaron primeramente, los que habrían logrado determinar no sólo el destino del damnificado, sino también las maniobras dirigidas a obstruir el debido funcionamiento de la administración de justicia. Esta última circunstancia, puede tener como efecto excluir, al menos parcialmente, la eventual responsabilidad internacional del Estado argentino en el caso, al demostrar su voluntad de "[s]ancionar en el ámbito de su jurisdicción a los autores, cómplices y encubridores del delito de desaparición forzada de personas" y garantizar los derechos reconocidos en los artículos 8.1 y 25, en relación con el 1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, pero en nada afecta la consumación del delito. Ello se desprende, por lo demás, de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en la sentencia del caso “Torres Millacura y otros vs. Argentina”. Por otro lado, al momento de quedar firme a nivel local la declinatoria de competencia del juez provincial en favor de la jurisdicción federal la causa ya había sido elevada a juicio en relación con los siete agentes policiales que intervinieron en la privación de la libertad del damnificado. Y si bien respecto de los otros imputados aún estaría en la fase de la investigación preliminar, de confirmarse la competencia de la justicia de excepción, podrían ser anulados, lo que produciría un evidente retraso en la resolución del caso. Resulta entonces de aplicación la jurisprudencia de la Corte según la cual, sin perjuicio de la calificación legal que resulte de la valoración de las circunstancias de hecho y prueba que compete al tribunal de juicio, al haber tramitado la causa desde su inicio en sede provincial y el Ministerio Público Fiscal requerido su elevación a juicio, la radicación ante sus estrados es la solución más aconsejable para asegurar una mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. Sobre todo cuando los funcionarios imputados son de carácter local, hubo personas privadas de su libertad durante varios años, y esta postura es la que mejor favorece la pronta terminación del proceso requerida por la buena administración de justicia. En el mismo sentido, la CIDH en su sentencia citada, señaló que toda vez que haya motivos razonables para sospechar que una persona ha sido sometida a desaparición forzada debe iniciarse una investigación ex officio, sin dilación, y de una manera seria, imparcial y efectiva, y que el derecho de acceso a la justicia requiere que se determinen los hechos y las correspondientes responsabilidades penales en tiempo razonable, por lo que una demora prolongada puede llegar a constituir, por sí misma, una violación de las garantías judiciales. Sin perjuicio de la calificación legal que se otorgue a los hechos, en atención al avanzado estado de estas actuaciones en sede provincial, la solución que más satisface en el caso, las exigencias del principio de economía procesal y de una más expedita y mejor administración de justicia, sin afectar la validez de los actos ya cumplidos, tornar más gravosa la situación de los justiciables al no permitir la pronta terminación del proceso, ni aumentar el riesgo de que el Estado argentino incurra en responsabilidad internacional, es que esa jurisdicción continúe con el trámite de la causa.


    B., Sandro Gabriel y otros s/ Desaparición forzada de personas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1070/2016/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Calificación legal. Amenazas calificadas. Coacción. Competencia nacional.


    Atento que de las constancias agregadas al incidente no surge que se haya visto al menos turbada de algún modo la pacífica tenencia del inmueble que habita el denunciante, debe ser la justicia nacional la que continúe conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    N., Bernardo s/ Coacción (art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1169/2016/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Calificación legal. Tenencia de estupefacientes. Guarda de semillas de estupefacientes. Competencia provincial.


    Precedente del fallo de la Corte Comp. 200, L. XLVIII, “Lalla, Cristian Edgardo s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización, etc.”.


    Independientemente de la resolución que corresponda adoptar respecto del fondo del asunto, y de la calificación legal atribuida a los hechos en análisis, no se advierte elemento alguno que haga surtir la jurisdicción federal, de conformidad con el criterio establecido en el fallo de la referencia.


    P., Axel Germán s/ Inf. Ley 23.737 (art. 5 inc. a)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1498/2016/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Competencia criminal y correccional.


    Toda vez que la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1.285/58, sustituido por la Ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende el que primero hubiere conocido.


    L., Enrique s/ Estafa y falsificación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31370/2015/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal.


    Precedente de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia en los casos en que interviene la justicia nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal. Por ello, no corresponde a la Corte intervenir en la presente contienda, la que de acuerdo con lo antes expuesto debe ser resuelta por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal.


    T. B., Susana y otro s/ Abandono de persona, etc.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21763/2014/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Cheque de pago diferido. Pago con cheque sin provisión de fondos. Investigación inconclusa. Calificación legal. Competencia nacional.


    Las constancias recolectadas en la causa son insuficientes para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58. Al respecto, cabe advertir que solo se cuenta en el legajo con los dichos del denunciante, los cuales habrían sido controvertidos en el fuero comercial y la copia del frente de algunos de los cheques señalados por el actor sin que pueda advertirse la causal de rechazo. Por los motivos expuestos, corresponde al magistrado nacional, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    P., Rosina y otro s/ Infracción Art. 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21219/2015/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Cheque. Robo. Competencia provincial. Estafa. Competencia nacional. Juez previniente.


    La Corte tiene dicho en reiterados precedentes que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. La justicia provincial, conforme la doctrina de Fallos: 315:2570, no ha cuestionado su competencia para entender en el robo, por lo que la presente contienda ha quedado circunscripta a determinar qué magistrado debe conocer en el delito de estafa o su tentativa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, siendo que ello corresponde a aquél donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Por aplicación de esos principios y habida cuenta que de las constancias del expediente no surge ese extremo, corresponde al juez nacional que previno, profundizar la investigación en esa línea, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso asentado en el reverso del documento.


    T., Jorge Luis s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33565/2016/1/CS1, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Clausura judicial. Clausura administrativa. Quebrantamiento de clausura. Competencia provincial.


    Remisión al fallo de la Corte Comp. 873, L. XLVI, “Kuperman, Oscar Antonio s/ Infr. Art. 78 obstrucción vía pub”.


    Resp. Local, Av. Rivadavia 6 y otros s/ Infr. Art. 73 - violar clausura impuesta por autoridad judicial o administrativa - cc


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1218/2016/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Coacción. Competencia nacional.


    Admitido como se encuentra por el juez de instrucción que el hecho encuadra en la figura de amenazas no puede pasarse por alto que, según los dichos de la víctima, éstas habrían tenido por objeto que aquella pagara su deuda, por lo que, en principio, el suceso "sub examine" excedería los elementos previstos en el tipo simple. Por lo tanto, debe ser la justicia nacional la que continúe conociendo en la causa, más aún teniendo en cuenta que, la profundización de la pesquisa, podría derivar, eventualmente, en la subsunción típica de una conducta extorsiva.


    V., Mariana s/ Coacción (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1164/2016/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Coacción. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires.


    Hechos escindibles.


    La amenaza, materia de la contienda, es un hecho escindible del abuso sexual que, incluso, perjudica a otras víctimas. En consecuencia, y teniendo en cuenta que la investigación de ese delito ha sido transferida a la justicia local mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar su competencia para continuar conociendo en esta causa.


    J., A. P. s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1299/2016/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Comercialización ilegal de estupefacientes. Causas excluidas de la competencia federal. Competencia provincial.


    Independientemente de la resolución que corresponda adoptar respecto del fondo del asunto, y de la calificación legal atribuida a los hechos de análisis; no se advierte en la causa elemento alguno que haga surtir la jurisdicción federal, de conformidad con el criterio establecido por el Tribunal.


    F., Atilio Simón y otros s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1465/2016/CS1, 04 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal.


    Habida cuenta que en esta investigación no sólo se ha identificado a quienes venderían los estupefacientes a los consumidores, sino también a quien sería el contacto con el proveedor, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa. Ello es así, pues si bien tiene establecido el Tribunal que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, al asignarle su conocimiento, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal, lo cierto es que ello de ningún modo importó desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia.


    B., Yamir Leandro y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1694/2016/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal.


    Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la Ley 26.052). Por ello, si bien no se han advertido por el momento movimientos compatibles con el comercio de estupefacientes a gran escala, la gran cantidad de sustancias secuestradas, y la forma en que estaban acondicionadas, no permiten afirmar que estuvieran destinadas a un consumo inmediato, por lo que de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la Ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones.


    L., Carola Liliana y otros s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 810/2016/CS1, 01 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal.


    Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Si de la investigación realizada se infiere que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la Ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en estas actuaciones, independientemente de lo que surja de la posterior investigación.


    N.N. s/ Inf. Ley 23.737


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 12381/2014/1/CS1, 01 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1 "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ encubrimiento"


    N.N. s/ Encubrimiento (Art. 277, Inc. 3°, apartado b, del C.P.)


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 55006904/2012/1/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa FSM 306/2015/T01/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    B., Julio Cesar y otros s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 61065/2014/TO1/6/CS1, 23 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa FSM 306/2015/T01/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    C., Dylan Ignacio s/ Secuestro extorsivo y privación ilegal de la libertad


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 29779/2014/TO1/3/CS1, 23 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa FSM 306/2015/T01/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    S., Carlos Alberto y otros s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 62711/2015/TO1/3/CS1, 23 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa FSM 306/2015/T01/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    T., Aldana Florencia y otros s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 57535/2014/T01/16/CS1, 23 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la Competencia FSM 306/2015/TO1/5/CS1, "Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo".


    V., Héctor Daniel s/ Secuestro extorsivo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1939/2015/3/CS1, 27 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    B. D., Shiva Narada s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41068/2016/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    D. T., Martín s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38168/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    E., Damián Gabriel s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36525/2016/1/CS2, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    F. o M., J. L. o E. y otros s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44145/2016/1/CS1-CA2, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    F., José Luis s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40487/2016/1/CS2, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    H., Hernán s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22760/2016/CA1-CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    M., Cristian s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38961/2016/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    Q. M., Andrés s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27549/2016/1/CS2, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    Q. R., Joseph s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37643/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    Q., José María s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26171/2016/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    S. S., Gerardo s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24115/2016/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    S., Maximiliano s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39615/2016/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    T. G., Nelson s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32257/2016/1/CS2, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    T., Brian José s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45647/2016/1/CS2, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 504, L., XLIV, "Franco, Eduardo Alberto s/ Inf. Art. 6.1.9 de la ley 451.


    A., María Celeste y otros. Imputado: Holmberg 1..0 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9838/2016/1/CS1, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia nacional. Juez previniente.


    Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Jorge y otros s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35177/2016/1/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por el territorio. Defraudación. Administración fraudulenta. Investigación inconclusa. Juez previniente.


    Los escasos elementos incorporados al legajo no resultan suficientes para calificar los hechos que se denuncian en alguna de las figuras que describen los incisos 2° y 7° del artículo 173 del Código Penal, ni para descartar incluso otras hipótesis que podrían ser eventualmente consideradas tras la profundización de esta pesquisa, donde ni siquiera se observa determinado con el grado de certeza que esta etapa requiere, el verdadero alcance de tales sucesos y el modo concreto en que habrían ocurrido. Por lo tanto, corresponde al juzgado nacional que previno, y en cuya jurisdicción se encontraría la sede de administración de la empresa que se consideró defraudada, profundizar la investigación a fin de esclarecer los hechos, e incorporar los elementos necesarios para darles precesión a la notitia criminis para resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    C., Luis Alberto s/ Defraudación por administración fraudulenta


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63413/2015/1/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por el territorio. Investigación inconclusa. Juez previniente.


    Necesidad de profundizar la investigación.


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran satisfechos pues no se ha practicado diligencia que permitiera, por una parte, constatar la realidad del hecho y discernir su adecuada calificación legal. En tales condiciones, corresponde a la justicia de la ciudad en cuyos estrados se tomó conocimiento de la notitia criminis, profundizar la investigación en el sentido señalado, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    C., Ricardo Rafael s/ Infracción Art. 149 bis


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47853/2015/2/CS1, 11 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por el territorio. Publicaciones obscenas. Pornografía infantil. Justicia provincial.


    Jurisdicción en el domicilio de facturación de teléfono celular. Jurisdicción en el lugar de conexión a internet.


    En la medida en que de lo informado por los especialistas no surge desde qué dirección se habría realizado la publicación denunciada, circunscribiéndose a señalar que una sola de las conexiones a la cuenta de correo electrónico en cuestión fue efectuada desde la Provincia de San Luis, y que la gran mayoría de ellas fueron a través de direcciones IP extranjeras mediante navegación anónima, más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda y cuanto pudiere surgir de la ulterior investigación, cabe profundizarla a partir del dato concreto obtenido mediante el número de teléfono asociado a la cuenta de Facebook, pues resulta lógico presumir que de allí pudieron haberse realizado las conexiones a internet que podrían integrar una conducta delictiva y con ello avanzar en la identificación de los responsables.


    N.N. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1107/2016/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por el territorio. Publicaciones obscenas. Pornografía infantil. Justicia provincial.


    Jurisdicción en el lugar de conexión a internet.


    Toda vez que se desprende que aun cuando no pudo identificarse el lugar desde donde se hizo la publicación ilícita, sí fue posible determinar un domicilio al que se le asignó el número de IP desde donde se registraron accesos a la cuenta de correo referida, más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda y cuanto pudiere surgir de la ulterior investigación, cabe profundizarla a partir de ese dato concreto, pues resulta lógico presumir que de allí pudieron haberse realizado las conexiones a internet que podrían integrar una conducta delictiva y con ello avanzar en la identificación de los responsables.


    N.N. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1163/2016/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Amenazas. Lesiones. Competencia correccional.


    El funcionario policial dejó expresamente asentado que la lesión era visible a la instrucción, y que fue voluntad de la damnificada instar la acción penal a su respecto, motivo por el cual no debe rechazarse sin más esa imputación, más allá de la ausencia de examen médico. Atento que mediante el convenio 14/2004, se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados y que, en relación con la presente causa, sólo quedaría comprendida la figura de amenazas, en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    B., J. L. s/ Lesiones agravadas. Damnificado: Martínez, Brenda Giselle


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76677/2015/1/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Ausencia por desaparición forzada. Trata de personas. Competencia federal.


    Precedente del dictamen Comp. 1016, L. XLVI, “A., G. L. s/ Denuncia”.


    El sobreseimiento dictado respecto del imputado cierra el proceso seguido en su contra, pero no autoriza a descartar que la damnificada sea, efectivamente, víctima del delito de trata de personas. Ello así pues la noche de su desaparición la joven se encontraba en situación de explotación sexual y fue en ese contexto de vulnerabilidad en que se produjo el suceso investigado. Esa grave circunstancia merece una especial consideración en tanto pudo facilitar la puesta en marcha de un proceso de trata de personas así como otras formas de violencia extrema contra las mujeres. En ese sentido se ha pronunciado la Procuración General de la Nación en la causa Comp. 1016, L. XLVI, “A., G. L. s/ Denuncia”, en la que sostuvo que “el criterio decisivo para resolver la cuestión pasa por recordar que mantener y promover la competencia del fuero federal para investigar la posible comisión del delito de trata de personas resulta de fundamental importancia para asegurar la eficacia de la norma que lo reprime, y que eso determina que, ante la existencia de alguno de los extremos inherentes al delito de trata, la justicia federal no puede declinar su competencia ni rechazar la que se le pretenda atribuir, sin antes realizar las medidas necesarias para establecer si se halla configurado o no dicho ilícito”. La realización de esas medidas devienen imprescindibles a fin de asegurar la debida diligencia que se debe procurar, de acuerdo con lo dispuesto en la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y el Protocolo de las Naciones Unidas para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños.


    N.N. s/ Infracción Ley 26.364


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1040/2016/CS1, 27 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Competencia por el territorio. Estafa. Cheque sin fondos. Economía procesal. Morosidad del proceso. Investigación inconclusa. Competencia nacional.


    Necesidad de profundizar la investigación. Precedente de Fallos: 330:187; 324:3463 y 329:5724.


    La demora en el trámite que le imprimió el juzgado nacional a este conflicto y, por otro lado, la profusión de decisiones jurisdiccionales en torno al tema de la competencia en la que incurrió su último titular, actuó en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia, por lo que corresponde, si la Corte así lo estima adecuado, llamar su atención, para que en el futuro evite actitudes como la presente que solo redundan en perjuicio de esta administración de justicia. En cuanto al fondo de la cuestión, no llega a comprenderse el razonamiento de aquel magistrado, quien luego de sostener que el hecho encuadraría en el artículo 302 del Código Penal, afirmó que no se puede descartar que con el mismo cheque se haya realizado una maniobra susceptible de ser encuadrada en los preceptos de los artículos 292 y 172 de ese ordenamiento, lo que demuestra, per se, que no ha determinado una calificación sobre la que decidir la competencia. Sólo se encuentra acreditado que el hecho tuvo lugar en diferentes jurisdicciones, lo que autoriza la aplicación de la doctrina del Tribunal de Fallos: 330:187, y más cuando se desconoce dónde habría sido falsificado y puesto en circulación el documento. Tal solución se compadece además, con el criterio sentado por la Corte en Fallos 324:3463 y 329:5724, en cuanto a que el libramiento de cheques sin fondos es una figura subsidiaria de la estafa la que no ha sido descartada por el declinante.


    D. P., José Humberto s/ Infracción Art. 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46487/2009/1/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Competencia por el territorio. Investigación inconclusa. Competencia provincial.


    Incorrecta traba de la contienda. Necesidad de profundizar la investigación.


    Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En el mismo sentido, es doctrina de la Corte que los jueces deben atribuirse recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede en el sub lite, en tanto el magistrado bonaerense no negó su competencia material pero devolvió el expediente a la justicia federal. En esas condiciones y habida cuenta que el magistrado local no niega su competencia material, es a él a quien corresponde incorporar a la causa aquellos elementos que permitan una adecuada calificación de los hechos, para recién ahí resolver la competencia en razón del territorio, y así evitar mayores dilaciones en torno a esta cuestión.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9603/2015/1/CS1, 01 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Cultivo de estupefacientes. Competencia ordinaria.


    Ley 26.052 de Estupefacientes.


    La Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la Ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3° se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido, “la salud Pública”, son ajenas al derecho federal. De acuerdo con esta inteligencia, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos relacionados con la tenencia de estupefacientes para consumo personal, y aquellos sucesos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local en el interior del país. En ese sentido, atento que según tiene dicho el Tribunal, la primera regla de interpretación de las leyes es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe fluir de su letra o su espíritu, en el caso, la forma en que se efectuaba la siembra de las sustancias prohibidas se ajusta a esa pauta objetiva de valoración. Por otra parte, no surge que el fin del cultivo fuera más allá del consumo personal del imputado, por lo que deben devolverse las actuaciones a la justicia local a fin de que continúe conociendo en ellas.


    F., Norberto Cristian s/ infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 946/2016/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Delitos contra la seguridad de los medios de transporte y de comunicación. Muerte de un pasajero. Competencia federal.


    Más allá del incipiente estado en que se encuentra la investigación y de la significación penal que en definitiva quepa asignarle al hecho, no puede descartarse, al menos de momento, que éste hubiese afectado la seguridad de la navegación aérea en los términos de la doctrina de Fallos: 285:116, por lo que corresponde a la justicia federal asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con el trámite de la causa.


    N.N. s/ Averiguación de causales de muerte


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1119/2016/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Falsificación de documentos. Competencia criminal.


    Al encontrarse claramente establecida la hipótesis delictiva objeto de investigación, corresponde a la juez nacional, que resulta competente en el caso, practicar las medidas necesarias para dilucidarla.


    C. E., Ho s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1401/2016/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Lesiones leves. Lesiones en riña. Competencia correccional.


    Asiste razón al juez local en su calificación jurídica, en tanto la individualización concreta de la encargada del lugar como la persona que había iniciado la agresión para inducir a la denunciante luego al sitio donde fue acometida por los demás de un modo indicativo de un concierto previo, escapa en principio las previsiones del artículo 95 del Código Penal, por lo que la intervención de los imputados debe ser analizada a partir de las reglas del artículo 45 y siguientes del mismo código toda vez que si hay acuerdo previo la imputación de coparticipación es evidente. Por lo tanto corresponde al magistrado nacional, de competencia más amplia, continuar con el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    N.N. y otros s/ Lesiones leves en riña


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 962/2016/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Prostitución. Trata de personas. Explotación sexual. Competencia federal.


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Si bien de los antecedentes remitidos se desprende que hasta el momento no se pudo establecer nexo alguno entre los anteriores responsables del lugar y quienes los sucedieron, lo cierto es que, en definitiva, es materia de investigación la actividad prostibularia que siguió desarrollándose en el mismo sitio donde previamente se llevaban a cabo conductas en infracción a la Ley de prevención y sanción de la trata de personas con presunta connivencia de la policía provincial, a cuyo dueño el juez nacional convocó a indagatoria en ocasión dictar la incompetencia parcial que motivó este conflicto. Tales extremos no permiten descartar en la presente causa aquella hipótesis delictiva, por lo que deviene necesario que la justicia federal profundice la pesquisa en ese sentido, considerando, además, que el caso ya lleva casi cinco años en esa sede con escasa labor investigativa. Cabe recordar la estrecha relación que existe entre la trata de personas, la explotación económica (artículo 127 del Código Penal) y la intervención en la prostitución ajena -reprimida en el artículo 17 de la Ley de profilaxis 12.331, bajo las acciones de "regentear, administrar y/o sostener" casas de tolerancia-, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso "c", de la Ley 26.364, texto según Ley 26.842.


    N.N. s/ Infracción Art. 127, 1) del Código Penal según Ley 26.842 e infracción Ley 12.331


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 8978/2016/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Tenencia ilegítima de armas. Acopio de armas. Competencia ordinaria.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. En atención a la cantidad y características de las armas y municiones secuestradas, no se aprecia que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio.


    C., Florencia Mariana s/ Infracción Art. 189 bis, apartado 3 o párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1355/2016/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Usurpación de inmueble. Usurpación de predio público. Bienes del Estado. Competencia federal.


    Tiene establecido la Corte que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. Sin embargo, los terrenos y las viviendas emplazadas son propiedad del Estado nacional, y se hallan a cargo de PAMI. En consecuencia, no puede descartarse que los hechos motivo de contienda hayan provocado un perjuicio directo al patrimonio de la Nación y, además, afectado el normal funcionamiento de sus instituciones.


    B., Fany Beatriz s/ Usurpación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1005/2016/CS1, 25 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por la materia. Violencia familiar. Daño. Amenazas simples. Coacción. Competencia criminal.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Según surge de las manifestaciones vertidas por la denunciante no puede descartarse que la finalidad que habrían guiado algunas de esas amenazas, hayan estado dirigidas a doblegar su voluntad. Por otra parte, en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, a partir de un mismo contexto de violencia familiar, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    C., D. A. s/ Lesiones leves (Art. 89), daños y averiguación de delito. Denunciante: Oficina de Violencia Doméstica legajo N° 8.615 y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59535/2015/1/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia provincial.


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 200, L. XLVIII, “Lalla, Cristian Edgardo s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización, etc."


    M., Carlos s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1301/2016/CS1, 04 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia provincial.


    Remisión al fallo de la causa CSJ 30/2016/CS1, “N.N. víctimas: Valdez, Gonzalo Ezequiel y otros s/ Robo”.


    C., Romina Soledad (denunciante) N.N. s/ Hurto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1093/2016/CS1, 25 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia provincial.


    Remisión al fallo de la causa CSJ 30/2016/CS1, “N.N. víctimas: Valdez, Gonzalo Ezequiel y otros s/ Robo”.


    N.N. denunciante G. Graciela Beatriz s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1173/2016/CS1, 25 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia provincial. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa FSM 306/2015/TO1/5/CS1, "Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo".


    G., Christian Gabriel s/ Secuestro extorsivo y robo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 18886/2015/TO1/4/1/CFC1-CS1, 23 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia provincial. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa FSM 306/2015/TO1/5/CS1, "Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo".


    S., Luis Oscar y otros s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 18879/2014/TO1/37/CS1, 23 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Contrabando calificado. Aves silvestres. Contrabando con el concurso de personas. Competencia por conexidad. Justicia nacional en lo penal económico.


    Si bien la Ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, la verificación de distintas especies almacenadas, en aparente infracción a Ley 22.421, con prescindencia de su concreta calificación legal, se trata de un hecho que guarda estrecha relación con el conato de contrabando de exportación de fauna silvestre, del que conoce la justicia nacional en lo penal económico, e integrarían un mismo contexto delictivo, por lo que resulta aconsejable que sean juzgados por un único tribunal. Esa solución es la que mejor permitiría un análisis integral de todos los hechos, con sus implicancias y consecuencias, y facilitaría así la pesquisa dirigida a la comprobación de los distintos eslabones de la cadena de tráfico, a partir de la identificación de los distintos intermediarios en el intercambio de piezas provenientes de la caza furtiva para su posterior exportación, en transgresión de los controles aduaneros.


    N.N. s/ Infr. Ley 22.421


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 615/2016/CS1, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso.


    N.N. s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14147/2016/1CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Competencia provincial.


    Remisión a las competencias n° 1249, L. XLI, "López, Santiago A. s/ Delito de acción pública", y n° 752, L. XLV, "Quiroga, Valeria Analía s/ Su denuncia".


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23455/2016/1/CS1, 14 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Competencia provincial.


    Remisión a las competencias n° 1249, L. XLI, "López, Santiago A. s/ Delito de acción pública", y n° 752, L. XLV, "Quiroga, Valeria Analía s/ Su denuncia".


    N.N. s/ Defraudación (Art. 173, inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76398/2015/1/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Competencia provincial.


    Remisión a las competencias n° 1249, L. XLI, "López, Santiago A. s/ Delito de acción pública", y n° 752, L. XLV, "Quiroga, Valeria Analía s/ Su denuncia".


    N.N. s/ Defraudación (Art. 173, inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37481/2015/1/CS1, 14 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Investigación inconclusa. Competencia provincial.


    Sin perjuicio de que no se realizó una investigación suficiente para conocer con certeza el modo en que se realizaron los hechos, razones de economía procesal y buena administración de justicia aconsejan que sea la justicia local la que conozca en esta investigación. Más allá de que las IP desde las que se habrían realizado las maniobras se encontrarían en distintos territorios, lo cierto es que todas ellas estuvieron dirigidas a defraudar al mismo comercio, mediante la reventa de entradas a personas que, cabe presumir, residen en la misma localidad en la que se encuentra el cine al que concurrieron y cuyos dichos resultarán necesarios.


    N., José Manuel s/ Defraudación (Art. 173, inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51360/2015/1/CS1, 14 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Retención indebida. Competencia provincial.


    Toda vez que los magistrados intervinientes coinciden en la calificación legal, resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal según la cual el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y que en caso de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, la obligación debe ser satisfecha en el domicilio del deudor.


    G., Adrián Rodrigo y otro s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24230/2016/1/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos contra la humanidad. Asociaciones sindicales. Competencia federal.


    Delitos de lesa humanidad. Represión ilegal. Remisión al dictamen de la causa CSJ 1874/2015/RH1, "Levín, Marcos Jacobo y otros s/ Imposición de tortura (art. 144 ter, inc. 1)”.


    Dado que los argumentos y conclusiones expuestos por el señor juez provincial son sustancialmente análogos a los desarrollados en el dictamen citado, debe ser la jurisdicción federal la que siga interviniendo en este caso. Además, esa opinión resulta apuntalada por una nueva circunstancia: se ha dictado sentencia condenatoria de acuerdo a la cual habría prueba suficiente para tener por demostrado, por un lado, que los hechos investigados no fueron ajenos al ataque generalizado o sistemático contra parte de la población civil, en tanto si bien la detención de las víctimas se habría fundado en la denuncia del empresario por una presunta estafa, la finalidad de la actuación policial, favorable a sus intereses, fue la de reprimir a quienes integraban esa porción de población objetivo del ataque. Por otro lado, lo decisivo es que el imputado y sus coimputados, según la misma sentencia, se habrían valido del contexto de la época para cometer sus delitos, lo que habría aumentado la vulnerabilidad de las víctimas al haber sido imposible para ellas reclamar la protección del Estado, debido a la complicidad de éste con sus agresores. Por ello no puede descartarse que los hechos constituyan delitos de lesa humanidad. Una decisión contraria a esa opinión, además, tendría como consecuencia probable el riesgo de que la investigación deba cerrarse por la prescripción de la acción, lo que impediría la realización del juicio oral que, sin duda alguna, es la etapa del proceso en la que la cuestión aquí debatida puede ser analizada con la profundidad que exige la gravedad del caso.


    G., José Antonio s/ Imposición de tortura (Art. 144 ter, Inc. 1)


    FSA-Justicia Federal de Salta, 14000695/2011/CS1-CA1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos informáticos. Phishing. Extraña jurisdicción. Investigación inconclusa. Juez previniente.


    Necesidad de profundizar la investigación. Remisión al dictamen de la causa CCC 34255/2013/4/CS3.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58. Previo a resolver la competencia, resulta menester profundizar la investigación y realizar todas aquellas medidas que permitan dilucidar si todos los hechos responden a un contexto delictivo común. La consideración del criterio aquí sostenido, en consonancia con el que fue sugerido en el dictamen CCC 34255/2013/4/CS3, importa evitar el dispendio que implicaría separar las investigaciones en tantos lugares como extracciones haya, con menoscabo de los principios de economía procesal y buena administración de justicia. En este sentido y tal como se ha dicho en aquél, no se aprecian obstáculos para que el mismo magistrado, de considerarlo procedente, recabe testimonios respecto de otros titulares de cuentas que aún con domicilio fuera de su ámbito territorial, se encuentren dentro de una distancia que les permita comparecer sin mayores inconvenientes, todo lo cual, junto con las demás medidas que eventualmente correspondan practicar sobre esa base, también podrán contribuir a ese fin. En definitiva, corresponde al magistrado nacional que previno, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    L., Lorena Vanesa y otro s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41901/2015/1/CS1, 01 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Estafa. Competencia provincial.


    Incorrecta traba de la contienda.


    Toda vez que no se encuentra controvertido el lugar en el que se presentaron los formularios para adquirir las líneas y que se desconoce, si fue utilizado el DNI de la denunciante en el hecho, corresponde a la provincial conocer en la investigación.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17220/2015/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Economía procesal. Competencia provincial.


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al fallo de las causas Comp. 1153, L. XLVII, “Compulsa extraída en As. N° 87.053 - A s/ (Fiscal c/Gutiérrez, Sergio s/ Av. Inf. Ley 22.362 y 11.723)” y Comp. 224, L. XLVII, “Molina, Marcela y otros s/ Inf. Leyes 11.723 y 22.362”.


    A., Javier Alejandro s/ Infracción Ley 11.723


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68562/2014/1/CS1, 22 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Economía procesal. Defraudación. Falsificación de documentos. Registro de la propiedad automotor. Patente del automotor. Competencia federal. Objetos secuestrados. Competencia provincial.


    Incorrecta traba de la contienda.


    Atento que de los dichos del denunciante, que no se encuentran controvertidos por otras constancias del incidente, surge que la documentación falsa, que habría recibido el denunciante, fue presentada para su inscripción ante el registro de la propiedad del automotor de Malvinas Argentinas, donde al advertirse irregularidades habría sido retenida, corresponde declarar la competencia del juzgado federal de esa sección para conocer al respecto. Habida cuenta existiría en el caso una estrecha vinculación entre aquella documentación falsa, que se utilizó en la operación e ingresó al registro, y la presunta sustitución de chapas que también se ventila en autos, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que esa investigación quede también a cargo ese mismo tribunal nacional. Por otra parte, el juzgado local que deberá profundizar la investigación tendiente a establecer la real procedencia del vehículo secuestrado.


    N., Diego s/ Falsificación documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1188/2016/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Economía procesal. Encubrimiento. Hurto de automotor. Competencia federal.


    Incorrecta traba del conflicto. Fallos: 338:1517; 320:2016 y Competencia 101, L. XXXVIII, "Cueto Otero, Daniel Oscar s/ Encubrimiento".


    La correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de competencia, lo que no ocurre en el caso. No obstante, para el supuesto de que la Corte decida prescindir de este reparo formal, por motivos de economía procesal, cabe pronunciarse sobre el fondo de la cuestión. Es de aplicación al caso lo resuelto por la Corte, en numerosos precedentes, en el sentido de que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. No empece a esto la cita de "Corrales" que realiza el magistrado federal desde que, con posterioridad a ello, el Tribunal ha mantenido esa postura. Es que la doctrina del voto de los jueces Lorenzetti y Maqueda en Fallos: 338:1517 conlleva al abandono de la equiparación de los jueces ordinarios con los federales a fin de evaluar si existe denegatoria del fuero federal y de asignar la competencia para entender en la materia federal, mientras que la atribución a la justicia de excepción de los casos de encubrimiento según la regla del párrafo anterior no se basa en dicha equiparación, sino en la afectación que ese delito produce en la administración de la justicia nacional cuando el delito precedente está siendo investigado por sus tribunales ordinarios, de innegable pertenencia al Poder Judicial de la Nación. Sentado ello, el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte de Fallos: 320:2016, entre otros, y Competencia 101, L. XXXVIII, "Cueto Otero, Daniel Oscar s/ Encubrimiento", ha sido cumplido en el sub júdice en tanto que el magistrado nacional descartó la participación del imputado respecto de la sustracción acaecida en esta ciudad y le atribuyó el delito de encubrimiento, sin que se advierta la existencia de medidas pendientes de realización en tal sentido.


    D., Marcelo s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73945/2015/1/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Economía procesal. Evasión fiscal. Competencia por el territorio. Competencia en lo penal económico.


    Incorrecta traba de la contienda.


    Dado que no existe controversia entre los magistrados intervinientes acerca de la calificación, y que el presunto lugar de ocurrencia de la evasión tributaria se encontraría en la Ciudad de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia en lo penal económico para conocer en la causa, sin perjuicio de que no haya sido parte de la contienda y de lo que ocurra ulteriormente.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1552/2016/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Elecciones. Imputado. Fiscal de mesa. Competencia federal.


    Sustracción, destrucción o sustitución de boletas de sufragio. Fallos: 313:474 y 327:5166.


    Por vía de principio, la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. Sin embargo, asiste razón a la junta electoral provincial en tanto que, por tratarse de una elección de carácter simultánea y unificada, donde resulta involucrado un fiscal perteneciente a una agrupación política determinada, con aptitud de control general sobre el acto comicial, y en el que habría tenido en su poder, en circunstancias no debidamente esclarecidas, boletas sufragadas, oportunamente oficializadas por la Justicia Electoral Nacional las que, luego, habrían sido contabilizadas en el recuento final de votos, no puede descartarse, "prima facie" que, en tal contexto, esa irregularidad hubiera provocado, de alguna manera, un estorbo en el normal desarrollo de los comicios nacionales en el sentido establecido en Fallos: 313:474 y 327:5166.


    N.N. s/ Infracción al art.139, inc. F


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 4995/2016/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 71.243/2015/1/CS1, caratulada "Giusquiami, Andrés Aníbal s/encubrimiento".


    M.M., Juan s/ Robo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 29686/2015/1/CS1, 25 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" Comp. CCC 71243/2015/1/CS1.


    Sobre esa base y atento que la justicia nacional de instrucción, desvinculó al prevenido de la sustracción acaecida en esta Capital, y le imputó el delito de encubrimiento, sin que se advierta la existencia de medidas pendientes de realización en tal sentido, de conformidad con la doctrina de Fallos: 323:772 y 315:312 y 320:2778, la justicia federal debe continuar conociendo en estas actuaciones.


    G., Leandro Gastón s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65897/2015/1/CS1, 27 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1 "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento"


    Atento que se revocó el procesamiento del imputado por el delito de encubrimiento, se dictó su falta de mérito y se dispuso continuar su investigación, corresponde que la justicia federal siga conociendo en estas actuaciones.


    P., Juan Eduardo s/ Encubrimiento (Art. 227 del C.P.)


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 37637/2014/3/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa n° 71243/2015 "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    G., Manuel Marcelo s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22122/2016/1/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Competencia federal. Competencia criminal y correccional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015, "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    P., Anacleto s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42530/2011/1/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Competencia federal. Competencia criminal y correccional.


    Remisión al dictamen de la causa, "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", competencia CCC 71243/2015/1/CS1.


    F., Sonia Nanci s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55957/2015/1/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Competencia federal. Competencia criminal y correccional.


    Remisión al dictamen de la causa, "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", competencia CCC 71243/2015/1/CS1.


    P., Marcelo Fabián s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56446/2015/1/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Competencia federal. Competencia criminal y correccional.


    Remisión al dictamen de la causa, "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", competencia CCC 71243/2015/1/CS1.


    En relación con la infracción al 289, inciso 3°, del Código Penal, el Tribunal tiene establecido que su investigación corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.


    N.N. y otros s/ Encubrimiento (Art. 277 del C.P.)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15525/2016/1/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Competencia provincial. Competencia federal. Competencia criminal y correccional.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    M., Alberto Mauricio y otros s/ Encubrimiento agravado


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 54006512/2011/1/CS1, 01 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Hurto de automotor. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    N.N. s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 995/2016/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Investigación del hecho. Investigación inconclusa. Competencia federal.


    El presente conflicto negativo de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados, y consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58.


    G., Sergio Sebastián s/ Encubrimiento (Art. 277 del C.P.)


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 7023/2015/I/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia provincial.


    Relación de alternatividad entre ambas infracciones.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que se habría incurrido. Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido con relación al desapoderamiento del automóvil, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si aquel resulta ajeno a la sustracción y sin que el tiempo transcurrido entre ese delito y su incautación constituya un parámetro para desechar, sin más, su participación en el delito contra la propiedad. En ese sentido, y teniendo en cuenta que no se habrían podido determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que el imputado habría conseguido tener en su poder el bien, y la cédula de identificación del automotor extendida a nombre del titular del dominio, corresponderá a la justicia de Neuquén, profundizar la investigación respecto de su desapoderamiento, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en la Provincia de Río Negro, y sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N., Marcos Elías s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1081/2016/CS1, 04 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Tenencia ilegítima de armas. Falsificación o adulteración de la identificación de armas.


    Atento que el encubrimiento se refiere a un delito de competencia federal como lo es el previsto en el artículo 189, inc. 5°, del Código Penal, por aplicación del criterio de Fallos: 326:3217, corresponde a ese fuero conocer tanto a su respecto como acerca de la tenencia ilegal del arma que concurre idealmente con él.


    S., Fernando s/ Infracción Art. 189 bis, apartado segundo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1016/2016/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Vehículo robado. Competencia federal.


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Doctrina “Corrales”.


    La Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. No empece a esto la cita de "Corrales" que realiza el magistrado federal con la doctrina del voto de los jueces Lorenzetti y Maqueda, que conlleva solamente al abandono de la equiparación de los jueces ordinarios con los federales a fin de evaluar si existe denegatoria del fuero federal y de asignar la competencia en esa materia, mientras que la atribución a la justicia de excepción de los casos de encubrimiento según la regla no se basa en dicha equiparación, sino en la afectación que ese delito produce en la administración de la justicia nacional cuando el delito precedente está siendo investigado por sus tribunales ordinarios, de innegable pertenencia al Poder Judicial de la Nación.


    H. Z., Narciso s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 60002134/2011/1/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Administración fraudulenta. Abuso de confianza. Economía procesal. Competencia nacional. Juez previniente.


    No puede pasarse por alto que los hechos que habrían perjudicado a la representada habrían sucedido "prima facie" en distintos lugares y que, por ende, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. Por lo tanto, sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda asignar a los hechos a partir del avance de la pesquisa, la justicia nacional, que previno, y a cuyos estrados concurrió la querellante a hacer valer sus derechos, es la que se encuentra en mejores condiciones para continuarla.


    P., Miguel y otro s/ Estafa y defraudación. Querellante: V., Daniel Ángel y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33674/2015/1/CS1, 25 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Alquileres. Operaciones bancarias. Transferencia electrónica. Competencia por el territorio. Domicilio del banco. Domicilio del imputado. Competencia provincial. Celeridad procesal. Economía procesal.


    Debe ser el magistrado de la provincia donde tienen su domicilio las entidades bancarias intervinientes en la transacción, la presunta beneficiaria patrimonial de la maniobra y la línea telefónica a través de la cual se habría comunicado con el imputado, el que continúe con la investigación. Tal solución es la que mejor se compadece con los principio de celeridad y economía procesal desde que la única situación probada que motivó la intervención de la justicia de otra provincia, fue la circunstancial presencia allí de la damnificada por el alquiler que resultó frustrado por la maniobra pesquisada.


    C., Carlos y otro s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1312/2016/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Cheque sin fondo. Investigación inconclusa. Juez previniente.


    Necesidad de profundizar la investigación.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58. En tales condiciones, es el tribunal nacional, que previno, quien deberá continuar con esta pesquisa e incorporar aquellos elementos que permitan dilucidar precisamente la calificación de los hechos denunciados, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    G., Silvia s/ Infracción Art. 302


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1079/2015/1/CS1, 01 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Cheque. Presentación al cobro. Competencia nacional. Robo. Competencia provincial.


    La Corte tiene dicho en reiterados precedentes que la sustracción de cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. Por tal motivo y de acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 313:823, corresponde al magistrado nacional, que previno y en cuyo territorio se presentaron al cobro los documentos presuntamente adulterados, continuar conociendo en estos hechos y al juez provincial profundizar la investigación respecto de la sustracción a partir de los elementos recabados a raíz de su hallazgo, sin perjuicio de lo que resulte una vez individualizados los tenedores de los cheques y establecida su participación en el robo, la que debe ser descartada previo a calificar su conducta, si existiera, en el delito de encubrimiento.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45878/2016/1/CS1, 14 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Circulación de moneda extranjera falsa. Competencia federal.


    Tiene resuelto la Corte que los delitos de estafa y puesta en circulación de moneda extranjera falsa concurren idealmente, pues ambas conductas constituyen aspectos distintos de un mismo hecho, al constituir la segunda el ardid sin el cual no puede darse la primera y debe entender la justicia federal en razón de la naturaleza de esta última infracción.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 935/2016/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Cuentas bancarias. Internet. Competencia por el territorio. Economía procesal. Acreditación de saldos.


    Tiene establecido la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal. Más allá de dónde se habría accedido a internet para generar préstamos y efectuar transferencias desde las cuentas radicadas en la Ciudad de Buenos Aires a sus similares en las provincias de Córdoba y Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la juez de garantías pues es la que se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que en su jurisdicción tiene sede la sucursal y está radicada la cuenta donde finalmente se transfirió y extrajo el capital fraudulentamente obtenido, como así también el lugar de domicilio de sus titulares. Ello, sumado a la circunstancia que del extracto bancario de esa caja de ahorros, surgen numerosos ingresos de fondos mediante el sistema de home banking, al igual que similares movimientos a los de los aquí damnificados se observan de otras cuentas de distintos titulares, que también fueron transferidos a la registrada en la sucursal bonaerense de la entidad financiera en la se realizaron las extracciones del efectivo.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29666/2015/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Falsificación de documentos. Falsificación de instrumento público. Compraventa de automotores. Competencia provincial. Competencia federal.


    En relación con la presunta estafa, ha sostenido la Corte que cuando se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Sentado ello y habida cuenta que para la venta del rodado se utilizaron instrumentos públicos de carácter nacional, la justicia local debe ceder su intervención en favor del fuero federal con competencia en el partido en cuya jurisdicción se encuentra el Registro Seccional ante el que fueron presentados, aunque no haya sido parte en la contienda.


    V., Juan Ignacio s/ Estafa y falsificación de documentos


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71701/2015/1/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Falsificación de instrumento público. Competencia federal.


    Resulta aplicable el criterio fijado por la Corte en cuanto a que si la falsificación o el uso de instrumentos espurios habría sido el ardid que indujo a error al denunciante y motivó su acto de disposición patrimonial perjudicial, se trataría de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del Art. 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, en la que la adulteración de documentos concurre idealmente con la estafa posterior con los documentos adulterados ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero, por lo cual los hechos deberán ser investigados por la justicia federal dado el carácter nacional de casi todos los instrumentos falsificados.


    C., Diego Armando s/ Estafa


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 13000212/2010/1/CS1, 22 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Investigación inconclusa. Competencia provincial.


    Teniendo en cuenta el modo en el que se habrían llevado a cabo las maniobras denunciadas, la contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y a los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica. En esta inteligencia, toda vez que aún no se ha recabado información acerca de la identidad y domicilio del único señalado como posible autor de los hechos, corresponde a la justicia local conocer en la investigación.


    P., José Guillermo s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60569/2015/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Uso de documento adulterado. Multiplicidad de hechos. Economía procesal. Competencia por la materia. Competencia por el territorio. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal.


    Incorrecta traba de la contienda. Mejor administración de justicia. Único tribunal a cargo.


    No existe en el caso una concreta contienda negativa de competencia en tanto el juez federal no asignó el conocimiento del hecho a su par provincial, sino que fundamentó el rechazo de la suya con base en que se habría cometido en otras jurisdicciones. Por ello, aquél debió remitir las actuaciones al juzgado nacional que consideraba competente, para evitar demoras que afectan la buena administración de justicia, que supone la pronta terminación de los procesos, especialmente cuando se trata de materia penal. Sin embargo, para el caso de que la Corte decidiera prescindir de ese reparo formal por razones de economía procesal, cabe destacar que atento que el juez nacional no cuestiona su competencia material, y en tanto cada uno de los hechos a investigar conforma una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, insusceptible de ser escindida, y que entre todos ellos media una relación de conexidad en los términos de los artículos 41 y 42 del Código de Procedimiento Penal de la Nación, que torna aconsejable para una mejor administración de justicia su conocimiento por un único tribunal, debe asignarse la competencia a la justicia federal de San Martín, en cuyo ámbito territorial se comprobaron los fraudes y reside el denunciante.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 849/2016/CS1, 28 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Uso indebido de tarjeta de crédito. Documento nacional de identidad. Falsificación de instrumento público. Copias. Competencia federal.


    En atención a las manifestaciones del denunciante en cuanto al extravío de su documento nacional de identidad y sin perjuicio que no se ha agregado prueba que acredite si aquél fue falsificado, resulta aplicable la doctrina de la Corte en tanto tiene resuelto que es privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el Art. 33, inc. d) de la Ley 17.671 y sus modificatorias, como así también el conocimiento acerca de su adulteración y uso, y en atención al carácter inescindible de la conducta a investigar, corresponde a la justicia federal conocer en tales actuaciones, aun cuando se hubiera utilizado fotocopias de tal instrumento para cometer la estafa.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1176/2016, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estupefacientes. Ley vigente. Competencia federal.


    Ley provincial 10.067.


    Según surge del artículo 10° de la Ley provincial 10.067, sus disposiciones comenzaban a aplicarse para los delitos cometidos a partir del 1° de diciembre de 2012. Por ello, habida cuenta que la causa reconoce su origen en la denuncia realizada el día 22 de mayo de ese año, corresponde a la justicia federal conocer en ella.


    Juzgado de la Niñez, Juventud y Flia. 3ra remite actuaciones en autos: "M., Raúl s/ Denuncia s/ Infracciones Ley 23.737


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 12000106/2012/1/CS2, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estupefacientes. Tenencia de estupefacientes para consumo personal. Competencia provincial.


    La Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la Ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3° se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido, "la salud pública", son ajenas al derecho federal. De acuerdo con esta inteligencia, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos relacionados con la tenencia de estupefacientes para consumo personal, y aquellos sucesos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local en el interior del país. En ese sentido, atento que según tiene dicho el Tribunal, la primera regla de interpretación de las leyes es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe fluir de su letra o su espíritu, el caso se ajusta a esa pauta objetiva de valoración. Por otra parte, no surge que el fin de esa tenencia no fuera el consumo personal de los imputados, por lo que debe ser la justicia provincial la que conozca en estas actuaciones.


    A., Emilio Damián y otro s/ Inf. Ley 23.737


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 2091/2016/2/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia por la materia. Justicia Nacional en lo criminal y correccional federal.


    Mejor administración de justicia. Único tribunal a cargo.


    Tiene establecido la Corte que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. En atención a esos principios, habida cuenta que la documentación cuya falsificación investiga el juzgado federal, habría sido utilizada como parte de la maniobra ardidosa, que determinó la disposición patrimonial, corresponde declarar su competencia para conocer en la presunta comisión del delito de estafa mediante el empleo de esos documentos públicos falsos. Además, su titular deberá también profundizar la pesquisa en orden a la presunta adulteración de la numeración de chasis y motor del vehículo, que integra el objeto de la causa, ya que las particulares circunstancias en que se han desarrollado los hechos en su totalidad, dentro del mismo contexto delictivo en el que mantendrían una íntima vinculación entre sí, determinan la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    M., Aldo Roberto s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 951/2016/CS1, 28 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de instrumento público. Extraña jurisdicción. Economía procesal. Único tribunal a cargo. Competencia provincial.


    Los hechos denunciados ante la justicia nacional coinciden con los que han sido motivo de esta investigación en el juzgado local, salvo en lo relativo a la eventual falsificación de la escritura de propiedad del inmueble sito en esta ciudad, pero en tanto ésta habría sido utilizada para el otorgamiento fraudulento de la escritura hipotecaria, en territorio provincial, también debería ser investigado en esa sede, pues integraría un mismo contexto delictivo, que por razones de economía procesal y mejor administración de justicia conviene que sea juzgado por un único tribunal. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia local, en cuya sede se dispuso la extinción de la acción penal por prescripción, con relación a los delitos de falsificación y estafa que habrían implicado a la fedataria encargada de formalizar el mutuo hipotecario apócrifo, asumir su jurisdicción y darle al caso la solución legal que a su criterio corresponda.


    V., Teresa Ana y otros s/ Falsificación documentos públicos


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18/2014/1/CS1, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de patente. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial.


    La cuestión de competencia aún carece de la investigación suficiente que debe precederla, a fin de que puedan individualizarse los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente, impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso los que no pueden ser apreciados "in extenso" a efectos de discernir finalmente el tribunal al que corresponde investigarlos. Ello es así, pues no se ha practicado diligencia alguna que permita, por una parte, constatar la realidad de los hechos denunciados y, de constituir delito, encuadrarlos en alguna calificación legal, al mismo tiempo que hacer cesar sus efectos. Por todo lo expuesto, esas deficiencias deben ser suplidas por la juez nacional que primero conoció de la notitia criminis y declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 18166/2015/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de sellos timbres y marcas. Justicia ordinaria.


    Incorrecta traba del conflicto.


    La contienda no ha sido correctamente trabada, pues para ello es necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa. No obstante ese defecto formal y a fin de que la cuestión pueda ser resuelta, si la Corte así lo entiende procedente por razones de economía procesal, cabe señalar que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal -que son de competencia de la justicia ordinaria, pues no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento no han sido traspasadas a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Por lo tanto, aun cuando no ha sido parte en esta contienda, corresponde que tome intervención en la causa el fuero nacional en lo correccional de esta Capital, pues en su jurisdicción territorial se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Falsificación de marcas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 838/2016/CS1, 03 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Firma falsa. Falsificación de documentos. Registro de la propiedad automotor. Competencia federal.


    En atención a que habrían sido ingresados al Registro Nacional de la Propiedad del Automotor algunos de los formularios cuestionados por el denunciante, que presentaban rubricas falsas atribuidas a él como gestor autorizado a realizar trámites, así como otros con firmas espurias de distintas personas, corresponde al juez federal conocer en las actuaciones, pues aquellas circunstancias pudieron haber entorpecido el normal servicio del organismo de la Nación o de sus empleados.


    P., Gustavo Alejandro s/ Su denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1426/2016/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Fraude a la propiedad intelectual. Investigación inconclusa. Juez que previno.


    La investigación es prematura para otorgarle el encuadre típico de la infracción prevista por la Ley Nacional de Marcas y solo por el momento encuadraría en la hipótesis delictiva de la Ley 11.723. En tal sentido, corresponde al Juzgado provincial, que tomó conocimiento de la notitia criminis, continuar con la investigación.


    O. G., Juan Manuel s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1175/2016/CS1, 12 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hábeas corpus. Competencia nacional.


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    V., Cristian Gabriel s/ Habeas Corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32241/2016/1/CS2, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Homicidio culposo. Competencia provincial.


    Precedente "Lubricentro Belgrano”.


    El Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño al medio ambiente demostrada con un grado de convicción suficiente como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal, aun cuando se tratara de residuos peligrosos. Al no haberse verificado ese extremo ni advertirse otras circunstancias que pudieren surtir la competencia federal, corresponde al juzgado provincial continuar conociendo en el caso.


    N.N. s/ Homicidio culposo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 892/2016/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Homicidio en riña. Pluralidad de intervinientes. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Juez previniente.


    Indeterminación del autor.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. La calificación legal ensayada por el magistrado nacional, carece de suficiente sustento en las circunstancias de la causa. Por ello, aún no es posible concluir que no pueda determinarse quien o quienes causaron las lesiones que provocaron la muerte de la víctima. Al respecto, tiene establecido el Tribunal que el elemento del tipo "indeterminación del autor" siempre aludió a una cuestión probatoria, pues no necesariamente una agresión tumultuaria implica que no pueda establecerse per se la autoría de, en su caso, el homicidio o lesiones. Por ello, la sanción a quienes hayan ejercido violencia, como elección del legislador, no se deriva de la imposibilidad material de establecer autorías y participaciones.


    S. G., Cristian Darío y otros s/ Homicidio en riña


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42278/2016/1/CS1, 12 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hostigamiento o maltrato. Discriminación. Competencia por el territorio. Investigación inconclusa. Juez previniente.


    Con base en la calificación que realizó el juez de esta ciudad -en orden a las figuras de hostigamiento y discriminación que describen y reprimen respectivamente los artículos 52 y 65 de su código contravencional- asumió el conocimiento de la causa y dispuso la medida tendiente a averiguar la ubicación e identificación del usuario de Facebook correspondiente al perfil del grupo virtual aportado por el damnificado, pero luego declinó la competencia sin concluir ese trámite y sin que se hubiese producido ninguna otra circunstancia que justificara dejarla de lado. Por lo tanto, corresponde al juzgado en lo penal, contravencional y de faltas, que además previno, continuar con la profundización de la pesquisa sin perjuicio de lo que pudiera de ello resultar.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.592 (Art. 3)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 821/2016/CS1, 14 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 213/2016/CS1, “Rodríguez, Walter Maximiliano s/ Hurto”.


    R., Walter Maximiliano s/ Hurto


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 27755/2015/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto. Elecciones gremiales. Competencia federal.


    Si bien no consta en autos a qué autoridad nacional fue encomendado el control de la elección sindical, resulta aplicable la doctrina del tribunal que tiene establecido que es competente la justicia federal para conocer en la denuncia de irregularidades en los comicios celebrados en la delegación de un gremio en la provincia, ya que de acuerdo a lo previsto en el artículo 2° de la Ley 23.071 corresponde a la justicia electoral o al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación el control de las elecciones gremiales, y la conducta a investigar pudo afectar el normal desenvolvimiento de ese contralor y el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación.


    R., Walter s/ Hurto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 213/2016/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto. Motovehículo. Vía pública. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Precedente de Fallos 323:772.


    Una vez descartada por la justicia nacional la participación del prevenido en la sustracción ocurrida en la Ciudad de Buenos Aires, sin que se advierta la existencia de medidas pendientes en ese sentido, debido a las circunstancias en que se habría producido, y atento que los magistrados intervinientes en el conflicto coinciden en cuanto a que el hecho a investigar habría configurado el delito de encubrimiento, de conformidad con la doctrina de Fallos 323:772, el juzgado federal en cuya sección fue secuestrado el motovehículo, debe conocer en las actuaciones.


    M., Claudio s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 743/2016/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto. Uso de documento falso. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Juez previniente.


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteo de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En el caso no concurren esos elementos, ya que no surge que se hayan realizado medidas tendientes a determinar fehacientemente la calificación jurídica del hecho denunciado. Así, por cuanto no se han determinado las circunstancias de tiempo, modo, lugar y razón en que se habría comenzado a detentar la copia del certificado.


    C., Roberto s/ Hurto y uso de documento falso


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24718/2016/1/CS1, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba de la contienda. Economía procesal. Encubrimiento. Competencia federal.


    Precedente de Fallos: 338:1517 "Corrales". Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" y a la doctrina de Fallos 323:772.


    La correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de competencia lo que no ocurre en el caso en que el juez de garantías no se la atribuyó al fuero de excepción, sino que rechazó la suya, en el entendimiento de que correspondía conocer el juez nacional que instruía el delito contra la propiedad, pese a lo cual, devolvió el legajo al juzgado federal. No obstante, para el supuesto de que la Corte decidiera prescindir de, este reparo formal, por razones de economía procesal, cabe pronunciarse sobre el fondo de la cuestión. Con relación con relación a los fundamentos expuestos por el juez federal para rechazar la competencia del encubrimiento de un delito que investigaba la justicia nacional de instrucción, con base en el precedente de Fallos: 338:1517 "Corrales", resultan de aplicación los fundamentos del dictamen emitido en el incidente de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", al que cabe remitirse en beneficio a la brevedad. Sobre esa base, y atento que la justicia federal dictó el procesamiento del imputado por considerarlo responsable del delito de encubrimiento agravado, de conformidad con la doctrina de Fallos 323:772, el Juzgado Federal, en cuya sección fue secuestrada el arma, debe conocer en estas actuaciones.


    C., Daniel Alberto s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 1941/2013/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación del hecho. Competencia provincial.


    Atento que el juzgado local no ha desconocido la competencia provincial, ante cuyos estrados se encuentra radicada la causa, a él corresponde conocer en ellas, sin perjuicio de que si entiende que deben ser asignados a otro juez de su provincia, se las remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57451/2015/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación del hecho. Investigación inconclusa. Robo de automotor. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado. Al respecto, de las constancias del incidente no surge que se hubiesen agotado las diligencias necesarias tendientes a descartar fehacientemente que el imputado haya tenido algún grado de participación en el delito contra la propiedad, sin que la referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del automotor y su incautación posterior constituyan una pauta que autorice a desechar, sin más, la responsabilidad del aquél en el hecho cometido en esta ciudad, más aún cuando ni siquiera consta que se lo hubiese interrogado acerca de las circunstancias en las que habría conseguido tener el bien en su poder, por lo que corresponde a la justicia nacional de instrucción, profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del automóvil. En lo concerniente a la sustitución de las chapas patentes, la Corte tiene establecido que la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía. En consecuencia, corresponde a la justicia provincial continuar conociendo a su respecto.


    G., Walter Marcelo s/ Encubrimiento (Art. 277 del C.P.)


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 40741/2014/1/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación inconclusa. Calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Competencia nacional.


    La presente contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58. Al respecto, no se encuadró la maniobra denunciada en una figura penal en concreto, requisito indispensable para conocer el magistrado competente para investigarla, ni se cuenta con los elementos necesarios para suplir ese defecto de forma. Tampoco surge con claridad el modo en el que se habrían realizado los hechos ni a quien perjudicarían. Tales deficiencias impiden la adecuada calificación de los hechos sobre la que debe dirimirse la competencia, por lo que es el magistrado nacional, que tomó conocimiento de la notitia criminis, quien debe incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Defraudación informática


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26355/2015/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación inconclusa. Devolución del expediente.


    Elementos insuficientes para resolver.


    Los elementos que integran el presente incidente resultan insuficientes para proceder al análisis de la contienda, ya que no se han agregado las anteriores resoluciones de incompetencia y rechazo dietadas por ambos magistrados, así como tampoco la totalidad de fojas útiles que componen el expediente principal, y de los que tramitaron en sede provincial hasta dictarse las sentencias y, a su vez, la documentación complementaria reservada que resultarían imprescindibles para conocer en forma pormenorizada el desarrollo de la pesquisa llevada a cabo a partir de la "notitia criminis" la que, por su parte, no surge explicitada en la declinatoria ni en la insistencia del juzgado nacional. Por lo tanto, se devuelven a la Corte las actuaciones a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tales deficiencias y, si así lo juzga pertinente corra luego una nueva vista.


    N.N. s/ Infracción 24.769, querellante: AFIP


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 33000112/2008/2/CS1, 25 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación inconclusa. Extravío de tarjeta de crédito. Documento Nacional de Identidad. Juez previniente.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto Ley 1285/58. Las escasas constancias incorporadas hasta el momento imposibilitan determinar con el grado de certeza que esta etapa requiere, el verdadero alcance de los hechos que motivaron el conflicto y el modo en que habrían ocurrido, lo que impide establecer una correcta calificación legal y obsta formar fundado criterio acerca de la competencia, desde que los dichos del denunciante y la documentación que aporta no reflejan con suficiente claridad aquellos aspectos. No se permiten conocer las concretas circunstancias de modo, tiempo y lugar en que se habrían efectuado las distintas contrataciones presuntamente fraudulentas, ni las particularidades de cada una de esas operaciones, especialmente en cuanto al tipo de documentación que se habría empleado. El esclarecimiento de esos aspectos se torna imprescindible, pues sólo así será posible discernir la real naturaleza de cada uno de los hechos y su correcta calificación jurídica para resolver luego, y en definitiva, la competencia en la causa en orden también a la materia. Sólo a partir de la profundización de la pesquisa es posible discernir los señalados para establecer luego la competencia respecto de hechos perfectamente determinados en su verdadero alcance y en cuanto a las concretas circunstancias en que habrían sucedido.


    Procuración General de la Nación – Legajo 10/2015 y otros N.N. s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63734/2015/1/CS1, 28 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación inconclusa. Inscripción registral. Robo de automotor. Competencia federal.


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se halla precedida de una investigación suficiente que permita individualizar correctamente los sucesos sobre los cuales versa, con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, que encuentre suficiente sustento en los antecedentes de la causa, no puede ejercer las facultades que le confiere el Art. 24, inc. 7° del decreto Ley 1285/58. Los dichos del denunciante, no resultan, por sí solos, suficientemente determinantes pues ni siquiera permiten establecer la correcta identificación del vehículo, lo que, resulta indispensable para determinar si se trata de un rodado presuntamente sustraído y, en su caso, el lugar del hecho. Por otra parte, resulta igualmente prematura la incompetencia declarada en orden a la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, cuando la declinatoria no brinda al respecto suficiente exactitud en la determinación de las circunstancias sobre las cuales se apoyó tal calificación legal. Aún en el caso en que así se establezca de manera determinada, e independientemente de que no posea entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, resulta imperioso determinar si existió además vinculación con la falsificación y el uso de la documentación vehicular, ante la posible aplicación del criterio establecido en las Competencias n° 1630 L. XL, in re "Comisaría Puerto San Julián s/investigación" y n° 212 L. XLI, in re "Thompson Andrés; Frora Dinámica S.A. y Toyota s/hurto de automotor o vehículo en la vía pública".


    N.N. s/ Robo de automotor o vehículo en la vía pública


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 49906/2015/1/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial.


    Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde al juez provincial, que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Falsificación documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1008/2016/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación inconclusa. Uso indebido de tarjeta de crédito. Juez previniente. Competencia nacional.


    Incorrecta traba de la contienda.


    En el caso no se han incorporado los elementos que permitan determinar mínimamente las circunstancias de tiempo, modo y lugar respecto a la solicitud, emisión, entrega y habilitación de la tarjeta de crédito utilizada en la extracción fraudulenta de dinero en la localidad cordobesa. En tales condiciones, corresponde a la justicia nacional, que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34428/2015/1/CS1, 27 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones graves. Personas privadas de la libertad. Personal penitenciario. Faltas del servicio. Competencia federal.


    Surge de las manifestaciones de la víctima, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, que las lesiones que sufrió fueron como consecuencia de la participación en el hecho de agentes del Servicio Penitenciario Federal en ejercicio de sus funciones de custodia y guarda, por lo que corresponde a la justicia de excepción continuar con la investigación en razón de la afectación que habría sufrido el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación.


    N.N. s/ Lesiones graves


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1368/2016/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones leves. Amenazas. Competencia nacional.


    De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante, corresponde a la justicia nacional, que en definitiva posee la más amplia competencia para su conocimiento, continuar conociendo en la presente, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    F. R., Víctor Ángel s/ Lesiones leves (Art. 89) y amenazas. Denunciante: F., Daniel Romina Edith y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20239/2016/1/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Malversación de caudales públicos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial.


    El conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58, pues tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde al juez que primero tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a lo denunciado y, eventualmente, resolver sobre la competencia con arreglo a lo que de ellos surja.


    S. A., Carmen s/ Denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 510/2016/CS1, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Motovehículo. Apoderamiento. Investigación inconclusa. Situación del imputado. Encubrimiento. Víctima del delito. Estafa. Juez previniente. Competencia provincial. Patente del automotor. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial.


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es doctrina de la Corte, que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos “prima facie”, en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Resulta prudente extremar los recaudos indispensables con el objeto de incorporar los elementos que, eventualmente, permitieran comprobar las alegaciones de la defensa del prevenido, y que posibiliten emitir un juicio cierto con el grado de certeza que el estadio procesal requiere acerca de su conducta, para poder expedirse luego con arreglo a su situación procesal, atento que el presunto comprador del motovehículo no puede de manera simultánea ser autor del encubrimiento y respecto de ese mismo bien ser víctima de estafa, toda vez que la existencia de esta última excluye la comisión del primero. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde al juzgado local, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios que permitan agotar la investigación en lo que se refiere a la adquisición del ciclomotor y resolver, luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite. Por otro lado, y en lo concerniente a la supresión de las placas individualizadoras del rodado, la Corte tiene establecido que la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.


    D., Braian Alfredo s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1497/2016/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Muerte. Puertos. Administración descentralizada. Justicia local.


    Muerte por causa dudosa.


    El Estado Nacional descentralizó la Administración General de Puertos y cedió esta facultad a las provincias (Leyes 23.696 y 24.093), reteniendo el poder de Policía sobre las terminales portuarias, el que es ejercido por la Prefectura Naval Argentina, autoridad encargada de velar por la seguridad de todo cuanto acontezca en los puertos. En cuanto al Puerto Dock Sud en particular, se transfirió su administración y dominio a la Provincia de Buenos Aires en 1993 mediante Acta Convenio entre el Estado Nacional y el Gobierno Bonaerense, Provincial N° 11.535/94, ratificada por la Ley. En orden a tales principios, la Corte estableció que no obstante la provincialización de los puertos, no puede soslayarse que el poder de policía de seguridad que ejerce la Prefectura Naval Argentina sobre terminales portuarias tiene su origen y fundamento en la salvaguarda del normal desarrollo de las funciones específicas de aquéllas, esto es el comercio marítimo y transporte interprovincial e internacional –ámbito específicamente federal- y que el Estado ha conservado, a este respecto, una potestad de control. Sin embargo, atento que de las constancias del incidente no surge que el hecho objeto de investigación hubiera afectado el normal y natural desenvolvimiento de las actividades del puerto donde ocurrió, corresponde a la justicia local continuar conociendo en la causa.


    N.N. – Víctima: B., Diego Armando s/ Muerte por causa dudosa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1591/2016/CS1, 30 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Obstrucción de servicios públicos. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Delitos contra la fe pública. Competencia provincial. Competencia federal.


    Habida cuenta que la afectación de intereses federales por la obstrucción de un organismo nacional habría tenido lugar en Santa Fe, ante cuyo registro fue presentada la documentación apócrifa, es al juez federal de esa provincia, que no ha desconocido tal extremo, a quien le corresponde continuar con la investigación, más allá del lugar donde pudo haberse realizado la adulteración de los instrumentos. Por otra parte, para una mejor administración de justicia, debe ser esa misma jurisdicción la que conozca de los restantes hechos que fueron motivo de la contienda ya que, aún cuando la Corte tiene establecido que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, no puede pasarse por alto la estrecha vinculación que guardan con los delitos contra la fe pública.


    L., Alberto René s/ Inf. Arts. 292 y 293 C.P.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 513/2016/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Obstrucción de servicios públicos. Subterráneos. Calificación legal. Contravenciones. Aplicación de la Ley penal. Competencia provincial.


    El magistrado nacional ha formulado un juicio cierto acerca de la relevancia penal del caso en el sentido establecido en Comp. 504, L. XLIV, “Franco, Eduardo Alberto s/ Inf. Art. 6.1.9. de la Ley 451”, en tanto entendió que el hecho no constituía delito sino una infracción al artículo 69 del Código Contravencional. De ese modo se encuentra satisfecha la doctrina del Tribunal, en cuanto ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la Ley penal sobre la contravencional. Más allá del acierto o error en lo resuelto por el Magistrado nacional, deben devolverse las actuaciones a la Justicia en lo Penal., Contravencional y de Faltas.


    R., Roberto Ariel s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 194)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1015/2016/CS1, 25 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Personas privadas de la libertad. Lesiones graves. Establecimientos penitenciarios. Servicio Penitenciario Federal. Faltas del servicio. Competencia federal.


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 322; L. L “Arroyo, Cristian s/ Homicidio simple” y Comp. 678; L. XLIX, “Zapata, Miguel A. s/ Homicidio”.


    El hecho investigado es materia federal. Las lesiones sufridas por los internos se produjeron dentro de una Unidad Penitenciaria Federal, en la que cumplen funciones de custodia y guarda funcionarios federales, no pudiendo descartarse en el presente caso, que se haya afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación.


    C. B., Julio César y otros s/ Homicidio simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 684/2016/CS1, 27 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegal de la libertad calificada. Abuso sexual. Trata de personas. Explotación sexual. Competencia federal.


    De las actuaciones surge que la denunciante podría haber sido víctima de un abuso sexual y que se encuentra en una situación de riesgo, lo que surge del informe realizado por la Oficina de Atención a las víctimas y testigos. También, la víctima hizo referencia a llamados recibidos por el demandado en donde en dialogo con otra persona, mencionó el traslado de mujeres al sur del país para ser explotadas sexualmente, así como también ella fue amenazada con ser trasladada junto a su hermana para sufrir la mencionada explotación. El criterio decisivo para resolver la cuestión pasa por recordar que mantener y promover la competencia del fuero federal para investigar la posible comisión del delito de trata de persona resulta de fundamental importancia para asegurar la eficacia de la norma que lo reprime, y que eso determina que, ante la existencia de alguno de los extremos inherentes al delito de trata de persona, la justicia federal no puede declinar su competencia ni rechazar la que se le pretende atribuir, sin antes realizar las medidas necesarias para establecer si se halla configurado o no dicho ilícito respectivamente.


    M., J. H. s/ Abuso sexual – Art. 119, 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 931/2016/CS1, 31 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegal de la libertad. Robo de automotor. Juez previniente. Competencia nacional.


    Es doctrina de la Corte que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Habida cuenta que no es posible determinar, con el grado de certeza necesaria que esta etapa procesal requiere, el lugar donde se consumó el robo y que el hecho acaecido comenzó a ejecutarse en esta ciudad, corresponde continuar con la investigación a la justicia nacional, que además previno.


    N.N. s/ Robo de automotor o vehículo en la vía pública. Damnificado: G. Z., Andrés


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18199/2016/1/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Publicaciones obscenas. Pornografía infantil. Competencia por el territorio. Justicia provincial.


    Jurisdicción en el lugar de conexión a internet.


    En la medida en que la mayor parte de las conexiones que pudieron ser identificadas se produjeron desde dos domicilios ubicados en territorio bonaerense, y que tanto de lo dictaminado por la fiscalía como de la propia declinatoria del magistrado de la ciudad se desprende la relación de los imputados con esas ubicaciones, circunstancias no controvertidas por el juez provincial, más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda y cuanto pudiere surgir de la ulterior investigación, allí se habrían realizado las conexiones a internet que podrían integrar una conducta delictiva. Y es justamente a partir de ese lugar que corresponde profundizar la investigación, en especial para determinar los datos que pudieren haberse transmitido o intercambiado desde allí, y avanzar en la identificación de los presuntos autores. Por lo tanto, teniendo también en cuenta la mejor defensa de los imputados y la inmediatez con la prueba, corresponde al juzgado provincial proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que surja con posterioridad.


    N.N. s/ Publicaciones, reprod. y/o Distrib. obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 901/2016/CS1, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Publicaciones obscenas. Pornografía infantil. Competencia por el territorio. Justicia provincial.


    Jurisdicción en el lugar de conexión a internet.


    En la medida en que se desprende que todas las conexiones a la cuenta de correo electrónico denunciada fueron efectuadas desde la Provincia de Buenos Aires, y la gran mayoría de ellas desde la ciudad de Mar del Plata, circunstancias no controvertidas por el juez provincial, más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda y cuanto pudiere surgir de la ulterior investigación, cabe presumir que allí se habrían realizado las conexiones a internet que podrían integrar una conducta delictiva. Y es justamente a partir de ese lugar que corresponde profundizar la investigación, en especial para determinar los datos que pudieren haberse transmitido o intercambiado y avanzar en la identificación de los responsables. Por lo tanto, teniendo también en cuenta la mejor defensa de los imputados y la inmediatez con la prueba, corresponde al juzgado provincial proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que surja con posterioridad.


    N.N. s/ Publicaciones, reprod. y/o Distrib. obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 902/2016/CS1, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Rechazo del cheque. Competencia provincial. Robo. Competencia nacional.


    De acuerdo a la doctrina de la Corte, la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. Por tal motivo, corresponde al magistrado provincial, que previno y en cuyo territorio se presentaron al cobro los documentos, continuar conociendo de estos hechos. Por su parte, el juez nacional que conoce en el robo del cheque, deberá profundizar la pesquisa respecto de la sustracción a partir de los elementos recabados a raíz de su hallazgo, sin perjuicio de lo que resulte una vez individualizados los tenedores de los cheques y discernida su eventual participación en el robo, la que debe ser descartada previo a calificar su conducta, si existiere, en el delito de encubrimiento, con la consecuente incidencia que, en el caso, tendría en orden a la competencia material.


    S., Rosa s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1597/2016/CS1, 14 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Retención indebida. Domicilio del deudor. Competencia provincial.


    El delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y, en caso de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, la obligación debe ser satisfecha en el domicilio del deudor. Habida cuenta que de no surge que se haya acordado un lugar de restitución, debe declararse la competencia del juzgado de garantías de la jurisdicción donde se domicilia el deudor y es retenido el bien para continuar con esta investigación.


    L., Ángel David s/ Defraudación por retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7472/2016/1/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Retención indebida. Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia local.


    En tanto no se encuentra controvertida la naturaleza común de los hechos en función de las posibles calificaciones ensayadas, corresponde al magistrado local conocer en esta investigación.


    N.N. s/ Estafa


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 70474/2014/2/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo calificado. Arma de fuego. Portación ilegitima de armas. Secuestro extorsivo. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 306/2015/T01/5/CS1 "Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo".


    N.N. s/ Privación ilegal de la libertad personal. Denunciante: F. R., Oscar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2096/2016/CS1, 22 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo de automotor. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS 1 "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento"


    Atento que la justicia nacional sobreseyó al prevenido de la sustracción cometida en esta Capital, corresponde que el Juzgado federal en cuya sección fue secuestrado el automóvil conozca en estas actuaciones.


    S., Rubén Darío s/ encubrimiento (Art. 278 del C.P.)


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 24077/2016/1/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo de automotor. Competencia provincial. Cédula verde. Falsificación de instrumento público. Patente del automotor. Usurpación de patente. Competencia federal.


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se han perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. En lo que atañe al hallazgo del automotor, no es posible discernir por el momento, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, en qué conducta habría incurrido la imputada, sin que tampoco pueda afirmarse aún, fehacientemente, que resulte ajena a cualquier grado de participación en el desapoderamiento de ese vehículo. Por ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de la mencionada en lo que respecta al robo. En consecuencia, corresponde que el juzgado provincial que conoce de la sustracción, profundice su investigación al respecto, teniendo en cuenta los elementos recabados con motivo del hallazgo del bien, y sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. En cuanto a la tenencia por la imputada de una cédula verde falsa, al tratarse de un documento público de carácter nacional, incumbe a ese fuero de excepción conocer al respecto, por lo que corresponde declarar la competencia de la justicia federal de esta Capital, en cuya jurisdicción territorial se exhibió el instrumento falso, aun cuando no haya sido parte en la contienda. Respecto a la sustitución de las placas, más allá de que la infracción al artículo 33 del decreto Ley 6582/58 corresponde a la órbita de la justicia ordinaria pues no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existiría entre aquella infracción y la falsedad documental. Tales circunstancias determinan la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia que la investigación quede a cargo de un único tribunal.


    R., Eleonora Mariel s/ Averiguación de ilícito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43023/2013/1/CS1, 14 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo de automotor. Encubrimiento. Acusación alternativa. Investigación inconclusa. Competencia provincial. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. Competencia nacional.


    Sustitución de chapas patentes.


    Corresponde a la justicia local que conoce sobre la sustracción del automóvil ocurrida en su ámbito territorial profundizar la investigación de modo que, oportunamente, pueda dictarse un auto de mérito que defina la situación jurídica de los prevenidos respecto de ese delito, tal como lo exige la jurisprudencia de la Corte, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del rodado y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en el delito contra la propiedad, especialmente si se repara en que no surge de las alegaciones de aquéllos formuladas al momento de brindar declaración indagatoria ningún elemento que permita arrojar luz en cuanto a las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que habrían conseguido tener en su poder el vehículo. En atención a la alternatividad existente entre el desapoderamiento y su encubrimiento, corresponde a la justicia provincial, profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del vehículo en esta Capital, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior. En lo concerniente a la sustitución de las chapas patentes, la Corte tiene establecido que la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.


    M., René Alfredo y otros s/ Infracción Art. 189 bis del C.P., supresión de número de registro y encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67973/2015/8/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo de automotor. Encubrimiento. Competencia federal.


    Es de aplicación al caso lo resuelto por la Corte en numerosos precedentes, en el sentido de que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. No empece a esto la cita de "Corrales" que realiza el magistrado federal con la doctrina del voto de los jueces Lorenzetti y Maqueda, conlleva solamente al abandono de la equiparación de los jueces ordinarios con los federales a fin de evaluar si existe denegatoria del fuero federal y de asignar la competencia en esa materia, mientras que la atribución a la justicia de excepción de los casos de encubrimiento según la regla no se basa en dicha equiparación, sino en la afectación que ese delito produce en la administración de la justicia nacional cuando el delito precedente está siendo investigado por sus tribunales ordinarios, de innegable pertenencia al Poder Judicial de la Nación. Sentado ello, el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte ha sido cumplido en el sub júdice, por cuanto el magistrado nacional descartó la participación del imputado respecto de la sustracción acaecida en esta ciudad y le atribuyó el delito de encubrimiento sin que se advierta la existencia de medidas pendientes de realización en tal sentido más aún si se tiene en cuenta que no se acreditó la participación del imputado y no surge información alguna que permita individualizar al autor ni a los testigos del hecho.


    O., Gabriel David s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 55007583/2012/1/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo. Arma reglamentaria. Bienes del Estado. Resistencia a la autoridad calificada con armas. Economía procesal. Competencia federal.


    Atento que los términos de la denuncia, se encontrarían corroborados en cuanto a que el objeto sustraído al agente de la policía federal, ha sido clasificado como arma reglamentaria, al tratarse de un bien suministrado por el Estado Nacional, su conocimiento concierne a la justicia de excepción. No puede pasarse por alto que el imputado habría resistido su detención dentro del marco del mismo proceso por medio de disparos efectuados con un arma fuego contra agentes policiales, y en la medida en que este delito aparecería íntimamente vinculado con el robo, ambas infracciones deberían ser juzgadas por la justicia federal, en tanto integrarían un mismo contexto delictivo, que razones de economía procesal y mejor administración de justicia, tornan conveniente que su conocimiento quede a cargo de un único tribunal.


    B., Jorge Alberto s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1359/2016/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo. Competencia federal.


    Remisión a las competencias N° 359, L. XXXV, "Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia"; N° 125, L. XXXIX, "Orsi, Ricardo César Vicente s/ Denuncia de contrabando”; y N° 1030, L. XXXIX, "N.N. s/ Infracción ley 22.415".


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De las constancias del legajo surge que la mercadería importada había sido cargada en la terminal portuaria "Río de la Plata”, por lo que se encontraba sujeta al régimen de destinación de tránsito terrestre de importación, aún sin nacionalizar, y por consiguiente, sometida al control aduanero, y como consecuencia de los hechos que se investigan, se habría visto frustrado el adecuado ejercicio de las facultades legales de la aduana. Sobre la base de tales consideraciones y de acuerdo con la doctrina del Tribunal que establece que la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y en tanto que de las declaraciones de la víctimas de los sucesos se desprende que el desapoderamiento del camión con su carga se consumó en el partido de La Matanza, corresponde declarar la competencia de la justicia federal de esa sección para conocer en estas actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 783/2016/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de bienes. Motovehículo. Encubrimiento. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial. Competencia federal.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Sobre el fondo de la cuestión, es doctrina del Tribunal que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que no surge el lugar en que se cometió la infracción, corresponde investigarla a la justicia provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado sin sus chapas identificadoras colocadas. Con relación al hallazgo del motovehículo en poder del imputado, resulta oportuno recordar que la Corte ha establecido que resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. Asimismo, al existir una relación de alternatividad entre ambos hechos, una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia sobre esa base. El pronunciamiento que descartó la participación del imputado en la sustracción, y le imputó el delito de encubrimiento, debe ser interpretado como el auto de mérito que exige la doctrina del Tribunal.


    C., Mario Alexander s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1087/2016/CS1, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de estupefacientes. Armas. Acopio de municiones. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal.


    Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, de ningún modo importó desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia. En ese sentido, teniendo en cuenta la gran cantidad de sustancias secuestradas, y la forma en que estaban acondicionadas, no es posible afirmar que estuvieran destinadas a un consumo inmediato, por lo que de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la Ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones. Por otra parte, en relación con las armas y municiones, al haber sido incautadas en los mismos procedimientos de registro en los que se secuestraron los estupefacientes, la vinculación que se presenta entre ambas figuras penales podría exceder de una mera conexidad, a tal punto que fueron empleadas para resistirse a la intervención policial. A ello debe sumarse, no solo que la gran cantidad de municiones halladas podría configurar el delito de acopio, de exclusiva competencia federal sino que además, una de las pistolas incautadas tendría su numeración erradicada, y que luego de la reforma introducida por la Ley 25.886, esa infracción también se encuentra incluida entre aquellos delitos que debe investigar la justicia de excepción, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.


    H., Claudia Itatí y otros s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 938/2016/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Abuso sexual calificado. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    M., G. A. s/ Secuestro extorsivo y abuso sexual. Víctima: Battistella, Lorena Claudia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 8266/2015/TO1/13/CS1, 28 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    F. B., Jorge Eduardo y otros s/ Secuestro extorsivo, robo con armas y lesiones leves


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 21645/2015/TO1/5/CS1, 23 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    N.N. s/ Secuestro extorsivo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 20945/2016/1/CS1, 23 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    N.N. s/ Secuestro extorsivo


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 9441/2015/1/CS1, 23 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    N.N. y otros s/ Secuestro extorsivo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 3452/2014/TO1/11/CS1, 23 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    P., Marcelo Hernán y otros s/ Secuestro extorsivo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 26193/2015/TO1/10/CS1, 23 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    B., Julio César y otros s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4697/2015/TO1/14/CS1, 07 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    G., María Concepción y otros s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 59399/2014/TO1/3/CS1, 07 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    M., Claudio Omar s/ Secuestro extorsivo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 7577/2015/TO1/7/CS1, 07 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    N.N. s/ Secuestro extorsivo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 9753/2014, 12 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    N.N. s/ Secuestro extorsivo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 20008/2016/1/CS1, 27 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    V., Matías Alberto y otro s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 49709/2015/TO1/1/CS1, 07 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Cuestión federal. Competencia federal.


    Precedentes "Perdiechizi”, "Ramaro” y "Amarilla".


    El Ministerio Público Fiscal se ha pronunciado en reiteradas ocasiones sobre la competencia que correspondía asignar a casos de delitos de secuestro extorsivo. En el precedente "Perdiechizi", se tuvo en cuenta que la característica usual que asume esta criminalidad, presenta como nota distintiva, su actuación en banda, organizada en mayor o menor medida, pero con clara división de tareas, tales como el apresamiento de la víctima, su traslado, el cautiverio del rehén, la negociación del rescate y la percepción del botín; faena que normalmente se cumple en jurisdicciones distintas, para dificultar la investigación policial. Es común también que bandas con asiento en una provincia actúen preferentemente en otras o en la ciudad de Buenos Aires. La Corte Suprema hizo suyos los fundamentos empleados por la Procuración en el caso "Ramaro", donde se predicó la competencia del fuero de excepción por las particularidades del caso, más allá de las de carácter general que fueron reseñadas en los autos “Perdiechizi”. Esas particularidades radicaban, entre otras, en el avanzado estado de las actuaciones, que se encontraban elevadas a juicio, por lo que la remisión a la jurisdicción provincial obraría en desmedro de una uniforme administración de justicia, situación que se encontraba agravada por la prisión preventiva que tenían los imputados. Se afirmó que en cuanto al propósito legislativo, en la Ley 25.886 se ratifica expresamente el concepto de otorgar competencia al fuero de excepción en las infracciones al artículo 170 del Código Penal. El máximo Tribunal también remitió a los fundamentos dados en el dictamen de la causa "Amarilla", donde se sostuvo que se descuida la teleología de las normas sancionadas por el Congreso de la Nación, en cuanto adjudican el conocimiento de este tipo de delitos al fuero de excepción, que no es otra sino la de preservar la seguridad de la población. Finalidad, por cierto, distinta a la que motivara la sanción de la Ley 20.661, con lo cual el mero interés particular en la comisión de estos delitos, al contrario de constituir una excepción a la competencia federal, constituye su fundamento". Resulta preciso admitir que las modalidades del secuestro extorsivo han mutado. En efecto, actualmente el lapso de privación de libertad de la víctima suele ser breve y el cautiverio en la mayoría de los casos, se cumple en los automóviles de los captores, y no en un domicilio. Este modo de operar se debe, en parte, a las nuevas tecnologías de investigación, que permiten identificar con mayor celeridad a los autores del delito. Ante ese viraje en la modalidad delictiva empleada, resulta necesario, a fin de asegurar la eficacia de las investigaciones y preservar la seguridad de la población, que el delito de secuestro extorsivo debe ser investigado en el fuero de excepción, tal como lo ha previsto la Ley 25.886, independientemente del modo en que el hecho haya sido ejecutado.


    I., Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 306/2015/TO1/5/CS1, 23 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Policía Provincial. Modificación de la competencia. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial. Juzgado de garantías.


    Fallos: 328:3963.


    Pese a que entre los delitos imputados se encuentran los previstos en los artículo 142 bis y 170 del Código Penal, en el caso no están presentes las circunstancias que el Tribunal tuvo en cuenta para declarar la competencia federal en Fallos: 328:3963 y concordantes, o en general que se vea afectada la seguridad de la Nación o sus instituciones. Por otra parte, el cambio de criterio del juez provincial acerca del tribunal que debe intervenir en el proceso no se encuentra justificado, ya que no se basa en el descubrimiento de circunstancias nuevas que alteren los elementos básicos que tuvo en cuenta en la oportunidad en que decidió aceptar la competencia. Al respecto, la Corte tiene establecido que modificar las decisiones sobre competencia sin que se presenten nuevas circunstancias que lo autoricen, atenta contra una buena y rápida administración de justicia.


    R., Juan José s/ Privación ilegal de la libertad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1419/2016/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Supresión del estado civil. Falsificación de instrumento público. Documentos de identidad. Concurso ideal. Competencia federal.


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte en cuanto tiene resuelto que al existir una pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta insusceptible de ser escindida, la supresión de estado civil concurre idealmente con la falsificación del acta de nacimiento y del documento de identidad. Habida cuenta del carácter nacional de este instrumento, debe entender en la causa la Justicia Federal.


    U., D. E. c/ J., G. J. s/ Impugnación de paternidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1461/2016/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Televisión vía satélite. Retransmisión ilegal. Falsificación de marca o designación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial.


    Precedente del fallo de la Corte Comp. 1095; L. XXXVI, “Gudiño, Sergio Rafael s/ Denuncia por estafa”.


    A partir de la denuncia no se vislumbra ninguna otra hipótesis fáctica que no sea la retransmisión de la señal audiovisual captada por los decodificadores de la actora dado que, el logo que invoca el juez local para subsumir el hecho en el artículo 31, inciso b), de la Ley 22.362 sólo resultaría, en principio, una consecuencia inmediata de esa práctica ilegal, más aún, cuando no se ha profundizado la pesquisa con el objeto de comprobar, si dicha marca registrada habría sido utilizada en alguna otra circunstancia por los operadores de la empresa demandada, en especial, para captar clientes, o comercializar el servicio audiovisual, en detrimento de la denunciante. Tampoco surge de las constancias del incidente, si el mecanismo de retransmisión de imágenes audiovisuales que se habría llevado a cabo de manera ilegal, hubiera provocado alguna interferencia perjudicial o menoscabo en la interacción regular de la prestación de los servicios de radiodifusión relevante para discernir la competencia material de acuerdo al criterio sentado en el fallo de la referencia. Por tanto, más allá de la subsunción típica que en definitiva se adopte, corresponde a la Justicia provincial que previno, seguir conociendo en la causa sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N.N. s/ Infracción Ley 11.723 (Art. 71)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1060/2016/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tenencia ilegítima de armas. Acumulación de procesos. Causas excluidas de la competencia federal. Competencia provincial.


    Teniendo en cuenta que se dictó sentencia condenatoria respecto de la infracción a la Ley 23.737, cesaría toda posible vinculación con esas actuaciones. Por ello, y atento que la tenencia ilegítima de armas es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en autos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, corresponde a la justicia local continuar con su investigación.


    R., Claudio Sebastián y otro s/ Inf. Ley 20.429


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1073/2016/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Transferencia del automotor. Gestor. Falsificación de instrumento público. Documentación del automotor. Estafa. Competencia federal.


    Contexto delictivo inescindible.


    Habida cuenta que los documentos falsos que fueron retenidos en el Registro Seccional de Avellaneda son los que habrían sido entregados por la gestoría en San Martín para justificar su gestión, resulta aplicable la doctrina del Tribunal conforme la cual la falsificación de la documentación identificatoria de los automotores, de acuerdo al carácter nacional que sustenta debe ser investigada por la justicia federal de la localidad en donde fueron usados por primera vez aunque no haya sido parte en la contienda. Asimismo, en relación con la estafa que el comprador le imputó a la gestora, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor y más expedita administración de justicia, que la investigación de ese delito y la falsificación de los documentos nacionales espurios quede a cargo del mismo juez federal, en tanto mantienen una íntima vinculación entre sí y forman parte de un mismo contexto delictivo por lo que la justicia local debe ceder su intervención.


    M., Luis Carlos s/ Uso de documentos adulterado o falso


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 74000309/2010/1/CS1, 27 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Transporte de carga postal. Hurto. Competencia federal.


    Precedente de Fallos: 323:2074.


    En atención a las constancias de la causa resulta de aplicación al caso la doctrina de Fallos: 323:2074 según la cual la sustracción de correspondencia, mientras se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo, supone la comisión de uno de aquellos crímenes que violentan o estorban la correspondencia de correos, de conformidad con lo previsto en el artículo 3, inciso 3°, de la Ley 48 y artículo 33, inciso c) del Código Procesal Penal de la Nación.


    V., Luis Miguel s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1331/2016/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Traslado de internos. Jueces naturales. Competencia provincial. Juez de ejecución.


    El criterio para discernir el magistrado que debe ejercer el control de ejecución de la pena no debe atender al lugar de su cumplimiento sino al de la jurisdicción que la haya impuesto, a fin de asegurar la garantía del juez natural prevista en el artículo 18 de la Constitución Nacional. No existe previsión legal alguna que permita concluir que la competencia del juez para cuestiones como las que dieron origen a este conflicto deba quedar supeditada al territorio donde se cumpla la pena, ni al arbitrio de la voluntad del condenado quien, incluso, de esa forma, podría provocar el sometimiento por su sola voluntad a determinada jurisdicción.


    S., Fabián Horacio y otro s/ Infracción Art. 189 bis, apartado 2° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 766/2016/CS1, 30 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Trata de personas. Explotación laboral. Amenazas. Lesiones. Competencia federal.


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública” y Comp. 1016, L. XLVI, “Abrate, Gloria Liliana s/ Denuncia”.


    Las circunstancias del expediente dan cuenta de un cuadro de situación que impide descartar, la existencia de conductas en infracción a la Ley de sanción y prevención de la trata de personas. En ese sentido, no puede perderse de vista que el denunciante habría llegado por un aviso en un diario extranjero, que fue acogido por sus empleadores e inclusive se le proporcionó una vivienda, que la autoridad de contralor verificó la existencia de otros trabajadores que no se encontraban registrados y que también provenían de otros países. Si a ello se suman las lesiones verificadas en el cuello de la víctima, la evaluación profesional de la asistente social y el informe remitido, cabe concluir que el conflicto debe ser resuelto de acuerdo con el criterio establecido en los fallos citados. Dado que resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que reprime la trata de personas, y por los fundamentos expuestos en los antecedentes citados, corresponde al magistrado nacional proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior.


    P., S. V. y otro s/ Infracción Art. 145 ter, 1° párrafo (sustituido por Ley 26.842)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1086/2016/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Trata de personas. Explotación sexual. Competencia provincial.


    Las circunstancias plasmadas en el expediente impiden, por el momento, considerar la existencia de conductas en infracción a la Ley de sanción y prevención de trata de personas. Al respecto, las mujeres trabajaban seis días a la semana, solo de noche, y retornaban a sus domicilios; circunstancias que difícilmente puedan configurar indicios de vulnerabilidad. Por el contrario, el ascenso al automóvil de una de las procesadas y el acuerdo de los "valores de pase" parecen demostrar un grado de autodeterminación que no se compadece con aquella figura. En este sentido, también adquiere relevancia el cobro de multas por inasistencia, en tanto ello demuestra más una forma de explotación que de sometimiento. Descartada la hipótesis delictiva de la trata de personas, corresponde a la justicia provincial continuar el trámite de la causa.


    S., A. de los Á. y otros s/ Prostitución con fines de explotación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 26530/2014/6/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Trata de personas. Explotación sexual. Interés del menor. Competencia provincial.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58, pues los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, encuadrarlos legalmente, y discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Si bien de las constancias remitidas se desprende que las menores podrían haber sido víctimas de un delito, éstas no resultan suficientes para formar un juicio fundado sobre la concurrencia de los extremos que justificarían el desplazamiento a la justicia de excepción, ni que hagan verosímil, al menos de momento, la hipótesis delictiva a que se refiere la Ley N° 26.364.


    N.N. s/ Infracción Ley 26.364


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 950/2016/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Trata de personas. Explotación sexual. Investigación inconclusa. Competencia federal.


    Precedentes: Dictamen Competencia 611, L. XLV, "Actuaciones instruidas por presunta infracción a la ley 26.364”. Y Fallos: 330:4896.


    El presente conflicto negativo de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58, pues es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. El incipiente estado de la investigación, la situación de vulnerabilidad, la presencia de mujeres dominicanas y paraguayas que ofrecían servicios sexuales en el comercio no permite descartar, por el momento, la existencia de un estado de sometimiento de las víctimas. Así, resultará necesario corroborar si las personas indicadas en las anotaciones secuestradas ejercían la prostitución en ese lugar para luego establecer si les fueron impuestas condiciones económicas, existió engaño, coerción o hubo alguna situación de abuso para obtener el consentimiento de ellas, en el sentido establecido en el dictamen en la Competencia n° 611, L. XLV in re "Actuaciones instruidas por presunta infracción a la Ley 26.364". La estrecha vinculación que suele existir entre el delito de trata de personas y los relacionados con la facilitación, promoción y explotación de la prostitución ajena (artículos 125 bis, 126, 127 del Código Penal y artículo 17 de la Ley de profilaxis 12.331) hace necesaria la determinación de las circunstancias en que aquéllas ingresaron y fueron recibidas en el país, como así también las condiciones por las cuales permanecían en el lugar para recién, en su caso, poder descartar que no haya existido un proceso de captación o reclutamiento previos e, incluso, un traslado rotativo en los términos de los artículos 145 bis y ter del Código Penal. Esa solución es la que resulta más adecuada desde el punto de vista de una mejor administración de justicia en el sentido establecido en Fallos: 330:4896, en tanto que la asignación de competencia en la materia al fuero de excepción es el medio fundamental elegido por el legislador para asegurar la eficacia de la norma razón por la cual la intervención de los jueces nacionales es prioritaria en toda investigación que pudiese implicar el delito de trata de personas, hasta tanto no sea descartada definitivamente la existencia de hechos que afecten el interés federal comprometido. Sobre esa base, corresponde a la justicia de excepción, que previno, proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. Esa jurisdicción será también la competente para conocer respecto a la hipótesis delictiva en relación con los presuntos pagos realizados a funcionarios policiales y del municipio, en razón de la íntima vinculación que existiría entre el delito de naturaleza federal y otro de naturaleza ordinaria.


    G., M. O. s/ Infracción Artículo 125 bis del Código Penal


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 66483/2014/3/CS1, 25 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Trata de personas. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Juez previniente.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58, pues más allá del tiempo transcurrido y de la significación penal que en definitiva corresponda asignar a los hechos, los escasos elementos incorporados al incidente, que no incluyen los dichos de la propia víctima, no resultan suficientes para formar un juicio fundado sobre la concurrencia de los extremos que avalen o desacrediten la hipótesis de la trata.


    T., L. O. y otro s/ Averiguación de delito


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 4168/2015/1/CS1, 29 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Uso de documento falso. Falsificación de sellos, timbres y marcas. Competencia federal.


    El Tribunal tiene establecido que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que en iguales condiciones le atribuyen los jueces. En ese sentido, y con respecto a la cédula de identificación del automotor incautada, de acuerdo a su carácter nacional, la investigación sobre su falsedad concierne a la justicia federal de la sección donde se la descubrió. Además, su titular deberá también conocer acerca de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, debido a la estrecha vinculación que existiría entre esa infracción, y la falsedad de aquel documento registral, atento la coincidencia que se observa entre las numeraciones individualizadoras del vehículo y las que constan en dicho documento, pues resulta aconsejable desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la investigación de sendos delitos quede a cargo de un único tribunal. Ello es así, sin que la circunstancia de que la causa ya hubiese superado la etapa de investigación en los estrados locales obste esa solución, pues la justicia nacional, en todo caso, deberá adecuar su trámite a las reglas de procedimiento que rigen en esta jurisdicción, lo que permitiría reproducir sus actos esenciales, a fin de garantizar el adecuado ejercicio de los derechos que pudieran considerarse afectados.


    M., Elvio Alejandro s/ Uso de docto. adulterado o falso


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 705/2016/CS1, 29 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Usurpación de inmueble. Lesiones leves. Amenazas. Acumulación de procesos. Competencia nacional.


    Atento la estrecha vinculación que presentan los hechos, en tanto se han desarrollado dentro del marco de una situación conflictiva común, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    N.N. y otros s/ Usurpación (Art. 181 inc. 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 485/2016/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violación de derechos humanos. Terrorismo de Estado. Hijos de desaparecidos. Sustracción de menores. Falsedad ideológica. Competencia federal.


    El presente conflicto negativo de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58. Es criterio de la Corte que para la resolución de cuestiones de competencia en materia penal no cabe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo, sino que deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según puedan apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto. En ese sentido, no puede descartarse que los hechos denunciados tengan vinculación con los antecedentes referidos en la Resolución PGN N° 398/12, en cuanto a la práctica sistemática y generalizada de sustracción, retención y ocultamiento de niños implementada durante esa época. A lo expuesto se agrega que en el caso se verifican varios de los indicadores detallados en la mencionada resolución de esta Procuración General para identificar los casos de apropiación.


    N.N., s/ Infracción Art. 139 Inc. 2), sustracción de menores y falsedad ideológica


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 25803/2015/1/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violación de secretos. Violación de correspondencia. Facebook. Competencia federal.


    El acceso ilegítimo a una "comunicación electrónica" o "'dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la Ley 26.388, a los que sólo es posible ingresar a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación debe ser investigado por la justicia federal.


    N.N. s/ Violación de correspondencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5054/2016/1/CS1, 28 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia de género. Competencia provincial. Cuestión no federal. Cuestiones procesales.


    Toda vez que el juez provincial no ha desconocido su jurisdicción en el caso, sino que sólo ha sostenido que corresponde intervenir a un magistrado de otro departamento, debe declararse su competencia para conocer en la causa sin perjuicio de que si su titular entiende que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, le dé intervención de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    D., E. A. de J. s/ Inf. Art. 52 hostigar, maltratar, intimidar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1582/2016/CS1, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia familiar. Investigación inconclusa. Juez previniente.


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En esas condiciones, corresponde al juez federal que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    R., M. R. s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3132/2016/1/CS1, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/incidente de competencia".


    G., Mario Nicolás y otros s/ Violación de correspondencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4543/2016/1/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Publicaciones obscenas. Pornografía infantil. Hechos nuevos. Redes sociales. Facebook. Competencia provincial. Juzgado de garantías.


    Toda vez que las sentencias del Tribunal deben ser dictadas conforme la situación existente al momento del pronunciamiento, resulta pertinente considerar cuanto surge de la nueva documentación presentada, por la cual se da cuenta de un nuevo hecho similar. Habida cuenta las características comunes que presenta este nuevo hecho (contenido, modalidad, dirección de correo electrónico asociado, usuario de la conexión IP y domicilio de instalación), con las del hecho inicialmente denunciado en autos y las 87 conexiones que han podido determinarse a su respecto, se estima relevante la consideración de estos nuevos elementos a fin de dirimir la contienda de competencia. Acreditado que la misma dirección de correo electrónico fue utilizada en ambas redes sociales para la publicación de las imágenes en cuestión, y cuyo usuario se encuentra en jurisdicción provincial, donde a su vez se domicilian el o los posibles autores y donde, cabe presumir, también se encontrarían los elementos probatorios de los hechos, corresponde declarar la competencia del Juzgado de Garantías del departamento judicial de Morón para conocer en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    N.N. s/ Publicaciones, reprod. y distr. obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 352/2016/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Cheque sin fondos. Investigación inconclusa. Competencia provincial.


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58, toda vez que no se acreditó si los cheques entregados se encontraban falsificados. Corresponde a la jurisdicción local, que primero conoció en estos hechos, continuar con esta investigación, sin perjuicio de que si entiende que corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    F., Hernán s/ Infracción Art. 302


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 300/2014/1/1/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Encubrimiento.


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento y hurto de automotor: relación de alternancia. Corresponde al juez que investiga desapoderamiento determinar la participación del imputado.


    Tiene establecido la Corte que, si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez nacional que intervino en las actuaciones por el desapoderamiento, en razón de la relación de alternancia existente entre ambas infracciones. A partir de las constancias agregadas al legajo, no resulta posible desechar sin más la intervención en el hurto de quien aparece como imputado, especialmente si se repara en que no surge la realización de ninguna medida tendiente a dilucidar ese aspecto, como así tampoco ha sido indagado acerca de la manera en que habría entrado en posesión de la autoparte y la averiguación de sus precisas circunstancias. Corresponde a la justicia nacional que conoce en el hurto del automotor, profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro de su motor en sede provincial.


    F., Juan Carlos s/ Encubrimiento (art. 277)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4587/2015/CS1, 18 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Relación de alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Insuficiencia de elementos para calificar los hechos delictivos. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital: afecta a la administración de justicia nacional. Corresponde a la justicia nacional profundizar la investigación.


    Los escasos elementos de prueba remitidos en el legajo, no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habrían incurrido los imputados. En ese sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de la moto y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar la posible participación en aquél. La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que, atento lo expuesto, no se advierte en autos. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al juzgado nacional que se encuentra entendiendo en la sustracción de la motocicleta profundizar su investigación respecto de la posible participación de los imputados, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial, sin perjuicio de cuanto pudiere surgir riel trámite ulterior.


    A., Damián Gastón y otro s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4220/2015/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Por conexidad.


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas, resistencia a la autoridad y lesiones. No proceden reglas de conexidad. Fundamentos de economía procesal. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que las reglas de conexidad contenidas en el Código Procesal Penal sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales. Por aplicación de este principio y, habida cuenta que el juzgado nacional concedió la suspensión del juicio a prueba en la causa que tramitaba ante sus estrados, por lo que no se dan en la presente los fundamentos de economía procesal invocados por el magistrado local, a él corresponde conocer en las presentes actuaciones.


    M., Marcelo Alejandro s/ Coacción (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4297/2015/CS1, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de encubrimiento. Robo de productos agroquímicos. Conexidad. Necesidad de profundizar la investigación. Justicia provincial.


    En primer término, cabe recordar que las reglas de acumulación por conexidad, sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales. Sin embargo, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habrían incurrido los prevenidos. Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquéllos con relación al desapoderamiento de la mercadería, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resultan ajenos a la sustracción, y sin que el tiempo transcurrido entre ese delito y su incautación constituya un parámetro para desechar, sin más, su participación en el delito contra la propiedad. En ese sentido, y teniendo en cuenta que, hasta el momento, no se habrían podido determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que los imputados habrían conseguido tener en su poder los productos pertenecientes a la cooperativa agrícola ganadera, corresponderá al Juzgado provincial profundizar la investigación respecto de su desapoderamiento, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    G., César Eduardo y otro s/ Encubr. Art. 277, inc. 3°, del C. P.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 423/2016/CS1, 15 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la Ley 23.737. Posible infracción al artículo 189 bis del Código Penal. Conexidad. Mejor administración de justicia. Remisión a la Competencia n° 452, L. XLIII in re "González, Bernardino y Condori, Jorge David”. Justicia federal.


    Habida cuenta que el revólver fue incautado en el mismo procedimiento en el que se secuestraron los estupefacientes, la vinculación que se presenta entre ambas figuras penales puede exceder de una mera conexidad.


    L., Mauricio Gastón y otro s/ Incidente de competencia


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 15558/2015/1/CS1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción Art. 189 bis. Infracción a la Ley 23.737. Posible vinculación entre ambos delitos. Justicia federal.


    Atento que, frente a las circunstancias que rodearon al procedimiento en el que se secuestraron tanto el arma como los estupefacientes, no puede descartarse una posible vinculación entre ambos delitos que excedería de la mera conexidad, debe ser la justicia federal la que conozca en la totalidad de la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    F., Julio Alberto s/ Infracción Art. 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3640/2015/CS1, 06 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Distribución de la Competencia.


    Contienda negativa de competencia. Violación de clausura administrativa impuesta a un local textil. Comportamiento independiente. Corresponde a la justica contravencional y de faltas.


    La solución del artículo 15 del Código de Contravenciones que establece que el ejercicio de la acción penal desplaza al de la contravencional constituye la derivación lógica de la premisa, establecida en la primera oración del mismo artículo, según la cual no existe concurso ideal entre contravención y delito; por lo tanto, se aplica en el supuesto en que una sola conducta encuadrara en ambas figuras. Sin embargo, en este caso, la violación de clausura, cualquiera sea su conexión con el delito del que conoce el juez federal, es un comportamiento prima facie independiente, que debe ser investigado por la justicia local, competente para juzgar las contravenciones.


    C. Z., Celso Nataniel s/ Inf. Ley 26.364


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 462/2016/CS1, 14 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Según convenga a una mejor administración de justicia.


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas. Multiplicidad de hechos: unificación de la investigación. Mejor administración de justicia. Corresponde a la justicia nacional de instrucción: competencia más amplia.


    Atento que el hecho tendría una estrecha vinculación con la denuncia efectuada el mismo mes y año, en tanto ambos sucesos se inscribirían en el contexto de misma situación conflictiva familiar, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que su conocimiento quede a cargo de un único tribunal.


    A., S. C. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 295/2016/CS1, 14 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Multiplicidad de delitos: unificación de la investigación. Corresponde a la justicia nacional, que previno.


    Las conductas atribuidas al imputado y sus coprocesados se encuentran enmarcadas en el mismo plan criminal y forman parte de un mismo contexto delictivo que deben ser juzgadas por un único tribunal cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.


    P., Rubén Darío y otros s/ Robo con armas y privación ilegal de la libertad


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60321/2014/9/CS1, 15 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Supuestos de Conexidad.


    Contienda de competencia. Violencia de género. Remisión al precedente 475 L.XLVIII in re “Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis”. Corresponde a la justicia correccional que deberá evaluar la eventual acumulación con las causas que tramitan en el fuero de instrucción según las reglas de conexidad.


    A., Omar y otros s/ Amenazas con armas o anónima (art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 25/2016/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Por el Territorio.


    Conflicto negativo de competencia. Delito de abuso sexual a una menor de edad. Lugar de comisión del supuesto hecho. Justicia provincial.


    Arribada la causa a esta instancia, la fiscalía instructora elevó copias autenticadas de declaraciones testimoniales, entre ellas, la de la progenitora de la menor, que si bien niega los dichos del denunciante, manifiesta que de haber ocurrido el hecho, habría tenido lugar en el entorno de su ex pareja. Por lo expuesto, le asiste razón al juzgado de instrucción porque, más allá de que no pueda precisarse el lugar de comisión del supuesto hecho, las hipótesis expuestas apuntan a que tuvo lugar en la Provincia de Buenos Aires. Esto sin perjuicio, claro está, de que en caso de considerar que su investigación corresponde a otro juez de su provincia, se la remita de conformidad con las normas de derecho procesal penal cuya aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    M.M.P. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50914/2015/1/CS1, 06 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de estafa. Libramiento de cheques de pago diferido. Juez del domicilio del banco girado.


    Circunscripta como se encuentra la cuestión al libramiento de cheques de pago diferido, es aplicable al caso la doctrina sentada a partir del precedente de Fallos: 324:3463, en cuanto asigna competencia al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    L., María Alejandra y otro s/ inf. Art. 302 C.P.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67091/2014/1/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de falsificación de documentos públicos. Estafa. Naturaleza común del hecho. Justicia local.


    Atento que el juez de garantías no ha cuestionado la naturaleza común del hecho motivo de contienda ni que éste haya sucedido en el territorio de su provincia, a él corresponde conocer a su respecto, sin perjuicio de que si entiende que su investigación compete a otro de sus tribunales, se la remita de conformidad con las normas de su legislación procesal, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    F., Gustavo Andrés y otros s/ Falsificación documentos públicos


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 31015974/2009/1/CS1, 05 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delitos de estafa procesal y falsificación de documentos privados. Justicia local.


    Toda vez que los imputados fueron desvinculados definitivamente de la causa por la posible comisión de la estafa procesal que comprendería la utilización de los documentos cuestionados en el marco del proceso laboral, en cuanto a su presunta falsedad material corresponde a la justicia local asumir la investigación e incorporar los elementos necesarios para profundizarla en ese sentido, en tanto habrían sido presentados en el Ministerio de Trabajo provincial, localidad donde, por otra parte, tenía lugar el domicilio legal y la administración de la sociedad.


    T., Nelba Lía y otro s/ Estafa y falsificación de documentos públicos


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34815/2014/1/CS1, 25 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Infracción a la Ley de residuos peligrosos. Precedente “Lubricentro Belgrano” (Fallos: 323:163). Inexistencia de interjurisdiccionalidad del daño. Justicia provincial.


    El Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina, que también fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo 1 de la Ley 24.051, fue linealmente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en torno a la materia que aquí se trata, con la precisión conceptual de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente, extremo que no se verifica en este caso, tal como lo señala el juez federal y no cuestiona su par local. Por lo tanto, al no advertirse otras circunstancias que pudieren surtir la competencia federal, corresponde al juzgado provincial continuar conociendo en el caso, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    Unidad Fiscal de Investigaciones en materia ambiental remite actuaciones


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4169/2015/CS1, 16 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Presunto abuso sexual contra una adolescente. Comienzo del accionar a través de red social Facebook. Consumación en una jurisdicción distinta. Preeminencia de interés superior del niño. Corresponde a la justicia del domicilio de la víctima.


    Toda vez que de los dichos de la joven víctima, no controvertidos por otras constancias del expediente y a los que cabe atenerse para resolver la competencia, cabe inferir, más allá de la calificación legal que en definitiva resulte aplicable, que el imputado ya habría comenzado su accionar en la Provincia de Buenos Aires al dirigirle mensajes a través del sitio de internet denominado Facebook, es a la justicia de ese lugar, donde también residen la menor y el imputado, la que corresponde proseguir la investigación. En efecto, al verificarse en el caso circunstancias de índole territorial que, desde la valoración prioritaria del "interés superior del niño ", autorizan a otorgar el conocimiento de la causa al juez del lugar donde actualmente reside la menor, por encontrarse en mejores condiciones de resguardarla y a fin de evitar la reedición de una misma situación traumática, corresponde proseguir la investigación al juzgado que previno y a cuyos estrados concurrió la denunciante a hacer valer sus derechos.


    A., Juan Carlos s/ Abuso sexual


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4333/2015/CS1, 16 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Reproducción y comercialización de productos sin la debida licencia. Justicia que previno.


    Los elementos sobre los cuales el juez que previno funda su declinatoria no son suficientes para afirmar que fue en la otra ciudad en donde se llevó a cabo la reproducción ilegal denunciada. En consecuencia, la justicia que previno debe continuar conociendo en la causa, especialmente si se repara en que el número de celular por el cual el vendedor llamó al denunciante pertenece al imputado, con domicilio en dicha jurisdicción, ámbito territorial en el que tuvo lugar la comunicación telefónica; y que las direcciones de correo electrónico fueron registradas a nombre de aquél.


    L. C., Juan Bautista s/ Denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3767/2015/CS1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Robo de cheques: hecho distinto a su uso ilícito. Defraudación. Falsificación de documento. Justicia nacional, que previno.


    Tiene establecido el Tribunal que en lo que concierne al fondo de la cuestión, que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. De acuerdo a ese principio, toda vez que el empleo de los títulos habría sido el medio utilizado para defraudar al denunciante, en principio los hechos a investigar encuadrarían en las figuras previstas en los artículos 172 y 292 del Código Penal, por lo que corresponde a la juez nacional con jurisdicción en el lugar donde se utilizó el cheque falsificado, que además previno, continuar con esta investigación.


    N.N. s/ Infracción Art. 302 del Código Penal


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58673/2013/1/CS1, 18 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Aceptación tácita: realización de medidas de prueba. Nueva contienda. Economía procesal. Tentativa de estafa mediante cheque sustraído o extraviado: corresponde a la jurisdicción del lugar de entrega. En su defecto, quien previno.


    Es doctrina del Tribunal que la realización de medidas de prueba con posterioridad al inicio del conflicto implica asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después, importa el inicio de uno nuevo. Tal es la situación que se presenta en el caso, en que la justicia nacional asumió la jurisdicción delegando el trámite de las actuaciones en el fiscal quien dispuso la realización de medidas probatorias, lo que importó, una tácita aceptación de la competencia; en consecuencia, la declaración de incompetencia significó la promoción de una nueva contienda, que sólo en caso de rechazo por parte del juez provincial y posterior insistencia de quien la planteara, habría quedado correctamente trabada. En cuanto al fondo, es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al 1uar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio recabados por el juez nacional no alcanzan para determinar esa circunstancia, corresponde a éste continuar con esta investigación, pues de acuerdo a lo antes expuesto cabe considerarlo previniente en la contienda.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4150/2015/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas a través de mensajes de texto. Hostigamiento llevado a cabo por distintos actos. Precedente “Cazón”. Eficacia. Corresponde a un único tribunal.


    Toda vez que los hechos motivo de contienda, formarían parte del hostigamiento sufrido por la víctima y su actual pareja, a fin de brindar un mejor servicio de administración de justicia y de favorecer la eficacia de la investigación, resulta conveniente que sea un único tribunal el que conozca en la totalidad de esta causa.


    D. S., Liliana Graciela s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4705/2015/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación con tarjetas de crédito. Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones: inaplicabilidad de conexidad entre juzgados nacionales y provinciales. Corresponde al magistrado del lugar de comisión.


    .Atento que la juez nacional no cuestionó su competencia territorial en el caso que ha sido objeto de esta contienda, sino que sólo se limitó a señalar que razones de economía procesal aconsejaban que tanto el hecho cometido en esta ciudad, como aquellos ocurridos en jurisdicción bonaerense, debían tramitar ante esta última sede, en la medida en que las reglas de acumulación por conexidad, sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales, corresponde al Juzgado Nacional, conocer respecto del hecho acaecido en esta Capital, más allá de la calificación legal que le pudiera corresponder una vez profundizada la investigación, fundamentalmente en razón de la materia.


    C. S., Jhon Jairo y otros s/ Defr. (art. 175, inc. 15 del CP)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42242/2015/1/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de distribución de pornografía infantil por internet. Lugar de comisión. Corresponde a la justicia provincial.


    En atención a que el magistrado provincial no desconoce que el hecho habría sido cometido en su jurisdicción y que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, a él corresponde continuar con la investigación.


    P., M. A. s/ Infracción Art. 128 2° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 665/2016/CS1, 15 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de encubrimiento. Sustracción de vehículo. Incorrecta traba de la contienda: falta de atribución recíproca. Razones de economía procesal. Lugar donde se hubiese llevado a cabo. Justicia nacional.


    Al respecto tiene establecido el Tribunal que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción. Sin embargo, esta última circunstancia no se presenta en el sub examine. Atento que el vehículo hallado en poder de los imputados es aquél cuya sustracción es materia de investigación ante el juzgado nacional, conforme las coincidencias que se aprecian a partir del informe, y que los imputados fueron reconocidos por fotografías como los autores materiales de ese hecho por la víctima, corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción que conoce acerca de ese robo, profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del vehículo en sede provincial aunque no haya sido parte en la contienda y sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    R., Maximiliano Fabio y otro s/ Encubrimiento Art. 277 inc. 3 apartado a)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4940/2015/CS1, 11 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de encubrimiento: sustracción de vehículo en la Capital de la República. Justicia federal.


    Con relación al hallazgo, en territorio provincial, de la placa correspondiente al vehículo sustraído, resulta aplicable al caso la doctrina del Tribunal, según la cual el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Cabe destacar, asimismo, que dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de robo y encubrimiento, una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia sobre esa base. Esa exigencia ha sido cumplida en el sub júdice, en tanto que el magistrado nacional descartó la participación del imputado de la sustracción acaecida en esta ciudad, y le atribuyó el delito de encubrimiento, sin que se advierta la existencia de medidas pendientes de realización en tal sentido. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, en cuya sección fue secuestrado el bien proveniente de la sustracción.


    M., Eduardo Ariel s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4674/2015/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa en grado de tentativa. Cheques extraviados o sustraídos. Justicia provincial, que previno.


    Tal como lo sostuvo el juez nacional, es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que de los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no surge esa circunstancia, corresponde al magistrado provincial, que previno, profundizar la investigación en este sentido a partir de la información recabada a raíz de la presentación al cobro del documento, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4639/2015/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Incorrecta trabada de contienda. Excesivo rigor formal: economía procesal. Justicia nacional.


    Resulta oportuno señalar que la presente contienda no se encuentra correctamente trabada, ya que aceptada la competencia por parte del juez provincial, la declinatoria posterior importó la promoción de un nuevo conflicto que, rechazado por el magistrado nacional, debió haber sido devuelto al primero a fin de que insistiera o no con el criterio expuesto y lo elevara a la Corte. Sin embargo y para el supuesto de que la Corte decidiera prescindir del rigor formal y dirimir la cuestión sin más trámite, para evitar dilaciones que puedan traducirse en una privación de justicia, cabe pronunciarse sobre el fondo de la cuestión. Las constancias incorporadas al legajo no alcanzan para conocer con la certeza necesaria, el alcance de la maniobra denunciada, sus posibles autores y el lugar de ocurrencia, por lo que corresponde a la justicia nacional, que tomó conocimiento de la notitia criminis y en cuyo territorio, además, se domicilia el denunciante y se llevó a cabo el depósito de dinero, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    A., Nelson Gabriel s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9446/2015/1/CS1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Lugar de consumación del hecho. Corresponde a la justicia provincial.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    C., Marcelo Javier s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 536/2016/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. Justicia provincial.


    Es doctrina de la Corte que la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica y que para discernir la competencia debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. Teniendo en cuenta ese principio, toda vez que no existe controversia acerca de que el bien propiedad del denunciante fue recibido en territorio provincial y que desde esta provincia se habrían llevado a cabo los llamados telefónicos que determinaron la disposición patrimonial, la justicia de esa localidad es la que se encuentra en mejores condiciones de llevar adelante esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    R., Guillermo Alejandro s/ Su denuncia estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4831/2015/CS1, 21 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa: débitos o deducciones interbancarias. Competencia territorial. Corresponde a la justicia provincial: mayores facilidades para identificar a los autores.


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


    N.N. s/ Estafa y uso de documento adulterado o falso (art. 296)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22824/2015/1/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de grooming (art. 131 del Código Penal). Corresponde a la jurisdicción desde la cual se accedió a la red social.


    En atención a que la conducta, que prima facie podría constituir la infracción prevista por el artículo 131 del Código Penal, habría ocurrido en una ciudad provincial, lugar donde se accedió a la dirección de correo electrónico asociada al usuario de la red social, corresponde al juzgado local continuar con la investigación de la causa.


    G., C.M. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20277/2014/1/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo automotor. Lugar donde se ha consumado el delito. Justicia federal.


    Toda vez que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y habida cuenta que de las probanzas del expediente existe una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de las funciones de índole federal, pues el automóvil se encontraba bajo la custodia de un funcionario de la Gendarmería Nacional y, por lo tanto, su sustracción afectó el buen servicio de los empleados de la Nación, corresponde conocer en la causa a la justicia federal de esta ciudad, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Robo de automotor


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39669/2014/1/ CS1, 05 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo. Lugar donde se ha consumado el delito. Justicia provincial.


    Es doctrina del Tribunal que la competencia en materia penal por razón del territorio debe dirimirse atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    N.N. s/ Robo Damnificado: R., Héctor


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22958/2015/1/CS1, 04 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de sustracción de menores. Lugar donde ocurrieron los hechos y reside el denunciante. Justicia provincial.


    Más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda al hecho denunciado, de los dichos, no controvertidos por las demás constancias del expediente, surge que habría ocurrido en localidad provincial, por lo que corresponde a la justicia de esa localidad, en cuyo ámbito territorial, además, reside la denunciante y también lo haría el padre de su hijo, la que debe asumir el conocimiento de la causa e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    S., F. O. s/ Sustracción de menores de 10 años (art. 146) texto original del C.P. Ley 11.179


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77347/2014/1/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de coacción y estafa. Incorrecta traba de contienda. Razones de economía procesal. Lugar donde se ha consumado el delito.


    Habida cuenta de que existe coincidencia entre los magistrados intervinientes sobre la calificación de los hechos a investigar, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal. De acuerdo con este criterio, sin perjuicio de que las condiciones de la operación comercial y la emisión de la factura se llevaron a cabo en las oficinas de esta ciudad, corresponde declarar la competencia de la justicia local pues hay que tener en cuenta que el lote de animales fue exhibido en la cabaña de la Provincia de Buenos Aires, lugar donde el denunciante hizo la opción de compra de los toros y las vacas de pedigree con servicio de preñez garantizado que, más adelante, serían retiradas para su traslado a la cabaña pactada, también en territorio provincial. A ello cabe agregar que, conforme se desprende de los dichos no controvertidos por otros elementos del expediente, en el establecimiento ganadero sito en General Alvear debían confeccionarse las guías del transporte y el certificado de sanidad del ganado, por un profesional habilitado, con las comunicaciones al organismo público de aplicación.


    M., Gino Alberto y otros s/ Coacción y estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17230/2014/1/CS1, 03 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de robo agravado y portación ilegítima de arma de guerra. Lugar donde se ha consumado el delito. Justicia provincial. Resistencia a la autoridad: justicia nacional.


    Atento que, según surge del legajo y reconoce la juez local, la sustracción del automotor ya se hallaba consumada cuando el imputado opone resistencia con el arma a la actividad de los agentes policiales en esta ciudad, resulta aplicable al caso la doctrina del Tribunal, según la cual, la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Bajo tales condiciones, y atento que las circunstancias ponderadas en el requerimiento indicarían que el arma cuya portación es objeto de contienda fue la utilizada para cometer el robo en territorio provincial, corresponde al Juzgado provincial conocer a su respecto, en tanto que la juez nacional debe continuar interviniendo en relación con el presunto acto de resistencia en que habría incurrido el imputado al apuntar esa misma arma al personal policial en esta ciudad al momento de su captura.


    G., Diego Armando s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68267/2015/3/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de robo y amenazas. Lugar donde se ha consumado el delito. Justicia provincial.


    Habida cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las manifestaciones vertidas por la denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, surge que el hecho motivo de contienda habría ocurrido en la localidad provincial, corresponde al Juzgado local conocer en las presentes actuaciones.


    R., C. A. s/ Robo y amenazas. Denunciante: Juzgado Penal Contravencional y de Faltas n° 1 causa n° 639, y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15150/2014/1/CS1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos vinculados a administración empresaria. Lugar de comisión. Justicia provincial.


    Habida cuenta de que es doctrina de la Corte que el principio básico en materia de competencia penal es el de que ella se rige por el lugar de comisión del delito, y que tanto de la documentación incorporada al legajo como de las propias manifestaciones del denunciante, que no se encuentran desvirtuadas en la causa, resultaría que todos los hechos materia de investigación habrían sido situados en territorio de la provincia, lugar donde tiene el domicilio la empresa y se extendió el poder general anómalo que los imputados habrían usado en otra sucursal, la justicia provincial es la que se encuentra en mejores condiciones para llevar adelante esta pesquisa, sin perjuicio de lo que de ella resulte.


    B., Juan Octavio y otros s/Asociación ilícita y falsedad ideológica


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14735/2015/1/CS1, 11 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa por medio informático. Homebanking: transferencia de dinero. Desarrollo en distintas jurisdicciones. Principio de economía procesal: actos con relevancia típica. Corresponde a la justicia local.


    La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica. En esta inteligencia, más allá de que la cuenta bancaria de la que se dispusieron los fondos se encuentra en esta ciudad, donde además se habría accedido a internet para efectuar la transferencia, corresponde declarar la competencia del magistrado local pues es el que se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que en su ámbito territorial se encuentra la entidad a la que se transfirió el capital y se domicilia su titular, sumado a la circunstancia de que en la fecha en la que se efectuó la operación se registran en el extracto bancario numerosas entradas de dinero mediante el sistema de home banking.


    N.N. s/ Estafa damnificado: E., Alejandro Raúl


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42073/2015/1/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa por medio informático. Homebanking: transferencia de dinero. Investigación insuficiente: indeterminación de la última IP. Corresponde al juez nacional, que previno.


    Si bien surge del sumario que el desapoderamiento del dinero depositado en la cuenta bancaria de la denunciante, había sido transferido fraudulentamente a un cuenta sueldo abierta en la sucursal del mismo banco en una provincia, ámbito en el que su titular se domicilia, lo cierto es que, el mismo día en que se acreditaron esos fondos, éstos fueron transferidos a otra cuenta a nombre de un tercero, a través de una operación electrónica efectuada mediante una comunicación a internet, con un número de IP que aún no ha sido identificado, y que debería ser proporcionado por la firma que opera una red de cajeros automáticos. Ahora bien, en la medida en que esas transacciones habían sido desconocidas por el titular de la primera cuenta de destino conforme surge de la causa, resulta necesario determinar ese extremo.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20804/2014/1/CS1, 23 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa por medio informático. Homebanking: transferencia de dinero. Lugar del acceso a la cuenta. Economía procesal Corresponde a la justicia local.


    De acuerdo con la calificación escogida por ambos magistrados, la contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica. En esta inteligencia, más allá de que la cuenta bancaria de la que se dispusieron los fondos se encuentra en esta ciudad, corresponde al magistrado local continuar con la investigación de la causa, en atención a que en su ámbito territorial se entabló la comunicación con internet a través de la que se efectuaron las maniobras denunciadas, se encuentra la entidad a la que se transfirió el dinero y se domicilia su titular, todas razones que hacen pensar que tiene mayores facilidades para dilucidar los hechos.


    S., Nélida Paulina s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32749/2014/1/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Alquiler de inmueble por internet. Lugar donde se desarrollaron actos de relevancia típica. Corresponde a la justicia provincial.


    De acuerdo con la calificación legal escogida por ambos magistrados, la contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica. En esa inteligencia, toda vez que en el ámbito provincial se originó la comunicación con internet a través de la cual se habría efectuado la maniobra denunciada, figuraba registrado el usuario ofertante de la plataforma, la víctima efectivizó el pago de la seña y se domiciliaría el titular de la cuenta bancaria donde se habrían acreditado esos fondos debe ser el juzgado de garantías, en cuyo territorio, además, vive el denunciante, el que prosiga con la investigación de esta causa, sin perjuicio de que si su titular considera que ella corresponde a otro tribunal de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las reglas del proceso local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    G., Mauro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10135/2015/1/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Tarjeta de débito. Lugar de sustracción y obtención de datos. Corresponde al juez local.


    Toda vez que el juez local no cuestiona la competencia de la justicia provincial en los hechos denunciados, en cuyo ámbito territorial fue sustraída la tarjeta de débito, se obtuvieron los datos necesarios para realizar las operaciones fraudulentas y ocurrieron al menos dos de las tres denunciadas, a él corresponde conocer en esta investigación.


    R., Clara Alejandra s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39806/2015/1/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Valor probatorio de los dichos de la víctima. Disposición patrimonial. Corresponde a la justicia provincial.


    Tiene dicho la Corte, en reiterados precedentes, que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa. Toda vez que de los dichos no controvertidos de la víctima y la documentación aportada surge que el depósito dinerario que le habría ocasionado el perjuicio patrimonial fue realizado en una sucursal bancaria de una localidad provincial donde además se domicilia, únicos elementos ciertos con los que se cuenta hasta el momento en el legajo, corresponde al magistrado provincial continuar con el trámite de esta causa.


    P., Mariano Eduardo s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25546/2015/1/CS1, 21 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa: transferencia de plan de ahorro para adquirir un automóvil. Escribanía. Valor probatorio de la declaración de la víctima. Corresponde a la justicia provincial.


    Tiene dicho la Corte, que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa (Fallos: 325:908). Teniendo en cuenta ese principio sin perjuicio de la calificación que en definitiva resulte, toda vez que de los dichos no controvertidos del denunciante surge que habría firmado los documentos que le ocasionaron el perjuicio económico en una escribanía de Avellaneda, es la justicia provincial, en cuyo ámbito territorial también se domicilia el denunciante, la que debe conocer en esta investigación.


    González, Carlos Rubén s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39150/2015/1/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa: venta de un automóvil por internet. Valor probatorio de la declaración y aportes del denunciante. Lugar donde se desarrollaros hechos típicos. Corresponde a la justicia provincial.


    Sin perjuicio de la calificación legal que pudiere atribuirse a los hechos denunciados, y habida cuenta que de los dichos del denunciante, sobre cuya base corresponde expedirse para dirimir este conflicto y de las constancias que aportó, surge que los hechos motivo de denuncia, se habrían desarrollado en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, donde se exhibió el automóvil, junto con su documentación registral, y el poder general amplio, presuntamente apócrifo, corresponde a la justicia provincial conocer en la causa, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23968/2015/1/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de firma en actas societarias: indeterminación del lugar de confección. Estudio contable de la sociedad: lugar de celebración de la primera asamblea. Corresponde a la justicia competente en esa localidad.


    Más allá de la calificación que en definitiva corresponda asignar al hecho, las escasas constancias incorporadas al incidente no alcanzan para establecer su lugar de ocurrencia ya que no es posible tener por acreditado que las actas societarias cuya autenticidad se cuestiona fueran confeccionadas en el domicilio que en ellas figura, ni que la firma presuntamente falsa de la denunciante fuera insertada en esa oportunidad, máxime cuando ésta refirió que el estudio contable de la sociedad se encuentra en la localidad de Escobar, donde se celebró la primer asamblea en la que se constituyó la sociedad, eran conservados los libros societarios y acudió en varias ocasiones a suscribir documentos.


    C., Julio César y otro s/ Denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4856/2015/CS1, 21 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación, alteración o supresión de chapa patente: infracción al Art. 289, inc. 3 del Código Penal. Lugar donde se comprobó la anomalía. Justicia provincial.


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3 del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Por ello, y en atención a que de las probanzas del expediente no surge dónde se habría cometido esa infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, sin perjuicio de lo que pudiera eventualmente resultar del posterior trámite en la causa.


    N.N. s/ Falsificación, alteración o supresión de número


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53040047/2011/1/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hechos ocurridos en establecimiento penitenciario bonaerense. Justicia local.


    Toda vez que las constancias incorporadas al legajo alcanzan para descartar la existencia de interés federal en esta cuestión, ya que la conducta a analizar versa sobre hechos que ocurrieron dentro de un establecimiento penitenciario bonaerense bajo la supervisión de funcionarios del mismo carácter, corresponde a la justicia local conocer en esta investigación.


    N.N. s/ Averiguación de ilícito


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4804/2015/CS1, 21 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Imágenes con contenido sexual de menores. Infracción Art. 128, 2° párrafo del Código Penal. Lugar donde se compartieron las imágenes. Justicia provincial.


    En atención a que de las constancias obrantes surgiría que las imágenes con contenido sexual de menores de edad se habrían compartido desde domicilios situado en territorio provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado con asiento en esa jurisdicción para continuar con la investigación de la causa, sin perjuicio de recordarle que si entiende que la investigación incumbe a otro juez de su provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Infracción Art. 128 2° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4780/2015/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción al Art. 201 del Código Penal. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos y calificación legal. Justicia nacional, que primero conoció de la notitia criminis.


    Esta contienda no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada. Por esa razón, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Aún no se encuentra acreditado en esta causa cuál es el origen de los insumos presuntamente apócrifos, habida cuenta que el dueño de la empresa habría manifestado haberlos adquirido de otra empresa establecida en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, sin que se haya realizado aún diligencia alguna al respecto, lo que resulta indispensable a fin de discernir el tribunal al que, por razón del territorio, corresponda investigarla.


    D. M. y otros s/ Trafico mercad. peligrosas s/ Salud mod. Ley 26.524. Dte.: Fiscalía de los Barrios de Nueva Pompeya


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57914/2014/1/CS1, 30 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción al Art. 25 de la Ley 22.421. Protección y conservación de la fauna silvestre. No procede el precedente FSM 54272/2014/1/CSJ "N.N. s/ Infracción Ley 22.421". Lugar de su comisión. Justicia local.


    Es doctrina del Tribunal que la Ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión. En atención a ese principio y si bien de momento se desconoce de qué provincias provendrían las especies autóctonas secuestradas, no se advierten en el presente caso las especiales circunstancias analizadas que determinaron a la Corte en un precedente mantener la competencia en el fuero federal, por lo que corresponde a la justicia local asumir su investigación e incorporar los elementos necesarios para profundizarla, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    R., Juan Cirilo s/ Infracción Ley 22.421


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 26271/2015/1/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Intento de cobro de cheques extraviados. Corresponde al magistrado local.


    Toda vez que el magistrado local no ha desconocido la competencia provincial en el hecho, más allá de su posible calificación legal, corresponde atribuirle el conocimiento de esta investigación.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11407/2012/3/CS3, 04 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta circunvención de incapaces. Corresponde a la justicia local del domicilio de las partes y del lugar de la firma del documento con efectos patrimoniales.


    Es criterio de la Corte que la circunvención de incapaces es un delito de peligro concreto y no de daño efectivo, pues se consuma con la sola firma del documento que importe cualquier efecto jurídico de carácter patrimonial en perjuicio del incapaz, razón por la cual corresponde al juez del lugar donde se otorgó el instrumento conocer en esos casos. Toda vez que el magistrado local no cuestiona que el poder general haya sido otorgado en su ámbito territorial donde, además, viven las partes interesadas, a él le corresponde asumir la investigación, sin perjuicio de cuanto resultare con posterioridad.


    B., Gerardo Fidel Darío y otro s/ Defraudación a un menor o incapaz


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19050/2015/1/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa. Compra realizada por internet. Economía procesal. En el caso, la justicia provincial.


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal. En este sentido, se advierte que más allá de que el dinero fue depositado en esta ciudad, lo cierto es que la cuenta de destino se encuentra radicada en territorio provincial, donde además se domicilian el vendedor y su ex esposa - titular de la cuenta bancaria-, desde el que se efectuaron la totalidad de los llamados telefónicos por medio de los cuales se indujo al engaño y, finalmente, se obtuvo el provecho buscado.


    Young, Horacio Fitzgerald y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23645/2015/1/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presuntas lesiones. Competencia en razón del territorio. Corresponde a la justicia provincial.


    Toda vez que de los dichos de la denunciante, a los que cabe atenerse para discernir la competencia, compete al juez provincial asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa, sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    B. A., N. M. s/ Lesiones agravadas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63775/2015/1/CS1, 15 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito contra la propiedad o su encubrimiento. Principio de territorialidad: corresponde a la justicia local.


    Ya sea que se hubiese configurado el delito contra la propiedad o bien su probable encubrimiento, de conformidad con el principio de territorialidad - artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación -, corresponde a la justicia local conocer a su respecto, más allá de la calificación legal que le pudiera corresponder una vez profundizada la investigación, y sin perjuicio de lo que de ello surja.


    P., Ginés Gabriel y otro s/ Robo con arma de utilería


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19258/2016/1/CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de abuso sexual. Corresponde a la Justicia Provincial.


    En atención a que de las manifestaciones de la presunta víctima, y a las que cabe atenerse para dirimir el conflicto en tanto no aparecen desvirtuadas por otras constancias del legajo, surge que el hecho habría ocurrido en el domicilio de quien sería un ex novio de ella en la localidad de Chascomús, corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción e incorporar los elementos necesarios para proseguir la investigación.


    N.N. s/ Abuso deshonesto - mod. Ley 25.087 (sustituido conf. art 23 Ley 26.842)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6660/2016/1/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto impedimento de contacto. Investigación insuficiente. Corresponde al juez del lugar de comisión.


    Más allá de los escasos elementos reunidos hasta el momento en el expediente, entre los cuales no surge con certeza dónde residiría actualmente el niño, y toda vez que de los dichos no controvertidos del denunciante, se desprende que el impedimento de contacto con su hijo habría ocurrido en la localidad donde de acuerdo con lo pactado con la imputada él debía retirarlo los fines de semana del colegio al cual asistiría, corresponde al juzgado de garantías, que previno, proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que pudiere resultar con posterioridad.


    M., Cintia Daiana s/ Infracción 24.270


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4546/2015/CS1, 16 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación de la libertad en más de una jurisdicción. Abuso sexual, lesiones y amenazas en otro. Corresponde al juez donde se consumó el abuso.


    Tiene resuelto el Tribunal que la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito (Fallos: 327:6068. 328:3309 y 329: 1908, entre otros), y que resultan competentes para conocer en una denuncia de abuso sexual los magistrados con jurisdicción en los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. Por lo demás, con respecto a las circunstancias expuestas por la conducta de quien retiró a la víctima de la vivienda de su madre y esa misma noche la trasladó a la Provincia de Entre Ríos, es pertinente señalar que la Corte ha establecido que en los casos en que ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa (Fallos: 323: 2230 y 324: 1269), y, en el caso, la víctima habría declarado que las amenazas, las lesiones y los abusos sexuales, ocurrieron en la localidad de Gualeguaychú.


    C., Ernesto s/ Denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4811/2015/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad y robo. Delitos cometidos en jurisdicciones distintas. Corresponde a la justicia local de la consumación del robo.


    El Tribunal tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    N.N. s/ Privación ilegal de la libertad personal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4771/2015/CS1, 30 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Querella por injurias. Corresponde al domicilio donde se exteriorizan los términos agraviantes.


    Ha sostenido el Tribunal que corresponde entender en la querella por injurias, al juez del domicilio desde donde se generó y divulgó la información injuriante. También es criterio de la Corte, que los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes, y que cuando ellos son reproducidos por la prensa, corresponde atribuir la competencia al magistrado del lugar donde se realizó la impresión de las expresiones cuestionadas. Más allá de no haberse promovido querella contra el periódico en los términos del artículo 113 del Código Penal, aquellos principios de la Corte resultan de todos modos igualmente aplicables al caso para discernir la competencia, pues fue a partir de la edición de la nota que contenía las expresiones denunciadas, que se exteriorizaron y adquirieron difusión los términos por los que se sintió agraviada la querellante. Por lo tanto, corresponde declarar la competencia del juzgado nacional en lo correccional de esta ciudad, desde donde cabe presumir que se reprodujeron los términos agraviantes para la querella.


    R., Elena Eva c/ W., Marlene s/ Querella


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 38/2016/CS1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Quiebra fraudulenta. Lugar donde se encuentra el efectivo asiento de los negocios. Justicia provincial.


    Tiene resuelto el Tribunal que el domicilio social de la fallida determina la competencia para investigar los delitos previstos en los artículos 176, 177 Y 178 del Código Penal, excepto que pueda sospecharse que se trata de un domicilio ficticio o elegido para eludir la jurisdicción de determinado tribunal, en cuyo caso debe conocer el juez del lugar donde se encuentra el efectivo asiento de sus negocios y la sede de su administración. En tal sentido y habida cuenta que al declinar su competencia el juez de instrucción hizo referencia a las constancias señaladas en el expediente de la quiebra, donde se constató que por el giro comercial del negocio, los informes de los acreedores, los mandamientos judiciales ordenados respecto de la finca en la localidad bonaerense y las manifestaciones de la representante de la fallida acerca del lugar en que se encuentran sus libros y papeles de comercio, es razonable concluir que en el domicilio del partido indicado tenía lugar el asiento de los negocios y la administración de la firma, y que, por lo tanto, corresponde entonces a la justicia provincial continuar con la sustanciación de la causa.


    C. S.A. s/ Quiebra fraudulenta


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21197/2014/1/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo de automotor y privación ilegal de la libertad cometido en distintas jurisdicciones. Corresponde a la justicia del lugar de consumación y cese de los delitos.


    Es doctrina de la Corte la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito Atento que, según surge de las constancias de la causa, fue en jurisdicción provincial donde se habría consumado el robo del camión y donde cesó también la privación ilegítima de la libertad, corresponde declarar la competencia al Juzgado de Garantías, para entender en estas actuaciones.


    N.N. s/ Robo de automotor o vehículo en la vía pública. Damnificado: Distribuidora Regional S.R.L.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35338/2015/CS1, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo. Lugar de consumación. Declaración de la víctima. Corresponde a la justicia local.


    Atento que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que de la declaración de la víctima surge que el hecho ocurrió en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado local para conocer en esta causa.


    N.N. s/ Disparo de arma de fuego. Damnificado: P, Juan Manuel


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72978/2014/1/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro virtual. Hechos cometidos en distintos lugares. Corresponde al juez del lugar en donde se originaron los llamados.


    No resulta posible considerar que los hechos materia de investigación tuvieron lugar en un único ámbito territorial, ya que más allá de que el llamado amenazante habría sido recibido en la Provincia de Buenos Aires, lugar donde además se realizó la disposición patrimonial, ésta fue efectuada desde un domicilio en Capital Federal. En consecuencia, resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual, si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. En tal sentido, aquellas circunstancias, conducen a concluir, a luz de los precedentes citados que, más allá de la calificación que, en definitiva, corresponda adoptar es la Juez nacional, en cuya jurisdicción no solamente se efectuó esta llamada sino donde además se realizaron otras con la misma modalidad y desde donde se habrían realizado las directivas para la entrega del dinero, quien se encuentra en mejores condiciones para llevar adelante esta pesquisa.


    N.N. s/ Extorsión


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4266/2015/CS1, 04 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Supresión de chapas patentes. Falsificación de documento automotor. Infracción que carece de entidad lesiva para el Registro Nacional de Propiedad Automotor. Corresponde a la justicia del lugar donde se comprobó el hecho.


    En relación con la supresión de las chapas patentes de la motocicleta, y las numeraciones de su cuadro y motor que no resultaron específicamente objeto de la contienda- cabe destacar que es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó, que según las constancias agregadas precedentemente, tuvieron lugar en esta ciudad. Corresponde otorgar la competencia al Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción, cuya titular deberá conocer, además, acerca de la falsificación de los certificados de revisión técnica del motovehículo. En cuanto al encubrimiento, pese a que se han verificado irregularidades atinentes a las numeraciones de la motocicleta y también el carácter apócrifo de la documentación que aquél habría recibido, todavía no se ha determinado la real existencia de un delito antecedente en el que no haya participado, lo que se exige como presupuesto objetivo básico de la figura acuñada por el artículo 277 del Código Penal, más aún todavía, cuando las escasas constancias acumuladas a la causa no alcanzan para afirmar esa calificación, desde que siquiera se ha podido establecer la certera identificación de la motocicleta y la averiguación de las precisas circunstancias atinentes a su procedencia.


    P., Daniel s/ Estafa dam: I., Alejandro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34638/2013/2/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de cheques en una jurisdicción. Indeterminación del lugar de entrega de los cartulares. Excepción a la doctrina de Fallos: 328:315: principio de economía y celeridad procesal. Corresponde al juzgado que interviene en la sustracción.


    Le asiste razón al magistrado bonaerense en cuanto a que las escasas constancias incorporadas al legajo no alcanzan para establecer el lugar en el que habría ocurrido la entrega fraudulenta del cheque. No obstante, no resulta aplicable en el caso la solución de Fallos: 328:315, ya que atribuir el conocimiento de estas actuaciones al juez rionegrino, que previno a raíz de la denuncia del titular de la cuenta corriente, obraría en desmedro del principio de celeridad y economía procesal, en tanto la sustracción tuvo lugar en la Provincia de Buenos Aires y el depósito del documento en esta ciudad, únicos elementos con los que se cuenta hasta el momento en la causa para discernir los ámbitos territoriales en los que, cabe suponer, habría tenido lugar la circulación del título. En este sentido, corresponde atribuir el conocimiento de esta causa a la justicia bonaerense, que conoce ya de la sustracción y se encuentra en mejores condiciones de llevar adelante esta pesquisa, a partir de la información recabada con motivo de la presentación del documento, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    F., Leonardo Ezequiel s/ Su denuncia estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4869/2015/CS1, 21 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Sustracción y posterior presentación al cobro de cheques: hechos escindibles. Por la estafa, al juez nacional que previno la determinación del lugar de entrega. Por el robo, al juez provincial.


    Es doctrina de la Corte que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos y que, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Corresponde al magistrado nacional, que previno, continuar conociendo en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinado el lugar en el que ocurrió la entrega fraudulenta del documento, y a la justicia provincial profundizar la investigación respecto de la sustracción a partir de los elementos recabados a raíz del hallazgo del documento.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66544/2014/1/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Venta de cuadros presuntamente falsificados por internet. Lugar donde se realizan las transacciones. Corresponde a la justicia provincial.


    En atención a que el juez provincial no desconoce que el hecho habría sido cometido en su jurisdicción y que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito (Fallos: 330:2954), corresponde a aquél continuar con la investigación.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31933/2012/1/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Distribución de la Competencia.


    Conflicto negativo de competencia. Hallazgo de autopartes. Corresponde a la justicia provincial el hallazgo de piezas de autopartes, y a la justicia federal su encubrimiento.


    Con relación al hallazgo en territorio provincial de la placa correspondiente al vehículo sustraído, resulta aplicable al caso la doctrina del Tribunal, según la cual el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, por lo que resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Cabe destacar, asimismo, que dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de robo y encubrimiento, una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia sobre esa base. Corresponde declarar la competencia de la justicia federal de Lomas de Zamora para conocer respecto al encubrimiento del bien secuestrado proveniente de la sustracción, en tanto que el juez de garantías mantiene su intervención en relación a los delitos investigados en esa jurisdicción.


    P., Jacobo Roberto s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 51531/2014/1/CS1, 19 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Existencia de denuncias anteriores por hechos semejantes. Lugar de consumación del delito. Corresponde a la justicia provincial.


    La Corte tiene establecido el principio de competencia penal atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, por lo que corresponde al juzgado provincial, en cuyo ámbito territorial ya se han realizado otras denuncias por los mismos hechos, conocer en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    P. 9 (ocupantes de la finca) s/ Abuso sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1139/2016/1/CS1, 09 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación mediante el uso tarjetas de crédito. Multiplicidad de hechos. Necesidad de que la investigación quede a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia provincial, con jurisdicción en el lugar en donde se obtuvieron los datos de las mismas.


    Si bien es doctrina de la Corte Suprema que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, lo cierto es que las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Siendo que los datos de las tarjetas de crédito y débito utilizados para las transacciones fraudulentas habrían sido ilegítimamente obtenidos en un comercio de una localidad provincial, donde efectivamente fueron usadas por sus titulares, en cuyo ámbito podría eventualmente identificarse a sus autores.


    N.N. s/ Defraudación (art. 173, inc. 15 del CP)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49987/2015/1/CS1, 23 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación mediante el uso tarjetas de crédito. Multiplicidad de hechos. Necesidad de que la investigación quede a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia provincial, con jurisdicción en el lugar se obtuvieron los datos de las mismas.


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio. Las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Ante la presunción de que todos los datos de las tarjetas de crédito utilizados para las transacciones fraudulentas habrían sido ilegítimamente obtenidos en un local comercial ubicado en territorio provincial, donde sus titulares efectuaron compras genuinas, lo que permitiría identificar a los eventuales responsables, corresponde declarar la competencia de la justicia local para seguir entendiendo en la causa.


    N.N. s/ Defraudación (art. 173 inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33245/2012/1/CS1, 15 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa en grado de tentativa. Cheques extraviados o sustraídos. Competencia de la justicia federal.


    El delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Teniendo en cuenta ese principio y atento al carácter nacional de la documentación presuntamente falsificada, corresponde a la justicia federal de San Martín conocer en esta investigación, competente en la materia, y en cuyo ámbito territorial se habría entregado el cheque, de acuerdo a los dichos no controvertidos del denunciante, sin perjuicio de que no haya sido parte de la contienda y de lo que resulte con ulterioridad.


    B., Sergio y otro s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4679/2015/CS1, 04 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa por medio informático. Transferencia bancaria por medio de Homebanking. Imposibilidad de determinar el lugar de conexión a internet. Lugar de radicación de la cuenta beneficiaria. Corresponde a la justicia local.


    Cuando el hecho ocurre en distintos lugares, la contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica. Más allá de que la cuenta bancaria de la que se dispusieron los fondos se encuentra en esta ciudad y que el presunto lugar del que se habría accedido a internet para efectuar la transferencia sería, a partir de un protocolo de internet (IP), situado en los Estados Unidos de Norteamérica, que pudo haber sido simulado, corresponde al magistrado local continuar con la investigación de la causa, en atención a que en su ámbito territorial se encuentra la entidad a la que se transfirió el dinero y se domicilia quien figura como beneficiario de la operación, en cuya cuenta se registran numerosas acreditaciones de dinero mediante el sistema de home banking.


    A., Pablo s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72177/2015/1/CS1, 15 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa y falsificación de documentos. Competencia en razón el territorio. Corresponde a la justicia nacional en criminal de instrucción.


    Toda vez que no existe controversia acerca de la calificación que corresponde a los hechos, conforme la doctrina del Tribunal de Fallos: 326:1505, es la justicia nacional la que debe continuar con esta investigación, ya que no surge del legajo el lugar de entrega fraudulenta del cheque. Máxime teniendo en cuenta el avanzado estado de la pesquisa.


    E., Valeria Fernanda s/ Infracción Art. 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51549/2014/2/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Impedimento de contacto. Corresponde a la justicia de Buenos Aires que previno y acudió el denunciante. Existencia de causas relativas al conflicto familiar.


    Más allá de que la imputada se mudara con sus hijos a la ciudad de Ushuaia, debe tenerse en cuenta que según resulta de los términos de la denuncia residían en la localidad de La Reja, partido de Moreno, al tiempo en que los habría removido de la custodia de su padre, privándolo del contacto con ellos y del ejercicio de sus derechos y obligaciones. En consecuencia, y dado que además en la justicia civil de la Provincia de Buenos Aires tramitarían dos causas relativas al conflicto familiar, corresponde al juzgado de garantías que previno, y a cuya jurisdicción acudió el denunciante para hacer valer sus derechos, continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    D., N. A. s/ Infracción Ley 24.270


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 532/2016/CS1, 15 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto: razones de economía procesal. Delito de falsificación de documento público. Desconocimiento del lugar de falsificación: corresponde a la justicia federal con jurisdicción en el lugar de presentación.


    Toda vez que no existe controversia acerca del carácter nacional del documento falsificado, resulta aplicable la doctrina de la Corte según la cual si no es posible establecer donde se creó el instrumento público falso, debe estarse al lugar donde fue usado.


    L., Cristian Damián s/ Uso de documento adulterado o falso


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 231/2016/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de defraudación por administración fraudulenta. Lugar de ejecución del acto infiel o, en su defecto, el domicilio de la administración. Corresponde a la justicia provincial.


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    S., Roberto y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54678/2015/1/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestros de discos compactos apócrifos. Remisión al fallo de la causa Comp. 1153, L. XLVII, "Compulsa extraída en As. n° 87.053 – A. s/ (Fiscal c/ Gutiérrez, Sergio s/ Av. Inf. Ley 22.362 y 11.723)", y Comp. 224, L. XLVII, "Molina, Marcela y otros s/ Inf. leyes 11.723 y 22.362". Corresponde a la justicia provincial.


    R. V., Crelia y otros s/ Infracción Ley 22.362 y Ley 11.723


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 26005399/2012/33/CS1, 28 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestros de discos compactos apócrifos. Remisión al fallo de la causa Comp. 1153, L. XLVII, "Compulsa extraída en As. n° 87.053 – A. s/ (Fiscal c/ Gutiérrez, Sergio s/ Av. Inf. Ley 22.362 y 11.723)", y Comp. 224, L. XLVII, "Molina, Marcela y otros s/ Inf. leyes 11.723 y 22.362". Corresponde a la justicia provincial.


    R. V., Crelia y otros s/ Infracción Ley 22.362 y Ley 11.723


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 26005399/2012/32/CS2, 28 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Transferencia bancaria por medio de Homebanking. Imposibilidad de ubicar el lugar de conexión a internet. Lugar de radicación de la cuenta. Corresponde a la justicia nacional.


    En atención a que hasta el momento no fue posible ubicar dónde se habría establecido la conexión a internet para ingresar de manera ilegítima a la cuenta bancaria -por tratarse de una dirección IP dinámica- e intentar desde allí la sustracción del dinero, más allá de la calificación legal que en definitiva se asigne a los hechos y conforme los elementos reunidos, cabe atenerse al lugar donde se encontraría radicada esa cuenta. Y si bien este punto no surge claramente determinado de las constancias remitidas, puede inferirse que sería en esta Ciudad. Corresponde al juzgado de instrucción, que además previno y en cuya jurisdicción se domicilia la imputada y el denunciante hizo valer sus derechos, continuar con el trámite de esta causa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    C. A., Natalí Giselle s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62297/2014/1/CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Ignorancia del lugar de comisión.


    Contienda de competencia. Delito de amenazas. Lugar de consumación del hecho. Justicia local.


    Habida cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las manifestaciones vertidas por el denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente- surge que las cartas amenazantes fueron recepcionadas en su domicilio, corresponde al Juzgado Nacional, que previno, conocer en estas actuaciones.


    P., Romano s/ Coacción (art. 149 bis). Denunciante: Z., Ramón Ernesto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49466/2015/1/CS1, 06 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Falsificación de firma del fiador en contrato de locación de inmueble. Lugar donde se utilizó el documento apócrifo. Justicia nacional, que previno.


    Al respecto, tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo, situación que se presenta en la causa porque no se ha determinado la falsificación de las firmas en el documento. Es doctrina de la Corte que las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen y, en caso de desconocerse el lugar de su confección, debe estarse al lugar en que se utilizó el documento apócrifo o donde se lo pretendió hacer valer, por lo que corresponde continuar con el trámite de las actuaciones al juez nacional que previno, pues la ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta a la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada y de llegar a un criterio cierto acerca del lugar donde fueron cometidos, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    D., Jonatan Javier s/ Falsificación de documento privado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60790/2014/1/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Falsificación de numeración de chapa patente. Ignorancia del lugar de consumación del delito. Jurisdicción donde se comprobó la anomalía.


    Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se habría cometido la presunta infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal, corresponde investigarla al Juzgado provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Adulteración o sustitución de numeración o placa. Damnificado: G., Víctor Bernardo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67171/2015/1/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Falsificación de numeración de chapa patente. Ignorancia del lugar de consumación del delito. Jurisdicción donde se comprobó la falsificación.


    Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la presunta infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal, corresponde investigarla al juzgado provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Damnificado: F. A., Esteban


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58020/2015/1/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de cheques en una jurisdicción. Indeterminación del lugar de entrega de los cartulares. Corresponde al juzgado que interviene en la sustracción.


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que de los elementos de juicio incorporados al incidente no surge esa circunstancia, corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción, competente en la materia y en cuya jurisdicción ocurrió la sustracción de los documentos y acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, profundizar la investigación, sin perjuicio de que no haya sido parte de esta contienda, y de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria.


    N.N. s/ Estafa y falsificación de documento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74448/2015/1/CS1, 25 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Lugar de Comisión.


    Contienda de competencia. Delito de defraudación. Retención indebida. Lugar de consumación: donde debió efectuarse la entrega. Justicia provincial.


    Habida cuenta que es doctrina del Tribunal que el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida, corresponde asignar la competencia al juez de garantías, que no desconoce que el contrato se firmó en la provincia y que allí debía restituirse el vehículo, sin perjuicio de la cuestión que éste pueda plantear con otros tribunales de su misma provincia de acuerdo con las reglas del proceso local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    W., Susan s/ Defraudación por retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55800/2014/1/CS1, 11 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de defraudación. Simulación de ventas por cuenta y orden de terceros. Lugar donde se desarrolla el ardid. Justicia nacional, que previno.


    Las particularidades de los hechos que prueban la simulación de las ventas por cuenta y orden de terceros, aconsejan que por razones de economía procesal debe ser tenido en cuenta el lugar en el que se desplegó el ardid para determinar la competencia.


    D., Carlos Adrián s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22296/2015/1/CS1, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de estafa. Lugar donde se desarrolla el ardid lugar donde se verifica la disposición patrimonial: razones de economía procesal. Justicia nacional, que previno.


    Resulta de aplicación la doctrina de V.E, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12579/2015/1/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de estafa. Lugar donde se desarrolla el ardid. Justicia local.


    Habida cuenta de que la juez bonaerense admite que el ardid se produjo en esa jurisdicción, donde se prestaron los servicios y se adquirieron los bienes de las empresas y, además, se encuentra la sucursal bancaria en la que se efectuaron los débitos directos de la cuenta corriente, corresponde al juzgado de garantías proseguir la investigación sin perjuicio de la cuestión que éste pueda plantear con otros tribunales de su misma provincia de acuerdo con las reglas del proceso local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    M., Daniel Alejandro s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34347/2013/1/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de hurto. Lugar de consumación del delito. Justicia local.


    Atento que el Tribunal tiene establecido que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde a la justicia de ese lugar, donde además, se domicilia el prevenido, conocer en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    Z., Ángel David s/ Hurto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 29/2016/CS1, 04 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de lesiones. Lugar de consumación del hecho. Justicia local.


    Habida cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las constancias de la causa surge que el hecho habría ocurrido en jurisdicción provincial, corresponde al Juzgado local conocer en las actuaciones.


    N.N. s/ Lesiones graves (art. 90). Damnificado: L., Mariano Sebastián


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40884/2015/1/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de robo. Lugar de consumación del delito. Justicia local.


    Toda vez que es doctrina de la Corte, que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de la declaración del denunciante, que no se encuentra desvirtuada por otras constancias incorporadas al incidente, surge que el hecho habría ocurrido en la provincia, corresponde al juzgado provincial conocer en estas actuaciones, sin perjuicio de que si considera que corresponde conocer a otro magistrado de su misma provincia, le remita las actuaciones de acuerdo con el derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    M., A. I. y otros s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34148/2015/1/CS1, 11 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Falsificación de documento público. Instrumento que no es de carácter nacional. Justicia local, que previno.


    Toda vez que el instrumento público en cuestión, no es de carácter nacional al no ser expedido por autoridades de esa índole, más allá del ámbito de su, corresponde declarar la competencia del juzgado de provincia en cuyo territorio fue descubierto el delito, sin perjuicio de cuanto resulte de su trámite ulterior.


    V., Javier Fernando


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9685/2015/CS1, 04 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Secuestro extorsivo. Lugar donde tuvo lugar la privación ilegítima de la libertad. Economía procesal y mejor administración de justicia. Justicia local.


    En atención a que en esta ciudad es donde la víctima fue privada ilegalmente de la libertad, y dado que la causa ha sido elevada a juicio y ha quedado radicada en un tribunal de esta ciudad, en virtud del principio de economía procesal y una mejor administración de justicia, corresponde a ese tribunal continuar con la tramitación de las presentes actuaciones.


    O., Facundo Hernán s/ Secuestro extorsivo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2964/2015/1/CS1, 18 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia en razón del territorio. Presunta defraudación. Corresponde intervenir al juzgado con competencia en el lugar donde se consumó el delito.


    Sin perjuicio de la calificación legal que pudiere atribuirse a los hechos, y en atención a que de los dichos de la damnificada, sobre cuya base corresponde expedirse para dirimir el conflicto y del informe de, la compañía telefónica, surge que el servicio de línea fue requerido a través del portal de internet de la compañía "112", y el primer pago del servicio se efectuó en Mar del Plata, donde se consignó el número de D.N.I. de la denunciante, y se indicó como referencia otro número telefónico correspondiente a esa ciudad, lugar en el que además, se instaló la línea telefónica que finalmente ha sido dada de baja, en la medida en que tales circunstancias no han sido cuestionadas por la juez local, y que conforme al principio de territorialidad la competencia penal ratione loci se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde a la justicia provincial conocer en la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior fundamentalmente en orden a la materia.


    N. N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68672/2015/1/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Aborto. Valor probatorio de la declaración del denunciante. Presunto lugar de consumación. Corresponde al juez provincial.


    Toda vez que de los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse para discernir la competencia en tanto no se encuentren desvirtuados por otras constancias del expediente, indican que la joven habría sido conducida hasta una localidad del conurbano para la realización de presuntas maniobras abortivas, compete al juez provincial asumir la jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesario para proseguir la pesquisa, sin perjuicio de cuanto pudiere surgir de la posterior investigación.


    C, V. N. s/ Priv. il. libertad (art. 142, inc. 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 303/2016/1/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso deshonesto contra niñas en distintas localidades. Dichos no controvertidos de la denunciante. Corresponde a la justicia del lugar de comisión.


    Es doctrina de la Corte que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa. Teniendo en cuenta ese principio, toda vez que de los dichos de la denunciante, corroborados por las manifestaciones de las menores ante el cuerpo médico forense, surge que los hechos materia de esta contienda acaecieron en Merlo, corresponde a la justicia bonaerense conocer en esta investigación.


    N., N. s/ abuso deshonesto- mod. Ley 25.087


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48731/2013/1/CS1, 21 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual de menor de edad. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde al juzgado de Río Negro.


    Toda vez que de los dichos de la denunciante, no controvertidos por otras constancias del expediente, se desprende que los posibles abusos sexuales en perjuicio de dos de sus hijos habrían ocurrido en la ciudad de General Roca, corresponde al juzgado rionegrino asumir su jurisdicción en la causa e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa, independientemente de cuanto resulte con posterioridad. No se advierte que en este caso se verifiquen circunstancias de índole territorial que, desde la valoración prioritaria del “interés superior del niño”, autoricen a otorgar el conocimiento de la causa al juez del lugar donde actualmente residen los menores, en el sentido establecido en Fallos: 326:330; 330:1167 y Competencia N° 473, L. XLIX, in re "S., S. V. s/denuncia", resuelta el 19 de noviembre de 2013.


    C., M. O. s/ Abuso sexual


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4767/2015/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Cheques extraviados o sustraídos: lugar donde los títulos fueron entregados. Constancias insuficientes. Corresponde al juez provincial, que previno.


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que de los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no surge esa circunstancia, corresponde al juez provincial, que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria.


    N.N. s/ Defraudación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4458/2015/CS1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Comercialización de equipos entregados en comodato a clientes. Competencia penal en razón del territorio. Corresponde al magistrado provincial.


    En atención a que prima facie la maniobra habría sido desplegada en su totalidad en territorio provincial, circunstancia que no desconoce el magistrado de ese fuero, y que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, a él corresponde continuar con la investigación.


    N.N. s/ Estafa, defraudación por estelionato y defraudación informática (art. 173 inc. 16)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16836/2015/1/CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación con tarjeta de crédito. Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones Competencia del juez del lugar de comisión. Corresponde al juzgado de garantías.


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio. Asimismo, tiene establecido la Corte que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presenten prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocar se en conflictos en los que participan jueces nacionales.


    D. S., Espirman Radhames s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15430/2016/1/CS1, 04 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de abuso sexual. Lugar de comisión. Corresponde a la justicia local.


    Toda vez que de las manifestaciones de la presunta víctima, a las que cabe atenerse para dirimir el conflicto en tanto no aparecen desvirtuadas por otras constancias, se desprende que el hecho habría sucedido en la Provincia de Buenos Aires, donde residiría al menos uno de los imputados - circunstancias no controvertidas por el juez de garantías -, compete a la justicia local asumir su jurisdicción e incorporar los elementos necesarios para proseguir la investigación.


    A., H. A. s/ Abuso sexual – Art. 119 1° párrafo -


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62195/2015/1/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas por correo electrónico. Lugar de recepción denunciado. Corresponde a la justicia provincial.


    Tiene establecido la Corte, que cuando las declaraciones del denunciante sobre el lugar de comisión del hecho son verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre esa base.


    N.N. s/ Amenazas. Denunciante V., José María


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 215/2016/CS1, 14 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de distribución de pornografía infantil por internet. Lugar donde se comparte el contenido. Corresponde a la justicia provincial.


    En atención a que de las constancias obrantes surgiría que la imagen con contenido sexual de la menor de edad se habría compartido desde domicilios situados en Mar del Plata, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para continuar con la investigación de la causa.


    N.N. s/ Publicaciones, reprod. y/o distrib. obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 736/2016/CS1, 15 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de encubrimiento cometido en la Capital Federal. Afectación de la administración de justicia nacional. Competencia de la justicia federal.


    Según el precedente del dictamen FLP 55006599/2012 los conflictos entre órganos nacionales que, sin poseer un tribunal superior común, cuentan con una alzada con capacidad de revisar sus decisiones, deben ser dirimidos por el superior del que previno. No obstante, la cuestión de fondo debe ser resuelta conforme la doctrina del Tribunal que sostiene que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital afecta la administración de justicia nacional y resulta competente para su conocimiento la justicia federal del territorio donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con nitidez que el imputado de encubrimiento no tenido participación en el delito previo.


    S., Eduardo Tomás s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 73000918/2012/CS1, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa por entrega de cheque de pago diferido con denuncia de extravío. Lugar de entrega. Corresponde a la justicia local.


    Toda vez que el cheque tenía denuncia de extravío, la circunstancia de que fuera de pago diferido no excluye la estafa en la que podría haber incurrido el denunciado. Sin perjuicio de las calificaciones que en definitiva resulten, se considera determinante, a los fines de establecer cuál es el magistrado competente para investigar estos hechos, el lugar en el que fue entregado el documento, de acuerdo a los dichos no controvertidos del denunciante.


    F. A. A., Adán s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70819/2015/1/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Lugar de comisión del hecho. Corresponde a la justicia provincial.


    De acuerdo a la calificación escogida, teniendo en cuenta las constancias incorporadas y los principios de celeridad y economía procesal, corresponde a la justicia provincial conocer en esta investigación, en cuyo ámbito territorial, cabe presumir, habría ocurrido la entrega fraudulenta del documento.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60503/2015/1/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de estafa y falsificación de cheques. Lugar de entrega de los documentos apócrifos. Corresponde a la justicia provincial.


    Toda vez que el juez bonaerense no cuestiona la competencia de la justicia provincial en los hechos denunciados, a él corresponde conocer en la investigación, sin perjuicio de que se la remita a otro juez de su misma provincia, de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Estafa y falsificación documento privado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56282/2014/1/CS1, 04 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Duplicación de tarjetas de crédito. Remisión al dictamen de la causa Comp. 1249, L. XLI, “López, Santiago A. s/ Delito de acción pública”. Corresponde a la justicia provincial.


    N.N. s/ Defraudación (art. 173 inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45394/2015/1/CS1, 04 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Entrega de cheques sin fondo. Supuesto delito de estafa. Títulos extraviados o sustraídos: lugar donde los títulos fueron entregados. Justicia Nacional.


    La calificación esbozada por la justicia nacional, no controvertida por el magistrado local, no encuentra debido sustento en las constancias de la causa, toda vez que de acuerdo a la copia del reverso del documento y el informe bancario, el cheque objeto de esta contienda tenía orden de no pagar por extravío. Por esta razón y teniendo en cuenta la multiplicidad de hechos similares por los que se acusa al imputado, no puede descartarse la presunta comisión de estafa, por lo que resulta de aplicación al caso el precedente del Tribunal que establece que cuando ésta es perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquel donde se presentaron al cobro. Toda vez que de los elementos de juicio incorporados al incidente no surge esa circunstancia, corresponde atribuir el conocimiento de esta causa al juez que primero conoció en los hechos y declinó la competencia sin incorporar los elementos necesarios, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega fraudulenta del documento.


    A., Walter Fabián y otros s/ Infracción Art. 302


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 771/2013/1/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa con tarjeta de crédito. Remisión a lo dictaminado en Competencia CCC 72061/2014/l/CS1, in re "N.N. s/defraudación (art. 173 inc. 15)”. Corresponde al juez donde se habrían copiado los datos de las tarjetas y donde, además, se habría realizado la mayoría de las compras fraudulentas.


    N.N. s/ defraudación (art. 173, inc.15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56161/2015/1/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de cheques. Economía procesal. Corresponde a la justicia del lugar de residencia del damnificado.


    Toda vez que los cheques no habrían sido sustraídos ni extraviados, no pertenecen a la firma que aparece en ellos como titular de la cuenta ni fueron expedidos por la entidad bancaria que figura en los documentos, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen y, en caso de desconocerse el lugar de su confección, debe estarse al lugar en que se utilizó el documento apócrifo o donde se lo pretendió hacer valer. Teniendo en cuenta ese principio, que no existe elemento alguno, hasta el momento, que permita atribuir el conocimiento del legajo al juez que recibió la notitia criminis y que de acuerdo a los dichos no controvertidos del denunciante, el objeto de esta contienda es el cheque presuntamente falsificado que recibió una persona que residiría en otra provincia, por razones de economía procesal, corresponde a la justicia de ese lugar conocer en esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    H., Hugo s/ Su denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4770/2015/CS1, 21 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documento automotor. Corresponde a la justicia local del lugar donde ocurrió el hecho.


    Toda vez que el magistrado local no desconoció la competencia de su provincia en el caso, sino que consideró que debía intervenir otro departamento judicial, a él corresponde continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de que si entiende que debe intervenir otro juez de la misma jurisdicción, se las remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N. N. s/ Falsificación, alteración o supresión de número registro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 495/2016/CS1, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto automotor, encubrimiento, y sustitución de chapa patente. Lugar de comisión del delito. Corresponde a la justicia local.


    La Corte tiene resuelto que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales. Por aplicación de estos principios, y habida cuenta que el hurto del automotor tuvo lugar en la Provincia de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia local, sin perjuicio de que, si su titular considera que la investigación corresponde a otro juez de esa misma provincia, se la remita de conformidad con las normas de derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación resulta ajena a la jurisdicción nacional.


    L., Juan Marcelo s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 369/2016/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto: razones Economía procesal. Delito de estafa. Lugar de comisión. Corresponde a la justicia provincial.


    La estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica y que para discernir la competencia debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    O., Fernanda Geraldine s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4594/2015/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Muerte dudosa: accidente y fallecimiento ocurridos en jurisdicciones diversas. Corresponde al juez del lugar donde ocurrió el hecho desencadenante de la muerte.


    En virtud de lo que se desprende de las constancias de la causa, especialmente, del peritaje médico forense resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En ese sentido, y toda vez que el hecho desencadenante de la muerte de la víctima habría ocurrido en las instalaciones de una empresa sita en una localidad bonaerense de en cuyas cercanías, además, fue atendida en un centro médico que la evaluó, y dispuso su traslado a esta ciudad, sin perjuicio de la resolución que en definitiva se adopte sobre el fondo del asunto, corresponde al juzgado provincial conocer en estas actuaciones.


    N.N. s/ Muerte por causa dudosa. Damnificado: A., Abel Osmar


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67057/2013/1/CS1, 04 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al Art. 288, inc. 3° del CP. Lugar en donde se comprobó la anomalía, sin perjuicio de lo que surja en trámite ulterior. Corresponde al juzgado de garantías.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Damnificado: M., Heraldo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48465/2015/1/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto abuso sexual de una menor. Principio de territorialidad: corresponde al juez provincial.


    Toda vez que los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse para discernir la competencia en tanto no se encuentren desvirtuados por otras constancias del expediente, indican que la víctima habría sido abusada en la vivienda en la localidad de Alejandro Korn, de conformidad con el principio de territorialidad - artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación -, compete al juez provincial asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa, sin perjuicio de cuanto pudiere surgir de la posterior investigación.


    P., S. F. s/ Abuso sexual Art. 119, 5°


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31401/2015/1/CS1, 23 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de amenazas por mensaje de texto. Competencia por el territorio. Corresponde a la justicia de garantías.


    Según doctrina de la Corte la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    M. M., María Esther s/ Infracción Ley 25.612 - Art. 54 en función del Art. 52


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 138/2016/CS1, 09 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de defraudación por administración fraudulenta. Lugar de comisión de los actos. Corresponde a la justicia local.


    Para la resolución de cuestiones de competencia en materia penal no cabe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo, sino que deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según puedan apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto.


    V., Mario Javier s/ Defraudación por administración fraudulenta


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53846/2015/1/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de distribución de pornografía infantil por internet. Lugar donde se comparte el contenido. Corresponde a la justicia provincial.


    En la medida en que el usuario se habría conectado desde una dirección IP ubicada en José León Suárez, circunstancia no controvertida por el juez provincial, más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda, allí se habrían realizado las conexiones a internet que podrían integrar una conducta delictiva. Y es justamente a partir de ese lugar que corresponde profundizar la investigación, en especial para determinar los datos que pudieren haberse transmitido o intercambiado desde allí.


    N.N. s/ Publicaciones, reprod. y/o distrib. obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 45/2016/CS1, 09 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo y lesiones. Lugar de consumación del delito. Corresponde a la justicia provincial.


    Toda vez que es doctrina de la Corte, que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que de la declaración de los denunciantes, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, surge que el hecho habría ocurrido en una provincia, corresponde al juzgado local conocer en estas actuaciones.


    N.N. s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41544/2015/1/CS1, 09 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Competencia por el territorio. Economía procesal. Lugar del hecho. Domicilio del imputado. Competencia provincial. Juez previniente.


    En atención a las circunstancias en que se habrían desarrollado los hechos y. la coincidencia que se aprecia en la calificación legal escogida por ambos jueces, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para determinar la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal. Conforme se desprende de las constancias remitidas, si bien la entrega del dinero habría ocurrido en el domicilio del denunciante en la ciudad de Buenos Aires, habría sido en la localidad de Burzaco donde se desplegó la maniobra engañosa, pues allí visitó el inmueble que le ofrecían en venta, acordó su precio con el imputado y éste le extendió un único recibo por la suma de sesenta mil pesos en concepto de seña y gastos de escritura. A lo cual cabe agregar que los imputados también residen en el partido de Almirante Brown por lo que corresponde a la justicia local, que además previno y a cuyos estrados acudió el actor para hacer valer sus derechos.


    L., Roberto Rolando y otro s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 424/2016/CS1, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracciones de tránsito. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial.


    Tiene establecido la Corte, que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En consecuencia, habida cuenta que de las escasas probanzas del expediente no surge dónde se cometió la sustitución de las chapas patentes falsificadas, corresponde investigarla al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Estafa damnificado: G., Analía Lorena


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13835/2016/1/CS1, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Paciente niño. Lesiones graves. Lugar del hecho. Competencia provincial.


    Toda que de los dichos, que no se encuentran desvirtuados por otras constancias incorporadas al incidente, y demás constancias mencionadas en el dictamen surge que el hecho ocurrió en Florida Oeste, más allá del temperamento que ulteriormente pueda adoptarse al respecto, corresponde a la justicia provincial continuar conociendo en la causa.


    N.N. s/ Lesiones graves (Art. 90) Damnificado: D., N. A.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4081/2016/1/CS1, 06 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegal de la libertad. Robo calificado. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Competencia nacional.


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Atento que tanto la privación ilegal de la libertad como la sustracción de la mercadería se consumaron en la ciudad de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional.


    G., Joaquín y otro s/ Privación ilegal de la libertad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 837/2016/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo. Lesiones. Competencia territorial. Lugar del hecho. Competencia provincial.


    Toda vez que es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, habida cuenta que la declaración del chofer no se encuentra desvirtuada por otras constancias incorporadas al incidente y, además, coincide con lo indicado a la prevención por personal médico del hospital, cabe concluir que el hecho que "prima facie" damnifica al nombrado ocurrió en jurisdicción local.


    N.N. s/ Robo con lesiones


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60753/2015/1/CS1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Estafa. Lugar del hecho. Competencia federal.


    En lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, remisión al fallo de la causa Comp. 1569, L. XL., "Comisaría San Julián s/ Investigación presunta infracción”.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En relación con la presunta estafa, ha sostenido el Tribunal que cuando se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    R., Juan Cruz s/ Uso de docts. adulterados o falsos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4690/2015/CS1, 29 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho.


    Cuando de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la presunta infracción al artículo 289, inciso 3 del Código Penal, corresponde investigarla al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Falsificación documentos públicos. Denunciante I. Gladys Ester y otro


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 20747/2015/1/CS2, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Objetos secuestrados. Competencia ordinaria. Apoderamiento. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional.


    Incorrecta traba de la contienda.


    Respecto de la supresión de la numeración de un objeto registrado de acuerdo con la ley, es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto Ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma Ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al magistrado provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado. Acerca del hallazgo del vehículo sustraído en poder de los imputados, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para encuadrar con el grado de certeza que la etapa procesal requiere, la conducta en que habrían incurrido. Por tanto corresponde a la justicia nacional de la Capital profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del vehículo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial aunque no haya sido parte en la contienda y sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    D., Susana s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1118/2016/CS1, 25 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Competencia nacional.


    Habida cuenta que según doctrina de la Corte, la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de la declaración del denunciante surge que el hecho ocurrió en la Capital, corresponde a la Justicia Nacional en lo Criminal de Instrucción.


    A., Ramona Victoria Elvira s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1059/2016/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Cédula verde. Falsificación de documentos. Lugar del hecho. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. Situación del imputado. Encubrimiento. Auto de procesamiento. Robo de automotor. Competencia provincial.


    Precedente del fallo de la Corte Comp. 924, L. XLIII, “Pimentel, Noelia Soledad y Díaz, Luis Ezequiel s/ Encubrimiento”.


    La falsificación de la cédula de identificación de un vehículo, por el carácter nacional que sustenta, debe ser investigada por la justicia federal con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso, y si no es posible establecer dónde fue creado, debe estarse al lugar en que fue usado. En cuanto a la infracción al 289, inciso 3°, del Código Penal el Tribunal tiene establecido que, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe estarse al de su comprobación. No obstante el criterio expuesto en esa doctrina relativa a la competencia material de tal infracción, no puede pasarse por alto la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa figura y la anterior, máxime si se advierte la correspondencia entre la numeración del dominio colocado y la que figura inserta en el instrumento apócrifo, por lo tanto, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la investigación de sendos delitos quede a cargo de un único tribunal, que en el caso, deberá ser la justicia de excepción de la Ciudad de Buenos Aires, pues ése ha sido el criterio acogido por la Corte en el precedente de la referencia. Por otro lado, más allá del auto de procesamiento por el delito de encubrimiento, el juez de instrucción declinó su competencia a favor del magistrado que entendía en el robo, sin que se aprecie que se haya dado cumplimiento a la doctrina de la Corte en cuanto a la alternatividad de ambas figuras. En este sentido, corresponde que a fin de evitar pronunciamientos contradictorios, se le haga saber al magistrado provincial que deberá resolver atendiendo a esa doctrina para, en su caso, proveer lo que corresponda en la cuestión de competencia en función de la relación concursal que podría llegar a existir con las infracciones que se atribuyen a la justicia de excepción.


    A. D., Brayan s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1479/2016/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por el territorio. Abuso sexual. Lugar del hecho. Competencia provincial.


    Toda vez que de las manifestaciones de la presunta víctima, a las que cabe atenerse para dirimir el conflicto en tanto no aparecen desvirtuadas por otras constancias del legajo, se desprende que el hecho habría sucedido en la Provincia de Buenos Aires, corresponde a la justicia local asumir su jurisdicción e incorporar elementos necesarios para proseguir la investigación.


    R. s/ Abuso sexual – Art. 119, 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21752/2016/1/CS1, 31 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por el territorio. Defraudación. Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial.


    Domicilio de la administración.


    Teniendo en cuenta la calificación escogida por el declinante, y los dichos no controvertidos de la denunciante, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración.


    L., Roberto Augusto s/ Estafa y hurto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57597/2015/1/CS1, 14 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por el territorio. Hurto de automotor. Lugar del hecho. Competencia nacional.


    No tratándose de un delito permanente, como parece entender la magistrada nacional, resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal por la que ha establecido que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y atento que conforme ha quedado establecido según los dichos del damnificado el automotor fue sustraído en ocasión de encontrarse estacionado en una avenida de la ciudad de Buenos Aires, es a aquélla a quien le corresponde conocer en estas actuaciones.


    C., Jonathan Ezequiel Ignacio s/ Hurto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1270/2016/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por el territorio. Lesiones leves. Amenazas. Lugar del hecho. Competencia provincial.


    Habida cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las manifestaciones vertidas por la denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, surge que éstos habrían ocurrido en General Pacheco, Provincia de Buenos Aires, corresponde a la justicia de esa localidad conocer en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    N.N. s/ Lesiones Leves (art. 89)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1014/2016/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daño físico. Daño moral. Lugar del hecho. Competencia provincial.


    Toda vez que de la declaración de la denunciante surge que los hechos denunciados habrían ocurrido en la localidad de José C. Paz, y que la Corte tiene establecido el principio de competencia penal atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al juzgado de garantías conocer en la causa.


    E., C. R. s/ Coacción y lesiones leves


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22328/2016/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial.


    Uso ilegítimo de tarjeta de compra.


    Según doctrina de la Corte, cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75101/2015/1/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Phishing. Cuentas bancarias. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial.


    La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica. Dado que se desconoce el autor o los autores del ataque informático, quienes utilizaron para acceder a internet una conexión, probablemente simulada, en el extranjero, corresponde al magistrado local continuar con la investigación de la causa, en atención a que en su ámbito territorial se encuentra la cuenta donde se transfirió y se extrajo el dinero y se domicilia su titular; quien también estaría vinculado a un hecho con similares características que investiga la justicia provincial.


    P., Cristian Sebastián s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66074/2014/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Lugar del hecho. Capital Federal. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial.


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. Dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de robo y encubrimiento, una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia sobre esa base. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, en cuya sección fue secuestrado el motovehículo. Asimismo, y con relación a la supresión de la numeración de un objeto registrado de acuerdo a ley, el Tribunal tiene establecido que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Por ello, y debido a que de las probanzas del expediente no surge el lugar en que se cometió esa infracción, estimo que también corresponde investigarla a la justicia provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado sin sus chapas identificadoras colocadas.


    P. F., Alejandro Agustín s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1030/2016/CS1, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Juez previniente.


    El presente conflicto carece de suficiente congruencia desde que tal como quedó expuesto, por un lado el juez santacruceño se circunscribe sólo a los actos ocurridos en Caleta Olivia, mientras que, por el otro, el magistrado de Chubut negó su intervención a partir de fundamentos que tampoco se correspondían con el objeto sustancial de la declinatoria. Sin embargo, razones de economía procesal, que se presentan en el caso, aconsejan dejar de lado ese reparo formal para dar pronto fin a la cuestión. Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se han perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. En tal sentido, más allá del estado embrionario en que aún se encuentra la pesquisa, a partir de los dichos del denunciante -que no se encuentran controvertidos por otras constancias- es posible inferir que el denunciante habría sido víctima de un engaño por parte del imputado quien logró persuadirlo para que efectuara los actos patrimoniales perjudiciales. En tales condiciones, resulta aplicable al caso el criterio que establece que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para determinar la competencia territorial en la causa, la que debe resolverse atendiendo además a razones de economía procesal.


    S., Carlos Javier s/ Denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1082/2016/CS1, 03 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Lugar del hecho. Domicilio del causante. Competencia nacional.


    La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica. Atendiendo a que se desconocen los autores del ataque informático y el lugar desde el que habrían accedido fraudulentamente, corresponde al magistrado nacional continuar con la investigación de la causa, ya que en su ámbito territorial se encuentra la cuenta de donde se extrajo el dinero y se transfirió a una distinta sucursal. Asimismo, es en su jurisdicción donde se domicilia la denunciante y concurrió a hacer valer sus derechos.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19314/2016/1/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Lugar del hecho. Justicia provincial.


    Si bien le asiste razón al magistrado de La Plata en cuanto a que las constancias incorporadas al legajo son insuficientes para calificar, con razonable certidumbre, los hechos denunciados, ya sea que encuadren en el delito de estafa o en las figuras previstas en el artículo 302 del Código Penal, corresponde a la justicia bonaerense investigarlos, en cuyo territorio se entregaron los documentos a cambio de la maquinaria y se encuentra el banco girado.


    N.N. s/ Infracción Art. 302


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 863/2016/CS1, 03 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Extravío del cheque. Lugar del hecho. Presentación al cobro. Juez previniente. Competencia nacional.


    Habida cuenta que ni de los dichos del denunciante, ni de la documentación que acompañó, surge el lugar en que habrían sido entregados los cheques extraviados o sustraídos, lo que resulta relevante a los efectos de determinar la competencia de acuerdo a la doctrina de Fallos: 328:315, corresponde a la justicia nacional que primero conoció en los hechos y declinó la competencia sin incorporar los elementos necesarios, continuar con la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega fraudulenta de los documentos.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22763/2016/1/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de instrumento público. Licencia de conducir. Lugar del hecho. Competencia provincial.


    Incorrecta traba de la contienda.


    Toda vez que el instrumento público en cuestión, no es de los expedidos por autoridades nacionales, más allá del ámbito de su validez, y no se acreditó la efectiva presentación de un documento falso o adulterado de ese carácter en su expedición en el Municipio de Lanús, ni al momento de ingresar en el hospital de la localidad de Avellaneda, corresponde declarar la competencia del juzgado local en cuyo territorio fue descubierto el delito.


    N.N. s/ Abuso de armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1219/2016/CS1, 03 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de instrumento público. Título universitario. Universidades nacionales. Uso de documento falso. Inscripción en la matrícula. Lugar del hecho. Competencia federal.


    Atento los términos en que ha quedado planteada la contienda, al tratarse del uso de un documento público de carácter nacional como lo es el título expedido por una universidad de ese carácter de acuerdo con el artículo 33, inciso 1°, apartado “c”, del Código Procesal Penal de la Nación, su investigación corresponde al fuero federal donde tuvo lugar el hecho motivo de contienda.


    R., Marcelo Edgardo s/ Falsif. docts. públicos


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 42233/2015/1/CS1, 30 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falso testimonio de testigo. Consumación del delito. Lugar del hecho. Competencia nacional.


    Si bien es doctrina de la Corte que el delito de falso testimonio se consuma en el lugar donde se presta la declaración también tiene dicho la Corte que ese delito ha sido colocado en el Código Penal entre los que atañen a la administración pública, protegiendo el derecho de la autoridad a preservar la verdad y, especialmente, el de la autoridad judicial en peligro de ser inducida en error por la declaración de testigos, peritos e intérpretes y que, en los casos en que los actos de comisión se realizan en sitios diferentes, debe considerarse lugar de consumación a aquél en que éste debe producir sus efectos.


    S., Stella Maris y otro s/ Falso testimonio dte. Juzgado Civil N° 109


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7639/2016/1/CS1, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hábeas corpus correctivo. Lugar del hecho. Personal penitenciario. Actos de los poderes públicos. Territorio provincial. Competencia federal.


    La Corte tiene establecido que las características propias del proceso de habeas corpus exigen que la averiguación sumaria indispensable para su resolución sea practicada por el magistrado con competencia en el lugar en el cual se ejecute el acto por el cual se reclama, a fin de garantizar, con su inmediatez, la adecuada apreciación de los hechos y la celeridad en el dictado y en el cumplimiento de la sentencia. Por otra parte, según el artículo 8 de la Ley 23.098 cuando el acto lesivo emana de una autoridad nacional en el territorio de una provincia, la competencia es atribuida al juez federal de la sección territorial que corresponda.


    R., Víctor s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60291/2015/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracciones de tránsito. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial.


    Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la presunta infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal, corresponde investigarla al juzgado provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N.N. s/ Falsificación, alteración o supresión de número registro. Damnificado: H., Gloria Argentina


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4180/2016/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracciones de tránsito. Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Competencia provincial.


    Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la presunta infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal, corresponde investigarla al juzgado provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Denunciante: S., Antonio Miguel


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53107/2015/1/CS1, 19 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación inconclusa. Calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Lugar del hecho. Competencia federal.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran satisfechos toda vez que el magistrado que previno no ha practicado diligencia alguna que permitiera constatar la realidad del hecho y discernir su adecuada calificación legal, al mismo tiempo que hacer cesar sus efectos. En tales condiciones corresponde al juzgado federal, continuar investigando, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    R., Marcelo Damián s/ Infracción Art. 189 bis


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 32009159/2013/1/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Lugar del hecho. Competencia nacional. Juez previniente.


    La sola denuncia, la declaración del apoderado de la damnificada; y la documentación que aportó, no alcanzan para establecer con suficiente claridad el contexto fáctico que habría derivado en la presunta adquisición fraudulenta• del motovehículo, aparentemente por medio de un boleto de compra falsificado, que además habría sido otorgado por una persona cuya identidad aún no ha sido develada. Por otro lado, a esta altura de la investigación no resulta posible afirmar que los hechos posteriores a la entrega del bien hubiesen ocurrido en el ámbito bonaerense. Con relación a la calificación legal sugerida por la justicia local, la denunciante intimó a restituir el motovehículo, una vez que tomó conocimiento de que el comprador lo había adquirido, y sin que hubiese mediado ningún negocio o acto jurídico previo por medio del cual podría verse obligado a devolvérselo. En la medida en que no se han realizado las diligencias necesarias que permitieran corroborar mínimamente las circunstancias que rodearon a los sucesos, sumado a que tampoco han sido escuchadas las personas involucradas en ellos, sin perjuicio de otras que pudieran surgir con el devenir de la investigación, a los fines de individualizar los hechos y sus pormenores relevantes que permitieran calificarlos en alguna figura legal determinada con el grado de certeza que esta• etapa requiere, y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para discernir el tribunal al que corresponde investigarlo, corresponde al juzgado nacional, que previno, incorporar los elementos necesarios que permitan agotar la investigación para determinar con precisión tales extremos.


    C., Damián Roberto s/ Defraud. por retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40577/2014/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Leasing financiero. Defraudación. Retención indebida. Lugar del hecho. Domicilio del deudor. Competencia provincial.


    Corresponde aplicar la doctrina del Tribunal que establece que el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y que, en caso de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, la obligación debe ser satisfecha en el domicilio del deudor.


    V., Andrés s/ Defraudación por retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61961/2015/1/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Motovehículo. Orden de secuestro. Apoderamiento. Encubrimiento. Lugar del hecho. Objetos secuestrados. Competencia federal.


    Inaplicabilidad del precedente de Fallos: 338:1517 “Corrales”. Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1 “Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    La resolución de la jueza nacional debe ser interpretada como el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte, pues ella conoce en el delito contra la propiedad, y luego de ponderar los elementos probatorios reunidos en sede provincial, descartó que pudiera atribuírsele participación al prevenido en la sustracción cometida en esta ciudad, debido a las circunstancias en que se habría producido, sin que se advierta la existencia de medidas pendientes en ese sentido. En consecuencia, la justicia federal donde fue secuestrado el motovehículo debe conocer en las actuaciones.


    Y., Ángel Adrián s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1220/2016/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Motovehículo. Secuestro de bienes. Situación del imputado. Investigación inconclusa. Competencia. Lugar del hecho. Apoderamiento.


    Los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que la etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido el prevenido. Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre el desapoderamiento y su encubrimiento, imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquél con relación al desapoderamiento del motovehículo, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resulta ajeno a la sustracción. En ese sentido, teniendo en cuenta que no se habrían podido determinar con precisión las circunstancias en que el imputado habría obtenido el rodado, cuyo secuestro se produjo a partir de la certera información suministrada por la víctima, que tampoco ha sido interrogada sobre la forma en que la consiguió, estimo corresponde al Juzgado de San Carlos de Bariloche, profundizar la investigación respecto de su desapoderamiento, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en la Provincia de Chubut.


    F., A. s/ Hurto en la vía pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1315/2016/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo agravado. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Ley nacional 1899 y el artículo 2° de Ley 12. 134.


    El hecho denunciado habría ocurrido sobre la colectora de la avenida General Paz. Teniendo en cuenta lo establecido por la Ley nacional 1899 y el artículo 2° de Ley 12. 134 respecto esa arteria, que se encuentra bajo la jurisdicción de la ciudad autónoma de Buenos Aires, corresponde al juez de instrucción continuar conociendo en estas actuaciones.


    B., Javier s/ Robo agravado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1890/2016/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo de automotor. Investigación inconclusa. Situación del imputado. Encubrimiento. Lugar del hecho. Apoderamiento. Competencia nacional. Patente del automotor. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial.


    Incorrecta traba de la contienda.


    El caso debe ser resuelto a partir del criterio del Tribunal, según el cual, si no resulta con claridad que el imputado por encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, resulta conveniente que entienda el juez que intervino en la causa por la sustracción, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. Por otra parte, en lo concerniente a la sustitución de las placas, la Corte tiene establecido que la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.


    D. D., Juan Sandro Ernesto s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1177/2016/CS1, 23 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Uso indebido de tarjeta de crédito. Lugar del hecho. Competencia provincial.


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 1249, L. XLI, “López, Santiago A. s/ Delito de acción pública”, y Comp. 752, L. XLV, “Quiroga, Valeria Analía s/ Su denuncia”.


    Toda vez que de acuerdo a los dichos no controvertidos del denunciante, los datos de las tarjetas de compra utilizados para realizar los consumos denunciados habrían sido obtenidos en un comercio de la localidad bonaerense de Banfield, corresponde a la justicia provincial continuar con la investigación.


    N.N. s/ Defraudación (art.173 inc.15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5390/2016/1/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia familiar. Abuso sexual. Lugar del hecho. Competencia provincial.


    Toda vez que de las manifestaciones de la denunciante, a las que cabe atenerse para discernir la competencia en tanto no aparecen desvirtuadas por otras constancias del legajo, surge que el hecho objeto del conflicto habría ocurrido en Lomas de Zamora, corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción e incorporar los elementos necesarios para proseguir su investigación.


    Q. C., A. O. s/ Abuso sexual -Art. 119 1° párrafo y lesiones agravadas-


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 24088/2014/1/CS1, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Por la Materia.


    Contienda de competencia. Delito en perjuicio de un precandidato a intendente: cargo de orden local. Justicia local.


    Asiste razón al juez federal en tanto que la cuestión ventilada en la causa no atañe, en definitiva, al estorbo o falseamiento de elecciones nacionales, parámetro que se fija a los delitos y faltas en el marco de la competencia del artículo 146 del Código Nacional Electoral sino, contrariamente, a la presunta comisión de un delito que podría haberse cometido en perjuicio de un precandidato a intendente, cargo de orden estrictamente local que corresponde a la esfera de la justicia provincial. En cuanto a la simultaneidad de las elecciones a cargos nacionales y provinciales, esa circunstancia no resulta fundamento suficiente para atribuir, en este caso, la competencia del fuero de excepción toda vez que, en ese supuesto se trata de una acción declarativa de certeza atinente a las contingencias del proceso electoral, ex ante o ex post del acto comicial cuyo marco define el alcance dado a esa unificación por el régimen de la Ley nacional 15.262 (artículo primero), facultativo y no obligatorio para las provincias, en cuanto a que las elecciones se realicen bajo las mismas autoridades electorales y de escrutinio -con todas sus implicancias- sin que por ello quepa admitir per se la lisa y llana aplicación del Código Nacional Electoral, por sobre las específicas normas de índole local, en desmedro de los principios constitucionales que rigen en la materia.


    Q., Miguel Ángel denuncia inducción con engaños


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 5640/2015/1/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delitos de hurto y daño. Justicia penal, contravencional y de faltas.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    D., Walter s/ Hurto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53249/2015/1/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Facilitación de la prostitución o su explotación económica. Justicia local.


    Hallándose descartada la hipótesis delictiva de la trata de personas, toda vez que ambos magistrados se refieren a las conductas ilícitas previstas en los artículos 125 y 127 del Código Penal, y en tanto el magistrado local no cuestiona su naturaleza ordinaria, corresponde a este último asumir su jurisdicción y darle al caso la solución legal que a su criterio corresponda.


    A., V. A. s/ Infracción Art. 145 bis - conforme Ley 26.842


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 45052/2014/1/CS1, 10 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Violación de correspondencia. Medios electrónicos. Justicia local.


    En atención a que por las características de su comisión, el delito denunciado no importa perjuicio alguno a los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación, corresponde a la justicia local continuar interviniendo en la causa.


    F. D., Emiliano Iván s/ Violación sist. informático Art. 153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3833/2015/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenaza simple. Violencia familiar. Corresponde a la justicia local.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto de violencia familiar en que sucedieron los hechos, teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante, no puede inferirse, que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado, haya estado dirigida a que aquella hiciera u omitiera algo concreto contra su voluntad.


    B., M. J. s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 558/2016/CS1, 16 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas 149 bis, primer párrafo del Código Penal. Valor probatorio de dichos de la víctima. Corresponde a la justicia local.


    Toda vez que de los de los dichos de la víctima, no controvertidos -hasta el momento- por otros elementos de la causa (Fallos: 303:1149 y 323:867), no surge que las amenazas pronunciadas por la imputada hayan estado dirigidas a compeler a la víctima para que hiciera algo contra su voluntad, corresponde asignar la competencia al juzgado local.


    M. de R., Brian Ezequiel Alberto s/ Amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43873/2015/1/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas coactivas. Violencia de género. Corresponde a la justicia nacional de instrucción.


    De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente – no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado alguna de esas amenazas, haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad.


    R., Fernando s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público. Denunciante: C., B.A.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11759/2015/1/CS1, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas contra interno en cárcel federal. Personal del Servicio Penitenciario Federal en ejercicio de sus funciones. Corresponde al juez federal con competencia en el lugar.


    Habida cuenta que la presente contienda se circunscribe a hechos supuestamente ocurridos en Ezeiza, Provincia de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia del juez federal de esa sección, aunque no haya sido parte en la contienda (Fallos: 317:929; 318:182 y 323:2032), atento que resulta denunciado personal del Servicio Penitenciario Federal en ejercicio de sus funciones.


    Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (internos) s/ Coacción (art. 149 bis)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23639/2015/2/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas simples a un niño proferidas por su padre. Lesiones no acreditadas. Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias. Corresponde a la justicia local.


    Descartado como se encuentra por el juzgado nacional el delito de lesiones, el objeto del presente conflicto solo se circunscribe a las amenazas, y teniendo en cuenta entonces que éstas han sido incluidas en el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe ser la justicia local la que conozca en esta causa.


    C., H. s/ Lesiones leves (art. 89)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11158/2016/1/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas simples y hostigamiento. Corresponde a la justicia local.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    M. Q., F. s/ Lesiones agravadas, amenazas con armas o anónimas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71909/2015/1/CS1, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Corresponde a la justicia penal, contravencional y de faltas.


    El objeto del presente conflicto solo se circunscribe a las amenazas, y teniendo en cuenta entonces que éstas han sido incluidas en el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe ser la justicia local la que conozca en esta causa.


    F., Natalia Eugenia s/ Lesiones leves (art. 89) y amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55157/2015/1/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas: posible finalidad ulterior. Corresponde a la justicia nacional.


    De acuerdo al contexto de las manifestaciones vertidas por la víctima y considerando las circunstancias en que se lo habría intimidado, no puede descartarse que la finalidad que habría guiado el obrar de los imputados haya estado dirigido a doblegar su voluntad para acceder a sus pretensiones. Por ello, en principio, el suceso en examen excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y, por lo tanto, debe ser la justicia nacional, la que continúe conociendo en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    N.N.: B., Sergio Esteban s/ coacción dam: G, Mariano


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58849/2013/1/CS1, 21 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Art. 145 bis del Código Penal. Íntima vinculación con intervención en la prostitución ajena. Ley de profilaxis. Posible delito de trata de personas. Justicia federal.


    Toda vez que ambos magistrados están de acuerdo en que sus respectivas investigaciones se refieren a un único objeto procesal, en tanto relacionadas con la presunta explotación de un grupo de mujeres en un local donde se ofrecerían sus servicios sexuales, corresponde adelantar que las circunstancias plasmadas en el expediente dan cuenta de un cuadro de situación que impide descartar, al menos de momento, la existencia de conductas en infracción a la Ley de sanción y prevención de la trata de personas. En efecto, tal como lo sostiene el Sr. Fiscal a cargo de la Procuraduría de Trata y Explotación de Personas a lo largo de sus reiteradas presentaciones, se recibieron numerosas denuncias en la línea telefónica habilitada al efecto respecto de las actividades de explotación sexual que se llevarían a cabo en el inmueble de la localidad en cuestión, entre las que se incluyen referencias al traslado de las mujeres hacia un prostíbulo en la Provincia de Entre Ríos, circunstancia que constituye un claro indicio que da fundamento a la competencia federal. No debe pasarse por alto, finalmente, la estrecha relación que existe entre la trata de personas, la explotación económica (art. 127 del Código Penal) y la intervención en la prostitución ajena -reprimida en el artículo 17 de la Ley de profilaxis 12.331, bajo las acciones de "regentear, administrar y/o sostener" casas de tolerancia-, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso c, de la Ley 26.364, texto según Ley 26.842. Por lo tanto, y teniendo en cuenta que la experiencia recogida en la materia revela que no es posible descartar que en hechos de estas características no haya existido un proceso de captación o reclutamiento previos e, incluso, traslados rotativos en los términos de los artículos 145 bis y ter del Código Penal resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime, por lo que corresponde a esa jurisdicción proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior.


    N.N. s/ Inf. Art. 145 bis, según Ley 26842


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4535/2015/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Artículo 131 del Código Penal. Interés de los menores: evitar reeditar una misma situación traumática. Mejor servicio de justicia: investigación a cargo de la justicia nacional, con competencia más amplia y que previno.


    Para la resolución de cuestiones de competencia en materia penal cabe atender la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según puedan apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto. Todavía resta profundizar la investigación. Sin embargo, cabe a todos los organismos intervinientes, hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores y evitar la reedición de una misma situación traumática por lo que corresponde proseguir la investigación al juzgado nacional, que tiene la competencia más amplia, que además previno.


    M., Víctor s/ Acoso sexual a menores por comunicaciones telefónicas – Art. 131 C.P.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70650/2014/2/CS1, 15 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Artículos 153 y 153 bis del Código Penal. Violación de correspondencia: "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido". Servicios de interés nacional. Justicia federal.


    Atento que el funcionamiento de la red social y la cuenta de correo electrónico constituyen una "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la Ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (artículos 2° y 3° de la Ley 19.798), debe ser el fuero federal el que continúe conociendo en las actuaciones.


    N.N. s/ Violación de correspondencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4555/2015/CS1, 04 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Cheque de pago diferido denunciado como sustraído. Carácter subsidiario del delito de estafa respecto del específico previsto en el Art. 302 del Código Penal. Corresponde a la justicia de instrucción del lugar donde fue entregado el cheque.


    La calificación dada prima facie a los hechos por la justicia nacional no tiene sustento, ya que de los dichos no controvertidos del denunciante (Fallos: 325:908), surge que el cheque con el que se pagó la mercadería había sido sustraído y, por lo tanto, más allá de que fuera de pago diferido, la imposibilidad de cobrarlo se hallaba ab initio y su utilización como medio de pago a sabiendas de tal circunstancia, previas tratativas para asegurar la operación comercial., sería constitutivo, en principio, del delito de estafa, figura respecto de la cual aquella prevista en el artículo 302 es subsidiaria (cfr. fallos: 324:3463, considerando 6°). Por lo tanto, corresponde a la justicia nacional de instrucción, que primero conoció en los hechos, continuar con esta investigación, pues resulta competente tanto en la materia como, en principio, en el territorio, ya que en esta ciudad se habría entregado el cheque y efectuado la disposición patrimonial, sin perjuicio de que no haya sido parte de la contienda (Fallos: 318:182) y de lo que resulte de la ulterior investigación.


    C., Kendric s/ Infracción Art. 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24432/2014/1/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Comercialización de estupefacientes: eslabones ya identificados. Ley 26.052 y 23.737. Corresponde a la justicia federal.


    Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, de ningún modo importó desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia. En ese sentido, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de la organización, pueda afirmarse que se trate aquí del último eslabón de la cadena de comercialización (Fallos: 329:6047 a contrario sensu), menos aún cuando se habría logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían los estupefacientes.


    G., Fabiola y otros s/ Infracción Ley 23737 (art. 5 inc.)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4299/2015/CS1, 30 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Contexto de violencia familiar. Posible delito de amenazas coactivas. Justicia nacional.


    De acuerdo al contexto de violencia familiar en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por el denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente- no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado esas amenazas, hayan estado dirigidas a obtener algo contra su voluntad. Por ello, en principio, el suceso "sub examine" excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y que, por lo tanto, debe ser la justicia nacional, de competencia más amplia, la que continúe conociendo en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    N., Cristina Isabel s/ Coacción (art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4937/2015/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daño o tentativa de robo. Investigación insuficiente. Corresponde a la justicia nacional, cuya competencia es más amplia.


    Asiste razón al juez local, toda vez que frente a las circunstancias que rodearon la detención, no surgen, a esta altura de la investigación, elementos que permitan afirmar que únicamente existió el delito de daños sin que pueda descartarse, a esta altura de la investigación, el de robo en grado de conato. Por lo tanto, corresponde al juzgado nacional, que previno, y cuya competencia es más amplia continuar con la investigación de la causa.


    H., Rafael Alfonso s/ Robo. Damnificado: O. Omar Julio y Otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74323/2014/2/CS1, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daño. Hipótesis de concurso descartada: corresponde al único delito subsistente. Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias 14/2004: justicia local.


    Descartado como se encuentra por el juzgado nacional el delito lesiones, el objeto del presente conflicto solo se circunscribe al delito de daño, y teniendo en cuenta entonces que éstas han sido incluidas en el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe ser la justicia local la que conozca en esta causa (Conf. competencia n° 38447/2014/CS1 in re " Orellana Elena Ramona s/ lesiones leves").


    R. s/Lesiones leves (art. 89) y daños


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32613/2015/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación contra la administración pública. Justicia federal.


    Toda vez que el magistrado federal no cuestiona la competencia de la justicia de excepción en los hechos denunciados -presentación de documentación apócrifa ante un organismo nacional- a él corresponde conocer en esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte con ulterioridad.


    R., Martín Emiliano s/ Defraudación contra la administración pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4945/2015/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación mediante el uso de documento nacional de identidad falso. Obtención de créditos. Fotocopia de DNI. Corresponde a la justicia federal. Otros hechos denunciados: falta de investigación suficiente. Corresponde al juez provincial, que previno.


    Es posible concluir, conforme las constancias de la causa, que -en uno de los hechos- se habría utilizado un documento nacional de identidad falsificado -o al menos una fotocopia de dicho instrumento nacional espurio- lo que en cualquiera de los casos surte la jurisdicción federal. Respecto del resto de los sucesos, la escasa investigación llevada a cabo hasta el momento impide determinar su transcendencia y el modo en que habrían ocurrido, sin que los dichos del denunciante reflejen suficiente claridad a esos fines. Corresponde que el magistrado provincial, que previno, y se declaró incompetente en orden a estos últimos hechos, sin dar suficiente precisión a su declinatoria al respecto, profundice tal investigación sin perjuicio de lo que de ello resulte.


    A., Felipe Alberto s/ Uso de documento adulterado o falso - Art. 296


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4758/2015/CS1, 04 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación: falsificación de DNI o uso de fotocopias. Justicia federal.


    Tal como lo sostuvo la justicia local, tiene dicho la Corte que corresponde al fuero de excepción conocer acerca de la presunta falsificación de un documento nacional de identidad y su uso, y la circunstancia de que se hubieran utilizado fotocopias de tal instrumento para cometer una estafa, habilita de igual modo la jurisdicción federal.


    N.N. s/ Defraudación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4959/2015/CS1, 21 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa con expedición de moneda extranjera falsa: Concurso ideal. Justicia federal.


    Tiene decidido la Corte que entre la estafa y la puesta en circulación de moneda extranjera falsa, media un concurso ideal, pues ambas conductas configuran aspectos distintos de un mismo hecho, al constituir, la segunda, el ardid sin el cual no puede darse la primera, razón por la cual debe entender en la investigación la justicia federal. En esa inteligencia, pese a las escasas constancias incorporadas al legajo, y que aún no se cuenta con el resultado del allanamiento dispuesto, se desprende tanto de las manifestaciones del denunciante y de su cónyuge, como del peritaje, que en el hecho se habría utilizado moneda extranjera falsa.


    N.N. s/ Estafa denunciante M., Juan José


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4689/2015/CS1, 04 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de lesiones graves ocurridas en un Complejo Penitenciario Federal. Ausencia de afectación de intereses federales. Corresponde a la justicia local.


    La mera circunstancia de que el delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Es competente la justicia ordinaria y no la federal para conocer en la causa por lesiones graves que un interno de un penal le cause a otro.


    N.N. s/ Homicidio simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4900/2015/CS1, 05 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo. No se perjudica directamente intereses de la Nación. Justicia provincial.


    En atención a que no se advierte en el incidente ninguna circunstancia que habilite la intervención federal, que es de naturaleza excepcional y restringida, en tanto los hechos a investigar no parecen perjudicar directa y efectivamente a la Nación, y en la medida que este extremo tampoco ha sido controvertido por el juez local, ya que sólo se limitó a cuestionar la competencia en su aspecto territorial por cuanto consideró que aún no se había acreditado en el expediente que la sustracción hubiese ocurrido en ese ámbito territorial, corresponde a la justicia provincial conocer a su respecto, sin perjuicio de que si su titular considera que la investigación le corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Robo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 10871/2015/1/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de usurpación de terrenos en márgenes de río Matanza: ausencia de afectación de interés federal. Corresponde a la justicia local.


    Definido como ha quedado en el marco de la causa "Mendoza", el estricto alcance de la competencia delegada por la Corte al Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional nº 2 de Morón, y atento que el objeto procesal de la presente causa se circunscribe a la presunta usurpación de terrenos de propiedad privada que, si bien se situarían sobre las márgenes de la rectificación del río Matanza - Riachuelo, en el Partido de Esteban Echeverría, no surge de los elementos de prueba reunidos hasta el momento la posible afectación de intereses que suscite la intervención del fuero federal, por ello corresponde a la justicia local que previno, proseguir con su trámite, sin prejuicio de lo que resulte con posterioridad.


    G, Roberto Carlos y Otros s/ Usurpación (art. 181 inc. 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4294/2015/CS1, 16 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de usurpación. Viviendas financiadas por ANSES y gobierno provincial. Inexistencia de perjuicio efectivo contra Estado Nacional. Justicia provincial.


    De la lectura del incidente se desprende que, en definitiva, se trataría del delito de usurpación, que habría recaído sobre viviendas que construía una empresa particular sobre tierras pertenecientes a la provincia, proyecto en el cual, el Estado Nacional, a través de ANSES, sólo habría tomado parte en su financiamiento, por medio de programas sociales destinados a ese fin. En ese sentido, atento a la naturaleza de dicho delito contra la propiedad y dado que -tal como lo sostiene el juez federal- no se verifica la existencia de un perjuicio efectivo y directo para el Estado Nacional, que condicione la intervención de ese fuero, corresponde a la justicia provincial continuar conociendo en estas actuaciones.


    N.N. s/ Usurpación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4731/2015/CS1, 04 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de estrago seguido de muerte, daño agravado e incumplimiento de deberes de funcionario público. Posible infracción de leyes nacionales en materia de medio ambiente: ausencia de afectación directa a la seguridad de la Nación. No procede el precedente Comp. CSJ 4861/2015/CS1. Justicia provincial.


    El relato de la denuncia es preciso en atribuir a las llamadas urbanizaciones cerradas eficacia causal en la inundación, y por lo tanto es igualmente claro que la imputación se dirige primariamente a quienes realizaron esas obras y a quienes las autorizaron o permitieron, como autores o partícipes de inundación seguida de muerte, daños agravados, y en el caso de los funcionarios públicos, esa conducta revelaría además la omisión de cumplir con su deber. En esos términos, cabe señalar que tales delitos resultan ajenos a la competencia material de la justicia federal, pues habiendo tenido lugar en el territorio de una provincia, no se advierte que hayan afectado directamente la seguridad de la Nación o sus instituciones; y tampoco las personas imputadas se encuentran aforadas a la jurisdicción federal, pues se trata de particulares y funcionarios municipales y provinciales acusados por actos realizados en el ejercicio de competencias eminentemente locales, como lo es la planificación urbana y el ordenamiento territorial dentro de un estado provincial. Es por ello que la invocación genérica a la infracción de leyes nacionales relacionadas a la protección del medio ambiente no alcanza por sí sola para sostener, a esta altura del proceso, la existencia probable de un delito de exclusiva naturaleza federal. Por lo demás, si acaso tal supuesto se verificase, resultaría entonces aplicable la solución que, con antigua base jurisprudencial, recientemente la Corte estableció al recordar que corresponde al fuero de excepción juzgar les delitos cometidos por empleados federales en el desempeño de sus cargos y que, aun cuando mediare una relación de conexidad entre los hechos cuyo conocimiento se atribuye y los que se investigan en la jurisdicción provincial, no puede justificarse la unificación de les procesos, ya que no corresponde el tratamiento conjunto de delitos de naturaleza federal y de índole común, debido a que las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación per dicho motivo sólo pueden invocarse en procesos en los que intervienen jueces nacionales.


    N. N. s/ Incendio u otro estrago con muerte, incumplimiento de deberes, etc.


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 54061/2015/1/CS1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de lesiones y amenazas. Violencia de género. Precedentes CCC 6667/2015/1/CS1 "Gómez, Carlos Lucas” y CSJ 1654/2015/CS1 "Centurión, José Gustavo”. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se han perpetrado, según puede apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que se le atribuya, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En atención a los dichos de la víctima, que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa, se estaría ante un conflicto de violencia de género. Por lo tanto, corresponde reunir las denuncias en un solo juzgado y declarar la competencia de la justicia nacional por ser quien posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    B., G. A. s/ Amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6816/2016/1/CS1, 13 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de lesiones y amenazas. Violencia de género. Precedentes CCC 6667/2015/1/CS1 "Gómez, Carlos Lucas” y CSJ 1654/2015/CS1 "Centurión, José Gustavo”. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se han perpetrado, según puede apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que se le atribuya, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En atención a los dichos de la víctima, que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa, se estaría ante un conflicto de violencia de género. Por lo tanto, hasta tanto no se efectivice la aludida competencia a la justicia penal de la ciudad deberá continuar interviniendo en todas las denuncias el Juzgado Nacional.


    M., Emiliano s/ Resistencia y amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73869/2015/1/CS1, 13 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de naturaleza común y motivación particular. Corresponde a la justicia local.


    Las circunstancias relacionadas con el pago de los honorarios profesionales que describen los querellantes y el desistimiento de la acción judicial, aparecen como hechos de naturaleza común y motivación particular, y es doctrina de la Corte que cuando la conducta que se investiga constituye un delito, que por sus características no puede ser considerado de aquéllos que contempla el artículo 3º de la Ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria. En esas condiciones, corresponde al juez provincial, ante quien los imputados prestaron declaración indagatoria, continuar entendiendo en estas actuaciones, sin perjuicio de la cuestión que éste pueda plantear con otros tribunales de su misma provincia de acuerdo con las reglas del proceso local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    G., Julio Argentino -denunciante- s/ Sup. coacción y estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4254/2015/CS1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda de ejecución fiscal a fin de obtener el pago de una multa impuesta por infracción al Art. 9 de la Ley 19.511. Corresponde a la justicia nacional en lo penal económico.


    La Ley 19.511 atribuyó a la Cámara Nacional en lo Penal Económico, en el ámbito de la Capital Federal, el conocimiento de las apelaciones que se interpongan contra las sanciones impuestas por el Poder Ejecutivo Nacional, o por los funcionarios que éste designe, con causa en incumplimientos a las obligaciones que aquélla fija. Esa previsión legal determina que sea el fuero nacional en lo penal económico el competente para entender en los procesos de ejecución que se inicien ante la falta de pago de las multas impuestas con sustento en la Ley 19.511. La competencia del fuero nacional en lo penal económico en materia de ejecución de multas impuestas por autoridades administrativas también se encuentra expresamente prevista para otros casos en diversas disposiciones legales, como el Art. 23 de la Ley 16.463 y el Art. 7 de la Ley 20.425.


    A. Argentina S.R.L. s/ Infracción Ley 19.511 c/ Ministerio de Economía y Finanzas Públicas


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 528/2014/CS1, 22 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda de ejecución fiscal prevista por el Art. 14 de la Ley 19.359. Corresponde a la justicia nacional en lo penal económico.


    La ejecución de la pena de multa impuesta en los supuestos previstos por la Ley 19.359 estará a cargo del BCRA y tramitará conforme al régimen previsto por el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación para las ejecuciones fiscales, y constituirá título suficiente la copia simple de la resolución condenatoria certificada por el secretario del tribunal, sus cripta por dos firmas autorizadas del BCRA. Es decir, el trámite de ejecución de las multas impuestas por violaciones al régimen penal cambiario se lleva adelante en un proceso independiente de la causa penal en la que se dictó la sentencia de condena. El código procesal civil y comercial nacional establece en su Art. 5, inc. 7, que en las acciones fiscales por cobro de impuestos, tasas o multas y salvo disposición en contrario, será juez competente el del lugar del bien o actividad gravados o sometidos a inspección, inscripción o fiscalización, el del lugar en que deban pagarse o el del domicilio del deudor, a elección del actor, sin que la conexidad modifique esta regla.


    R. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.144 c/ Banco Central de la República Argentina


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 551/2015/CS1, 23 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ejecución de multas impuestas por autoridades administrativas. Ley 19.511. Corresponde a la justicia nacional en lo penal económico.


    La Ley 19.511 atribuyó a la Cámara Nacional en lo Penal Económico, en el ámbito de la Capital Federal, el conocimiento de las apelaciones que se interpongan contra las sanciones impuestas por el Poder Ejecutivo Nacional, o por los funcionarios que éste designe, con causa en incumplimientos a las obligaciones que aquélla fija. Por aplicación del principio de especialización, esa previsión legal determina que sea el fuero nacional en lo penal económico el competente para entender en los procesos de ejecución que se inicien ante la falta de pago de las multas impuestas con sustento en la Ley mencionada.


    E. S.A. s/ Infracción Ley 19.511


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 843/2012/CS1, 20 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento de la supresión de la numeración y tenencia ilegítima de arma de guerra. Corresponde a la justicia federal.


    Atento que ambos magistrados coinciden en la calificación del delito motivo de contienda y que la supresión de la numeración del arma de fuego, cuyo encubrimiento se atribuye al imputado, surte la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero (Fallos: 326:3217), el que además deberá conocer sobre la tenencia ilegítima del arma de guerra por encontrarse relacionada al mismo objeto, de acuerdo con el criterio de Fallos: 329:1324.


    C., Alberto Nicolás s/ Infracción Art. 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4719/2015/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa y falsificación de documentos públicos. Chapas patentes falsas. Numeración coincidente: corresponde que a la justicia federal. Rodado con denuncia de robo: corresponde dar intervención por su hallazgo al magistrado local.


    Toda vez que la justicia federal aceptó el conocimiento de la causa respecto de los delitos de estafa y falsedad de documentos públicos de carácter nacional, también le corresponde intervenir en relación a las chapas patentes que resultarían falsas, por aplicación del criterio establecido en la Competencia nº 1569, 1. XL, in re "Comisaría San Julián s/ investigación presunta infracción", habida cuenta de la coincidencia que se observa entre su numeración y aquella consignada en la documentación falsa. Por lo demás, atento que el automóvil registraría pedido de secuestro por robo, con intervención una Unidad Fiscal de otro departamento judicial, el tribunal federal deberá disponer las medidas necesarias a fin de que el magistrado local que entiende en ese hecho ilícito, conozca de las actuaciones relativas al hallazgo del bien y, en consecuencia, pueda profundizar su investigación (Competencia nº 858, XLIX, in re "Del Negro, Jesús Bernardo s/ su denuncia".


    N.N. s/ Falsificación de documento destinado a acreditar identidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 9/2016/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estupefacientes: último eslabón de la cadena de comercialización. Ley 23.737 y 26.052. Corresponde a la justicia local.


    Habida cuenta que en el caso, si bien se ha determinado que uno de los imputados sería el proveedor del restante implicado, no se ha logrado comprobar que éste se dedicara a la venta de esos estupefacientes, motivo por el cual el caso no iría más allá del último eslabón de la cadena de comercialización, y por lo tanto de acuerdo a lo establecido por la Corte en la Competencia nº 13O L. XLII in re "Echeverría, Sandra P. s/ Inf. Ley 23.737”, debe ser el juez local que, además, no cuestionó la competencia material, el que continúe conociendo en esta causa, sin perjuicio de que si éste considera que debe remitirla a otro magistrado de su misma provincia, así lo disponga de acuerdo con las normas de procedimiento local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    B., Adrián y otro s/ Infracción Ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 3317/2013/TO1/13/CS1, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos y estafa: concurso ideal. Infracción al Art. 289 inc. 3º remisión al precedente 1567 “Comisaría San Julián”. Corresponde a la justicia federal.


    De acuerdo a las constancias del incidente, las hipótesis delictivas a considerar son tres. La primera de ellas se refiere a la estafa la cual se habría cometido en esta ciudad, donde el denunciado le entregó el vehículo junto con la documentación presuntamente apócrifa del rodado que determinó la disposición patrimonial perjudicial. Respecto a la infracción al artículo 292 del Código Penal, tiene dicho que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Desde esa perspectiva, entonces, habida cuenta que ambas infracciones deben ser investigadas en forma conjunta en el ámbito capitalino y que la documentación presuntamente apócrifa tiene carácter nacional, corresponderá a la justicia federal conocer respecto de ambas. En lo atinente al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, también corresponde a ese fuero conocer a su respecto, por aplicación del criterio establecido en la Competencia nº 1569, L. XL in re "Comisaría San Julián s/ investigación presunta infracción", ante la coincidencia que existiría entre las numeraciones del vehículo y las que habrían sido consignadas en la documentación apócrifa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    F., Pablo Matías s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4838/2015/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación y estafa. Uso de fotocopias de DNI. Concurso ideal. Hechos del mismo contexto delictivo. Corresponde a la justicia federal.


    Con relación a la estafa que se habría cometido en sendos sucesos mediante el empleo, entre otros documentos, de fotocopias del DNI adulteradas, resulta aplicable la doctrina la Corte, según la cual, cuando aquélla se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima - provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación y que la circunstancia de que se hubiera utilizado una fotocopia de un DNI adulterado para cometer la estafa, habilita de igual modo al fuero de excepción. Por último, en lo que concierne a la presunta falsificación de la factura de servicio de televisión por cable, no corresponde dividir su investigación del resto de los sucesos en la medida en que, todos estos hechos integrarían un contexto delictivo común, y no deben ser escindidos, a fin de satisfacer las exigencias de economía procesal y mejor administración de justicia, principios rectores a los que debe atenderse principalmente al momento de resolver estos conflictos.


    N.N. s/ Uso documento adulterado o falso


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 87/2016/CS1, 19 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Filiación materna: solicitud de rectificación de partida por supuesto error en la inscripción. Extracción de testimonios por posible delito de acción pública. Falta de determinación de los hechos. Corresponde a la justicia provincial.


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le son propias, pues a partir de los escasos elementos incorporados al incidente no es posible, de momento, individualizar con razonable certidumbre los hechos que dieron origen a esta causa y, en consecuencia, encuadrarlos en la forma escogida por los jueces intervinientes o en otra figura legal, en caso de que resultaran penalmente relevantes, y formar fundado criterio para discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Teniendo en cuenta esos interrogantes, aún restaría profundizar la pesquisa para saber si efectivamente quien dio a luz al menor e inscribió su nacimiento junto a quien sería su padre, fue o no la misma mujer; y atento que de las constancias a la vista tampoco resulta la existencia de algún documento nacional de identidad falso expedido a favor del niño, lo que de momento descartaría la afectación de intereses federales, corresponde a la justicia provincial proseguir el trámite de esta causa e incorporar los elementos de juicios necesarios para dilucidar con precisión los pormenores de los hechos que podrían ser objeto de investigación, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    N.N. Denunciante: A. V. Eluisa s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4776/2015/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Homicidio de un gendarme en servicio. Corresponde a la justicia federal.


    Se atribuye a los prevenidos haber efectuado disparos mortales con un arma de fuego contra un gendarme del Escuadrón Especial N° 7 de la Gendarmería Nacional, mientras se encontraba de servicio, el que así se vio afectado. Por lo tanto, corresponde resolver la cuestión declarando la competencia de la justicia federal, que previno y sustanció todo el proceso en el que solo resta llevar a cabo el debate.


    T, Adrián Emanuel y otro s/ Homicidio agravado


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 16957/2014/TO1/5/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba de contienda: razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Delito de amenazas coactivas. Justicia nacional.


    De acuerdo al contexto y circunstancias en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente-, sumado a lo que se desprende de las constancias no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado esas amenazas, haya estado dirigida a obligarla a no hacer o tolerar algo contra su voluntad. Por ello, en principio, el suceso "sub examine" excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y que, por lo tanto, debe ser la justicia nacional la que continúe conociendo en esta causa.


    F., Laura y otros s/ Coacción (art 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4516/2015/CS1, 09 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la Ley 23.737. Remisión al dictamen de la causa CSJ 4299/2015/CS1, "González, Fabiola y otros s/ Infracción Ley 23.737 (art. 5 inc.)".


    P., D. V. s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 862/2016/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la Ley 23.737. Transporte de los estupefacientes. Artículo 4° de la Ley 26.052. Justicia federal.


    Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la Ley 26.052). Por ello, y habida cuenta que de la descripción del hecho imputado al prevenido no surge cual era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la Ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa.


    G., Elías Nicolás s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4251/2015/CS1, 22 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Interpretación de un fallo dictado por la Corte en la misma causa. Revisión de multa aplicada por violación al régimen cambiario Ley 19.359. Corresponde a la justicia en lo penal económico.


    Salvo mejor interpretación que la Corte haga de su propia sentencia, es la Cámara de Apelaciones en lo Penal Económico la que, con la intervención de otra sala, debe ofrecer a la defensa la oportunidad de encauzar su reclamo con el alcance que la Corte ha atribuido a la garantía del artículo 8.2.h de la CADH, en especial si se tiene en cuenta la Ley 19.359 que rige la materia no prevé la actuación de la cámara de casación.


    V. S.A. y otros s/ Inf. Ley 24.144


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 122/2013/CS1, 08 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones a una interna del Servicio Penitenciario Federal. Falta de afectación de intereses federales. Corresponde a la justicia local.


    Es doctrina de la Corte que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio de un establecimiento nacional. En atención a que de las constancias agregadas al incidente no surge que el hecho hubiere entorpecido el funcionamiento de un instituto carcelario dependiente del Servicio Penitenciario Federal ni el buen servicio que deben prestar sus empleados corresponde declarar la competencia de la justicia local para continuar con el trámite de la causa.


    N.N. s/ A determinar - Denunciante: G., Leandro Gabriel


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 25514/2015/1/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones provocadas en el seno familiar entre adultos. Ausencia de elementos que convaliden la calificación de lesiones en riña. Corresponde a la justicia nacional.


    La calificación legal ensayada por el magistrado nacional en su resolución carece de suficiente sustento en las constancias de la causa. Al respecto cabe señalar que a partir de los elementos incorporados al incidente es posible afirmar que en el caso "sub examine" existió una riña o agresión en la que participaron tres personas, que tuvo como consecuencia un resultado lesivo. Sin embargo, aún no es posible afirmar que no pueda determinarse quien o quienes causaron dichas lesiones. Habida cuenta que con la profundización de la pesquisa, podría determinarse la posibilidad de discernir sus autores, se remite a lo expuesto en la Comp. n° 1029 L. XLIV in re "Aguilar, Analía Romina”.


    R, Eliana Janett


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7456/2015/1/CS1, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones provocadas en un contexto de riña o agresiones. Posible identificación del autor. Remisión a Competencia n° 1029 L. XLIV in re "Aguilar, Analía Romina” Corresponde a la justicia nacional, que previno.


    A partir de los elementos incorporados al incidente es posible afirmar que en el caso existió una riña o agresión en la que participaron más de dos personas, que tuvo como consecuencia un resultado lesivo. Sin embargo, aún no es posible afirmar que no pueda determinarse quien o quienes causaron dichas lesiones. Por lo tanto, y habida cuenta que con la profundización de la pesquisa, podría determinarse la posibilidad de discernir sus autores, corresponde a la justicia nacional, continuar con el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    P., Pablo Ezequiel y otro s/ Lesiones leves (art. 89) y amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20306/2015/1/CS1, 09 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones, amenazas y daños. Corresponde a la justicia nacional.


    En atención a que mediante el convenio 14/2004, se ha traspasado a la justicia de la ciudad la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados y que, en relación con la presente causa, quedan comprendidas las figuras de amenazas y daños, se entiende que en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Al no haberse traspasado la figura de lesiones a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    R. G., Gustavo Daniel s/ Lesiones leves (art. 89)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55853/2015/1/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ley 23.737. No procede el precedente de la competencia n° 392 L. XLIX “Aguirre, Pablo Alberto”. Justicia federal.


    Atento las particularidades del caso en relación con la cantidad de plantas secuestradas y la infraestructura montada para su cultivo, no puede afirmarse que se den los supuestos previstos para la producción y tenencia simple de estupefacientes.


    C., Cesar s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4272/2015/CS1, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Mercadería importada. Zona portuaria. Robo o encubrimiento: alternancia entre figuras. Falta de investigación suficiente. Medidas de prueba, conducentes y no realizadas: rueda de reconocimiento. Eventual competencia de fuero penal económico. Corresponde a la justicia nacional que previno.


    Los elementos reunidos hasta el presente no permiten establecer si los involucrados en la causa habrían sido ajenos al robo, sin que se aprecie que se haya realizado una adecuada investigación que permita descartar cualquier grado de participación en ese episodio, lo que resulta imprescindible para resolver la correcta situación jurídica de los prevenidos, respecto del delito ocurrido en esta ciudad. En tal sentido, cabe recordar que las manifestaciones sobre la imposibilidad de las víctimas de reconocer a sus autores no autoriza a un juicio cierto sobre la utilidad de una medida en tal sentido, pues ésta depende más de las circunstancias objetivas del hecho que de las apreciaciones subjetivas de las personas que lo habría sufrido, acerca de sus capacidades para reconocer a quien aún tienen en frente, máxime cuando –como en el presente caso- de las declaraciones de las víctimas se infieren circunstancias que les habrían permitido apreciar características de los asaltantes. Las deficiencias indicadas, deberían ser subsanadas mediante una profundización de la pesquisa que contribuya a descartar algún grado de participación de los imputados respecto del delito contra la propiedad; además cabe recordar al respecto el criterio de la Corte que establece, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, lo que surtiría la jurisdicción federal, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción. Tampoco se encuentra determinada la naturaleza de la mercancía en cuestión, pese a que ciertas circunstancias del legajo permitirían al menos suponer la hipótesis de que pudiera encontrarse sujeta a algún régimen especial de control aduanero, en tanto surge de las actuaciones que sería de reciente importación, que se hallaba en un depósito de zona portuaria y ubicada en contenedores, y que además estaría bajo la observancia de cámaras de seguridad que pertenecerían a la Aduana de la Nación El esclarecimiento de esos extremos contribuiría a orientar el correcto curso de la investigación, y a precisar la competencia material, e, incluso, a discernir la eventual aplicación del criterio que establece la conveniencia de que todos los hechos vinculados con la posible comisión del delito de contrabando, sean juzgados por un solo magistrado.


    A., Ramón y otros s/ Robo de automotor en banda


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4718/2015/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Multiplicidad de hechos. Violencia de género. Mejor administración de justicia. Corresponde a la justicia nacional.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal (Fallos: 328:867). Por lo tanto, todos los supuestos presuntamente delictivos deben ser juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    F., Matías Nicolás s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4373/2015/CS1, 16 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Posible delito de amenazas coactivas agravadas. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habrían guiado esas amenazas, hayan estado dirigidas a obtener algo contra su voluntad, atento que de la denuncia se desprende que habrían sido orientadas a que dejaran de habitar el lugar donde viven.


    V. Q., Lidia s/ Coacción (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4514/2015/CS1, 10 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación de título secundario expedido por autoridad provincial. Corresponde a la justicia local.


    Sin perjuicio de no contar entre los antecedentes remitidos con la copia completa del documento cuya autenticidad se cuestiona, pero sí de su reverso, del cual surge que presenta asentados firmas y sellos correspondientes a autoridades de una Escuela de Educación Media y del organismo encargado de las legalizaciones de títulos en el ámbito provincial, que serian falsos, a juzgar por lo informado hasta el momento en la causa, sin que se advierta en él la intervención de autoridades nacionales, reales o supuestas, es la justicia de garantías, que previno en la causa, la que debe proseguir la investigación, independientemente de cuanto resulte de su trámite ulterior.


    N. J., Marcelo s/ Falsificación de documento público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4384/2015/CS1, 16 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la Ley 23.592 de actos discriminatorios. Expresiones racistas, xenófobas o discriminatorias difundidas por medio de internet. Corresponde a la justicia federal, en razón de la materia y del territorio.


    La Corte tiene establecido que las infracciones previstas en la Ley 23.592 son competencia del fuero federal, en razón de la materia. En cuanto al territorio, si bien las expresiones con contenido racista, xenófobo o discriminatorio habrían adquirido difusión por medio de internet, lo que posibilitaría su desarrollo instantáneo en diferentes jurisdicciones, en atención a que el material fílmico habría sido realizado e instalado en la red por el imputado desde su domicilio en la provincia, donde también se encuentra registrado el sitio web con su nombre, a la justicia federal de esa sección corresponde conocer en la presente causa.


    S., Adrián y otro s/ Infracción Ley 23.592 (Art. 3)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 337/2016/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta usurpación. Amenazas coactivas. Corresponde a la justicia nacional.


    El objeto de las amenazas ha sido compeler a la víctima a hacer abandono, contra su voluntad, del lugar en que residía junto a su hija, y no meramente la turbación de la posesión en los términos del artículo 181, apartado 3°, del Código Penal.


    L., José s/ Coacción denunciante unidad de orientación y denuncias n° 11


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2806/2016/1/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presuntas amenazas coactivas. Corresponde a la justicia nacional.


    De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habrían guiado esas amenazas, hayan estado dirigidas a obtener algo contra su voluntad.


    S. T., D. H. s/ Coacción (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 385/2016/CS1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presuntas amenazas coactivas. Corresponde a la justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante no puede descartarse, que la finalidad que habrían guiado esas amenazas, hayan estado dirigidas a obtener algo contra su voluntad.


    R., José Luis s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 587/2016/CS1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de trata de personas con fines de explotación sexual. Vulnerabilidad. Explotación económica. Corresponde a la justicia federal que previno.


    Más allá de que los escasos elementos de juicio incorporados al incidente, toda vez que las circunstancias plasmadas en él dan cuenta de que al menos dos de las mujeres identificadas en el domicilio allanado se encontraría en una situación de vulnerabilidad, en tanto se desenvolvería en condiciones sociales y vitales de necesidad, de momento, no puede descartarse la existencia de conductas en infracción a la Ley de sanción y prevención de la trata de personas. No debe pasarse por alto, finalmente, la estrecha relación que existe entre la trata de personas y la explotación económica (art. 127 del Código Penal) en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso c, de la Ley 26.364, texto según Ley 26.842. Por lo tanto, teniendo en cuenta que las constancias acompañadas permiten inferir que podría haber existido un proceso de captación o reclutamiento previos, resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime, por lo que corresponde al magistrado de excepción, que previno, proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior.


    N.N. y otros s/ Inf. Ley 26.364


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 27087/2014/10/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo de computadoras portátiles (Programa Conectar Igualdad). Bienes del dominio local. Corresponde a la justicia provincial.


    Del análisis de las probanzas reunidas no se advierte, hasta el momento, alguna circunstancia que habilite la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, pues el Tribunal tiene resuelto que la existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia de ese fuero, si no se identifica con el resultado directo de una acción típica. Por aplicación de estos principios, y toda vez que el objeto de la presente contienda versa sobre la sustracción de bienes que previamente habían sido transferidos por el Estado Nacional (ANSES) al dominio local, y que aún no habían sido cedidos a las víctimas con carácter definitivo, cabe concluir que la provincia es la que habría resultado damnificada como consecuencia del hecho, por lo que, corresponde al juzgado de garantías proseguir el trámite de la causa, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    N.N. - Víctimas: V., Gonzalo Ezequiel y otros s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 30/2016/CS1, 03 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro exprés. Inexistencia de circunstancias similares al caso “Ramaro”. Corresponde a la justicia local.


    No se vislumbran en autos las circunstancias causídicas contempladas en el caso "Ramaro", tales como un prolongado lapso de cautiverio o la existencia de una organización delictiva dedicada a la ejecución sistemática de secuestros extorsivos. En efecto, de la descripción efectuada en la declinatoria no surge que hubiera selección específica, ni tareas de inteligencia previas, así como tampoco que uno de los imputados sea parte integrante de una organización de las características referidas. Todo ello, sumado a las circunstancias de tiempo, lugar y ocasión en que la víctima fue capturada y las condiciones en las que se produjo su rescate luego que los captores se apropiaron de una suma de dinero en poder del padre de la víctima, abona la estricta motivación particular de los hechos y autoriza a presumir que se trató de supuestos delictivos bajo la modalidad conocida como secuestro exprés.


    O., Juan Manuel y otro s/ Secuestro extorsivo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 662/2015/3/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro exprés. No procede el precedente "Ramaro" (Fallos: 328:3963). Justicia local.


    Tal como lo señala el tribunal federal, no se vislumbran en autos circunstancias causídicas tales como un prolongado lapso de cautiverio o la existencia de una organización delictiva dedicada a la ejecución sistemática de secuestros extorsivos. Al contrario, de la descripción efectuada en el requerimiento de elevación a juicio y en la declinatoria no surge que hubiera existido selección específica, ni tareas de inteligencia previas, así como tampoco que, más allá de la referencia a un supuesto álbum fotográfico, los imputados pertenecieran a una organización de las características referidas. Todo ello, sumado a la inmediata liberación de la víctima tras el pago de una suma de dinero y la entrega de bienes, abona la estricta motivación particular de los hechos y autoriza a presumir que se trató de un supuesto delictivo bajo la modalidad conocida como secuestro exprés.


    O., Michael Douglas y otros s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 66658/2014/TO1/4/CS1, 15 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo de un menor de edad. No procede el precedente "Ramaro" (Fallos: 328:3963). Justicia local.


    Tal como lo señala el tribunal federal, no se vislumbran en autos las circunstancias causídicas, tales como un prolongado lapso de cautiverio o la existencia de una organización delictiva dedicada a la ejecución sistemática de secuestros extorsivos. Al contrario, de la descripción contenida en los elementos remitidos se desprende que el imputado, quien administraba un supermercado en la localidad de Moreno, se habría valido de su relación con el padre de la víctima para acordar con uno de sus consortes de causa el secuestro del menor y la exigencia de una fuerte suma de dinero. Tales aspectos conducen a concluir en la estricta motivación particular que refiere el tribunal federal y descarta que en el caso se verifiquen circunstancias que justifiquen la competencia de la justicia de excepción.


    P., M. S. y otros s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 10801/2014/TO1/7/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro virtual. Corresponde al juez local.


    Más allá de la calificación legal que en definitiva resulte aplicable a los hechos bajo investigación, lo cierto es que, tal como lo señala el juzgado federal, de las constancias del expediente no surge elemento alguno que justifique esa competencia de excepción, y tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que surta esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restrictiva. En consecuencia, al juzgado local corresponde proseguir la investigación.


    N.N. s/ Secuestro extorsivo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 5598/2015/1/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Supresión de la numeración de un arma. Art. 189 bis apartado 5) del CP. Corresponde a la justicia federal.


    Surge del acta de secuestro, y de lo expuesto por el juez federal en su declinatoria que varios dígitos de la numeración del revólver secuestrado se encontraban erradicados. Al respecto, cabe destacar que luego de la reforma introducida por la Ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5) del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 10, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.


    R. M., Juan Ramón s/ Infracción Art. 189 bis


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 10490/2015/1/CS1, 30 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Sustitución de chapas patentes Art. 289 inc. 3 del Código Penal. Falta de afectación de intereses federales. Corresponde a la justicia local.


    No existe constancia alguna en el legajo de documentación registral falsificada y/o adulterada, por lo que, al respecto cabe recordar que, según la jurisprudencia del Tribunal, las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    N.N. s/ Falsificación, alteración o supresión de número registro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4995/2015/CS1, 30 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de menores. Exhorto del Reino de España. Declaración indagatoria. Corresponde a la justicia provincial.


    En cuanto al trámite judicial que en adelante debe darse al pedido de asistencia internacional, corresponde al tribunal que sea competente según las leyes nacionales para conocer en la materia de que se trata, pues así lo dispone el convenio internacional y la legislación nacional (arts. 30 de la Ley N° 23.708 y 73 de la Ley N° 24.767). En este caso, por estar referida prima facie al delito de sustracción de menores, la causa debe proseguir ante el juzgado provincial, sin perjuicio de las comunicaciones que deban ser realizadas a las autoridades nacionales a fin de dar satisfactorio cumplimiento al pedido de colaboración internacional.


    Delito de sustracción de menores


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 6494/2014/CS1, 30 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Transporte interjurisdiccional de estupefacientes. Ley 23.737 y 26.052. Corresponde a la justicia federal.


    Los hechos objeto de esta causa exceden los supuestos previstos por la Ley 26.052, que asignó la competencia de la justicia local. Ello es así en tanto se secuestró una gran cantidad de estupefacientes que no se encontraban fraccionados, en circunstancias en que eran trasladados en un medio de transporte público que unía diversas jurisdicciones. Por tal motivo, y a fin de asegurar una mayor eficacia de la investigación y, con ello, de los fines que inspiraron la sanción de la Ley 23.737, debe ser la justicia federal, que previno, y además es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la Ley 26.052), la que continúe conociendo en esta causa.


    B. R. s/ Infracción Ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 63213/2014/3/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violación de correspondencia. Artículos 153 y 153 bis del Código Penal: "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido". Interés nacional. Justicia federal.


    En atención a que de los dichos de la denunciante -que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa- surge la comisión de una pluralidad de conductas con relevancia típica, que integrarían un contexto delictivo común, y que tanto las redes sociales como las cuentas de correo electrónico constituyen una "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la Ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (artículos 2° y 3° de la Ley 19.798), debe ser el fuero federal el que continúe conociendo en las actuaciones.


    N.N. s/ Violación de correspondencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4905/2015/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violación de faja de seguridad impuesta en allanamiento relativo a la trata de personas con fines de explotación sexual. Obstrucción de la administración de justicia. Art. 254 del Código Penal. Corresponde a la justicia federal.


    El hecho motivo de este conflicto, se refiere, a una infracción al signo simbólico de sellos estatales que impedía el ingreso al inmueble para su preservación que encuentra adecuación típica en el Art. 254 del Código Penal. Así, pues se advierte que, en el caso, la faja de seguridad fue oportunamente colocada con un propósito distinto al de la sanción o medida precautoria derivada de una contravención o irregularidad administrativa, ya que en virtud del análisis de los elementos que surgen del incidente, es posible concluir que el principal objeto fue preservar la inviolabilidad del inmueble en el que se estaban desarrollando las tareas delictivas relacionadas con la causa que en ese momento investigaba el juzgado nacional de instrucción y que, en la actualidad, conoce la justicia federal ante la eventual concurrencia de alguna conducta descripta por la Ley 26.842. En tales condiciones, es posible concluir que al haber afectado el hecho la investigación en la que ahora entiende el Juzgado Federal -frente a presuntas acciones relacionadas con la trata de personas- aquella infracción habría obstruido el normal funcionamiento de la administración de justicia de la Nación, por lo que, según mi parecer, también corresponde al fuero de excepción investigar los hechos que conforman esta incidencia, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Infracción Ley 12.331 (art. 17)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4733/2015/CS1, 04 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia contra un soldado durante la instrucción, dentro del ámbito castrense: corresponde a la justicia federal.


    Más allá de la calificación legal que se dé en definitiva a los hechos, toda vez que según se desprende de los términos de la denuncia éstos habrían ocurrido en ejercicio de las funciones propias del servicio castrense, de momento no puede descartarse que hubieren entorpecido el buen desempeño que deben prestar los empleados de la Nación -artículo 3, inciso 3º, de la Ley 48, por lo que corresponde a la justicia federal conocer en la investigación de esta causa, sin perjuicio de cuanto resulte de su trámite ulterior.


    A., Federico Daniel s/ Su denuncia -abuso de autoridad y violación de deberes de funcionario público (art. 248)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4416/2015/CS1, 16 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia de género. Amenazas a través de una red social. Elementos que exceden la amenaza simple. Corresponde a la justicia nacional.


    Atento que de acuerdo con las manifestaciones vertidas por la denunciante, el imputado le exigía a través de los mensajes de una red social acceder a sus pretensiones, ya que de lo contrario "iba a terminar todo mal y la iba a seguir molestando", no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado esas amenazas, haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad. Por ello, en principio, el suceso motivo de contienda excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y que, por lo tanto, debe ser la justicia nacional la que profundice esta investigación.


    G., M. s/ Coacción (art. 149 bis)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45340/2015/1/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia de género. Amenazas. Corresponde a la justicia penal, contravencional y de faltas.


    Descartado como se encuentra el delito de lesiones, el objeto del presente conflicto sólo se circunscribe al de amenazas, y teniendo en cuenta entonces que éstas han sido incluidas en el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe ser la justicia local la que conozca en la causa.


    P., M. G. s/ Lesiones agravadas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62979/2015/1/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia de género. Corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción.


    En atención a los dichos de la víctima - que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa -, se estaría ante un conflicto de violencia de género, en los términos definidos en el dictamen de la competencia CCC 6667/2015/1/CS1 “Gómez, Carlos Lucas s/ Lesiones agravadas. Dam: Guerrero, María Soledad” y de la competencia CSJ 1654/2015/CS1 “Centurión, José Gustavo s/ Coacción”.


    B., J. S. s/ Coacción (art. 149, bis) y lesiones agravadas. Denunciante: B., M. G. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61663/2015/2/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia de género. Delito de amenazas coactivas. Corresponde a la justicia nacional de instrucción.


    De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante, no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habrían guiado las amenazas no hayan estado dirigidas a obtener algo contra su voluntad.


    J., L. s/ Amenazas con armas o anónimas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 257/2016/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia de género. Lesiones. Corresponde a la justicia nacional en lo correccional.


    Habida cuenta que de las constancias del incidente surge que el funcionario policial, al momento de recibir la denuncia, dejó expresamente asentado que dichas lesiones eran visibles a la instrucción, asimismo, el denunciado reconoció frente a un testigo que la había golpeado “Yo le pegué, me tiene cansado me está hostigando desde hoy”. A su vez, los dichos de la víctima resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa.


    C., M. Á. s/ Lesiones agravadas. Denunciante: A. C., A. E.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 611/2016/1/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia de género: amenazas coactivas y presuntas lesiones. Corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones de la denunciante, no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado esa amenaza no haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad. Al excederse de los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción, aunque no haya sido parte de esta contienda, y sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    P., T., J. R. s/ Lesiones leves (art. 89, CP). Denunciante: S., G. N.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6724/2016/1/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia doméstica. Delito de amenazas o contravención por hostigamiento. Preponderancia de la Ley penal sobre la contravencional. Corresponde a la justicia nacional.


    El Tribunal ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la Ley penal sobre la contravencional. Si la justicia nacional considera que un hecho no constituye una conducta penal típica, deberá proceder a su archivo, pues ésa es la solución prevista por el artículo 195, segundo párrafo, del Código Procesal Penal de la Nación, para los supuestos de inexistencia de delito, y en su caso, si posteriormente entiende que el suceso podría encuadrar en la infracción al artículo 52 del Código Contravencional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, deberá remitir testimonios a la justicia en lo Contravencional y de Faltas, a cuya jurisdicción se encuentra reservado dicho análisis.


    G., J. M. s/ Averiguación de delito. Denunciante: Oficina de Violencia Doméstica


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59020/2015/1/CS2, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Explotación minera: derrame de solución cianurada. Investigación local sobre afectación del medio ambiente sin daño interjurisdiccional. Responsabilidad penal de funcionarios públicos nacionales. Planteo prematuro. Corresponde a la justicia federal.


    Toda vez que el caso objeto de la contienda se refiere al desempeño de funcionarios como agentes del gobierno nacional en áreas de su competencia, es indudable que su conocimiento corresponde al fuero de excepción. En cuanto a la posible situación de litispendencia, el planteo es prematuro, puesto que hasta que se llegue una determinación más precisa de las conductas que concretamente se atribuyen a los imputados y se establezca si constituyen desde el punto de vista jurídico un hecho independiente o alguna forma de intervención punible en el delito de otro, no cabe pronunciarse sobre ese aspecto. La misma consideración corresponde acerca de la cuestión evidentemente aún no zanjada sobre el carácter local o interjurisdiccional de los efectos del derrame. El proceso debe continuar ante la justicia federal, sin perjuicio de lo que surja ulteriormente.


    Actuaciones remitidas por la Fiscalía Única de Jáchal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4861/2015/CS1, 30 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Competencia criminal.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    D., Diego Martín s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60595/2016/1/CS1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Competencia criminal.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    E., Alejandro s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59664/2016/1/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Competencia criminal.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    G., Luis Fernando s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59331/2016/1/CS1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Competencia criminal.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    M., Iván s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60608/2016/1/CS1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Competencia criminal.


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    T., Rodrigo Eduardo s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59695/2016/1/CS1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Distribución de la Competencia.


    Contienda de competencia. Delito de amenazas. No acreditación de lesiones. Transferencia de competencias al Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires.


    Descartado como se encuentra por el juzgado nacional el delito lesiones, el objeto del presente conflicto solo se circunscribe a las amenazas, y teniendo en cuenta entonces que éstas han sido incluidas en el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe ser la justicia local la que conozca en esta causa.


    D., Diego Alejandro s/ Lesiones leves (art. 89) y amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41065/2015/1/CS1, 10 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Facilitación o promoción a la prostitución. Tenencia de arma de uso civil. Infracción al Art. 17 de la Ley 12.331. Mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. Corresponde a la justicia local.


    Sin perjuicio de la calificación legal que compete al tribunal de juicio, al haber tramitado la causa desde su inicio en sede provincial, y el Ministerio Público Fiscal requerido su elevación a juicio, la radicación ante sus estrados es la solución más aconsejable para asegurar, a su vez, una mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados, principios rectores que deben atenderse principalmente al momento de resolver estos conflictos. Sobre todo cuando hubo personas privadas de su libertad durante varios años, y esta postura es la que mejor favorece la pronta terminación del proceso requerida por la buena administración de justicia.


    L., H. P. y otros s/ Inf. Art. 17 de la Ley 12.331


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4944/2015/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto automotor. Encubrimiento. Infracción al Art. 289, inc. 3° del CP. Escasos elementos probatorios que permitan calificar el delito. Corresponde a la justicia provincial.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente, no alcanzan para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría se cometido. En este sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar ese aspecto, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar la participación en el delito contra la propiedad. Si bien es cierto que la Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en la sustracción, lo cierto es que, tal circunstancia, no se presenta en autos. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional que conoce en el hurto del automotor - aunque no haya sido parte en la contienda- para profundizar la investigación a su respecto, a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro realizado en sede provincial. En lo atinente a la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, la Corte tiene resuelto que son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    G., Sebastián Maximiliano s/ Encubr. (Art. 277 del CP)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 434/2016/CS1, 23 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la Ley 23.737, y al Art. 189 bis del CP. Último eslabón de la cadena de comercialización. Corresponde a la justicia local.


    Teniendo en cuenta que el Ministerio Público Fiscal basó su imputación sobre una base fáctica referida al último eslabón de la cadena de comercialización, a lo que debe sumarse el avanzado estado del proceso que se encuentra en etapa de juicio, debe ser la justicia local la que continúe interviniendo en esta causa.


    R., Rocío Iris y otros s/ Inf. Art. 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 605/2016/CS1, 14 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al Art. 128 CP. Distribución de pornografía infantil por internet. Lugar en donde se registra la conexión IP. Mejor defensa de los imputados y la inmediatez con la prueba: corresponde a la justicia provincial.


    El usuario se habría conectado desde una dirección IP ubicada en San Miguel, donde también fueron incautados elementos estrechamente vinculados con el objeto de la pesquisa, circunstancia no controvertida por el juez provincial, más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda y cuanto pudiere surgir de la investigación que continúa en los estrados de la ciudad, allí se habrían realizado las conexiones a internet que podrían integrar una conducta delictiva. Es a partir de ese lugar que corresponde profundizar la investigación, en especial para determinar los datos que pudieren haberse transmitido o intercambiado desde allí, sobre todo si se repara en lo expuesto por la fiscalía de la ciudad sobre las dificultades técnicas para el análisis del material y la definición del entramado de su hipótesis delictiva.


    N.N. s/ Infracción Art. 128 2° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 414/2016/CS1, 23 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia, amenazas y secuestro de armas y municiones: cantidad y características insuficientes para configurar el delito de acopio. Corresponde a la justicia local.


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. En atención a la cantidad y características de las armas y municiones secuestradas, no se aprecia que, en principio, se trate del delito de acopio. Por lo tanto, la justicia local debe continuar conociendo en esta causa y también profundizar la investigación respecto de la posible supresión de las numeraciones de una de las armas incautadas, sin perjuicio de lo que ulteriormente pueda resolver en orden a la competencia material.


    C. Q., A. s/ Amenazas con armas o anónimas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 242/2016/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia de Tribunales Nacionales.


    Contienda de competencia. Delito de abuso de armas agravado. Transferencia de competencias al Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires. Ley no aprobada por la Legislatura. Justicia nacional.


    Del propio texto de la Ley se puede advertir que quedó expresamente establecida la necesidad de su aprobación por la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, lo que hasta el momento no ha sucedido. Por lo expuesto, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional para que continúe conociendo en estas actuaciones.


    S., Víctor Ariel s/ Abuso de armas agravado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41150/2014/TO1/1/CS2, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delitos de amenazas, daños y lesiones leves. Ausencia de examen médico. Estrecha vinculación entre los delitos. Mejor administración de justicia: juzgamiento a cargo de un único tribunal. Justicia nacional.


    Surge de la pesquisa, que el funcionario policial, al momento de recibir la denuncia, dejó expresamente asentado que dicha lesión era visible a la instrucción, y que fue voluntad de la damnificada instar la acción penal a su respecto, motivo por el cual no debe rechazarse sin más esa imputación, más allá de la ausencia de examen médico. Atento que mediante el convenio 14/2004, se ha traspasado a la justicia de la ciudad la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados y que, en relación con la presente causa, quedan comprendidas las figuras de amenazas y daños, corresponde que en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, al no haberse traspasado la figura de lesiones a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    Y., Genaro s/ Lesiones leves (Art. 89), lesiones agravadas, resistencia o desobediencia a funcionario público y daños


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38002/2014/3/CS1, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Proceso de ejecución por falta de pago de multas. Justicia nacional en lo penal económico.


    Según tiene declarado en forma reiterada la Corte, las normas que atribuyen competencia a determinados tribunales para entender en ciertas materias cuando de recursos se trata, son indicativas de una especialización que el ordenamiento les reconoce y que constituyen una relevante circunstancia a tener en cuenta cuando esos mismos temas son objeto de una demanda, a falta de disposiciones legales que impongan una atribución distinta. En tal sentido, la Ley 18.829 atribuyó a la Cámara Nacional en lo Penal Económico, en el ámbito de la Capital Federal, el conocimiento de las apelaciones que se interpongan contra las resoluciones condenatorias recaídas en los sumarios administrativos que se instruyan por infracciones a dicha Ley (v. Art. 20). Por aplicación del principio de especialización consagrado en la mencionada doctrina del Tribunal, esa previsión legal determina que sea el fuero nacional en lo penal económico el competente para entender en los procesos de ejecución que se inicien ante la falta de pago de las multas impuestas con sustentó en la Ley 18.829. Por lo demás, la competencia del fuero nacional en lo penal económico en materia de ejecución de multas impuestas por autoridades administrativas también se encuentra expresamente prevista para otros casos en diversas disposiciones legales, como el Art. 23 de la Ley 16.463 (ley de medicamentos) y el Art. 7° de la Ley 20.425 (ley de fiscalización de métodos para reproducción animal). Por lo tanto, corresponde que la causa debe seguir su trámite ante la justicia nacional en lo penal económico, que intervino.


    D. L. P., Raúl Ángel s/ Infracción Ley 18.829


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 697/2014/CS1, 02 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Violación de domicilio. Amenazas coactivas. Extorsión. Mejor administración de justicia: juzgamiento a cargo de un único tribunal. Justicia nacional.


    Asimismo, mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia local la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados, y que, en relación con la presente causa, sólo podría conocer respecto de la violación de domicilio. Sin embargo, en virtud de la inescindible unidad contextual que presentan esos hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su juzgamiento quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, ante la circunstancia de no haberse traspasado al fuero local la figura de extorsión, corresponde entonces que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    L., Susana s/ Extorsión


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55374/2014/CS1, 10 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones leves. Amenazas simples. Convenio 14/2004. Pesquisa a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia nacional en lo correccional.


    Atento que mediante el convenio 14/2004, se ha traspasado a la justicia de la ciudad la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados y que, sólo quedaría comprendida la figura de amenazas, en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la prevista para la figura de lesiones leves, al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    A. A., A. s/ Lesiones agravadas. Damnificado: C., N. E.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72364/2015/1/CS1, 24 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Problemática familiar. Trámite preexistente ante la justicia nacional. Precedente "Cazón". Necesidad de que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia nacional.


    Más allá de que las partes implicadas en ambas causas no sean las mismas, el objeto de las pesquisas obedece a una problemática familiar, por lo tanto, deben quedar a cargo de un único tribunal, de acuerdo con los fundamentos de la causa n° 475, L. XLVIII, "Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis",


    N.N. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 118/2016/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tenencia ilegal de arma de guerra y de uso civil. Amenazas simples. Convenio 14/2004. Pesquisa a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia nacional.


    Mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a esta jurisdicción la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados y que sólo quedarían comprendidas la figura de amenazas y tenencia ilegal de arma de uso civil. En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, al no haberse traspasado la investigación del delito de tenencia ilegal de arma de guerra a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el juez nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    H., Carlos Alberto s/ Coacción (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4980/2015/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Unificación de penas. Competencia nacional.


    Corresponde al Juez que dictó la pena mayor. Aplicación del art. 58 del Código Penal. Precedentes de Fallos: 313:244 y 324:4245.


    Ha sostenido la Corte, que el artículo 58 del Código Penal responde al propósito de establecer real y efectivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, mediante las medidas necesarias para que ella no desaparezca por razón del funcionamiento de las distintas jurisdicciones y que, cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. Sin embargo, al no haber procedido el tribunal provincial de acuerdo con la regla de la primera parte de ese artículo del ordenamiento de fondo, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma, razón por la cual corresponde a la justicia nacional - por haber impuesto la pena mayor - expedirse respecto de la unificación de ambas condenas. Debe dirigirse al magistrado local similar observación a la de Fallos: 313: 244 y 324: 4245, atento que al momento de dictar sentencia le constaba la sanción impuesta con anterioridad.


    L., Carlos Leonardo y otro s/ Encubrimiento (Art. 277)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 776/2016/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia nacional. Cámara nacional de apelaciones. Competencia criminal y correccional.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno.


    N. N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5769/2016/2/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Encubrimiento. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia criminal y correccional. Cámara nacional de apelaciones.


    Tribunal superior común.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia en los casos en que interviene la justicia nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal.


    L., Cristian s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 36049/2016/CS1, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Hábeas corpus. Competencia nacional. Competencia de instrucción.


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    A., Adrián Mario s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55313/2016/1/CS2, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Hábeas corpus. Competencia nacional. Competencia de instrucción.


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    A., Carlos Andrés s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54141/2016/1/CS1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Hábeas corpus. Competencia nacional. Competencia de instrucción.


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    A., Mauro Andrés s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48208/2016/1/CS2, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Hábeas corpus. Competencia nacional. Competencia de instrucción.


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    C., Jorge Alberto y otros s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55704/2016/1/CS1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Hábeas corpus. Competencia nacional. Competencia de instrucción.


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    C., Nicolás s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55995/2016/1/CS1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Hábeas corpus. Competencia nacional. Competencia de instrucción.


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    G., Jorge Hugo s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49791/2016/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Hábeas corpus. Competencia nacional. Competencia de instrucción.


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    H., Pedro Raúl s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49984/2016/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Hábeas corpus. Competencia nacional. Competencia de instrucción.


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    M. R., Miguel s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56231/2016/1/CS1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Hábeas corpus. Competencia nacional. Competencia de instrucción.


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    M., Néstor Fabián s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57469/2016/1/CS1, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Hábeas corpus. Competencia nacional. Competencia de instrucción.


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    R., Carlos Alberto s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47260/2016/1/CS2, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Hábeas corpus. Competencia nacional. Competencia de instrucción.


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    R., Gustavo Daniel s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43619/2016/1/CS2, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Hábeas corpus. Competencia nacional. Competencia de instrucción.


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    R., Iván Gabriel s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43368/2016/1/CS2, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Hábeas corpus. Competencia nacional. Competencia de instrucción.


    Remisión al dictamen de la causa "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus", competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1.


    R., Marcelo Alejandro s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46330/2016/CS2, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cámara de Casación.


    Inadmisibilidad del recurso. Delitos contra la humanidad. Prisión domiciliaria. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Competencia del Tribunal de Casación.


    Remisión a los fallos de las causas T. 13, XLIX, “Torra, Miguel Ángel s/ Causa N° 15.838” y CSJ 384/2014 “Bergés, Jorge Antonio s/ Recurso de casación”. Precedente "Di Nunzio" (Fallos: 328:1108).


    Corresponde que esa queja sea declarada procedente, al advertir en este caso circunstancias análogas, en cuanto a la admisibilidad formal del recurso extraordinario, a las consideradas por la Corte en T. 13, XLIX, “Torra, Miguel Ángel s/ Causa N° 15.838” y CSJ 384/2014 “Bergés, Jorge Antonio s/ Recurso de casación”, a cuyos fundamentos y conclusiones cabe remitirse en beneficio de la brevedad. Ello es suficiente para que la Corte también declare procedente el recurso extraordinario y revoque la decisión apelada en tanto, contrariamente a lo afirmado por el a quo, resulta aplicable al sub examine la doctrina sentada en el precedente "Di Nunzio" (Fallos: 328:1108), conforme a la cual siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de “tribunal intermedio”. Si bien el remedio del artículo 14 de la Ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, siendo éste uno de esos casos de excepción. En conclusión, lo resuelto por el a quo no se corresponde con las circunstancias de la causa, por lo que debe ser descalificado como acto jurisdiccional válido, al carecer de fundamentación idónea.


    A., Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 31000615/2010/99/1/RH26, 21 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Agentes diplomáticos extranjeros. Querellante. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Si la víctima es cónyuge del Segundo Secretario de una Embajada en la República Argentina, el caso no corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte, si por el momento no ha asumido aquélla el carácter de querellante.


    F., Jaime Samuel s/ Lesiones culposas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28426/2016/CS1, 28 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia Originaria Penal.


    Incidente de entrega de legajo B. De conformidad con lo resuelto por la Corte en la causa conexa a la presente corresponde dejar sin efecto las interdicciones que pesan sobre el rodado.


    M., Jorge y otros s/ Causa nº 11190


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 271/2013/(49-M)/CS1, 08 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Incidente de entrega de legajo B. El legajo se encuentra afectado a la causa que se sigue por la importación irregular, que se encuentra en pleno trámite. No corresponde la devolución.


    M., Jorge José y otros


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1212/2013/(49-M)/CS1, 08 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Competencia Federal.


    Contienda negativa de competencia. Amenazas y amedrentamientos contra un testigo de delitos de lesa humanidad. Corresponde a la justicia federal.


    No surge, por el momento, otra hipótesis distinta de que las amenazas y los amedrentamientos que habría padecido el denunciante, en su mayor parte mientras se desarrollaba el juicio en las causas del "circuito Camps" donde fue citado, tuvieran origen en su condición de testigo de esos hechos y pudieran haber estado dirigidos a obstaculizar el normal funcionamiento de los tribunales federales en los que tramitan esa clase de casos, por lo que razones de mejor administración de justicia aconsejan que el juzgado federal prosiga en estas actuaciones.


    N.N. s/ Amenazas – víctima: G., Juan Carlos


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 34000307/2013/1/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Caza ilegal de cauquenes. Remisión a lo establecido en la Comp. Nº 431, L. XLIX in re “Fothoy, Esteban Andrés (www.argentinasafaris.com) s/ Pta. Inf. 22.421”corresponde a la justicia federal.


    N.N. s/ Infracción Ley 22.421


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 14725/2015/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de lesiones leves y amenazas. Servicio Penitenciario Federal. Justicia federal.


    Más allá de las calificaciones legales que puedan corresponder al hecho objeto de pesquisa, atento que de las constancias agregadas al incidente surge que habría afectado el buen servicio de los empleados de la Nación, habida cuenta que la conducta violenta del interno tuvo como víctima a un agente del Servicio Penitenciario Federal en pleno desempeño de sus funciones, las cuales, además, se habrían visto suspendidas por tres o cuatro días a requerimiento de la ART para la realización de estudios médicos, es la justicia federal de esta ciudad la que debe proseguir con el trámite de las actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda y sin perjuicio de cuanto resulte posteriormente.


    G. León, B. Mauricio s/ Lesiones leves (artículo 89), amenazas y daños - damnificado: Luque, Sebastián


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3368/2015/1/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento y tenencia de arma de guerra: estrecha vinculación. Corresponde a la justicia federal.


    Compete a la justicia federal conocer en el encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero. Entre el delito de encubrimiento y la tenencia de arma de guerra existe una relación concursal de carácter formal, que los torna inescindibles entre sí, en tanto registran el mismo instante consumativo coincidiendo plenamente la acción de receptar con la de comenzar a tener. Atento a la estrecha vinculación que existe entre los delitos previstos por los artículos 189 bis, inciso 5°, y 277 del Código Penal, al encontrarse todos ellos relacionadas con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    L., José Mario s/ Encubrimiento (Art. 277, inc. 1, apart. C)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 110/2016/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la Ley 23.737 y secuestro de un arma de fuego: posible conexidad. Corresponde a la justicia federal.


    Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la Ley 26.052). Teniendo en cuenta la gran cantidad de estupefacientes secuestrados, y la forma en que estaba acondicionada la droga, no puede afirmarse que estuviera destinada a un consumo inmediato, por lo que de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la Ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones. Atento que uno de los procedimientos se secuestró cocaína y, además, un arma de fuego, no puede descartarse una posible vinculación entre ambos delitos que podría exceder de la mera conexidad.


    A., Edgar s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 611/2016/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la Ley 23.737 y tenencia de arma de guerra: posible conexidad. Corresponde a la justicia federal.


    Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, de ningún modo importó desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia. En ese sentido, no se advierte que, atento el modo de operar de la organización, pueda afirmarse que se trate aquí del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aún cuando se habría logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían los estupefacientes. En relación con el delito de tenencia de arma de guerra, al haber sido incautada en el mismo procedimiento de registro en el que se secuestraron estupefacientes, la vinculación que se presenta entre ambas figuras penales puede exceder de una mera conexidad.


    O., Eduardo Jesús y otro s/ Infracción Ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 32244/2015/7/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la Ley 23.737: comercialización de estupefacientes en distintas jurisdicciones. Revolver con la numeración erradicada. Corresponde a la justicia federal.


    No se advierte en autos que, atento el modo de operar de la organización, pueda afirmarse que se trate aquí del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aún cuando se ha logrado identificar a quien sería el proveedor de la droga. Por ello, teniendo en cuenta que el objeto de investigación se refiera a una actividad que se desarrollaría tanto en la Provincia de Buenos Aires como en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la investigación de la causa quede a cargo de un único tribunal. Por último, surge que la numeración de uno de los revólveres secuestrados presentaba su numeración erradicada. Al respecto, cabe destacar que luego de la reforma introducida por la Ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5) del Código Penal, se encuentra incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1 inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. Por tal motivo, independientemente de la relación que finalmente pudiera tener con la infracción a la Ley 23.737, la justicia federal también deberá entender respecto de la tenencia de las armas incautadas y la supresión de su numeración.


    R., Miguel Ramón y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 14/2016/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción al Art. 189 bis, inc. 1° del CP. Corresponde a la justicia federal, aunque no haya sido parte en la contienda.


    El Tribunal ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la Ley penal sobre la contravencional. En consecuencia y habida cuenta que el objeto secuestrado se halla comprendido en la clase B- 6 del artículo 2° del decreto 302/83, reglamentario de la Ley 20.429, la posible comisión del delito previsto en el artículo 189 bis, inciso 1°, del Código Penal, debe ser investigada por la justicia federal de esta ciudad, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Art. 54 del CP


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 559/2016/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta privación ilegítima de la libertad: arts. 145 bis y ter del CP. Víctima menor de edad. Corresponde a la justicia federal.


    En el incipiente estado en que se encuentran las actuaciones, no puede descartarse, al menos de momento, las hipótesis delictivas previstas y reprimidas en los artículos 145 bis y ter del Código Penal, teniendo en cuenta la corta edad de la víctima, el contexto de vulnerabilidad del cual procede y su posible aprovechamiento por parte del imputado, quien, además, habría ejercido cierto tipo de autoridad sobre aquélla.


    T. V., R. M. s/ Privación ilegal libertad agravada (Art. 142, inc. 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 606/2016/CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta usurpación sobre tierras del fisco nacional. Posible perjuicio sobre el patrimonio del Estado Nacional. Corresponde a la justicia federal.


    Aun cuando la presente contienda se haya originado a partir de un conflicto entre particulares, no puede pasarse por alto que se trataría en el caso del delito de usurpación, que al recaer sobre tierras de propiedad del Estado Nacional, es de aquéllos que pueden provocar perjuicio directo a su patrimonio.


    N.N. s/ Averiguación de ilícito en Galpón 1 y 2 en calle R. M. n° – Terminal Retiro – FFCC San Martín


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 310/2016/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de trata laboral o explotación infantil. Declaración de incompetencia prematura. Doctrina de precedente “Abratte”. Corresponde a la justicia federal.


    Asiste razón al fiscal y juez provincial, en cuanto a que la declaración de incompetencia es prematura, las circunstancias del expediente dan cuenta de un cuadro de situación que impide descartar, al menos de momento, la existencia de conductas en infracción a la Ley de sanción y prevención de la trata de personas. Resulta de aplicación el precedente Competencia nº 1016, L. XLVI, in re "Abratte”, en el cual se reafirma la importancia de mantener y promover la competencia del fuero federal para investigar la posible comisión del delito de trata de personas, a fin de asegurar la aplicación eficaz de la norma que lo reprime, lo cual determina que, ante la existencia de alguno de los extremos inherentes al delito de trata, la justicia federal no puede declinar su competencia ni rechazar la que se le pretenda atribuir, sin antes realizar las medidas necesarias para establecer si se halla configurada dicha infracción.


    I. S.R.L. s/ Inf. Ley 26.364


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 9617/2015/1/CS1, 27 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de discos compactos presuntamente apócrifos. Remisión al fallo de la causa Comp. 1153, L. XLVII, “Compulsa extraída en As. N° 87.053 - A. s/ (Fiscal c/ Gutiérrez, Sergio s/ Av. Inf. Ley 22.362 y 11.723)”, y al fallo de la causa Comp. 224, L. XLVII, “Molina, Marcela y otros s/ Inf. Leyes 11.723 y 22.362”. Corresponde a la justicia provincial.


    M. M., Ángel y otros s/ Infracción Ley 22.362 y Ley 11.723


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 47005038/2013/TO1/1/CS1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Servidumbre de un menor de edad. Abuso sexual dentro de la explotación delictiva. Juzgamiento a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia federal, que previno.


    La Corte tiene establecido que la determinación del tribunal competente no debe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo que atañen al concurso de leyes penales o bien a la configuración del tipo delictivo, pues en tanto quede salvaguardada la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional, las normas que rigen el caso admiten un margen de distinción para los supuestos que su aplicación rigurosa contrariara el propósito de la mejor, más expeditiva y uniforme administración de justicia. Cuando diversas circunstancias permiten situar el abuso sexual en el contexto más amplio de la explotación delictiva, deben ser juzgadas por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado. Sin perder de vista que la protección de la integridad e interés de la denunciante podrían hallarse comprometidos ante la posibilidad de procesos judiciales simultáneos o sucesivos en los que pueda reeditarse una misma situación traumática, corresponde a la justicia federal, que previno, proseguir la investigación.


    S/ Reducción a la servidumbre (sustituido conf. Art 24 Ley 26.842) y violación con fuerza o intimidación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55754/2014/1/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Supresión de la numeración de arma y portación ilegítima. Delitos relacionados por el objeto. Pesquisa a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia federal.


    Habida cuenta que luego de la reforma introducida por la Ley 25.886 al artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, la supresión de la numeración del arma se encuentra incluida entre aquéllos delitos de competencia federal y, dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre la supresión de la numeración del arma y su portación ilegítima, al encontrarse ambos delitos relacionados con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer la eficacia de la investigación, que ésta quede a cargo de un único tribunal. Compete a la justicia federal conocer en el encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero.


    G., Ariel Alejandro s/ Inf. Art. 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 789/2016/CS1, 15 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia doméstica. Amenazas agravadas y tenencia de arma de fuego con la numeración suprimida: estrecha vinculación. Necesidad de que la investigación quede a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia federal.


    Según tiene resuelto el Alto Tribunal, con arreglo al artículo 33, inciso e, del Código Procesal Penal de la Nación, compete a la justicia federal el juzgamiento del delito previsto en el artículo 189 bis, apartado 5°, del Código Penal. Dada la estrecha vinculación de ese delito con los restantes materia de esta causa dado el contexto en que se desarrollaron, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    G., C. E. s/ Infracción Art. 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 265/2016/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Competencia federal.


    Remisión a los dictámenes de las causas FSM 31633/2014/TO1/3/CS1, “Armstrong, Sharon Mae s/ Causa n° 15.507” y FSM 38721/2014/TO1/3/CS1.


    B., Karina y otros s/ Secuestro extorsivo - víctima: T., Segundo Raimundo y otro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7321/2014/TO1/20/CS1, 02 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    C., Luis Esteban s/ Falsificación de documento público


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2311/2016/1/CS1, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Generalidades.


    Contienda negativa de competencia. Tenencia ilegítima de arma de fuego de uso civil. Controles realizados en zona primaria aduanera de un aeropuerto internacional. Afectación de intereses federales. Corresponde a la justicia federal.


    La tenencia ilegítima del arma en circunstancias previas a abordar una aeronave importa una afectación al normal funcionamiento de la terminal aeroportuaria y un riesgo para la seguridad de la aeronavegación.


    H., Eduardo Ariel s/ Inf. Art. 189 bis 4°


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 38740/2015/1/CS1, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Por el tipo de delito.


    Contienda de competencia. Secuestro extorsivo agravado. Robo con arma de fuego. Conexidad de causas. Precedente “Ramaro”. Principio de celeridad y economía procesal. Justicia federal.


    La declinatoria dispuesta por el tribunal oral importaría, en el caso, un dispendio jurisdiccional innecesario que retrogradaría, cuanto menos, las instancias preliminares del juicio. De tal manera que, aun cuando el régimen de preclusión es ajeno, en principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirlos cuando resulten manifiestamente extemporáneos, y contrarios a los principios de celeridad y economía procesal lo que se verifica en el caso a partir de que toda la investigación, incluyendo la etapa intermedia de la instrucción y la elevación a juicio, se produjo ante la justicia federal, en cuya sede deben tramitarse, en principio, los casos en que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5° de la Ley 48 y en el presente esa solución es la que favorece una mejor, más expeditiva y uniforme administración de justicia.


    C., Juan Cruz Iván y otro s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 31633/2014/TO1/3/CS1, 08 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Concurso de delitos. Privación ilegítima de la libertad con motivación particular: corresponde a la justicia provincial. Relación de alternatividad entre sustracción de arma y encubrimiento: corresponde al fuero de excepción.


    Con relación a la privación ilegítima de la libertad coactiva, el Tribunal tiene dicho que corresponde a la justicia ordinaria entender en los casos en que la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la Ley 48, revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular, y que no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones. En lo atinente al secuestro del arma que había sido sustraída a un miembro de la Policía Federal Argentina que, debido a la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones, el presunto encubrimiento, debe ser investigado por el fuero de excepción.


    S. B., Brian Hernán s/ Encubrimiento (art. 278 del CP)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 349/2016/CS1, 23 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Damnificado del ilícito: personal de P.F.A. en cumplimiento de sus funciones. Corresponde a la justicia federal.


    El carácter excepcional y estricto del fuero federal exige para su procedencia que el funcionario, autor o víctima del delito, se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales.


    S., Néstor s/ Averiguación de delito


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 14061/2015/1/CS2, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba de competencia: prescindencia por razones de economía procesal. Asociación ilícita, sustracción de vehículo, adulteración, falsificación de documento, estafa. Estrecha vinculación de los hechos. Corresponde a la justicia federal.


    Es conveniente que el proceso continúe tramitando ante la justicia de excepción, en la medida que los distintos acontecimientos aparecen íntimamente relacionados y necesarios en la complejidad de la operatoria llevada adelante por los imputados con el fin de comercializar como legítimos vehículos que carecen de ese carácter. Todas las conductas formarían parte de un mismo contexto delictivo, por lo cual deben ser juzgadas por un único tribunal. Corresponde a la justicia de excepción continuar con la instrucción de esta causa, en tanto que ese temperamento es el que mejor se adecua para una mayor eficacia pues previene los inconvenientes que, eventualmente, podrían derivarse de una investigación no integral de todos los aspectos con relevancia jurídica, y es el criterio que resulta más conveniente para una mejor administración de justicia, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    C., Horacio Alejandro y otros s/ Asociación ilícita y otros


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 61008306/2012/91/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto transporte o simple tenencia de estupefacientes. Ley 26.052. Corresponde a la justicia federal.


    Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la Ley 26.052). Por ello, y habida cuenta que de la descripción del hecho imputado al prevenido no surge cual era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la Ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa.


    S., Rubén Darío s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 243/2016/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Promoción y facilitación de la prostitución. Presunto delito de trata de personas: investigación insuficiente, escasos elementos probatorios que la acredite. Corresponde a la justicia local que previno, sin perjuicio de lo que resulte en trámite posterior.


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58, pues más allá de la calificación legal que corresponda, los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para formar un juicio fundado sobre la concurrencia de los extremos que justificarían el desplazamiento a la justicia de excepción, y no puede perderse de vista que los imputados se encuentran sujetos al proceso por delitos de naturaleza ordinaria.


    C., P. C. y otro s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 70/2016/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de estupefacientes y de revolver calibre 38 con numeración suprimida. Artículo 189 bis, apartado 5) del Código Penal. Corresponde a la justicia federal.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto. Luego de la reforma introducida por la Ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5) del Código Penal, se encuentra incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. Independientemente de la relación que finalmente pudiera tener con la infracción a la Ley 23.737, es la justicia federal deberá continuar conociendo respecto de la tenencia y la supresión de la numeración del arma incautada.


    L., Luis Alejandro s/ Inf. Art. 189 bis


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 12683/2015/1/CS1, 19 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Trata de personas con fines de explotación sexual. Remisión al dictamen de la causa Comp. 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. Presuntos delitos de acción pública" y Comp. 1016, L. XLVI, "Abrate, Gloria Liliana s/ Denuncia". Corresponde a la justicia federal.


    Existe una estrecha relación entre la trata de personas, la explotación económica (at. 127 del Código Penal) y la intervención en la prostitución ajena -reprimida en el artículo 17 de la Ley de profilaxis 12.331, bajo las acciones de “regentear, administrar y/o sostener” casas de tolerancia-, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso c, de la Ley 26.364, texto según Ley 26.842. Resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime.


    E., R. A. s/ Infracción Art. 125 bis – promoción o facilitación de la prostitución – Ley 26.842


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 581/2016/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Delitos contra el funcionamiento de las instituciones nacionales.


    Contienda negativa de competencia. Presentación de documento falso ante una fuerza de seguridad. Afectación al normal funcionamiento de un organismo nacional. Corresponde a la justicia federal.


    Toda vez que la presentación de un documento falso a funcionarios de un organismo nacional afectaría su normal funcionamiento y el buen servicio que deben prestar sus empleados, corresponde conocer en esta contienda a la justicia federal, en cuyo ámbito fue utilizada la licencia de conducir, sin perjuicio de que no haya sido parte en la contienda y de lo que surja de la investigación ulterior.


    A., Carlos Gabriel s/ Falsificación de documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 179/2016/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Delitos contra el orden público.


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de boletas electorales. Probable afectación del desempeño del Poder Judicial de la Nación. Estorbo de elecciones nacionales: Fallos: 313: 474 y 327: 5166. Corresponde a la justicia federal.


    La intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. Sin embargo, al tratarse de una elección de carácter simultánea y unificada, donde las boletas del sufragio que se habrían falsificado tendrían que haber sido oficializadas por la Justicia Electoral Nacional - de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 3°, de la Ley 15.262 - su puesta en circulación entre distintas personas, además de su utilización en algunas mesas de un distrito, no permiten descartar que la cuestión ventilada pueda haber contribuido a la afectación del normal desempeño del Poder Judicial de la Nación, y de la fe que merecen los documentos que emite, además del estorbo de las elecciones nacionales en el sentido establecido en Fallos: 313: 474 y 327: 5166 en tanto que, más allá de la índole local de los cargos electivos agregados en la lista apócrifa, lo cierto es que se pretendía reemplazar a otra que, previamente, había sido legalmente aprobada.


    D. N., Miriam Nora s/ Denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 22/2016/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Delitos contra la correspondencia.


    Contienda negativa de competencia. Hurto de correspondencia. Corresponde a la justicia federal.


    Tiene dicho la Corte que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa. Toda vez que de los dichos no controvertidos de la denunciante y la documentación aportada, surge que los hechos denunciados, prima facie, violentan o estorban la correspondencia de correos, por aplicación de la doctrina de Fallos: 323:2074, corresponde a la justicia federal conocer en esta investigación.


    N.N. s/ Denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 492/2016/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Delitos contra la salud pública. Estupefacientes.


    Contienda de competencia. Comercialización de estupefacientes en distintas jurisdicciones territoriales. Justicia federal.


    Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la Ley 26.052). En ese sentido, atento que según tiene dicho el Tribunal, la primera regla de interpretación de las leyes es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe fluir de su letra o su espíritu, y que en el caso, más allá del estado embrionario en que se encuentra esta causa, de la investigación hasta ahora realizada podría inferirse no solo que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, sino que también estaría desarrollándose en distintas jurisdicciones territoriales, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la Ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en estas actuaciones, Sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 17/2016/CS1, 19 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la Ley 23.737: transporte de estupefacientes. Corresponde a la justicia federal.


    Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la Ley 26.052).


    C., Nelson Alberto s/ Infracción Ley 23.737


    FBB-Justicia Federal de Bahía Blanca, 1550/2016/1/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Procedimiento de declaración. Forma de determinación de la competencia por la materia.


    Contienda negativa de competencia. Amenaza de bomba: posible finalidad coactiva. Corresponde a la justicia nacional: competencia más amplia.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Atento al tenor literal de la transcripción de la llamada no puede descartarse, que la finalidad que la habría guiado haya estado dirigida a obligar a un número indeterminado de personas a hacer algo contra su voluntad.


    Intimidación pública dam: Colegio 12 reconquista


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12005/2014/1/CS1, 04 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas coactivas. Corresponde a la justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante no puede descartarse, que la finalidad que habrían guiado esas amenazas, hayan estado dirigidas a obtener algo contra su voluntad.


    G., M. P. s/ Coacción (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 351/2016/CS1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Tramite de las cuestiones de competencia.


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la cámara del juez que primero intervino.


    Los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé que los que en tales condiciones se susciten entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada "de que dependa el juez que primero hubiese conocido", sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales ejerza la competencia federal con asiento en una provincia.


    N., Diego Alejandro s/ Estafa y falsificación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57078/2015/1/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Transferencias electrónicas desde el extranjero. Razones de economía procesal. Lugares donde se desarrollaron los actos con relevancia típica. Justicia provincial.


    De acuerdo con la calificación escogida por el declinante, no cuestionada por el juez local, y el tiempo transcurrido desde la denuncia, la contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica. En esta inteligencia, toda vez que hasta el momento no consta que los hechos denunciados formen parte de un mismo contexto delictivo, corresponde al magistrado provincial conocer en estas actuaciones, en atención a que en su jurisdicción se encuentra la sucursal bancaria a la que se transfirieron los fondos, único elemento con el que se cuenta en el legajo y a partir del cual continuaría la investigación.


    S. S.A. y otros s/ Defraudación informática


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34255/2013/1/CS1, 25 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas coactivas. Corresponde a la justicia nacional de instrucción.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en el que ocurrieron los hechos y las manifestaciones vertidas por la denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente- no puede descartarse, por el momento, la finalidad que habría guiado el obrar del imputado. Cuando se exceden los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple, debe intervenir la justicia nacional para profundizar la investigación de los hechos denunciados.


    C., R. s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 725/2016/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de injurias. Imágenes de contenido pornográfico: medida cautelar solicitada. Justicia provincial.


    Atento que el presente proceso versa sobre una querella por un delito común, resulta competente para conocer a su respecto el juez de garantías quien, a su vez, también lo es para resolver acerca de la medida cautelar solicitada, por ser una cuestión incidental que corresponde al mismo magistrado.


    B., L. E. s/ Querella s/ Injurias y solicita medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4560/2015/CS1, 22 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto de automotor y encubrimiento: relación de alternatividad. Corresponde a la justicia local con jurisdicción en el lugar donde fue sustraído. Falsificación, adulteración o supresión de la numeración de un objeto registrado de acuerdo con la Ley y adulteración o falsificación de cédula vehicular: estrecha vinculación y necesidad de que quede a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia federal.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido el imputado. Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquél con relación al desapoderamiento del vehículo. Aun cuando no se podría indicar al autor de la sustracción, la realización de una rueda de reconocimiento de personas no puede significar un juicio adverso acerca de la utilidad de esa medida, ya que esta depende más de las circunstancias objetivas del suceso, que de las apreciaciones subjetivas de las personas que habrían sufrido acerca de sus capacidades para reconocer a quien aún no tienen en frente. Teniendo en cuenta que, hasta el momento, no se habrían podido determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que el prevenido consiguió tener en su poder el rodado, corresponderá al Juzgado de Quilmes profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del bien, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro. En cuanto a la infracción al 289, inciso 3, del Código Penal, el Tribunal tiene establecido que corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía. Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que, en el caso, existe entre ese delito y la posible adulteración de la cédula de identificación del automotor atento la coincidencia que se observó entre las numeraciones individualizadoras del vehículo y las que constan en esa documentación. Por ello, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que en el caso, deberá ser la justicia federal de Viedma.


    T., Juan Alejandro s/ Encubrimiento (art. 277, inc. 1, del C.P.)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 435/2016/CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto de automotor y encubrimiento: relación de alternatividad. Necesidad de profundizar la investigación. Imputado menor de edad. Corresponde a la justicia de menores.


    No se trata de desdoblar un único hecho en función de calificaciones pues, tal como tiene establecido la Corte, debe determinarse la responsabilidad que le pudo haber correspondido al imputado en uno u otro suceso que, por lo demás, aparecen claramente distinguibles no sólo en tiempo y espacio, sino también, en razón de los elementos subjetivos y objetivos requeridos por el tipo penal para la configuración de cada uno de ellos. Dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de hurto y encubrimiento, una resolución de mérito que desvincule a los prevenidos del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia sobre esa base. Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habrían incurrido los prevenidos. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no se realizó ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en el delito contra la propiedad. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento, circunstancia que no se presenta. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley de Organización y Competencia del Poder Judicial de la Nación corresponde conocer respecto de la situación de ambos imputados a la justicia nacional de menores, aunque no haya sido parte en la contienda, razón por la cual el fuero local de la especialidad, debe ceder su intervención al respecto, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    Á., Gastón Axel s/ Encubrimiento (Art. 278 del C.P.)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 68/2016/CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Juzgado nacional y federal. Corresponde a la Alzada del juez que intervino primero.


    Los conflictos que se susciten entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada "de que dependa el juez que primero hubiese conocido", sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales ejerza la competencia federal con asiento en una provincia.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41668/2015/1/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Juzgado nacional y federal. Corresponde a la Alzada del juez que intervino primero.


    Los conflictos que se susciten entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada "de que dependa el juez que primero hubiese conocido", sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales ejerza la competencia federal con asiento en una provincia.


    Q., Julio César s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12158/2016/1/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Supuesta defraudación. Necesidad de individualizar los hechos, sus calificaciones y lugar de comisión. Corresponde a la justicia local, que previno.


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58, pues los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron la causa, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Corresponde al juzgado local, que previno y a cuya sede acudió la víctima en procura de sus derechos, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    N.N. s/ Infracción Art. 2, inc. f) de la Ley 26.364 según Ley 26.842


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 531/2016/CS1, 02 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Trata con fines de explotación sexual y delitos contra la integridad sexual. Hecho único. Cuestión ya resuelta por el superior común: no puede ser tratada por la Corte. Ausencia de nuevos elementos que permitan revisar la cuestión.


    En casos similares al presente la Corte ha establecido que no se encuentra dentro de sus facultades revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia, porque ello no sólo conspira contra las reglas estipuladas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58, sino también contra razones de seguridad jurídica y buena administración de justicia. Es que no corresponde la intervención de la Corte cuando no existe una verdadera contienda de competencia pendiente de solución, desde que ésta ya fue resuelta por el tribunal instituido por la Ley para hacerla. En este sentido, es pertinente señalar que la competencia para Juzgar el hecho del proceso fue atribuida a la justicia federal mediante la intervención dirimente de la alzada del tribunal que previno, y no procede replantear tal cuestión en la medida en que no se han incorporado nuevos elementos de juicio que permitan revisar el criterio sostenido en aquella oportunidad.


    N.N. s/ Prostitución con fines de lucro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13386/2014/2/CS1, 14 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia de género. Delito de amenazas coactivas. Corresponde a la justicia nacional de instrucción.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuentas las manifestaciones vertidas por la denunciante, no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado esa amenaza haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad.


    L., J. M. s/ Coacción (art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 282/2016/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Muerte por enfermedad. Supuesto error en el diagnóstico. Falta de investigación suficiente. Corresponde a la justicia nacional, que previno.


    El Tribunal tiene decidido que la ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia obsta la posibilidad de encuadrarlos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esa etapa requiere, y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Las escasas constancias impiden delimitar fehacientemente las características del suceso objeto de investigación.


    N. N. s/ Muerte por causa dudosa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62763/2015/1/CS1, 30 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso.


    Atento lo decidido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, la presente contienda se ha tornado abstracta, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.


    G., Cristian s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43625/2016/1/CS2, 02 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal.


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    S., Maximiliano y otro s/ Coacción


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62648/2014/1/CS1, 14 de septiembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Cámara de Apelaciones. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal.


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    Policía Metropolitana s/ Apremios ilegales


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5978/2016/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Cuestión abstracta.


    La presente contienda se ha tornado abstracta, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.


    V., Cristian Gabriel s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32241/2016/1/CS2, 18 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Curatela. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso.


    Los fallos de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes en el momento de la decisión, de las que no es posible prescindir, aunque ellas sean sobrevinientes. La discusión concreta que suscitó la intervención de ese Alto Tribunal ha devenido abstracta, en tanto se centra en la competencia para entender en una curatela que fue dejada sin efecto, por inconstitucional. Deviene inconducente expedirse en torno a la regularidad constitucional del artículo 12 del Código Penal, habida cuenta del carácter difuso de nuestro sistema de control, así como de la ausencia de un caso concreto que habilite la jurisdicción de esa Corte, puesto que el punto ya fue resuelto por la Cámara de Casación y no vino en recurso. En definitiva, corresponde declarar abstracta la cuestión e inoficioso el dictado de un pronunciamiento en la materia.


    C., J. A. s/ Curatela


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1020/2016/CS1, 26 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Estafa. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. Cámara de Apelaciones.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia en los casos en que interviene la justicia nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal.


    D., Rosana y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47081/2015/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Extorsión. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. Cámara nacional de apelaciones.


    Remisión al dictamen de la causa "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    D. M., Antonio y otros/ Extorsión


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9527/2011/11/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Falsificación de documentos. Violación de correspondencia. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. Cámara Nacional de Apelaciones.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal.


    N.N. s/ Falsificación de documento y violación de correspondencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12482/2014/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal.


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de competencia”.


    S. S., Maquinola s/ Infracción Ley 22.421


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 84/2016/3/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. Cámara nacional de apelaciones.


    Remisión al dictamen de la causa "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35646/2016/1/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. Cámara nacional de apelaciones.


    Remisión al dictamen de la causa "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal.


    Gustavo s/ Extorsión y daños


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55462/2016/1/CS1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Lesiones en riña. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. Cámara de Apelaciones.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno.


    L., Franco y otros s/ Lesiones en riña


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5534/2016/CS1, 27 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Muerte. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. Cámara nacional de apelaciones.


    Remisión al dictamen de la causa "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    N.N. s/ Muerte dudosa


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5533/2016/1/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Trata de personas. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. Cámara Nacional de Apelaciones.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno.


    N.N. s/ Infracción Art. 145 bis


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13969/2015/2/CS1, 26 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Prisión perpetua. Prisión domiciliaria. Existencia del agravio. Pronunciamiento inoficioso.


    De acuerdo a conocida doctrina del Tribunal, sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. Dado que los agravios planteados en el recurso federal ya no subsisten, en tanto el a quo ha escuchado a la recurrente y, con base en sus argumentaciones y la prueba por ella ofrecida, ha dejado sin efecto la decisión apelada, un fallo de la Corte que se pronuncie sobre la procedencia de ese recurso resultaría inoficioso.


    S. M., Carlos Guillermo y otros s/ Infracción Art. 144, inc. 1 y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14216/2003/544/1/1/1/RH12, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones probatorias.


    Conflicto negativo de competencia. Delito de lesiones. Complejo Penitenciario Federal. Falta de individualización de los hechos y calificación legal. Justicia nacional.


    Más allá de la constatación de las lesiones, mediante el informe médico, no se ha practicado medida alguna tendiente a establecer su origen y lugar de producción, que tampoco surgen de la presentación del defensor oficial, lo que impide conocer la real naturaleza del hecho y las circunstancias necesarias para discernir la cuestión. Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo, lo que, según lo antes expuesto, no se verifica en el caso. En esas condiciones, corresponde al juez nacional, que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    Complejo Penitenciario Federal N° 2 s/ Apremios ilegales a detenidos


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25932/2015/CS1, 18 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Infracción Art. 189 bis apartado (2) 5° párrafo. Falta de individualización de los hechos y calificación legal. Necesidad de profundizar la pesquisa. Justicia local, que previno.


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Cabe destacar que las constancias agregadas al expediente no alcanzan para establecer con exactitud ese aspecto, pues si bien del acta de secuestro del arma, de las constancias y del examen obrante en la cusa, surge que su numeración no se encontraría visible, aún no se ha realizado estudio pericial alguno que determine fehacientemente que esa circunstancia se deba a una maniobra delictiva.


    Aragón, Luis Emmanuel s/ Inf Art. 189 bis apartado (2) 5° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 33/2016/CS1, 21 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Delitos de lesiones, privación ilegítima de la libertad y amenazas. Pesquisa a cargo de único tribunal. Justicia nacional, que posee la más amplia competencia.


    Mediante el Convenio n° 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia de esta última la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados y que, en relación con la presente causa, quedarían comprendidas en él las figuras de amenazas simples y daño. Sin embargo, en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, ante la circunstancia de no haberse traspasado las lesiones y la privación ilegítima de la libertad a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    A. M., Santo Emanuel s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4627/2015/CS1, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Declaración de incompetencia. Requisitos.


    Contienda de competencia. Ingreso a un hospital con heridas de arma de fuego. Falta de individualización de los hechos y calificación legal. Justicia nacional, que previno.


    Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Al respecto, se advierte que no es posible discernir con el grado de certeza que esta etapa requiere, cuáles han sido los pormenores de los hechos investigados para que la Corte pueda conocer su real naturaleza.


    R., Víctor s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19624/2014/1/CS1, 25 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Aborto. Falta de investigación suficiente. Necesidad de individualizar los hechos y sus calificaciones. Corresponde a la justicia nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    El conflicto no se halla precedido, de la investigación suficiente para que la Corte pueda conocer con la certeza que la etapa requiere la índole y pormenores de los hechos investigados, y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    I., P. V. s/ Aborto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66167/2015/1/CS1, 15 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Comercialización de estupefacientes. Falta de investigación suficiente. Corresponde al juez provincial, que previno.


    Para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal (Fallos: 303:634; 306:328 y 306:393) lo que no se advierte en el caso. Ello es así, pues aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, que el denunciado tenga alguna relación con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, lo que resulta indispensable para determinar la competencia material.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4436/2015/CS1, 30 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Corresponde al juez que previno.


    Tiene resuelto el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa, en la que no se ha practicado diligencia alguna que permita constatar el verdadero alcance de los hechos denunciados.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Damnificado: L. F, Susana Beatriz


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47421/2015/1/CS1, 29 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Falta de precisión de los hechos. Corresponde al juez que previno.


    El presente caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar correctamente los hechos sobre los cuales versa, para encuadrarlos "prima facie" en alguna figura penal para encuadrarlos "prima facie" en alguna figura penal, por lo que la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285. De las escasas constancias agregadas al incidente, no surgen los elementos necesarios que permitan precisar con el grado de certeza que esta etapa procesal exige, el verdadero alcance de los hechos a investigar, el modo en que habrían ocurrido y, consecuentemente, su correcta significación jurídica.


    Talleres B. S.A.C.I.F.I. y otro s/ Estafa procesal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 111/2016/CS1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la Ley de marcas. Falta de individualización de los hechos y calificación legal. Corresponde al juez local que previno.


    La contienda no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285. En tal sentido, si bien la hipótesis fáctica sobre la cual el Juez local ensayó la calificación en la que basa su declinatoria, concuerda en principio con algunas circunstancias que invoca en referencia a lo que surge de la denuncia no se advierte que ésta brinde suficiente sustento a su resolución pues sus términos no resultan suficientemente concluyentes a tal fin. Tampoco se desprende de los escasísimos elementos del incidente que se hubiera determinado en qué lugar se estarían llevando a cabo las maniobras denunciadas, lo que en su caso permitiría además hacer cesar los efectos presuntamente delictivos.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 230/2016/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    En razón de un nuevo planteo de competencia, cuando no se han incorporado nuevos elementos de juicio, corresponde devolver la causa al declinante.


    A., Matías Jesús y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56976/2014/2/CS2, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Descripción del hecho y calificación.


    Contienda de competencia. Falta de investigación suficiente. Necesidad de individualizar los hechos y sus calificaciones. Corresponde al juez de instrucción que primero tomo conocimiento del hecho.


    La contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Tiene resuelto la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde devolver las actuaciones al juez de instrucción, que primero tomó conocimiento del hecho y declinó la competencia sin incorporar los elementos necesarios.


    N. N. s/ Usurpación (Art. 181, inc. 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 607/2016/CS1, 24 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Denuncia anónima de prácticas abortivas. Falta de investigación suficiente. Necesidad de individualizar los hechos. Corresponde a la justicia nacional.


    La declaración de incompetencia debe encontrarse precedida de una investigación suficiente que permita individualizar concretamente los hechos sobre los cuales versa, con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie, en alguna figura penal determinada. En estos casos, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285. Corresponde al magistrado que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    C., G. P. s/ Aborto profesional punible


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46572/2015/1/CS1, 07 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente: falta de descripción del hecho y de la calificación. Corresponde al juez provincial que previno.


    Tiene dicho el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde al juzgado provincial, que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    B., A. E. s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4700/2015, 22 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Muerte por causa dudosa. Presunta negligencia o impericia médica. Falta de investigación suficiente: individualización de los hechos y calificación legal. Corresponde a la justicia de instrucción.


    La contienda carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que la etapa requiere los pormenores y el alcance de los hechos investigados y subsumirlos “prima facie”, en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. No se ha verificado debidamente el curso causal que llevó al resultado final y si, en definitiva, podría deberse a la negligencia o impericia de los profesionales médicos que, de un modo u otro, participaron en su atención, para lo cual, resulta imprescindible, como primera medida, la agregación del examen médico forense que, en su caso, permita delimitar fehacientemente esas circunstancias de los episodios, y ensayar una determinada calificación legal. Corresponde al juzgado de instrucción, en cuya jurisdicción permaneció internado, y donde se produjo su deceso, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a la contienda y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Muerte por causa dudosa Damnificado: V. Ramón Andrés


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50746/2015/1/CS1, 29 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de estafa. Falta de individualización de los hechos y calificación legal. Corresponde a la justicia nacional, que previno.


    Es doctrina del Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L. M., Nicolás Ariel s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48685/2015/1/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Investigación suficiente.


    Conflicto de competencia. Presunta infracción a la Ley 23.737. Investigación insuficiente. Necesidad de precisar los hechos y su encuadramiento como infracción penal. Competencia de la justicia local que previno.


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima jacte en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal lo que no se advierte en el sub lite. Corresponde a la justicia local que previno en la contienda incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


    S. P., Miguel s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4915/2015/CS1, 19 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Comercialización de medicamentos. Investigación insuficiente. Justicia local, que previno.


    Esta cuestión no se encuentra en condiciones de ser resuelta pues no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente, impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, los que no pueden ser apreciados "in extenso" a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, por razón de la materia, corresponda investigarlos.


    N.N. s/ Inf. Art 204


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 472/2016/CS1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de robo y usurpación. Investigación insuficiente. Justicia que previno.


    El presente conflicto no se halla precedido, a mi modo de ver, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58. En el caso no concurren los elementos señalados, pues no se han practicado las diligencias necesarias para determinar si se habría configurado el delito de usurpación, sin que las circunstancias que surgen de la investigación, sirvan para tener por acreditada dicha figura penal.


    S., Jorgelina Adriana s/ Robo y usurpación (art. 181 inc. 1). Denunciante: F., Eugenia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44620/2015/1/CS1, 28 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Investigación insuficiente. Justicia que previno.


    El presente conflicto no se encuentra precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58, en tanto no surge de la resolución de la juez declinante que se hubieren corroborado mínimamente los términos de la denuncia, ni precisado el hecho con relevancia típica que motivaría su incompetencia y la concreta significación jurídica que podría caberle. Ello impide discernir la competencia sobre aquella única base probatoria y la restante documentación aportada por el denunciante. Por esas razones, corresponde devolver las actuaciones a la justicia que previno, la que deberá incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos denunciados y determinar luego las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. - Denunciante: Martín F. s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 123/2016/CS1, 03 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Investigación insuficiente. Manifestaciones de la víctima imprecisas e incongruentes con otros elementos de la causa. Justicia nacional, que previno.


    Sólo a partir de la profundización de la pesquisa cabría establecer con precisión de qué modo y en qué circunstancias habrían ocurrido los hechos, lo que permitiría determinar correctamente la competencia en la causa en la que tampoco constan realizadas las diligencias mínimas de investigación; sin que surja que se hubieran requerido al menos las imágenes que habrían captado las cámaras de seguridad ubicadas en las calles mencionadas por la víctima pese a que la propia oficina de monitoreo informó que efectivamente existían. Con base en tales consideraciones, corresponde al tribunal nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis, en cuyo ámbito territorial se halla el hospital donde fue atendida la víctima y donde además se labraron las actuaciones policiales que originó el sumario, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58401/2015/1/CS1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Investigación insuficiente. Corresponde continuar al juez nacional que previno


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda resolver la cuestión, toda vez que no se ha establecido con precisión el lugar donde ocurrieron las amenazas. Por lo tanto, corresponde al juzgado nacional, que previno continuar investigando en la causa.


    G., Mauricio Federico s/ Lesiones leves (art. 89) Denunciante: P., Christian Daniel


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 550073054/2012/2/CS1, 04 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Automóvil sustraído en una jurisdicción y hallado en otra. Chapas patentes falsificadas y documentación apócrifa. Corresponde al juez del hallazgo la investigación por la compra.


    No es posible para la Corte resolver el planteo, puesto que no se cuenta en el incidente con elementos que permitan determinar con el grado de certeza necesaria los pormenores de los hechos presuntamente delictivos a investigar. Por ello, corresponde a la justicia de Junín, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios que permitan agotar la investigación en lo que se refiere a la adquisición del vehículo (Fallos: 323:1808) y resolver, luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4768/2015/CS1, 30 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Coacción. Investigación insuficiente. Corresponde continuar al juez local que previno.


    Tiene resuelto el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa, en la que no se ha practicado diligencia alguna que permita constatar el verdadero alcance de los hechos denunciados y si estos poseen relevancia jurídica.


    N.N. s/ Coacción (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4566/2015/CS1, 04 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación o libramiento de cheque en formulario ajeno. Falta de investigación suficiente. Corresponde al juez nacional que previno.


    El presente conflicto de competencia no se halla precedido, de la investigación suficiente. La denunciante refirió que el imputado habría utilizado cheques de su titularidad sin autorización y que para ello imitó su firma, circunstancia que por el momento no ha sido mínimamente corroborada. Por otra parte, el juez nacional calificó los hechos prima facie en dos figuras, defraudación y libramiento de cheque en formulario ajeno, pero resolvió declinar la competencia con base en esta última, .a partir de un criterio que además no se ajusta al de la Corte (Fallos: 313:277), sin que tampoco conste el lugar en el que los documentos fueron entregados.


    S., Rubén Osvaldo s/ Estafa y falsificación de documento privado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10661/2015/1/CS1, 23 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Venta de terreno. Escritura pública. Investigación insuficiente: falta de determinación de hechos relevantes. Corresponde a la justicia nacional, que previno.


    Los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos y su posible calificación legal, para así formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión y, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Si bien es cierto que, con excepción del adelanto entregado en la escribanía de esta ciudad, la disposición patrimonial se habría realizado en la provincia, donde se encontraría el inmueble, no puede perderse de vista que la demanda para la escrituración del terreno se encuentra tramitando en esta sede, donde también queda por determinar la legitimidad de la supuesta escribana y de los documentos otorgados en su presencia. Frente a la relevancia de estas circunstancias y la necesidad de atender a los principios de economía y celeridad procesales, para asegurar una más eficaz administración de justicia, especialmente en casos como el presente que parecen haber tenido desarrollo en distintos lugares, corresponde a la justicia nacional, que previno, a cuyos estrados acudió la denunciante en procura de sus derechos y donde tendrían su domicilio los imputados.


    O., Raúl Naum y otros s/ Defraudación por desbaratamiento, estafa, falsificación documentos públicos y falsedad ideológica


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41397/2015/1/CS1, 09 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación: venta de parte indivisa de inmueble. Investigación insuficiente. Corresponde a la justicia nacional, que previno.


    El presente conflicto carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere la real naturaleza, verdadero alcance y pormenores de los sucesos a los que se asigna carácter delictivo y subsumirlos prima facie, en alguna figura determinada. Sin perjuicio de la mera enunciación de pruebas efectuada en la resolución y en la insistencia que, según el declinante, determinan que el lugar de comisión de los hechos denunciados sería en un partido bonaerense, no ha realizado, sin embargo, ninguna valoración acerca del modo en que habrían acaecido, ni tampoco dispuesto otras medidas que, en su caso, permitan ensayar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, una determinada sub sunción típica de las maniobras que se habrían urdido en perjuicio del denunciante, cuya real naturaleza y entidad, no han sido desentrañadas todavía, más aún si se repara en que, tanto el poder irrevocable como la escritura de venta antes mencionados, en principio, no presentarían anomalías que permitan presumir su falsedad ideológica o material.


    T., Patricia del Carmen s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22097/2014/1/CS1, 09 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación con una tarjeta de compra. Falta de investigación suficiente. Corresponde al juez nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58.


    N.N. s/ Defraudación (art. 173, inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1703/2016/1/CS1, 12 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Ocurrencia en diversas jurisdicciones. Falta de investigación suficiente. Declinatoria prematura. Corresponde a la justicia nacional que previno.


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58, pues las escasas probanzas agregadas a las actuaciones no resultan concluyentes para determinar, con el grado de certeza que la etapa procesal requiere, las circunstancias en que habrían ocurrido los hechos para que puedan ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar sobre su base la competencia territorial en este caso, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 303:1606; 306:1387; 307:1145; 308:213; 317:223 y 323:785. La declinatoria resulta prematura, pues es claro que lo referido al destino de los automotores en cuestión ha tenido ocurrencia en diversas jurisdicciones y que tampoco es aconsejable adoptar un criterio que escinda los hechos, pues afectaría su apreciación conjunta en detrimento del principio de verdad real y del manejo fraudulento por el que se acciona. Sólo a partir de la profundización de la pesquisa se podrá establecer con precisión de qué modo y en qué circunstancias habrían ocurrido los hechos, máxime cuando no constan realizadas las diligencias mínimas de investigación.


    P. U., Camilo Fernando s/ Querella


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26631/2015/1/CS1, 04 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de homicidio culposo. Investigación incipiente. Justicia nacional.


    El estado incipiente de ambas encuestas y la ausencia de elementales medidas de investigación desaconsejan conectar de momento las lesiones producidas en el accidente de tránsito con la muerte, en particular cuando la denuncia imputa el deceso a la atención médica negligente prestada en esta ciudad; ello sin perjuicio de que la prueba a producir en ambas jurisdicciones revele una eventual concurrencia de conductas en el desenlace fatal, la cual, cuanto menos a la fecha, luce como meramente supuesta.


    Q. C., Noly s/ Homicidio culposo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74325/2014/1/CS1, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos contra la integridad sexual de un menor. Identificación de IP en distintas ciudades. Investigación insuficiente: razones de economía procesal y mejor administración de justicia. Declinatoria prematura. Corresponde a la justicia que previno.


    La presente contienda no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58, pues sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva corresponda, los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para formar fundado criterio acerca del lugar de comisión del presunto hecho delictivo. En el estado en que se encuentran las actuaciones, la presente declinatoria puede conspirar en contra de la eficacia de la investigación y las razones de economía procesal y mejor administración de justicia que cabe ponderar en estos supuestos, en los cuales existe la posibilidad de que el hecho haya tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales. En esa inteligencia, sin dejar de advertir la complejidad que puede implicar el uso de herramientas tecnológicas como la internet para asegurar la preeminencia del principio de territorialidad, y teniendo en cuenta que el contacto con la menor de edad se produjo en el lugar donde vive, la declinatoria deviene prematura en este caso y que corresponde al juez de la Provincia de Río Negro, que previno, proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte con posterioridad.


    R., Vanina Daiana s/ Denuncia inf. Ley 25.087


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4688/2015/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Denuncia contra tabacalera por venta de cigarrillos con sustancias nocivas para la salud. Falta investigación suficiente. Corresponde continuar a la justicia local, que previno.


    Según los argumentos expuestos por los presentantes, la denuncia reconoce como hecho precedente la causa iniciada en la ciudad de Necochea en la que se investiga el delito de homicidio calificado de una persona quien había sido consumidor de cigarrillos de una de las firmas que produce y comercializa esos productos, la cual por los recursos procesales presentados contra la resolución que ordena la desestimación de las actuaciones, se encontraría pendiente de resolución en la jurisdicción provincial. Según se aprecia no se han incorporado aún a la causa elementos de juicio suficientes que permitan sostener la calificación jurídica sobre cuya base se ha planteado la declinatoria, porque es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades propias, pues sólo en orden a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del juez a quien compete investigarlo. En este sentido, las constancias agregadas al incidente no alcanzan para delimitar con precisión los pormenores y características de los sucesos objeto de investigación que, presumiblemente, resultarían delictivos. No se han incorporado pruebas acerca de las sustancias utilizadas en la fabricación de los productos de las empresas tabacaleras, ni se ha demostrado la participación de funcionarios públicos en los hechos. Tiene dicho la Corte que debe existir una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de las funciones de índole federal, para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación. También tiene resuelto que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, se atribuya competencia a dicha magistratura. Teniendo en cuenta esas consideraciones y en atención a que de las constancias agregadas al incidente no surge que en el caso se verifique alguna de esas circunstancias que justifique la intervención del fuero federal, corresponde a la justicia local continuar con el trámite del expediente.


    M. P. y otros s/ Tráfico de mercaderías peligrosas para la salud


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4813/2015/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Necesidad de profundizar la investigación. Corresponde a la justicia nacional, que previno.


    Las constancias incorporadas no alcanzan para establecer, con el grado de certeza que esta etapa requiere, el lugar en el que se habrían llevado a cabo las maniobras fraudulentas que provocaron el perjuicio patrimonial al denunciante. Tampoco se conoce la participación que habrían tenido en los hechos. Por ello, corresponde a la justicia nacional, que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte con ulterioridad.


    B., Juan Carlos s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60064/2015/1/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Extorsión y posible ingreso no autorizado en red social y correo electrónico. Falta de investigación suficiente. Corresponde a la justicia nacional que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. No se advierte que ese requisito se verifique en este incidente, en el que no se ha citado al denunciante a ratificar y precisar sus dichos, en particular acerca de su sospecha de que la imputada se habría introducido en su usuario de la red social Facebook y en su casilla de correo electrónico, lo que determinaría la definitiva asignación de la investigación al juzgado federal.


    M., Ana María s/ Violación de correspondencia y extorsión


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 19620/2015/1/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Homicidio. Declaraciones inconsistentes, prestadas en sede policial. Investigación insuficiente. Corresponde al juez provincial, que previno.


    Las manifestaciones de los familiares y allegados de la víctima, sobre cuyos términos se apoya la declinatoria, no presentan la suficiente convicción para determinar sobre su única base de qué modo habrían ocurrido los hechos, extremo indispensable para establecer la competencia en la causa. Al respecto, se advierte que esos testimonios sugirieron situaciones poco precisas, e incluso eventuales circunstancias en las que se conjetura que habría participado la víctima en horas anteriores a su muerte sin que consten mínimamente corroboradas autos; por el contrario se desprende de las diligencias ordenadas al efecto, que ni siquiera fue posible establecer si durante la noche anterior a la madrugada en que se halló el cuerpo, se habría producido un enfrentamiento armado con personal policial como se infiere de tales exposiciones, ni que hubiera ingresado en algún hospital cercano a ese lugar, alguna persona con heridas de bala. Por ello, el juez de instrucción que previno, y en cuyo ámbito territorial se encuentra el nosocomio en el que fue dejado el cadáver, deberá incorporar, previamente, los elementos necesarios para darle precisión a su declinatoria.


    N.N. s/ Homicidio simple - Damnificado: T., Eduardo Adrián


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39333/2014/1/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto: razones de economía procesal y buen servicio de justicia. Investigación insuficiente. Corresponde a la justicia nacional, que previno.


    La contienda no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde a la justicia nacional, que previno, incorporar los elementos necesarios que permitan brindar esas precisiones a la notitia criminis, y resolver ulteriormente con arreglo a lo que surja del trámite.


    Servicio de urgencias médicas s/ Homicidio culposo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70891/2013/1/CS1, 04 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto: razones de economía procesal. Hurto de automotor y encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación. Corresponde a la justicia nacional.


    Siendo que se trata del mismo vehículo respecto del cual pesaba pedido de secuestro por su presunta sustracción de la que conoce el juzgado nacional, a ese tribunal corresponde profundizar la investigación acerca de la realidad de ese hecho atento las dudas que surgen a partir de que la denuncia aparece realizada dos días después de que el automóvil fuera incautado en sede provincial, y en su caso, dilucidar la posible comisión de otro delito en su mismo ámbito territorial.


    B., Ezequiel Matías s/ Investigación secuestro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 497/2016/CS1, 04 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la Ley 23.737. Declaración indagatoria: datos no precisos sobre supuesto proveedor. Investigación insuficiente. Corresponde al juez provincial, que previno.


    Para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no se advierte en el caso, pues aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la veracidad de los hechos manifestados por el prevenido, a fin de acreditar mínimamente quienes y de qué manera estarían comercializando estupefacientes, lo que resulta indispensable para determinar tanto la competencia material como territorial. En tales condiciones, corresponde a la juez provincial, que previno en la contienda incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 42/2016/CS1, 16 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la Ley 23.737. Necesidad de profundizar investigación. Corresponde a la justicia federal que previno.


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, ésta se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58. Para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.


    P., Jonathan s/ Infracción Ley 23.737


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 541/2016/1/CS1, 07 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Falta de determinación del hecho constitutivo del delito. Corresponde al juez que previno.


    Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    O, Inés Alicia s/ Defraudación por desbaratamiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64953/2014/1/CS1, 04 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Imposibilidad de encuadrad en una figura penal. Corresponde a la justicia local, que previno.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que la ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrarlos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa requiere, y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    N.N. s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 406/2016/CS1, 21 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente: falta de individualización de los hechos y calificación legal. Corresponde a la justicia nacional, que previno, sin perjuicio de lo que resulte de trámite ulterior.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58. La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Los elementos señalados son necesarios para corroborar mínimamente las circunstancias de tiempo, modo y lugar, así como dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de la totalidad de los acontecimientos presuntamente delictivos materia de esta contienda y, si se encuentran ligados a una misma situación de conflicto familiar.


    C., Marcelo Javier s/ Coacción y lesiones agravadas. Denunciante G. O., Juana


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58476/2014/1/1/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de profundizar investigación. Corresponde al juez que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde al juzgado nacional, que previno, continuar investigando sin perjuicio que, si luego de profundizar la investigación, el magistrado nacional considera que hay una infracción al artículo 52 del Código Contravencional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, éste proceda de acuerdo al criterio establecido por la Corte en la competencia n° 504, L.XLIV in re "Franco, Eduardo Alberto si infracción artículo 6.1. 9 de la Ley 451".


    N.N. s/ Coacción (art. 149 bis) Damnificado: G., Oscar Martín


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51315/2015/1/CS1, 09 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Notitia criminis sobre presunto abuso sexual cometido contra un niño. Investigación insuficiente: declaración de incompetencia prematura. Debe continuar el juez de la ciudad que previno.


    Más allá de las escasas referencias aportadas por la División de Interpol de Dublín, la juez que previno no ha practicado diligencia alguna que permitiera constatar la realidad del hecho -si la supuesta víctima es una persona real y que coincidan el nombre y las fotografías, de ser así si efectivamente vive en la localidad provincial y si habita con su padre, así como establecer los lugares de acceso a internet de los IP's aportados en la denuncia- y discernir su adecuada calificación legal, al mismo tiempo que hacer cesar sus efectos.


    N.N., s/ Publicaciones, reprod. y/o distrib. obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4513/2015/CS1, 04 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación de documentos públicos. Investigación insuficiente. Corresponde a la justicia provincial, que previno.


    Lo actuado en la causa no alcanza para afirmar aún que se hubiese utilizado algún documento falso o adulterado, puesto que no se cuenta en el expediente, con constancia alguna que así lo acredite, y por lo tanto, carece de suficiente fundamento discernir la competencia tan sólo sobre la base del resultado obtenido de aquellas diligencias, en tanto no se ha profundizado la pesquisa en orden a establecer la hipótesis delictiva señalada en el dictamen que informó la decisión de la cámara para remitir las actuaciones a la justicia de excepción que eventualmente, permitiera esclarecer los pormenores de los hechos a investigar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere para, finalmente, determinar su adecuada calificación legal y el tribunal al que corresponde investigarlos.


    N.N. s/ Falsif. docts. automotor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5018/2015/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta intermediación financiera sin autorización legal (art. 310 del Código Penal). Prematura declaración de incompetencia. Corresponde al juez provincial que previno.


    Si bien de las constancias remitidas se desprende que el sub examine podría tratarse de la hipótesis de intermediación financiera no autorizada, en particular si se considera que existe sospecha acerca de que los imputados habrían captado ahorro público sin la autorización otorgada en forma expresa por el Banco Central de la República Argentina (BCRA), según lo exige la Ley 21.526 y el artículo 310 del Código Penal y que, si bien la denuncia se inició por los hechos que damnificaron a los denunciantes, durante el curso de la pesquisa surgió que existían numerosas víctimas que también habían depositado allí su dinero y luego no pudieron recuperarlo, los elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, ni que hagan verosímil, al menos de momento, la hipótesis delictiva a que se refiere el artículo 310 del Código Penal. La resolución del juez local fue prematura, pues en vista de estos elementos debió asumir y profundizar la investigación, orientando la pesquisa a establecer, por ejemplo, de qué modo se captaba el ahorro y si los imputados también se dedicaban a ofrecer crédito al público.


    N.N. s/ Inf. Art. 310 - Incorporado por Ley 26.733


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4343/2015/CS1, 11 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta supresión del estado civil de una niña. Investigación insuficiente. Corresponde a la justicia provincial, que previno.


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le son propias, pues a partir de los elementos agregados al incidente no es posible, de momento, individualizar con razonable certidumbre los hechos que darían sustento a la pesquisa y, en consecuencia, encuadrarlos en la forma escogida por los jueces intervinientes o en otra figura legal, en caso de que resultaran penalmente relevantes, y formar fundado criterio para discernir el tribunal al que corresponda investigarlos y juzgarlos. En tanto se desconoce a partir de las constancias remitidas, si se expidió o no algún documento nacional de identidad a favor de la niña sobre la base de documentación pública falsa, corresponde a la justicia provincial proseguir el trámite de la causa e incorporar los elementos de juicio necesarios para dilucidar el objeto de investigación y sus posibles calificaciones legales.


    B., G. R. s/ Supresión del est. civil de un menor (art. 139, inc. 2) -según texto original del C.P. Ley 11.179


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 16/2016/CS1, 03 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto homicidio por envenenamiento. Investigación insuficiente. Corresponde al juez que previno.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos investigados y subsumirlos en alguna figura determinada. Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S., Ana Clara s/ Homicidio simple damnificado: Torrejón Alberto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2582/2015/1/CS1, 22 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Supresión de estado civil de un menor de edad. Investigación insuficiente para que la corte pueda conocer y ejercer sus facultades. Corresponde al juez provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Las escasas constancias agregadas al incidente, no alcanzan para delimitar las características de los sucesos objeto de investigación en tanto no se ha efectuado una mínima investigación en la causa que de sustento a las subsunciones típicas propuestas en la declinatoria.


    G. Andrea Mara – denunciante s/ Supresión del est. civ de una menor (Art. 139 inc. 2°)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4585/2015/CS1, 26 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Sustracción y encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación. Corresponde a la justicia nacional.


    Los escasos elementos reunidos hasta el momento no alcanzan para discernir con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en el que habría incurrido. Resulta necesario contar con los elementos suficientes que permitan fundar un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción.


    B., Gustavo Fabián s/ Robo de automotor, con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50187/2013/1/CS1, 30 de mayo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Usurpación. Falta de investigación suficiente. Corresponde continuar a la justicia local que previno.


    La cuestión no se encuentra en condiciones de ser resuelta pues no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada. No se encuentran acreditados los derechos de los presentantes respecto a los terrenos que por la Ley N° 14.268 de la Provincia de Buenos Aires, fueron declaradas de utilidad pública y sujetas a expropiación, más cuando del acta de constatación surgiría que la última es objeto de una acción judicial por usucapión ante un tribunal de esa provincial. Los escasos elementos de convicción que obran en el incidente, impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, a efectos de discernir finalmente el tribunal al que corresponda investigarlos.


    N.N. s/ Usurpación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 44/2016/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia de género. Investigación insuficiente. Corresponde al juez local, que previno.


    El presente conflicto carece de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58. Se advierte que la declaración testimonial de la víctima no alcanza para establecer con el grado de certeza necesaria la calificación legal del hecho, ni el lugar de su comisión, pues no se ha realizado ninguna diligencia que permitiera comprobar la existencia de un arma del fuego, cuya portación o tenencia se pretende endilgar al imputado.


    C., N. N. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 139/2016/CS1, 19 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Malversación de caudales públicos. Encuadramiento legal de los hechos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Juzgado de garantías.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58. Tiene establecido la Corte, que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos objeto del proceso y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.


    R., Raúl José s/ malversación de caudales públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1602/2016/CS1, 27 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Resolución de las cuestiones de competencia.


    Contienda negativa de competencia. Violencia de género. Multiplicidad de hechos: unificación de la investigación. Corresponde a la justicia nacional, con competencia amplia.


    En atención a los dichos de la víctima, que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa, se estaría ante distintos episodios de un mismo conflicto de violencia de género, en los términos definidos en la competencia CSJ 4904/2015/CS1 "Montanari, Diego Hernán s/ amenazas". Por lo tanto, un sólo juez debe seguir investigando todos estos hechos, en aras de procurar una respuesta judicial efectiva a la mencionada situación de violencia. Teniendo en consideración, que en esta ciudad la damnificada efectuó las denuncias y tiene su domicilio. Y en atención, a que en principio uno de los hechos configuraría el delito previsto en el artículo 149 bis, 2° párrafo del Código Penal, corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción que posee más amplia competencia continuar con la investigación de todos los hechos denunciados, aunque no haya sido parte en la contienda.


    R., F. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 134/2016/CS1, 30 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Tribunal encargado de resolver.


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la cámara del juez que primero intervino.


    Lo resuelto por la Corte en CCC 7614/2015/CNC1-CA1), “Corrales, Guillermo s/ Habeas corpus” sólo puede entenderse en el sentido de que la justicia ordinaria de la Capital -cuya competencia es eminentemente local y se ejerce de manera transitoria hasta que se complete el proceso de transferencia a los tribunales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires- no puede conocer en materias reservadas a la justicia federal bajo el pretexto de ser sus magistrados igualmente jueces de la Nación; mas ello no significa que hubieran perdido el carácter que tienen por integrar el Poder Judicial de la Nación, ni tampoco que la Corte se haya arrogado facultades derogatorias del artículo 24, inciso 7° del decreto Ley 1285/58.


    P. C., Juan Guillermo s/ Falsificación de documento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76518/2015/2/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Prematura declaración de incompetencia. Abuso sexual de una menor. Violencia de género. Imputado menor de edad. Remisión a los dictámenes CCC 6667/2015/1/CS1, “Gómez” y CSJ 1654/2015/CS1, “Centurión”. Competencia del juzgado nacional de menores.


    C. A. s/ Abuso sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53814/2015/1/CS1, 11 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tenencia ilegítima de arma de uso civil: infracción al Art. 189 bis. Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Ley 25.752. Justicia local.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Por aplicación de este principio atento lo que surge y de acuerdo con lo expuesto en el informe, el arma secuestrada se halla comprendida entre las denominadas de uso civil, de conformidad con lo establecido en el artículo 5, inciso 1°, aparado a), del decreto 395/75 –reglamentario de la Ley 20.429- y sus modificatorias. En consecuencia, asiste razón al juez nacional, pues tanto la tenencia como la portación de las armas de ese carácter integran actualmente la competencia penal de los tribunales de la Ciudad de Buenos Aires (ley n° 25.752).


    T., Pedro Gastón Eduardo s/ Infracción Art. 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4875/2015/CS1, 15 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1074, L. XLVI, “G. T., F. C. s/ Competencia”. Corresponde al tribunal de alzada correspondiente al que previno.


    L., Enrique Marcos León s/ Falsificación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15646/2011/PL1/CS1, 14 de junio de 2016


    Ver Dictamen


    Nulidades


    Transporte de estupefacientes. Acta de secuestro y detención. Declaración de nulidad: fundamentación aparente. Versiones encontradas. Oportunidad para su resolución: audiencia de debate. Se mantiene la queja.


    Si bien por regla general los pronunciamientos que declaran la inadmisibilidad de los recursos son, por su carácter fáctico-procesal, ajenos a la vía extraordinaria, la Corte ha reconocido una excepción en los casos en que lo decidido carece de fundamento suficiente y frustra una vía apta para el reconocimiento de los derechos invocados, con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio reconocida en el artículo 18 de la Constitución Nacional. Con respecto a la validez del acta del procedimiento, el Fiscal General señaló que ésta cumplía con todas las condiciones formales establecidas por la Ley y además había sido ratificada ante el juez por los testigos de la actuación, por lo que la sanción de nulidad no se apoyaba en fundamentos normativos válidos. El recurrente explicó que el tribunal acudió indebidamente al expediente de la nulidad para justificar la exclusión de la prueba que constituye el acta, en la medida en que ésta contradecía la versión alternativa de los hechos que presentó la defensa en su propio beneficio. Sobre este último aspecto, el recurso planteó con argumentos suficientes que ese proceder pretendió esconder lo que en realidad fue un juicio sobre el mérito de la prueba basado únicamente en la voluntad de los jueces de dar preeminencia a unas por sobre otras. Por lo demás, el apelante hizo una referencia expresa a la etapa inicial del proceso en que este juicio tuvo lugar, dando a entender inequívocamente que se trató de una decisión intempestiva, que en todo caso podría ser propia de la etapa del debate y no la forma de cancelar anticipadamente una investigación orientada a encontrar todas las evidencias que permitieran aclarar los puntos controvertidos. En abono de ese criterio, cabe agregar que si se hubiera procedido de tal manera, eventualmente el juicio sobre la veracidad del acta hubiese logrado las bases sólidas que lo defendieran de la tacha de arbitrariedad, además de proporcionar una respuesta prudente frente a la gravedad del hecho de que se trata -la posible existencia de una organización que utiliza personas vulnerables para transportar drogas dentro de su cuerpo- y a la no menos grave acusación contra los miembros de las fuerzas de seguridad que surge de lo decidido.


    D., Ramón Darío y otros s/ Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 341/2015/RH1, 07 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Nulidad procesal. Intervención de línea telefónica. Estupefacientes. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defectos en la fundamentación normativa. Interpretación restrictiva. Principio de progresividad. Derecho a la intimidad. Pacto de San José de Costa Rica. Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Corte Europea de Derechos Humanos.


    Remisiones a los dictámenes de las causas S. 58, L. XLIX, "Silva, Pablo Sebastián c/ s/Causa 11.405"; A. 702, L. XLVII, "Aguirre, Felicio s/ Causa N° 12.986” y CSJ 241/2015/RH1, "Corbero, Silva Andrea s/ Inf. Ley 23.737". Precedentes “Quaranta”, “Arriola” y “Silva”. Doctrina de Fallos: 313:1296; 317:643, 321:1909 y 3415, 324:4123, 326:3131, 328:4580 y 331:1090, entre otros.



    El a quo realizó una evaluación irracional de los antecedentes con que contaba el magistrado que dictó la intervención de la línea, mientras excluyó mediante argumentos irreflexivos, el mérito del que gozaban, y el que otorgaba razonabilidad a la medida en orden al delito investigado; lo que contrariamente a lo que también afirmó el fallo, había sido motivo de la resolución invalidada. No se presentan razonables los argumentos del fallo por los cuales se los excluyó de valoración, en tanto se afirmó que no habían verificado situaciones que evidenciaran conductas en infracción a la Ley 23.737. El fallo reclama cierto grado de convencimiento sobre la comisión del delito, incompatible con el criterio que esta Procuración esbozó al dictaminar en el expediente S. 58, L. XLIX, "Silva, Pablo Sebastián c/ s/ Causa 11.405", especialmente en cuanto a la expresión "auto fundado", a cuyos fundamentos y conclusiones se remitió la Corte. Cabe reiterar la doctrina del Tribunal que establece que "no es admisible una interpretación que equivalga a la prescindencia del texto legal, ya que la primera fuente de hermenéutica de la leyes su letra y su génesis no puede llegar al extremo de exigir mayores requisitos que los que aquélla impone". Ahora bien, no se explica sin embargo en el fallo qué motivos impedirían constituir una motivación suficiente de sospecha razonable a partir de la información denunciada. Tampoco se expone de qué modo podrían haber resultado aplicables al sub judice los principios que al respecto fueron establecidos en el caso "Quaranta" e hizo referencia el a quo en sus argumentos lo que frente a esa falencia torna al fundamento en aparente. La mayoría del a quo habría omitido analizar que los datos obtenidos se mostraron siempre afines al marco de referencia denunciado, tanto en cuanto a personas y maniobras imputadas, como al modo y lugares en que éstas operarían. En conclusión, los argumentos utilizados para afirmar que la medida no se hallaba motivada carecen de sustento suficiente para ser considerados válidos de acuerdo con la alegada doctrina de Fallos: 313:1296; 317:643; 321:1909 y 3415; 324:4123, 326:3131, 328:4580 y 331:1090, entre otros; máxime teniendo en cuenta el carácter restrictivo que rige en materia de nulidades. Por el contrario, representan meras discrepancias con el criterio del magistrado que en efecto dispuso la intervención, incluso después de que hubiera sido también requerida entre otras diligencias por el ministerio público fiscal. A ello cabe agregar que la orden invalidada no había sido motivo de agravio en los recursos de casación sin que tampoco haya sido objeto de impugnación en alguna otra oportunidad del proceso, en la que sin embargo lo fueron otras medidas incluso referidas a intervenciones telefónicas. También resulta dogmático el fallo en cuanto señala un menoscabo de los principios de progresividad y proporcionalidad que protegen de la injerencia abusiva en la intimidad de las personas, en tanto no se indica qué factores determinarían la eventual posibilidad de recurrir a medios alternativos idóneos menos lesivos, además de los que ya se habían realizado, ni refiere razón alguna que diera cuenta de que a pesar de los delitos que se trataban, no resultaría proporcional a su nivel de gravedad, el grado de intromisión que en su vida privada sufrirían los imputados. Tal explicación devino indispensable, desde que es de público conocimiento el peligro y la amenaza que significa para la sociedad el flagelo de las drogas, así como la creciente preocupación que en el mundo generan hechos de tal naturaleza; cuyas similares razones en tal sentido han sido expuestas por la Corte, en ocasión de pronunciarse in re "Arriola", e inclusive, motivos sobre la gravedad de esos delitos, su trascendencia y los compromisos internacionales asumidos por la República Argentina, para la persecución de hechos que involucraban al narcotráfico, fueron desarrollados en el dictamen de la causa A. 702, L. XLVII, "Aguirre, Felicio s/ Causa N° 12.986” al que se remitieron en lo pertinente los fundamentos que informaron la opinión emitida en el antes mencionado caso "Silva", y a los que remitió a su vez la Corte. Por otra parte, también resultan de importancia a la hora de evaluar la razonabilidad de la resolución del magistrado que tuvo a cargo una causa de tal particular complejidad, su especialidad y experiencia en la materia, desde que estos elementos involucran aspectos que ayudan a limitar la eventual arbitrariedad de medidas que como en el caso "parten precisamente de un campo de ignorancia que ellas están destinadas a eliminar", y por lo tanto exigen mayor sustento para afirmar una injerencia abusiva en la vida íntima de quien sufrió las escuchas. No existen reglas de carácter absoluto, lo que obliga a juzgar la garantía en análisis con relación a las concretas circunstancias del caso y en torno a los factores indicados supra; así como también "a la luz de los demás derechos reconocidos por el texto constitucional, y en observancia de las facultades estatales de limitar su ejercicio en un marco razonable, a fin de la necesaria eficacia en la persecución del crimen" Fallos: 332:1835. En consonancia con esos aspectos se estima oportuno reiterar también, el criterio sostenido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en un caso por incumplimiento del artículo 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, referido al respeto de la honra y de la dignidad, y a la protección contra injerencias arbitrarias o abusivas en la vida privada, en ocasión de valorar la gravedad de hechos que se investigaban y a fin de analizar la razonabilidad de la prueba. El análisis de todo lo expuesto lleva a la conclusión de que la mayoría del a quo omitió explicar los motivos por los cuales la valoración judicial de las actuaciones labradas previo al dictado de la medida, no resultarían suficientes para acreditar los recaudos que se exigen para que el derecho de los imputados a su vida privada pudiera verse razonablemente restringido. Tampoco atendió los fundamentos que informaron el precedente de Fallos: 330:3801, en cuanto a que, aun cuando en relación a órdenes de allanamiento, se trató de una diligencia que exigen recaudos similares a los del presente caso, los que fueron además desarrollados en el dictamen que informó la causa CSJ 241/2015/RH1, "Corbero, Silva Andrea s/ Inf. Ley 23.737" a los que en lo pertinente cabe remitirse en razón de la brevedad.


    A., Patricia Aurelia y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 212/2015/RH1, 30 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Sujetos Procesales


    Quiebra fraudulenta. Concepto de funcionario público: artículo 77 del Código Penal. Alcance del precedente fallos: 326:4445.


    Asiste razón a la recurrente, en cuanto a que la interpretación postulada por el a quo, en el sentido de que no debe considerarse funcionario público al síndico concursal, se fundó en lo decidido por ese Tribunal en un caso ajeno a la materia penal. Por lo tanto, resulta conveniente, en atención a que se encuentra en juego la inteligencia de una sentencia de la Corte, en cuanto a la aplicación extensiva del concepto de funcionario público en el ámbito del derecho administrativo a lo normado por el Art. 77 del código Penal, que el mismo Tribunal se expida al respecto y determine el alcance. En tal sentido, resulta acertado lo sostenido por el fiscal general, en cuanto a que el concepto de "funcionario público" no está diseñado de la misma manera en el derecho administrativo que en el derecho penal. Esto puede observarse en el artículo 77 del Código Penal, que extiende el concepto de funcionario público a determinados supuestos en que una persona "participa accidental o permanentemente del ejercicio de funciones públicas, sea por elección popular o por nombramiento de autoridad competente", por lo que no se encuentra libre de controversia la aplicación de la doctrina en cuestión del Tribunal. En consecuencia, la Corte Suprema debe abrir la queja presentada por la querella y hacer lugar al recurso extraordinario, a fin de precisar el alcance del concepto de funcionario público regulado en el Art. 77 del Código Penal a los síndicos del concurso.


    E., Diego s/ Quiebra fraudulenta


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5454/2014/RH1, 28 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Ministerio Público. Ministerio Público Fiscal.


    
Deberes y Facultades del Fiscal. Facultades del Fiscal.


    Delito de daño agravado y amenazas. Separación orgánica y funcional entre jueces y fiscales: Art. 120 de la Constitución Nacional. Precedentes "Lamparter" y "Quiroga". No proceden los precedentes "Ayala Amorga" ni "Góngora". Parámetros que rigen la concesión de la suspensión del juicio a prueba, Art. 76 bis del CP: interpretación arbitraria del derecho vigente. Peligrosidad y connotación social de los hechos: conclusión meramente dogmática. Violación de la independencia y la autonomía funcional del Ministerio Público Fiscal.


    A los fundamentos desarrollados por el magistrado apelante, a los que cabe remitirse y dar aquí por reproducidos en beneficio de la brevedad, resulta conveniente agregar algunas consideraciones sobre la procedencia del recurso extraordinario. En primer lugar, la decisión del a quo convalidada por la resolución recurrida, no constituye una derivación razonada del derecho vigente -artículo 76 bis del Código Penal de la Nación-, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. En segundo lugar, la sentencia apelada fundó el rechazo en una conclusión meramente dogmática sobre la peligrosidad y la connotación social de los hechos imputados. En efecto, el tribunal no fundó esa valoración fáctica en los hechos concretos del caso ni vinculó esa apreciación con la imputación de los delitos de daños y amenazas. No puede obviarse que en el sub lite no se imputaron delitos contra la vida o integridad física de las personas, por lo que la afirmación del tribunal sobre el peligro para otras personas carece de sustento fáctico. En tercer lugar, cabe destacar que la decisión del tribunal oral había rechazado preliminarmente el planteo de nulidad del dictamen fiscal sobre la base de que contaba con fundamentos suficientes vinculados con razones de política criminal fijadas en la resolución PGN 97/2009. Además, había juzgado que en el caso se encontraban presentes las condiciones objetivas previstas en el artículo 76 bis del Código Penal de la Nación. Sin perjuicio de ello, sobre la base de una interpretación arbitraria del derecho vigente y de las constancias de la causa, el tribunal dejó de lado el dictamen fiscal que se expidió a favor de la suspensión del juicio. Cabe concluir que a través de la decisión apelada los jueces avanzaron sobre facultades propias del fiscal en violación del artículo 120 de la Constitución Nacional, los artículos 1 y 3 de la Ley 27.148, Y el artículo 76 bis del Código Penal de la Nación, que requiere el consentimiento del fiscal para suspender la realización del juicio. En particular, los jueces sustituyeron el juicio de oportunidad del fiscal sobre las razones de política criminal que sustentan la suspensión del juicio en el caso concreto. Ello implica una violación de la independencia y la autonomía funcional de este organismo (art. 120, Constitución Nacional). Esta cuestión federal no fue tratada por el tribunal de casación, aun cuando había sido oportunamente planteada. Las razones de política criminal previstas en la citada instrucción general fueron analizadas en el caso concreto por el fiscal actuante, tal como lo reconoció expresamente el tribunal oral al rechazar el planteo de nulidad. Sin embargo, la decisión, luego de concluir que el dictamen del fiscal contó con fundamentos suficientes de política criminal y que se encontraban cumplidas las pautas objetivas previstas en el artículo 76 bis del Código Penal de la Nación, se exorbitó del control de legalidad, afectando la independencia y autonomía funcional de los fiscales. En suma, el fiscal sostuvo, en ejercicio de su independencia y autonomía y de acuerdo con las normas legales aplicables, que el modo adecuado de promover su cometido constitucional en el presente caso es a través de la suspensión del juicio a prueba. La sentencia, que resultó convalidada, se apartó de ese juicio de oportunidad fundado en razones de política criminal y para ello efectuó un razonamiento que no constituye una derivación razonada del artículo 76 bis del Código Penal de la Nación con aplicación a las circunstancias de la causa.


    S., Milagro Amalia Ángela y otros s/ Daño agravado (art. 184 inc. 5) y amenazas


    FSA-Justicia Federal de Salta, 74000120/2011/TO1/12/2/RH3, 25 de abril de 2016


    Ver Dictamen


    Amenazas. Suspensión del juicio a prueba. Facultades del fiscal. Oposición del fiscal. Doctrina de la arbitrariedad.


    La decisión del a quo se apoya en afirmaciones dogmáticas que le otorgan una fundamentación solo aparente, desde que el voto que conformó la opinión mayoritaria sólo contiene una mera transcripción de una obra de doctrina, pero ningún argumento que explique por qué el fiscal no podría oponerse a la suspensión del juicio a prueba cuando razonablemente considerase incumplido algún requisito legal para su procedencia, a pesar de que la Ley prevé esa posibilidad de manera evidente. Tampoco se encuentra en el fallo alguna explicación que permita determinar qué entendió el tribunal por "razón legítima" sobre la conveniencia político criminal de continuar con el procedimiento, y comprender -por consiguiente- por qué no constituía tal la que tomó en cuenta la fiscal. La oposición de la representante del Ministerio Público contó con fundamentos suficientes a partir de razones de política criminal relacionadas con las concretas circunstancias del caso que, aunque no fueran compartidas por el a quo, lo pusieron a salvo del control del que pudo haber sido objeto, y lo colocaron así como un límite infranqueable a la concesión de aquel beneficio. El artículo 76 bis del Código Penal claramente prevé el consentimiento del fiscal como requisito ineludible para la concesión del beneficio en examen, pues además del cumplimiento de condiciones objetivas requiere una valoración subjetiva que deberá hacer el agente fiscal, sobre circunstancias distintas a aquellas condiciones previas que se dan por sentadas, y sin cuya aprobación no podrá, en ningún caso, concederse la suspensión del juicio. Conviene recordar las expresiones vertidas sobre este punto en ambas cámaras del Congreso durante el tratamiento parlamentario de la norma, las que permiten apreciar que el legislador reconoció a la intervención del fiscal un alcance que trasciende la verificación de los requisitos legales de procedencia, y comprende una valoración personal acerca de la conveniencia o inconveniencia de aplicar el instituto en el caso concreto. El pronunciamiento se apoyó en fundamentación sólo aparente en cuanto afirmó que la fiscal ante el tribunal oral no expuso la conveniencia de llevar a cabo el juicio en el caso concreto. Por el contrario, en la decisión apelada se omitió explicar por qué aquellas circunstancias no resultarían suficientes para requerir su realización.


    M., Daniel Eduardo s/ Amenazas. Damnificado: Z., Gonzalo Ezequiel


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20971/2014/TO1/2/1/RH1, 16 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Falso testimonio en causa criminal. Suspensión del juicio a prueba. Facultades del fiscal. Oposición del fiscal. Sentencia arbitraria.


    Resolución PGN n° 97/2009.


    Respecto de la arbitrariedad del pronunciamiento impugnado, no existen opiniones sustancialmente coincidentes en los fundamentos que permitan llegar a una conclusión adoptada por la mayoría de los miembros del tribunal a quo acerca del significado de la pena de inhabilitación en relación con el instituto de la suspensión del juicio a prueba y su efecto en las concretas circunstancias del caso. Tampoco se habría conformado una opinión en mayoría sobre los fundamentos de la decisión. En tales condiciones, no se advierte una mayoría absoluta de opiniones con fundamentos concordantes respecto de la referida cuestión. Por otra parte, en relación con los motivos por los que el fiscal se opuso a la suspensión del juicio, tuvo en cuenta la posibilidad concreta de que requerir penas de prisión de cumplimiento efectivo para los acusados debido a la gravedad de los hechos atribuidos, manifestada en la afectación de la administración de justicia y el perjuicio generado al inculpado en la causa en la que uno de aquéllos declaró falsedades determinado por los restantes. La actuación del fiscal se ajustó a la resolución PGN n° 97/2009, que dictó la Procuración General de la Nación sobre esa materia a fin de establecer algunos criterios de política criminal tendientes a complementar las reglas establecidas en el Art. 76 bis del Código Penal, con el objeto de determinar bajo qué parámetros se regirá la utilización de ese instituto respetando su naturaleza de método alternativo de resolución de conflictos. En ella se estableció, entre otras pautas, que "lejos de prestar un consentimiento automático, el fiscal deberá tener en cuenta a la hora de expedirse el sentido del instituto como solución alternativa de conflictos y contemplar los intereses de las partes involucradas, a cuyo efecto deberá considerar particularmente las características del caso". La actuación del fiscal resultó acorde con el criterio expuesto durante el tratamiento parlamentario de la norma en cuestión, en cuanto se sostuvo que "también nos pareció esencial establecer que para que fuera procedente [la suspensión del juicio a prueba] hubiera conformidad del agente fiscal. Significa esto que no basta el cumplimiento de condiciones objetivas para ser merecedor de este beneficio. Se requiere además una valoración subjetiva que deberá hacer el agente fiscal, sin cuya aprobación no podrá, en ningún caso, concederse la suspensión del juicio”. El dictamen del fiscal contó con fundamentos suficientes a partir de razones de política criminal que lo pusieron a salvo del control del que pudo haber sido objeto, y lo colocaron así como un límite infranqueable a la concesión de aquel beneficio, conforme lo entendió también el tribunal oral.


    A., José Manuel y otros s/ Falso testimonio


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47018/2012/TO1/5/RH5, 29 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Dictamen Fiscal.


    Recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. Ministerio Público Fiscal. Procuración General de la Nación. Dictamen fiscal. Garantías procesales. Debido proceso. Defensa en juicio.


    Cuando este organismo reviste el carácter de parte en el proceso y donde el objeto de estudio son los recursos extraordinarios y de hecho presentados por esta Procuración General como demandada, no aconseja emitir una opinión al respecto. Una solución diversa podría afectar los derechos de defensa y debido proceso legal del actor (art. 18, Constitución Nacional) ya que el dictamen se produciría una vez clausurado el debate y cuando la causa se encuentra sometida al pronunciamiento de la Corte Suprema.


    Luque, Ernesto José c/ Ministerio Público s/ Civil y comercial – Varios


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 81046185/2013/1/RH1, 14 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Suspensión del Procedimiento Penal a Prueba


    Suspensión del Juicio a Prueba. Carácter vinculante del dictamen fiscal. Omisión de tratamiento. Sentencia sin votos coincidentes.


    Las condiciones en que fue emitida la decisión del a quo, impiden pronunciarse en esta instancia excepcional acerca de los restantes agravios invocados por la defensa, pues se advierte que los fundamentos del recurso que oportunamente llevó el fiscal ante la Cámara de Casación, no han sido tratados, ni resueltos con una mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes, lo que invalida el pronunciamiento (doctrina de Fallos: 321: 1653 y sus citas). Así, solo quien lideró la votación se expidió respecto de la validez formal de la oposición del apelante. En este sentido y, habida cuenta que este Ministerio Público ha sostenido reiteradamente el carácter vinculante del dictamen fiscal previsto en el artículo 76 bis, 4° párrafo, del Código Penal y que, tal criterio es compartido por los integrantes del Tribunal Oral según se aprecia de su decisión se estima necesario que la Cámara Federal de Casación Penal, se expida acerca de la validez de aquel acto procesal que, en este momento, es el único tema que está pendiente de tratamiento, y que resulta esencial a los efectos de darle fin a las cuestiones que vienen siendo materia de recurso por ambas partes.


    M., Jorge s/ Lesiones graves (art. 90)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41768/2011/TO1/CS1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Consentimiento del fiscal. Improcedencia respecto de delitos para los que se prevé pena de inhabilitación. Remisión a lo dictaminado en los autos C. C. C. 10343/2012/2/RH1, "Such, Vicente s/ Lesiones culposas (art. 94, 10 párrafo)".


    C., Raúl Eduardo y otro s/ Homicidio culposo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2888/2012/TO1/2/RH1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Improcedencia respecto de delitos con pena de inhabilitación. Alegada afectación al principio acusatorio, de legalidad y de defensa en juicio. Improcedencia del recurso. Falta de fundamentación autónoma y de demostración de las afecciones.


    El escrito del recurso extraordinario carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la Ley 48, pues en él se reiteran dogmáticamente asertos ya vertidos en las instancias anteriores sin que el recurrente haya rebatido todos y cada uno de los fundamentos dados por el a quo en la sentencia apelada. En efecto, la defensa no se hizo cargo de todos los argumentos en que se basó el a quo, por cuanto omitió analizar y refutar las consideraciones -sobre las que se había apoyado el tribunal oral para no hacer lugar al beneficio- vinculadas con las cualidades que caracterizan a la inhabilitación absoluta y obstan la suspensión del juicio a prueba de acuerdo con el artículo 76 bis del Código Penal, las que por otra parte permiten distinguir dicha sanción de la prevista para el delito que fue objeto de imputación en el precedente "Norverto", citado por esa parte. Tampoco se demostró que la interpretación de aquella norma de derecho común que motivó el rechazo de su pretensión hubiera afectado los principios constitucionales que invocó.


    J., Mauricio Antonio y otros s/ Falso testimonio


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48761/2011/TO1/1/RH1, 16 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Oposición del fiscal: carácter vinculante. Transporte de estupefacientes o tenencia simple. Ley 23.737. Calificación legal: carácter provisorio. Afectación al principio de congruencia. Requerimiento de elevación a juicio: plataforma fáctica del juicio oral. Fallo “Kosuta”. Remisión a lo dictaminado en la causa “Góngora”.


    En el recurso de casación la fiscalía expuso claramente los defectos graves de fundamentación que exhibía la decisión de la cámara de apelaciones. En ese sentido, señaló que, contrariamente a lo sostenido por dicho tribunal, la cuestión relativa a la calificación del hecho no se encontraba decidida con carácter definitivo, pues la que aplicó en la resolución por la que confirmó parcialmente el auto de procesamiento tenía carácter provisorio, y podía ser modificada en posteriores actos del proceso, entre ellos, el requerimiento de elevación a juicio, o la eventual sentencia de condena, por aplicación del principio iura novit curia. Refirió que aquel dictamen constituye la base sobre la que se determina el objeto sobre el que versará la etapa del juicio oral, y que el fiscal que lo formuló en el sub examine calificó al hecho en los términos del artículo 5°, inciso "c", de la Ley 23.737 -para el que se prevé una pena cuya aplicación no podría ser dejada en suspenso. Sumado a ello, no surge de los términos del recurso que esa cámara de apelaciones hubiera considerado que tal pretensión afectase el principio de congruencia. Se advierte, entonces, que el recurrente expuso el agravio generado mediante la resolución por la que la cámara de apelaciones descalificó la razonable oposición del fiscal a la aplicación del beneficio, con base en la significación jurídica del hecho que postuló en el requerimiento de elevación a juicio, en torno de la cual se llevaría adelante la función acusatoria en el debate oral. De acuerdo con los términos del artículo 76 bis del Código Penal, y de conformidad con la doctrina establecida en el fallo que dictó la Cámara Nacional de Casación Penal, en pleno, en los autos "Kosuta, Teresa Ramona s/ Recurso de casación" y las consideraciones expuestas en el dictamen emitido por esta Procuración General en los autos G.61, 1. XLVIII, "Góngora, Gabriel Arnaldo s/ causa n° 14.092", las que se dan por reproducidas en razón de brevedad, la oposición del fiscal constituía un límite infranqueable para la concesión del beneficio en cuestión.


    M. V., Juan Horacio s/ Inf. Ley 23.737 (art. 5, inc. e)


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 82000094/2012/1/RH1, 31 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Contrabando. Exportaciones. Suspensión del juicio a prueba. Pena de inhabilitación. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Defectos en la consideración de extremos conducentes.


    Resolución PGN n° 24/2000. Auto-inhabilitación.


    El a quo rechazó la inhabilitación acordada a partir de la libre y expresa manifestación de la voluntad de la imputada, y aplicó una interpretación irrazonable de las normas que regulan el instituto en cuestión, contraria al principio de igualdad ante la Ley y a su naturaleza, en tanto pretende evitar la estigmatización de quienes tienen su primer contacto con el sistema penal, tanto sea por delitos culposos o dolosos, de acuerdo con las consideraciones expuestas en la resolución PGN n° 24/2000. El examen desarrollado en dicha resolución versó, sobre la pena de inhabilitación respecto de los delitos culposos. Sin embargo, no existen argumentos válidos para excluir de su aplicación a los delitos dolosos, ni el pronunciamiento apelado cuenta con algún fundamento en tal sentido. El pronunciamiento identificó de manera automática la propuesta de auto inhabilitación con la pena de inhabilitación especial prevista en el código sustantivo, mas pasó por alto y omitió analizar no sólo que el artículo 27 bis del Código Penal establece que las reglas de conducta allí previstas podrán ser modificadas por el tribunal, sino también que el Código Procesal Penal de la Nación prevé como medida de seguridad que al dictar el procesamiento, si es aplicable al hecho alguna inhabilitación especial, el juez podrá disponer también que el imputado se abstenga de esa actividad. No explicó el a quo por qué no cabría calificarla como una medida de esa naturaleza, que puede ser dictada durante el procedimiento y no requiere aceptación de responsabilidad. Tal es lo que ocurrió en el sub examine, desde que el a quo se limitó a sostener que el pago del mínimo de la multa constituye una condición para la procedencia de la suspensión del juicio, sin dar el debido tratamiento al argumento de que aquella exigencia sólo es de aplicación a los supuestos de multa como pena conjunta o alternativa a la de prisión, pero no cuando se trata de una sanción accesoria, conforme ocurre con el delito atribuido en el presente. La Corte sostuvo en el pronunciamiento de fallos 323:637 que en cuanto a las penas previstas en el artículo 876, apartado 1, en sus incisos a, c, f y g, impuestas en primera instancia a los procesados, cabe señalar que del ordenamiento aduanero -arts. 876, apartado 1, y 1206- surge que las citadas sanciones son accesorias de la pena privativa de libertad, toda vez que en materia de contrabando la sanción judicial a aplicar es independiente de la decisión del órgano administrativo. Y ello es así, ya que el otorgamiento de la atribución de funciones jurisdiccionales a la autoridad aduanera depende de la ley, sin más limitaciones que las que surgen de los principios, garantías y derechos que la Constitución Nacional establece y consagra. Concluyó que la resolución por la que se decidió que el órgano jurisdiccional resultaba competente para sustanciar el trámite y aplicación de las penas accesorias de comiso, multa e inhabilitación, importó una injerencia indebida de los magistrados federales en el ámbito de las legítimas atribuciones de la autoridad aduanera, sin sustento en las normas federales en Juego. Las expresiones del a quo en el sentido de que la multa prevista en esas disposiciones aduaneras es una pena principal, y que el órgano jurisdiccional es el competente para imponerle al imputado el mínimo de dicha sanción en el marco de la suspensión del juicio a prueba, no constituyen sino meras afirmaciones dogmáticas que tampoco cuentan con sustento en las normas que regulan la aplicación de ese instituto. Las consideraciones expuestas en el precedente al que se remitió el a quo tampoco constituyen fundamentación suficiente, pues no contaron con argumentos que versaran sobre la inteligencia que la Corte hizo respecto de la norma federal del Art. 876 inc. “c”. El pronunciamiento no atendió los argumentos alegados por la defensa, que resultaban conducentes para la solución del caso, y merece ser descalificado en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    G., Miriam Susana s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4697/2014/RH1, 14 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Voto de los jueces. Defectos en la fundamentación normativa.


    Ausencia de mayoría de votos coincidentes.


    El pronunciamiento impugnado se apartó de las constancias de la causa, y por lo tanto debe ser descalificado en los términos de la doctrina de la arbitrariedad. En la resolución apelada no existen opiniones sustancialmente coincidentes en los fundamentos que permitan llegar a la conclusión adoptada por la mayoría de los miembros del tribunal a quo acerca de la validez de la decisión del tribunal oral respecto de la suspensión del juicio a prueba. No se advierte una mayoría absoluta de opiniones con fundamentos concordantes respecto de la referida cuestión, y difícilmente pueda el tribunal oral determinar cuál es la doctrina a la que, según el a quo, debería ajustar su nuevo pronunciamiento. Por ello, la sentencia apelada no puede ser considerada como acto jurisdiccional válido.


    P., José Eduardo y otros s/ Querella


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1394/2008/TO1/3/1/1/RH2, 06 de diciembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recursos


    Parte General


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4756/2014/RH1, “Bettolli, José Tadeo Luis y otros s/ Inf. 144 ter. 1° párrafo – según Ley 14.616”.


    B., José Tadeo Luis y otros s/ Inf. 144 ter. 1° párrafo – según Ley 14.616


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4754/2014/RH1, 05 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4756/2014/RH1, “Bettolli, José Tadeo Luis y otros s/ Inf. 144 ter. 1° párrafo – según Ley 14.616”.


    B., José Tadeo Luis y otros s/ Inf. 144 ter. 1° párrafo – según Ley 14.616


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4764/2014/RH1, 05 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4756/2014/RH1, “Bettolli, José Tadeo Luis y otros s/ Inf. 144 ter. 1° párrafo – según Ley 14.616”.


    B., José Tadeo Luis y otros s/ Inf. 144 ter. 1° párrafo – según Ley 14.616


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4826/2014/RH1, 05 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4756/2014/RH1, “Bettolli, José Tadeo Luis y otros s/ Inf. 144 ter. 1° párrafo – según Ley 14.616”.


    B., José Tadeo Luis y otros s/ Inf. 144 ter. 1° párrafo – según Ley 14.616


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4849/2014/RH1, 05 de julio de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por recurso denegado. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. Plazos procesales.


    El tribunal de juicio incurrió en arbitrariedad, por excesivo rigor formal, al rechazar el escrito de ofrecimiento de prueba de la fiscalía por haber sido presentado con tres horas de retraso respecto del vencimiento del plazo, y ese vicio determinó la invalidez de la audiencia de debate realizada sin esa prueba, de la sentencia absolutoria dictada en consecuencia, con apoyo además en un pedido de absolución inexistente, como así también, por último, de la resolución de la cámara a quo que rechazó la queja interpuesta ante ella. Por ello se mantiene la queja.


    S. V., G. s/ Abuso sexual - Art. 119, 1° párrafo. Damnificado: C., N. A. y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32380/2014/TO1/4/1/RH3, 14 de octubre de 2016


    Ver Dictamen


    Infracción a la Ley penal cambiaria. Recurso extraordinario. Presentación extemporánea.


    La apelación extraordinaria resulta extemporánea, no sólo en virtud de los fundamentos desarrollados por el a quo, sino también porque existen elementos que permiten afirmar que es consecuencia de una reflexión tardía. Así se lo considera, sin necesidad de ingresar a la cuestión referida a la forma en que debe ser notificada la sentencia condenatoria en los procesos seguidos por infracción a la Ley penal cambiaria, cuya tramitación en sede administrativa y penal podría distinguirlos del criterio de los precedentes invocados por el recurrente, máxime cuando -como en el caso- el imputado no se encuentra privado de su libertad. No consta en autos la razón por la cual el ahora impugnante decidió apartarse de la defensa conjunta que había adoptado en sede administrativa con la sociedad que presidía que fue condenada en forma solidaria. Si bien mantuvo parcialmente ese temperamento en sede judicial en cuanto a sus letrados apoderados y defensores, y respecto del domicilio constituido lo cierto es que su actual y huérfana afirmación acerca de su desconocimiento de lo actuado y afectación de garantías constitucionales no se compadece no sólo con las notificaciones por cédula que se le cursaron, sino tampoco con sus presentaciones en autos por sí o por intermedio de su abogada de confianza. Por lo demás, la reiterada incomunicación y pasividad que atribuye a sus letrados se opone inexplicablemente con el diligente temperamento que esos mismos profesionales siguieron al atender a los coimputados en el proceso; quienes, por otro lado, no deben resultar ajenos al recurrente dada la estrecha vinculación societaria que mantenían. Si bien de esa comunidad no puede extraerse más que ese llamativo contraste, en el sub examine importa un elemento concurrente al criterio adverso que se postula. Si el objetivo de aquellas dos presentaciones reflejaba la "voluntad de seguir litigando", no se explica por qué razón recién ahora manifiesta de modo expreso la voluntad recursiva y no lo hizo a su debido tiempo, o a través de sus letrados, sea impugnando la sentencia de primera instancia, adhiriendo al recurso de los coimputados e incluso intentando la apelación federal contra la sentencia de cámara, pues de todo ello fue anoticiado oportunamente. En ese contexto, la oposición entre aquéllas intervenciones por escrito ante el juez y su actual alegato de ajenidad al trámite, de haberse visto imposibilitado de apelar y su firme voluntad de litigar, lleva a concluir que el recurrente se ha puesto en relevante contradicción con su propia conducta precedente y que su pretensión responde exclusivamente a una reflexión tardía inadmisible para conmover la estabilidad de la decisión de primera instancia pasada en autoridad de cosa juzgada a su respecto, todo lo cual torna improcedente su planteo. Resta agregar ante las garantías fundamentales que se dicen conculcadas, que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido, de un modo enteramente aplicable al sub judice, que "el mero hecho de que un recurso interno no produzca un resultado favorable al reclamante no demuestra, por sí solo, la inexistencia o el agotamiento de todos los recursos internos eficaces, pues podría ocurrir, por ejemplo, que el reclamante no hubiera acudido oportunamente al procedimiento apropiado". También la Comisión Interamericana de Derechos Humanos adoptó este criterio.


    A. S.A. y otros s/ Infracción Ley 19.359


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 12009236/2011/1/RH1, 11 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso de Casación


    Delito de contrabando. Recurso de casación declarado mal concedido. Código Procesal Penal de la Nación, Art. 458: Límite recursivo para el MPF. Inaplicabilidad por existencia de una cuestión federal. Precedente “Di Nunzio”. Arbitrariedad de la resolución. Remisión al dictamen en A 363, L XLIX, "Armstrong, Sharon Mae c/s/ causa n° 15.507".


    El límite recursivo previsto para el Ministerio Público, en el artículo 458 del Código Procesal Penal de la Nación, carece de efecto ante la existencia de la cuestión federal invocada por el recurrente y cuyo conocimiento es propio de su competencia material como tribunal intermedio con arreglo al criterio fijado por la Corte en el precedente "Di Nunzio". Precisamente, la respuesta formal brindada por el a quo relativa a que no se encuentra acreditada la existencia de una cuestión federal importó soslayar que, al motivar el recurso de casación, el fiscal desarrolló argumentos suficientes contra la resolución que declaró la inconstitucionalidad de una disposición que forma parte de una Ley del Congreso -artículo 872 del Código Aduanero-, cuestión que además se halla indisolublemente ligada a la interpretación de las normas federales que establecen el delito de contrabando en los aspectos relacionados con la determinación del bien jurídico protegido y la estructura y características de la conducta típica, más allá de que el recurrente haya invocado la tacha de arbitrariedad. Con arreglo a la doctrina del precedente citado, la omisión del a quo de tratar sus agravios, en tanto suscitan la cuestión federal descripta y son propios de su competencia con prescindencia de los límites del recurso acusatorio, conduce a la descalificación de su pronunciamiento como acto jurisdiccional válido.


    S. C., Rosa Bertilla y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FSA-Justicia Federal de Salta, 8504/2013/TO1/2/RH1, 01 de febrero de 2016


    Ver Dictamen


    Resoluciones Recurribles.


    Queja por recurso de casación denegado. Taller clandestino. Trata de personas con fines de explotación laboral o facilitación de la inmigración ilegal. Art. 145 y 145 bis; Art. 117 de la Ley de Migraciones nro. 25.871. Elementos del delito de trata. Divergencia en la calificación legal versus divergencia en la plataforma fáctica. Auto de procesamiento equiparable a sentencia definitiva: perjuicio irreparable. Posible responsabilidad internacional "Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños". Sentencia arbitraria: fundamentación dogmática.


    En el pronunciamiento apelado se sostuvo de manera dogmática que la resolución que confirmó el auto de procesamiento no resultaba equiparable a sentencia definitiva porque no impedía la continuación de las actuaciones, sin analizar las razones expuestas por el fiscal recurrente para demostrar que no consistió en un supuesto de diversa calificación legal respecto de una misma actuación, y que la decisión impugnada generó un perjuicio que no podrá subsanarse más adelante, en la medida en que, en concreto, extrajo del proceso los hechos que constituirían los elementos del delito de trata de personas con fines de explotación, y cercenó así la posibilidad de examinar y valorar por completo en un debate oral las conductas de los imputados. Conforme lo destacó el magistrado recurrente, la cámara de apelaciones sostuvo que el Ministerio Público Fiscal contaba con otros caminos procesales para satisfacer sus reclamos acerca del curso de la investigación, e indicó en ese sentido la posibilidad de solicitar que se cite a declarar a personas aun no convocadas, o la de postular la calificación legal que el fiscal considere correcta al momento de requerir la elevación a juicio. Sin embargo, no constituyen sino meras afirmaciones dogmáticas, desde que no indicó a cuáles personas hizo referencia ni -consiguientemente- por qué cabía asumir la posibilidad de que aportasen información relevante para la causa, ni tampoco expuso los fundamentos en que se basó para sostener que el eventual requerimiento de elevación a juicio, en las particulares condiciones del trámite del proceso, válidamente podría comprender hechos o circunstancias investigadas durante la etapa de instrucción que no resultaron alcanzadas por el auto de procesamiento, sin afectar el principio de congruencia por medio de la modificación en la subsunción típica. Tal omisión resulta especialmente significativa en el sub examine, si se tiene en cuenta que, según lo expresó el magistrado apelante, en su resolución el juez federal tuvo por demostrado que los imputados se aprovecharon de las menores y demás personas en situación irregular, a las que hacían trabajar en jornadas extendidas, con escasa remuneración, y por fuera de la legislación laboral. Frente a tal panorama se imponía, un análisis de los argumentos con los que se dispuso el procesamiento de aquéllos exclusivamente en orden al delito previsto en el artículo 117 de la citada Ley de Migraciones, en especial teniendo en cuenta que la decisión impugnada podría llegar a generar responsabilidad internacional del Estado Argentino, por incumplimiento de la obligación de prevenir y combatir la trata de personas.


    B., H. y otros s/ Inf. Art. 117 bis, inc. 2


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 121/2015/RH1, 22 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso de Queja


    Queja por retardo de justicia. Pronto despacho: Apelación contra arresto domiciliario. Resolución pendiente. Facultades de superintendencia de la Corte.


    El recurso fue remitido a la Cámara Federal, sin que ésta subsanara las sucesivas dilaciones verificadas en el curso del proceso y evitando expedirse en definitiva sobre el punto en disputa, pese a la insistencia y pedidos de pronto despacho sucesivamente interpuestos, hasta febrero del año en curso, por los representantes del Ministerio Público Fiscal. Se solicita a la Corte que, en uso de las facultades de superintendencia, dé el trámite pertinente, ordene proveer los prontos despachos presentados por los representantes del Ministerio Público Fiscal de la Nación -en tres oportunidades- y en consecuencia, se dicte el acto jurisdiccional correspondiente, resolviendo el recurso pendiente.


    L., Ricardo y otros s/ Medidas precautorias


    FSA-Justicia Federal de Salta, 14000727/2007/3/2/RS1, 02 de marzo de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa "Barmack, Gabriel s/causa n° 14327", B, 555, XL VIII.


    C., Néstor Fabián y otro s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34802/2009/TO1/1/RH1, 22 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 3341/2015/RH1, “González Castillo, Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma de fuego – aptitud disparo no acreditada”.


    S. O., Rafael s/ Infracción Ley 23.737


    FSA-Justicia Federal de Salta, 32000597/2012/TO1/CS1, 11 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Sentencia definitiva.


    Remisión al dictamen de la causa CPE 1649/2013/1/RH1, “Re Dress S.A. y otro s/ Infracción ley 24.144”. Se mantiene la queja interpuesta.


    M. Hnos. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.144. Denunciante: Banco Central República Argentina


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1705/2013/4/RH2, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso de queja (procesal).


    Remisión al dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, “Amstrong, Sharon Mae c/ s/ Causa N° 15.507”.


    T. A., Roger y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FSA-Justicia Federal de Salta, 74000156/2012/TO1/9/1/RH1, 10 de agosto de 2016


    Ver Dictamen


    Privación ilegal de la libertad calificada. Concurso real. Torturas. Intervención del Ministerio Público. Recurso de casación penal. Queja por recurso denegado. Violación al debido proceso. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Nulidad parcial de sentencia. Derecho a la sentencia. Mantenimiento del recurso.


    Al quedar claro que el fiscal acusó al imputado por hechos independientes que calificó como privación ilegal de la libertad y tormentos, no resulta admisible que el a quo se niegue a examinar la sentencia invocando el límite previsto en el artículo 458, inciso 2, del código ritual. Como surge del recurso de casación, el fiscal planteó incluso la nulidad parcial de la sentencia por haberse omitido un pronunciamiento en su parte resolutiva respecto de los hechos calificados como tormentos, ya que el tribunal oral no los describió de manera diferente a como se lo hizo en la acusación, sino que valoró diversamente la prueba. El límite invocado, no era aplicable porque el agravio del Ministerio Público consistió en que el tribunal oral no resolvió la situación procesal del imputado en relación con hechos independientes de aquellos por los cuales lo condenó, y luego negó la facultad recursiva del acusador mediante la norma del artículo 458, inciso 2, del código ritual, cuando resulta que si hubiera absuelto al imputado por los hechos calificados en la acusación como tormentos, tal como correspondía según los fundamentos que desarrolló en su sentencia, no habría podido proceder de ese modo, de acuerdo con lo previsto en el inciso 1 del mismo artículo. Además, la nulidad parcial de esa sentencia, según el planteo efectuado, es absoluta en tanto se encuentra comprometida la garantía del debido procesal legal, en particular, el deber del tribunal de dictar sentencia respecto de cada una de las pretensiones que hiciera valer ante él todo aquel a quien la Ley reconoce personería para actuar en juicio, pues lo ampara aquella garantía, consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, al asegurar a todos los litigantes por igual el derecho a obtener una sentencia fundada previo juicio llevado en legal forma. En conclusión, la decisión del a quo mediante la cual confirmó la declaración de inadmisibilidad del recurso de casación interpuesto por el representante de este Ministerio Público no se ajustaría a la doctrina según la cual siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de la Corte, estos deben ser tratados previamente por la cámara de casación, en su carácter de tribunal intermedio.


    M., Horacio Domingo y otros s/ Privación ilegal de la libertad y otros


    FSA-Justicia Federal de Salta, 76000089/2011/TO1/23/1/RH2, 21 de noviembre de 2016


    Ver Dictamen


    Recurso de Revisión


    Resoluciones Recurribles.


    Condena en juicio abreviado. Reincidencia. Recurso de casación. Recurso de revisión. Cuestiones de hecho y derecho procesal y local. Desestimación del recurso de queja.


    El recurrente no ha demostrado, ni tan siquiera invocado, que lo resuelto por el a quo le impidiera hacer uso del derecho que le acuerda la Ley procesal penal local, en los artículos 467 y siguientes, desde el momento en que la condena hubiera adquirido firmeza. A más del déficit de fundamentación que esto implica, ello significa que no es posible considerar al pronunciamiento impugnado como la sentencia definitiva que es también presupuesto para la procedencia de la apelación extraordinaria (artículos 14 y 15 de la Ley 48).


    V. V., Ariel Leonardo por robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2864/2014/RH1, 09 de mayo de 2016


    Ver Dictamen
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